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do  grandes  aplausos,  han  sido  discursos  ea  que  el  materialismo  se 
ha  presentado  á  hacer  con  singular  confianza,  ostentacion^y  ruidoso 
alarde  de  sus  doctrinas:  así  los  de  Tyndall,  de  Wurtz,  de  Du-Bois 
Reimond.  Para  m{  serían  desconsoladoras  estas  señales  del  tiempo» 
si  no  tuviese  inquebrantable  fé  en  el  triunfo  definitivo  de  aquellas 
doctrinas  que  ven  en  el  mundo  algo  más  que  la  maleria  y  la  fuerza, 
esos  dioses  de  los  nuevos  apóstoles  que  no  tienen  sino  desdenes 
para  el  Dios  augusto  de  la  conciencia  universal  y  reservan  sus  ado* 
raciones  y  entusiasmos  para  esos  otros,  á  los  cuales  yo  no  sé  apli- 
car sino  aquella  frase  de  Pascal— ¡Oh  ridicolissimo  héroe!— Pero, 
Señores,  en  medio  del  sentimiento  que  produce  en  todo  espíritu 
generoso  el  aspecto  de  esas  corrientes  materiaKsias,  preciso  es  re- 
conocer que  algo  debe  haber  de  importante  en  tales  doctrinas,  6  di- 
gamos mejor,  en  tales  direcciones  cuando  han  logrado  interesar  á  la 
mayoría  de  cuantos  se  dedican  hoya  escrutar  los  arcanos  déla 
ciencia,  y  ese  algo  no  es  en  mi  sentir  otra  cosa  sino  el  estudio  pa- 
ciente que  tales  pensadores  vienen  haciendo  de  la  realidad  cósmi- 
ca, estudiándola  en  sí  misma  y  desapasionadamente,  que  no  en  es- 
feras puramente  ideales  y  de  fantasía. 

Es  menester.  Señores,  reconocerlo  de  una  vez:  la  ciencia  euro- 
pea ha  entrado  hace  ya  años  en  el  camino  de  la  investigación  ex- 
perimental, y  en  vez  de  encerrarse  en  la  esfera  de  !a  razón  subgeti- 
va,  quiere  colocándose  en  el  centro  de  la  pura  y  viva  realidad,  reco- 
nocerla en  su  interior  y  en  todas  sus  fiises  y  en  los  varios  momentos 
de  su  vida.  En  las  ciencias  sociales  que  durante  las  edades  pasadas 
se  han  movido,  puede  decirse,  fuera  de  su  objeto,  y  que  tomando 
tal  ó  cual  aspecto  de  la  sociedad,  ó  esta  ó  aquella  parte  del  proble- 
ma total  que  están  encargadas  de  resolver,  no  hablan  sabido  pene- 
trar en  la  ciencia  íntima  del  espíritu,  para  reconocer  su  naturaleza 
y  descubrir  las  leyes  según  las  cuales  vive  y  se  desenvuelve  en  la 
historia,  vá  prevaleciendo  más  y  más  la  indagación  positiva  y  se  ha 
creado  una  nueva  ciencia,  no  bien  determinada  es  verdad,  ni  com- 
pleta todavía,  pero  que  tiene  ya  sus  métodos,  su  plan,  sus  doctri- 
nas, y  que  es  llamada  por  unos  sociología,  por  otros  física,  por  al- 
gunos fisiología  del  Estado. 

De  esta  nueva  ciencia,  que  cuando  se  determine  «n  su  verda- 
dero concepto  y  se  aclare  y  precise  su  contenido,  habrá  de  trasfor- 
mar  los  ciencias  morales  y  políticas,  voy  á  deciros  dos  palahras  al 
propósito  de  describir  su  actual  significación  y  de  indicar  mis  opi- 
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niooee,  sobre  esta  importantísima  dirección  del  pensamiento  eu- 
ropeo. 

Y  notad,  Señores,,  porque  es  necesaríoempezar  por  aquí  la  con- 
sideraciou  sobre  las  cuestiones  relativas  á  esa  ciencia,  notad  el  es- 
lado  de  confusión  ó  mejor  dicho,  de  falta  de  organización  en  que 
han  estado  los  llamados  estudios  morales  y  políticos,  hasta  los  no- 
Tígimos  tiempos  en  que,  merced  al  espíritu  derivado  de  ciertos  siste- 
mas alemanes,  se  ha  constituido  la  ciencia  social  una  y  bajo  de  ella 
como  divisiones  interiores  y  ramas  diferentes  todas  las  demás  que 
tienen  por  asunto  la  esencia  del  espíritu»  6  las  leyes  que  gobiernan 
su  vida,  las  cuales  viviap  antes  separadas  entre  sí,  y  no  regidas  y 
subornidadas  á  un  principio  superior  y  unidad  que  las  sirviera  de 
punto  central  y  de  enlace. 

La  manera  de  considerar  ya  esta  rama  de  los  saberes,  bajo  el 
punto  de  vista  de  la  unidad  constituyendo  la  ciencia  llamada  cien- 
da  del  espíritu,  ba  permitido  plantear  problemas  que  no  estaban 
antes. determinados,  y  en  lo  tocante  al  plan,  concepto  y  método  ha 
ocasionado  grandes  novedades  que  debemos  conocer  y  fijar  bien  si 
no  queremos  continuar  rezagados  del  movimiento  de  los  pueblos 
cultos. 

Las  dos  preguntas  principales  relativas  á  la  organización  de  esta 
ciencia  del  espíritu,  y  de  cuya  solución  pende,  podemos  decir  su 
porvenir  son,  la  una  relativa  i  la  divi»on  de  la  misma  por  razón  de 
su  contenido,  la  otra  su  división  por  el  modo  del  conocimiento.  To* 
dos  los  grandes  progresos  que  se  han  obrado  en  esta  esfera  se  re- 
fieren i  una  de  estas  dos  preguntas,  cuya  cumplida  contestación 
viene  ya  preparada  por  los  notabilísimos  trabajos  que  ha  visto  el 
presente  siglo. 

Dejemos  á  un  Jado,  por  ahora,  lo  relativo  á  la  división  de  la 
ciencia  social  por.  razón  del  modo  del  conocimiento,  y  fijémonos  en 
su  división  por  razón  del  asunto  de  ella.  T  atendiendo  á  este  úl- 
timo concepto  debemos  decir  que  son  dos  los  problemas  funda- 
mentales que  la  ciencia  social  ha  de  resolver,  y  según  los  cuales 
debe  ella  ordenarse  y  clasificarse,  es  á  saber,  el  problema  jurídico 
y  ei  problema  que  á  falta  de  otro  nombre  llamaré  sustantivo,  por- 
que se  encamina  á  averigoar  cuál  es  la  sustancia  ó  si  decimos  la 
esencia  de  ese  ser.  El  primero  dá  como  la  forma  y  el  segundo  como 
la  nmteria  del  mismo,  y  se  advierte  bien  su  distinto  carácter  y  la  di- 
ferencia que  separa  á  entrambds,  considerando  al  espíritu  no  sólo 
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en  su  estado  ideal  y  tomado  eo  sí»  sino  visto  en  su  desarrollo»  Por- 
que reparando  en  esto  se  advierte  al  punto  que  hay  una  fuerza, 
una  eneiigia»  que  se  maaifiesta  realizando,  hechos»  y  que  esta 
energía ,  produciéndose  por  multitud  de  individuos ,  toma  una 
forma  determinada.  Ahora  bien:  todo  lo  que  loca  á  la  forma  de  la 
sociedad  ó  dígase  al  espíritu  que  llamamos  colectivo,  pertenece  al 
problema  jurídico,  que  es  en  realidad  el  único  tratado  hasta  hace 
poco  por  los  escritores  cuando  han  hablado  de  ciencias  morales  y 
polítitícas:  cuanto  mira  áesa  enecgía,  en  tanto  que  fuerza  que  pro- 
duce la  historia  y  que  es  como  la  materia  en  que  esa  forma  se  en* 
carna  y  á  la  cual  determina,  tofa  al  otro  problema. 

La  ciencia  antigua  y  ia  de  la  Edad  media  y  tiempos  posteriores 
hasta  el  periodo  novísimo,  desconocieron  casi  completamente  lo  re« 
lativo  á  lo  que  yo  llamo  el  problema  positivo.  En  todos  esos  tiem- 
pos las  cuestiones  sociales  se  presentan  principalmente  como  ene»* 
tienes  de  forma  y  organización,  es  decir,  como  cuestiones  jurídicas, 
y  en  estas  predomina  la  tendencia  á  constituirse  como  doctrina  del 
ideal  cuyo  principal  objeto  era  mostrar  según  qué  formas  y  moldes 
debian  organizarse  los  pueblos  para  realizar  el  derecho,  concebido 
sólo  como  regla  y  precepto. 

La  sociedad  y  ia  vida  toda  del  espíritu,  era  cotocada  en  cierto 
modo  fuera  de  las  leyes  naturales,  fuera  de  la  causalidad  exterior, 
y  lejos  de  estimaría  como  engendrada  por  fuerzas  vivas  y  como  re*- 
soltado  de  un  movimiento  histórico,  se  la  hacia  nacer  de  un  hecho 
reflexivo  y  libre,  es  decir,  del  contrato. 

Esta  concepción  puramente  formal  y  subjetiva  de  la  ciencia  so* 
cial  que  se  conservó,  como  hemos  indicado  poco  faá,  durante  lodo 
el  período  que  empieza  en  el  Renacimiento  y  llega  hasta  el  último 
tercio  de  la  pasada  contaría,,  proclamada  y  extendida  en  las  varias 
obras  publicadas  en  la  Europa,  bajo  el  título  de  Derecho  naturalf 
fué  conlinuada  y  formulada  de  nuevo  y  con  más  grandeza  y  espíri* 
tu  sistemático  por  Kant  y  Fiohte.  £1  primero  de  estos  grandes  es^ 
critores  estudia  sólo  la  forma  de  la  sociedad,  y  lejos  de  enlazarla  á 
la  Vida  exterior  y  mundo  objetivo,  la  considera  en  sí  y  con  cierlla 
abstracción  de  todo  elemento  positivo  y  real.  Por  su  parte  Fichte 
proclama,  es  verdad,  hasta  con  rara  exageración  U  realidad  del  est* 
píritu,  pero  le  contempla  principalmente  en.  la  relacioa  individual  y 
le  considera  como  constituyéndose  y  produciendo  la  vida  por  ua 
acto  puro,  por  determinaciones  libres,  y  le  coloca  en  un  mundo  tras* 
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cendental  qoe  es  distinto  de  este  en  que  vivimos.  Por  donde  la  vida 
general  con  sa  movimiento  dramático  y  sus  relaciones  variadas  y 
sus  desenvolvimientos  sucesivos,  y  en  parte  necesarios,  quedaba  en 
¿mbos  sistemas  suprimida  ó  sólo  parcialmente  reconocida,  y  la  cien- 
cia social  mutilada  y  falseada. 

Abundando  en  este  sentido  las  escuelas  y  partidos  políticos  que 
han  llevado  la  voz  en  este  período  de  las  grandes  revoluciones,  han 
considerado  la  obra  social  y  \%  labor  histórica  como  obra  sólo  de  re- 
flexión y  libertad^  con  cuyas  ideas  y  ganosas  de  realizar  el  ideal 
que  concebían  metieron  á  la  Europa  en  esa  serie  de  violentos  tras- 
tornos que  constituyen  nuestra  turbada  y  revuelta  historia. 

Entretanto  que  prevalecían  tales  doctrinas  en  el  dominio  de  la 
razón  y  de  la  vida,  aparecían  las  llamadas  históricas,  denunciando 
los  yerros  y  las  violencias  de  esas  otras  idealistas  y  subjetivas,  bien 
que  por  desconocer  las  necesidades  del  progreso  general,  y  por  no 
dar  intervención  en  la  historia  al  espíritu  reflexivo  y  libre  se  .priva- 
ban de  ejercer  profunda  y  provechosa  influencia  en  los  espíritus  y 
en  la  marcha  general  del  pensamiento. 

El  sistema  que  habia  de  cambiar  la  dirección  de  la  ciencia  y  pre- 
parar su  construcción  sobre  bases  más  amplias  y  con  más  levantado 
espíritu  era  el  de  Schelling.  Este  escritor  abandonó  de  una  vez  la 
posición  de  la  ciencia  que  se  movía  dentro  del  sugeto,  y  se  coloco 
en  el  centro  de  la  realidad,  con  lo  cual,  y  haciendo  de  esta  reali- 
dad unas  como  potencias  ó  fuerzas  reales,  que  iban  en  su  desarrollo 
engendrando  el  mundo  con  sus  diferentes  seres  y  grados  diversos 
logró  elevar  el  pensamiento  al  estudio  del  mundo  objetivo,  y  produ- 
jo el  resultado  de  estimar  la  historia  como  forma  necesaria  de  la  vi- 
da, y  como  elemento,  por  tanto,  de  toda  construcción  social. 

La  naturaleza,  en  este  sistema,  no  apareció  ya  como  algo  sepa- 
rado enteramente  del  espíritu,  antes  bien  era  un  coitio  colaborador 
suyo  en  la  obra  universal,  ni  el  espíritu,  venia  contebido,  en  su 
doctrina,  como  un  ser  de  pura  reflexión  que  tíausabá  la  vida  con 
entera  libertad,  sino  que  en  su  desenvolvimiento,  en  tanto  que  es- 
píritu activo,  iba  explicando  y  actuando  su  contenido,  de  una  ma- 
nera análoga  á  como  lo  hacian  las  demás  fuerzas  y  seres  del  mnn- 
dOy  es  decir  fatal  y  necesariamente. 

Semejante  concepción,  en  cnanto  daba  por  base  de  la  ciencia 

del  espíritu  la  realidad,  y  además  en  cuanto  ponía  á  ese  ser  cu 

medio  del  mundo,  presentando  su  vida  como  una  parte  de  la  vida 
TOMO  xLvi.  2 
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universal,  sajela  á  idénticas  leyes,  y  ¿  la  principal  de  ellas,  ó  sea  la 
de  la  necesidad^  abrió  nuevos  horizontes  ¿  ías  ciencias  sociales,  que 
recibieron  no  pocos  adelantos  de  muchos  y  muy  distinguidos  pen- 
sadores, entre  los  cuales,  por  no  hablar  de  otros,  citaré  como  los 
más  señalados,  á  Schleiermacher,  Hegel,  Krause,  Stalhl,  Weisse  y 
Hermán  Fichte.  Mas  aparte  de  graves  defectos,  nacidos  los  principa- 
les de  ser  un  panteísmo  este  sistema  de  Schelling,  por  su  carácter 
de  CKueia  filosófica,  ó  digamos  mejor  especulativa,  que  no  daba  á 
la  e;(periencia  la  importancia  que  debia  de  tener,  y  por  su  empeño 
en  construir  la  ciencia,  asi  la  de  la  naturaleza  como  la  del  espíritu, 
sólo  por  conceptos  racionales,  no  pudo  dar  nacimiento  á  una  icien* 
cia  social  verdaderamente  positiva,  ya  que  ofreciera  cuadros,  ideas, 
formas  y  métodos  muy  adecuados  para  ordenar  y  encerrar  las  doc* 
trinas  que  la  indagación  pudiera  encontrar  al  hacer  el  estudio  serio 
y  directo  del  espíritu  y  de  su  vida  toda. 

Con  sentido  distinto  y  en  dirección  por  todo  extremo  diferente 
de  la  expresada  por  Schelling,  se  ha  ocupado  de  la  ciencia  social  la 
escuela  positivista,  procurando  llevar  á  ella  su  criterio,  sus  métodos 
y  sus  aspiraciones.  £1  positivismo  no  es,  como  todos  sabéis,  sino  un 
naturalismo  que  desconoce  y  niega  no  sólo  lo  sobrenatural,  sino  lo 
racional  y  suprasensible;  y  en  lo  que  constituye  el  cosmos  ó  la  lla- 
mada naturaleza,  no  vé  sino  la  materia  y  la  fuerza  que  en  sucesivas 
trasformacioucs  llegan  á  producir  el  espíritu.  Con  tales  doctrinas, 
era  natural  que^  sólo  pudieran  los  positivistas  estudiar  ios^  hechos  y 
las  causas  que  los  engendran,  y  las  relaciones  que  como  efecto  na- 
tural llegan  á  formarse  en  el  curso  de  la  historia,  cosas  todas  que  en 
realidad  pertenecen  á  eso  que  he  llamado  el  problema  positivo.  Por 
esto  son  muchos  los  elementos  y  materiales  que  pueden  utilizarse  de 
los  que  presenta  esa  escuela  en  la  ciencia  llamada  cabalmente  por 
ella  sociología;  ,pero  como  por  otra  parte  desconoce  ella  la  verdade- 
ra ciencia  del  espíritu,  y  su  espontaneidad  y  sus  más  nobles  y  le- 
vantadas aspiraciojs^es,  como  su  teoría  acerca  de  la  ciencia  en  gene- 
ral es  tan  incompleta,  y  tan  erradas  sus  doctrinas  sobre  el  principio 
de  las  cosas  y  sus  fines  últimos,  y  desconoce  por  otra  parte  lo  ideal 
y  trascendeptal  y  cuanto  en  este  orden  se  refiere  á  la  moral  y  al  de- 
recho, seria  equivocado  pedir  á  tal  escuela  el  secreto  de  las  cues- 
tiones que  el  pensamiento  ha  de  resolver  aun  en  esta  parte  que  tie- 
ne por  objeto  dar  á  conocer  lo  sustancial  y  positivo  de  la  ciencia 
d^l  espíritu. 
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Para  oMislrair  de  una  vez  esa  ciencia  en  las  dos  partes  que  la 
coQstitoyen,  es  menester  proceder  con  ipiras  más  altas  y  más 
comprensivas:  es  menester,  ya  que  ellas  no  son  la  ciencia  primera, 
sino  ciencias  subordinadas,  fundarlas  en  una  concepción  filosófica 
qae,  además  de  sus  métodos,  las  dé  sus  primeros  principios.  No  es 
liáiú  en  el  actual  estado  de  los  conocimientos  estudiar  cada  una  de 
las  ciencias  que  se  refieren  á  los  seres  del  mundo  finito,  sino  como 
partes  interiores  de  la  ciencia  universal,  ni  construirlas  sino  en  el 
momento  y  lugar  que  dentro  de  ésta  les  corresponde.  Ahora  bien, 
esa  concepción  filosófica  debe  ser  tal  que  explique  el  mundo  por  un 
ser  que,  siendo  espíritu  absoluto  é  infinito,  y  como  espíritu,  inte- 
ligencia y  fuerza,  sea  su  razón  suficiente  y  su  principio  y  causa 
real  y  viva;  una  concepción  que  sepa  reconocer  y  explicar  aquella 
región  de  lo  racional  puro,  en  que  residen  los  tipos,  las  formas  y 
ejemplares  según  los  cuales  ha  de  expresarse  la  verdad,  el  orden  y 
la  belleza  en  el  mundo.  T  descendiendo  desde  estas  regiones  de  las 
primeras  esencias  y  de  los  primeros  principios  á  esta  otra,  regida 
también,  no  lo  olvidemos,  por  lo  absoluto,  pero  donde  viven  los 
seres  finitos  y  contingentes  que  forman  juntos  cada  clase  de  ellos, 
los  unos,  lo  que  llamamos  naturaleza,  y  los  otros,  el  ser  que  llama- 
mos humanidad;  descendiendo,  repilo,  á  esta  región  que  constitu- 
ye el  mundo,  debe  presentar  á  éste  como  obra  de  pensamiento,  lo 
cual  quiere  decir  que  él  debe  de  ser  un  sistema  y  un  conjunto  de 
seres  unidos  entre  si  v  todos  creados  v  ordenados  á  realizar  fines, 
los  cuales,  concebidos  y  puestos  por  la  inteligencia  creadora  como 
supremo  motivo,  y  regla  y  explicación  de  todo  acto,  de  toda  aspi- 
ración, de  todo  movimiento,  han  de  engendrar  al  cabo  y  remate  de 
la  vida  universal,  y  como  solución  de  todas  sus  oposiciones,  una 
grande  y  esplendorosa  armenia.  Y  en  el  curso  de  la  vida  que  se 
dirige  á  realizar  esos  fines,  ha  de  mostrar  cómo  los  seres  que  con- 
tiene el  mundo  van  desarrollándose  en  orden  sucesivo  y  gerárquico, 
y  hacer  ver  que  la  vida,  la  de  cada  uno  tomada  aisladamente,  y  la 
de  todos  considerados  en  su  relación  á  los  demás  y  cual  miembro 
de  una  totalidad,  es  una  evolución  en  que  cada  grado  no  engen- 
dra, pero  prepara  al  que  le  sigue,  el  cual  además  resume  y  am- 
plía el  grado  inferior  y  á  la  vez  le  explica. y  es  como  su  razón  sufi- 
ciente. 

Bajo  tales  principios  y  después  de  determinada  en  la  ciencia 
universal  la  de  la  naturaleza,  que  es  anterior  é  inferior  á  la  del  es- 
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pirítu,  llega  el  (Dómente  propio  de  ésta  última,  el  monento  de  la 
ciencia  social,  la  cual  ea  taaio  que  miemhfo  de  la  ciencia  «na,  es 
derivada  de  los  principios  puestos  poco  há,  y  en  tanto  que  ciencia 
propia  y  sustantiva  debe  desenvolver  su  contenido  con  doctrina  pe- 
culiar y  en  su  interior  y  particular  esfera.  ¥  aqui  debe  ensenar 
cuál  es  la  esencia  del  espíritu  y  cuál  su  origen  y  su  destino,  y  de* 
cir  qué  leyes  gobiernan  su  vida  y  qué  formas  toma  en  su  desenvol^ 
vimiento  histórico,  y  cuáles  debe  tomar  para  acomodarse  ¿  las  pres^ 
cripciones  de  la  justicia  y  de  la  moral  y  para  qite  reine  en  este 
nuestro  planeta  la  mayor  sujna  de  cultura  y  de  posible  bienestar. 

Al  llegar  á  este  punto  y  después  de  haber  manifestado  con  la 
precisión  y  claridad  que  consienten  estas  oscurisimas  y  basta  ahora 
mal  deslindadas  regiones,  las  doctrinas  y  soluciones qae  debe  orre-» 
cer  la  concepción  filosófica,  que  ha  de.  dar  fundamento  á  la  ciencia 
social  y  los  problemas  que  loca  á  ésta  resolver,  digamos  ahora  en 
brevísimos  rasgos,  que  con  lo  expuesto  antes,  bastarán  para  el  in* 
tentó,  cuál  de  los  sistemas  filosóficos  principales  puede  dar  la  ver* 
dadera  doctrina  y  en  qué  dirección  de  las  hasta  hoy  conocidas  en 
el  terreno  de  las  ciencias  morales  y  políticas,  podremos  encontrar 
la  solución  de  sus  dos  capitales  problemas. 

Pues  cuanto  á  lo  primero,  paréceme  que  el  panteísmo  no  puede 
darnos  lo  que  buscamos,  porque  sobre  suprimir  el  ser  absoluto,  al 
quitarle  la  personalidad  y  hacer  de  él  sólo  el  ser  indeterminado  y 
neutro  ó  la  sustancia  universal,  con  lo  cual  se  incapacita  para  dar 
un  efectivo  y  absoluto  principio  de  ser  y  de  vida,  suprime  el  dere^ 
cho,  toda  vez  que  le  considera  sólo  como  una  relación  inmanente, 
confundiéndolo  con  la  forma  que  históricamente  toman  los  pnebkK; 
en  su  desarrollo,  en  medio  del  espacio  y  del  tiempo,  sin  distinguir 
lo  que  es  de  lo  que  debe  ser,  según  el  orden  marcado  en  la  idea 
eterna  del  bren  y  de'  la  justicia.  Por  otro  lado,  si  habla  de  finalidad 
la  considera  también  inmanente  en  el  mundo  y  se  niega  á  recooo^ 
cer  lodo  ideal  puesto  más  allá  y  fuera  de  tdda  situación  histórica,  ó 
digámoslo  de  una  vez,  todo  ideal  trascendente  que  sirva  como  de 
ejemplar  y  regla  á  la  humanidad  y  como  de  reclamo  que  la  llame 
hacia  las  alturas  que  confinan  con  lo  absoluto. 

Menos  pueden  ofrecernos  las  anheladas  soluciones,  los  sistemas 
materialistas  ó  positivistas,  tan  en  boga  hoy,  como  que  parecen  los 
únicos  que  reinan  en  la  Europa,  los  cuales  en  vez  de  explicar  las 
cuestiones  que  entraña  el  problema  jurídico,  las  niegan  y  súprimett. 
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ofreciéDdojDOS  solo  ellos  un  mundo  sin  cielo,  una  bumanidad  sm 
Ideal  y  una  sociedad  sin  ooneiencia. 

Solo  el  esplritualismo,  el  grande  y  elevado  esplritualismo,  refi* 
riéndose  y  enlazando  sus  trabajos  á  los  que  orreoe  la  larga  tradición 
de  la  filosofía  europea  que,  al  través  del  eristianismo  y  sus  grandes 
doctores,  llega  hasta  Platón,  es  el  que  puede  darnos  la  gran  reve- 
lación y  la  gran  doctrina,  así  como  para  la  metaflsica,  también  pa- 
ra las  ciencias  sociales.  A.  favor  de  ese  sistema  y  de  sus  nobilisi- 
mas  aspiraciones  y  de  sns  levantadas  enseñanzas  reconociendo  el 
Dios  personal,  que  es  creador  del  mundo  y  su  providencia,  legisla- 
dor y  juez  del  humano  linaje,  reconociendo  y  enseriando  la  exis^ 
lencia  de  ese  mundo  trascendental  de  lo  bueno,  de  lo  justo  y  de  lo 
santo,  y  diciendo  á  un  tiempo  mismo,  cuáles  son  los  fines  y  el  des* 
tino  de  los  seres  racionales,  nos  dá  los  principios  generadores  del 
orden  y  la  armonía  que  deben  resplandecer  en  la  historia  humana: 
lo  cual,  tanto  vale  como  dar  los  elementos  y  doctrinas  esenciales 
para  la  ciencia  de  la  filosofía  del  Derecho,  encargada,  dirélo  ya  para 
en  adelante,  de  resolver  el  problema  jurídico. 

Pero  me  apresuro  á  adyerlirlo!  el  otro  problema,  ó  sea  e4  positi-» 
vo,  que  considero  subordinado  al  jnrfdico  y  que  debe  s^  resuelto 
por  otra  ciencia,  que  llamaré  ya  sociología,  encargada  de  todo  lo 
que  no  comprende  la  filosofía  del  Derecho,  ya  dije  á1  principio  de 
este  discurso,  que  los  trabajos  publicados  hasta  la  época  moderna» 
inspirados  todos  por  el  espiritualismo  y  que  representan  cuanto  al 
calor  de  esas  ideas  habia  venido  á  esta  parte  de  la  dencia  social, 
son  por  demás  incompletos.  T  no  porque  no  pueda  componerse  con 
las  enseñanzas  del  espiritualismo  y  hasta  derivarse  de  ellas  la  ver-* 
dadera  doctrina  de  la  misma  sociología,  sino  porque  el  carácter  for- 
mal y  abstracto  con  que  habia  venido  cnltiválidose  ese  sistema,  le 
habia  impedido  hacer  aquí  los  progresos  que  ha  realizado  el  pensa« 
miento  contemporáneo,  empujado  y  conducido  por  sistemas  diferen- 
tes. A  estos  hay  que  pedirlos  principales  materiales  y  efementos  que 
reformados  y  trasfignrados  por  un  espiritualismo  más  vasto  y  posi^ 
tivoque  el  del  pasado,  llegarán  al  cabó^  á  producir  esa  ciencia  social 
que  buscamos  anhelosos  enmedio  de  las  congojas  y  angustias  de  la 
turbada  hora  presente.  Sí,  lo  diré  muy  alto,  pesé  á  ciertos  espíritus 
despreciadores  de  los  tiempos  actuales,  á  los  sistemas  modernos  es 
fuerza  pedir  los  principales  elementos  para  la  sociología;  á  los  posi- 
tivistas: pero  á  éstos  solo  materiales:  á  otros,  es  dodr,  á  los  que  han 
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trabajado  en  la  dirección  abierta  en  parte  por  Savigay  y  más  por 
Schelliog,  reformada  y  completada  por  modo  no  poco  diverso  por 
Stahl  y  Krause,  y  en  la  indicada  entre  otros  varios  por  Zacarías  y 
agrandada  y  precisada  por  Held,  Stein  y  Fraoz»  además  de  abun- 
dantes materiales,  el  plan,  el  coacepto  y  algunas  de  las  principales 
de  esa  ciencia. 

En  cuanto  al  concepto  y  al  plan  de  la  sociología  y  á  su  organi  * 
zacion  interior^  los  sistemas  indicados  ofrecen  grandes  novedades  y 
excelencias^  debidas  á  su  procedimiento  sintético  y  punto  de  vista 
objetivo,  al  carácter  orgánico  de  sus  doctrinas  y  á  sus  miras  más 
cabales  y  mas  exactas,  sobre  las  condiciones  críticas  y  las  arquitec- 
tónicas de  la  ciencia  en  general  y  de  cada  una  de  las  ciencias.  Nada 
hay  en  cuanto  á  forma  y  organización  en  los  escritores  de  los  siglos 
pasados,  que  sea  comparable  á  las  grandes  construcciones  de  los 
sistemas  novísimos,  á  su  poderosa  unidad  y  á  la  bella  y  profunda 
ordenación  de  sus  partes  interiores. 

Tocante  á  las  ideas,  entre  las  que  más  pueden  servir  para  el 
adelantamiento  de  la  sociología,  señalaré  como  una  de  las  principa- 
les la  qne  consiste  en  considerar  la  sociedad  no  como  mero  agrega- 
do, sino  como  un  ser  llamado  por  unos  espíritu  colectivo,  y  por 
otros,  espíritu  nacional  y  espíritu  universal,  ser  que  tiene  variedad 
interior,  expresada  por  individualidades  con  fin  y  destino  propíos, 
pero  que  existe  con  esta  variedad  y  sobre  ella  como  un  ser  con  vida 
diferente  en  más  de  un  punto  de  la  de  cada  individuo,  pero  idénti- 
ca á  ella  en  su  cualidad  general  de  ser  un  desenvolvimiento,  y  de- 
senvolvimiento según  leyes  determinadas  y  para  fines  racionales. 
Otra  de  las  que  se  deben  á  esos  sistemas  modernos,  es  la  manera 
de  concebir  la  vida  como  un  desarrollo  de  la  esencia  del  ser  y  como 
una  evolución  hecha  en  momentos  y  períodos  sucesivos  y  gradua- 
les y  según  ley  de  continuidad  y  aun  de  fatalidad  en  el  conjunto 
de  ella. 

Semejantes  ideas  viniendo  en  la  mayoría  de  esos  sistemas  deri- 
vadas de  conceptos  panteistas,  tienen  sentido  falso  y  pernicioso, 
pero  recibidas  libremente  por  una  metafísica  espiritualista  y  refor- 
madas á  su  influjo,  servirán  de  valiosos  elementos  en  la  obra  de  la 
constitución  definitiva  de  la  ciencia.  Tal  sucederá  en  mi  sentir  con 
la  idea  de  la  necesidad  dada 'como  ley  de  la  vida  de  los  pueblos, 
idea  que  se  enlaza  si  no  es  idéntica  á  las  que  han  agitado  y  resuel- 
to en  opuesto  sentido  las  escuelas  históricas  é  idealistas  y  que  voy 
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¿  tratar  aqof,  poniéndola  por  remate  det  discurso,  no  solo  por  su 
soberana  importancia,  sino  porque  ella  nos  ha  de  decir  en  parte, 
cómo  se  unen  entre  sí,  siendo  tan  diferentes  esos  problemas  que  for« 
man  juntos  la  ciencia  social,  y  cómo  pueden  enlazarse  la  sociología 
y  la  filosofía  del  Derecho.  jLástima  grande  que  la  angustia  del 
tiempo,  nos  vede  entrar  despacio  en  estas  oscurísimas  cuestiones! 
No  esperéis  que  vaya  á  traer  aquí  todas  las  que  se  refieren  á  la  li* 
bertad,  sobre  todo,  cuando  se  la  considera  en  la  Tida  del  individuo; 
Toy  tan  solo  á  rasguear  algunas  consideraciones,  en  lo  que  mira  á 
ese  principio  traído  á  la  vida  social. 

La  libertad,  Señores,  es  la  esencia  misma  dejespíritu,  su  nota 
característica,  aquello  sin  lo  cual  ni  puede  existir,  ni  puede  ser  con-^ 
cabido.  La  libertad  dice  de  una  vez,  que  el  espíritu  es  un  ser  en  si 
y  para  sí,  propio  de  sí  mismo  y  que  es  además  una  causa  eficiente 
verdadera,  que  interrumpiendo  la  cadena  de  las  causas  naturales, 
comienza  una  serie  de  aclos  que  se  refieren  á  él  como  su  causa  ini- 
cial. 

Esos  nuevos  doctores  que  andan  por  el  mundo,  proclamando 
con  tanta  osadía  y  hasta  insolencia,  que  el  espíritu  no  eá  más  que 
una  nueva  forma,  una  particular  manera  de  ser  de  la  materia  ó 
como  prefieren  decir  hoy  los  más,  de  la  fuerza  cósmica,  que  en  su 
delirio  no  ven  que  es  solo  un  resultado  de  la  acción  del  espíritu  ab- 
soluto, el  cual  está  mas  allá  y  muy  por  encima  de  la  naturaleza,  y 
que  siguiendo  esas  premisas,  no  ven  en  la  vida  del  espíritu  huma- 
no, sino  una  serie  de  fenómenos  y  efectos  determinados  fatalmefite 
por  esa  fuerza  que  circula  por  el  mundo.  ¡Ahfesos  doctores  igno- 
ran con  ignorancia  absoluta  qué  cosa  es  el  espíritu,  ignoran  cuál  es 
la  esencia  interior  de  ese  ser  que  produce  el  mundo  de  la  historia, 
más  rico,  más  profundo  que  el  déla  naturaleza  exterior,  mundo  tan 
elevado,  tan  augusto,  que  Dios  baja  hasta  ély  ei  hombre  sube  des- 
de él  hasta  Dios,  en  esa  comunión  misteriosa  que  se  cumple  en  his 
regiones  de  la  conciencia  y  de  la  fé. 

Sí;  digámoslo  muy  alto:  el  reino  del  espíritu,  es  el  reino  de  la 
liberlad,  pero  entendedlo  bien,  no  déla  libertad  absoluta.  El  hom- 
bre vive  en  medio  de  la  naturaleza  íntimamente  unido  á  ella,  y  su- 
jeto por  tanto  á  sus  influencias.  Desde  que  aparece  la  vida,  ora  en 
las  oscuras  profundidades  del  Océano,  ora  en  la  tranquila  superfi- 
cie de  nuestro  planeta  á  la  luz  del  sol  y  en  medio  de  su  vivificadora 
influencia,  ese  principio  interior  que  viene  animando  todo  orga* 
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Dismo,  se  desenvuelve  y  maiiifiesta  en  una  uaion  tan  lotima  coa  Iq 
que  es  material,  ó  lo  qae  se  fija  ea  la  maleria^  que  no  puede  de- 
terminarse bien  esa  unión  de  otra  manera,  sino  diciendo  que  ese 
principio  anímico  es  ininanente  en  el  organismo,  ó  si  quisiéramos 
valoraos  de  una  fórmula  gráfica  y  expresiva  usada  por  el  escolasti* 
cismo,  diciendo  que  él  o»  la  forma  sustancial  de  ese  organismo. 
Ahora  bien,  en  todo  el  curso  de  la  evolución  en  que  vemos  ese 
principio  inmaterial  q<|ie  llámame  alma  ir  ascendiendo  por  grados 
en  correspondencia  coa  las  {ormas  orgánicas  que  le  expresan  y  sir- 
ven hasta  la  aparición  del  espíritu  en  el  hombre ,  las  fuerzas  de  la 
naturaleza  vienen  s^astitu yéndose  primero,  como  energías  que 
mueven  ese  principio,  que  son  agentes  suyos  y  sus  elementos  acti- 
vos primordiales,  y  sólo  después  cuando  el  hombre  adquiere  la 
conciencia  d^  si  mismo,  cuando  pone  su  yo  como  centro  de  su  vida, 
es  cuando  se  apropia  verdaderamente  esas  fuerzas  y  las  convierte 
en  instrumentos  niás  ó  menos  dóciles  de  su  potente  libertad. 

Con  el  sentido  que  deben  formar  estos  principios,  podemos  ror 
solver  el  problema  de  la  libertad  ea  la  historia  y  en  la  vida  social, 
00  en  cuanto  velación  jurídica,  que  de  eso  oío  tratamos  ahora,  sino 
en  cuanto  por  ella  queremos  expresar  el  modo  de  esa  vida  y  de  la 
acción  del  espíritu  c(riecüvo.. 

Casi  todas  las  escuelas  políticas  y  sociales  que  hemos  estudiado 
y  conocido  los  que  vivimos  en  estos  tiempos,  casi  todas  las  que  han 
inspirado  á  los  partidos  en  esta  época  revolucionaria,  han  venido 
coasiderando  según  lo  apunté  antes  la  obra  social  como  obra  de  l¡* 
bertad  y  desconociendo  las  leyes  de  la  historia,  se  dieron  á  cons- 
truir las  sociedades  con  arreglo  á  un  sistema  y  plan  determinado. 
Para  tales  escuelas  y  partidos,  y  entre  aquellas  es  extraño  hallar 
las  sensualistas  y  materialistas,  nada  habia  de  elemento  fatal  y  ne^ 
cosario,  nada  de  desenvolvimientos  graduales,  nada  de  leyes  positi- 
vas de-vida :  la  razón  descubriendo  ejemplares  y  formas  de  organi-; 
zacion  y  la  libertad  realizándolas,  tales  eran  sus  afirmaciones,  sus 
dogmas,  sus  creqacias.  {Tcüán  caro  han  pagado  los  pueblos  tan 
erradas  doctrinas !  Grandes  trastornos,  espantosas  ruinas,  y  la  li- 
bertad, esa  reina  tan  ensalzada  y  llena  de  adoraciones,  postrada  y 
rendida  ante  las  más  oprobiosas  y  estúpidas  dictaduras. 

Nó :  esa  entidad  que  Hamfaaos  sociedad ,  producto  de  mnchet 
dumbre  de  individuos  asociados  para  fines  comunes  y  en  unidad  de 
vida,  DO  es  un  ser  que  cause  sus  actos  todos  como  efecto  de  razón 
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reflexiva  y  de  libertad :  las  fuerzas  que  énlraSa  van  por  siglofi  camo 
en  secreta  y  lenta  vegetacioo,  deseavolviéadose  y  eogendrando  las 
mil  formas  y  hechos  y  sítuaeiones  y  estados  que  forma  su  historia» 
y  la  razoD  va  poco  á  poco  creciendo  y  tomando  posesión  de  esa  vi- 
da, reconociéndose  cada  vez  con  mas  claridad,  anunciando,  acón* 
sejandof,  lucbanilo,  basta  que  al  cabo  de  siglos  y  de  edades ,  llenas 
de  ensayos  sin  cuento,  de  titubeos,  de  errores  y  de  aciertos,  lle^ 
en  nuestros  dias  á  tomar  la  dirección  de.  los  Jiechos  y  se  esfuerza  en 
traer  á  la  vida  aquellos  ideales  que  ha  visto  lucir  en  los  horízon* 
tes  de  la  conciencia.  Todo  esto  quiere  decir,  que  la  historia  es  una 
mezcla  de  necesidad  y  de  libertad,  de  necesidad,  que  es  la  forrea 
principal  de  esas  fuerzas  positivas  qoe  debe  estudiar  la  sociología, 
y  de  libertad  que  es  la  forma  con  que  obra  la  razón  cuando  llega  á 
grados  elevados  de  desenvolvimiento.  El  órgano  más  importante  de 
esa  razón  y  á  la  vez  el  instrumento  más  poderoso,  mediante  el  cual 
puede  la  libertad  triunfar  de  la  necesidad  y  hacer  que  la  obra  so* 
cial  sea  principalmente  obra  de  libertad  y  se  cumpla  según  razón, 
es  el  Estado. 

£1  Estado,  creado  él  mismo  por  la  necesidad  y  por  el  conjunto 
de  causas  que  bao  levantado  las  razas  y  los  pueblos  desde  la  bar- 
barie á  la  civilización,  sin  cesar  influido  y  condicionado  por  todos 
los  elementos  históricos,  es  el  punto  central  donde  se  recogen  hi9 
aspiraciones  y  las  fuerzas  principales  de  la  sociedad,  y  así  reunidas 
y  organizadas  y  creado  por  tal  modo  un  como  espíritu  nacional 
dotado  de  soberanos  impulsos,  promueve  y  facilita  el  movimiento, 
dirige  las  corrientes  generales  y  lleva  á  los  pueblos  como  por  la 
mano  por  las  grandes  vías  de  la  historia.  Ya  os  lo  decía  en  otra 
ocasión:  el  Estado  no  podemos  mirarie  según  pretenden  muchos  es* 
crilores,  como  una  institución  pasiva  colocada  en  la  cima  de  la  Nar 
cion  para  contemplar  desde  allí  en  mudo  silencio  y  sin  mezclaríse  á 
él,  el  espectáculo  de  la  vida:  ese  Estado  impotente  y  ridículo,  seria 
parecido  á  aquel  Dios  solitario  é  inmóvil  de  que  habla  Coussin  en 
un  pasaje  célebre.  Dios  estéril,  colocado  más  allá  de  la  creación  y 
del  tiempo,  en  el  trono  desierto  de  una  eternidad  fria  y  silenciosa. 
El  Estado  fué  en  las  Edades  que  pasaroa  la  fuerza  más  activa  y 
poderosa,  boy  es  todavía  y  será  aun  por  mucho  tiempo  uno  de  los 
principales  resortes  de  la  vida  general  y  del  progreso. 

Entre  sus  grandes  tareas  y  capitales  empeños  es  el  principal  el 
de  realizar  el  Derecho,  haciendo  que  al  compás  que  va  agrandán- 
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dose  la  vida  vengan  nuevos  moldes  y  formas  más  amplias  á  permi- 
tir una  nueva  labor  y  más  altos  y  valiosos  crecimientos.  T  en  este 
pnnto.  Señores,  veréis  enlazarse  también  mediante  el  Estado  los 
dos  mundos  el  de  la  realidad  y  el  de  h>  ideal;  pero  de  suerte  que  el 
qne  expresa  el  ideal  se  sobreponga  y  triunfe.  Porque  bien  lo  sa- 
béis, el  Derecho,  en  cuanto  él  marca  la  forma  y  la  relación  median- 
te la  cual  se  ordenan  en  el  organismo  social  sus  varias  partes  ó 
llamémoslos  sus  miembros  vivos,  se  engendra  en  los  primeros  pe- 
riodos de  la  historia  y  aun  ha  venido  engendrándose  hasta  épocas 
muy  posteriores  no  siempre  con  arreglo  al  ideal  ni  aun  el  relativo, 
es  decir,  ni  á  lo  que  la  justicia  exige  como  acomodado  á  sus  pres- 
cripciones en  cada  momento  del  desarrollo  del  espíritu;  y  aun  en 
este  periodo  en  que  la  humanidad  ha  llegado  á  una  conciencia  más 
dará  de  sus  destinos,  y  en  que  ha  hecho  esfuerzos  generosos  y  so* 
brehumanos  (Mira  arreglar  la  sociedad  por  los  avisos  de  la  razón,  no 
ha  logrado  todavía  realizar  el  ideal.  Pues  á  esa  tarea  debe  consa- 
grarse el  Estado  no  sólo  ya  hoy,  ni  por  su  propia  inspiración  y  bajo 
forma  autocrática,  sino  por  el  impulso  de  la  conciencia  general,  de 
acuerdo  con  sus  consejos  y  bajo  las  formas  que  expresen  mejor  el 
ejercicio  de  la  libertad. 

He  dicho  de  la  conciencia  general,  y  esto  es  menester  no  olvi- 
darlo. Pudo  en  tiempos  el  Estado  bastarse  á  si  propio,  para  aquella 
laboriosa,  pero  no  tan  difícil  tarea  de  crear  la  unidad  nacional  fun- 
diendo ea  uno  todos  los  elementos,  y  afianzar  la  autoridad,  sin  ce- 
sar combatida  por  una  turbulenta  aristocracia  y  aun  por  otros  va- 
rios poderes  que  habian  nacido  y  crecido  en  medio  de  la  general 
anarquía  y  á  la  sombra  de  su  propia  flaqueza,  pudo  entonces  y  aun 
después  para  más  afirmar  las  fuerzas  del  poder  y  darle  eficacia  y 
prestigio,  colocarse,  digámoslo  así,  por  cima  de  la  sociedad,  y  dic- 
tar desde  aquella  altura  sus  disposiciones  y  sus  leyes:  hoy  fuera 
locura  intentar  se  hiciese  lo  mismo  ni  lograríamos  en  tal  caso  sino 
llevarle  primero  á  la  tiranía  y  la  violencia,  y  á  la  postre  á  su  des- 
trucción y  ruina.  No  puede  i^ora,  viviendo  aislado  del  país,  hallar 
las  solucione^  á  los  oscuros  y  tremendos  problemas  que  nos  acosan 
y  atormentan  en  este  momento  de  dudas,  de  lucha  y  de  fatiga,  ni 
serian  sus  hombros  bastante  robustos  para  llevar  sobre  sí  la  obra  de 
la  humanidad.  Tócale  mucha  parte  de  ésta,  pero  no  acaso  la  prin- 
cipal ó  por  lo  menos  no  toda:  ella  va  haciéndose  unas  veces  en  me* 
dio  de  audaces  alteraciones,  otras  en  medio  de  esfuerzos  sosegados 
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y  tranquilos,  ora  en  asociaciones  cieoUficas,  ora  en  políticas  reu* 
niones,  unas  veces  en  la  prensa,  otras  en  ia  tribuna,  ahora  en  la 
cátedra,  en  la  Academia  y  el  Ateneo»  ahora  en  el  Parlamento.  De 
este  trabajo  universal,  en  que  todos  somos  colaboradores,  de  este 
hervor  de  afanes,  de  aspiraciones  y  de  ideas  que  brotan  como  en 
tropel  del  seno  del  espíritu  general  y  de  sus  oscuros  limbos,  vaü 
poco  á  poco  desprendiéndose  las  ¡deas  portadoras  del  germen  de  las 
cosas  futuras,  y  tomando  después  cuerpo  y  voz  se  realizan,  sir- 
viéndolas el  Estado  de  valedor  y  medianero. 

Pero  me  olvidaba  que  venia  tratando  de  la  necesidad  y  la  liber- 
tad, y  que  babia  prometido  dedicar  á  éstas  mis  últimas  palabras. 
Os  he  presentado  la  necesidad  como  interviniendo  en  el  teatro  de 
la  historia,  indicándoos  además  que  ella  es,  por  una  parte,  resul* 
tado  de  la  unión  en  que  vive  el  espíritu  con  la  naturaleza  exterior 
en  este  nuestro  planeta,  y  de  otra,  de  las  condiciones  según  que  se 
desenvuelve  la  vida,  las  cuales  son  de  tal  índole  que  el  espíritu  na- 
cido para  la  libertad,  como  que  es  su  esencia,  está  sometido  duran* 
te  largos  períodos  á  la  ley  de  la  fatalidad.  Si  queremos  apreciar 
bien  el  papel  que  hace  la  necesidad,  y  cuáles  son  su  alcance  y  lími- 
tes y  á  un  tiempo  mismo  su  significación  en  el  mundo,  es  menester, 
que  contemplemos  los  grandes  conjuntos,  y  que  busquemos  las 
grandes  perspectivas  desde  las  alturas  de  la  metafísica. 

Toda  la  filosofía  alemana  desde  Scbelling  considera  el  universo 
como  un  sólo  ser,  que  se  desenvuelve  en  dos  momentos  y  bajo  dos 
formas  diferentes:  el  momento  y  la  forma  de  lo  inconsciente  y  el 
momento  y  la  forma  de  lo  consciente.  El  ser  atraviesa  esos  momen- 
tos y  cada  uno  de  sus  grados  interiores  lentamente  y  en  penosa  as- 
censión, y  durante  los  primeros  sigue  su  carrera  sin  saber  de  dónde 
viene,  ni  dónde  vá,  ni  qué  poder  le  empuja,  y  vá  suspirando 
anheloso  hasta  afirmarse  en  su  interior,  pronunciando  aquella  pala- 
bra soberana  yo,  que  es  el  punto  donde  nace  otro  mundo,  desde  el 
cual  eleva  el  hombre  su  razón  al  conocimiento  de  las  esencias  de  las 
cosas,  de  las  leyes  que  las  rigen  y  del  pensamiento  que  forma  la 
trama  v  el  fondo  de  toda  vida. 

Esta  concepción  ^gantesca  que  flota  hoy  por  la  atmósfera  y  rei- 
na más  ó  menos  en  las  regiones  del  pensamiento  europeo,  nos  dá 
una  revelación  parcial  de  la  verdad.  No  es  ciertamente  el  mundo 
un  solo  ser,  sino  que  debajo  de  su  unidad  total  hay  dos  seres  fun- 
damentales diferentes,  la  naturaleza  y  el  espíritu,  ni  es  todo  el  ser 
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esto  que  llamamos  mundo,  pues  hay  más  allá  y  antes  otro  ser  que 
es  cabalmente  su  principio  y  fundamento;  pero  es  cierto  c[ue  la  vi- 
da se  presenta  en  el  cosmos  como  evolución  continua,  dividida  en 
dos  momentos  principales,  el  que  expresa  la  vida  de  la  naturaleza, 
y  el  que  representa  la  del  espíritu:  que  en  aquella  el  desarrolló  se 
cumple  sin  conciencia,  lo  cual  tanto  vale  como  decir  con  absoluta 
fatalidad:  que  en  éste  se  anuneia  desde  luego  el  pensamiento,  el 
cual  tarda  largos  siglos  en  hacer  su  completa  aparición,  y  durante 
este  gradual  y  lento  desarrollo,  las  leyes  históricas  se  realizan  con 
cierta  manera  de  necesidad.  Pero  en  el  espíritu  el  desarrollo  fatal 
es  lo  preliminar;  lo  primero,  no  lo  definitivo  ni  lo  último:  su  mo- 
vimiento vá  á  un  fin,  y  ese  fin  soberano  es  el  llegar  al  triunfo  de  la 
razón  v  de  la  libertad. 

Dos  son  los  grandes  acontecimientos  que  han  preparado  en  la 
historia  el  reinado  de  la  razón  y  la  libertad:  el  primero  es  el  cris- 
tianismo. No  es  posible  encarecer  bastante  las  excelencias  de  esta 
religión  augusta  y  sublime,  ni  decir  la  grandeza  de  la  obra  que  ha 
llevado  á  cabo.  Las  religiones  antiguas,  aun  las  más  excelentes, 
eran  puro  naturalismo,  sin  sentido  verderamente  ético,  y  no  tenían 
poder  para  mover  y  regir  los  sentimientos  morales  ni  servían  gran- 
demente para  elevar  y  purificar  los  hombres.  Mostrábanse  sí  en 
ellas  alguna  vez  ideas  y  sentimientos  que  prefiguraban,  y  como 
que  presentían  la  idea  eristiana;  pero  ellos  venian  desfigurados  por 
representaciones  materiales  y  tendencias  sensibles,  que  les  quita- 
ban todo  valor  verdadero.  Ni  era  su  Dios  sino  una  especie  de  fuer- 
za cósmica,  ó  un  poder  ciego  áiempre  mezclado  á  la  naturaleza  y  en- 
vuelto en  ella,  y  que  agitándose  en  los  revueltos  y  caprichosos  gi- 
ros de  los  elementos,  regia  el  mundo  con  voluntad  tiránica  y  ca- 
prichosa. 

Pues  el  cristianismo  elevó  lo*  divino  muy  por  encima  de  lodo  lo 
material  y  terreno,  haciendo  de  Dios  él  ser  omnipotente,  augusto  é 
inenarrable,  espíritu  puro,  que  vive  en  la  cima  del  ser  y  de  la  exis- 
tencia, repartiendo  la  vida  á  todo  lo  creado;*  y  á  la  vez  elevó  al  hom- 
bre, al  cual  arrancó,  podemos  decirio  asi,  de  la  naturaleza,  para  po- 
nerle en  comunión  con  ese  Dios,  qtíe  es  el  Verdadero  Dios  de  la  mo- 
ral y  de  la  conciencia.  La  religión  cristiana  es  en  todo  el  rigor  de  la 
palabra,  la  religión  del  espíritu  absoluto.' T  si  la  necesidad  es  en  la 
vida  humana  una  representación  del  poder  que  tiene  en  ella  la  na- 
turaleza, comprenderéis  qué  influencia  no  ha  ejercido  y  ha  de  ejer- 
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cer  la  idea  cristiana  en  el  trianfo  de  la  libertad,  al  dar  al  hombre 
qne  pueda  librarse  de  esta  naturaleza  que  le  encadena  y  esclaviza, 
y  que  pueda  vivir  en  ese  mundo  de  la  conciencia,  ¿  solas  con  Dios, 
rindiendo  culto  al  ideal  y  preparando  sus  inmortales  destinos,  por 
ana  vida  consagrada  á  luchar  con  las  pasiones  y  rendirlas.  Yo  no  sé 
si  se  repara  bastante  en  la  incesante  elevación  que  produce  la  pre- 
sencia en  la  historia  de  esta  religión,  que  mueve  y  lleva  al  hombre 
hacia  las  alturas;  de^ta  religión,  que  predica  la  humildad  y  la  ab* 
f  egacion  y  el  amor,  triunfando  así  de  los  impulsos  egoistas  y  de  las 
pasiones  ciegas;  de  esta  voz  que  punca  se  apaga,  de  este  grito  qne 
siempre  resuena,  pronunciando  ante  la  humanidad  el  $ursum  cor^ 
da.  ¡Ah!  Por  esa  religión  ha  empezado  en  la  tierra  el  reinado  del 
espíritu,  y  preparádose  los  grandes  destinos  de  la  libertad.  Su- 
primidla, y  veréis  eclipsarse  esa  libertad  y  venir  sobre  el  mundo 
la  esclavitud  y  las  sombras,  y  el  silencio  y  la  noche  fria. 

Nq  diré  yo  que  el  cristianismo  haya  traido  inmediatamente  y  de 
una  manera  directa  la  libertad  de  que  venimos  hablando,  aquí  en 
que  principalmente  nos  referimos  al  terreno  de  la  sociedad  y  vida 
exterior;  nó:  ella  ha  influido  en  su  aparición  y  crecimiento  más 
bien  como  influjo  é  inspiración,  que  ha  trascendido  al  cabo  aún  á  la 
vida  exterior.  La  libertad  en  este  orden  y  al  propósito  de  dominar 
la  fatalidad  en  la  marcha  de  la  historia,  débese  más  aún  á  ese  otro 
acontecimiento  á  que  aludía  poco  há,  es  decir,  á  lo  que  llamo  la 
razón  moderna,  la  ciencia,  la  filosoEía,  el  espíritu  contemporáneo. 

Condenad  ó  aprobad  si  queréis  las  modernas  revoluciones,  no 
importa  esto  al  caso:  lo  qoe  es  fuerza  confesar,  es,  que  el  espíritu 
humano  se  ha  levantado  ya  en  todas  partes,  llamándose  soberano  y 
que  confiado  en  sus  fuerzas  y  burlándose  de  la  realidad,  aspira  á 
renovar  la  Europa  y  el  mundo  según  aquella  regla  de  justicia  y  de 
Derecho,  que  ha  visto  lucir  en  los  horizcmtes  de  la  conciencia.  Ena- 
morado de  lo  absoluto  y  cx)mo  tomado  de  vértigo,  sé  ha  querido,  es 
verdad,  imponer  á  la  historia,  á  veces  con  brutal  violencia,  y  la 
historia  se  ha  vengado  de  un  modo  cruel  y  sangriento;  pero  el  espí- 
ritu ha  seguido  su  camino,  y  todo  anuncia  que  se  acerca  el  dia  de 
su  definitivo  triunfo.  Aquel  momento  que  los  modernos  filósofos  se- 
ñalan como  el  término  del  proceso  cósmico  y  como  la  plenitud  de 
os  tiempos  en  que  llega  el  ser  según  ellos  á  la  conciencia  de  si, 
aquel  mundo  que  señala  Fichte  para  el  yo,  soberano  sin  rival  que 
reina  en  dominios  no  disputados  por  otro  ser,  antes  todos  formados 
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petatur  qtuBrendíM  es^  non  quantum  dAeutur.  Esta  disposición 
terminante  $e  fundaba,  como  dice  Rodríguez  de  Fonseca  ai  exponer 
dicha  ley,  en  que  no  seria  posible  demarcar  la  jurisdicción  para  co- 
nocer d^sde  luego  dd  litigio,  por  ia  cantidad  que  se  debe,  porque 
DO  se  puede  saber  cuál  sea  esta  hasta  que  se  dcMÚde  el  litigio,  hasta 
4ue  se  pronuncia  la  seatencía  y  se.  condena  á  una  de  las  partes; 
y  aunque  la  suma  de  la  condena  podría  servir  para  saber  si  había 
lugar  al  recurso  de  casación  por  exceder  el  importe  de  aquella  de 
750  pesetas,  existe  contra  esta  regla  de  valuación  la  máxiouide  que 
los  Tribunales  conocen  de  las  acciones,  expresión  que  no  es  sinóni* 
ma  de  condena,  y  que  la  ley  no  puede  dejar  al  Jues  arbitro  supre* 
mo  de  abrir  por  medio  de  su  fallo  aquel  recurso,  haciéndolo  depen- 
der de  la  cuantía  ó  importe  de  la  condena :  esta  máxima  ha  sido 
adoptada  por  todos  los  autorcfs  como  regla  primera  y  principal  so- 
bre esta  materia. 

Lo  mismo  ha  venido  á  sancionarse  por  la  ley  orgánica  del  Poder 
judicial,  puesto  que  en  el  primer  párrafo  del  art.  3i6  se  dice,  que 
él  vulor  de  las  demandas  determiinará  ia  competencia  de  jurisdicción. 

Es  también  regla  sobre  esta  materia  que  la  cantidad  ó  importe 
á  que  debe  atenderse  es  la  que  constituye  la  demanda  objeto,  á  la 
sazón,  del  litigio;  de  manera  que  sí,  por  ejemplo,  se  interpusiera 
ante  el  Juez  municipal  una  demandare  valor  de  SOO  rs.,  cabria 
dentro  de  la  competencia  de  este  Juez,  aunque  esta  cantidad  fuera 
el  residuo  de  otra  que  excediese  los  límites  de  su  competencia,  pues- 
to que  no  pidiéndose  ésta,  la  cuantía  objeto  del  litigio  no  se  aumenta 
con  ella. 

Por  la  misma  razón  es  competente  el  Juez  para  conocer  de  una 
demanda  cuya  entidad  exceda  los  limites  de  su  competencia,  si  el 
demandado  reconoce  deber  una  parte  de  esta  suma,  de  suerte  que  la 
que  no  es  reconocida  por  él  quepa  en  los  limites  de  aquella.  Asi 
opinan  Boncenne,  Dalloz,  Garre  y  Carón. 

Según  la  jurisprudencia  francesa  y  los  autores,  enire  ellos  Da- 
lloz, cuando  el  demandante  ha  ñjado  el  valor  de  una  demanda  en 
una  suma  que  excede  á  la  que  marca  la  ley,  debe  el  Juez  declarar- 
se incompetente  aunque  ú  demandado  ataque  como  excesiva  esta 
valuación,  pretendiendo  que  el  valor  de  la  cosa  litigi^tsa  es  inferior 
á  dicha  caiüidad  y  solicitando  valuación  pericial;  lo  cual  se  funda, 
en  que  aun  para  dar  un  auto  inlerlocutorio  es  necesario  competen- 
cia en  el  Juez.  Pero  este  caso  no  puede  tener  lugar  según  la  ley  de 
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Enjiiidamiento,  paestoqne  losarts.  il62  y  1163  facultaa  i  los  Jue-^ 
ees  de  primera  iastaacia,  cuando  coaoceo  ea  pleito  de  menor  cuaatía 
y  ¿  los  ffiuoidpales  para  oír  eo  juido  ó  comparecencia  verbal  á  las 
partes  cuando  no  estén  conformes  acerca  del  valor  de  la  cosa  liti- 
giosa, y  para  fijar  ^te;  disposición  que  tiene  por  objeto  evitar  que 
aqnelli^  se  sustraigan  de  sus  Jueces,  aparentando  en  sus  pretensio- 
nes un  valor  mayor  ó  menor  del  que  realmente  representan.  Por  lar 
misma  razón  no  tendrá  tampoco  lugar  la  cuestión  que  suscitan  los 
mismos  autores  sobre  si  será  competente  el  Juez  para  conocer  de 
una  demanda  que  valúa  el  demandante  ea  cantidad  inferior  á  los 
límites  de  la  competencia  del  Juez,  dejando  fi  elección  del  deman- 
dado, ya  el  pagar  la  stuna  demandada,  ya  el  dar  ó  hacer  lo  que 
contiene  la  obligación ,  cuestión  que  deciden  la  generalidad  de  los 
autores  dedarando  al  Juez  competente ,  sin  que  se  admita  al  de- 
mandado  la  prueba  de  que  el  valor  de  la  demanda  no  está  en  su 
competencia,  pues  si  bien  algunos  adoptan  la  opinión  contraria, 
fundándose  en  la  necesidad  de  privar  ai  demandante  de  la  facul- 
tad de  sustraer  el  pleito  al  Juez  que  parece  pet  competente,  no  apre^^^ 
ciando  ea  su  justo  valor  el  objeto  demandado,  no  admiten  aquellos 
esta  opinión  ni  sus  fundamentos,  porque  es  difícil  considerar  que 
excede  de  los  límites  de  la  competencia  una  demanda  de  que  pue- 
de librarse  el  demandado  pagando  la  cantidad  que  no  excede  de 
ella  y  aun  una  suma  menor.  Asi  lo  sostienen  Qenrion  de  Pansey, 
Benecb,  Curasson  y  Carón. 

£n  consecuencia  de  lo  expuesto,  háse  consignado  como  regla, 
que  no  es  la  legitimidad  de  la  deuda  sino  la  cantidad  de  lo  que  se 
demanda  lo  que  determina  la  competencia. 

Sin  embargo,  es  opinión,  que  cuando  el  Juez  notoriamente  conoz- 
ca que  el  interés  de  la  demanda  excede  de  la  cuantía  de  su  com- 
petencia, QO  debe  admitir  esta  aun  cuando  estén  conformes  las  par- 
tes; opinión  que  aunque  parece  oponerse  á  la  letrado  los  arts.  1135 
y  1163  de  la  ley,  se  halla  conforme  con  la  regla  de  que  no  debe  de- 
jarse al  arbitrio  de  las  partes  alterar  la  competencia  jurisdic- 
cional. / 

Consignadas  estas,  doctrinas  y  reglas  generales  aplicables  al  pri- 
mer párrafo  del  art.  316  de  la  ley  orgánica  del  peder  judicial,  pa- 
semos á  examinar  las  demás  reglas  que  se  exponen  en  dicho  ar- 
iicnlo. 

«1/    £n  los  juicios  petitorios  sobre  el  derecho  do  exigir  presta- 
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dones  anuales  y  perpetuas  se  calculará  el  valor  por  el  de  una  anua- 
lidad maltiplícada  por  25. 

2/  Si  la  prestación  fuese  vitalicia,  se  multiplicará  por  la  anua- 
lidad . 

Estas  reglas  no  ofrecen  dificultad  por  hallarse  basadas  en  las 
que  rigen  según  las  leyes  recopiladas  para  la  capitalización  de  de- 
rechos análogos  y  redención  de  censos.  Véase  la  ley  24,  tft.  15,  li- 
bro 10,  Nov.  Recop. 

3/  En  las  obligaciones  pagaderas  á  plazos  diversos  se  calculará 
el  valor  por  el  de  toda  la  obligación,  cuando  el  juicio  verse  sobre 
la  validez  del  principio  mismo  de  que  proceda  la  obligación.  Es  de- 
cir, que  si  el  valor  ó  importe  de  la  obligación  en  su  totalidad  00 
exede  de  los  límites  de  la  jurisdicción  del  Juez,  podrá  conocer  esta 
de  la  demanda  sobre  obligaciones  pagaderas  á  plazos  diversos,  y  si 
excediere,  no  podrá  conocer  desellas. 

4.*  Cuando  varios  créditos  pertenecieren  á  diversos  interesados 
y  procediere  de  un  mismo  vítulo  de  obligación  contra  un  deudor 
común,  la  demanda  que  cada  acreedor  ó  dos  ó  más  acreedores  en- 
tablaren por  separado  para  que  se  les  pague  lo  que  les  corresponda, 
se  calculará  como  valor  de  la  demanda  la  cantidad  á  que  )siscienda 
la  reclamación. 

7.*  En  las  demandas  que  comprendiesen  muchos  créditos  con- 
tra el  mismo  deudor,  se  calculará  su  cuantía  por  el  de  todos  los  cré- 
ditos reunidos.» 

Los  fundamentos  de  estas  dos  reglas  que  hemos  reunido  por  la 
analogía  que  en  sí  tienen,  aunque  en  sentido  inverso,  se  hallan  en 
la  doctrina  que  sientan  los  autores  sobre  éstos  extremos  y  es  la  si- 
guiente : 

Según  la  ley  li.  Digesto,  De  jurisdictionCf  si  uno  litiga  con 
otro  por  muchas  acciones  y  la  cantidad  de  cada  una  cabe  en  la  ju- 
risdicción del  que  juzga,  aunque  la  suma  que  todas  juntas  repre- 
senten exceda  los  límites  de  la  misma,  son  de  sentir,  Sabino, 
Casio  y  Próculo,  que  pueden  tratarse  ante  él,  cuyo  parecer  se  con- 
firmó por  un  rescripto  del  Emperador  Antonino.  Rodríguez  de  Fon* 
seca,  en  la  exposición  de  esta  ley,  dice  lo  siguiente:  «Como  en  el 
caso  propuesto,  cada  acción  es  distinta  de  las  otras,  aunque  todas 
juntas  excedan  de  la  suma  de  que  puede  conocer  el  Juez,  no  le  im- 
pide para  su  conocimiento  la  acumulación  de  todas  las  sumas,  del 
mismo  modo  que  si  se  pidiese  contra  muchos,  pues  es  accidental 
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que  éfllas  diversas  acciones  le  competan  contra  nno  sólo,  y  no  se 
ha  de  atender  á  la  cantidad  que  componen  todas  juntas,  respecto  ¿ 
la  de  que  el  Jne^  tiene  facultad  de  conocer^  sino  i  cada  una  sepa* 
radamente.  Pero  si  por  una  sola  acción  ú  obligación  se  pidiese  con- 
tra uno  distintas  cantidades  que  excediesen  de  la  suma  de  que  el 
Juez  puede  conocer,  se  dirá  lo  contrario.»  Según  la  disposición  y 
las  consideraciones  expuestas,  en  el  primea  caso,  se  considera  cada 
acción  como  un  pleito  distinto,  y  en  el  segundo,  se  consideran  como 
constituyendo  un  sólo  pleito  las  diversas  acciones,  pues  se  presume 
que  el  demandante  por  el  mero  hecho  de  reunir  muchas  demandas, 
ha  querido  confundirlas  en  una  sola.  La  jurisprudencia  francesa  ha 
establecido,  sin  embargo,  que  debe  atenderse  para  determinar  la 
competencia  al  importe  de  todas  las  demandas  reunidas  que  enta* 
bla  un  litigante,  ya  se  interpongan  ó  no  en  una  sola  demanda  ó  por 
una  misma  acción,  ya  se  deriven  ó  no  de  causas  diferentes.  Asi, 
por  ejemplo,  el  Juez  municipal  no  podrá  conocer  de  una  demanda 
que  tuviese  por  objeto:  1.%  el  pago  de  trescientos  reales,  por 
cansa  de  pr^tamo:  2.%  el  pago  de  quinientos  reales,  por  pre- 
cio de  la  compra  de  un  caballo;  y  3.*,  el  pago  de  trescientos, 
por  precio  de  la  venta  de  una  cómoda,  no  obstante  que  cada  una 
de  estas  reclamaciones  consideradas  aisladamente  se  hallen  dentro 
de  los  límite  de  su  competencia;  más  si  la  demanda  se  limitara  á 
las  dos  primeras  reclamaciones,  seria  competente  para  conocer  de 
ellas;  porque  caben  dentro  de  su  competencia,  aun  considerado  su 
total  importe. 

Cuando  el  litigante,  en  vez  de  reunir  en  una  misma  instancia 
dos  demandas  contra  una  misma  persona,  cada  una  de  las  cuales  se- 
paradas son  de  la  competencia  del  Juez  municipal,  al  paso  que  reu- 
nidas excedan  de  la  suma  á  que  ésta  alcanza,  prefiere  entablarlas 
sucesivamente  ante  este  Juez  para  sustraerse  de  la  competencia  del 
Juez  de  primera  instancia  ó  tribunal  de  parlido,  no  debe  el  Juez 
municipal  despees  de  haber  conocido  de  la  primera  demanda  decla- 
rarse incompetente  respecto  de  la  segunda,  por  haber  tenido  por 
objeto  la  separación  de  las  dos  demandas  eludir  la  competencia  del 
Juez  de  primera  instancia,  sino  que  deberá  conocer  de  la  segunda, 
después  de  la  primera. 

Guando  varios  demandantes  proponen  juntos  varias  deman- 
das, cada  una  de  las  cuales,  considerada  por  separado,  no  ex- 
cede de  la  cantidad  á  que  se  circunscribe  la  competencia,  es 


28  RBVISTA   DB  UCGISLAaON. 

competente  para  su  cooocimiento  el  Juez ,  si  dichas  demandas  no 
se  apoyan  en  un  mismo  titulo,  porque  no  teniendo  relaci<m  entre  si, 
es  claro  que  existen  tantos  pleitos  separados  como  son  los  deman- 
dantes que  entablan  una  demanda  distinta,  y  no  puede  depender 
de  la  voluntad  de  éstos  cambiar,  con  sólo  reunir  sos  acciones,  la 
jurisdicción  ó  competencia  ¿  que  se  halla  sometida  cada  una  de 
ellas  separadamente.  Pero  si  los  diversos  demandantes  litigan  en 
virtud  de  un  título  común;  si,  por  ejemplo,  reclamasen  tres  here* 
deros  en  un  mismo  pleito,  el  pago  de  una  suma  de  tres  mil  reales 
que  debía  el  demandado  ¿  la  testamentaría,  aunque  por  una  parte 
puede  decirse,  que  si  bien  las  tres  demandas  se  apoyan  en  un  mis* 
mo  título  ó  causa,  no  dejan  de  ser  distintas  las  anas  de  las  otras, 
porque  podrían  entablarse  separadamente  y  porque  cada  una  de 
ellas  podría  ser  rechazada  por  medio  de  excepciones  que  no  afec- 
tasen á  las  demás,  como,  por  ejemplo,  fai  prescripdon,  opinan  los 
autores  en  general,  que  las  demandas  que  proceden  de  un  mismo 
título  ó  de  una  misma  causa,  y  que  por  consiguiente  son  conexas, 
deben  considerarse,  cuando  se  hallan  reunidas,  respecto  de  la  com- 
petencia, como  constituyendo  una  sola  demanda. 

£sta  doctrina  puede  apoyarse  en  el  §.  S/  de  la  ley  li,  tft.  1/ 
Digesto,  De  jurisdictione,  según  la  cual,  cuando  una  acción  es  común 
á  muchas  personas  como  la  de  división  de  herencia  ó  de  una  cosa  co- 
mún ó  la  de  demarcación  de  limites,  no  se  ha  de  atender  á  la  canti- 
dad que  representa  cada  una  de  las  partes,  para  saber  si  cabe  aque- 
lla ea  su  competencia,  como  quieren  Ofilio  y  Próculo,  fundándose 
en  que  cada  uno  litiga  con  respecto  á  la  parte  que  reclama,  sino  que 
debe  atenderse  á  la  suma  total,  porque  toda  ella  se  comprende  en  el 
juicio  y  sentencia  y  se  puede  adjudicar  á  uno  sólo,  según  sentir  de 
Casio  y  Pegaso,  dictamen  que  es  el  más  probable. 

Lo  que  se  acaba  de  decir  del  caso  de  una  demanda  entablada 
por  muchos  demandantes  contra  un  demandado  es  aplicable  al  en 
que  se  trate  de  una  demanda  formulada  contra  muchos  demanda- 
dos por  un  sólo  demandante,  es  decir,  que  no  se  regularía  la  com- 
petencia por  el  importe  total  de  las  reclamaciones  del  demandado, 
sino  en  cuanto  no  fuese  distinto  é  independíente  uno  de  otro  el  im- 
porte de  cada  una  de  estas,  respecto  de  aquel,  y  que  la  acción  que 
entabló  contra  todos  tuviera  por  fundamento  el  mismo  título. 

En  materia  de  obligaciones  solidarias ,  no  pudiendo  sentenciarse 
el  pleito  en  beneficio  de  uno  sólo  de  los  acreedores  solidarios  ó  con- 


BB6LAS  DE  LA  LEV  ORGÁlflGA  ML  PODER  JUDICIAL.  29 

tra  uno  de  los  deudores»  sin  qae  se  sentencie  al  mismo  tiempo  en 
pro  ó  en  contra  de  todos,  se  signe,  qae  debe  atenderse,  para  deter- 
minar la  competencia,  á  todo  el  valor  de  la  demanda  y  no  al  interés 
particnlar  de  cada  uno  de  ios  demandantes  ó  demandados. 

La  misma  doctrina  se  sienta  en  el  caso  de  qne  los  herederos  del 
acreedor  á  favor  del  cual  se  obligaron  solidariamente  los  deudores 
reclamasen  juntos  el  pago  <le  la  parte  que  ^  debe  á  cada  uno  de 
ellos  en  el  crédito;  porque  aunque  cueste  caso,  estando  divididos  los 
intereses  de  los  herederos  del  deudor,  son  distintas  é  independientes 
sus  demandas,  como  estas  provienen  de  un  mismo  título  y  se  hallan 
reunidas  puede  apreciárselas  por  su  valor  total  para  determinar  la 
competencia  del  Juez. 

Asimismo,  cuando  muriese  uno  de  los  deudores  solidarios,  la  de- 
manda entablada  contra  los  herederos  de  éste,  ya  Fuese  por  el  acree- 
dor, ya  por  su  co*deudor  solidario,  si  había  pagado  íntegramente  la 
desda,  deberla  considerarse,  si  se  intentaba  juntamente  contra  los 
diversos  herederos  én  su  valor  total,  como  derivándose  de  un  titulo 
común,  no  obstante  la  división  de  intereses  de  los  herederos  deman- 
dados. 

Por  lo  demás,  estas  soluciones  se  han  de  entender  en  el  caso  de 
que  las  demandas,  siendo  divisibles  por  su  naturaleza  se  acumulen 
unas  á  otras,  pues  si  se  entablase  cada  demanda  separadamente  se 
apreciarían  estas  también  por  separado  con  respecto  á  la  compe- 
tencia. 

En  cuanto  á  la  obligación  indivisible,  debe  considerarse  asimis- 
mo en  su  conjunto  para  determinar  la  competencia  del  Juez,  cual- 
quiera que  sea  el  ndmero  de  demandantes  y  demandados,  y  sin  que 
haya  que  distinguir  si  la  acción  se  intenta  por  el  acreedor  ó  por  un 
heredero  contra  el  deudor  ó  los  su  vos. 

«.5."  En  las  demandas  sobre  servidumbres  se  calculará  su  cuan- 
tía por  el  precio  de  adquisición'  de  las  mismas  servidumbres,  si 
constare.» 

Esta  disposición  ha  venido  á  sancionar  la  doctrina  sentada  por  la 
^neralidad  de  los  autores  sobre  que  como  toda  cuestión  entre  par- 
tes cuyo  interés  no  excede  de  la  competencia  del  Juez  ha  de  deci- 
dirse por  éste ,  debe  entenderse  lo  mismo  cuando  la  diferencia  con- 
sista en  cantidad,  que  cuando  verse  sobre  hacer  ó  no  alguna  cosa;  y 
no  versando  siempre  las  cuestiones  sobre  pago  de  cantidades ,  sino 
sobre  derechos  de  otra  naturaleza  que  nos  asisten  por  razón  de  las 
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cosas»  ó  por  disposicioa  de  la  ley  ó  por  conveniencia  de  contra- 
tos, cuyo  campo  puede  sólo  determioarse  por  la  multitud  y  farie- 
dad  de  las  relaciones  humanas  y  no  por  la  ley  ,  la  de  Enjuicia- 
miento quiere ;  que  cualquiera  que  sea  el  objeto  de  la  litis  penden- 
cia, COA  tal  que  no  exceda  su  importe  de  la  competencia  del  Juez, 
se  decida  por  él;  que  en  su  consecuencia,  no  siendo  la  servidum- 
bre un  derecho  absolutamente  inapreciable;  puesto  que  aprecián- 
dose la  finca,  puede  apreciarse  la  servidumbre,  ya  con  relación  i 
la  importancia  del  predio  dominante  y  del  sirviente ,  ya  atendien- 
do al  beneficio  y  al  perjuido  respeclivamente  recibido  por  am- 
bos predios ,  ya  en  fin,  considerando  todas  las  demás  circunstan- 
cias que  deben  tener  presentes  los  peritos  para  valorar  las  fincas, 
sus  aumentos,  sus  desmembraciones,  sus  beneficios  y  sus  perjoi- 
cios. 

«6/  En  las  acciones  reales  ó  mixtas  se  calculará  el  valor  de  la 
cosa  inmueble  ó  litigiosa  por  el  que  conste  en  la  escritura  más  mo- 
derna de  su  enajenación*  Esto  se  funda  en  que,  pudiendo  haber  va- 
riado este  valor,  y  debiendo  estarse  para  regular  la  competencia  de 
jurisdicción  al  que  tiene  al  interponerse  la  demanda,  debe  necesaria- 
mente atenderse  al  de  ht  escritura  más  moderna.  Sin  embargo,  si  en 
la  demanda  se  valuase  en  más  ó  en  menos  y  fuese  notorio,  ó  se  pro- 
base este  valor,  creemos  que  deberla  estarse  al  que  se  marca  en  la 
demanda,  según  lo  que  ya  hemos  expuesto  y  la  regla  de  que  la  ju- 
risdicción se  determina  por  la  demanda  y  no  por  la  legitimidad  de 
la  deuda,  cuando  en  aquella  no  se  procediere  de  malicia.» 

Guando  por  medio  de  la  acción  real  ó  mista  se  demanden  con 
los  bienes  las  rentas  que  hayan  producido,  se  acumularán  éstas  al 
valor  de  la  demanda:  párrafo  2.*  de  la  regla  6.',  porque  se  consi- 
dera que  acrecen  la  cuantía  de  éste,  según  se  consigna  y  explica 
más  detenidamente  en  la  regla  8." 

«8/  En  los  pleitos  sobre  pago  de  créditos  con  intereses  ó  fru- 
tos, si  en  la  demanda  se  pidieran  con  el  principal  los  vencidos  y  no 
pagados,  se  hará  la  computación  sumando  entre  si  el  uno  y  los 
otros. 

Se  tendrá  por  cierta  y  líquida  la  cuantía  de  los  frutos  cuando  el 
actor  expresare  en  la  demanda  su  importe  anual  y  el  tiempo  que 
haya  trascurrido  sin  pagarse. 

Si  el  importe  de  los  intereses  ó  frutos  no  fuere  cierto  y  líquido, 
se  prescindirá  de  él  no  tomando  en  cuenta  más  que  el  principal. 
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9/  La  disposician  de  U  regla  precedente  es  aplicable  al  caso  ea 
que  se  pujan  en  la  demanda  con  el  principal,  los  réditos. 

10.  Para  la  fijación  del  valor  de  la  demanda  no  se  tomarán  en 
cuenta  los  frutos  ó  intereses  por  correr,  sino  los  corridos. » 

Estas  reglas  de  la  nueva  ley  se  hallan  conforme  con  la  doctrina 
sentada  por  los  autores,  quienes  distinguen  respecto  de  los  intere- 
ses de  la  suma  demandada,  para  determinar  la  competencia,  si  han 
trascurrido  después  que  se  intenió  la  detnatida  6  antes.  En  el  primer 
caso,  no  se  consideran  como  acreciendo  la  cantidad  de  la  demanda, 
porque  aunque  el  demandante  reclamase  expresamente  cuando  en- 
tabló su  acdon,  además  del  capital  que  cabía  en  la  competencia» 
ios  intereses  que  fueran  corriendo,  su  demanda  no  comprenderla 
realmente  mis  que  el  capital,  puesto  que  si  el  demandado  lo  hu- 
biese satisfecho  inmediatamente,  no  hubiera  pagado  más  que  esta 
suma,  librándose  de  satisfacer  los  intereses,  y  si  bien  cuando  difiere 
el  pago  puede  elevarse  la  demanda  por  causa  de  los  intereses  que 
van  cayendo,  á  cantidad  mayor  de  la  que  comprende  la  competen- 
cia, esto  será  resultado  de  un  hecho  posterior  y  accesorio  á  la  de- 
manda. Mas  los  intereses  que  cayeron  antes  de  interponerse  la  de- 
manda de  lo  principal,  se  consideran  acreciendo  la  entidad  de  ésta: 
porque  constituyen,  conforme  van  cayendo,  un  capital  particular 
susceptible  de  devengar  nuevos  intereses;  de  donde  se  sigue,  que  la 
demanda  que  comprende  á  un  mismo  tiempo  el  capital  y  los  intere- 
ses caídos,  se  compone  de  dos  objetos  distintos  que  deben  reunirse 
ó  sumarse  para  fijar  el  valor  de  aquella. 

La  misma  distinción  expuesta  sobre  los  intereses  tiene  lugar  res- 
pecto de  los  danos  y  perjuicios  ordinarios.  Asi  es  que  los  debidos 
por  causa  anterior  á  la  demanda,  deben  nhirse  á  ésta  para  deter- 
minar la  competencia  del  Juez,  pero  no  aquellos  cuya  causa  es  pos- 
terior i  la  demanda  principal. 

«11.  Guando  por  los  datos  espresados  en  las  reglas  anteriores  no 
pudiese  determinarse  el  valor  de  la  demanda,  se  estimará  por  el 
que  le  dieren  las  partes  de  conformidad,  y  estando  discordes,  por 
el  que  estime  un  perito  nombrado  de  común  acuerdo  por  las 
mismas. 

Si  no  se  pusieren  de  acuerdo  sobre  la  elección  de  un  sólo  perito, 
nombrará  cada  parte  el  que  estime,  y  el  Juez  un  tercero,  para  que 
juntos  aquellos  hagan  la  valoración,  dirimiendo  el  tercero  la  discor- 
dia, si  la  hubiese.» 


32  REVISTA  DI  LB6ISLACI0II. 

Esta  regla  no  es  más  qae  la  aplicación  i  la  materia  á  qae  se 
reñere  de  las  reglas  generales  para  la  valaaeioA  6  determioacioa  de 
los  puntos  en  que  siendo  de  interés  únicamente  de  las  partes  con- 
tendientes, no  se  hallan  éstas  acordes. 

A  pesar  de  esta  regla  podrá  suceder  quo  por  falta  de  datos  ó  de 
personas  peritas  jsohre  el  punto  que  se  contro?ierte,  no  sea  posible 
marcar  el  valor  de  lo  que  se  reclama.   . 

Por  estp  sin  duda  se  previene  en  el  art.  517  qne  cuando  no  pue- 
da determinan»  según  las  reglas  del  artículo  la  cuantía  de  la  de- 
manda, no  caerá  bajo  la  competencia  de  ia  jurísdiocion  de  los  Jue- 
ces y  Tribunales  qne  la  tengan  limitada  por  razón  de  cantidad. 

La  disposición  de  este  artículo  es  justa  y  filosófica ,  puesto  que 
fundándose  la  limitación  de  la  competencia  por  cantidad  determinada 
en  faltar  al  Juez  los  conocimientos  y  k  práctica  necesaria  para 
conocer  y  apreciar  debidamente  los  negados  que  vecsan  sobre  su* 
mas  de  más  importancia ,  no  podia  permitirse,  ni  atm  en  caso  de  du  - 
da,  que  se  conobiera  de  éstas  por  el  Juez  que  tiene  limitada  su  com- 
petencia por  razón  de  cantidad ,  por  las  graves  consecuencias  qu(' 
podrian  originarse» 

Asimismo,  háse  prescrito  en  el  art.  318,  que  lo  establecido  en  el 
art.  316  no  se  aplicará  á  las  demandas  relativas  á  derechos  políti- 
cos ú  honoríficos,  exenciones  y  privilegios  personales,  filiación,  pa* 
ternidad,  maternidad,  adopción,  tutela,  curaduría,  interdicción  y 
cualquiera  otra  que  versare  sobre  el  estado  civil  y  condición  de  las 
personas.  Esta  disposición  se  funda  en  que  estos  deredios  son  ines- 
timables, y  no  pueden  determinarse  por  cantidades  fijas  que  regu- 
len la  competencia,  y  hasta  afectan  el  interés  ü' orden  público. 

Expuestas  las  reglas  comprendidas  en  el  art.  316  para  determi- 
nar la  competencia  de  jurisdicción,  limitada  por  razón  de  cantidad . 
por  el  valor  dé  la  demanda,  réstanos  que  examinar  si  podrá  proro- 
garse  aquella  competencia. 

¿Podrán,  pues,  someter  los  litigantes  á  un  Juez  que  sólo  tie- 
ne competencia  para  entender  de  negocios  que  no  excedan  de  cier- 
ta cantidad  determinada ,  el  conocimiento  de  otros  que,  aunque  de 
la  misma  naturaleza  que  aquellos ,.  excedan  de  la  suma  marcada  por 
el  legislador?  ¿Podrán  interponer  los  litigantes  ante  un  Juez  muni- 
cipal que,  según  el  art.  270  de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial, 
sólo  puede  conocer  de  demandas  que  no  excedan  de  360  pesetas, 
demandas  comprensivas  de  mayor  suma? 
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La  cuestión  sobre  si  puede  efectuarse  esta  prorogaciou  con  ar* 
reglo  á  los  principios  que  rigen  sobre  la  materia  ha  sido  muy  de- 
batida entre  los  autores.  Mr.  Henrion  de  Pansey,  en  su  obra  tobt^ 
la  autoridad  judMal  en  Fratiáa ,  se  declara  por  la  afirmativa  en 
los  términos  siguientes:  «¿Puede  decirse  que  la  grao  máxima  de  que 
sMo  á  la  ley  pertenece  la  autoridad  pública,  es  tan  general ,  que  sea 
íodirerente  para  su  aplicación,  que  el  Juez  conozca  mque  ad  eertam 
summam^  ó  bien  certum  genw  causarum?» 

«En  mi  concepto,  la  diferencia  entre  estas  dos  posiciones  es  muy 
grande.  Cuando  un  Juez  se  halla  limitado  á  conocer  de  cierto  géne- 
ro de  negocios ,  todos  los  demás  son  enteramente  extraños  á  su  ju- 
fisdiccioa;  sometérselos  no  seria  extender  su  jurisdicción,  sino  crear 
7  conferirle  realmente  una  nueva.  Al  contrarío ,  cuando  el  Juez 
tiene  derecho  de  conocer  u$que  ad  eertam  summam ,  y  se  interpo* 
ne  ante  él  una  demanda  sobre  el  pngo  de  una  cantidad  duple  ó  cuá- 
druple, como  se  halla  investido  ya  con  el  derecho  de  juzgar  hasta 
en  cantidad  de  una  cuarta  parte  ó  de  la  mitad  de  la  suma  deman- 
dada, tiene  por  ql  título  de  sv  oficio  el  germen,  el  principio  de  la 
autoridad  que  necesita  para  determinar  sobre  el  todo.  Para  darle, 
pues,  aptitud  para  entender  de  aquella  suma  legahnente^  no  es  ne- 
cesario ,  como  en  el  caso  en  que  se  trata  de  conocer  de  re  ad  rem, 
conferirle  una  jurisdicción  nueva,  sino  que  basta  desarrollarle  un 
germen  preexistente,  y  extender  una  jurisdicción  legalmente  cons- 
tituida; de  lo  que  se  sigue,  que  es  más  sencillo  que  se  preste  la  ley 
más  fácilmente  á  la  extensión  de  un  poder,  que  es  obra  suya,  que  á 
la  creación  de  una  autoridad ,  á  la  que  fuera  absolutamente  extra- 
ña. Así  leemos  en  las  leyes  romanas:  Jttdex  qui  mque  ad  eertam 
summam  judicare  jussus  e$t ,  etiam  de  re  majori  judicare  potest  si 
Ínter  litigatores  eonveniat  (Ity  24,  §.!.*,  Dig.,  De  judie.)  La  ley  28, 
Ad  Munitíp,,  después  de  hablar  de  los  Magistrados  muoicipales  que 
tenían  en  ciertos  lugares  del  Imperio  el  derecho  de  juzgar  basta 
cierta  suma,  añade:  ItUer  $e  convenientes  et  de  re  majori  apud  ma* 
^ratum  munieipalem  agetur. » 

Esta  doctrina  ha  sido  adoptada  por  el  Sr.  Escriche  en  s^  Dio  - 
cionario,  quien  cita  también  en  su  apoyo,  además  de  las  leyes  ex- 
puestas, el  haberse  con^gnado  en  Francia  por  dos  decisiones  del 
Tribunal  de  Casación  de  iO  de  Enero  de  1809  y  de  13  de  Marzo 
de  Í8i9.  Dalloz  se  declara  también  |>or  la  misma  doctrina,  sentan- 
do ser  admitida  en  Francia  generalmente.  Sin  embargo,  expone  en 
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SU  disposición  comprende  un  caso  aislado  y  particular,  efecto  de 
circunstancias  especíales  que  niiHtaj)an  únicamente  respecto  de  di- 
chos Magistrados.  Con  anterioridad  á  esta  ley,  tenian  estos  juris- 
dicción mucho  más  amplia;  pero  habiendo  sido  reducida  posterior- 
mente, se  dispuso  al  restríngírsela,  que  solo  se  entendiese  limitada 
¿  la  suma  qué  se  marcó,  cuando  no  se  dedujese  de  la  voluntad  de 
las  partes  que  habian  querido  prorogarles  su  competencia.  T  por  eso 
al  sentar  Zinmern  la  regla  de  que  las  partes  no  podían  prorogar  la 
jurisdicción  del  Magistrado,  á  más  de  la  que  se  les  babia  conferídp 
por  el  Estado,  dice  que  la  disposición  de  la  ley  28  citada,  solo 
era  apricaUe  á  los  Magistrados  municipales,  porcpe  en  la  época  en 
que  se  dio  dicha  ley,  habiéndose  reducido  notablemente  su  jurisdic- 
ción, solóse  consideraba  limitada  cuando  las  partes  no  lo  entendían 
de  otra  suerte. 

Yésc,  pues,  que  los  textos  del  derecho  romano  en  que  apo- 
yan principalmente  los  autores  arriba  citados  la  opinión  de  que  e« 
prorogable  la  jurisdicción  de  cantidad  á  cantidad,  y  que  movieron 
á  Henrion  de  Pansey  á  adoptar  esta  doctrina,  á  pesar  de  haber  sos- 
tenido en  un  principio  lo  contrarío,-  han  sido  mal  entendidos  ó  in- 
terpretados, y  que  no  prestan  fundamento  para  aquella  opinión. 

Sin  ert^bargo,  en  la  nueva  ley  de  Enjuiciamiento  se  encuentra 
una  disposición  que  á  primera  vista  parece  favorecer  la  opinión  so- 
bre que  es  prorogable  la  jurisdicción  de  cantidad  á  cantidad.  Según 
el  artículo  ii63  que  trata  de  los  juicios  verbales,  si  sobre  el  interés 
del  pleito  hubiere  duda,  la  decidirá  el  Juez  de  paz  (hoy  municipal) 
oyendo  en  una  comparecencia  á  las  partes,  y  el  'Juez  de  primera 
instancia  del  partido  al  conocer  de  la  apelación  contra  la  sentencia 
definitiva,  podrá  declarar  la  nulidad  del  juicio,  si  resultare  ser  su 
interés  mayor  de  25(>  pesetas.  Y  según  el  artículo  1164,  para  que 
pueda  hacerse  la  declaración  de  nulidad  de  que  habla  el  articulo 
anterior,  se  necesita :  1  .*,  que  se  reclame  la  nulidad  ante  el  Juez 
de  primera  instancia  del  partido ;  2.*,  que  la  parte  que  haga  la  re- 
clamación se  haya  opuesto  en  la  primera  instancia  á  que  se  siguie- 
se la  sustanciácion  de  la  demanda  en  juicio  verbal. 

Siguiéndose  de  esta  última  disposición,  que  si  la  parte  no  se  ha 
opuesto  en  la  primera  instancia  á  que  se  siga  la  sustanciácion 
de  la  demanda  en  juicio  verbal,  puede  el  Juez  conocer  de  ésta,  aun 
cuando  excediese  del  valor  de  250  pesetas,  parece  que  adquiere  el 
Juez  municipal  la  competencia  por  voluntad  de  las  partes,  si  deja- 
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sen  de  hacer  la  reclamacioQ  que  les  permite  la  ley  y  de  disputarse 
de  esta  suerte  la  competencia.  Mas  en  nuestro  concepto  no  existe  en 
este  caso  la  voluntad  es^ntánea  é  independíenle  de  hecho  de  otro 
que  es  precisa  para  producir  la  prorogacion ;  porque  la  renuncia 
tácita  á  la  reclamación  expresada  depende  de  que  el  Juez  munici- 
pal haya  hecho  una  apreciación  inexacta  del  interés  del  litigio,  y 
de  qne  la  parte  cmitraria  no  haya  interpuesto  la  debida  reclama- 
don.  Además,  la  ley  supone  que  si  las  partes  no  reclamaron  fué  por- 
que creyeron  que  la  Táluacion  del  negocio  se  hiz6  exactamente,  y 
si  les  prohibe  efectuar  la  reclamación  después  de  la  primera  instan- 
cia, es  para  evitar  el  abuso  de  que  pudiera  efectuanse,  cuando  vie- 
sen que  les  perjudicaba  la  sentencia  judicial ;  pero  el  legislador  no 
ha  tenido  por  objeto  reconocer  en  este  caso  á  las  partes  la  facultad 
de  prorogar  tácitamente  la  jurisdicción  del  Juez  municipal. 

Respecto  de  la  prorogacion  legal  de  jurisdicciooi  de  cantidad  á 
cantidad  ó  por  medio  de  reconvención,  háse  creido  en  general  que 
no  debe  tener  lugar,  atendiendo  á  las  razones  que  acabamos  de 
exponer  sobre  la  prorogacion  voluntarla  de  cantidad  á  cantidad, 
por  ser  aplicables  á  ésta,  y  asi  lo  afirman  la  mayoría  de  los  escri- 
tores. 

En  el  dia  ya  no  puede  ofrecerse  duda  sobre  este  punto,  desde 
qae  en  la  regla  11  del  art.  309  de  la  ley  del  Poder  judicial  se  ha 
dispuesto,  después  de  sentar,  que  en  las  demandas  de  reconven* 
cion  será  fuero  competente  el  del  lugar  en  que  se  hubiere  inter- 
puesto la  que  hubiere  promovido  el  litigio,  que  no  es  aplicable  esta 
regla  cuando  el  valor  de  Ib  pedido  ^n  la  reconvención  excediere  de 
la  cuantía  á  que  alcancen  las  atribuciones  del  Juez  que  entendiere 
en  la  primera  demanda,  en  cuyo  caso  reservará  éste  al  actor  de  la 
reconvención  su  derecho  para  que  ejercite  su  acción  donde  corres- 
ponda. 

Josfe  Víeente  y  Ganvantes. 
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La  cueslion  que  en  estos  momentos  traemos  de  nuero  al  debate, 
la  iniciamos  ya  en  otro  lugar  de  esta  Revista  (1);  y  sia  duda  era 
cierto  lo  qae  allí  digimos  sobre  su  importancia  práctica  y  sobre  la 
necesidad  de  uniformar  la  doctrina  en  los  Tribunales  de  Jnsticia, 
cuando  repetidas  consultas  evacuadas  en  el  Boletín  "de  esta  pnbiica- 
cion,  revelan  dudas,  dificultades  y  vacilaciones  en  ios  consultantes » 
que  desearíamos  bn  el  alma  ver  desaparecer  desde  luego. 

El  punto  cuestionable,  la  base  de  la  presente  discusión,  abraza 
ó  comprende  dos  estremos:  4.*  ¿Habrá  lugar  á  la  citación  de  remate 
cuando  el  deudor  carezca  de  bienes  en  que  hacer  traba  ó  embargo? 
2.*  ¿Quién  deberá  satisfacer  las  costas  causadas  en  el  procedimiento 
ejecutivo? 

Analicemos  la  primera  de  estas  preguntas,  investigando  de  paso 
qué  es  hoy  en  nuestra  ley  rituaria  la  citación  de  remate,  á  qué 
equivale,  ó  qué  significa,  y  qué  representaba  esa  citación  en  el 
procedimiento  antiguo. 

La  citación  de  remate,  según  la  constante  doctrina  del  Supremo 
Tributial  de  Justicia,  v  conforme  el  sentir  de  todos  los  tratadistas  del 
derecho,  no  es,  ni  más  ni  menos,  que  Ta  citación  y  emplazamiento  en 
el  juicio  ordinario;  y  se  considera  de  tal  necesidad  y  de  tal  impor- 
tancia, que  su  omisión  produce  ja  nulidad  del  procedimiento  y  per- 
mite á  las  partes  el  raro  privilegio  en  este  juicio,  de  acudir  por  la 
casación  al  más  elevado  de  los  Tribunales  de  Justicia.  Sabido  va 
que  la  citación  de  remate  es  el  aviso  judicial  que  el  actor  dá  al  de* 
mandado  para  que,  usando  de  excepciones  legítimas  y  pertinentes, 
conteste  á  la  demanda  ejecutiva;  indicado,  como  lo  hemos  hecho  tam- 
bién qué,  so  pena  de  nulidad,  no  puede  omitirse  tal  trámite  del  pro- 
cedimiento, ¿podrá  sostenerse  que  únicamente  habiendo  bienes  em- 
bargados procede  la  citación  de  remate?  ¿Es  acaso  que  se  le  cita  al 
deudor  para  que  libre  sus  bienes  de  la  ejecución  tan  sólo,  ó  por  el 


(1)    Véase  la  pág.  71  del  tomo  XLII  de  esta  Revista. 
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contraríiv  se  le  Hama  al  Tribunal  á  osar  de  ana  excepción  que  puede 
aprovecharle,  siquiera  no  posea  al  ser  citado  el  más  insignificante 
de  los  bienes  muebles?  ¿Pudiera,  asimismo,  pensarse  que  deisde  que 
se  proclamó  igual  la  citación  de  remate,  al  emplazamiento  ordina* 
río,  hay  que  aguardar  para  hacerla,  á  que  el  demandado  tenga  me* 
dios  de  fortuna?  Entendemos  resueltamente  que  no;  creemos  lecon- 
trario;  opinamos  que  una  Tez  presentada  la  demanda  ejecutiva  y 
extendida  la  diligencia  afirmativa  ó  negativa  de  embargo,  el  actua- 
rio debe  proceder  á  citar  de  remate  al  ejecutado ,  no  con  aqudlas 
fórmulas  de  que  si  dentro  de  tres  días  no  comparece  á  mostrar  paga,  ' 
ftttta,  ó  raaon  legitima,  se  procederá  á  la  subasta  y  ventas  de  los 
bienes;  sino  con  la  sencillez  y  claridad  de  un  simple  emplazamiento 
ordinario;  que  á  ello  obliga  la  oportuna  omisión  hecha  en  la  moder- 
na ley  de  la  doctrina  escrita  en  las  leyes  13  y  43,  tít.  i8,  libro  41, 
Novísima  Recopilación. 

Porque  conviene  recordar^  que  la  citación  de  remate  ha  venido 
á  nuestro  Código  de  procedimiento  completamente  reformada,  y  pu- 
diera decirse  desnaturalizada.  Arrancando  de  la  antigua  notificación 
de  estadOy  por  la  cual  se  advertía  al  deudor  que  pagando  dentro  de 
las  24  horas  se  libraba  de  las  costas,  requiriéndole  además  para  los 
pregones,  venia  después  la  citación  á  fin  de  rematar  aquellos  bienes 
anunciados  públicamente  durante  un  plazo  señalado  por  la  ley;  trá* 
Búte  inconcebible  cuando  no  habia  bienos  en  qué  hacer  traba.  Si 
entonces  fuera  lógica  la  doctrina  que  combatimos,  hoy,  que  ni  hay 
pregones  antes  de  la  citación,  ni  ésta  se  dá  para  otra  cosa  que  para 
que  el  demandado  comparezca  á  excepcionar  en  juicio,  qué  es  el 
fin  del  emplazamiento,  no  se  adivinará  la  razón  de  negar  la  com- 
parecencia al  insolvente  y  concedérsela  al  ejecutado  que  posea 
bienes. 

Respecto  á  que  es  tm^rtnno  todo  procedimiento  cuando  no  hay 
bienes  que  embargar,  nos  atrevemos  9  decir  que  no  es  exacto.  El 
ejecutado  puede  oponer  una  excepción  tal  si  se  le  llama  á  contestar 
k  la  demanda,  que  invalidando  la  acción  ejecutiva  dé  lugar  á  que 
el  actor>  no  sólo  no  la  haga  prosperar  en  juicio,  empero  sufra  la  con- 
dena de  cosías  como  litigante  temerario  y  de  mala  fé.  Por  el  eon-  * 
trario,  la  no  citación  pudiera  ser  tan  perjudicial  al  mismo  actor  eje- 
catante,  que  por  la  no  interrupción  de  la  prescripción  llegase  á  ga-  .( 
narla  el  ejecutado  para  cuando  poseyese  bienes  de^Cortuna  y  fuera 
citado  de  remate;  pues  sabido  es  que  sólo  el  emplazamiento  inler- 
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rompe  el  lapso  de  tiempo  de  prescribir  uaa  aocHm,  no  U  8impi9 
presentación  de  U  demanda. 

Nada  diremos  en  cnanto  al  texto  mismo  del  art.  959  del  Eajüi*- 
ciamiento  civil,  en  cuyas  palabras  sustentan  algunos  la  doctrina  de 
que  sólo  habiendo  bienes  procede  la  citación.  Gomo  lo  ordinario  es 
que  los  haya,  y  las  leyes  son  reglas  generales  y  no  excepciones  de 
casos  no  comunes;  y  como  por  otra  parte  algún  tiempo  ó  momento 
habia  de  señalar  la  ley  para  la  citación  del  ejecutado,  se  explica 
perfectamente  que  ese  momento  fuese  el  inmediato  al  embargo.  Pe- 
ro ¿puede  buscarse  en  la  ley  algún  articulo  que  ordene  la  suspen- 
sión del  juicio  si  el  deudor  no  tiene  bienes?  T  no  sirve  decir  que 
siempre  habrá  algo  que  embargar;  puede  el  demandado  hallarse  sin 
más  que  el  lecho  donde  descanse,  las  ropas  de  nso  preciso,  ó  las 
herramieotas  del  arte  á  que  se  dedique,  y  alimentado  acaso  por  soa 
padres  ó  parientes,  sin  un  solo  mueble  que  pueda  llamarse  suyo. 

No  cabe  dudar,  pues,  en  vista  de  las  razones  expuestas  y  de  la 
naturaleza  misma  de  la  citación  de  remate,  que  ésta  procede  siem- 
pre, haya  ó  no  bienes  embargados,  á  la  manera  que  en  el  juicio  or* 
dinario  la  citación  y  emplazamiento  se  hace  sin  consideración  á  la 
mayor  ó  menor  fortuna  social  del  demandado. 

En  cuauto  á  las  costas  causadas  en  el  juicio  ejecutivo,  entende* 
mos  que,  derogada  la  antigua  doctrina  de  libertarse  el  ejecutado  del 
pago  de  ellas  satisfaciendo  el  principal  y  réditos  dentro  de  las  vein- 
ticuatro horas  siguientes  á  la  notificaeion  de  atado f  son  de  su  car- 
go hoy  todas  las  costas,  una  vez  despachada  la  ejecución. 

Pero  es  necesario  aclarar  bien  la  doctrina  en  este  particular.  He*^ 
mos  dicho  que  despachada  la  ejecución,  el«ejecutado  es  responsable 
de  todas  las  costas  causadas  y  que  se  causaren  hasta  hacer  al  acree- 
dor íntegro  y  efectivo  pago  de  sus  créditos.  Mas  puede  suceder  que 
el  condenado  en  las  costas  no  se  halle  en  situación  de  abonarlas,  y 
en  este  caso,  y  siguiendo  la  práctica  constante,  confirmada  en  nues- 
tro antiguo  derecho  por  la  famosa  ley  33  del  Estilo  y  otras  de  las  re- 
copiladas, y  sancionada  también  en  el  núm.  2.*,  art.  14  de  la  Ley 
rituaria,  es  indudable  que  el  ejecutante  habrá  de  abonar  todos  los 
gastos  causados  á  su  instancia,  sin  perjuicio  del  reintegro  en  su  dia, 
si  el  ejecutado  viniese  á  mejor  fortuna. 

No  es  esto  decir,  como  algunos  entienden,  que  sobre  el  ejecu- 
tante pesen  absolutamente  todas  las  costas  del  juicio,  bajo  el  supues- 
to erróneo  de  que  lo  actuado  en  una  ejecución  es  siempre  fc  instan- 
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da  de  aquella  personalidad.  Si  el  ejecutado  se  oposo,  si  fué  parte 
en  la  ejecacion,  y  si  en  su  consecuencia  su  representación  ocasionó 
gaslOBy  no  es  ni  lógico  ni  justo  hacer  adn  más  aflictiva  la  situación 
del  acreedor  con  responsabilidades  ajenas  y  con  costas  que  él  no 
ocasionó  en  el  proeedimieiilo. 

PrínitíTO  González  del  Alba. 


EIVJmClAHIENTO  GRIMIIVAL. 


VICIOS  Y  DEFECTOS 

DE  Lk  LEY  PROVISIONAL  DE  ENJUICIAMIENTO  CRIMINAL 

PUBLICADA  EN  tt  DE  DICIEMBRE  DE   487t. 


Al  reproducir  bajoel  epígrafe  de  El  Tribunal  del  Jurado  espa- 
ñol en  camisa  el  i.*  de  Octubre  de  1874  algunas  observaciones 
antes  publicadas  en  el  Sematiario  Juridieo  y  Administrado,  que 
veía  la  luz  en  Albacete»  dirigidas  i  demostrar  la  imposibilidad  de 
smbsistir  el  Tribunal  del  Jurado  bajo  la  forma  en  que  se  planteaba* 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  de  22  de  Diciembre  de  i872, 
digimos,  que  lo  hacíamos,  entre  otras  razones,  por  el  deseo  de  que 
fijándonos  más  en  la  esencia  de  las  cosas,  y  deteniéndonos  menos 
en  las  formas  con  que  se  las  revisten,  y  que  de  ordinario  fascinan, 
lleguemos  á  conocer  su  verdad  intrínseca.  Antes  habíamos  dicho,  al 
concluir  aquellas  observaciones ,  que  nos  habíamos  extendido  más 
de  lo  necesario  quizás  en  los  puntos  á  que  nos  contragimos,  «dejan* 
•do,  por  aboca  de  locar  otros  muchos,  que  muchos  son  todavía  los 
•defectos  contenidos  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal.»  También 
digimos  entonces  que  el  interrogatorio  dirigido  á  los  Presidentes  de 
las  Audiencias  para  que,  oyendo  á  las  Salas  de  lo  criminal  y  á  los 
Kscales,  y  acompañando  los  pareceres  de  las  unas  y  de  los  otros, 
informaran  sobre  ello,  era,  á  nuestro  modo  de  ver,  el  arma  prepa* 
rada,  si  no  para  poner  término  á  la  existencia  de  aquella  institu- 
ción, al  menos  para  modificarla  y  armonizarla  con  nuestras  coslum  • 
bres  y  hábitos,  completamente  olvidados  en  aquella  ley,  ya  que  no 
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fueran  combatidos  por  la  misma »  aunque  de  una  manera  indi- 
recia.  « 

Nuestro  presentimiento  se  ha  realizado:  el  Tribunal  del  Jurado 
espimol  ha  concluido  por  ahora.  £1  decreto  del  Ministerio-regencia 
de  3  de  Enero  de  1878,  tres  meses  posterior  á  nuestra  publicación, 
ha  dicho  en  su  art.  1/  «Se  suspende  en  la  parte  relativa  al  Jurado  y 
al  juicio  oral  y  público  ante  los  Tribunales  de  derecho  la  observan- 
cia de  la  ley  provisional  de  Eoji^iamiento criminal,  establecida 
por  Real  decreto  de  22  de  Diciembre  de  1872.»  k.  esta  medida,  se* 
gun  en  el  preámbulo  se  expresa,  han  precedido  la  iustruccion  de 
un  expediente  y  datos  tomados  de  documentos  oficiales  que  com- 
prueban la  verdad  de  los  motivos  en  que  se  ha  fundado.  Si  entre 
éstos  y  nuestras  observaciones  hay  alguna  analogia ,  no  somos  no« 
sotros,  en  verdad,  los  llamados  á  demostrarte  la  comparación  de 
los  unos  con  la  especie  de  resumen  de  las  otras,  contenido  ^n  el 
párrafo  XIV,  ya  que  no  sea  con  todas  ellas,  podrá  servir  para 
determinarlo.  ¿Será  esto  el  punto  de  partida  para  corr^ir  los  otros 
muchos  defectos  que  contiene  la  citada  ley?  Ni  lo  sabemos,  ni  tra- 
tamos de  averiguarlo.  Hemos  dicho  públicamente  que  los  contiene: 
indicamos  que  nos  ocuparíamos  de  ellos;  y  consecuemes  siempre 
en  nuestros  principios  é  incapaces  de  faltar  en  nada  á  lo  que  ofroi- 
cemos,  no  nos  retraerá  el  determinarlos  ni  la  opinión  contraria  res- 
pecto de  algunos ,  emitida  anteriormente  por  una  persona  muy  au- 
torizada, á  quien  respetamos  y  consideramos  en  el  más  alto  grado, 
ni  la  creencia  de  que  suspendida  en  su  parte  más  esencial  la  citada 
ley,  puede  decirse  que  carece  ya  de  objeto  cuanto  respecto  de  lo 
demás  de  ella  se  diga. 

Principiamos,  pues,  por  consignar  que,  en  nuestra  humilde 
opinión,  las  leyes  de  Enjuiciamiento  no  son,  ni  podrán  ser  jamás 
otra  cosa  que  el  conjunto  de  reglas  precisas,  claras  y  terminantes 
de  los  pasos  que  han  de  darse  en  el  camino  que  hay  que  andar  para 
obtener  por  medio  de  un  juicio  los  derechos  y  el  cumplimiento  de 
los  deberes  que  el  individuo  constituido  en  sociedad  tiene,  y  ¿  que 
está  respectivamente  obligado.  Degeneran,  por  lo  tanto,  de  su  es- 
pecial carácter,  pierden  su  cualidad  intrínseca  de  método,  son  ir- 
realizables, y  caen  por  su  base  desde  el  momento  en  que,  saliéndo- 
se de  su  circulo,  reducido  á  marcar  la  tramitación  y  érden  del  jui- 
cio, establecen  un  principio  de  derecho:  se  convierten  en  foco  de 
obscuridad,  en  inagotable  manantial  de  confusiones  y  de  dudas  tan 
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laego  como,  desentendiéadose  de  la  ley  {msitíva  y  preexistente, 
caya  aplicación  es  sa  único  y  exclasivo  fin,  modificaa  ó  alteran  su 
contenido.  \ 

La  pabKcada  como  provisional  en  22  de  Diciembre  de  1872, 
de  que  nos  ocupamos,  no  se  concretó  ¿  compilar,  haciendo  las  cor- 
recciones é  introduciendo  las  innovaciones  necesaria3,  atendidos 
los  adelantos  de  la  ciencia,  el  reglamento  provisional  para  la  ad* 
ministracion  de  justigia  de  26  de  Setiembre  de  183S,  y  las  demás 
diposiciones  i  que  estaba  subordinado  el  procedimiento  criminal, 
sino  que  extendiéndose  á  formar  uto  nuevo  y  completo  cuerpo  de 
derecho  en  este  ramo,  pero  saliéndose  de  su  esfera,  estableció  re- 
glas de  organización  y  principios  positivos,  cuya  consecuencia  pre- 
cisa é  indispensable  debia  ser  el  caos,  no  tanto  por  aparecer  en  un 
lugar  que  no  les  correspondia,  cuanto  por  la  falta  de  una  de  las 
bases  cardinales  de  que  las  unas  partian  y  de  la  contradicción  de 
ios  otros  con  los  ya  existentes  y  con  algunos  entre  si  de  los  que  es- 
tablecia.  Debió  ocurrir  desde  luego  á  su  autor  que  habrían  de  pre- 
sentarse dudas  al  menos  para  ejecutar  sus  preceptos ,  y  de  aquí  el 
disponer  primero  en  la  regla  8/  del  decreto  en  que  se  mandó  su  pu- 
blicación que  las  Salas  de  gobierno  del  Tribunal  Supremo  y  de  las 
Audiencias,  consultaran  directamente  con  el  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia  la  resolución  de  aquellas  á  que  diese  margen  su  aplica- 
ción y  no  pudieran  resolverse  según  la  letra  ó  e|  espíritu  de  las  sie- 
te que  la  precedian,  y  el  autorizar  después  á  los  Tribunales  para 
que  resolvieran  por  sí  cuantas  ocurrieran.     ^ 

Todo  esto,  sin  embargo,  no  podia  ser  bastante  para  poner  tér- 
mino k  las  diferentes  cuestiones  qué  babian  de  surgir  y  surgieron. 
La  verdadera  inteligencia  é  interpretación  de  la  ley,  fué  encomen- 
dada á  todos  y  cada  uno  de  los  Tribunales  encargados  de  aplicarla, 
y  la  &lta  de  unidad  en  el  pensamiento  ó  en  el  criterio,  debia  pro- 
ducir la  consiguiente  diversidad  en  sus  resultados.  La  práctica  ha 
venido  á  demostrar  los  graves  inconvenientes  y  las  dificultades  con 
que  ha  tropezado  sa  aplicación  en  lo .  concerniente  al  Jurado  y  al 
juicio  oral  y  público  ante  los  Tribunales  de  derecho;  la  práctica 
ha  presentado  los  inmensos  perjuicios  que  ese  nuevo  orden  de  sus- 
tanciar algunas  causas,  embarazando  el  procedimiento  de  las  que  á 
él  se  sujetaron  y  entorpeciendo  y  dilatando  su  terminación  y  la  de 
las  que  quedaron  subordinadas  al  antiguo,  ha  producido  en  la 
pronta  y  recta  administración  de  justicia,  y  en  último  término,  ha 
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heeho  iaevitoble  bt  suspensión  de  la  núsma  ley  e&  cuanto  i  esos 
extremos  se  refiere. 

Pero  no  eran  los  únicos  á  que  podian  ctrcanscribirse  las  dudas  y 
cuestiones  surgidas  y  que  ba|)rán  de  surgir  et  la  aplicación  de  lo 
que  auu  queda  vigente  de  la  propia  ley:  no  eran  aquellos  inconve- 
nientes y  dificultades  los  únicos  que  había  que  vencer;  no  eran 
esos  perjuicios  los  únicos  que  babia  que  corregir  y  evitar.  Otras  du- 
das, aunque  de  distinto  género,  han  surgido  ¿e  las  prescripciones 
que  aun  viven:  otras  surgirán,  y  si  bien  respecto  de  algunas  ha 
podido  formarse  jurisprudencia^  la  verdades  que  en  cuanto  á  otras» 
i\o  hay  en  la  actualidad,  ni  es  fácil  que  haya  tan  pronto  como  la 
justicia  demanda,  una  norma  positiva  é  indudable  á  que  atempe- 
rarse los  Tribunales  para  su  resolución. 

Sin  salir  de  su  primer  artículo,  sin  compararle  con  ninguno  de 
los  demás  que  componen  la  totalidad  de  la  ley  en  la  parte  que  ha 
quedado  vigente,  hallamos  una  contradicción  entre  él  y  el  principio 
de  derecho  á  que  se  refiere,  ó  de  que  procede,  la  cual  resuelve  el 
Sr.  D.  Alejandro  Groizard  (1)  en  sus  comentarios  al  Código  penal, 
diciendo  que  encuentra  la  disposición  tan  exacta  en  el  fondo  como 
acertadamente  redactada.  Nosotros,  sin  embargo,  respetando  y  acá* 
tando  la  fuerza  de  su  autoridad  notoria,  y  aunque  con  la  condena- 
ción implícita  y  anteriormente  por  una  autoridad  hecha  de  nuestras 
convicciones,  creemos  que  lejos  de  haber  exactitud  en  el  fondo  y 
acierto  en  la  redacción  del  mencionado  articulo,  el  uno  y  la  otra  ^ 
envuelven  la  perturbación  más  grave  que  puede  introducirse  en  el 
derecho. 

Basado,  como  no  podia  menos,  el  Código  penal  en  los  funda^ 
mentos  constitutivos  de  la  sociedad,  en  el  deber  y  el  derecho,  y 
dando  á  los  hechos  todo  el  valor,  eficacia  é  inQuencia  que  los  mis- 
mos fuodan^entos  les  atribuyen,  los  tomó  como  punto  de  partida 
para  establecer  en  ellos  el  principio  cardinal  del  uno  y  del  olro;  y 
fijándose  en  los  resultados  de  los  mismos  hechos,  después  de  califi- 
car como  delito  ó  falta  cualquiera  acción  y  omisión  penadas  por  la 
ley,  distinguiendo  con  la  más  esquísita  precisión  y  claridad  las  dog 
especies  de  responsabilidad  en  que  incurrían  sus  autores,  designó 
la  una  con  el  calificativo  de  criminal,  y  con  el  de  civil  la  otra.  Nin- 
guna novedad,  si  se  exceptúa  el  haberlo  presentado  más  exento  de 

(\)    Tomo  II,  pág.  .547. 
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dadas,  introdujo  sin  embttgo  en  todo  ello.  Nuestras  antiguas  leyes 
pénale^,  qne  también  partían,  como  partirán  siempre  todas  las  dei 
Unirerso,  de  iaamiismasí  bases,  de  esos  fundamentos  de  la  sociedad, 
del  deber  y  del  derecho,  ó  del  serricio  y  del  beneficio,  habían  di- 
cho ya  qué  delito  erii  un  hecho  ilicito  espontáneamente  cometido  y 
por  el  <;aat  quedaba  obligado  su  autor  á  la  pena  y  á  la  restitución. 
Tenemos,  pues,  el  príocipio  de  derecho,  ó  el  axioma,  de  que  el  au- 
tor de  un  hecho  qne  constituya  tin  delito^  ó  una  falta,  contrae  do^ 
obligaciones  y  queda  sujeto  á  dos  responsabilidades:  penal  la  una, 
t  civil  la  otra;  y  como  consecuencia  precisa  y  natnral  que  el  mismo 
hecho  constitutivo  de  un  delito  ó  una  falta,  produce  dos  derechos  ó 
dos  acciones,  penal  también  la  una  y  civil  la  otra. 

•T  decimos  dos  acciones,  porque*  no  siendo  la  acción  Jurídica,  ni 
pndiendo  representar  otra  cosa  qne  «I  medio  establecido  por  la  ley 
para  obtener  los  derechos  que  con  arreglo  á  ella  nos  correspondan  ó 
exigir  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  en  nuestro  provecho,  ó 
para  nuestro  bien  contraidas  por  otra  persona,  6  sea  un  tercero,  no 
puede  haber  duda  en  que  contrayendo  dos  obligaciones  el  antor  de 
cnaiquiera  hecho  puímble,'dos  deben  ser  también  Jos  medios  que 
pueden  ejercitarse  para  hacérselas  cumplir,  porque  dos  han  sido  los 
derechos  en  virtud  de  las  dos  obligaciones  creados.  Si  el  autor  de 
un  hecho  punible  queda  desde  luego  en  el  deber  de  sufrir  la  pena 
con  anterioridad  determinada  por  la  ley,  y  en  el  de  restituir  la  cosa, 
reparar  el  daSo  causado,  é  indemnizar  los  perjuicios  producido?, 
claro  es  que  alguna  otra  persona  ha  do  tener  la  facultad  de  exigir 
el  cumplimiento  de  esos»  deberes,  y  por  coqpiguiente  el  derecho  y 
los  medios,  ó  acciones  necesarias  para  ello;  y  como  los  primeros  son 
dos,  penal  el  uno  y  civil  el  otro,  indudable  es  que  otros' dos  y  de  la 
misma  clase  deben  ser  los  segundos.  Gl  Código  penal,  pues,  como 
ley  positiva,  no  podia  prescindir  de  esos  principios  nacidos  del  or- 
den natural,  ni  dejar  de  aplicarlos  al  social.  Asi  es  que  én  su  ar- 
tículo 18  declaró  de  la  manera  más  absoluta  y  terminante  que  toda 
persona  responsable  criminalmente  de  un  delito  ó  falta  lo  es'tam- 
bien  civilmente. 

Si  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  se  hubiera  limitado  á  reco- 
nocerlos y  establecer  únicamente  las  reglas,  ó  método  judicial, 
conducentes  al  ejercicio  de  los  derechos  creados,  y  al  cumplimiento 
de  las  obligaciones  conlraidas  ha'sta  la  realización  de  los  unos  y  de 
las  otras  no  sólo  habría  girado  dentro  de  su  circulo,  sino  que  ha- 
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bria  evitado  la  coDtradkcioD  manifiesta  que  entre  sus preseripcioiies 
y  aquellos  principios  aparece,  y  las  dudas  y  vacUaciones  que  han 
de  ocurrir  siempre  que  sea  necesario  aplicar  las  unas  y  k«  otros. 
En  suart.  1.*  se  dice:  «De  todo  delito  é  falta  nace  acción  penal 
para  el  c^tígo  del  culpable»  y  puede  nacer  también  acción  ci»U 
para  la  restUucion  de  ¡a  co$a,  la  reparación  del  daño  y  ¡a  indemni-- 
xacion  de  perjuicios  causados  por  el  hecho  punible.»  El  Código  penal 
babia  declarado  antes  en  eli8  que  toda  persona  responsable  crimi* 
nalmente  de  un  delito  ó  falta,  lo  es  también  civilmente.  ¿Cómo  se 
coordinan  y  armonizan  estos  dos  principios?  La  causa  reconocida  en 
ambos  artículos  es  uoa,  el  hecho:  sus  efectos  con  arreglo  á  ambos 
son  dos:  la  pena  por  una  parte,  y  la  restitución  de  la  cosa,  la  repa* 
radon  del*dano  causado  y  la  indemnización  de  perjuicios  por  otra:  á 
esto  último  está  reducido,  segvivel  art.  i  21  del  citado  Código  penal, 
la  responsabilidad  civil  establecida  en  el  18  del  mismo.  Si,  pues,  el 
autor  del  hecho  punible  queda  sujeto  ¿  las  dos  responsabilidades, 
criminal  y  civil;  sí  el  peijudicado  ha  adquirido  los  dos  derechos 
que  esas  dos  responsabilidades  produjeron;  si  las  acciones  jurídi- 
cas no  son  ni  pueden  representar  otra  cosa  que  los  medios  estable* 
cidos  por  la  ley  para  obtener  los  derechos  que  con  arreglo  ¿  ella  nos 
correspondan,  ó  exigir  el  cumplimientode  las  obligaciones  en  nues- 
tro provecho,  ó  para  nuestro  bien,  contraidas  por  otra  persona. 
¿Cómo  existiendo  esos  dos  derechos  y  esas  dos  obligaciones  no  han 
de  existir  los  medios  conducentes  y  necesarios  para  obtener  los 
unos  y  exigir  el  cumplimiento  de  las  otras?  ¿Cómo  ha  de  nacer,  y 
desde  luego  nace,  uno  de  esos  medios,  ó  acciones,  y  ha  de  poder 
tan  sólo  nacer  la  otra? 

£1  deber  produce  el  derecho;  la  obligación  la  acción.  Si,  pues, 
con  arreglo  al  art.  18  del  Código  penal,  toda  persona  responsable 
criminalmente  lo  es  también  civilmente,  y  si  de  conformidad  al  121 
del  mismo  la  responsabilidad  civil  abraza  la  restitución  de  la  cosa, 
la  reparación  del  daño  y  la  indemnización  de  perjuicios-,  no  puede 
ofrecer  duda  alguna  que  á  la  vez  que  nació  la  acción  penal  para  el 
castigo  del  culpable,  según  dice  el  art.  1.*  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, nació  también  la  civil  para  los  efectos  que  la  corresponden. 
T  como  lo  que  de  hecho  y  de  derecho  ha  nacido  no  puede  nacer, 
asi  como  lo  que  puede  nacer  no  ha  nacido;  como  la  existencia  real  y 
positiva  de  una  cosa  rechaza  la  posibilidad;  como  las  ideas  de  la  rea- 
lidad y  de  la  posibilidad  de  un  acontecimiento  cualquiera  lejos  de 
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poder  salMístir  unidas  y  r^reseaUndo  ana  misma  cosa,  se  repelen, 
y  represientan  dos  enteramente  opuestas,  de  aquí  nuestra  inás  pro- 
tanda  Gonviccion  en  creer  que  en  vez  de  haber  exactitud  en  el  fon* 
do  y  acierto  en  la  redacción  del  artículo  i/  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, el  uno  y.  la  otra  envuelven  la  perturbación  más  grave  que 
puede  introducirse  en  el  derecho;  el  contrasentido  más  absoluto  y 
el  caos  legal  por  consiguiente. 

Además:  antes  que  el  Código  penal  lo  declarara  en  su  art.  48, 
estaba  reconocido  como  principio  axiomático,  que  el  autor  de  un 
delito  ó  bita,  ó  sea  de  un  hecho  punible,  contraia  dos  obiigacionea, 
ó  quedaba  por  eHo  sujeto  á  dos  clases  de  responsabilidad:  á  sufrir 
la  pena  correspondiente  y  á  reparar  en  toda  su  latitud  el  daño  cau- 
sado: antes  qne  el  Código  penal,  estaba  también  reconocido  como 
axiomático  el  principio  de  que  no  existe  obligación  respecto  de  un 
individuo  sin  derecho  en  cnanto^á  otro,  y  viceversa,  y  antes  que  el 
mismo  Código  y  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  era  asimis- 
mo principio  axiomático  ia  existencia  de  las  acciones  ó  medios  le- 
gales en  favor  del  individuo  para  obtener  los  derechos  que  le  cor- 
respondieran y  exigir  de  otros  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
en  favor  de  aquel  y  por  los  actos  de  estos  contraídas.  ¿Dónde,  pues, 
está  la  exactitud  en  el  fondo  y  el  acierto  en  la  redacción  del  art.  1  .*" 
de  esa  ley#en  que  se  dice  que  ¡mede  tmeer  lo  que  repetidamento  se 
ha  declarado  con  anterioridad  que  existo;  lo  que  nació  con  el  hom* 
bre,  porque  oon  el  hombre  nacieron  los  derechos  y  obligaciones 
cuya  obtención  y  cumplimiento  habrían  sido  ilusorios  si  no  hubie- 
ran también  nacido  á  la  vez  los  medios  ó  acciones  para  realizar  los 
anos  y  las  otras?  ¿Dónde  está;  de  dónde  parte  la  fuerza  y  valor  de 
esa  ley,  que  siendo  de  procedinúento  y  nada  más  que  de  procedi- 
miento, no  puede  en  rigor  salir  de  la  esfera  necesaria  para  marcar 
los  trámites,  la  forma  y  el  método  que  ha  de  seguirse  en  el  juicio 
basta  obtener  ló  que  con  arreglo  á  las  anteriores  positivas  se  nos 
deba;  dónde  está,  de  dónde,  repetimos,  ha  adquirido  esa  ley  la 
foerza  y  valor  para  destruir  ó  modificar  al  menos  aquellos  princi- 
pios m¿  antiguos  y  poderosos  que  ella,  porque  nacen  de  otras  que, 
sin  ser  reglamentarias,  digámoslo  así,  tienen  su  asiento  en  el  cora- 
son  humano  y  en  las  bases  cardinales  de  la  sociedad?  Escrito  está 
en  el  derecho  natural,  y  por  consiguiente  en  la  conciencia  del  hom- 
bre, que  el  autor  de  un  hecho  cualquiera  es  responsable  de  las  con- 
secuencias que  el  hecho  produzca:  prívese  al  individuo,  en  cuyo 
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Eavor  redunde  esa  responstbilidad,  de  los  medios  aecesarios  para 
hacerla  efectiva,  y  habrá  desapacocido»  porqne  lanto  es  desapare* 
cer  una  cosa,  como  no  poder  conseguir  sus  resiütados. 

Mas  ¿para  qué  acudir  á  otras  fuentes  en  busca  de  dalos  q«e  de- 
muestren, no  ya  la  falta  de  exactitud  y  acierto  en  el  fondo  y  en  la 
redacción  dM  art.  i.*  de  la  ley  de  Enjuiciamieato  criminal,  sino  la 
pugna  y  contradicción  en  que  se  encneutra  con  varios  otros  de  ios 
que  contiene,  la  ligereza  al  menos  con  que  tod^  se  escribieron;  los 
vicios  y  defectos  que  la  misma  ley  entraña;  las  cuestiones  que  en 
su  virtud  debian  surgir  y  con  efecto  han  surgido,  y  las  diBeultades 
que  habían  de  presentarse  para  su  resolución  de  una  manera  tan 
cierta  que  dejara  tranquila  la  conciencia  del  Juez,  cuando  la  propia 
ley  los  sumioistra  en  abundancia»  y  con  la  facilidad  de  ser  compren- 
didos con  sólo  fijarse  en  su  literal  contexto  y  en  comparar  las  pres* 
cripc^ones  de  los  anos  con  las  de  ios  otros? 

Después  de  establecer  en  el  citado  art.  1/  de  un  modo  tan  ab- 
soluto, como  hemos  visto,  que  además  de  la  acción  penal  que  nace  de 
todo  delito  ó  falta,  puede  también  nacer  aceian  ctoc/,  ni  remotamen- 
te vuelve  á  hacer  indicación  alguna  acerca  de  ella  hasta  el  8.*,  en 
que  declara  que  la  renuncia  de  la  acción  dvil  no  perjudicará  más 
que  al  renunciante;  y  declarando  también  en  el  siguiente  9.*  que 
las  acciones  que  nacen  de  un  delito  ó  falta  podrán  ejercitarse  juata  ó 
separadamente,  dispone  ene!  10  que  ejercitada  sólo  la  acción  penal, 
se  entenderá  utilizada  también  la  civil,  á  no  ser  que  el  perjudicado 
la  renunciare  ó  la  reservare  expresamente,  y  en  eM  1  determina  que 
podrán  asimismo  ejercitarse  expresamente  las  dos  acciones  por  nna 
misma  persona  ó  por  varias.  Ahora  bien:  si  hay  unos  hechos  puni*- 
bles  que  producen  las  dos  acciones,  penal  y  civil,  y  otros  que  pro- 
duciendo la  primera  pueden  también  producir  la  segunda,  ¿cómo  y 
por  qué  al  tratarse  de  la  renuncia  y  ejercicio  de  la  última  en  los  in- 
dicados artículos  8.*  al  11,  se  habla  de  una  manera  tan  absoluta  co- 
mo se  hizo  en  el  i  .*?  ¿Cómo  y  por  qué  no  se  indica  siquiera  en 
aquellos,  ó  en  alguno  al  menos,  la  hipótesis  ó  posibilidad  anunciada 
en  la  segunda  parte  del  citado  art.  1.*?  ¿Cómo  y  por  qué  no  se  de- 
terminan con  la  debida  separación  los  delitos  y  faltas  de  que  nace 
la  acción  civil  juntamente  con  la  penal,  y  los  de  que  naciendo  ésta 
puede  tan  sólo  nacer  aquella?.  ¿Cómo  y  por  qué  se  establece,  de  un 
modo  también  absoluto,  en  los  siguientes  i2  al  17,  que  estando  pen- 
diente la  acción  penal  no  podrá  ejercitarse  separadamente  k  dvil 
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iusU  que  aquella  hif^a  sido  resneilu  por  leiiteiíeía  firme;  queostao- 
do  pendieote  la  accioii  eivii:  podrá  ejercftarsé  separadameiM  la  pe- 
nal; qoepanf  el  ejerdew  ée  ésta: '«OHognn' caso  será  nei^esano  él 
ejeroieio  de  aquella;  que  la  e xtíneioB'  áo  algamf  átí  \a»  iw  acdtonés 
no  lleva  eopsigo  la  dé  la  olra;  qae  la  persMi»  á  qníetii  oorrespotodie'- 
reladvüpédrá  ejertítariaeD  tkmpo^yTorRia  contra  quien  atuvie- 
re obligado  á  la  rastiinéion  do  la  cosa,  reparadoii  detÁiSo  é  indéin- 
nisacioQ  del;  perjuicio  eausado;  y  finálinente^  q«e  la^sentencfa  firove 
absolntoria^  diotoda  esel  pleito  proniovidopor  el  ejercicio  de  la  ac- 
ción civil»  ncyserá  obatáoub  para  el  ejeroieio  de  la  acción  penal?  ¿No 
se  vé  con  la  mavOr  eiarídad  que  el  pimHo  de  partida  y  laVfaase  de 
[  todos  estos  articolos  es  la^eiislencia'de  la  acdon  civil  á  la  vez  qué 

la  de  la.  penal?  ¿No  demuestran  su  redacción  y  prescripciones  que 
reohasan  la  posibilidad  del  naoimienlo  de  la  acción  civil  consignada 
ea el  i. 7  Si  no  Eaera esta  inteligencia  la  correspondiente  á  aquelibs 
ariiculoB,  preoisio  seria  entonces  coarvebiréu  lá  desaparición  de  uno 
de  los  dos  principios  constitutivos  det  delila  y  de  lá  falta;  en  la  no 
existencia  de  una  de  las  dos  obligaesones  contraidab  por  su  autor: 
la  responsabilidad  dvil  ene^lecaso seria Mpotétiéa  y  no  absohHa } 
general,  y  tendriamés  que  la^  ley  consignaba  el  absurdo  de  los  ab^ 
snrdos. 

Porque  ciertamenle,  ¿qué  hocbo  punible,  qué  delito  ó  falta  no 
lleva  en  si  para  su  autor  el  deber  dcnstituif  la  cosa,  ó  de  repa- 
rar «I  daño,  ó  el  de  indemnizar  el  perjuicio  causado  por  ^  míMno 
becho?  Sepárese  de  éste  el  daño  que  necesariamente  produce,  y  de- 
jará de  ocupar  lugar  en  el  jiúmero  de  los  punibles  y  de  merecer  por 
lo  tanto  la  calificiicion  de  delito  ó  falta:  la  esencia  del  uno  y  de  la 
otra,  su  fandamento  cardinal,  su  vida,  si  nos  es  permitido  decirlo  de 
este  modo,  es  el  daño,  que  asi  puede  afectar  á  la  sociedad  en  gene- 
ral, como  al  Estado  ó  al  individuo,  y  ser  de  mayor  ó  menor  impor- 
tancia, según  que  sea  más  ó  menos  considerable  el  mal  producido. 
El  que  mata  ó  hiere  á  otro;  el  qae  le  ofende  en  su  honor  ó  reputa- 
V  cion;  el  que  le  priva  en  todo  ó  en  parte  de  lo  que  legítimamente  le 
corresponde,  empleando  la  fuerza,  la  violencia  ó  intimidación,  el 
fraude  ó  la  suposición;  el  que  infringe  las  leyes  civiles  de  la  moral: 
el  que  desobedece  ¿  las  Autoridades  constituidas;  el  que  además  las 
acomete  ó  usa  contra  ellas  mediosfvioientos  ó  coercitivos  para  con- 
seguir un  fin  cualquiera,  no  puede  menos  de  causar  un  daño,  y  de 
cometer  por  consiguiente  un  delito  ó  una  falta  que  le  obliga  á  las 
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responsabilidades  inherentes  al  becbo  ejecaiado  y  al  mal  prodacido; 
á  la  peoa  á  que  la  sociedad  lieoe  derecho,  cobm)  reparación  del  da- 
ño á  la  misma  causado*  y  i  reparar  Umbien  el  que  prodigo  al  in* 
dividuo  con  la  indemnización  de  los  perjnicios  qne  por  ello  se  le  ir* 
rogaron»  y  A  resülnirle  la  cosa  ciando  proceda,  siendo  posible» 

¿G6mo,  pues,  no  ba  de  haber  medios  le^iles  para  la  ebtencíoQ 
de  todas,  y  cada  nna  de  esas  consecnendas,  bqns  del  hecho  qecnia^ 
do,  y  á  las  cuales  qjaedó  snjelo  sa  autor  desde  el  momento  en  qne 
creó  la  causa  de  que  fueron  eífidioS  ¿Cómo,  prodaeiendo  esta  cansa 
dos  obligaciones,  ha  de  nacer  ipwjwre  écácm  para  exigir  el  com-* 
ptimieato  de  la  una,  y  sólo  ha  de  poder  nator  k  eorrespondiente 
para  exigir  el  de  la  otra?  f  T  esto  se  consigna  en  una  \tv  de  proeedi* 
miento!  ¿No  se  vé  aqui  introducida  la  perturbación  más  grave  que 
puede  concebirse  en  el  derecho?  ¿No  es  esto  el  contrasentido  más 
absoluto  y  el  caos  l^;alf  Lejos,  pues,  de  haber  exactitud  en  el  fon-» 
do  del  art.  i  .*  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  crimioai  y  acierfesí  en  so 
redacción,  existen»  además  de  los  vidos  y  defectos  últnnamente  ex- 
presados, una  remarcable  y  Atoria  contradiodon  con  otros  de  la 
misma;  una  completa  annladon  de  ion  principios  del  derecho  natn-* 
ral  y  de  los  positiyos,  que  como  emanaciones  de  él  se  han  consiga 
nado  y  consignaráo  en  todos  los  Códigos  penales;  un  manantial  in- 
agotable de  confusiones;  un  foco  de  oscuridad <y  de  dudas,  en  fin, 
cuyo  resultado  preciso  é  inevitable  es  la  falta  de  la  norma  segura 
á  que  han  de  atemperarse  los  Jueces  y  Tribunales,  ysus  vacilacio- 
nes por  consiguiente  en  la  aplicadon  de  la  misma  ley* 

•     (Se  o(mtínuará.) 

Antonio  G.  Ocampo. 
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^Mtá  vIgetiU  el  tUtdo  14,  del  libro  1."  de  la  ley  de  Eniuieia^ 
miento  crimuial^  despua  de  publicado  el  decreto  deüde  Enero  de 
e$U  añot 

Por  el  decreto  de  3  del  presente  mes  (1)  el  Sr.  Müiistro  de  Gra* 
cia  y  Justicia  ha  suspendido,  en  la  parle  relativa  al  Jurado  y  al  jui-^ 
CIO  oral  y  público  ante  los  Tribunales  de  derecho,  la  obser?aacia  de 
la  ley  ptovisioDal  de  Enjuiciamiento  orimínai,  establecida  por  Real 
decreto  de  22  de  Diciembre  de  1972.  No  podiaa  ocultarse  á  la  clara 
penetración  y  larga  práctica  del  actual  Sr.  Ministro  de  Gracia  y 
Justicia,  los  perjuicios  que  ¿  los  particulares  y  aun  á  la  buena  ad- 
ministración de  justicia,  se  ocasionaban  con  el  sistema  de  aquellos 
juicios,  que  aunque  pueden  ser  recomendados,  no  fueron  con  ve* 
nientemente  implantados  y  han  contribuido  á  retrasar  la  sustancia* 
don  de  las  causas  de  pena  inferior  sometidas  ¿  los  Jueces  de  pri- 
mera instancia,  en  virtud  de  no  existir  aun  los  proyectados  Tribu- 
nales de  partido;  y  con  notable  exactitud  y  plausible  franqueza,  ha 
expuesto  dicho  Sr.  Ministro,  en  el  preámbulo  del  decreto  citado, 
parte  de  los  inconvenientes  que  nacían  de  la  aplicación  de  aquella 
ley,  en  ios  particulares  á  que  la  suspensión  hace  referencia. 

No  ha  de  ser  esta  la  última  vess  que  el  Ministro  del  ramo  se  ocu- 
pe de  tan  importante  disposioioa;  porque  aparte  de  ciertos  defectos 
que  no  puede  menos  de  tener,  como  obra  humana,  la  sola  circuns- 
tancia de  estar  basada  sobre  un  sistema  de  Tribunales  y  sobre  una 
organización  jurídica  que  no  existe,  la  pone  en  lucha  frecuente  con 
'las  disposiciones  anteriores  vigentes,  no  derogadas  aun  y  sujetas  á 
un  organismo  completamente  distinto.  Esta  falta  de  armonía,  prin- 
cipal obstáculo  con  que  ha  luchado  y  ha  de  luchar  Ift  mencionada 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  ha  de  manifestar  en  más  de  una 
ocasión  la  necesidad  de  reformas^  que  si  se  adoptan  parcialmente, 
en  vez  de  mejorarla,  la  confundirán  y  han  de  ocasionar  en  el  por- 
venir males  superiores  á  los  que  intenten  remediar. 

Trabajos  de  esta  naturaleza,  que  no  obedecen  á  necesidades  del 
momento;  que  no  tienden  á  despertar  los  perniciosos  intereses  de  lo 
que  entre  nosotros  se  llama  política  y  que  se  deben  hacer  con  cier- 
tas miras  de  estabilidad,  deben  emprenderse  después  de  un  medi- 

I)    Enero  de  i  875, 
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tado  estudio  y  obedeciendo  á  ud  plan  armónico  y  perfecto.  De  otro 
modo,  la  confusión  se  aumentará,  la  jnnsprudcncía  aeiá^  vaina  y 
cada  Tribunar adoptará  wn  sistema  distinto,  dan^  lugar,  porto  tan- 
to, ¿  contradictorias  resoluciones. 

En  el  decreto  que  hemos  citado,  de  3  del  corriente,  no  obstante 
ser,  al  parecer  tan  sencillo,  y  de  proceder  de  un  fnncioaario  tan  in* 
teligenley  práctico  como  es  el  actual  Sr.Miniitro  de  Gracia  y  Jos* 
ticia,  encontramos  ya  va  qemplode  lasnuevas-diKcalladescon 
que  pueden  tropezar  ios  Tribunales  al  ponerle  en  ejeeooion,  y  así 
lo  ba  previsto  el  decreto  mismo^en  su  áltiaa  artículo,  y-may  ^sp^ 
cialmente  en  sus  últimas  palabras.  Prescindiendo  de  si  faa»  de  ser 
las  Salas  de  lo  criminal  de<las  audiencias  6  tos  Jueces  de  primera 
instancia  ióis  que  faan  de  conocer  en  las 'cansas  que  se  formen  contra 
juecea  y  fiscales  municipales,  6  contra  funcionarios  del  orden  ad* 
ministrativo,  que  qerzan  autoridad,  por  delitos  cometidos  en  el 
ejercicio  de  sus  cargos,  sobre  lo  cual  era  varia  y  diferente  la  jnría* 
prudencia  que  en  unos  mismos  Tríbunalesse  seguia  antes  de  la  pu- 
blicación de  la  ley  de  Enjuiciamiento;  jurisprudencia  que. ahora  se 
resucitará  y  que  hubiera  sido  muy  conveniente  prevenir  y  unifor- 
mar en  el  decreto  <iue  acaba  de  publicarse;  haciendo  abstracción  de 
otras  dificultades,  que  son  muy  conocidas  por  los  que  intervinieron 
en  los  Tribunales  de  justicia,  desde  que  se  publicó  ia  ley  orgánica, 
hasta  que  se  puso  en  vigor  la  de  Enjuiciamiento  criminal,  el  decr^ 
to  de  3  del  actual  produce  una  nueva;  y  es,  si  está  en  suspenso,  ó 
por  el  contforío^  debe  observaase,  á  pesar  de  la  pabHcacion  de  éste, 
el  tít.  44  del  libro  1.^  de  la  última,  en  todas  aquellas  causas  no 
comprendidas  en  las  reglas  3/  y  4/  del  art.  I.""  del  decreto.de  22* 
dé  Diciembre  de  4872.  Elart.  2/ del  decreto  suspensivo  de  3  de 
este  mes»  no  está  á  nuestro  juicio,  suficientemente  expresivo:  ó  por 
mejor  decir,  su  letra  está  en  •contradicción  con  su  espiritu.      '  ■[ 

Según  él^  no  cabe  duda  que  las  causas  que  actualmente  tengan 
estado  para  ser  sometidas  al  conocimiento  del  Jurado  ó  para  cele- 
brarse el  juicio  oral  y  público  ante  los  Tribunales  de  derecho,  tie<> 
Den  que  sustanciarse  por  los  Jueces  de  primera  instancia,  con  arre- 
glo á  las  disposiciones  que  regían  al  publicarse  la  ley  provisional; 
es  indudable  también  que  á  ignal  tramitación  se  ajustarán  todas  las 
causas  que  actualmente  estén  en  sumario  y  las  que  en  lo  sucesivo 
se  incoen,  desde  que  se  eleven  á  plenarío;  pero  el  decreto  no  dice  de 
qué  modo  se  ha  de  abrir  éste  y  cómo  se  ha  de  terminar  el  primer 
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período  del  juicio;  ri  ha  de  hacerse  en  oooformidad  al  árt.  9/  de  la 
ley  provisionai  de  18  de  Junio  de  1870,  sobre fCGomias  en  el  proce- 
dHDiento  para  plantear  el  recurso  de  caisactoor  en  ios  juicios  orilui- 
nales,  6  eonforme  al  tit.  14  del  Mbro  :i/  de  la  ley  de  Eajaieta* 
miento. 

Bn  el  decreto  de  39  de  Diciembre  de  i872  se  previno  esta  difi« 
cuitad,  en  la  regla  4/'de  su  art.  1.%  y  con  referencia  á  ks  causaa 
por  delitos  cuyo  cenocioiiento  haya  de  corresponder  i  los  Tribuna- 
les de  partido,  que  por  no^úslir,  se  declararon  sujetas  al  procedí* 
miento  anterior;  pero  derogado  este  procedimiento  para  todas  las 
demás;  suspendiéndose  por  d  decreto  úkimo  la  ley  de  Eajaicia- 
miento  criminal,  únicamente  en  la  parte  relativa  al  Jurado  y  al 
juicio  oral  y  público;  y  no  siendo  aplicables  las  disposiciones  que 
regían  al  publicarse  ésta,  más  que  d¿$de  que  las  causas  se  deven  á 
plenario,  nos  parece  claro,  atendida  la  letra  del  decreto  de  3  dé 
Enero,  que  todo  el  sumario  ha  de  regirse  por  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, sin  que  pueda  aplicarse  la  de  1870,  más  que  desde  que  el 
plenario  se  abra,  ó  ¿  tal  estado  se  eleven  las  causas;  y  por  consi- 
guiente que  hay  necesidad  de  observar  y  cumplir  los  artículos  del 
S37  al  546  de  la  ley  de  1872,  devolviendo  los  autos  al  Juez  de  pri- 
primera  instancia  para  que  practique  las  diligencias  que  la  Sala 
acuerde  en  el  caso  del  art.  547,  ó  para  que  les  sustancie  y  termine 
si  se  confirma  el  auto  en  que  haya  declarado  terminado  el  sumario. 

Nos  parece  que,  atendida  la  letra  del  decreto  de  3  del  actual, 
esto  es  lo  estrictamente  legal;  porque  cuando  este  señala  un  tiempo 
hasta  el  cual  ha  de  ser  aplicable  la  ley  de  Enjuiciamiento  y  desde 
el  que  lo  ha  de  ser  el  procedimiento  anterior,  este  no  puede  serlo 
en  tiempo  distinto.  El  decreto  dice:  *desde  que  se  eleven  á  plena- 
rio»; luego  hasta  que  tal  suceda,  es  necesario  sujetarse  á  la  ley  de 
22  de  Diciembre  de  1872  y  observar  y  cumplir  el  título  XIV  de  su 
libro  1.*  que  es  de  aplicación  anterior  al  tiempo  ó  estado  á  que  el 
nuevo  decreto  se  refiere. 

Sin  embargo,  creemos  que  el  espíritu  de  dicha  disposición  no  es 
ese;  que  su  intención  puede  estar  reñida  con  su  letra;  que  lo  que 
ha  querido  es  restablecer  el  antiguo  procedimiento  y  hacer  una  cosa 
igual  á  laque  hizo,  con  más  claridad,  el  decreto  de  22  de  Diciem- 
bre de  1872,  en  las  reglas  3/  y  4/  de  su  art.  1.*;  y  preciso  es  co* 
nocer  que  es  de  escaso  resultado  práctico,  y  que  más  bien  conduci- 
ría á  un  retraso  inconveniente,  el  cumplimiento  de  dicho  título  XIV, 
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saprímidos,  ó  en  sospeoso,  el  Jurado  y  k»  jmdos  orales  aate  los 
Tribunales  de  dcredio.'» 

De  caalquier  modo,  la  dificultad  qae  proponemos  al  Qstndio  de 
nuestros  ^mpaneros  es  harto  grave  para  que  deje  de  ser  resuel- 
ta con  la  urgencia  que  requiere  su  importancia,  por  el  Sr.  Ministro 
de  Gracia  y  Justicia,  á  qtrien»  do  seguro,  habrán  consultado  algu- 
nas Audiencias,  «o  cumplimiento  dd  art.  4.*  del  decreto  de  3  del 
corriente;  puesto  que  esta  materia  es  de  suma  trascendencia;  afecta 
á  las  causas  que  se  han  remitido  á  la  Superioridad  conforme  al  ar- 
tículo 837  de  la  ley  de  enjuiciar;  que  están  pendientes  de  la  vis- 
ta qiie  establece  el  848;  y  que  no  pueden  devolverse  á  los  Juzga* 
dos  sin  la  previa  resolución  que  indicamos,  dando  lugar,  con  se- 
mejante  retraso,  á  los  peijuicÍQs  consiguientes,  ó  á  los  que  pueden 
nacer  de  la  devolución,  si  esta  se  acuerda,  á  pesar  de  ser  la  letra 
del  decreto  tan  ciara  como  á  nosotros  nos  parece. 

Síebastíaii  Diez  de  Salcedo. 


«e^QidQffli  «iQi^Kftf  v«i^  t  wtu^mmak. 


D.  PEDRO  60MEZ  DE  LA  SERNA. 


Gonsagramot  ¿  la  memoria  de  noe^lro  Itaolrldable  smigo  y  querido 
maestro,  el  Su.  D.  Pbi^ro  Goukz  db  la  Sbrna,  las  primeras  páginas  de 
este  libro  (I),  qae  á  la  celebridad  de  su  nombre  debe  en  gran  parte  la 
benévola  acogida  que  hayecibido  del  publico,  del  profesorado  español 
y  de  la  estudiosa  juventud  que  sigue  en  nuestras  universidades  la  no*- 
ble  carrera  del  derecho.  Unidos  al  ilustre  jurisconsulto  con  rfncnlosde 
la  máa  estrecha  y  cordial  amistad,  ni  un  momento  interrumpida  en  el 
trascnrso  de  largos  años,  tuvimos  ocasión  de  conocer  sus  relevantes 
prendas,  de  apreciar  su  carácter,  de  adtoirar  su  saber,  únicamente  eom- 
{Mrable  con  su  modestia,  y  la  honrosa  ¿Mislaecion  de  ver  asociado 
nuestro  nombre  al  suyo  esclarecido,  al  frente  de  estos  Bl&meníús  del 
Derecho  ciinl  y  penal  de  Bspaña,  y  del  Tratado  académico  forense  de 
Procedimientos  indicíales.  Pocos  habrán  adquirido  en  vida  repqtacion 
ton  envidiable  como  ht  suya:  pocos  la  habrán  merecido  con  tanta  jus- 
ticia. Sucesor  de  los  Govarrubias,  de  los  Macanaz  y  de  los  Gampoma* 
nes,  cuya  toga  vistió  dignamente,  le  veibo»  ocupado  sin  descanso  en 
difundir  viva  fuz  con  sus  trabajos  científicos  sobre  puntos  importantes 
del  derecho;  en  preparar  en  unión  con  otros  distinguidos  jurisconsultos 
las  reformas  exigidas  por  la  legislación  española;  en  aplicar  las  leyes 
en  el  más  alto  Tribunal  del  reino;  en  eiplicarsu  origen,  su  fundamento 
y  su  sentido  en  la  cátedra,  y  por  último,  en  responder  á  las  numerosas 
consultas  que  le  dirigen  nacionales  y  extranjeros,  deseosos  de  conocer 
su  opinión  respetable  en  los  negocios  inas  arduos  y  controvertibles.  Su 
fama  se  extiende  por  todas  partes,  sin  deteneHet  dentro  de  los  límites  de 
la  monarquía,  y  s«  hombre  resplandece  con  igfM  brillo',  orase  le  con- 
sidere como  lirado  y  profesor,.ora  como  magistrado-,  ora  como  expo^ 
aitor  de  derecho  {i)^  La  vida  de  «ata  iiisigiie  pa^rieioi  elevado  á  las  más 


(!)  Los  Blementoe  del  derecho  deil^  penal  de  España^  en  cuyo 
primer  tomo  se  halla  inserta  \k  breve  NoHcta  ¿io^^^coique  seeopieea 
eátaRjEViSTAf  corregida  y  adietonadajx>r  el  mismo  autor. 

(t)  La  reputación  v  la  fama  del  Sr.  La  Serna  no  estaban  fundadas 
en  la.  arena  movedlza.ae  la  política^  sino  en  el  terreno  sólido  de  la  cien- 
cia, decíamos  en  un  artículo  necrológico,  escrito  pocos  dias  después 
de  su  falleeiiniento.  Por  eso,  y  porque  de  intento  queremos  alejar  de  es* 
to  Noticia  üo^ájt^a  lodo  euantd  á  política  se  refiera,  nada  hablaremos 
de  la  intervención  que  en  ella  tuvo  en  algunos  períodos  de  su  vida,  y 


56  UTISTA  DE  LBGIStaClOir. 

altas digAÍ^adM»  no  por  la  cieg!|  fortttnarsáno  por  son  giaadet  mecoei- 

mientes,  puede  servir  de  estímalo  y  de  ejemplo  á  cuantos  aspiran  á 
ilustrar  su  nombre  y  á  hacerse  tRgaos~'del  respeto  y  estimación  de  sus 
conciudadanos;  aprecio  y  consideración  que  nunca  podrán  alcanzar  ios 
ignorados  y  ofcutos  individuos  que  suelea  apareced,  especialmente  en' 
tiempos  revueltos,  para  asaltar  por  medio  de  la  intriga,  de  la  adulación 
ó  de  la  osadía,  los  puestos  del  Estado  debidos  á  la  honradez  y  al  talento. 

£iSr.  D.  Pedro  Gomes  de  la  Serna,  nació  en  Mabon,  isla  de  Menor» 
ca,  Jiallándose  de  guarnicioiiea  aquella  plau  su  padie  D.  Gaspar,  co- 
ronel del  regimiento  de  Granada;  esforzado  militar  que  aerihiUado  de 
heridas  en  la  batalla  de  Molina  de  Rey,  peleando  en  defensa  de  la  pa- 
tria al  principio  de  la  gloriosa  guerrade  la  Independencia,  y  conducido 
á  Tarragona  casi  moribundo,  espiró  en  esta  antigua  y*  célebre  ciudad, 
habieado  recibido  antes  de  morirla  faja  de  maríAcal  de  campo  (1).  Sa 
hijo  quedó  en  edad  muy  tierna  bajo  el  amparo  de  su  excelente  y  vir- 
tuosa madre,.que  con  acendrado  cariño  cuidó  de  su  educación  y  carr^ 
ratjcon  sus  lecciones  y.  ejemplo  sembró  en  su  corazón  la  semilla  de  la 
virtud  y  de  los  más  piadosos  sentimientos. 

Hizo  los  estudios  de  iaUoidad  y  humanidades  en  el  colegio  de  las 
Escuelas  Pías  de  San  Antonio  Abad,  instituto  de  que  fué  siempre  apa- 
sionado defeyísor,  y  eo  eiUos  obtuvo  sobresalienteía  notas,  d^ado  des4Q 
luego  pruebas  inequívocas  de  la  clarísima  iu^ligencia  que  despue^ 
habia  de,  desplegar,  en  mayor  escala  en  estudios  superiores.  En  los  de 
San. Isidro  ganó  los  cursos  de  lógica  y  de  filosofía  moral;  comenzó,  lo» 
de  «derecho  en  la  antigua  Uaiyersidad  Central,  y  suprimida  ésta  pasó  á 
continuarlos  en  la  de  AUalá,. donde  concluyó  las  carreras  de  leyes  y  de 
cánones,  aunque  sólo  en  la  prio^ra  jecibió  los  grados  de  bachiller,  de 
licenciado  y  de  doctor.  Dotado  de  feliz  memoria,  de  viva  imaginación^ 
dopenetraciou  rápida  y  de  una  laboriosidad  incansable,  fueron  tales  sus 
progresos^  que  adquirió  muy  pronto  el  más  elevado  concepto  entre 
maestros  y  discípulos,  que  en  el  resto  de  su  carrera  no  se  disminuyó 
jamá&,:£ra  costumbre,  autorizada  por  el  reglamento»  q^e  un  ^  bachiller 

nos  limi talamos  á  deelr  <nie  sos  opiniones  fueron  siempre  templadas  é 
hijas  de  una  convicción  leal  y  sincera;  qiie  en  todos  sus  actos  no  buscó 
mas'inspiraciónes  que  las  de  su  conciencia;  que  jamás  hizo  la  oposición 
fuera  del  terreno  lej^;  que  su  tolerancia  con  los  que  profesaban  ideas 
distüiSas  no  conoció  timiles,  y  que  oon*  ésta  conducta  se  captó  genera* 
les  siñ^patías,  la  amistad  de  muchos  de  sus  adversarios  y  la  estiuaeittn 
de  Iddos' ellees. 

(!)  El  general  Eeding  dirígia  la  acción:  el  bii^ier  La  Sema  man- 
daba 4a  derecha  del  ejército;  Ta  izquierda  el  mariscal  de  campo  iCua- 
drado.  Los  pormenores  de  esla  desgraciada  Jbatalla  se  pueden  rer  en  el 
libro  Vil  de  la  ffisíoria  del  ieúaméanimto^  fuenna  p  revQlwc%a%.d4  Si-- 
paiáy  por  el  Conde  de  Toreao. 
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sustituyera  al^catedrátifioeA  ansenoíM  y  enfermedades;  pero  no  lo  era, 
que  en  la  vacante  de  óAlédra  se  encargara  de  la  tostitueion  el  estu- 
diante que  ne  bahía  recibido  grado  mayor:  la  exeepeion  que  se  bizo  en 
iavor  del  Sr.  Gomea  de  la'  Serpa  en  el  curso  de  4  827  al  28,  enfei^ gindcle 
la  de  segando  afko^s  derecho  romano^  qae  babia  tacado  por  salida  de 
su  propietario  á  <otio  desthio,  manifiesta  la  ventajosa  idea  qae  de  sa 
capacidad  y  de  snacoüoclmisntos  tenia  formada  el  Glánstro.  Otro  he^bo 
qoe  no  podemos  diepensanios  de  reierii'  acrecentó  más  aünr-su  reputa- 
ción en  aquella  universidad.  Por  un  articulo  del  plan  de  1814  estaban 
autorizados  para  presentarse  á  oposición  á  cátedras  de  ingreso,  los  ba« 
cfailleraa  en  la  Despeetivfi  facultad  que  se  hallaran  en  ciertas  condicio- 
nes, aunque  les  faltasen  los  grados  Je  fioaj^iado  y  de  doctor.  Sin  em- 
bargo^ ao  se  ejercitaba  este  derecho,  ya  por  la  convicción,  fundada  ó 
no,  de  que  siempre  serian  preferidos  los  que  teniendo  concluida  la  ca- 
rera hubieran  recibido  ios  grados  mayares,  ó*  ya  por  el  temor  de  no 
hallar  al  practicar  los  e|ersioios  para  la  lieeaékttura  la  debida  impar- 
cialidad en  los  que,  jueces  en  el  grado,  bubieseQ  sido  competidooes  en 
la  oposieioa.  £1  Sr.  Gomes  de.  la  fiema,  que  sin  duda  abrigaba  estas 
misaias  convieetones,  pero  cuya  aapiraícion  principal  oohslstia  en  el 
honor  que  le  iba  á  resultar  de  aquel  acto,  no  por  eso  se  desalentó;  án-*- 
tes4)ien,  por.elcoalrano,  seapjsesufóá  inscribirse  en  la  lista  délos 
opositores  i  laa  cátedras  de  instituciones  civiles  vacantes  á  lasaaon: 
era  en  el  ano  tte  1^828,  Sus  ejereioios  fueron  brillantea  y  aprobados  por 
unanimidad:  su  nombre  fígqró  en  la  relación  de  los  opositores  que.  se 
remitió  al  Consejo^  y  entre  lús  méritos  queden  eUa  se  exponían,  se  con^ 
taba  el  de  haber  argtkido  de  repetUti  por  falta  de  dectores  y  en  virtud 
de  mandato  del  rector,  en '  el  acto  pro^  timn&re^  c^tktdrm  de  la  de  Di- 
gesto  romanorhiapanq,  qae^se  bábia  celebrado,  aquel  mismo  año.  No- 
soteos  prosenciamos  este  actos  Y  réíeocdamos  todavía  el  gran  efecto;  que 
en  los  cott^rreateepsodujo  la  facilidad  y  lucidez  con  que  sin  prepara- 
ción alguna»  pues  nadie  podtia'  püevet  la  falta  de  graduados,  fué  argu- 
yendo sucesivamente  alas' coñetaslones que  se  estaban  sustentando. 

Cxradiiada  ya  de  doctor,  previos  los  ^ercicios  de  la  licenciatura^ 
únicos  que*  para  aquel  grado  se  exigían  entonces,  que  le  fueron  apro- 
bados memine  ditcrepmUe^  y  celebradas  auevas  oposioienes  en  1 839,  en 
las  euales  temó:  parte  eoa  la  brillaotea  acosiitmbrada.,  loktuvo,  todavía 
en  edad  temprana,  una  cátedra  de  idsAitiuccionea  éiviles;  y  previa  tam^ 
bitíl  oposmion  rigurosa,. ííió  nombrado  parata  de  práctica  forense,  de 
ascenso,  en  4831 .  Explicando  estas  asignaturas  se  distinguió  tanto  como 
se  distinguleüSa  aprendiéndolas;  y  si  como. estudiante  había  sobresalido 
entre  los  má&aveatajadoSy  oomo-mabstro  se  hizoifidtar  por  la  extensión 
de  sua  MMosiínÜBntos,  por  su  método  y  claridad  íén  la  exposición  de  las 
doetrinas,  por '  una  critica  itnparcial  y  severa,  por  el  nuevo  giro  que 
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administí'ativo,  derechb  politiáoonétitiicioiiftl  con  álpticáéiott  á  Espafta, 
y  economía  política,  en  caraos  anteriores  á  lálieeneiatnra;  y  en  los  dos 
posteriores,  las  de  derecho' natural  y  de  gentes,  trátalos  y  relaciones 
diplomáticas  de  España,  principios  generales  de  legislación,  legishtcion 
universal  icomparada  y  codificación.  La  cátedra' del  Códigos  fué  estable- 
cida también  en  el  mismo  dé<iTeto,  y  continná  figurando  en  los  diversos 
planes  de  estudíoá  posteriormente  publicados.  Debemos  reconocer,  sin 
embargo,  en  prueba  de  imparcialidad,  que  este  arrreglo,  que  introdu- 
cía mejoras  verdaderamente  notables  en  la  enseñanza,  tenia  el  defecto, 
eU  nuestra  opinión,  de  hacer  demasiado  larga  y  dispendiosa  la  carrera, 
si  bien  esto  se  trataba  de  justificar  con  el  deseo  de  «embarazar  con  cir- 
cunspección y  con' prudencia  el  excesivo  concurso  dé  k  juventud,  que 
tal  menoscabo  causa  á  ios  verdaderos  intereses  de  muchas  familias  con 
notorios  perjuicios  para  la  sociedad.» 

También  "por  este  tiempo  hizo  un  beneficio  importantísinüo  á  !a  Uni- 
vereidad  de  Madrid,  que  sus  dignos  profesores  no  olvidarán  cierta- 
mente. Hallábase  establecida  en  el  monasterio  llamado  dé  las  Saleisas 
nuevas,  situado  en  la  calle  Aneha  dé  San  Beiraardo;  edificio  estrecho  y 
sin  las  necesarias  condiciones  para  contener  el  personal  y  material  in- 
dispensables al  servieio  de  la  enseñanza,  y  una  numerosa  concurrencia 
que  por  falta  de  espacio  no  podia  ya  penetrar  en  sus  mezquinas  aulas. 
El  Sr.  Gómez  de  la  Serna,  venciendo  con  su  firmeza  y  resolución  los 
obstácufos  y  dificnlfades  que  se  oponían  á  su  pensamiento,  logró  la 
concesión  del  edificio  del  Noviciado,  ocupado  en  aquellos  días  por  un 
cuerpo  militar  facultativo,  y  dispuso  que  se  emprendieran  inmediata- 
mente las  obras  m&&  precisas  á  fin  de  que  sin  demora  se  pudiera  llevar 
á afecto  la  traslación.  ' 

EieYado  al  Ministerio  de  la  Gobernación  én  1843  en  ciréustancias 
críticas  y  azarosas,  sin  desatender  el  Curopliihiento  de  otros  urgentes  é 
imperiosos  deberes,  no  se  olvidó  de  la  instrucción  pública,  objeto  cons- 
tante y  predilecto  de  su  ilustrada  solicitud.  Así,  pues,  á  poco  tiempo  de 
subir  al  Ministerio, 'estableció  en  Madrid  una  facultad  completa  de  filo- 
sofía, cuyas  astgnaturias  se  agregaron  luego  en  sumayor  parte  á  la  car- 
rera creada  posteriormente  con  el  noifabrede  facultad  de  ciencias.  Y  es 
una  coincideneia  sigular  que  prueba  su  inferen  por  tddolo  relativo  á  la 
enseñanza,  que  ¿  iRstruccion  pública  se  refieran  él  primero  y  último  de 
los  decretos  refrendados  por  él'como  Ministro  (4)1 


(I)  Tal  idea  se  tenia  formada  de  su  ilustración  y  competencia  en 
esta  materia,  que  algunos  años  ¿ntes,  en  1834,  siendo  bien  joven  aún, 
recibía  carta  del  insigne  literato  D.  JPuan  Nicasio  Gallego,  individuo  de 
la  Comisión  para  el  arreglo  de  un  plan  general  de  estudios,  en  que  ie 
rogaba  que  se  tomase  la  molestia  de  traÜajar  algumoi  apnmtes  sobre  las 
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En  vi8tt  de  ostos  ^nfeeedontea,  y  sin  tratar  do  disminnir  el  mérito 
contraído  por  Uf  p^raoiiaa  qne,  coostiliúdas  en  posiciones  oficiales,  tra- 
bajaron con  frnlo  en  el  reinado  de  Doña  Isabel  11  por  mejorar  el  estado 
de  la  instruceioQ  pública  eu  Espa&a,  se:  paede  asegurar  ^ne  nadie  pnv 
movió  con  taqta  eficacia  la  reforma  de  ios  estadios  en  aquel  período, 
dnranfe  la  menor  edad  de  la  reina,  como  el  Sr;  Gómez  de  la  Sema.  Y 
yaqne  el  trascurso  del  tiempo  j  el  deseo  de  enaltecer  amgloe  poste- 
riores, coya  bondad  no  contradecimos,  hayan  becbo  olvidar  tal  ^tea  ser- 
Tíeios  tan  impoftantes,  conyeniente  es  recoidarloa  para  que  jamis  se 
nieguen  al  sabio  jartsconsaUo  la  justicia  y  el  aplauso  que  le  son  debidos 
por  sa  incesante  celo  y  acertadas  disposiciones. 

Lae  ¥ieisitqdes  políticas  le  llevaron  i  Inglatetra,  en  donde  perma^ 
necio  por  espacio  de  mas  de  tres  años:  allí  examinó  de  cerca  iaa  leyes  é 
instituciones  seoalares  de  aquel  país  privilegiado,  más  fáciles  de  ádmi* 
rar  que  de  arraigarse  en  otros  pueblos;  estudió  sus  costumbres;  sé  per* 
feccionó  en  su  idioma,  y  meditó  y  preparó  la  excelente  obra  80i>re  el 
i)0rtfcAo  r¿7«iafi0,  que  babia  de  publicar  al  volver  á  España: 

Desde  su  regreso  se  dedicó  á  ejercer  la  abogacía  hasta  su  nombra- 
miento para  la  presidencia  del  Tribunal  Supremo  de  Juaticia.,  excepto 
en  los  dos  períodos  que  estuvo  desempeñando  la  fiscalía  del  mismo  Tri- 
bunal y  una  plaaa  en  el  Consejo  de  Estado.  En  el  ejercicio  de  esta  no* 
ble  profesión  alcanzó  también  una  reputación  envidiable;  brillaba  ea^ 
pecialmente  en  las  consultas  jurídicas,  en  que  resolvía  con  acierto  y  con 
la  mayor  lucidea  las.  cuestiones  mas  difíciles  y  espinosas,  llagando  á  ser 
tal  su  nombradia,  que  ¿un  desde  el  extranjero  as  solicitaba  con  frecuen- 
cia su  autorizada  opini<»i,  partiouliírmente  sobre  negocios  de  derecho 
intemacional  privado. 

Fiscal  del  Tribunal  Supremo  y  de  la  Cámaia  del  Real  Putoonato  en 
1854,  hizo  dimisión  en  1856  de  este  elevado  cargo,  en  q«ei  demostró, 
como  en  todos  los  qne  había,  ocupado,  su  clara  inteligencia  y  la  exten^ 
síon  y  profundidad  de  91&  conocimientos  legales.  SuS  Ismíhoaee  infbr- 
mes,  varios  de  ellps.puJUicados,  eran  constantemente  acogidos  con 
aplauso  por  los  djgnos  individuos  de  aquelUis  respetables  corporacio* 
nes.  Haremos  mención  de  algunos: 


■  "      ..i 


reformaz  gue  9us  luces  y  experiencia  le  dictasen^  como  convenientes  en 
eíplan  de  enseñanza  y  asignaturas  de  libros  en  cada  'una  de  las  carre- 
ras^ crganitaeion  y  dirección  de  las  Universidades  eHmáteHa  de  gra- 
dos^ ejercicios  y  oposiciones,..  Y  en  19  de  Abril  del- mismo  año* le  vol- 
vió á  escribir,  manifestándole  que  habia  leido  con  el  mayor  ansio  ^sus 
observaciones  sobre  el  estado  actual  de  las  Universidades  y  las  refor- 
mas que  en  ellas  deben  hacerse]  y  estando  cierto^  decía,  de  que  mis  con" 
pañeros  las  apreciarán  según  merecen,  espero  que  nos  aprovecharán 
mucho  en  nuestro  trabado,  $  7.  tendrá  la  satisdación  de  no  haber  per^ 
dido  el  suyo,  y  le  daltala^  gracfas  por  todos. 
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En  el  qQB  di6  eomó  fiscal  de  U  Cámara  del  Real  PatroAatd  tobra  re- 
presentacioifés  teatrales  en  asuntos  religiosos,  opina,  qué  si  bien  pnede 
permitirse  la  representaeion  de  composiciones  de  este  género,  desde 
tiempos  muy  antiguos  autórieada  en  España,  aun  por  la  Iglesia  misma, 
debe  ser  teniendo  organisada  una  rigorosa  censura,  á  cuya  vigilancia 
severa  se  encomiendo  el  cuidado  de  conservar  incólumes  la  mo^al,  e) 
culto  y  todos  los  intereses  sociales; 

En  Marzo  de  4ft5■t^  informando  acorca  de  la  privación  de  sepultura 
eolesiástica  ea  un  caso  concreto,  sostiene  que,  según  las  buenas  doc^ 
trinas  canónicas,  los  prelados  no  pueden  imponer  gíék^matiftamente  las 
penas  de  privar  para  siempre  de  los  derechos  de  la  sociedad  eristiaita,  y 
quo  contra  sus  providencias  procede  el  recurso  de  fuensa,  por  medio 
del  cual  se  invoca  la  protección  de  la  sociedad  civil,  á  fin  de  que  haga 
guardar  la  ritualidad  de  los  juicios  y  evite  que  loe  subditos  sean  atro- 
pellados ii^ustamente. 

Pero  al  mismo  tiempo  que  se  mostraba  celoso  defensor  de  los  dere- 
chos del  Estado  y  de  la  potestad  temporal,  manifestaba  su  proiTuudo 
respeto  por  loe  que  son  inherentes  á  la  Iglesia,  especialmente  en  todo 
cuanto  al  dogma  se  refiere,  y  daba  pruebas  señaladas  de  sus  religiosos 
sentimientos.  Así  que,  eo  el  dictamen  favorable  emitido  respecto  al 
Reffim»  BxeqvMtwr  de  la  bula  Ineffabilis  De%iy  nutrido  de  noticias  y 
datos  interesantes,  aunque  concisamente  expresados,  hace  ver  que  en 
España  y  en  todos  los  países  adonde  nuestra  patria  llevó  su  civiliza- 
ción y  sus  leyes,  fué'  siempre  piadosa  creencia  el  misterio  de  la  Inma- 
culada Ck>ncepcion  ae  Nuestra  Señora.  Por  eso  D.  Felipe  III  instituyó 
una  junta  con  este  título,  confirmada  posteriormente  por  D.  Felipe  V: 
D.Felipe  IV  y  las  Cortes  celebradas  en  Madrid  en  4694  juraron  este 
misterio:  el  mismo  Monarca  y  el  episcopado  hicieron  ^ticiones  á  Roma 
para  su  defini))ion  dogmática,  y  el  primero  impuso  á  todos  los  que  re- 
cibieran grados  mayores  ó  menores,  ó  quisiesen  regentar  cátedras  en 
las  universidades  de  Salamanca,  Alcalá  y  Valladolíd,  la  obligación  de 
decir  y  declarar  las  palabras  de  la  Concepción  en  el  instante  de  su  ani- 
mación. Presentó  á  Garlos  ni  como  su  defensor  más  fervoroso;  ya  ac- 
cediendo á  la  petición  de  las  Cortes  reunidas  para  jurarle,  de  tomar 
por  universat^patrona  de  los  dominios  de  España  á  la  Yírgen  inmacu- 
lada; ya  obteniendo  de  fa  Santa  Sede  que  en  todo  el  territorio  español 
se  celebrase  su  fiesta;  ya  creando  la  Real  Orden  que  lleva  su  nombre, 
bajo  la  proteccicm  de  Nuestra  Señora;  y  ya  haciendo  extensivo  á  todas 
las  universidades  el  juramento  que  Felipe  lY  habia  ordenado  para  las 
llamadas  mayores;  juramento  que  desde  entonces  se  continuó  prestan- 
do sin- interrupción  alguna  por  todos  los  graduandos.  Así  se  explica 
perfectamente,  según  dice  ron  razón  el  señor  La  Serna,  que  aun  antes 
de  llegar  la  bula  á  manos  del  Gobierno,  fuese  recibida  con  demostracio* 
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nes  da  jtkbilo  la  defioieioii  áogmitka,  qae  no  hk o  más  qae  declarar 
dogma  para  toda  la  críattandad  lo  que  como  dogma'  habla  tenido  faersa 
para  naeatros  antepasados  y  qae  coa  tan  profanda  veneraeion  ha  ndo 
respetado  entre  nosotros.  ^ 

Digno  es  tamban  de  mención  especial  el  djctámen  qae  emitid  con 
moti;ro  del  informe  pedido  por  el  Gobierno  al  Tribunal  Supremo  de  Jns* 
tici»  sobre  la  proposioion  de  nn  particular  de  levantar  cuatro  grandes 
establecimientos  penales  con  deternúnadas  condiciones.  £1  Sr.  La  Ser- 
na, reconociendo  Ios-vicios  de  que  adolece  entre  nosotros  esta  clase  de  . 
establecimientos,  y  la  imposibilidad  de  introducir  el  sistema  peniten-» 
ciario  sin  una  reforma  radical  en  los  edificios,  pues  están  muy  lejos  de 
corresponder  áFos  fines  que.se  propone  la  ley  penal,  juagó  inadmisible 
la  propuesta  por  los  términos  en  que  estaba  concebida  y  se  declaró  con- 
trario á  la  coneesioa  solicttada^  fundándose  para  ello  en  poderosas  ra« 
zones  de  justicia,  de  legalidad,  de  humanidad  y  de  conveniencia.  Para 
rechasar  la  condición  de  que  el  concesionario  -pudiera  disponer  de  la 
ocupación  de  los  penados  según  su  clase,  voluntad  é  inclinaciones,  re- 
cuerda que  los  abusos  escandalosos  y  actos  de  inhumanidad  cometi^ps 
por  agentesilesaimados  de  empresarios  que  no  reparaban  en  buscar 
torpe  lucro  en  la  sangre  y  la  miseria  de  los  rematados  dieron  lagar  á  la 
disposición  del  Código,  que  prohibe  que  los  sentenciadoé  á  cadena  tem- 
poral ó  perpetua  puedan  ser  destinados  á  obras  de  particulares  ni  á  las 
públicas  que  se  ejecolea  por  empresas  ó  contratas  con  el  Gobierno;  dis- 
posición justamente  aplaudida  por  todos  cuantos  abrigan  en  su  corason 
humanos  y  nobles  sentimientos^ 

En  Julio  de  1858  fué  nombrado  Consejero  de  Estado,  y  agregado  á 
la  sección  de  loconteociosp^  para  cuyo  destino  le  daban  especial  aptitud 
sn  mocha  experiencia,  adquirida  en  los  diversos  puestos  de  la  adminis- 
tración pública  que  habia  desempeñado,  el  estudio  que  habla  hecho  del 
derecho  administrativo  y  los  trabajos  que  sobre  esta  materia  habia  pu- 
blicado; así  es  que  en  las  discusiones  de  aquel  alto  Cuerpo  se  distinguía 
por  su  vasta  instrucción,  tomando  siempre  en  ellas  una  principal  parte, 
hasta  que  en  virtud  do  sus  vivas  instancias  le  fué  admitida  la  dimisión 
en  Diciembre  de  1864 . 

Al  Sr.  Gomes  de  la  Sernía  se  le  habia  considerado  constantemente  en 
la  Universidad  de  Madrid  como  uno  de  sus  hijos  mas  predilectos,  á  pe- 
sar de  haber  dejado  de  pertenecer  á  ella  como  catedrático  en  1838:  en 
ninguna  de  las  solemnidades  académicas,  en  ninguna  de  las  fiestas  par- 
ticulares se  olvidaba  sm  nombre;  siempre  se  contaba  con  él  y  se  le  seña- 
laba un  puesto,  y  es  porque  en  aquella  itnstre  corporación  se  estimaban 
en  todo  sn  valor  tanto  las  dotes  de  carácter,  como  las  de  talento  y  sa- 
biduría del  antiguo  compañero.  Bien  claro  lo  demostró  la  facultad  de 
derecho  al  proponerle  'por  wuoímidad  para  t»  cátedra  de  legislación 
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eomparada,  .vaoante  por  bab^  sido  aorabraáo  rector  el  que  etortbe  esUs 
líneas;  distinción  que  eoiiicidta  con  la  que  al  nrismo  liempo  le  dispen- 
saba el  Consejo  de  Instrucción  pública,  e)e^ndo  en  sü  faror  igual  pro* 
puesta  por  considerable  mayoría.  Esta  cátedra,  en  q«e  se  expHeaba  una 
asignatura  eiflensa  y  diíícfi,  falta  de 'Sexto  adecvado,  nacional  A <ex- 
tranjetOftála  que  conoñrrian,  no  alumnos  de  oórta  edad,  apenas  inieia- 
dos  en  ios  misterios  de  la  ciencia,  sino  jóvenes  arentajiadoe  euya  cartera 
estaba  terminada,  babia  eido  aJternadesde  sa  ereaeion,  dejAndose  el 
tiempo  maa  preciso  al  profesor  para  preparar  s»s  lecciones  y  al  discf- 
pulo  para  meditarlas  y  ordenar  sus  apuales.  Olvidando  estas  consiMfe- 
raciones,  desconociendo  los  peijuioios'que  ae  iban  á  causar  "á  la  ensefüffi- 
sa,  y  sin  dar  rason  alguna  que  motivase  la  varlaefon,  se  dispuso  {M>r 
deoreto  de  9  ie  Octubre  de  1M6  que  fuese  diaria;'  al  pási»  fue  al  rsorga- 
niaar  otras  carreras,  se  determinaba  que  laé  cátedras  del  doctorado  eon- 
tinuaran  alternas,  sucediendo,  por  ^'emplo,'  que  én  la  facdüad  de  me- 
dicina, los  ^res  distintofs  catedráticos  que  M>iá  para  trse  amgnalume, 
siguieran  dando  sus  lecciones  en  días  alCemadoe.  Anomalía  y  eonlra- 
dijpion  que  aoló  pueden  :explicarse  por  nO  haber  presidido  tal  vea  á  la 
reforma  nn  pensamiento. uniforme.  ElSr.  Goinez  de  la  Serna,  en  vista 
de  estas  medidái,  qde  venian  á  rebajar  la  importanoia  de  las  asignatu- 
ras del  doetorado  de  la  laoultad  de  derecho,  y  aun  la  suya  ))mpia,  jua- 
gó que  su  dignidad  no  le  permitía  continuar  por  mas  tiempo  en  la  en- 
seftanza,  y  presentó  la  renuncia  de  su  cáledra,  que  le  fué  admitida  al- 
gunos meses  despuea,  con  verdadero  sentimiento  de  todos  sus  compa- 
ñeros y  de  la  juventud  ávida  de  saber  que  acudia  á  otr  sus  luminosas 
explicaciones.  . .      *   .  i  .' 

£1  Sr.  Gómez,  de  la  Sema  estaba  indteado  por  la  opinión  púbHcapa- 
ra  ocupar  el  más  alto  puesto  de  la  maginratura  española,. la  presiden- 
cia del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  vacante  por  fallecimiento  del  sa- 
bio canonista,  antiguo  y  distinguido  catedrático  de  la  Universidad  Cen- 
tral, D.  Joaquín  Aguirre,  pariente  suyo,  nuestro  común  amigo  y  que- 
rido compañero,  de  quien  habló  con  merecido  elogio  en  su  primer  dis- 
curso de  apert^ura.  de  los  tribunales:  el  Grobierno,  siguiendo  aquellas  in- 
dicaciones, tan  conformes  con  sus  deseos,  acordó  este  nombramiento,  y 
el  decreto  fué  publicado  en  SI  de  Julio  de  1869.  En  el  desempeño  de 
este  elevado  cargo  demostró  una  vez  más  Ja  profuádidad  de  en  saber, 
la  rectitud  de  su  caráotec  y  su  laboriosidad  ineomparable,  sin  que  fue- 
ra parte  para  disminuir  sú  celo  la  necesidad*  de  atender  al  cuidado  de 
su  salud,  ya  entonces  quelvantada  por  la  dolorosa.-enfermedad  que  al 
fin  le  habla  de  conducir  al  sepulcro. 

Notables  son  los  discursos  que  desde  la  presidencia  pronunció  en  el 
acto  solemne  de  la  apertura  de  los  Tribunales  en  IS§9  y  «87f ,  pues  el  de 
1870  lo  fué  por  el  Ministro  de  Gracia  y  IiMíicítí:J>el  poder  judicial,  d$ 
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SUS  relaciones  con  los  demás  poderes  y  de  las  eondieiones  y  deberes  de 
los  q%elo  ejercen,  era  el  tema  del  primero.  Lo  era  del  segundo,  el  es- 
tado lamentable  de  la  administración  dejnstida  en  lo  criminal  y  re- 
formas que  imperiosamente  reclama. 

Estos  temas  los  desenvolvió  con  sa  acostumbrada  maestría  ante  el 
numeroso  concurso  que  con  la  mayor  atención  le  escuchaba,  exponien- 
do saludables  doctrinas  y  observaciones  profundas,  no  como  teórico  in- 
flexible en  la  aplicación  de  principios  sistemáticos,  sino  como  sabio  alec- 
cionado ]K>r  la  experiencia,  que  conoce  los  males  de  la  sociedad  en  que 
vive  y  busca  el  medio  más  práctico  y  adecuado  de  esürparlos. 

Este  ilustre  jurisconsulto  rehusaba  siempre  los  más  altos  destinos  y 
renunciaba  los  que  estaba  desempeñando,  cuando  lo  exigia  así  un  de- 
ber imperioso  de  su  posición  política;  pero  en  ninguna  situación  se  ne- 
gó á  servir  á  la  patria  con  su  poderosa  inteligencia  en  comisiones  y  tra- 
bajos no  remunerados.  «Nunca  (decia  el  señor  Gómez  de  la  Sema,  en 
un  excelente  artículo  sobré  el  estado  de  la  codificación  al  terminar  el  rei- 
nado de  Doña  Isabel  II,  refiriéndose  áesta  clase  de  comisiones)  he  mirado 
el  color  político  de  los  hombres  que  estaban  al  frente  del  Gobierno  para 
aceptar  ó  no  la^honrosa  confianza  que  en  mí  depositaban:  he  considera- 
do siempre  que  la  ardua  tarea  de  los  que  tomaban  sobre  sí  tan  difícil 
encargo,  los  continuos  estudios  que  exigia,  las  empeñadas  discusiones  á 
que  daba  lugar,  y  desprendimiento  con  que  todos  desempeñaban  su  co- 
metido gratuito,  eran  títulos  suficientes  para  que  no  se  alarmara  el  ex- 
clusivismo de  los  que  en  su  intolerancia  quisieran  que  las  comisiones 
científicas  se  confiriesen  sólo  á  hombres  del  partido,  ó  de  la  fracción,  ó 
del  grupo  en  que  ellos  están  afiliados.  Así  por  espacio  de  más  Üe  quince 
años,  he  pertenecido  á  diferentes  comisiones  de  Códigos,  sucediendo  por 
fortuna  que  mis  colegas,  animados  todos  por  el  más  ardiente  patriotis- 
mo, se  hablan  propuesto  igual  línea  de  conducta,  obedeciendo  á  un  sólo 
pensamiento ,  el  de  contribuir  á  la  perfección  de  nuestro  derecho  y  á  la 
gloria  de  ia  patria,  a  Y  es  justo  reconocer  que  los  Gobiernos  de  todos  los 
partidos  se  apresuraban  á  aprovecharse  de  sus  luces,  pues  apenas  habrá 
corporación,  junta  ó  comisión  de  importancia  á  que  no  haya  pertenecí  - 
do,  y  á  la  que  no  haya  auxiliado  con  sus  trabajos. 

El  Consejo  de  Instrucción  pública,  cuerpo  superior  de  este  impor- 
tantísimo ramo,  le  cuenta  entre  sus  individuos  en  Julio  de  f  854 :  es  re- 
elegido en  Junio  de  4854,  y  vuelto  á  nombrar  en  4857,  á  consecuencia 
de  la  reorganización  que  recibe  el  Consejo  en  virtud  de  la  ley  publica- 
da en  el  mismo  año.  Allí  se  le  vó  tomando  siempre  parte  activa  en  las 
deliberaciones,  defendiéndolos  intereses  de  la  enseñanza,  promoviendo 
útiles  reformas,  y  sosteniendo  los  derechos  de  los  profesores  sin  olvidar 
sus  obligaciones.  Por  la  nueva  organización  dada  al  Consejo  en  4867 
dejó  de  pertenecer  á  di  juntamente  con  varios  de  sus  compañeros. 
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Disuelto  el  Consejo  por  decreto  de  40  de  Octabre  de  4868,  y  creada 
en  sn  lugar  una  Junta  consultiva  de  Instrucción  pública  en  1 3  de  Julio 
de  1871,  mereció  ser  elegido  para  formar  parte  de  ella  por  la  Academia 
de  Ciencias  morales  y  políticas,  en  88  del  mismo  mes  y  afto;  pero  des- 
graciadamente no  llegó  á  tomar  posesión  de  este  cargo,  por  haberle 
sorprendido  la  muerte  antes  de  la  instalación  de  la  Junta,  que  por  cierto 
no  tardó  mucho  en  desaparecer  también,  derogándose  el  decreto  de  su 
creación  por  el  de  18  de  Jniio  de  I87S. 

Numerosas  y  útiles  reformas  se  hicieron  en  nuestra  legislación  du- 
rante el  reinado  de  Doña  Isabel  II ;  á  la  mayor  parte  de  las  comisiones 
que  las  prepararon  perteneció  el  Sr.  Gómez  de  la  Serna. 

A  la  nombrada  para  reformar  la  Insúrueeion  sobre  procedimientos 
etmles  publicada  en  Abril  de  1853,  se  debe  la  ley  de  B^fuiciamienio, 
que  se  sancionó  y  publicó  en  i  855,  en  virtud  de  autorización  concedida 
al  Gobierno,  h%jo  bases  que  previamente  habían  sido  aprobadas  por  las 
Cortes.  En  la  formación  de  esta  ley,  que  fué  ciertamente  un  verdadero 
progreso,  tuvo  una  parte  muy  principal  el  Sr.  Gómez  de  la  Serna,  quien 
redactó  además  la  Exposición  de  motivos  que  con  el  proyecto  hubo  el 
propósito  de  elevar  al  Gobierno;  y  aunque  esto  no  llegó  á  verificarse, 
ni  la  Exposición  á  discutirse,  no  por  eso  deja  de  tener  sumo  interés  para 
la  mejor  inteligencia  de  la  ley,  puesto  que  se  halla  ajustada  á  los  prin- 
cipios que  habian  dominado  en  la  discusión:  así,  pues ,  al  publicarla 
hizo  un  servicio  verdadero  á  los  Tribunales  y  A  todos  los  que  se  dedi* 
can  á  las  tareas  del  foro. 

Ep  4.^  de  Octubre  de  1856  se  creó  otra  comisión  de  Codificación, 
compuesta  de  siete  individuos,  mandándola  que  se  encargara  con  pre- 
ferencia y  por  orden  sucesivo,  de  los  proyectos  de  ley  sobre  organiza- 
ción judicial,  procedimientos  en  materia  criminal,  reforma  del  Código 
penal  vigente,  y  últimamente  del  Código  civil.  Entre  los  notables  y  afa- 
mados jurisconsultos  que  la  componían  se  contaba  también  el  Sr.  Go^ 
mez  de  la  Serna.  Con  gran  celo,  por  muchos  años  y  con  un  desinterés 
poco  común,  se  estuvo  reuniendo  y  trabajando  esta  comisión,  que  no 
veia  en  verdad  debidamente  secundados  sus  esfuerzos.  «Obligada  á  re- 
»hacer  frecuentemente  sus  trabajos  (dice  el  Sr.  La  Serna  en  un  artículo 
»ya  citado,  publicado  en  la  Revista  de  Legislación  y  Jurisprudencia), 
»por  la  instabilidad  de  las  personas  que  estaban  al  frente  de  los  nego- 
i»cios  públicos,  no  viendo  nunca  aceptadas  las  bases  llevadas  á  las  Cor- 
etes para  la  organización  judicial  y  el  enjuiciamiento  penal,  luchando 
»con  los  fueros  privilegiados,  y  no  logrando  que  prevalecieran  de  he- 
»cho  los  principios  que  en  la  discusión  no  podian  menos  de  prevalecer, 
^sostuvo  una  lucha  continua,  en  qué  alguna  vez  salió  vencedora,  como 
«sucedió  con  la  ley  Hipotecaria,  y  otras  no  logró  sobreponerse  á  las  di- 
jificultades  que  por  todas  partes  se  elevaban  contra  ella.» 
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Grandes  é  importantes  servicios  prestó  indudablemente  hasta  el  dia 
fl/^  de  Octnbre  de  4869  en  qae  fué  suprimida  por  haberse  admitido  la 
dimisión  que  fundada  en  elevadas  consideraciones  habían  presentado 
sus  individuos.  La  ley  Hipotecaria,  los  reglamentos  para  su  ejecución, 
las  bases  de  la  organización  de  los  Tribunales  y  del  enjuiciamiento  en 
materia  criminal,  los  varios  proyectos  de  ley  presentados  á  las  Cortes 
para  la  reorganización  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  el  estableci- 
miento del  recurso  de  casación  en  los  juicios  criminales,  la  reforma  del 
ya  establecido  en  los  civiles,  y  la  supresión  del  fuero  civil  y  reducción 
del  criminal  de  Guerra  y  Marina,  ofrecen  un  alto  é  irrecusable  testi- 
monio de  su  laboriosidad,  de  sus  conocimientos  profundos  en  la  ciencia 
del  derecho,  y  de  una  abnegación  nada  común,  por  más  que  en  la  me- 
moria histórica  publicada  por  acuerdo  de  la  misma,  y  escrita  siendo 
ponente  su  vocal  el  ilustrado  jurisconsulto  Sr.  Cárdenas,  se  afirme  con 
laudable,  pero  excesiva  modestia,  que  estos  trabajos  por  importantes, 
difíciles  y  prolijos  que  sean  no  justificarían  trece  años  de  tareas  cons- 
tantes, si  no  hubiera  hecho  mucho  más  que  no  ha  podido  dar  á  la  es- 
tampa por  circunstancias  ajenas  á  su  voluntad.  El  publico  en  su  impar- 
cialidad  no  lo  ha  creído  asi,  y  ha  hecho  completa  justicia  á  loa  singula- 
res merecimientos  de  esta  comisión. 

Mucha  parte  de  su  gloria  corresponde  al  Sr.  Gómez  de  la  Serna,  uno 
de  sus  distinguidos  vocales,  y  á  quien  se  confió  en  concepto  de  ponente 
la  redacción  de  la Exposicionde  motivos  de  la  ley  Hipotecaria,  que  con 
el  proyecto  se  elevó  al  Gobierno :  exposición  luminosa  y  sumamente 
útil  para  la  mejor  inteligencia  de  las  disposiciones  de  la  ley.  Es  cierta- 
mente un  trabajo  bien  pensado  y  escríto,  muy  nutrido  de  doctrina  y  de 
los  má»  perfectos  de  este  sabio  jurisconsulto.  Digno  también,  en  verdad, 
de  una  ley  que,  tomando  por  base  la  publicidad  y  especialidad  de  las 
hipotecas  y  proscribiendo  las  generales  y  ocultas,  ha  venido  á  dar  ga- 
rantías sólidas  á  la  propiedad,  á  los  acreedores  de  buena  f ó  y  á  los  deu- 
dores mismos,  y  á  levantar  sobre  firmes  cimientos  el  crédito  territorial 
no  olvidando  por  eso  la  protección  debida  á  las  personas  que  por  sus 
especiales  condiciones  han  encontrado  siempre  amparo  en  el  derecho. 
No  quedó,  pues,  defraudada  la  justa  confianza  que  en  él  habían  depo- 
sitado los  ilustres  jurisconsultos,  autores  de  una  reforma,  tal  vez  la  más 
importante  y  necesaria  de  todas  las  que  se  han  llevado  á  cabo  en  estos 
últimos  tiempos  en  el  orden  civíl,^ue  ha  producido  ya,  y  continuará 
produciendo,  todavía  en  mayor  escala,  grandes  beneficios  al  país. 

'  Perteneció  también  á  la  comisión  nombrada  por  decreto  de  8  de 
Agosto  de  1855  para  revisar  y  reformar  el  Código  de  Comercio:  esta  co- 
misión hizo  algunos  estudios  y  diferentes  trabajos  que  no  llegaron  á  dar 
resultado,  y  fué  disuelta  por  decreto  de  26  de  Setiembre  de  \  869,  creán- 
dose en  su  lugar  otra  nueva,  de  la  cual  fué  nombrado  presidente,  y  á 
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ella  se  dio  el  encargo  de  formular  an  proyecto  de  Código  de  Comercio 
y  de  EnjQicianiiento  mercantil,  con  arreglo  á  las  bases  que  se  consig- 
naban en  el  mismo  decreto. 

Creada  en  4869  una  Comisión  legislativa  para  redactar  los  proyectos 
de  ley  que  la  encomendase  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia,  se  le  nom- 
bró presidente  de  la  sección  encargada  de  la  reforma  de  la  legislación . 
civil;  pero  no  tenemos  noticia  de  que  aquella  llegara  á  reunirse,  excep- 
to el  día  de  su  instalación.  Formó  parte  también  de  la  nombrada  para 
informar  acerca  de  la  reforma  del  Código  penal,  y  fué  elegido  en  unión 
con  otro  de  los  vocales  para  la  redacción  del  informe  que  se  habia  de 
elevar  al  Gobierno;  y  con  tal  acierto  cumplieron  este  encargo,  que  la 
Junta  gubernativa  del  ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Madrid,  al  dar 
las  gracias  á  la  Comisión,  dispuso  que  se  les  dieran  más  especiales  á  los 
redactores  de  aquel  trabajo,  como  así  se  verificó  en  comunicación  de  30 
de  Noviembre  de  1853. 

Seria  difícil  recordar,  y  prolija  la  enumeración  de  todas  las  juntas, 
comisiones  y  sociedades  científicas  á  que  ha  pertenecido.  Diremos,  sin 
embargo,  que  en  \  847  fué  nombrado  individuo  de  la  Comisión  encarga- 
da de  la  revisión  del  plan  y  reglamento  de  estudios  de  f  845;  en  Diciem- 
bre de  1851,  para  la  de  reforma- del  reglamento  de  aquel  mismo  año;  en 
Octubre  de  1854  (en  cuyo  año  fué  por  brevísimo  tiempo  Ministro  de 
Gracia  y  Justicia),  para  la  presidencia  de  otra  que  habia  de  redactar  un 
proyecto  de  ley  de  Instrucción  pública,  y  en  Diciembre  de  4863,  parh 
la  que  habia  de  proponer  las  reformas  que  se  debían  introducir  en  la 
legislación  de  este  ramo. 

Perteneció  también  á  la  creada  en  Mayo  de  1856  para  la  organiza- 
ción del  Consejo  de  Estado,  y  á  la  encargada  de  formular  un  proyecto 
de  ley  sobre  ferro-carriles:  fué  vocal  de  la  Junta  general  de  beneficen- 
cia del  reino,  de  la  de  construcciones  civiles  y  presidente  de  la  de  poli- 
cía urbana;  de  la  Junta  de  gobierno  del  ilustre  Colegio  de  Abogados  de 
Madrid;  presidente  de  la  Academia  matritense  de  legislación  y  jurispru- 
dencia, y  académico  de  mérito  de  la  misma  y  de  la  de  Sevilla.  En  el  ex- 
celente discurso  que  leyó  en  la  Matritense,  en  la  sesión  inaugural  del 
año  académico  de  1856  á  4857,  demostró  con  elocuentes  frases,  como 
verdad  confirmada  por  la  historia,  que  el  progreso  es  ley  providencial 
de  la  humanidad,  que  difunde  la  luz  por  el  universo  entero,  que  se  hace 
sentir  de  lleno  en  las  instituciones  d§  los  pueblos,  sobre  los  cuales  ejer- 
ce, más  pronto  ó  más  tarde,  saludable  influencia,  y  que  tiende  constan- 
temente ala  unidad  del  derecho. 

Era  académico  de  la  Historia,  elegido  por  los  sabios  individuos  de 
este  ilustre  Cuerpo,  y  pertenecía  también  á  la  Academia  de  Ciencias, 
morales  y  políticas  desde  el  momento  de  su  creación.  En  ambas  desem- 
peñó cargos  propios  de  su  instituto  y  diversas  comisiones.  Es  notable 
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el  diflcorso  que  leyó  ante  la  primera  de  estas  eorporacíones  en  el  acto 
de  sn  recepción:  en  él  examinaba  las  interesantes  y  radicales  reformas 
hechas  en  la  legislación,  durante  el  reinado  de  D.  Alfonso  el  Sabio;  ha- 
cia de  este  monarca  im  merecido  elogio,  y  le  vindicaba  principalmente 
de  la  nota  de  haber  introducido  y  generalizado  en  España  las  doctrinas 
nltramontanas,  con  la  qne  pretendían  empañar  su  gloria  algunos  escri- 
tores, incurriendo  en  el  error,  bastante  coman  por  cierto,  de  juzgar  los 
acontecimientos  y  los  hechos  de  los  siglos  pasados  con  el  criterio  de  los 
tiempos  presentes.  Notable  Umbien  y  digna  de  este  discurso  fué  la 
contestación  que  por  encargo  de  la  Academia  le  dio  el  Sr.  D.  Modesto 
Lafuente,  ilustrado  auter  de  una  Jlúíoria  de  Etpaña. 

Habiendo  tenido  el  que  escribe  estas  lineas  la  señalada  honra.de  ser 
elegido  individuo  de  la  misma  Academia,  sólo  por  la  benevolencia  de 
este  docto  Cuerpo,  y  sin  ningún  merecimiento  propio,  le  cupo  la  satis- 
facción de  que  fuera  designado  para  contestar  á  su  discurso  sobre  la 
ItutUucion  Real  y  los  Concilios  de  Toledo  dorante  la  monarquía  ^oda^ 
su  amigo  querido  el  Sr.  Gómez  de  la  Serna,  quien  al  verificarlo,  trazó 
sobre  el  mismo  tema  un  cuadro  lleno  de  animación  y  Vida,  realzado 
con  vivo  colorido. 

Diputado  en  diferentes  legislaturas  desde  el  año  de  1841.,  y  senador 
vitalicio  y  electivo  después,  tomó  siempre  una  parte  activa  en  todas 
las  discusiones  en  qne  se  trataba  de  materias  de  derecho  y  de  adminis- 
tración, objeto  predilecto  de  sus  estudios,  y  en  que  su  especial  compe* 
tencia  era  de  todos  reconocida:  muchas  fueron  las  comisiones  á  que 
perteneció,  encargadas  de  examinar  ó  de  formular  proyectos  de  este 
naturaleza,  y  pocas  las  veces  en  que  dejara  de  ser  elegido  para  su  re- 
dacción. 

Estaba  condecorado  con  la  Gran  Cruz  de  Carlos  III,  que  se  le  habia 
concedido  por  los  dilatados  y  eminentes  servicios  prestados  en  la  Co- 
misión de  Códigos  en  unión  con  sus  compañeros,  á  quienes  se  conce- 
dieron tembien  distinciones  análogas.  Era  para  estos  ilustres  juriscon- 
sultos, como  lo  será  siempre  para  el  verdadero  mérito,  un  premio  que 
honraba  al  Gobierno  que  le  concedia,  más  aún  que  á  los  mismos  agra- 
ciados; y  no  como  las  condecoraciones  ten  prodigadas  á  personas  vul- 
gares, desprovistas  de  todo  merecimiento,  que  sólo  las  enaltecen  á  sus 
propios  ojos  ofuscados  por  una  vanidad  pueril,  pero  que  realmente  no 
producen  otro  efecto  que  el  de  poner  más  de  relieve  ante  los  hombres 
sensatos  su  notoria  nulidad.  Además,  poco  tiempo  después  de  haber 
ascendido  al  alto  puesto  de  Presidente  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, término  de  su  larga  y  distinguida  carrera,  fué  agraciado  tembien 
con  el  Toisón  de  Oro. 

Como  escritor  debe  mucho  á  este  insigne  jurisconsulto  la  ciencia 
del  derecho.  Nada  diremos,  por  consideraciones  fáciles  de  comprender» 
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de  los  Blementos  del  Derecho  cml  y  penal  de  Bepaíía  y  del  Tratado 
académico  forense  de  Procedimientos  jndidales,  que  escrilúó  y  pn- 
blicó  en  unión  con  el  autor  de  estas  piginas;  pero  hablaremos  dé  las 
demás  obras  que  llevan  sólo  au  nombre. 

Entre  ellas  se  cuenta  la  que  lleva  el  título  de  Instituciones  del  de^ 
recho  administrativo  español^  materia  poco  conocida  entre  nosotros 
cuando  dio  á  luz  este  tratado,  que  la  puso  al  alcance  de  todas  las  inte- 
ligencias con  suma  lucidez,  con  precisión,  y  con  excelente  método. 

El  Derecho  romano  se  estudiaba  en  nuestras  universidades  por  li- 
bros escritos  en  latin,  idioma  casi  desconocido  de  la  mayor  parte  de  los 
cursantes,  y  cuyo  abandono  lamentaba  amargamente  el  Sr.  Gómez  de 
la  Serna,  como  quien  comprendía  toda  su  importancia,  había  hecho  un 
estudio  profundo  de  los  clásicos  latinos,  y  no  sólo  escribía  con  correc- 
ción, sino  que  hablaba  con  facilidad  y  elegancia  la  lengua  del  Lacio.  Y 
no  consideraba  necesario  este  idioma  únicamente  para  el  conocimiento 
del  derecho  romano,  sino  también  para  el  español,  puesto  que  en  latín 
se  escribió  el  F%ero  Jntgo^  y  se  escribieron  los.  fueros  y  observancias 
del  reino  de  Aragón  y  parte  de  las  leyes  catalanas.  «¿Podrá  llamarse, 
»decia,  jurisconsulto  español  el  que  no  sea  capaz  de  comprender  á  An- 
)»tonío  Agus^iu  y  á  Diego  Govarrubías,  á  Gregorio  López  y  á  Antonio 
»Gomez,  á  Diego  del  Castillo  y  á  Antonio  Acevedo,  á  Molino  y  á  Pon- 
«tanellas,  y  á  tantos  otros  que  con  docta  pluma  enriquecieron  nuestra 
«literatura  jurídica,  y  llegaron  á  adquirir  un  nombre  ilustre  y  una 
»fama  merecida,  que,  atravesando  nuestras  fronteras,  se  hizo  general?» 

Resultaba  de  esta  ignorancia  que  á  pesar  de  los  esfuerzos  de  cate- 
dráticos de  ilustración  notoria,  los  discípulos  en  general  sacaran  poco 
fruto  de  sus  explicaciones  por  falta  de  un  texto  que  pudieran  compren- 
der. Esto  le  decidió  á  escribir  una  obra  que  pusiera  al  alcance  de  todos 
los  cursantes  el  derecho  del  gran  pueblo,  llamado  la  ratón  escrita^  cu- 
yas doctrinas  han  servido  y  aun  continuarán  sirviendo  de  base  á  las 
legislaciones  de  Europa,  y  sin  cuyo  conocimiento  nadie  puede  llamarse 
verdadero  jurisconsulto.  Hé  aquí  los  términos  con  que  el  Sr.  La  Sema 
ensalzaba  el  derecho  romano,  y  hacia  presente  toda  su  importancia: 
«La  época  en  que  vivimos  no  ha  sido  menos  respetuosa  ni  lo  es  hoy  á 
i»la  legislación  madre  de  las  que  rigen  en  los  pueblos  modernos.  A  ella 
«acuden  los  legisladores  para  inspirarse  en  sus  reformas,  los  filósofos 
»para  estudiar  los  principios  eternos  del  derecho,  los  historiadores  para 
iicom  prender  el  espíritu  de  las  naciones  á  que  el  pueblo  rey  llevó  sus 
Dáguilas  triunfantes,  y  los  jurisconsultos,  no  sólo  para  conocer  los  fun- 
ndamentos  de  la  ciencia,  sino  para  apreciar  el  sentido  de  las  nuevas  le- 
)>gislaciones.  Este  derecho  que  por  la  general  aceptación  de  sus  prin- 
»cipios  y  reglas  fundamentales  puede  llamarse  universal,  ó  inmortal 
rpor  la  larga  dominación  que  ejerce  en  el  mundo,  este  derecho  en  el 
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nque  están  hermanadas  las  doctrinas  eivitizadoras  del  Brangelio  y  sn 
»moral  sablime  con  la  austeridad  de  la  escuela  estoica  es  aún,  si  cabe, 
>en  nuestra  patria,  más  necesario  que  en  las  demás  naciones.  Tefrito- 
»rios  extensos  hay  en  que  el  derecho  romano  es  supletorio  del  foral  y 
>pofr  lo  tanto  ley  Tira  y  aplicable  cuotidianamente,  como  lo  es  el  Gódi- 
sgo  de  las  Partidas  en  los  pueblos  regidos  por  la  legislación  de  Cas- 
stillai  (f ).  La  obra  se  concluyó  y  salió  á  luz  por  primera  Tez  el  aho 
de  I84S,  con  el  título  de  Curso  histMeo  esegético  del  Derecho  roma- 
no.  Este  libro,  arreglado  á  los  textos  descubiertos  en  el  presente  siglo, 
formado  con  presencia  de  las  publicaciones  de  los  más  notables  escrito- 
res de  derecho  de  la  docta  Alemania,  acogido  con  singular  aceptación 
en  España,  y  adoptado  en  nuestras  universidades,  bastaría  por  si  sólo 
para  dar  á  su  sabio  autor  un  lugar  distinguido  entre  los  primeros  y  más 
ilustres  jurisconsultos  de  nuestra  patria. 

Los  Prolegómenos  del  Derecho^  tratado  de  cortas  dimensiones,  pero 
claro,  metódico  y  acomodado  á  los  que  empiezan  á.  dar  los  primeros 
pasos  en  la  carrera  de  la  jurisprudencia,  fueron  recibidos  con  acepta- 
ción general  y  señalados  también  por  texto  para  el  primer  año  de  la 
expresada  facultad. 

Las  investigaciones  y  descubrimientos  hechos  por  Niebubr  y  otros 
jurisconsultos,  especialmente  alemanes,  de  códices  ignorados  hasta, 
principios  del  siglo,  habían  difundido  nueva  luz  sobre  el  origen  é  ins- 
tituciones políticas  y  civiles  de  Roma,  cambiado  muchas  opiniones  has- 
ta entonces  recibidas,  modificado  otras,  y  suministrado  datos  impor- 
tantes para  escribir  la  historia  de  la  gran  ciudad,  que  fué  señora  del 
mundo.  Teniendo  á  la  vista  estas  obras,  el  señor  Gómez  de  la  Serna,  es- 
cribió la  Introdncion  histórica  al  estudio  del  derecho  romano^  y  con  tal 
acierto  desempeño  esta  difícil  tarea,  que  su  libro  fué  premiado  por  el 
Gobierno  en  4848,  previo  informe  favorable  y  de  acuerdo  con  el  dic- 
tamen del  Consejo  de  lostruccion  pública. 

La  Introducción  histórica  que  se  halla  al  frente  de  las  Partidas  glo- 
sadas por  Grdgorio  López,  en  la  edición  de  1848,  hecha  por  la  Publici- 
dad, es  notable  por  su  método,  por  la  abundancia  de  datos  que  en  pocas 
páginas  encierra,  y  por  la  critica  ilustrada  con  que  en  ella  se  resuelven 
las  diferentes  cuestiones  á  que  ha  dado  lugar  entre  cuantos  se  han  ocu- 
pado en  los  orígenes  de  nuestro  derecho  la  historia  del  Código  inmortal 
del  rey  D.  Alfonso  el  Sabio. 

Su  obra  intitulada,  Ley  Hipotecaria  comentada  y  concordada,  ley  de 
euya  excelente  exposición  de  motivos  es  el  redactor,  como  ya  dejamos 
dicho,  habría  sido  un  gran  monumento  levantado  á  la  ciencia,  si  la 
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muerte  no  hubiera  venido  á  sorprender  pl  autor  cuando  sólo  había  sa- 
lido  á  luz  el  primer  tomo. 

La  IiUroduccion  kútárietL  que  la  precede,  en  que  con  profundo  co- 
nocimiento de  la  legislación  romana  y  de  ia  patria,  se  hace  la  historia 
de  la  hipoteca  en  Roma,  y  también  en  España  durante  y  después  de  la 
reconquista  hasta  la  formación  de  la  Ley  ffipoticarU^  historia  no  li- 
mitada á  Castilla,  sino  ampliada  á  las  provincias  de  Aragón,  Cataluña, 
Valencia,  Navarra  y  Yixcaya,  exponiendo  la  de  cada  una  con  precisión^ 
método  y  claridad,  y  examinándolas  con  acertada  critica,  es  un  trabajo 
de  gran  valía,  en  que  hallarán  datos  abundantes  y  enseñanza  prove- 
chosa los  que  quieran  estudiar  con  fruto  esta  parte  importantísima  de 
la  legislación  española,  y  especialmente  los  que  se  dedican  al  derecho 
comparado.  Desgracia  ha  sido  para  el  jurista  que  aquellos  comentarios, 
auténticos  en  cierto  modo  por  proceder  de  persona  tan  competente  y 
que  tuvo  parte  tan  principal  en  la  formación  de  la  ley,  hayan  quedado 
incompletos. 

Las  Éxposióiones  de  moUvot  de  la  Zef  de  Bi^fuieiamieiUo  ciM  y  de 
la  Hipotecaria  son  también  producto  de  su  docta  pluma,  y  de  ellas  hcT- 
mos  hablado  en  páginas  anteriores. 

£1  Sr.  Gómez  de  la  Serna  es  además  autor  de  otros  trabajos  cien- 
tíñeos.  Cooperó  á  la  traducción  del  Tratado  de  derecho  internacional 
privado^  por  Mr.  Fobüx,  que  la  dirección  de  la  Revista  db  Legislación 
Y  JuRispBCTOENciA  dló  á  luz  eu  1858;  libro  de  utilidad  reconocida  para 
resolver  las  cuestiones  de  esta  naturaleza,  raras  en  otros  tiempos,  fre- 
cuentes en  el  dia. 

En  1859.  publicó,  juntamente  con  su  compañero  en  la  dirección  de 
la  expresada  Revista,  la  cuarta  edición  del  Código  de  Comercio^  corre- 
gida y  adicionada  y  con  notas  aclaratorias  del  texto,  que  ha  sido  re- 
producida después. 

Era,  como  acabamos  de  ver,  uno  de  los  directpres  de  aquella  acre- 
ditada publicación,  conocida  de  todos  los  que  se  dedican  á  la  carrera 
del  foro,  y  para  ella  escribió  muchos  artículos  sobre  diversas  materias, 
dignos  de  ser  consultados. 

Pocas  serán  las  cuestiones  jurídicas  de  verdadera  importancia  y  las 
reformas  propuestas  ó  llevadas  á  cabo  en  la  legislación  civil  y  penal 
que  no  haya  examinado  en  ellos  más  ó  menos  extensamente,  y  siempre 
con  inteligencia,  con  gran  copia  de  doctrina  y  con  imparcial  y  severo 
juicio. 

En  unos  impugna  con  sólidos  razonamientos  la  perpetuidad  de  las 
penas,  y  combate  la  de  argolla  por  desigual  é  infamante,  porque  degra- 
da al  penado  y  hace  imposible  su  rehabilitación:  en  otro,  reclama  para 
la  ejecución  de  la  capital  la  supresión  de  la  carrera,  la  disminución  del 
tiempo  en  que  el  reo  ha  de  permacer  en  capilla,  y  quiere  que  la  exposi- 
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eion  del  eadáver  no  se  verifique  en  el  patíbulo,  sino  en  un  lugar  reli- 
gioso: por  cierto  que  en  gran  partease  vieron  sus  deseos  satisfechos  y 
adoptadas  sus  opiniones  en  la  reforma  últimamente  verificada  del  Có- 
digo penal.  * 

El  progreso  de  los  estudios  jurídicos,  las  trascendentales  y  útiles  re- 
formas introducidas  en  ellos  durante  el  reinado  de  Doña  IsiJl>el  II,  y  el 
examen  del  estado  de  los  mismos,  poco  lisonjero  en  verdad,  en  tiempos 
anteriores,  son  objeto  de  uno  de  loa  más  notables  artículos,  cuyo  traba- 
jo encierra  noticias  curiosas  y  muy  interesantes,  con  especialidad  al  ju- 
rista, y  del  que  juagamos  oportuno  hacer  un  análisis  conciso. 

En  él  señala  el  Sr.  La  Sema  la  tendencia  que  desde  la  época  de  Don 
Felipe  y  empezaba  á  notarse  de  parte  del  Gobierno  hacia  las  reformas, 
contrariada  generalmente  por  las  mismas  Universidades,  que  contenian, 
en  vez  de  favorecer,  un  impulso  encaminado  á  sacarlas  de  su  postración 
y  decadencia.  Indotadas  las  cátedras;  entregadas  á  jóvenes  que  sola- 
mentólas  desempeñaban  con  objeto  de  hacer  méritos  para  obtener  otros 
puestos  más  lucrativos;  nereida  una  vigilancia  suspicaz  sobre  todos  los 
libros  procedentes  del  exti:an]9ro,  ó  que  no  hablan  pasado  por  el  tamiz 
de  una  rigurosa  censura,  incomunicados  nuestros  establecimientos^cien- 
tífieos  con  las  escuelas  de  otros  países,  y  aun  miradas  como  extrañas 
entre  sí  las  mismas  del  reino,  excepto  las  que  tenian  hermandad,  como 
las  antiguas  de  Salamanca,  Valladoiid  y  Alcalá,  eran  ajenas  al  gran 
movimiento  que  se  notaba  en  Europa  hacia  los  estudios  jurídicos,  sin 
que  bastaran  para  sacarlas  de  este  letargo  los  esfuerzos  hechos  en  al- 
gunos períodos  por  personas  ilustradas,  y  hasta  por  el  Consejo  de  Gas- 
tilla,  á  quien  estaba  encomendada  la  dirección  de  los  estudios.  La  guer- 
ra de  la  Independencia,  llevando  á  la  juventud  á  las  filas  del  ejército  en 
defensa  de  la  patria,  no  daba  lugar  á  pensar  en  reformas,  y  la  idea  del 
Gobierno  que  rigió' los  destinos  del  país  desde  1814  á  1820,  contrario  á 
todo  progreso,  era  la  de  que  las  cosas  volviesen  al  estado  que  tenian 
en  1808.  £1  plan  formado  por  las  Cortes  en  1821  trató  de  elevar  á  gran 
aliura  la  instrucción  pública;  pero  se  le  dieron  tales  proporciones  que, 
á  lo  menos  por  entonces,  se  hizo  imposible  realizar  tan  grandioso  pen- 
samiento. La  reacción  de  1883  vino  á  cortar  las  esperanzas  de  saluda- 
bles y  prudentes  reformas:  los  profesores  de  algún  mérito  fueron  por 
regla  general  lanzados  de  sus  cátedras;  los  estudiantes  quedaron  suje- 
tos á  purificación;  las  Juntas  de  censura  se  asemejaban  en  sus  procedi- 
mientos secretos  al  Santo  Oficio;  se  consideraba  peligrosa  toda  lectura 
que  no  fuera  la  de  los  libros  de  texto,  y  bastaba  que  una  obra  estuviese 
eaerita  en  lengua  extraña  para  que  se  mirara  como  instrumento  revo- 
lucionario. Reconocía,  sin  embargo,  que  el  plan  de  estudios  de  1 824  ha  - 
bia  introducido  algunas  importantes  mejoras,  aunque  sin  hacer  nada 
para  aumentar  la  exigua  dotación  á¿  los  profesores,  no  siempre  satisfe- 
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cha'  y  saboteando  todas  sus  disposiciones  á  las  ideas  reaccionarías 
predominantes  en  el  Gobierno. 

Pasando  despnes  al  examen  de  las  reformas  realizadas  en  el  reinado 
de  Doña  Isabel  II,  y  censnrando  la  instabilidad  de  los  planes  de  estadios, 
debida  principalmente  al  afán  de  algunos  ministros  de  asociar  á  ellos 
sa  nombre,  hace  la  síntesis  de  las  grandes  ventajas  consegoidas  en  este 
reinado  en  los  términos  siguientes:  cNo  puede,  sin  embargo,  deseono- 
»eorse  que,  á  pesar  de  esto,  la  instrucción  pública  en  todos  sus  ramos 
»ha  tenido  un  desarrollo  desconocido  en  ¿pocas  anteriores;  que  se  ha 
»dado  grande  ensanche  á  toda  clase*  de  estudios;  que  se  han  echado  á 
Atierra  las  barreras  que  nos  incomunicaban  con  las  demás  naciones,  y 
»que  el  espíritu  liberal  y  de  reforma  ha  producido  excelentes  resulta- 
ndos en  todos  los  ramos  del  saber  humano:  se  han  multiplicado  las  car- 
vreras;  se  han  fomentado  conocimientos,  antes  extraños  del  todo  á  nues- 
Btros  establecimientos  públicos;  se  ha  roto  para  siempre  ese  sistemar  de 
Dinaccion  que  nos  echa)>an  en  cara  los  extranjeros:  el  que  hoy  no  ad- 
»quiere  la  instrucción  completa  en  los  estudios  á  que  se  dedica  es  por- 
sque  no  tiene  capacidad,  6  no  tiene  voluntad  4)ara  adquirirla.  Ya  no  hay 
•persecuciones  por  las  opiniones  que  se  profesan,  mientras  no  se  con- 
•viertan  en  actos  reprobados  por  la  ley;  el  pensamiento  es  libre,  y  lo 
»es  su  emisión,  sin  mas  cortapisas  que  las  que  el  legislador  ha  creido 
•indispensables  para  el  mantenimiento  del  Orden  social.  El  gran  paso 
•está  dado:  todo  lo  demás  vendrá  después,  y  sucesivamente  se  irá  per- 
•feccionando  la  obra  comenzada  (I).» 

La  decadencia  en  que  se  bailaba,  y  en  que  aún  por  desgracia  se  ha» 
lia  la  lengua  latina^Bntre  nosotros,  á  pesar  de  los  esfuerzos  de  los  distin- 
guidos y  doctos  profesores  que  la  enseñan  y  cultivan  en  Universidades 
é  Institutos,  le  inspiró  otro  excelente  artículo,  del  que  anteriormente 
se  ha  copiado  algún  período,  en  el  cual  manifiesta  la  necesidad  de  dar 
á  aquel  estudio  la  debida  importancia,  si  se  quiere  que  en  España  pue- 
da hacerse  con  fruto  el  de  las  leyes  romanas  y  el  de  algunos  cuerpos  le- 
gales españoles,  así  como  el  de  las  obras  de  los  jurisconsultos  y  comen- 
tadores del  derecho  romano,  español  y  canónico. 

Estos,  y  otros  muchos  artículos  publicados  también  en  la  Rkvista, 
de  los  cuales  solo  citaremos  los  que  escribió  sobre  la  organización  y  atri- 
buciones de  los  ayuntamientos  y  diputaciones  provinciales,  sobre  la  ju- 
risdicción contenóioso-administrativa,  y  sobre  la  supresión  de  la  misma, 
acordada  después  de  la  revolución  de  1868,  no  son  sino  una  sola  prae- 


(f )    En  el  tomo  XXY  de  la  Revista  de  Legislación  t  Jurisprudencia, 

Saginas  41 5  y  157,  se  halla  inserto  este  notable  trabajo,  el  mas  extenso 
elos  que  el  Sr.  La  Sema  escribió  (fara  aquella  publicación. 
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ba  más  de  la  vasta  instracGion  del  Sr.  La  Serna  en  los  distintos  ramos 
de  la  ciencia  del  derecho. 

Colaborador  de  la  Bnciólopedia  con  otros  ilustrados  escritores,  con- 
tffibujó  como  el  qae  más  al  justo  crédito  que  ha  llegado  á  merecer  esta 
excelente  obra. 

Las  cualidades  morales  del  Sr.  Gómez  de  la  Sema  estaban  al  nivel 
de  su  alta  inteligencia.  Su  rectitud  ¿  integridad  eran  proverbiales:  nun- 
ca la  suspicaz  malicia  se  atrevió  siquiera  á  intentar  oscurecer  con  la 
mis  ligera  sombra  su  reputación  acrisolada.  El  odio  y  el  rencor  no  ha- 
llaron cabida  en  su  pecho;  y  si  como  hombre  político  pudo  tener  ad- 
vérsanos, como  particular  no  conoció  enemigos.  Era  de  carácter  afable, 
llano  y  sencillo;  desconoció  el  orgullo  y  mucho  más  la  anidad,  propia 
de  almas  pequeñas,  y  compañera,  por  lo  común,  de  las  medianías  y  nu- 
lidades que  han  logrado  encumbrarse  á  puestos  únicamente  debidos  al 
mórito  verdadero.  Socorría  á  los  desgraciados  y  hacia  el  bien  sin  os- 
tentación, siguiendo  los  principios  del  Evangelio:  católico,  pero  tole- 
rante, profesaba,  con  uno  de  ios  más  insignes  y  santos  doctores  de  la 
Iglesia,  la  máxima  de  que  la  caridad  es  una  virtud  que  debe  presidir  á 
todas  nuestras  acciones.  Buen  hijo,  esposo  ejemplar,  padre  amantísimo 
de  sus  hijas,  cariñoso  hermano,  amigo  leal  y  consecuente,  todavía  le 
llora,  y  llorará  por  muchos  años,  su  desconsolada  familia;  no  le  han  ol- 
vidado los  que  le  profesaron  una  amistad  sincera;  y  su  memoria  se  con- 
servará indeleble  en  el  corazón  del  que  esto  escribe,  que  debió  siempre 
á  tan  excelente  amigo  las  pruebas  más  señaladas  de  un  fraternal  afecto. 

En  el  verano  de  1 869,  experimentó  los  primeros  síntomas  de  la  do- 
lorosa  enfermedad  que  desde  entonces  empezó  á  minar  su  existencia,  y 
cuyos  progresos  no  alcanzaron  á  cortar  el  celo  ni  el  Aiber  de  afamados 
facultativos,  ni  las  aguas  minerales  de  Alzóla  y  de  Sobron,  tan  prove- 
chosas para  otros.  Hubo  períodos  en  que  se  concibieron  esperanzas  ha- 
lagQeñas  de  conseguir  su  curación;  hubo  otros  de  presagios  siniestros. 
Mientras  tanto,  el  paciente,^  sufrido  y  resignado,  no  abandonaba  et 
cumplimiento  de  los  deberes  anejos  á  su  elevado  cargo,  y  aun  se  ocu- 
paba  además  en  otros  asuntos  de  público  interés,  agravando  de  este 
modo  una  dolencia,  para  cuyo  alivio  eran  indispensables  la  tranquilidad 
de  espíritu  y  un  reposo  absoluto.  A  principios  de  Diciembre  de  i  871 
el  mal  se  exacerbó  tan  considerablemente,  que  llegó  á  inspirar  serios 
temores  de  una  pronta  y  funesta  terminación:  por  desgracia  estos 
temores  no  eran  infundados,  pues  á  las  ocho  de  la  noche  del  dia  IS  del 
mismo  mes  el  Sr.  Gómez  de  la  Serna  exhalaba  el  último  aliento  y  en- 
tregaba su  alma  al  Criador  después  de  haber  recibido  los  auxilios 
esjúrítuales  y  la  bendición  de  Su  Santidad.  Grande  y  general  fué  el 
sentimiento  que  esta  muerte  produjo.  Una  multitud  de  personas  de  to- 
das  opiniones  y  de  las  diferentes  clases  de  la  sociedad  acudió  presurosa 
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á  dar  el  pésame  á  ea  afligida  é  inconsolable  familia:  la  prensa  periódica 
anunció  este  triste  suceso,  haciendo  al  mismo  tiempo  en  sentidlas  frases 
justos  elegios  del  difonto:  el  Estado,  que  tantos  servicios  le  debía,  eos* 
teó  sns  funerales,  y  el  Gobierno,  como  su  más  alta  personificación, 
presidió  el  duelo:  un  inmenso  concurso  acompañó  su  cuerpo  inanimado 
á  la  última  morada;  y  al  pasar  por  delante  del  Palacio  de  la  Justicia, 
los  dignos  magistrados  del  Tribunal  Supremo,  tomando  parte  en  la  ge- 
neral manifestación,  depositaron  ana  corona  sobre  el  fúnebre  ataúd, 
cuyas  cintas  eran  llevadas  por  representantes  de  las  corporaciones  á 
que  había  pertenecido  este  varón  insigne. 

£1  cementepo  de  San  Isidro  guarda  sus  restos  mortales.  ^Dios  mise- 
ricordioso habrá  recibido  su  alma  inmortal  en  el  Gielol 

JoíD  laioel  MoiUlbaD. 
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A  las  primeras  horas  de  la  mañana  del  dia  f  4  de  Noviembre  de  1874, 
tras  algunas  muy  breves  de  padecimiento ,  entregó  su  alma  al  Criador 
D.  Pedro  Nolasco  Vives  y  Gebriá.  El  dolor  de  deudos  y  amigos  fué  des- 
de los  primeros  momentos  de  hacerse  pública  esta  muerte,  el  dolor  de 
cuantos  conocían  en  Barcelona  y  fuera  de  ella,  de  trato  ó  de  reputación, 
al  difunto:  popular  su  nombre,  todos  unieron  en  un  sólo  recuerdo  la 
fama  de  su  saber  y  el  ejemplo  de  sus  virtudes.  Pero  ¡dicha  envidiablel 
con  las  lágrimas  %ae  se  vertían  mezclábanse  las  esperanzas  que  consue- 
lan: D.  Pedro  Nolasco  Vives  terminaba  en  una  ledad  más  que  octogena- 
ria una  vida  compartida  dignamente  entre  las  nobles  tarea^  del  juris- 
consulto y  los  austeros  deberes  del  cristiano. 

Hijo  de  D.  Raimundo  Vives  y  Vidal,  Relator  que  fué  en  nuestra  an- 
tigua Audiencia,  y  de  Doña  Vicenta  Gebriá  y  Rifos,  nació  D.  Pedro  en 
esta  ciudad  el  dia  30  de  Enero  de  4794.  Huérfano  de  padre  y  madre  á  los 
quince  años  de  edad,  encargóse,  al  fallecer  el  primero  en  2  de  Marao 
de  1809,  de  la  administración  general  de  los  vastos  patrimonios  que  el 
Marqués  de  Dos  Aguas  tenia  en  Resello n  y  Cataluña;  y  confirmado  más 
adelante  en  la  propiedad  de  un  cargo  que  habla  desempeñado  su  padre 
desde  1804,  ostentó  tales  dotes  de  inteligencia,  laboriosidad,  probidad 
y  tino  práctico  que,  no  sólo  ganó  la  confianza,  sino  la  amistad  del  ilus- 
tre marqués,  á  quien  acompañó  en  sus  diversos  viajes  á  Roma  y  otras^ 
importantes  poblaciones  del  extranjero,  y  de  quien  fué  siempre  el  con- 
sejero predilecto  y  el  íntimo  confidente . 

En  23  de  Abril  de  1 817  la  Universidad  de  Gervera  le  confirió  el  grado 
de  Doctor  en  ambos  Derechos,  como  término  y  remate  de  su  brillante 
carrera  académica,  y  en  17  de  Noviembre  de  1820,  cuando  aun  no  con- 
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taba  S7  años  de  edad,  faé  nombrado  Relator  de  esta  Audiencia,  si  no 
estamos  mal  informados,  en  virtud  de  oposición.  Granjeóse  en  los  doce 
afios  que  sirvió  la  Relatorfa  el  afecto  y  la  confianza  de  los  Regentes  y 
Magistrados  que  en  nuestro  Tribunal  Superior  se  sucedieron,  los  cuales 
tuvieron  ocasión  de  apreciar  sus  dotes  intelectuales,  entre  las  cuales  so- 
bresalían la  estension  de  sus  conocimientos  jurídicos  y  la  lucidez  de  su 
entendimiento  aplicada  al  estracto  de  los  autos;  y  como  dotes  morales, 
su  modestia  sin  ficción  y  su  reserva  sin  desabrimiento;  y  á  la  vez  ate- 
soró durante  este  tiempo  el  caudal  de  esperiencia  jurídica,  que  llevó 
primero  á  los  comentarios  de  los  Usatjes,  y  después  á  la  práctica  de  su 
profesión,  y  que  le  hizo  hasta  el  fin  de  sus  dias  para  todos  sus  compañe- 
ros, jóvenes  y  ancianos,  la  tradición  viviente  de  la  moderna  jurispru- 
dencia catalana. 

Desempeñaba  aun  aquel  cargo  en  1831!,  cuando  empezó  la  publica- 
ción, terminada  en  4835,  de  su  traducción  al  castellano  de  los  Usajes  y 
demís  derechos  de  Cataluña  no  derogados  ó  notoriamente  inútiles, 
ilustrada  con  notas  lacadas  de  los  más  clásicos  autores  del  Principado. 
Precedida  de  un  discurso  sobre  las  tres  recopilaciones  de  nuestras  anti- 
guas leyes,  en  que  se  hace  una  sucinta  historia  de  las  mismas  y  se  in- 
cluyen algunas  advertencias  sobre  el  método  observado  en  la  traduc- 
ción de  las  nuevamente  recopiladas,  comprende  esta  traducción  todas 
las  Constituciones  que  en  aquella  época  estaban  aun  en  observancia, 
comentadas  y  anotadas  con  las  doctrinas  de  nuestros  antiguos  trata- 
distas, hoy,  á  excepción  de  Cáncer  y  Fontanella,  de  muchos  desconoci- 
dos, y  por  no  pocos,  sin  siempre  merecerlo,  desdeñados.  Porque  si  es 
verdad  que  se  echa  de  menos  en  sus  obras  espíritu  verdaderamente 
filosófico,  por  algunos  m*alamente  confundido, 'y  por  esto  tal  vez  invo- 
cado, con  las  vaguedades  á  que  la  imaginación  se  entrega,  no  es  menos 
cierto  que  no  todas  pueden  ser  condenadas  completamente  al  olvido, 
pues,  aunque  defectuosas  generalmente  por  la  exhuberancia  de  citas 
de  autores,  y  á  veces  por  la  falta  de  método  en  la  exposición,  hay  en 
muchas  gran  solidez  de  doctrina  basada  en  la  del  derecho  romano,  ver- 
dadero sentido  jurídico,  y  estensa  dilucidación  de  importantísimas 
•cuestiones  que  aun  hoy  se  agitan  en  nuestro  foro  y  habia  resuelto  ya 
con  sus  fallos  nuestra  antigua  Audiencia. 

Versado  en  la  lectura  de  estas  obras  D.  Pedro  Nolasco  Vives,  ha  en- 
riquecido con  el  contingente  de  sus  doctrinas  la  traducción  de  los  Usa- 
jes^  viniendo  á  ser  de  esta  suerte  su  libro  una  doble  compilación;  la  de 
las  fuentes  de  nuestro  derecho  foral  vigente  y  la  de  su  interpretación 
doctrinal,  como  guia  para  su  inteligencia. y  á  menudo  como  espresion 
del  derecho  consuetudinario  que  completa  la  ley  escrita;  y  aunque  en  su 
modestia  ocultó  casi  siempre  su  personalidad,  pues  era  asaz  desconfiado 
de  la  opinión  propia,  no  en  una,  sino  en  diversas  páginas,  después  de 
consignar  las  opiniones  opuestas,  emite  anónimamente  la  suya  con  la 
frase:  algunos  opinan  ú  otra  parecida,  revelando  siempre  su  espíritu  de 
equidad,  que  rechazaba  en  Xodo  el  summum  jus,  cual  pueden^atesti- 
guarió  cuantos  le  han  ,visto  dirimir  discordias  en  los  juicios  arbitrales. 
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y  el  profundo  conocimiento  del  espirita  tradicional  de  la  legislacioD 
catalana. 

Es  esta  obra,  de  la  que  el  aator  ha  publicado  una  segunda  edición 
aumentada  con  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  en  1861,  el  li- 
bro que  andando  en  manos  de  todos  los  que  están  ganosos  de  conocer  á 
fondo  nuestro  derecho  lóral  ha  rodeado  de  mas  popularidad  su  nombre. 
Desde  4832  hasta  hace  pocos  años  fué  el  bufete  de  D.  Pedro  N.  Vives 
uno  de  los  más  concurridos  de  Barcelona;  y  sobre  todo,  el  lugar  donde 
cotidianamente  se  han  reunido  en  junta  los  Abogados  todos  de  nuestro 
foro,  para  consultar  el  parecer  del  que  durante  muchos  años  ha  sido  su 
decano  por  antigüedad,  sobre  las  mas  arduas  cuestiones  legales.  El  va- 
cío que  en  este  sentido  deja  el  respetable  jurisconsulto  que  motiva  estas 
líneas  no  podrá  llenarse  fácilmente  en  lo  venidero;  y  de  hoy  más  debe- 
remos deplorar  nuevamente  con  su  pérdida  la  de  otros  compañeros  de 
vasto  saber  y  dilatada  esperieucia,  por  todos  respetados  y  de  todos  que- 
ridos, que  han  descendido  tempranamente  al  sepulcro.  * 

La  reputación  justamente  adquirida  por  D.  Pedro  Nolasco  Yives  en 
su  obra  le  ha  conquistado  distinciones,  que  deben  ser  consideradas  coipo 
un  homenaje  á  su  saber.  Al  instalar  en  4835  el  Ayuntamiento  dé  esta 
ciudad  las  enseñanzas  de  Jurisprudencia  civil  y  canónica  y  de  oratoria 
forense,  precursoras  á  la  par  de  los  Estudios  generales  inaugurados  en 
el  siguiente  año,  del  restablecimiento  de  la  antigua  Universidad,  con- 
fídsele  la  cátedra  de  Práctica  forense.  El  Tribunal  de  Comercio  le  in- 
cluyó por  largo  tiempo  en  la  lista  de  sus  Letrados  consultores  sustitu-^ 
to3.  £1  Colegio  de  Abogados  le  nombró  su  Decano  para  los  años  de  i  856, 
57,  58  y  59.  La  Academia  de  Jurisprudencia  y  legislación,  de  la  que  era 
socio  desde  3  de  Agosto  de  4840,  le  tuvo  por  Presidente  en  los  años  acá* 
démicos  de  1 860  y  1 861 .  Honróse  la  Academia  de  Buenas  Letras  con  con- 
tarle en  el  número  de  sus  individuos ,  é  instalada  en  esta  cidad  en  1 869 
la  Comisión  española  de  la  Fundación  Savigny,  institución  establecida 
en  Berlín  para  honrar  la  memoria  del  primer  jurisconsulto  de  nuestro  si- 
glo, ha  sido  hasta  su  muerte  su  Presidente  honorario.  También  fué  nom- 
brado Magistrado  suplente  de  esta  Audiencia;  pero  creyóse  en  la  nece- 
sidad de  no  aceptar  este  honorífico  cargo,  fundándose  en  el  inconve- 
niente de  deber  oir  como  juzgador  las  doctrinas  de  su  obra  defendidas  ó 
censuradas. 

A  pesar  del  escaso  vagar  que  dejan  las  tareas  del  foro  para  dedicar- 
se á  trabajos  literarios,  no  por  esto  dio  descanso  el  Sr.  Vives  á  su  plu- 
ma. Uno  de  nuestros  más  reputados  jurisconsultos  y  distinguidos  pu- 
blicistas, D.  Juan  Illas  y  Vidal,  dio  á  luz  en  1858  un  folleto  con  el  titu- 
lo de  Un  consejo  al  partido  moi^^ro^, -excitándole  á  que  aceptase  la 
desamortización  en  su  más  amplia  forma;  y  considerando  D.  Pedro  No- 
lasco  Vires  que  la  desamortización  en  la  forma  que  en  las  leyes  de  i  .^ 
de  Mayo  de  1855  y  otras  se  ha  desenvuelto,  ha  sido  perjudicial  á  los 
intereses  públicos,  y  sobre  todo  al  patrimonio  de  los  pobres  (son  sus 
palabras),  escribió  unas  Observaciones, 'é  Consejo  á  los  españoles  en  re- 
futacidh  de  dicho  folleto.  También  en  186S  dio  á  luz  uno,  intitulado 
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Observaeianes  sobre  al^nnot  ariiciUos  del  proyecto  del  Código  civil  de 
Bspa&a^  encarainadas  á  combatir  el  sistema  legitimario  que  en  él  se  in- 
tenta introducir  como  general  á  la  Nación.  Y  como  Presidente  de  la 
Academia  de  Legislación  y  Jurisprudencia  leyó  los  dos  discursos  inau- 
gurales que  á  eapensas  de  dicha  Corporación  se  han  impreso,  en  el  pri* 
mero  de  los  cuales  se  ocupó  en  varias  cuestiones  que  plantea  el  citado 
proyecto  de  Código  civil  y  en  la  relativa  á  la  irreivindicacion  de  do- 
cumentos al  pftrtador,  y  en  el  segundo  salió  á  la  defensa  del  censo  en- 
fitéutico,  amenazado  en  su  existencia  por  dicho  proyecto,  asuntos  to* 
dos  discutidos  en  el  seno  de  la  Academia. 

Nunca  consideró  D.  Pedro  Nolasco  Vives  que  los  deberes  del  hombre 
privado  fuesen  incoiusiliables  con  los  del  ciudadano,  y  que  el  juriscon* 
sulto  pudiese  limitarse  á  consagrar  su  actividad  é  inteligencia  ¿  las 
tareas  del  foro.  No  codiciaba  los  cargos  públicos,  pero  tampoco  los 
rehuía;  no  iba  en  pos  de  los  compromisos  políticos,  pero  no  abandona- 
ba, ifiedroso  ó  egoísta,  sus  deberes.  Sin  sentir  ambición,  ni  entregarse 
fácilmente  á  las  ilusiones,  jamás  adoptó  el  cómodo  sistema  de  apellidar- 
se desengañado  ó  impotente  para  el  bien,  cohonestando  asi  el  abandono 
del  servicio  del  país,  á  que  está  cada  uno  obligado  en  la  medida  de  sus 
fuerzas.*  Cuando  durante  la  guerra  civil  de  los  siete  años  se  le  llamó  á. 
formar  parte  de  la  milicia  nacional,  prestó  este  servicio  con  la  puntúa  - 
lídad  del  que  cumple  un  deber;  elegido  Concejal  para  el  bienio  de  1846 
y  1817,  aceptó  este  cargo,  y  desempeñó  durante  los  dos  años  el  de  Sin* 
dico  para  el  que  fuó  elegido  por  unanimidad.  {Y  cuan  grandes  servicios 
tuvo  oca&ion  de  prestar  en  uno  y  otro!  Llamado  á  formar  parte  de  im- 
portantísimas comisiones,  que  seria  prolijo  epumerar,  como  las  de  Sa- 
nidad, de  Instrucción  pública,  de  regularizacion  del  impuesto  de  pabe- 
llones, de  arreglo  de  los  establecimientos  de  Beneficencia,  etc.,  á  él  y  á 
nuestro  inolvidable  amigo  D.  Ramón  Anglasell  se  debe  en  primer  tér- 
mino, que  en  las  obras  de  construcción  de  las  Casas  Consistoriales  se 
conservasen  el  histórico  Salón  de  Ciento,  la  portada  plateresca  que  dio 
un  tiempo  entrada  al  antiguo  Consistorio  de  los  Concelleres,  la  galería 
ojival  que  circunda  el  patio  interior,  y  la  fachada  lateral  de  la  calle  de 
la  Ciudad;  y  á  él  se  debió  también  en  gran  parte  la  rehabilitación  de  la 
antigua  iglesia  de  San  Miguel  con  destino  á  Capilla  del  Ayuntamiento, 
página  del  arte  que  en  los  últimos  años  de  su  vida  ha  visto  destruida 
por  el  fanatismo  anti-religioso  que  enferma  tantas  inteligencias  y  ha 
amontonado  tantas  ruinas  en  el  orden  material  y  moral. 

Y  á  los  intereses  generales  de  la  ciudad  dedicó  también  el  prestigio 
de  su  nombre  y  el  caudal  de  su  experiencia,  como  fundador  é  individuo 
durante  largos  años,  de  la  Junta  directiva  de  la  Sociedad  de  Seguros 
mutuos  contra  incendios,  á  la  cual  imprimió  indudablemente  el  carác- 
ter especial  que  la  distingue,  y  el  impulso  feliz  con  que  progresa  en  su 
desenvolvimiento.  Perteneció  igualmente  á  diversas  comisiones,  elegi-  ^ 

das  por  asociaciones  ó  colectividades  de  interesados;  y  entre  ellas,  es  ^k 

de  mencionar  por  su  importancia  lacreada  para  la  indemnización  de  los 
edificios  destruidos  en  los  alrededores  de  esta  ciudad  durante  la  guerra 
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de  la  Independencia.  Siempre  celoso  en  el  camplimientode  sn  cometi- 
do, siempre  conciliador  en  medio  de  las  opiniones  más  divergentes, 
veíasele  en  todas  partes  querido  y  respetado;  y  como  era  de  condición 
por  todo  extremo  bondadosa,  no  sólo  no  sabia  resistirse  ai  llamamiento, 
sino  que  aun  bajo  el  peso  de  los  años  mostraba  la  actividad  qne  es  pro- 
pia de  la  j  aventad. 

Quien  así  ocupaba  su  vida  social,  siempre  fiel  á  la  ky  del  deber  y 
del  trabajo,  debía  vivir,  y  ha  vivido  ciertamente  como  cristiano.  Pro- 
funda su  fé,  era  celosísimo  D.  Pedro  Nolasco  Vives  en  las  prácticas  re- 
ligiosas é  inspiraba  en  el  espíritu  de  caridad  sus  obras  y  sus  juicios.  A 
pesar  de  su  avanzada  edad  jamás  dejó  de  cumplir  i^inguna  de  las  obli- 
gaciones que  la  Iglesia  nos  impone,  ni  aun  las  de  que  dispensa  por  cau- 
sa de  enfermedad  ó  de  vejez.  Entre  las  diversas  obras  piadosas  á  que  se 
dedicó,  y  que  cuando  eran  individuales  ocultó  siempre  en  la  oscuridad, 
figura  la  de  haber  servido  durante  treinta  años  la  presidencia  de  la  Con- 
gregación de  Nuestra  Señora  de  la  Esperanza,  y  en  este  concepto  del 
útilísimo  Monte  de  Piedad  y  de  la  religiosa  Casa-Retiro;  siendo  tan  asi- 
duo en  \¡L  asistencia  como  los  más  jóvenes  individuos  de  la  junta,  y  tan 
activo  en  el  trabajo  como  los  empleados  más  subalternos  del  ^pnte.  Y 
ni  la  murmuración  envileció  jamás  sus  labios,  ni  el  odio  emponzoñó  un 
sólo  instante  su  corazón.  Nunca  transigió  con  su  conciencia,  ni  rindió 
homenaje  á  lo  que  era  vituperable  ó  indigno ;  pero  mostróse  siempre 
parco  en  las  censuras,  templado  en  las  discusiones,  benévolo  en  los  jui- 
cios, y  fué  siempre  más  propenso  á  atribuir  á  flaqueza  que  á  malicia  el 
estravío  de  las  ideas  y  los  desarreglos  de  la  conducta  pública  ó  privada. 
Pero  si  á  esta  indulgencia  en  el  juzgar  á  los  demás,  si  á  su  humildad 
con  los  inferiores,  á  su  afabilidad  con  los  iguales,  á  la  constante  placi- 
dez de  su  carácter  pudieron  contribuir  la  condición  de  su  temperamen- 
to y  la  educación  de  su  espíritu,  nada  en  ello  influyó  tan  poderosamen- 
te como  los  sentimientos  cristianos  que  se  anidaban  en  su  corazón. 

Hé  aquí  por  qué  al  llorar  la  pérdida  de  D.  Pedro  Nolasco  Vives  se 
siente  como  una  envidia  piadosa.  Feliz  vida  la  que  ha  corrido  desde  sus 
primeros  años,  libre  de  las  borrascas  de  las  pasiones  y  exenta  de  las 
conturbaciones  que  padece  el  ánimo,  más  que  en  otros  en  el  presente 
siglo.  Feliz  muerte  la  que  puede  verse  venir  con  la  tranquilidad  del  es- 
poso fiel,  del  padre  bondadoso,  del  leal  y  afectuoso  amigo,  y  con  las 
santas  esperanzas  del  varón  justo.  Suerte  feliz  la  del  que  por  la  memo- 
ria que  de  él  se  conservo  en  la  tierra,  por  las  bienaventuranzas  celes- 
tiales que  haya  procurado  merecer,  puede  esperar  ser  llamado  en  el 
Cielo  con  las  palabras  que  como  promesas  divinas  leemos  en  la  ley  de 
gracia:  non  morietur  in  atemum. 

lanel  Diru  v  Ba& 
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MEMORIAL  AJUSTADO 

EN  EL  PLEITO 

SOBRE   LA    CODIFICACIÓN, 

que  se  eleva  al  Tribunal- Decanato  del  llnstre  Golei^o  de 

Abogados  de  Madrid. 


£xcMO.  Sr.  : 

Resulta  del  apaatamiento  comeDzado  al  folio  193  del  tomo  an* 
terior  de  la  Revista,  que  la  tarea  constituyente  de  la  codificación 
casi  puede  considerarse  como  ultimada  en  España,  con  anterioridad 
y  con  ventaja  de  otras  naciones  que  pasan  por  más  adelantadas  en 
la  carrera  de  la  civilización  universal. 

En  el  orden  civil  como  en  el  penal,  así  los  preceptos  sustanti- 
vos como  los  adjetivos  se  hallan  ya  formulados  en  cánones  y  orde- 
nados en  Códigos,  bajo  el  sistema  adoptado  como  el  mejor  por  to- 
dos los  pueblos  cultos;  por  más  que  algunos  de  estos  cuerpos  juri- 
dicos  no  hayan  sido  dados  á  luz  todavía,  y  otros  no  hayan  recibido 
aún  más  que  el  agua  de  socorro.  Así  pues,  vigentes  unos  Códigos, 
en  ensayo  legal  otros,  y  otros  en  mera  espectativa  ó  en  revisión  cien- 
tífica, la  obra  de  la  codificación,  volvemos  á  repetir,  es  un  hecho 
entre  nosotros  en  lo  que  á  la  esfera  de  la  justicia  propiamente  dicha 
concierne;  sin  que  por  nadie,  que  sepamos,  se  haya  pensado  en 
extenderla  á  la  peculiar  esfera  administrativa  en  su  fundamental 
organismo. 

La  necesidad  de  un  Código  administrativo,  donde  se  determinen 
y  clasifiquen  las  materias  propias  de  esta  función  importante  de  lo!^ 
gobiernos  modernos;  donde  se  definan  sus  principios  fundamenta- 
les, erigiéndolos  en  preceptos  obligatorios;  donde  se  organice  el  ser- 
vicio personal  ó  cuerpo  de  empleados;  donde  se  regularicen  los  trá- 
mites ó  el  expedienteo;  donde  se  establezcan  en  fin,  las  relaciones 
que  han  de  armonizar  los  intereses  generales  del  Estado  con  los  par- 
ticulares de  los  ciudadanos  en  las  múltiples  manifestaciones  guber- 
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nativas,  es  tan  general  y  hondamente  sentida,  qoe  ha  llegado  á  al- 
canzar entre  nosotros  la  gravedad  de  una  crisis  social  que  tiene  en 
constante  riesgo  el  orden  público.  No  se  nos  ocultan  las  dificultades 
excepcionales  que  ha  de  ofrecer  la  codificación  administrativa,  dada 
la  variedad  é  índole  de  las  materias  comprensivas;  pero  es  tan  gran- 
de la  confusión,  tan  extraño  el  desorden  y  tan  dislocado  el  movi- 
miento de  esta  rueda  de  la  máquina  gubernamental,  qtte  es  preciso 
y  urgente  establecer  una  serie  de  principios  y  una  colección  de  re- 
glas qoe  abarquen  el  conjnnto  de  la  administración  pública,  en  el 
sentido  de  afirmarla  contra  las  frecuentes  invasiones  de  vanos,  atre- 
vidos é  ignaros  reformistas  ó  ministriles.  Hoy  por  hoy,  y  en  vista 
de  la  descomponente  laxitud  de  nuestro  sistema,  es  indispensable 
someter  á  la  rígida  disciplina  de  un  Código  los  viciosos  elementos 
administrativos,  aun  con  menoscabo  de  la  integridad  de  ciertos  prin- 
cipios doctrinales  ó  científicos;  y  si  la  ciencia  no  permitiese  la  re- 
forma indicada,  la  pediríamos  en  nombre  de  la  dictadura,  invocan- 
do el  salus  populi. 

Hecha  esta  digresión  que  importaba  para  el  complemento  del 
plan,  volvamos  al  cuadro  de  los  Códigos  para  dar  una  idea  de  los 
MÉTODOS  de  su  formación;  porque  es  de  interés  conocer  debidamen- 
te el  asunto  en  lo  pasado  para  arreglar  la  conducta  en  lo  venidero, 
que  es  el  fin  principal  que  en  esta  ocasión  nos  proponemos. 

Afirmaba  el  Sr.  Gómez  de  la  Serna  en  un  estudio  (i)  qué  pode- 
mos considerar  postumo,  y  para  mayor  desgracia  es  incompleto,  que 
tal  vez  no  habia  existido  en  ningún  país  un  anhelo  más  vivo  que 
en  el  nuestro  por  reformar  la  antigua  legislación  en  el  molde  de  la 
codificación  moderna,  empeño  en  que  noblemente  habían  coincidido 
todos  los  partidos  políticos;  y  asi  es  la  verdad,  resultante  de  la  his- 
tona  del  derecho  patrio. 

Lo  que  buscaríamos  en  vano,  en  los  anales  anteriores  al  presen- 
te siglo,  seria  un  sistema  de  codificación,  por  cuanto  ni  el  atraso  de 
los  conocimientos  filosófico-jurídicos  lo  permitia,  ni  se  compade- 
cia  tampoco  con  los  principios  políticos  predominantes.  Así  es  que 
en  todos  nuestros  antiguos  Códigos,  desde  el  Fuero  Juzgo  hasta  la 
Novísima  Recopilación,  lo  que  sobresale  es  la  voluntad  y  la  acción 
de  los  Monarcas  imperantes,  bien  intencionados  quizás,  pero  mo- 
lí)   Véase  el  tomo  XXXIX  de  esta  Revista,  página  284. 
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vidos  por  el  resorte  personal  de  su  real  absoluto  poderío:  augusto 
sello  áulico,  que  hemos  visto  manejado  con  solícita  entereza  hasta 
nuestros  días  por  Fernando  VIL 

Entrando  ahora  de  lleno  en  la  materia,  en  los  anales  de  las  Cor- 
tes de  Cádiz,  magnífico  arsenal  donde  se  conservan  los  elementos 
de  todas  las  grandes  reformas  modernas,  encontramos  también  las 
nociones  embrionarias  de  la  codificación.  Dignos  de  ser  trascritos 
consideramos  los  términos  de  la  proposición  presentada  en  la  se* 
sion  del  9  de  Diciembre  de  Í8i0  por  el  Diputado  D.  José  Espiga, 
que  á  la  letra  dicen:  «Habiendo  sido. convocadas  las  Cortes  genera- 
les y  extraordinarias,  no  sólo  para  formar  una  Constitución,  sino 
también  para  reformar  nuestra  legislación;  y  conteniendo  esta  di- 
versas partes,  que  exigen  diferentes  Comisiones,  pido  que  se  nom- 
bre una  para  reformar  la  legislación  civil,  otra  para  lo  criminal, 
otra  para  el  sistema  de  Hacienda,  otra  para  el  de  comercio,  y  otra 
para  nn  plan  de  educación  é  instrucción  públfca.»  Discutida  en  la 
sesión  de  5  de  Febrero  de  1811  la  proposición  antecjicha,  fué  apro- 
bada, con  otra  de  Arguelles,  como  adicional,  estableciendo  que  se 
nombrase  previamente  una  Comisión  que  propusiese  el  modo  de 
organizar  las  del  Congreso,  y  el  mejor  medio  de  agregar  á  ellas  per* 
soTias  de  fuera  de  las  Cortes,  que  las  auxiliasen  con  sus  luces  y  ta- 
lentos. Aquí  tenemos,  pues,  trazado  el  método  de  codificaoion,  que 
podemos  llamar  parlamentario. 

No  pudo  llegarse  en  las  Cortes  extraordinarias  á  tratar  de  la  ma- 
teria; é  instaladas  las  ordinarias  de  1813,  en  su  primera  sesión  se 
dio  cuenta  del  nombramiento  de  las  Comisiones  legisladoras,  com- 
puestas sólo  de  Diputados,  lo  cual  motivó  algunas  protestas  por  ser 
contrario  al  acuerdo  anterior  respecto  al  modo  de  componerlas.  Atu- 
viéronse las  Cortes  á  lo  hecho,  desestimando  una  propuesta  del 
Sr.  Antillon  para  que  los  individuos  de  la  Comisión  del  Código  cri- 
minal, pudieran  asociarse  con  los  individuos  de  fuera  del  Con- 
greso á  propósito  para  ello;  y  otra  del  Sr.  Martínez  de  la  Rosa, 
para  que,  en  vista  de  la  urgencia  de  formar  Códigos  dignos  de  la 
nación  española  y  en  armonía  con  su  Constitución  política,  nom- 
brase la  Regencia  Comisiones  de  personas  instruidas  que  prepara- 
sen  trabajos  para  dicha  formación  y  los  pasasen  á  las  respectivas 
del  Congreso:  método  ó  sistema  mixto,  que  es  el  que  de  ordinario 
ha  prevalecido. 

Suscitada  de  nuevo  la  cuestión  por  iniciativa  del  Diputado  Caso» 
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guido  abogado  D.  Joaquia  María  López,  nombró,  por  decreto  de  19 
de  Agosto,  uaa  Comisión  general  de  Códigos ,  compuesta  de  diez 
y  ocho  miembros,  dotado  cada  uqo  con  el  sueldo  auual  de  60,000 
reales. 

Podemos,  pues,  decir,  que  con  ese  último  paso  llegamos  á  la 
pleaitud  de  los  tiempos  de  la  coditicacioa.  Teofamos  uaa  Comisión 
geaerai,  reclutada,  coa  graade  alteza  de  miras,  eatre  lo  más  gra« 
Dado  de  la  ciencia,  consagrada  preferentemente  á  la  preparación 
de  los  códigos  y  generosamente,  para  aquel  tiempo,  dotada. 

Operando  sobre  los  materiales  de  antiguo  acumulados,  la  nueva 
Comisión  construyó,  por  fin,  el  Código  penal,  puso  en  muy  buen 
estado  el  Código  civil. y  preparó  trabajos  importantes  para  los  de 
procedimientos  y  organización  judicial,  aparte  de  otros  menos  con- 
cretos é  importantes,  pero  destinados  todos  á  la  obra  moaumental 
de  la  legislación,  y  todo  ello  en  menos  de  tres  anos.  Razones  de 
economía  é  impacieacias  no  satisfechas  de  una  parte,  discrepancias 
y  antagonismos  de  otra,  minaron  bien  pronto  la  existencia  de  aque- 
lla Comisión,  cuya  gloria  ha  purificado  el  simple  lapso  del  tiempo. 

Ni  de  ociosa  ni  de  avara  puede  ser  motejada,  comparados  sus 
trabajos  con  el  tiempo  y  con  el  coste  de  producción,  y  menos,  si  se 
la  pone  en  parangón  coa  otras  Comisiones  extranjeras  semejantes; 
por  ejemplo,  con  las  que  en  Rusia  entretuvieron  la  espectacion 
pública  durante  muchos  años  á  fines  del  siglo  anterior  y  principios 
del  corriente,  burlando  los  vivos  anhelos  de  Catalina  y  Alejandro  y 
sangrando  copiosamente  el  tesoro  imperial.  ¥  rayaría  en  grosera 
temeridad  suponerla  adormecida  por  el  suave  narcótico  de  egoís- 
tas j  aviesos  propósitos.  Porque  si  es  tradicional  en  Inglaterra,  que 
las  clases  que  viven  del  foro  celebren  sus  fiestas  gastronómicas 
brindando  por  la  gloriosa  incerüdumbre  de  la  legislación,  en  Espa- 
ña, al  contrario,  Jurisconsultos,  Abogados,  Jueces  y  curiales  son 
quienes  constantemente  4iaa  denunciado  los  escollos  y  vacíos  de 
nuestras  leyes,  clamado  por  su  perfeccionamiento  y  llevado  l^  cabo 
la  codificación.  Quede  asi  consignado,  en  justo  tributo  de  honor 
debido  á  nuestras  clases  forenses,  las  que  fueron,  las  que  son  y  las 
que  serán.  Dios  mediante:  porque  si  algún  áspero  Aristarco  nos  ar- 
guyese, atribuyendo  la  realidad  del  hecho  consignado  más  que  á  la 
virtud  de  la  probidad  al  vicio  de  la  indolencia,  aun  entonces  sos- 
tendríamos lo  plausible  del  efecto  manifiesto,  prescindiendo  de  lo 
ignoto  de  la  causa. 
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Despedida  la  C¡oaüsion  en  31  de  Jalio  de  1846,  por  decreto  de  1  \ 
de  Setiembre  del  mismo  ano,  nombróse  otra  más  reducida  y  homo- 
génea, pero  indotada;  la  cual,  al  cabo  de  cinco  anos,  eo  5  de  Mayo 
de  1851,  presentó  terminado  el  proyecto  del  Código  civil,  habién- 
dose servido,  naturalmente,  de  los  trabajos  con  anterioridad  acu- 
mulados, y  dio  la  última  mano  al  del  penal,  que  fué  promulgado 
en  19  de  Marzo  de  1848.  Por  lo  que  hace  al  civil,  considerando  el 
Gobierno  en  vista  de  su  trascendencia,  cuan  hondamente  afeclaba 
á  las  instituciones  familiares  sobre  todo,  dispuso  su  publicación 
como  medio  de  someterlo  á  la  piedra  de  toque  de  la  crítica  univer- 
sal, obligatoria,  en  cierto  modo,  á  los  tribunales  é  institutos  jurí- 
dicos, y  así  pudre,  dislaeerado. 

En  tal  estado  las  cosas,  la  inesperada  «Instrucción  sobre  proce- 
dimientos civiles»  publicada  en  30  de  Setiembre  de  1855,  por  el 
Marqués  de  Gerona,  levantó  una  gran  tempestad  en  la  atmósfera 
inridica,  y  para  calmarla,  la  sometió  al  examen  de  tribunales  y  crí- 
ticos,  dando  encargo  él  mismo,  por  decreto  de  14  de  Eoero  de  1854 . 
á  una  Comisión  especial  de  nueve  individuos,  para  que  informase 
en  vista  de  todos  los  dalos  y  propusiera  la  reforma  más  conducente. 
En  olvidado  retiro  coexistía^  entre  tanto,  la  Comisión  general, 
cuando  de  nuevo  ^ué  vuelta  al  «servicio  en  10  de  Mayo  de  1854, 
por  el  Ministro  que  acababa  de  reemplazar  al  Marqués,  con  el  en- 
cargo de  preparar  una  Instrucción  civil  completa;  mas  los  trascen^ 
dentales  sucesos  políticos  que  sobrevinieron  á  poco  fueron  causa  de 
que  por  decretos  del  18  de  Agosto  quedase  sin  efecto  aquella  Ins- 
trucción procesal  y  snpriinida  esta  Comisión.  Sobrevivió  la  especial 
antedicha  á  pesar  de  haber  desaparecido  la  causa  que  la  dio  origen, 
y  á  ella,  felizmente,  se  debió  la  «Ley  de  Eojuiciamiento  civil»  que, 
por  fin,  llegó  á  plantearse,  antes  de  su  cesación,  en  31  de  Octubre 
de  1855. 

Inspirándose  la  situación  restauradora  de  1856  en  el  espíritu 
que  animó  al  Gobierno  revolucionario  de  1843,  fot  lo  que  al  alto 
sentido  de  la  codificación  respecta,  nombró  por  decreto  de  I.""  de 
Octubre  de  aquel  ano  una  nueva  Comisión  general,  compuesta  sólo 
de  siete  miembros,  sin  sueldo  ni  emolumento  alguno;  prescribién- 
dole un  método  racional  de  procedimiento,  tardío  ya,  pero  que  ni 
aun  así  llegó  á  convalecer  por  las  perennes  conturbaciones  de  la  po- 
lítica. Por  decreto  de  8  de  Agosto  de  1868  se  reorganizó  nombran- 
do cuatro  vocales  más,  novedad  que  no  llegó  á  producir  efecto  por 
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ÜDa  ComisfOD  compuesta  de  Iras  jurisconsultos,  tres  iageoíeros 
y  tres  iadustriales  especialistas  fué  creada  por  decreto  de  5  de 
Agosto  de  1872,  para  el  encargo,  honorífico  y  gratuito  como  todos 
los  de  esta  índole,  de  redactar  un  proyecto  de  ley  de  Minas,  dentro 
de  los  tres  meses  siguientes,  con  arreglo  alas  bases  del  decreto-ley 
de  2d  de  Diciembre  de  1868  y  del  proyecto  presentado  á  las  Cortes 
Constituyentes  en  7  de  Octubre  de  1869.  Pasó  con  exceso  el  plazo 
fijado  á  la  Comisión  sin  que  hubiese  adelantado  cosa  alguna;  y  por 
decreto  de  5  de  Mayo  de  1B73  se  reorganizó  con  menor  número  de 
vocales,  recomendándole  la  mayor  urgencia;  y  coli  efecto,  respon- 
diendo á  este  nuevo  apremio,  presentó  ultimada  su  obra  antes  de 
terminar  el  ano,  la  cual  se  halla  recorriendo  trámites  por  los  altos 
cuerpos  consultivos. 

Para  llevar  á  regular  ejecución  la  Ley  de  aguas  de  3  de  Agosto 
de  i 866,  teniendo  en  cuenta  las  reformas  introducidas  en  la  mis- 
ma por  el  decreto-ley  de  14  de  Noviembre  de  1868,  y  por  la  ley 
de  20  de  Febrero  de  1870,  se.  nombra  en  5  de  Abril  de  1873  una 
Comisión  mixta  de  abogados  é  ingenieros,  en  numero  de  cinco, 
para  que  redacte  el  Reglamento  oportuno.  Constituida  que  fué  la 
Comisión,  comprendió  que  seria  ineficaz  y  hasta  cierto  punto  im- 
procedente su  tarea  por  el  trastorno  introducido  en  la  parte  fun- 
damental de  la  materia ;  y  advertido  de  ello  el  Ministro,  dispuso 
por  decreto  de  22  de  Enero  de  este  año,  extender  las  facultades  de 
aquella  á  formular,  para  base  del  Reglamento,  un  proyecto  de  Ley 
de  aguas,  revisando  y  unificando  la  parte  vigente  de  la  actual, 
en  armonía  con  las  demás  disposiciones  legales  que  con  ella  se  re- 
lacionan; resignando  en  tercera  persona  la  presidencia  que  se  ha- 
bía reservado,  con  el  objeto  de  que  no  sufrieran  interrupción  estos 
trabajos,  á  pesar  de  lo  cual,  dudamos  si  se  hallarán  comenzados. 

Por  el  propio  Ministerio,  y  con  la  misma  fecha  del  5  de  Abril  se 
dictaron  otros  decretos  nombrando  dos  Comisiones  de  carácter  fa- 
cultativo principalmente;  una  para  que  redactase,  con  la  mayor 
urgencia,  un  proyecto  de  Ley  de  puertos  con  el  reglamento  para  su 
ejecución,  y  otra  para  que,  dentro  de  un  breve  plazo,  formulase  un 
proyecto  de  Ley  de  obras  públicas  y  su  reglamento,  según  las  bases 
establecidas  en  el  decreto-ley  de  14  de  Noviembre  de  1868  citado. 
Ona  Comisión  análoga  á  las  dos  anteriores  se  nombró  por  decreto 
de  18  del  mismo  Abril  para  que,  urgentemente  también,  propusie- 
se las  reformas  que  deban  introducirse  en  los  Formularios  de  pro- 
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yectos  de  carreteras,  que  habiaa  de  aplicarse  á  los  estudios  de  las 
demás  obras  públicas.  ¥  ea  22  del  repetido  A^bril,  'por  último,  se 
nombró  otra  de  más  pronunciado  carácter  legislativo,  compuesta 
de  cinco  miembros,  abogados  é  ingenieros,  para  que,  con  la  mayor 
urgencia,  formulase  ó  redactase  un  proyecto  de  Ley  sobre  enajena- 
ción forzosa  por  causa  de  utilidad  pública,  con  su  reglamento.  Si  se 
esceptua  la  Comisión  de  obras  públicas,  cuyo  proyecto  parece  baber 
pasado  ya  á  examen  de  la  Junta  consultiva,  de  las  otras  tres  se  duda 
que  hayan  puesto  por  obra  formalmente  sus  apremiantes  tareas. 

Varias  son  también  las  Comisiones  especiales  creadas  en  los  úU 
timos  tiempos  para  preparar  las  reformas  civiles  y  políticas  que 
corren  á  cargo  del  Mítñsterio  de  Ultramar.  Por  decreto  de  30  de 
Noviembre  de  1872,— derogativo  del  de  10  de  Setiembre  de  1869, 
que  derogó  á  su  vez  el  de  29  de  Setiembre  de  1866, — se  creó  una 
Golftision  setenaria  para  que  estudiase  y  propusiese  las  modificacio- 
nes necesarias  en  el  Código  penal  de  la  Península,  con  objeto  de 
aplicarlo  á' Cuba  y  Puerto  Rico,  dentro  precisamente  del  plazo  de 
dos  meses,  pasado  el  cual,  quedaria  de  hecho  disuelta. 

Infecunda  esta  Comisión  como  las  dos  anteriores,  é  instando 
constantemente  la  necesidad  de  las  reformas,  por  decreto  de  30  de 
Diciembre  de  1873,  creóse  otra  compuesta  del  Secretario  y  cuatro 
Jefes  más  del  propio  Ministerio,  con  objeto,  decia  el  Ministro  en  la 
exposición  de  motivos,  de  poder  ejercer  directa  é  inmediatamente 
su  inspección  é  influencia  para  la  mayor  actividad  de  los  trabajos; 
la  cual,  además  del  acomodamiento  dibho  del  Código  penal,  había 
de  formular  un  proyecto  de  «Ley  de  Enjuiciamiento  criminal,»  se- 
gún el  criterio  de  las  disposiciones  aquí  vigentes,  compatible  con  la 
organización  actual  de  los  Tribunales  ultramarinos,  extensivo  al 
planteamiento  del  recurso  de  casación  contra  las  sentencias  definiti- 
vas de  los  mismos.  «Inútil  propósito,  que  no  ha  producido  el  desea* 
do' objeto,»  dice  él  Ministro  sucesor  inmediato  del  anterior,  quien 
por  discreto  de  9  de  Febrero  de  este  ano,  anula  el  de  Diciembre 
próximo  pasado,  creando  una  quinta  Comisión  mixta  de  cinco  per- 
sonas extrañas  á  la  Secretaría  del  Ministerio,  con  el  encargo  limita- 
do de  acomodar  el  Código  penal  peninsular  á  las  islas  de  Cuba  y 
Puerto-Rico;  cuyo  trabajo  entendemos  que  ha  de  hallarse  satisface 
toriameate  adelantado. 

Con  carácter  de  permanencia,  nombróse  por  el  MimUerio  de  Ha- 
cienda y  decreto  de  27  de  Febrero  de  1872,  una  «Junta  consultiva 
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de  Hacienda,»  compuesta  de  15  iadividaos,  para  estudiar  los  pro- 
yectos qoe  el  Miaistro-presideate  sometiese  á  su  exámea  y  dar  opi* 
moa  sobre  ellos;  de  la  cijal  creemos  qo  haya  quedado  otro  recuerdo 
que  el  que  couserva  el  decreto  referido. 

Por  otro  que  refrendó  el  mismo  Ministro  en  11  de  Julio  de  1873, 
fué  nombrada  una  nueva  «Junta  general  de  Hacienda,»  qac  habian 
de  componer  los  Jefes  superiores  activos  del  propio  departamento» 
otros  seis  activos  ó  cesantes  del  ramo  y  seis  diputados  de  acredita- 
da competencia  y  servicios,  para  reunir  y  unificar  la  legislación  es- 
pecial, de  modo  que  sirviese  de  base  á  los  acuerdos  y  resoluciones 
del  Ministerio  y  sus  dependencias;  se  dictaban  además  varias  reglas 
determinando  el  orden  y  modo  de  proceder  de  la  Junta  en  sus  ta- 
reas; se  reservaba  al  Gobierno  la  aprobación  del  dictamen  de  aque* 
Ha,  y  se  declaraba  que  una  vez  aceptado,  se  presentaría  ¿  las  Cortes 
en  forma  de  proyecto  de  Código  general  de  Hacienda:  grande  ^be- 
neficioso pensamiento,  pero  estéril  como  tantos  otros.  Si  es  que  la 
Junta  llegó  á  constituirse,  es  indudable  que  no  entró  formalmente  en 
funciones  y  que  se  desvaneció  como  un  meteoro. 

Nuevos  vientos  corrieron,  y  merced  á  ellos  brotó  en  la  estufa 
ministerial,  por  orden,  no  publicada,  de  12  de  Diciembre  de  1873, 
una  Junta  trina  de  familiaressubalternos,  forzada  á  formular,  en  con- 
tados dias,  un  proyecto  de  ley  sobre  «Organización,  competencia  y 
procedimientos  de  la  Hacienda  pública;»  y  con  efecto,  según  noti- 
cias, hizo  entrega  de  su  obra  al  Ministro  mandante,  en  31  del  mis- 
mo Diciembre.  Siéndonos  c'onocida  la  competencia  de  los  celosos 
funcionarios  aludidos,  no  juzgamos  su  obra  exenta  de  mérito,  aun 
cuando  tan  perentoriamente  ejecutada;  ejemplo  inverosímil  de  ac- 
tividad burocrática,  aunque  por  lo  visto  también  malograda. 

Las  antiguas  Ordenanzas  militares  pasaron  por  comisiones  de  re- 
forma en  1815, 1821, 1834, 1835, 1841, 1842,  1843, 1845  y  1847; 
pero  como  los  resultados  no  hubiesen  correspondido  á  los  propósitos 
por  las  alternas  vicisitudes  de  los  tiempos,  por  decreto  del  Ministe* 
rio  de  la  Guerra  fecha  23  de  Agosto  de  1869,  se  nombró  una  Junta 
compuesta  de  un  teniente  general,  dos  mariscales  de  campo,  un 
brigadier,  un  auditor  y  un  jefe  del  ejército,  gratificados  ó  bonifica- 
dos en  sus  sueldos,  para  que  en  el  más  breve  plazo  posible  redac- 
tase una  «Ordenanza  general  del  Ejército,»  utilizando,  en  cuanto 
creyese  conveniente,  los  trabajos  anteriormente  ejecutados  al  efec- 
to. Nuevos  estudios  acumuló  esta  Junta  á  la  obra  magna  de  la  re- 
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forma,  pero  faé  suprimida  por  decreto  de  11  de  Mayo  de  1873,  an- 
tes de  que  presentara  su  proyecto;  reservando  ^\  negociado  de  or- 
ganización y  legislación  de  la  Secretaría  de  guerra  el  despacho  de 
los  asuntos  que  venian  encomendados  á  las  comisiones  especiales, 
para  imprimirles  más  eficazmente  el  criterio  jurídico  propio  de  la 
nueva  situación  republicana.  T  con  efecto,  por  ley  de  i6  de  Setiem- 
bre al  propio  tiempo  que  se  vigorizan  las  Ordenanzas,  en  tanto  que 
las  Cortes  no  aprueben  otra  legislación  militar,  se  introducen  en  ellas 
ciertas  alteraciones  atemperantes  de  las  penas,  decorándolas  además 
con  cierto  tinte  democrático  en  sus  partes  formularias:  conciliando 
asi  los  compromisos  políticos  con  las  exigencias  de  la  defensa  social, 
enfrente  de  las  turbulencias  de  los  partidos  y  de  la  guerra  civil  en 
ánge.  De  modo,  en  resumen,  que  la  legislación  militar  está  todavia 
por  codificar,  en  armonía  con  la  presente  época  histórica. 

Por  el  Mimsteiio  de  Marina  las '  cosas  llevaban  un  rumbo  pare- 
cido; por  cuanto  la  milicia  de  mar  se  regia  todavía  por  las  «Orde- 
nanzas generales  de  la  Armada»  de  1795,  pero  ostensivas  sólo  á  las 
nec^idades  puramente  militares  y  económicas;  mientras  que  los 
asunto^  de  justicia  venian  rigiéndose  por  las  Ordenanzas  anteriores 
de  1748,  calcadas  en  este  punto  sobre  las  francesas.  La  necesidad 
de  armooizar  esta  estrana  disonancia,  y  de  poner  nuestra  marina 
en  relación  con  los  progresos  é  innovaciones  modernos;  así  como 
también,  la  de*acabar  con  la  vaguedad  é  incertidumbre  introduci- 
das en  tan  compleja  administración  por  medio  de  prescripciones 
varias  ajustadas  á  circunstancias  y  criterios  distintos,  determinaron 
en  26  de  Junio  de  1872  la  creación  de  una  Junta  encargada  de  re- 
dactar unas  nuevas  Ordenanzas.  Compúsose  la  Junta  de  ocho  voca- 
les elegidos  entre  las  diferentes  clases  activas  del  instituto  maritiqío, 
dándoles  por  norma  de  conducta  las  siguientes  declaraciones  con 
signadas  en  el  preámbulo  del  decreto: 

«Se  limita  el  pensamiento  del  que  suscribe  á  que  previo  un 
profundo  estudio  de  nuestra  legislación  actual,  modificando  lo  que 
la  observación  ha  señalado  ya  como  digno  de  modificarse,  amplian- 
do lo  que  de  amplitud  necesite,  haciendo  desaparecer  lo  que  pugne 
con  el  presente  estado  intelectual  de  la  sociedad,  y  aprovechando, 
por  último,  los  proyectos  que  existen  en  estndio,  y  señaladamente 
ei  que  produjo  la  Comisión  creada  por  Real  orden  de  23  de  Abril 
de  1864  que  había  de  sustituir'  el  título  S.*  de  las  Ordenanzas 
de  1748,  se  forme  con  esos  dispersos  c  inconexos  miembros  un  todo 
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armónico  y  completo ;  porque  si  ütil,  conveniente  y  necesario  es 
dotar  á  la  marina  de  anas  Ordenanzas  que  regulen  su  régimen  mi- 
litar, político  y  económico,  no  lo  es  menos  proveerla  de  otro  régi- 
men  pettfd  que,  haciendo  desaparecer  la  rigidez  de  unas  penas  en 
armenia  con  un  estado  muy  distinto  de  civilización,  responda  me- 
jor al  .espíritu  de  dignidad  que  la  ciencia  del  nuevo  derecho  reco- 
noce en  la  personalidad  del  hombre.»  Y  por  ios  artículos  del  mis- 
mo, se  prescribían  y  especificaban  los  ocho  Tratados  que  habiat) 
de  comprender  las  Ordenanzas;  la  subdivisión  de  la  Junta  en  Co- 
misiones, y  lo  demás  concernienie  para  el  regular  y  probto  despa- 
cho del  cometido.  Constituyóse  la  Junta,  y  apenas  comenzadas  las 
tarcas  hubieron  sin  duda  de  suspenderse,  puesto  que  hasta  ahora 
no  es  conocido  resultado  alguno  ni  aun  por  referencia. 

En  el  cuadro  que  ligeramente  dejamos  trazado  pueden  estu- 
diarse los  distintos  sistemas  y  métodos  que ,  alternados ,  solos  ó 
confundidos,  han  presidido  en  las  tareas  de  la  moderna  codificación. 
Sistema  genuinamente  parlamentan^,  el  de  las  Cortes  de  1830;  en 
cuyo  seno  se  concibe,  se  desenvuelve,  se  formula  y  se  discute  nues- 
tro primer  Código  penal.  Sistema  gubernamental  puro,  opuesto  a) 
anterior,  el  que  claramente  se  determina  por  el  Código  de  comercio 
de  4829.  Sistema  mixto,  el  concillado  en  el  Código  penal  de  1848, 
en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  4885,  en  las  leyes  Hipotecarias, 
en  la  colección  de  las  llamadas  Reformas  legislativas  del  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia,  dadas  á  luz  de  1870  á  487¿,  tales  como  el 
novísimo  Código  penal,  ley  de  Organización  del  Poder  judicial, 
ley  del  Matrimonio  civil,  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  etc.  To- 
dos estos  cuerpos  de  derecho  se  elaboran  fuera  de  las  Cortes  —  si 
bien  para  la  ley  de  Enjtiiciamiento  civil  dictaron  éstas  las  bases 
fundamentales  á  que  debiera  ajustarse  —  aun  cuando  cada  uno 
viene  á  recibir,  en  su  dia,  el  sello  parlamentario,  más  ó  menos  pro- 
nunciado: alguno  j|)asa  por  minucioso  análisis;  en  otro  la  discusión 
se  sintetiza,  y  en  los  más  se  dicta  una  mera  autorización  de  plan- 
teamiento, sin  entrar  siquiera  por  alto  en  un  examen  del  fondo. 

Surje  aquí  naturalmente  la  cuestión  sobre  la  conveniencia  ó  in- 
conveniencia, sobre  la  posibilidad  ó  imposibilidad  de  la  preparación 
y  discusión  de  los  Códigos  por  las  Cortes.  Discurriendo  por  nues- 
tra historia  parlamenlariai  su  enseñanza,  excepción  hecha  del  caso 
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de  18Í1-1822,  viene  á  resolverla  negativamente.  Fuera,  con  efec- 
to, del  Código  penal  primitivo  en  aquellos  tiempos  y  de  la  ]ey  Hipo- 
tecaria en  estos,  las  Cortes  modernas  ni  han  desempeñado  ni  po* 
dido  desempeñar  complidamente  y  á  conciencia  la  misión  codifica- 
dora, propiamente  dicha;  si  bien  han  mantenido  integra  la  altísima 
prerogativa  de  su  asentimiento  ó  de  su  veto. 

Esto  mismo  es  lo  que  aconteció  en  la  antigua  monarquía ;  por- 
que si  bien  es  cierto  que  el  derecho  de  hacerlas  leyes  correspondía 
á  las  grandes  juntas  del  reino,  ó  á  los  distintos  brazos  del  Estado, 
aquellas  y  éstos  solían  limitarse  á  prestar  acuerdo,  consentimiento 
ó  consejo  á  las  que  el  rey  les  proponía,  y  no  hay  ejemplo  de  que 
tuviesen  intervención  directa  alguna  en  la  formación  de  los  verda- 
deros Códigos.  Pero  es  cierto  que  también  aquellas  Cortes  sabían 
mantener  su  eminente  autoridad  legislativa,  que  hicieron  valer,  con 
digna  entereza,  contra  la  pretensión  de  Alonso  el  Sabio,  cuando  por 
sí  quiso  dar  autoridad  y  fuerza  obligatoria  á  Las  Partidas.  «Por 
esto,  dice  el  autor  de  la  Teoría  de  las  Cortes^  el  rey  Don  Alonso 
undécimo  con  mejor  política  y  respetando  el  fuero  de  la  Nación, 
después  de  templar,  corregir  y  modificar  las  leyes  de  Partida,  con 
acuerdo  y  á  satisfacción  de  los  reinos,  las  publicó  en  dichas  Cortes 
de  Alcalá  y  desde  entonces  fueron  habidas  como  leyes  nacionales.» 

Con  el  advenimiento  de  la  dinastía  austríaca,  ensanchando  los 
atributos  monárquicos  y  menguando  los  fueros  populares,  las  celosas 
Cortes  de  León  y  de  Castilla  quedaron  reducidas,  según  el  testimo- 
nio del  mismo  Sr.  Martínez  Mariua,  á  manifestar  al  Monarca,  por 
medio  de  categóricas  respuestas,  su  otorgamiento  de  los  servicios  é 
impuestos  que  les  reclamaba:  de  modo  que  cesó  su  gestión  hasta  en 
la  parte  legislativa  incidental  y  de  circunstancias,  y  su  formularia 
intervención  en  los  Códigos. 

Restablecidas  las  antiguas  garantías,  ampliadas  y  determinadas 
según  los  cánones  del  derecho  público  moderno,  consignáronse,  des- 
de luego,  como  principios  fundamentales  de  nuestro  organismo  po- 
lítico: la  soberanía  nacional;  la  unidad  de  fueros  en  unos  mismos 
Códigos  para  todos  los  españoles;  la  coparticipación  de  las  Cortes 
con  el  Rey  en  la  formación  de  las  leyes,  y  el  derecho  de  iniciativa 
consígnente,  de  este  como  de  aquellas. 

Sobre  estas  bases  han  desenvuelto  nuestras  varías  Constituciones 
los  procedimientos  legislativos  en  las  Cortes,  pero  sin  distinguir  de 
casos,  según  la  índole  y  extensión  de  las  leyes;  hasta  que  la  última 
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de  1869  ha  venido  á  traducir  en  precepto  lo  que  la  práctica  tenia 
establecido  ya  por  actos  repetidos.  Dice  lexluaimeQte  á  este  propó- 
sito el  art.  52  de  la  Coustitucíon  de  1869: 

«Ningún  proyecto  de  ley  pued^  aprobarse  por  las  Cortes  sino 
después  de  haber  sido  votado  articulo  por  artículo,  en  cada  uno  de 
los  Cuerpos  colegisladores.» 

«Exceptúanse  los  Códigos  ó  leyes  que  por  su  mucha  eMermon  no 
se  presten  á  la  disensión  por  artículos;  pero,  aun  en  este  caso,  los 
respectivos  proyectos  se  someterán  íntegros  á  las  Cortes.»  T  el  des- 
arrollo de  este  artículo  se  halla  en  los  94,  9o  y  96  del  Reglamento 
que  sirvió  á  las  Cortes  Constituyentes  de  esa  época  para  el  orden 
de  sus  tareas. 

Tenemos,  pues,  reiterado  el  principio  de  la  competencia  absolu- 
ta y  exclusiva  de  las  Cortes  para  legislar,  y  consignada,  por  vez 
primera,  la  distinción  de  la  materia  iegislable,  por  lo  que  al  orden 
de  las  discusiones  respecta.  Infiérese  de  aquí,  sin  embargo,  que  los 
Códigos  y  proyectos  de  igual  naturaleza  se  preparan  fuera  de  las 
Cortes,  y  que  estas  ni  aun  pueden  entrar  en  el  examen  particular 
de  los  mismos;  contrayéndose,  cuando  más,  á  discutir  en  general 
sobre  sus  principios,  espíritu  y  oportunidad. 

Veamos  ahora  si  los  preceptos  cx)nstitucionales  indicados  han 
surgido  impremeditadamente,  ó  si  tienen,  por  el  contrario,  en  su 
abono  los  buenos  principios  de  la  ciencia  política. 

Tratando  Benjamín  Constant  en  su  Curso  de  política  comHtu- 
cional,  del  «Poder  representativo  y  del  modo  de  ejercerle»  (i)  quie- 
re que  concurra  á  la  formación  de  las  leyes  un  gran  número  de  ciu- 
dadanos para  que  sean,  como  deben  ser,  el  rebultado  de  una  multi- 
tud de  ideas  en  que  se  confundan  las  diversas  costumbres,  relacio- 
nes é  intereses  sociales;  pero  encareciendo  mucho  la  escrupulosidad 
de  su  redacción.  «Es  preciso  advertir,  añade,  que  el  derecho  de 
proponer  es  una  de  las  atribuciones  más  importantes  y  delicadas  de 
nuestros  diputados:  por  este  motivo  los  proyectos  ó  proposiciones 
deben  tener  las  señales  de  la  madurez  y  de  la  calma,  y  bajo  este 
concepto  puede  ser  muy  peligroso  el  proceder  de  repente;»  debien- 
do ser  escojidas  y  pesadas  todas  las  palabras  porque  cada  nna  de 
ellas  tiene  sji  peculiar  importancia. 


(I)    Tomo  I,  cap.  7.* 


MKMORJAL  XIf  XL  PLXtTO  SOBRK  GODIFICACIOÜ.  97 

Discurriendo  Macarel  en  sus  Elementos  de  derecho  polUico  (1 ) 
sobre  el  organismo  representativo  dice,  que  las  Cámaras  destinadas 
á  lomar  parle  esencial  en  el  ejercicio  del  poder  legislativo,  á  resol- 
ver las  cuestiones  más  arduas  y  complicadas  necesitan  reflexión, 
calma,  moderación  é  imparcialidad.  En  cuanto  al  derecho  de  pro* 
poner,  reconoce  la  iniciativa  en  los  elementos  todos  ó  entidades  com- 
ponentes del  poder  legislativo,  pero  cree  que  el  Principe  es  el  más 
abonado  para  ejercerla.  «Él  sólo,  dice,  puede  conocer  y  apreciar  bien 
lo  que  falta  ó  lo  que  es  snpérfluo,  lo  que  retarda,  entorpece  ó  em* 
baraza;  siendo  su  esperiencia  en  tales  puntos  la  guía  más  viva  y 
segura,  pues  posee  ó  tiene  medios  para  conocer  oportunamente  to- 
das las  nociones  relativas  á  lo  que  no  se  hace  bastante  bien  y  á  los 
medios  de  enmendarlo.» 

Mas  esplicito  y  resolutorio  nuestro  estadista  y  jurisconsnlto  ^Don 
Joaquín  Francisco  Pacheco  ha  dicho,  en  un  estudio  sobre  la  mate- 
ria (2),  que  le  parece  positivamente  absurdo  someter  la  discusión 
minuciosa  de  los  Códigos  á  las  grandes  Asambleas  deliberantes; 
porque  éstas  son  ante  todo  cuerpos  políticos,  y  también  guberna* 
tivos  en  cuanto  influyen  en  los  cambios  de  ministerios,  en  el  exa- 
men y  censura  de  los  actos  de  éstos.  «Que  se  discutan  en  buen  hora, 
añade,  en  el  senq  de  tales  asambleas  aquellos  principios  capitales  de 
la  legislación,  que  son  por  decirlo  asi,  los  fundamentos  sobre  que 
descansan  todas  sus  particalares  disposiciones.  En  esto  no  puede 
haber  inconveniente.  Tales  principios,  ó  son  cuestiones  políticas  ó 
cuestiones  de  humanidad,  de  pura  razón,  de  sentido  común  y  no 
otra  cosa.  Estas,  lodos  los  Diputados,  como  todos  los  hombres  sen- 
satos pueden  discutirlas,  sin  necesidad  de  haber  hecho  ninguna  clase 
de  estudios  especiales.  Mas  aquí  juzgamos  que  debería  terminar  la 
obra  de  los  Estamentos.  Aprobados  los  prinápios,  ó  sea  el  espiíitu 
político  y  social  del  Código,  su  aplicación  y  su  ettension,  debían  en- 
comendarse esclurivamente  i  unas  pocas  personas,  y  lo  mismo  deci- 
mos de  su  revisión,  siendo  presentado  por  el  Gobierno.  Lo  que 
aquellas  hiciesen  deberian  las  Cortes  darlo  por  válido  y  bien  hecho, 
y  confirmadlo  con.  su  aprobación,  sin  descender  á  examinarlo  en 
sus  pormenores.» 


ff )    Tomo  I,  tít.  3.^,  artículos  sobre  el  Número  de  representantes  y 
ore  Za  iniciativa. 

(2)    Boletín  de  Jurisprudxncu  v  LneiSLACion,  de  1836:  Tomo  I,  pa- 
nas M8  y  siguientes. 
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Eq  sentido  análogo  ai  del  docto  Pacheco  se  esplicaba  anos  des- 
pués (1)  su  correligionario  el  tribuno  Alcalá  Galiano;  aseverando, 
que  es  desvario  esperar  de  las  Asambleas  deliberantes  que  hagan 
bien  un  Código  ó  sea  un  conjunto  considerable  de  leyes.  «Si  como 
he  dicho  más  de  una  vez  en  el  curso  de  mis  lecciones, — son  sus  pala- 
bras--lo  que  peor  hacen  estos  cuerpos  es  las  leyes,  siendo  por  el  con- 
trario más  útiles  cuando  por  medio  de  la  discusión  de  los  negocios  pú- 
blicos influyen  en  el  gobierno  del  Estado,  no  por  eso  es  menos  cierto 
que  han  de  cumplir  con  su  oficio  de  legisladores,  y  bueno  será  bus- 
car medio  de  que  con  él  cumplan  de  la  mejor  manera  posible.»  T 
apela  para  ello  á  dificultar  el  derecho  de  iniciativa  y  á  prevenir  las 
sorpresas  é  intrigas  parlamentarías  por  medio  de  bien  combinadas 
prescripciones  reglamentarias:  aceptando  también  el  procedimiento 
de  las  autorizaciones  á  los  gobiernos,  en  circunstancias  dadas,  para 
hacer  ciertas  leyes. 

Por  si  pudiera  aparecer  á  juicio  de  algunos,  poco  fehaciente  la 
teoría  conteste  de  los  cuatro  tratadistas  estranjeros  y  nacionales 
que  acabamos  de  citar,  á  causa  de  sus  conexiones  más  ó  menos  in- 
timas con  la  un  tanto  sospechosa  escuela  doctrinaria,  no  muy  afecta 
al  puritanismo  constitucional,  habremos  de  apoyarla  con  la  opinión 
de  Jobn-Stuart  Mili,  autor  moderno  en  boga  y  auxiliar  de  la  difusión 
de  las  ideas  democráticas  doipinanles.  Tratando  cpn  elevado  espí- 
ritu y  con  realismo  práctico,  sobre  las  funciones  que  pertenecen  á 
los  cuerpos  representativos  (i)  ó  parlamentos,  en  los  cuales  recono- 
ce, por  virtud  de  la  delegación  popular,  el  poder  nacional  eminente, 
concluyentcmente  afirma  que  son  los  menos  á  propósito  para  admi- 
nistrar y  gobernar.  Pueden  y  deben  vigilar  al  Gobierno,  intervenir 
sus  actos,  y  pedirle  esplicaciones  acerca  de  ellos,  reconvenirle,  pro- 
curar su  remoción  directa  ó  virtualmente,  acusarle  y  condenarle: 
pero  ni  deben  ni  pueden  nombrar  funcionarios,  ni  administrar  jus- 
ticia, ni  mandar  los  ejércitos,  ni  siquiera  intervenir  en  la  formación 
de  los  presupuestos,  con  ser  su  más  principal  é-  importante  misión 
la  relativa  al  otorgamiento  de  las  contribuciones;  ni  legislar,  en  fin, 
en  el  sentido  lato  de  esta  palabra. 

«Hacer  las  leyes,  dice,  es  una  obra  que  requiere  masque  ningu- 


(I)    Lecciones  de  derecho  político  constitucional  pronunciadas  en  el 
Ateneo  de  Madrid  en  1 844.  Véanse  la  41  y  f  2. 
(í)    Le  Gouvemement  représentatif;  chapitre  V. 
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Da  Otra,  bo  solamente  espíritus  esperímeotados  y  prácticos,  sino  tam* 
bien  preparados  para  semejante  tarea,  por  medio  de  largos  y  profaii- 
dos  estudios.  Esta  razón  testaría,  á.&ltade  otras,  para  que  las  leyes 
no  pudiesen  jamás  ser  bien  hechas  mis  que  por  una  comisión  com- 
puesta de  on  corto  número  de  personas;  y  nns  razón  no  menos  de- 
cisiira  es,  la  de  que  cada  cláusula  de  una  ley  debe  formularse  con 
la  percepción  más  exacta  y  previsora  de  sn  efecto  sobre  todas  las 
demás,  asi  como  también  que  la  ley  en  toda  sn  integridad  pueda 
acomodarse  y  fundirse  en  el  cuadro  de  las  leyes  preexistentes.  Im- 
posible es  que  tales  condiciones  se  cumplan,  ni  aun  en  su  menor 
grado,  cuando  las  leyes  son  votadas  cláusula  por  cláusula  en  una 
asamblea  compuesta  de  elementos  diversos. »  En  términos  tan  des- 
carnados espone  Mili  su  opinión,  que  más  que  democrática  paVecerá 
ultra-reaccionaría  al  vulgo  político. 

Tráenos  este  repaso  á  la  memoria,  la  manera  especial  de  ser  del 
pueblo  inglés  en  el  asunto  que  nos  ocupa,  que  pusimos  de  mani- 
fiesto en  nuestro  anterior  estudio.  Reconociendo  aquellos  juriscon- 
sultos, mal  de  su  grado,  los  vicios  de  su  informe  legislación  y  que- 
riendo como  disculpar  su  atraso  codificador  ante  la  Europa,  casi  ve- 
nían á  declarar  que  el  sistema  parlamentario  mismo  era  el  mayor 
inconveniente  para  la  reforma,  siguiendo  en  esto  la  antigua  opinión 
de  Jdacanlay.  «ün  Código,  según  éste,  es  casi  el  único  beneficio 
que  nn  Gobierno  despótico  puede  otorgar  á  un  pueblo  con  mucha 
mayor  ventaja  que  un  Gobierno  libre.  La  obra  que  consiste  en  or- 
denar un  vasto  y  artificial  sistema  de  jurisprndencia  se  ejecutará 
mucho  más  fácilmente  y  mejor  por  algunas  personas  que  por  un 
gran  número,  por  un  Napoleón  que  por  una  Cámara  de  Diputados 
y  una  Cámara  de  Pares,  por  nn  Gobierno  como  el  de  la  Prusia  ó  de 
la  Dinamarca  que  por  uno  como  el  de  la  Inglaterra.  Es  una  tarea 
que  conviene  muy  particularmente  á  nn  Gobierno  tal  como  el  de  la 
India,  á  un  despotismo  paternal  é  ilustrado.»  La  opinión  del  ilustre 
Macaulay  viene  á  coincidir  en  el  fondo  con  las  anteriormente  ex- 
puestas, en  cuanto  sostiene  que  la  tarea  de  la  codificación  debe  ser 
concertada  entre  pocas  personas;  mas  por  lo  que  hace  á  la  forma 
con  que  la  ha  revestido,  preciso  es  calificarla  como  de  escentricidad 
inglesa,  arrancada,  sin  duda,  por  las  exigencias  parlamentarias»  á 
propósito  de  la  discusión  en  la  Cámara  de  los  Comunes  de  un  pro* 
yecto  de  Código  indiano. 

Recorriendo  la  historia  del  despotismo  en  nuestro  país,  que  es 
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semejante  á  la  de  los  demás,  fiicil  dos  es  señalar  los  dones  legisla- 
tivos que  á  aquellos  poderes  les  son  debidos,  más  viciosos  é  imper- 
fectos, por  derto,  que  escasos:  sin  desconocer,  por  esto,  que  asi 
como  España  se  enorgullece  con  la  memoria  de  D.  Alonso  X  y  de 
Cirios  III,  Francia  recnerda  asimismo  á  Lvis  XiV  y  Napoleón  I, 
Rusia  á  Pedro  el  Grande  y  Catalina  II,  Prusia  á  Federico,  Austria 
á  María  Teresa....;  legisladores  todos  dignos  de  encomio  ante  el 
patriótico  criterio  de  los  tiempos  que  fueron. 

Pero  todo  aquello  pasó,  y  la  verdad  es  que,  por  la  mera  virtoa- 
lidad  de  la  acción  del  tiempo  si  se  quiere,  la  codificación  moderna  ó 
del  sistema  liberal  es  muy  superior  á  la  elaborada  en  las  épocas 
despóticas,  por  sus  fundamentos  filosóficos,  por  sus  adelantos  cien- 
tíficos, por  sus  cánones  políticos,  por  la  dilatación  de  sus  horizontes, 
por  su , estructura  en  fía:  habiéndose  operado  principalmente  esta 
reformación,  por  medios  que  contradicen  la  teoría  expuesta  en  ab- 
soluto por  el  célebre  historiador  y  publicista  inglés;  por  Gobiernos 
representativos  y  en  Asambleas  numerosas. 

El  procedimiento  puramente  parlamentario  está  ya  en  caduci- 
dad también,  siendo  preciso,  por  lo  tanto,  disponer  otro  que  satis- 
faga á  las  exigencias  científico-jurídicas,  manteniendo  incólumes  las 
prerogativas  de  las  Asambleas  deliberantes.  Saludaremos  siempre 
con  admiración  respetuosa  á  nuestras  Cortes  de  18i0,  y  á  cuantas 
Asambleas  se  han  consagrado  con  éxito  plausible  á  la  tarea  ímpro» 
ba  de  la  codificación;  pero  estas  prácticas  propias  de  la  infancia 
parlamentaria,  no  es  posible  acomodarlas  á  la  edad  presente. 

La  multiplicación  prodigiosa  de  las  funciones  de  Gobierno,  en 
satisfacción  de  tantas  y  tan  nuevas  necesidades  progresivas,  y  la 
índole  viva,  agitada  y  tempestuosa  de  la  política  contemporánea, 
suministran,  con  preferencia,  materia  suficiente  para  ocupar  fruc*- 
tuosamente  á  los  Parlamenl06  modernos.  Las  profundas  verdades  de 
la  filosofía  y  del  derecho  no  esporible  descubrirlas  al  «relampagueo 
de  los  movimientos  oratorios;»  demandando,  por  el  contrario,  su 
investigación,  un  juicio  maduro,  un  criterio  elevado  y  un  sereno 
reposo.  Esto  aparte  de  que  las  mayorías  de  las  Asambleas  delibe- 
rantes suelen  distinguirse,  según  Stuart  Mili,  más  que  por  su  ido- 
neidad científica,  por  su  ignorancia  ó  insuficiencia  de  las  cualidades 
intelectuales;  y  los  pocos  avisados  que  en  ellas  descuellan,  son 
aquellos  vividores  políticos  que  mañosamente  y  al  descuido  suelen 


MEMORIAL  EN  EL  PLEITO  SOBRE  CODIFICACIÓN.  401 

introducir  en  los  proyectos  generales  ciertas  dáusalas  ó  incisos  fa- 
vorables á  sus  peculiares  intereses  contra  los  de  la  comonidad,  so- 
bre los  cualeb  únicamente  debe  basarse  toda  la  economía  de  las 
leyes. 

Fundados  en  la  autoridad  coincidente  de  las  diversas  opiniones 
expuestas,  en  las  preferentes  atenciones  de  la  vida  práctica,  y  en 
la  propia  experiencia,  aprovechada  aun  cuando  corta,  convenimos 
en  que  las  grandes  Asambleas  deliberantes  son  las  menos  á  propó- 
sito  para  la  conveniente  elaboración  de  los  Códigos  ;  y  asi  lo  senti- 
mos y  proclamamos,  por  el  culfo  que  profesamos  á  la  ciencia  jurí- 
dica, y  por  el  formal  interés  que  nos  inspira  el  mismo  prestigio  de 
la  institución  parlamentaria.  ' 

Queremos  que  nuestras  Cortes  dirijan,  impulsen,  celen,  censu- 
ren, castiguen  á  los  gobiernos;  que  exploren  las  fuentes  de  la  rique- 
za publica  para  regular  la  exacción  de  los  ingresos ,  y  que  determi- 
nen» con  perfecto  conocimiento  de  causa,  la  distribución  de  los  gas- 
tos ,  haciendo  de  los  presupuestos  el  estudio  anatómico  del  cuerpo 
político;  .que  legislen  por  sí  y  aun  de  plano  en  materias  ó  asuntos 
incidentales,  según  las  circunstancias;  que  preestablezcan  el  crite- 
rio político,  las  bases  ó  fundamentos  cardinales  de  toda  reforma  le- 
gislativa trascendental;  que  fien  la  preparación  de  ésta,  la  economía 
de  su  organismo,  la  disposición  de  su  articulado  á  agentes  extraños; 
y  que  mantengan  el  derecho  eminente  del  alto  examen  y  aprobación 
de  los  cuerpos  jurídicos  de  tal  modo  preparados,  porque  así  convie* 
ne  á  la  autoridad  de  las  leyes  y  á  la  majestad  de  los  parlamentos. 

La  teoría  expuesta,  firme  ya  al  presente,  tiene;  á  no  dudarlo, 
asegurado  el  imperio  del  porvenir.  Lo  que  aun  se  agita  en  problema 
es  el  modo  de  la  preparación  extraparlamentaria  de  los  proyectos 
jurídicos.  El  antiguo  sistoma  centralizador  representado  por  una 
Comimn  general  y  organizado  en  1843,  ha  venido  imperando  por 
espacio  casi  de  treinta  anos,  al  cabo  de  las  cuales  ha  sucumbido  al 
golpe  del  decreto  de  11  de  Julio  de  1872,  exaltador  resuelto  y  elo- 
cuente de  las  ComUiones  especiales:  pero  la  muerte  oficial,  no  im- 
plica una  condenación  científica  irremisible.  De  presumir  es,  que 
acordes  se  hallaban  con  aquel  sistema  los  muy  eminentes  juriseon- 
sultos  que  hasta  el  1.*  de  Octubre  de  1869  compusieron  la  Comisión 
general,  y  sus  sucesores  en  la  Comisión  legislativa  hasta  el  1872: 
anos  y  otros  cesantes,  no  por  diferencias  doctrinales  ni  de  procedí- 
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mientos,  sino  políticas  y  circunstanciales.  T  para  elevar  la  conjetura 
á  certidumbre,  baste  el  remitirnos  á  las  palabras  que  trascribimos 
al  principio  de  este  estudio,  declaraciones  testamentarias  del  Sr.  Gó- 
mez de  la  Serna  en  favor  de  la  codiGcacion  centralizada. 

No  es  tampoco  autoridad  menguada  la  del  docto  profesor  y  es- 
tadista» señor  Montero  Rios»  Ministro  responsable  del  decreto  de  14 
de  Julio  de  1872,  ni  son  para  desechadas  de  plano  las  consideracio- 
nes en  que  lo  funda  i  fin  de  establecer  las  Comisiones  especiales. 

Debemos,  por  último,  hacer  mérito  aquí  de  un  tercer  sistema, 
que  llamaremos  individualista,  debido  á  Bentham,  que  es  quien 
hizo  los  primeros  y  más  detenidos  estudios  sobre  codificación.  Se- 
gún el  célebre  jurisconsulto  inglés,  el  método  racional  consiste  en 
un  concurso  abierto  i  todo  el  mundo,  bajo  ciertas  condiciones  que 
determina,  infinitamente  preferible  á  una  elección  limitada  de  per* 
sonas,  á  una  corporación  cualquiera,  á  una  asamblea,  por  más  que 
contara  en  su  seno  lo  más  florido  de  la  nación:  «el  individuo  que  no 
pertenece  á  ella,  añade,  es  quizá  el  único  capaz  de  emprender  un 
trabajo  semejante,  y  deberá  probablemente  su  superioridad  á  esa 
vida  solitaria  y  estudiosa  que  le  aisla  de  los  círculos  de  la  vida  so- 
cial. »  Escrito  está,  que  poniendo  Bentham  en  práctica  esta  teoría, 
se  anunció  por  Europa  y  América  á  principios  del  siglo,  como  un 
moderno  especifiquísta,  brindando  Ckkligos  á  varios  gobiernos,  in- 
cluso el  nuestro;  y  si  el  plan  no  le  dio  resultado,  quizá  consistió 
tanto  como  en  la  estrana  novedad  del  mismo  en  las  anormales  con- 
diciones de  aquella  época  para  los  diversos  pueblos. , 

.  Pasada  la  revista  de  teorías  y  procedimientos;  expuestas  las  va- 
rias opiniones  y  signadas  las  distintas  obras  jurídicas  conocidas  ó 
proyectadas,  preciso  es  venir  á  una  síntesis  concreta  que  nos  de 
por  resultado  el  método  ó  sistema  preferible  para  el  servicio  públi- 
co de  la  codificación,  con  carácter  de  permanencia,  á  perpetuidad. 

Sabido  es  que  los  Códigos  no  son  obras  de  mero  recreo  científi- 
co ó  de  muda  estatuaria,  sino  medios  de  gobierno,  resortes  sociales 
mejor  dicho,  por  virtud  de  cuyo  juego  se  mantienen  los  hombres  y 
los  pueblos  en  las  mejores  relaciones  armónicas  posibles;  y  de  aquí 
el  inmanente  ejercicio  de  su  función  esencial. 

Formados,  pues,  los  Códigos,  toca  á  los  tribunales,  es  verdad, 
el  realismo  de  su  diaria  aplicación;  pero  como  la  vida  social  es  de 
suyo  tan  variable  y  compleja,  hay  necesidad  de  seguirles  en  sus 
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desenTolTÍmíeiitoft  prácticos,  para  modificarlos  y  amoldarlos  á  las 
necesidades,  á  las  circonstaDcias  y  á  los  tiempos  sucesivos.  «La  ley 
positiya,  dice- Bentham,  es  una  sustancia  sólida,  que  puede,  á  la 
verdad,  quebrantarse  y  desfigurarse,  pero  que  conserva  uu  carácter 
inmutable,  y  se  presenta  siempre  la  misma  para  ser  comparada  con 
las  decisiones  de  los  Jueces;»  cuyas  decisiones  proceden  de  las  re- 
glas del  derecho,  formando  éstas,  á  su  vez:  de  modo,  qoe  unas  y^ 
otras,  por  acción  recíproca,  son  causa  y  efecto  alternativamente. 
Mantener  en  su  integridad  los  principios  eternos  del  derecho,  y 
acomodarlos  á  las  necesidades  mudables  de  la  vida  real,  tal  es  la 
doble  misión  de  los  Gobiernos,  respecto  á  los  Códigos:  sin  que  el 
armónico  organismo  de  éstos  sea  un  obstáculo  á  las  necesarias  va- 
riaciones pn^resivas,  como  han  objetado  los  adversarios  de  la  codi  - 
ficacion,  ó  sea  los  partidarios  del  casuismo  legislativo. 

Lo  difícil  é  importante,  es  determinar  el  modo  de  realizar  esa 
misión.  Refiérese  que  era  costumbre  en  Atenas,  eucomendar  cada 
ano  á  seis  varones  ilustrados  el  examen  de  las  leves  contrarias  en- 
tre  sí — que  llamaban  atUinómias — para  que  propusiesen  al  pueblo 
las  concordancias  ó  derogaciones  convenientes. 

A  imitación  de  los  atenienses,  aconsejó  Bacon  en  su  tiempo, 
que  los  encargados  de  hacer  las  leyes  en  cada  nación  deberían  re- 
visarlas y  conciliarias  por  períodos  de  tres  ó  cinco  años;  y  excluir 
de  los  Códigos,  por  personas  competentes  delegadas  al  efecto,  las 
olvidadas  ó  caídas  en  desuso,  para  evitar  la  putrefacta  descompo- 
sición que  en  los  cuerpos  vivos  produce  necesariamente  el  contacto 
con  los  cadáveres. 

Haciéndose  paso  la  idea  á  través  de  las  edades,  ha  llegado  hasl» 
nosotros  con  su  importancia  primitiva,  pero  más  exigente  por  la 
índole  propia  de  estos  tiempos.  Acogida  por  Stuart  Mili,  dice  en  el 
lugar  anteriormente  citado:  «Si  las  leyes  de  nuestro  país  estuviesen 
revisadas  y  refundidas,  como  lo  estarán  sin  duda  dentro  de  poco, 
la  Cknmsion  <U  codificacian  que  llevase  á  cabo  esta  tarea  deberla 
subsistir  como  institución  permanente,  para  velar  por  so  obra,  pre- 
venir su  deterioración  é  introducir  en  ella  todas  las  mejoras  nece- 
sarias.» Discurriendo  luego  sobre  el  modo  de  organizar  ese  servicio 
y  de  encarnarlo  en  la  Constitución,  añade:  «Podríase  establecer 
como  regla  general,  en  consideración  á  la  grande  importancia  y 
dignidad  de  la  empresa,  que  todo  individuo  nombrado  miembro  de 
la  Comisión  legislativa  lo  fuese  de  por  vida;  y  es  probable  que  entón- 
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ees,  ei  mismo  baen  sentido  y  el  mismo  buen  gasto  qne  abandonan 
en  la  práctica  las  Tunciones  jadiciales  de  la  pairía  al  cuidado  exclu- 
sivo de  los  lores  jurisconsultos,  abandonasea  i  los  legisladores  de 
profesión  la  tarea  de  hacer  las  leyes,  excepto  las  relativas  ¿  los 
principios  é  intereses  políticos.» 

Tomando  parte  en  el  asunto  Mr.  A^ucoc,  Presidente  de  Sección 
en  el  Consejo  de  Estado  francés,  decía  en  Julio  último  ante  la  So- 
ciedad de  Legislación  comparada,  protestando  no  abogar  pro  domo 
suay  lo  siguiente:  «Me  será  permitido  manifestar  á  este  propósito, 
que  se  obtendrian  grandes  ventajas  en  confiar  la  preparación  de  los 
Códigos  á  fin  cuerpo  permanfíite,  cuyos  miembros  estuviessen  fami'- 
linrizados  eon  las  ideas  §enerales  que  dominan  la  legislación  y  con 
la  práctica  de  los  negocios,  á  un  Consejo  de  Estado,  declarándolo 
sin  rodeos.»  No  sabemos  que  hasta  ahora  se  hayan  realizado  los 
proyectos  de  Mili  y  de  A.ucoc;  pero  la  idea,  entre  tanto,  va  tradu- 
ciéndoee  en  hechos  que,  con  mayor  ó  menor  perfección  y  atingen- 
cia, conducen  al  objeto  deseado. 

Hicimos  mérito  en  ei  anterior  estudio,  de  la  Asociación  para  el 
progreso  de  las  ciencias  sociales^  fundada  en  Londres  en  1857,  por 
la  iniciativa  de  lord  Brougham,  sin  intervención  alguna  oficial,  co- 
mo suelen  hacerse  allí  estas  cosas.  Surge  una  idea,  se  propaga,  se 
defiende  en  la  prensa,  se  agita  en  los  meetings,  se  forma  una  aso- 
^ciacion  para  darle  cuerpo,  se  eleva  hasta  el  Parlamento  pbr  medio 
de  peticiones,  la  opinión  acaba  por  pronunciarse  á  favor  de  ella,  y 
el  Gobierno  entonces  la  hace  suya.  Y  deduciendo  la  natural  conse- 
cuencia de  este  procedimiento,  dice  á  propósito  de  él  un  muy  céle- 
bre publicista  francés,  que  la  ley  en  Inglaterra  sale  verdaderamen- 
te del  seno  de  la  nación  y  se  la  ama  allí  como  cosa  propia,  como 
ama  el  dueño  su  tierra  en  Francia. 

Sobre  el  modelo  de  la  Asociación  inglesa,  y  con  el  mismo  nom* 
bre,  se  estableció  otra  á  fines  de  1865  en  los  Estados -Unidos  de 
América,  para  «ayudar  al  desenvolvimiento  de  la  ciencia  social  y 
guiar  el  espíritu  público  hacia  los  mejores  medios  prácticos  de  pro- 
vocar la  reforma  de  las  leyes^  la  extensión  de  la  educación,  la  pre- 
vención y  la  reprensión  del  crimen ,  la  reforma  de  los  criminales, 
la  elevación  de  la  moralidad  pública,  la  adopción  de  reglamentos 
de  higiene  y  la  difusión  de  los  verdaderos  principios  económicos, 
comerciales  y  rentísticos.» 

Con  carácter  meramente  particular,  previa  la  venia  y  asentí* 
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miento  oficial,  se  íaauguraba  ea  París,  el  16  de  Febreit)  de  4869, 
la  SocieiUid  de  kgislacian  comparada^  tuijo  la  presidencia  del  anti- 
gao  profeyr  del  colegio  de  Francia  y  publicista  famoso  Mr.  de  La- 
boaiaye,  asistido  de  ios  más  notables  caltivadores  de  las  ciencias 
morales  y  políticas.  El  objeto  de  la  Sociedad  consiste  en  el  estudio 
de  las  leyes  de  ios  diferentes  paises  y  en  la  investigación  de  los 
medios  prácticos,  para  mejorar  las  diversas  ramas  de  la  legislación; 
pero  sin  pretensiones  autoritarias— e/fe  ne  vote  $ur  aueune  quee* 
ftofi — por  elevada  propaganda  científica;  y  los  machos  é  importa»* 
tes  trabajos  que  ya  conocemos  de  ella,  hacen  grande  honor  á  su 
celo  é  ilustración. 

Un  In$tUiUo  de  derecho  internacional  inangnróse  también  en 
Gante,  el  8  de  Setiembre  de  4873,  con  objeto  de  asociar  la  acción 
científica  libre  á  la  acción  diplomática  oficial;  para  estudiar  y  resol- 
ver los  problemas  que  atañen  á  las  relaciones  internaciones  asi  pú- 
blicas como  privadas;  para  cooperar,  dentro  de  los  límites  de  su 
competencia  privada,  al  mantenimiento  de  la  paz  y  la  observancia 
de  las  leyes  de  la  guerra;  para  procurar,  en  fia,  que  los  principios 
consagrados  por  la  ciencia  y  la  civilización  modernas  sean  adopta- 
dos por  las  legislaciones  particulares,  en  tanto  que  se  llega  á  la  uni- 
dad por  la  codificación  del  derecho  internacional  coman. 

Por  el  mismo  tiempo,  en  40  de  Octubre,  se  reunió  en  Bruselas 
an  Congreso  de  jiiri8con$tUto&  y  publidstai  de  todas  las  naciones, 
promovido  por  gestión  de  los  Estados-Unidos  de  América,  para  de- 
liberar sobre  la  manera  más  segura  y  pronta  de  codificar  el  Derecho 
de  gentes,  según  el  espíritu  de  una  moción  de  Mr.  Richard  qae  ha- 
bía sido  adoptada  poco  antes  por  la  Cámara  ingesa  de  los  comu- 
nes, y  para  organizar  un  Tribanal  arbitral  permanente,  que  resol- 
viese ios  conflictos  suscitados  entre  las  naciones. 

Tomada  en  cuenta,  en  la  primera  sesión,  la  coexistencia  del  Ins- 
tUato  de  Gaste,  se  establecieron  ciertas  relaciones  de  concierto  en- 
tre ambos  Gaerpos,  salva  su  recíproca  independencia ;  porque 
mientras  éste  revestía  el  carácter  de  una  parsimoniosa  academia 
docente,  el  Congreéo  se  entregaba  á  una  propaganda  cosmopolita 
en  la  ciencia  y  la  política. 

Existe  en  Suiza  una  Sociedad  de  JuriseontuUos,  cuya  nltima 
reonion,  eel^ada  en  Goira  el  6  de  Setiembre  de  4873,  tuvo  por 
objeto  discutir  sobre  las  diferencias  principales  existentes  entre  las 
legislaciones  civiles  de  la  Suiza  alemana  y  de  la  Suiza  francesa  y 
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medios  de  conciliarias.  Habíanse  elegido  coa  aaterioridad  dos  po- 
nentes, francés  uno  y  otro  alemán,  para  qne  estudiando  en  común 
los  puntos  y  miiterias  discordantes,  informasen  á  la  Sociedad  lo  que 
creyesen  procedente,  y  por  fortuna  ambos  convinieron  en  que  la 
wiificacion  de  las  Uyes  iuiatas  era  deseable,  constituyendo  un  pro* 
greso  su  realización;  habiéndose  pronunciado  el  Congreso  de  juris- 
consultos resueltamente  en  el  mismo  sentido.  Creemos  que  este 
acuerdo,  puesto  ya  en  vías  de  realización,  ha  de  contribuir  á  resol- 
ver las  díGcultades  que  demoran  la  nltimacion  de  nuestro  Código 
civil;  porque  las  antinomias  entre  la  legislación  castellana  y  la  foral 
no  pueden  compararse,  de  modo  alguno,  con  las  diversas  de  la  Con* 
federación  suiza;  tantas  estas  y  tales,  que  con  ellas  se  ha  formado  una 
verdadera  carta  geográfica  para  faicilitar  su  conocimiento  y  estudio 
comparativo. 

También  la  Alemania,  prosiguiendo  en  la  idea  de  unidad  nacio- 
nal, trata  de  codificar  su  legislación,  y  de  establecer  con)antamente 
una  nueva  organización  judicial  para  vigorizar  en  todo  el  Imperio. 
Por  medio  de  una  ley  se  nombró  una  Comisión  encargada  de  propo- 
ner el  plan  y  método  de  trabajos  para  formar  un  Código  civil  uni- 
forme, la  cual  acordó:  que  una  Comisión  imperial  se  encargue 
de  codificar  el  nuevo  derecho  civil  alemán,  de  conformidad  con 
los  intereses  del  Imperio  y  con  los  progresos  de  la  ciencia,  teaiendo 
á  la  vista  los  Códigos  ya  existentes  ó  en  proyecto  de  los  diversos 
Estados  de  la  Confederación.  Esta  Comisión  será  formada  de  juris- 
consultos eminentes,  de  abogados  y  magistrados  con  práctica  del 
foro  y  de  profesores  de  derecho,  distribuidos  en  tres  secciones,  una 
de  redacción,  otra  de  examen  y  otra  de  crítica;  pudiendo  la  Comi* 
sion  plena  agregar  á  si  otras  especiales  para  determinadas  cuestio- 
na. El  proyecto  del  Código  se  publicará  eon  exposición  de  motivos 
y  comunicará  á  ios  Gobiernos  de  loa  Estados,  que  lo  harán  exami- 
nar por  Comisiones  ad  hoc:  los  resultados  de  este  examen  serán  ob- 
jeto de  un  relato  de  la  Comisión  principal,  la  cual,  después  de  las 
modificaciones  que  juzgue  necesarias,  propondrá  el  Código  así  en- 
mendado en  segunda  lectura  al  Consejo  federal.  Sólo  después  de  es- 
ta prueba  decisiva  será  presentado  el  nuevo  Código  al  Parlamento 
alemán.  Tenemos  noticia  de  que  existe  además  en  Alemania,  sin 
carácter  oficial,  un  Congreso  de  Jurisconsultos  con  misión  análoga 
al  de  Suiza. 

Con  especial  contentamiento  vamos  á  registrar,  por  último,  la 
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AMOciatíon  de  loi  Abogadas  de  Lisboa,  creada  en  1873  con  el  pro- 
pósito de  llevar  la  ciencia  del  derecho  por  el  derrotero  trasformador 
que  siguen  las  demás  ciencias,  agitadas  por  el  general  moYimiento 
progresivo.  «Es  menester  por  lo  tanto,  han  dicho  sus  fundadores, 
que  en  esta  atmósfera  que  tiende  i  purificarse  y  en  donde  se  respi- 
ra el  aire  del  pensamiento  libre,  el  Abogado  nd  acabe  victima  de 
una  atrofia  intelectual,  entre  nosotros:  que  su  gloría  pueda  vencer  á 
au  egoísmo,  no  limitándose  á  vivir  para  sí,  sino  también  y  princi- 
palmente para  los  demás.»  Conocidas  son  ya  por  el  órgano  oficial  de 
la  Asociación  en  la  prensa.  La  Gazeta,  las  importantes  tareas  lle- 
vadas á  cabo  por  la  misma,  durante  su  primer  ano  judicial. ' 

España,  entre  tanto,  con  su  antigua  Comisión  general  en  el  os- 
tracismo y  con  sus  nuevas  Comisiones  especiales  arrastrándose  por 
el  confuso  caos  de  nuestro  desgobierno,  ni  pone  término  á  ia  vasta 
empresa  de  su  codificación,  ni  se  cuida  apenas  del  movimiento  cien- 
tífico; quedando,  fuera  del  concierto  universal  jurídico,  y  expuesta 
realmente  á  una  verdadera  atrofia  intelectual,  de  cuyo  contagio  he- 
mos sido  advertidos  por  los  doctores  portugueses. 

Hace  doc-e  anos  que  un  Doctor anónimo,  sintiendo  en  su  gra- 
nado cerebro  los  poderosos  sacudimientos  de  la  ciencia  y  en  sus  me* 
jillas  la  vergüenza  de  nuestra  incuria,  se  dirigió  al  Sr.  D.  Joaquin 
Francisco  Pacheco,  lumbrera  del  f«p  y  de  la  tribuna,  invitándole 
¿  que  promoviera  la  reunión  en  Madrid  de  un  Congreso  de  Ju- 
risconsultos españoles,  á  semejanza  de  los  celebrados  por  entonces 
en  Berlín,  Dresde  y  Viena.  «La  más  social  de  las  ciencias,  le  decia, 
el  derecho,  ia  más  moralizadora  de  la  vida,  la  que  más  influye  en 
el  hogar  y  en  la  plaza  pública,  no  debe  quedar  rezagada  en  la  vía 
que  las  demás  emprenden.»  Y  tan  oportuna  y  Un  sentida  y  tan  elo- 
cuente fué  la  excitación  del  Sr.  D.  Francisco  de  Paula  Canalejas — 
el  Doctor  anónimo— que  al  acerado  golpe  de  su  mágica  pluma  sur- 
gió el  Congreso,  y  sus  discusiones  restauraron,  en  cierto  modo,  nues- 
tros mal  parados  esludios  jurídicos  y  calmaron  las  febriles  discordias 
de  nuestra  letal  política. 

No  gozamo3  de  la  virtud  mila.j^rosa  de  Moisés,  ni  alcanzamos  la 
merecida  autoridad  cieotifíoa  de  Canalejas;  pero  esperamos  confia- 
damente, que  no  han  de  ser  desatendidas  las  fundadas  quejas  que 
pregona,  por  nuestra  débil  voz,  la  situación  jurídica  de  España.  Con- 
tiamos,  como  el  ilustre  Doctor,  en  que  han  de  encontrarse  medios 
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para  conseguir  los  efectos  provechosos  del  regimiento  de  la  fodeáai 
por  la  ciencia. 

Gomo  ea  medio  del  conjanto  armónico  de  la  universal  civíliaa'^ 
cion,  cada  pueblo  tiene  sus  necesidades  y  modos  particulares,  no 
demandamos  para  España  asiento  en  la  alta  tribuna  de  las  legisla- 
ciones comparadas',  ni  en  las  vastas  Asociaciones  de  las  ciencias  so* 
ciales,  ni  en  los  Congresos  cosmopolitas  de  general  propaganda,  no: 
aspiramos  sólo,  al  presente,  ¿  determinadas  satisfacciones  de  nues^ 
tra  organización  interna. 

Tenemos  necesidad  de  completar  la  codificación  general  y  de  re- 
lacionar sus  diversas  partes,  en  el  doUe  seatido  de  la  unidad  de  de- 
recho y  de  la  unidad  de  nación;  y  sobre  todo,  de  velar,  como  en 
guardia  permanente,  por  el  servicio  de  los  Códigos  en  su  aplicación 
diaria,  así  como  por  la  consciente  formación  de  la  Jurisprudencia. 
Sentimos  consignarlo  aquí,  pero  no  podemos  callarnos  dignamente 
sobre  el  tole  tole  con  que  la  opinión  pública  viene  denunciando  el 
desacuerdo  de  los  Tribunales  y  llorando  por  consecuencia  el  desfa^- 
'lecimiento  de  su  fé  ante  el  ara  santa  de  la  Justicia:  accidente  el 
más  tremendo  que  puede  sobrevenir  hoy  á  un  pueblo,  dadas  las 
palpitaciones  neurálgicas  del  espíritu  y  de  la  conciencia. 

£1  jurista  crítico  pone  frecuentemente  de  manifiesto  las  flagran- 
tes antinomias  de  los  fallos,  en  serios  é  incontrovertibles  razona* 
mientes;  el  crítico  humorista  s^  chancea  con  la  diosa  Thémis,  cor- 
riéndola y  mofándola  en  sus  Revistas,  por  perezosa,  ridicula  é  in-> 
fecunda,  y  el  vulgo  indocto  grita  por  doquiera  ¡víctimas,  victimas 
de  la  Justicial 

Urge  hacer  algo  para  descargar  esta  atmósfera  caliginosa;  para 
cuidar  de  la  pronta  y  genuina  aplicación  de  la  ley;  para  advertir  á 
los  Tribunales  en  sus  extravíos,  y  para  devolver  á  la  Justicia  los 
respetos  que  le  son  debidos. 

Queremos  el  establecimiento  de  una  Junta,  Asociación,  Con* 

greso que  responda  á  todos  los  fines  antedichos»  en  nombre  de 

ias  necesidades  permanentes  de  la  ciencia  y'  de  los  eternos  fueros 
de  la  opinión:  que  rectifique  y  conserve,  como  en  sagrado  depósito, 
el  Metro  jurídico,  para  que  no  se  haga  de  la  Justicia  un  ilícito  co- 
mercio: Yesta,  que  mantenga  vivo  el  fuego  sagrado  de  la  pura  Ju- 
risprudencia— Dioinarum  atque  humaiwrum  rerum  no/ilia— sacu- 
diendo las  flacas  dormitaciones  ó  somnolencias  de  los  humanos  Juz- 
gadores. 
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Aoaliaindo  ia  cojDposicioQ  de  los  distintos  íoí^títiitos  jaridicos 
refistados,  y  pesando  la  grave  tarea  coa  que  ha  de  cargar  el  nues- 
tro, nos  atrevamos  á  proponer  el  establecimiento  de  uno  nuevo,  sólo 
en  algo  semejante  á  la  Asociación  de  Abogados  lisbonenses.  No  nos 
hemos  expresado  con  rigorosa  propiedad  al  decir  establecer,  pues* 
to  que  nuestro  plan  se  reduce  i  una  sencilla  aplicación  ó  acomoda- 
miento del 

Ilustre  Colegio  de  Aboqados  de  Madrid 

al  servicio  de  la  codificación^  en  su  generación  y  en  su  entretenimien- 
to, y. ala  alta  inspección  científica  sobre  la  Justicia,  para  que  las  le- 
yes encarnen  suave,  razonada  y  plácidamente  en  todas  las  concien- 
cias. Creeoaos  que  el  Colegro  es  la  única  institución  que  puede  satis- 
facer, en  nuestro  esljado,  á  todas  las  necesidades  indicadas.  Criaturas 
los  Abogados  que  viven  en  el  seno  de  las  distintas  capas  sociales, 
vienen  ¿  ser  individualmente  otros  tantos  órganos  de  las  peticiones, 
quejas,  ecos  y  clamores  de  las  varias  clases  y  partidos;  y  en  sus 
agremiaciones,  acumulan  y  fomentan  la  suma  de  todos  los  conoci- 
inienlos  morales,  legales  y  politices.  Cada  Colegio  de  Abogados,  por 
lo  tanto,  reasume  en  si  el  sufragio  de  la  opinión  y  la  autoridad  de 
la  ciencia.  La  antigüedad  de  esta  institución,  probada  ya  con  éxito, 
aun  cuando  sólo  ocasional  é  inciden  talmente,  en  la  tarea  de  que  se 
trata,  es  circunstancia  muy  recomendable  para  el  caso;  y  su  propia 
é  independiente  organización  la  pone  á  salvo  de  trastornos  políticos 
y  de  antojos  ministeriales,  que  la  prudencia  aconseja  prevenir. 

La  Junta  del  Colegio  de  Abogados.de  Madrid ,  relacionada  con 
las  de  los  demás  distritos  —  reorganizadas  todas  como  mejor  con- 
venga al  propósito  indicado  —  y  auxiliada,  según  los  casos,  por 
oíros  institutos  científicos,  debe  reemplazar,  ¿  juicio  nuestro,  á  to- 
das las  Comisiones  legislativas  ó  codificadoras,  para  servir  á  los  fines 
prácticos  del  derecho,  y  auxiliar  las  funciones  de  gobierno,  sin  las 
obsesiones,  mudanzas  ¿  inquietudes  que  provienen  de  una  depen- 
dencia oficial  inmediata. 

Nos  limitamos  á  indicar  el  plan,  cuy<í  estudio  recomendamos  á 
la  prensa  jurídica  y  también  á  la  política  en  general,  porque  es 
digno,  por  su  importancia,  de  la  meditación  de  todos  cuantos  con- 
sagran sus  vigilias  á  los  asuntos  públicos. 

Una  recomendación  especial  tenemos  que  hacer,  dirigida  al  Ex- 
celentísimo Sr.  Decano  del  Colegio  de  Abogados  de  Madrid,  cuya 
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representación  lleTa,  lan  dignamente,  hace  yeinticinco  años:  al  Pre- 
sidente que  ha  sido  de  las  dos  Comisiones  generales  de  codificación, 
durante  ios  diez  y  seis  anos  que  han  existido:  al  célebre  Abogado 
sevillano:  al  Estadista  liberal :  al  Decano  de  los  Jnrísconsaltos  es* 
pañoles:  á  D.  Manuel  Cortina,  en  fin. 

Conocedor  Y.  E.  de  las  ciencias  político-morales  en  sus  princi- 
pios, en  sus  determinaciones  y  en  sus  tendencias:  conocedor,  asi- 
mismo, de  toda  la  mecánica  social,  en  sus  instituciones,  en  sus  co- 
sas y  en  sus  personas;  nadie  con  mayor  autoridad  para  emitir  opi- 
nión, para  fallar,  mejor  dicho,  el  pleito  que  acabamos  de  relatar. 

¡Cuan  inmarcesible  no  seria  la  gloria  ya  enTtdiabie  de  Y.  E.,  at 
después  de  tantos  servicios  prestados  á  la  patria,  por  medio  de  la 
ciencia,  durante  su  larga  y  honrosa  carrera,  acertara  á  coronar  ésta 
ganando  para  su  noble  escudo  aquel  sentido  mote  de  un  bel  morir 
tutta  la  tita  otwral 

I  Torres  JdeDa. 

Diciembre  6  de  1874. 


ENJUICUMIENTO  CRIMINAL. 

G0KS1DBKAGI0NE8  SffiM  EL  CAPÍTULO  IL  TlTDLO  PRKUHINAR 

DE  LA  LEY  PROVISIONAL  DE  ENJUICIAMIENTO  CRIMINAL 

DE   tt   DB   DICIEMBRE  DE    \Slt  [{), 

1. 

AuDque  la  nueva  ley  no  ha biera  hecho  más  que 'recopilar  las 
disposiciones  vigentes  sobre  el  procedimiento  criminal,  reuniéndolas 
en  un  sólo  yolúmen ,  babria  venido  á  llenar  un  inmenso  vacío,  faci* 
litando  en  esa  forma  su  consulta  y  estadio.  Pero  no  es  una  mera 
recopilación  nuestra  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  sino  un  verda- 
dero Código  de  procedimientos,  que  ha  simplificado  muchísimo  la 
tramitación  de  las  causas  y  destruido  ese  laberinto  juridico  de  em- 
barazosa salida  aún  para  los  más  diestros  jurisconsultos.  Verdad  es 
que  si  la  juzgásemos  bajo  el  punto  de  vista  filosófico,  tendríamos 
necesariamente  que  consignar  que  dista  mucho  de  responder  en 
conjunto  al  ideal  á  que  aspira  la  moderna  concepción  del  derecho 
penal  y  al  que  en  su  armonía  debe  realizar  la  buena  administración 
de  la  justicia  penal.  Pero  esto,  ni  es  culpa  de  sus  confeccionadores, 
que  han  tenido  que  amoldarse  á  una  situación  dada ,  ni  incumbe 
tampoco  á  nuestros  propósitos  el  demostrarlo.  El  derecho  positivo 
debe  encaminarse  siempre  á  la  realización  del  supremo  ideal  de  la 
justicia,  pero  teniendo  en  cuenta  que  es  dado  para  un  estado  histó- 
rico con  el  que  se  relaciona  y  del  cual  no  puede  prescindir.  Ver  si 
la  nueva  ley  corresponde  al  periodo  histórico  que  atravesamos  es  lo 
único  que  en  este  terreno  podríamos  hacer.  Mas  ni  aún  esto  nos  pro- 
ponemos en  realidad.  Dirigense  nuestros  estudios  más  bien  á  inter- 
pretarla; á  penetrar  en  su  espíritu;  á  juzgarla  prácticamente  y  re- 
cordar las  disposiciones  de  la  legislación  patria  principalmente,  que 
concuerdan  con  las  de  la  nueva  ley  para  indicar  sus  omisiones  ó 
hacer  patentes  los  vacies  que  ha  llenado. 

Con  el  epígrafe  de  ConsideracUmes  90bre  d  CapÜído  primero  de 
este  Titulo,  nos  hemos  hecho  cargo  de  los  diez  y  siete  artículos  que 
lo  forman  y  del  mismo  modo  emprendemos  el  estudio  acerca  del 

(4)    Véase  la  pág.  8$  del  tomo  XLV  de  esta  Revista. 
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Capítulo  segundo,  en  el  que  se  ocupa  la  ley  del  derecho  de  defensa 
y  del  beneficio  de  pobreza  en  los  juicios  criminales. 

II. 

El  primer  aKículo  del  indicado  Capítulo,  es  el  18  que  dice  lo 
siguiente: 

«Los  que  Tueren  procesados  en  causa  criminal,  tendrán  derecho 
á  ser  representados  por  Procurador  y  defendidos  por  Letrado. 

»Si  no  locr  nombraren  por  sí  mismos,  se  les  designarán  de  oficio 
cuando  (o  solicitaren  ó  cuando  la  causa  hubiese  llegado  &  estado  en 
que  fuese  necesaria  la  iotervencion  de  aquellos  funcionarios,  6 
cuando  el  procesado  intentare  utilizar  algún  recurso,  para  cuya  in- 
terposición hubiere  la  misma  necesidad.» 

Nadie  puede  ser  condenado  sin  ser  oido.  Hé  aquí  el  gran  prin- 
cipio á  que  obedece  el  anterior  artículo.  Despojar  al  hombre  que  se 
halla  sujeto  á  los  resultados  de  un  proceso  del  derecho  de  defensa  y 
permitir  que  sin  escuchar  sus  justos  descargos  se  decida  sobre  su 
honra,  sobre  su  libertad,  sobre  su  futura  suerte,  sobre  su  propie- 
dad y  sobre  su  vida,  seria  la  más  terrible  de  las  tiranías.  Nada  más 
sagrado  que  el  derecho  de  defensa.  El  mismo  Dios,  no  obstante  de 
estar  convencido  que  el  ocultarse  Adam  cuando  oyó  su  voz  en  el 
paraíso  se  debia  á  los  temores  que  abrigaba  de  ser  castigado  por  la 
desobediencia  y  manifiesta  infracción  de  sus  preceptos»  quiso  oirle, 
y  antes  de  lanzarle  de  aquel  hermoso  vergel  le  permitió  disculpar- 
se. Lo  mismo  hizo  con  el  primer  fratricida  á  quien  después  de  ha- 
berle preguntado  por  su  hermano  y  lo  que  de  él  habia  hecho,  mal- 
dijo la  tierra  que  habia  recibido  su  sangre  y  le  condenó  á  andar 
errante  y  fugitivo  sobre  ella,  atormentado  por  los  remordimientos 
de  su  conciencia,  sin  reposo  ni  tranquilidad,  poniendo  siempre  ante 
su  vista  la  enormidad  del  crimen  que  habia  cometido. 

El  derecho  de  defensa,  es  un  derecho  natural  é  inalienable  que 
ni  al  mismo  procesado  le  es  permitido  renunciar,  porque  la  sociedad 
se  interesa  en  que  no  se  castigue  á  nadie  sin  adquirir  antes  el  con- 
vencimiento de  que  ha  delinquido.  Derecho  respetado  generalmen- 
te por  todos  los  pueblos  aún  los  menos  cultos  y  llevado  en  Roma 
basta  el  extremo  de  permitir  al  reo  probar  en  todo  tiempo  su  ino- 
cencia, por  más  que  el  plazo  especial  concedido  para  justificarla 
hubiera  terminado,  como  se  consigna  en  la  ley  18,  §.  9.\  Dig.»  De 
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qwEStion.;  ea  donde  se  dice:  defensionem  quocumqw  tempore  pos- 
tillante  reo  negari  non  oportet. 

Son  muy  respetables  la  vida,  la  libertad  y  el  honor  del  hombre 
para  proceder  ligeramente  contra  tan  estimadas  prendas,  sin  oir 
siquiera  la  voz  de  la  defensa.  El  artículo  que  comentamos,  ha  con- 
siderado como  indispensable  y  esencial  el  acto  de  defenderse  en  el 
juicio  criminal.  A  todo  procesado  ha  concedido  el  derecho  de  nom- 
brar Letrado  que  le  defienda,  y,  si  no  lo*designase,  ordena  que  se 
le  nombre  de  oficio.  Indiferente  es  para  el  daiso  que  sea  rico  6  po* 
bre.  Sin  defensa  no  puede  válidamente  condenarse  á  un  procesado.^ 
Aun  cuando  los  cargos  de  la  acusación  sean  fondados,  hay  que  oir 
al  procesado  y  á  su  defensor.  Sólo  cuando  aquel  se  confiese  reo  del 
delito  que  se  le  hubiere  imputado  en  la  calificación  y  responsable 
civilmente,  si  procede  esta  responsabilidad  también,  puede  dictarse 
sentencia,  pero  dando  por  supuesto  que  el  defensor  no  considere 
necesaria  la  continuación  del  juicio,  como  varemos  más  adelante. 

Tan  indispensable  es  el  acto  de  la  defensa  én  el  juicio  criminal 
que  ni  aun  estando  confeso  el  reo  puede  privársele  del  derecho  de 
defenderse  si  el  Letrado  lo  creyera  necesario.  Pero  una  reforma 
trascendental  se  ha  hecho  por  la  nueva  ley  en  lo  que  respecta  al 
modo  y  forma  de  verificarse  el  acto  de  la  defensa.  Rompiendo  con 
el  tradicionalismo  procesal  y  siguiendo  las  huellas  de  países  cultos, 
ha  dado  preferencia  á  las  defensas  orales  sobre  las  escritas  ¿Ofrece 
ventajas  este  sistema?  No  es  este  el  lugar  donde  debemos  ocuparnos 
concretamente  de  este  punto,  porque  hallaremos  en  otro  ocasión 
más  oportuna  de  liacerlo.  Mas  no  podemos  prescindir  de  insinuar 
algo  sobre  el  particular,  toda  vez  que  ha  habido  alguno  que  ha 
visto  en  la  defensa  un  peligro  para  ¡a  recta  administración  de  jus- 
ticia. 

Un  reputado  criminalista  compatriota  nuestro  ha  combatido 
enérgicamente  la  defensa  oral,  declarándose  enemigo  irreconciliable 
4e  la  oratoria  forense.  Según  él,  nada  hay  que  justifique  el  que  en 
un  Tribunal  con  todo  su  aparato  se  presenten  los  abogados  á  defen- 
der á  los  reod»  porque  valiéndose  de  artificios  relóricos  más  bien 
deslumhran  á  los  Jueces  que  los  instruyen.  Las  defensas  orales  en 
sn  entender  deben  desterflirse  del  foro,  porque  los  defensores  no  van 
á  decir  la  verdad  desnuda,  sino  la  mentira  bien  vestida.  No  intentan 
llevar  el  convencimiento  al  ánimo  de  los  Jueces  aduciendo  la  re^s- 
petable  autoridad  de  las  leyes  y  la  poderosa  fuerza  de  la  razón,  sino 
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que  se  eocaminaa  á  enteraeoer  el  corazón  de  los  juzgadores  y  es* 
citar  su  compasión  con  los  encantos  de  la  eloeuencia,  recurriendo  á 
las  pinturas  ó  descripciones  patéticas  y  á  las  tiernas  súplicas  mez- 
cladas con  los  humildes  ruegos  y  lágrimas  de  las  esposas,  hijos, 
padres,  hermanos  y  parientes  de  los  procesados.  Así  más  bien  que 
porque  se  respete  la  justicia,  abogan  los  defensores  porque  se  viole. 
Culpa  á  los  romanos  de  la  funesta  influencia  de  esa  vituperable 
práctica  de  las  defensas  orales  que  se  dirigen  noá  libertar  á  los  reos 
de  penas  que  no  merecen,  sino  á  eximirles  del  castigo  á  que  se  han 
hecho  acreedores.  Aplaude  la  previsión  de  los  legisladores  egipcios 
*que  no  permitieron  acusaciones  ni  defensas  orales,  temerosos  no 
sólo  de  las  dotes  oratorias  de  los  Letrados,  sino  de  las  de  los  mis- 
mos reos  en  presencia  de  sus  Jueces.  Invoca  esta  misma  práctica 
observada  en  la  China,  y  manifiesta  que  el  Areópago  ateniense  no 
consintió,  ni^  aun  después  de  permitir  defensas  orales,  que  los  de- 
fensores hicieran  uso  de  cuanto  pudiera  conmover  los  afectos  ó 
ablandar  el  corazón  de  los  Jueces.  Para  robustecer  sus  razonamien- 
tos en  contra  de  la  oratorisl  forense,  entresaca  dos  hechos  de  los 
anales  del  foro  para  demostrar  los  singulares  abusos  á  que  se  pres- 
tan las  defensas  orales.  La  hermosa  Frine,  acusada  y  convicta  de 
un  crimen  castigado  con  pena  capital,  compareció  ante  el  Areópago 
de  la  célebre  Atenas  para  ser  juzgada.  El  famoso  Hipérides,  que  la 
defendia,  después  de  haber  agotado  todos  los  recursos  que  su  elo- 
cuencia le  suministró,  hubo  de  advertir  en  el  semblante  de  los  areo- 
pagitas  que  aun  no  se  hallaban  propicios  á  absolver  á  su  defendida. 
Creyendo  necesario  acudir  á  otros  medios  que  pudieran  conmover 
á  ios  severos  Jueces,  se  acercó  súbitamente  á  la  bella  Frine,  y  ras- 
gando su  vestido  mostró  á  la  asamblea  las  partes  del  humano  cuer- 
po que  el  pudor  veda  descubrir  y  la  decencia  obliga  á  ocultar  cui- 
dadosamente, y  los  inexorables  Jueces,  cediendo  á  móviles  que  ig- 
noramos, absolvieron  á  aquella  desgraciada  á  quien  se  habia  obli- 
gado á  exhibir  aquellos  escándalos  de  nieve  á  los  ojos  de  todo  el 
concurso,  como  califica  el  sabio  Feijoo  á  la  belleza  del  cuerpo  de  la 
procesada.  Cita  también  lo  ocurrido  en  Roma  con  ocasión  del  pro- 
ceso de  Maolio  Capitolino,  de  ese  célebre  conspirador  que  murió 
precipitado  de  la  roca  Tarpeya,  y  á  quien  debia  su  patria  entre 
otros  muchos  y  eminentes  servicios  el  de  haber  rechazado  á  los  ga- 
los de!  Capitolio.  Habiendo  sublevado  á  las  turbas  fué  procesado, 
y  su  defensor  Marco  Antonio,  para  lograr  su  absolución,  rasgó  su 
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túnica  y  manifestó  á  la  asamblea  del  pueblo  las  cicatrices  de  las  he- 
ridas que  tenia  en  su  pecho  por  haber  luchado  contra  los  enemigos 
de  Boma. 

Ejemplos  son  estos  qué,  en  verdad,  deben  ser  tenidos  en  cuenta 
por  los  que  administran  justicia  para  no  dejarse  alucinar  por  el  bri- 
llo deslumbrador  de  un  discurso  que  arrebate  y  hagan  que  domine 
la  razón  y  la  justicia  á  los  sentimientos.  Pero  esto  no  puede  servir 
de  argumento  serio  para  negar  el  legítimo  derecho  de  defensa  á  un 
procesado.  El  abuso  que  de  la  oratoria  forense  se  haga  no  puede 
justificar  el  que  se  suprima  ese^  acto  tan  indispensable  en  el  juicio 
criminal.  El  que  así  lo  hiciera  cometería  un  gran  atentado  contra 
la  personalidad  humana  privándola  de  uno  de  sus  más  preciosos 
derechos.  El  derecho  de  defensa  debe  ser  tan  amplio  como  sea  po- 
sible. No  debe  privarse  al  desgraciado  que  se  halla  bajo  el  peso 
abrumador  de  ana  acusación  de  los  medios  racionales  de  defen- 
derse. Si  alguna  vez  el  abuso  ha  dado  motivo  para  que  la  impuni- 
dad haya  triunfado  de  la  justicia,  en  muchas  ocasiones  ha  sucedido 
taaibien  lo  contrarío,  es  decir,  la  inocencia  ha  sido  atropellada  por 
los  Jueces  invocando  el  sacrosanto  nombre  de  la  lev. 

Pues  qué,  ¿no  han  abundado  también  por  desdicha  en  la  prácti- 
ca los  hechos  de  haber  sido  llevados  al  patíbulo  multitud  de  ino- 
centes? ¿Y  habrá  nadie  que  fundándose  en  los  errores  judiciales  que 
se  hau  cometido  pida  la  supresión  de  los  Jueces  y  de  las  penas?  Ño; 
el  derecho  de  defensa  es  un  derecho  natural  que  el  mismo  Dios  tuvo 
á  bien  reconocer  aun  al  hombre  más  depravado,  al  miserable  asesi- 
no de  su  hermano,  al  fratricida  Caín.  La  ley  ha  hecho  bien  en  con- 
signar que  todo  procesado  tiene  derecho  á  ser  defendido  por  Letra- 
do. Se  dirá  que  esa  misma  ley  ha  venido  á  violar  el  derecho  de  de- 
fensa limitando  sólo  la  potestad  de  defender  á  los  que  tengan  un 
titulo  académico  que  los  declare  aptos  para  abogar  y  no  autorizan- 
do á  los  procesados  que  carezcan  de  ese  requisito  para  defenderse 
por  si.  Pero  esto  no  es  seguramente  una  violación  de  ese  derecho  na  - 
tural,  antes,  por  el  contrarío,  e&su  expreso  reconocimiento.  La  ley 
no  sólo  ha  reconocido  ese  derecho,  sino  que  además  ha  procurado 
con  sabia  previsión  facilitar  el  medio  de  hacer  buen  uso  de  él.  Ha 
exigido  que  el  defensor  sea  Letrado  en  ejercicio,  para  evitar  que 
por  impericia  ó  por  otras  causas  viniera  á  quedar  indefenso  el  pro- 
cesado, bien  compareciendo  tan  sólo  él  ante  el  juzgador  ó  bien  en- 
comendando su  defensa  á  persona  que  no  tuviera  la  debida  compe- 
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tencia.  Si  el  procesado  tieoe  título  bastante  para  defenderse,  ann- 
qae  no  ejerza  la  abogada,  puede  hacerlo:  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial  le  autoriza  expresamente  para  ello  en  el  art.  875,  como  an* 
toriza  á  todo  Letrado  que  no  tenga  estudio  abierto  ni  se  halle  ins- 
crito en  el  Colegio,  ciíando  este  requisito  es  necesario  para  abogar, 
que  defienda  á  sus  parientes  dentro  del  cuarto  grado  de  consangui- 
nidad ó  segundo  de  afinidad,  previa  habilitación  del  Decano  del  Co- 
legio de  Abogados  si  lo  hubiere,  ó  acreditando  ser  tal  Abogado  y 
pariente,  en  su  caso,  ante  el  Juez  ó  Tribunal  donde  hubiera  de  de- 
fender para  ser  por  ellos  autorizado.  La  ley  no  ha  querido  por  lo 
tanto  violar  ese  derecho  natural  sino  asegurar  su  buen  ejercicio.  Si 
no  ha  concedido  en  absoluto  á  todo  procesado  el  derecho  de  defen- 
derse por  sí  ha  sido  teniendo  muy  en  cuenta  la  conveniencia  del 
mismo,  encausado.  Por  desgracia  el  crimen  suele  ser  producto  de  la 
ignorancia,  y  la  ley  no  ha  querido  perjudicar  ¿  esos  desgraciados 
seres  que  delinquen,  concediéndoles  una  facultad  de  la  que  no  sa- 
brían hacer  buen  uso.  Sin  embargo,  en  cuanto  puede  hacerse,  por 
ahora,  ha  sido  atendido  también  el  procesado  que  desee  manifestar 
por  sí  sus  descargos,  como  en  lugar  más  oportuno  consignamos. 

Bien  sabemos  qué  no  faltará  quien  censure  el  que  no  se  haya 
concedido  á  todos  y  á  cada  uno  de  los  ciudadanos  el  derecho  de  libre 
defensa,  fundándose  en  un  criterio  político,  sobrado  conocido.  Pero 
ese  bello  ideal  nos  acarrearía  hoy  tan  sólo  complicaciones  en  la 
pronta  y  recta  administración  de  justicia,  sia  resultado  alguno  be- 
neficioso en  la  práctica. 

No  hay  que  hacerse  ilusiones;  prescindiendo  de  los  que  tienen 
un  título  académico  que  acredita  su  aptitud  científica  para  abogar, 
son  muy  pocas  las  personas  que  podrían  presentarse  ante  los  Tribu- 
nales á  defender  un  procesado  con  probabilidades  de  desempeñar 
cumplidamente  el  difícil  cargo  de  defensor.  Nuestra  legislación  pe- 
nal es  verdad  que  ha  venido  á  simplificarse  mucho  con  la  publica- 
ción del  Código  penal,  como  se  ha  simplificado  el  procedimiento  con 
la  ley  que  venimos  estudiando.  Mas  una  y  otro  ofrecen  en  la  prác- 
tica no  pocas  dificultades,  y  son  muchos  los  problemas  jurídicos  que 
á  cada  momento  se  nos  presentan,  los  cuales  no  se  pueden  resolver 
con  acierto  si  no  se  poseen  profundos  conocimientos.  Para  llegar  á 
comprender  sólo  el  Libro  primero  de  nuestro  Código,  que  tan  filosó- 
fica y  artísticamente  se  halla  confeccionado,  se  hace  preciso  á  más 
de  un  detenido  estudio  de  su  articulado,  conocer  los  principios  filo- 
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sóficos  sobre  que  descansa  y  el  mecaoisaio  especial  que  hay  que  te- 
ner presente  para  su  aplicación.  No  es  fácil  el  cargo  de  defensor, 
ni  pnede  culparse  á  los  redactores  de  la  ley  por  no  haber  consigna- 
do el  derecho  de  libre  defensa^  pues  han  obrado  bien  no  separándo- 
se en  este  particular  de  lo  establecido  en  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial. 

Lo  mismo  decimos  respecto  á  la  necesaria  intervención  de  los 
Procuradores  llamados  á  representar  á  los  procesados.  No  es  esa  su- 
tileza inventada  por  los  jurisconsultos  romanos  para  poder  usar  las 
fórmulas  propias  de  la  parte  interesada  que  descansaba  sobre  el  do- 
mmium  liUs  por  el  que  se  fingia  que  el  Procurador  habia  hecho 
suya  la  causa,  lo  que  justifica  la  intervención  obligada  de  estos  fun* 
cíonarios  en  los  procedimientos  criminales.  El  aio  hanc  rem  meam 
e$$e  de  aquel  antiguo  formulario  que  hizo  ne¿esaria  la  indicada  fic- 
ción para  poderlo  pronunciar  un  Procurador,  ha  desaparecido  de 
nuestro  foro  y  no  debemos  buscar  en  esas  indispensables  fórmulas 
romanas,  la  razón  de  haber  hecho  necesaria  la  representacioa  por 
ese  funcionario. 

La  representación  por  Procurador  tiene  su  fundamento  en  razo- 
nes de  conveniencia  y  aun  de  justicia.  La  conveniencia  exige  que  ha- 
ya una  persona  perita,  revestida  del  carácter  de  funcionario  público 
que  se  haga  cargo  de  los  procesos  y  los  entregue  al  defensor;  que 
reciba  instrucciones  del  procesado  y  las  comunique  al  encargado  de 
su  defensa;  que  reciba  los  escritos  de  éste  y  los  presente  al  Juez  ó 
Tribunal ;  que  haga  cuanto  conduzca  á  la  mejor  defensa  del  que 
represente;  que  oiga  y  firme  los  emplazamientos,  citaciones  y  noti- 
ficaciones que  la  ley  no  disponga  se  hagan  personalmente  á  los 
mismos  interesados ,  ó  tengan  por  objeto  la  comparecencia  obliga- 
toria de  éstos;  que  curse  los  suplicatorios,  exhortes  ó  mandamientos 
que  se  expidan  á  petición  del  procesado;  que  dé  aviso  de  haberlos 
presentado  al  Tribunal  ó  Juez  á  quien  se  hubiere  encomendado  su 
cumplimiento;  que  los  presente  después  de  devueltos;  que  acompa- 
ñe á  los  testigos  cuando  sea  procedente,  y  en  una  palabra,  que 
contribuya  con  sus  servicios  á  la  marcha  regular  y  ordenada  de  los 
procedimientos.  Estas  y  otras  razones  de  conveniencia  exigen  la 
representación  por  Procurador.  Pero  hay  también  razones  de  jus-  i 

ticia  que  reclaman  la  intervención  de  esos  funcionarios.  Los  proce- 
dimientos judiciales  son  de  suyo  complicados,  y  los  procesados  no 
acertarían  las  más  de  las  veces  á  seguir  los  trámites  con  sujeción 
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extricta  á  la  ley,  perjadícándose  ea  machas  ocasiones  por  falta  de 
coDocimieatos  ó  impericia.  Uftase  á  esto  el  que  la  prisión  provisio- 
nal ó  el  tener  su  residencia  en  punto  distinto  del  Tribunal  ó  Juz- 
gado en  donde  se  les  siguiera  la  causa,  privaría  á  los  procesados 
de  los  medios  conducentes  para  practicar  importantes  justificacio- 
nes, y  se  verá  la  justicia  con  que  la  ley  les  ha  concedido  el  derecho 
de  ser  representados  por  Procurador. 

No  se  entienda  que  por  esto  sostenemos  en  absoluto  la  necesi- 
dad de  esos  intermediarios  en  un  procedimiento  distinto  del  actual; 
pues  creemos  que  si  el  espíritu  de  reforma  continúa  inspirando  á 
los  legisladores  modificaciones  de  .cierto  género  en  la  organización 
del  poder  judicial  y  en  el  Enjuiciamiento,  llegará  un  dia  en  que, 
hechas  esas  reformas,  dejarán  de  ser  necesarios.  Pero  dada  nuestra 
legislación  actual,  np  hay  razón  alguna  que  justifique  el  que  se  su- 
prima ese  cargo  desempeñado  por  personas  que  tienen  el  carácter 
de  públicas  desde  época  muy  antigua,  como  lo  demuestra  la  ley  2.', 
Dig,  de  Reg.  jur.,  y  cuya  cooperación  en  el  procedimiento  para  los 
fines  de  la  defensa,  es  útil  y  conveniente. 

Hemos  demostrado  que  el  derecho  de  defensa  es  un  derecho  na> 
tural;  y  que  la  ley,  al  sancionarlo  y  regular  su  ejercicio,  ha  tenido 
en  cuenta  no  sólo  la  conveniencia  de  los  procesados,  sino  tanibien 
las  exigencias  sociales  y  de  estricta  justicia  que  se  oponen  á  que  se 
castigue  á  un  individuo  sin  que  antes  se  haya  adquirido  el  conven- 
cimiento de  su  delincuencia  y  escuchado  sus  justificaciones  y  des- 
cargos. 

Réstanos  para  terminar  nuestras  observaciones  á  este  artfculo, 
exponer  los  derechos  que  á  todo  procesado  concede  independiente- 
meute  de  su  posición  6  fortuna,  es  decir,  de  su  riqueza  ó  indigen- 
cia. A  todos  los  procesados  en  causa  criminal,  sean  ricos  ó  pobres, 
concede  el  derecho  á  ser  representados  por  Procurador  y  defendi- 
dos por  Letrado.  Si  no  hicieran  uso  de  ese  derecho,  nombrando  por 
si  mismo  esos  funcionarios,  la  ley  que  ha  juzgado  de  esencia  en  el 
juicio  criminal  la  defensa,  ha  ordenado  que  se  les  designen  de  ofi- 
cio, ya  cuando  así  lo  solicitaren,  ya  cuando  la  causa  hubiera  lle- 
gado á  estado  en  que  fuese  necesaria  su  intervención,  ó  ya  también 
cuando  el  procesado  quisiera  utilizar  algún  recurso,  para  cuya  in- 
terposición sea  necesario  valerse  de  ellos  con  arreglo  á  las  leyes  vi- 
gentes. La  designación  de  oficio  se  hace  por  los  decanos  de  los  Co- 
legios respectivos,  indicando  á  quien  corresponde  en  turno.  Si  nc 
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hubiere  esos  Colegios,  el  art.  868  de  la  ley  orgánica  del  poder  ju* 
dicial  previene  que  el  Secretario  del  Tribunal,  bajo  la  inspección 
del  Juez  más  moderno,  lleve  el  repartimiento  de  los  pleitos  y  cau- 
sas de  pobres  entre  los  Procuradores  y  Abogados ,  guardando  la 
posible  igualdad.  Este  mismo  artículo  permite  acudir  al  Tribunal 
de  partido  contra  lo  acordado  al  hacer  el  repartimiento  por  el  Juez 
más  moderno,  pero  sin  ulterior  recurso.  AuQque  las  disposiciones 
de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial  y  las  de  la  que  venimos  estu- 
diando nada  dicen  respecto  á  si  es  ó  no  obligatorio  para  el  Procu- 
rador y  Abogado  á  quienes  corresponda  en  turno  aceptar  la  repre* 
sentacion  y  defensa  del  procesado  rico  cuando  se  designen  de  oficio, 
creemos  que  por  analogía  deben  observarse  las  mismas  reglas  que 
una  y  otra  establecen  para  el  caso  de  ser  hecho  el  nombramiento 
para  el  declarado  pobre,  que  más  adelante  expondremos,  y  por 
consiguiente,  qtie  es  obligatoria  la  aceptación,,  si  bien  pueden  excn* 
sarse  cuando  medie  un  motivo  personal  y  justo. 

Concluiremos  nuestras  observaciones  á  este  articulo  haciendo 
constar  que  no  en  todos  los  países,  por  más  que  de  cultos  se  pre- 
cien, han  merecido  los  procesados  tan  humanitaria  consideración 
que  se  les  ha  garantizado  debidamente  el  derecho  natural  de  de- 
fensa, como  en  el  nuestro.  En  Inglaterra  se  prohibía  antes,  que  el 
acusado  de  felonía  (feiony)  nombrase  Abogado  (Counsei),  y  poste- 
riormente por  Guillermo  III  se  permitió  ya  á  los  procesados  por  de- 
litos de  traición  el  que  fueran  defendidos  por  Abogados,  viniendo  la 
ley  de  20  de  Agosto  de  i836  á  reconocer,  sin  distinción,  el  derecho 
de  defensa  á  todo  procesado.  Mas  en  ese  país  ha  sido  poco  atendido 
el  derecho  de  defensa,  y  aunque  reconocido  y  consagrado  por  la 
ley  antes  citada,  su  ejercicio  en  la  práctica  suele  encontrar  muchos 
entorpecimientos,  especialmente  para  los  procesados  pobres.  En  Es- 
cocia la  defensa  del  procesado  se  halla  completamente  garantizada  y 
goza  de  la  latitud  posible  el  Abogado,  sin  que  en  ningún  caso  se 
deje  de  proveer  al  presunto  reo  de  defensor,  que  se  nombra  de  ofi- 
cio, siempre  que  el  procesado  no  lo  haya  designado  por  sí.  Esta  di- 
ferencia entre  estos  dos  países  unidos  por  estrephos  lazos  proviene, 
sin  duda,  del  predominio  que  en  el  ultimo  ha  tenido  la  legislación 
romana.  En  la  América  del  Norte  la  Constitución  garantiza  el  de- 
recho de  defensa  al  procesado,  estando  obligado  el  Juez  por  la  ley 
á  hacer  presente  al  acusado  su  derecho  de  nombrar  defensor,  se- 
gún puede  verse  en  el  Código  de  procedimientos  de  New-Tork,  ar- 
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ticulo  32S.  Asi  que  én  la  mayor  parte  de  los  países  cultos  se  viene 
ya  reconociendo  y  consagrando  el  derecho  de  defensa  de  los  pro- 
cesados con  marcada  tendencia  á  darle  la  mayor  amplitud  posi- 
ble* Esta  filantrópica  tendencia  debe  ser  secundada  por  los  legisla* 
dores. 

m. 

«AüTícuLO  19.  El  querellante  particular  y  el  actor  ciril,  si 
estUYÍeren  habilitados  de  pobres,  tendrán  también  derecho  á  que 
se  les  nombren  de  oficio  Procurador  y  Abogado  para  su  representa* 
cion  y  defensa. » 

Como  hemos  yisto  al  terminar  el  artículo  anterior,  el  derecho 
de  ser  defendido  por  Letrado  y  representado  por  Procurador,  se 
concede  indistintamente  á  todo  procesado,  sea  pobre  ó  rico.  Pero 
puede  suceder  que  cualquier  ciudadano  en  virtud  del  derecho  que 
le  concede  esta  ley  quiera  hacer  uso  de  la  acción  penal  pública  ó 
privada,  ó  desee  ejercitar  la  civil  emanada  de  un  delito  ó  falta.  En 
este  caso  el  artículo  presente  establece  que  sólo  tendrá  derecho  á 
que  se  le  nombre»  Procurador  ó  Abogado  para  su  representación  y 
defensa  el  que  hubiera  sido  previamente  habilitado  como  pobre.  Si 
no  hubiera  obtenido  esa  habilitación,  aunque  estuviere  notoriamen- 
te comprendido  en  alguno  de  los  casos  del  art.  22,  no  podrá  exigir 
que  se  le  nombre  Procurador  y  Abogado  para  entablar  la  querella  6 
hacer  uso  de  la  acción  civil,  salvo  cuando  estando  de  notoriedad 
comprendido  en  alguno  de  los  indicados  casos  del  precitado  art.  22, 
no  se  opusieran  á  que  se  le  considere  desde  luego  como  pobre  el 
Ministerio  fiscal  ó  la  parte  con  quien  debiera  sustanciarse  el  inci- 
dente de  pobreza.  Fácil  es  comprender  las  razones  que  se  han  te- 
nido en  cuenta  al  redactar  este  artículo  para  no  hacer  extensivo  el 
derecho  á  que  se  nombre  de  oficio  Procurador  y  Abogado  al  que- 
rellante particular  ó  actor  civil  que  no  sea  legalmente  pobre.  No  se 
trata  ya  de  una  persona  que  se  halla  procesada  para  dispensarle 
esos  beneficios  y  concederle  medios  de  hacer  valer  su  derecho  de 
defensa,  sino  de  una  persona  que  quiere  hacer  uso  de  una  acción 
penal  ó  civil  emanada  de  delito  ó  falta  contra  otra  que  juzga  res- 
ponsable penal  ó  civilmente  ó  ambas  cosas  á  la  vez.  En  este  caso,  no 
hay  nada  que  justifique  el  que  se  nombre  de  oficio  Procurador  y 
Abogado  al  que  tenga  medios  de  fortuna  para  sostener  la  querella 
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6  ia  acción  civil  que  ioteate  ejercitar;  si  haliándose  procesado  se  le 
concede  ese  derecho  al  rico  no  se  debe  á  otra  cosa  que  al  ser  consi- 
derada como  esencial  la  defensa  en  el  juicio,  pero  no  estando  proce- 
sado  no  existe  esa  razón.  Sólo  al  desvalido,  al  pobre,  debe  dispen- 
sarse por  el  Estado  en  virtud  de  la  tutela  suprema  que  ejerce,  los 
beneficios  legales  que  demanda  su  indigencia.  Hacer  otra  cosa 
seria  convertir  ia  prestación  tutelar  en  puro  socialismo  autoritario, 
matando  I^  vida  individual. 

£1  Estado  no  debe  llevar  más  allá  de  los  justos  límites  su  acti- 
vidad, moviéndose  tan  sólo  dentro  de  la  esfera  de  lo  puramente  in* 
dispensable,  sin  penetrar  jamás  en  el  campo  reservado  á  la  iniciati- 
va del  individuo.  Así  solamente  puede  lograrse  que  los  organismos 
que  forman  el  cuerpo  social  adquieran  la  vitalidad  indispensable  y 
contribuyan  ¿  la  realización  de  los  distintos  fines  que  cada  uno  está 
llamado  á  llenar.  La  iniciativa  individual  debe  estimularse  siempre. 
El  £stado  no  debe  prestar  más  auxilios  que  los  absolutamente  pre- 
cisos al  individuo.  Al  que  tenga  fortuna  bastante  para  poder  sopor- 
tar los  gastos  que  le  ocasione  el  ejercicio  de.  una  acción  penal  ó  ci- 
vil no  debe  el  Estado  darle  derecho  á  que  se  le  nombren  de  oficio 
Procurador  y  Abogado  que  le  representen  y  defiendan. 

Dueño  es  de  hacer  uso  de  esas  acciones  ó  dejar  de  hacerlo.  Si  se 
resuelve  por  utilizarlas,  ningún  obstáculo  hay  que  se  lo  impida.  No 
sacede  así  al  pobre,  porque  éste  necesita  verdaderamente  que  el 
Estado  le  auxilie,  que  le  preste  su  acción  tutelar.  La  ley  ha  hecho 
bien  en  concederle  esa  protección,  como  tutor  que  es  de  derecho 
del  desvalido. 

Por  el  contrario,  deber  del  jico  es  sacrificar,  si  necesario  fue^ 
ra,  una  pequeña  parte  de  su  patrimonio  para  contribuir  á  que  no 
quede  impune  un  delincuente.  Así  lo  hacen  en  otros  países  las  per- 
sonas á  quienes  su  posición  les  permite  cooperar  al  castigo  de  los 
delitos.  Ejemplo  de  ello  nos  suministra  Inglaterra,  donde  existen 
Tafias  sociedades  organizadas  debidamente  para  perseguir  á  delin- 
cuentes de  cierto  género.  A  la  iniciativa  individual  se  debe  la  crea- 
ción de  esas  sociedades  que  generosamente  sufragan  los  gastos  qij^ 
le  ocasionan  los  múltiples  procedimientos  que  á  su  instancia  se  si- 
guen. Sociedades  que  bandado  excelentes  resultados  y  desearíamos 
Terlas  organizadas  en  nuestjo  país.  Frecuentes  son  aquí  los  hurtos 
de  caballos  y  ganados  de  otras  especies,  y  raros  los  casos  en  que  se 
logra  descubrir  los  autores  de  esos  delitos,  debido  sin  duda  á  la  or- 
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ganizacion  que  haa  coDsegaido  darse  por  acá  los  malhechores,  y  á 
la  escasa  iniciativa  que  individualmente  han  tomado  ios  propietarios 
para  perseguirlos.  Bello  país  ese,  en  que  cada  ciudadano  es  un  Ter* 
dadero  policía,  y  en  el  que  desde  el  asesino  y  ladrón  hasta  la  qne, 
abandonada  á  los  voluptuosos  placeres  en  las  asquerosas  sentinas 
donde  se  alberga  la  desmoralización  social,  tienen  un  implacable 
enemigo  en  el  seno  del  pueblo  mismo  en  que  viven  y  cometen  sus 
excesos.  Hasta  el  escritor  y  grabador  obsceno  encuentra  en  ese  pais, 
en  que  la  prensa  goza  tanta  libertad,  quien  le  deniíhcie  y  persiga 
ante  los  Tribunales  competentes.  El  espíritu  de  clase  ha  llegado  alli 
ya  hasta  el  extremo  de  perseguir  á  los  miembros  de  ella  que  no  sean 
dignos  de  pertenecer  á  un  grupo  profesional  dado.  Los  banqueros 
se  han  asociado  para  perseguir  á  los  falsificadores  del  papel  publico 
ó  de  cualquiera  especie  de  papel  de  crédito,  y  hasta  las  parroquias 
sufragan  los  gastos  de  una  acusación,  cuando  habiéndose  cometido 
un  delito  en  cuyo  castigo  se  interese  la  vindicta  pública,  la  familia 
ofendida  no  tenga  medios  de  fortuna  para  soportar  los  gastos  que 
ocasione  el  procesamiento.  Dignos  ejemplos  que  merecen  ser  imita- 
dos. Pero  dejamos  estas  coosideraciones  y  muchas  otras  que  nos 
sugiere  el  estudio  del  procedimiento  penal  de  otros  países,  por  con- 
cretarnos al  objeto  principal  que  nos  proponemos  llenar,  y  volve- 
mos sobre  el  extremo  de  que  á  los  considerados  como  pobres  debe 
suministrárseles  de  oficio  Procurador  y  Abogado  para  su  represen- 
tación y  defensa  cuando  intenten  entablar  una  querella  ó  ejercitar 
la  acción  civil  emanada  de  un  delito  ó  falta. 

Desde  época  muy  antigua  vemos  impuesta  á  los  Abogados  la 
obligación  de  defender  gratuitamente  á  los  pobres.  En  Roma  se  re- 
conoció ya  por  el  Pretor  esa  obligación,  consignada  en  la  ley  I, 
§.  4,  Díjf.,  de  Postul  El  Doctor  angélico  Santo  Tomás  en  su  Secuu  - 
dasecundae,  quassL  71,  art.  1,  se  ocupa  de  ella  y  la  consigna  igoaU 
mente.  La  ley  6,  tít.  6,  Part.  3/,  impuso  la  obligación  á  los  Aboga- 
dos de  defender  á  los  pobres  y  desvalidos  por  amor  de  Dios,  y  va- 
rias leyes  posteriores  vinieron  á  dictar  ciertas  disposiciones  para  el 
más  riguroso  y  cabal  cumplimiento  de  esa  obligación.  En  la  época 
de  D.  Carlos  I  y  Doña  Juana«se  previno  á  los  Letrados  y  Procurado- 
res de  pobres  que  desempeñaran  personalmente  sus  cargos,  como 
puede  verse  en  la  ley  2,  tít.  19,  lib.  4  de  la  Novísima  Rec.  Por 
D.  Carlos  III  se  ordenó  en  28  de  Noviembre  de  1771  que  en  lo«su* 
cesivo  el  Colegio  de  Abogados  tendría  la  obligación  de  defender  y 
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despaehar  las  causas  de  ios  presos  pobres  de  la  cárcel  de  Corte, 
para  cuyo  fia  habia  de  nombrar  todos  los  anos  sei?  individuos  de 
toda  confianza  para  qne  despachasen  por  turno  las  causas,  sin  que 
se  les  admitiese  excusa  alguna,  ¿  no  ser  fundada  en  su  ausencia, 
enfermedad  d  otro  legitimo  impedimento,  en  cuyo  caso  debia  el  Co- 
legio nombrar  uno  que  representase  al  impedido  ó  escusado,  todo 
sin  perjuicio  de  la  libertad  que  al  procesado  se  concedía  para  va- 
lerse de  cualquier  Abogado  del  Colegio  "á  su  satisfacción,  k  más  de 
esto  se  impuso  á  ios  Abogados  de  pobres  la  obligación  de  asistir  al- 
ternativamente uno  de  los  seis  á  las  visitas  semanales  y  extraordi- 
narias de  la  cárcel.  Es  de  advertir  que  las  Ordenanzas  de  Madrid 
de  1495  hablan  ya  acordado  que  los  Abogados  legos  estaban  obli- 
gados á  ayudar  en  las  causas  de  los  pobres  de  gracia  y  por  amor  de 
Dios. 

En  la  época  moderna  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias  de  19  de 
Diciembre  de  183S,  dispusieron  que  sin  perjuicio  del  Sagrado  de* 
ber  que  todos  los  Abogados  tenían  de  defender  gratuitamente  á  los 
pobres  hubiera  en  estos  Tribunales  dos  ó  más  designados  en  cada 
aSo  por  los  respectivos  Colegios,  para  encargarse  de  las  defensas  de 
los  procesados  que  no  hubieran  hecho  especial  nombramiento.  X.a 
Real  orden  de  20  de  Setiembre  de  1839,  limitó  la  facultad  de  los 
pobres  para  elegir  defensor  á  ios  abogados  designados  anualmente 
para  encargarse  de  los  asuntos  de  ese  género,  y  previno  al  propio 
tiempo  que  se  aumentase  el  numero  de  los  nombrados  en  términos 
que  la  elección  tuviera  la  libertad  apetecible. 

El  art.  15  de  los  Estatutos  para  el  régimen  de  los  Colegios  de 
Abogados  del  reino  contenidos  en  el  Real  decreto  de  28  de  Mayo 
de  1838,  previene  que  se  reúnan  por  lo  menos  dos  veces  al  mes  las 
Juntas  de  Gobierno  de  los  Colegios  de  Abogados,  y  entre  las  atribu- 
ciones que  á  éstas  concede  se  halla  la  7.*  que  es  la  de  nombrar  los 
Abogados  de  pobres,  teniendo  cuidado  de  repartir  las  cargas  de  mo- 
do que  cada  colegial  las  sufra  con  igualdad  según  el  método  que  se 
hubiera  decidido  observar  en  la  distribución  de  estos  asuntos  por  la 
Junta  general  del  Colegio.  El  art.  19  de  los  mismos,  encomienda  á  los 
decanos  el  turno  ó  repartimiento  de  las  causas  de  pobres,  y  á  ellos 
corresponde  también  calificar  las  excusas  de  los  Abogados  que  inten- 
taran abstenerse  de  tomar  la  defensa  de  un  pobre  en  asunto  cri- 
minal, ^con  arreglo  al  Real  decreto  de  6  de  Junio  de  1844  y  Real 
orden  de  30  de  Diciembre  de  1849.  Tanto  á  os  fiscales  de  los  Tri- 
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banales  como  á  los  promotores  de  ios  Juzgados,  se  les  impaso  la 
obligación  de  asistir  á  las  Juatas  de  los  Colegios  ea  que  se  nom* 
brasen  los  Abogados  de  pobres,  pero  el  Real  decreto  de  1/  de  Abril 
de  i8o{(  vino  á  derogar  las  disposiciones  en  qae  eso  se  prevenia.  El 
Reglamento  provisional  en  sü  art.  2.**;  él  Reglamento  de  los  Juzga«> 
dos  en  su  art.  59;  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  el  art.  179  y  en 
el  número  2/  del  181,  y  varias  otras  disposiciones  han  venido  con- 
signando en  principio  que  debe  administrarse  justicia  gratuitamente 
á  los  pobres,  y  que  debe  nombrárseles  Procurador  y  Abogado  para 
su  representación  y  defensa. 

La  ley  orgánica  del  poder  judicial  en  su  art.  866,  consigna  asi- 
mismo que  los  Abogados  y  procuradores  están  obligados  á  defender 
gratuitamente  á  los  pobres.  El  art.  867  de  la  misma  establece  que 
las  Juntas  de  gobierno  de  los  Colegios  de  Procuradores  y  Abogados 
deben  acomodarse  respectivamente  á  las  reglas  que  consideren  más 
equitativas  para  los  turnos  en  el  repartimiento  de  los  pleitos  y  cau- 
sas de  pobre,  observando  la  mayor  igualdad  posible  y  encomienda 
á  los  decanos  como  se  había  hecho  ya  por  el  art.  19  de  los  Estatutos 
los  nombramientos  de  dichos  Abogados,  conforme  á  mencionadas 
reglas  acordadas  por  las  Juntas  de  gobierno.  En  cuanto  á  la  sesión 
en  que  deben  hacerse  esos  nombramientos,  fué  modificado  el  ar* 
ticulo  H  de  los  Estatutos  por  el  Real  decreto  de  5  de  Abril  de  1868, 
en  el  que  se  dispuso  que  se  hicieran  en  la  que  el  último  domingo 
del  mes  de  Junio  de  cada  ano  han  de  tener  después  de  entrar  en 
posesión  las  nuevas  Juntas.  Este  Real  decreto  fué  también  á  su  vez  . 
modificado  por  el  de  15  de  Diciembre  del  mismo  ano  que  varió  la 
fecha  en  que  habia  de  darse  posesión  á  las  Juntas  de  gobierno  y 
por  consiguiente  la  época  en  que  los  nombramientos  de  Abogados 
de  pobres  debían  hacorse.  Por  la  modificación  tienen  necesaria- 
mente que  nombrarse  en  el  mes  de  Mayo  ó  en  uno  de  los  primeros 
dias  festivos  del  mes  de  Junio  que  señalará  el  decano  de  la  Junta 
saliente. 

El  art.  868  de  la  ley  antes  citada,  determina  quién  y  cómo  debe 
hacer  el  reparto  de  las  causas  de  pobres  entre  procuradores  y  Abo- 
gados en  las  cabezas  de  partido  judicial  donde  no  hubiere  colegios. 
Habiendo  consignado  al  ocuparnos  del  artículo  anterior  su  contenido, 
omitimos  el  reproducirlo. 

Los  Abogados  á  quienes .  corresponda  la  defensa  de  pobres  en 
causas  criminales,  sólo  podrán  excusarse  por  motivo  personal  y  jus* 
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to  de  levanUr  ese  trabajo.  La  apreciación  de  la  escasa  se  deja  por 
el  art.  877  de  la  iadicada  ley  al  prudente  arbitrio  de  los  Decaaos 
de  los  Colegios,  donde  existieren,  ó  del  Juez  ó  Tribunal  en  que  hu- 
bieren de  defender,  á  falta  de  aquellos. 

La  obligación  de  defender  á  los  pobres  impuesta  á  los  Abogados, 
se  extiende  á  todos  los  juzgados,  inclusos  ios  de  la  jurisdicción  de 
guerra,  á  excepción  del  de  la  Comandancia  general  de  Ceuta  confor- 
me &  la  Real  orden  de  28  de  Abril  de  4847. 

En  cambio  de  esa  obligación  se  ha  venido  á  conceder  á  los  Abo* 
gados  y  Procuradores  el  beneficio  de  rebajarles  una  pequeña  parte 
de  la  cuota  con  que  contribuyen  al  Estado  por  el  ejercicio  de  su  pro- 
fesión. Según  el  nüm.  l.*.de  la  Tabla  de  exenciones  que  acompaña 
al  Reglamento  general  para  la  imposición,  administración  y  cobran- 
za de  la  contribución  industrial  de  29  de  Mayo  de  1873,  y  de  con- 
formidad con  la  prevenido  en  el  art.  3.*  del  mismo,  por  el  trabajo 
que  emplean  en  los  negocios  civiles  y  criminales  de  pobres,  y  en  los 
de  oficio  se  manda  deducirles  el  20  por  100  del  importe  total  de 
las  cuotas  correspondientes  á  cada  una  de  esas  dos  clases,  dejando 
á  voluntad  de  los  respectivos  gremios  la  forma  en  que  ha  de  hacér- 
seles la  bonificación  que  será,  ó  bien  á  favor  de  la  colectividad,  ó 
bien  á  favor  de  los  funcionarios  que  intervengan  por  turno  en  indi- 
cados asuntos,  pero  sin  que  en  ninguno  de  los  dos  casos  pueda  ex- 
ceder la  rebaja  del  20  por  100  ánles  fijado,  deducido  del  total  im- 
porte que  á  cada  clase  ó  gremio  se  le  haya  asignado  colectivamen- 
te. Por  el  derecho  romano  gozaron  los  Abogados,  como  clase,  de  ma^* 
yores  privilegios  y  exenciones,  contando  entre  éstas  la  de  cargas 
concejiles  y  sórdidas,  según  las  leyes  3.*  y  6.',  Cód.  De  Advoc.  di- 
ven.  judiciorum. 

Vamos  á  concluir  este  articulo  manifestando  que  en  virtud  del 
principio  de  reciprocidad,  á  los  subditos  de  otros  Estados  que  con- 
cedan á  los  españoles  residentes  en  ellos,  los  beneficios  de  ser  de- 
fendidos como  pobres  cuando  tengan  legalmente  esa  consideración, 
deben  también  equipararse  en  el  nuestro  á  los  nacionales,  dispen- 
sándoles iguales  atenciones. 

Los  belgas  tienen  asegurado  mediante  el  convenio  suscrito  en 
Bruselas  el  31  de  Mayo  de  1872,  que  se  ratificó  en  22  de  Agosto 
del  mismo  año,  el  derecho  de  ser  defendidos  por  pobres  si  se  hallan 
comprendidos  en  los  casos  que  para  reputarse  tales  fijan  las  leyes. 
£1  mismo  beneficio  gozan  los  españoles  en  iguales  circunstancias  en 
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Bélgica.  Las  autoridades  de  habitual  resideucia  en  el  extranjero, 
son  las  que  deben  concederle  el  certificado  de  indigencia  cuando 
lo  solicitare.  Si  residiere  en  país  distinto  del  en  que  haga  la  peti- 
ción, es  necesario  que  el  certificado  de  indigencia  sea  aprobado  y 
legalizado  por  el  agente  diplomático  del  pais  donde  deba  presen- 
tarse para  que  tenga  validez.  En  el  primer  caso  podrán  pedirse 
además  recíprocamente  informes  las  autoridades  de  ambas  naciones 
para  cerciorarse  del  estado  de  pobreza  del  que  solicite  la  defensa 
para  litigar  en  ese  concepto.  Por  el  art.  3.*  de  este  convenio,  se  dis* 
pensa  reciprocamente  á  los  admitidos  al  beneficio  de  la  defensa  por 
pobres,  de  prestar  toda  fianza  ó  depósito  que,  bajo  cualquiera  de- 
nominación, puede  ser  exigida  á  los  extranjeros  al  litigar  contra 
los  nacionales  por  la  legislación  vigente  en  el  pais  donde  la  acción 
se  entable.  Conforme  á  este  artículo,  Iqs  belgas  á  quienes  se  dis- 
pensa el  beneficio  de  pobreza  podrán  querellarse  por  los  delitos  co- 
metidos contra  sus  personas  ó  bienes,  ó  las  personas  ó  bienes  de  sus 
representados  al  tenor  del  párrafo  segundo  del  art.  172  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  criminal,  mediante  el  indicado  convenio,  sin  pres- 
tar la  fianza  exigida  por  el  art.  184  por  hallarse  comprendidos  en 
el  último  párrafo  del  art.  185  de  la  misma  ley.  Con  todos  los  de- 
más debe,  observarse  como  antes  indicamos  la  regla  de  la  reci- 
procidad. 

IV. 

«Artículo  20.  Todos  los  que  fueren  partes  en  una  causa  crimi- 
nal que  no  estuviesen  declarados  pobres,  tendrán  obligación  de  sa^ 
tisfacer  los  derechos  de  los  Procuradores  que  los  representen ,  los 
honorarios  de  los  Abogados  que  los  defiendan  y  de  los  peritos  que 
informen  á  su  instancia,  y  las  indemnizaciones  de  los  testigos  que 
declaren,  también  á  su  instancia,  si  éstos  las  hubiesen  reclamado, 
y  el  Juez  ó  Tribunal  hubiese  estimado  la  reclamación. 

Pero  ni  durante  la  causa  ni  después  de  terminada  tendrán  obli- 
gación de  satisbcer  las  demás  costas  procesales,  á  no  ser  que  á  ello 
hubiesen  sido  condenados. 

Artículo  21.  Se  usará  papel  de  oficio  en  los  juicios  sobre  fiíl* 
tas  y  causas  criminales,  sin  perjuicio  del  correspondiente  reinte- 
gro, si  hubiere  condenación  de  costas.» 

No  obstante  de  haberse  concedido  por  el  art.  18  á  todos  los  pro- 
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eesados  en  caosa  criminal  el  derecho  á  ser  representados  por  Pro- 
carador  y  defendidos  por  Lelrado,  deben  satisfacer  los  honorarios 
de  éstos  y  los  derechos  que  aquellos  devenguen  cuando  no  estuvie- 
sen declarados  pobres.  Nada  más  justo  que  remunerar  á  todo  el  que 
trabaje.  La  disposicioa  de  la  ley  Cincia  en  cuya  virtud  los  Abogados 
ejefcieron  gratuitamente  su  profesiout  nos  parece  absurda,  por  más 
que  contribuyera  á  hacer  más  brillante  y  gloriosa  la  carrera  del 
Letrado  en  la  época  floreciente  de  la  república  romana.  Por  eso 
sin  duda  fué  observada  tan  poco  tiempo.  Se  reconoció  muy  lue- 
go que  nada  desmerecía  la  noble  profesión  de  la  toga  por  recibir 
premio  ú  honorarios.  La  toga  no  se  envilece  porque  se  remunere  el 
trabajo  del  Letrado,  toda  vez  que  no  es  vil  el  trabajar.  El  Abogado 
no  alquila  en  realidad  su  ciencia  ni  su  ingenio,  porque  esto  cierta- 
mente podría  parecer  algo  denigrante,  dada  la  alta  consideración 
que  en  todos  los  tiempos  ha  gozado  esa  respetable  clase  social.  Los 
legisladores  han  procurado  siempre  dar  á  la  remuneración  de  ese 
trabajo  un  nombre  que  esté  en  armonía  con  el  honroso  cargo  que  en 
la  sociedad  desempeñan  los  que  consagran  su  vida  al  estudio  y  se 
dedican  á  la  defensa  del  derecho  y  de  la  justicia.  Lo  ha  llamado  ho- 
norario. El  Pretor  en  Roma  cuidó  escrupulosamente'  de  que  ni  aun 
al  tratar  de  exigir  judicialmente  los  Letrados  ese  premio  de  su  tra- 
bajo pudiera  hacerse  uso  de  una  acción  que  insinuase  se  invocaba 
para  pedirlo  la  idea  de  alquiler.  Concedió  para  reclamarlo  el  extra- 
ordinario juicio  en  la  ley  i/,  §.  10,  y  2.*,  Dig.  de  Extraord.  cog- 
mí.,  y  no  la  acción  lúeatu  ¿T  qué  extraño  es  el  que  así  se  hiciera 
en  un  país  en  que  los  Emperadores  consignaron  en  la  ley  14,  Cod. 
de  Advoc.  dioer.  jud.  que  servia  tanto  al  Estado  esa  milicia  togada 
eomo  la  que  contríbuia  á  salvar  la  patria  en  los  campos  do  batalla? 
Toda  la  legislación  de  ese  gran  pueblo  demuestra  la  alta  conside- 
ración que  se  dispensaba  á  la  toga.  En  algunas  de  esas  leyes  se  ha- 
llan vestigios  de  una  especie  de  honorario  que  á  más  del  general 
se  daba  al  Letrado  cuando  ganaba  el  asunto,  el  cual  se  llamaba  poí- 
mario.  Este  se  pagaba  por  razón  de  victoria.  Nuestras  leyes  han 
dado  también  la  merecida  importancia  á  ía  abogocía.  El  oBcio  de 
Abogados  se  dice  en  el  preámbulo  del  tít.  6.*  de  la  Partida  3.',  es 
muy  prove<iho80,  y  esto  mismo  se  repite  en  la  ley  1/,  tít.  22,  li- 
bro  5.*  de  la  Novísima  Recopilación.  Multitud  de  disposiciones  han  m 

venido  fijando  el  premio,  salario,  galardón  ú  honorario  que  deben 
percibir  por  su  trabajo.  Pero  como  á  nada  conduciría  el  reseñarlas, 
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vamos  desde  luego  i  consignar  ia  legislación  vigente  en  materia 
penal. 

En  la  actualidad  los  honorarios  de  los  letrados  no  están  sujetos 
á  arancel.  Asi  lo  previene  el  art.  879  de  la  ley  orgánica  del  poder 
judicial,  y  lo  cdnfirma  por  lo  que  se  refiere  ¿  ios  asuntos  penales 
el  art.  164,  capítulo  único,  tít.  6.*  de  los  Aranceles  judiciales  para 
lo  criminal,  publicados  por  decreto  de  31  de  Marzo  de  1873  el  cual 
dice  literalmente  loque  á  continuación  trascribimos.  «Por  los  es- 
critos de  sustanciacion,  los  en  derecho,  vistas,  informes  y  asisten- 
cia al  juicio  oral  y  á  las  diligencias  á  que  concurran  por  encargo  de 
las  partes  cuya  defensa  practiquen,  percibirán  los  honorarios  que 
gradúen.» 

No  queremos  descender  á  otros  particulares  por  no  anticipar  ideaa 
que  podremos  exponer  más  oportunamente  en  otro  logar.  Los  de* 
rechos  de  los  Procuradores  están  graduados  en  el  capitulo  únioo, 
tit.  7.*  délos  indicados  Aranceles.  Como  á  estos  funcionarios,  tienen 
obligación  de  satisfacer  los  que  fueren  partes  en  una  causa  criminal 
y  no  estuviesen  declarados  pobres,  sus  honorarios  ó  indemnizacio- 
nes á  los  peritos  que  informen  á  su  instancia.  Los  Aranceles  antes 
citados,  en  armonía  con  esta  ley,  disponen  en  su  art.  184  que  los 
profesores  y  peritos,  sean  ó  no  titulares,  tienen  derecho  á  reclamar 
ios  honorarios  ó  ioden>nizacioncs  que  fueren  justos  en  los  casos  y 
en  la  forma  que  en  dicha  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  se  esta* 
blece.  Si  los  peritos  tuvieren  Aranceles,  á  ellos  deben  atenerse  para 
fijar  sus  honorarios.  Si  no  los  tuvieren,  no  por  eso  podrán  marcar 
cantidades  excesivas,  como  tampoco  pueden  los  Abogados  hacerlo, 
como  manifestaremos  más  adelante. 

Impónese  también  por  el  artículo  que  venimos  comentando  á  las 
partes,  no  considerada^  pobres,  la  obligación  de  satisfacer  además 
á  los  testigos  que  declaren  á  su  instancia  las  indemnizaciones  que 
fueran  procedentes,  si  las  hubiesen  reclamado,  y  el  Juez  ó  Tribunal 
hubiese  estimado  la  reclamación. 

Sobre  este  particular  debe  tenerse  en  cuenta  Indispuesto  en  tos 
artículos  313  y  633  de  esta  ley,  los  cuales,  dicho  sea  de  paso,  no 
están  en  completa  armonía  con  lo  dispuesto  en  el  que  nos  ocupa, 
cosa  que  puede  dar  lugar  á  dudas  motivadas  en  muchos  casos. 

Las  demás  costas  procesales  no  podrán  exigirse  á  los  que  fueran 
partes  en  una  causa,  ni  durante  ella  ni  después  de  terminada,  á  no 
ser  que  expresamente  se  les  condenase  al  pago  de  las  mismas. 
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El  art.  2i  está  en  consonancia  con  lo  dispuesto  en  el  29  y  3*2 
del  Real  decreto  de  i2  de  SetioaoQbpe  de^l861 .  P^  el  párrafo  3/  de 
dicho  art.  29,  sé  manda  emplear  el  sello  de?  oficio  en  el  papel  que  se 
use  en  las  causas  criminales,  en  las  actas  de  los  juicios  sobre  faltas 
y  ea  las  diligencias  que.se  practiquen  p^ri^  la  ejecución  de  los  fallos 
que  en  unas  y  otras  recaigan.  En  el  segundo  de  los  citados  artícu- 
los, ó  sea  en  el  32,  se  dispone  que  el  que  resulte  condenado  en  cos- 
tas en  laa  causas  de  que  trata  el  párrafo  y  artículo  mencionadoü, 
reintegrará  el  papel  sellado  invertido  á  razón  de  6  rs. '  por  pliego. 
Vemos  que  estos  dos  artículos  están  en  armonía  con  lo  dispuesto  en 
el  21  de  esta  ley,  conforme  al  cual  debe  usarse  papel  de  oficio  en  lo^ 
juicios  sobre  faltas  y  causas  criminales,  sin  perjuicio  del  correspon- 
diente reintegro  si  hubiere  condenación  de  costas.  Sin  inconvenien- 
te alguno  podría  haberle  suprimido,  por  lo  tanto,  este  último.  En 
la  actualidad  hay  que  tener  en  cuenta  el  impuesto  transitorio  de 
guerra  establecido  por  el  art.  i2  del  decreto  de  26  de  Junio  del 
año  próximo  pasado  de  1874  sobre  todas  las  clases  de  papel  sellado, 
consistente  en  un  .50  por  100  del  valor  del  respectiva  sello.  Aunque 
mucho  podríamos  decir  acerca  de  los  inconvenientes  que  produce 
el  uso  del  papel  sellado  en  los  litigios  y  lo  gravoso  que  viene  á  ser 
ya,  merced  á  ese  nuevo  recargo,  el  litigar,  no  creemos  oportuno  el 
extendernos  á  otras  consideraciones.  Baste  consignar  que  este  tri- 
buto creado  en  España  por  Felipe  lY  en  situación  muy  angustiosa, 
por  cierto,  ha  venido  aumentándose  paulatinamente  hasta  consti- 
tuir una  renta  crecida.  En  un  principio  sus  rendimientos  fueron  es- 
casos, porque  se  aplicaba  sólo  al  servicio  de  millones.  Mas  hoy  hace 
ya  tan  caro  el  litigar  que  muchos  prefieren  ceder  en  sus  derechos 
antea  que  exponerse  á  gastar  sólo  en  papel  una  crecida  suma  para 
sostenerlos. 

(Se  continuará.) 

Ciríaco  Rodríguez  Hartíq. 


♦^-«i 


TOMO  XLVL 


17 


ioO  RIY18TA  DK  LBfeHI.áCIO»> 


DERECHO  CIVIL 


FOROS  (1). 

^  La  Junta  db  gobibbko  de  bate  Ilustre  Colegio  ha  examinado  dete- 
nidamente el  laminoso  Informe  emitido  por  los'Sres.  D.  Eduardo  Her- 
mosilla,  D.  Paulino  Sonto  y  Sánchez,  D.  Félix  AlTarez  VUlaamil  y  Don 
Aureiiano  Linares  Rivas  en  virtud  del  nombramiento  hecho  al  efecto  por 
la  misma,  atendidas  las  relevantes  dotes  y  especiales  condiciones  que  en 
tan  ilustrados  colegiales  concurren. 

Orgullosa  y  envanecida  se  halla^  ciertamente,  la  Junta  de  haber  te- 
nido tan  buen  acierto  en  la  designación  que  hizo,  y  se  complace  en 
consignar  muy  alto  que  los  autores  del  dictamen  han  desempeñado  su 
delicada,  y  bajo  todos  conceptos  difícil  misión,  con  el  esmero,  lucidez 
y  acierto  de  que  era  segura  garantía  la  merecida  reputación  que  han 
sabido  conquistarse  en  el  ejercicio  de  su  ya  larga  y  honrosa  carrera. 

Inspirándose  en  los  buenos  principios,  rindiendo  el  debido  culto  á 
las  prescripciones  de  la  justicia,  y  consultando  á  la  vez,  los  verdaderos 
intereses  de  Galicia,  dada  la  constitución  especial  de  una  gran  parte  de 
su  propiedad,  establecen  tan  ilustrados  jurisconsultos  conclusiones  irre- 
futables, que  la  Junta  acepta  por  completo,  aprobando  en  todas  sus  par- 
tes un  trabajo  que  tanto  enaltece  á  los  que,  robando  al  descanso  el  po- 
co tiempo  de  que  les  permiten  disponer  las  arduas  y  multiplicadas  ta- 
reas de  su  profesión,  han  sabido  llevarle  á  cabo  con  gran  acierto  y 
plausible  abnegación.  Sírvales  esta  sincera  y  leal  manifestación  de  re- 
compensa á  su  esmerado  esfuerzo,  única  que  la  Junta  puede  otorgarles, 
y  acepte  de  todos  y  cada  uno  de  los  que  la  forman,  la  expresión  más 
cumplida  de  su  reconocimiento  por  haberse  prestado  á  desempeñar  tan 
delicado  encargo  con  una  puntualidad  y  un  acierto  dignos  de  todo 
aplauso. 

En  el  deseo  de  que  ese  dictamen  adquiera  la  mayor  publicidad  po- 
sible, ya  que  tal  como  se  halla  redactado  ha  de  elevarse  al  Ministerio 
de  Gracia  y  Justicia  como  Informe  de  este  Ilustre  Colegio,  y  por  lo 
que,  además  puede  contribuir  á  ilustrar  la  opinión  en  tan  importante 
asunto,  acordó  también  la  Junta  que  se  imprima  y  envien  egemplares 
á  los  Ministerios,  Tribunales,  Autoridades  y  más  centros,  corporaciones 
y  personas  á  quienes  tenga  por  conveniente,  como  el  medio  más  apro- 

(1)  Informe  sobre  foros  que  eleva  al  Excmo.  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia  el  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de  la  Coruña. 
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pósito  para  sacar  el  apetecido  fruto  de  un  trabajo  de  tal  importancia. 
Corona  40  de  Diciembre  de  ^SlL^Franeiseo  ÁmarelUy  Decaí»)  ia* 
tefmo.-^Rafnon  Vatquet  Yalearcel,  Dipntado  coarto.— Jkrí^iM  Sars 
Martineta  Diputado  quinto. — Ricardo  Acevedo  y  FuUót^  Diputado 
f/d%Xo,'^Sat%mi%o  YiUelgay  Garda,  Tesorero.— romit/^^mo^  Llo^ 
retkíj  Secretario  Contador. 

ExcMO.  Siñor: 

El  Colegio  de  Abogados  de  la  Coruña,  tiene  la  honra  de  eva* 
cuar  el  informe  que  se  le  pide  respecto  de  los  bechoa  y  materia  de 
derecho  que  eran  objeto  de  las  leyes  de  20  do  Agosto  y  16  de  Se- 
tiembre del  ano  pasado;  en  suspenso  afortunadamente,  por  virtud 
del  Decreto  de  20  de  Febrero  último.  Desea  el  Ministerio  conocer, 
al  propio  tiempo,  las  medidas  que  puedan  ofrecer  mayores  ventajas 
generales  y  mejores  resultados  para  el  país,  en  cuanto  á  los  foros, 
subforos,  censos  frumentarios  etc.;  y  esto  lleva,  como  por  la  mano; 
á  una  serie  de  reflexiones  tan  importantes  cuando  olvidadas  en  las 
leyes  que,  planteadas  poco  menos  que  por  sorpresa,  llevaron  la 
perturbación  á  un  país,  modesto  sí  y  humilde,  pero  que  á  ser  cono- 
cido fuera  sin  duda  envidiado. 

Ante  todo  es  menester  hacer  una  distinción  profunda  entre  el 
foro,  y  los  snbforos,  censos  frumentarios,  rentas  en  saco,  derechu- 
ras y  cualesquiera  otras  cargas  que  afecten  á  la  propiedad  inmue- 
ble. Nada  hay  de  común  entre  el  foro  y  todo  lo  demás  que  con  él 
se  ha  involucrado  en  las  disposiciones  legislativas  que  motivan  este 
informe;  cual  si  fuera  regular  ni  oportuno  confundir  en  un  mismo 
anatema  y  en  idéntica  resolución  lo  que  es  esencialmente  distinto 
por  su  naturaleza,  por  su  modo  de  ser  y  por  sus  efectos  en  el  bie- 
nestar'de  los  pueblos. 

Las  leyes  de  20  de  Agosto  y  16  de  Setiembre  se  dieron  en  me- 
dio de  una  efervescencia  política  y  social  desenfrenada,  al  grito  irre- 
flesivo  ó  altamente  apasionado  de  «abajo  las  cargas  que  afectan  ¿  la 
propiedad;»  y  sin  embargo,  el  foro,  objeto  principal  de  tan  rudo 
embate,  no  sólo  no  es  carga  de  la  propiedad,  sino  que  es  su  antíte* 
sis  perfecta,  aunque  lo  desconocieran  los  legisladores  del  ano  1873. 
No  necesita  el  Colegio  de  Abogados  de  la  Coruna  combatir  esa  ten- 
dencia que  como  tesis  general  es  absurda,  puesto  que  ni  es  lícito 
abolir  todo  gravamen,  ni  las  cargas  reales,  por  el  mero  hecho  de 
serlo,  son  injustas  y  pueden  desterrarse. 
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Algunas  cargas  tendrá  la  propiedad,  nacidas  de  contratos  líci- 
tas, y  lícitas  también  en  sí  mismas,  que  molesten  á  los  poseedores; 
más  sería  irritante,  injustísimo,  altamt'nte  desmoralizador,  que  de 
uumodo  arrebatado  se  abolieran  al  grilo  de  «abajo  las  cargas,»  en 
perjuicio  de  tercero. 

Bajo  un  criterio  inaceptable  se  fraguaron  las  leyes  de  SO  de 
Agosto  y  i6  de  Setiembre,  muy  poderosas  parar  destruir,  eficacísi- 
mas para  perturbar,  más  impotentes  de  todo  punto  para  establecer 
sobre  esas  ruinas  nada  sólido  y  beneficioso  en  pro  de  las  clases  á 
que  halagaban  con  tendencias  y  fines  políticos  rnuy  marcados.  En 
principios  lAás  altos,  y  sobre  todo  más  puros,  deben  basarse  las  le- 
yes. Nada  de  preocupaciones,  sea  cualquiera  el  móvil  que  las  des- 
pierte, porque  la  inteligencia  ofuscada  alejase  de  la  verdad  y  pre- 
cipitase en  el  error. 

Fijando  más  nuestro  pensamiento  en  el  caso  concreto  que  deter- 
mina estas  observaciones,  diremos  con  toda  energía,  que  es  lamen- 
table confundir  el  foro  con  lo  que  en  derecho  se  denomina  carga  6 
gravamen;  que  es  censurable  en  sumo  grado  destruir  á  bullo  las 
cargas  reales  de  la  propiedad  sin  reparar  en  que  sea  lícito  su  orí- 
gen,  así  como  perfectamente  legal  y  moral  su  subsistencia;  por  úl- 
timo, quecaminafido  con  tino  y  mensura,  deben  estirparse  los  abusos 
que  en  esa  materia  pueda  haber,  aunque  contemplando,  como  hom- 
bres de  ley,  lo  que  se  debe  al  sagrado  principio  de  propiedad  y  á  la 
fuerza  de  contratos  libremente  estipulados. 

Existe  una  creencia,  recientemente  formada  y  rápidamentee  ex- 
tendida, en  especial  fuera  de  Galicia,  que  por  lo  errónea  y  peligro- 
sa debe  combatirse  con  vigor.  Créese  que  la  cuestión  foral  entraña 
una  inminente  cuestión  deótden  público,  que  reviste  todos  los  ca- 
racteres de  un  problema  social,  y  que  hasta  por  humanidad  debe 
resolversesin  demora  para  quebrantarlas  ligaduras  que  oprimen  á 
los  siervos  de  la  gleba  del  siglo  decimonono.  Es  inútil  ponderar 
cuanto  hay  lie  exagerado  en  esta  opinión  puramente  artificial,  por- 
que así  los  que  viven  en  este  país,  como  los  que  le  visitan  ó  le  co- 
nocen, saben  que  no  hay  tal  problema,  ni  tales  siervos,  ni  tal  cues- 
tión de  orden  público,  sino  en  la  fantasía  de  algunas  personas  que 
conceptúan  posible  realizar  los  sueños  del  paraíso  terrenal,  ó  en  la 
de  otras  que  quieren  convertir  á  sos  miras  políticas,  la  organización 
de  la  propiedad. 

No  es  esto  decir  que  vivamos  en  el  mejor  de  los  mundos,  que 
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DO  haya  defectos  que  corregir  é  iipperfeecioQcs  que  lamei^tar;  pero 
uegaiJQOs  en  primer  término,  que  seau  imputables  á  los  foros  esos 
defectos  y  esas  imperfecciones,  así  i^tmo  también  que  estén  las  co- 
sas en  un  trance  tan  apurado  y  urgente  cual  dieron  ¿  eatender  los 
legisladores  de  1873,  y  algunos  otros,  aunque  pocos,  antes  que 
ellos^ 

La  cuestión  social,  la  cuestión  pavorosa  y  temible^  presentóse  en 
el  siglo  pasado,  cuando,  según  las  cláusulas  de  los  contratos  ferales, 
se  intentó  la  recobracion  ó  el  despojo  de  los  foratarios;  pero  el  fa* 
moso  ínterin  de  Carlos  III,  ó  sea  la  real  provisión  de  11  de  Mayo 
de  1763,  vino  á  cortar  el  nudo  que  mal  podía  desatarse  conforme  á 
la  letra  y  al  espíritu  de  pactos  solemnes.  Esa  medida,  un  tanto  vio- 
lenta si  se  la  considera  de  un  modo  estricto,  fué  salvadora,  puesto 
que  logró  establecer  una  feliz  armonía,  un  concierto  real  y  dura- 
dero entre  los  dueños  y  foratarios;  concierto  que  ahora  se  muestra 
tenaz  empeño  en  romper,  no  invocando  la  justicia,  sino  la  falaz  y 
engañosa  conveniencia. 

El  ínterin  convirtió  los  foros  de  temporales  en  perpetuos.  Así  lo 
entendieron  4os  jurisconsultos  más  notables,  de  igual  suerte  lo  esti- 
maron todos  los  interesados,  y  así  lo  consideró  el  Tribunal  Supremo 
de  la  Nación  en  varias  de  sus  respetabilísimas  sentencias.  No  falla- 
rá quien  truene  contra  la  perpetuidad  en  tesis  general  considerada, 
pero  no  habrá  quien  niegue,  que  esa  situación  calmó  un  conflicto 
de  otra  manera  insoluble,  y  que  satisfizo  á  dueños  y  foratarios,  bien 
avenidos  los  unos  con  percibir  sus  rentas  y  tenerlas  libres  de  toda 
eventualidad,  y  los  otros  con  gozar  y  disponer  de  los  bienes,  á  los 
cuales,  como  si  fueran  propios,  pueden  con  perfecta  seguridad  con* 
sagrar  su  cariño,  su  actividad  y  sus  economías. 

El  nuevo  conflicto,  de  más  aparato  que  intensidad,  lo  plantean 
los  que  soltaron  la  palabra  redención  en  pro  de  los  utiliarios,  con 
el  mismo  fundamento  que  podrían  hacerlo  en  favor  de  los  arrenda- 
tarios, gravados  con  la  merced  de  los  arrendamientos,  ó  en  favor  de 
los  contribuyentes  afligidos  por  lo  oneroso  de  los  impuestos.  No  du- 
damos que  la  mayoría  de  los  arrendatarios  de  la  merced  de  los  ar- 
rendamientos; pero  debe  proclamarse  que  es  peligroso  é  insano  fa- 
vorecer esa  tendencia,  y  que  si  no  se  respetan  la  propiedad  y  los 
contratos  yálidos,  no  habrá  base  segura  en  donde  las  sociedades 
descansen,  ni  institución  alguna  de  derecho  que  sea  firme  y  vene- 
rada, ni  dique  bastante  fuerte  que  contenga  el  ímpetu  desenfrena- 
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do  de  las  pasiones,  las  cuales  con  lógica  feroz  exigen  que  se  apuren 
las  consecuencias  de  una  falsa  premisa  y  de  un  principio  erróneo. 

Seria  gravísima  indiscreccron  creer  que  impunemente  pueden 
socavarse  los  más  hondos  cimientos  sociales,  porque  es  regla  in- 
flexible que  sin  seguridad  en  la  base  derrúmbase  á  lo  mejor  el  edi- 
ficio, por  bello  que  sea  su  aspecto  é  inmensa  su  utilidad.  Hasta  para 
conservar  las  instituciones  y  los  principios  liberales,  es  menester 
guardar  ciego  respeto  á  la  propiedad  y  á  los  contratos  válidos,  por* 
que  sin  familia,  sin  propiedad  firmísima,  y  sin  seguridad  en  las 
transacciones,  no  hay  Nación  alguna  que  sea  grande,  tranquila  y 
feliz.  Por  eso  en  esta  cuestión  de  foros  pueden  coincidir  las  miras 
de  los  hombres  más  contrapuestos  en  política;  verdadero  campo 
neutral  donde  sin  preocupaciones  inconvenientes  y  sin  temores  pue- 
riles, sólo  debe  buscarse  lo  más  justo,  lo  más  equitativo  y  conve- 
niente. 

Atento  el  legislador  á  mantener  el  equilibrio  de  las  fuerzas  y  de 
los  intereses  sociales,  no  debe  atentar  contra  un  estado  de  cosas 
que,  aparte  de  las  imperfecciones  inherentes  á  todo  lo  humano, 
vive  á  gusto  de  los  interesados,  aleja  el  pauperismo  feroz  que  en 
otras  zonas  sufren  las  clases  proletarias,  y  arraiga  con  el  amor  al 
terruño  los  hábitos  de  paz,  de  orden  y  de  economía  tan  caracterís- 
ticos en  el  pueblo  gallego. 

¿En  dónde  ni  de  qué  manera  solemne  se  exhalaron  las  supuestas 
quejas  de  los  foratarios?  ¿Cuándo  ni  por  qué  medios  hicieron  sen- 
tir la  necesidad  de  su  emancipación,  como  dicen  los  que  de  sier- 
vos les  califican,  y  de  abolir  los  foros,  en  los  que  hay  imaginacio- 
nes tan  ofuscadas  que  creen  ver  algo  de  feudal  ó  de  señorial  ni 
menos?  Las  quejas  brotan  de  labios  de  los  redentores,  no  de  los  re- 
dimidos, porque  harto  saben  qué  valor  tienen  ciertas  utopias,  y 
cuántos  peligros  entraña  un  cambio  de  postura,  en  el  que,  sobre  no 
haber  probabilidades  ningunas  de  ganar,  hay  indicios  segurísimos 
de  perder. 

El  desiderátum  es  la  propiedad  tan  enteramente  libre  que  no 
soporte  más  gastos  que  los  indispensables  para  cultivo  y  reparacio- 
nes, ni  más  gabelas  que  las  del  impuesto  para  sostener  la  nave  del 
Estado;  pero  este  risueño  ideal  ¿es  factible?  ¿Lo  es  en  un  porvenir 
próximo  en  nuestro  país?  Desgraciadamente  no,  y  por  eso  nos  abs- 
tenemos de  acariciar  hermosas  teorias,  limitándonos  á  buscar  lo  po* 
sible  con  tal  que  sea  justo,  útil  y  provechoso. 
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Galicia  no  quiere  la  abdicion  de  los  foros.  Esta  verdad  escapa 
DDánime  de  todos  los  labios,  siendo  tanto  m&s  valiosa  cuánto  que 
es  muy  frecuente  que  se  reúnan  en  una  sola  persona  los  concefi^ 
de  pagador  y  perceptor  de  rentas  ferales,  las  cnafidades  de  duf  no 
y  foratarío,  formando  esa  doble  circnqstan?)ia  uno  de  los  elementos 
más  interesantes  para  mantener  la  armonía  de  que  hablamos  más 
atrás,  y  que  no  cesaremos  de  proclami\r  á  cada  instante,  para  que 
no  sea  lícito  desconocerla  ú  olvidarla. 

No  quiere  la  abolición  porque  sabe  que,  históricamente  conside* 
rado  el  foro,  ha  sido  un  contrato  libK,  beneGcioso  y  equitativo  en 
alto  grado,  causa  y  propulsor  activo  de  la  población  y  del  cultivo 
del  país;  así  como,  contemplándolo  á  la  luz  de  lo  presente,  cree 
que,  sin  variar  un  ápice  en  sus  condiciones  de  lícito  y  honesto,  sir* 
ve  mejor  que  otro  alguno  para  satisfacer  una  necesidad  social  im- 
periosa. Si  estas  cuestiones  pudieran  resolverse  por  sufragio,  apea- 
laríamos á  ese  medio  con  ciega,  oon  absoluta  confianza.  Llamaria- 
mo6  á  todos  los  arrendatarios,  pregnntaríámosles  si  querían  conser- 
var sus  arríendos  ó  convertirlos  en  foros  perpetuos  é  indivisibles,  y 
si  hubiera  uno  sólo  que  se  negare,  más  aun,  que  no  lo  apeteciese 
vivamente,  darf amónos  por  vencidos.  Tanta  y  tan  grande  es  la  con- 
fianza que  nos  inspira  esa  prueba,  señal  evidente  de  la  excelencia 
de  los  foros,  porque  no  se  ansia  ni  se  solicita  sino  lo  mejor,  cuando 
se  tiene,  ó  se  puede  tener  fácilmente,  lo  bueno. 

La  abolición  seria  una  ingratitud  y  una  inconveniencia,  porque 
el  foro  ha  resuelto  para  Galicia  uñ  problema  tras  el  cual  andan  los 
economistas  devanándose  Ms  sesos  mucho  tiempo  há.  El  foro  realizó 
un  milagro,  ó  si  queremos  mejor  un  prodigio,  cual  fué  el  de  hacer 
propietaria  á  una  masa  de  gentes  que  ni  un  céntimo  tenían  para  ad* 
quirir  tal  propiedad.  Es  decir  que  su  benéfico  influjo  elevó  las 
clases  proletarias  á  un  rango,  á  una  categoría  que  sólo  en  sueños 
podrían  entrever;  ahunyentó  la  plaga  del  pauperismo,  y  nos  hizo 
desconocer  la  precaria  situación  de  los  jornaleros  que  en  Andalucía 
y  otras  comarcas  son  materia  siempre  dispuesta  á  todas  las  con- 
cupiscencias, á  todos  los  desórdenes  y  á  todas  las  sublevaciones.  En 
Galicia  no  hay  apenas  quien  no  sea  propietario,  quien  no  conozca 
el  legítimo  orgullo  de  tener  hogar  propio,  ó  una  tierra  de  su  perte- 
nencia que  labrar;  y  esa  situación  engendra  afectos,  crea  lazos  y 
dá  resultados  que  todo  Gobierno  debe  respetar,  mirándose  mucho 
antes  de  atacarlos  ó  subvertiríos  en  lo  más  mínimo. 
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Es  verdad  que  Iob  forataríos  úo  son  poteaiados  tan  sólo  por  los 
foros,  y  que  Galicia  no  brilla  ni  figura  €ual  pudiera,  pero  débese  á 
otras  causas  que  ninguna  relación  tietien  con  la  condición  Esfal  de  la 
propiedad  en  su  inmensa  mayoría.  Modesta  es  por  aqni  de  ordina- 
rio la  fortuna  de  las  gentes,  perotampoóo  oonoeemos  sociedad  al- 
guna, aun  entre.  las  más  prósperas  y  que  más  brillao,  donde  sus 
miembros,  vii'an  como  principes  y  gasten  como  Cresos.  Frecuente 
es  ver  al  lado  de  opulencias  inviBfOsimíles,  miserias  desgarradoras; 
contraste  que  no  se  advierte  en  Galicia^  de  lo  cual  nos  felicitamos, 
pues  lo  tenemos  por  un  gran  bien. 

'  Pero  la  tierra,  la  propiedad  rais  no  es  masque  nn  elemento  de 
riqueza,  y  en  otros  mucbo3  pudiera  buscarse  el  complemento  para 
adquirir  un  grado  mayor  de  prosperidad  y  bienandanza.  El  suelo  de 
este  país  es  fértil  y  agradecido,  pero  no  dá  grandes  oosecbas,  ni 
sobrantes  con  que  afa«isiecer  oUos  pueblos.  Colure  las  necesidades 
con  rióos  y  sabrosos  frutos,  mas  no  es  como  Castilla  el  granero  de 
España,  ni  como  Andalucüi  abundante  en  caldos  y  vinos,  ni  como 
Valencia  donde  sólo  la  naranja  deja  un  capital  inmenso  cada  año, 
ni  en  fin  como  otras  comarcas  donde  se  cosecha  mucho  más  de  lo 
que  puede  consumirse. 

En  cambio  aquí  la  ganadería,  hoy  incipiente,  es  susceptible  de  un 
desarrollo  incalculable:  el  comercio  con  toda  América,  cooi  Ingla- 
terra y  Portugal  por  los  magníficos  puertos  de  la  costa,  que  algunos 
no  admiten  rival  y  todos  sufren  la  coi^petencia  con  los  mejores  de 
España,  puede  convertir  en  emporios,  pueblo»  que  ahora  languide- 
cen; las  magníficas  aguas  minerales  que  Brotan  con  fecundidad  pro* 
digiosa  y  con  virtudes  eficacísimas,  donde  quiera  que  se  vuelvan 
los  ojos,  lograrán  arrebatar  sin  mucho  esfuerzo,  esa  corriente  de 
viajeros  que  en  el  Pirineo  y  en  las  Vascongadas  sepultan  miljbnes  y 
millones;  la  industria  á  que  convida  la  índole  del  terreno,  los  moto- 
res de  /agua  y  otras  circunstancias  propicias,  salpicará  de  feéricas 
nuestros  hermosos  y  pintorescos  valles.  Guando  eso  suceda  habrái 
grandes  capitales,  deslumbrantes  fortunas,  y  no  echaremos  la  culpa 
de  ningún  mal  al  foro  que,  en  medio  de  todo,  sopo  mantener  en  es- 
tas provincias  una  mediocridad  eavidiable. 

Protéjasenos  un  poco:  désenos  algo  en  cambio  de  lo  infinito  que 
en  hombres  y  en  diueip  á  cada  instante  se  no3  pide,  y  se  otoi^a  cual 
si  este  país  fuera  un  venero  inagotable;  rómpase  la  incomunicación, 
el  aislamiento  en  que  se  nos  tiene  con  el  resto  del  mundo:  en  una 


palabra,  pón^iiost|Oíeii  debe  pooeraos  en  «Uuaeioa  de  utilizar  tan- 
tee medios  de  riqueza  muerta  como  poseemos,  y  entonces  se  verá  lo 
que  es  esta  Galicia  tan  esearnecída  y  olvidada  poc  hábito  y  por  ig  '- 
norancia*  Mas  protestemos  por  última  vez  que  oiiestros  quebrantos, 
nacen  de  esas  y  otras  causas,  no  del  foro  que  ha  sabido  salvarnos  de 
cierta  y  completa  ruina. 

£1  cQQtrato  forai  tendrá  para  lo  sucesivo  igual  significación  y 
análoga  importancia.  La  propiedad  tiende  á  constituirse  de  una  ma- 
nera estatrie  y.  permanente,  siendo  temerario  empeño  combatir  esa 
tendenda  impulsiva  de  la  humanidad  en  todos  los  paised  y  en  todos 
los  tiempos.  £1  día  que  no  se  permitieran  los  foros,  ¿qué  sucederia 
con  los  infelices  que  no  tuvieran  dinero  ni  coyuntura  para  adquirir 
un  lugar,  ó  una  casa,  ó  una  finca  cualquiera  en  plena  propiedad? 
Los  más  desdichados  serian  jornaleros  cifrantes  y  desesperados, 
otros  más  venturosos  convertirianse  en  arrendatarios  á  plazos  de 
c<Hrt08  años,  y  por  fin  los  menos,  la  escepdon,  constituirianla  los  que 
alcanzaron  un  arriendo  dé  largo  tiempo,  de  noventa  y  nueve  años, 
por  ejemplo. 

Ahora  bien:  renovados  los  arriendos  en  períodos  de  cuatro, 
seis  ú  ocho  años,  á  cada  renovación  los  dueños  aumentarían  el  pre- 
cio al  compás  de  la  utilidad  ó  de  las  proporciones  que  para  arren- 
dar tuviesen,  y  los  arrendatarios  irían  sucumbiendo,  sucumbien- 
do, hasta  arruinarse  é  producir,  terrible  conflagración  si  lacaiami- 
^dad  fuese  general.  En  los  arrendamientos  á  largo  tiempo  seria  terri- 
ble el  despojé  de  los  arrendatarios  cuando  fenecieren;  y  entonces 
el  conflielo  que  ocurrió  también  en  el  último  siglo  respecto  á  los  fo- 
ros, salvado  felizmente  gracias  al  ínterin  de  mil  setecientos  sesenta 
y  tres,  sin  que  á  nadie  se  ocurra  el  deseo  de  verlo  reproducido.  ¿Es 
este  el  porvenir  que  se  busca  para  las  clases  menos  favorecidas  por 
la  ciega  y  caprichosa  fortuna?  Dícese  que  no,  pero  esa  seria  inflexi- 
Uemente,  y  pues  no  lo  sacrificamos  todo  al  brillo  de  una  utopia, 
queremos  la  subsistencia  del  foro,  muy  superior  bajo  todos  concep- 
tos i  cuantos  sistemas  y  hechos  hayan  de  venir  en  su  reemplazo. 

No  debe  ocultarse  que  los  partidarios  de  la  redención  insinúan 
como  por  efecto  de  ella  serán  los  foratarios  dueños  en  la  más  abso^ 
luta  y  guaina  acepción  de  la  palabra,  no  teniendo  por  tanto  que 
homtUarse  al  papel  de  arrendatarios,  sea  de  corto,  sea  de  largo  A 

tiempo.  ¡Ojalá  así  fuer%!  La  modesta  condición  de  los  foratarios  no 
les  permite,  en  tesis  general,  pagar  la  redención  sin  caer  en  mands 
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de  los  prestamistas,  respecto  ¿  los  cnales  si  qae  teDdráB  qae  decir 
«nullaest  redemptio.»  No  serán,  nó^  los  forataríos  qaienes  resaltes 
agraciados,  sino  sus  explotadores,  señores  más  duros  y  empederní* 
dos  que  los  de  soga  y  caehilia.  Sucedería  en  este  caso  lo  que  eoo 
una  gran  parte  de  las  redenciones  de  foros  del  Estado,  qpe  lleva- 
das á  cabo,  muchas  veces  hasta  por  personas  extrañas  á  los  forales, 
aunque  en  nombre  de  los  interesados,  no  produjeron  á  la  postre 
más  que  una  sustitución  en  el  dominio,  y  algunos  pleitos  de  que 
hay  abundante  maestra  en  la  Audiencia  territorial  y  rastros  tam- 
bién en  el  Tribunal  Supremo.  Las  circunstancias  son  y  serán  k> 
mismo  por  largo  tiempo  aún,  luego  las  consecuencias  no  discrepa- 
rían, y  suponer  otra  cosa  es  forjarse  ilusiones  de  que  debe  huir 
siempre  todo  legislador. 

'  De  cuantas  maneras  se  examine  la  delicada  cuestión  que  moti- 
va este  informe  surge  la  necesidad  imperiosa  de  consonar  loa  foros, 
contra  los  cuales  no  hay  consideración  ninguna  de  jqsticia,  sociat, 
ni  económica  que  se  pueda  presentar.  Gomo  contratos,  no  contie*- 
nen  nada  que  se  oponga  á  la  naturaleza  del  derecho,  que  violente 
la  condición  de  los  estipulantes,  ni  que  pecjudiqae  á  la  riqueza  y 
prosperidad  del  Estado.  Alguien  les  alribnye  origen  feudal,  pero 
ios  hechos  lo  desmienten  y  3ÓI0  desconociendo  sus  cláusulas  esen- 
ciales puede  sustentarse  una  opinión  tan  errónea.  Ni  la  división  de 
los  dominios,  ni  el  pago  de  renta,  ni  la  indivisibilidad,  ni  la  satis- 
facción de  laudemio,  ni  el  derecho  de  tanteo  son  atributos  feudales 
ó  señoriales,  sino  pactos  y  condiciones  licitas  dentro  del  modo  de 
ser  libre  de  la  propiedad.  Si  en  algunos  foros  se  incluyeron  servi- 
cios personales,  débese,  no  á  la  Índole  del  contrato,  sino  á  la  in- 
fluencia de  ciertas  ideas  en  tiempos  determinados,  que  todo  lo  in- 
vadían y  atropellaban.  Eso  no  constitairía  nunca  más  que  un  ac- 
cidente fácil  de  salvar  por  las  leyes  comunes,  pero  de  ningún  modo 
un  signo  característico,  un  elemento  esencial  del  foro,  bastante 
para  viciarlo. 

Queremos,  pues,  el  foro,  tal  como  es;  perpetuo  é  indivisible, 
por  que  de  otra  suerte  seria  una  mistificación  sin  objeto  y  sin  razón 
de  ser.  Perpetuo;  puesto  que  asi  conserva  la  armonía  entre  lo$  dae- 
ños  del  directo  dominio  y  los  forataríos;  salva  bs  conflictos  que  al 
fenecimiento  surgen,  bien  se  opte  por  la  recobracíoa,  bien  por  la 
espoliacion,  disfrácesela  como  quiera;  y  responde  á  la  tendencia 
natural  de  la  propiedad  inmueble  que  busca,  como  los  liquides  el 
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nivel»  miá  rituacion  permanente  y  estable.  Indivisible;  puesto  que 
así  impide  un  gravísimo  mal,  cual  es  la  extremada  subdivisión  del 
suelo,  y  además  por  ser  justo  que  la  renta  tenga  su  hipoteca  cierta, 
segura  y  exenta  de  toda  clase  de  peligros. 

¿Será  ia  perpetuidad  una  vinculación,  6  siquiera  una  especie  de 
amortización,  para  que  se  ia  deba  anatematizar?  Muy  lejos  de  eso, 
según  fácilmente  se  demuestra.  Ni  el  directo  ni  el  útil  quedan 
adscritos  á  Tamilias  determinadas;  no  hay  llamamientos  ni  exclusi-* 
vismos  que  den  á  las  cosas  un  carácter  antipático  y  repulsivo,  sino 
que  al  contrario  todo  puede  moverse  y  cambiarse  dentro  de  la  más 
amplía  libertad.  Libre  es  el  duenó  directo  de  vender  todos  sus 
dereclvos,  cambiarlos,  hipotecarlos  etc.,  como  libre  es  el  utiliario  de 
hacer  Ib  mismo  con  las  fincas  aforadas;  y  así  de  persona  en  persona, 
de  familia  én  familia,  por  mil  títulos  distintos,  desde  los  onerosos 
hasta  los  gratuitos,  puede  tener  la  propiedad  foral  las  mismas  peri- 
pecias y  correr  análogas  vicisitudes  que  cualquiera  otra  que,  como 
prototipo  de  la  propiedad  librQ,  quiera  presentarse. 

¿Pero  serán  los  foros  inextinguibles,  constituirán  una  rara  sin* 
gularídad  dentro  del  derecho  moderno,  la  cual  no  pueda  abordarse 
de  ningún  modo?  Los  foros  pueden  extinguirse  por  la  voluntad  ar- 
mónica del  directo  y  del  utiliario,  á  diferencia  de  las  vinculaciones 
en  donde  ni  la  más  remota  esperanza  podia  concebirse  de  semejan- 
te eventualidad:  los  foros  pueden  extinguirse  por  virtud  de  la  con- 
solidación de  los  dominios,  sea  efecto  de  título  lucrativo,  de  heren- 
cia ó  de  compra;  los  foros  pueden  extinguirse,  si  á  sus  cláusulas 
estrictas  nos  atenemos,  por  el  comiso-  á  consecuencia  de  falta  de 
pago  en  las  rentas  por  tres  años  consecutivos;  finalmente,  aunque 
no  sea  muy  ortodoxa  la  doctrina,  es  innegable  que  se  han  vistd 
muchos  casos  de  extinción  de  foros  por  abandono  completo  de  los 
foratarios.  La  perpetuidad,  pues,  en  esta  materia  foral  tiene  mucho 
de  relativa,  y  más  bien  que  con  esa  palabra  debiera  calificarse  con 
la  de  permanencia  ó  estabilidad  de  los  foros,  para  no  desper- 
tar suspicacias  ni  ofrecer  pretextos  que  luego  se  explotan  en  mal 
sentido. 

No  se  agota  la  materia  por  mucho  que  acerca  de  ella  se  discur- 
ra. Si  se  quiere  fiícílitar  más  la  solución  de  ios  foros,  ningún  in- 
conveniente habrá  en  extender  un  poco  más  los  retractos,  para  que 
asi  sean  frecuentes  los  casos  de  consolidación.  Esta  idea  es  dema- 
siado perceptible  para  que  sea  preciso  desarrollarla,  y  sólo  debe 
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advenirse  que  con  tino  ha  de  estableceré  á  fia  de  nb  caer  en  otros 
defectos  (¡ue  de  niagUD  modo  aoslamos  los  partidaries  del  régimea 
foral.  Queremos  uaa  institución  firme,  ao  un  privilegio  odioto;  por 
eso  consignamos  con  gusto  que  ta  prescripción  puede  dar  resalta* 
dos  cuando  de  foros  se  trate.  Asi,  por  ejemplo,  si  tin  daeno  del  di- 
recto dominio  dejare  de  exigir  la  renta,  y  de  utilizar  los  demás  de- 
rechos ferales,  durante  veinte  ó  treinta  años,  caducará  el  foro  ne*  A» 
cesaria  é  irremisiblemente.  Hé  aquí,  pues,  cómo  vistas  las  cosas  de 
la  manera  que  son  en  realidad,  ni  asustan,  ni  embarasan  para  nada, 
'  antes  .bieo  atráense  el  respeto  y  la  coasideracion  debida, 

¿Será  la  indivisibilidad  un  absurdo  económico  ó  un  escollo  ter- 
rible de  que  deba  huirse  á  toda  costa?  No  lo  entendemos  así^  antes 
bien  nuestra  opinión  resuelta  está  del  otro  lado.  Estañaos  debates 
suscita  en  el  mundo  económico  la  cuestión  de  la  grande  y  la  pe- 
queña propiedad,  sin  que  hasta  ahora  se  haya  pronunciado  la  pala*** 
bra  decisiva,  efecto  sin  duda  de  no  poder  sentar  un  principio  fijo, 
cuando  la  esperiencia  ensena  que  lo  qne  es  útil  y  aceptable  para  un 
país,  puede  ser  perjudicial  é  inconveniente  para  otro.  Sin  caer  en 
un  ecleticismo  indigesto,  compréndese  bien  qne,  ni  en  lo  grande  ni 
en  lo  pequeño  estará  de  ordinario  la  solución,  sino  en  un  término 
medio  que  asi  escape  de  las  exageraciones  microscópicas  como  de 
las  exageraciones  gigantescas.  Por  eso  un  estadista  liberal  muy  res- 
petable, proponía  poco  há  con  gran  aplauso  la  formación  de  unos 
cotos  redondos  que  redujesen  la  propiedad  y  facilitasen  el  cultivo 
dentro  de  las  condiciones  que  ki  prudencia  marca. 

Si  en  Galicia  se  hubiera  respetado  la  indivisibilidad  de  los  fo- 
ros, ahorrarianse  los  males  de  la  subdivisión  estremadisima  del 
suelo,  fraccionado  hoy  en  partículas  que  á  poco  más  son  pulveru- 
lentas. Y  hé  aqui  como  ese  contrato  foral  tan  reciamente  combatido 
ahora,  acudía  á  una*  necesidad,  tanto  más  sentida,  cuanto  más  se 
tocan  los  inconvenientes  que  resultan  de  haber  seguido  etra  ruta 
imprevisora  y  perniciosa.  O  violentamente  ó  por  medios  artificiosos 
hay  que  volver  á  agrupar  la  propiedad,  diseminada  en  el  dia  hasta 
un  límite  inverosímil  en  perjuicio  de  todos.  Si  el  primer  sistema  ha 
de  rechazarse  porque  originaria  conflictos  superiores  y  porque  en 
una  sociedad  organizada  no  pueden  ejercerse  absurdas  violencias» 
no  encontramos  remedio  más  fácil,  ni  pendiente  más  suave,  que 
devolver  su  prístina  fuerza  á  la  cláusula  foral  de  la  indivisibilidad. 
Pudieran  variar  mañana  las  circunstancias  y  requerir  distinto  con- 
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sejo;  pero  ateniéndonos  a(  pt^sente,  y  al  porvenir  próximo,  nada 
mejor  pódenlos  indicar  qbe  lo  qne  queda  indieado. 

La  divisibilidad  trajo  eií  pos  de  si  ios  prorateos,  que  es  cierto 
fueron  una  calamidad  en  tiempos  no  remotos,  aunque  ahora  sin  de- 
jar de  ser  malos,  no  tienen  la  misma  importancia,. ni  tampoco  igual 
frecuencia.  Les  pasó  su  époea  como  á  todas  las  cosas  del  mundo,  y 
por  consiguiente  ni  sombra  de  lo  que  fueron  son.  La  manía  de  pro- 
mover expedientes  y  suscitar  litigios  desaparece  con  la  mayor  cul- 
tura, y  hoy  apenas  se  lUiga  más  que  en  los  casos  precisos  é  indis- 
pensables. También  contribuyó  muchísimo  ¿  quebrantar  los  prora- 
teos el  real  decreto  de  i8  de  Abril  de  i8o7  que  equiparó  la  sustan- 
ciacion  de  los  mismos  á  la  de  los  actos  de  jurisdicción  voluntaria; 
y  en  nna  palabra,  es  cierto  que  ahora  ni  son  tan  frecuentes  ni  tan 
pesados,  ni  tan  costosos  como  antes  cuando  ese  ramo  constituía  una 
explotación  escandalosa  para  ciertos  funcionarios.' 

Una  prueba  de  lo  que  asentamos  se  ofrece  señalando  el  siguien- 
te curiosísimo  dato.  Desde  4860  á  1870.  ambos  inclusives,  se  eleva- 
ron  al  Tribunal  Supremo,  de  la  Audiencia  de  Galicia,  doscientos 
setenta  y  cinco  pleitos,  y  entre  ellos  sólo  cuatro  fueron  procedentes 
de  prorateo.  Cuando  se  quiera  crear  atmósfera  contra  los  foros  por 
los  prorateos  que,  después  de  todo,  nacen  por  no  guardarse  las  cláu- 
sulas de  aquellos,  recordaremos  ese  detalle  que  restituye  al  cargo 
su  justo  valor.  No  es  qne  en  la  Audiencia  pululen  esos  expedientes, 
y  por  razones  especiales  vayan  pocos  al  Supremo,  pues  notorio  e*s 
que  han  disminuido  de  algunos  años  acá,  hasta  el  extremo  de  que 
ya  hoy  son  rara  avis  en  el  Tribunal  gallego.  No  defendemos  los 
prorateos,  pero  tampoco  queremos  que  se  tome  pretexto  de  ellos 
para  hundir  un  contrato  justo  y  provechoso. 

Preparadas  asi  las  cosas,  es  ya  hora  de  preguntar:  ¿Por  qué,  lue- 
go, se  plantea  el  problema  de  la  redención  de  nna  manera  tan  apre- 
miante y  al  parecer  avasalladora?  Difícil  es  entenderlo  si  á  conside- 
raciones jnrídicas,  sociales  y  económicas  se  acude,  presentándose 
mayor  facilidad  si  en  la  política  y  en  el  espíritu  de  empresa  se  bi)B^ 
ca  la  clave  del  enigma;  salvo  siempre  excepciones  honrosas  en  quie- 
nes resplandecen  la  convicción  y  la  buena  fé.  La  redención  no  es 
un  problema  difícil  si  se  xsoloca,  cual  es  justo,  dentro  de  las  condi- 
ciones naturales  que  requiera  el  mercado.  Las  rentas  forales  eran 
codiciadfsimas  antes  del  brusco  ataque  que  le  infirieron  las  leyes 
de  20  de  Agosto  y  16  de  Setiembre  de  1875;  así  es  que  alcanzaban 
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subido  precio  y  para  adquirirlas  era  menester  verificar  desembolsos 
de  mayor  consideración  que  para  proporcionarse  rentas  de  otra 
clase.  Pues  bien;  si  los  foratarios  diesen,  no  sólo  ese  precio  favore- 
cido y  corriente  en  las  ventas  espontáneas  ó  judiciaies,  sino  qne 
además  añadiesen  algo  que  sirviera  de  acicate  y  estímulo  para  pro- 
mover una  enajenación,  ni  pensada  ni  necesitada,  es  seguro  que 
para  uno  ó  dos  casos  en  que  las  proposiciones  fueran  desairadas» 
en  veinte  ó  treinta  tendrían'  excelente  acogida. 

Los  negocios  se  aceptan,  por  lo  general,  cuando  se  presentan 
en  condiciones  razonables;  y  razonable  encontrarian  muchos  per* 
ceptores  de  renta  foral  el  venderlas  á  los  foratarios  siempre  que  és- 
tos les  dieran,  sobre  el  precio  corriente,  la  prima  ó  beneficio  que 
omipensara  los  perjuicios  inherentes  á  desprenderse  de  una  renta 
segura  y  tener  que  pensar  luego  en  dar  colocación  oportuna  al  nue- 
vo capital.  El  conflicto  nace  desde  que,  trastornando  (odas  las  le- 
yes económicas,  quiérese  adquirir  alguna  cosa  por  mucho  menos 
de  lo  que  cuesta  en  el  mercado,  y  de  lo  que  realmente  vale,  pues 
entonces  brotan  las  resistencias,  exhalan  vivas  quejas  los  perjudi- 
cados, y  si  se  les  obliga  á  la  fuerza,  consúmase  en  ellos  una  grande 
é  indisculpable  iniquidad. 

Triste  es  decirlo,  pero  la  redención  no  es  problema  sino  por  e¡ 
empeño  de  adquirir  las  rentas  forales  á  menos  precio.  Negocio  para 
unos,  ruina  para  otros.  Nada  de  justicia,  de  conveniencia  pública, 
ni  de  equidad,  por  que  tales  frases  vuélvense  huecas  y  campanu- 
das, cuando  encubren  propósitos  y  tendencias  de  mero  lucro,  de 
egoísmo  é  interés  personal.  Dijérase  á  los  foratarios  que  la  reden- 
ción no  babria  de  otorgarse  sin  pagar  larga  y  generosamente  las 
rentas  redimidas,  y  pocos  serian  los  que  patrocinasen  semejante 
pensamiento,  menos  aun  los  que  lo  invocasen  como  salvador,  como 
urgentísimo  é  indispensable. 

Es  decir  que  á  costa  de  los  dueños  del  directo  intentase  un  buen 
negocio  para  los  utiliarios,  y  los  que  en  sus  redentores  se  convier- 
ten. Que  esto  no  es  justo,  ni  equitativo,  ni  conveniente  en  el  recto 
sentido  de  la  palabra,  proclámalo  á  voz  en  grito  la  conciencia, 
fuente  eterna  del  derecho;  y  seria  un,  atentado  ahogar  esa  voz 
enérgica,  para  entregarse  á  ensayos  y  pruebas  que  ninguna  nece- 
sidad legitima  imponen.  Convertir  la  redención  contra  los  dueños 
del  directo  dominio,  y  esclosivamente  contra  ellos,  es  dos  veces  in- 
justo é  irritante.  La  ley  del  contrato,  si  el  foro  hubiera  de  disolver- 
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se,  opónese  á  esa  solutíón,  puesto  qoe  ea  su  favor  debieran  quedar 
los  bienes,  consolidándose  de  esa  manera  la  propiedad.  Pero  ya 
qae  otras  circunstancias,  por  todos  admitidas,  alejan  ese  evento, 
DO  debe  olvidarse  que  yá  en  el  siglo  pasado  sufrieron  los  dueños 
directos  el  quebranto  en  sus  derechos  y  en  sus  intereses,  de  que  los 
foros  se  convirtieran  en  perpetuos;  de  forma  que  si  en  aras  de  la 
pública  conveniencia  se  les  impuso  entonces  ese  sacrificio,  no  es  re- 
gular que  ahora  se  les  premie  haciéndolos  víctimas  de  una  mal  di- 
simulada espoliacion.  Es  de  rigor  que  en  uua  cuestión  tan  vital  no 
baya  sacrificadores  ni  sacrificados,  y  eso  sólo  se  alcanza  mante- 
niendo el  contrato  foral,  según  en  su  esencia  boy  le  definimos  y  en- 
tendemos- 
No  falla  quien  dice  que  debe  venir  Ja  redención  en  los  foros  del 
mismo  modo  que  en  los  censos  enfitéuticos,  toda  vez  no  hay  razón 
de  diferencia  entre  los  unos  y  los  otros;  pero  eso  es  confundir  del 
modo  más  lastimoso  lo  que  por  ningún  concepto  debe  involucrarse 
ni  confundirse.  El  objeto  primordial,  el  absorvente  y  característico 
en  los  censos  enfitéuticos  fué  siempre  el  constituir  una  renta  per- 
manente sobre  fincas  rústicas  ó  urbanas  de  que  se  desprendía  el 
dueño  en  favor  del  enfiteuticario,  con  ciertas  garantías  y  precau- 
ciones meramente  accidentales.  Comprobar  con  numerosos  é  incon- 
trovertibles datos  la  verdad  que  enunciamos  seria  ofender  la  ilus- 
tración del  Señor  Ministro  á  quien  éste  informe  vá  encaminado, 
puesá  ningún  jurisconsulto  es  lícito  ignorar  que  efectivamente  tal  era 
la  tendencia  y  el  blanco  de  los  censos  enfitéuticos.  Dada  esa  hipó- 
tesis, la  redención  era  un  corolario  que  el  tiempo  y  las  circunstauT 
cias  pronto  habian  de  exigir,  como  en  efecto  lo  exigieron,  aunque 
al  verificarlo  hubo  buen  cuidado  de  no  establecer  tipos  caprichosos 
y  leoninos,  sino  otros  suficientes  para  resarcir  á  los  dueños,  cuando 
la  redención  se  realizase. 

Mas  en  los  foros  todo  varía.  Introdbcidos  para  propagar  la  po- 
blación del  país  y  el  cultivo  de  la  tierra,  la  imposición  del  canon  ó 
renta  fué  de  ordinario  tan  pequeño  que  no  guarda  relación  alguna 
eonla  utilidad  positiva  é  indudable  que  los  foratarios  habian  de 
sacar  y  sacaron  en  todos  los  casos  sin  excepción.  La  imposición  de 
la  renta  no  era  por  tanto,  ni  el  primero,  ni  el  principal  objeto  de  ios 
contratos  ferales,  y  su  carácter  temporal,  revertible  á  los  dueños, 
vencidas  que  fueron  las  voces,  imprimióle  una  fisonomía  singular 
bien  distinta  del  censo;  así  es  que  nunca  los  legisladores  confundie- 
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ron  ambas  clases  de  contratos,  sino  que  hay  ejemplos  repeUdos  y 
muy  notorios  para  que  sea  preciso  señalarlos,  de  <iuc  al  legislar 
sobre  censos  se  hacia  espreso  mérito  de  no  rezar  lo  dispuesto  con 
los  foros  de  Galicia  y  A^stúrias,  sin  duda  por  que  s<r  (ndode  especial 
requería  también  medidas  especiales,  y  fuera  impolítico  sujetar  á 
un  mismo  nÍTel  lo  que  no  era  susceptible  de  nivelarse. 

Si  el  prodigioso  número  de  foros  que  se  otorgaron  en  Galicia 
llegó  á  producir  un  conflicto  de  orden  público  en  los  casos  de  re- 
versión, y  éste  se  resolvió  cortando  el  ondo  que  no  podia  desatarse, 
sea  enhorabuena;  pero  no  se  diga  que  por  consecuencia  perdieron 
los  foros  su  naturaleza  y  carácter,  ni  tampoco  que  deben  ser  equi- 
parados á  los  censos  para  llevar  á  cabo  en  ellos  la  redención.  Una 
carga  perpetua  puede  redimirse  siguiendo  los  buenos  príocipros  de 
derecho;  lo  que  no  debe  tolerarse  es  una  reforma  radical  en  el  modo 
de  ser  de  la  propiedad,  espoliando  á  los  dueños  cfn  beneficio  de  los 
poseedores  ó  utiliaríos.  Mírense  las  renta:»  como  una  seSal  indele- 
ble del  primitivo  dominio,  como  una  compensación  justísima,  aun- 
que imperfecta,  de  los  dones  que  recoje  el  foralario,  y  no  tendrá 
entonces  la  significación  de  carga  odiosa  que  deba  estirparse  sin  com- 
pasión. El  enfiteuta  que  no  lleva  otra  mira  más  que  la  de  consti- 
tuir una  renta  con  hipoteca,  está  en  muy  distinto  caso^  y  es  evi- 
dente, marcadísima,  la  linea  divisoria  que  le  separado  todo  afo- 
rante. 

Que  son  ferales  las  cuatro  quintas  partes  del  territorio  de  Gali- 
cia no  admite  duda,  y  en  ninguna  comarca  de  España  sabemos  que 
hayan  tomado  los  censos  entitéuticos  tanto  y  tan  extraordinario 
vuelo.  Ahora  bien;  si  ciertas  medidas  pueden  pasar  respecto  á  he- 
chos é  instituciones  que  no  lo  avasallan  todo,  no  pasan  ni  deben 
adoptarse  cuando  esto  sucede,  pof  que  entonces  la  injusticia  ó  la 
dificultad  toma  proporciones  á  que  ningún  poder  resiste.  Así  cuan- 
do se  dice  que  Ja  redencioh  es  de  utilidad  pública  y  que  debe  adop- 
tarse de  igual  suerte  que  se  derriba  una  casa  ó  se  rotura  un  terreno 
por  el  bien  general,  cáese  en  contrasentido  manifiesto,  porque  no  se 
concibe  la  expropiación  de  todo  un  pais  á  preteslo  de  la  salud  de  ese 
mismo  país.  Comprécdese  perfectamente  la  amputación  de  un 
miembro;  lo  que  nadie  comprende  de  seguro,  si  lo  reflexiona,  ^ 
que  se  ampute  todo  el  cuerpo,  porque  eso  trae  la  muerte  y  el  ani- 
quilanjiento  de  un  modo  indispensable. 

No  se  trata  de  abatir  orgullos,  ni  de  destruir  preponderancias 


absurdas^  porque  mesócratas  y  bmnildes  labriegos  son  la  iamenaa 
mayoría  de  los  daeoos  directos,  qve  á  sa  vez  reúnen  el  carácter  de 
foratarios.  El  antígoo  poder  monacal,  como  la  inflaencia  de  la  no- 
blesa»  han  desaparecido,  y  la  redención  seria  insensata  si  aspirara  ¿ 
derribar  ídolps  que  ya  no  existen,  como  insensata  es  ai  producir  una 
perturbación  hondísima  entre  bs  modestas  clases  que  pregonan  co- 
mo primer  demento  dé  orden  y  de  bienestar  general,  el  respeto  á 
la  propiedad  y  á  los  pactos  lícitos* 

Las  leyes  de  20  de  Agosto  y  16  de  Setiembre  de  18T3  no  sólo 
renegaron  del  foro,  y  le  desnaturalizaron  despiadadamente,  sino  que 
plantearon  la  redención  de  la  manera  más  inconveniente  y  perni- 
ciosa que  fuera  dado  imaginar.  ¿Habrá  de  ser  la  redención  una  es- 
pada de  Damocles»  pendiente  eternamente  sobre  la  cabeaa  de  los 
dueños  directos?  Locura  sería  pensarlo,  y  sin  embargo  así  lo  deler^ 
minaban  esas  leyes  que  un  gobierno  prudente  se  apresuró  á  sus- 
pender. No  somos  partidarios  de  un  llamamiento  general  á  la  re- 
dención en  plazo  determinado,  y  siempre  breve,  pasado  el  cual, 
continuara  lo  no  redimido  de  igual  suerte  que  antes,  pero  es  mucho 
peor  no  fijar  término,  ni  asignar  plazos;  es  deplorable  mantener  vi- 
va la  amenaza  de  la  redención  como  un  sudario  maléfico  en  que  se 
envuelvan  las  ruinas  del  contrato  foral.  Con  ese  ataque,  las  rentas 
solicitadas  con 'ahinco,  véose  despreciadas,  ya  que  no  prostituidas, 
porque  sin  confianza,  sin  seguridad,  los  objetos  más  valiosos  pier- 
den toda  su  importancia  con  gran  parte  de  su  valor.  Ni  para  ventas, 
ni  para  hipotecas,  ni  para  adjudicaciones,  ni  para  nada  absoluta- 
mente, ganan  las  rentas  con  ese  peligro  que  las  rodea,  sino  que  de- 
crecen lastimosamente,  decreciendo  al  compás  de  la  riqueza  de  cada 
uno,  la  riqueza  de  todos  y  del  país. 

No  se  calcule  ya  lo  que  un  dueño  de  muchas  rentas  forales,  y 
el  caso  seria  frecuente,  habría  de  perder  con  que  hoy  le  redimiesen 
un  foral,  al  cabo  de  un  año  otro  y  así  sucesivamente,  porque  escede 
á  toda  ponderación.  Deshecha  su  fortuna  legítima  en  miserables  gi- 
rones, ni  aun  se  le  dejaría  en  aptitud  de  conquistar  otra,  porque  de 
tiempo  á  tiempo  evaporaríase  el  capital  suministrado  en  pequeñas 
dosis,  á  no  sei*  que  se  tratara  de  un  portento  de  previsión  y  de  eco- 
nomía. Del  pago  á  plazos  dentro  de  un  mismo  foral  no  debe  hablar- 
se siquiera,  porque  esa  diabólica  idea,  sólo  pudo  ocurrirse  para  ha- 
cer guerra  mortal  á  los  dueños'  del  directo  dominio.  Puesto  que  no 
tiene  disculpa  de  ningún  género,  cesaremos  en  la  censura,  tanto 
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más  cuanto  ao  eiiste  temor  de  que  mogaB  Gobierao  ni  ningún 
Parlamento  serio,  le  otorgue  sn  gracia. 

Establecer  tipos  pant  la  redención,  maUiplioMailo  casos  y  sitna^ 
cienes  para  formar  ana  especie  de  balanza  en  apariencias  eqoítati- 
?a,  no  puede  admitirse  bajo  ninf^un  oonceplo.  Difícil  por  estremo 
es  acertar  partiendo  de  ese  extraño  principio,  porque  en.  Galicia, 
de  comarca  á  comarca,  de  pueblo  á  pueblo,  de  lugar  á  lugar,  exis- 
ten diferencias  profundas  que  dan  ai  traste  con  la  combinación  más 
artisticamente  preparada.  Si  es  posible  saber  cuáles  precios  sean 
tan  bajos  que  no  cubran  el  valor  de  las  rentas  aun  en  aquellos  pun- 
tos donde  menos  valgan,  no  lo  es  asimismo  fijar  una  regla  general 
para  resarcir  á  cada  dueño  de  aquello  que  se  le  redima.  Adviértase 
que  no  nos  fijamos  en  los  tipos  marcados  por  las  leyes  de  20  de 
Agosto  y  16  de  Setiembre  por  que  se  establecieron  arbitrariamente, 
sin  correspondencia  exacta,  ni  aproximada,  con  los  precios  que  en 
el  mercado.se  pudieran  ofrecer;  y  porque  su  imprevisión  llegó  á 
tanto  que  no  señalaron  precio  para  muchas  rentas  consistentes  en 
gallinas,  capones,  huevos  etc.,  ni  dijeron  cómo  habría  de  salvarse 
esa  dificultad,  harto  frecuente  é  importante  para  que  sea  disculpa- 
ble el  haberla  desconocido.  Hablamos  de  todos  los  tipos,  y  de  cual- 
quiera manera  qile  se  prefijen,  pues  no  hay  forma  de  averiguar  á 
príori  cuánto  se  ha  de  pagar,  verbigracia,  por  una  renta  cuya  sa- 
tisfacción anual  deberá  hacerse  á  diez,  veinte  ó  treinta  leguas  de  su 
producción,  ni  otra  que  sea  libre  de  contribuciones,  comparándolas 
con  aquellas  en  que  tales  circunstancias  no  concurren. 

Si  la  redención  se  impone  por  cansa  de  utilidad  pública,  como 
verdadera  expropiación,  debe  guardarse  la  lógica  de  ese  principio 
hasta  sus  últimas  consecuencias.  Para  expropiar  requiérese  la  in- 
demnización, previa  y  completa,  del  precio  y  de  los  perjuicios  que 
con  la  expropiación  se  ori|qnen  al  expropiado;  luego  debiera  seguir- 
se el  mismo  camino  al  tratar  de  la  redención,  si  no  se  quisiera  con- 
sumar un  negocio  leonino  en  pro  de  los  forataríos;  es  decir,  de  algu- 
nos, pocos  foratarios,  y  nada  más.  La  justicia  aconseja  que  en  cada 
caso  particular  se  fije  por  los  interesados,  en  la  forma  ordinaria,  el 
importe  de  la  redención;  y  si  de  buena  fé  se  desea  abonar  cuanto 
deba  abonarse  á  los  dueños  directos,  ningún  obstáculo  podrá  ofre- 
cerse para  seguir  el  temperamento  indicado,  puesto  que  los  espe- 
dientes análogos,  en  otros  casos  de  expropiación,  no  suelen  ser  diQ- 
ciles  ni  complicados,  presentando  por  consiguiente  el  medio  más 
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espedito  de  cumplir  cen  todos  dentro  de  la  juslíeia,  de  la  más  seye'- 
ra  impareialídad. 

El  ineonyenieDte  serio  que  se  ofreoe  es  que  asi  planteada  la 
cuestión  se  evapora,  pierde  toda  sn  importancia,  y  no  vale  la  pena 
de  los  sinsabores,  de  la  perUirbacioQ  que  causa  en  el  país,  ni  de 
sentar  un  precedente  cuyas  funestas  coBsecuencias,  •  ya  se  sienten 
hoy,  y  mañana  se  experimentarán  en  mocho  mayor  escala.  Si  para 
redimir  hay  que  pagar  espléndidamente  i  ios  dueños,  vaya  enho- 
ramala la  redención;  pero  si  se  ha  de  pagar  con  tacañería  y  mise- 
ría,  haciendo  un  buen  negocio  los  foratarios,  entonces  urge  decidir 
eso  que  se  llama  problema  social  y  económico  para  hacer  á  Galicia 
feliz  y  venturosa.  Acaso  no  gusten  nuestras  palabras,  pero  á  tal  es* 
tremo  llegan  las  cosas,  que  es  un  mérito  la  franqueza,  siendo  preci- 
so poner  al  descubierto  las  llagas  sociales  si  es  que  se  han  de  curar 
bien. 

Tampoco  debe  tolerarse  ni  se  puede  transigir  con  la  inconse- 
cuencia notabilísima  ^n  qiie  caen  los  que  equiparando  en  todo  los 
foros  á  los  censos  enfitéuticos,  huyen  luego  de  pedir  que  las  leyes 
reguladoras  de  la  redención  en  los  unos  sean  extensivas  á  los  otros 
completamente.  Si  no  hay  razón  de  diferencia,  por  un  mismo  ra* 
sero  deberán  medirse  todos,  y  en  vez  de  idear  tipos  y  casos  nue- 
vos, bastaría  aplicar  las  leyes  i2  y  24,  título  XV,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  así  como  las  demás  disposiciones  que,  tra- 
tando ie  la  redención  de  censos  enfitéuticos,  no  se  propusieron 
nunca  espoliar  á  los  dueños.  ¿Mitigará  algún  tanto  el  valor  de  esta 
justa  idea  la  consideración  de  que  andando  los  años  el  Estado  se- 
ñaló otros  tipos  mucho  más  bajos  para  redimir  los  censos  que,  gra- 
cias á  la  desamortización  civil  y  eclesiástica  pudo  lanzar  al  mer- 
cado? De  ninguna  manera;  pues  si  la  Nación,  generosa  y  despren- 
dida al  disponer  de  lo  suyo,  estaba  en  el  caso  de  facilitar  esas 
redenciones  á  muy  poco  precio,  como  pudiera  otorgarlas  gratui- 
tamente pensando  en  recoger  por  otras  vías  las  ventajas  de  tal  des- 
prendimiento, no  puede  bajo  ningún  concepto  ser  graciosa  y  des- 
prendida con  lo  que  es  de  dominio  ageno,  y  por  su  índole  privado, 
porque  eso  entrañaría  un  ataque  feroz  á  la  propiedad. 

Si  algunos  dueños  del  directo  quieren  imitar  la  conducta  del 
Estado,  y  aun  superarla,  dignos  serán  de  aplauso,  como  lo  son 
cuantos  qecntan  actos  de  beneficencia  y  largueza;  pero  cohíbirios. 
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torcer  sa  Ubre  impulso  perjudicándotos  en  ens  derechos  é  intereses, 
no  puede  entrar  en  ningún  credo  político  y  social,  de  la  misoia  ma-^ 
ñera  que  no  entra  tampoco  en  ningún  principio  de  justicia.  Hoy 
que  ha  bajado  el  valor  del  dinero,  no  existe  motivo  alguno  que 
aconseje  variar  el  precio  de  la  redeücion  en  los  censos  á  favor  de 
los  censatarios;  luego  ya  que  no  se  alteren  las  cosas  en  términos 
propicios  á  los  dueños  directos,  tampoco  se  siga  el  sistema,  opuesto, 
porque  eso  seria  ir  contra  U  lógica  y  contra  los  más  sanos  precep- 
tos económicos. 

*  Inconsecuentes  son  por  tanto  los  que  proclamando  la  identidad 
de  los  foros  con  los  censos  enfitéuticos ,  no  quieren  que  unas  mis- 
mas disposiciones  regulen  su  redención,  siendo  tanto  más  sensible 
esa  inconsecuencia,  cuanto  que  sin  ella  darían  una  muestra  de  no 
querer  perjudicar  terriblemente  á  ios  dueños  directos,  tan  dignos 
de  respeto  y  consideración  como  los  utiliaríos.  La  igualdad  á  que 
rendimos  culto  no  consiente  preferencias  odiosas  ¿  injustificables  de 
todo  punto^. 

Alguien  ha  pensado,  por  espíritu  de  contemporización  que  res- 
petamos, más  que  no  debe  seguirse;  ni  conduce  á  puerto  seguro, 
que  se  hiciera  la  redención  en  masa,  y  al  propio  tiempo  se  permi- 
tiría el  otorgamiento  de  foros,  bien  indefinidos,  como  ahora  son 
todos,  bien  temporales  como  eran  antes  del  famoso  ínterin  de  i  763. 
Salta  á  la  vista  la  inconsecuencia  de  sostener  ambas  cosas  á  la  vez, 
porque  la  redención  en  masa  es  la  destrucción  del  sistema  fóral,  y 
no  se  compadece  con  tan  rigurosa  medida  el  permitir  que  de  nuevo 
puedan  constituirse  foros.  Es  imposible  que  una  cosa  sea  y  no  sea 
á  un  mismo  tiempo.  O  el  sistema  foral  de  la  propiedad  es  bueno  y 
debe  conservarse,  ó  es  malo  y  debe  suprimirse;  pero  suprimirlo  y 
conservarlo  no  es  posible,  porque  son  ideas  antitéticas  y  repulsivas. 
¿Es  que  se  modifica  el  contrato  foral  de  modo  que  no  será  lo  que 
fué  antes  de  1763,  ni  lo  que  fué  desde  entonces  acá?  Eso  alcánzase 
menos;  así  es  que  no  descubriendo  ventaja  alguna  en  semejante 
mistificación,  hay  que  desecharla,  conservando  sólo  para  este  país, 
los '.contratos  que  en  la  legislación  general  de  España  tomaron 
asiento  y  recibieron  carta  de  naturaleza.  ¿Bs  que  los  foros  que  á  lo 
sucesivo  se  otorguen  serán  todos  redimibles  desde  su  cuna  yá?  Pues 
entonces  de  fijo  no  se  otorgará  nunca  tal  contrato,  sino  que  habrá 
de  recurrírse  á  los  arrendamientos  de  corto  ó  largo  plazo  para  elu- 
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dir  la  redencioD,  logrando  an  tener  nn  estado  de  cosas  en  que  se 
experímeateii  los  iaconveníentes  de  ios  foros  sin  aproveebarse  de 
ninguna  de  sus  ventajas. 

Proclámese  la  subsistencia  de  los  foros  en  sn  modo  de  ser  ge- 
nuino Y  daráse  una  muestra  de  gran  sensatez.  La  fiebre  de  destruir 
se  apoderó  de  esta  sociedad  enfermiza  y  nos  puso  desgraciadamente 
en  el  fondo  de  nn  abismo,  en  el  cual  el  mundo  entero  con  lástima 
nos  contempla.  Ensayáronse  todos  los  delirios  imaginables  en  polí- 
tica, y  muchísimos  en  lo  social  y  económico ;  más  detengámonos 
ante  la  expropiación  entera  de  un  país,  violando  los  más  sagrados 
principios  en  donde  la  propiedad  y  la  justicia  se  asientan.  Haya 
valor  para  oponerse  á  corrientes  débiles  y  ficticias,  pero  que  pare- 
cen avasalladoras  porque  se  las  deja  tomar  cuerpo  y  porque  no  bay 
una  voluntad  enérgica  para  ponerles  correctivo.  La  apatía  dio  mar- 
gen á  que  brotaran  esas  inverosímiles  leyes  de  20  de  Agosto  y  i6 
de  Setiembre  de  1873;  un  poco  de  actividad  facilitó  su  suspensión, 
y  una  cruzada  justa  y  legitima  asentaría  el  foro  sobre  inquebranta- 
bles cimientos,  arrancados  que  fueran  algunos  defectos  de  fácil  cor- 
rección. 

Entre  ellos  están  los  subforos,  verdadera  escrecencia  que  salió 
á  los  contratos  ferales,  mal  que  debe  cortarse  enteramente  para  lo 
sncesivo,  y  cuyos  efectos  en  cuanto  á  lo  pasado  bay  que  aminorar 
hasta  donde  sea  posible.  En  todos  los  foros  hay  la  prohibición  de 
subforar,  no  obstante  lo  cual  hiciéronse  y  hácense  subforos  en  gran 
numero.  Cuánto  esto  perturba  y  compromete  á  la  propiedad  excusa 
de  ponderarse,  puesto  que  hace  el  efecto  de  un  torniquete  voltean- 
do incesantemente  que  al  fin  reduce,  de  puro  apretar,  á  menudo 
polvo,  la  sustancia  más  dura  y  persistente.  Los  foros  estableciendo 
segundos,  terceros,  cuartos  y  quintos  dominios,  imponen  á  la  pro- 
piedad gravámenes  imposibles,  y  son  fuente  perenne  de  complica- 
ciones que  todos  ansiamos  extirpar. 

En  su  redacción  seméjanse  de  tal  suerte  á  los  foros  que  muchas 
veces  no  hay  medios  de  distinguirlos,  ó  es  por  lo  menos  muy  difícil ; 
pero  emanan  siempre  de  quienes  no  tienen  derecho ,  ni  facultades, 
ni  atribuciones  para  otorgarlos.  En  los  foros  el  dueño  absoluto  de 
una  ó  varias  fincas ,  las  entrega  á  terceras  personas  para  que  las 
cultiven ,  posean  y  disfruten  como  utiliarios,  teniendo  que  conser- 
varlas y  mejorarlas ,  no  pudiendo  dividirlas  ni  gravarlas  con  nin- 
gona  pensión ,  debiendo  por  ellas  un  canon  anual ,  laudemio  en  ca- 
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sos'determi&idos  y  otras  cosas  que  no  viene  á  cuento  enumerar; 
ta4o  lo  que  puede  hacerse  libremente,  porque  en  su  derecho  están 
pactándolo  los  daeños  y  los  recipientes ;  pero  en  los  sabforos  em-^ 
piózase  por  quebrantar  la  prohibición  del  contrato  Coral  y  concluye- 
se  por  hacer  uü  simulacro  de  separación  de  dominios ,  cuando  que 
los  forataríos  no  tienen  sino  el  útil ,  y  por  tanto  mal  pueden  dis- 
poner del  directo  que  no  les  corresponde. 

El  foro  es  un  contrato  serio  y  muy  aceptable ;  pero  el  subforo  es 
una  parodia  cuyas  consecuencias  son  lamentables ,  ya  porque  este* 
rilizan  todo  lo  bueno  del  sistema  foral ,  ya  porque  gravan  la  pro- 
piedad hasta  más  allá  de  lo  que  buenamente  puede  y  debe  gravar- 
se. La  prohibición  de  subforar  debe  ser  absoluta ,  y  la  nulidad  de 
los  subforos  que  en  lo  sucesivo  se  otorguen  vigorosa  é  inflexible, 
sea  cualquiera  el  pretesto  que  los  determine  y  la  forma  de  que  se 
revistan. 

Por  lo  que  hace  á  los  subforos  anteriores ,  la  dificultad  de  escla- 
recer su  origen  y  naturaleza  en  muchos ,  en  otros  su  antigüedad ,  y 
en  todos  la  connivencia  por  parte  de  los  subforatarios,  aconsejan 
cierta  contemplación,  hasta  que  en  mejores  tiempos  sea  posible 
buscar  salida  rápida  á  la  dificultad.  Para  llegar  á  eso  pudiera  faci- 
litarse el  retracto  en  todos  los  casos  de  trasmisión  de  las  rentas  ó  de 
los  bienes  subforales,  ora  sea  en  las  herencias,  ora  en  las  donacio- 
nes, ora  en  los  actos  onerosos  de  cualquier  modo  que  se  consignen. 
Mucho  contribuirá  este  medio  á  disminuir  los  segundos ,  terceros  y 
cuartos  dominios,  deshaciéndose  sin  violencia  lo  que  se  hizo  mal,  y 
mqorando  notablemente  el  modo  de  ser  de  la  propiedad  que  en  esos 
abusos  tuvo  su  mayor  quebranto. 

El  laademio  varia  en  los  foros  desde  el  dos  por  ciento  hasta  la 
quinta  parte  integra  del  precio  de  la  finca  foral  vendida,  parecien- 
do á  simple  vista  que  hay  en  ello  algún  esceso  digno  de  ser  corre- 
gido. La  cuantía  del  laudemio  estaba  de  ordinario  en  razón  inver- 
sa de  la  importancia  del  canon  estipulado.  Según  este  era  peque- 
no  asi  aquel  era  crecido,  buscándose  de  esa  suerte  una  compensa- 
ción que  no  tiene  nada  de  repugnante  ni  de  violenta.  Como  en  los 
foros  que  ahora  se  otorguen,  el  canon  ha  de  ser  seguramente  más 
subido  ,  creemos  que  debe  establecerse  la  regla  de  que  no  pueda 
pactarse  laudemio  superior  al  2  por  400,  ó  sea  la  cincuentena  parte 
del  precio  en  que  se  venda  coalquieca  finca  foral.  Nuestro  sistema, 
pues,  es  el  siguiente:  donde  no  resulte  establecido  el  laudemio,  na- 
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da  se  debe  por  tal  concepto;  en  donde  conste,  se  pagará  lo  estípn-' 
lado;  7  para  losucesiro  no-podrá  fijarse  más  qne  el  2  por  400. 
ligdrasenos  qne  asi  se  oondlian  todos  los  extremos,  sin  dar  el  espec* 
táculo  qne  dieron  los  legisladores  en  4873  al  abolir  el  lauderoiot 
caal  sí  no  tnviera  justa  razón  de  ser,  y  al  postergarlo  para  el  abo* 
no  en  la  redención,  como  si  no  hubiera  costado  dinero  á  los  dueños 
del  directo  dominio;  á  los  coales  en  las  compras,  adjudicacio- 
aes  etc.,  se  les  habrá  justipreciado  por  todo  su  valor. 

Las  reatas  en  saco  j  ios  censos  frumentarios  no  tienen  nada  que 
ver  con  los  foros.  Constituidas  las  unas  y  los  otros  para  eludir  las 
leyes  recopiladas  prohibitivas  de  censos  á  pagar  en  pan,  vino,  aceite, 
lena,  carbón,  miel,  cera,  jabón,  lino,  gallinas,  tocino,  ni  otro  gé- 
nero de  cosas  que  no  sean  dineros  son  todos  nulos,  de  ningún  va* 
lor  ni  efecto;  pero  su  larga  duración,  el  respeto  que  merecieron  en 
los  Tribunales,  muy  apropósito  para  generalizar  la  costumbre,  y 
los  intereses  qne  comprometen  en  Galicia,  requieren  una  solución 
que  no  lastime  á  nadie.  Prohíbase  su  otorgamiento  para  lo  sucesi- 
vo, y  respecto  á  lo  pasado  decrétese  la  redención,  bien  por  el  ca- 
pital que  resalte  de  los  titules  respectivos,  bien  en  defecto  por  lo 
que  se  determine  en  un  espediente  análogo  á  los  de  expropiación 
forzosa,  si  libremente  no  convinieren  los  interesados. 

Los  contratos. á  medias,  á  tercias,  á  cuartos,  á  quintos,  etc., 
cuando  no  tienen  procedencia  foral  ú  otra  conocida,  se  consideran 
como  simples  arriendos,  y  por  consiguiente  en  las  reglas  generales 
debe  buscarse  la  solución  que  de  otra  cualquiera  manera  impuesta 
sería  improcedente. 

Hay  quienes,  haciendo  gala  de  upa  largueza  y  un  desprendi- 
miento sospechoso,  puesto  qne  nada  les  cuesta,  creen  que  deben 
abolirse  esas  prestaciones,  como  viciadas  de  procedencia  feudal  ó 
señorial;  pero  nada  hay  más  arbitrario  que  esa  solución,  emanada 
de  un  error  crasísimo  y  bajo  ningún  concepto  justificable.  Si  esta 
fuera  ocasión  oportuna,  ó  si  se  pudiera  disponer  de  tiempo  para  ello, 
fácil  sería  acreditar  que  el  verdadero  feudalismo  no  penetró  jamás 
en  Galicia,  y  que  si  se  han  ejercido  dentro  del  país  derechos  seño- 
riales, ni  todas  las  comarcas  se  vieron  azotadas  por  esa  plaga,  ni  la 
estension  y  la  crudeza  de  tales  privilegios  se  hicieron  sentir  en 
cUas  con  el  mismo  rigor  que  en  otros  pueblos. 

Pero  como  quiera  que  sea,  los  contratos  aludidos  no  tienen 
ese  <Nrigen,  sino  que  son  de  carácter  libre  en  su  inmensa  mayoría, 
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e^taUeciéndoee  todavía  algunos  en  nuestros  nbmos  días;  verdad 
seoeilUsima  que  á  cada  paso  en  la  práctica  se  vé  contrastada»  y 
que  sólo  podrá  negarse  cerrando  los  ojos  á  infiniU»  documentos  de 
esa  clase  que  ruedan  en  los  Tribunales,  en  los  estudios  y  en  las  ofi- 
cinas. Huyase  de  exagerar  en  esta  materia  porqueal  fin  se  lastiman 
intereses  y  derechos  muy  dígaos  de  consideraeion.  Jasto  es  abobr 
las  cargas  que  afligen  á  la  propiedad  sin  causa  legitima,  pero  es 
menester  irse  con  más  tiento  en  las  que  tienen  razón  de  ser,  y  guar^ 
dar  profundísimo  respeto  á  los  que  no  merecen  tal  nombre,  sino 
que  en  puridad  son  •  m<>ditícacíones  y  direrentes  medios  lícitos  de 
existir  la  propiedad  inmueble. 

Nos  sublevaríamos  si  los  dueños  quisieran  atrepellar  á  los  fo- 
ratarios,  arrendatarios,  etc. ;  pero  por  la  misoia  raaon  nos  subleva- 
mos ante  la  idea  de  que  los  dueños  sean  atropellados.  k\  lado  de  la 
justicia  que  se  levanta  para  impedirlo  está  la  convenencia  que  lo 
veda,  pues  los  atropellos  no  son  manantial  fecundo  de  bienes,  sino 
ráiz  portentosa  de  mates  y  abusos  sin  cuento. 

En  resumen,  proclamamos  como  justo,  útil  y  razonable: 

1/  La  subsistencia  del  foro  en  sus  condiciones  de  perpetuidad 
é  indivisibilidad. 

2.*    La  prohibición  de  subforar. 

3.*  La  ampliación  de  los  retractos,  especialmente  en  los  subfo* 
ros,  para  promover  la  consolidación  de  los  dominios. 

4.*  La  redención  de  las  rentas  en  saco,  censos  frumentarios  y 
cualesquiera  otras  cargas,  por  el  capital  resultante  de  las  escritu- 
ras, ó  eji  defecto  por  lo  que  se  determine  en  un  espediente  análogo 
á  los  de  expropiación  forzosa  para  indemnizar  á  los  expropiados. 

5.*  Que  los  contratos  á  medias,  tercios,  cuartos  y  quintos,  etc. 
se  resuelvan  según  determine  su  procedencia,  ó  en  defecto  como 
arriendos. 

Mucho  resta  que  decir,  pero  el  Colegio  de  Abogados  de  la  Coro- 
na, no  debe  abusar  de  la  paciencia  de  V.  E.  ni  convertir  este  in- 
forme en  un  indigesto  alegato.  Puesta  la  mira  en  el  bien  de  Galicia 
y  ansioso  de  acertar,  emite  su  pensamiento  oon  tanto  más  gusto, 
cuanto  que  aún  ayer  se  han  visto  unas  Cortes  que  á  galope,  y  sin  la 
preparación  debida,  hicieron  la  ley  de  redención,  ahogando  en  ella 
la  voz  de  los  letrados  para  que  en  el  foro  no  tuvieran  ocasión  de 
acreditar  sus  inmensos  y  trascendentales  errores.  ¡Fanesto  ejemplo 
que  si  cundiera,  pronto  haría  inútil  la  noble  profesión  que  ejeroe- 
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1DO89  de  la  «Dftl  reaiegan  aiguaos  por  majadería,  pero  á  la  cual  se 
acojeu  todos  con  ansia  YiTlsima  caando  peligran  sus  vidas,  su  ho- 
nor, sus  intereses,  sa  libertad! 

GoruSa  iá^  Diciembre  de  i814.*-£a  Comtston:  Eduardo  Her- 
moeilla.  Presidente.— Paulino  Souto  y  Sánchez.— -Félix  Á.lyarez 
Villaafflil.-*Áureliano  Linares  Ri vas,  Secretario. 


DERECHO  PENAL. 

I 

• 

La  tardíH/ntide»  ie$f  según  la  legislación  penal  vigente,  eir- 
cuntíaneia  que  exime  de  respomabUidad,  ó  de  atejiuaeion  al  mé^ 
nos?  £fi  caso  negativo,  ideberia  ser,  como  regla  general,  lo  uno  ó  lo 
otrol 

Que  ni  el  art.  8.*  del  Código  penal  comprende  en  su  texto  la 
sordo-mudez  como  causa  eximente  de  responsabilidad,  ni  como  ate- 
nuante el  9.*,  es  indudable.  El  Tribunal  Supremo  de  Justicia  lo  ha 
dicbo  así  también  en  su  sentencia  de  Í2  de  Abril  de  1873.  Pero 
emplea  algunos  términos  que  dan  motivo  á  disQurrír  sobre  su  pen- 
samiento. En  efecto,  dice  el  considerando  4.*  de  ese  falló:  «Consi- 
derando que  la  sordo-mudez  no  puede  equipararse  en  sus  efectos  á 
la  imbecilidad  ó  la  locura,  por  cuanto  la  experiencia  demuestra  los 
grados  diversos  de  capacidad  intelectual  y  moral  que  alcanzan  la 
generalidad  de  los  sordo*mudos;  y  en  el  caso  actual,  no  sólo  es  evi- 
dente que  el  procesado  sabia  leer  y  escribir,  sino  que  en  todos  sus 
actos  demuestra  que  tiene  la  conciencia  del  deber,  y  que  no  es  im- 
bécil ni  loco,,  y  que  por  tanto  no  bay  fundamento  legal  para  la  exen- 
ción de  responsabilidad  que  el  recurreate  pretende.»  Y  el  5.*:  «Con- 
siderando que  la  sordo-mudez  tampoco  puede  calificarse,  en  el  caso 
actual  como  circunstancia  atenuante,  comprendida  en  el  núm.  1.*  y 
en  ei  8.*  del  art.  9.*  del  Código;  por  cuanto  no  existiendo  la  imbeci- 
lidad ni  la  locura,  y  habiendo  apreciado  ya  la  Sala  sentenciadora  la 
circunstancia  de  atenuación  comprendida  en  el  núm.  7/,  no  apare- 
ce ninguna  otra  de  asimilación  genérica  á  que  pueda  referirse  la 
del  predicho  núm.  8.''» 

Ahora  bien:  ¿qué  quiere  expresar  la  frase  repetida  de  en  el  caso 
actual  que  en  los  dos  trascritos  considerandos  se  usa?  Parece  que 
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con  ella  se  ha  pretendido  sancionar  la  doctrina  de  que  paede  haber 
casos  en  qoe  la  sordo-mudez  sea  circunstancia  que  exinu,  y  otros 
en  que  lo  será  de  atenuación;  mas  fijese  la  atención  en  que  los 
mentados  fundamentos  de  la  expresada  sentencia  refieren  todo  su 
concepto  á  la  imbecilidad  ó  la  locura.  Tendremos,  pues,  que  la 
sordo-mudez  será  circunstancia  que  exime  de  responsabilidad  cuanr 
do  pueda  traducirse  al  sordo- mudo  en  loco  ó  imbécil,  y  no  en  otro 
caso:  será  circunstancia  atenuante,  cuando  haya  algo  de  esa  imbeci- 
lidad ó  locura  y  no  lo  suficiente  para  constituirlas,  con  arreglo  i  los 
números  1/  y  8/  del  art.  9/  del  Código.  De  suerte  que  por  su  na- 
turaleza especial,  por  su  índole  propia,  como  punto  general,  la 
sordo-mudez  es  la  perfección  del  criterio  humano;  es  el  alma,  la  in- 
teligencia, íntegra,  completa,  total.  No  sólo  el  niño  menor  de  nueve 
anos;  el  mayor  de  esta  edad  y  menor  de  quince  (salvo  que  se  pro- 
bara habia  obrado  con  discernimiento),  son  menos,  infinitamente 
menos,  que  un  sordo-mudo  en  inteligente  voluntad:  aun  el  mayor 
de  i5  anos  y  menor  de  18  es  más  pobre  de  espiritu,  de  ciencia,  de 
criterio,  más  inconsciente  que  el  sordo-modo  infeliz.  Mientras  no 
haya  locura  ó  imbecilidad  en  ese  desventurado  ser,  se  le  penará 
como  al  más  despierto  crjmioal:  si  no  se  acerca  á  esa  falta  plena  de 
razón,  non- nata  ó  perturbada,  ni  siquiera  tendrá  una  circunstancia 
atenuante  envuelta  en  su  natural  desdicha. 

Francamente ;  no  podemos  estar  de  acuerdo  con  nuestra  legisla- 
ción en  este  punto,  y  no  lo  estamos  en  buena  compañía:  un  eminen- 
te comentarista  piensa  del  mismo  modo.  Y  no  sólo  la  autorizadísima 
opinión  del  Sr.  Groizard  concuerda  con  la  nuestra  en  censurar  el  si- 
lencio, sin  duda  intencionado,  de  la  ley  respecto  al  sordo^mudo.  Los 
Códigos  penales  de  Bélgica  é  Italia  están  con  nosotros. 

El  primero  iguala  al  sordo-mudo  al  menor  de  16  anos;  precep- 
túa la  previa  declaración  de  haber  obrado  ó  no  con  discernimiento, 
y  le  aplica,  en  caso  afirmativo,  una  penalidad  muy  inferior,  consis- 
tente en  la  mitad  de  la  señalada  á  los  mayores  de  16  anos ;  aparta 
de  su  cabeza  la  pena  capital,  y  no  le  somete  á  la  vigilancia  especial 
de  la  policía,  ni  le  hace  perder  ciertos  der^hos.  El  Código  italiano 
va  más  allá  todavía.  Declara,  como  el  belga,  exento  de  responsabi- 
lidad al  sordo-mudo  cuando  obra  sin  discernimiento,  sea  la  que 
quiera  su  edad.  Si  por  obrar  con  plena  conciencia  le  castiga,  lo  ha- 
ce como  al  menornle  14  anos,  cuando  él  no  llega  á  i8  y  sabe  leer  y 
escribir;  si  pasa  de  los  18  anos,  le  pena  como  ai  menor  de  esa  edad 
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y  mayor  de  14;  y  ñ  tiene  más  de  21,  es  castigado  como  el  menor 
de  esta  edad  y  mayor  de  los  18.  Hasta  tal  punto  y  casaismo  tal  des- 
ctend«ft  las  dos  humanitarias  legislaciones  antes  citadas. 

¿Cuál  es  la  expresión  más  filosófica  y  justa  de  la  ciencia  del 
liombre  y  de  la  conTeniencta  social  en  este  siglo  ilustrado,  y  no  sólo 
no  teros  ni  cruel,  sino,  por  el  contrario,  sensible  y  dulce ,  acaso  en 
demasía,  cuando  trata  de  imponer  castigos:  la  doctrina  jurídica 
de  nuestra  patria,  ó  el  precepto  de  los  dos  Códigos  extranjeros  aco- 
tados? Ta  lo  hemos  dicho  al  decir  que  censurábamos  la  omisión  de 
nuestra  ley  penal.  T  lo  repetimos  ahora  de  nuevo. 

La  inteligencia  sólo  ha  brotado  completa  en  él  Olimpo  gríe* 
go,  como  dice  el  Sr.  Groizard.  Obedeciendo  á  la  ley  de  progre* 
so  y  desarrollo,  como  todo  lo  creado,  nace  apenas  perceptible  para 
marchar,  en  contacto  con  el  mundo  exterior,  á  pasos  más  ó  menos 
rápidos.  Pero  es  indiscutible  que  el  alma  aislada,  si  tiene  en  sí  la 
enérgica  actividad  del  espíritu,  su  potente  naturaleza,  no  tiene,  no 
puede  tener  una  concepción  cumplida  del  deber  y  del  derecho.  Para 
ello  es  necesario  que  se  relacione  con  el  mundo  exterior;  que  los  ór- 
ganos de  que  se  sirve  para  esta  relación  existan;  que  reciba  por  los 
sentidos  las  ajenas  ideas  y  trasfliita  las  propias  por  la  palabra;  y 
que  aprenda  en  el  consorcio  con  sus  semejantes,  como  ella  ubres» 
como  ella  inteligentes,  á  discernir  el  bien  del  mal,  lo  justo  de  lo  in- 
justo, la  verdad  y  el  error  morales. 

Pues  bien:  el  sordo-miido,  privado  de  la  voz  y  del  oido,  sin  ta- 
les y  tan  poderosos  medios  de  comunicación,  no  es  un  ser  completo; 
no  puede  recibir,  sino  merced  á  ímprobas  tareas,  la  más  elemental 
instrucción,  y  no  ia  recibe  generalmente:  el  que  sabe,  como  quien 
esto  escribe,  los  continuos  é  incesantes  afanes  que  á  los  instructo- 
res de  los  sordo-mudos  cuesta  hacerles  adquirir  algunos  conocimien- 
tos, no  podrá  menos  de  convenir  con  nosotros  en  que  será  muy  estra- 
no  el  hallazgo  de  uno  de  aquellos  desgraciados  con  plena  conciencia 
de  virtud  y  del  vicio,  y  más  extraño  todavía  el  que  haya  uno  sólo  que 
tenga  discernimiento  completo  para  juzgar  acertadamente  de  la  bon- 
dad ó  malicia  del  gran  número  de  hechos  calificados  por  el  Código 
de  delitos.  Separad  el  homicidio  simple  ó  cualificado,  quizá  el  hur- 
to ó  el  robo,  acaso  la  violación  y  alguno  otro  acto  justiciable....,  y 
veréis  que  respecto  de  otros  el  juicio  es,  por  lo  menos,  inseguro, 
la  criminalidad  incierta ,  la  luz  crepúsculo,  la  claridad  relámpago. 
Creemos,  por  tanto,  que  en  la  reforma  de  nuestro  Código  penal  debe 
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traerse  ¿  la  categoría  de  precepto  la  doctrina  qae  defiende  la  ate* 
nuacion  siempre  ea  el  castigo  del  sordo-maáo,  y  la  exención  cuando 
aparezca  su  estado  en  identidad  con  el  de  loco  ó  imbécil;  que  de- 
terminaciones análogas  á  las  del  Código  italiano  serian  aplaudidas, 
y  felizmente  estampadas  en  el  nuestro:  y  que  mientras  esa  reforma 
no  se  realice,  ya  que  la  ley  no  lo  prohibe,  todo  Juez  instructor  debe 
considerar  provisionalmente  niño  al  sordo-mudo,  sujetarle  á  madu- 
ra é  inteligente  inspeccipn,  y  procurar  hasta  donde  posible  sea,  que 
aparezca  en  los  autos  el  grado  de  razón,  de  instrucción,  de  discer- 
nimiento que  tenga  el  sordo-mudo  para  distinguir  el  bien  del  mal. 
Sólo  aquilatando  con  prolijo  y  cpncienzudo  estudio  el  criterio  del 
desventurado  ser  que  en  el  mundo  mora  en  gran  parte  aislado  de  los 
demás  por  su  falta  de  oido  y  de  palabra,  es  como  el  juzgador  puede 
quedar  satisfecho  de  haber  penado  á  un  criminal  libre  é  inteligente, 
ó  de  haber  absoelto  á  un  desdichado  que  no  tuvo  conciencia  del 
delito. 

AntOBM  fioyanes  Meneses. 
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Ditcuno  pronunciadú  por  el  letrado  D.  Enrique  Ueelay  ante  la 
S(Ua  3.*  dd  Tribunal  Sujn*emOi  en  defeti$a  del  limo.  Sr.  D.  Lu* 
ciano  Boada,  Preúdent&de  Sala  de  la  Audiencia  de  Madrid  y  de 
los  Sres.  D.  Federico  Guzman,  D.  José  M.  Bustelo,  D.JoséBaU 
bino  Maestre  y  D.  Luis  de  Entrambasaguas,  Magistrados  de  la 
misma,  coadyuvantes  de  la  Administración  en  el  pleito  conten- 
cioso incoado  contra  la  misma  vor  el  Sr.  D.  Patricio  Gon%ale%^ 
Magistrado  del  propio  Tribunal,  sobre  revocación  de  la  órdeti  del 
Gobierw)  de  la  República^  deiO  de  Octubre  de  1873  relativa  á  su 
antigüedad  en  dicho  cargo  y  preháon  de  asiento,  visto  en  las 
dios  4  y  ¡i  de    Enero  de  1874  (1). 

En  nombre  de  los  Sres.  D.  Lnciano  Boada,  O.  Federico  Gnsman, 
D.  José  María  Bnstelo,  D.  José  Balbino  Maestre  j  D.  Lnis  de  Entram* 
basagaas,  pretendo  que  la  Sala  estimando  la  petieion  del  Ministerio  fis- 
cal, se  sirva  absolver  de  la  demanda  á  la  Administración  general  del 
Estado,  declarando  firme  y  subsistente  la  orden  redamada. 

Si  en  todas  ocasiones  llega  áeste  escaño  el  bumilde  letrado  que  tie- 
ne la  bonra  de  dirigir  la  palabra  al  Tribunal  con  plena  confianza  de  que 
ha  de  obtener  para  la  causa  que  defiende,  para  el  derecho  que  repre- 


(4)  Publicamos  este  notable  Informe,  que  juzgamos  de  Interés  para 
nuestros  lectores  por  tratarse  en  él  doctrina Imen te  una  cuestión  nueva 
en  los  Tribunales  y  porque  ea  el  pleito  contencioso  administrntivo  á  que 
se  refiere  y  que  ha  dado  motivo  á  una  importante  decisión  del  Tribunal 
Supremo,  se  ha  ventilado  la  cueslion  de  categorías  en  la  Magistratura 

?'  en  el  Ministerio  fiscal  por  asimilación  y  correspondencia  y  de  la  re- 
roactividad  do  la  ley  provisional  orgánica  del  Poder  judicial.  Plan- 
teada la  cuestión  con  ocasión  de  una  instancia  elevada  al  Ministerio  del 
ramo  por  el  Magistrado  de  la  Audiencia  de  Madrid  Sr«  D.  Patricio  Gon- 
zález, protestando  de  un  acuerdo  del  Tribunal  pleno,  que  reconocía  á 
varios  Magistrados  del  mismo  que  hablan  sido  Presidentes  de  Sala  y 
Fiscales  de  Audiencias  de  provincias,  antigüedad  desde  su  posesión  en 
aquellos  cargos  por  considerarlos  de  la  misma  clase  y  grado,  fué  re- 
suelta neffativamente  en  orden  del  Gobierno  de  la  República  de  «o  de 
Octubre  ae  4873,  contra  la  cual  se  acudió  por  el  interesado  ante  el  Tri- 
bunal Supremo  en  la  vía  contenciosa,  que  admitida  y  sustanciada, 
siendo  parte  cinco  de  los  Magistrados  de  cuya  antigüedad  se  trata,  ha 
sido  decidida  por  el  Tribunal  en  la  forma  que  se  espone  á  la  conclusión 
del  discurso.--(N.  dslañ.) 
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flenta,  pronta  y  cumplida  justicia,  la  tiene  hoy  todsTía  en  más  alto  gra* 
do  en  este  asunto,  por  la  rason  indudable  y  el  perfecto  derecho  que 
asiste  á  ios  dignos  Magistrados,  i  quienes  representa,  amparados  por  el 
clarísimo  texto  de  disposiciones  legales  que  rigen  sobre  la  materia,  ob* 
jeto  de  la  demanda,  y  que  parece  imposible,  digolo  con  la  más  profunda 
convicción,  que  hayan  dado  origen  á  este  pleito  y  suscitado  de  nuevo 
esta  cuestión,  que  si  aparece  á  primera  vista  sin  importancia,  la  tiene  y 
no  escasa,  si  bien  se  considera,  no  sólo  para  los  Magistrados  á  quienes 
personalmente  afecta  la  demanda,  sino  para  el  servicio  público,  para  la 
recta  Administración  de  justicia,  para  el  merecido  prestigio  del  Tribunal 
en  que  se  ha  promovido. 

Mi  tarea  en  este  debate  es  en  el  fondo  fácil,  porque  no  se  trata  de  una 
de  esas  cuestiones  complejas,  de  uno  de  esos  voluminosos  expedientes 
gubernativos,  que  suelen  venir  á  esta  Sala,  en  cuyo  intrincado  laberin- 
to de  hechos,  de  informes  á  veces  contrarios  y  de  resoluciones  diversas, 
el  criterio  se  estravía,  piérdese  la  inteligeneia  y  la  paciencia  se  acaba: 
aquí  se  trata  tan  sólo  de  pedir  pura  y  simplemente  la  aplicación  de  la  ley 
á  un  caso  sencillísmo.  Pero  es  por  estremo  difícil  en  la  forma,  por  la  oca^ 
sion  tardía  en  que  vengo  i  la  aiscusion,  después  de  mi  distinguido  com- 
pañero y  del  Ministerio  fiscal,  si  no  he  de  repetir  los  razonamientos  y 
alegaciones  expuestos  magistral  mente  por  éste  en  el  día  de  aver ;  y  de 
presentar  las  convenientes  al  derecho  de  los  coadyuvantes  ae  la  Ad- 
ministración con  la  posible  novedad,  con  cierto  interés,  de  suerte  que 
fatigue  lo  menos  que  me  sea  dable  la  atención  de  la  Sala  por  tan  gra- 
ves quehaceres  abrumada.  Ocupábase  ayer  el  Sr.  Fiscal  en  refutar  los 
argumentos  expuestos  por  el  distinguido  defensor  del  demandante,  más 
brillantes  que  sólidos,  mejor  presentados  que  razonados  y  después  de 
alegar  con  la  extensión  que  juzgó  oportuno  en  contestación  á  ellos,  las 
consideraciones  legales  que  sirven  de  fundamento  á  la  orden  reclamada 
y  á  la  vez  al  derecho  de  mis  defendidos,  dejando  tan  agotada  la  mate- 
ria y  tan  escueto  y  esquilmado  el  campo  que  como  apesadumbrado  por 
la  difícil  posición  en  que  la  defensa  de  los  mismos  iba  á  verse  cdocada, 
lo  reconocía  así  y  manifestaba  al  concluir  que  no  entraba  en  el  examen 
de  ciertos  puntos  de  vista  de  la  cuestión  para  que  esta  defensa  los  dis* 
cutiera  y  tuviera  algo  nuevo  de  que  ocuparse.  Yo  agradezco  á  S.  S.  es- 
te buen  deseo,  así  como  las  benévolas  frases  que  me  dirigió,  y  el  inme- 
recido concepto  en  que  me  tiene;  pero  es  lo  cierto  que  como  el  Tribunal 
tuvo  ocasión  de  observar,  trató  el  asunto  tan  magistralmente  y  tan  por 
extenso  cumplió  con  el  deber  que  le  está  encomendado,  que  apenas  dejó . 
para  esta  deiensa,  algún  que  otro  detalle,  alguna  que  otra  olvidada 
espiga  que  he  de  procurar,  sin  embargo,  recoger,  cuidando  de  no  to- 
car los  puntos  que  ayer  se  discutieron,  siquiera  tenga  para  hacerlo  así 
que  variar  totalmente  ei  plan  de  mi  humilde  discurso. 

Antes  de  entrar  en  el  examen  de  la  cuestión  litigiosa,  debo  ocupar- 
me de  una  indicación  que  se  hizo  por  mi  distinffui£)  compañero  ai  co- 
menzar su  informe  con  el  carácter  de  previa.  Manifestó  que  aunque  1* 
demanda  se  refería  á  siete  Sres.  Magistrados  de  la  Audiencia  de  esta 
capital,  sobre  los  cuales,  cree  el  Sr.  D.  Patricio  González  tener  anti- 

ffledad  y  prelacion  de  asiento,  uno  de  ellos  el  Sr.  D.  Luciano  Boada, 
a  sido  nombrado  recientemente  Presidente  de  Sala  de  la  misma,  razón 
por  la  que  la  demanda  no  se  entiende  ya  más  que  respectóla  sus  otros 
seis  dignos  compañeros.  Por  más  que  creo  que  esta  manifestación  de- 
bía haberse  hecho  por  el  oportuno  escrito  en  el  momento  mismo  en  que 
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m  Teiüieó  el  noibbnaiíeiito,  la  acepto  en  la  foima  j  saaqn  ea  que  vie- 
ne,  me  hago  cargo  de  ella  y  be  de  referirme  sólo  en  el  curso  de  mi  in- 
forme á  los  demás  Sras.  coadyuvantes. 

A  la  Tes  que  esta  indieacion  y  enlazada  con  ella  intentábase  por  el 
defensor  del  demandante,  separar  del  asunto  toda  cuestión  personal, 
queriendo  bacer  ver  que  el  digno  Magistrado  á  quien  representa  no 
venia  á  esle  elevado  Tribunal  movido  de  ninguna  clase  de  interés,  de 
nin^na  raaon  personal,  respecto  á  sus  compañeros,  sino  sólo  del  sen- 
timiento siempre  recto  y  laudable  de  la  justicia  y  del  deseo  de  que  se 
cumpla  debidamente  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  que  cree  vul- 
nerada por  el  acuerdo  en  pleno  de  la  Audiencia  que  motivó  su  recurso 
al  Ministerio  del  raiAo  y  la  resolución  de  éste,  cuya  revocación  preten- 
de. No  íntMito  yo  demostrar  que  esto  no  sea  del  todo  exacto;  pero  en- 
tirado  que  no  bay  por  qué  negar  en  este  debate  el  interés  personal,  le- 

r[timo,  puesto  que  se  deriva  de  la  ley;  noble,  como  lo  es  toda  aspiración 
distinguine  en  el  servicio  del  Estado  y  adelantar  en  la  carrera  á  que 
oon  bonra  inmaculada  é  indisputable  mérito  pertenecen  el  demandante 
j  los  coadyuvantes,  todos  igualmente  respetables,  todos  igualmente 
dignos.  A  uno  y  á  otros  les  mueve,  y  esto  no  es  maravilla,  ese  mismo 
legítimo  y  noiue  interés,  que  tiene  alffo,  mucbo  por  mejor  decir,  de 
personal,  por  conservar  una  antigüedad,  una  categoria,  un  puesto,  que 
nan  conquistado  tras  largos  años  de  carrera;  y  lo  prueba  en  cuanto  al 
Sr.  Gonzalea  el  becbo  mismo  de  la  incoación  de  esta  demanda.  ¿Por 
qué  si  el  Sr.  Gonsalez  no  tenia  ninguna  clase  de  interés  personal  no  se 
conformó  con  el  acuerdo  del  Tribunal  pleno  que  estaba  perfectamente 
ajustado  á  la  legislación  vigente?  ¿Por  qué  yendo  aun  más  allá,  no  se 
aquietó  con  la  resolución  del  Crobiemo  sobre  su  instancia  y  dedujo  esta 
demanda,  nueva  en  su  clase,  y  que  yo  declaro  que  sin  ser  Magistrado 
1m  visto  con  profunda  pena,  no  solamente  presentada,  sino  admitida 
Bor  la  Sala,  pues  en  mi  numilde  sentir,  y  salvo  el  respeto  que  los  acuer- 
dos del  Tribunal  me  inspiran,  no  es  procedente  sobre  ella  la  vía  con- 
teneioea,  sino  propia  y  exelusiva  su  resolución  de  las  facultades  de  la 
administración  activa,  del  Ministro  de  Gracia  y  Justicia? 

Di^nseme  la  Sala  si  me  detengo  y  la  molesto  con  esta  indieacion 
de  poquísima  importancia;  pero  tengo  el  deber  de  ocuparme  de  todo  lo 
que  se  ha  alegado  de  contrario,  mucho  más  cuando  no  ne  tomado  parte 
^n  la  disensión  escrita.  Siguiendo  yo  opuesto  camino,  no  oculto,  no 
tengo  por  qué  ocultar  que  mis  representados  han  venido  aquí  á  pesar  de 
que  ostidMi  el  Ministerio  fiscal,  encargado  de  velar  por  la  aplicación  y 
M  cumplimiento  de  la  ley,  movidos  de  esa  noble  aspiración,  v  á  la  par  de- 
seosos de  que  se  fijara  de  una  ves  y  con  ocasión  de  este  pleito,  el  ver- 
dadero sentido  de  las  disposiciones  vigentes  en  la  materia.  En  un  prin- 
cipio no  hablan  pensado  ni  remotamente  comparecer  en  este  asunto,  y 
pruébalo  sobradamente  que  se  han  mostrado  parte  según  acabo  de  in- 
dicar cuando  estaba  concluida  la  discusión  escrita  y  próximo  el  pleito  á 
pasar  al  Sr.  Magistrado  P<mente.  Pero  vieron  admitida  la  demanda  y 
decfaurada  procedente  la  vía  contenciosa:  llamaron  su  atención  ciertos 
precedentes  j  acuerdos  gubernativos  de  este  Supremo  Tribunal,  y  en- 
tie  ellos  el  informe  devado  al  Ministerio  en  el  expediente  á  que  esta 
demanda  se  refiere,  favorable  por  cierto  al  Sr.  Gonsales;  observaron  la 
tendenóa  que  se  ha  manifestaao  en  alf^n  acuerdo  de  la  Audiencia  con 
motivo  de  la  posesión  de  un  Sr.  Maipstrado  á  interpretar  el  art.  196 
de  ia  citada  ley  orgánica  c<m  peijuicio  de  la  antigüedad  y  dere- 
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chos  que  les  corresponden,  y  aceptando  la  discosíon  forense  i  que  la 
demanda  les  invitaba,  y  no  escogiendo  el  palenqse,  han  venido  á  él, 
encargándome  su  representación,  distinción  honrosísima  qne  debo  más 
bien  á  lazos  de  amistad  qne  á  personal  valía  y  qfue  han  debido  enco- 
mendar á  labios  más  antorízados,  á  alguno  de  esos  letrados  que  son  reyes 
del  foro  y  de  la  palabra,  grandes  justadores  en  estas  lides. 

Pero  .aceptada  la  misión,  fuerza  es  darla  cima  y  poniendo  punto  á 
estas  indicaciones  previas,  entrar  desde  luego  en  la  cuestión.  ' 

Redúcese  ésta,  como  la  Sala  ha  oido,  á  decidir  si  la  Uy  proídpianal 
soire  arganiuieion  del  poder  judicial j  ka  cariado  y  d^ado  sinefeelú 
las  cale ff  Orias  de  q%e  gozaban  por  asimilación  y  corres^ndencia  ciertas 
carfós  en  la  gerarquía  judicial,  en  virtud  de  aispoHcumes  legales  an* 
tertores,  y  especialmente,  concretándonos  al  caso  que  metiva  este  pleito^ 
si  los  Magistrados  de  la  Audiencia  de  Madrid,  que  como  mis  represen* 
todos  han  servido  plazas  de  Presidentes  de  Sala  y  Fiscales  en  Audien- 
cias de  provincia,  han  perdido  la  categoría  que,  por  asimilación  á  aque- 
llos, les  concede  el  Real  decreto  de\Zde  Diciembre  de  1 867,  en  armenia 
con  otras  disposiciones  análogas,  por  virtud  de  la  ley  oraánica  del  peder 
judicial,  y  aeben  considerarse  más  modernos  que  los  magistrados  del 
mismo  Tribunal  que  han  tomado  posesión  antes  que  ellos,  sin  haber 
desempeñado  antes  los  mencionados  cargos,  caso  en  que  se  encuentra 
el  demandante. 

Planteada  así  la  cuestión,  y  fijados  va  por  el  Sr.  Fiscal,  ios  puntos 
de  hecho  del  pleito,  importa  en  primer  lug^r  determinar  cuál  es  la  lega- 
lidad aplicable  al  caso  aue  no  he  de  analizar  ni  comentar,  porque  lo  h^zo 
ayer  atinadamente  el  Ministerio  fiscal;  pero  cumple  á  mi  propósito  re- 
cordarla como  criterio  y  punto  de  partida  de  la  demostración  lógka 
que  me  propongo  hacer.  Esta  puede  dividirse  en  dosperíodos:  la  ante- 
rior á  la  ley  orgánica  citada  y  la  contenida  en  ésta.  La  legalidad  vi- 
fente  antes  de  promulgarse  la  ley  orgánica  de  Tribunales,  es  la  esta- 
lectda  por  el  Real  decreto  de  13  de  Octubre  de  4867,  siendo  Ministro 
del  ramo  el  Sr.  Marqués  de  Roncali.  Con  el  mismo  objeto  de  fijar  reglas 

3ue  sirviesen  de  guia  en  la  provisión  de  las  plazas  de  la  Magistratura, 
e  la  Judicatura  y  del  Ministerio  Fiscal,  y  de  fijar  además  loa  grados  ó 
categorías  de  estas  tres  ciases,  se  hablan  publicado  anteriormente  los 
Reales  decretos  de  1 9  de  Diciembre  de  1838, 18  de  Noviembre  de  1840, 
7de  Marzo  de  1851,  9  de  Abril  de  1858,  9  de  Octubre  de  1865,  y  19 
Marzo  de  1867,  de  los  cuales  son  dignos  de  especial  mención  el  de  7  de 
Marzo  de  1851,  que  asimilaba  los  Presidentes  de  Sala  y  Fiscales  qiie 
llevaran  tres  años  de  servicio  en  Audiencia  de  provincia  á  los  Magis- 
trados de  la  de  Madrid,  y  el  de  9  de  Octubre  de  1865,  refrendado  por 
el  Sr.  Calderón  Ck>l]autes  que  derogó  todas  las  disposiciones  anteriores 
relativas  á  categorías  en  el  orden  judicial  y  fiscal. 

Mucho  se  detenia  el  ilustrado  defensor  de  D.  Patricio  González  en  la 
exposición  de  los  preceptos  de  este  decreto*  que  dióen  tierra  con  lo 
que  él  llamaba  con  más  elocuencia  que  razón  ficciones  inmotivadas  en 
el  orden  judicial,  inútil  trabajo,  puesto  que  fué  modificado  por  el  de  1.® 
de  Marzo  de  1867,  siendo  Ministro  el  Sr.  Arrazola ,  de  inolvidable  me- 
moria en  este  elevado  Cuerpo ,  y  derogado  en  todas  sus  partes  por  el  de 
13  de  Diciembre  del  mismo  auo.  Y  por  cierto  que  al  hacer  mención  del 
primero  de  estos  dos  decretos ,  de  que  ayer  hicieron  caso  omiso,  tantd 
mi  distinguido  compañero,  como  el  Sr.  Fiscal,  debo  hacer  notar  la 
circunst^tncia  de  que  en  eu  art.  4  .*>  y  más  importante ,  ordenaba  que  se 
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respeUsen  las  categorías  adanirídas  con  anteiiorídad  al  decreto  de  9  de 
Octobrede  4865,  que  las  abolió ,  y  resolvía  algunas  dificultades  crea- 
das ,  por  los  términos  en  que  aquel  estaba  redactado,  iniciando  así  un 
poder  en  alto  grado  conservador  la  senda  que  más  tarde  había  de  se* 
guir  la  ley  j»rovisional  orgánica  de  los  Tribunales,  producto  de  una  si- 
tuación eminentemente  revolucionaria  y  radical ,  empleada  esta  frase 
en  el  sentido  doctrinal  6  de  escuela.  Y  nótese  tai^bien  que  en  el  artícu- 
lo 3.®,  después  de  conceder  al  Regente  de  la  Audiencia  de  Madrid  la  ca- 
tegoría y  antigüedad  de  Ministro  del  Tribunal  Supremo  desde  el  día  que 
tomara  posesión  de  aquel  cargo ,  preceptuaba  que  cen  los  demás  casos 
seguiría  contándose  la  antigüedad  en  el  mismo  Tríbunai  por  la  fecha  de 
la  toma^  de  posesión  de  plazas  en  él;»  disposición  que  cito,  y  de  propó- 
sito recuerao ,  porque  aunque  erróneamente,  en  mi  juicio,  puede  haoer 
dado  motivo  á  la  opinión  de  algunos  respecto  á  la  manera  de  apreciar 
la  antigüedad  en  el  Tribunal,  al  que  tengo  la  honra  de  dirigir  mi  hu- 
milde palabra;  sin  recordar  los  que  así  piensen  que  este  artículo  quedó 
derogado  por  el  de  13  de  Diciembre  que  ahora  expondré.  En  efecto, 
coalauiera  que  sea  la  importancia  de  todas  esas  disposiciones  anterio- 
res al  decreto  aconsejado  áS.  .M.  por  el  Sr.  Roncali  y  el  criterio  á  «¡ne 
obedecieren ,  es  inütil  invocar  lo  que  preceptuaban,  siendo  este  último 
el  que  fijó  de  una  manera  definitiva  el  orden  gerárqulco  y  la  prelacion 
de  todos  los  funcionarios  de  la  administración  de  justicia.  En  el  art.  I  .^ 
de  dicho  decreto,  al  establecer  los  grados  de  la  gerarquía  judicial ,  se 
dijo  que  el  grado  quinto  lo  compondrian  los  Magistrados  de  la  Audien- 
cia de  Madrid  y  los  Presidentes  de  Sala  de  las  demás  Audiencias  de  pro- 
vincias, y  para  enlaxar  los  erados  y  gerarquías  de  la  Judicatura  y  del 
Ministerio  público  se  estableció  en  el  art.  5.^  que  tendrían  analogía  y 
correspondencia  el  grado  quinto  de  la  gerarquía  judicial  y  el  tercero 
del  Ministerio  fiscal. 

Eran,  pues,  idénticos  en  posición  y  derechos  los  Presidentes  de  Sala 
y  Fiscales  de  Audiencia  de  provincia  y  los  Magistrados  de  la  de  Madrid, 
según  estos  artículos;  pero  para  que  no  quedasen  dudas,  dijo  literal- 
mente el  art.  H  «que  la  toma  de  posesión  en  cada  grado  y  su. asimila- 
ndo marcaría  la  antigüedad  de  los  funcionaríos,  y  por  consiguiente  la 
«precedencia  de  puesto.»  Y  aun  el  art.  43,  insistiendo  sobre  esta  idea, 
consecuencia  lógica  de  la  asimilación  absoluta  establecida ,  dispuso  que 
los  Fiscales  oempáran  asiento  y  tímeran  antigüedad  entre  los  Presi- 
dentes de  Sala,  por  el  orden  de  prelaeion  de  la  toma  de  posesión ,  y 
cnando  los  primeros  pasaran  á  desempeñar  platas  entre  los  últimos,  ó 
estos  entre  aqnelhs ,  nnos  y  otros  eonsertarian  el  Ingar  de  antigüedad 
qne  les  correspondiera  por  su  grado  segnn  s%  destino  anterior. 

No  es,  pues,  dudoso,  ni  aun  cuestionable,  como  afirma  terminan- 
temente el  Fiscal  del  Tribunal  Supremo  en  su  notable  dictamen  y  re- 
petía en  su  informe  del  dia  de  ayer,  oue  con  arreglo  á  este  decreto,  la 
antigüedad  ha  de  computarse  por  la  fecha  de  la  posesión,  no  en  el  des- 
tino, sino  en  el  grado  gerárquico  que  se  ocupaba;  y  que  habiendo  des- 
empeñado los  MaffistrMos,  contra  cuya  prelacion  se  ha  reclamado  en 
este  expediente,  destinos  de  Fiscal  y  Presidentes  de  Sala  fuera  de  Ma- 
drid, antes  que  el  Sr.  González  fuese  nombrado  para  este  cargo  en  la 
Audiencia  de  esta  capital,  deben  serle  preferidos  en  antigüedad,  porque 
son  más  antiguos  en  el  grado  de  la  gerarquía  en  que  unos  y  otros  se 
encuentran. 

Tal  era  el  derecho  constituido  á  la  publicación  de  la  ley  provisional 
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sobre  organización  del  Poder  judicial  en  48  de  Setiembre  de  4870,  qne 
consigna  el  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  en  el  primer  considerando 
de  los  qne  sirven  de  fundamento  á  la  orden  reclamada,  que  por  ser  im- 
portante be  de  permitirme  leer  á  la  Sala.  Expone  el  contenido  de  la 
soiicitnd  del  Sr.  Gomales  relativa  i  que  se  deolare  qne  tiene  preceden- 
cia en  el  orden  de  asiento  respecto  á  algnnoe  de  sus  compañeros  de 
Tribunal,  que  habiendo  sido  antes  Presidentes  de  Sala  6  Fiscales  de 
Audiencia  de  fuera  de  Madrid  tomaron,  con  posterioridad  t  la  fecba  en 
(rae  lo  verificó  el  interesado,  poeesíon  de  las  plasaa  qne  actualmente 
desempeñan,  y  dice  en  el  primero  de  sus  considerandos:  cGonslderan- 
»do  que  si  bien  ol  Real  ueereto  de  9  de  Octubre  de  4868,  derogd  to- 
adas las  disposiciones  relativas  i  categorías  en  el  orden  judicial  j  Mi- 
»nisterio  fiscal,  disponiendo  á  la  ves  que  los  funcionarios  de  ambas  car- 
sreras  no  tendrán  otra  categoría  que  la  correspondiente  al  cargo  que 
•real  j  efectivamente  desempeñasen  j  que  la  antlgUedad  en  el  miemo 
«sólo  se  contaría  desde  el  dia  de  su  posesión,  cualquiera  que  fuese  el 
»que  antes  hubiesen  eiereido,  el  de  13  de  Diciembre  de  4867,  restable- 
»c¡ó  la  gerarquía  del  de  7  de-  Marzo  de  18^1 ,  en  el  orden  judicial  y  Pis- 
•cal,  reconociendo  las  asimilseionee  de  los  Fiscales  y  Presidentes  de 
•Sala  á  excepción  de  la  de  Madrid,  señalándose  el  mismo  grado  en  di- 
Dcha  gerarquía  y  disponiendo  en  su  art.  1 1  que  la  toma  de- posesión  en 
»cada  grado  y  su  asimilado  marcaría  la  antigüedad  y  por  consiguiente 
»la  precedencia  en  el  puesto. » 

Expuesta  asi  la  legalidad  anterior  á  dicha  ley  orgánica  iqué  se  alega 
en  la  demanda  contra  este  incontrovertible  fundamento  de  la  resolución 
del  Gobierno?  Veámoslo,  y  para  ello  analicemos  por  su  orden  sus  fun* 
damentos  de  derecho,  puesto  que  en  eete  punto  no  se  detuvo  ayer  el 
Sr.  Fiscal  dejando  quizás  su  análisis  para  la  defensa  de  los  coadyu- 
vantes. 

Los  dos  primeros  fundamentos  de  derecho  de  la  demanda  limítanse 
á  consignar  el  principio  general  de  que  los  buenos  principios  en  materia 
de  organización  de  los  Tribunales,  aconsejan  que  cada  clase  de  funcio- 
narios tenga  su  categoría  propia^  es  decir,  sea  lo  que  representa  y  re- 
presante lo  que  sea;  y  que  la  preferencia  en  el  lugar  y  asiento  debe  re- 
girse por  la  antigOedad  en  el  ingreso.  Sobre  este  extremo  ó  príncipio 
general,  en  cuyo  desarrollo  detúvose  bastante  la  defensa  contraría,  me 
basta  oponer  la  siguiente  doetrína.  ¿Estamos  aquí  debatiendo  en  un 
cuerpo  deliberante,  en  una  Academia,  en  donde  cabe  la  exposición  y 
discusión  de  todas  las  doctrinas  en  el  terreno  del  derecho  constituyen- 
te, en  la  serena  y  elevada  región  de  los  príncipios  de  la  ciencia  que  han 
de  consignarse  en  las  leyes,  ó  informando  ante  un  respetable  Tribunal 
de  justicia  cuya  misión  es  tan  sólo  aplicar  la  ley,  juzgar  y  hacer  ejecu- 
tar lo  juzgado?  Quédese  en  buen  hora  la  discusión  de  los  príncipios  que 
deben  regir  sobre  organización  de  los  Tribunales,  para  ddiates  de  otra 
índole;  aquí  nos  incumbe  ocuparnos  tan  sólo  del  texto  legal,  demostrar 
su  aplicación  al  caso  del  pleito  y,  lo  más,  discurrir  acerca  de  la  genuina 
interpretación  de  aquella.  Yo  también  profeso  oh  esta  matería,  bajo  el 
punto  de  vista  científico,  los  mismas  principios  que  mi  distingoido  com- 
pañero y  amigo;  yo  entiendo  también  que.  cada  funcionario  del  orden 
judicial  y  fiscal,  debe  tener  su  categoría  propia  y  distinta  de  los  demás, 
y  sobre  toda  que  ha  debido  ponerse  correctivo,  como  se  ha  hecho  afor- 
tunadamente por  la  ley  orgánica,  y  ojalá  se  hubiera  hecho  antes,  á  ese 
error  de  equiparar  empleos  puramente  administrativos  y  de  favor,  á  los 
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cargos  maé  distinguidos  en  U  jadicatunt  y  eo  la  magistratara  paraim* 
pedir  qoe  hombres  sin  mériu^  ni  esperiencia,  recien  salidos  de  la  Uni-^ 
Tersidad,  impelidos  por  el  vendaval  de  la  política,  sino  por  las  ánras 
del  favor  j  del  nepotismo;  ñn  roas  eriteno  que  sn  ambición;  sin  más 
méritos  que  sa  snerte;  sin  otros  títulos  que  un  artículo  de  períódieo  ó 
un  voto  en  el  Parlamento,  obtengan  altos  cargos  en  el  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia  y  vengan  en  seguida  é  sentarse  bajo  ese  dosel^  al  lado 
y  quisas  por  cima  de  dignísimos  Magistrados  encanecidot  en  el  servicio 
del  Estado,  y  que  no  quisieron  jamás  manchar  su  honrada  toga  arras* 
Erándola  por  el  campo  envenenado  y  corrompido  de  la  política,  en  cuya 
ardiente  arena  la  razón  se  oscurece  y  la  pasión  domina.  Aquí  es  donde 
veo  yo  algo  de  irritante  y  de  injusto;  á  esas  asimilaciones  puede  con 
raaon  llamárselas  Jlc€i^ne$  inmoíitñdas  como  se  dice  en  la  demanda; 
pero  no  hallo  justicia  en  confundir  con  ellas  h  formación  de  grados  ó 
categorías  para  varios  puestos  de  la  magistratura,  ni  la  corresponden*- 
cía  y  analogía  con  ellos  de  ciertos  destinos  de  la  carrera  fiscal.  ¿Qué 
hay  de  injusto,  qué  hay  de  irritante,  <|ué  hay  de  subversivo'en  conce- 
der aun  Presidente  de  Sala,  6  á  un  Fiscal  de  Audiencia  de  provincias 
que  viene  tras  de  largos  años  á  servir  plaza  de  Magistrado  en  la  de 
Nadríd,  la  antigüedad  en  este  cargo  desde  que  tomó  posesión  de  aque- 
llos que  p6r  la  ley  le  están  asimilados?  Nada  ciertamente,  y  así  lo  han 
comprendido  los  que  modernamente  han  reformado  la  legislación  pro- 
cesal y  la  organización  de  los  Tribunales,  y  eso  que  venian  á  traer  á  la 
práctica,  las  ideas  y  principios  proclamados  por  la  ciencia. 

£n  el  tercer  fundamento  legal  de  la  demanda  con  el  que  está  intima- 
mente relacionado  el  i.^  se  consigna  que  el  espíritu  de  los  Reales  de- 
cretos y  disposiciones  dictadas  en  la  materia,  está  en  armonía  con  el 
principio  que  sobre  categorías  sostiene  el  Sr.  González  y  «que  sólo  una  . 
•interpretación  equivocada  de  esas  disposiciones  encaminadas  á  fijar  ré- 
telas aoe  sirviesen  de  guia  en  las  propuestas  |)ara  la  provisión  de  plazas 
>ae  todas  dasesdel  antes  llamado  orden  judicial,  y  boy  justamente  cali- 
ificada  de  Foder  judicial,  ha  podido  dar  lugar  á  que  se  diera  á  esas  mis- 
•mas  disposiciones  la  inteli^neia  de  baner  querido  hacer  idénticos 
•cargos  ^e  eran  realmente  distintos,  según  se  consigna  en  el  preám- 
sbulo  del  Real  decreto  de  9  de  Octubre  de  1 8G9.»  Ciertamente,  si  no  hu- 
biese más  que  el  decreto  de  Octubre  de  1 865,  que  abolió  las  categorías, 
el  demandante  tendría  completa  razón;  el  espíritu  de  esa  disposición  no 
puede  ser  más  terminante  en  su  favor;  pero  como  no  es  así,  como  exis- 
ten otras  muchas  disposiciones  anteriores  y  posteriores  ai  mismo,  como 
antes  están  toé  decretos  de  7  de  Marzo  de  4854 ,  y  9  de  Abril  de  4858, 
este  más  bien  relativo  al  Ministerio  fiscal,  y  después  están  los  de  I .°  de 
Marao  de  1867  y  43  de  Diciembre  del  mismo  año  que  derogaron  el  que 
sirve  de  base  á'esa  indicación  contraria,  el  espíritu  j  la  letra  de  todas 
esas  disposiciones,  que  establecen  las  categorías  y  asimilaciones  la  des- 
truyen y  demuestran  la  procedencia  del  2.  considerando  de  la  orden  re- 
clamada cfue  dice:  «que  salvas  muy  raras  escepciones,  tal  ha  sido  por 
vconstguiente  la  jarisprudencia  seguida  sobre  el  ^particular  deque  se 
•trata,  lo  cual  ha  i^conocido  además  la  Ley  provisional  sobre  orgaaiza- 
»cion  del  Poderjudicial  al  respetar  las  asimilaciones  adquiridas  hasta 
»su  publicación». 

En  el  sexto  fundamento  de  derecho,  se  contiene  el  razonamiento  en 
que  se  funda  el  digno  Magistrado  recurrente  para  afirmar  contra  ei 
texto  literal  del  decreto,  contra  la  jurisprudencia  ó  precedentes  cons- 
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tantea  del  Hinisterlo  y  contra  U  opinión  ffeoeral  y  práetiea  no  inter- 
rumpida, que  el  art.  H  del  Real  deereto  (te  43  de  Diciembre  de  4867, 
no  puede  aplicarse  á  los  coadyuvantes  que  han  sido  Presidentes  de 
Sala.  Y  como  el  rasonamieiito.  aunque  peregrino  y  sin  base,  es  de  im- 

Í^ortaneia,  porque  es  la  razón  potísima  que  el  demandante  alega,  seáme 
ícito  leer  á  la  Sala  esa  conclusión  para  presentarla  con  toda  su  fuerza. 
Dice  asi:  «6.^  que  el  Real  decreto  de  43  de  Diciembre  de  4867,  si  bien 
•colocó  en  untnismo  grado  de  la  eerarquía  judicial  á  los  Ma||^istrado8 
»de  Madrid  y  á  los  Presidentes  de  hala  de  las  demás  Audiencias,  é  iú- 
»ctuyó  en  él  por  asimilación  á  lus  Gefes  de  Sección  y  Oficiales  primeros 
»del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  no  borró  la  diferencia  esencial  que 
>en  materia  de  sueldos  existe  entre  las  diferentes  clases  de  funciona- 
rnos que  acaban  de  citarse,  y  esta  consideración,  entre  otras,  impide 
Bque  pueda  aplicarse  aquí,  bajo  ningún  concepto,  la  disposición  conté- 
»nida  en  el  art.  14  de  ese  Real  decreto.» 

Para  poner  de  relieve  la  escasa  fuerza  de  este  razonamiento,  basta- 
ríame  recordar  las  prescripciones  del  art.  4  °  de  dicho  decreto,  que  co- 
loca en  el  mismo  ffrado  de  la  gerarauf a  judicial,  á  los  Magistrados  de  la 
Audiencia  de  Madrid  y  á  los  Presidentes  de  Sala  de  las  oe  provincia,  y 
el  4  4  que  dispone  que  la  toma  de  posesión  en  cada  grado  j  su  asimilado 
marcaría  la  antigüedad  de  los  funcionarios,  y  por  consiguiente  la  prece- 
dencia de  puesto,  sin  hacer  mención  de  que  tuviesen  más  ó  menos  suel- 
do; y  bien  sabia  el  autor  del  decreto,  que  entonces  no  tenian  los  Presi- 
dentes de  Sala  de  Audiencias  de  fuera  de  Madrid  más  que  34,000  rea-- 
les  de  sueldo,  mientras  que  tenian  40,000  los  Magistrados  de  aquella;  y 
cuando  á  pesar  de  esa  diferencia  de  sueldo  los  puso  en  la  misma  cate- 
goría y  grado  y  les  dio  la  antigüedad  por  la  posesión  en  el  mismo,  no 
puede  decirse  que  la  diferencia  de  %ueldo  impide  que  les  sea  aplicable 
ese  decreto,  que  les  sea  otorgada  esa  categoría. 

La  diferencia  de  sueldo  ja  la  ha  explicado  ayer  con  sumo  acierto  el 
Sr.  Fiscal,  por  lo  que  no  insistiré  en  este  punto,  deseoso  de  no  repetir 
lo  que  él  ha  dicho  mucho  mejor  que  yo;  se  fundaba  en  razones  econó- 
micas, en  la  mavor  carestía  y  aumento  de  necesidades  de  la  vida  de  la 
corte,  comparada  con  la  de  las  capitales  de  provincia;  es  un  accidente, 
un  detalle  que  eu  manera  alguna  puede  estimarse  razón  bastante  para 
destruir  la  igualdad  de  categoría  que  á  unos  y  otros  concedía  el  de- 
creto. Sí  la  aiferencia  de  sueldo  se  hubiese  establecido  después  de  pu- 
blicado aquel  decreto,  podria  con  razón  decirse  que  estaban  modifica- 
dos sus  preceptos,  y  que  la  categoría  de  Magistrado  de  la  Audiencia  de 
Madrid  era  superior,  era  de  ascenso  respecto  á  las  Presidencias  de  Sala 
de  las  de  fuera;  pero  no  siendo  así,  teniendo  ya  menos  sueldo  los  Pre- 
sidentes de  Sala  de  provincias  que  los  Magistrados  de  Madrid,  cuando 
se  dictaba  esa  disposición  que  les  igualaba  en  categoría  ó  grado  gerár- 
quico,  el  argumento  carece  de  base  y  no  puede  dar  lugar  lógicamente 
á  semejante  deducción. 

Precisamente  por  eso,  decia  el  Sr.  Fiscal,  precisamente  porque  eran 
iguales  en  categoría,  pero  con  más  sueldo  los  Magistrados  efe  Madrid,  y 
(aseaban  y  trabajaban  constantemente  los  Presidentes  de  Sala  de  fuera 
para  venir  á  esta  Audiencia,  se  les  ha  igualado  en  asignación  por  la  ley 
orgánica,  señalándoles  á  unos  y  á  otros  40,000  pesetas,  á  lo  cual  aña- 
diré yo  que  se  les  ha  igualado  en  sueldo  porque  ahora,  como  antes, 
dentro  de  la  ley  orgánica  y  antes  de  ella,  formaban  una  clase,  como  lo 
6stable(^e  el  art.  467  de  la  misma,  que  examinaré  cuando  concluya  de 
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refatar  los  fandamentoB  de  la  demanda  en  cnanto  se  refiere  al  periodo 
anterior  á  la  referida  ley  de  organización  jndicial. 

Y  con  esta  nivelación  de  sueldos  qneda  refutada  esa  objeción  sin  ne- 
cesidad  de  más  esfneno. 

Comprendiendo  sin  dada  mi  ilustrado  compañero  lo  trivial  y  baladí 
de  la  misma,  intentaba  darle  fuerza  con  otro  argumento,  derivado  de  la 
forma  en  nue  decía  que  obtienen  los  títulos  los  Presidentes  de  Sala  de 
fuera  de  Madrid.  Discunia  de  esta  manera  y  rüégote  que  me  rectifique 
sino  presento  el  argumento  con  toda  la  fuerza  que  é\  le  formulaba:  si 
los  Presidentes  de  Sala  de  Audiencias  de  provincia  fuesen  á  la  vez  íf  a- 
gistrados  de  la  de  Madrid,  sacarían  dos  títulos,  uno  de  cada  clase,  como 
10  verífican  los  Jueces  de  primera  instancia  de  Madrid,  que  obtienen 
dos,  uno  de  tales  Jueces  y  otro  de  Magistrados  de  Audiencias  de  fuera, 
que  desde  luego  son:  es  así  que  en  la  práctica  no  los  sacan  dichos  Pre- 
sidentes, luego  no  tienen  la  categoría  y  antigüedad  de  Magistrados  de 
Madrid,  ¿Qué  le  parece  á  la  Sala  este  argumento,  esta  sutileza  presenta- 
da para  oponerse  al  texto  de  una  ley?  Me  asombraba  yo  al  oir  este  ra- 
ciocinio expuesto  por  una  inteligencia  superior  como  la  de  mi  ilustrado 
compai^ero,  y  á  medida  que  desarrollaba  esta  objeción,  más  y  más  cre- 
cía mi  asomoro.  ¿Pues  qué  cualquiera  que  sea  la  razón  que  tengan  las 
oficinas  del  Estado  para  exigir  la  saca  de  dos  títulos  en  un  caso  y  de 
uno  en  otro,  que  no  puede  ser  más  que  con  carácter  fiscal  ó  de  impues- 
to, puede  bastar  para  echar  por  tierra  derechos  concedidos  por  Reales 
decretos?  Además,  ¿no  confiesa  el  defensor  del  demandante  que  esta 
saca  de  títulos  es  una  práctica,  la  cual  puede  6  no  estar  fundada  y 
ajustada  á  la  ley?  Pero  aun  prescindiendo  de  que  esto  no  significa  ni 
es  mas  que  una  práctica  cancilleresca  encaminada  á  sacar  más  ó  menos 
renta  ó  derechos,  tiene  una  esplicacion  muy  sencilla,  y  que  la  Sala  en  su 
altísima  penetración  se  daba  de  seguro  cuando  oia discurrir  ala  defensa 
del  demandante  de  modo  tan  donoso  y  peregrino.  La  razón  de  esa  prácti- 
ca está  en  que  unos  adquirían  más  sueldo  al  pasar  de  un  cargo  á  otro  y 
los  otros  no;  el  Presidente  de  Sala  que  venia  de  Magistrado  ala  Audien- 
cia de  Madrid  ganaba  un  aumento  de  5,000  rs.  mientras  que  el  Juez  de 
primera  instancia  de  Madrid,  que  era  trasladado  á  una  plaza  de  Magis- 
trado de  fuera,  no  ganaba  nada.  Nacen  estos  errores  que  venimos  oven- 
do  hace  tiempo  en  esta  materia,  de  la  confusión  lamentable  fue  se  hace 
del  cargo,  del  empleo,  con  la  clase  ó  grado  de  la  gerarquía  judicial,  en 
que  el  funcionario  que  desempeña  aquel  cargo  se  halla  colocado:  claro 
es  aue  el  cargo  de  Magistrado  de  Madrid  no  es  lo  mismo,  no  es  idéntico 
en  ía  esencia  y  en  las  funciones,  como  dice  el  demandante,  al  de  Presi- 
dente de  Sala,  6  Fiscal  de  Audiencia  de  provincia:  desde  luego  lo  reco- 
nozco así  de  buen  grado,  pero  si  el  cargó  y  funciones  no  son  idénticos, 
unos  y  otros,  pertenecen  al  mismo  grado,  á  la  misma  clase  según  esa 
legislación.  Y  no  digo  más  sobre  esta  objeción  que  no  se  ha  expuesto  en 
la  demanda  y  que  se  presentó  en  el  informe  con  gran  aparato  de  fuerza 
porque  peca  de  nimia  y  no  me  habría  ocupado  en  refutarla,  sino  viniese 
ae  los  autorizados  labios  de  mi  apreciable  compañero  y  con  objeto  de 
apoyar  una  demanda  tan  grave  y  delicada. 

Inténtase  en  el  octavo  lundamento  legal  de  la  misma,  pues  el  sétimo 
no  exige  mención  separada  por  ser  un  corolario  del  sexto,  demostrar 
que  los  Fiscales  de  las  Audiencias  de  provincia,  no  pueden  invocar  para 
equipararse  á  los  Magistrados  de  Madrid,  ni  aun  el  art.  1 4  del  citado 
Real  decreto,  porque  no  se  mencionan  en  él,  los  grados  análogos  y  cor- 
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respondienUs,  sino  sólo  los  asimilados.  La  defensa  del  Sr.  D.  Patricio 
González,  llegaba  casi  á  conceder  i  los  Presidentes  de  Sala  de  fuera  de 
Madrid  lo  qae  yo  reclamo  para  ios  eoadyavantes  y  lo  que  espero  con- 
fiadamente que  les  reconocerá  el  Tribunal,  porque  la  ley  se  lo  otorga; 
pero  respecto  á  los  Fiscales  esforzábase  mi  ilustrado  compañero  en  lle- 
var al  ánimo  de  la  Sala  la  convicción  de  que  el  decreto  no  dice  lo  que 
dice,  de  que  el  art.  4 1  debe  entenderse  de  otro  modo  de  como  está  es- 
crito, y  que  los  Fiscales  no  pueden  formar  nunca  un  arado  en  la  ge- 
rarquía  judicial  con  los  Magistrados  de  ia  Audiencia  &  Madrid.  £1  de- 
-  creto  de  1 3  de  Diciembre,  decia  ayer  la  defensa  contraría,  establece 
asimilación  para  unos  cargos:  analoffia  y  eorreipandencia  para  otros; 
asimilaeion  [>ara  los  Gefes  de  Sección  y  Oficiales  primeros  del  Minis^ 
terío  de  Gracia  y  Justicia:  anahgia  y  correspondencia  para  los  Fisca- 
les de  las  Audiencias  de  fuera,  y  como  al  tratarse  de  la  antigüedad  de 
los  funcionarios  y  de  la  precedencia  de  puestos  y  establecerse  que  de- 
penderán ambas  cosas  de  la  toma  de  posesión,  se  prescribe  que  ésta  sea 
en  cada  grado  y  tn  asimilado  y  nada  se  dice  del  análoyo  y  correspon- 
diente del  Ministerio  fiscal,  esta  omisión  no  puede  monos  de  estimarse 
intencional,  y  no  puede  aplicarse  aquel  artículo  á  los  Fiscales.  Tal  es 
en  toda  su  fuerza  el  argumento  contrario,  que  tomo  de  la  misma  de- 
manda para  no  desvirtuarle  al  exponerle. 

Y  en  verdad  que  de  él  puede  decirse,  así  como  de  otros,  que  quedan 
refutados,  según  la  frase  que  el  inmortal  Cervantes  pone  en  boca  de  su 
ingenioso  hidalgo  en  ese  libro  que  puede  llamarse  la  epopeya  del  sen- 
tido coronn,  oue  es  de  aquellos  que  se  quiebran  de  furo  sutiles,  ¡Qué 
poco  seguro  debe  estar  el  demandante  de  la  diferencia  de  clases  ó  ca- 
tegorías jen  el  decreto  de  13  de  Diciembre,  cuando  de  ese  modo  y  con 
tai  afán  busca  la  diferencia  en  los  nombres  y  en  las  palabrasl.Si  en  el 
decreto  no  se  leyese  el  art.  5.°  que  dispone  que  tendrán  analogía  y  cor- 
respondencia, el  grado  quinto  de  la  gerarq[uia  judicial*  en  que  están  los 
Magistrados  de  Madrid  y  el  tercero  del  Ministerio  fiscal  en  qua  están 
los  Fiscales  de  las  Audiencias  de  fuera,  podría  dar  lugar  á  dudas  el  con- 
texto del  art.  4 1 ;  pero  como  hay  que  armonizar,  para  formar  exacto 
juicio  del  decreto,  unos  artículos  con  otros,  porque  mutuamente  se 
explican,  mutuamente  se  completan,  tal  duda  no  puede  existir  racio* 
nalmente.  ¿Qué  significan  en  castellano  y  según  el  diccionario  de  la 
Academia  de  la  lengua,  las  palabras  amalóffia  y  oorrespondencia't  La 
relación,  proporción  y  conveniencia  que  tienen  unas  cosas  con  otras: 
corresponde  una  cosa  con  otra,  una  clase  con  otra,  cuando  guarda  pro- 
porción y  conformidad  con  ella,  y  según  el  decreto  da  que  se  trata,  el 
grado  tercero  del  Ministerio  fiscal,  corresponde,  es  analoyo  al  grado 
quinto  do  la  judicatura,  y,  ó  estas  palabras  no  significan  nada,  ó  quie- 
ren decir  lo  <}ue  es  verdad,  lo  que  índica  muy  alto  el  recto  sentido,  que 
el  funcionario  que  entra  en  ese  grado  tercero  de  los  Fiscales,  ea  aná- 
logo y  le  corresponde  el  grado  quinto  de  la  gerarquía  judiciaL  Es  más 
que  asimilación,  que  no  expi;esa  más  que  parecerse  una  cosa  á  otra. 
Pero,  ¿á  qué  me  canso  y  fatigo,  á  pesar  mió,  la  atención  de  la  Sala 
cuando  dice  más  que  nada  la  colocación  que  se 'dio  al  art.  f  1  en  ese  de- 
creto, cosa  muy  importante  cuaAdo  se  trata  de  fijar  la  interpretación 
de  un  precepto  legal  conforme  á  las  reglas  de  la  hermenéutica?  El  ar- 
tículo 1 1  está  colocado  después  de  les  que  señalan  los  grados  de  ca- 
da carrera  y  los  requisitos  para  su  ingreso  en  las  mismas,  y  como 
comprendiéndolas,  refiriéndose  á  ambas,  así  á  la  judicatura  como  al 
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MinhCerio  fiseal,  dispone  la  fonn»  %n  qna  ha  de  eontane  la  aatigOedad 
en  cada  grado  y  sa  asimilado.  No  veo  raxoa  para  que  el  demandante 
niegne  á  loe  ftseales  lo  que  de  b«en  prado  concede  á  los  oficiales  de  U 
Secretaría,  más  que  la  necesidad  de  decir  algo  en  apoyo  de  su  reclama^ 
cion.  Si  los- juristas,  si  los  hombres  que  nos  llamamos  de  ley  hemos  de 
discnrrir  de  este  modo  interpretando  loe  textos  legales,  fueras  será  para 
evitar  tales  sutileías  que  al  final  de  cada  ley  ó  decreto  se  estampe  un 
articulo  ó  un  capitulo^  explicando,  como  baeian  los  jurisconsultos  del 
siglo  de  oro  del  Derecho  romano  en  el  título  del  Digesto  De  Verbofim 
iignijícatume,  el  sentido  verdadero  y  la  significación  propia  de  cada 
palabra.  Con  interpretaciones  de  esta  clase  comprendo  á  Napoleón  I 
prohibiendo  expresamente  que  se  hiciesen  comentarios  á  su  Código.  « 
Mucho  más  podría  decir  sobre  la  razón  que  asiste  á  los  Fiscales  para 

f>retender  la  antigüedad  que  mis  representados  solicitan  dentro  iñ  la 
egislacion  anterior  á  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  sin  más  que  re- 
cordar á  la  Sala  las  disposiciones  de  los  decretos  de  7  de  Marso  ae  i85f 
y  de  9  de  Abril  de  1858,  íntimamente,  relacionados  con  el  Ministerio 
fiscal;  pero  dejo  estas  consideraciones  para  cuando  me  ocupe  de  la  ca- 
tegoría y  antigüedad  que  á  sus  funcionarios  corres{>onde  atn  después 
de  la  ley  orgánioa,  tesis  que  tal  ves  maraville  á  mi  ilustrado  compa- 
ñero; y  entro  con  ocasión  de  los  fundamentos  noven<r  al  duodécimo  de 
la  demanda,  á  examinar  si  la  ley  orgánica  ha  variado  la  situación  legal 
de  loe  Presidentes  de  Sala  y  Fiscales  que  se  encontraban  en  el  caso  de 
mis  representados,  prirándoles  de  las  categorías  que  hablan  adquirido, 
y  estableciendo  un  nuevo  derecho  como  cree  el  demandante  demos*- 
trando  en  esta  parte  como  en  las  demás,  que  su  pretensión  es  por  todo 
estremo  infundada. 

Lo  primero  que  importa  fijar  en  este  punto,  antes  de  examinar  lo 
que  acerca  de  él  dispone  la  citada  ley,  es,  si  ésta  tuvo  ó  no  efecto  re- 
troactivo al  legislat  sobre  esta  materia.  Ya  el  Sr.  Fiscal  trató  con  ^rao 
lucidez  este  particular  en  el  dia  de  ayer,  por  lo  que  no  he  de  insistir  en 
discutirle,  limitándome  á  llamar  la  atención  de  la  Sala,  sobre  la  fuerza 
y  exactitud  del  rasonamiento  que  aquel  hacia,  contestando  al  paso  las 
observaciones  que  la  defensa  del  demandante  presentaba. 

Preguntaba  el  Sr.  Fiscal:  ^ha  variado  esas  condiciones  legales  la  ley 
orgánica?  «Desde  luego,  decía  S.  S.,  lo  nie^a  el  Fiscal  en  absoluto: 
abástale  para  ello  recordar  el  sabido  axioma  jurídico  de  la  no  retroac- 
•tividad  de  las  leyes^  prineípio  que  sólo  tiene  una  escepcion,  y  es  cuan* 
»do  la  ley  reciente  dispone  expresamente  lo  contrario.  Pero  es  el  caso 
»que  la  ley  orgánica,  léiosdp  haber  querido  vulnerar  derechos  preexis- 
Btentes,  los  ha  respetado  y  reoonocido  espresamente  y  prueba  de  ello 
•es,  ia  6.*  de  sus  disposiciones  transitorias  que  dice  que  se  consideraná 
»á  todos  los  Jueces  y  Majjistrados  en  la  categoría  que  hubiesen  llegado 
>á  obtener  en  la  carrera  judicial;  y  si  bien  esta  disposición  se  refiere 
•concretamente  al  examen  de  las  condiciones  necesarias  para  obtener 
•la  inamovilidad,  no  por  eeo  ea  menos  explícito  el  reconocimiento  de  la 
•actual  categoría  en  que  cada  uno  se  encontrase  colocado.  Y  como  la 
•ley  al  hablar  de  categorías  Met%aU$  tenia  forzosamente  que  referirse 
»á  las  existentes  á^la  fecha  de  su  promulgación,  y  como  estas  eran  las 
•establecidas  por  la  legalidad  vigente  hasta  aquel  día,  que  era  lo  creado 
•por  el  decreto  de  13  de  Octubre  de  1867,  claro  es  que  reconoció  Im 
•creadas  y  los  derechos  y  preeminencias  á  ellas  anejos.» 

Es  verdad;  la  doctrina  expuesta  por  el  Fiscal  del  primer  Tribunal  de 
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Ja  Naeion,  es  conclajreate  y  por  todo  extremo  acertada.  Aun  prescin- 
diendo de  la  disposición  qae  cita  de  la  referida  ley,  y  de  la  décima  qae 
luego  citaré,  qae  está  desde  laego  indicando  su  respeto  á  los  derechos 
adquiridos  por  los  Magistrados  u  amparo  de  la  legalidad  anterior,  al- 
cánzase á  la  más  flaca  inteligencia  que  no  es  este  uno  de  los  puntos  en 
que  pueda  tener  la  ley  efecto  retroactivo.  Cuestión  es  la  relativa  á  la  no 
retroactividad  de  las  leyes,  y  á  las  excepciones  que  puede  tener  este 
principio,  que  ha  sido  tiempo  há  objeto  de  reñida  controversia  y  que  ha 
vuelto  á  agitarse  recientemente  en  la  prensa,  en  la  cátedra  y  en  el  foro 
con  motivo  de  las  trascendentales  reformas  verificadas  en  nuestra  legis- 
lación en  orden  al  derecho  civil,  penal  v  de  enjuiciamiento  á  impulso  de 
la  última  revolución  política.  Y  en  verdad  que  sobre  esta  materia  no  ha 
de  tildarse  de  apocado  y  tímido  al  humilde  Letrado  que  tiene  la  honra 
de  dirigirse  á  la  Sala,  que  ha  sostenido  con  la  pluma  y  con  la  palabra, 
en  el  terreno  de  la  doctrina  como  modesto  publicista,  y  en  el  de  la  prác- 
tica en  este  escaño  con  inmerecido  éxito,  que  el  principio  exagerado 
casi  siempre  de  la  no  retroacción  de  la  ley,  no  debe  ser  obstáculo  para 
aplicarla  desde  luego  y  llevarla  hasta  sus  ultimas  consecuencias  cuando 
éstas  son  de  interés  público  y  en  gran  manera  beneficiosas,  especial- 
mente con  relación  al  derecho  de  familia  y  á  la  capacidad  jurídica  de  las 
personas  que  como  sujeto  del  derecho  está  siempre  pendiente ,  está 
siempre  bajo  el  dominio  de  la  ley,  y  como  subordinado  al  interés  gene- 
ral puede  siempre  modificarse  por  el  legislador,  en  razón  de  las  altera- 
ciones de  las  costumbres  y  de  las  nuevas  necesidades  de  la  sociedad; 
pero  es  en  los  casos  en  que  esto  puede  tener  lugar. 

£1  ilustrado  defensor  de  D.  Patricio  GonzaTes,  buscaba  ejemplos  y 
citaba  a^er  para  persuadir  á  la  Sala  de  que  en  este  caso  tenia  lugar  la 
retroacción  para  privar  á  los  dignos  Magistrados  á  quienes  represento, 
de  las  categorías  que  han  adquirido* después  de  largos  años  de  servicio, 
alguna  ley  como  la  recopilada,  regulando  el  capital  de  los  censos,  á  la 
cual  se  dio  efecto  retroactivo,  y  las  de  enjuiciamiento  que  decia  que  le 
tienen  siempre.  Más  casos  de  retroacción  de  las  leyes,  más  ejemplos 
puedo  citar  á  mi  distinguido  compañero  en  esta  materia,  que  creo  tener 
algo  estudiada.  En  el  orden  civil,  las  disposiciones  de  D.  Fernando  IV  y 
D.  Alfonso  XI  revocando  y  anulando  las  adquisiciones  que  contra  las 
leyes  de  amortización  se  haoian  hecho  por  manos  muertas;  la  ley  23,  tí- 
tulo 1.°,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ó  sea  la  praguiática  de 
Felipe  IV  fijando  el  5  por  4  00  á  los  intereses  causados  hasta  aquel  dia 
y  los  que  de  allí  en  adelante  se  devengasen  por  toda  clase  de  contratos 
V  obligaciones.  Leyes  retroactivas  son  taq^bien  la  8.*  y  9.^,  tít.  14,  li- 
bro 10  de  la  Novísima  Recopilación,  las  cuales  no  se  limitan  á  mandar 
que  en  los  censos  que  se  constituyan  de  nuevo  se  regule  el  capital  al  3 
por  100,  sino  que  extienden  esta  refulaeion  á  los  censos  anteriormente 
constituidos;  y  lo  es  asimismo  la  %.\  tít.  9.^,  libro  3.^  del  mismo  Códi- 
go, relativa  á  la  observancia  de  las  leyes  de  Toro.  En  el  orden  penal,  y 
en  lo  favorable  al  procesado,  es  este  ya  un  principio  indiscutible  y  con- 
signado en  el  art.  20  del  Gódico  penal  antiguo^  ampliado  sin  respetar 
los  hechos  consumados  en  el  z3  del  reformado,  en  virtud  del  cual  las 
Audiencias  han  verificado  la  revisión  de  multitud  dé  causas.  En  el  or- 
den político,  la  ley  de  27  de  Setiembre  de  4820,  todas  las  desvinculado- 
ras  en  general  y  otras  muchas  que  fuera  prolijo  enumerar,  persua- 
den de  esta  verdad.  En  cuanto  al  eiguiciamiento  y  á  la  organización  ju- 
dicial en  que  el  interés  público  predomina  sobre  el  particuar,  puede  te- 
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ner  logar  también  la  retroaGcion ,  paes  ni  leria  posible  establecer  Tri- 
bunales, y  foroias  que  fueran  incompatibles  con  el  estado  actual  de 
la  aáministraeion  de  justicia,  ni  podnan  coexistir  sin  graves  inconve- 
nientes, organiíaeiones  múltiples  de  Tribunales  y  sistemas  ya  caduca- 
dos y  condenados  por  la  ley  y  por  la  ciencia. 

La  utilidad  ffeneral,  la  equidad,  la  justicia,  recomiendan  á  veces  qne 
•e  dé  á  la  ley  efecto  retroactivo  en  lo  favorable  al  mayor  número,  pero 
es  enando  no  lastima,  no  viola,  no  ataca  los  derechos  adquiridos,  los  ac- 
tos y  contratos  celebrados  A  la  sombra  de  las  antiguas  disposiciones: 
cuando  no  destruve  ninffuna  esperanza  que  no  sea  contingente,  pues 
eea  es  ya  un  verdadero  aerecbo,  á  pesar  de  lo  qne  decia  mi  aprecuble 
compañero.  Ya  sé  yo  que  pueden  y  deben  tenerle,  cuando  las  nuevas  le- 
ves vienen  á  resolver  cuestiones  no  decididas  por  falta  de  ley  ó  doctrina 
legal  precedente,  cuando  vienen  i  llenar  un  vacio  de  la  legislación  an* 
terior,  que  lejos  de  engendrar  derechos,  produce  disputas  y  vacilaciones 
en  el  foro;  entonces  son  rigorosamente  aplicables  desde  luego  i  todos 
los  casos  pendientes  y  producen  con  ventata  su  efecto  retroactivo,  y  así 
lo  he  sostenido  recientemente  en  este  Tribunal  respecto  á  la  ley  Hipo- 
tecaria y  A  la  de  matrimonio  civil.  Pero  ¿es  este  el  caso  de  qne  se  trata? 
Nó;  porque  los  derechos  y  categorías  que  aqui  sostienen  los  coadyuvan- 
tes de  la  Administración  estaban  concedidos  y  amparados  por  una  le- 
ípslacbn  perfectamente  definida  y  clara,  y  en  este  caso  sólo  puede  es- 
timarse que  la  ley  nueva  les  privó  de  esos  derechos,  cuando  tal  sea  la 
voluntad  y  el  precepto  expreso  del  legislador.  Este  es  aquí  el  único 
criterio  aceptable.  Y  con  sujeción  á  esta  regla,  y  aparte  del  principio 
general  que  queda  indicado,  se  vé  sin  más  qne  la  simple  lectura  de  al- 
nnos  artícnlos  do  la  ley  orgánica  del  Poder  judicial,  que  no  ha  privado 
oe  las  categorías  adquiridas  en  virtud  de  los  decretos  de  7  de  Mario 
de  4851  V  13  de  Diciembre  de  1867  á  los  funcionarios  de  la  adminis- 
tración ae  justicia  que  la  disfrutaban. 

En  primer  lugar,  no  establece  en  ninguno  de  sus  artículos  que  los 
qne  tuvieran  adquirida  la  categoría  la  pierdan,  y  que  no  tengan  otra 
antigüedad  que  la  correspondiente  al  cargo  que  real  y  efectivamente 
desempeñan;  lejos  de  eso,  las  disposiciones  6.'  y  40  transitorias  expre- 
samente las  respetan;  y  en  segundo,  reconoce  esas  categorías  y  ese  sis- 
tema de  formación  de  escalas  que  tan  acerbas  censuras  merece  á  mi 
apreciable  compañero. 

Es  on  error  suponer  qne  la  Ley  orgánica  ha  concluido  por  completo 
coa  el  anti||[uo  mecanismo  ó  sistema  do  clases  y  escalas  en  la  Judicatura 
y  en  el  Ministerio  fiscal,  como  es  un  errer  creer  que  sus  autores  se  pro- 
pnsieron  arrancar  de  cuajo  toda  la  antigua  organización  judicial  á  im- 
fmlso-de  radicales  ideas  innovadoras,  sin  respetar  nada  de  lo  que  de  an- 
tiguo existia. 

No  conocen  los  que  esto  creen  el  espíritu  y  tendencias  de  los  autores 
de  esa  ley,  y  de  las  demás  reformas  que  á  la  saaon  se  propusieron  por 
el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  á  las  Cortes  constituyentes  que  las  an- 
toncaron.  No  se  dejaron  llevar  ni  de  las  exageraciones  de  la  escuela  lla- 
mada en  derecho  filosófica,  ni  rindieron  extremado  culto  á  la  que  todo  lo 
jnsga  y  explica  por  la  historia  f  por  los  hechos:  comprendieron,  á  pesar 
de  los  defectos  en  que  la  pasión  política  y  el  torrente  de  la  opinión,  ó 
mejor  dicho,  la  presión  de  las  circunstancias  les  hizo  incurrir,  que  al  re- 
formar U  organización  de  Tribunales,  como  cualquiera  otro  ramo  del  de- 
recho, ha  de  eonciliarse  la  teoría  con  la  práctica,  la  ciencia  con  la  vida^  la 
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idea  coB  el  heeho,  el  ayer  eon  el  hoy,  el  penaamienta  oon  la  esperiencáa: 
CQiDprendieroii  que  para  avaaaar  eoa- provecho  en  la  reforma  de  la  le- 
gislación ao  basta  seguir  eon  anhelante  paso  el  reflejo  víTificador  d*  1» 
antorcha  de  ia  filosofía  nn  haber  antes  frin<|Qeado  los  majeslnosos  «■!-« 
brales  de  la  historia;  y  qae  no  puede  echar  raíces,  especiaimeale  en  la 
iQOvedisa  opinión  pública  de  España,  toda  reforma  one  prescinda  de 
uno  de  esos  dos  elementos^  como  no  puede  dar  saionaoos  frutos  la  tier- 
ra fecundada  Anieamente  por  el  ardiente  sol  del  estío,  sin  estar  antes 
preparada  por  las  lluvias  y  nieves  del  invierno.  Así  es  que  la  ley  orgá^* 
nica  dol  Poiier  judicial  conservó  mucho  de  lo  antiguo,  y  espedaloienle 
del  notable  proyecto  que  tenia  hacia  tiempo  elaborado  la  Comisión  de 
Códigos,  uno  de  cuyos  dignos  individuos  se  sienta  bajo  ese  dosel»  M a*« 
cho  de  lo  que  parecen  novedades,  no  son  más  que  artículos  y  capítoles 
de  esos  proyeclos;  y  para  convencerse  de  ello,  basta  leer  la  Memona 
histórica  de  los  trabajos  de  esa  Comisión,  tan  notables  como  mal  re- 
compensados, publicada  por  el  actual  Sr/  Ministro  de  Gracia  y  Jnstisia, 
que  perteneció  á  ella  con  honra  propia  v  provecho  de  la  ciencia. 

Véanse,  para  convencerse  de  que  la  ley  orgánica  admite  grados  d 
categorías  de  cargos  diferentes,  el  art.  4S7,  que  dispone  que  para  oom-« 
putar  la  antigüeoad  de  los  Jueces  de  los  Tribunales  de  partido  y  de  ios 
Presidentes  de  los  de  ingreso,  formen  todos  una  sola  dase  y  tengan  na» 
sola. escala:  el  4&7,  según  el  cual,  en  el  escalafón  general  formarán  «n 
mismo  grado  ó  escala  los  Pre^dentes  de  Audiencia,  Presidentee  de  Sala 
de  Audiencia,  á  excepción  de  la  de  Madrid,  y  de  Magistrados  de  la  Ao» 
diencia  de  Madrid:  los  artículos  215  y  ai6  que  establecen  un  mismo 
sueldo  para  los  Presidentes  de  Sala  y  Fiscales  de  Audiencia  de  fuera  de 
Madrid,  y  para  los  Magistrados  de  ésta^  dato  importante,  puesto  ano  se 
halla  determinado  que  no  se  considerará  eomo  ascenso  cargo  alguno 
que  no  esté  dotado  de  sueldo  superior,  y  llamo  la  atención  de  la  Sala 
hacia  la  circunstancia  de  que  á  todos  los  funcionarios  del  orden  judi- 
cial se  les  aumentó  el  suélelo ,  menos  á  los  Magistrados  de  la  Audiencia 
de  Madrid,  y  la  razón  no  fué  otra  que  la  de  formar  clase  con  los  Presi- 
dentes de  las  de  luera,  á  los  cuales  se  dotó  con  1 0,000  péselas  para 
igualarlos  en  un  todo  á  aquellos;  y  tan  cierto  es  esto,  que  la  ley  en  otro 
artículo,  en  el  138,  no  establece  que  los  Presidentes  de  Sala  de  Audien- 
cia de  fuera  de  Madnd,  puedan  ser  nombrados  Magistrados  de  ésta, 
porque  los  considera  en  una  misma  clase  ó  categoría. 

Én  cuanto  al  Ministerio  fiscal,  el  art.  767  coloca  bajo  la  mismia  cate- 
goría y  clase,  cargos  tan  diferentes  en  el  orden  gerárquico,  como  losen 
respectivamente:  primero,  el  Fiscal  de  la  Audiencia  de  Madrid  y  el  Te* 
niente  fiscal  del  Tribunal  Supremo;  segundo,  los  Abogados  fiscales  dol 
Tribunal  Supremo  y  el  Teniente  fiscal  de  la  Audiencia  de  Madrid ,  y 
tercero,  los  Tenientes  fiscales  de  las  Audiencias,  á  excepción  de  la  de 
Madrid  y  los  Abogados  fiscales  de  la  de  Madrid.  Subsisten,  pues,  las 
categorías  tanto  en  la  Magistratura  como  en  ia  carrera  fiscal. 

Pero  es  más;  tan  allá  fué  la  ley  en  su  respeto  á  los  derechos  antes 
de  ella  adquiridos,  que  consagró  una  disposición  de  las  transitorias  á 
respetar  aun  aquello  mismo  que  parecia  máa  injusto,  aquellas  catego- 
rías que  más  pueden  sublevar  la  conciencia  de  loa  que  amen  y  rindan 
más  fervoroso  culto  al  prestigio  de  la  tosra;  las  de  los  empleados  de  la 
Secretaría  del  Ministerio  del  ramo.  Me  refiero  á  la  disposición  40.*  ^ue 
establece  el  sano  principio  general  de  que  los  empleos  que  se  obtuvi^ 
ren  en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  después  de  la  promulgación  de 
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la  le^,  no  darán  opción  ni  derecho  para  ingresar  ni  ascender  en  la  car- 
rera jadicial;  pero  se  acuerda  el  legislador  de  que  habia  fancionarios 
3ae  tenian  derechos  ya  adquiridos  con  arreglo  al  decreto  qne  invoco 
e  43  de  Diciembre  de  1867,  y  dispone  lo  sigaiente:  «Los  que  antes  de 
la  promulgación  de  esta  ley  hubiesen  obtenido  y  desempeñado  en  pro- 

Siedad  en  eJ  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  plaza  de  número,  que  por 
ísposicion  expresa  íes  diere  categoría  y  derecho  para  obtener  cargos 
judiciales,  cohservarán  su  derecho  y  serán  nombrados  según  su  anti- 
güedad, previa  la  calificación  de  sus  expedientes,  en  las  vacantes  que 
ocurran  ae  su  respectiva  clase.»  El  precepto  no  puede  ser  más  termi- 
nante, y  respecto  a  estos  funcionarios  y  de  los  Presidentes  de  Sala,  no 
puede  caber  la  menor  duda;  y  no  me  extrañó  ayer  ver  que  mi  distin- 
guido compañero  casi  lea  ooncedia  lo  que  para  ellos  pretendo. 

Pero  ¿ocurre  lo  mismo  con  los  Fiscales?  No,  decía,  ni  antes  ni  des- 
pués de  la  lev  orgánica  pueden  equipararse  en  antigOedad  y  categoría 
ios  Fiscales  ae  Audiencias  de  provincia  á  los  Magistrados  de  Madrid: 
antes,  porque  el  decreto  les  omite;  después,  porque  la  Ley  sobre  orga- 
nitaeioh  del  Poder  judicial,  y  recálcala  mucho  su  título,  no  se  ocupa 
sino  en  segundo  término  del  Ministerio  fiscal,  que  está  como  olvidado 
en  ella;  que  trata  de  su  constitución  y  atribuciones  como  de  soslayo 
y  sin  dar  á  sus  individuos  categoría  en  la  Magistratura,  y  apoyaba  su 
aserto  en  acuerdos  de  este  Tribunal  en  pleno,  que  ha  negado  á  algunos 
de  suk  dignísimos  Magistrados,  que  han  sido  Fiscales  del  mismo,  puesto 
preferente  en  su  seno  y  antigOedad  por  tanto  entre  los  Presidentes  do 
Sala;  y  concretando  el  caso,  se  refería  clara  y  distintamente  á  uno  de 
los  respetables  Sres.  Magistrados  que  me  dispensan  la  honra  de  escu- 
charme. Como  la  ilustrada  defensa  del  demandante  insistía  tanto  en 
este  punto  sobre  el  cual  no  quito  discurrir  el  9r.  Fiscal  procediendo  en 
ello  con  delieadeaa  esquisiti^,  porque  el  argumento  iba  dirigido  á  La  vea 
.  que  á  su  clase  á  la  persona  del  distinguido  letrado  que  aquí  la  repre- 
sentaba, y  deió  á  mi  cargo  la  contestación  sobre  este  extremo,  hallóme 
en  el  caso  de  defender  los  derechos  y  prerogativas  del  Ministerio  fiscal  y 
de  demostrar  que  la  ley  orgánica  no  tes  ha  privado  de  ello ,  y  que  pre* 
cisamenre  en  el  caso  que  presentaba  mi  apreciable  compañero  conserva 
á  los  Fiscales  la  preeminencia  de  antigOedad  y  precedencia  respecto  de 
los  Presidentes  ae  Sala. 

(Se  concluirá.) 
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finsayo  sobre  la  historia  de  la  propiedad  territorial  eo  fis- 
paAa)  j9or  D.  Francisco  db  Cáhdenas.  (Madrid. — 1873. — Tomo  1. 
— Imprenta  de  Noguera.) 

Si  no  fuera  ya  tan  conocido  y  apreciado  el  libro  de  que  Tamos  á  ha- 
blar, por  haberse  publicado  en  diferentes  números  de  la  Revista  de  A- 
paña  y  del  ecotram^ero^  bastaría  indicar  su  título  y  el  nombre  de  su  au- 
tor, para  que  de  anteniano  se  formase  idea  de  su  mérito  é  importancia. 
Un  libro  del  Sr.  Cárdenas  no  puede ,  en  efecto ,  dejar  de  ser  un  aconte^ 
cimiento  importante  en  el  mundo  literario ,  dada  la  justa  nombradla 
de  este  distinguido  jurisconsulto  y  escritor;  y  si  este  libro  es  la  historia 
de  la  propiedad  territorial  en  Espa&a ,  compréndese  además  que  á  su 
mérito  literario  debe  unir  grande  interés  científico.  Esto  es  lo  que  su- 
cede con  el  que  hoy  nos  ocupa.  , 

Ai  darlo  á  conocer  á  nuestros  lectores,  no  pensamos  ir  más  allá  de 
lo  que  estas  palabras  espresan.  No  intentamos  hacer  de  él  un  juicio 
crítico.  Pediría  eso  un  detenido  estudio  y  un  minucioso  examen,  en 
que  uo  podemos  entrar.  La  clara  inteligencia  de  nuestros  lectores  acer- 
tará á  conocerlo  por  la  breve  exposición  que  de  él  vamos  á  hacer,  si  es 
que  no  han  tenido  la  buena  fortuna  de  leerlo  antes;  y  bastará  esta  ex- 
posición ,  pobre  y  descarnada  como  ha  de  ser ,  para  que  puedan  apre- 
ciar el  valor  de  un  libro  que,  entre  la  multitud  de  las  publicaciones  bon- 
temporáneas,  se  distingue  por  su  índole  especial  como  fruto  de  labo- 
riosas investigaciones  y  de  profundos  estudios  sobre  el  importante 
asunto  que  le  sirve  de  tema. 

El  Bmayo  sobre  la  historia  de  la  propiedad  territorial  del  Sr.  Cár- 
denas, no  se  halla  aun  terminado.  Sólo  se  ba  publicado  el  tomo  prime- 
ro (1)<  Poro  este  tomo  contiene  ya  un  estudio  histórico  completo  sobre 
la  historia  de  la  propiedad  en  los  pueblos  antiguos  y  en  la  Europa  mo- 
derna, y  una  gran  parte  de  la  historia  de  la  propiedad  en  España.  A 
aquel  estudio  dedica  el  autor  el  libro  primero  del  tomo  publicado:  á  es- 
te otro  están  dedicados  los  restantes,  ó  sea  cuatro  de  los  cinco  que 
componen  el  tomo. 

Para  que  se  comprenda  cuan  vasto  es  el  campo  recorrido  por  el 
Sr.  Cárdenas  en  el  libro  primero  y  cuan  importantes  son  los  puntos 
que  en  él  se  tocan,  nos  bastará  decir  que  en  él  expone  la  historia  de  la 
propiedad  en  los  antiguos  pi^eblos  de  Oriente,  como  son  la  India,  el 

(I)   Se  vendo  á  so  rs.  en  las  principales  Ubrorias  de  Madrid. 
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Egipto  y  el  pueblo  hebreo,  j  también  en  Grecia  j  en  Roma;  hablando 
luego  de  la  pnopiedad  en  Europa  bajo  la  dominaeion  de  los  bárbaros, 
de  loa  feudos,  de  la  desamortiaaeion  de  la  propiedad  en  Inglaterra,  y 
del  estado  de  la  propiedad  en  Francia  antes  y  después  de  la  revolución. 
No  es  por  lo  tanto  extrafío  que  ocupe  esta  exposición  cAsi  una  tercera 
parte  del  tomo.  Aiíadirémos  que  está  hecha  con  la  inteligencia  propia 
de  su  distinguido  autor  y  con  gran  copia  de  datos.  Bastaría  ella  sola 
para  constituir  uif.  apreciabiiísimo  trabajo,  y  sin  embargo  no  es  más 
que  el  principio  de  otro  mayor. 

Ocioso  nos  parece  encarecer  el  interés  de  los  puntos  que  aquí  trata 
el  autor,  porque  la  constitución  de  la  propiedad  en  cada  uno  de  los 
antiguos  pueblos  que  hemos  nombrado,  á  saber:  en  la  India,  el  Egipto, 
el  pueblo  hebreo,  Grecia  y  Roma,  ofrece,  como  todos  nuestros  lectores 
saben,  particularidades  curiosas  y  dignas  de  estudio.  La  propiedad  ro- 
mana, sobre  todo,  dá  por  si  sola  materia  para  un  interesante  trabajo; 
y  si  á  éste  se  une  la  historia  de  la  propiedad  después  de  la  invasión  de 
los  bárbaros ,  y  la  exposición  del  sistema  feudal,  déjase  ver  cuan  her* 
moso  y  variado  campo  se  presentaba  al  talento  del  autor,  del  cual  no 
será  necesario  decir  que  ha  sabido  recorrerlo  como  á  la  índole  del  asun- 
to convenía,  lo  mismo  que  al  trazar  luego  el  cuadro,  no  menos  inte- 
resante, de  la  historia  db  la  propiedad  en  Inglaterra  y  en  Francia  hasta 
la  presente  época. 

Esta  reseña  histórica  daba  naturalmente  ocasión  al  autor  para  ex- 
poner las  opiniones  de  los  filósofos  y  políticos  de  la  escuela  del  si- 
glo XVIII  acerca  del  origen,  naturalesa  y  extensión  del  derecho  de 
propiedad;  punto  que  ha  tocado  con  la  rectitud  de  criterio  que  á  su 
ilustración  convenia.  Observa  el  Sr.  Cárdenas  que  aquellos  filósofos  y 
políticos,  renovando  en  parte  doctrinas  antiguas,  un  tanto  olvidadas,  ó 
refundiéndolas  en  otras  nuevas,  combatieron  duramente  la  organización 
histórica  de  la  propiedad,  consideraron  á  esta  como  una  invención  de  la 
ley  positiva,  dirigida  únicamente  á  satisfacer  las  necesidades  materia- 
les del  hombre  en  la  tierra ;  miraron  las  restricciones  del  dominio,  no 
como  expresión  legítima  de  necesidades  verdaderas,  sino  como  abusos 
ó  extravagancias  de  las  generaciones  pasadas;  y  para  nada  estimaron 
el  derecho  de  primogenitura,  el  privilegio  de  la  masculinidad,  la  dis- 
tinción en  las  sucesiones  entre  los  bienes  troncales  y  adquiridos,  y  los 
mayorazgos;  instituciones  todas  que  suponen  el  sacrificio  del  individuo 
á  la  entidad  colectiva  de  la  familia,  y  que  no  eran  compatibles  con  el 
derecho  natural  y  con  la  igualdad  que  ellos  enseñaban  y  proclamaban. 
Además,  la  lucha  que  en  Francia  sostenía  la  clase  media  ó  el  tercer  es- 
tado, con  la  aristocracia,  le  llevaba  á  destruir  las  antiguas  instituciones 
en  que  ésta  se  basaba,  combatiendo  al  propio  tiempo  la  monarquía;  y 
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e«  indod&bte,  dke,  qne  csvinimir  el  deirecho  de  primogMiitvra,  los  ma* 
yoraigos  y  todas  las  demás  iastiuciooes  ^ae  sosteaian  y  aeuanQlaban 
la  propiedad  en  cierto  número  de  famiUas  y  en  corpovactones  perpe- 
tuas, y  saslituir  á  este  régimen  de  príTilegies  otro  eoman,  uniforme  é 
ignal  para  todos,  pero  cqn  opuestas  tendencias,  equivalía  á  aeabar  con 
la  arístoeracia,  á  debilitar  el  principio  monárqnico  qne  de  ella  reetUa 
fnerzas,  y  á  dar  por  último,  el  triunfo  i  la  pojante  clase  media.»  Otro 
de  loe  principios  en  que  los  filósofos  del  siglo  XTIII  pretendían  íondar 
la  ntieva  organización  de  la  propiedad,  dice  el  Sr.  Cárdenas;  era  la 
igualdad  democrática,  principio  falso,  deducido  de  la  inexacta  aprecia- 
ción de  los  hechos,  refutado  victoriosamente  en  la  vegíon  de  la  éienoía 
y  en  la  de  la  historia.  La  desigualdad  social,  añade  el  autor,  cqs  obra  de 
la  Providencia,  que  como  todas  las  suyas,  no  puede  careeer  de  <^to, 
aunque  el  entendimiento  humano  no  alcance  á  comprenderla.» 

Ya  antes  de  llegar  á  esta  parte  de  la  óbtSL^  y  muy  á  sus  princi- 
pios, habiamos  visto  otras  páginas  escritas  en  el  tono  y  estilo  propios 
de  un  hombre  de  fé,  y  que  por  lo  tanto  leímos  con  gusto.  Después 
de  manifestar  el  Sr.  Cárdenas  que  el  régimen  de  la  propiedad  en  el 
reino  de  Israel,  aunque  igual  al  de  las  demás  naciones  orientales,  tenia 
respecto  de  ellas  notables  diferencias  que  revelaban  su  superioridad 
en  el  orden  moral,  dice:  «Dios,  como  dueño  soberano  del  cido  y  de  la 
tierra,  otorgó  una  parte  de  esta  última  á  su  pueblo  escogido.  £1  Señor 
d^  á  Abraham:  Yo  soy  el  eterno,  que  te  he  hecho  salir  de  Ur  de  los 
Caldeos,  para  darte  este  país.  También  dijo  á  Moisés:  Yo  os  haré  entrar 
en  la  tierra  que  he  jurado  dar  á  Abraham,  y  os  la  concederé  en  heren* 
cia.  Dueña  ya  esta  nación  de  la  tierra  prometida,  Moisés  primero  y 

Josué  después,  la  repartieron  entre  las  tribus La  tierra  contribuía 

al  templo  con  el  diexmo  de  sus  frutos,  porque  era  de  IMos;  pero  no  al 
soberano  con  ningún  impuesto.»  Y  hablando  más  adelante  de  la  conlis* 
cacion,  dice:  «Dios,  que  había  dado  la  tierra,  era  quien  únicamente 
podia  quitarla;  y  ya  por  eso  la  confiscación  enaquellos  primeros  tiem- 
pos fué  una  pena  religiosa,  en  cuya  virtud  la  heredad  de  que  se  despo 
jaba  al  propietario  quedaba  consagrada  al  Señor,  y  né  podia  ser  desti* 
nada  jamás  á  usos  profanos.» —Las  frases  que  dejamos  transcritas,  aun 
cuando  sólo  sean  la  expresión  sencilla  de  la  verdad,  muestran  que  su 
autor  le  rinde  culto,  y  la  expone  con  la  sinceridad  y  franqueza  con  que 
todo  creyente  debe  hacerlo,  franqueza  más  que  nunca  necesaria  en  los 
tiempos  que  alcanzamos. 

Ya  hemos  indicado  que  los  capítulos  restantes  de  este  libro  con- 
tienen una  parte  de  la  historia  de  la  propiedad  territorial  en  Espa- 
ña. Comprende  el  primero  la  época  de  la  dominación  visigoda  y  de  los 
árabes;  y  después  de  exponer  los  caracteres  feudales  de  la  propiedad. 
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babU  de  las  tierrM  libres  6  gntrádas  eon  serTieios  p4bIieo8,  de  lu  de 
la  Iglesia,  del  eokmalo  j  preearío,  y  del  servicie  míliur  y  JQfisdiecion 
inberaitee  al  dominio  territorial.  Eeto  por  lo  que  Tespeota  á  la  época 
goda.  Ba  la-époea  de  la  doninacion  árabe,  el  axitor  trata  soeesirameQ- 
te  de  las  conquistas  de  loe  sirraoenos,  del  estado  de  los  moaárábes,  los 
repartimientos  de  las  tierras  entre  las  tribus  conquistadas,  de  los  tribu- 
tos jetaedones;  y  de  ios  modos  de  adquirir,  trasmitir  y  utiliiar  lae 
propiedades. 

Interesante  es  sin  duda  alguna  esle  libro,  sobre  todo  paira  ef  qiie 
coBoaea  algo  de  la  historia  de  aqueHa  época,  en  que  se  asentaron  las 
bases  de  nuestra  nacionalidad  y  de  ntestra  monarqvia.  Pero  no  1o«s 
menos  «iertamentet  asi  como  es  el  más  extenso  é  iniportante  de  este 
tomo,  el  libro  tercero,  que  trata  de  la  propiedad  territorial  en  los  rei-> 
nos  de  León  y  de  Castilla  durante  la  Edad  media.  La  repoblación  y 
constitooien  deia  propiedad  territorial,  el  estado  propio  de  los  prime- 
ros tiempos  de  la  reconquista,  los  Condados  y  presuras,  las  relaciones 
de  los  Condes  con  la  Corona  y  los  pueblos,  las  propiedades  alodiales  y 
behetrías,  cuyo  origen,  derechos,  obligaciones,  decadencia  y  extinción 
se  dan  á  conocer;  y  las  tierras  de  repartimiento  y  dominio  por  juro  de 
heredad,  forman  su  primera  parte  y  ocupan  tres  capítulos.  Sigue  lue- 
go, en  otros  cinco,  la  vasta  é  interesante  materia  de  propiedades 
coartadas,  como 'prestimonios,  encomiendas,  mandaciones,  tenencias, 
señoríos,  tierras,  honores,  feudos,  tierras  censales  y  tributarias;  donde 
se  trata  de  los  solariegos  y  sus  servicios  y  tributos.  Hablase  finalmente, 
en  ios  cuatro  últimos,  del  servicio  militar  de  los  poseedores  de  las  tier- 
ras, de  la  jurisdicción  como  fruto  de  la  propiedad,  de  la  facultad  de 
enagenar  las  tierras  y  de  la  herencia  en  ellas. 

Mucho  más  breves,  mas  no  por  eso  de  menos  interés  en  nuestra  his- 
toria, son  los  dos  libros  cuarto  y  quinto,  que  tratan  de  la  propiedad  ter- 
ritorial en  Navarra  y  en  Aragón.  Dánse  á  conocer  en  el  primero  las  di- 
ferentes clases  de  propiedades  alodiales  en  el  reino  de  Navarra,  el  esta- 
do de  las  personas  con  relación  á  las  tierras,  los  honores  de  villas  y  tier- 
ras, las  tierras  pecheras,  el  servicio  militar  y  jurisdicción  inherente  al 
dominio,  y  la  facultad  de  enajenar.  £1  segundo  hace  respecto  á  Aragón 
ana  exposición  análoga  á  la  que  el  primero  contiene  respecto  á  Navarra. 

Bien  se  comprenderá,  por  el  resumen  que  acabamos  de  hacer,  la  va- 
riedad de  materias  que  abraza  el  libro  del  Sr.  Cárdenas  y  su  grande  im- 
portancia. Y  si  se  tiene  en  cuenta  que  este  libro  no  es  una  serie  de  ob- 
servaciones ó  consideraciones  sobre  el  asunto  de  que  trata,  género  de 
trabajo  en  el  cual  entra  á  veces  por  mucho  más  el  espíritu  de  que  el  au- 
tor se  halla  dominado  que  no  la  verdad  histórica;  sino  una  exposición  de 
hechos,  datos  y  noticias  sacadas  de  nuestra  historia  y  de  nuestros  mo- 
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numentos  legales,  se  apreciará  desde  laego  el  valor  de  «aa  obra  qne, 
como  al  principio  decíamos,  es  fruto  de  profundos  estadios  j  de  inves- 
tigaciones prolijas,  encaminadas  á  ilastrar  un  asunto  importantísimo. 
Ya  hemos  dicho  que  la  obra  del  Sr.  Cárdenas  no  está  aon  terminada. 
De  desear  es  que  sa  conclasion  no  se  dilate,  para  qne  así  poeda  cono- 
cerse j  estudiarse  la  historia  de  la  propiedad  en  Espafta  hasta  anestros 
dias.  Y  no,  ciertamente,  porque  sea  envidiable  la  tarea  del  historiador  al 
acercarse  al  último  período  de  su  obra^  en  el  cual  habrá  de  deoir  que  los 
gobiernos  de  las  naciones  modernas,  y  mny  señaladamente  de  la  nues- 
tra, han  invadido  la  propiedad  de  lá  Iglesia,  haciendo  luego  otro  tanto 
con  la  de  las  corporaciones  religiosas,  sin  otro  resultado,  por  lo  que  á 
nosotros  toca,  que  empeorar  la  situación  económica  del  Tesoro  hasta 
un  punto  muy  próximo  á  la  bancarota,  y  acrecer  fabulosamente  ladea- 
da pública.  Pero  si  esta  parte  de  su  tarea  no  ha  de  ser  grata  al  ilustra* 
do  autor  de  la  obra,  servirá  al  menos  de  provechosa  enseíkania  para  las 
generaciones  venideras. 

J.  I.  A. 
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EL  SABER  DE  LAS  LEYES. 

I. 

«El  saber  de  las  leyes  non  es  tan  solamente  en  aprender  ¿  dcco  - 
rar  las  letras  deltas  mas  el  verdadero  entendimiento  de  ellas.»  Estas 
palabras  del  Rey  Sabio  (1)  repetidas  tantas  veces  en  las  escuelas 
cuando  en  los  estudios  de  prolegómenos  del  derecho  se  seguian  las 
doctrinas  expresadas  en  los  tratados  de  legíbus,  dejustitia  etjure. 
de  reguli$jurí$  etc.  y  no  las  teorías  del  criticismo  moderno,  nebulo- 
so, vacilante  é  inseguro,  sirvieron  á  nuestros  m¿s  esclarecidos  ju- 
risconsultos de  saludable  advertimiento  para  hacer  sus  inmortales 
glosas,  sus  prolijos  y  bien  meditados  comentarios. 

Aprender  el  verdadero  entendimiento  de  las  leyes  era  estudiar- 
las para  saber  cumplirlas,  ejecutarlas,  aplicarlas  ó  hacer  mención  de 
ellas  en  las  alegaciones  y  contiendas  forenses. 

Aparte  del  conocimiento  profundo  de  toda  la  materia  de  dere- 
cho que  para  esto  era  menester,  (2)  habia  una  cuestión  grave  sus- 
citada en  todos  los  tratados  de  las  leyes.  Era  la  interpretación  de- 
fendida por  unos,  impugnada  por  otros,  prohibida  por  los  legislado- 
res, hecha  contra  esta  prohibición  en  todos  los  tiempos,  y  hecha  con 
tal  afán  que  ha  producido  millares  de  volúmenes,  muchos  de  ellos 
estimables  y  no  pocos  de  eterna  é  imperecedera  fama. 

La  interpretación  producia  la  explicación,  paráfrasis,  glosa,  con- 
cordancia, comentario,  á  veces  todo  junto  y  á  veces  conteniendo  la 
doctrina  de  derecho  científicamente  expuesta,  la  crítica  de  opinio- 
nes, cuanto  pudiera,  en  fin,  relacionarse  con  el  asunto  y  lo  que  es 
más  ofreciendo  colección  de  casos  sucedidos  .ó  imaginados,  sin  te- 
mor de  hacer  interminables  las  obras,  difusos,  farragosos  é  indiges- 
tos los  tratados. 

(I)    Ley4í,tít.  I.*,  Part.  I.» 

(%)  Demolombe  al  hablar  de  la  interpretación  de  las  leyes,  dice: 
Todo  nuestro  curso  de  derecho  civil  tiene  por  objeto  la  interpretación. 
Demolombe,  De  la  publication  et  des  effects  des  lois,  París  1 854. 

TOMO  XLVI.  !23 


178  REVISTA  DB  LEGISLACIÓN. 

Consecuencia  natural  de  semejante  prodigalidad  fué  el  abando- 
no en  que  luego  se  tuvieron  estas  obras  y  la  relegación  á  las  biblio- 
tecas públicas  que  de  ellas  se  hizo. 

Si  lamentable  fué  el  abuso  de  la  interpretación,  Iqjnentable  es  el 
despego  que  ¿  ella  se  siente  hasta  el  punto  de  que  no  se  maneje  hoy 
ningún  intérprete  de  derecho,  bastando  ¿  las  necesidades  del  Toro 
y  de  la  magistratura  el  estudio  de  la  jurisprudencia  contenida  en  las 
sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 

Sea  no  obslaúte  permitido  hacer  aquí  un  ligero  estudio  sobre  el 
saber  de  las  leyes  en  cuanto  se  considera  resultado  de  la  interpre* 
tacion  y  de  la  necesidad  y  utilidad  de  ésta,  bien  se  elija  por  modelo 
el  estudio  de  los  grandes  maestros  como  Savigny  (1)  aconsejaba  y 
creia  necesario,  bien  se  haga  en  la  Colección  legislativa  como  de 
común  sucede. 

§.  2.- 

Interprétase  la  ley  para  saber  lo  que  contiene,  para  obedecerla, 
cumplirla,  aplicarla,  ejecutarla,  enseiiarla,  etc.;  pero  procurando 
siempre  que  sometida  á  nuestro  criterio  aparezca  como  verdade- 
ra (2),  lo  cual  equivale  á  la  interpretación. 

Por  eso  la  interpretación  de  la  ley  se  considera  por  unos  como 
la  explicación  de  ella  (3),  por  otros  como  la  inteligencia  razonada 
de  la  misma  ley  cuyo  sentido  y  extensión  fija  (4),  como  el  procedi- 
miento autorizado  que  conduce  á  hallar  su  sentido  (S)  y  no  otro 
distinto  (6),  á  conocer  su  espíritu  para  que  no  sea  defraudado  (7),  á 
descubrir  su  origen  y  no  atribuirle  otro  erróneo  (8),  ¿  apartar  del 
asunto  de  la  ley  lo  que  es  impertinente  ó  ajeno  de  ella,  explicar  lo 
oscuro,  distinguir  lo  ambiguo,  refutar  lo  falso  y  notar  lo  inconse- 
cuente (9),  y  por  todos  como  el  conocimiento  de  la  ley  misma  su- 
ficiente á  poder  entenderla,  exponerla,  invocarla  ó  aplicarla. 

(1)  Tratado  de  Derecho  romano^  tomo  4.**,  cap.  2.® 

(2)  Savigny,  1.  c.  , 

(3)  Demolombe,  De  la  publication  des  ef/ecis  et  de  Vaflication  des 
lois. — París,  Durand  et  Hachette,  <854,  núm.  H5. 

(i)  Roussell,  Encyclop,  du  droit,  pág.  \H. 

(5)  Zacharías,  tomo  \°,  pág.  74. 

(6)  Crinolli,  Observation  sur  le  danger  d'interpreter  les  lois. — Avig- 
non,  1807. 

(7)  Castro,  Discursos  sobre  las  leyes  y  sus  interpreta  Part.  i  .* 

(8)  Fernandez  Mesa,  Arte  histórico  legal. 

(9)  Mayans  y  Sisear,  carta  á  Bemi. 
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Nada  más  cierto,  pues,  que  ia  posibilidad  de  la  interprelacion  si 
tan  claros  testimoaios  la  daa  como  ün  hecho  científico.  Sin  embar-* 
go,  la  interpretación,  es  decir  la  explicación  6  exposición  de  la  ley, 
este  hecho  científico  ha  sido  severamente  impugnado  por  un  hecho 
histórico. 

AI  prohibirse  la  interpretación  de  la  ley  por  el  más  ilustre  de 
los  Emperadores  romanos  ha  debido  ser  considerada  como  perjudi* 
cial  ó  inconveniente.  ^ 

Al  critico  diligente  no  han  de  bastarle  razones  someras  para  ex- 
plicar el  conflicto  de  dos  hechos,  por  que  así  como  en  las  ciencias  ÍU 
sicas  nn  fenómeno  cualquiera  comprueba  una  ley  natural ,  en  las 
jurídicas  un  hecho  confirma  una  verdad,  y  lo  contrarío  á  la  verdad, 
llamado  error  en  la  doctrina,  se  llama  injusticia  y  desacierto  en  la 
historia.    , 

¿Osaremos  llamar  desacertado  al  Emperador  que  tan  severa*  . 
mente  prohibió  la  interpretación  de  las  leyes?  Para  responder  cate- 
górícamente,  observemos  cuan  fácil  es  de  producirse  una  interpre- 
tación diversa. 

Es  innegable  que  la  variedad  de  entendimientos,  la  diferente 
capacidad  de  los  intérpretes,  ha  de  dar  resultado  diferente  en  la 
interpretación.  Una  es  la  verdad,  uno  el  procedimiento  para  cono- 
cerla; pero  son  varios  los  medios  que  en  el  procedimiento  se  cono- 
cen. La  lógica  de  Platón  y  la  de  Aristóteles,  la  de  Santo  Tomás  y  la 
de  Descartes  son  una  misma  lógica,  y  es  fundamental  la  diferencia 
que  las  separa.  La  filosofía  estoica  y  la  cristiana,  el  escolasticismo  y 
el  racionalismo  son  una  misma  filosofía  y  en  nada  se  parecen.  Dis- 
currir bien  se  llama  lógica;  averiguar  bien  se  llama  filosofía;  ni 
Arístóteles  ni  Platón  discurrían  mal,  luego  eran  lógicos:  bien  averi- 
guó la  moral  Epicteto;  bien  la  averiguó  San  Agastin;  luego  eran  fi- 
lósofos. Por  donde  es  legítima  consecuencia  que  siendo  una  la  ver- 
dad y  uno  el  procedimiento,  caben  diferentes  medios  y  diferentes 
resultados  en  el  intento  de  conocerla. 

Si  la  ley  fuese  una  verdad  racional  (I),  es  decir,  si  la  justicia  de 
la  ley  fuese  como  la  verdad  filosófica,  norte  invariable  que  desde 
todos  los  caminos  se  vé,  que  desde  todos  los  puntos  puede  irse 
en  su  dirección,  poco  importaría  al  legislador  que  de  distintos  mo- 
dos se  interpretara.  La  interpretación  más  libre,  la  más  extraña,  na 

(1)    Ck>mo  la  jurisprudencia  tomada  en  un  alto  sentido  científico. 
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eclipsaría  su  brillo;  pero  la  verdad  legal  es  como  la  verdad  revela- 
da, autoridad,  sólo  autoridad.  Sin  la  autoridad  de  la  Biblia  do  hay 
cristianismo;  sin  la  autoridad  de  la  Iglesia  no  hay  catolicismo.  El 
cristiano  no  interpreta  la  Biblia  sino  por  la  Biblia  misma,  la  oye  y  la 
sigue;  el  católico  no  discute  el  dogma,  lo  cree  y  calla.  Censurar, 
criticar  la  Biblia,  no  es  cristiano;  desoir,  impugnar,  negar  lo  que  la 
Iglesia  dice,  no  es  católico.  Por  eso  toda  doctrina  evangélica  des- 
cansa en  lo  invariable  del  Evangelio,  y  toda  teología  dogmática  en 
la  verdad  católica.  Así  la  interpretación  de  la  Biblia  ha  de  ser  la 
doctrina  bíblica,  sin  variación,  sin  diferencia  ni  sustancial  ni  ac* 
cidental,  y  toda  interpretación  dogmática  ha  de  ser  el  dogma  sin 
diferencia,  distinción  ni  variedad  alguna. 

La  ley,  pues,  como  verdad  escrita  ó  como  supuesto  de  verdad, 
supuesto  lógico  se  entiende,  no  puede  ser  interpretada  de  diferente 
modo,  no  puede  ser  conocida,  aplicada  ni  cumplida  de  distinta  ma- 
nera; ha  de  ser  siempre  única,  idéntica,  igual  á  sí  misma. 

Sin  duda  es  esto  lo  que  Savigny  ha  expresado  cuando  dijo: 
«Destinada  toda  ley  á  íijar  una  relación  de  derecho,  expresa  un 
pensamiento  simple  ó  complejo  que  pone  esta  relación  de  derecho 
al  abrigo  del  error  ó  de  la  arbitrariedad.  Para  que  la  ley  cumpla  es- 
te objeto  es  preciso  que  se  conozca  su  pensamiento,  todo  entero  y 
en  toda  su  pureza,  por  aquellos  á  quienes  afecta  esta  relación  dé  de- 
recho. Deben  éstos  entonces  trasportarse  al  punto  de  consideración 
del  legislador,  reproducir  art¡6cialmente  sus  operaciones  y  recom- 
poner la  ley  por  el  pensamiento.  Tal  es  el  procedimiento  de  la  in- 
terpretación, que  puede  definirse  así:  la  reconstrucción  del  pensa- 
miento contenido  en  la  ley  (1).» 

Reconstruir  supone  haber  construido;  luego  la  ley  contiene  el 
pensamiento  construido  por  el  legislador,  y  la  interpretación,  al  re- 
construirlo, ni  lo  modifica  ó  cambia,  ni  lo  altera  ó  desfigura;  le  vé 
como  es  en  sí,  lo  conoce,  lo  separa  de  la  ley  para  hacerlo  propio,  y 
al  expresarlo  con  los  medios  de  capacidad  de  que  dispone,  lo  re- 
construye, pero  quedando  siempre  el  pensamiento  de  la  ley  y  no 
otro.  Reconstruir  el  pensamiento,  recomponer  la  ley  por  el  pensa- 
miento, ¿quién  no  vé  en  el  uso  de  estas  palabras  la  tenaz  adhesión 
de  Savigny  á  la  doctrina  de  la  ley?  ¿Quién  no  vé  su  inteligencia  de 
águila  encadenada  ¿  la  ley,  su  viril,  potentísima  razón  supeditada 


{\)    Savigny.— Ob.  cil. 
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á  la  ley  misma,  de  tal  manera  que  abrazando  toda  la  doctrina  mo* 
derna,  dominando  todos  I09  progresos  de  las  ciencias  jurídicas,  tan 
sabio  como  los  legisladores,  tan  capaz  como  los  jurisconsultos-,  en 
su  tratado  muestra  la  ciencia  á  la  altura  de  nuestra  época  y  á  la 
ley  romana  como  oráculo  tradicional  del  pensamiento  moderno? 

§.  5: 

Si  la  interpretación  ha  de  conteoer  el  pensamiento  de  la  ley,  y 
puede  contenerlo  porque  el  pensamiento  es  el  mismo,  no  obstante 
la  variedad  de  modos  por  que  puede  ser  expresado,  ocurre  averi- 
guar si  entre  los  modos  de  expresar  el  pensamiento  de  la  ley  puede 
haber  alguno  más  propio  que  el  de  la  ley  misma.  Si  ninguno  ha  de 
exceder  en  propiedad,  y  la  propiedad  es  el  elemento  necesario,  ¿no 
será  vano  y  lujoso  intento  el  buscar  nueva  y  más  impropia  expre- 
sión? ¿No  conduciría  esto  al  tan  repetido  y  común  vicio  de  consultar 
los  intérpretes  antes  que  las  leyes? 

Porque  es  á  la  verdad  difícil  hallar  muchos  Gregorio  López  que 
vertiendo  la  ley»  sólo  con  traducirla  al  latin,  lengua  más  cientíBca 
y  propia,  bagan  que  gane  el  pensamieiito  del  legislador  en  precisión 
y  hermosura. 

No,  el  pensamiento  de  la  ley  es  comunmente  más  propio  como 
la  ley  lo  expresa,  que  como  lo  expresaran  los  intérpretes. 

Por  eso  el  legislador,  celoso  de  su  obra,  teme  la  interpretación, 
es  refractario  á  ella,  le  disgusta  y  alguna  vez  la  prohibe. 

Bien  sabido  es  el  efecto  que  á  Napoleón  produjo  la  noticia  del 
1 1  primer  comentario  de  su  Código  civil;  mostróse  tan  enojado  de  ello 

que  á  saber  que  habia  intérpretes  se  hubiera  mirado  antes  de  pro' 
mulgarlo. 

Sin  embargo,  la  interpretación  es  necesaria  porque  es  necesario 
el  perfeccionamiento  en  la  ley,  y  la  acumulación  de  intérpretes 
produce  á  la  larga  su  perfeccionamiento  por  la  misma  maravillosa 
trasformacion  con  que  se  perfeccionan  todos  los  organismos. 

La  ley  es  un  objeto  científico,  y  la  ciencia  se  cultiva  y  ade- 
-lanta. 

Permanente,  severa,  magestuosa,  con  la  mageslad  de  su  orí- 
gen  y  la  de  su  significación  iucomparable,  no  puede  resistir,  sin  em- 
bargo, al  examen,  á  la  crítica  que  la  ciencia  hace  de  su  razón  y 
conlenido. 
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Ni  se  canmaeye,  ni  vacila,  ni  transige  ni  cede,  y  sobre  todo 
examen  se  mantiene  mientras  ley  sea,  mientras  nueva  ley  no  la  de- 
rogue; pero  ía  ciencia  sigue  su  labor  perseverante,  se  filtra  en  la  so- 
ciedad, se  apodera  del  legislador,  le  seduce,  y  nna  nueva  ley  la 
reemplaza  con  modos  solemnes  (i).  Los  errores  científicos  desapare- 
cerán ante  las  verdades  científicas  para  no  reaparecer  jamás;  los 
errores  legales,  la  ley  que  llega  á  derogarse  ha  dejado  huella,  ha 
creado  derechos,  se  trasmiten  y  suceden,  ha  vivido  en  el  tiempo, 
ha  pasado  como  él,  pero  con  él  permanece  en  la  historia. 

Por  eso  la  ley  es  permanente,  porque  es  inmortal;  por  eso  es 
inmortal,  porque  su  existencia  dá  origen  á  otra  nueva  ley  y  se  esta- 
blece uoa  sucesión  perpetua  que  sólo  puede  acabar  con  las  socie- 
dades. 

El  tránsito  de  la  antigua  á  la  nueva,  de  la  derogada  á  la  dero- 
gable,  se  verifica  ahora,  bien  en  medio  de  la  natural  actividad  de 
los  espíritus,  sucede  después  de  haberse  hecho  sentir,  de  habehe 
proclamado  su  necesidad,  después  de  ser  expresada  con  fundado 
motivo  6  con  inevitable  recelo,  ó  bien  cuando  en  la  mente  del  le- 
gislador ó  en  el  ánimo  de  su  consejo,  ó  en  alguna  inteligencia  pri- 
vilegiada, se  ha  considerado  útil  ó  se  ha  formado  la  resolución  de 
legislar  ú  obtener  la  ley  que  se  pretende. 

La  división  de  los  poderes  introduce  poca  novedad  en  este  fe- 
nómeno, porque  cualquiera  que  sea  el  origen  lógico  de  la  ley,  la 
misma  forma  reviste,  de  la  misma  autoridad  goza,  de  iguales  defec- 
tos puede  adolecer. 

Solia  en  otro  tiempo  ser  llamado  á  la  regia  confianza  e]  hombre 
renombrado  por  su  saber,  y  á*  él  era  encomendada  la  tarea  que  la 
frente  coronada  soportaba  difícilmente.  Del  saber  personal  la  ley 
nacia,  y  al  saber  personal  tornaba  con  el  esplendor  de  su  autoridad 
insigne. 

No  extingue  hoy  la  luz  de  su  inteligencia  en  lugar  apartado  el 
hombre  capaz;  su  nombre  se  propaga,  su  saber  se  hace  notorio,  y 


(1)  Nuestro  país,  el  más  fecundo  en  reformas  y  variaciones,  ofrece 
una  admirable  demostración  de  esto.  No  hay  ley  ni  decreto  de  carácter 
derogativo  en  cuyo  preámbulo  no  se  contenga  cierta  apología  de  lo  que 
se  deroga.  «La  ley  era  buena,  pero  ineficaz.»  Creyeron  los  legisladores, 
creyó  el  Gobierno,  obtener  tal  resultado;  pero  la  experiencia  etc.,»  es- 
tos ó  parecidos  son  los  términos  que  se  emplean  en  los  preámbulos  de 
la  ley  ó  decretos  derogatorios. 
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como  entre  los  cuerpos  qae  se  revaelven»  el  más  ligero  sube  y  flota 
por  la  misma  naturaleza  de  su  condición,  asi  entre  los  hombres,  en 
la  sociedad  política  y  en  toda  sociedad,  por  su  propia  naturaleza 
se  eleva  el  mérito,  por  su  propia  condición  se  encumbra  el  hombre, 
y  si  para  legislar  ha  nacido  de  sus  labios  brotará  la  ley  sin  que  él 
mismo  sepa  cómo,  sin  que  él  lo  haya  imaginado;  que  no  es  menes- 
ter que  el  hombre  se  dé  cuenta  del  poder  que  su  ciencia  ha  con- 
quistado, ni  ^ue  vaya  él  adonde  vá  su  pensamiento,  porque  su  pen- 
samiento puede  ser  ley  y  él  legislador  sin  que  él  exista  siquiera  para 
saberlo. 

Tal  es  la  influencia  maravillosa. que  la  ciencia  ejerce  en  la  le- 
gislación, como  lo  es  la  que  ejerce  la  legislación  en  la  ciencia  me- 
diante la  interpretación  razonada  y  critica. 

Por  esto  sin  duda  afirmaba  profundamente  Savigny  que  «el  ob- 
jeto de  la  interpretación  era  sacar  de  cada  ley  la  mayor  instrucción 
posible,  debiendo  ser  á  la  vez  individual  y  fecundo  su  resultado» 
añadiendo  que  el  éxito  de  la  interpretación  admite  muchos  grados 
según  el  talento  del  intérprete  y  aun  el  del  legislador,  el  cual  due- 
ño del  asunto  habrá  podido  meter  y  concentrar  en  el  texto  de  la  ley 
las  ideas  positivas.»  Asi,  termina,  «la  legislación  y  la  interpreta* 
cion  ejercen  entre  si  reciprocas  influencias;  prosperan  juntas  y  la 
superioridad  de>  cualquiera  es  para  ambas  una  condición  y  una 
prenda  de  mutua  superioridad.» 

Quede  sentada,  pues,  la  necesidad  de  la  interpretación  general' 
mente  considerada;  considérese  en  su  esencia  y  obtendremos  más 
positivo  resultado. 

§.  4.* 

Sea  que  la  ley  se  estudie,  aplique  ó  conozca,  es  forzoso  el  acto 
del  entendimiento  comparándola  con  la  norma  de  la  justicia  ó  de  la 
equidad  al  menos, — Ninguna  relación  jurídica  existe,  ningún  acto 
jurídico  se  verifica,  sin  la  mediación  de  la  inteligencia.  Inteligencia 
para  cumplir  la  relación,  inteligencia  para  verificar  el  acto. 

El  cumplimiento  de  la  ley  no  se  hace  sin  conocimiento  de  la  ley : 
y  el  conocimiento  supone  un  raciocinio,  por  su  naturaleza,  interpre- 
tativo. La  misma  promulgación,  con  esas  fórmulas  de  origen  desco- 
nocido, de  expresión  acaso  incorrecta  ó  impropia,  pero  significativa 
en  alto  grado,  lo  demuestra.  «A  los  que  las  presentes  vieren  y  en- 
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TEiiDisRKN,  sabed:  No  es  el  yerbo  entender  sinónimo  de  oir,  como 
por  vicio  de  galicismo  (i)  pudiera  sospecharse;  entender  esfancion 
inteleclaal,  no  fisiológica.  Ver  y  entender  son  dos  términos  admira- 
blemente empleados.  £i  primero  expresa  el  acto  material,  ver,  oir, 
leer,  llegar  á  tener  noticia  simple:  acto  puramente  mediador  del  en- 
tendimiento; y  entender,  es  decir,  percibir  en  lamente,  penetrar  en 
el  entendimiento.  No  viene  entender  de  intendere,  sino  de  inteliger^f 
inUr-legere;  es  coger  entre,  comparar,  juzgar,  raciocinar.  Luego  la 
misma  promulgación  supone  el  juicio  previo  ,  la  interpretación 
primitiva,  expontáneamente  natural  de  la  ley  en  el  acto  de  verla. 

Puede  decirse  también  que.si  toda  ley  ha  de  ser  aplicada  ó  cum- 
plida, y  no  puede  serlo  sin  ser  vista  y  entendida,  ni  verse  y  enten- 
derse sin  saber  su  contenido,  ni  saberlo  sin  distinguir  lo  que  manda  ó 
prohibe,  lo  que  declara  ó  dispone,  lo  cual  equivale  á  interpretarla, 
luego  la  interpretación  de  la  ley  e¿  de  esencia,  y  como  esencial,  es 
lo  necesario,  la  interpretación  es  necesaria.  Felizmente  ¿  este  pro- 
pósito dice  Savigny:  Toda  ley,  para  recibir  su  aplicación  á  la  vida 
real,  debe  ser  dominada  por  la  inteligencia;  pues  no  sucede  ordina* 
riamente  que  cada  ley  sea  seguida  de  una  ley  que  la  explique;  y 
por  otra  parte,  mientras  era  esta  ley  esperada,  seña  indispensable 
siempre  recurrir  á  la  acción  libre  de  la  inteligencia.  Admitida  esta 
definición,  lo  que  se  llama  interpretación  legal,  no  es  una  especie 
de  interpretación,  antes  al  contrario,  es  lo  opuesto,  quiero  decir,  la 
exclusión,  la  prohibición  de  la  interpretación  verdadera,  ó  sea  el 
acto  libre  de  ja  inteligencia. » 

Es  aplicada  la  ley  por  el  poder  judicial  en  los  casos  de  una  in- 
fracción penable  ó  de  un  conflicto  jurídico  que  se  llama  pleito. 

A  nadie  obliga  más  el  conocimiento  de  ella  que  al  Juzgador  (2), 
y  ha  de  ser  tan  eficaz  este  conocimiento  que  durante  siglos  en- 
teros, en  que  la  división  de  los  poderes  públicos  era  desconocida  (3), 
el  mismo  poder  legislativo  y  el  ejecutivo,  el  legislador  soberano,  ó 
en  su  nombre,  sus  delegados  la  aplicaban. 

De  la  aplicación  de  la  ley,  de  esa  misión  altísima,  de  esa  fun- 

( < )    En  el  Diccionario  de  Baralt  no  consta  al  ménoa. 

(2)  Judice  perfecto,  \ .  Castro. 

(3)  Todavía  en  nuestros  Tribunales  se  oye  decir  Real  Provisión  i- 
una  ejecutoría  de  la  Audiencia. 
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don  Un  alta ,  nace  el  primitiyo  respeto  que  á  los  Tribunales  se 
tuvo,  y  ha  nacido  mis  tarde  y  progresivamente  el  poder  judicial, 
cuya  organización  independiente,  aunque  en  perfecta  armonía  con 
los  demás  poderes,  va  perfeccionándose  de  dia  en  dia. 

Ne^;esaria  decimos  que  era  la  interpretación  de  la  ley  en  quie- 
nes debieran  aplicarla ,  y  el  mismo  acto  de  la  aplicación  lo  de- 
muestra. "^ 

La  ley  tiene  como  una  de  sus  propiedades  y  atributos  la  gene- 
ralidad; su  aplicación  es  la  demostración  no  interrumpida  de  esta 
propiedad.  Cada  sentencia,  recayendo  en  un  caso  particular,  sujeto 
á  la  ley ,  sometido  á  ella ,  hace  eficaz  su  existencia.  La  relacioo  de 
lo  particular  á  lo  general,  es  una  relación  lógica,  clarísima;  pero  es 
menester  conocer  los  tres  términos;  la  ley,  el  caso  y  la  relación  para 
que  su  claridad  aparezca.  No  es  difícil  conocer  la  ley,  pero  es  difí- 
cil clasificar  el  hecho  sobre  que  ha  de  recaer;  y  es  preciso  clasifi- 
carlo, porque  el  hecho  y  el  derecho  serían  por  sí  dos  conceptos  pa- 
ralelos que  jamás  se  unirían  á  no  contener  el  hecho  la  posibilidad 
del  derecho,  mediante  la  relación  y  vice- versa. 

Un  hombre  muerto,  es  un  hecho  indiferente  para  la  ley;  pero 
un  hombre  padre  de  familia  muerto ,  es  un  hecho  que,  por  mi- 
nisterio de  la  ley,  presenta  el  caso  de  la  sucesión  forzosa,  ó  bien  un 
hombre  muerto  de  mano  airada,  es  un  hecho  que  supone  la  co- 
misión de  UQ  delito,  que  produce  relación  con  la  ley  penal. 

Es  preciso,  pnes,  para  que  un  hecho  aparezca  como  caso  de  la 
ley,  como  particular  de  lo  general  que  la  ley  contiene,  que  el  Juez 
descubra  su  relación  y  una  relación  no  semejante  ni  análoga,  no 
parecida,  sino  perfecta,  absolutamente  cabal. 

Se  sucede  por  testamento  ó  abintestalo;  luego  lo  que  no  es  una 
es  otra  cosa. 

Se  mata  produciendo  homicidio  ó  asesinato;  luego  lo  que  no  es 
una  es  otra  cosa. 

¿Quién  señala  la  diferencia  de  los  hechos  para  ser  casos?  La  ley. 
Luego  es  preciso  el  conocimiento  racional  de  la  ley,  es  preciso  in- 
terpretar la  ley  para  clasificar  el  hecho,  para  traerle  á  relación  ver- 
dadera. 

Tan  cierto  es  esto  que  cualquiera  relación  jurídica  ó  cualquiera 
fenómeno  que  no  constituya  un  caso  de  ley,  provoca  la  resolución 
legal  y  es  encomendado  al  poder  judicial  el  ponerlo  en  conocimien- 
to del  poder  ejecutivo. 

TOMO  XLVI.  34 
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§.  6.- 


Tan  necesaria  se  consideró  la  interpretación  de  la  ley  en  el  foro 
que  ha  habido  un  (por  fortuna  no  largo)  periodo  en  que  la  interpre* 
tacion  se  sobrepuso  á  la  ley  misma  y  los  doctores  reinaron  en  las 
justicias  bajo  diferentes  modos  y  formas. 

La  opinión  de  los  doctores  era  un  fundamento  legal»  y  dado  y 
supuesto  se  estudiaba  en  las  escuelas  su  opinión  elevándola  á  la  ca- 
tegoría de  sentencia. 

Pasó  esa  época  y  hubiera  pasado  para  las  contiendas  forenses 
la  interpretación  si  no  hubiera  tenido  otro  más  grave  y  superior 
fundamento. 

La  invocación  de  la  ley  no  es  una  fórmula  más  ó  menos  solem- 
ne, no  es  la  simple  insinuación  de  ella,  no  es  su  recitación  ni  su  re- 
ferencia; cualquiera  de  estos  modos  de  abogar  sería  estéril  y. casi 
ridiculo,  porque  es  frecuente  que  la  contienda  gire  sobre  un  mismo 
texto  legal  y  que  toda  la  cuestión  en  el  foro  suscitada  verse  so- 
bre la  inteligencia  que  debe  darse  á  una  disposición  por  ambas  par- 
tes alegada, 

T  ¿có.mo  podría  hacer  razonamientos  sobre  la  inteligencia  de  la 
ley  quien  tuviera  sobre  su  palabra  el  peso  de  la  prohibición  de  in- 
terpretarla? 

Cuando  no  es  una  misma  la  disposición  legal  citada  por  ambas 
partes  toca  á  la  una  demostrar  que  no  es  aplicable  al  hecho  el  dere- 
cho ó  ley  citada  sino  otra  distinta,  y  en  el  ejercicio  de  fuerzas  de 
opinión  se  producen  razonamientos  de  toda  especie,  argumentos  y 
observaciones  que  brillan  siempre  en  cualquiera  razonado  informe. 
Estas  observaciones  se  dirigen  á  explicar  el  concepto  de  cada  pa- 
labra en  si  y  la  variación  de  sigoiticado  que  haya  tenido,  si  como  sue- 
le suceder  lo  han  alterado  los  tiempos  (i). 

El  pensamiento  de  la  ley  apropiado  por  el  informante  le  obliga  á 
razonar  sobre  su  motivo;  la  compara  con  algún  alto  principio  mo- 
ral, desenvuelve  los  beneficios  que  á  la  sociedad  produce  una  tan 
justa  y  equitativa  disposición;  prescinde  de  esos  beneficios  para  ha- 
cer estimable  en  si  misma  á  la  ley  y  exhorta  á  que  hi  conozcan  y 
hagan  cumplir. 

(I  ]    Jovellanos,  Discurso  sobre  el  estudio  de  la  lengua. 
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Todo  informe,  toda  alegación  en  derecho,  aun  la  más  sobria, 
coatiene  un  elogio  déla  disposición  legal  én  que  se  apoya;  muestra 
regocijo  porque  exista  para  que  pueda  servir  su  causa. 

Los  escritos  forenses  contienen  generalmente  hablando  la  expo- 
sición de  hechos.  Los  conocimientos  rudimentarios  del  bien  decir 
bastan  paraique  la  exposición  contenga  la  claridad  que'  por  la  ley 
se  exige  (4),  el  conocimiento  de  la  legislación  abastece  las  conside- 
raciones ó  fundamentos  del  derecho,  y  la  relación  del  hecho  con  el 
derecho  decide  de  ia  acción  que  se  debe  ejercitar. 

¿Cómo  sia  la  facultad  de  interpretar,  de  apropiar  á  su  inteligen- 
cia libre  y  desembarazada,  á  su  criterio  bien  hallado  con  la  verdad, 
ia  ley  y  lo  en  ella  establecido  se  puede  abogar  con  acierto?  La  pro- 
pia defensa  seria  un  derecho  universalmente  reconocido  sin  la  ne- 
cesidad de  la  interpretación  en  el  foro. 

No  es  que  se  tema  la  pasión  y  obcecación  de  las  partes  lo  que 
ha  dado  origen  á  la  defensa  con  dirección  facultativa,  no  es  que  re- 
sulten males  á  una  ú  otra  parte  contendiente;  es  que  la  sociedad  es 
más  conocedora  que  el  individuo  de  los  altos  intereses  en  que  ha  de 
fijar  el  legislador  sus  ojos. 

Por  lo  mismo  que  la  ley  penetra  en  el  sentido  científico  es  ne- 
cesaria la  ciencia,  sin  que  se  excuse  de  esta  necesidad  ni  la  de- 
fensa propia. 

La  ley  obliga  á  todos,  aunque  la  desconozca  la  mayor  parte; 
que  basta  la  natural  luz  de  la  razón  para  regir  los  actos  externos 
conforme  á  ella,  pero  cuando  por  un  acto  se  perturba  el  orden,  cuan- 
do derechos  que  debieran  corresponder  á  uno  por  orden  legal  no 
le  corresponden  de  hecho,  cuando  un  atentado  se  produce  y  es  for- 
zosa la  reparación  del  desorden  causado  mediante  la  pena  del  de- 
lincuente, entonces  la  asistencia  facultativa  ó  dirección  capaz  son 
necesarias,  necesarias  en  un  ^sentido  de  alta  conveniencia  so- 
cial, no  en  sí  mismas,  porque  siendo  el  Tribunal  garantía  de  la  ley 
y  la  justicia  realizaríase  ésta  sin  que  fueran  alegados  ni  invocados 
cualesquiera  derechos  con  formas  científicas  antes  bien  con  mo- 
dos de  simple  exposición  suficientes  á  ilustrar  al  Tribunal  sobre  es- 
te asunto. 

Abogado.es  lo  mismo  que  mediador  entre  el  qu^  pide  y  el  que 
concede  justicia. 

(I)    Enj.  art.  224. 
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Si  la  justicia  y  el  derecho  civil  se  coaocíeraa  á  la  simple  las  de 
la  razón  no  era  menester  la  mediación.  Si  la  pena  señalada  á  un  de- 
lito y  las  reglas  de  su  aplicación  fueren  notorias  al  delincuente  pa- 
ra resignarse  con  ellas  ó  para  defenderse  contra  la  imposición  de 
otras  más  graves,  no  necesitaria  ser  representado  y  dirigido;  pero 
no;  como  no  es  fácil  de  suceder  esto,  no  seria  lógico  qu^persona  ile- 
trada y  escasa  de  conocimientos  hiciere  impugnación  á  una  peti- 
ción fiscal  ó  á  una  sentencia. 

La  ley  es  tan  sabia  en  este  punto  que  para  examinar  ó  impug- 
nar ó  conformarse  con  un  dictamen  fiscal  exige  igualdad  de  dotes 
reconocidas,  igualdad  real  ó  supuesta  de  conocimientos  entre  una 
y  otra  parte.  Igualmente  para  que  ante  un  Tribunal  se  pida  jnsti- 
cia,  exígese  que  quien  la  pide  la  conozca,  y  no  se  conoce  si  no  ha 
hecho  el  debido  y  competente  estudio  de  ella. 

Luego  la  inteligencia  que  para  aplicar  la  ley  es  necesaria,  lo  es 
para  invocarla  ó  alegar  la  necesidad  de  su  aplic^ion;  luego  el 
Abogado  há  menester  tanto  como  el  Juez  ó  el  ministerio  público  de 
esa  facultad  de  interpretar  la  ley  que  se  llama  conocimiento  eficaz 

del  pensamiento  y  la  verdad  que  contiene. 

«--  • 

§.  7.' 

Considerada  la  interpretación  necesaria  para  entender,  invocar 
y  aplicar  la  ley,  no  debería  haber  cuestión  sobre  su  utilidad. 

La  necesidad  y  la  utilidad  guardan  la  proporción  del  fuego  y  el 
calor.  Una  utilidad  llevada  á  su  mayor  grado  posible  seria  una  ne- 
cesidad. 

Esta  lógica  de  las  palabras  y  los  conceptos,  esta  exactitud  de 
las  relaciones  del  pensamiento  no  siempre  se  encuentra  en  las  com- 
binaciones científicas  de  complejo  carácter  como  es  la  que  nos  ocu- 
pa, porque  la  interpretación  es  ciencia  y  arte  (i)  si  de  la  doctrinal 
se  habla,  ciencia  y  política  si  habla  de  jurísprudencia. 

Se  ha  considerado  necesaria  la  educación  al  hombre,  lo  es  en 
efecto;  pero  la  educación  abraza  tan  distintos  estados  que  es  impo- 
sible reducir  una  educación  cualquiera  por  perfecta,  por  cumplida 


(i)  Autleffunsfüissensehaftund  Eunst,  se  dice  en  Alemania  y  como 
tal  ciencia  y  arte  la  han  considerado  todos  los  modernos  juriscon- 
sultos. 
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que  sea  á  la  expresión  á  la  rez  simple  y  eficaz  que  la  necesidad 
indique. 

Es  necesaria  la  ley  en  las  sociedades;  pero  hay  ejemplos  de  so- 
ciedades anómalas,  hay  períodos  equívocos,  hay  cataclismos,  hay 
reyoluciones,  hay  intermitencias  en  las  cuales  el  concepto  de  socie- 
dad no  desaparece,  se  realza  acaso,  y  la  ley  si  rige,  no  se  hace 
sentir. 

Como  la  respiración  se  contiene,  y  ni  falta  ni  se  disminuye  la 
vida  en  tan  breve  tiempo;  así  la  ley  se  contiene  sin  parecer  nece- 
saria. 

La  necesidad,  para  explicar  diferentes  veces  un  fenómeno  his- 
tórico ó  científico,  se  entiende  absoluta  y  relativamente. 

La  necesidad  absoluta  es  ley  absoluta  también;  la  necesidad  re- 
lativa depende  de  la  relación. 

La  interpretación  necesaria,  la  necesidad  de  la  interpretación  es 
un  concepto  que  envuelve  la  relación  de  derecho  á  que  se  aplica, 
relación  compleja  que  abraza  tantas  como  el  derecho  mismo  y  no 
el  derecho  científicamente  considerado,  sino  en  acción,  por  lo  que 
es  relación  de  las  relaciones  la  que  se  aplica  al  concepto  de  nece- 
sidad en  la  interpretación. 

£n  estas  relaciones  está  la  proporción  de  utilidad. 

Siendo  la  inlerpretacion  relativamente  á  la  enseñanza,  invoca- 
ción ó  aplicación  de  la  ley,  necesaria,  es  también  útil.  Como  si 
fueran  distintos  é  independientes  los  conceptos,  damos  el  de  uti- 
lidad. 

Lo  necesario,  sea  absoluto,  sea  relativamente,  subsiste.  Contra 
toda  prohibición,  contra  todo  esfuerzo,  contra  toda  autoridad  exis- 
tirá la  interpretación  de  la  ley;  manifiéstese  ó  no  sin  que  la  prohi- 
bición alcance  á  impedir  otra  cosa  que  la  forma,  el  modo  de  expre- 
sarla. 

Lo  útil  no  subsiste,  sino  en  cuanto  toma  vida  de  lo  necesario. 

Las  disposiciones  legales  que  propendían  á  impedir  la  interpreta- 
ción, impugnaban,  contradecían  su  utilidad.  Dejaban  la  necesidad 
ea  la  esfera  de  lo  lógico  y  abstracto  á  donde  la  prohibición  no  pue* 
de  llegar,  se  dirigían  contra  la  utilidad,  porque  bajo  la  base  de  la 
utilidad  era  como  la  interpretación,  hallaba  justificante. 

Lo  útil  y  lo  perjudicial  son,  empero,  dos  conceptos  antitéticos;  lo 
necesario  no  tiene  antitesís.  Asi  lo  necesario,  es  siempre  necesario, 
sea  como  fuese,  y  lo  útil  será  perjudicial  sí  no  fuese  bien. 
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De  ia  posibilidad  de  que,  en  vez  de  útil,  fiíese  perjadicial  ia  in* 
terpretacioD,  nació  el  hecho  de  prohibirse  y  la  razoa  de  priideucia 
que  le  dio  origen. 

§.  8.* 

Hemos  considerado  posible  que  la  interpretación  fuese  perjudi- 
cial, porque  lo  útil  es  lo  que  puede  usarse,  lo  que  debe  usarse  ó  ha- 
cerse, y  como  el  uso  es  acertado  ó  desacertado,  el  desacierto  en  lo 
que  acierto  exige,  es  perjudicial. 

Pocos  jurisconsultos  han  sido  benévolos  con  lustiniano,  autor 
de  la  mas  ruidosa  prohibición  de  interpretar  las  leyes  después  que 
las  habla  sembrado  de  retazos  de  intérpretes. 

El  mismo  Heinecio,  intérprete  moderno,  de  los  más  renombra- 
dos, dice:  «La  facultad  de  interpretar  las  leyes  va  acompañada  de 
un  peligro  no  pequeño,  y  por  lo  tanto,  aquellas  severisimas  disposi- 
ciones de  Justiniano,  no  pueden  llamarse  contrarías,  ni  á  la  equidad, 
ni  á  la  prudencia.  A  la  verdad,  no  porque  alguna  cosa  lleve  en  si 
cierto  peligro  debemos  desde  luego  proscribirla  y  condenarla  al  ol- 
vido, mucho  mas  cuando  en  tiempo  de  Justiniano  no  debieron  echar 
de  menos  esa  interpretación  de  las  leyes,  pues  en  aquella  ¿poca  se- 
gún Cuyacio,  todo  el  derecho  estaba  más  claro  y  en  continuo  uso, 
lo  que  hoy  dia  sucede  todo  lo  contrario,  pues  ha  penetrado  en  el 
foro  y  en  las  academias  una  legislación  extranjera  corrompida  en 
varios  lugares  y  oscurecida  por  un  largo  desuso  (1). » 

Si  hubiera  durado  la  prohibición,  si  las  penas  que  á  la  interpre- 
tación se  señalaban,  hubieran  alcanzado  al  autor  de  las  precedentes 
lineas  y  otros  anteriores  jurisconsultos,  ¡cuan  irreparable  no  seria 
el  mal  producido!  Porque  á  la  verdad,  si  no  poede  impedirse  que 
facultades  concedidas  por  igual  á  la  inteligencia,  den  tan  distintos 
resultados,  ¿no  será  prudente  por  el  mal  que  se  produzca,  impedir  el 
bien  que  nazca,  siendo  cierto  que  el  mal  y  sus  efectos  son  transito « 
rios  y  el  bien  y  los  suyos  eternos?  ¿Qué  ha  quedado  de  tanta  multi-' 
tud  de  adocenados  intérpretes?  ¿Qué  doctrinas  suyas  prevalecen?  Ni 
el  nombre  siquiera  ha  llegado  á  nosotros,  mientras  que  la  doctrina 
y  saber  de  los  varones  doctos,  ha  sido  recogida  con  cuidadosa  dili- 
gencia, y  ha  sobrevivido  en  su  mayor  parte  á  la  injuria  del  liem- 

{\ )    Heinecio.  Pref.  á  los  Gom.  de  Yinnio. 
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po  7  las  devastaciones «  incendios  y  ruinas  que  los  siglos  han 
presenciado.  Por  alta,  por  grande,  por  augusta  que  sea  la  persona 
dellegislador,  es  más  augusta  la  inteligencia  privilegiada,  y  son 
tan  fecundos  los  manantiales  de  la  jurisprudencia  que  debería  per- 
mitirse y  mejor  fomentarse  su  estudio,  con  la  esperanza  de  que  al- 
gún genio,  algún  espíritu  privilegiado  bailara  un  dia  una  fórmula, 
un  secreto  de  esos  que,  convertidos  en  leyes,  forman  un  vinculo 
más  de  unión  y  pas  entre  los  hombres. 

Las  razones  que  Justiniano  tuvo  para  prohibir  la  interpretación 
procedían  de  la  dificultad  de  hacerla  con  acierto. 

Por  eso  dice  el  mismo  Heinecio:  «Con  cuánta  cautela,'  empero, 
se  debe  preceder  al  hacer  uso  de  esta  facultad  de  interpretar  y  con 
cuánta  facilidad  se  viene  á  parar  á  una  ambigüedad  suma  entre 
tanta  multitud  de  intérpretes  nos  lo  demuestran  con  toda  evidencia 
esos  voluminosos  comentarios  que  á  centenares  han  salido  á  luz 
desde  los  tiempos  de  Irnerio;  comentarios  de  los  que  cuanto  más 
se  revuelvan  y  cuanto  más  voluminosos  se  elijan,  con  tanta  mayor 
claridad  aparecerá  ser  verdad  aquello  que  su  general  dijo  á  Callis* 
meno  que  un  grande  libro  $ude  ser  igtuUmente  un  grande  mal. 
Encontraránse  unos  peores  que  otros,  pero  cuanto  más  difusos  sean 
tanto  peores  aparecerán  que  los  demás,  de  modo  que  será  preciso 
confesar  al  fin  que  la  Jurisprudencia  habría  podido  reputarse  por 
dichosa,  si  nunca  hubiera  venido  á  parar  en  tan  sucias  manos  ó  si  en 
estos  tiempos  se  hubiese  sancionado  el  edicto  de  Justiniano  por  el 
que  se  imponía  la  pena  de  la  ley  Cornelia  á  tan  ineptos  zorcidores 
de  comentarios.» 

Antes  de  ocupamos  nosotros  de  ley  tan  famosa,  oigamos  las  ra- 
zones en  que  se  funda  Justiniano;  ¡él  que  había  rendido  tal  tributo 
de  admiración  á  los  jurisconsultos! 

Eu  primer  lugar,  conviene  saber  el  estado  de  la  ciencia  del  de- 
recho al  tiempo  en  que  el  derecho  imperial  se  establecía. 

Había  sido  en  su  primitiva  época  el  derecho,  según  un  autor  (1) 
critico,  cierta  misteriosa  ciencia  conocida  de  muy  pocos,  que  al  ex- 
presarla lo  hacían  con  modos  sentenciosos  y  breves:  en  su  segunda 
época,  un  privilegio  de  saber  que  gozaban  los^atricíos  envidia- 
dos por  la  plebe,  dando  origen  á  una  vasta  y  fecunda  contienda,  en 

(4)    Gans.  Das  Brbrechtin  Wellgesekillicher  Bi$tmekelunü.  Ber- 
lín 48S4. 
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la  que  cada  parte  dio  brillantes  ejemplos:  en  nna  tercera  época, 
derramado  y  conocido  el  derecho  entre  patricios  y  plebeyos»  se 
cnitivó  por  todos,  siendo  la  jurisprudencia  el  distintivo  del  pueblo 
romano  y  nosotros  diremos,  siendo  Roma  la  jurisprudencia  misma, 
como  fué  el  arte,  fué  y  es  catolicismo,  que  sólo  esta  ciudad  inmortal, 
sólo  este  nombre  siempre  augusto,  puede  significar  tanto. 

En  tiempo  de  Justiniano  regían  comoderecbot>ositivo,comoc¡en- 
cia  del  derecho,  como  historia,  fuentes  y  orígenes,  todo  á  la  vez, 
las  Constituciones  imperiales  (1),  confirmación  de  las  doctrinas  de 
Paulo  y  Papiniano,  las  obras  de  otros  jurisconsultos  basadas  en  las 
leyes  de  las  Doce  Tablas,  los  plebiscitos,  senado -consultos,  los  edic- 
tos de  los  magistrados  y  las  costumbres,  orígenes  humildes  compa- 
rados con  la  inmensidad  de  las  producciones  de  derecho  y  la  pro- 
digiosa inteligencia  de  centenares  de  jurisconsultos  (S). 

El  respeto,  la  admiración  de  Justiniano  á  estos  jurisconsultos 
fué  tan  grande,  que  al  cometer  la  formación  de  sus  famosas  Pan* 
doctas,  quiso  que  cada  ley  llevara  el  nombre  de  su  autor  (3),  y  sin 
embargo  mandaba  que  ningún  jurisperito  se  atreviese  á  escribir  so- 
bre ellas  comentario  alguno  ni  á  confundir  su  sentido  con  vana  pala- 
brería como  en  antiguos  tiempos  acontecía,  que  á  consecuencia  de 
las  innumerables  y  contrarias  opiniones  de  los  intérpretes  estaba 
confundido  todo  el  derecho;  añadiendo  que  «sólo  se  permitiría  ha- 
cer índices  y  explicación  de  títulos  ó  lo  que  llamaban  paratitlos, 
siempre  que  no  naciese  de  esto  aigun  daño  por  la  interpretación.» 

«Nadie  sea  tan  audaz,  decia  también,  que  compare  lo  que  exis- 
tía en  la  antigüedad  con  lo  que  ahora  nuestra  autoridad  establece.»* 

«Ninguno,  repetía,  de  los  jurisperitos  que  viven  ó  que  hayan  de 
vivir  se  atreva  i  anexionar  comentarios  á  estas  leyes,  á  menos  que 
quiera  traducirlas  al  griego  en  el  mismo  orden  y  correlación  en  que 
están  puestas,  á  lo  cual  dicen  los  griegos  xaxa  icóSx,  ó  que  quieran 
hacer  anotaciones  por  la  dificultad  de  los  títulos  y  componer  lo  que 

(1)    Véase  á  HugO/  Gesehist.^  Rom.  Rescht. 

(9i)  Entre  los  cuales  hubo  algunos  que  desmerecieron  ese  nombre 
porque,  como  dice  el  mismo  Justiniano,  sus  escritos,  nullis  aucíoribus 
Recepta  nec  vsitatiB^sunt,  ñeque  nos  eorum  volumina  nostram  inqnieia- 
redignamus  sanctionem.-'%,  i,^  Prol.  Dig.— §.  JO.  Conf.  Dig. 

(3)  Tanta  avtem  á  noHs  antiqnitati  habita  est  reverentia^  ut  nomi- 
na prudéntiun  taciturnitati  traaere  nullo patiamurmodo,  sed  nnus- 
anisqne  eorum  qui  auctor  legis  fuit  nostris  Digettis  inscriptus  est. — 
§.  40.  De  conf.  aig. 
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se  llaman  paratitlos.  Fuera  de  esCas  interpretaciones  legales  prohi- 
bimos cualesquiera  otras  clases,  y  especialmente  las  perversiones 
para  que  de  su  confusa  palabrería  no  resulte  desdoro  á  nuestras  le- 
yes, como  sucedió  con  el  edicto  por  causa  de  los  comentadores,  que 
extendieron  hasta  lo  infinito  nna  obra  de  proporciones  moderadas, 
llevándola  hasta  confundir  casi  toda  la  jurisprudencia  romana.  Y  si 
no  hemos  consentido  estos  comentadores,  ¿cómo  hemos  de  consentir 
para  lo  sucesivo  un  origen  de  vanas  discordias?  Por  lo  cual  los  que 
se  atrevan  á  Hacerlo  serán  castigados  como  reos  de  falsedad  y  des- 
truidos ó  rotos  los  ejemplares  de  sus  libros.  T  si,  como  queda  dicho, 
se  notare  en  la  ley  alguna  ambigüedad,  aciidase  por  los  Jueces  á  la 
autoridad  imperial  para  que  ésta,  üoica  á  qnien  es  dado  hacer  las 
leyes,  la  resuelva  (1).» 

Tal  es  el  contenido  literal  de  la  prohibición  de  interpretar  las 
leyes.  Algunos  la  han  considerado  irritante  (3);  otros  la  han  consi- 
derado justa,  acomodada  á  la  verdadera  noción  del  derecho  posi- 
tivo (3);  otros  la  han  disculpado,  porque  no  existiendo  imprenta, 
sucedía  que  el  comentario  y  la  ley  se  confundían  fácilmente  como 
escritps  copiados  por  la  mano  misma  (4),  y  pocos  se  han  dado  cuen- 
ta cabal  de-la  razón  que  la  misma  prohibición  contiene. 

Esta  razón  es  obvia.  Confiesa  Ju'sttniano  que  se  han  entresacado 
las  opiniones  de  todos  los  antiguos  jurisconsultos  de  entre  una 
multitud  de  libros,  que  eran  próximamente  unos  dos  mt7,  y  que 
contenían  tres  millones  de  fragmentos,  habiéndose  retfnido  estas 
opiniones  en  un  breve  y  bien  ordenado  compendio;  añade,  que  des- 
haciendo toda  ambigüedad  y  no  dejando  subsistir  contradicción  al- 
guna, ha  formulado  en  un  sólo  cuerpo  llamado  Dígesto  ó  Pandectas, 
compuesto  de  cincuenta  libros,  todas  las  discusiones  y  decisiones 
4ie  las  leyes. 

A  quien  estudie  con  detenimiento  el  grado  de  perfección  que  al- 
canzó el  derecho  romano,  gloria  y  envidia  de  la  generación  pre- 
sente, modelo  perpetuo  del  derecho  de  los  pueblos  que  han  sobre- 
vivido, al  que  considere  la  exhuberancia  de  doctrina  de  aquella 
sociedad  que  contaba  por  miles  las  obras  de  jurisprudencia  y  que 


(1)  §.  Sl.Conf.  Dij;;. 

(2)  Véase  lo  que  dice  Heinecio. 

(3)  Zacharias  Hermen.,  des  Rom.  Reseht, 

(4)  ftusell,  Bneiclop,  iu  DroiL 
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entre  ellas  habían  gozado  de  fama  imperecedera  y  se  habían  con- 
siderado inmejorables  algunas,  como  las  de  Papiniano,  las  senten- 
cias de  Paulo  y  las  de  otros  ilustres  jurisconsultos,  cerrado  el  hori- 
zonte de  luz  y  de  progreso  en  esa  ciencia,  ¿le  parecerá  extraño  que 
Justiniano  creyese  y  considerase  de  buena,  de  sana  fé,  imposible 
que  los  tratados  que  se  escribieran  mejorasen  los  que  hablan  exis- 
tido? Ciertamente,  y  la  misma  decadencia  científica,  literaria,  po* 
litica  y  social,  que  Justiniano  encontró  y  el  pueblo  i  quien  se  diri- 
gía, le  confirmaban  en  esta  oiúnion.  * 

'Por  otra  parte,  seria  de  gran  valimiento  para  él,  el  que  esta 
misma  prohibición  fuera  aconsejada,  hecha  acaso  por  el  doctfsi^ 
mo  Triboniano  y  por  otros  jurisconsultos  que  á  ser  la  prohibición 
destituida  de  fundamento,  hubieran  influido  para  impedirla  en  el 
ánimo  del  principe. 

Nó ;  no  puede  negarse  que  la  jurisprudencia  riquísima,  fecun- 
dísima ciencia  como  ninguna  otra,  habria  alcanzado  en  Roma  ese 
período  largo  de  elaboración,  crecimiento  y  decrepitud  tan  fácil  de 
comprender  en  tiempos  menos  idólatras  de  una  ley  del  progreso 
universalmente  proclamada,  pero  difícilmente  comprendida  en 
ciertas  aplicaciones  concretas. 

Cuatro  siglos  antes,  hablando  un  filósofo  profundo,  orador  in- 
signe y  jurisconsulto  notable,  de  la  filosofía  y  de  los  diferentes  sis- 
temas y  escuelas  filosóficas,  decia  que  no  era  posible  imaginar  dis- 
parate que*no  hubiese  sido  proclamado  como  verdad  por  un  filósofo. 
k  tal  grado  de  saturación  llegó  la  filosofía.  Pues  la  jurisprudencia, 
incomparablemente  más  cultivada,  más  extendida,  más  arrogante, 
¿cuántos  errores  no  debió  proclamar?  ¿Cuánta  confusión  no  llegaría 
á  introducir?  ¿Qué  clases  de  comentarios  se  escribirían  ó  tratados 
se  confeccionarian  de  una  ciencia  que  si  convertida  en  ley  obligaba 
á  todos  y  todos  respetaban,  convertida  en  campo  de  opiniones  y 
discordias  era  capaz  de  producirlas  eternas? 

Pero  esta  razón  no  era  bastante ;  la  principal  de  Justiniano  con« 
sistió  en  que  si  bien  creía  y  confesaba  que  su  obra  se  resentía  de  la 
natural  imperfección  humana,  porque  sólo  lo  divino  es  perfecto  (1), 
la  creía  suficientemente  perfecta  para  no  necesitar  enmiendas  ni 
correcciones  que  fueran  propuestas  eon  razón  ó  sin  ella  por  los  ju- 
risperitos menos  respetables  que  los  que  habían  formado  las  leyes 

(O    Dig.  id. 
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y  en  cambio  audaces  y  Henos  de  palabreria.  A  estos  temía ;  de  es- 
tos quería  librar  su  Código,  y  á  los  otros  no  esperaba,  porque  re- 
pelimos una  vez  más,  Justíniano  tuvo  razón  en  su  tiempo  para 
creer  inmejorable  el  estado  de  la  ciencia. 

Solían  versar  además  los  comentarios  é  interpretaciones  sobre 
lo  que  se  debe  hacer  en  casos  de  ley  contradictoria,  y  él  aseguraba 
que  babia  acabado  con  todas  las  contradicciones  y  que  su  obra  no 
las  contenía  (i)  sobre  puntos  ambiguos,  y  él  creia  que  era  el  mismo 
autor  de  la  ley  el  que  debía  resolver  las  dudas  ofrecidas  ó  ambi- 
güedades encontradas;  así,  pues,  creyó  innecesario,  inútil  y  vano  el 
comentario,  y  perjudicial  según  demostraba  la  experiencia. 

¿Qué  razones  pudo  tener,  empero,  para  declarar  reos  de  falsedad 
á  los  comentadores?  Entre  los  delitos  se  hallan  las  falsedades,  y  en 
efecto  cabe  considerar  falsedad  el  acto  de  dar  como  ley  pura,  como 
ley  auténtica,  como  documento  oficial,  lo  que  es  alterado,  mudado, 
cambiado,  mal  explicado,  sujeto  á  error,  etc. 

Comete  falsedad  el  que  publica  como  ley  opinión  y  sentencia  en 
que  basar  un  derecho,  si  ni  la  opinión  ni  la  sentencia  tienen  fuerza 
de  ley. 

Se  hará  justicia  á  esta  prohibición  y  si  no  se  ha  hecho  por  los 
hombres  de  ciencia,  indulgentes  con  lo  que  halaga  sus  inclinacio- 
nes, hácese  de  día  en  día  más  con  el  desuso  de  las  obras  interpre- 
tativas y  comentarios  á  los  cuales  no  ya  se  acude  para  conocer  el 
verdadero  sentido  de  una  ley,  ni  la  extensión  de  una  regla  jurídica, 
sino  como  medio  de  educar  el  espíritu,  de  formar  el  criterio  propio 
estudiando  en  buenos  modelos  el  criterio  del  intérprete  consultado. 

§.  9.* 

Por  donde  se  deduce  que  la  interpretación  inconveniente,  inútil , 
la  vana  palabreria  sobre  la  ley,  las  discordias  sobre  su  sentido  de- 
ben proscribirse  como  las  proscribió  Justíniano. 

Pero  sí  á  Justíniano  se  le  hubiese  dicho  que  el  venerado  Paulo 
y  el  excelso  Papiniano,  y  Clpiano  y  Modestino,  tendrían  sucesores 
como  Cujacío,  Godofredo  y  Yinio;  que  el  siglo  que  produce  á  Heine- 
cio  precede  al  que  produce  á  Savigny,  y  que  su  verdadera  gloria  no 
ha  sido  jamás  ni  tan  explendente  ni  tan  luminosa  como  después  de 


(4)    §,  ld.Dig. 
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catorce  siglos,  ¿no  hubiera  considerado  severfsima  sn  ley  Cornelia? 
Ciertamente. 

Luego  el  hecho  de  que  las  leyes  hayan  alcanzado  sn  verdadero  y 
primitivo  esplendor  mediante  el  afán  y  diligencia  de  los  jurisconsul- 
tos; el  hecho  de  que  hayan  sido  interpretadas  y  comentadas  con  lu- 
cidez notable,  y  que  siga  esta  tarea  al  compás  del  desarrollo  de  la 
ciencia;  la  imposibilidad  de  alterar,  mudar  ni  cambiar,  iiílrodncir 
ni  confundir  la  ley  con  el  comentario,  porque  la  tipografía  es  un 
preservativo  seguro;  ¿noserán  motivos  suficientes  para  declarar  con 
la  experiencia  de  los  siglos  y  con  el  desengaño  provechoso  que  la 
prohibición  no  debe  subsistir  y  que  aquellas  disposiciones  si  deben 
ser  respetadas  atendida  su  época  no  pueden  prevalecer  en  lamo* 
derna? 

Sin  embargo,  diez  siglos  más  tarde  se  ha  repetido  entre  nos- 
otros el  fenómeno,  y  lo  que  con  diferencia  de  diez  siglos  y  con  dife- 
rencia de  civilización  y^pocas  tiene  lugar  merecerá  un  eiámen  de* 
tenido. 

Es  sabido,  en  efecto,  que  una  de  nuestras  leyes  á  semejanza  de 
las  citadas  del  emperador  romano,  contenia  el  decreto  de  prohibi- 
ción, si  no  de  interpretar  ni  comentar  las  leyes,  de  valerse  de  los  co- 
mentarios ó  inlerpretaciones  al  menos,  i  Mandamos  é  ordenamos 
que  las  partes  litigantes  é  sus  Letrados,  por  escrito  ó  por  palabra, 
disputando  ó  en  otra  manera  no  puedan  alegar  opinión,  determina- 
ción, dicho,  ni  autoridad,  ni  glosa  de  doctor  canonista,  ni  legista, 
de  aquellos  que  fueron  después  de  Bartulo  ó  de  Juan  Andrés,  ni  de 
los  doctores  que  de  aquí  adellinte  fueren.  E  los  Jueces  no  lo  con- 
sientan: é  el  Abogado  ó  Procurador  que  lo  contrario  hiciese  sea  pri- 
vado perpetuamente  de  su  oficio.  E  asimesmo  el  Juez  que  lo  con- 
sintiere y  la  parte  que  lo  alegare  pierda  la  causa  (i).» 

La  Reina  Dona  Juana  para  evitar  cuestión  sobre  te  preferencia 
que  deberán  tener  los  jurisconsultos  anteriores  á  los  citados  en  esa 
Pragmática  trascrita,  dio  otra  (2)  la  cual  fué  derogada  por  otra  que 
decia:  «í  porque  agora  somos  informados  que  lo  que  hicimos  para 
cstorvar  la  proligidad  y  muchedumbre  de  las  opiniones  de  los  doc- 
tores, ha  traido  mayor  daño  í  incoaveniente:  por  ende  por  la  pre- 


(\)    Ley  6.%  tít.  4.^  lib.  \ .^  00.  RR. 
(2)    Ord.  37,  de  Madrid. 
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senté  revocamos,  'casamos,  analamos,  eQ  cuanto  á  esto,  todo  lo  eon* 
tenido  en  la  dicha  ley  (1).» 

Las  leyes  de  los  Wisigodos  (2),  el  Fuero  Real  (3),  el  Ordena- 
miento Real  (4)  contenían  claramente  el  principio  de  que  todas  las 
diferencias  entre  particulares,  toda  cuestión  y  reclamación  someti* 
da  á  las  justicias  fuera  resuelta  por  estas  leyes  sin  que  pudiera  dar- 
se otra  resolución  que  la  que  en  las  mismas  se  proponía. 

Haciéndose  cargo  de  esto  el  docto  Sr.  Mayans  y  Sisear  dice  en 
su  carta  á  Berni:  «la  contumacia  de  los  A.bogados  más  aplicados  á 
leer  ios  índices  y  Sumarios  de  los  Intérpretes,  que  á  estudiar  las 
mismas  leyes  está  forcejeando  contra  ellas,  venerando  como  leyes 
y  leyes  superiores,  las  opiniones  ó  sean  las  sentencias  de  los  Intér- 
pretes. Esto  nace  de  que  habiendo  florecido  después  de  los  antiguos 
glosadores  minches  Letrados  que  escribieron  difusamente  sobre  uno 
y  otro  derecho  y  particularmente  Juan  Andrés,  Bartulo,  Baldo, 
Angelo,  Saliceto,  Paulo  de  Castro  y  otros  tenidos  en  aquellos  siglos 
poco  instruidos  por  oráculos  de  la  jurisprudencia,  los  demás  legistas 
y  canonistas  viendo  tantos  volúmenes  cuantos  no  podían  leer^  pen- 
saban que  ya  no  había  más  que  escribir;  y  preocupados  de  la  auto- 
ridad de  sus  maestros,  empezaron  á  seguirlos  ciegamente  teniendo 
sus  sentencias  como  alma  de  las  mismas  leyes.  Pero  el  interés  de  los 
litigantes  y  la  codicia  de  los  Abogados  ó  bien  su  de^eo  de  averiguar 
la  verdad,  dieron  ocasión  á  examinar  aquellas-sentencias,  prefirien- 
do las  más  seguidas  llamadas  Praxis.  En  tan  grande  número  de  In- 
térpretes sucedía  muchas  veces  que  la  diligencia  de  algún  Letrado 
que  tenia  más  libros  ó  había  leído  más,  hacía  pasar  por  sentencia 
común  la  que  tenia  menos  defensores.  Controvertíase  cuál  era  sen- 
tencia común,  y  aun  conviniendo  en  esto,  sobre  que  había  varios 
pareceres,  se  dudaba  cuál  era  más  común,  y  cuál  de  ellas  debía  pre- 
ferirse; h  que  tenia  mayor  número  de  defensores  ó  la  que  los  tenia 
mejores;  la  que  estaba  autorizada  por  los  más  clásicos  intérpretes, 
ó  la  que  parecía  más  racional;  la  más  conforme  á  la  práctica  ó  la 
más  ajustada  á  la  razón  legal.» 

En  los  mismos  términos  habla  el  Doctor  Castro,  y  como  Mayans 


(i)  Lib.  2.°,tít.  1.°,  1.  3.  B. 

(2)  9.%tit.  1.°,  lib.  2.<> 

(3)  5.»,  tít.  6.?,  lib.  I .° 

(4)  4.%  tít.  4.^  lib.  i .«       . 
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lamenta  amargamente  que' se  hayan  producido  tan  latas  y  profusas 
interpretaciones  y  comentarios.  Hé  aquí  sus  palabras  ingenuamente 
dichas.  «El  trabajo  de  nuestros  interpretes  es  inmenso.  Entrando 
cualquiera  en  casa  de  un  A.bogado  que  ó  sea  verdaderamente  exac- 
to en  su  empleo  ó  sólo  tenga  el  gusto  de  hacer  de  ello  ostentación, 
viendo  las  paredes  de  su  estudio  cubiertas  de  libros  se  confirmará 
en  esta  verdad  y  mucho  más  si  se  reserva  la  reflexión  de  que  allí 
falta  la  mayor  parte  de  estos  escritos. 

«Ésta  prodigiosa  multitud- crece  con  los  siglos;  cada  año  produce 
nuevos  intérpretes  y  nuevos  escritos.  La  Jurisprudencia  sola  dá 
más  que  hacer  á  las  imprentas  y  más  provisión  á  los  coeteros  y 
cartoneros  que  todas  las  otras  facultades  juntas.  ¿Quién,  curioso  en 
leer  algún  papel  que  viene  encartonado  no  halla  regularmente 
entre  estos  desperdicios  una  glosa  de  derecho  ú  otro  pedazo  de  in- 
terpretación?  ¿Qué  podrá  esperarse  de  un  cuerpo  de  leyes  entre- 
gado á  las  disputas  de  los  hombres  sino  una  perpetua  discordia 
sobre  su  inteligencia?  (1) 

El  despego  hacia  la  interpretación,  es,  pues,  bastante  común  y 
no  hay  más  que  manejar  la  mayor  parte  de  los  intérpretes  para  per- 
suadirse de  lo  muy  fundados  que  estuvieron  los  que  con  poco  apre- 
cio y  como  obras  frecuentemente  producto  de  lá  vanidad  ciega,  del 
alarde  de  erudición  y  no  como  obras  provechosas  las  miraron. 

§.  10. 

En  Frauda  se  ha  discutido  mucho,  se  ha  escrito  mucho  y  se  ha 
legislado  bastante  á  propósito  de  la  interpretación  de  las  leyes. 

Sí  Montesquieu  hubiese  tomado  por  objeto  de  impugnación  la 
interpretación  jurídica,  hubiera  dicho  seguramente  lo  que  con  poca 
razón  dijo  de  la  religiosa.  « Estos  autores  no  han  buscado  en  la  es- 
critura lo  que  es  preciso  creer,  sino  lo  que  ellos  mismos  creen,  no 
lo  han  mirado  como  un  libro  donde  estaban,  contenidos  los  dogmas 
á  que  deben  asentimiento,  sino  como  una  obra  que  podría  dar 
autoridad  á  sus  propias  ideas;  por  eso  han  corrompido  todo  sentido 
y  dado  tortura  á  todo  pasaje  (2). 

El  autor  del  famoso  Espíritu  de  las  leyes  habia  advertido  (3) 


(1)    Castro,  tomo  2.^  de  la  primera  edición. 

(t)    Letres  persanei,  lib.  434. 

(3)    Bsprit  des  lois,  lib.  26,  cap.  48., 
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que  cuando  dos  leyes  parecen  contradecirse  debe  examinarse  si 
son  de  un  mismo  orden;  si  ambas  son  civiles,  por  ejemplo ,  ó  una 
civil  y  otra  política;  habia  expuesto  las  reglas  según  las  cuales 
deben  componerse  las  leyes;  la  moderación  (1),  el  buen  fin  políti- 
co (2),  la  claridad  (3),  la  prudencia  ó  precisión  para  que  no  conten- 
ga de  un  modo  lo  que  de  otro  se  trata  de  evitar  (4),  la  seguridad  de 
que  no  han  de  producir  distintos  efectos,  sin  que  la  diferencia  de 
épocas  los  pueda  producir  (5)  ó  que  se  desconozca  la  diferencia  de 
motivos  en  leyes  que  parezcan  iguales,  en  uno  ó  distinto  país  (6). 
Leyes  que  parecen  contrarias,  dice  además,  tienen  alguna  vez  un 
mismo  espíritu  como  la  romana,  que  prohibía  violar  la  casa,  y 
la  francesa,  que  permitiéndolo  y  teniéndolo  por  bueno,  no  permi- 
te sin  embargo  entrar*en  casa  de  uno  y  aprisionarle,  no  siendo  con- 
denado más  que  por  deudas  civiles;  cuyas  dos  leyes  reconocen  como 
principio  que  cada  ciudadano  tiene  su  casa  por  asilo  y  que  no  ha  de 
recjbir  en  ella  violencia  alguna  (7).  Leyes  diversas  admiten  com- 
paración si  asimismo  se  compara  todo  el  sistema  legal  de  los  pue- 
blos que  las  han  establecido  (8).  Leyes  que  parecen  las  mismas 
son  alguna  vez  realmente  distintas  (9).  No  se  debe  prescindir  ja- 
más del  objeto  ó  fin  con  qué  las  leyes  han  sido  establecidas,  porque 
muy  distinta  parecería  entonces  la  ley  de  Licurgo,  que  fomentaba  el 
hurto  para  que  los  ciudadanos  aprendiesen  agilidad,  astucia  y  des- 
treza, castigando  á  los  que  se  dejaban  sorprender. 

No  se  debe  prescindir  tampoco  de  las  circunstancias  en  que  las 


(n    Id.,lib.  XIX,  cap.  4.*» 
h)    Id.,  cap.  a.'^ 

(3)  Id.  4.° 

(4)  Gomo  la  que  cita  tomada  De/alsa  legatione,  de  Eschines. 

(o)  Gomo  la  ley  de  Gésar  (Dion.,  lib.  41)  que  prohibía  guardar  en 
casa  más  de  cuarenta  sextercios  facilitando  el  movimiento  de  la  mone- 
da en  favor  del  pobre,  y  otra  igual  de  Francia  que  logró  poner  todo  el 
dinero  en  una  sola  mano. 

Lo  mismo  sucedió  con  la  ley  del  ostracismo  establecida  en  Atenas, 
en  Argos  y  en  Siracusa. 

(6)  Gomo  las  penales  del  suicidio  griegas  y  romanas  que  tenían  dis- 
tinta razón  de  ser. 

(7)  Gap.  X  del  libro  citado. 

(8)  Cap.  XII,  id. 

(9)  Gomo  las  griegas,  romanas  y  francesas  que  castigan  al  ladrón 
y  al  encubridor  del  robo  como  si  fueran  igualmente  culpables  que  no 
debía  regir  cuando  tan  distinta  era  la  naturaleza  de  la  pena  en  estos 
países. 
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leyes  fueron  hechas,  porque  si  las  leyes  romanas  condenaban  á  un 
médico  inepto  ó  negligente  á  la  deportación,  y  de  ello  se  pretendiera 
deducir  la  conveniencia  de  una  ley  semejante,  se  olvidaria  que  en- 
tonces era  médico  el  que  queria  dedicarse  á  curar,  y  lo  es  hoy  el 
que  á  título  de  suficiencia  probada^  está  autorizado  por  las  leyes  (1). 

Tales  son  las  ideas  de  critica  legal  que  Montesquieu  habia  ex- 
presado, sacando  con  admirable  tino  un  ejemplo  práctico  de  cada 
proposición  sentada. 

La  interpretación  era  para  él  asunto  de  simple  lógica,  de  buen 
sentido  en  la  apreciación  y  examen  de  las  leyes;  pero  es  forzoso 
decir  que  no  es  filósofo  ni  jurisconsulto  el  que  habla;  es  un  critico 
profundo,  es  un  observador  cuidadoso. 

Domat,  el  renombrado  autor  de  las  leyes  owües,  se  reduce  más, 
es  más  concreto  en  el  estudio  de  las  leyes  y  no  penetra  en  el  fondo 
de  esa  crítica  universal. 

Domat,  aceptando  la  general  idea  de  que  para  juzgar  bien  .del 
sentido  de  una  ley,  se  debe  tener  en  cuenta  su  motivo,  su  relación 
con  leyes  anteriores,  ventajas  y  desventajas  que  trae,  etc.;  consi- 
dera su  espíritu  y  divide  la  interpretación  en  dos  grandes  y  funda- 
mentales especies,  expansiva  y  restrictiva. 

«Las  leyes,  dice  (2),  que  se  refieren  á  la  libertad  natural,  ge- 
neralmente hablando,  las  que  permiten  toda  clase  de  convenciones 
ó  pactos  y  las  que  £avorecen  la  equidad  (3),  se  interpretan  con  la 
mayor  extensión  que  sea  posible  dentro  de  otras  leyes  y  buenas 
costumbres;  pero  las  que  derogan  esla  libertad ,  las  que  contienen 
prohibición  de  lo  que  por  si  mismo  es  ilícito,  las  que  derogan  el  de- 
recho común,  las  que  tienen  por  objeto  excepciones,  dispensas  y 
otras  semejantes,  deben  limitarse  al  caso  que  regulan,  acto  que  se 
encuentra  expresamente  comprendido  en  sus  disposiciones  (4). 

Las  obscuridades,  ambigüedades  y  otros  defectos  de  expresión 
que  pueden  hacer  dudoso  el  sentido  de  una  ley,  dice  el  mismo  (5), 
y  las  demás  dificultades  de  buena  inteligencia  y  aplicación  de  las 


(1)  Cap.  XIV. 

(2)  Les  lois  civiles,  Traite  des  lois,  chap.  XIL 

(3)  Favorecer  la  eijuidad,  ser  una  causa  favorable;  esto  se  refiere  á 
las  viudas,  huérfanos,  iglesias,  hospitales,  dotes,  testamentos,  etc.;  la 
misma  clasificación  han  adoptado  otros  autores. 

(4)  Domat,  Lee  cit,  cap.  XII. 

(5)  Des  regí,  dudroit.  en  general,  tít.  l.^  sec.  ?.*,  IX. 
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leyes  deben  resolverse  por  el  seatido  más  natural ,  más  relacionado 
con  el  objeto,  más  conforme  con  la  intención  del  legislador,  y  más 
recomendado  por  la  equidad;  lo  cual  se  llega  á  descubrir  por  las  di- 
ferentes consideraciones  de  la  naturaleza  de  la  ley,  so  motivo,  su 
relación  con  otras  leyes,  excepciones  que.  pueden  restringirla  y 
otras  reflexiones  semejantes  que  pueden  revelar  el  espíritu  y  el 
sentido  (i). 

Las  reglas  de  interpretación  son  las  de  buena  inteligencia  de  la 
ley,  y  éstas  no  son  desconocidas. 

De  este  modo  Domat  sin  tener  en  caenta  ninguno  de  los  motivos 
que  habian  servido  para  decidirse  en  favor  ó  en  contra  de  la  inter* 
pretacion ,  habla  de  este  asunto  como  de  los  demás  de  su  obra, 
con  buen  juicio  pero  con  una  prudencia  que  impide  por  lo  excesiva 
el  estudio  profundo  de  las  materias  por  las  más  comunes  y  vulga- 
res reglas  de  interpretación. 

No  era  temida  la  interpretación  por  Domat,  pero  podia  conve- 
nir en  lo  que  el  Canciller  L'Hopital  cuando  decia  que  la  juventud, 
enviada«á  estudiar  derecho,  aprendía  leyes  sin  saber  el  uso  que  de- 
bía hacer  de  ellas,  dando  por  su  ignorancia  ocasión  á  litigios  que 
pudieran  haberse  evitado  (2),  podia  presumir  que  los  más  partida- 
rios de  critica  general  intransigente,  los  que  en  nombre  de  la  sobe- 
ranía de  la  razón  humana  no  perdonaban  institución  alguna,  asi 
divina  como  humana,  si  alguna  vez  dirigian  acerbas  censuraa  á  las 
leyes,  terrible  es  la  que  dirigian  á  los  intérpretes. 

»Como  entregadas  al  pillaje  están  las  leyes  en  manos  de  ese 
cortejo  numeroso  de  jurisconsultos  que  las  comentan.  Con  sólo  ver 
sos  compilaciones,  tiene  motivo  para  aterrorizarse  el  espíritu  más 
incansable  para  el  trabajo.  Sus  glosas  y  sutilezas  son  los  incentivos 
de  la  curia.  Toda  cita,  si  no  es  la  de  la  ley,  debia  ser  prohibida 
en  el  foro  (3). 

Los  que  pedian  la  prohibición  de  citar  comentarios  en  el  foro  ni 


(i)  Lo  cual  como  él  mismo  hace  notar  está  conforme  con  la  ley  4 5, 
ff ,  Jje  legibus,  y  otras  muy  aplicables  que  le  sirven  de  comparación  y 
fundamento. 

(t)    Zajeunnesse  esenvoyée  estudier  ez  vniverntez  et  droit  t'e%  re- 


(3)    Diecionaire  raUonné  de  Diderot  et  D'Alemberi.  Y. 

TOMO  XLVI.  26 
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autoridad  alguna,  podían  recordar  que  una  disposición  legal  antigua 
en  su  misma  obra  mencionada  (i)  la  había  prohibido.  Existe  tam- 
bién la  Ordenanza  de  1666,  lít.  1.%  art.  l.\  según  la  cual  estaba 
prohibido  á  toda  clase  de  Tribunales,  cualquiera  que  fuese  la  difi- 
cultad de  ejecutar  una  ley,  artículo  ü  ordenanza,  el  interpretarla 
por  ser  esta  facultad  privativa  del  Soberano. 

Al  advenimiento  de  la  revolución  de  instituciones  operada  en 
Francia,  se  dispuso  que  el  Tí*ibunal  Supremo,  instituido  en  1.*  de 
Diciembre  de  1750,  debía  enviar  C'ada  ano  ¿  cada  una  de  las  sec- 
ciones del  Cuerpo  legislativo  una  diputación  que  le  presentase  un 
estado  de  los  fallos  pronunciados  con  noticia  marginal  y  texto  de  la 
ley  en  que  se  habían  fundado.  En  su  virtud  el  Tribunal  necesitaba 
interpretación  del  Cuerpo  legislativo,  y  sólo  podía  recurrir  á  él 
bajo  el  punto  de  vista  del  orden  general,  y  no  para  decidir  de  la 
aplicación  de  una  ley  existente  á  un  caso  particular,  sin  que  de 
ningún  modo  el  acto  de  recurrir  al  Cuerpo  legislativo  para  la  inter- 
pretación pudiese  retardar  la  decisión  en  los  juicios.  Tampoco  po- . 
día  un  Tribunal  pedir  al  Cuerpo  legislativo  declaración  de  ser  ó  no 
aplicable  la  ley  que  había  servido  para  un  fallo,  porque  más  que 
int,erpretacion  pediría  explicación  de  la  ley. 

Encomendábase  en  una  ley  á  las  secciones  reunidas  del  Tribu- 
nal Supremo  el  conocimiento  de  una  cuestión  suscitada  después  del 
segundo  fallo  del  mismo  Tribunal,  y  como  no  se  considerase  sufi- 
ciente se  dio  una  ley  especial  que  determinaba  el  caso  en  que  dos 
fallos  del  Tribunal  Supremo  podían  dar  lugar  á  la  interpretación  de 
las  leyes  (2). 

Abolida  esta  ley  se  dio  otra  más  tarde  (3),  calificada  por 
Dalloz  duramente,  asegurándose  que  « habría  destruido  á  la  lar- 
ga la  saludable  autoridad  del  Tribunal  Supremo  sí  no  se  hubie- 
ran previsto  sus  resultados ;  ley  irracional  y  sin  utilidad  para  la  . 
jurisprudencia,  puesto  que  haría  prevalecer  la  interpretación  de 
una  Audiencia  sobre  la  del  Tribunal  Supremo  en  pleno,  es  decir, 
sobre  la  inlerpretacion  emanada  del  Cuerpo  más  eminente  en  ilus- 
tración, y  cuya  única  taiisíon  consistía  en  averiguar  cuál  fuese  la 
mejor  interpretación  que  pudiera  darse  á  la  ley ;  ley  contraria  al 


(I )    Id.  y.  Interpretation. 
i)    Ley  46-26,  Setiembre  de  4807.  Dalloz,  1.  c. 
3)    Ley  de  30  de  Julio  de  4  836.  Id. 


í 
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espirita  de  onidad  en  las  institaciones  vigentes,  puesto  qne  susti- 
taina  la  jarisprodencia  de  an  sólo  Gaerpo  con  la  de  varios  (1). 

Derogada  esta  ley,  se  dio  otra  en  1/  de  Abril  de  1837  sobre  la 
autoridad  de  los  folios  del  Tribunal  Supremo. 

El  ástema  legislativo  fhincés  permite  leyes  interpretativas  ema- 
nando y  tomando  su  natural  origen  del  de  las  demás,  por  lo  cual 
observan  con  razón  Malher  de  Chasat  y  Víctor  Foucher  que  importa 
poco  que  de  esta  interpretación  resulte  ó  no  la  ley  interpretada, 
porque  la  interpelación  legislativa» teniendo  el  carácter  de  ley,  tie- 
ne la  que  le  dá  el  legislador. 

La  interpretación  ha  pasado,  pues,  en  Francia  por  las  vicisitu- 
des que  en  otros  países  sin  que  baya  sido  propuesto  á  las  asambleas 
legislativas  proyecto  alguno  que  diese  facultad  interpretativa  á  otro 
cuerpo  sino  al  legislativo. 

I.  de  Ríren  Delgado. 
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IV. 

•  Artículo  22.    Podrán  ser  habilitados  como  pobres: 

1/    Los  que  vivan  de  un  jornal  ó  salario  eventual. 

2.*  Los  que  vivan  sólo  de  un  salario  permanente,  ó  de  un  suel- 
do, cualquiera  que  sea  su  procedencia,  que  no  exceda  del  doble 
jornal  de  un  bracero  en  el  pueblo  cabeza  del  partido  judicial  del 
domicilio  de  los  que  solicitaren  la  habilitación. 

3/  Los  que  vivan  sólo  de  rentas,  cultivo  de  tierras  ó  cría  de  ga- 
nados, cuyos  productos  sean  menores  que  el  jornal  de  dos  braceros 
en  la  cabeza  del  mismo  partido  judicial. 

4.*    Los  que  vivan  sólo  del  ejercicio  de  cualquiera  profesión  ó 

(()    Dalloz,  Repert.y  núm.  463. 

\t)    Véanse  la3  págs.  88  del  tomo  XLY ,  y  1 1 1  del  tomo  XLYI  de  esta 

RXVISTA. 
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industria  ó  de  los  productos  de  cualquier  comercio,  por  los  cuales 
les  corresponda  pagar  de  contribución  una  cantidad  inferior  á  la 
fijada  en  la  siguiente  escala : 

£h  las  capitales  de  provincia  de  primera  clase,  80  pesetas. 

En  las  de  segunda,  40. 

En  las  de  tercera  y  cuarta,  30. 

En  las  cabezas  de  partido  judicial,  2o. 

En  los  demás  pueblos,  20.» 

Este  artículo  concuerda  con  el  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil.  Sólo  algunas  pequeñas  variantes  existen  entre  uno  y  otro,  pero 
en  su  esencia  están  contestes.  Ninguna  razón  Uay  para  que  estu- 
vieran discordes.  El  que  es  pobre  para  litigar  como  actor  civil  ó 
como  demandado,  lo  es  también  para  sostener  una  acción  penal  ó 
defenderse  como  procesado.  Las  bases  para  ser  habilitados  como 
pobres  deben  ser  las  mismas.  Mas  esto  no  quiere  decir  que  las 
aceptadas  por  una  y  otra  sean  las  únicas  justas,  ni  tampoco  que  de- 
jen d^  serlo,  toda  vez  que  esto  precisamente  es  lo  que  vamos  á  tra- 
tar exponiéndolas  una  por  una. 

La  primera  de  las  cuatro  bases  aceptadas  por  ambas  leyes  para 
tener  derecho  á  la  habilitación  como  pobre,  se  funda  en  los  escalos 
rendimientos  calculados  al  que  viva  de  un  jornal  ó  salario  eventual. 
Hay  que  suponer  que  el  jornalero  ó  el  que  no  tiene  más  recursos 
que  los  que  consigue  proporcionarse  con  el  salario  eventual  que  ga- 
ne no  puede  tener  economías  ni  capital  para  otra  cosa  que  para 
atender  á  sus  más  perentorias  necesidades.  Si  se  le  obligase  á  su- 
fragar los  gastos  de  una  contienda  judicial,  se  le  privaría  hasta  del 
alimento  indispensable  para  vivir.  El  que  se  halla  en  esta  situación, 
no  solamente  es  pobre  en  el  sentido  legal,  sino  que  lo  es  también 
en  el  concepto  social.  No  será  pordiosero  ó  mendigo,  pero  pobre  es 
iadudable.  Le  separa  de  aquel  un  áólo  grado,  que  es  el  mismo  de 
que  nos  valemos  ordinariamente  para  distinguir  la  mendicidad  de 
la  pobreza.  Mendigo  es  el  que  nada  tiene,  y  pobre  el  que  aun  te- 
niendo algunos  recursos,  apenas  son  los  bastantes  para  atender  á  su 
alimentación.  La  ley,  teniendo  en  cuenta  esto,  le  ha  concedido  el 
derecho  de  pedir  se  le  presten  los  debidos  auxilios  para  sostener  su^ 
derecho  ó  defenderse  cuando  se  halle  procesado.  La  sociedad  debe 
esas  prestaciones,  y  de  no  darlas  inferiria  un  grave  ultraje  al  dere- 
cho personal,  privando  á  gran  número  de  individuos  de  los  medios 
indispensables  para  hacer  respetar  su  personalidad.  Si  tanto  el  jor- 
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nalero  como  el. que  vÍTe  de  an  salario  eventual  no  pueden  menos  de 
ser  considerados  como  pobres,  aun  en  la  acepción  vulgar  de  esta 
palabra,  se  ha  hecho  bien  al  concederles  esas  prestaciones  sociales. 
La  base  aceptada  por  la  ley  para  hacer  esa  concesión  no  puede  du- 
darse que  es  justa.  Pero  aunque  á  primera  vista  parece  que  la  dis- 
posiciones clara,  sin  embargo,  do  sucede  así.  Todos  comprendemos 
perfectamente  quiénes  deben  ser  considerados  como  jornaleros,  pero 
no  acertamos  á  determinar  con  igual  claridad  quiénes  son  los  qne 
debe  considerarse  que  viven  de  un  salario  eventual,  y  ofrece  no 
pocas  dificultades  el  dar  una  definición  exacta  de  este  último.  Los 
ilustrados  comentaristas  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  seno- 
res  Manresa,  Miguel  y  Reus  han  manifestado  que  es  difícil  apre- 
ciar debidamente  lo  que  te  entiende  por  Miar io  eventual,  sobre  todo 
cuando  se  trate  de  establecer  la  línea  divisoria  entre  él  y  el  per- 
manente para  determinar  los- diferentes  efectos  que  la  indicada  ley 
señala  á  uno  ú  otro  en  los  números  1.*  y  2.*  de  su  art.  18^  que 
vienen  á  ser  los  mismos  del  que  estamos  examinando.  T  en  verdad, 
no  es  fácil  tarea  determinar  el  limite  del  salario  epentual  para  re- 
solver cuándo  pierde  este  carácter  y  se  convierte  en  permanente. 
Sin  embargo,  aunque  la  ley  no  nos  suministra  medios  de  poderlos 
distinguir  fijamente,  creemos  poder  explicar  en  una  forma  algún 
tanto  satisfactoria  el  alcance  de  cada  uno.  Lo  que  separa  al  salario 
eventual  del  permanente  es,  sin  duda,  el  derecho  que  para  exigirlo 
tiene  el  asalariado  por  más  ó  menos  tiempo  de  un  ano,  con  arreglo 
al  contrato  de  arrendamiento  del  trabajo.  Si  el  derecho  á  exigirlo 
en  virtud  de  lo  pactado  no  llega  al  año,  el  salario  no  puede  repu- 
tarse como  permamente  sino  como  eventual  ó  de  temporada;  y  si, 
^  por  el  contrario,  llegase  á  un  ano  ó  á  más,  entonces  el  salario  seria 
permanente.  Sabido  es  que  el  contrato  de  arrendamiento  del  traba-, 
jo  no  puede  hacerse  por  toda  la  vida,  y  por  consiguiente  para  con- 
siderar un  salario  como  permanente  no  es  necesario  que  sea  vita- 
licio, sino  por  un  período  más  ó  menos  largo,  y  este  periodo  no 
puede  ser  más  corto  que  el  de  un  año,  pues  de  lo  contrario  seria 
diario  ó  temporal,  pero  no  fijo  y  permanente.  Esta  explicación  en 
nftstro  entender  creemos  que  satisface,  aunque  no  sea  por  comple- 
to, las  exií^encias  de  dar  una  idea  clara  y  general  que  sirva  para 
distinguir  las  dos  palabras  eventual  y  permanente  aplicadas  con 
poca  propiedad  al  salario,  y  en  nuestro  apoyo  viene  también  la  sig- 
nificación jurídica  de  la  palabra  jornalero,  que  contribuye  no  poco 
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á  fijar  el  sentido  en  que  han  sido  asadas  las  dos  anteriores.  Por  jor*. 
ndero  se  entiende  el  que  arrienda  su  trabajo  por  un  sólo  día  y  por 
jornal  el  estipendio  que  gana  durante  éh  £1  jornalero  es  jurídica- 
mente hablando  el  bracero  que  arrendando  por  un  sólo  dia  su  tra- 
bajo tiene  derecho  á  reclamar  en  la  noche  del  mismo  el  estipendio 
ganado  conforme  á  la  ley  2/,  tít.  26,  lib.  8/  de  la  Nov.  Rec.  Dis- 
tingüese del  asalariado  temporero  ó  eventualmeníe  en  que  éste  ar- 
rienda su  trabajo  por  cierta  temporada  del  ano,  masó  menos  larga, 
en  una  cantidad  alzada,  y  en  que  aquel  trabaja  á  tanto  por  dia,  ó 
sea  de  sol  á  sol.  El  jornalero  no  tiene  derecho  á  exigir  del  amo, 
salvo  pacto  en  contrario,  que  le  aloje  y  alimente,  en  tanto  que  el 
asalariado  temporero  sí.  Él  primero  termina  su  compromiso  en  el 
dia,  y  el  segundo  no  queda  libre  de  él  hasta  que  no  se  cumpla  la 
temporada  ó  la  operación  que  se  comprometió  á  ejecutar.  A  más  de 
esto  el  asalariado  temporero  lo  mismo  gana  su  estipendio  los  dias 
llamados  de  trabajo  que  los  festivos,  y  el  jornalero  nada  más  que 
el  dia  que  trabaja.  Dicho  esto,  fácil  es  establecer  ya  la  línea  diviso- 
ría  entre  el  asalariado  temporero  ó  eventual  y  el  asalariado  perma- 
nentemente. Este  percibe  un  salario  fijo  durante  el  ano  sin  que  le 
falte  ni  un  sólo  dia,  cosa  que  no  sucede  al  temporero  que  no  lo  tie- 
ne asegurado  más  que  por  una  temporada  más  ó  menos  larga  del 
mismo,  ó  por  el  tiempo  que  dure  la  operación  especial  que  se  ha 
comprometido  á  ejecutar.  Concluida  aquella,  ó  realizada  ésta,  tiene 
que  buscar  de  nuevo  ocupación  y  correr  la  eventualidad  de  hallarla 
ó  no.  El  asalariado  permanentemente,  aun  en  el  caso  de  enferme- 
dad que  le  impida  trabajar  por  algunos  dias,  si  estos  no  son  muchos, 
úo  por  eso  se  le  descuenta  generalmente  de  su  salario  la  parte  cor- 
respondiente á  los  días  que  no  baya  trabajado,  en  tanto  que  al  tem- 
porero suele  hacérsele  este  descuento. 

No  insisteremos  más  sobre  esto ,  porque  creemos  que  con  lo 
expuesto,  puede  ya  formarse  cabal  idea  de  la  distinción  que  hemos 
tratado  establecer  entre  el  jornalero^  el  asalariado  eventualmeníe  y 
el  asalariado  con  permanencia.  Comprendemos  que  nuestra  opinión 
como  no  basada  sobre  ningún  precedente  jurídico  que  la  vigorice, 
es  por  demás,  aventurada ;  pero  si  como  sospechan  los  ilustradla 
comentaristas  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  antes  citados,  e) 
legislador  no  ha  tenido  por  conveniente  definir  lo  que  por  salario 
eventual  y  por  salario  pennawnte  debe  entenderse,  tal  vez  por  ha- 
ber tropezado  con  la  dificultad  de  tirar  la  Unea  divisoria  entre 
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amboif  nada  de  extraño  tendrá  el  que  nosotros  no  acertemos  á  in- 
terpretar rectamente  lo  que  ni  el  mismo  legislador  ha  podido  de- 
finir. 

La  segunda  base  que  la  ley  consigna  para  tener  derecho  á  ser 
habilitados  como  pobres ,  comprende  no  sólo  al  que  viva  de  su  sa-^ 
lario  permanente,  sino  también  al  que  perciba  un  sueldo  cualquiera 
que  sea  su  procedencia,  con  tal  que  no  excedan  del  doble  jornal  de 
nn  bracero  en  el  pueblo  cabeza  del  partido  judicial  del  domicilio 
del  que  solicitare  la*  habilitación.  Esta  base  es  la  misma  de  la  ley 
de  Eujniciamiento  civil,  sin  más  modificación  que  la  de  haber  re- 
fundido en  ella  la  declaración  que  se  hace  en  el  art.  185  de  la  citada 
ley  req[>ecto  i  lo  que  debía  entenderse  por  localidad,  que  es  la  ca- 
beza del  partido  judicial  donde  se  halle  domiciliado  el  que  intente 
acogerse  á  los  beneficios  dispensados  al  pobre. 

Gomo  se  yé,  la  cuestión  que  antes  hemos  tratado,  no  deja  de 
tener  cierta  imporlancía;  pues  aunque  á  primera  vista  parece  que 
es  indiferente  el  considerar  á  uno  viviendo  de  un  salario  eventual 
6  de  nn  salario  permanente,  por  tener  en  ¿mbos  casos  derecho  á  s^r 
habilitado  como  pobre,  sin  embargo,  no  es  así,  y  podrían  darse  mo- 
tivos fundados  para  que  se  denegase  una  reclamación  en  que  se 
pidiera  se  le  declarase  comprendido  en  el  núm.  1.*,  estándolo  en 
el  2/  ó  viceversa.  Por  eso  conviene  aclarar  en  lo  posible  ésta  cues- 
tión, y  si  dable  fuera,  establecer  con  toda  exactitud  la  forma  segura 
de  poder  distinguir  el  uno  del  otro.  Del  mismo  modo  conviene  pre- 
cisar cómo  deben  entenderse  las  palabras  «cualquiera  que  sea  su 
procedencia,  >  que  usa  la  ley  al  equiparar  con  el  que  vive  de  un 
salario  permamente  al  que  disfruta  el  sueldo  que  en  la  misma  se 
indica.  Dado  que  por  suddo  se  entienda  generalmente  el  estipen- 
dio^ paga  ó  salario  de  los  empleados ,  parece  que  con  esas  palabras 
ha  querido  significarse  tan  sólo  que  se  comprenden  en  ella  tanto  á 
los  que  lo  sean  del  Estado,  como  de  la  Provincia  ó  del  Municipio. 
Pero  los  reputados  comentaristas  que  antes  hemos  citado,  creen  que 
en  ellas  se  comprenden  también  á  los  empleados  de  los  particula- 
res con  cuya  opinión  estamos  conformes,  porque  existen  las  mismas 
razones  á  favor  de  unos  que  de  otros.  T  no  solamente  creemos  que 
se  hallan  éstos  comprendidos  en  esas  palabras,  sino  que  lo  están 
también  todos  los  empleados  á  quienes  se  pague  su  sueldo  por  em- 
[Ñresas,  sociedades  ó  corporaciones,  ya  sean  nombrados  por  éstas  ó 
ya  lo  sean  por  el  Gobierno. 
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de  19  de  Marzo  de  1869,  publicada  en  la  GoMíía  de  2  de  AbríL 
Tendríamos  que  dar  mucha  extcosiou  ¿  este  trabajo  para  consignar 
todos  y  cada  uno  de  los  casos  resueltos  por  la  jurisprudencia,  y  de- 
bido á  esto  no  nos  detenemos  á  citarla. 

La  base  3/  para  tener  derecho  á  ser  habilitados  como  pobres 
comprende  á  los  que  vivan  sólo  de  rentas,  cultivo  de  tierras  ó  cria 
de  ganados,  cuyos  productos  sean  menores  que  el  jornal  de  dos 
braceros  en  el  pnebto  cabeza  del  partido  judicial  del  domicilio  de 
los  que  soliciten  la  habilitación.  Concuerda  esta  disposición  con  la 
que  lleva  igual  número  del  art.  182  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil. En  ella  no  se  ha  hecho  mis  variante  que  en  vez  de  decir  «fiyo» 
•ptoAuciú%  estén  gruduadoe^  en  una  suma  menor  que  la  equivalenie 
al  jornal  de  dos  braceros  en  eada  localidad,  se  ha  dicho:  cuyos  pro- 
duelos  sean  menores  que  el  jornal  de  dos  braceros  en  la  cabe%a  del 
mismo  partido  judicial.  Pero  el  tipo  aceptado  por  la  ley  es  el  mismo 
y  la  misma  también  la  localidad  á  que  se  refiere.  Este  tipo  es  tam- 
bién igual  al  tomado  para  servir  de  regulador  por  el  número  2.*:  fs 
el  mismo  doble  jornal  del  bracero. 

Mas  como  hacen  notar  los  ilustrados  comentaristas  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  tantas  veces  citados,  las  dificultades  que  ocnr* 
ran  en  la  apreciación  de  esta  regla  serán  mucho  mayores  que  las 
nacidas  de  la  anterior.  Y  esto  se  comprende  perfectamente.  En  la 
anterior,  dicen,  «el  sueldo  era  una  cosa  fija  y  conocida,  y  sólo  debía 
inveistigarse  si  el  salario  era  ó  tío  permanente:»  pero  en  esta  «hay 
queaveríguar.ante  todo  el  importe  de  los  productos  de  las  rentas, 
del  cultivo  de  las  tierras  ó  de  la  cria  de  ganados,  cosa  harto  difícil 
en  muchos  casos  y  que  se  presta  á  investigaciones  inconvenientes,  y 
tal  vez  muy  trascendentales  para  algunas  familias,  si  el  Juez  no  lo 
estorba  con  su  prudencia.»  Así  sucede,  en  efecto.  Las  dificultades 
que  ofrece  la  aplicación  de  esta  base,  son  realmente  dobles.  En  la 
anterior,  la  dificultad  más  grande  consistía  en  buscar  el  tipo  regula- 
dor, porque  el  sueldo  ó  salario  son  generalmente  cantidades  líquidas. 
Pero  en  esta,  á  más  de  tener  que  ^jar  el  importe  del  doble  jornal 
del  bracero,  tenemos  que  fijar  el  del  cultivo  de  las  tierras  ó  el  de  la 
cria  de  ganados.  Las  rentas  pueden  ser.tambien  en  ciertos  casos  \\i* 
quidas,  como  sucede  en  la  aparcería,  y  todo  contribuye  á  que  puedan 
darse  casos  muy  complicados.  Quizás,  como  indican  los  citados  co- 
mentaristas, hubiera  sido  mas  acertado  tomar  como  tipo  la  contri- 
bución que  se  pagase  al  Estado  por  más  que  este  sistema  exclusivo 
tiene  también  sus  inconvenientes,  como  más  adelante  veremos.  Pero 
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ninguna  novedad  ba  querido  introducir  la  naeva  ley  y  las  cosas  han 
quedado  en  el  mismo  estado  que  antes.  Vamos  ¿  descender  á  algu- 
nos pormenores  más. 

Por  renta  debe  entenderse  el  producto  que  anualmente  se  per- 
cibe del  capital,  bien  consista  este  en  bienes  raíces,  en  muebles,  en 
metálico,  ó  en  otros  valores  ó  efectos.  Para  los  fines  de  la  ley  lo 
mismo  debe  reputarse  renta  la  de  las  fincas  rústicas  y  urbanas  que 
el  interés  del  dinero,  el  usufructo,  los  censos,  foros,  lo  que  produz- 
can las  acciones  de  Bancos  ó  Compañías  mercantiles,  los  dividen- 
dos activos  y  cuanto  se  asemeje  á  esto.  Los  productos  de  los  bienes 
del  marido  y  los  de  su  esposa  deben  reunirse,  como  ya  hemos  iodi- 
cado,  para  computar  la  renta,  de  conformidad  con  la  doctrina  sen- 
tada por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia^  La  circunstancia  de  te- 
ner que  litigar  ambos  cónyuges,  no  afecta  nada  á  esta  doctrina, 
porque  la  mujer  constante  matrimonio ,  es  considerada  pobre  ó  rica 
por  referencia  á  su  marido,  y  no  podrá  considerarse  pobre  á  nin- 
guno de  ellos  si  las  rentas  reunidas  ó  la  de  cada  uno  por  si  exceden 
del  tipo  fijado  por  la  ley.  El  estar  privado  uno  de  los  productos  de 
la  renta  accidentalmente  es  justo  motivo  para  concederle  los  bene- 
ficios de  la  pobreza  legal,  pero  solamente  mientras  dure  la  priva* 
don,  debiendo  cesar  el  beneficio  tan  pronto  como  se  vuelvan  á  per- 
cibir esos  productos.  El  que  los  bienes  se  hallen  hipotecados  ó  da- 
dos en  garantía  no  es  obstáculo  para  denegar  la  defensa  por  pobre, 
si  el  que  la  solicita  percibe  sus  prodnctos.  Se  halla  terminantemen- 
te prohibido  apreciar  el  importe  de  la  renta  por  la  contribución  terr 
ritorial  ó  cualquiera  otra  que  se  pague. 

El  cultivo  de  i%erra$ ,  ó  sea  la  industria  agrícola,  es  una  de  las 
fuentes  de  la  riqueza,  y  con  razón  han  sido  tomados  en  cuenta  por 
la  ley  sos  productos  para  declarar  ó  no  pobre  al  que  se  dedique  á 
ella.  No  seria  justo  que  el  agricultor  que  ganase  más  que  dos  bra* 
ceros,  tuviera  derecho  ¿  ios  beneficios  dispensados  al  pobre.  T  en 
igual  caso  que  el  cultivador  de  tierras  ie  encuentra  el  que  se  dedi- 
ca á  la  industria  pecuaria  que  de  ordinario  se  explota  juntamente 
con  aquella.  Pero  hay  dehesas  que  no  están  cultivadas,  y  sus  pro- 
ductos consisten  generalmente  en  pastos  y  otros  aprovechamientos, 
como  maderas ,  carbón ,  bellotas ,  nueces ,  castañas  y  varios  otros 
frutos,  k  los  que  llevan  estas  fincas  en  arrendamiento  se  les  consi- 
dera incluidos  por  los  reputados  comentaristas  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento civil ,  á  quienes  nos  hemos  referido  ya  tantas  veces ,  entre 
el  ndmero  de  los  que  viven  de  la  riqueza  6  producción  agrícola  y 
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en  iguales  drcunstaneias  para  gozar  ó'  do  de  la  consideraciOD  de 
pobres  que  los  culüvadores  de  tierras.  Tau  lógico  creemos  que  el 
que  obtenga  en  esta  forma  mayores  rendimientos  que  el  doMe  jor* 
nal  de  uu  bracero,  DDii^be  tener  derecho  á  que  se  le  concedan  los 
beneíicios  de  la  pobreza^  qoe  no  hallamos  objeción  alguna  en  contra. 
Pero .  sí  encontramos  dificultad  acerca  de  si  deben  considerarse 
como  cuitivadores  ó  como  dedicados  á  la  industria  pecuaria.  Aun 
es  más;  puede  darse  ei  easo.  de  que  ni  entre  los  unos  ni  entre  los 
otros  se  les  puede  incluir.  Tal  es  el  de  que  no  teniendo  ganados  pro- 
pios subarrienden  los  pastos  6  los  aproyechamientos  de  los  frutos  con 
una  ganancia  mayor  ó.  menor.  Esta  procede  de  productos  naturales, 
sin  que  el  cultivo  de  la  tierra  entre  para  gada  en  su  obtención  ¿Po- 
drá considerarse  al  que  de  esta  manera  vive  como  cultivador  de 
tierras?  Esta  es  una  especulación  especial  que  en  realidad  no  está 
comprendida  en  este  Dúmero,  y  que  por  razón  de  analogía  acaso 
fuera  más  lógico  incluirla  en  el  siguieate»  ó  sea  el  4.''  Cuando  apro* 
vecha  con  ganados  propios  los  pastos  y  frutos ,  "es  indudable  que 
debe  considerársele  como  dedicado  á  la  cria  de  ganados. 

La  cria  de  aves  y >  de  polmenas  lá  equiparan  también  á  la  de  ga- 
nados dichos  comentaristas.  Muchos  otnos  modos  de  vivir  hay  que 
consisten  precisamente  en  especulaciones  que  guardan  semejanza 
con  las:ántes  citadas,  entre  cuyo  niiméro  se  halla  la  pesca  de  ten- 
cas eo  lagunas  del  dominio  particular,  arrendadas  para  ser  pescadas 
y  explotadas  como  criaderos;  y  tamUen  son  frecuentes  en  algunas 
provincias  los  contratos  de  arrendamiepto  de  ganado  cabrío  para 
especular  con  la  leche.  Pero  debe  tenerse  muy  presente  que  hay 
varias  especulaciones  por  las  que  se  paga  contribución  industrial, 
medíante  á  ser  consideradas  como  una  industria ,  y  que  los  que  a 
ellas  se  dediquen  ierán>ó  na  declarados  pobres,  conforme  al  ndme-* 
ro  4.*  de  este  artículo,  temando  por  base  la  contribución  que  paguen. 
En  estos  casios  dudosos  deben  consultarse  las  disposiciones  admi- 
nistrativas para  formar  cabal  juicio  de  si  predomina  el  carácter  in- 
dustrial propíañ^ente  dicho  ó  no.  Por  Iq  demás,  precisó  es- hacer 
constar  que  de  muy>di£íeil  apreciación  son  generalmente  los  rendi- 
mientos del  cultivo  de  la  tierra  y  cría  de  ganados,  siendo  necesario 
para  fijarlos  vaterie  de  personas  práaicas.  Las  tasaciones  periciales 
es  el  medio  más  recomendado  ea  materia  de  quintas  para  resolver 
sobre  la  riqueza  ó  pobre^za  de  los  abuelos,  padres  y  hermanos  de 
ios  interesados,  pues,  no  obstatte  de  estar  admitido  el  aducir  los  da- 
tos que  resulten  de  los  amillaramientos  y  repartimientos  para  justi- 
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fiear  uno  de  eM8  eYiremBB»  la  Real  érden  de  Ü4  de  IKciemhre  de 
486B  mandé  que  cuando  entce  los:indicadi»  datas  y  menoionadas 
taaftciones  hubíeca  falla  de  annonia,F  ae  diera  más  talorá  las  ditimas 
por  la  teodenicia  de  lodos  á  disminuir  la  nq«eza  en  el  ntomealo  de 
liáeene  tos  repartimientos.  Por. medio  da  esas  tasaciones  podrá  \q* 
grarse  fijar  áproxiiÉadamente,  tanto  los  rendimientos  del  cnltiro 
como  los  de  la  cría  de  ganados,  ji  en  Terdad«  no  hubiera  sido  des* 
acertado  haber.admitido>  por. esta  ley  el  sistema  observado  por  la 
de  reemplazos  para  la  justíácacion  de  pobreza. 

Pasamos  á  ^  última  base  coasignai^  por  la  ley  ea  este  artículo 
para  conceder,  ó  denegar  los  iieneticios  de  la  pobreza.  Esta  ha  to«- 
mado  como  tipo  la  contríbncion  exdlisivaibente.  Comprende  á  los 
que  vitan  sólo  del  ejerdeío  de  soalqoieía  profesión  ó  industria  ó 
de  ks  productoe  de  eualqoíer  comercio»  por  los  que  les  corresponda 
pagar  de  contribución  una  suma  ¡n&rior  i  la  de  80  pesetas  en  las 
capitales  de  provincia  deprimer^  clase;  de  40  en  las  de  segunda; 
de  30  en  las  de  tercera  y  enalta;  de  9&  ea  las  cabezas  de  partido 
judicial»  y  de  20  en  los  demás  pueblos^  Todoa  estos  tienen  derecho 
á  ser  habilitados  como  pobres.  Concuerda  esta  base  con  la  que  tte* 
va  ignal  número  del  art.  183  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  eivil.  Sola» 
mente  se  ha  hecho  en  ella  una  adición  que  consiste  en  haber  incluí* 
do  i  los  que  viven  sólo  del  qeroioío  de  una  profesión,  los  cuales  no 
estaban  comprendidos  en  la  citada  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Esta 
adieion  es  justa,  pues  no  hay  raiíon  algupa  para  negar  el.  dereoho 
de  defensa  como  pobr^  al  que,  dedicándose  al  ejercicio  de  una  pro* 
fesion,  no  ^oe  loque  la  ley  ha  reputado  necesario  para  conside^ 
rarle  como  rico.  Eotre  un  profesor  y  un  industrial  existen  ciertas 
analogías  enja  manera  de  vivir  y  dei)en  ser  equiparados  en  el  dis- 
frute de  tos  benefietos  que  demande  su  estado  de  indigencia. 

Vemos  que  el  tipo  que  sirve  de  regulador  en  esta  base  es  com- 
pletamente distinto  del  mandado  observar  en  las  anteriores.  Aquí 
se  ha  tomado  comq  tipo  para  graduar  laa  utilidades  iacaota  contri- 
butiva. ¿Es  preferible  eate.  sistemn?  ¿Es  más  exacto  el  cálenla  de  las 
utilidafles  graduado  por  lá  oontríbucion?  ¿Ha  tenido  má»  acierto  el 
legislador  al  elegir  este  medio  para  conceder,  ó  negar  la  habUita** 
dnn  Qomo  jMobres  á  los  comprendidos  en  la  esoala  de  este  número? 
Creemos  que  en  absoluto  no  es  preferible  este  sistema  al  anterior, 
ni  el  anteriora  éste.  Creemos  que  eñ absoluto  no  es  más  exacto  el 
cálculo  4^  las  utilidades  j^aduadas  por  la  cuota  de  contribución 
que  en  la  forma  establecida  en  los  números  anteriores,  y  creemos 
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tamUeD  que  no  puede  afirmarse  «n  absoluto,  que  el  legislador  ha 
tenido  más  acierto  al  elegir  este  último  medio  que  al  excogitar  los 
que  le  preceden.  En  nuestro  entender  no  se  ha  debido  dar  ese  pre^ 
dominio  exclusivo  i  la  conlríbucioh  que  se  pague  para  acreditar 
que  uno  debe  ser  considerado  como  pobre  ó  como  rico,  del  mismo 
modo  que  como  antes  hemos  consignado  no  ha  debido  darse  el  pre* 
dominio  exclusivo  al  salario  permanente  ó  sueldo  superior  al  doble 
jornal  de  un  bracero  para  considerar  rico  ó  pobre  á  los  que  Tívan 
de  ellos.  Si  en  otro  lugar  hicimos  notar  los  inconvenientes  que  tenia 
esto  último,  ahora  decimos  que  lo  primero  los  tiene  también  igua- 
les ó  mayores.  No  todos  los  que  pagan  la  misma  cootribudon  obtie* 
nen  las  mismas  utilidades.  Muchos  pagando  mayores  cuotas  que 
otros  no  ganan  tanto  en  su  profesión,  industria  ó  comercio.  Las  ga- 
nancias dependen  de  multitud  de  circunstancias  y  hasta  de  la  suer- 
te ó  azar.  Esto  lo  sabemos  todos  y  no  ha  sido  desconocido  por  los 
legisladores,  cuando  ¿  pesar  de  lo  preceptuado  en  este  artículo  han 
concedido  en  el  25  á  los  Jueces  y  Tribunales  la  facultad  de  negar 
la  habilitación  como  pobres  á  los  expresamente  comprendidos  en  el 
primero,  cuando  acontezca  lo  previsto  en  el  segundo.  Pero  aun  cuan- 
do lo  han  comprendido  no  han  sido  lógicos.  Llevados  de  un  excla- 
mvismo  injustificado  no  han  concillado  todos  los  extremos.  Si  justo 
es  que  no  se  considere  pobre  al  que,  á  pesar  de  estar  comprendido 
en  el  artículo  que  comentamos,  dé  lugar  á  inferir  que  no  lo  es;  justo 
y  muy  justo  era  también  permitirle  demostrar  lo  contrario  al  que 
la  ley  considera  rico  por  la  contribución  que  paga.  Si  se  ha  confia- 
do á  la  apreciación  judicial  lo  uno,  también  debió  confiársele  lo  otro. 
En  buena  lógica  no  cabe  otra  cosa. 

Dicho  esto,  aun  nos  resta  para  concluir  con  este  artículo  con- 
signar á  qué  clase  de  contribución  es  á  la  que  se  refiere  la  ley  en 
este  número.  En  una  sentencia  de  27  de  Junio  de  1899  se  decidió 
que  para  regular  la  riqueza  por  la  cuota  de  contribución  que  se 
pague  no  puede  servir  de  base  la  de  consumos,  pero  sí  la  de  sub- 
sidio, cuando  se  trate  de  un  industrial  ó  comerciante.  En  cuanto  á 
los  recargos,  creemos  que  soto  deben  incluirse  los  ordinarios  que  son 
los  que  se  satisfacen  como  parte  integrante  de  la  cuota  fija,  y  no  los 
provinciales  y  municipales,  que  aunque  basadqs  en  aquella  tienen 
un  destino  diferente. 

(Se  eontinmará.) 

Ciríaco  RodrigtKi  lartii» 
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SOBRE 

SHAJENACIOS  DE  BIEflSS  RAICES  BE  LOS  ENORES  É  HACITADOS. 

GomeBUrio  4  lam  leyes  la,  tit..  16,  Partida  6.% 
7  60,  tit.  18,  Partida  3.^ 


La  primera  de  las  leyes  eitadas  prohibe  por  ponto  general  la 
v«Ma  de  los  bienes  raíces  de  los  menores  de  edad,  y  solamente  la 
permite  por  via  de  excepción  en  casos  especiatisimos  que  refiere,  ó 
cuando  exista  moúvo  poderoso  é  inescusable,  ópor  otra  raxon  de^ 
reeka,  non  lo  pudiendo  e$euMr  en  manera  alguna:  de  otro  modo  es 
legaimente  imposible  la  venta  de  tales  bienes;  y  aun  entonces  la  ley 
exige  una  solemne  y  campHda  jastificacion  de  la  necesidad  de  ven* 
der,  reeoQoeida  por  la  autoridad  y  sancionada  por  el  decreto  judi- 
cial: E  aun  entonce  non  lo  puede  facer  fin  otorgamiento  del  iu%ga- 
dar;  i  d  Jue»  le  debe  otorgar  H  entendiere  que  tal  enagenamiento 
se  face  por  alguna  deUu  raxonee  eobredUhM. 

Esta  ley  se  circunscribe  i  establecer  el  precepto;  á  dejar  sentada 
la  prohibición  como  regla  general;  y  á  enumerar  los  casos  de  ex* 
cepcioo,  encerrándoles  dentro  del  criterio,  y  bajo  la  autoridad  del 
Juez:  de  tal  manera,  que  despoja  al  guardador  de  los  menores  de 
toda  su  legítima  influencia  en  el  asunto,  y  debilita  la  fuerza  de  la 
justificación  de  necesidad,  hasta  ei  extremo  de  hacer  al  Juez  en  úU 
timo  término  arbitro  de  la  venta  con  las  palabras:  ti  entendiere  que 
tal  enagetuMáento  se  face  por  alguna  de  tai  rastona  $obredieha8. 

Con  esta  disposición  está  en  perfec^  consonanda  el  art.  1403 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

También  es  de  notar  en  la  misma  ley  i  8,  que  la  necesidad  es  la 
única  razón  fundamental  de  sns  excepciones^  como  se  deduce  de  las 
palabras  non  lo  pudiendo  exewear  en  ninguna  manera:  de  forma, 
que  el  gran  pr6,  ó  la  gran  convenieneia  de  vender,  no  está  admiti* 
da  ni  autorizada  por  dicha  ley. 

La  ley  4/,  tit.  fi.'.  Partida  fi.*,  dictada  con  el  especial  objeto  de 
prohibir  á  los  iatores  comprar  ninguna  cosa  del  menor  que  tuviesen 
en  guarda,  vino  á  confirmar  en  principia  la  misma  prohibición  e^* 
tablecida  por  la  i8,  iít.  16,  Partida  6.%  repitiendo  sus  palabras;  si 
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bien  generalizando  la  8ftQci<ui  á  lodas  las  cesa»  taito  muebles  como 
inmuebles,  y  privando  *á  los  guardadores  de  comprarlas,  á  no  ser 
mediante  ciertas  formalidades;  en  lo  cual  dicha  ley  4/  fué  reforma- 
da, y  en  parte  derogada  por  la  !/•  tí(.  12,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación ,  que  extendiendo  el  precepto  también  á  los  curado- 
res, no  permite  que  unos  ni  otros,  en  absoluto ,  compren  cosa  al- 
guna de  los  menorea  que  tuvieren  en  guarda ,  pública  ni  secreta- 
mente. 

La  ley  60,  tít.  18,  Partida  3/,  esplicátoria  y  complementaría  de 
la  18,  lít.  46,  Partida  6/,  cpmo  la  dicho  el  IVibunal  Supremo  de 
Justicia  en  la  s¡ettteiida.  de  12  de  Marzo  de  1864,  prescribió  y  cuti- 
do de  determinar  las  formalidades  preeísas  que«  bajo  pena  de  nuK'* 
dadi  han  de  observarse  en  la  venta  de  bienes  laices  de  los  menores 
é  incapacitados ,  para  los  casos  de  pura  necesidad  permitidos  en 
aquella:  casos  que  la  ley  60  aumentó,  autorizando  las  ventas  cuan- 
do los  menores  reportaban  uoa  grande  y  reconocida  uCilidadi  Fne-- 
ras  ende  por  dAda^  ó  par  grand  pro  de  ¡oí  hnérfanos:  peco  .tanto 
en  los  de  necesidad  como  en  loa  de  utilidad  »  son  perfectamenle 
iguales  las  focmalidades  que  exige:  cumplida  jasCíficaeion  de  la 
necesidad  ó  utilidad;  licencia  del  Juez  competente;  y  pública  su« 
basta  por  tiempo  d^  treinta  días.  Lo  mismo  la  ley.  60,  que  la  18, 
parten  del  principio  dje  no  oonsentif  qqe  se  vendan  ios  bienes  ^aí^ 
ees  de  los  huérfanos,  porque  la  suerte  de  eaios  seres  desvalido^  y 
fáciles  de  engañar ,  estaria  continuamente  expuesta  á  las  pérfidas 
asechanzas  de  la  codicia;  y  para  evitarlo  en  lo  posible,  la  ley  les 
tomó  bigo  su  especial  protección,  prohibiendo  la  venia  de  las  fin* 
cas,  y  la  de  todos:  los  demás  bienes  de  alguna  importaacia  muddes 
y  semovientes,. á  no  ser'en  casos  de  absoluta  neceádad,  ó  de  gran* 
de  y  reconocida  utilidad  plenaoienAe  justifioadaa ;  y  aun  «ntónces 
con  el  propósito  de  favorecer  los  intereses  del  menor,  tuvo  el  espe^ 
cial  cuidiado  de  revertir  lá  venta  de  sus  bienes  con  pruebas  y  so- 
lemnidades tan  esquisitas. ,  que  hiciesen  sumamente  difícil/  si  no 
imposible,  toda  manera  de  perjudicarle^  Mas  no  contenta  la  ley  coa 
tan  robustas  y  eficaces,  precauciones,  desconfiando*  todavía  de  ta 
justificación  dé  necesidad  ó  utilidad,  'quiso  ique  su  representante 
legitimo,  que  d  órgano  de  la  justicia,  que  el  Juez,  dn  una  palabra, 
¿  la  altura  de  la  ley,  é  inspirándose  en*  so  mismo^  pehsaniento,, 
después  de  exapinaír  el  fundamento  <a)egaáO';  y  no  obstante  la  in<- 
formadonde  su  conveaienicia  ó  níscesidad,  concediese  ó  negasa^ 
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scgonsQ  criterio»  b  boeodft  |nn reader  £ mm  flrfoiie^ dctoe /<!- 
cfr  am  elmrgmmnto  del  Jue%  del  lugwr. 

Sin  embargo,  fat  ley»  sospieat  hasta  lo  rama  y  no  tianqoiia  lo<* 
daffa,  Heró  sa  iateréo  y  su  desconianza  nracho  más  Iqos,  porque 
teaiia  y  con  nooo,  qne  la  intervención  judicial  no  seria  bastante 
|ioderosa  i  eritar  en  todas  ocasiones  el  daño  para  el  menor;  y  ana- 
dió otra  soleaBÍdad,  oiro  leqaitilo,  qne  i  sa  entender  garantizaba 
can  mentqa  los  intenses  del  menor,  y  cerraba  la  pnerta  ai  fráade: 
esta  AMma  y  más  esencial  solemnidad,  fué  la  sabasta  por  térmioode 
treínia dias,  §tmdané9¡ae$ta  píélicmmeHU  en  dmoneda  treinta  dia$. 
La  importaneia  de  esta  condición  príncipalisiniaes  inconcosa,  y  no 
hay  duda  4ne  por  si  sola  Tale  mocho  más  por  sn  influencia  y  resolta^ 
deseo  elasanto,  qne  todas  las  otras  ja  otas:  por  lo  mismo  merece  ma- 
yor ateadon,  m  respeto  más  escnipotoso,  y  debe  ser  cumplida  con 
rigDiosa  exaetitod.  Es  posible  nna  jostificacion  de  necesidad  ó  uti- 
lidad amaiadas ;  es  posible  presentar  las  cosas  á  la  contemplación 
judicial  de  tal  modo  preparadas,  qne  le  deshimbren  ó  le  sorpren- 
dan tinikando  la  verdad,  y  le  arranquen  una  licencia  inmotivada; 
pero  no  es  tan  fácil  perjudicar  los  intereses  del  menor,  vendiendo 
sus  bienes  en  pdblica  sabasta:  por  esta  razón  la  ley,  altamente 
previsora,  impuso  esta  ultima  formalidad  expresamente,  y  como  un 
requisita  indispensable  para  la  vahdez  de  las  enajenaciones  de 
aquellos  bienes,  tan  esencial  y  precisa,  6  más  si  cabe,  que  la  li- 
cencia jodidal,  porque  es  de  mayor  efioada  para  el  objeto  de  la 
ley,  que  ante  todas  cosas  quiso  impedir  que  los  menores  Rieson  per- 
judicados. La  ley  en  esta  particular  fné  tan  esmerada  y  cautdosa, 
qne  pareciéndole  arriesgado  encomendar  á  la  apreciación  judicial 
d  mecanismo  de  h  subasta,  cuidó  también  eHa  misma  de  dispo- 
nerla ooQ  todos  sus  detalles,  ordenando  sn  duraqion  y  (¡jando  el  tér- 
mino con  estas  palabras :.  andando  ta  ea$a  páblieamenu  en  atnuh 
fwda  trekdQ  (fias;  oonveocidasin  dada  de  qne  ana  subasta  mas 
corla,  sobre  no  ser  todo  b  e6eas  que  deseaba  para  favorecer  los 
intereses  del  •  men>r,  seria  oeasioñula  é  conflilHilaciones,  mucho 
más  filciles  cuanto  menor  Tuera  la  concurrencia  de  líciladoies,  y 
más  ^osibir  Batnralmente  la  manera  de  peijudicarie.  La  razón  de 
la  ley  es  eridente :  cnanto  más  larga  es  lasohasta,  mayor  puUici-* 
dad  nlcann;  mnvor  la  concurrencia  de  licitadores,  v  mavor  noce* 
sanamente  ha  de  ser  también  el  precio  de  la  finca,  coma  sucede 
siempre  que  hay  muchos  que  apetecen  su  adquisición.  T  as<  vemos 
q/oLt  al  paso  que  la  ley  dejó  á  la  discreción  del  Juez  la  facultad  de 
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conceder  ó  negar  la  licencia  para  Tender,  nó  obstante  la  jnsüfica- 
clon  de  su  conveniencia  ó  necesidad,  no  hizo  lo  propio  con  respecto 
¿  los  términos  de  la  subasta,  sino  que  ella  misma  cuidó  de  seña- 
larlos expresamente;  prueba  inequivoca  de  que  á  la  subasta  atri-* 
buye  mucho  más  mérito  y  más  importancia  que  á  los  demás  requi- 
sitos  exigidos  para  la  validez  de  aquellas  enajenaciones.  Esto  que 
es  hasta  de  sentido  común,  lo  hemos  visto  con  asombro  rechazar 
en  una  ocasión  solemne,  sentando  la  absurda  doctrina  de  que  la  su* 
basta  no  es  esencial  para  la  validez  de  la  venta  de  bienes  rafees  de 
los  menores,  sino  una  formalidad  ó  circunstancia  accidental;  que 
las  esenciales  son  solamente  las  de  raxon  derecha  y  otorgamiento  id 
Juez,  «que  son  las  únicas  á  que  se  refiere  la  ley  d8,  tit.  16,  Partí-* 
»da  6/  que  es  la  capital  en  la  materia;  y  aunque  en  la  ley  60,  tftu- 
»lo  18,  Partida  3/  á  que  antes  se  ha  hecho  referencia,  determina  la 
«forma  práctica  de  aplicar  aquella,  se  previene  que  la  venta  se  haga 
^andando  la  cosa  públicamente  en  almoiuda  treinta  diaSf  también 
»es  de  notar  ai  tratar  de  ella  cuando  dice  qtic  de  otra  guita  wm 
^valdría  la  venta^  alude  solamente  á  la  razón  derecha  y  otorga* 
«miento  del  Juez;  de  suerte  que  en  rigor  estas  leyes  únicas  del  ca« 
»so,  sólo  estiman  como  motivo  de  nulidad,  la  omisión  de  los  dos  re* 
»quisitos  citados  arriba,  lo  cual  está  conforme  con  la  doctrina  esta- 
»blecida  como  jurisprudencia  práctica,  que  ni  una  sola  vez  tan  sólo 
»ha  venido  á  declararse  ese  dicho  plazo  de  esencia  para  esta  clase 
»de  enajenaciones,  y  sí  la  pública  almoneda  en  consonancia  con  el 
»art.  1405  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  hoy  asi  lo  deter* 
«mina.»  En  estos  términos  aparece  desenvuelta  la  opinión  contra- 
ria; términos  que  repugnan  no  solamente  á  la  pureza  y  claridad  del 
lenguaje  de  la  ley,  sí  que  también  á  la  manera  de  presentar  el  ar- 
gumento:  al  principio  parece  que  á  la  subasta  se  le  niega  en  abso- 
luto el  carácter  de  esencialidad  que  le  imprime  la  ley  60,  tít.  18» 
Partidas/  diciendo  que  la  ley  18,  tit.  16,  Partida  6/,  que  es  la  ca- 
pital en  la  materia,  sólo  exige  como  requisitos  esenciales  para  la  va- 
lidez de  las  ventas  de  bienes  raíces  de  los  menores,  la  razón  dere- 
cha, ó  sea  la  necesidad  ó  utilidad,  y  el  otorgamiento  del  Juez:  luen- 
go, que  tanto  la  una  como  la  otra,  sólo  estiman  como  motivo  de  nu- 
lidad la  omisión  de  aquellos  dos  requisitos,  y  últimamente,  que  para 
esta  clase  de  enajenaciones  también  es  de  esencia  la  pública  almo* 
neda,  mas  no  el  tiempo,  en  consonancia  con  el  art.  1405  de  ta  ley 
de  Enjuiciamiento  civil. 

Aparte  de  la  confusión  y  de  la  oscuridad  que  resaltan  en  la  ex- 
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posicioQ  de  tan  disparatado  argumeato,  descaelia  la  insegaridad  y 
la  falta  de  rasoD  con  que  se  ha  pretendido  sostener  nna  doctrina  á 
lodaa  lacea  original  y  absurda;  porqne  es  imposible  concebir  ana 
subasta  sin  publicidad  y  sin  tórmino,  y  al  decir  los  mantenedores 
de  esa  idea  incomprensible,  que  los  anuncios  no  son  necesarios  para 
la  subasta,  que  también  lo  han  dicho,  afirman  que  puede  haber  su- 
basta sin  publicidad;  y  que  el  término  á  pesar  de  estar  expresamen- 
te señalado  por  la  ley,  es  una  cosa  accidental  que  el  Juez  puede  re* 
ducir  ó  suprimir  á  su  capricho:  en  una  palabra;  que  sin  faltar  i  la 
ley,  es  posible  vender  válidamente  bienes  raices  de  los  menores  é 
incapacitados,  en  una  subasta  sin  término  y  sin  publicidad.  A  estas 
conclusiones  conduce  lógicamente  la  doctrina  que  combatimos.  \de« 
más,  olvidan  los  que  han  consignado  aquella  falsa  teoría,  que  es 
regla  de  recta  interpretación  que  debe  ampliarse  lo  menos  A  lo  más 
en  loe  leyes  prohUníkfas,  cuyo  carácter  distingue  á  las  que  tratan  de 
la  venta  de  bienes  raíces  de  los  menores  de  edad:  de  modo  que  al 
Juez  le  sería  permitido  en  casos  especiales,  ampliar  el  término  de 
treinta  dias  á  cuarenta,  sesenta  ó  ciento;  mas  nunca  ni  por  motivo 
alguno,  le  será  licito  reducir  ni  en  un  sólo  dia  los  treinta  que  la  ley 
ha  señalado,  sin  infringirla.  T  por  lo  visto,  tampoco  recuerdan  la 
jarisprudencia  sentada  por  el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de 
45  de  Junio  de  1863,  declarandp:  «que  no  há  logar  á -ningún  géne- 
ro de  interpretación,  cuando  el  precepto  de  la  ley  es  claro  y  espli- 
cito,»  como  sucede  en  la  60,  tit.  18,  Partida  3/ 

Todas  las  leyes  cuando  han  dispuesto  la  venta  de  bienes  á  con- 
secuencia de  un  procedimiento  judicial,  han  ordenado  que  se  haga 
en  pública  subasta,  y  han  cuidado  de  señalar  término  preciso  para 
esta  formalidad,  sin  haberlo  suprimido  nunca,  ni  encomendándolo 
tampoco  á  la  discreción  de  los  Jueces:  prueba  de  ello  es  lo  que  se 
prescribe  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuyos  artículos  557  y 
392  señalan  treinta  dias  de  duración  á  las  subastas  de  los  bienes 
raíces  concursados,  y  el  arrendamiento  de  un  abintestato:  veinte 
dias  el  983  para  los  bienes  raíces  ejecutajllos,  y  otros  veinte  fijaba 
la  auténtica  hoejus  potrectum,  hablando  de  las  cosas  eclesiásticas; 
previniendo  además  aquellos  artículos,  que  la  subasta  se  anuncie 
por  edictos  en  los  sitios  públicos  y  en  los  periódicos  oficiales.  No  se 
dá  caso  en  que*  las  leyes  hayan  autorizado  venta  alguna  de  bienes 
inmuebles  interviniendo  el  Juez,  sin  preceder  la  pública  subasta 
por  un  término  más  ó  menos  largo,  pero  que  nunca  ha  sido  menor 
de  veinte  dias. 
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No  perdamos  de  vista  que  la  ley  de  EojniciamieBio  «áf  U,  cono 
lodos  las  procesaieSy  es  puEramento  formularía  de  los  juicios,  que  el 
legislador  no  le  ha  dado  otro  carácter,  ni  los  .Tribuaales  poedea 
aplicarla  en  otr-o  icoacepto;  y  que  por  consigitieiite  ao  ba  derogado 
las  leyes  sustaAtívas  que  eocaroaa  en  eldfereobo;  mas  sia  embaigo 
de  esa  notabilísima  diferencia,  supcagamos  que  á  coosecaencia  de 
un  procedimiento  ejecutivo  se  pone  en  venta  una  finca»  y  ialtaado 
¿  b  dispuesto  en  el  art.  983  de  aquella  ley,  el  Juez  manda  sacarla 
al  pregón  por  término  de  quince  dias,  y  se  vende:  iserá  legal  esta 
venia?  ¿Podrá  sostenerse  como  válida  y  subsistente?  De  ningún 
moáo;  porque  infringida  la  ley  lodo  es  nulo,  y  bastaría  uoa  simple 
reclamación  del  deudor  ejecutado  para  ebbar  por  fierra  la  venta  de 
aquella  finca,  á  pesar  de  la  intervención  y  aprobación*  del  Juei» 
Pues  bien;  si  esto  sucedería  tratándose  de  una  ley  meramente  foc-* 
mularia,  ¿ooo  qué  razón  ^  sostiene  la  validez  de  la  venta  de  bienes 
raices  de  los  menores  de  edad,  hecba  sib  la  subasta  de  treinta  dias 
que  expre$amente  ordena  la  ley  60,  tít.  18,  Partida  3/7 

Se  ha  dicho  «que  es  suficienle  la  subasta  hasta  sia  término,  en 
«consonancia  con  el  articulo  1405  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
vqueboyasílo  determina.»  Prescindiendo  de  la  falsedad  de  tan 
UM'pe  razonamiento,  que  por  si  mismo  se  refuta  poniéndolo  de  {ren- 
te con  el  pensamiento  y  el  espiritu^dominante  de  la  ley.  que  fué 
dispensar  á  los  menores  toda  su  protección  y  todo  género  de  garan- 
tías, lo  mismo  para  sus  personas  que  para  sus  bienes,  haciéndolos 
hasta  de  mejor  condición  á  fuerza  de  privilegios;  hay  una  razón 
más  que  desconocen  los  autores  de  la  original  doctrina  que  comba* 
timos;  razón  que  hemos  apuntado  arríba,  á  saber:  que  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  no  ha  derogado,  ni  podido  derogar  la  60,  tit.  18» 
Partida  3/;  porque  aquella  es  puramente  formularia  y  adjetiva,  y 
ésta  pertenece  al  derecho  civil  ó  sustantivo,  que  ha  tenido  por  ob* 
jeto  dictar  reglas  y  formalidades  precisas  para  la  vaUdez  de  ciertos 
contratos,  sin  las  cuales,  sofi  estos  nulos  y  de  ningún  valor  ni  efec* 
to.  Por  lo  mismo,  la  de  Enjuiciamiento  hablando  del  modo  de  tra- 
mitar los  expedientes  para  la  venta  de  bienes  inmuebles  de  los 
menores  é  incapacitados,  hasta  el  momento  de  concederse  ó  negar- 
se la  licencia  judicial,  que  era  el  límite  de  su  competencia,  dijo  en  el 
articulo  1405  «que  la  autorización  se  concederá  en  lodo  caso,  bajo 
»la  condición  de  haberse  de  ejecutar  la  venta  en  pública  subasta  y 
y  previo  avalúo,»  dejando  lo  demás  concerniente  al  modo  de  cum- 
plirse esta  última  formalidad,  á  las  disposiciones  de  la  ley  60,  tan 
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Cas  Tcce»  atada,  que  la  de  Eajaiciamiento  no  podia  derogar.  Se 
propuso  únicamente  acomodar  el  procedimiento  á  las  nuevas  reglas, 
pero  dejando  intacto  el  derecho. 

No  están  solas  las  razones  apuntadas  para  combatir  con  éxito  Ik 
errónea  doctrina  contraria;  pnes  además  tenemos  de  nuestra  parte 
la  jnrispradencia  del  Tríboaal  Supremo  en  la  ya  citada  sentencia 
de  ii  de  Mano  de  1M4,  que  es  bien  terminante  y  expresiva  en 
este  punto;  v  la  de  39  de  Diciembre  de  1873,  qae  hablando  de  la 
prohibición  qiíe  las  leyes  imponen  á  los  herederos  del  que  morió  áft 
teiitanento,  db  enajenar  parte  alguna  de  la  herencia  sin  licencia 
del  Juez,  dice:  «que  dicha  prohibición  es  más  explícita  cuando  uno 
»de  los  herederos  fuere  menor  de  edad,  en  cuyo  caso  según  la 
•ley  eo^  tft.  18,  Partida  3/  y  arU  1401  de  la  de  Enjuiciamiento 
»civil,  $on  nnlas  la$  enígenacwnei  ^eeutadcu  $m  lat  loi^mnúbutos 
•que  tn  la$  miimas  ge  expresan^  lo  que  prueba  que  estas  leyes  no 
se  rechazan  ni  están  en  desacuerdo,  sino  en  intima  y  perfecta  re- 
lación para  investir  la  venta  de  bienes  raices  y  muebles  preciosos 
de  los  menores  é  incapacitados,  de  todos  los  requisitos  que  estiman 
necesarios  para  su  validez. 

Al  principio  la  ley  60,  como  dice  el  tribunal  Supremo  en  las 
tantas  veces  recordada  sentencia  de  12  de  Marzo  de  1864,  «esta- 
»blece  la  doctrina  del  precepto  legal  refiriéndose  á  la  18,  tít.  16, 
•Partida  6/,  la  cual  ha  dé  entenderse  como  su  genuina  explicación 
*y  compleúiento»  repitiendo  y  volviendo  á  sancionar  la  misma 
prohibición  de  que  las  cosas  de  los  huérfanos  que  son  raíz,  non  se 
pmiden  ligeramente  enajenar^  fueras' ende  par  debáA,  ó  por  gran 
pro  de  los  huérfanos,  é  aun  estonce  débese  facer  con  oiargamieíúé 
del  Juez  del  lugar,  andando  la  cosa  públicamente  en  almoneda 
tremía  dios:  y  luego  descendiendo  á  prescribir  las  circunstancias 
que  han  de  concurrir  en  la  escritura  de  venta  para  su  validez, 
porque  el  comprador  pueda  ser  seguro  de  lo  que  comprare,  exije 
que  conste  en  ella  que  la  finca  se  ha  vendido  en  pública  subasta  de 
treinta  dias,  que  andubo  en  almoneda  treinta  dias,  asei  como  se 
muettra  por  la  carta  que  fué  fecha  en  ra%on  de  la  almoneda:  cuyas 
palabras  patentizan  la  importancia  que  la  ley  concede  á  esta  dr- 
cuDstancia  esencialísima,  puesto  que  lejos  de  contentarse  con  que 
se  haga  mención  de  ella  en  la  escritura  de  venta,  exije  precisa^* 
mente  que  se  justifique  de  una  manera  especial  y  fehaciente:  asri 
como  se  muestra  por  la  carta  que  fué  fecha  en  razón  de  la  almo- 
neda. 
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Ea  el  precepto  de  la  ley  entra  todo,  y  todo  es  esencial  para  la 
validez  del  contrato,  lo  mismo  la  justiGcacíoa  de  la  necesidad  ó  uti* 
lidad  de  la  venta,  que  la  licencia  del  Juez»  y  que  la  pública  subas* 
ta  por  término  de  treinta  dias.  Donde  la  ley  no  distingue,  tampoco 
nosotros  podemos,  distinguir;  porque  si  esto  fuese  lícito,  con  igual 
derecho  que  se  ha  dicho  por  algunos  que  el  término  de  la  subasta 
no  es  esencial,  otros  podrían  decir  que  tampoco  lo  es  la  licencia 
del  Juez;  y  de  este  modo  &  fuerza  de  distingos  y  mutiiaeiones,  pron- 
tamente la  ley  quedaría  aniquilada  y  destruida. 

También  dijeron  «que  ni  una  sola  vez  en  la  jurisprudencia  prác- 
tica, ha  venido  á  declararse  cómo  de  esencia  el  plazo  de  la  subasta 
pata  esta  clase  de  enajenaciones,»  y  sin  advertir  que  se  suicidaban, 
citaron  en  apoyo  de  tan  peregrina  a&rmacion,  las  siguientes  sen- 
tencias del  Tribunal  Supremo:  la  de  42  de  Mavo  de  1859;  li  de 
Marzo  de  1861;  6  de  Junio  de  1866;  13  de  Enero  de  1872,  y  4  de 
Marzo  de  1874.  Las  examinaremos  una  por  una,  y  después  de  ha- 
ber demostrado  con  ellas  mismas  et  gravísimo  error  cometido  por 
dichos  señores*  les  recordaremos  algunas  otras  decisiones  también 
del  Tribunal  Supremo,  que  colocan  fuera  de  toda  duda  y  discusión 
la  doctrina  que  sustentamos. 

La  sentencia  de  12  de  Mayo  de  1859  se  refiere  al  caso  de  la 
venta  de  unos  esclavos,  y  eja  ella  el  Tribunal  Supremo  declaró  «que 
«los  esclavos  no  pueden  ser  considerados  como  bienes  raíces,  y  por 
^consiguiente  que  las  formalidades  que  las  leyes  exigen  en  el  cura- 
odor  de  los  menores  para  la  enajenación  de  los  bienes  raíces  de  és- 
«tos  no  son  aplicables  á  las  ventas  de  esclavos.»  Esta  decisión  es 
inoportuna. 

La  de  11  de  Marzo  de  1861  es  de  todo  punto  contraria  al  pro- 
pósito de  aquellos,  según  resulta  del  tercer  considerando  que  implí- 
citamente dice:  «que  para  que  sean  válidas  las  ventas  de  bienes 
«raíces  de  los  náenores  se  necesita  completa  justificación  de  su  con- 
sveniencia  ó  necesidad,  la  autorización  judicial  y  la  pública  subas- 
ta, guardando  lo$  términos  legales;  pues  de  no  ser  así,. se  infringe 
«la  ley  60,  tít.  18,  Partida  3/,  que  dispone  andando  la  cosa  públi- 
reamente  en  almoneda  treinta  dias.^  «Guardando  los  términos  le- 

É 

gales,»  dice  el  Tribunal  Supremo,  refiriéndose  claramente  á  los. 
treinta  de  la  subasta,  porque  la  ley  no  establece  ningunos  otros;  ni 
puede  caber  en  este  particular  la  menor  duda»  cuando  la  sentencia 
para  redondear  el  precepto  añade:  pues  de  no  ser  aú^  se  infringe  la 
ley  60,  HL  18,  Partida  3.%  que  dispone",  «andando  la  cosa  pública- 


sQBRí  m  auracioii  di  ifims  di  vErvoRis.  325 

meiite  en  ahioneda  treinta  diis.»  No  poede  sor  más  *eY¡dente  ni 
más  palpable  b  jvispnMkada  aentaáa  per  el  Tríiranal  Supremo  en 
aquella  sentencia»  ni  mejor  explicada  la  imperiosa  necesidad  de 
guardar  el  término  legal  de  treinta  dias  en  la  snbasta  de  bienes 
raices  de  los  menores»  porqne  de  no  ser  así,  ba  dicbo  qne  se  infrin- 
ge la  ley  60,  tít.  4ft»  Partida  3/  La  contradicción,  el  error  y  el  soi* 
cidio  tampoco  pueden  estar  más  de  reNevel  Los  pocos  adalides  de 
la  falsa  doctrina  se  han  herido  de  mnerte  con  sns  propias  armas. 

La  sentencia  de  6  de  Jenio  de  i866  no  está  en  oposición  con  la 
deil  de  Marzo  de  4 86i,  puesto  que  en  el  caso  á  qne  se  refiere  no 
se  alegó  como  motiyo  de  nulidad  la  falta  del  término  legal  en  la  en- 
basta,  sino  que  la  finca  del  menor  se  habia  Tendido  sin  subastarla; 
lo  cual  no  era  cierto,  pues  la  subasta  se  anunció  por  tiempo  de 
quince  dias,  y  estuvo  abierta  esperando  licítadores  nada  m^os  que 
ciento  veinte,  que  trascorrieron  sin  haberse  presentado  ninguno. 
De  cualquier  modo,  si  la  demanda  de  nulidad  se  hubiese  fundado 
en  la  falta  del  térmiqo  legal  señalado  para  la  subasta,  otra  hubiera 
sido  sin  duda  la  decisión  del  Tribunal  Supremo. 

La  de  15  de  Enero  de  1872  dice  «que  por  las  leyes  60,  tít.  18. 
•Partida  3/,  y  18,  tft.  16  de  la  Partida  6.^,  se  dispone  en  la  pri  • 
>mera,  que  las  cosas  raíces  de  los  huérfanos  no  se  pueden  enhenar 
•sino  por  deuda  ó  por  gran  proyecho  de  ellos,  y  que  aun  enton- 
>cés  (en  todos  los  casos)  se  debe  hacer  con  otoi^míento  del  Juez  del 
»lugar,  andando  la  cosa  publicamente  en  almoneda  por  d  tiempo 
•que  expresa»  es  dedr,  por  treinta  dias. 

La  de  4  de  Marzo  de  1874  se  refiere  á  un  pleito  sobre  restitu- 
ción; y  sin  embargo  por  ella  declaró  el  Tribunal  Supremo  «que 
•cuando  las  fincas  enajenadas  no  proceden  del  dominio  ó  pertenencia 
•del  menor,  antes  bien  fueron  vendidas  para  satisfacer  las  obliga- 
aciones  cofitraidas  por  sus  antecesores  y  cansantes,  son  inaplicabies 
•las  leyes  que  le  fevorecen:  pues  estas  circunstancias  excluyen  su 
•menoscabo,  como  repetidamente  ha  sido  declarado  por  la  Sala  pri- 
•mera  del  Tribunal  Supremo.» 

Ya  hemos  visto  qne  las  sentencias  de  12  de  Mayo  de  1889  y  4 
de  Marzo  de  1874  son  inoportunas,  por  referirse  la  primera  á  la 
venta  de  bienes  qne  no  eran  rafees ,  y  la  segunda  á  la  venta  de 
bienes  qne  no  procedían  del  dominio  ó  pertenencia  del  menor ;  y 
que  las  de  11  de  Marzo  de  1861  y  lo  de  Enero  de  1873,  dicen 
todo  lo  contrario  qoie  pretende  la  opimon  que  combatimos,  á  saber: 
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qae  es  legal  y  et^encíal  para  la  ven  ta  de  bienes  raíces  de  los  meno- 
res  é  incapacitados  *  la  subasta  por  término  de  treinta  dias:  guar** 
dando  los  términot  légala:  andando  la  cosa  públicamente  en  almo- 
neda par  el  tiempo  que  expresa. 

Aunque  lo  dicho  nos  parece  más  que  suficiente  para  dejar  tíc- 
toriosamente  refotada  la  doctrina  opuesta»  no  será  tampoco  estéril 
hacer  mérito  de  algunas  otras  sentencias  del  Tribunal  Supremo, 
que  igualmente  la  rechazan  como  absurda. 

La  de  17  de  Octubre  de  4864  que  dice:  «Considerando  que  la 
»iey  i8»  ttt.  46  de  la  Partida  6/,  establece  que  los  guardadores 
«no  deben  vender  ni  enajenar  ninguna  de  las  cosas  raices  del  huér- 
»fano,  sino  por  los  motivos  que  expresa ,  y  siempre  con  otoiiga* 
«miento  del  Juez,  disposición  que  se  halla  combinada  con  lo  que 
«prescribe  la  ley  60,  tít.  48,  ñurtida  3/  en  Ja  cual  consignándose 
»el  mismo  precepto,  se  ordena:  que  la  venta  ó  enajenación  ha  de 
«hacerse  andando  la  eo$a  públicamente  eti  almoneda  treinta  dias, 
«y  porque  el  comprador  pueda  ser  seguro  de  jo  que  comprare,  se 
«haga  expresión  de  esta  circunstancia,  y  de  las  demás  que  refiere 
«en  la  escritura  de  venta. « 

La  de  49  de  Octubre  de  4865,  que  dice:  «Considerando  que  la 
«venta  de  bienes  inmuebles  de  menores  es  nula  de  derecho,  si  no 
«han  concurrido  en  ella  las  causas  y  solemnidades  que  determina^ 
•dómente  expresan  las  leyes  60,  tít.  18  de  la  Partida  3/,  y  48,  ti* 
«tulo  46  de  la  6/,  porque  las  formalidades  que  prescriben  son  de 
•esencia  para  la  validez  de  las  enajenaciones;  y  que  el  precepto  que 
«imponen  las  mencionadas  leyes  es  absoluto  y  general,  y  compren- 
«de  todas  las  ventas,  ya  sean  hechas  por  los  mismos  menores,  ó  por 
«sus  guardadores. « 

La  de  8  de  Octubre  de  4862  que  declara:  «que  para  que  sea 
«válida  y  eficaz  la  enajenación  de  los  bienes  raíces  de  los  menores, 
»es  necesario  que  se  haga  con  todos  los  requisitos  y  formalidades 
«que  prescriben  las  leyes.» 

La  de  28  de  Noviembre  de  4863  que  dice:  «que  la  ley  60,  títu- 
«lo  48,  Partida  3.',  contiene  un  principio  absoluto  y  general,  con 
«arreglo  al  cual,  según  tiene  declarado  el  Supremo  Tribuáal  de 
» Justicia  repetidamente,  no  pueden  enajenarse  los  bienes  raíces  de 
vlos  menores,  sino  por  los  motivos  y  con  las  formalidades  preveni- 
«das  en  ella,  y  en  la  48,  tít.  16,  Partida  6/« 

Y  por  último,  la  de  3  de  Abril  de  4868  que  también  declara 
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«qne  para  la  validez  de  las  ventas  de  bienes  inmuebles  de  menores, 
*$on  etendales  las  eauMS  y  90¡emnidade$  que  determinadamente 
•expresan  las  leyes  18,  tít.  i6  de  la  Partida  6/,  y  la  60,  tít.  18 
»d6  la  Partida  3.',  y  que  cuando  faltan,  son  aquellas  nulas  de  de- 
•recho.^ 

Folgeido  Jaén. 
DERECHO  PENAL 

iDébe  entenderse  derogado  por  la  Novísima  legislaeion  penal  el 
Real  decreto  de  9  de  Octubre  de  1853,  que  eoneedié  la  rebaja  de  la 
mitad  del  tiempo  de  prisión  prevenHva  d  los  reos  que  fueren  senten-- 
ciados  d  penas  eorreeeionaUs? 

En  la  pág.  76  del  tomo  último  de  la  Rbvista,  vio  la  luz  un  ar- 
ticulo encaminado  á  resolverla  cuestión  coa .  que  encabezamos  el 
presente. 

Decídese  el  ilustrado  jurisconsulto  que  lo  suscribe  por  la  afir- 
mativa, fundándose  para  ello  en  que,  habida  consideración  al  ca- 
rácter de  medida  transitoria  que  tenia  el  mencionado  decreto,  pues 
sólo  debería  producir  sus  benéficos  efectos  hasta  tofHo  que  un  buen 
Código  de  procedimiento  hiciera  desaparecer,  por  las  vias  legales 
ordinariaSf  el  gran  mal  que  se  lamentábat  según  en  su  preámbulo  se 
expone,  una  vez  publicada  la  ley  provisional  sobre  reformas  en  el 
procedimiento  criminal  de  18  de  Junio  de  1870,  pudo  estimarse  de- 
rogado aquel;  en  que  lo  fué  de  hecho  en  3  de  Agosto  del  mismo  ano 
en  que  se  puso  en  planta  el  Código  penal  vigente,  en  cuyo  art.  31 
se  dispone  que  la  duración  (de  las  penas  temporales)  debe  empezar 
d  contarse  desde  el  dia  en  que  la  sentencia  condenatoria  quede  fir^ 
me;  y  en  fin,  en  que  han  desaparecido  por  completo  los  motivos  que 
le  dieron  vida  desde  el  momento  en  que  pueblicada  la  ley  provisio- 
nal de  Enjuiciamiento  criminal  hemos  tenido  el  buen  Código  de  pro^ 
eedimientos  que  tanto  deseaba  el  ilustre  Marqués  de  Gerona. 

Convincentes  se  presentan  á  primera  vista  los  argumentos  adu« 
ddos  y  con  particularidad  el  último,  si  bien  no  tanto,  en  nuestra 
humilde  opinión,  que  no  pueda  sostenerse  lo  contrario,  por  lo  que» 
y  con  el  deseo  de  aclarar  un  punto  de  aplicación  cuotidiana  en  los 
Tribunales  de  justicia,  nos  vamos  á  permitir  algunas  observaciones 
acerca  de  los  enunciados  argumentos. 

Que  la  ley  provisional  sobre  reformas  en  el  procedimiento  cri- 
minal de  18  de  Junio  de  1870  no  pudo  nunca  derogar  el  decreto  de 
9  de  Octubre  de  1833»  lo  dice  claramente  el  más  ligero  examen  que 
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se  haga  de  la  mísma^  pues  se  limita  á  iatrodacir  alguoas  modifica- 
ciones encaminadas  á  preparar  la  casación  criminal  y  no  á  acelerar 
el  procedimiento,  sin  cuyo  requisito  nunca  podrá  considerarse  de- 
rogado el  decreto  de  que  venimos  ocupándonos,  faltandp  en  sú'  con- 
.  secuencia  el  buen  Código^  cuya  aparición  habia  de  hacer  innecesa- 
rios los  efectos  de  aquel. 

Tan  razonable  y  conforme  con  los  principios  de  la  ciencia  es  lo 
que  acabamos  de  exponer,  que  el  Tribunal  Supremo  no  ha  podido 
por  menos  de  ajustarse  á  semejante  doctrina  en  sus  sentencias  de 
22  de  Mayo  de  1871,  y  de  4  de  igual  mes  de  1872;  todo  lo  cual  ha 
hecho  sin  duda  que  el  defensor  de  la  opinión  contraria  á  la  que  sus- 
tentamos, se  limite  á  decir  que  sin  incurrir  en  temeridad  ni  ligere^ 
%a,  pudo  estimarse  derogado  el  decreto  de  9  de  Octubre  de  18S3 
por  la  citada  ley  de  18  de  Junio  de  1870. 

Mas  en  30  de  Agosto  del  propio  ano  promulgóse  el  Código  penal 
reformado,  hoy  vigente,  en  el  que  se  encuentran  dos  disposiciones 
que  parece  rechazan  hasta  la  idea  de  admitir  la  opinión  que  susten- 
tamos; la  una  es  el  art.  31,  que  en  su  primer  párrafo  dispone  que 
ctuindo  el  reo  estuviere  preso,  la  duración  de  las  penas  temporales 
empezará  á  contarse  desde  el  dia  en  que  la  sentencia  condenatoria 
hubiere  quedado  firme;  y  la  otra  es  su  disposición  final  que  contie- 
ne la  derogación  de  todas  las  leyes  pendes  ge^terales  anteriores  á  la 
promulgación  del  Código,  salvo  las  relativas  á  los  delitos  no  sujetos 
á  las  disposiciones  del  mismo  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  su  articu- 
lo 7.*;  no  siendo  en  su  consecuencia  posible  continuar  considerando 
como  en  su  fuerza  y  vigor  el  decreto  de  9  de  Octubre  de  1853,  que 
con  ser  anterior  al  Código  vendría  á  modificarle  retrotrayendo  el 
principio  del  cumplimiento  de  la  condena  á  una  época  en  que  no 
existia  la  sentencia  condenatoria. 

No  desconocemos  la  justicia  ¿  inflexible  lógica  que  han  inspira- 
do el  art.  31  del  Código  penal;  ínterin  la  sentencia  condenatoria  no 
quede  firme,  no  puede  decirse  que  un  procesado  sea  ó  no  delincuen- 
te: ¿cómo,  pues,  admitir  el  absurdo  de  suponer  que  un  individuo 
habia  empezado  á  cumplir  una  condena,  cuando  aún  se  ignoraba  si 
se  le  habia  de  imponer  pena  alguna?  «Sólo  la  imperfección  de  nues- 
tro sistema  procesal,  dice  el  eminente  jurisconsulto  Sr.  Groizard  y 
Gómez  de  La  Serna  comentando  el  mencionado  art.  31,  indujo,  con 
aplauso  general,  á  nuestro  Gobierno  á  dictar  el  decreto  de  9  de  Oc- 
tubre de  1863.»  «Mas'como  el  remedio  de  aquel  mal,  continúa  el 
indicado  jurisconsulto,  está  y  debe  venir  de  la  reforma  tan  apeteci- 
da de  la  ley  dé  Enjuiciamiento  criminal,  no  estaban  en  el  caso  ios 
autores  del  Código  penal  de  dejar  de  proclamar  la  buena  doctrina, 
que  no  es  otra  que  la  que  establece.»  Ahora  bien:  la  reforma  en  el 
procedimiento  criminal  ¿se  ha  verificado  de  tal  manera  que  desde 
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luego  pueda  aplicarse  eo  su  sentido  literal  el  art.  31  del  Código  re- 
formado? Nos  absteoemos  por  ahora  de  contestar  ¿  la  anterior  pre- 
gunta, pues  muy  en  breve  lo  haremos  al  ocuparnos  del  último  de 
los  argumentos  en  que  se  apoya  la  opinión  contraria;  limitándonos 
á  decir,  para  terminar  lo  relatiTO  á  este  punto,  que  también  el  Có- 
digo reformado  es  anterior  á  las  antedichas  sentencias;  y  habiendo, 
no  obstante,  el  TríbuDal  Supremo  declarado  vigente  en  ellas  el  de- 
creto de  9  de  Octubre  de  1883,  no  cabe  7a  discutir  sobre  si  aquel 
ha  derogado  ó  no  tácitamente  esta  disposición  legislativa.  Digamos 
dos  palabras  acerca  de  la  disposición  final  del  Código. 

Consignada  en  ella  la  derogación  de  todas  las  leyes  penales  ge- 
nerales anteriores,  ¿paede  considerarse  derogado  también  el  decre- 
to de  que  venimos  ocupándonos?  En  nuestro  humilde  sentir,  nó.  Por- 
que aun  cuando  el  tantas  veces  citado  decreto  tenga  el  carácter  de 
general,  por  no  haberse  dictado  para  determinadas  personas  y  si  para 
todos  los  españoles  que  delinquieren  con  las  circunstancias  que  exi- 
ge, siempre  resultaría  que  no  es  tal  disposicoin  penal.  Las  dísposi'- 
dones  penales  á  que  hace  referencia  el  artículo  del  Código  de  que 
nos  estamos  ocupando  son  aquellas  en  que  se  imponia  alguna  pena, 
las  cualeí^  no  podian  subsistir  después  de  promulgado  aquel;  y  bue- 
na prueba  de  la  verdad  de  esta  interpretación  es  que  se  exceptúan 
los  delitos  comprendido»  en  el  art.  7.*,  que  antes  eran  los  militares, 
los  de  imprenta,  los  de  contrabando  y  los  de  sanidad  en  tiempo  de 
epidemia,  es  decir,  todos  aquellos  que  relacionados  directamente  con 
la  poKtica,  habían  de  seguir  las  evoluciones  de  ésta,  sufriendo  pro- 
fundas modificaciones  en  su  penalidad  y  haciendo  necesarias  conti- 
nuas reformas  en  el  Código,  si  bien  en  laque  éste  ha  sufrido  recien- 
temente se  ha  abandonado  con  mucha  oportunidad  aquella  enumera- 
ción 7  abarcado  todos  los  expresados  y  otros  que  puedan  presentar- 
se en  una  fórmula  más  general.  Véase  por  qué,  no  siendo  el  decreto 
de  8  de  Octubre  de  1833  una  de  aquellas  disposiciones  en  que  se 
pena  algún  hecho  punible,  no  ha  podido  ser  derogado  por  la  dispo- 
sición final  del  Código  penal  vigente. 

Llegamos,  por  fin,  al  fundamento  de  más  importancia  que  se 
aduce  en  pro  de  la  opinión  contraria,  siquiera  no  sea  más  que  porque 
parece  destruye  los  motivos  que  impulsaron  al  Gobierno  á  dictar  el 
decreto  objeto  de  este  articulo;  á  la  publicación  de  la  ley  provisio- 
nal de  Enjuiciamiento  criminal.  La  argumentación  no  puede  ser 
más  concreta;  si  la  falta  de  un  buen  Código  de  procedimientos,  se- 
gún dejamos  dicho,  fué  la  causa  de  adoptar  las  disposiciones  conte- 
nidas en  el  decreto  de  9  de  Octubre  de  1833,  una  vez  puesto  en 
práctica  aquel,  han  debido  cesar  los  efectos  de  ésie.  Para  contestar- 
la, no  vamos  á  hacer  un  detenido  y  profundo  estudio  de  la  ley  vi- 
gente de  Enjuiciamiento  criminal  para  aquilatar  su  bondad  y  de- 
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dodr  ú  es  ó  no  un  Imen  Código;  las  leyes  siempre  lieTan  consigo 
la  presunción  de  ser  buenas;  y  además  se  necesitarían  para  ello  una 
capacidad  y  un  tiempo  de  qne  carece  el  antor  de  estas  lineas;  no 
Tamos  tampoco  á  hacer  un  escrupuloso  cálculo,  dados  los  nueves 
plazos  otorgados  en  la  ley,  acerca  de  la  duración  media  de  un  pro- 
ceso, cuya  pesada  tramitación  sugirió  la  idea  de  abonar  á  ciertos 
delincuentes  para  la  computación  de  la  pena  la  mitad  del  tiempo  de 
la  prisión  preventiva  queliabian  sufrido;  los  mil  incidentes  que  pue* 
den  surgir  en  la  sustanciacion  principalmente  de  ios  sumarios,  ha- 
rían temeraria  la  tentativa  que  se  hiciera;  mucho  más  cuando  ni  aun 
una  larga  experiencia  podría  venir  en  nuestro  auxilio.  El  decreto 
de  22  de  Diciembre  de  1872  dictando  reglas  para  la  aplicación  de 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal  nos  suministrará  la  contestación  al 
argumento  de  que  nos  ocupamos.  En  efecto;  la  tercera  de  las  ci* 
tadas  reglas,  ampliada  á  las  causas  correccionales  instruidas  en  los 
Juzgados  de  Madrid  por  decreto  de  10  de  Matzo  ^iltix^o ,  dice  así: 
Las  causas  par  delitos  cuyo  conotímiento  haya  de  corresponder  á  los 
Tribunales  de  partido,  continuarán  sustanciándose  hasta  que  éstos 
se  establezcan  con  arreglo  al  procedimiento  actualmente  vigente. 
Ahora  bien;  no  habiéndose  establecido  todavía  ios  mencionados 
Tribunales,  es  evidente  que  el  procedimiento  con  arreglo  al  cual 
han  de  sustanciarse  los  procesos  en  la  actualidad  es  la  ley  de  18  de 
Junio  de  1870;  y  cuando  las  sentencias  abajo  citadas  del  Tribunal 
Supremo  declararon  vigente  el  decreto  de  9  de  Octubre  de  1853 
después  de  promulgada  aquella,  no  cabe  dudar  en  que  al  presen- 
te está  dicho  decreto  tan  en  su  fuerza  y  vigor  como  lo  estaba  antes 
de  llevarse  á  cabo  las  reformas  realizadas  en  nuestro  derecho  penal 
en  estos  últimos  anos.  La  publicación,  pues,  de  la  tan  codiciada 
ley  de  Enjuiciamiento  criminal  ha  dejado  las  cosas  en  el  estado  en 
que  se  encontraban  antes  de  su  aparición;  y  completando  ahora  lo 
referente  al  art.  31  del  Código  penal ,  diremos  que  no  habiéndose 
hasta  el  dia  obtenido  brevedad  alguna  en  las  actuaciones  crimina- 
les, la  equidad  y  la  justicia  rechazan  el  que  pueda  darse  una  apli- 
cación literal  al  párrafo  primero  del  citado  art.  31. 

En  resumen:  ni  la  ley  de  18  de  Junio,  ni  ei  Código  reformado 
de  30  de  Agosto  de  i  870  han  derogado  el  decreto  de  9  de  Octubre 
de  1853,  entre  otras  razones,  por  haberlo  así  declarado  el  Tribu- 
nal Supremo  en  sus  sentencias  de  22  de  Mayo  de  1871  y  4  de  igual 
mes  de  1872;  ni  la  ley  provisional  de  Enjuiciamiento  criminal  ha 
introducido  tampoco  reforma  alguna  en  la  materia  por  cuanto  su 
promulgación  ha  sido  de  pura  fórmula,  mucho  más  cuando  ni  aun 
aplicable  es  ya  al  procedimiento  ante  el  Jurado. 

J«s¿  Calvo  y  (jarcia. 
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Antes  de  la  lev  orgánica  ya  queda  demostrado  cnáles  eran  los  dere- 
ehos  de  los  Fiscales,  que  nadie  ha  puesto  en  duda  más  que  el  deman- 
dante, pero  aun  después,  voy  á  demostrar,  á  pesar  de  los  acuerdos  del 
Tribunal  Supremo  en  pleno,  que  profundamente  respeto ,  que  los  Fis- 
cales, por  cuatro  conceptos,  á  saber,  la  antigüedad,  el  asiento,  el  tra- 
tamiento y  el  sueldo ,  son  iguales  á  los  Presidentes  de  Sala  ,  y  que  esos 
acuerdos  que  invocaba  la  defensa  contraria,  no  están  en  armonía  coa  los 
testos  legales  que  me  permitiré  leer.  Tal  vez  parezca  aventurada  la  té- 
sis  ,  mucno  más  en  labios  de  un  letrado  que,  si  bien  humilde ,  ha  soste- 
nido en  su  modesta  esfera  rudas  contiendas  y  luchas  profesionales  con  el 
Ministerio  flscal  cuando  le  ha  creido  equivocado  en  la  aplicación  de  la 
ley,  que  han  sostenido  muy  pocos  en  España ,  y  que  me  han  espuesto 
á  riesgos  personales,  de  que  me  han  salvado  mi  razón ,  mi  derecho  y  mi 
firmeza ,  hija  de  convicción  profunda ,  que  han  amparado  los  mismos 
Tribunales. 

A  los  que  niegan  que  después  de  promulgada  la  ley  orgánica  citada, 
conserven  los  Fiscales  preeminencia  de  antigüedad  y  prelacion  respecto 
de  los  Presidentes  de  Sala ,  bastarla  para  convencerlos  de  su  error  el 
simple  cotejo  de  la  letra  ya  trascrita  oel  art.  43  del  Real  decreto  de  43 
de  Diciembre  de  4S67  con  la  del  803  de  la  ley  orgánica ,  por  la  que  es- 

Sresamente  se  establece  que  los  Fiscales  de  las  Audiencias  y  del  Tri- 
%nal  Sunrémo  tendrán  en  las  reuniones  en  pleno  y  en  las  Salas  de 
gobierno  tugar  y  asiento  entre  los  Presidentes  de  Sala^  guardando  en 
éstos  el  lugar  que  les  corresponda  por  su  antigüedad  sin  distinción  en 
la  plata  gue  sirvan  respectivamente.  Después  de  leer  y  comf)ar2^r  am- 
bos testos,  no  puede  sostenerse  que  por  el  uno  se  ha  consignado  un 
precepto  diferente  v  manifestado  una  aspiración  distinta  de  los  consig- 
nados y  manifestados  en  el  otro.  • 

Y  no  pedia  ser  de  otro  modo,  porque,  como  dije  antes,  no  es  posible 
llevar  á  cabo  una  reforma,  por  fundamental  que  sea,  sin  que  el  elemen- 
to histórico  penetre  más  ó  menos  en  lo  sustancial  ó  accesorio  de  la  mis- 
ma, en  la  medida  de  la  necesidad,  ó  conveniencia,  cuando  son  tales  que 
por  sí  mismas  se  imponen.  Y  aquí  ciertamente,  en  este  punto  de  la 
confusión  y  asimilación  dentro  de  una  sola  y  misma  clase  de  los  Fisca- 
les con  los  Presidentes  de  Sala,  la  necesidad  v  conveniencia  son  tan  in- 
declinables, que  lo  que  fué  antes  de  la  promulgación  dé  la  ley  orgánica, 
eso  mismo  debió  y  no  pudo  menos  de  ser  después  de  ella,  en  el  mero 
hecho  de  mantener  á  los  Fiscales  en  todas  las  funciones  que  venían  des- 
empeñando en  las  Audiencias  y  Tribunal  Supremo.  Algunas  de  éstas, 
las  más  importante^  sin  duda,  reservadas  á  la  Sala  de  gobierno  y  al 
Tribunal  pleno,  no  era  posible  las  ejerciesen  no  hallándose  asimilados  á 
los  Presidentes  de  Sala,  por  lo  mismo  que  no  es  posible  que  un  indivi- 
duo delibere  con  voz  y  voto  en  una  corporación  cualquiera,  sin  aue  se 
reconozca  á  esa  voz  y  á  ese  voto  igual  autoridad,  igual  valor  y  encacia 
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que  á  los  de  los  demás  individuos  que  coacurran  al  acuerdo,  de  todo 
punto  inconcebible  como  resultado  de  una  votación  en  otro  caso.  Tan 
cierto  es  esto,  j  tan  de  necesidad  para  la  ley  orgánica  el  mantener  á 
los  Fiscales  á  nivel,  6  ea  la  esfera  de  los  Presidentes  de  Sala,  como  que 
por  no  militar  igual  consideración  respecto  de  los  Tenientes  Fiscales, 
el  art.  603,  al  paso  que  establece  que  el  Fiscal  tendrá  voz  y  voto  en  el 
Tribunal  pleno,  añade,  y  ruego  á  la  Sala  fije  en  esto  su  atención,  que 
el  Teniente  Fiscal,  ó  el  Abogado  Fiscal  que  le  sustituya,  tendrá  voz, 
pero  no  voto. 

Disposición  es  esta,  tan  en  armonía  con  el  texto  ya  transcrito  del 
artículo  ^03,  t^ue  crea  entre  Fiscales  y  Presidentes  de  Sala,  el  mismo 
grado  gerárquico  que  venia  establecido  en  casi  idénticos  términos  por 
el  art.  13  del  Real  decreto  de  13  de  Diciembre  de  1867,  que  no  pooia, 
no  debia  contrariarse  en  parte  alguna  del  mecanismo  da  la  ley,  que  no- 
toriamente viene  á  robustecerla  y  sancionarla  más  y  más. 

^Quiérense  pruebas  inequívocas  de  que  este  fué  su  propósito?  Pues  á 
partir  del  mencionado  art.  803  que  á  Fiscales  y  Presidentes  asigna  el 
mismo  luffar  y  asiento  preferente,  según  su  respectiva  antigüedad,  si% 
distinción  de  la  plaza  que  sirva,  frase  tan  intencionada  que  parece 

Suesta  para  ceirar  la  puerta  á  todo  argumento  en  contrario,  á  partir, 
igo,  de  este  tan  claro  y  decisivo  artículo,  sírvase  consultar  la  Sala 
otros  cuya  sola  existencia  bastaría  para  demostrar  que  la  ley  orgánica 
del  poder  judicial  ba  mantenido  á  los  Fiscales  en  la  misma  categoría  y 
grado  gerárquico  en  que  coloca  á  los  Presidentes  de  Sala. 

£1  art.  810,  párrafo  último,  expresa  que  los  Fiscales  de  Audiencias  y 
del  Tribunal  Supremo  tendrán  el  tratamiento  que  con  arreglo  al  artícu- 
lo 201  corresponde  en  sus  respectivos  Tribunales  á  los  Presidentes  de 
Sala,  con  arreglo  al  art.  201  que  concede  á  los  Presidentes  de  las  Au- 
diencias y  los  de  Sala  de  Madrid  el  de  Señoría  ilustrisima  y  á  los  Pre- 
sidentes de  Sala  del  Tribunal  Supremo  el  de  Excelencia. 

£1  art.  818  señala  á  los  Fiscales  de  las  Audiencias  y  del  Tribunal 
Supremo  la  misma  dotación  que  disfrutan  los  Presidentes  de  Sala  del 
Tribunal  á  que  correspondan  con  arreglo  á  los  artículos  215  y  216. 

Ahora  bien:  ¿cómo  no  han  de  ser  iguales  en  gerarquía  y  grado  fun- 
clónanos  á  quienes  la  ley  no  ya  asimila  sino  hasta  iaentinca  en  la  an- 
tigüedad, en  el  asiento,  en  el  tratamiento  y  en  el  sueldo?  ¿Qué  más  se 
quiere  que  haya  dicho  la  ley  de  organización  del  poder  judicial?  ¿Qué 
más  ha  dicho  la  legislación  antes  vigente,  para  persuadir  de  que  los 
Fiscales  y  los  Presidentes  de  Sala  forman  una  sola  y  misma  clase  en  los 
Tribunales  colegiados? 

Por  ventura,  si  así  no  fuese,  itolerarian  éstos  que  los  Fiscales  fue- 
ran adquiriendo  precedencia  en  el  asiento  sobre  uno  ó  más  Presidentes 
de  Sala,  hasta  ocupar  por  antigüedad  el  preferente  á  la  derecha  del 
que  preside  el  Tribunal?  £ste  sólo  hecho  que  en  la  actualidad  se  obser- 
va en  alguna  de  las  Audiencias,  bastaría  para  demostrar  el  error  y  apa- 
sionamiento con  que  á  los  Fiscales  de  las  Audiencias  se  niega  lo  mis- 
mo que  de  hecho  se  les  reconoce  y  hace  efectivo,  á  saber,  el  grado 
igual  de  gerarquía  en  que  con  los  Presidentes  se  encuentran. 

¿Y  por  qué  no  ha  de  existir  esta  igualdad?  iPorque  los  cargos  son 
diferentes?  Pues  diferentes  y  del  propio  modo  distintos  eran  antes  del 
15  de  Setiembre  de  1870  en  que  se  promulgó  la  ley  orgánica  y  en  que 
sin  dificultad  se  reconoce  que  los  Fiscales  estaban  identificados  en  ca- 
tegoría con  los  Presidentes  de  Sala.  Luego  esta  no  puede  ser  razón  que 
abone  la  opinión  que  sostenía  ayer  mi  ilustrado  amigo  y  compañero. 

Pero  ¿y  el  art.  196,  se  dice  por  el  digno  Magistrado  demandante» 
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que  di&pone  que  los  Jueces  y  Magistrados  tomen  su  antigüedad  en 
la  clase  á  que  correspondan  desde  el  día  en  que  hayan  entrado  en  po- 
sesión del  cargo  que  obtengan  en  ella?  £ste  artículo,  se  añade,  ha  re- 
suelto definitivaniente  la  cuestión;  ha  borrado  todas  esas  distinciones 
y  ha  servido  de  fundamento  al  informe  favorable  á  las  pretensiones 
ael  Sr.  Gonzalos^,  evacuado  en  este  expediente  por  la  Sala  de  gobierno 
del  Tribunal  Supremo.  {Cosa  rara  en  verdad!  En  ese  mismo  artículo  en 
que  funda  el  deoD^andante  sus  pretensiones,  fundan  las  suvas  los  coad- 
yuvantes de  la  Administración;  si  ese  artículo  es,  como  decia  mi  ilus- 
trado compañero,  el  argumento  Aquiles  de  la  demanda,  es  también  el 
argumento  Aquiles  de  mi  defensa,  pues  dice  cabalmente  lo  contrario 
de  lo  que  la  demanda  supone;  y  se  concibe  861o  el  error  con  que  se  in- 
terpreta de  contrarío  por  el  olvido  y  confusión  de  las  palabras  clase  y 
cargo,  que  juegan  en  el  referido  artículo  y  en  el  siguiente  197. 

En  primer  lugar,  y  permítaseme  que  insista  en  esto  porque  ha  ser- 
vido de  fundamento  al  informe  de  la  Sala  de  gobierno  de  este  respeta- 
ble Tribunal,  el  cual  me  veo  obligado  á  combatir,  este  artículo  en  nada 
debilita  la  fuerza  délos  razonamientos  que  dejo  expuestos  porque  se  re- 
fiere á  lo  porvenir,  á  lo  que  empiece  á  suceder  con  los  que  entren  en  una 
clase  desde  aquel  dia  en  adelante,  pero  no  mutila  ni«anula  ios  derechos 
creados  con  anterioridad. 

Además,  ese  artículo  dice  aue  la  antigüedad  se  adquiere  en  la  clase 
á  que  el  funcionario  corresponda,  y  como  la  clase  ó  grado  lo  forman  va- 
ríos  destinos  asimilados^  de  ahí  que  las  mismas  palabras  de  la  ley,  que 
no  tiene  efecto  retroactivo,  corroboren  la  doctrina  que  se  ha  consigna- 
do en  la  orden  reclamada  y  que  sostengo.  Es  innegable  que  aun  pres- 
cindiendo de  los  decretos  anteriores,  la  ley  orgánica  constituye  un  sólo 
^rado  con  los  Presidentes  de  Audiencia,  Presidentes  de  Sala  de  Audien- 
cia, excepto  la  de  Madríd  y  Magistrados  de  ésta.  Ahora  bien;  cualquier 
funcionario  que  desempeñe  algunos  de  estos  destinos  indistintamente, 
tendrá  prelacion  de  antigüedadsobre  los  que  hayan  desempeñado  otros 
del  mismo  grado,  seffunelart.  496,  porque  forma  parte  de  la  misma 
clase  y  de  esto  se  deduce  que  si  desde  la  promulgación  de  la  ley  en  ade- 
lante, la  antigüedad  ha  de  contarse  por  la  entrada  en  la  clase  ó  grado 
Í[ue  la  misma  ley  establece  y  no  por  la  toma  de  posesión  del  destino,  en 
as  clases  6  grados  existentes  antes  de  la  ley  actual  y  que  ésta  ha  res- 
petado, debe  suceder  lo  propio.  Después  del  15  de  Setiembre  de  1870, 
según  los  artículos  467  y  196,  el  que  haya  sido  Presidente  de  Audien- 
cia de  provincia,  si  viene  de  Magistrado  á  la  de  Madrid,  tomará  entre 
sus  compañeros  la  antigüedad  del  dia  en  que  se  posesionó  de  la  Presi- 
dencia; pues  del  mismo  modo,  el  que  antes  de  la  ley  vigente  fué  Presi- 
dente de  Sala  ó  fiscal,  cargos  de  la  misma  clase  que  los  Magistrados 
de  Madrid,  tiene  entre  éstos  la  antigüedad  del  dia  que  tomó  posesión 
de  su  pñmer  destino,  porque  tanto  en  un  caso  como  en  otro,  habían 
servido  empleos  del  mismo  grado  gerárquico. 

Y  lo  mismo  puede  decirse  en  cuanto  al  caso  qm^  presentaba  la  de- 
fensa del  demandante  respecto  á  los  Fiscales  á  quienes  se  ha  negado  en 
este  Supremo  Tribunal  asiento  y  antigüedad  entre  los  Presidentes  de 
Sala  del  mismo,  interpretando  equivocadamente  (dispénseme  la  Sala  el 
atrevimiento,  pero  la  razotí  es  una  y  debo  cumplir  con  mi  deber)  ese 
mismo  artículo.  Si  la  antigüedad  ha  de  tomarse  en  la  clase  á  que  los 
funcionarios  correspondan  y  la  antigüedad  dá  precedencia  en  el  orden 
de  asientos  y  puestos  (art.  197),  y  esta  precedencia  se  otorga  y  consien- 
te actualmente  á  los  Fiscales  sin  habérsela  disputado  jamás,  evidente  es 
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qiie  semejante  tolerancia  descansa  en  el  <ntiroo  conveneiiniento  que  los 
tribunales  colegiados  tienen  de  oae  ios  Fiscales  (iorman  con  los  Presi- 
dentes de  Sala  ana  sola  y  única  elote  en  la  cual,  según  letra  del  referido 
art.  496,  toman  su  antigüedad  y  frecedenda  consiguiente,  desde  el  dia 
en  que  cada  Fiscal  entra  en  posesión  de  su  cargo.  Verdad  tan  obvia,  que 
si  no  se  derivara  del  texto  expreso  de  la  ley,  desprendería  se  espontánea- 
mente del  buen  sentido  que  no  consiente  se  sostenga  que  un  individuo 
que  ganaprecedepcia  por  razón  de  antigüedad  en  una  corporación  ó  clase, 
no  pertenece  sin  embargo  y  antes  bien  está  fuera  de  dicha  clase  ó  cor- 
poración, como  con  notable  error  se  sostiene  por  los  que  niegan  que  los 
Fiscales  posesionados  con  posterioridad  al  45  de  Setiembre  de  1870  ten- 
gan categoría  igual  á  la  de  los  Presidentes  de  Sala  y  derechos  y  preemi- 
nencias anejas  a  ella. 

Y  por  más  que  otra  cosa  se  diga  por  el  demandante,  la  jurispruden- 
cia gubernativa,  si  cabe  decirlo  así,  la  interpretación  que  se  na  dado 
por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  en  cuantos  casos  de  esta  índole  se 
nan  presentado,  menos  en  uno  que  luego  citaré,  al  art.  196,  es  la  mis- 
ma que  sostengo.  Lo  mismo  el  Ministro  D.  Eugenio  Montero  Rios,  que 
D.  Augusto  Ulioaj  que  D.  Luis  del  Rio  .6  D.  Eduardo  Alonso  Colmena- 
res, que  tan  diversas  tendencias  y  situaciones  políticas  representan,  han 
resuelto  en  este  sentido  los  diferentes  casos  que  se  han  presentado  con 
motivo  de  reclamaciones  de  los  Magistrados  D.  Cosme  Gil  urraca  %ntt 
de  Mayo  de  4871,  del  Sr.  Gonzaleí,  demandante  hoy,  en  Octubre  de 
4873,  y  dos  bien  recientes  del  Magistrado  de  esta  Audiencia  D.  Ignacio 
Carrasco  y  del  Presidente  de  Sala  Sr.  D.  Luciano  Boada  que  fíf^ra  en- 
tre los  coadyuvantes.  Y  ya  que  la  defensa  del  Sr*  González  invoca  y 
busca  y  se  dedica  afanosamente  á  encontrar  precedentes  y  acuerdos  que 
favorezcan  su  opinión,  séame  lícito,  puesto  que  he  de  descender  al  ter- 
reno en  que  se  me  cita,  leer  á  la  Sala  dos  órdenes  del  Ministro  del  ramo 
que  no  pueden  ser  más  adecuadas  para  el  caso,  pues  resuelve  una  la  in- 
terpretación que  ha  de  darse  al  art.  1 96  en  cuanto  á  los  Presidentes  de 
Sala  de  fuera  de  Madrid,  hoy  Magistrados  de  Madrid,  y  otra  la  catego- 
ría y  asiento  que  corresponden  á  los  Presidentes  de  Sala  que  han  sido 
antes  Fiscales,  vigente  va  la  ley  orgánica,  entre  los  de  igual  clase. 

Es  la  primera  de  24  de  Diciembre  último,  esto  es,  hace  diez  dias,  dic- 
tada á  instancia  del  Magistrado  de  esta  Audiencia  Sr.  D.  Ignacio  Carrasco 
y  Hernández  que  acudió  reclamando  contra  el  acuerdo  de  aquel  Tribunal 
en  pleno  que  al  darle  posesión  de  su  plaza  de '  Magistrado  á  la  que  fué 
trasladado  siendo  Presidente  de  Sala  oe  la  de  Valencia,  por  exigua  ma- 
yoría ]e  designó  el  lugar  correspondiente  al  más  moderno,  si  bien  de- 
clarando al  propio  tiempo  que  este  acuerdo  tomado  principalmente  para 
el  mejorrégimen  intenor  ó  distribución  del  servicio  diario  del  Tribu- 
nal, sólo  tenia  el  carácter  provisional  y  sus  considerandos  más  notables 
son  los  siguientes: 

«Considerando  que  Presidente  de  Sala  de  Audiencia  de  fuera  de  Ma- 
»drid  D.  Ignacio  Carrasco  y  Hernández,  con  anterioridad  á  la  publi- 
vcacion  de  la  ley  provisional  sobre  organización  del  poder  judicial,  ad- 
»auirió  con  arreglo  á  la  legislación  entonces  vigente,  la  misma  consi^- 
vderacion,  el  mismo  grado  gerárquico,  la  misma  antigüedad ,  según  la 
»fecha  de  la  posesión  que  los  Magistrados  de  la  Audiencia  de  Bladrid, 
«puesto  que  expresamente  estaba  declarado  en  el  Real  decreto  de  1 3  de 
«Diciembre  de  1867,  que  con  éstos  y  los  Fiscales  de  las  Audiencias  tam- 
»bien  de  fuera  de  Madrid,  formaban  una  sola  categoría  los  Presidentes 
»de  Sala  de  dichas  Audiencias  de  fuera:  * 
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«Considerando  qne  la  mencionada  ley  provisional  sobre  organiza- 
Bcion  del  poder  judicial  ha  respetado,  como  no  podia  menos,  los  dere- 
•chos  ya  adqiúndos,  llevando  así  á  la  exageración  la  aplicación  de  este 
Bsano  principio  al  establecer  en  su  disposición  6.^  do  laa  transitorias 
»qne  se  considerará  á  todos  los  Jaeces  y  Magistrados  en  la  categoría  qne 
•nnbieren  llegado  á  obtener  en  la  carrera  judicial.» 

Vea  la  Sala  cómo  esta  resolución  ministerial  invoca  precisamente 
para  demostrar  que  la  nueva  ley  ha  respetado  los  derechos  concedidos 
por  otras,  la  misma  disposición  6.^  que  yo  cito  en  apoyo  del  derecho  de 
nnis  representados,  y  na  podido,  y  tal  vez  ha  debido  citar  también,  la 
disposición  10,  que  recordé  antes,  diciendo  con  razón  que  la  ley  orgá- 
nica ha  llevada  nasta  la  exajeracion  ese  respeto.  Y  sigue  el  i.^,  en  el 
cual  verá  la  Sala  aceptada  por  el  Ministro  la  recta  interpretación  que 
nosotros  damos  al  art.  196: 

«Considerando  que  la  interpretación  del  art.  196  de  la  referida  ley, 
•que  establece  que  los  Jueces  y  Magistrados  tomarán  su  antigüedad  en 
»la  clase  á  que  correspondan  desde  el  dia  que  hayan  entrado  en  pose- 
»sion  del  cargo  que  obtengan  en  ella ,  no  puede  ser  otra  que  la  de  que 
ven  él  se  consigna  el  lugar  que  cada  uno  ha  de  ocupar  cuando  haya  in- 
»gresado  ó  ascendido  en  la  carrera  con  arreglo  á  la  misma  ley;  y  por 
vconsiguiente,  sin  perjuicio  de  los  que  sirvieron  análogos  cargos  con 
•anterioridad  á  la  publicación  de  ésta,  como  lo  previenen  las  aisposi^ 
•ciones  transitorias  indispensables  siempre  en  toda  ley  que  sienta  re- 
•reglas  para  lo  sucesivo,  pero  que,  respetando  derechos  adquiridos,  las 
•modifica  mientras  haya  alguno  de  éstos  que  atender: 

•Y  considerando,  por  último,  que  el  acuerdo  del  Tribunal  pleno  de 
•la  Audiencia  de  Madrid,  aun  explicándolo  con  el  carácter  de  provisio- 
»nal  que  se  ha  pretendido  darle,  pero  que  ha  surtido  efectos  desde  el 
•momento,  y  dado  lugar  á  la  reclamación  del  Magistrado,  que  se  ha 
•creído  desde  luego  perjudicado,  no  tiene  disposición  alguna  en  que 
•fundarse,  como  no  se  ha  fundado  en  ninguna;  existiendo,  por  el  con- 
Urario  una  Real  orden  de  t%  de  Mayo  de\V¡\,  dictada  con  motivo  de 
•una  reclamación  idéntica  del  Magistrado  de  la  Audiencia  de  Albacete, 
•D.  Cosme  Churruca,  que  se  circuló  á  todas  las  Audiencias  para  que 
•sirviese  de  regla  en  casos  análogos,  en  la  que  se  declaró  que  la  anti- 
•güedad  que  correspondía  al  expresado  D.  Cfosme  Churruca  era  la  que 
•nabia  adquirido  al  tomar  posesión  del  cargo  de  Oficial-auxiliar  de  la 
•clase  de  primeros  de  esta  Secretaría,  asimilado  al  de  Magistrado  de 
•Audiencias  de  fuera  de  Madrid,  con  anterioridad  á  la  publicación  de 
•la  ley;  el  Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  República  ha  tenido  á 
•bien  declarar  que  la  antigüedad  que  corresponde  á  D.  Ignacio  Carrasco 
•y  Hernández,  como  Magistrado  de  la  Audiencia  de  Madrid,  es  la  de  S5 
•de  Febrero  de  1869,  en  cuya  fecha  tomó  posesión  de  la  plaza  de  Presi- 
•dente  de  Sala  de  la  Audiencia  de  Albacete,  disponiendo  al  propio  tiem- 
•po  que  esta  resolución  se  comunique  á  todas  las  Audiencias  para  que 
•en  su  vista  y  la  de  22  de  Mayo  de  1871 ,  ambas  aplicables  igualmente  á 
•casos  de  esta  naturaleza,  se  eviten  acuerdos  contrarios  á  las  disposicio- 
•nes  vigentes,  que  por  afectar  más  ó  menos  directamente  á  la  personali- 
•dad  de  cada  uno  de  los  individuos  de  un  Tribunal  son  del  peor  efecto,» 

Razón  tiene  el  Ministro  que  ha  dictado  esta  orden  al  decir  que  tales 
cuestiones  son  del  peor  efecto.  ¿Qué  habría  dicho  si  hubiese  podido  en- 
trar á  calificar  la  demanda  que  hoy  nos  ocupa?  Yo  me  contenté  con  de- 
cir al  principio  que  la  había  visto  presentada  y  admitida  con  profunda 
pena;  otros  nan  dicho  con  gran  disgusto;  el  Ministro  hubiera  sido  tal 
vez  más  severo  en  su  calificación. 
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Pues  si  Ul  68  la  interpretación  (jue  el  Gobierno  dá  á  la  le^  orgánica 
en  cnanto  á  la  categoría  de  los  Magistrados  qne  han  sido  Presidentes  de 
Sala,  vea  el  Tribunal  la  qoe  ha  daao  á  la  misma  respecto  á  los  funcio- 
narios del  Ministerio  fiscal,  con  motivo  de  la  reclamación  elevada  al 
mismo  por  mi  respetable  amigo  y  digno  Presidente  de  Sala  de  esta  Au- 
diencia Sr.  Boada,  resolución  que  seguramente  no  conoce  la  Sala  ni  el 
Sr.  Fiscal  por  ser  muy  reciente  y  no  haber  sido  publicada,  y  que  por 
ser  de  importancia  y  por  consignar  la  misma  doctrina  que  he  sostenido 
sobre  la  antigftedad  de  los  Fiscales  que  pasan  á  ser  Presidentes  de  Sala, 
he  de  permitirme  leer.  Es  de  21  de  Diciembre  último  y  dice  asf: 

a  Vista  la  instancia  que  por  conducto  de  Y.  I.  ha  elevado  á  este  Mi- 
]>nisterio  D.  Luciano  Boada  y  Yalladolid,  Presidente  de^Sala  de  esa  Au- 
«diencia,  rec/amando  contra  el  acuerdo  del  Tribunal  pleno,  que  al  to- 
)»mar  posesión  de  dicho  cargo  le  designó  el  cuarto  y  último  lugar  entre 
»los  de  su  clase,  fundándose  en  lo  dispuesto  en  el  art.  196  de  la  ley  pro- 
svisional  sobre  organización  del  Poder  judicial,  y  en,  solicitud  de  que  se 
»l6  declare  con  derecho  á  ocupar  el  lugar  queje  corresponde  por  su  an- 
»tigüedad  desde  que  tomó  posesión  de  la  plaza  de  Fiscal  de  la  misma 
> Audiencia:  Considerando  que  según  el  art.  803  de  la  ley  citada  el  re- 
«cúrrente  adquirió  el  carácter  de  Presidente  de  Sala  de  esa  Audiencia 
»el  dia  en  que  tomó  posesión  de  la  Fiscalía  del  mismo  Tribunal,  y  que 
]>no  le  perdió  al  ser  nombrado  Magistrado,  puesto  que  lo  fué  en  comi- 
»sio»;  el  Presidente  del  Poder  ejecutivo  de  la  República  ha  tenido  á  bien 
^disponer  que  la  antigüedad  de  D.  Luciano  Boada  y  Yalladolid  como 
,  «Presidente  de  Sala  de  esa  Audiencia,  se  cuente  desde  la  fecha  en  que 
»tomó  posesión  del  cargo  de  Fiscal  del  mismo  Tribunal.» 

Conforme  á  estas  órdenes,  han  ocupado  los  Sres.  Boada  y  Carrasco 
los  puestos  que  les  correspondían  en  esta  Audiencia,  y  con  arreglo  á  es- 
ta resolución,  contraria  á  los  acuerdos  de  este  Supremo  Tribunal,  esos 
dignísimos  Magistrados  que  han  sido  Fiscales  de  éste,  á  quienes  cita  la 
demanda  nominalmente,  están  perjudicados  en  el  puesto  que  ocupan  y 
deben  obtener  el  que  por  su  antigüedad  les  corresponde  entre  los  Presi- 
dentes de  Sala. 

Por  no  fatigar  más  tiempo  la  atención  del  Tribunal,  y  porque 
gusto  poco  de  hablar  en  este  recinto  de  otra  cosa  que  no  sea  la  ley  ó 
la  jurisprudencia  de  la  Sala,  no  me  ocuparé  de  esa  única  orden  en  qne 
el  Ministerio  se  separó  de  la  doctrina  sentada  en  las  que  acabo  de  leer, 
resolviendo  en  favor  del  Magistrado  de  esta  Audiencia  Sr.  D.  Joa- 
quín López  Ibañez  la  cuestión  de  antigüedad  que  entre  el  mismo  y  el  de 
igual  clase  Sr.  D.  Federico  Guzman,  uno  de  mis  defendidos,  se  habia 
suscitado;  pero  para  que  no  se  crea  que  rehuyo  discusión  sobre  la  mis- 
ma, he  de  permitirme  llamar  la  atención  de  la  Sala  hacia  el  fundamen- 
to, digo  mal,  hacia  el  ningún  fundamento  de  aquella  orden,  que  si  bien 
favoreció'  á  uno  de  los  interesados,  no' resolvió  cuestión  legal  alguna. 
Es  de  19  de  Enero  de  1874,  y  vá  autorizada  por  el  Secretario  general  á 
la  sazón,  D.  Yicente  Romero  y  Girón: 

«Yisto  el  expediente  incoado  por  los  Magistrados  de  esa  Audiencia, 
»D.  Federico  Guzman  y  D.  Joaquín  María  López  Ibañez,  en  solicitud  de 
«que  se  declare  cuál  de  dichos  señores  tiene  mayor  antigüedad  en  el 
«cargo  que  respectivamente  desempeñan,  examinados  los  antecedentes 
que  lorman  los  expedientes  personales  de  ambos,  y  considerando  que  lo 
establecido  por  el  art.  196  de  la  ley  provisional  sobre  organización  del 
«Poder  judicial,  es  el  criterio  qne  puede  tenerse  para  la  resolución  del 
«asunto  jie  que  se  trata,  el  Gobierno  de  la  República  ha  tenido  á  bien 
«declarar  la  mayor  antigüedad  en  favor  del  Sr.  López  Ibañez,  en  virtud 
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»de  que  las  alegaciones  expuestas  por  dicho  señor  son  más  ¡«Dcedentes 
•y  arregladas  al  espíritu  y  letra  del  mencionado  artículo.» 

Compare  la  Sala  esta  orden  con  las  anteriores:  pese  los  fundamentos 
de  una  y  los  de  las  otras,  y  sírvase  fijarse  en  que  ésta  se  limita  á  decir 
gue  el  criterio  de  la  cuestión  es  el  árt.  496  y  que  las  alegaciones  del 
ár.  Lopes  Ibañes  son  más  procedentes  y  arregladas  á  su  letra  y  espiri- 
tu  que  las  de  mi  cliente  Sr.  Gusman,  ¡Qué  modo  tan  singular  y  pere- 
grino de  fundar  una  disposición  ministeríall  ¿Quéquerrá  decir  eso  de  aU" 
gacumes  más  procedentes^  Que  el  art.  496  es  el  criterio  en  la  cuestión; 
pues  cabalmente,  precisamente  por  eso  es  más  procedente  el  derecho  del 
Sr.  Gusman,  porque  tomó  posesión  de  uno  (k  los  cargos  que  componen 
la  clase  en  ^ue  ambos  interesados  sirven,  con  anterioridad  al  Sr.  Ló- 
pez Ibañez,  por  más  que  ambos  sean  igualmente  respetables  y  dignos. 

No  concluiré  sin  hacer  otra  observación,  que  se  deriva  del  escuafoo 

Erovisional  de  la  Magistratura  de  este  Tribtinal  y  de  las  Audiencias,  pn- 
lieado  en  la  Gaceta  oficial  correspondiente  al  viernes  S7  de  Enero  de 
1 8*74 ,  desempeñando  el  Ministerio  del  ramo  D.  Augusto  Ulloa,  escalafón 
que  tanto  por  su  epígrafe  y  obieto,  como  por  su  contenido,  demuestra 
la  innegable  razón  que  asiste  á  mis  representados  para  creerse  más  an- 
tiguos en  su  cargo  que  el  demandante  Sr.  González.  El  Gobierno,  á  con- 
tinuación de  la  Real  orden  en  que  se  manda  publicar,  á  fin  de  que  los 
interesados  hicieran  las  reclamaciones  que  juzgaran  oportunas,  pone 
como  epígrafe  ó  cabeza  lo  siguiente:  Escalafón  prúvisional  de  la  Magis- 
tratura en  el  Tribunal  Supremo  y  en  las  Audiencias  de  la  Península 
é  islas  adyacentes^  con  arreglo  á  las  escalas  establecidas  en  el  art.  167 
de  la  ley  provisional  sobre  organitaeion  del  poder  judicial  y  eatego-  ^ 
Has  correspondientes  bsgomocidas  en  las  disposiciones  transitorias  6.*  ' 
y  iO  de  la  miswa  ley.  La  afirmación  no  puede  ser  más  terminante. 
Examinando  las  escalas  figuran  en  la  correspondiente  á  los  Presi- 
dentes de  Audiencia,  Presidentes  de  SaJa  de  Audiencia  á  excepción  déla 
de  Madrid  v  Magistrados  de  ésta,  con  el  número  i  i  D.  Federico  Gus- 
man; con  el  S6  D.  José  María  Bustelo,  con  el  3S  D.  Luis  de  Entram- 
basaguas,  coadyuvantes,  y  con  el  40  D.  Patricio  González,  no  constan- 
do los  Sres.  Boada  v  Maestre  por  las  razones  que  ya  he  indicado.  Es  de- 
cir, que  ese  escalafón  contra  el  cual  no  consta  que  haya  reclamado  el 
Sr.  González,  le  consideraba  más  moderno  que  los  coadyuvantes.  Y  en 
verdad  que  ya  que  hablo  del  escalafón,  he  de  hacer  observar  á  la  Sala 
que  los  Señores  Magistrados  de  este  Tribunal  D.  Luis  Vázquez  Mondra- 
gon  y  D.  Alberto  San  tías  á  quienes  se  referia  mi  ilustrado  compaikero, 
afirmando  que  siendo  más  modernos  que  otros  Magistrados  de  la  Au-* 
diencia  de  Madrid,  fueron  nombrados  y  se  les  dio  posesión  como  más 
antiguos  de  la  misma,  aparecen  con  los  números  6  y  7  como  más  anti- 
guos que  esos  dos  Señores  que  se  citan  de  contrario,  con  el  fin  de  sa- 
car un  argumento  contra  mis  representados  por  haber  dado  á  aquellos 
posesión  el  Tribunal. 

Sé  que  hay  precedentes  en  favor  de  la  doctrina  oue  la  demanda  sus- 
tenta: sé  que  este  mismo  Tribunal  ha  tomado  acuerdos  en  pleno  que  fa- 
vorecen aquellas  pretensiones,  y  que  si  en  este  asunto  pudiesen  discu- 
tirse demostraría  con  el  más  profundo  respeto  que  no  están  ajustados  á 
la  ley;  pero  debo  hacer  notar  repitiendo  quizá  las  mismas  palabras  del 
Sr.  Fiscal,  que  como  esta  es  la  vez  primera  que  la  Sala  vá  á  decidir  so- 
bre este  punto  de  interpretación  de  la  ley,  no  hay  sentada  jurispruden- 
cia alguna:  no  son  de  racRa  por  lo  tanto  los  precedentes  que  en  la  de- 
manda se  invocan  respecto  á  lo  ocurrido  en  la  provisión  de  plazas  de 
este  Supremo  Tribunal,  con  los  Magistrados  más  antiguos  de  la  Audien* 
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cia'de  Madrid.  Entonces  no  se  decidió  ana  contienda  judicial,  ni  consta 
qne  reclamaran,  ni  hicieran  valer  sus  derechos  los  qae  en  ello  tavieran 
interés,  ni  toro  precisión  la  Sala  de  gobierno  de  teñera  layista,  como 
ahora,  todos  los  antecedentes  necesarios. 

Concluyo  sin  hacer  resumen  dando  sinceramente  las  gracias  á  la  Sala 
por  la  benévola  atención  con  que  se  ha  dignado  escacharme  en  este  largo 
informe  tan  humilde  y  sin  mérito,  como  grave  y  delicado,  y  rogándola 
me  dispense  si  enr  él  me  he  expresado  con  cierto  calor,  hijo  de  la  con- 
vicción íntima  que  tengo  en  este  negocio:  cuando  la  convicción  de  la 
justicia  descansa  en  pnestra  conciencia,  coando  la  verdad  tiene  asiento 
en  nuestro  labio,  la  palabra  más  fría  é  incolora  hácese  elocuente,  viva, 
apasionada;  en  la  inteligencia  más  débil  y  apagada  como  la  mia  nacen 
las  ideas,  bullen  y  se  abitan,  como  deseando  tomar  cuerpo;  la  frase  ad- 
cniiere  vigor,  alma  el  discurso,  vida  el  pensamiento,  y  se  establece,  en 
nn,  entre  el  defensor  que  posee  la  verdad  y  el  Tribunal  que  con  afán  la 
busca  esa  especie  de  corriente  que  por  todas  partes  esparce  é  infiltra  la 
luz  benéfica  de  sus  vivísimos  resplandores. 

SENTENCIA. 
En  SO  de  Enero  de  1875,  se  pronunció  por  la  Sala  que  conocía  del 
asunto,  la  sentencia  cuyos  fundamentos  legales  y  parte  dispositiva  tras* 
cribimos  á  continuación,  no  haciéndolo  de  los  resultandos  porque  que- 
dan expuestos  los  puntos  de  hecho  en  el  informe  anterior.  Hé  aquí  los 
considerandos: 

Vistos:  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Pascual  Bayarrí: 

Considerando  que  la  cuestión  debatida  en  estos  autos  se  reduce  á  de- 
terminar si  los  Magistrados  de  la  Audiencia  de  Madrid,  que  antes  de  serlo 
desempeñaron  plaaas  de  Presidentes  de  Sala  ó  Fiscales  en  alguna  de  las 
demás  del  Reino,  deben  tomar  su  antigfledad  como  tales  Magistrados 
de  aquella,  desde  que  se  posesionaron  de  este  cargo  ó  desde  <iue  lo  ve^ 
rificaron  de  las  referidas  Presidencias  de  Sala  ó  Fiscalías,  siendo,  por 
consiguiente,  la  prioridad  en  la  toma  de  posesión  de  los  referidos  des* 
tinos,  la  que  determina  su  antigüedad  y  precedencia  de  asiento. 

Considerando  que  es  un  principio  inconcuso  de  legislación  y  cons* 
tituye  un  axioma  jurídico,  que  las  leyes  que  son  simplemente  aclarato* 
rias  de  otras  anteriores,  no  tienen  efecto  retroactivo,  sino  cuando  ellas 
mismas  lo  determinan  y  para  los  casos  y  circunstancias  que  expresan,  y 
á  esta  clase  pertenece  la  Ley  provisional  orgánica  vigente  del  Poder  ju- 
dicial, puesto  que  lejos  de  establecerse  en  ella  la  retroactividad  de  sus 
disposiciones,  la  regla  6.^  de  las  transitorias  de  la  misma,  revela  clarar* 
mente  lo  contrario,  en  cuanto  prescribe  que  se  eoneiderá  á  iodos  las 
MagisUrados  y  Jueces  en  la  caugoria  que  hubiesen  llegado  á  obtener  en 
la  carrera  judicial^  sin  que  pueda  desvirtuar  su  eficacia  en  derecho  al 
aplicar  esta  disposición  al  caso  presente,  la  circunstancia  de  referirse  á 
las  condiciones  necesarias  para  adquirir  la  inamovilidad,  puesto  que  no 
es  por  ello  menos  cierto  y  esplícito  el  reconocimiento  de  las  categorías 
existentes  á  la  promulgación  de  la  precitada  ley: 

Considerando,  aue  si  aun  duda  cupiera  sobre  la  doctrina  expuesta, 
la  regla  10  de  igual  clase  que  la  anterior,  vendría  á  disiparla  porque 
al  tratarse  en  ella  de  los  empleados  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia 
que  tenian  derechos  adquiridos  en  virtud  de  la  legalidad  vigente  á  la 
publicación  de  la  enunciada  ley,  ordena  asimismo  nque  los  que  antes 
de  la  promulgación  de  esta  ley  hubiesen  obtenido  y  desempeñado  en 
propiedad  en  el  Ministerio  de  Orada  y  Justicia  plaza  de  número  q%^ 
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por  dUpofieum  ewprua  les  diese  catenaria  y  derecho  para  obtener  car- 
go^ Judiciales^  conservarán  su  dereeao  y  serán  nombrados  según  su  an- 
tigüedad^ previa  la  cali^eacion  de  sus  expedientes^  en  las  vacantes  fue 
ocurran  en  su  respectiva  clase;»  de  modo  que  no  es  l6(^co  suponer 
qiie  cuando  U  nueva  ley  ha  respetado  las  categorías' adquindas  por  fun- 
cionarios que  no  pertenecian  a  los  Tribunales,  fuera  el  propósito  del 
ienslador  privar  ae  ellas  á  los  que  las  habian  alcanzado  en  el  desem- 
peño de  cargos  efectivos  en  la  administración  de  Justicia* 

Considerando  que  la  legalidad  vigente  en  materia  de  categorías  al 

Sublicarse  la  Ley  orj^ánica  de  15  de  Setiembre  de  4870  érala  del  Real 
ecreto  de  43  de  Diciembre  de  1867  en  el  que  se  establecieron  los  gra* 
dos  de  la  gerarqnía  judicial  comprendiendo  en  el  5.^  del  art.  1  .^,  á  los 
Magistrados  de  la  Audiencia  de  Madrid  y  Presidentes  de  Sala  de  las  de 
provincias,  á  los  Fiscales  de  éstas  que  por  analogía  y  correspondencia 
ocupan  se^un  el  art.  3.^  el  tercer  grado  del  Ministerio  fiscal,  y  á  los  Je- 
fes oe  sección  y  Oficiales  primeros  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia, 
Í  Secretario  del  Tribunal  Supremo,  que  por  asimilación  están  coloca- 
os en  el  grado  5.^  del  art.  S.°,  preKribiéndose  en  el  lUtimo  párrafo 
del  mismo;  oue  los  funcionarios  en  él  comprendidos,  tendrán  todos  los 
derechos  declarados  á  sus  respectivos-grados  si  reuniesen  la  edad  y  las 
condiciones  que  se  exige  para  el  ingreso  y  ascenso  en  ellos  y  usarán  el 
traje  ó  insignias  á  los  mismos  correspondientes. 

Considerando  que  en  tanto  estableció  el  expresado  Real  decreto  una 
perfecta  igualdad  de  categoría  y  derechos  entre  los  funcionarios  refe- 
ridos, en  cuanto  por  el  articulo  1 1  se  previno  testualmente  fue  la  toma 
de  posesión  en  cada  grado  y  su  asimilado  y  marcará  la  antignedad  de  los 
funcionarios^  y  por  consiguiente  la  precedencia  de  puesto^  siendo  de 
todo  punto  inadmisibles  las  alegaciones  del  recurrente  en  demostración 
de  que  dicho  artículo  escluye  á  los  Fiscales  por  la  circunstancia  de  no 
hacerse  en  él  mérito  de  los  grados  análogos  y  correspondientes  rela- 
tivos al  Ministerio  fiscal,  puesto  que  la  frase,  en  cada  grado,  en  él  con- 
signada es  gerárqnica  y  comprende  lo  mismo  á  los  Presidentes  de  Sala 
Í  Fiscales  ae  Audiencias  de  Provincias  que  á  los  Magistrados  de  la  de 
adrid,  y  cuando  por  otra  parte  era  innecesaria  la  repetición  de  las 
palabras  analogía  v  correspondencia  por  haberse  ya  heeno  uso  de  ellas 
en  el  artículo  3.^  al  determinar  los  grados  del  Ministerio  fiscal. 

Considerando  que  si  las  disposiciones  legales  hasta  ahora  citadas, 
demuestran  la  identidad  de  posiciones  y  derechos  de  los  Presidentes 
de  Sala  y  Fiscales  de  Audiencias  de  fuera  de  Madrid  y  de  los  Magistra- 
dos de  la  esta  Corte,  todavía  robustece  esta  demostración  el  contexto 
del  artículo  13  del  mencionado  Real  decreto  por  cuanto  después  de  or- 
denar que  los  Fiscales  del  Tribunal  Supremo  y  de  las  Audiencias,  ocu- 
parán asiento  y  tendrán  antigüedad  entre  los  Presidentes  de  Sala  por 
el  orden  de  prelacion  de  la  toma  de  posesión,  prescribe  además  que 
cuando  los  primeros  pasaren  á  desempeñar  plaza  entre  los  últimos  ó 
éstos  entre  aquellos,  unos  y  otros  conservarán  el  lugar  de  antigüedad 
que  les  correspondiere  por  su  grado  según  su  destino  anterior,  lo  cual 
evidencia  que  el  grado  era  uno  sólo  entre  los  Presidentes  de  Sala  y  los 
Fiscales  por  más  que  ejercieran  cargos  distintos. 

Considerando  que  el  art.  196  de  la  repetida  ley  orgánica  de  los  Tri- 
bunales que  invoca  el  demandante  como  base  fundamental  de  su  pre- 
tensión, no  sólo  no  ha  declarado  abolidas  las  categorías  de  la  gerarquía 
judicial,  existentes  á  su  publicación,  según  queda  ya  demostrado,  sino 
que  ha  establecido  otras  nuevas  en  los  artículos  137  y  167,  ordenando 
en  el  primero,  que  para  computar  la  antigüedad  de  los  Jueces  de  los 
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Tribunales  de  partido  de  ascenso  y  de  los  Presidentes  de  los  de  ingreso 
formarán  todos  una  sola  clase  y  tendrán  una  misma  escala;  y  en  el  se- 
gundo, la  formación  de  un  escalafón  comprendiendo  en  una  misma  clase 
á  loa  Presidentes  de  Audiencia  y  Presidentes  de  Sala  de  Audiencia  á  ex- 
cepción de  la  de  Madrid  y  de  Magistrados  de  la  Audiencia  de  Madrid. 

Considerando  que  el  mismo  artículo  196,  6  sea  eH  .^  del  art.  4.^  que 
lleva  por  epígrafe  «De  la  antigüedad  v  precedencia  de  los  Jueces  y  Ma- 
gistrados;» establece  que  éstos  tomaran  su  antigüedad  en  la  clase  á  que 
correspondan  desde  el  dia  que  bayan  entrado  en  posesión  del  cargo  que 
obtengan  en  ella;  y  es  incuestionable,  atendido  el  texto  literal  y  explí- 
cito de  esta  disposición  que  la  antigüedad  de  los  Magistrados  debe 
computarse  entre  los  individuos  que  lorman  igualmente  clase  desde  la 
fecha  de  su  ingreso  en  ella,  y  en  una  misma  están  comprendidos  según 
el  precitado  artíeulo  167,  los  Presidentes  de  Sala  de  Audiencia  de  fuera 
de  Madrid  y  los  Magistrados  de  la  de  esta  corte. 

Considerando  que  por  respetables  y  autorizados  que  sean,  y  lo  son 
naturalmente,  los  acuerdos  que  haya  dictado  este  Tribunal  Su])remo 
en  pleno  en  los  casos  á  que  se  contrae  la  demanda  y  ha  reproducido  la 
defensa  del  recurrente  en  el  acto  de  la  vista,  con  motivo  de  la  provi- 
sión de  plazas  de  este  mismo  Tr&unal  en  los  Magistrados  más  antiguos 
de  la  Audiencia  de  Madrid  conforme  al  art.  144  de  la  Ley  orgánica,  así 
como  del  informe  de  su  Sala  de  gobierno  que  obra  en  el  expediente  gu- 
bernativo aunque  en  oposición  con  el  dictamen  de  su  Fiscal,  no  puede, 
sin  embargo,  desconocerse  que  tales  precedentes  por  importantes  que 
sean  no  constituyen  jurisprudencia,  como  supone  el  demandante,  pNor 
no  haber  recaido  en  juicio  contradictorio  con  la  intervención  del  Minis*  ^ 
terio  público  en  el  concepto  de  representante  de  la  Administración  y  ' 
defensor,  por  lo  tanto,  de  las  resoluciones  reclamadas  en  vía  conten- 
ciosa, previa  audiencia  en  su  caso,  de  los  que  pudieran  ser  perjudica- 
dos ei^  sus  derechos  por  ellas,  siendo  esta  Sala  la  única  competente 
para  formar  la  jurisprudencia  en  materia  administrativa,  como  antes 
lo  fué  el  Consejo  Real  y  el  de  Estado,  con  arreglo  al  procedimiento  que 
las  leyes  j  reglamentos  tienen  establecido  para  esta  clase  de  juicios; 

Y  considerando  que  es  un  hecho  incontrovertible  que  los  Magistrados 
de  la  Audiencia  de  Madrid  á  que  la  demanda  se  refiere  y  respecto  de  los 
cuales  pretende  el  D.  Patricio  González,  ser  más  antí^o,  habian  ser- 
vido plazas  de  Presidentes  de  Sala  y  Fiscales  de  Audiencia  de  provin- 
cia con  anterioridad  á  la  toma  do  posesión  de  aquel  de  la  de  Magistrado 
del  territorio  de  la  de  ésta  corte,  siendo  por  lo  expuesto  más  moderno; 

Fallamos,  que  debemos  absolver  y  absolvemos  á  la  Administración 
general  del  Estado  de  la  demanda  interpuesta  por  D.  Patricio  Gonzá- 
lez y  en  su  consecuencia  declaramos  firme  y  subsistente  la  orden  de  10 
de  Octubre  de  1873,  dictada  por  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ofi- 
cial y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa^  sacándo&e  al  efecto  las 
copias  necesarias,  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Minis- 
terio de  Gracia  y  Justicia  con  la  certificación  prevenida,  lo  pronuncia- 
mos, mandamos  y  firmamos. — José  María  Herreros  de  Tejada.— Pascual 
Bayarri. — Juan  Jiménez  Cuenca. — Manuel  León. — Ignacio  Vieites. — 
Francisco  Armesto.— Diego  Fernandez  Cano. 

Publicación.— Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el 
Excelentísimo  Sr.  D.  Pascual  Bayarri,  Magistrado  de  la  Sala  tercera  del 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator  en  Madrid  á  SO  de  Ene- 
neró  de  1875.— Licenciado  Manuel  Aragoneses  Gil. 
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SOBRE  LA  INAMOVILIDAD  JUDICIAL 

POR  EL  EXGMO.  SR.  D.  ALVARO  GÓMEZ  BECOBRRA  (1). 


En  el  articulo  66  de  ia  ConstitucioD  de  la  Monarquía  promul* 
gada  en  18  de  Junio  de  i837  se  halla  establecido,  que  ningún  Ma* 
gistrado  ó  Juez  podrá  ser  depuesto  de  su  destino,  sino  por  senten- 
cia ejecutoriada.  Esta  disposición  consigna  de  un  modo  explícito  y 
terminante  la  inamovilidad  de  los  Magistrados  y  Jueces,  y  es  bien 
sabido  que  en  ello  no  hay  un  prívile^o  de  clase,  ni  una  considera- 
ción particular  á  personas  de  cierto  rango  ó  categoría.  En  una  ra* 
zon  poderosísima  y  de  una  verdad  notoria,  y  reconocida  univer- 
salmente,  se  apoya  el  precepto  de  la  ley  fundamental. 

A  los  Tribunales  y  Juzgados  pertenece  exclusivamente  la  potes- 
tad de  aplicar  las  leyes  en.  los  juicios  civiles  y  criminales,  dice  el  ar- 
tículo 65  de  la  misma  Constitución.  Dna  potestad  ejercen  los  Tribu* 
nales  y  Juzgados,  una  potestad  ejercen  exclusivamente,  ¿y  podrá 
decirse  que  sucede  lo  uno  y  lo  otro,  mientras  no  puedan  obrar  con 
libertad,  con  seguridad,  con  independencia?  Nada  de  esto  es  cierto 
y  positivo  en  tanto  que  los  Magistrados  y  Jueces  son  amovibles,  y 
están  sometidos  á  una  violencia  extnma,  y  á  los  efectos  de  una  queja 
infundada  y  calumniosa,  ó  de  unos  informes  parciales  y  apasio- 
nados. 

Y  no  se  pierda  de  vista  los  graves  é  importantes  derechos,  cuya 
salvedad  se  afianza  con  la  independencia  del  poder  judicial.  La 
tranquilidad  y  el  orden  público,  la  seguridad  personal,  la  propie- 
dad, y  cuanto  tiene  relación  con  ella,  en  fin,  casi  todos  los  intereses 
de  la  sociedad  en  general,  y  de  los  individuos  en  particular,  están 


(1)    Este  escrito  fué  encontrado  con  otros  varios  éntrelos  papeles 

?[ue  á  8U  fallecimiento  dejó  este  notable  hombre  público,  Ministro  que 
QÓ  tres  veces  de  Graeiay  Justicia,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo 
y  Senador  del  Reino.— Tiene  la  fecha  de  SS  de  Mayo  de  1838.—- Nos  lo 
remite  un  suscrítor  para  que  lo  publiquemos  en  la  Revista  si  lo  consi- 
deramos digno  de  ello;  y  creyendo  que  las  ideas  que  contiene  son  muy 
aceptables,  lo  insertamos  para  que  sean  conocidas  de  nuestros  suscri- 
tores. 
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poco  asegurados,  miéatras  no  exista  cierta  y  positiva  una  garantía, 
cuyo  valor  es  taa  iameoso,  y  al  misino  tiempo  tan  necesario.  Si 
ella  puede  suplir  más  ó  menos  perfectamente  la  falta  de  otras,  nin 
guna  puede  llenar  de  ningún  modo  el  profundo  vacio  que  deja  la 
falta. 

Ciertamente  es  una  anomalía,  es  una  cosa  inconcebible,  un  Go- 
bierno liberal  y  representativo,  en  que  el  poder  judicial  no  sea  in- 
dependiente. Lo  que  está  pasando  entre  nosotros  causaría  tanta  ad- 
miración y  estrañeza  á  los  extranjeros  como  causa  á  los  españoles» 
y  un  estado  de  cosas  tan  extraordinario,  que  por  serlo  es  tan  irregu- 
lar, tan  violento  y  tan  opuesto  al  orden  natural^  no  debe  prolon- 
garse por  más  tiempo.  Cerca  de  un  ano  ha  pasado  desde  que  se 
promulgó  la  Constitución,  y  una  parte  muy  esencial  de  ella  todavía 
no  tiene  la  debida  aplicación  práctica.  Los  hechos  están  en  contra- 
dicción con  los  principios  y  los  dogmas  constitucionales.  Nada  im- 
porta que  éstos  se  vean  escritos;  son  un  adorno  de  mera  ostentación, 
si  no  se  observan  y  realizan. 

Si  se  atiende  por  otra  parte  á  las  funestas  consecuencias  que 
puede  ocasionar  una  situación  tan  precaria  y  tan  incierta;  á  la  des- 
confianza que  debe  inspirar  de  que  no  sean  respetados  y  defendidos 
.  los  derechos  más  apreciables  y  sagrados;  á  la  relajación  de  la  obe- 
diencia y  de  la  inmoralidad  cuando  falten  el  prestigio  de  los  Tri- 
bunales y  la  sumisión  respetuosa  á  sus  fallos,  se  ofrece  á  la  vista  la 
perspectiva  de  un  cuadro  espantoso  y  terrible,  que  amenazando 
^odo  lo  existente,  presagia  males  y  desastres  sin  cuento. 

Tanta  es  la  importancia  y  la  necesidad  de  que  el  poder  judicial 
ocupe  el  lugar  que  le  corresponde  en  el  orden  político,  y  no  puede 
ocuparlo,  mientras  no  esté  asentado  sobre  la  base  de  una  completa 
independencia,  así  como  ésta  no  puede  ser  real  y  efectiva  mientras 
que  los  Magistrados  y  Jueces  sean  amovibles.  El  mal  es  ejecutivo  y 
agudo:  pronto  y  radical  debe  ser  el  remedio;  y  no  será  inútil  repe- 
tir que  se  prescinde  de  otras  cuestiones  y  se  toman  las  cosas  m  su 
estado  actual. 

Se  ha  dicho,  que  no  puede  tener  completa  observancia  el  ar- 
ticulo 66  de  la  Constitución,  hasta  que  estén  formadas  las  leyes 
que  anuncia  el  64.  Esto  puede  ser  cierto  en  alguna  parte,  no  en  el 
todo.  Cualquiera  que  sea  el  número  de  los  Tribunales  y  Juzga- 
dos que  ha  de  haber;  cualesquiera  que  sean  la  organización,  sus 
facultades  y  el  modo  de  ejercerlas,  siempre  han  de  ser  inamovibles 
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los  Magistrados  y  Jueces.  Por  lo  mismo,  lo  que  se  pueda  estable- 
cer eoD  respecto  á  aquellos  puntos,  es  accidental  ó  indiferente  para 
el  de  la  inamovilidad,  y  la  formación  de  las  leyes  que  los  arreglen 
no  es  un  impedimento  para  que  se  obserye  el  arU  66.  Resta,  pues, 
del  64  únicamente  lo  relativo  ¿  las  calidades  que  han  de  tenerlos 
individuos  de  los  Tribunales  y  Juzgados. 

Nadie  puede  desconocer  que,  al  revestir  á  la  Magistratura  de 
nn  poder,  tanto  mis  inmenso  cuanto  sea  más  independiente,  la  ra- 
zón, la  conveniencia  pública,  y  si  se  quiere  hasta  la  seguridad  del 
Estado,  exigen  de  elbi  garantías  que  circunscriban  y  disminuyan 
la  posibilidad  del  abuso,  y  que  en  el  caso  desgraciado  de  que  este 
se  veretique,  sometan  al  culpado  i  la  severidad  inexorable  de  ht 
ley  penal.  La  primera  de  estas  garantías  consiste  en  las  calidades 
especiales  de  los  que  son  destinados  i  juzgar:  la  segunda  en  su 
responsabilidad.  Una  y  otra  deben  ser  tomadas  en  cuenta. 

Ya  han  señalado  nuestras  leyes  la  edad,  la  carrera  de  estudios 
y  otras  circunstancias  que  deben  concurrir  en  los  Jueces.  Sin  em- 
bargo, podrá  ser  necesario  añadir  nuevas  calidades  y  arreglar  en 
este  punto  otras  cosas  conforme  á  la  índole  del  Gobierno  constitu- 
cional y  á  las  lecciones  de  la  experiencia.  Fórmese,  enhorabuena, 
una  ley  que  disponga  todo  lo  que  sea  conveniente  sobre  ello.  Esta  ley 
es  la  que  puede  faltarde  las  que  anuncia  el  arU  64  de  la  Constitución ; 
pero  el  proyecto  de  esta  ley  es  obra  de  pocas  horas,  contando  con 
que  exige  pocas  combinaciones,  con  que  en  nuestros  Códigos  hay 
ya  materiales  preparados  y  con  que  las  ¡deas  acerca  de  este  par- 
ticular son  comunes  y  recibidas  generalmente.  Formulada  la  ley 
con  la  brevedad  que  reclama  el  objeto  que  la  hace  necesaria  en  el 
dia,  poco  tiempo  es  necesario  para  examinar  cuáles  Magistrados  y 
Jueces  reúnen  las  cualidades  requeridas  para  que  empiecen  á  gozar 
desde  luego  de  la  inamovilidad  que  los  haga  independientes.  Todo 
puede  hacerse  pronto,  y  el  bien  público  no  permite  que  se  retarde 
6  difiera. 

La  otra  garantía  consiste  en  la  responsabilidad  de  los  Magistra- 
dos y  Jueces;  pero  una  ley  nueva,  si  puede  ser  conveniente,  no  es 
necesaria  hasta  el  punto  de  que  sin  ella  no  deba  reconocerse  la  in- 
dependencia del  Poder  judicial.  La  garantía  existe:  la  responsabi- 
lidad eslá  establecida  y  bastante  bien  determinada.  ¿Quién  puede 
creer  de  buena  fé  que  estamos  tan  atrasados  en  la  ciencia  legisl^i- 
tiva  y  en  los  principios  y  conocimientos  más  triviales,  que  en  Es- 
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paSa  no  sean  responsables  los  Magistrados  y  Jaeces?  Los  hechos 
responderían  ¿  los  que  formasen  un  joicío  tan  infundado  como  te- 
merario. Ha  habido  en  todas  épocas,  y  hay  pendientes  en  el  día 
causas  formadas  4  Magistrados  y  Jueces  para  hacer  efectiva  su  res- 
ponsabilidad, y  causas  se  formarán,  sin  que  lo  prevenga  una  nueva 
ley,  á  los  que  tengan  la  desgracia  de  faltar  á  sus  deberes. 

Tan  cierto  es  que  la  responsabilidad  se  halla  establecida,  que  en 
el  art.  67  de  la  Constitución  se  lee  que  los  Jueces  son  responsa- 
bles personalmente  de  toda  infracción  de  ley  que  cometan.  Toda 
falta  de  observancia  de  las  leyes,  que  arreglan  el  proceso  en  lo  ci- 
vil y  en  lo  criminal  hace  responsables  personalmente  á  los  Jueces 
que  la  cometieren,  dice  el  art.  254  de  la  Constitución  de  1812,  vi- 
gente ahora  como  ley,  y  el  articulo  siguiente  añade  que  el  soborno, 
el  cohedio  y  la  prevaricación  de  los  Magistrados  y  Jueces  producen 
acción  popular  contra  los  que  las  cometan. 

Si  retrocedemos  &  tiempos  más  antiguos  hallaremos  que  nues- 
tros legisladores  han  considerado  esta  materia  con  la  atencicm  que 
merece.  En  la  Recopilación  hay  algunas  leyes  que  tratan  de  casos 
de  responsabilidad  y  de  penas  para  evitarlos  y  corregirlos;  pero  so- 
bre todo  son  notables  las  leyes  24  y  25  del  tít.  22,  Partida  3/  En 
ellas  se  imponen  pejdas  á  los  que  juzgan  contra  derecho  á  sabien- 
das; á  los  que  juzgan  torticeramente  por  necedad  ó  por  no  enten- 
der el  derecho,  y  á  los  que  dieren  juicio  torticero  por  alguna  cosa 
que  les  hayan  dado  ó  prometido,  abrazando  estas  disposiciones  tan- 
to los  pleitos  civiles  cuanto  las  causas  crimínales,  k  estas  leyes  se- 
veras, y  aun  puede  decirse  doras,  están  sometidos  los  Magistrados 
y  Jueces,  y  también  se  hallan  designados  especialmente  en  el  regla- 
mento provisional  para  la  administración  de  justicia  los  Tribunales 
que  deben  conocer. 

Nada,  pues,  falta  en  nuestra  legislación  actual  para  que  la 
responsabilidad  se  haga  efectiva,  cuando  debe  tener  lugar,  y^de  he- 
cho se  exige.  Entonces  no  es  cierto  que  falte  la  garantía  que  busca- 
mos, sin  que  por  ello  haya  un  motivo  fundado  para  que  deje  de  te- 
ner toda  su  fuerza  el  principio  de  la  inamovilidad  de  los  Magistra- 
dos y  Jueces,  consignado  en  la  Constitución,  reconocido  en  todas 
las  naciones  cuitas,  y  que  el  mismo  Gobierno  absoluto  respetaba  or- 
dinariamente  en  España.  Será  útil  reducir  á  una  redacción  más 
simple  y  metódica  lo  que  se  halla  dispuesto  sobre  la  responsabili- 
dad, clasificar  más  minuciosamente  los  casos,  modificar  la  parte 
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penal,  segoa  lo  exijan  las  costumbres  y  la  caUnra  del  siglo;  pero  lo 
misino  sucede  con  respecto  á  todos  los  demás  delitos,  y  si  por  ello 
no  se  puede  decir  que  quedan  impunes  y  que  falta  la  buena  admi- 
nistración de  justicia,  tampoco  se  asegurará  con  razón  en  cuanto  á 
las  faltas  y  delitos  de  los  Magistrados  y  Jueces.  Las  nuevas  leyes 
que  se  desean  han  de  formar  un  conjunto  bien  ordenado,  un  sistema 
metódico,  cuyas  partes  guarden  entre  sí  la  debida  armonía,  y  no 
estarán  completas  y  bien  colocadas  sino  en  los  códigos.  Véase  ahora 
si  es  posible  que  el  poder  judicial  continúe  privado  de  la  indepen* 
dencia  que  le  corresponde  esencial  y  constitucionalmente,  hasta 
que  pasen  muchos  anos,  porque  muchos  anos  se  necesitan  para  que 
los  Códigos  se  formen  en  proyecto,  se  discutan  en  los  dos  cuerpos 
colegisladores  y  se  conviertan  en  leyes  con  la  Sanción  ReaL 

Es  preciso  salir  de  este  estado  de  incertidumbre  que  dá  lugar  á 
opiniones  encontradas  y  á  compromisos  que  jamás  traen  ningún 
bien.  Es  preciso  que  la  inamovilidad  de  los  Magistrados  y  Jueces 
sea  prácticamente  nna  garantía  de  orden ,  de  tranquilidad,  y  de 
obediencia  y  respeto  al  Gobierno  y  á  las  otras  autoridades  legiti- 
mas. Es  preciso,  en  fin,  que  se  coloque  la  rueda  que  falta  en  nues- 
tra máquina  política,  porque  sin  ella  su  movimiento  será  desigual, 
desacordado,  semejante  al  convulsivo  del  cuerpo'humano. » 


IMPUGNACIÓN 

que  en  5  de  Febrero  de  1839  hlao  el  Sxomo.  Sr.  D. 
Gomes  Becerra  á.  nn  proyecto  de  ley  sobre  organisación  Ja- 
dlclal  ó  de  Trlbnnales,  en  que  sostiene  que  desde  luego  de- 
bía poblicarse  la  inamovilidad  ludiolal  (1). 


Si  las  leyes  bien  establecidas  son  el  don  más  precioso  que  se 
puede  hacer  á  una  sociedad;  si  se  pierde  y  arruina  nn  Estado  cuyas 
leyes  no  conservan  su  imperio  y  su  vigor;  y  si  la  justicia  afirma  y 
mantiene  el  solio,  claro  es  que  el  poder  judicial,  encargado  de  la 

■         II  ■  ■  .1.  ■  ■ ■        I  ■ 

[i)  Es  otro  de  los  trabajos  que  este  notable  repúblico  dejó  á  su  fa- 
llecimiento, y  que  nos  remite  un  snscritor  para  su  inserción  en  la  Re- 
vista. 
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aplicación  de  las  leyes  y  de  hacer  que  se  cumplan  con  pnntaalidad 
y  que  se  respeten  con  sumisión  y  obediencia,  es  una  rueda  muy 
principal  de  la  máquina  política^  Lo  es  tanto»  que  ni  ha  existido  ni 
puede  concebirse  la  existencia  de  una  pequeña  reunión  de  hom- 
bres, y  menos  de  una  reunión  numerosa,  en  que  no  haya  una  auto* 
ridad  judicial  con  la  misión  de  decidir  sobre  las  diferencias  entre 
los  individuos,  y  de  corregir  las  faltas  y  los  delitos.  Las  tribus  aún 
salvajes,  pero  que  empiezan  á  dar  algunos  pasos  en  la  carrera  de 
la  civilización,  y  las  naciones  más  poderosas  y  cultas,  están  sujetas 
á  esta  regla  general.  Será  más  ó  menos  perfecta  la  institución,  pero 
sin  ella  no  se  puede  pasar. 

T  si  es  necesaria,  también  es  claro  que  serán  mayores  los  bie- 
nes ó  los  males  que  produzca,  según  se  haya  acertado  á  establecer- 
la con  mayor  ó  menor  perfección.  Esta  es  la  gran  dificultad,  y  di- 
ficultad que  crece  extraordinariamente  á  proporción  que  se  aumen- 
tan y  complican  las  relaciones,  los  intereses  y  las  miras  encontradas 
de  las  diversas  clases  y  de  los  individuos  que  componen  la  socie* 
dad.  Puede  decirse  sin  temor  de  errar,  que  la  felicidad  ó  la  desgra- 
cia de  los  Estados  depende  en  gran  parte  de  estar  bien  ó  mal  cons- 
tituido y  arreglado  el  ramo  judicial.  Aún  hay  menos  peligro  en  ase* 
gurar  que  son  gravísimas  todas  las  cuestiones  relativas  á  estos  pun- 
tos, y  que  en  su  resolución  se  embeben  con  tanta  ó  cuanta  facili- 
dad de  desenvolverse,  ó  la  salad  pública,  ó  el  golpe  mortal.  Por 
fortuna,  la  experiencia,  la  observación  y  la  filosofía  han  reunido 
sus  esfuerzos  para  descubrir  y  proclamar  algunos  axiomas  genera- 
les, reconocidos  ya  por  todos  los  hombres  capaces  de  formar  opi- 
nión en  la  materia,  y  que  deben  servir  de  guia  para  deducir  conse- 
cuencias legítimas  y  convenientes.  Aún  estamos  más  adelante,  por- 
que aquellos  axiomas  son  ya  para  nosotros  unos  preceptos  positi- 
vos, consignados  en  la  Constitución,  estrictamente  obligatorios,  y 
de  una  observancia  necesaria. 

De  esos  axiomas  se  ha  de  partir,  y  entre  ellos  se  presenta  como 
principal  el  de  que  el  poder  judicial  es  independiente,  y  este  axio- 
ma está  consignado  en  el  art.  63  de  la  Constitución,  como  está  en- 
lazado con  todo  el  sistema  de  e¿ta  Ley  fundamental,  y  en  las  garan- 
tías que  se  deben  á  la  seguridad  personal,  á  la  propiedad  y  á  los 
demás  derechos  legítimos  de  los  españoles.  Todo  se  destruye,  ó  á 
lo  menos  todo  queda  en  el  aire  y  á  la  ventura  ^desde  el  momento 
en  que  falte  aquella  independencia,  porque  desde  entonces  todo  se 
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▼era  expuesto  y  en  peligro,  y  nada  se  podrá  decir  aegaro,  estable 
y  regulado  por  la  ley  y  por  la  justicia. 

Sensible  es  tener  que  decirlo;  pero  el  proyecto  de  que  se  trata, 
si  pudiera  ser  aprobado,  baria  desaparecer  completamente  la  inde- 
pendencia del  poder  judicial ,  y  al  mismo  tiempo  que  manifestaría 
el  quebrantamiento  de  la  Constitución  recien  jurada,  nos  presenta- 
ría á  los  ojos  de  la  Europa  ilustrada  bajo  un  aspecto  poco  favorable 
y  como  distantes  del  siglo  XIX,  y  muy  atrasados  en  la  ciencia  de  la 
legislación  y  en  el  conocimiento  del  sistema  constitucional  repre- 
sentativo. Hablando  asi ,  ni  se  acusan  las  intenciones ,  ni  se  ponen 
siquiera  en  duda  los  buenos  deseos  que  han  debido  excitar  á  la 
formación  del  proyecto.  Se  dice  lo  que  se  siente  y  lo  que  se  cree 
que  no  debe  callarse. 

Mal  podrá  ser  independiente  el  poder  judicial,  si  no  lo  son  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones  los  individuos  que  lo  componen.  Para 
que  sean  severamente  rectos ,  deben  ser  inaccesibles  al  temor  y  á 
la  esperanza;  y  para  colocarlos  en  esta  posición ,  de  modo  que  no 
tengan  disculpa  cuando  se  separen  de  ella,  se  estableció  la  inamo- 
vilidad  en  el  art.  66  de  la  Constitución.  Es,  pues,  la  inamovili- 
dad,  como  lo  es  también  la  independencia,  una  cualidad  necesaria, 
indispensable,  esencial  á  los  Jueces  y  Magistrados.  Pero  ni  puede 
haber  la  inamovilidad,  ni  puede  haber  la  independencia  cuando  al 
tratar  de  asegurarlas  se  adoptan  medios  que,  lejos  de  producir  este 
efecto,  han  de  dar  el  contrarío  por  resultado  cierto  é  indudable. 

Asi  sucederá,  si  los  medios  hacen  más  precaria  y  eventual  la 
suerte  de  los  funcionarios  del  poder  judicial,  multiplicando  los  ca- 
minos y  los  instrumentos  para  comprometerlos,  sometiéndolos  al 
influjo  del  poder ,  de  las  pasiones  y  de  la  arbitrariedad.  Esta  ten- 
dencia manifiesta  la  nueva  categoria  jdada  á  los  Presidentes  de  Sa- 
la* Lo  mismo  significa  el  nuevo  establecimiento  de  las  Juntas  de  ca- 
lificación y  disciplina,  según  las  atríbuciones  que  se  les  asignan  y 
la  forma  de  su  nombramiento  con  autoridad  discrecional.  Bieu  se 
ha  podido  prever  que  estas  son  unas  innovaciones  de  tanta  trascen- 
dencia, que  emprenderlas  sin  estar  comprobada  la  utilidad  eviden- 
te,  seria  una  ligereza,  ó  más  bien,  una  temeridad. 

Lo  primero  que  se  presenta  á  la  vista  es  la  degradación  de  los 
Magistrados  y  Jueces,  que  como  si  no  fueran  personas  calificadas  y 
experimentadas  antes,  se  sujetan  á  una  inspección  continua  y  á  una 
vigilancia  permanente.  Se  anuncia  que  son  miradas  con  recelo  y 
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con  desconfianza  cual  pudieran  serlo  otras  ciases  rudas ,  sin  honor 
ni  delicadeza,  que  necesitasen  recibir  ó  mejorar  la  educación,  y  de 
las  cuales  se  debiese  temer  mucho  y  esperar  muy  poco.  Abatir  y 
humillar  á  los  Magistrados  y  Jueces  no  es  el  medio  de  que  lengan 
pensamientos  elevados  y  sublimes,  ni  de  que,  reduciendo  i  la  prác- 
tica estos  pensamientos,  conozcan  y  ejerciten  las  virtudes  corres- 
pondientes á  los  Sacerdotes  de  la  justicia.  Por  el  contrario ,  es  el 
medio  de  privar  á  la  Magistratura  del  respeto  y  del  prestigio  de  que 
debe  estar  rodeada  para  desempeñar  dignamente  sus  augustas  fun- 
ciones. Cuando  se  destruya  este  respeto,  cuando  desaparezca  este 
prestigio,  la  Magistratura  no  es  ya  un  poder,  no  es  una  autoridad; 
es  nada:  deja  de  existir. 

¿T  para  qué  tantos  vigilantes,  tantos  inspectores?  Para  introdu- 
cir la  desigualdad  entre  los  que  ahora  son  iguales  y  entre  los  que 
es  menester  que  lo  sean  para  que  obren  con  libertad,  con  desem- 
barazo y  según  les  dicte  su  conciencia.  Con  la  desigualdad  se  in- 
troducirian  al  mismo  tiempo  la  envidia,  la  adulación ,  la  variedad, 
la  bandería,  un  germen  fecundo  de  disgustos  y  una  tea  inestingui- 
ble  de  discordia.  Ni  se  puede  esperar  otra  cosa,  ni  se  sabe  cómo  se 
ha  podido  concebir  la  idea  de  organizar  una  corporación,  formando 
de  ella  un  monstruo  con  muchas  cabezas. 

Con  muchos  ojos  observadores  y  atentos,  verá  más  fácilmente  el 
Gobierno  los  defectos  para  que  puedan  corregirse.  Esto  se  podrá 
decir,  pero  esto  es  un  error.  Poco  debe  conocer  á  los  hombres  el  que 
no  comprenda  que  en  vez  de  defectos  verdaderos  se  verán  frecuente- 
mente calumnias^  iqtrígas  y  parcialidades.  Otro  errores  el  de  creer 
que  el  Gobierno  puede  mezclarse  asi  en  acechar  y  espiar  todos  los 
pasos  y  aún  los  pensamientos  de  los  Magistrados  y  Jueces.  ¿Para 
qué  este  espionaje  y  esta  observación  tan  minuciosa  y  atenta?  ¿Para 
mantener  su  independenciaf  No.  Para  destruirla,  teniendo  subyn-: 
gados  y  sujetos  con  mil  cadenas  á  los  Magistrados  y  Jueces. 

Cuando  se  quiere  tanta  vigilancia  sobre  ellos,  no  quedan  some- 
tidos á  alguna  los  individuos  de  las  Juntas  de  disciplina.  En  esto 
hay  una  inconsecuencia  manifiesta  y  también  una  desigualdad 
monstruosa  en  beneficio  de  los  que  por  cualquier  medio  puedan 
obtener  el  favor  y  la  predilección  del  Ministerio.  No  se  diga  que 
queda  sobre  ellos  el  Presidente  del  Tribunal,  llámese  asi,  llámese 
Regente  ó  llámese  Decano.  O  la  ley  ha  de  confiar  en  estos  Magis- 
trados, tan  probados  y  respetables,  ó  no.  Si  la  ley  los  honra  con  su 
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conOaBza  (1)»  lis  Juntas  son  inútiles.  Sí  la  ley  desconfia  de  ellos,  sn 
autoridad  es  nula,  porque  el  Gobierno  desconfiará  también. 

A  este  punto  vendríamos  i  parar,  y  los  Presidentes  de  los  Tri- 
bunales no  tendrían  otra  importancia  que  la  insignificante  de  ocu- 
par el  primer  asiento.  A  expensas  de  su  autoridad,  disminuyéndola 
y  rebajándola,  es  como  se  dan  la  autoridad  y  algunas  atribuciones 
á  las  Juntas.  T,  ¿por  qué  una  innovación  de  tanta  cuantía,  un  tras- 
tomo  de  lo  que  la  prudencia  y  la  práctica  han  consagrado  por  al- 
gunos siglos,  una  alteración  de  lo  que  nuestras  leyes  establecieron 
con  mucha  razón  y  sabiduría?  No  para  que  el  Gobierno  tenga  los 
medios  de  ejercer  la  suprema  inspección  que  le  corresponde,  no; 
porque  para  esto  no  ha  sido  necesario  más  que  el  conducto  de  los 
Presidentes,  desde  que  ha  habido  Tribunales  colegiados  en  España* 
Para  que  él  Ministro  pueda  abusar,  si  quiere,  y  es  capaz  de  ello, 
sí.  Para  que  pueda  ejercer  una  arbitrariedad  funesta  á  la  sombra 
de  exterioridades  y  apariencias  falaces,  sí.  Paca  que  la  indepen- 
dencia del  Poder  jndicial,  y  la  inamovilidad  de  los  Jueces  sean  una 
para  ilusión  y  un  verdadero  fantasma,  sí. 

Es  ciertamente  lamentable  el  deseo  de  enmendar  errores,  de 
mejorar  lo  existente,  de  marchar  en  las  disposiciones  positivas,  á 
la  par  de  los  progresos  que  hace  el  entendimiento  humano,  aumen* 
tando  la  ilustración  y  los  conocimientos.  Habrá  presidido  á  la  for- 
mación del  proyecto  este  deseo;  pero  él  es  de  tal  naturaleza,  que 
muchas  veces  se  deja  arrastrar  por  el  falso  brillo  de  la  novedad,  y 
así  parece  que  ha  sucedido.  De  otro  modo  no  era  posible  que  se 
hubiese  pensado  en  una  innovación  tan  grave  y  tan  importante 
como  la  qse  se  propone  en  la  organización  del  Ministerio  fiscal. 

Todo  lo  que  se  puede  decir  en  favor  de  esta  organización  es, 
que  dá  al  Gobierno  un  influjo  más  poderoso  y  nuevos  medios  de 
acción  para  promover  la  buena  administración  de  justicia.  Si  esto 
es  cierto,  lo  es  también  que  un  Ministro  podria  valerse  de  esos 
nuevos  medios  para  que  la  justicia  se  administrase  mal,  para  prote- 
ger al  culpable,  para  perseguir  al  inocente  y  para  dar  á  uno  lo  que 
correspondiese  á  otro.  Aquí  se  vé  un  nuevo  ataque  á  la  indepen- 
dencia del  Poder  judicial  y  una  nueva  prueba  de  que  el  proyecto 
tiende  á  destruirla  más  bien  que  á  afianzarla.  Se  lleva  tan  adelante 


(1)    Recuérdense  las  disposiciones  en  que,  cuando  fué  Ministro,  se 
establecieron  reglas  para  entrar  y  ascender  en  la  carrera  judicial. 

TOMO  XLVI.  3f 
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la  descoofiaoza  contra  los  Magistrados  y  Jueces,  que  todavía  se  les 
quiere  dar  en  ios  Fiscales  otros  observadpres,  otros  vigilantes. 
Aquella  desconfianza  es  infundada  y  hasta  irracional.  Los  Magis- 
trados y  Jueces  deben  tener  las  cualidades  requeridas*  son  nom* 
brados  por  el  Gobierno,  la  ley  confia  en  ellos.  Menos  se  debiera 
confiar  en  los  Fiscales  y  Promotores  constituidos,  según  el  sistema 
del  proyecto.  El  resultado  sería,  no  la  independencia  de  los  Magis* 
trados  y  Jueces,  sino  la  subordinación  á  los  Fiscales  y  Promotores. 
^Extraña  inversión  de  ideas  i 

Que  el  plan  del  proyecto  se  asemeja  al  establecido  en  Francia, 
es  una  razón  de  muy  poco  peso.  El  sistema  francés  viene  de  ma- 
chos siglos;  todos  están  habituados  á  él  y  todo  se  ha  arreglado  para 
que  esté  en  armonía  con  él.  También  nuestro  sistema  cuenta  iai^ 
antigüedad;  también  tenemos  el  hibib)  de  practicarlo;  también  está 
acorde  todo  lo  que  debe  rozarse  con  él.  Tan  dislocado  estaria  en 
nuestro  sistema  judicial  un  Ministerio  fiscal  montado  á  la  francesa, 
como  en  el  sistema  judicial  de  Francia  un  Ministerio  fiscal  monta* 
do  á  la  española. 

No  se  atribuya  á  un  orgullo  nacional  mal  fondado,  y  téngase 
presente,  para  excluir  esta  nota  que  nosotros  tenemos  códigos  Ile^ 
nos  de  luces  formados  en  tiempos  en  que  las  otras  naciones  de  Eu- 
ropa se  reglan  por  el  decrecho  Romano  ó  Canónico,  y  vivían  en  ía 
ignorancia,  y  la  obscuridad.  Supuesto  esto,  y  supuesto  que  en  ma- 
terias y  doctrinas  de  legislación  hemos  ido  delante,  no  es  extraño 
que  nuestros  mayores  concibiesen  mejor  que  los  extranjeros  la  teo- 
ría del  Ministerio  fiscal.  Estos  formaron  una  idea  mezquina  y  po- 
bre, creando  un  agente  del  poder  ejecutivo,  para  que  como  simple 
mandatario  persiguiese  los  delitos.  Nosotros  tuvimos  un  pensamien- 
to más  grande,  más  alto,  más  liberal.  Creamos  una  Magistratura 
honorífica,  para  que  ejerciese  sus  funciones  con  autoridad  propia, 
con  una  recta  imparcialidad  en  nombre  do  la  ley  y  por  la  ley.  ¿Hay 
razón  para  que  cambiemos  lo  uno  por  lo  otro? 

No  es  posible  convenir  sin  resistencia  en  que  la  Magistratura 
española,  incluyendo  en  ella  el  Ministerio  fiscal  no  ha  sido  en  lodos 
tiempos  inamovible,  ni  hay  que  detenerse  en  la  notable  circunstan- 
cia de  que  el  nombramiento  de  los  Magistrados  Togados  slemfm  se 
ha  hecho  en  España  observando  algunas  reglas  prescríptas  en  las 
leyes,  y  buscando  en  todas  partes  la  inteligencia,  la  probidad  y  el 
mérito,  mientras  que  en  Francia  los  empleos  equivalentes  rara  vez 
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salian  de  uo»  clase  prÍTÍIegiada,  eran  patrimonio  de  algunas  familias, 
7  formaban  un  objeto  de  tráfico  y  especulación,  poniéndolos  en 
venta,  como  cualquiera  otra  mercancía. 

La  pureza  y  la  dignidad  de  los  Magistrados  españoles,  tomadas 
de  la  forma  y  de  las  circunstancias  de  su  nombramiento,  ya  les  da- 
ba un  carácter  de  respeto,  y  de  veneración ,  que  garantizaba  su 
inamovilidad,  fuera  de  los  casos  en  que  las  leyes  los  hacian  res- 
ponsables. Jamás  hasta  estos  últimos  tiempos  se  ha  creído  en  Espa- 
ña, que  el  que  llegaba  á  obtener  una  toga  estuviese  expuesto  á 
perderla  si  no  cometía  un  delito.  Nadie  ha  considerado  estos  desti* 
nos  como  movibles  ad  nutum.  El  Gobierno  mismo  respetaba  esta  su 
estabilidad  reputándolos  perpetuos.  Todo  era  efecto  del  conjunto 
que  formaba  nuestiro  sistema  judicial,  y  así  sucedió  que  el  espíritu 
de  nuestra  legislación,  los  principios  reconocidos  por  todos,  y  la 
opinión  pública  uniforme  y  constante,  vinieron  á  coincidir  en  reco- 
nocer el  axioma  de  la  inamovilidad. 

Ann  se  respetaba  esta  en  los  Jueces  de  una  clase  inferior,  nom- 
brados por  tiempo  determinado:  en  los  Corregidores  y  Alcaldes 
mayores.  Nadie  pensaba  ni  remotamente  que  durante  el  sexenio 
pudiesen  ser  separados  libremente  de  sus  plazas.  Nadie  creia  que  la 
continuación  dependiese  de  la  voluntad  de  un  Ministro.  El  Gobier- 
no ordinariamente  los  dejaba  cumplir  su  tiempo,  y  al  fin  de  éste, 
rara  vez  dejaba  de  conferirles,  ó  una  vara  igual,  ú  otra  de  una 
ciase  más  ventajosa.  ¿Qué  significa  esta  conducta  constante  sino  la 
idea  fija  y  permanente  de  la  inamovilidad?  Ni  se  contentaba  el  Go- 
bierno supremo  con  hacerla  práctica  por  su  parte:  la  ley  la  ampara- 
ba contra  los  ataques  de  otras  autoridades.  Los  Corregidores  y  Al- 
caldes mayores  no  podian  ser  arrestados  ni  presos,  ni  nadie  podia 
suspenderlos  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  sino  precediendo  una 
Real  orden,  expedida  con  causa,  y  con  justificación. 

Es  verdad  que  no  habia  una  disposición  legal  positiva  y  expre- 
sa» que  estableciese  la  inamovilidad:  es  verdad  que  ocurrieron  al- 
gunos casos  de  separación  de  Magistrados  y  Jueces,  sin  que  inter- 
viniese una  sentencia  judicial  ejecutoriada  en  juicio  contradictorio; 
pero  esto  no  quiere  decir  que  no  existía  la  inamovilidad.  Lo  que 
quiere  decir  es»  que  esta  inamovilidad,  que  todos .  reconocían,  y  á 
que  todos  daban  su  asentimiento»  como  principio,  no  estaba  bien 
afianzada,  ó  sólo  lo  estaba  en  los  términos  que  eran  compatibles 
con  la  índole  del  Gobierno  que  regía  entonces.  No  era  regular  que 
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el  Monarca,  reuniendo  en  sos  manos  el  poder  legislatiTO  y  el  eje- 
cutiyo,  se  impusiese  leyes  i  sí  mismo,  y  se  prescribiese  la  conducta 
que  habia  de  observar  en  el  ejercicio  de  la  autoridad  Real.  Cuando 
nuestros  Reyes  estaban  en  la  creencia  de  que  lo  podian  todo,  ha- 
brían incurrido  en  una  contradicción  estableciendo  una  ley  para 
que  los  Magistrados  y  Jueces  no  pudiesen  ser  separados  sin  causa 
legalmente  probada.  No  tenían  este  precepto  legal;  pero  se  sometían 
á  él  de  hecho  por  mantener  el  buen  orden  en  la  administración  de 
justicia,  y  por  consideración  á  la  utilidad  general  y  á  la  conTenien* 
cia  pública. 

T  esto  es  tan  cierto,  que  en  los  casos  poco  frecuentes  de  separa- 
ciones siempre  se  procedió  con  un  detenimiento  exquisito,  reuniendo 
pruebas  é  informes  dignos  de  fé,  é  instruyendo  un  expediente  muy 
formal.  £sta  verdad  se  acredita  fácilmente,  recurriendo  á  los  archi- 
vos: se  trata  de  hechos  que  están  consignados  en  ellos:  ¿y  por  qué 
procedía  el  Gobierno  con  tanta  circunspección  y  miramiento?  ¿Por 
qué  se  sometía  á  tantas  diligencias  é  investigaciones?  Precisamente 
porque  no  se  creia  autorizado  para  obrar  de  dtro  modo;  porque  no 
se  atribula  la  facultad  de  separar  libremente  á  ios  Magistrados  y 
Jueces;  porque  no  suponía  la  suerte  de  éstos  dependiente  de  lo  vo- 
luntad ó  capricho  de  un  Ministro;  porqoe  reconocía  el  principio  de 
la  inamovilidad.  Se  contentaban,  si,  algunas  veces  con  un  expe- 
diente gubernativo,  aunque  muy  instruido,  en  lagar  de  exigir  una 
sentencia  judicial;  mas  esto  no  perjudica  al  reconocimiento  del 
principio:  es  una  consecuencia  de  la  confusión  de  los  poderes  polí- 
ticos del  Estado. 

Hablando  de  la  Magistratura  se  ha  incluido  en  ella  al  Ministerio 
fiscal,  y  si  para  hacerlo  no  se  pueden  citar  leyes  expresas  y  termi- 
nantes, se  pueden  invocar  del  mismo  modo  que  acerca  de  la  in- 
amovilidad, la  opinión  común,  la  práctica  constante,  el  asenti- 
miento del  Gobierno  y  el  carácter  que  daba  i  los  Fiscales  de  los 
Tribunales  Superiores  y  Supremos,  en  que  se  hallaba  establecido 
permanentemente  este  Ministerio.  Con  sólo  el  nombramiento  de  un 
Fiscal  se  consideraba  á  éste  revestido  de  los  honores  de  la  toga,  se 
le  daba  el  mismo  tratamiento  que  á  los  Ministros  togados,  y  gota- 
ha  de  las  mismas  distinciones,  de  la  misma  categoría  y  de  los  mis- 
mos privilegios  y  exenciones  que  éstos.  Todo  se  entendía  así»  sin 
que  fuese  necesario  expresarlo.  Ajín  era  frecuente  concederles  el 
voto  de  Ministros,  y  aun  estaba  declarada  la  antigüedad  de  tales  á 
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los  de  Io8  Consejos^  luego  qne  habíesen  servido  por  cierto  espacio 
de  tiempo. 

Así  es  como  los  Fiscales  hacían  parte  del  cuerpo  de  la  Magistra- 
tura. Formaban  una  rama  diversa  de  la  que  contenian  los  Ministros 
por  la  diversidad  de  sus  funciones;  pero  las  dos  eran  ramas  de  un 
mismo  árbol  ó  tronco,  de  la  misma  clase,  de  la  misma  naturaleza. 
Su  carrera  no  era  menos  apreciada  que  la  de  los  Magistrados,  y  si 
éstos  precedian  en  el  asiento,  aquellos  solían  tener  salidas  más 
prontas  y  ventajosas,  porque  tenían  más  ocasiones  de  brillar  y  de 
distinguirse.  Las  carreras  se  Confundían  en  las  salidas.  Acaso  no 
se  podrá  citar  un  Fiscal  que  pasase  á  ser  Alcalde  del  crimen,  y 
pueden  citarse  muchos  que  salieron  á  empleos  altos,  á  que  no  nes- 
gaban los  Ministros,  sino  después  de  largos  servicios,  ganando  len- 
tamente la  antigüedad. 

Dígase  ahora  si  esta  Magistratura  fiscal,  en  que  han  sobresali- 
do hombres  tan  eminentes,  que  pueden  citarse  con  una  noble  vani- 
dad, como  la  gloria  y  ornamento  de  su  patria,  debe  ser  rebajada  á 
la  clase  de'  amovible  para  constituirse  en  la  de  los  simples  agentes  y 
mandatarios  del  Ministerio.  Dígase  si  en  el  sistema  y  en  la  ¿poca  de 
la  ley  es  más  conveniente  que  represente  al  Gobierno,  al  Ministerio 
ó  á  la  ley  misma.  Dígase,  finalmente,  si  esta  Magistratura,  hasta 
ahora  tan  respetable  entre  nosotros,  ha  de  ser  sólo  para  perseguir, 
ó  también  para  proteger. 

No  hay  reparo  en  que  se  enlacen  con  la  carrera  judicial  las  pla- 
zas de  la  Secretaria  y  Archivo  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia. 
AI  contrario,  podría  resultar  mucha  utilidad  para  el  servicio,  des- 
empeñándose aquellas  plazas  por  personas  que  eonozean  f^ráetlea- 
mente  el  mecanimo  y  maíllo  ordinario  de  ¡o$  Tribunales;  que  eo- 
nazcan  también  por  práctica  d  curso  de  los  negocios  forenses,  y 
que  con  la  experiencia  y  observación  en  Jos  miemos  negotíos  hayan 
podido  formar  una  idesk  exacta  de  lo  que  es  d  mundo  judicial,  y 
de  eada  una  de  las  partes  que  juegan  en  ¿L  Deberá  9er  de  modo  que 
siendo  los  empleos  de  la  carrera  judicial  una  salida  ó  ascenso  para 
los  que  sirven  en  la  Secretaría,  haya  una  perfecta  reciprocidad 
para  que  los  Jueces  y  Magistrados  pasen  también  á  aquellos  em- 
pleos. Deberá  ser  de  modo  que  éstos  entren  en  la  escala  para  regu- 
lar los  ascensos,  sin  perjuicio  de  los  Magistrados  y  Jueces.  Deberá 
ser,  por  último,  de  modo  que  el  favor,  la  protección  y  la  importu- 
nidad no  puedan  conseguir  adelantamientos  indebidos,  por  inma- 
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turos,  perjadicando  á  los  que,  más  lejos  de  la  fueate  de  las  gracias» 
prestan  servicios  de  tanta  ó  mayor  importancii^. 

£1  proyecto  de  que  se  trata  contíeiie  yaries  articules,  segon  los 
cuales  ^n  considerados  como  interinos  todos  los  Mn^istrados  y  Jue- 
ces que  sirven  actualmente  en  loe  Tribunales  y  Juzgados  de  la  Pe- 
nínsula é  islas  adyacentes,  quedando  sujetos  á  la  confirmación,  y 
retardándose  el  goce  la  inamovilidad  hasta  que  se  sandone  la  ley 
proyectada  y  seis  meses  después.  Esto  quiere  decir  que  está  muy 
distante  el  dia  en  que  los  Magistrados  y  Jueces  han  de  empezar  á 
ser  inamovibles,  en  que  ha  de  ser  cierta  y  efectiva  la  independencia 
del  poder  judicial,  y  en  que  han  de  tener  en  observancia  los  artícu- 
los 63  y  66  de  la  Constitución,  que  no  son  de  aquellos  que  pueden 
suspenderse»  ni  aun  en  virtud  de  una  ley. 

En  verdad,  este  dia  está  muy  lejano,  si  se  hade  seguir  el  rum- 
bo anunciado  en  el  proyecto.  Basta  observar  que  se  supone  necesa- 
ria la  preexistencia  de  una  ley  compuesta  de  140  articules,  algunos 
con  muchos  párrafos,  y  en  que  se  tratan  materias  tan  complicadas 
y  diversas,  como  son  las  calidades  de  las  personas,  la  responsabíH* 
dad,  las  penas,  el  orden  de  proceder,  y  otras,  con  innovaciones 
muy  contrarias  á  las  prácticas  recibidas  en  España.  Basta  observar 
que  la  ley  proyectada,  sin  ser  orgánica  del  poder  judicial,  sin  ser 
completamente  ni  de  responsabilidad,  ni  penal,  ni  Código  de  pro* 
cedimienlos,  participa  de  todo  esto  mezclado,  y  confuso  en  térmi- 
nos, que  necesariam^te  aumentan  las  dificultades  y  complican  las 
cuestiones,  para  prolongar  el  examen  y  la  discusión. 

Si  tal  ley,  ú  otra  semejante,  ha  de  preceder,  bien  se  puede  afir- 
mar que  no  será  discutida  en  los  dos  Cuerpos  colegisladores  ni  en 
esta  ni  en  la  próxima  legislatura,  ni  acaso  en  las<^ras  primeras  si« 
guientes,  si  no  han  mejorado  mucho  las  tristes  circunstancias  actua- 
les. Si  desechado,  como  parece  indispensable  el  proyecto  de  que  se 
trata,  viene  la  necesidad  de  formar  otro,  debe  invertirse  mucho  tiem- 
po en  formarlo.  Cuando  esté  hecho,  se  presentará  á  las  Cortes,  sí 
están  abiertas,  y  con  el  examen  en  ellas,  con  las' enmiendas,  adicio* 
nes,  etc.,  tendremos  el  mismo  resultado  de  que  pase  un  año  y  otro, 
y  tal  vez  más,  antes  de  que  la  ley  sea  presentada  á  la  sanción  Real. 

¿Y  será  posible  que  el  poder  judicial  continúe  por  tanto  tiempo 
siendo  un  nombre  vano,  una  mera  apariencia,  puesto  que  no  puede 
ser  una  realidad  mientras  quejesté  privado  de  las  calidades  carac- 
terísticas y  de  los  atributos  que  forman  su  esencia?  Es  esta  una  idea 
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que  apenas  puede  concebirse,  y  que  si  se  concibe  hipotéticamente, 
se  presentan  unidos  á  ella  males  sin  cnento,  perjuicios  innumera- 
bles, consecuencias  espantosas,  capaces  de  aterrar  el  ánimo  más 
constante.  Se  sufre  un  dolor  amargo  ofreciendo  una  perspectiva  fu- 
nesta; pero  hay  que  consolarse  con  la  lisongera  esperanza  de  que 
aquella  perspectiva  desaparecerá  como  una  sombra  por  el  poderoso 
impulso  de  la  rectitud  y  magnanimidad  de  S.  Mi  y  por  los  esfuer* 
zos  del  patriotismo,  de  la  previsión  y  del  desprendimiento  de  su  ce- 
loso é  i  lustrado  Gobierno. 

Es  una  verdad  tan  notoria  como  terribe,  que  si  el  poder  judicial 
no  tiene  bien  a6anzada  la  independencia  con  la  inamovilidad  de  los 
Magistrados  y  Jueces,  la  propiedad,  la  seguridad,  la  fé  de  los  con* 
tratos,  ercumplimiento  de  las  obligaciones,  el  castigo  de  los  delin- 
cnentes,  el  prestigio  de  las  autoridades,  la  aplicación  y  la  observan- 
cia de  las  leyes,  todo  és  eventual,  todo  precario,  todo  incierto.  En 
la  proposición  de  que  los  Jueces  y  Magistrados  son  amovibles,  vá 
eivelta  la  de  que  nada  existe  en  la  sociedad  que  sea  estable,  nada 
que  no  sea  amovible  también,  porque  en  la  práctica  todo  depende 
de  las  garantías  que  ofrezcan  los  Tribunales,  y  ninguna  salida  pue- 
den ofrecer,  mientras  no  sean  independientes.  Estos  ligeros  anuncios 
coodacená  meditaciones  serias  y  profundas,  que  la  perspicacia  y 
penetración  del  Gobierno  no  dejarán  de  examinar  con  todo  el  inte* 
res  que  requieren. 

T  si  DO  basta  lo  que  persuaden  las  teorías  y  los  razonamientos, 
descendamos  al  campo  de  la  observación  y  de  la  experiencia.  En  él 
hallamos  á  los  Magistrados  y  Jueces  abrigando  en  su  corazón  sen  ti- 
mienlOB  paros  y  leales,  pero  combatidos  al  mismo  tiempo  por  el  te- 
mor, por  las  amenazas  y  por  la  incertidumbre  que  hacen  vacilar  su 
constancia.  Vemos  en  ellos  un  abatimiento  precursor  de  la  falta  de 
energía  y  de  firmeza  para  mantener  los  fueros  de  la  justicia,  y  la  in- 
tegridad de  los  que  están  encargados.  Los  observamos  circundados 
de  menos  consideración  que  la  debida  á  la  santidad  de  su  Ministe- 
rio. Alguna  vez  hemos  visto  que  han  sido  vilipendiados,  perseguidos 
y  usurpadas  sus  funciones.  Se  nota,  en  fin,  un  germen  de  desmora- 
lización, que  si  llega  á  desarrollarse,  continuando  el  sistema  que  lo 
ha  producido,  nos  sumirá  en  un  abismo  insondable.  Seria  muy  fá- 
cil citar  hechos  que  comprobasen  estas  aserciones  (1),  pero  bastará 

(I)    Téngase  presente  (jae  cuando  escribía  esto  era  Magistrado  del 
Tnbnnal  Supremo  de  Justicia. 
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decir  qae  existen  estos  hechos,  porque  no  pueden  dejar  de  existir; 
siendo,  no  tanto  un  defecto  de  las  personas,  cuanto  el  resultado  ne- 
cesario de  una  causa  que  existe:^  de  la  amovilidad  de  ios  Magistra- 
dos y  Jueces.  Si  no  hay  en  estos  todas  las  virtudes  á  coya  práctica 
están  obligados,  si  algunas  veces  se  ven  las  virtudes  tibias  ó  amor* 
tignadas  en  algunos,  que  no  tienen  un  temple  de  alma  fuerte  y  ace- 
rado, considérese  la  posición  en  que  se  les  ha  puesto.  Esta  posición 
es  dura  y  crítica.  Por  ella  se  hallan  colocados  en  la  triste  alternati- 
va de  cometer  ciertas  faltas,  de  tener  ciertas  condescendencias,  ó  de 
perder  el  empleo  á  que  habian  llegado  después  de  una  carrera  lar- 
ga y  dispendiosa,  y  acaso  después  de  muchos  anos  de  buenos  y  pe- 
nosos servicios.  Esta  pérdida  además  debe  ser  muy  sensible  á  los 
que  al  sufrirla  sienten  algún  detrimento  en  su  reputacio*n  y  buen 
nombre  ó  quedan  reducidos  al  hambre  y  á  la  indigencia  con  Una  fa- 
milia numerosa. 

Menores  y  menos  frecuentes  serian  estos  males  si  sólo  pudieran 
proceder  de  un  error,  ó  de  una  equivocación  en  el  Ministerio;  pero 
hay  la  desgracia  de  que  también  pueden  tener  su  origen  en  la  ven- 
ganza, en  la  envidia,  en  la  ambición  interesada  y  en  otras  pasiones. 
Los  Magistrados,  y  especialmente  los  Jueces  de  primera  instancia 
amovibles,  han  estado  en  algunas  épocas  á  merced  de  otras  autori- 
dades de  las  provincias,  que  con  una  queja  poco  fundada  ó  un  in- 
forme siniestro  han  logrado  fácilmente  la  traslación  ó  la  separación 
de  aquellos.  Muchos  han  sufrido  por  el  influjo  de  personas  que  el 
Ministerio  no  puede  dejar  de  mirar  con  deferencia  y  consideración, 
y  estas  personas  se  han  prevalidg  de  su  fácil  acceso  á  la  Secretaría 
para  favorecer  las  miras  particulares  de  sus  parientes  y  de  sus  ami-. 
gos.  ¡De  tantos  dependen  los  Jueces  y  á  tantos  tiros  y  asechanzas 
están  expuestos  mientras  sean  amovibles! 

¿T  qué  se  dirá  si  se  entra  en  otras  consideraciones  con  motivo 
del  papel  que  se  les  ha  hecho  tomar  en  las  combinaciones,  intrigas 
y  partidos  políticos?  Con  esto  se  ha  dado  un  golpe  funesto  á  la  mo- 
ralidad de  ios  Jueces.  Ellos  deben  ser  tan  imparciales  como  impasi- 
bles, y  deben  alejarse  tanto  de  estos  mshejos  cuanto  sea  necesario 
para  alejar  de  todo  compromiso  que  pueda  perjudicar  á  la  conserva- 
ción de  su  independencia  y  rectitud.  Otros  empleados  cuyas  fun- 
ciones son  de  diversa  naturaleza  podrán  ser  agentes  é  instrumentos 
para  realizar  ciertos  planes  ó  favorecer  ciertas  candidaturas  en  las 
elecciones.  Los  Jueces  nunca  deben  tomar  parte  en  estas  materias. 
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y  .^úOi  d^bea  usar  .coii  nuicbt  paraiin^Ai^  y.  delicadexa  de  los  dere- 
chos que  tes  cori:esp(Víi4f\n.  cc|ino  ciodadanost  haciendo,  si  es  aece- 
saiiis  aig^AiifMurifíciode  ellos  ep  el  aliar  de  la  justicia. 

Sin  embaigq  sq  ha  obligado  á  los  Jueces  i  ser  agentes  y  solici- 
tadores de. yoto^r  se  lecilia  {Miento  en  la  alternativa  de  aceptar  este 
papejé  dejiir  el.p9est(^H  y  la  Eaniia  p^iblica  ha  denunciado  la  separa* 
cion  de  algunos  porque  se  negaron  ó  porque  obraron  en  un  sentido 
coaiyrario»  y  el.  nombraoiieiite  de  otros  he(^  con  el  objeto  determi- 
na de.qme  nuncyasen  las.  elecciones  ó  con  el  de  recompensar  los 
servicios  ya  prestadof  en  m  camp^naís  electorales.  No  se  culpa  al 
Ministerio,  se  le  compadece  Qiás  bif^a  al  considerar  los  apuros  y 
comproaiisos  en  que  lo  ponen  las  exigencias  de  los  partidos  y  la  im- 
pureza de  los  conductos  por  donde  llegan  á  sus  oidos  las  noticias  de 
lo  que  no  puede  ver  sino  j>or  los  ojos  de  otros. 

Pero  lo  más  doloroso,  lo  más  aflictivo,  y  lo  que  no  puede  dejar 
de  ei(citar  sin  clamor  profundo,  y  bien  sentido,  es  que  este  estado 
de  cosas,  esta  penosa  situación  de  los  Jueces  los  despoja  del  presti- 
gio que  deben  tener;  los  hac^  un.  objeto  de  odio  y  de  desprecio;  los 
obliga  á  contraer  relaciones  inconciliables  con  la  imparcialidad;  los 
desmoraliza.  Lágrimas  de  tristeza  y  amargura  se  vierten  al  consi- 
derar este  cuadro  de  tintas  tan  negras,  y  al  lado  de  él  las  conse- 
cuencias necesarias  de  hallarse  amenaaado  el  orden  por  debilitarse 
la  fuerza  inoral  de,  los  Tribunales;  de  estar  ^in  la  debida  garantía 
k»  derechos  públicos  y  de  los  particulares,  y  de  ver  en  peligro  la 
alta  y  gloriosa  reputación  que  ha  merecido  en  todos  tiempos  la  Ma- 
gistratura española- 

¿T  qué  ba  de  suceder  si  los  Jueces,  impelidos,  obligados  por 
una  fuerza  á  «que  no  pueden  resistir,  tienen  que  tomar  una  parte 
activa  en  los  partí  do^  políticos;  abrazar  las  miras  ó  los  intereses  de 
algunos,  hacer  propias  estes  miras  ó  intereses;  en  fio,  presentarse 
como  campeones  principales  en  la  tormentosa  arena  de  las  eleccio- 
nes? Cuanto  más  ^e  esfuerzen  en  ganar  la  benevolencia  de  un  par- 
tido, lanto  mayor  será  el  odio  y  el  encono  que  les  profese  el  parti- 
do opuesto.  De  odiarlfts  á  despreciarlos  no  hay  más  que  una  línea 
imperceptible  en  un  plano  inclinado  y  resbaladizo.  En  el  caso  de 
procurar  la  mayor  fuerza  posible  para  el  partido  que  han  abrazado 
han  de  contraer  familiaridad  y  relaciones  íntimas  y  estrechas  con 
los  otros  inscTÍtos  en  el  mismo  partido.  Ya  no  será  el  Juez  un  Mi- 
nistro venerado,  al  que  nadie  se  acerque  sin  llevar  delante  del  pe- 
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mo  en  otras  cosas,  y  entre  tanto  traiMija&  sin  cesar  en  sos  planes  de 
verdadera  desorganisacion.  A  la  mano  poderosa  de  Y.  M.  está  re* 
servada  la  completa  destrucción  de  estos  planes. 

Puede  ser  conveniente  que  al  cambia  de  un  tüterna  polUieo 
acompañe  otro  cambio  de  algunas  ó  de  muchas  personas  encarga* 
das  de  la  administración  pública:  puede  ser  que  esta  conveniencia 
se  extienda  basta  el  ramo  judicial;  pero  ¿hasta  cuándo  ha  de  durar 
esto?  Nuestro  cambio  politíoo  empezó  cuando  menos  en  4834,  y  van 
ya'pasados  cerca  de  cinco  anos.  Nuestro  cambio  político  se  consumó 
y  completó  el  memorable  día  18  de  Junio  de  i  837,  y  desde  enton- 
ces vá>corrido  más  de  ano  y  medio.  ¿Hasta  cuándo  se  ha  de  espe* 
rar?  ¿Cuánto  tiempo  quiere  tomarse  el  Ministerio? 

Antes  de  decir  que  necesita  examinar  las  cualidades  de  las  per- 
synas,  su  probidad,  su  instrucción  y  sus  opiniones  politícas,  deberá 
considerar  que  ha  sobrado  tiempo  para  hacer  este  examen,  y  debe* 
rá  prevenir  la  reconvención  de  que  un  asunto  tan  urgente  é  impor- 
tante se  haya  mirado  con  descuido  y  abandono.  También  debe  con- 
siderar que  en  el  hecho  de  suponer  necesario  tal  examen,  se  supo* 
ne  que  existen,  ó  á  lo  menos  hay  recelo  de  que  existan  entre  los 
Magistrados  y  Jueces  personas  indignas  de  ocupar  este  lugar.  Ha- 
ciendo semejante  suposición,  resultaría  un  nuevo  cargo  por  haber 
permitido  la  existencia  de  personas  sospechosas  ó  que  no  inspiren 
toda  la  con6anza  necesaria,  cuando  el  Gobierno  ha  usado  con  tan- 
ta libertad  y  plenitud  de  la  facultad  de  removerlas. 

No  puede  continuar'por  más  tiempo  el  uso  de  esta  facultad,  que 
no  es  ni  constitucional  ni  legal.  Se  concederá  en  honor  de  la  verdad 
que  últimamente  se  ha.  ejercido  con  menos  frecuencia,  y  si  alguna 
vez  con  mucho  pulso  y  detenimiento;  perp  esto  na  basta.  Mientras 
se  crea  que  la  facultad  existe,  es  continua  y  permanente  la  inobser- 
vancia de  la  Constitución.  La  conducta  prudente  y  circunspecta  de 
un  Ministro  no  ofrece  garantías  más  que  por  el  tiempo  de  su  admi- 
nistración. ¿Qué  seguridad  hay  de  que  reemplazado  por  otro,  se 
respete  lo  que  antes  se  ha  hecho  y  mantenido  (1)7  La  prudencia  y 

(I )  En  la  disposición  6.^  de  las  transitorias  de  la  ley  de  1 5  de  Setiem- 
bre de  1870  se  (fijo:  «Se  considerará  á  todos  los  Jueces  y  Magistrados 
en  la  categoría  que  hubieren  llegado  á  obtener  en  la  carrera  judicial.» 
En  el  decreto  del  Ministerio-Regencia  de  23  de  Enero  de  i  875  se  con- 
signó: «Artículo  f  .^  Se  deroga  la  6.^  disposición  transitoria  ¡del  tít.  23 
de  la  ley  provisional  sobre  organización  del  poder  judicial,  y  se  dejan 


60BRS  LA  INAHOVILIIIAD    JUmCUL.  261 

la  circanspeccioD  deben  excitar  á  aquel  Ministro  para  qne  se  cierre 
la  puerta  de  modo  que  no  vuelva  á  abrirse:  de  modo  que  desapa* 
rezca,la  posibilidad  de  empezar  una  época  nueva  de  movimiento  y 
de  inquietud  en  los  Magistrados  y  Jueces.  Se  hará  este  servicio  y 
este  bien  inmensa  al  país  sólo  con  reconocer  como  vivo  y  eficaz  el 
principio  constitucional. 

La  ley  proyectada,  ni  la  formación  de  cualquiera  otra ,  no  de- 
ben diferir  este  reconocimiento  importante  y  necesario.  En  vano  se 
invoca  el  artículo  64  de  la  Constitución.  Las  leyes,  dice,  determi- 
narán las  calidades  que  ban  de  tener  los  individuos  de  los  Tribuna- 
les. ¿Significa  esto  que  no  ha  de  haber  individuos  en  ios  Tribunales 
hasta  que  las  leyes  hayan  determinado  las  calidades  que  han  de  te- 
ner? ¿Quién  se  atrevería  á  sostener  un  absurdo  semejante?  Pues  si 
ha  de  haber  individuos  en  los  Tribunales,  desde  luego,  y  antes  de 
que  se  hagan  nuevas  leyes,  deben  regir  entre  tanto  las  que  ahora 
existen,  y  será  hábil  el  Magistrado  ó  Juez  que  tenga  las  cualidades 
prescritas  en  ellas,  y  será  hábil  según  la  Constitución.  Si  en  ade- 
lante se  exigieren  otras  calidades  deberán  tenerlas  los  Magistrados 
y  Jueces  que  se  nombran  después,  si  no  es  que  se  quiere  dar  á  esta 
clase  el  desgraciado  privilegio  de  que  las  leyes  tengan  para  con 
ella  efecto  retroactivo. 

Otros  arliculos  hay  en  la  Constitución  que  tienen  el  mismo  ca- 
rácter y  la  misma  estructura  que  el  64.  Ssgiin  el  3.*,  todo  español 
tiene  derecho  de  dirigir  peticiones  por  escrito  á  las  Cortes  y  al  Rey 
como  determinen  las  leyes,  y  nadie  ha  entendido  que  debe  espe- 
rarse á  que  se  hagan  estas  leyes  para  que  se  pueda  ejercitar  aquel 
derecho.  Según  el  art.  7.*,  no  puede  ser  detenido,  ni  preso,  ni  se- 
parado de  su  domicilio  ningún  espaSol,  ai  allanada  su  casa,  sino 
en  los  casos  y  en  la  forma  qae  las  leyes  pr^criban,  y  nadie  ha 
pensado  que  deba  esperarse  á  la  formación  de  nuevas  leyes  por  el 
orden  prescrito  en  la  Constitución  para  que  ios  españoles  gocen  de 
aquellas  garantías^  Por  el  mismo  estilo  se  podrían  citar  otros  ar- 
tículos, y  siempre  es  cierto  que  cuando  la  Constitución  se  refiere  á 
las  leyes,  se  entiende  á  las  que  existían  al  tiempo  de  su  promulga- 


sin  efecto  las  declaraciones  de  inamovilidad  otorgadas  en  virtud  de  ella 
álos  ¡Magistrados  y  Jaeces.»  D.  Alvaro  Gómez  Becerra  previo  un  suce- 
so que  vendría  y  vino  á  realizarse  cerca  de  36  años  después.— (A^<9to  del 
suscritar  que  «M  remite  esta  Impugnación,) 
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cioQ  mientras  no  se  hagan  otras  nuevas.  De  otro  modo,  se  debería 
considerar  destruido  lo  existente  antes  de  haber  4>reparado  lo  que 
deba  sustituirlo,  y  se  supondría  posible  un  vacío  entre  la  destruc- 
ción y  la  reedificación. 

Para  dar  una  inteligencia  toreida  y  vicienta  al  art.  64,  se  ha  su- 
puesto lo  que  no  hay  en  él,  y  se  ha  desnaturalizado  su  sencilla  dís* 
posición.  Sin  este  articulo,  se  dudaría  qué  poder  del  £stado  había 
de  determinar  los  Tribunales  que  ha  de  haber,  la  organización  de 
cada  uno,  sus  facultades,  el  modo  de  ejercerlas  y  las  cualidades  que 
han  de  tener  sus  individuos.  El  art.  1.*  dice  que  todo  esto  lo  han 
de  determinar  las  leyes.  Esto,  y  no  más,  es  lo  que  dispone  el  ar- 
ticulo. ¿Cómo  se  ha  podido  hallar  en  él  un  preteslo  para  la  suspen- 
sión del  66?  Si  los  Magistrados  y  Jueces  no  pueden  ser  inamovibles 
hasta  que  leyes  nuevas  determinen  las  calidades  que  han  de  tener, 
también  serán  necesarias  nuevas  leyes  para  que  haya  Tribunales, 
para  que  tengan  organizaciou,  para  que  ejerzan  facultades  y  para 
que  se  prescriba  el  modo  de  ejercerlas.  Con  las  mismas  palabras 
está  expresado  lo  uno  y  lo  otro;  y  las  mismas  palabras  en  un  mis* 
mo  artículo,  no  deben  entenderse  de  diverso  modo  con  respecto  á 
los  miembros  que  abraza. 

No  suministra  argumentos  menos  fuertes  el  art.  67.  Los  Jueces, 
dice,  son  responsables  personalmente  de  toda  infracción  de  ley  que 
cometan.  Se  ha  supuesto  que  es  necesaria  la  formación  de  nuevas 
leyes  para  regular  la  responsabilidad,  marcar  su  extensión  y  esta* 
blecer  el  modo  de  exigirla.  De  esta  suposición ,  se  ha  partido  para 
decir  que  hasta  tanto  que  se  Gormen  las  nuevas  leyes,  no  pueden 
ser  inamovibles  los  Magistrados  y  Jueces;  pero  ocurre  inmediata- 
mente una  pregunta.  ¿Son,  entretanto,  responsables?  Nadie  se  atre- 
verá á  decir  que  no,  y  viene  entonces  una  segunda  pregunta.  ¿Con 
arreglo  á  qué  leyes  ha.de  ser  efectiva  esta  responsabilidad?  No  pue- 
de ser  sino  con  arreglo  á  las  leyes  que  ahora  existen.  ¿Por  qué, 
pues,  son  buenas  las  lej^s  existentes  para  qi^e  haya  desde  luego 
responsabilidad,  y  no  son  buenas  para  que  haya  deade  luego  in- 
amovilidad?  ¿Por  qué  sí  para  lo  adverso  y  no  para  lo  favorable? 

Si  se  contesta  que  la  responsabilidad  es  una  circunstancia  esen- 
cial, pues  sin  ella  seria  monstruosa  y  arbitraria  la  facultad  de  juz- 
gar, diremos  que  también  es  esencial  la  ioamovilidad,  sin  la  cual  los 
Magistrados  y  Jueces  no  pueden  ser  independientes.  Aun  diremos 
más:  la  responsabilidad  no  puede  ser  verdadera,  eficaz  y  positiva, 
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mientras  no  v^ya  unida  á  la  ioaiQ9vilidad,  su  indispensable  com- 
panera. Será  débil,  iánguída  y  estenuada ,  mientras  qua  d  Jaez 
responsable  tenga  ^1  recurso  de  decir:  «To  no  he  obrado  con  líber* 
tad;  yo  no  be  ppdido  hacerme  su{)erior  á  la  debilidad  humana;  yo 
no  he  seguido  los  imp«)sos  de  mi  deber  y  de  mi  eonciencia»  porque 
no  era  indepeidieiite»  porque  era  amovible.» 

Así  es  que  para  baeer  completa  la  re^onsabilidad,  y  para  que 
sea  iaexorabl^  y  constante  su  aplicación  no  fallan  leyes,  lo  que. 
falta  es  la  inamovilidad;  y  es  una  inconsecuencia,  ^  más  bien  una 
contradicción»  querer  lo  uno  ain  lo,  otro.  Del  mismo  modo  que  se 
dice  que  los  Jueces  no  pueden  ser  inamovibles  sin  ser  responsa- 
bles, se  debe  decif  que  no  pueden  ser  responsables  sin  ser  inamo- 
vibles, y  con  ello  independientes. 

Que  con  las  leyes  actuales  está  asegurada  la  responsabilidad,  es 
un  hecho  constante  que  nadie  puede  negar,  sin  ineurrir  en  la  nota 
de  temerario  y  obstinado.  En  el  art.  67  de  la  Constitución  está 
consignada  la  responsabilidad  como  dogma  fundamental.  El  artícu- 
lo 9/  de  la  GonstitueiQn  de  1812,  vigente  ahora  como  ley,  las  le* 
ye*H  recopiladas  y  las  de  las  Partidas,  especialmente  las  24  y  25  del 
título  22,  Partida  3/  la  sancionan  también,  determinando  con 
bastante  precisión  los  casos  en  que  debe  tener  lugar,  y  las  penas, 
ó  sea  lo^  efectos  que  ha  de  producir,  últimamente  en  los  mismos 
Códigos,  y  m^s  ^Saladamente  en  el  reglamento  provisional  para  la 
administración  de  justicia,  y  en  la  ley  de  22  de  Marzo  de  i837  el 
modo  de  proceder  en  estos  juicios. 

SQrá.cjertQi  sin, embargo,  qae  convenga  rennir  estas  disposicio- 
neS|  acomodándolas  G<m  mayor  exactitud  á  la  época  presente,  mo* 
dificarla$,  ponerlas  en  estilo  moderno.  Todo  esto,  cuando  se  h^ga,. 
será  una  mejora  apreciable;  pero  no  es  ahora  una  neeesidad  urgen- 
te.del  momento.  La  prueba  es  clara  y  evidente.  Todos  los  días  se 
está  exigiendo  la  tesponsabilidad  á  Jueces  inferiores:  ha.  habido 
cattsa^  y  las  bay  ptendientes  contra  Magistrados;  y  ni  loe  Tribuna- 
y^  Superiores»  ni  e)  Supreaio  notan  insuficiencia  ea  las  leyes, .  ni 
dificpltades  de  ninguaAjeapecie  para  prooeder,  y  para  hacer  efecti- 
va la  respQnsabilida4' 

.  Volviendo  álafoD^titucioB,  se  Té  en  ella,  qne  los  Ministros  son 
responsables,  J&Uá  igualmente  establecido  á  quién  compete  la  facul- 
tad de  acusarlos,,  y  á  quién  la  de  juzgarlos.  Puede  decirse  que  está 
arreglado  lo  relativo  al  modo  de  formalizar  la  acusación.  Pero  falla 
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lodaTÍa  mucho»  y  en  ello  la  deBfgDfleioo .  fija  y '^élermíiiada  de  los 
casod  de  responsabilidad:  de  las  penas  eorresípondientes ^  cada  uno, 
y  del  orden  de  procedimientos  en  el  Senado,  cuando  se  constituya 
en  Tribunal  de  Justicia.  ¿Se  creerá  que  por  esta  falta  los  Ministros 
no  deben  ejercer  libremente  sus  funciones,  ni  gozar  de  la  distinguí* 
da  consideración,  de  los  atributos,  y  de  laspreeininetfeias  inheren- 
tes á  sus  altos  destinos?  Seria  un  ateurdo  IntoleraMe.  Pues  tan  ab- 
surdo y  tan  intolerable  es  creer,  que  por  no  estar  perfectamente 
arreglado  lo  tocante  á  la  responsabilidad  de  los  Magistrados  y  Jue* 
ees,  no  deben  gozar  de  la  inamovilidad,  sin  la  cual  apenas  se  pue-> 
de  concebir  su  existencia. 

El  resultado  de  las  observaciones  sobre  el  proyecto  de  que  se 
trata,  es  que  la  ley  proyectada  introduciendo  formas  nuevas  y  per- 
judiciales en  la  organización  y  mecanismo  dé  ios  Tribunales  hacien- 
do innovaciones  muy  peligrosas,  y  cuya  utilidad  ni  se  demuestra 
ni  se  comprende;  importando  finalmente  doctrinas  y  prácticas  ex* 
tranjeras,  incompatibles  con  nuestras  prácticas  y  doctrinas  y  con 
nuestros  buenos  usos,  hábitos  y  costumbres,  no  es  litil  ni  conve- 
niente. Al  contrario,  produciría  frutos  muy  amargos,  disminuyendo 
la  consideración,  la  dignidad  y  el  prestigio  de  ios  Magistrados  y 
Jueces;  trastornando  las  bases  del  respeto  á  las  leyes,  de  la  obe- 
diencia á  las  autoridades  y  de  la  conservación  del  orden  público,  y 
llegando  hasta  el  extremo  de  destruir  la  independencia  del  poder 
judicial  con  trasgresion  manifiesta  de  nuestra  ley  fundamental  y  coi^ 
desdoro  y  descrédito  de  nuestra  ilustración  en  la  ciencia  de  legisla- 
ción y  de  gobierno.  £1  proyecto,  pues,  es  inadmisible  en  la  totali- 
dad, en  algunas  de  sus  J)ases  principales,  en  su  estructura  y  en  un 
gran  número  de  sus  artículos,  y  debe  ser  todo  fiíndido,  ó  más  bien, 
creado  de  nuevo. 

Bl  cuadro  bosquejado  es  triste  y  desgarrador;  ^ero^  por  desgra* 
cia,  fiel  y  exacto  de  los  incalculables  males  que  produce  y  de  tos 
mayores  que  debe  producir  el  estado  aeUiai  de  las  o^sas  en  lo  to* 
cante  á  la  inamovilidad  de  ios  Magistrados  y  Jueces.  Se  ha  tiécho> 
ver  que  este  estado  es  inconstitucional,  impolMco  y  altamente  pék-«- 
judicial  á  la  causa  pública.  Se  ha  demostrado  <)ue  condece  aUérta- 
mente  á  la  desmorallzaeion,  al  trastorno  general  de'losbuenob  prin- 
cipios y  á  la  relajación  de  los  vfneulos  sociales^  Se  faa  persuadida 
que  la  iocenidumt^e  en  la  suerte  de  los  Magistrados  y  Jueces  eoid- 
promete  las  garantías  de  los  derechos  y  de  los  intereses  públicos  y- 
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particulares.  Sé  ha  pcresto  en  claró  para  coronar  la  obra  que  son  va- 
noé,  infundados  y  vlcjosos  los  pretestos  con  que  se  ha  tratado  de 
mantener  aquel  estado  Tatal.  Mándese  proclamar  desde  luego  soUm- 
nemente  p  por  medio  de  un  Aeal  decreto  la  efectiva  y  exacta  ob$er^ 
vanda  del  art.  66  iela  Constitución. 


mmmuimtQ  criminal 


t*T- 


VICIOS   Y   DEFECTOS 
DE  LA  LBT  PROVISIONAL  »B  ENJUICIAMiENTO  CRIMINAL 

PUBLICAOA^^Ñ   t%  pB  DICIEMBBB  DE   1872   (4). 


Efectivamente^  el  contenido  del  art.  8'.*  y  los  siguientes  citados, 
dio  lugar  al  momento  á  otras  cuestiones,  tanto  más  importantes, 
cuanto  que,  refiriéndose  á  una  de  las  consecuencias  inherentes  al 
hecho  punible,  é  inseparables'  de  él,  era  de  todo  punto  imposible 
dejar  de  resolverlas  áojles,  ó  -  eo  el  acto  de  resolver  sobre  el  hecho 
mismo.  De  todo  delito  é  futa,  coa  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  ar* 
ticiilo-l.*,  nace,  ó  puede  nacer  la  acción  civil:  pero  siempre  que  se 
presente  alguno,  del  oual  te  comprenda  nin  la  más  lijera  dificultad 
que  ha  naoido  (y  esto  ocurre  constante  y  diariamente  en  la  prácti* 
ca),  el  érdea  natural  esige  que  en  primer  término  se  determine 
quién  está  legalmenAe  autorizado  para  ejercitarla:  en  segundo,  si  la 
responsaJiHidad,  á  coya' realización  se  dirija,  y  es  su  fin,  debe  de* 
clararse  y  hacerse  efectiva  de  ¡eicio,  éi  á/  instancia  tan  sólo  de  la 
persona  perjudioada^  6  su  eausa^babiente,  en  el  mismo  proceso  en«- 
caminado  á  la  pei^eeueion  ápl  delito  ^  castigo  del  deiincaente,  é 
en  otro  separado,  y  por.  Altimo,  y  eniau  caso,  á  qué  ley  do  fiajui- 
ciamieoto,  á  la  del  criminal*  6á  la  del  civil,  hade  subonünarse  la 
sudanciacion  de  eso  proceso.      .    .     \". 

Que  el  robo,  d  hurto  y  otratporeion  de  delitos  de  la  misEía  cía*, 
se  producen  respeeto  de  su,.autot  des  obligaeiooea^  que  envuelven* 
dos^eapeufeg.  de  respoosabilidad,  peo^l  «una,  y  civil  otra^  das  de* 

(I )    Téase  la  págl  if  de  esté  tomp. 
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rejchos  ó  acciones,  penal  y  civil  taoUiien,  rela,üvafn6ii|e  i  uu  terce* 
ro,  es  tan  incuestionable»  como  que  en  cuanto  á.  aquellas  tiene  que 
recaer  una  declaración  que  señale  el  límite  deseada  una:  la  pena 
que  corresponda,  y  el  importe  de  la  reparación  del  daño  y  de  los 
perjuicios  causados.  La  duda  por  consigaiente^  la  cuestión  ^orge 
al  pensar  en  los  medios  que  debieron  emplearse,  y  en  el  camino  que 
debió  seguirse  hasta  consegnrr  esadeciaracion:  y  como  lo  primero 
es  el  ejercicio  de  las  acciones  procedentes,  de  ahí  el  haberse  de  de- 
terminar ante  todo  quién  está  legalmefite«aétarísad0  para  utilizar- 
las, porque,  según  que  hayan  sido  ó  no  deducidas  por  persona  le- 
gítima, ó  que  tenga  derecho  par^  ello,  ^  producirán  ó  dejarán  de 
producir  su  resultado. 

La  ley,  aunque  con  alguna  ospcuridltfl'  em  w,  rcid^emon,  aceptó 
en  esencia  la  división  de  delitos  públicosy  privados,  hecha  en  otras, 
y  aun  en  el  Código  penal;  y  teniendo  presente  en  este  particular 
su  naturaleza  constitutiva,  no  olvidando  que  sus  efectos  podrían 
daSar  en  absoluto  á  la  sociedad,  ó  al  indivídno  únioamente,  califi- 
có también  de  públicas  y  privadas  las  acciones  de  ellos  nacidas: 
así  que,  dejando  el  ejercicio  de  las.úhimas  á  la.  voluntad  de  los  que 
siendo  dueños  y  señores  del  derecho  de  qui^  dimanaban  eran  por 
ello  arbitros  de  renunciarle  con  todas  sus  consccvenoias,  impuso  á 
los  individuos  del  Ministerio  fisoal  la  oUigadóa  de  ejercitar  las 
primeras,  hubiese  ó  no  acusador  partievlar,  sin  que  por  ello  des- 
truyera la  facultad  que  para  ejercitarlas  también  habia*  concedido 
antes  á  todos  los  ciudadanos  indistintamente,  satvas  pequeñas  ex- 
cepciones. Racional  y  fiiosófiea  no  esto,  segnn  nwstra  humilde  opi* 
nion,  atendió  por  una  part^  al  deber  y  al  dereolio  social,  y  por 
otra  al  deber  y  al  derecho  particular;  y  siendo  el  Mioislerio  fiseal 
el  representante  genuino  y  único  del  primero  de  aqnellus  derechos, 
irrenuociable,  le  advirtió  justamente  la  obKgacioa  en  que  estaba  de 
exigir  el  cumplimiento  del  deber  Ue  que  dimanaba,  y  dejó  á  la  vo- 
luntad del  individuo  la  facultad  de  proeurat  ó  no  el  de  que  na- 
cía el  segundo  de  los  indicados  derechos^  euya  renuncia  lesera  po* 
testativa.  No  habia,  pues,  ni  podia  haber  duda  alguna;  no  había 
ni  podía  sur^^r  cuestión  de^ningap  género  <ea  lo  concerniente  al 
ejercicio  de  las  acmones  penales*  Nacen  de  un  hecho  punible  que^ 
ha  dañado  á  la  sociedad,  y  porell^  tiene  elearáotef  de  páhKeo  y 
dá  lugar  á  procedimiento  de  oficio,  todos  los  ciudadanos,  salvas  1¡- 
jeras  excepciones,  están  autorizados  para  ejercitarlas»  y  con  ellos 
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Ó  rio  elloB,  los  mdivíd««s  del  MÍBisterio  fiscal  táeneii  l«  obligación 
de  hacerlo:  aacea  por  el  contrario  de  un  hecho  puaible  que  ha  per- 
judicado ai  particular»  y  por  ello  ni  tiene  el  carácter  de  público,  ni 
dá  higar  á  pneediniento  de  oficio,  e(  particular  ó  el  individuo  per- 
judicado, y  sólo  éste  puede  ejeiieitarlas. 

Poro,  ¿y  las  civiles,  que  son,  digámoslo  así ,  una  consecuencia 
necesaria  de  las  penalesy.una  parte  integrante  de  ellas,  ya  porque, 
siendo  las  unas  efecto  preciso  de  la  causa  que  produce  las  otras, 
nacen  juntas  y  á  la  vez,  y  ya  también  porque  sus  resultados  están 
tan  íntimamente  unídes^ue  es  imposible  separarlos?  ¿quién  puede 
legalmente  y  debe  ejercitarias?  ¿La  responsabilidad,  que  las  sirve 
de  objeto,  ha  de  declararse  y  hacerse  erectiva  de  oficio,  ó  á  instan* 
tancia  de  la  parte  peijudicada  en  el  procedimiento  dirigido  á  la 
persecución  del  delito  y  al  castigo  de  su  autor,  ó  en  otro  por  se^ 
parado? 

Comentando  el  art.  iS8  del  Código  penal  un  ilustrado  juris- 
consulto, presenta  esas  dos  coestiones:  y  diciendo  que  ambas 
se  hallan  resueltas  en  el  tit.  i3,  libro  i/  de  la  ley  de  Eajuicia- 
micnto  criminal,  añade,  al  hacerse  cargo  del  art.  il  de  la  mis- 
ma que  si  el  haberse  otiitido  mencionar  en  él  las  acciones  ci- 
viles, significara  que  se  dejan  á  la  gestión  de  las  personas  ofendi- 
das ó  de  las  que  su  derecho  representasen,  protestaria  con  toda  la 
fuerza  que  dan  las  iiiás  profundas  convicciones  €ontra  $emqante 
desviación  (Uloi  lm€not^frinclpio$y  ya  expuestos  por  él  en  su  lugar 
oportuno:  qM$.$eria  profunda  la  iteración  que  H  habría  inlroduei" 
do  en  una  de  las  bases  ^anlímales  de  nuestro  derecho  penal,  y  que 
atáidiendo  ai  contenido* det  art.  H  citado,  cree  que  únicamente 
por  él  son  merecedores  de  una  justa  censura  los  autores  de  la  ley. 
Siendo  nuestro  objeto  presentar  los  vicios  y  defectos  que  la  misma 
ley  entraña;  la  confusión,  las  dudas,  las  cuestiones  á  que  ha  dado 
lugar  en  su  aplicaciany  sa  contrasentido  con  otras  positivas  preexis* 
lentes  y  de  mayor  luerza  y  valor  que  ella,  y  aun  con  algunas  de 
sus  prescripciones  entre  ú^  ¿cómo  dejar  de  acogernos  á  una  autori- 
dad reconocida,  en  coanio^cofoobora  v  confirma  nuestras  observa* 
cienes?  Partiendo,  ée  iMt>  Ufótesis ,  asegura  que  en  el  caso  de  ser 
esta  cierta,  aquella  habría  introducido  una  desviación  de  los  buenos 
principios  y  alterackm  prsfunda  en  una  de  las  base» cardinales  de 
nuestro  derecho  penal)  sin  partir  nosotros  de  hipótesis,  y  teniendo 
tan  sólo  en  cuenta  el  literal  contexto  y  el  espíritu  de  la  misma  ley. 
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hemos  afirmado  ánles,  y  tepetimoa  ahora,  ^qoe  su  existencia  es ,  no 
una  desviadoQ  y  alteracioD ,  sino  ima  compleia  anulación  de  los 
principios  del  derecho  natural  y  de  los  ipositiTOs»  que,  como  ema- 
nación de  él,  se  han  consignado  y  consignarán  en  todas  los  Códigos 
penales;  la  perturbación  más  grave  que  puede  concebirse  en  el  de*- 
recho;  el  caos  legal,  en  una  paiabñ^  ¿Cómo,  repetimos,  dejar  de 
acogernos  á  una  autoridad  que  robustece'  nuestra  manera  de  apre- 
ciar la  ley? 

El  deber  y  el  derecho  existentes  entre  los  individuos  entre  ai,  y 
sin  consideración  alguna  á  la  sociedad ;  son  indudablemente  los 
laios,  que,  uniendo  á  los  unos  y  la  otira.  Jos  hacen  apareoer  como 
dos  Seres  diversos;  pero  con  obligaciones  y  derechos  respectivos 
también,  cuyo  cumplimiento  y  respeto  no  es  menos  atendible  que 
el  de  aquellos  entre  si.  La  fuerza  preventiva  y  coercitiva  que  cada 
cual  de  éstos  aisladamente  podia  emplear  para  precaver  y  remediar 
cualquiera  mal  que,  ofendiendo  su  persona  y  dañándole  en  sus 
bienes,  interrumpiese  el  curso  del  camino  conducente  á  su  felici- 
dad, sobre  no  ser  bastante  para  obtener  bu  fio,  le  llevarla  á  un  es- 
tado de  lucha  continua  é  insostenible  por  mucho  tiempo;  y  de  aquí 
el  origen  del  poder  social,  formado  con  h  Irasmisional  mismo,  ó  la 
cesión  de  una  parte  de  la  libertad  individual,  y  el  solemne  compro- 
miso en  lodos  los  asociados  de  contribuir  con  cuanto  fuere  necesa- 
rio á  su  sostenimiento  y  grandeza,  y  al  de  los  atributos  que  le  cor- 
responden, sin  más  recompensa  que  la  iproteocioD  y  amparo  de  su 
seguridad  y  bienestar.  Sin  acudir  á  otras  consideraciones,  encon- 
tramos la  existencia  de  esos  dos  Seres  y  de  sus  respectivos  derechos 
y  deberes,  y  comprendemos  que,  asi  como  los  individuos,  indepen- 
dientemente de  la  sociedad,  no  pueden  prescindir  del  cumplimiento 
y  del  respeto  de  los  que  á  cada  cual  corresponden ,  de  la  misma 
manera,  tampoco  son  arbitros  de  hacer  ó  dejar  de  hacer  con  rela- 
ción á  los  mismos  aquellos  dos  Seres,  reprcsenlantes  en  abstracta  de 
la  sociedad  y  de  Jos  asociados*  De  todo  ello,'  pues,  deduciinos  que 
el  Ser  social,  ejercitando  el  poder  soberano  que 'adquirió;  por  virtud 
de  las  obligaciones  -cootraidas  por  los  asociados,  ó  sea  aquel  otro 
Ser  y  cumpliendo  con  las  que  asi  mismo!  coolraío,  eis  el  único  com- 
petente para  prevenir,  y  en  su  caso  remediarituantoa males  inten» 
ten  causarse  ó  se  hayan  causado  en  la  persona  A .  bienes  de  cual- 
quiera de  los  que  constituyen  la-  aoeie(|ad^  enquiñando  al  efecto  y 
poniendo  en  acción  cuantos  medios  le  suministra  la  soberanía,  no 
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tan  sólo  para  aplicar  r  hacer  cumplir  la  pena  correspondiente  al 
áator  del  mal,  sino  también  para  iMcer  qne^sdcse  repare  y  se  ia^ 
demnice  de  Fos  períaioíoB  irrogo»  al  qae^se  le  causara,  basta  el 
ponto  de  borrar  completameiite  ¡tordas  las  huellas  qat  dejara ,  y  de 
hacer  que  las  cosas  apareacaacomo  si  semejante  mal  no  hubiere 
acaecido;  y  como  eonsecileneía  precisa  que  el  ofendido  ó  perjudica- 
do por  ese  mat,  ni  debe,  ni  tieiie  íieéendád  de  dedadr  acción  al- 
guna, ni  de  entablar  gestíon  de  ninguna  clase  para  obtener  la  re- 
paración é  indemnÍ2acion ,  siempre  qu^  el  mal ,  afectando  á  la  so- 
ciedad, se  halle  dentro  de  la  esfera  de  aqoellois  hechos  punibles  que 
dan  lugar  á  procedimiento  de  efidio¿  y  napuedarConM^rse  como 
desaparecido  por  la  renuncia  del  perjudicado,  6  por  no  haber  ejer- 
citado las  acciones  que  le  competen. 

Con  esos  principios  parece  estar  conibrne  la  ley  de  Enjuicia- 
miento criminal,  y  de  ellos  parece  que  partid  al  imponer  en  su  ar- 
tículo 6.*  á  los  indiTÍdnos  del  Miutsterio  fiscal,  como  representantes 
genuinos  y  únicos  del  Sor  social,  la  obligación  de  ejercitar,  haya  ó 
no  acusador  particular,  tddaa  las  acciones  penalea  públicas,  y  al  de- 
clarar en  el  10  que  ejercitada  sólo  la  accicm  penal  se  entienda  utili- 
2ada  también  la  civil.  De  ellos,  sin  embargo,  ae  separó  muy  luego, 
como  puede  comprenderse  fijando  la  atención  en  las  palabras  que  se 
usan  en  el  mismo  art.  iO  ipmediatamente  después  de  establecida 
esa  regla  general,  y  en  la  manera  con  que  están  redactados  el  9.* 
y  el  i  1.  De  las  unas  y  de  los  otros  se  desprende  naturalmente  que, 
lejos  de  aceptarse  esos  principios,  lejos  de  basarse  en  ellos  la  ley,  su 
voluntad,  su  espíritu  y  tendencia  fué  separar  déla  manera  más  ab- 
soluta todo  lo  relativo  ai  interés  público  de  lo  concerniente  al  parti- 
cular: circunscribir  las  facultades  del  Ministerio  fiscal  í  lo  prime- 
ro, y  dejar  en  la  más  completa  libertad  al  individuo  para  hacer  ó  no 
en  cuanto  á  lo  segundo.  Habrá  nn  ello,  y  sin  duda  hay,  la  desvia- 
cion  y  alteración  á  que  se  refiere  el  Sr.  Groisard  en  el  lugar  antes 
citado;  habrá  y  bay  además  una  contradicción  entre  varias  pres- 
cripciones de  la  misma  ley;  pero  lo  cierto  é  indndable  es  que  de 
conformidad  á  su  literal  contexto  en  unas  partes,  y  á  su  espíritu  su- 
ficientemente revelado  en  otDas,  el*  individuo  perjudicado,  ó^d  cau- 
sa-habiente, y  sólo  el  perjudicado  por  el  hecho  punible  puede  ejer- 
citar la  acción  civil.  ¿A  qué  otra  persona  si  no  puede  referirse  la  fa- 
cultad concedida  por  el  art.  9.*  para  ejercitar  junta  ó  separadamen- 
te las  acciones  que  nacen  de  un  delito  ó  bita,  y  la-  asimismo  dada 
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ea  el  it  para  ejercitaree  ó  no  tofreaametite  por  noa-  ó  por  varias 
las  dos  accioiiesi  ó  aeaa  k  penal  y  .la  civitr  ¿Para  qué  te  conúgoa 
en  el  10,  después  de  la  regla  general  de  que  ejeroitada  sólo  la  pe* 
nal  se  entenderá  utilizada  laeivü,  «á  no  ser  que  el  perjudicado  ó 
dañado  la  denunciase  ¿la*  reservam  eipresaínenle,»  y  que  si  se 
ejercitara  sólo  la  civil  no  se  ettenderá  ulUiíada  con  ella  la  penal? 
La  ley  inapone  en  absoluto  i  k»  individuos  del  Ministerio  fiscal 
el  deber  de  ejercitar  todas  las  acciones  penales  páUicas;  y  decía* 
lando  tambieo^en  absoluto  que  ejercitada  la  penal  se  entienda  otUi* 
zada  también  la  dvii.baoe  á  la  vez  otras  declaraciones  separadas 
é  independientes  de  ese  deber  y  de  esta  regla.  ¿\  quiénes  pueden  y 
deben  referirse  esas  deelantciones,  ({ae  no  sea  á  los  perjudicados? 
Si  los  individuos  del  Miaistcrio  fiscal  con  arreglo  á  lo  preceptuado 
en  el  art.  0/  tienen  la  obligación  de -ejercitar  todas  las  acciones  pe- 
nales que  consideren  precedentes»  haya  ó  no  acusador  particular,  y 
si  según  lo  dispuesto  en  el  iO,  ejeiH^itiada  sólo  la  penal  se  entende* 
rá  utilizada  tambienla  civil,  ¿para  qué  la  declaración  y  las  distin- 
ciones hechas  -en  el  9.*  y  en  el  mismo  107  Lá  obligacioh  á  que  se 
conlrae  el  art.  6.^  es  por  otra  parte  opuesta  al  derecho  concedido 
en  el  9.*  y  la  una  eicluye  al  otro,  ya  porque  suponiendo  el  deber  y 
el  derecho  dos  personas  distintas,  representan  dos  ideas  enteramen- 
te opuestas;  ya  porque  lo  ineludible  en  so  ejecución  es  inoompati* 
ble  con  lo  rennnoiable,  y  ya  porque  mientras  en  el  primero  de  esos 
dos  artículos  se  determina  taxativamente  la  clase  de  acciones  que 
han  de  ejercitarse,  en  el  último  se  comprenden  todas  las  que  nacen 
del  hecho  punible.  Todo  esto,  pues,  viene  á  demostrar  de  una  ma- 
nera indudable  que  la  declaración  en  el  citado  art.  i  O  hecha,  de 
que  ejercitada  sólo  la  acción  penal,  se  entenderá  utilizada  también 
la  civil,  se  refiere  ümca  y  exclusivamente  á  la  persona  pot  el  he- 
cho punible  perjudicada,  ó  á  sú  causa-habiente,  y  de  ningún  modo 
á  los  individuos  del  Ministerio  fiscal:  que  ni  éstos,  ni  ninguna  otra 
persona  que  no  sea  aquella,  tienen  con  arreglo  á  la  ley  facultad 
ni  derecho  para  ejercitar  la  acción  civil  nacida  del  mencionado 
hecho. 

T  si  aón  no  se  considerara  bastante  lo  expuesto,  ahí  está  el  ar- 
ticulo 11,  en  que  se  declara  que  podrán  ejercitarse  expresamente 
las  dos  acciones  por  una  misma  persona  ó  por  varías;  pero  que  no 
podrá  ejercitarse  ta  civil  sino  por  el  Ministerio  fiscal  por  daSo  can- 
sado al  Batado  ó  por  los  que  hubiesen  sido  dañados  ó  perjudica* 
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áoé  por  delilo  ó  hita, -6  por  sus  represeaiaotes  ó  causa-babieDtes. 
Sin  detmerñoá  á  exaiHiiiar  ^  la  oscuridad  y  coDrasion  coa  que  está 
redactado  este  articuhi,  en'  él  encontramos  el  complemento  del  des- 
arrollo''de  la  teoría  «n  qiié  se  Imlh  basada  la  ley  en  lo  concerniente 
i  tas  acciones  <|oé  imoetió  pueden,  según  el  art.  i  .\  nacer  del  de- 
lito ú  la  hila.  Sabemos  de  nti  médo  indudable  qbe  son  dos,  nna  pe- 
nal y  otra  civiJ:  que  el  Ministerio  fiscal  está  obligado  á  ejercitar  to- 
das las  juicas  de  la  primera  clase,  así  como  las  de  la  segunda, 
siempre  qne  procedan  de  dáSo  causado  ál  Edtado  por  el  delito  ó  la 
hltt:  queks  de  ambas  pueden  ejercitarse  eipresamente,  y  junta  Ó 
separadamente;  per  una  misma  persona  ó  por  varían:  que  la  renun- 
cia de  la  dtil,  y  de  ia  penal  si-  fuese  rennneiable,  no  perjudicará, 
según  elart.  8.\  más  ¡que  al  rebuncíante;  y  por  último,  con  arre- 
glo al  19,  que  pbndieaca  la  penal,  podrá  el  interesado  ejercitar  la 
ciyileii  la  causa  basa  el  tmorite  de  calificación  del  delito  inclusive. 
Pues  Ueo:  si  el  principio  establecido  en  el  10,  de  que  ejercitada 
la  aeeion  penal,  se  entenderá  utilisada  también  la  civil,  no  se  refi* 
riera  única  y  «telusivameale  á  crear  un  derecho  en  favor  del  daña- 
do 6  perjudicado  por  el  hecho  punible,  y  tan  sólo  en  favor  de  él,'  si 
ese  brecho  se  extendiera  además  á  otras  personas,  no  perjudicadas 
por  .el  hecho  punible;  si  hubiera  de  «atenderse  comprendido  en  las 
facultades  otorgadas  á  los  individuos  dei Ministerio  fiscal,  ¿para  qué 
señalar  en  el  art.  11  el  único  caso  en  que  pueden  y  deben  ejercitar 
hk  aeeion  civil;  cuando  antes  les  había  impuesto  la  obligación  de 
hawrla  de  todas  las  penales?  ¿Para  qué  disponer  en  el  8.*  que  la  re- 
nuncia de  ella  por  un  interesado  perjudique  k  él  tan  solamente? 
¿Para  qué  la  facultad  al  interesado,  y  sólo  al  interesado,  de  poderla 
ejercitar  en  la  causa  hasta* el  trámite  de  calificación  del  delito  inclu- 
sive? ¿t^ara  qué  citar  expresamente  al  dañado  6  perjudicado,  casi 
siempre  que  la  ley  habla  de  la  acción  civil?  ¿Para  qué  estable- 
cer en  el  art.  iS  qno  la  extinción  de  la  penal,  cuando  no  proce- 
da de  haberse  declatado  en  sentencia  firme  que  no  existió  el  hecho 
de  que  hubiese  podido  nacer  la  civil,  lejos  de  llevar  consigo  la  ex- 
tinción también  de  ésta,  puede  ejercitarse  por  la  persona  á  quien 
corresponda  contra  la  que  estuviere  obligada  á  la  restitución  de  la 
cena,  repanicioB  del  dalo  é  indemnisacion  del  perjuicio  sufrido?  ¿Pa- 
ra qué,  «n  fin,  determinar  en  et^l^^qne,  pendiente  la  acción  dvil, 
podrá  ejercitarse  separadamente  la  penal,  y  en  el  14,  que  para  el 
ejercido  do  ésta  e*  .muguu  easo  será  necesario  qte  haya  proeedido 
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el  de  aquella?  ¿No  $e  vé  en  todo  esto  la  ahaolnta  «tparacion  ealre  el 
interés  público  y  el  particular?  ¿No  se  vi.aqai.lalimtaeioA  del  de- 
ber del  Ministerio  fiscal  para  intervenir  tan  9^  M  loeoneeffnieDte 
al  primero,  y  la  más  amplia  libertad.del  perjudicado  para  hacer  ó 
no  en  lo  relativo  al  segundo»  para  jtxigir  ó  na  Id  lepandoa  del  da- 
no  é  indemnización  de  los  perjnkiofi  queje  Jiaya  causado-  el  kecho 
punible? 

No  podria  ocultarse  á  la  ley  que  .f  I  robo  ¿  hurlo  de  fondos  pd- 
blicos,  ó  el  incendio  ó  la  tala  de  un  monte  pertenectenle  al  Estado, 
y  arrendado  á  un  particular,  ú  otros  hechos  de  mfiaoa  impoFtaiieia, 
pero  constitutivos  de  un  delito  ó  falta,  nei^esariamenle  habían  de 
producir  un  daño  al  Estado  y  otro  al  particular.  Pues  bíea:  sin  em- 
bargo de  ser  una  la  causa,  y  uno  también  el  efecto;  sin  embargo  de 
haber  impuesto  al  Ministerio  fiscal  la  oUígaeioli  de  ejercitar  la  ac- 
ción penal,  y  de  haber  declarado  que  ejercüada  ésta  ae>  entienda 
utilizada  también  la  civil;  prescindiendo  de  todo,  del  ealorpecimien- 
to  que  pudiera  sufrir  el  juicio  por  consecuencia  de  la  interposición 
y  ejercicio  de  dos  acciones  de  un  missM  erigen,  cenduoentea  á  un 
sólo  fin,  é  iguales  en  «us  resultados;  preacindiMdo  también  de  las 
dilaciones  consiguientes  á  haber  de  figurar  uAa>  parte  más  en  el  pro- 
ceso, y  como  si  quisiera  aclarar  su  literal  contexto  y  espiritu,  de- 
terminó que  el  Ministerio  fiscal  ejercitara  la  acción  civil  por  el  daño 
causado  al  Estado,  sin  que  nadie  más  pudiera  hacerlo,  y  que  el 
particular  pudiera  también  ejercitarlo  por  el  que  el  mismo  hecho 
le  hubiese  producido.  El  delito  ó  falta*  como* se  vé,  ha  sido  una,  y 
una  ha  sido  la  accipn  civil  de  él  nacida;  el  daño,  sin  embargo,  al- 
caide á  dos:  al  Estado  y  á  un  particular;  el  ejenrício  del  medio  para 
reparar  ese  daño  y  obtener  la  indemnización  de  perjuicios  es  potes- 
tativo en  el  último,  pero  no  en  el  primero,  porque  los  derechos  que 
le  corresponden  envuelven  un  deber  que  los  hace  irrenunciabies:  la 
personifi^cion  del  uno  está  representada  en  su  individualidad:  la 
del  otro  en  el  Ministerio  fiscal;  y  como  eólo  losi  perjudicados,  por 
ser  los  únicos  á  quienes  pertenece  el  derecho»  pueden  ejercitar  las 
acciones  civiles,  y  lo  que  es  obligatorio  hay  que  cumplirlo;  de  aquí 
el  haber  determinado  la  ley  que^lo  el  Mioi^tería  fiscal  ejercite  la 
procedente  del  hecho  punible  ffit  fA  dali^  causado  ai  Estado;,  y  que 
nadie  más  que  él  pueda  hacerlo.  Que  dos  ó  tres  particulares  perju^ 
dicados  por  un  delito  ó  falta  ppeden  eímüar  Junta  ó  séparadamen- 
t»  la  acción  civil  que  d^  él  prneda,  y^iue  tmi^tieRn^piinde^rettnii- 
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ciarla  &iii  qoe  su  renoneta  perjudique  á  los  demás  para  obtener  la 
reparación  é  kidemilizacion  que  rftpeoti vanante  les  corresponda, 
principios  son  consignados,  no  sólo  en  las  leyes  positivas,  sino  tam- 
bién en  la  de  Enjuidamienlo  criminal:  apliqúense,  pues,  al  caso 
concreto  de  ser  el  Estado  y  un  particular  los  perjudicados,  y  se  les 
verá  producir  el  mismo  efecto,  con  la  única  diferencia  de  ser  obli- 
gatorio en  el  Ministerio  fiscal  el  ejercicio  de  la  acción,  por  la  cir- 
cunstancia de  ser  irrenunciaUe  el  derecho  que  la  produce. 

.  En  medio  de  la  redacción  más  ó  menos  oscura  y  confusa  del  ar- 
ticulo li,  no  vemos  ni  vimos  jamás  en  él  otra  cosa  que  la  declara- 
ción espUcita  de  la  base  cardinal  establecida  por  la  misma  ley  en 
cuanto  á  las  acciones  civiles  producidas  por  cualquiera  hecho  puni- 
ble,  en  armonía  con  lo  dispuesto  respecto  de  las  penales,  ó  sea  la 
absoluta  separacion^ de  lo  concerniente  al  interés  público  de  lo  rela- 
tivo al  privado.  El  particular  ofendido,  ó  perjudicado,  es  arbitro  de 
ejercitar  ó  no  todas  las  que  procedan  de  un  delito  6  falta  que  no  las- 
time i  la  sociedad;  pero  siempre  que  se  cometa  alguno  que  la  afecte, 
alli  debe  aparecer  el  ejercicio  de  su  derecho,  en  cumplimiento  de  su 
deber,  para  exigir  la  reparación  del  mal  que  se  la  ha  producido  por 
medio  de  la  aplicación  de  la  pena  correspondiente  á  sb  autor;  de 
aquí,  pues,  la  obligación  del  Uinísterío  fiscal,  como  su  representan- 
te legal»  de  ejercitar  las  acciones  penales  procedentes  de  todo  delito 
público,  baya  ó  no  acusador  particular;  de  aqni  el  dejará  la  facul- 
tad de  éste  que  utilice  ó  no  la  civil  que  le  corresponde  por  lo  res- 
pectivo al  daño  que  baya  sufrido,  y  cuya  reparación  é  indemniza- 
ción, por  afectar  tan  sólo  á  los  bienes  de  que  es  dueño,  puede  ó  no 
renunciar:  y  de  ahi  también  la  obligación  en  el  Ministerio  fiscal  de 
ejercitar  las  acciones  civiles  correspondientes  para  la  reparación  del 
daño  é  indemnización  de  ios  perjuicios  causados  en  los  que  perte- 
nezcan á  la  sociedad,  personificada  en  lo  qoe  se  llama  Estado.  Más 
daro,  si  mayor  claridad  cabe.  .Se  ha  cometido  un  hecho  punible, 
cuyo  mal  moral  y  material  perjudican  al  individuo  tan  sólo :  pues 
alM  el  particular,  el  individuo  perjudicado,  es  quien  únicamente 
puede  ejercitar  ó  no  las  acciones  penal  y  civil  que  de  él  nacieron, 
porque  en  virtud  del  derecho  que  le  corresponde  de  hacer  lo  que 
quiera  de  lo  que  constituye  su  patrimonio,  es  arbitro  de  renunciar 
ó  no  una  parte  de  este  todo.  Por  el  contrarío,  el  mal  moral  y  ma- 
terial efecto  delhecho  punible  perjudican  ó  dañan  únicamente  á  la 
sociedad :  entonces  ésta  y  solo  ésta,  obligada  por  la  unidad  de  las 
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fuerzas  individuales  que  representa»  tiene  el  deber  irrenuneiable» 
porque  no  es  dueña  del  derechtf,  de  ejercitar  todas  las  accioues  pe- 
nales y  civiles  procedentes  de  aquel  hecho :  no  así  cuando  ese  mal 
moral  y  material  perjudican  á  la  sociedad  misma  y^uno  6  machos 
particulares  ¿  la  vez :  en  este  caso  la  sociedad,  y  como  su  perso^ 
nificacion  el  Ministerio  fiscal,  tieno  el  deber  absoluto  de  ejercitar 
la  acción  penal,  como  procedente  del  mal  moral,  y  la  civil  única- 
mente en  cuanto  se  refiere  á  la  parte  del  daño  que  la  ha  cauísado 
el  mal  material  de  que  nace,  dejando  i  los  particular^  que  como 
dueños  ejerciten  6  dejen  de  ejercitar  la  que  á  la  vez  y  en  parte  les 
corresponde  para  obtener  la  reparación  del  daño  é  indemnización 
de  los  perjuicios  que  el  mismo  mal  material  les  produjo. 

Tal  es  la  manera  en  que  desde  loego  entendimos  y  la  en  que 
creemos  debe  entenderse  el  artículo  1 4  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal.  De  sus  palabras,  y  del  contexto  de  los  demás  citados,  de- 
ducimos como  principio  que  la  regla  general  establecida  en  el  10, 
en  cuanto  declara  que  ejercitada  sólo  la  acción  penal  se  enienderá 
utilizada  también  la  civil,  se  contrae  únicamente  á  aquellos  que 
tienen  el  derecho  ó  el  deber  de  ejercitar  ambas ;  y  no  admite  por 
tanto  la  interpretación  que  ha  querido  dársela,  y  segun  parece  se  la 
ha  dado,  de  que  basta  que  el  Ministerio  fiscal  haya  ejercitado  la 
primera  para  que  se  entienda  también  utilizada  la  segunda,  aun 
cuando  la  reparación  del  daño  y  la  indemnización  de  los  perjuidos 
interese  tan  s6Io  al  particular :  que  en  casos  de  esta  naturaleza  el 
Ministerio  fiscal  está  legalmente  incapacitado  para  d  qercicio  de 
la  acción  civil,  mientras  que  es  el  único  que  puede  y  debe  ejerci- 
tarla si  el  hecho  punible  de  que  nace  ha  causado  algún  daño  al  Es- 
tado :  que  tratándose  de  delitos  ó  faltas  de  esta  clase,  ó  en  que  ha- 
ya sufrido  algún  daño  el  Estado,  debe  entenderse  utilizada  la  ac- 
ción civil,  aunque  no  se  haya  hecho  expresamente,  desde  el  mo- 
mento en  que  el  Ministerio  fiscal  dedujo  la  penal,  y  de  la  misma 
manera  debe  entenderse  utilizada  aquella  por  el  particular  tan  lue- 
go como  tratándose  de  un  hecho  en  cuya  persecución  tenga  interés 
por  haberle  irrogado  algún  daño  en  su  persona  6  bienes  haya  ejer- 
citado la  penal :  que  fuera  de  estos  casos  es  de  absoluta  necesidad 
ejercitar  expresamente  la  acción  civil,  y  por  consiguiente,  cuando 
asi  no  se  ha  hecho,  cuando  el  perjudicado  no  la  ha  deducido,  nin- 
guna declaración  puede  hacerse  acerca  de  ella:  que  el  art.  41,  en 
fin,  no  es  otra  cosa  que  la  confirmación  de  todo  esto,  y  la  prohibi- 
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cioD  del  purticQlar  pan  gestionar  en  nada  que  no  sea  de  sn  exclu* 
sivo  interés. 

La  facnilad  del  actor  civil  limitada  por  el  art.  351  de  la  ley  i 
intervenir  en  el  sumario  en  cnanto  solamente  sea  necesario  para 
bacer  constar  la  propiedad  de  la  cosa  qne  reclama  y  los  danos  y 
perjuicios  qne  hubiere  sufrido  y  su  importe,  y  para  asegurar  la  res* 
titucion,  la  reparación  ó  la  indemnización  correspondiente:  la  in« 
capacidad  legal  en  el  Juez  para  exigir  de  oficio  la  fiauza,  ó  decre- 
tar el  embargo  de  bienes  de  que  se  hace  mérito  en  d  580:  la  in- 
dispensable necesidad  de  que  para  exigir  esa  fianza  ó  decretar 
ese  embargo  ha  de  haberse  deducido  con  anterioridad  por  el  actor 
civil  la  correspondiente  instancia  sobre  ello»  según  lo  dispuesto  en 
el  mismo  artículo:  el  deber  que  se  impone  en  el  062  al  querellante 
particular  y  al  Ministerio  fiscal  de  expresar,  etiaiido  toitengati  la 
oeáoii  cimí,  la  cantidad  en  que  aprecien  los  daios  y  perjuicios 
causados  por  el  delito»  con  lo  demás  que  se  determina  en  los  nú- 
meros 1.*  y  2/  del  propio  articulo;  la  obligación  del  Presidente  del 
Tribunal  de  derecho  de  preguntar  al  procesado,  con  arreglo  al  896 
si  se  considera  civilmente  responsable  á  la  restitución  de  la  cosa» 
i  por  la  cantidad  fijada  en  el  escrito  de  calificación  por  razón  de 
daios  y  perjuicios:  los  efectos  que  según  el  605  produce  lanegati* 
va  del  procesado  acerca  de  la  responsabilidad  civil  ó  sobre  la  can- 
tidad fijada  en  la  calificación:  la  necesidad  de  resolverse  en  la  sen- 
tencia» con  arreglo  á  lo  prescrito  en  el  último  párrafo  del  88»  lo 
que  proceda  sobre  la  responsabilidad  civil  »  huUe$e  rido  reekma^ 
da:  la  de  haberse  de  resolver  también  en  la  sentencia»  de  conformi- 
dad á  lo  dispuesto  en  el  685,  todas  las  cuestiones  referentes  á  la  res- 
ponsalMlidad  civil  que  hubiera  sido  objeto  del  juicio;  y  por  último 
las  indicaciones  que  se  hacen  en  el  924»  en  oí  227  y  en  el  259  de- 
muestra hasta  la  evidencia  que  el  espiritu  déla  ley  de  Enjuiciamien- 
to criminal  fué  separar  del  modo  más  absoluto  todo  lo  concernien- 
te al  interés  público  de  lo  relativo  al  particular:  que  siempre  que 
se  presente  un  hecho  punible»  que  afecte  á  la  sociedad  juntamente 
qne  al  individuo»  éste»  y  sólo  éste»  puede  ejercitar  la  acción  civil 
del  mismo  hecho  nacida»  sin  perjuicio  de  poderío  bacer  también  de 
la  penal;  que  en  todo^  caso  y  siempre  debe  ejercitar  el  Ministerio 
fiscal»  sin  tener  para  nada  en  cuenta  aquella  ni  al  individuo  perju- 
dicado: que  tratándose  de  un  hecho  punible  que  afecte  á  la  sociedad 
y  al  Estado  á  la  vez»  el  Ministerio  fiscal»  y  sólo  el  Ministerio  fiscal 
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como  único  represeotaDle  de  la  una  y  del  otro  paede  y  debe  ejer* 
citar  la  acción  penal  y  la  civil  qae  del  hecho  nazcan,  sin  perjuicio 
de  poderlo  hacer  también  el  particular  de  la  primera  solamente  por 
ser  pública:  que  la  regla  del  artículo  10  declarando  que  ejercitada 
sólo  la  acción  penal  se  entenderá  utilizada  también  la  civil,  única- 
mente puede  aplicarse  al  caso  en  que  la  primera  haya  sido  dednci- 
da  por  quien  tuviese  el  derecho  ó  el  deber  de  ejercitar  ambas;  i 
saber:  por  el  Ministerio  liscal  cuando  el  delito  ó  falta  liaya  produci* 
do  daño  al  Estado»  ó  por  el  individuo  perjudicado  por  el  hecho  pu* 
nible:  que  fuera  de  estos  casos,  aun  cuando  por  ser  público  el  deli- 
to y  pública  la  aceion  penal  se  haya  ejercitado  ésta  por  el  Ministe- 
rio fiscal  en  cumplimiento  de  su  deber,  ó  por  un  individuo  cual- 
quiera que  no  sea  el  perjudicado,  no  puede  entenderse  utilizada 
también  la  civil:  que  ésta  puede  y  debe  ejercitarse  tan  sólo  por  el. 
individuo  perjudicado  exclusiva  y  expresamente  cuando  no  hay  a 
deducido  la  penal;  y  como  consecuencia  precisa  de  todo,  que  no  ha- 
biéndola ejercitado  no  puede,  con  arreglo  á  la  ley  citada,  ni  debe 
hacerse  de  oficio  declaración  alguna  acerca  de  la  responsabilidad 
que  la  sirve  de  objeto,  y  menos  por  consiguiente  llevarse  á  efecto 
también  de  oficio,  nada  de  aquello  sobre  que  no  ha  recaído  la  cor- 
respondiente declaración  previa:  y  por  último,  que  el  art.  44,  ade** 
más  de  ser  una  confirmación  del  espirita  de  la  misma  ley  en  lo  re- 
lativo á  la  separación  absoluta  de  todo  lo  concerniente  al  interés 
privado  del  público,  ni  significa,  ni  representa,  ni  es  en  esencia  otra 
cosa  que  la  prohibición  impuesta  al  particular  de  gestionar  y  mez- 
clarse en  nada  que  se  refiera  al  interés  material  social,  y  su  com- 
pleta libertad  para  hacer  ó  no  en  lo  concerniente  al  suyo  pri- 
vativo. 

El  articulo  359  dispone,  qne  cuando»  para  la  calificación  del  de- 
lito y  sus  circunstancias  sea  necesario  estimar  el  valor  de  la  coea 
que  hubiese  sido  su  otj^o,  ó  el  importe  del  perjuicio  causado,  ó 
que  hubiera  podido  causarse,  el  Juez  oiga  sobre  ello  al  dueño  ó  per- 
judicado y  acuerde  después  el  reconocimiento  pericial  en  la  forma 
det€;rminada  en  el  título  8.*  4q  su  libro  4.*  ¿Para  qué,  pues,  esta 
audiencia  limitada  al  caso  en  que  sea  necesario  tener  en  cuenta  el 
valor  de  la  cosa  ó  el  daño  causado  para  la  calificación  del  delito  ó 
sus  circunstancias,  si  hubiera  de  entenderse  que  ejercitada  por  el 
Ministerio  fiscal  la  acción  penal,  se  entendía  utilizada  también  la 
civil?  ¿No  debia  recaer  sobre  esta  la  resolución  correspondiente,  á  la 
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ves  qne  se  hiciera  la  oportuna  acerca  de  aquella?  ¿T  cómo  se  hacia 
la  primera  deciaracion  sin  constar  de  una  manera  indudable  el  va- 
lor de  la  cosa  ó  el  importe  del  perjnicio?  En  cierta  clise  de  hechos 
punibles,  en  la  mayoría  de  etlos^  es  de*  absotula  necesidad  para  su 
calificación  y  para  endontrar  la  pena  correspondiente  determinar 
ese  valor  é  importe;  y  como  podría  haber  casos  en  qnc  no  se  hubie- 
ra ejercitado  la  acción  civil,  y  entonces  era  imposible  adquirir  la 
norma  legal  para  esa  calificación;  de  ab(  el  disponer  la  ley  aquella 
audiencia  limitada  á  lo  indispensable  pafa  adquirirla;  de  ahi  nues- 
tra deducción  de  que  no  basía  que  el  Ministerio  fiscal  haya  ejercita- 
do la  acción  penal  para  que  se  entienda  utilizada  también  la  civil; 
de  ahí  el  creer  que  es  indispensable  que  esta  se  haya  expresamente 
ejercitado  por  el  particular  ofendido  cuando  no  hubiese  entablado 
aquella;  y  de  ahi,  en  fio,  el  sostener  que  con  arreglo  á  las  prescrip- 
ciones de  la  ley,  cuando  la  acción  civil  no  se  ha  ejercitado  por  el 
particular  ofendido,  es  imposible  hacer  de  oficio  deciaracion  alguna 
sobre  la  responsabilidad  que  la  sirve  de  objeto.  Téngase  presente 
además  que  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  423  y  m  del  Códi- 
go penal,  para  la  reparación  é  indemnización,  hay  qué  atender  no 
sólo  al  valor  y  al  importe  intrínsecos  de  la  cosa  y  del  daSo^  sino 
también  al  de  afección  del  agraviado,  á  cuyo  último  extremo  no 
puede  estenderse  el  informe  pericial  determinado  en  el  título  8.* 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento,  y  se  comprenderá  lo  independiente 
que  es  la  audiencia  prescrita  en  el  art.  259  de  la  citada  ley  de  lo 
relativo  á  la  acción  civil  y  la  responsabilidad,  que  es  su  objeto:  la 
necesidad  del  ejercicio  de  esa  acción  para  declarar  lo  correspon- 
diente acerca  de  esta  responsabilidad:  lo  imposible  que  es  según  las 
prescripciones  de  la  propia  ley  hacerse  de  oficio  esa  deciaracion. 

Por  otra  parte.  ¿Qué  fin  pudo  proponerse  la  ley  al  determinar 
en  el  art.  562  que  cuando  el  querellante  particular  y  el  Ministerio 
fiscal  sostengan  la  acción  civil  consignen  en  sus  escritos  de  califi- 
cación una  conclusión  relativa  á  la  responsabilidad  que  la  sirve  de 
objeto  exclnsiyamente? 

¿Qué  fin  se  propuso  al  establecer  en  el  88  que  se  resolviera  en  la 
sentencia  sobre  la  misma  responsabilidad  ri  hubiese  ádo  reclamada? 
Si  con  arreglo  al  i  O,  ejercitada  sólo  la  acción  penal,  debe  entenderse 
utiliz^a  tamlMen  la  civil,  y  si  según  el  6.**  los  individuos  del  Mi- 
nisterio fiscal  tienen  la  obligación  de  ejercitar  la  primera  en  todos 
los  casos  en  que  tenga  el  carácter  de  pública  por  proceder  de  un 
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hecho  poDíble  que  dé  logar  á  prooedimieiito  de  of  eio,  ¿para  qvé 
usar  en  el  862  la  Iocucíoq  ^cuando  tostengan  la  acekm  eml»  y  en 
el  88  •ñ  hubkre  mdo  reelafnadaU  Todo,  pues,  contribuye  ¿  robus- 
tecer la  profunda  convicción  en  que  estamos  de  que,  atendiendo  al 
literal  contexto  y  espíritu  de  la  ley,  su  art.  11  no  es,  ni  revela  otra 
cosa  que  la  confirmación  del  principio  en  ella  establecido  de  que  e( 
interés  público  debe  separarse,  y  de  hecho  le  separa,  del  particu- 
lar: de  que  con  arreglo  á  ese  principio  el  Ministerio  fiscal  no  puede 
ni  debe  tener  intervención  de  ningún  género  en  lo  relativo  al  últi- 
mo, mientras  que  está  obligado  á  promover  y  sostener  cuanto  al 
primero  sea  concerniente:  que  la  regla  general  del  10,  de  que  enta- 
blada sólo  la  acción  penal  se  entenderá  utilizada  también  la  civil, 
únicamente  tiene  aplicación  á  aquellos  casos  en  que  se  ejercitó  la 
primera  por  el  individuo  perjudicado,  ó  por  el  Ministerio  fiscal  en 
los  que  haya  sufrido  daño  el  Estado;  y  finalmente  de  que  para  de. 
clararse  sobre  la  responsabilidad  civil  es  indispensable  que  el  ofen- 
dido haya  ejercitado  la  acción  que  la  sirve  de  objeto,  y  como  con- 
secuencia de  esto  que  esa  declaración  jamás  puede  hacerse  de  ofi- 
cio. Habrá  y  hay  en  ello  uoa  desviación  de  los  buenos  principios,  y 
profunda  alteración  en  una  de  las  bases  constitutivas  de  nuestro 
derecho  penal;  y  porque  hay  lo  uno  y  lo  otro,  y  porque  nuestro 
propósito  es  presentar  los  victos  y  defectos  que  entraña  esa  ley,  nos 
hemos  detenido  más  de  lo  necesario  quizás  en  demostrar  los  relati- 
vos á  las  cuestiones  de  ()uien  puede  legalmente  y  debe  ejercitar  las 
acciones  civiles  que  nacen  de  un  hecho  punible,  y  de  sí  la  respon* 
sabilidad  que  las  sirve  de  objeto  ha  de  declararse  y  hacerse  efectiva 
de  oficio  ó  á  instancia  de  la  parte  perjudicada. 

Por  lo  demás,  ó  sea  si  esa  declaración  ha  de  hacerse  y  ha  de 
ejecutarse  en  el  procedimiento  dirigido  á  la  persecucioo  del  delito 
y  al  castigo  de  su  autor,  ó  en  otro  separado,  aunque  la  facultad 
que  la  ley  concede  para  ejercitar  juntas  ó  separadamente  las  accio- 
nes penal  y  civil  dáá  entender  que  la  responsabilidad,  á  cuya  rea- 
lización se  dirige  la  última,  puede  ser  tratada  y  declararse,  asi  en 
aquel  procedimiento,  como  en  otro  distinto  y  separado;  nuestra 
creencia  es  que,  exceptuados  los  hechos  punibles,  cuya  persecución 
y  castigo  se  subordini^n  al  derecho  individual,  y  por  consiguiente 
en  tanto  puede  ó  ne  haber  procedimiento,  en  cuanto  el  particular 
perjudicado  le  promueva,  en  todo»  los  demás  debe  ejercitarse  la  ac* 
cion  civil  y  hacerse  la  declaración  correspondiente  acerca  de  ella  en 
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el  proce^mieato  dirigido  á  la  |>er8eGQcioii  del  delito  y  al  castigo 
del  delincuente,  y  no  en  otro  separado,  fundándonos  para  ello,  no 
ea  el  titnlo  i3  del  Ubro  primero  de  la  mencionada  ley,  sino  en  las 
indieaetones  consignadas  en  sus  artfcnlos  224,  927,  231  y  289;  en 
el  literal  contexto  del  862,  K96,  88,  663;  en  la  prescripción  del  42, 
en  cnanto  por  él  se  autoriza  ai  interesado  para  ejercitar  la  acdon 
civil  en  la  causa  hasta  el  trámite  de  calificación  del  delito  inclusiye; 
en  el  principio  de  derecho  que  prohibe  se  divida  la  continencia  de 
la  causa  cuando  se  proceda  en  virtud  de  un  hecho  que  produce 
unas  mismas  acciones  y  obligaciones  en  favor  de  y  contra  unas 
mismas  personas;  en  la  circunstancia  de  ser  la  responsabilidad  civil 
una  consecuencia  precisa,  como  la  penal,  del  hecho  punible;  en  la 
necesidad  ineludible  en  el  Ministerio  fiscal  de  ejercitar  siempre  la 
acción  penal,  y  en  ciertos  casos  ésta  y  la  civil;  en  la  prohibición 
que  impone  eLart.  i2  de  ejercitar  la  última  separadamente  de  la 
primera  mientras  ésta  se  halle  pendiente,  y  en  el  deber  de  suspen* 
derse  el  curso  de  la  civil  ejercitada,  en  el  caso  de  deducirse  la  pe-* 
nal,  hasta  que  ésta  haya  sido  resuelta  por  sentencia  firme,  según  lo 
eslablecido  en  el  13. 

Verdad  es  que  en  el  art.  830  se  habla  de  la  responsabilidad  ci- 
vil que  durante  la  instrucción  del  sumario  pueda  aparecer  contra 
un  tercero;  pero  Ojese  la  atención  en  él  y  en  los  demás  que  compo- 
nen el  título  i3  del  libro  1.*  de  la  ley,  y  fácilmente  se  comprenderá 
que  á  nada  conducen  sus  diaposiciones  para  venir  en  conocimiento 
de  sí  esa  responsabilidad  ha  de  declararse  y  hacerse  efectiva  en  el 
procedimiento  dirigido  á  la  persecución  del  hecho  punible  ó  en  otro 
separado.  Todas  ellas  no  son  más  que  reglas  establecidas  para  ase- 
gurar las  resultas  de  esa  responsabilidad  del  tercero,  iguales  á  las 
consignadas  en  el  titulo  U  para  hacer  efectiva  en  su  dia  y  que  no 
quede üttsoria  la  contraída  por  el  autor  del  hecho  punible,  y  de  la 
misma  dase  que  las  acordadas  en  el  9/  por  lo  respectivo  al  cumpli- 
miento de  la  responsabilidad  personal,  con  la  diferenciado  que, 
mientras  los  autos  que  se  dicten  en  los  incidentes  indicados  en  los 
dos  últimos  títulos  pueden  y  deben  decretarse  de  oficio,  para  los  re- 
ferentes al  primero  hay  necesidad  de  que  preceda  instancia  del  ac- 
tor civil.  Todas  las  diligencias  sobre  fianzas  y  embargos,  dice  el  ar- 
tículo 470,  se  instruirán  en  pieza  separada,  y  pieza  separada  tam- 
bién se  formará,  según  lo  dispuesto  en  el  834,  para  todo  lo  relativo 
á  la  responsabilidad  civil  de  un  tercero  y  á  los  incidentes  á  que  die- 
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re  lugar  la  ocupacioB,  y  en  sa  día  la  restiíacion  de  oosas  que  se  ha- 
llaren en  su  poder.  Está,  pues,  demostrado  evidentemente  en  esos 
dos  artículos  que  las  cuestiones  que  han  de  Yeatilarse  en  esas  pie- 
zas separadas;  y  sobre  las  cuales  ha  de  resolverse  en  las  mismas, 
son  de  todo  punto  independientes  de  las  resoluciones  que  deban 
acordarse  acerca  de  la  declaración  de  la  responsabilidad  .civilc  el  fin 
de  aquellas  actuaciones  y  piezas  se  reduce  tan  sólo  á  asegurar  que 
ésta  será  efectiva  si  se  declarara  su  existencia,  y  de  ahí  el  llevarse 
á  efecto,  según  el  336,  los  autos  que  en  las  mismas  piezas  se  dic- 
ten, sin  perjuicio  de  que  las  partes  á  quienes  perjudiquen  puedan 
reproducir  sus  pretensiones  en  el  juicio  oral,  si  le  hubiere,  ó  de  ía 
acción  civil  correspondiente  que  podrán  entablar  en  otro  caso:  ni  se 
define  ni  se  resuelve  sí  la  persona  indicada  en  el  sumario  como  res- 
ponsable civilmente  lo  es  ó  no  en  realidad:  esa  definición  ó  resolución 
ha  de  acordarse  en  otra  parte  y  con  trámites  y  sustanciacion  distin- 
tos que  los  correspondientes  á  aquellas  piezas:  éstos,  como  se  dice 
en  el  citado  art.  536,  son  incidentes  que  nacen  ó  pueden  nacer  del 
proceso  incoado  para  averiguar  el  hecho  punible,  y  su  autor  y  cuan- 
tos más  hayan  tenido  participación  en  el  mismo,  independientes  de 
él  en  su  forma  y  esencia,  y  por  lo  tanto  ni  afectan  ni  pueden  afectar 
en  nada  á  la  forma  y  esencia. relativas  á  las  acciones  nacidas  del 
hecho,  ni  á  la  resolución  que  acerca  de  ellas  haya  de  acordarse:  su 
fin,  en  una  palabra,  es  asegurar  el  cumplimiento  de  las  obligaciones 
civiles  contraidas  por  las  personas  responsables  del  hecho  punible,  y 
que  por  falta  de  esa  seguridad  no  venga  á  ser  ilusorio  en  su  dia  el 
derecho  que /esas  obligaciones  produjeron. 

Las  prescripciones,  pues,  contenidas  en  el  art.  13  del  libro  1/ 
de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal,  son  inconducentes,  y  de  nada 
sirven  para  determinar  si  la  responsabilidad  civil  producida  por  un 
delito  ó  falta  ha  de  declararse  en  el  procedimiento  dirigido  á  su  per- 
secución ó  en  otro  separado;  y  como  la  ley  es  completamente  mu- 
da sobre  este  particular,  como  las  acciones  penal  y  civil,  y  las 
responsabilidades  que  producen,  partiendo  de  una  sola  causa,  y 
siendo  un  sólo  efecto,  se  crean  y  nacen  á  la  vez  y  en  un  sólo  acto, 
sería  faltar  al  orden  natural  aplicar  unas  reglas  en  lo  concerniente  á 
los  medios  que  debieran  emplearse  hasta  obtener  los  resoltados  de 
las  de  la  primera  clase,  y  otras  distintas  en  lo  relativo  á  los  que 
debian  ejercitarse  hasta  conseguir  el  fin  de  las  déla  segunda;  sería 
faltar  al  orden  natural  subordinar  el  ejercicto  de  la  accipa  penal»  y 
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la  resolacioD  que  sobre  ella  correspondiese  á  un  procedimiento,  y 
á  otro  separado  y  dislinlo  el  de  la  civil  y  la  declaración  oportuna 
acerca  de  ella.  Es  por  lo  tanto  incuestionable  para  nosotros  que  la 
responsabilidad  civil  ha  de  declararse  en  el  procedimiento  dirigido 
á  la  persecusion  del  delito  y  al  castigo  del  delincuente,  y  no  en  otro 
por  separado;  y  asi  viene  á  confirmarlo  también  el  art.  9/  de  la 
mencionada  ley  en  cuanto  autoriza  para  ejercitar  juntamente  las 
acciones  que  nacen  de  un  delito  ó  falta. 

Que  la  responsabilidad  civil  puede  muy  bien  convertirse  de 
pena  pecuniaria  en  personal,  lo  demuestra  el  art,  50  del  Código 
penal,  en  el  hecho  de  declarar  sujeto  al  autor  responsable  de  ella  á 
sufrir  en  un  establecimiento  de  los  destinados  para  cumplir  las 
condenas  personales  la  detención  correspondiente  ó  la  cantidad 
que  deje  de  satisfacer,  por  carencia  de  bienes  para  ello,  en  la  for- 
ma  y  de  la  manera  consignadas  en  las  reglas  que  el  mismo  artículo 
establece.  Delnendo,  pues,  llevarse  á  efecto  de  ofido  las  penas  per- 
sonales, y  pudiendo  adquirir  el  carácter  de  éstas  la  responsabili- 
dad civil,  parece  incuestionable  que,  declarada  su  existencia,  y 
condenado  el  autor  responsable,  ó  un  tercero,  al  pago  de  la  canti- 
dad que  constituya  su  importe,  debe  también  hacerse  de  oficio 
cuanto  sea  necesario  hasta  su  puntual  y  exacto  cumplimiento,  sin 
perjuicio  de  que  el  perjudicado  pueda  ó  no  intervenir  en  las  actúa-» 
cienes,  y  de  que  el  condenado  quede  relevado  del  cimplimienlo, 
siempre  y  en  cualquiera  estado  en  que  aquel  renuncie  el  tiodo  6  par- 
te de  la  indemnisaoion  ó  reparación  del  daño. 

(Se  continuará.) 
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ENJUICIAMIENTO  CIVIL 


.  Las  disposiciones  conteiridas  en  el  tUtdo  ÜUdela  ley  de  Enjui^ 
damiento  cMl,  tabre  los  juicios  en  rd^la  ¿son  también  aplica- 
bles  al  juim  ejecutivo? 

Dftdas  las  coBdieiones  y  objeto  del  joicio  ejecutivo,  siempre  ha- 
bíamos creído  que  las  disposiciones  del  titaio  2B  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento  civil  no  le  eraa  aplicables»  porque  ya  en  aqael  breve 
y  especial  procedimiento  se  dejaban  consignadas  garantías  snfieien- 
tes  para  poner  á  cnbierto  los  derechos  y  excepciones  que  el  dendor 
tuviese  y  no  hubiese  podido  utilizar  durante  las  actnacioues  ejecu- 
tivas; y  nos  confirmábamos  más  en  esta  creencia  al  ver  que  esta  era 
también  la  opinión  de  distinguidos  comentaristas,  esta  la  práctica 
seguida  por  la  generalidad  de  los  Juzgados  de  que  tenemos  noticia, 
y  esta  igualmente  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  de  Jus- 
ticia, estableciéndola  en  la  forma  en  que  era  posible,  porque  la  na- 
turaleza de  los  negocios  no  permitia  que  se  tratase  esta  cuestión  de 
una  manera  concreta  y  determinada,  pero  consignando  en  los  fun- 
damentos'de  sus  acuerdos  razones  bastantes  que  daban  bien  á  oo* 
nocer  cuál  era  su  opinión  sobre  este  particular. 

De  reciente  se  ha  establecido  por  un  Juzgado  un  precedente 
contrario,  porque  hecha  la  citación  de  remate  en  la  familia  del  deu- 
dor, por  hallarse  ausente  de  su  domicilio,  y  dictada  sin  oposición  la 
sentencia,  no  ha  permitido  su  cumplimiento  por  la  vía  de  apremio 
hasta  que  trascurra  el  plazo  de  un  ano  marcado  en  el  art.  i496,  á 
no  ser  que  se  prestara  la  fianza  del  1205,  y  pedida  reposición  de 
esta  providencia  ha  sido  también  denegada.  Para  ello  se  funda 
principalmente  en  que  la  ley  de  Enjuiciamiento  tiene  marcada  la 
tramitación  que  ha  de  seguirse  en  cada  juicio  coando  el  demandado 
comparece,  y  en  título  especial  y  común  tiene  también  señalada  la 
sustanciacion  que  ha  de  darse  á  todos  ios  juicios  sin  distinción  cuan- 
do no  ha  comparecido  la  persona  contra  quien  se  dirige  el  procedi- 
miento: que  no  distinguiendo  la  ley  de  casos  en  su  aplicación,  no 
hay  principio  legal  que  autorice  á  nadie  á  hacer  distinciones  de  la 
regla  común;  pues  si  distinguirse  debiera,  la  equidad  cuando  me- 
nos aconsejaba  garantir  los  intereses  de  aquel  que  es  condenado  sin 
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lener  tal  ves  noticia  de  la  existescia  del  pleito;  porque  pudiera  el 
actor  aprovecharse,  quitas  maliciosamente,  de  su  ausencia  para  que 
la  citación  se  liidese  por  cédula  y  se  entregase  á  un  vecino  cual- 
quiera« 

Estas  son  en  resumen  las  principales  razones  en  que  se  apoya  el 
Juagado  á  que  aludimos  para  hacer  extensivo  y  aplicable  á  los  jui- 
cios ejecutivos  el  citado  titulo  25.  No  estamos  conformes  con  su  opi- 
nión, porque  profesamos  una  doctrina  enteramente  contraría,  sin 
que  las  razones  apuntadas  hayan  llevado  la  convicción  á  nuestro, 
ánimo,  ni  la  duda  siquiera,  por  más  que  las  respetemos  y  con  tanto 
mayor  motivo  cuanto  que  las  consideramos  inspiradas  por  el  deseo 
del  acierto;  pero  la  cuestión  es  grave  y  de  una  importancia  y  tras- 
cendencia, y  no  sólo  para  los  acreedores  cuyos  derechos  defende- 
mos en  este  momento,  si  que  aun  para  los  mismos  deudores  y  per- 
sonas que  Qu  sus  empresas,  operaciones  y  apuros  puedan  necesitar 
del  auxilio  de  los  préstamos  ó  del  crédito;  por  la  sencilla  razón  de 
que,  si  á  las  dificultades  en  el  cohro,  á  los  mayores  gravámenes  é 
impuestos  que  la  penuria  del  Tesoro  ha  obligado  á  que  contribuí 
yan  ios  capitales,  se  agregara  ahora  la  demora  ó  aplazamiento  de 
un  ano,  ó  de  seis  meses  lo  menos  para  poder  llevar  á  efecto  las  sen- 
tencias de  remate  cuando  el  deudor  lo  se  opone,  como  sucede  en 
casi  todos  6  en  la  gran  mayoría  de  los  casos,  puede  decirse  que  se 
oeiraba  la  puerta  á  la  celebración  de  los  contratos  de  préstamo  y 
demás  obligaciones  análogas,  dándose  con  ello  lugar  á  que  se  re- 
curriera á  pactos  simulados,  como  ventas  á  carta  de  gracia  y  otros 
cuando  en  realidad  no  hubiese  más  que  préstamo,  empeorándose  la 
sitaacion  de  los  mismos  deudores  por  las  nuevas  y  mayores  garan- 
tías que  les  serian  exigidas.  Este  es  el  motivo  que  nos  mueve  á 
manifestar  sraciliamente  nuestro  dictamen,  combatiendo  á  la  vez  la 
opinión  contraria  que  dejamos  indicada;  y  aunque  no  tengamos  la 
seguridad  del  acierto,  quedará,  sin  embargo,  cumplido  nuestro  prin- 
cipal objeto  prestando  asi  ocasión  á  que  peri^ona8  más  competentes 
y  autorizadas  se  ocupen  en  esta  importante  cuestión  y  se  fije  la  ver- 
dadera jurisprudencia  que  debe  seguirse. 

Bi  juicio  ordinario  es  enteramente  distinto  del  ejecutivo  en  su 
forma  y  en  su  objeto,  y  cada  und  tiene  sus  trámites  señalados  de  los 
que  no  es  posible  prescindir  ni  separarse  para  no  desnaturalizarlos, 
y  que  los  xfel  uno  no  pueden  confundirse  ni  aplicarse  á  los  del  otro, 
y  por  lo  tanto  sus  consecuencias  y  efectos  son  también  diversos. 
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El  ordiDarío  sirve  como  de  matriz  y  norma  pan  lodos  aquellos 
casos  en  que  la  ley  no  haya  establecido  un  procedimiento  especial; 
así  que  ella  misma  4  esejuicio.se  refiere  y  á  él  qaiere  que  los  liti- 
gantes recurran  en  diferentes  casos  é  incidentes  que  surgenen .los 
de  otra  naturaleza.  Por  eso  en  este  procedimiento  tienen  cabida 
toda  clase  de  redamaciones,  por  ser  el  más  amplio  y  que  mayores 
medios  presta  para  la  discusión  y  defensa,  como  que  tiene  el  ca- 
rácter de  juicio  declarativo,  porque  en  sus  sentencias  se  resuelven, 
declaran  y  deslindan  los  derechos  y  obligaciones  de  cada  uno  de 
los  litigantes,  según  los  puntos  controvertidos.  Por  lo  mismo  el  Juez 
al  examinar  la  demanda  no  tiene  para  qué  estudiar  la  cuestión  de 
fondo,  que  hade  reservar  íntegra  para  la  sentencia,  cuidando  siem- 
pre de  no  prejuzgar  cuestión  alguna  y  limitar  so  examen  tan  sólo  á 
la  forma;  y  si  la  encuentra  ajustada  á  los  requisitos  y  solemnida- 
des legales,  arts.  224  y  226,  se  concreta  entonces  á  admitirla  y  dar- 
le curso,  ordenando  al  demandado  que  comparezca  á  contestarla  en 
el  plazo  que  se  le  señale. 

Este  primer  trámite  es  de  la  mayor  importancia,  como  que  es 
la  base  sobre  que  descansa  todo  el  demás  procedimiento,  y  por  joso 
en  el  art.  228  y  siguientes  toma  la  ley  muy  detalladas  y  minuciosas 
precauciones  para  la  mayor  seguridad  en  la  citadou  y  emplaza- 
miento, sin  desatender  los  derechos  del  actor;  así  que  tranimrrido 
el  término  sin  comparecer  el  demandado,  y  aunque  baste  acusar 
'  una  rebeldía  para  darse  por  contestada  la  demanda,  232,  todavía 
para  mayor  seguridad  ordena  que  esta  providencia  se  le  haga  saber 
en  la  misma  forma  que  el  emplazamiento,  cuando  la  citación  se  hu- 
biere hecho  en  su  persona  ó  en  la  de  sn  mujer,  hijos  é  paríenles, 
siguiéndose  desde  eiitónees  los  autos  en  rebeldía  y  entendiéndose 
las  notificaciones  en  los  estrados  del  Juzgado;  mas  cuando  la  c^&u- 
la  fuere  entregada  á  criados  y  vecinos,  ó  hecho  el  emplazamiento 
por  edictos,  aun  añade  un  segundo  llamamiento  por  edictos  tam- 
bién con  señalamiento  de  la  mitad  del  término  fijado  primeramente; 
y  si  á  pesar  de  esto  no  comparece  se  le  declara  ya  en  rebeUUa^ 
haciéndose  á  los  estrados  las  ulteriores  notificadooes. 

Todo  lo  contrario  sucede  en  el  juicio  ejecutivo,  como  su  mismo 
nombre  dá  á  conocer,  porque  en  él  el  Juez,  á  más  de  reparar  en  la 
.  forma  de  la  demanda,  ha  de  fijarse  principalmente  y  examinar  el  tí- 
tulo en  que  se  funde  el  acreedor,  94S,  esto  es,  ha  de  comenzar  exaimi- 
nando  y  juzgando  la  cuestión  de  fondo;  por  manera  que  no  acuerda 
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te  citación  y  emplazamiento  con  las  mismas  formalidades  ó  preeau- 
cioness  del  ordinario,  ni  le  llama  para  contestar  la  demanda,  sino 
que  desde  luego  principia  por  donde  aquel  acaba,  oAlenando  que  ai 
obligado  por  deuda  y  sin  oirle  se  le  requiera  al  pagd,  y  en  sti  de* 
féeto  se  le  embarguen  bienes  y  se  le  cite  para  su  yenta  ó  rema^ 
te  y  no  pata  que  conteste  la  demanda,  sino  para  que  pueda  opo- 
nerse á  la  ejecución  en  el  breve  plazo  de  tres  días,  960,  y  con  fa- 
cuitad  únicamente  de  presentar  limitadas  excepciones,  963:  y  tales 
garantías  ofrece  la  ley  *al  acreedor  con  sólo  la  presentación  del  tí- 
tulo ejecutivo,  qñe  ya  no  juzga  necesarias  las  repetidas  precaucin- 
nes  del  emplazamiento  ordinario,  sino  que  cuando  el  deudor  no  es 
habido  en  sti  domicilio,  después  de  buscado  dos  veces  con  intervalo 
de  seis  horas^  le  basta  que  el  requerimiento  d^  pago  y  citación, 
988  y  969,  se  hagan  por  cédula,  pudiendo  dejarse  por  su  orden  ¿ 
su  mujer,  hijos  mayores  de  14  anos,  dependientes  ó  criados  y  ve- 
cinos: si  no  se  supiese  su  paradero,  ni  tuviere  casa,  la  cédula  se 
entregara  ial  AJcalde  de  su  domicilio;  y  si  no  lo  tuviere  conocido,  el 
de  su  ultima  residencia  con  publicación  de  edictos;  y  todavía  añade, 
que  sin  más  diligencias  ni  declaraciones  se  consideren  dichas  for- 
malidades como,  .bastantes  para  todos  los  efectos  legales. 

Consecuente  la  ley  con  esta  marcha  rápida  y  ejecutiva  y  como 
complemento  de^ella^  prescribe  también,  961,  que  si  el  deudor  no 
se  opiísiere,  pasados  los  tres  dias  y  acusada  una  rebeldía,  mande  el 
Juez  traer  los  antos  á  la  vista  y  con  citación  sólo  del  ejecútame  pro- 
nuncie sentencia  de  remate. 

Como  á  la  ampie  vista  aparece,  hay  una  diferencia  muy  mar- 
cada y  esencial  entre  la  marcha  señalada  para  uno  y  otro  juicio  y 
circo Dstancias  esencíaifsímas  y  capitales  que  los  distinguen  uno  del 
otro:  circunstancias  que  hacen  aplicables  y  necesarias  al  ordinario 
las  precaucienjes  y>  garantias  del  título  28,  y  que  son  por  el  contra- 
rio inútiles,  innecesarias  é  inaplicables  al  ejecutivo. 

Uaa  dt  eilas  es: la  dcdaraáon  de  rebeldía,  como  expresa  el  mis- 
mo epígrafe  de  dicho  título:  así  es  que  el  primero  de  sus  artfeulos, 
li8t,  principia  diciendo:  Declarado  un  litigante  en  rebeldía,  ele,  y 
á  esa  misma  declaración  se  refieren  los  artículos  1193,  1196  y 
otros;  por  manera  que  para  que  puedan  ser  aplicables  dichas  dis- 
posiciones, es  indispensable,  no  sólo  la  falta  de  comparecencia  del 
demandado,  sino  que  preceda  la  declaración  judicial  de  su  rebel- 
día; y  como  una  consecuencia  de  su  desobediencia  y  declaración. 
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ordeoa^l  mismo  artículo  que  las  providencias  que  recaigan  de  aüi 
adelante  en  el  pleUo  y  cuantas  citaciones  deban  hacérsele,  se  le  noi- 
tíflquen  y  ejecuten  en  los  e¿lradúi  áü  Tríimiiai. 

Esta  declaración  y  señalamiento  de  punto  para  hacer  las  ootifi** 
caciones  durante  el  pleito,  son  sólo  procedentes  y  propias  de  tos 
juicios  ordinarios  ó  declarativos,  como  así  lo  previene  la  misma  ley» 
pero  de  ningún  modo  tienen  cabida  en  los  ejecutivos,  como  vamos 
á  demostrarlo. 

La  citación  ó  emplazamiento  en  el  juicio  ordinario  significa  la 
notificación  que  se  hace  á  una  persona  del  llamamiento  ú  orden  del 
Juez  para  que  comparezca  en  juicio  á  contestar  la  demanda  que 
contra  la  misma  'se  ha  presentado ;  y  si  desobedece  y  no  dá  eum* 
plimiento  á  su  mandato,  después  de  llenar  las  prescripciones  que 
la  ley  ha  creido  convenientes  para  su  mayor  publicidad  y  notorie- 
dad, entonces,  como  en  castigo  de  su  bita,  se  dá  por  contestada  ki 
demanda »  le  declara  rebeUe^  2o2,  y  maivia  que  sigan  /os  autos  en 
rebeldía^  entendiéndose  con  los  estrados  las  sucesivas  noiifieacionea 
y  citaciones;  pero  como  el  Juez  sólo  por  la  demanda  no  ha  podido 
todavía  conocer  la  justicia  de  la  reclamación  que  en  ella  se  baga, 
el  actor  tiene  necesidad  de  seguir  todos  los  trámües  del  jnido  y 
probar  sus  derechos  y  acciones;  no  ya  para  combatir  excepciones 
que  no  se  han  propuesto,  sino  para  demostrar  y  justificar  al  Tribu* 
nal  la  razón  que  le  asiste  en  su  petición;  y  esta  sustanciaron  ha  de 
seguirse  como  si  el  demandado  estuviese  presente,  sólo  que  por  una 
ficción  legal  necesaria  se  supone  que  los  estrados  representan  al  li- 
tigante que  debidamente  citado  no  ha  comparecido;  en  términos 
que  el  Juez,  al  dictar  la  sentencia,  debe  prescindir  de  si  el  deman- 
dado está  ó  no  presente»  fijándose  y  examinando  tan  sólo  si  el  actor 
ha  probado  ó  no  su  demanda  para  poder  condenar  ó  absolver;  y 
esto  sin  perjuicio  de  que,  1187,  el  litigante  rebelde  pueda  eompa* 
recer,  cualquiera  que  sea  el  estado  del  pleito,  entendiéndose  enton- 
ces la  restante  sustanciacion  en  su  persona,  pero  sin  que. pueda 
retrogradarse  en  ningún  caso. 

Nada  de  esto  sucede  ni  tiene  aplicación  en  el  juicio  ejecutivo» 
porque  el  Juez ,  examinado  el  título,  ordena  á  seguida  que  se  ei- 
pida  el  mandamiento  para  que  con  él  se  requiera  al  deudor  al  pago, 
y  en  su  defecto,  que  se  le  embarguen  bienes  bastantes  á  cubrir  las 
responsabilidades  que  se  le  piden,  y  luego  se  le  haga  la  citación  de 
remate,  959,  que  no  es  la  citación  ó  llamamiento  del  juicio  ordina- 
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rio  para  que  comparezca  á  contestar  la  demanda ,  sino  más  bien  nn 
aviso  ó  uoliBeacion  que  se  le  hace  para  que  le  conste  el  embargo 
de  bienes  y  que  vá  á  precederse  á  sa  venta  en  pública  subasta» 
para  satisCeicer  á  sa  acreedor,  por  si  quiere  oponerse»  dentro  del 
breve  término  de  tres  dias,  960;  y  trascurridos  éstos,  basta  que  el 
acreedor  acuse  una  rebeldía»  lo  que  aquí  es  equivalente  á  manifés^ 
tar  al  Juzgado  que  ba  pasado  el  término  sin  oposición  y  que  proco» 
de  continuar  la  ejecución  para  que  éste»  961»  sin  necesidad  de  ¿0* 
clarar  en  rebddía  al  ejecutado  sin  $eñalamierUú  (U  estrada  para 
bacer  allí  las  notificaciones  sucesivas»  sin  más  trámites»  diligencias 
ni  pruebas»^y  hasta  sin  ci^tarle  para  oír  sentencia»  por  bastar  la  he- 
cha anteriormente»  pronuncie  la  de  remate »  no  declarando  un  de* 
récho  eomo  en  los  juicios  ordinarios »  sino  mandando  que  continúe 
y  vaya  adelante  la  ejecución  comenzada. 

Por  consiguiente»  si  aquí  no  hay  juicio  seguido  y  llamado  pro- 
piamente en  rebeldía»  por  más  que  el  deudor  ejecutado  no  compa<- 
rezca  y  no  se  oponga  al  embargo  y  venta  de  sus  bienes»  y  si  ni  si- 
quiera hay  la  declaración  judicial  de  rebeldía»  ni  el  consiguiente 
señalamiento  de  estrados  para  hacer  allí  las  notificaciones»  falta  una 
circunstancia  esencial»  una  de  las  razones  y  bases  principales  para 
qne  pueda  tener  aplicación  el  título  25  de  la  ley.  T  esta  misma  es 
también  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en  re- 
cnrso  de  casación  de  10  de  Noviembre  de  1863»  donde  se  resuelve 
que  los  artículos  1194  y  demás  que  se  citan  del  tít.  2S  suponen  un 
juicio  en  el  cual  previamente  haya  sido  declarado  en  rebeldía  un  li« 
Ugante»  y  que  aun  cuando  las  diligencias  practicadas  en  el  expe- 
diente (á  que  se  refiere)  fuesen  un  verdadero  juicio»  no  ha  precedí»* 
do  á  ellas  la  declaración  en  rebeldía  del  recurrente»  sin  la  cual  no 
puede  reputarse  como  tal  rebelde. 

Otra  de  las  circunstancias  muy  esenciales»  y  quizás  la  más  prin- 
cipal de  todas»  qu^ha  de  concurrir  para  qne  puedan  tener  aplica- 
ción los  artícolos  1194  y  siguientes;  es  que  se  haya  dictado  ó  se 
trate  de  una  sentencia  ejecutoria.  Este  es  el  espíritu  y  estas  son  las 
palabras  de  que  se  vale  la  ley»  pues  en  los  artículos  1193»  1198» 
1196»  1198»  1199»  1201  y  1202  se  emplea  tan  sólo  la  de  ^eeutoría. 

Las  razones  de  justicia  y  equidad  que  ba  tenido  la  ley  para  dic* 
tar  semejantes  disposiciones,  que  pueden  considerarse  como  excep^ 
cienes  ip  la  regla  general,  se  explican  y  comprenden  perfectamen- 
te; porque  era  muy  posible»  aunque  pocas  veces  suceda»  que  el  liti- 
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gante  declarudo  en.  rebeldía  y  contra  el  cual  se  hubiere  dictado  una 
sentencia  ejecutoría  hubiese  estado  impedido  por  una  fuerza  mayor 
continuada  de  poder  comparecer  en  juicio  á  pesar  de  estar  enterado 
de  la  demanda  por  la  citación  hecha  en  su  persona;  ó  también  que 
no  llegara  á  sus  manos  la  cédula  de  emplazamiento  por  una  causa 
no  imputable  al  mismo,  cuando  aquella  haya  sido  entregada  ¿  sus 
parientes,  criados  ó  vecinos,  como  igualmente  que  baya  estado  au- 
sente cuando  la  citación  se  hubiere  hecho  por  edictos.  En  todos 
estos  casos  excepcionales  en  que  ño  hubo  desobedencia  ni  rebeldía 
al  mandato  dé  emplazamiento  porque  faltó  la  voluntad  por  parte 
del  demandado,  hubiera  sido  la  ley  injusta,  ó  por  lo  menos  hubiese 
parecido  demasiado  rigorosa,  si  hubiere  cerrado  enteramente  la 
puerta  al  litigante  declarado  rebelde  sin  culpa  alguna  por  su  parte 
para  reclamar  contra  una  demanda  y  ejecutoría  pronunciada  duran- 
te su  ausencia,  cuando  acaso  tuviere  muy  justas  y  legítimas  excep- 
ciones que  oponer. 

En  consideración  á  estas  fundadísimas  razones  de  justicia  y 
equidad,  la  misma  ley  que  autoriza  y  prescribe  cémo  han  de  ha- 
cerse las  notificaciones  y  citaciones  á  los  litigantes  rebeldes  con 
igual  valor  y  eficacia  que  si  estuviesen  presentes  y  que  declara  eje* 
cutorias  todas  aquellas  sentencias  contra  las  cuales  no  se  han  inter- 
puesto ó  no  caben  ya  más  recursos  legales,  esa  misma  ley  ha  prevé- 
nido  que  las  pronunciadas  en  rebeldía  quedaran  en  suspenso  por 
término  de  seis  meses  para  los  comprendidos  en  el  primer  caso,  y 
por  un  ano  para  los  que  se  encontraren  en  las  circunstancias  de  los 
dos  últimos;  pudiendo,  sin  embargo,  ejecutarse  la  sentencia  desde 
luego,  120S,  si  el  que  la  obtuvo  á  su  favor  prestare  fianza  bastan- 
te á  responder  de  lo  que  reciba,  si  oido  el  litigante  rebelde  se  le 
mandare  devolver. 

Con  estas  prudentes  disposiciones  ha  procurado  la  ley  conciliar 
los  intereses  de  los  demandantes  y  demandados;  porque  ¿  los  pri- 
meros les  concede  el  delrecho  de  la  inmediata  ejecución  de  las  sen- 
tencias con  la  previa  fianza,  y  á  los-  segundos  les  deja  un  término 
bastante,  á  más  del  tiempo  trascurrido  en  el  juicio  para  poder  jus- 
tificar su  impedimento,  ignorancia  6  ausencia  y  reclamar  contra  un 
fallo  ejecutorio  que  pudiera  causar  su  riiina  si  les  asistieren  legíti- 
mas excepciones,  y  de  cuyas  circi^nstancias  acaso  se  hubieran  pre- 
valido litigantes  de  mala  fé. . 

Ninguna  de  estas  razones  concurre  tampoco  en  el  juicio  ejecuti- 
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vo,  porque  en  él  ni  se  pronuacía,  qi  paede  recaer  uaa  ejecutoria  que 
cause  estado,  que  pooga  térmiao  defioitiyo  á  la  cuestioa  ó*  paulo 
discutido  y  resuelto  y  que  produzca  excepción  de  cosa  juzgada, 
sino  simplemente  una  sentencia  de  remate  en  la  cual  sólo  se  manda 
continuar  la  ejecución  despachada  y  proceder  á  la  suimsta  y  venta 
de  los  bienes  embargados  para  con  su  producto  hacer  pago  al  acrec' 
dor;  mas  como  la  sustanciacion  de  este  juicio  es  tan  rápida  y  en  él 
sólo  se  permiten  al  ejecutado  limitadas  excepciones,  la  ley  no  podía 
impedirle  que  en  otro  de  naturaleza  distinta  y  con  más  amplitud  y 
medios  pudiese  impugnar  y  volver  á  discutir  el  derecho  del  aeree* 
dor.  Por  esta  razón,  aun  cuando  se  consienta  en  la  primera  instan- 
cia ó  se  confirme  en  la  segunda,  la  ley  ha  tenido  buen  cuidado  de 
consignar,  972,  qué  cualquiera  que  sea  la  sentencia  que  ponga' tér* 
mino  á  este  juicio,  queda  lo  mismo  al  actor  que  al  reo  á  salvo  su 
deredio  para  promover  el  ordinario:  así  es  que  el  recurso  de  casa- 
ción, que  como  remedio  extraordinario  permite  la  ley  contra  las 
sentencias  definitivas  que  pongan  término  al  juicio,  ella  misma, 
antes  por  el  art.  1014  y  despoes  por  el  6/  de  la  ley  provisional  de 
18  de  Junio  de  1870,  ha  consignado  y  repetido  que  estie  recurso  no 
se  da})a  contra  las  sentencias  que  recayeran  en  los  juicios  ejecutivos 
ni  en  ninguno  después  del  cual  pueda  promoverse  otro  juicio  sobre 
el  mismo  objeto. 

Si,  pues,  en  los  juicios  ejecutivos  no  se  pronuncian  sentencias 
ejecutorías,  ni  en  ellos  es  permitido  el  recurso  de  casación  por  la 
sencilla  razón  de  que,  como  remedio  extraordinario,  sólo  se  conce- 
de después  de  utilizados  los  ordinarios,  es  bien  claro  y  patente  que 
la  audiencia  que  la  ley  concede  á  los  litigantes  condenados  en  rebel- 
día debe  sólo  ser  permitida  en  los  juicios  ordinarios  ó  declarativos, 
y  de  ningún  modo  en  los  ejecutivos,  después  de  los  cuales  puede 
todavía  promoverse  el  ordinario,  como  remedio  común  á  los  liti- 
gantes presentes  y  á  los  auseutes.  De  otro  modo  se  establecerla  una 
desigualdad  notoria'^é  injustificada,  porque  al  paso  que  al  deudor 
presente,  que  se  opuso  alegando  excepciones  que  creyó  legitimas, 
sólo  se  le  concede  el  juicio  ordinario  después  de  ejecutada  la  sen- 
tencia de  remate,  el  ejecutado  que  no  se  opusiere,  y  cuyo  hecho 
depende  en  la  mayoría  de  tos  casos  de  su  exclusiva  voluntad,  dis- 
frutaría del  singular .  beneficio  y  prívil^o  de  detener  el  corso  del 
procedimiento  y  suspender  los  efectos  de  la  sentencia  por  seis  me- 
ses en  un  caso  y  en  otros  por  un  año,  sin  peijuicio,  además,  de  nti- 
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lizar  después  el  juicio  ordinario  permitido  para  todos;  lo  cual  está 
en  abierta  oposición  á  todos  los  principios  de  equidad  y  de  justicia 
7  contra  todas  las  reglas  de  igualdad  en  la  sustanciacion  de  los  jui- 
cios. 

Esta  misma  es  también  la  opinión  y  jurisprudencia  del  Tribunal 
Supremo  de  Justicia,  como  pucüde  consultarse  en  el  recurso  de  ca* 
sacion  de  10  de  Febrero  de  1873,  en  el  cual  se  establece:  «que  la 
audiencia  que  la  ley  concede  al  litigante  juzgado  en  rebeldía  es 
contra  sentencia  ejecutoria  que  haya  puesto  término  al  pleito,  ó  lo 
que  es  igual,  contra  la  que  se  conceda  recurso  de  casación  por  in* 
fracción  de  ley  ó  doctrina  legal,  porque  de  otro  modo  resultaria  la 
notoria  inconsecuencia  é  irregularidad  de  que  en  el  terreno  de  la 
casación  se  haliaria  favorecido  el  litigante  rebelde  coa  evidente  in- 
justicia más  que  el  presente,  puesto  que  podria  obtener  por  el  re- 
curso de  casación  contra  la  providencia  denegatoria  de  audiencia, 
la  ineficacia  de  una  sentencia,  que  habiéndose  dictado  en  presen- 
cia suya,  nunca  la  obtendria,  en  razón  á  que  carecia  del  carácter 
de  verdadera  ejecutoria,  ó  de  sentencia  firme,  como  todas  las  recaí- 
das en  alguno  de  los  juicios  que  menciona  el  art.  6.^  de  la  ley  pro- 
visional sobre  reforma  de  la  casación  civil,  cual  el  ejecutivo  y  todos 
los  demás  después  de  los  que  puede  promoverse  otro  juicio  sobre  el 
mismo  objeto. » 

En  corroboración  de  cuanto  dejamos  expuesto,  vamos  á  fijarnos 
ahora  muy  á  la  ligera  en  otro  orden  de  consideraciones  no  menos 
claras  y  evidentes,  y  que  lógicamente  se  desprenden  del  contenido 
de  algunos  artículos  del  mismo  titulo  25. 

En  primer  lugar  encontramos  la  facultad  que  se  concede  al  de- 
mandante, 1184,  para  pedir  la  retención  de  los  bienes  muebles  y 
embargo  de  los  inmuebles  pertenecientes  al  demandado  declarado 
en  rebeldía,  y  en  cuanto  basten*  para  estimar  asegurado  lo  que  sea 
objeto  del  juicio,  ejecutándose  el  último  (1186),  por  orden  al  Regis- 
trador de  la  Propiedad  para  que  anote  la  hipoteca  judicial  de  los 
inmuebles,  con  prohibición  absoluta  de  venderlos  ni  obligarlos; 
cuya  retención  y  embargo  (1188),  han  de  continuar  hasta  el  fin  del 
juicio,  alzándose,  no  obstante ,  si  el  litigante  rebelde  justificare  que 
una  fuerza  mayor  invencible  le  impidió  comparecer. 

Estas  disposiciones  están  poniendo  de  manifiesto  y  dando  bien 
claramente  á  entender,  que  sólo  se  refieren  á  los  juicios  ordinarios  ó 
declarativos  en  los  cuales,  por  regla  general,  no  se  permiten  las  re- 
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tenciones,  embargos  ni  anotaciones,  y  que  aquí  en  este  caso,  como 
una  excepción  especial,  los  autoriza  la  ley  como  una  garantía  para 
el  demandante  y  por  vía  tle  correctivo  y  estímulo  para  que  compa- 
rezca el  demandado;  pero  ninguna  de  ellas  tiene,  ni  puede  tener 
aplicación  al  juicio  ejecutivo  por  ser  completamente  innecesarias  é 
inútiles,  y  aun  la  última  contradictoria;  porque  precisamente  el  jui- 
cio ejecutivo  principia  por  el  embargo  de  bienes  y  su  anotación  en 
el  registro  (953),  aun  antes  de  que  pueda  comparecer  y  oponerse  el 
deudor,  toda  vez  que  para  la  ejecución  ño  se  le  oye  (946);  y  que 
comparezca  ó  no»  el  embargo  ba  de  continuar  siempre  y  sin  excep- 
ción alguna  hasta  la  venta  de  los  bienes  ó  pago  al  acreedor,  á  no 
ser  que  por  la  sentencia  se  revocare  U  ejecudon  y  se  mandare  el 
alzamiento. 

Prescríbese  igualmente  que  si  el  litigante  rebelde  compare- 
ce (1192)  después  del  término  de  prueba  en  la  primera  instancia 
ó  durante  la  segunda,  se  reciban  en  ésta  los  autos  á  prueba.  £sto 
tampoco  es  aplicable  al  juicio  ejecutivo,  porque  el  deudor  sólo  pue- 
de comparecer  después  de  la  citación  de  remate,  y  si  no  se  opusie- 
re, ya  no  hay  término  de  prueba,  porque  á  seguida  viene  la  senten- 
cia de  remate  con  sólo  la  citación  del  ejecutante,  además,  que  el  ar- 
tículo U9%  para  las  circunstancias  que  han  de  determinar  el  reci- 
bimiento ¿  prueba,  se  refiere  al  869,  aplicable  sólo  á  las  apelaciones 
en  los  juicios  declarativos  y  no  al  1006,  que  se  limita  á  la  prueba 
en  segunda  instancia  en  los  ejecutivos,  y  cuyas  prescripciones  son 
distintas  en  cada  caso. 

Aun  resalta  más  la  diferencia  y  desigualdad  en  el  art.  1201 ,  por- 
que prestada  la  audiencia  contra  la  ejecutoría  dictada  en  rebeldía, 
han  de  entregarse  los  autos  por  ocho  dias  al  litigante  que  se  haya 
mandado  oir;  y  siendo  una  regla  de  buena  sustanciapion  en  toda 
clas^  de  juicios,  que  los  recursos  y  términos  extraordinarios  que 
por  equidad  y  con  justas  causas  se  concedan,  sean  siempre  más 
cortos  que  los  ordinarios,  aquí  sucedería  todo  lo  contrarío,  porque 
al  litigante  rebelde  se  le  dalm  una  audiencia,  ó  se  le  entregaban  los 
autos  por  un  término  doble  del  que  se  le  señalaría  si  se  hubiese 
opuesto  en  el  juicio  ejecutivo  (962),  porque  en  él  sólo  podría  dis- 
frutar de  cuatro  dias. 

Igual  inconsecuencia  é  irregularidad  resultarla  en  el  término  de 
prueba  (1281,  núm.  3.*),  porque  siendo  también  otra  de  las  bue- 
nas reglas  de  sustanciacion  para  toda  clase  de  juicios  que  el  término 
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probatorio  sea  algo  mayor  que  elsenalado  parala  oposición  ó -ex- 
cepciones, aquí  yendri^  á  establecerse  una  regla  contraria  y  en 
oposición  al  Qúm,  i.*  del  mismo  artículo;  pues  otorgándose  en  este 
caso  la  mitad  del  término  legal  que  corresponda,  sólo  se  concedería 
el  de  cinco  días,  (966),  por  ser  (\e  10  el  ordinario  en  los  juicios  eje- 
cutivos, cuando  para  la  audiencia  se  le  habrían  concedido  ocho. 

Todas  estas  fundadísimas  reflexiones  están  demostrando  con  el 
más  alto  grado  de  evidencia  y  sin  que  pueda  caber  la  menor  dada, 
que  las  prescripciones  del  tít.  28  son  sola  y  exclusivamente  aplica- 
bles á  los  juicios  declarativos  y  no  en  manera  alguna  á  los  ejecuti- 
vos, que  tienen  una  tramitación  especial,  inalterable,  y  que  sólo 
violentando  la  ley  y  desnaturalizándolos  es  como  podrían  hacerse 
extensivos  á  estas  disposiciones  dictadas  únicamente  para  aquellos; 
y  así  vemos  que  en  la  misma  ley  en  el  orden  de  los  procedimien- 
tos, tras  el  ejecutivo  viene  el  de  apremio,  como  una  continuación  ó 
complemento  de  aquel,  aunque  en  sección  distinta,  y  por  eso  se  or- 
dena  que,  consentida  la  sentencia  de  remate  (979),  se  haga  pago 
inmediatammite  h\  acreedor. 

La  ley  Hipotecaria  ha  venido  también  á  dar  más  fuerza  á  núes 
tra  opinión  cuando  se  trate  de  una  ejecución  por  un  crédito  garan- 
tido con  hipoteca,  porque  tal  seguridad  ha  querido  esta  ley  dtr  al 
acreedor  de  que  «I  vencimiento,  del  plazo  podría  ser  satisfecho  sin 
demora  y  sin  obstáculo  alguno,  que  hasta  ha  llegado  á  prescribir, 
(art.  i33),  que  no  se  suspenda  en  ningún  caso  el  procedimiento  eje- 
cutivo, ni  aun  por  la  muerte  del  deudor  ó  del  tercer  poseedor  del 
inmueble  hipotecado,  ni  por  la  declaración  de  quiebra,  ni  por  el 
concurso  de  acreedores  de  cualquiera  de  ellos;  y  seria  una  notoria 
inconsecuencia  é  irregularidad  y  hasta  un  contrasentido  que  por  la 
muerte  ó.  quiebra  del  deudor,  no  pudiera  suspenderse  el  juicio  ejecu- 
tivo, cuando  no  está  en  la  mano  del  hombre  el  poder  evitar  estos 
acontecimientos;  y  que  por  otra  parte  quedase  la  suspensión  á  su 
arbitrio  y  exclusiva  voluntad,  como  sucedería  si  citado  de  remate 
personalmente,  dejase  trascurrir  el  término  de  tres  días  sin  oponer- 
se, y  dictada  entonces  sentencia  con  citación  sólo  del  acreedor  hu- 
biese de  quedar  en  suspenso  bastaseis  meses;  cuya  suspensión,  á 
más  de  otras  razones,  falsearía  y  destruiría  varios  principios  que 
sirven  de  base  á  la  moderna  legislación  hipotecaria  y  contradeciría 
la  letra  y  espíritu  del  citado  art.  133. 

Las  razones  que  se  han  tenido  presentes  al  dictarse  las  provi- 
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denciasdel  Juzgado  á  qae  qos  referimos  y  que  dejamos  apa  otada  &> 
al  principió,  creemos  que  ni  destruyen  ni  debilitan  ninguna  de  las 
reflexiones  que  hemos  expuesto.  Estamos  muy  conformes  y  acepta- 
mos las  antiguas  regias  étí  interpretación  que  han  servido  de  único 
fundamento  al  Juzgado  y  que  nos  dicen:  gmeralia  generaliter  inte* 
Uigenda  sunt  y  ubi  lex  fwn  ditíinguU  nec  nos  distinguere  debemns; 
pero  con  completa  convicción  creemos  que  no  tienen  aplicación  al 
punto  en  que  nos  ocúpame^  por  la  sencilla  razón  de  que  la  ley  ni 
ha  establecido  ni  pretendido  establecer  una  regla,  un  principio  ge-* 
neral,^  absoluto  y  aplicable  sin  distinción  á  todos  los  casos  que  pu- 
dieran ocurrir,  como  hubiese  podido  hacerlo  diciendty:  ios  sentencias 
que  se  pronuncien  en  toda  clase  de  juicios  en  los  que  no  haya  com* 
parecido  el  demandado  ó  persona  contra  la  cual  se  dirija  el  proce- 
ümiento  no  podrán  llevarse  i  efecto  sino  en  la  forma  Hguiente;  pa- 
sando luego  á  dar  detalles  para  su  ejecución. 

Sentada  asi  la  regla  general  ó  en  otros  términos  análogos,  con- 
venimos en  que  los  tribunales  se  inclinaran  á  aplicarla  en  al^oluto 
sin  atreverse  á  distinguir  de  casos,  por  más  que  en  alguno  concur- 
rieran circunstancias  muy  especiales  y  para  los  cuales  cabe  también 
la  otra  regla  de  buena  interpretación  de  que  cuando  consta  la  men- 
te, intención  6  voluntad  del  legislador  debe  hacerse  la  interpreta- 
ción más  bien  según  ella  que  según  las  palabras  de  la  ley;  pues  por 
más  completa  y  perfecta  que  esta  sea,  siempre  quedarán  vacíos, 
siempre  habrá  dificultades  y  dudas  para  la  aplicación  general,  y 
siempre  por  tanto  el  arbitrio  judicial  habrá  de  tener  mucha  parte  en 
la  justicia  de  las(  decisiones.  Pero  repetimos  que  la  ley  de  Enjuicia- 
miento no  ha  establecido  en  el  tit.  25  una  regla  general  y  absoluta 
como  se  supone,  sino  aplicable  sólo  á  los  juicios  ó  casos  á  que  se 
refiere,  y  para  lo  cual  ha  exigido  como  base  de  sus  disposiciones  que 
concurran  conjuntamente  dos  circunstancias  precisas  é  indispensa- 
bles, que  son  la  declaración  de  rebeldía  y  que  se  pronuncie  una  sen- 
tencia ejecutoria;  y  si  antes  con  tanta  extensión  hemos  probado  que 
en  los  juicios  ejecutivos  no  concnrre  ni  la  una  ni  la  -otra,  hemos  de 
conclnif  en  que  la  regla  establecida  ni  es  general  ni  absoluta  para 
todos  los  juicios  y  casos,  sino  tan  sólo  para  aquellos  que  reúnan  ios 
requisitos  que  la  misma  ley  ha  exigido,  y  por  lo  tanto  tampoco  tie- 
ne aquí  aplicación  la  regla  de  interpretación  en  que  el  Juzgado  se 
apoya. 

Sin  salirnbs  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  podemos  encontrar  en 
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ella  casos  análogos  en  los  que  creemos  que  ese  mismo  Juzgado  no 
Se  atrevería  á  dejar  en  suspenso  ciertas  sentencias  á  pretexto  de 
que  se  habían  pronunciado  en  rebeldía  por  la  ausencia  ó  falta  de 
comparecencia  de  la  persona  contra  la  cual  se  dirigía  el  procedi- 
miento. Con  efecto,  los  interdictos,  según  se  consigna  en  los  moti- 
vos de  la  ley,  comprenden  bajo  su  denominación  todos  los  juicios 
civiles  que  reclaman  con  urgencia  una  medida  que  los  termine  por 
interesarse  inmediatamente  el  orden  público,  la  seguridad  amena- 
zada  de  las  personas  ó  cosas  ú  otros  derechos  privados  que,  á  no  ser 
atendidos  sin  dilación,  pueden  perderse;  y  después  se  añade:  que 
las  sentencias  que  en  estos  juicios  se  pronuncian,  aunque  definiti« 
vas,  tienen  un  carácter  especial,  porque  si  bien  condenan  ó  absuel- 
ven de  la  demanda  y  no  puede  por  lo  tanto  reproducirse  la  cuestión 
bajo  el  mismo  aspecto,  no  impiden  que  se  vuelva  á  tratar  del  mismo 
negocio  en  más  amplio  juicio,  con  más  solemnes  formas,  con  decla- 
raciones que  lleven,  no  el  carácter  interino  y  provisional*  del  inter- 
dicto, sino  estabilidad,  permanencia,  perpetuidad  en  los  derechos 
que  en  el  juicio  se  ventilen. 

Si,  pues,  hasta  ahora  á  nadie  se  ha  ocurrido,  al  menos  que  ten- 
gamos noticia,  que  las  sentencias  que  se  dicten  en  estos  juicios  su- 
marisimos  y  preliminares  de  otros,  denominados  interdictos,  deban 
suspenderse  y  aplicarse  á  ellos  el  título  25,  cuando  se  han  dictado 
sin  la  comparecencia  de  la  persona  contra  quien  se  dirigía  el  pro- 
cedimiento, fuerza  será  convenir  en  que  no  es  tan  general  y  abso- 
luta la  regla  que  allí  se  sienta  que  deba  sin  distinción  aplicarse  á 
toda  ciase  de  juicios  y  sentencias,  cuando  la  común  opinión  y  prác- 
tica es,  que  ni  se  aplica  ni  debe  aplicarse  en  los  interdictos,  los 
cuales  tienen  cierta  analogía  con  los  ejecutivos;  porque  estos  son 
también  juicios  breves  en  los  que  sólo  se  trata  de  hacer  efectivo  el 
título  especial  del  acreedor  y  sin  perjuicio  de  ventilarse  y  discutir- 
se despue^  el  mismo  derecho  en  otro  juicio  más  amplio. 

Ta  hemos  dicho  antes  que  una  de  las  reglas  de  buena  interpre- 
tación aconseja  que  busquemos  y  nos  fijemos  en  la  mente,  en  la  in- 
tención y  en  la  voluntad  del  legislador,  más  que  en  la  mateiialidad 
de  sus  palabras  y  en  el  mismo  juicio  ejecutivo,  tenemos  un  caso 
donde  se  sienta  una  prescripción  general,  no  obstante  la  cual  no 
han  podido  menos  los  Tribunales  de  admitir  excepciones  haciendo 
prudente  aplicación  de  la  regla  indicada,  porque  así  lo  aconsejaba 
la  sana  razón  y  el  espíritu  de  la  misma  ley.  Prevenido  está,  (946), 
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qae  el  Juez  examine  el  titulo  del  acreedor  y  que  despache  ó  denie- 
gue la  ejecución,  sin  prestar  nunca  audiencia  al  (kmanáado.  No 
obstante  la  generalidad  con  que  babla  la  ley,  por  razones  que  se 
comprenden  fácilmente,  y  que  la  audiencia  al  ejecutado  solo  es  per- 
mitida después  de  la  citación  del  remate,  sin  embargo,  el  Tribunal 
Supremo  con  mucho  fundamento  tiene  establecida  la  jurisprudencia, 
como  puede  verse  en  su  resulucion  de  13  de  Abril  de  1866,  de  que 
á  seguida  del  Yequerimiento  puede  promoverse  la  cuestión  de  ju- 
risdicción*, porque  esta  audiencia  no  se  refiere  s^l  fondo  del  negocio, 
que  es  la  que  la  ley  prohibe,  sino  á  la  de  competencia  del  Juzga- 
do, que  puede  siempre  suscitarse  legalmente.  Este  mismo  ejemplo 
nos  prueba  que,  aun  cuando  la  ley  sienta  una  regla  general,  cabe 
siempre  alguna  excepción  que  no  esté. comprendida  en  el  espíritu 
y  objeto  de  la  misma. 

Tampoco  estamos  conformes  en  la  apreciación  que  hace  el  Juz- 
gado al  fundar  la  negativa,  suponiendo  que  la  ley  tiene  marcada  la 
tramitación  que  ha  de  seguirse  en  cada  juicio  cuando  el  demandado 
comparece,  y  que  en  título  especial  y  común  tiene  también  señala- 
da la  sustanciacipn  que  ha  de  darse  á  los  juicios  sin  distinción 
cuando  no  ha  comparecido;  pues  aun  cuando  esa  regla  existiera,  y 
con  tanta  extensión  como  se  quiere  suponer,  aun  así  no  tendría 
aplicación  á  los  juicios  ejecutivos,  porque  para  los  comunes  y  ordi- 
narios es  verdad  que  está  prevenida  la  declaración  de  rebeldía  y 
que  siga  el  juicio  adelante  con  señalamiento  de  los  estrados,  (232  y 
1181),  encuyo  punto  han  de  hacerse  todas  las  demás  notificaciones 
y  citaciones;  por  manera  que  el  juicio  sigue  así  por  todos  sus  trá- 
mites como  si  el  demandado  estuviera  presente;  pero  en  el  ejecutivo 
precisamente  tiene  allí  prevenido  la  ley  lo  que  ha  de  hacerse  cuan- 
do el  ejecutado  no  comparece,  y  al  efecto  ordena,  (961),  que  acusan- 
do una  rebeldía  el  actor,  y  sólo  con  su  citación,  se  pronuncie  la  sen- 
tencia de  remate.  Luego  tampoco  seria  aplicable  esa  regla  si  exis- 
tiera en  los  términos  absolutos  que  se  supone,  porque  la  ley,  al  esr 
tablecer  Ja  marcha  que  ha  de  seguirse  en  los  juicios  ejecutivos,  ya 
tiene  prevenido  lo  que  ha  de  hacerse  cuando  el  ejecutado  se  opone 
y  cuando  deja  de  comparecer. 

Siguiendo  el  Juzgado  en  los  fundamentos  de  su  opinión,  añade: 
«que  si  hubiera  duda  en  la  inteligencia  de  la  ley,  si  distinguirse 
«debiera,  la  equidad  cuando  menos  aconsejaba  garantir  los  intereses 
»de  aquel  que  es  condenado  sin  tener  tal  yez  noticia  de  la  existen- 
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«cía  del  pleito. » Gonyenimos  en  que  cuando  no  hay  ley  ni  eoslambre 
legitima,  ni  el  recurso  de  la  analogía,  busque  el  Juez,  para  fijar  su 
determinación,  el  auxiiio  de  la  rázoá  y  de  la  equidad  natural;  pero 
no  nos  encontramos  en  ese  caso,  porque  aquí,  sobre  haber  una 
disposición  legal,  clara  en  sus  principios  y  bases  y  clara  en  sus 
detalles,  hay  también  jurisprudencia  que  explica  y  aclara  más  su 
sentido.  Por  consiguiente,  no  es  necesario  recurrir  á  la  equidad ; 
porque  ésta  no  debe  entenderse  la  virtud  que  templa  y  suaviza  el 
rigor  de  la  ley ,  sino  la  virtud  que,  para  suplir  la  falta  de  ley 
escrita  ó  consuetudinaria,  consulta  las  máximas  del  buen  sentido  y 
de  la  razón  natural;  y  en  este  caso,  menos  que  en  ningún  otro,  ne* 
cesita  el  Juez  recurrir  á  la  equidad  y  buscar  una  garantía  que  pon- 
ga á  cubierto  los  intereses  de  un  demandado  condenado  en  su  au* 
sencia,  porque  precisamente  la  ley  sabia  y  previsora ,  y  teniendo 
en  cuenta  la  naturaleza  del  procedimiento,  asi  como  la  forma  para 
el  requerimiento  y  citación  de  remate ,  ya  tuvo  buen  cuidado  de 
ofrecer  y  consignar  garantías  en  favor  del  ejecutado,  permitiéndole 
después  el  recurso  del  juicio  ordinario ,  en  el  que  con  toda  ampli- 
tud pudiese  hacer  valer  derechos  que  acaso  antes  estuvo  impedido 
de  exponer.  Por  lo  tanto ,  si  la  ley  con  previsión  ha  garantido  ya 
sus  intereses  para  lodos  los  casos,  nadie,  á  titulo  de. equidad,  está 
facultado  para  ir  más  allá ,  y  convirtiéndose  en  legislador,  añadir 
una  segunda  ó  doble  garantía. 

Téngase  además  en  cuenta  que  la  ley  en  este  caso  y  con  ese 
breve  precedimiento  ha  querido  favorecer  los  intereses  del  acree- 
dor más  bien  que  los  del  deudor,  porque  aquel  ostenta  un  titulo  por 
el  cual  justifica  cumplidamente  su  derecho,  y  por  eso  ordena  al 
Juez  que  principie  por  el  mandamiento  de  pago  y  sucesivo  embargo; 
al  paso  que  el  deudor,  por  ese  mismo  título,  aparece  atenido  á  una 
obligación  que  no  resulta  complicada  y  que  ha  debido  satisfacer  sin 
esperar  á  que  el  acreedor  le  reclamase,  ni  le  apremiase.  Por  consi- 
guiente, en  caso  de  duda,  insiguiendo  el  Juzgado  en  el  mismo  espí- 
ritu y  tendencia  de  la  ley,  debe  procurar  por  todos  los  medios  po* 
sibles  que  el  acreedor  realice  el  cobro  de  su  crédito,  puesto  que  su 
derecho  se  lo  tiene  ya  reconocido  como  legítimo,  ^n  que  la  ausen- 
cia ó  no  comparecencia  del  deudor  pueda  aminorar  ó  desvirtuar  la 
eficacia  y  consecuencias  de  ese  reconocimiento,  toda  vez  que  la  ley 
le  tiene  concedida  siempre  una  garantía  con  la  reserva  del  juicio 
ordinario. 
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Termioa  el  Jazg»do  los  fündiBtmeDtos  de  sa  opiaion  manifeslaa- 
do  cierta  desconfianza,  que  aquí  no  cabe  porque  está  en  oposición 
á  la  tey,  y  dice:  «que  pudiera  d  actor  aprovecharse,  quizás  mali- 
ciosamente de  la  ausencia  del  deudor  para  que  la  citación  se  hicie- 
se por  cédula  y  se  entregara  á  un  vecino  cualquiera.» 

Este  razonamiento  está  revelando  desconfianza  por  parte  del 
Juzgado  respecto  á  la  bondad  y  eficacia  del  requerimieoto  y  cita- 
don  por  cédula,  y  eslo  no  puede  nunca  servir  de  fundamento  en 
una  providencia  judicial,  p(m|ue  el  legislador,  con  plenitud  de  co- 
nocimiento y  autoridad,  ha  dado  reglas  fijas  y  terminantes  sobre  la 
forma  como  debían  ejecutarse  ambas  diligencias;  y  cuando  la  mis- 
ma ley,  alcanzando  y  midiendo  sus  consecuencias  y  efectos,  las  es- 
tima bastantcsi  no  es  dado  á  los  Tribunales  dudar  de  su  influencia, 
ni  á  título  de  equidad  dejar  de  darles  toda  la  eficacia  legal  que  el 
legislador  ha  querido. 

Esta  misma  desconfianza  parece  revelar  por  parte  del  Juzgado 
la  opinión  de  que,  cuando  el  requerimiento  y  citación,  ó  la  última 
al  menos,  se  han  entendido  personalmente  con  el  deudor,  no  tenga 
aplicación  yá  el  tit.  35,  aunque  no  se  haya  opuesto  á  la  ejecución  y 
la  sentencia  se  haya  pronunciado  sin  la  comparecencia  suya.  En  el 
auto  á  que  nos  referimos  no  está  bien  clara  esa  opinión;  pero  nos 
creemos  oon  derecho  á  suponerla  porque  ya  hemos  visto  antes  que 
el  Juzgado,  dudando  de  la  eficacia  de  la  citación  por  cédula  y  na 
teniendo  la  seguridad  de  que  hubiese  llegado  á  manos  del  deudor, 
temía  ejecutar  una  sentencia,  en  la  que  uno  habia  sido  condenado, 
sin  tener  tal  vez  noticia  de  la  existencia  del  pleito. 

Si  fuera  cierta  la  suposición,  de  la  cual  partimos,  todavía  en- 
contraríamos más  infundada  semejante  opinión,  y  hasta  nos  causa- 
ría extraieza  tan  injustificada  distinción,  porque  no  sólo  estaría  en 
completa  oposición  á  la  ley,  sino,  lo  que  es  más  aun,  en  contradic- 
ción manifiesta  con  el  mismo  principió  ó  base  sobre  que  descansa  el 
principal  fundamento  del  auto. 

Con  efecto,  la  ley  ha  previsto  en  el  título  35  que  en  los  juicios 
en  rebeldía  las  citaciones  ó  emplazamientos  podían  haberse  hecho 
de  tres  maneras,  personalmente,  por  cédula  ó  por  edictos,  y  para 
cada  caso  ha  dictado  allí  mismo  las  disposiciones  que  ha  tenido  por 
conveniente;  más  para  todos  ellos  sin  distinción  ha  ordenado  que  no 
se  ejecuten  las  sentencias  ejecutorias  pronunciadas  en  rebeldía  hasta 
tanto  que  trascurriesen  los  plazos  que  ha  estimado  bastantes;  y  co* 
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mo  el  Juzgado  ha  principiado  fundando  su  auto  en  Ja  regla  general 
de  que,  donde  la  ley  no  distingue,  nadie  está  autorvutdo  para  hacer 
dUtincion  de  la  regla  común,  nos  parecería  muy  extraño  y  anóma- 
lo que  la  última  parte  del  auto  estuviese  en  completa  disonancia  y 
contradicción  con  la  primera;  pues  porque  la  ley  ha  previsto  que 
había  más  seguridad  en  la  citación  personal,  por  eso  ha  fijado  tam- 
bién un  plazo  más  corto  para  la  suspensión;  pero  así  como  antes 
hemos  dicho  que  á  los  Tribunales  no  les  era  permitido  extender  las 
garantías  en  favor  de  los  condenados  en  ausencia  más  allá  del  li- 
mite que  la  ley  habia  fijado,  ahora  no  podemos  menos  de  consignar 
que  igualmente  les  está  vedado  saltar  por  encima  de  la  ley,  y  ha- 
ciendo distinciones  que  esta  no  permite  y  contradice,  suprimir  pre- 
cauciones y  garantías  que  tiene  establecidas  en  favor  de  los  conde- 
nados, en  rebeldía.  Por  consiguiente,  el  que  sostenga  que  el  titulo 
25  es  extensivo  y  comprende  á  los  juicios  ejecutivos,  debe  sostener 
también  y  no  puede  menos  de  apliicarlo  á  todos  los  casos  sin  distin- 
ción, ora  se  haya  hecho  la  citación  personal,  ora  se  haya  ejecutado 
por  cédula  ó  por  edictos. 

Dando  por  supuesto  que  las  prescripciones  para»  los  juicios  en 
rebeldía  debieran  comprender  á  los  juicios  ejecutivos,  un  ejemplo 
nos  pondria  de  manifiesto  cuan  insostenible  é  injusta  sería  semejan- 
te distinción.  Un  acreedor  por  crédito  consignado  en  escritura  pú- 
blica primera  copia,  poco  antes  de  trascurrir  los  diez  aSos  después 
de  su  fecha  ó  vencimiento  presenta  demanda  ejecutiva,  se  despacha 
la  ejecución,  y  el  requerimeato  y  citación  de  remate  sehacen  perso- 
nalmente; pero  como  el  plazo  para  la  oposición  es  tan  corto,  el  deu- 
dor no  comparece  porque  no  puede,  ó  porque  las  justas  excepcio- 
nes que  le  asistan  no  son  admisibles  en  ese  juicio. 

Aceptada  la  distinción  antes  indicada  se  ejecutaría  inmediata- 
mente la  sentencia.  Otro  acreedor  funda  su  derecho  en  la  reciente 
y  explícita  confesión  judicial  del  deudor,  y  despachada  la  ejecución 
este  elude  la  citación  personal  y  se  hace  por  cédula,  y  sin  oposición 
se  dicta  sentencia.  Admitida  la  distinción  no  podría  llevarse  á  efecto 
hasta  que  trascurriera  un  ano.  A  la  simple  vista  aparece  la  notoria 
injusticia  de  semejante  distinción. 

En  el  primer  caso,  que  podría  haber  alguna  duda  por  el  silen- 
cio del  acreedor  en  tan  largo  trascurso  del  tiempo,  la  sentencia  se 
ejecuta  sin  más  garantía  que  la  citación  personal;  y  en  ei  segundo, 
en  el  que  el  deudor  acaba  de  confesar  paladinamente  la  deuda  ba- 
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jo  de  juramento  y  ante  el  misúio  Juez,  la  sentencia  quedaría  en 
suspenso  por  uu  ano,  sólo  á  pretexto  de  que  la  citación  se  hizo  por 
eédula. 

Hemos  concluido  con  el  objeto  que  nos  habíamos  propuesto  y 
cuyas  observaciones  sometemos  gustosos  al  juicio  de  nuestros  ilus- 
trados companeros.  Quizás  hayamos  pecado  de  demasiado  difusos, 
pero  dispénsesenos  en  gracia  á  nuestro  buen  deseo  de  que  se  dis- 
cuta en  todos  sentidos  y  se  fije  la  verdadera  jurisprudencia  que  de- 
be seguirse  en  cuestiones  de  procedimiento  civil  que  consideramos 
de  la  mayor  importancia  y  trascendencia. 

Fraoeísbo  Foroer. 


¿Cómo  habrán  de  sustanciarse  las  cuestiones  de  competencu^  en 
hs  actos  de  conciliación  y  juicios  verbales? 

Que  los  Jueces  municipales  pueden  sostener  competencias  de 
jurisdicciop,  es  una  afirmación  eyidente  en  buenos  principios  de 
procedimiento,  y  que  la  nueva  ley  de  organización  del  poder  judi- 
cial ha  confirmado  en  sus  preceptos. 

Así  es  que  dentro  de  las  doctrinas  del  artículo  298  de  la  citada 
ley,  si  el  conocimiento  del  acto  litigioso  corresponde  á«determina- 
do  Juez  Municipal  con  preferencia  á  otro  de  su  mismo  grado,  á  aquel 
habrá  de  declarársele  competente,  lo  mismo  que  si  la  cuestión  se 
provocase  entre  Jueces  ó  Tribunales  de  más  elevada  categoría  ju- 
dicial. Esto,  que  es  indudable  en  principios,  aparece  confirmado  en 
la  práctica  por  la  ley  que,  en  su  artículo  352,  manifiesta  pueden 
promover  y  sostener  cuestiones  de  competencia : 

1/    Los  Juzgados  municipales. 

2/    Los  Tribunales  de  partido,  hoy  Jueces  de  primera  ins- 
tancia. 

3.*    Las  Audiencias. 

Pero  ¿cómo  habrán  de  tramitarse  las  cuestiones  de  competen- 
cia que  promuevan  los  Juzgados  municipales?  Hé  aquí  lo  que,  en 
nuestro  entender,  la  ley  no  ha  resuelto,  á  pesar  de  queja  cuestión 
Tenia  iniciada  desde  la  publicación  de  la  ley  de  Enjuiciamiento 
eivil. 

Examinemos  ligeramente  la  materia.  Las  cuestiones  de  compfe- 
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tencia  pueden  promoverse  por  inhibiioria  y  por  decliiiatoria;  el  oso 
de  uno  de  ambos  medios  exclaye  el  del  otro,  y  no  podrá  emplearlos 
el  litigante  que  tácitamente  se  hubiera  sometido  á  lajurisdiccioQde 
un  Juez  ó  Tribunal.  Ahora  bien;  según  los  principios,  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil  la  inhibitoria  debiera  proponerse  ante  el  Jnes 
que  se  creía  competente  en  escrito  que  firmara  un  Letrado;  la  de* 
clinatoria  se  sustanciaba  siempre  como  una  excepción  dilatoria. 
Pero  desde  luego  ocurría  la  duda  de  si  la  exigencia  de  proponer 
las  alegaciones  de  competencia  en  los  actos  litigiosos  con  la  firma 
de  Letrado  y  por  escrito ,  habrá  de  entenderse  en  los  jaicios  ordi* 
narios  ó  también  en  aquellos  otros  en  que  era  potestativo  á  las 
partes  valerse  de  Abogado,  y  que  por  su  insignificancia  se  resol- 
vian  en  lo  principal  verbalmente  y  con  celerísimas  fórmulas  ritua- 
rías.  Y  esta  duda* era  de  no  pequeña  importancia,  porque  su  reso- 
lución era  asaz  difícil  y  arriesgada.  La  ley,  al  hablar  de  la  tramita- 
ción de  las  competencias ,  no  habia  distinguido  las  diversas  clases 
de  juicios  en  que  aquellas  podían  promoverse,  y  acogiéndose  en  el 
silencio  del  legislador  á  un  conocidísimo  principio  de  hermenéutica 
legal,  el  jurisconsulto  no  debiera  distinguir  allí  donde  la  ley  no  lo 
hiciera.  Es  decir,  que  según  esta  teoría,  las  competencias  que  en 
los  juicios  verbales  ocurriesen ,  deb^tn  de  incoarse  por  escrito  y 
con  firma  de  Letrado. 

Desde  luego  tal  interpretación  pareció  á  los  comentaristas  de  la 
ley  y  á  -los  jurisconsultos  prácticos  poco  menos  que  absurda  y  en 
pugna  con  la  ritualidad  sencilla  y  abreviada  de  los  juicios  verbales 
y  de  los  actos  de  conciliación.  Porque  si  la  cuestión  principal  del 
pleito  se  discutía  en  una  tramitación  verbal,  no  era  lógico  ni  acer- 
tado decidir  una  competencia,  que  al  fin  es  un  incidente,  con  todas 
las  solemnidades  exclusivas  del  juicio  ordinario. 

Ocurría  además  la  observación  de  que  la  misma  ley  de  Enjui- 
ciamiento había  sentado  la  regla  general,  segan  laque,  toda  cues^ 
tioiif  entre  partes,  cuyo  interés  no  excediese  de  cierta  cantidad  de- 
biera sustanciarse  en  juicio  verbal,  y  al  cabo,  la  competencia  era 
una  verdadera  cuestión  entre  partes  sobre  un  asunto  litigioso  que 
no  excedía  de  la  suma  indicada  como  base  del  procedimiento  verbal. 

Para  los  que  poco  apegados  á  las  innovaciones  que  la  ley  ritua-' 
ría  introdujo  en  la  manera  de  enjuiciar,  acndian  á  la  tradición  y  á 
las  costumbres  de  la  curia,  la  cuestión  no  ofrecía  duda;  porque  una 
práctica  constante  apoyada  además  en  una  ley  de  la  I^ovísima  Re- 
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copiiadon  había  establecido  qae  las  competencias  ocarridas  ea  jai- 
cios  verbales,  se  resoWieraii  por  no  procedimiento  verbal  y  su- 
mario. 

En  efecto»  segfun  la  ley  8.%  tít.  3.*,  libro  H  de  la  Novísima  Re- 
copilación, estaba  preceptuado  que  en  los  juicios  verbales  no  se 
asentase  par  escrita  sino  la  condenación  ó  absolución;  que  no  se 
admitieren  escritos  ni  alegaciones  de  Abogados,  y  que  la  justicia  se 
administrase  sumariamente  despes  de  sabida  la  verdad.  Fundán- 
dose la  antigua  práctica  en  esta  ley,  habia  establecido  para  la  tra- 
mitación de  las  competencias  un  procedimiento  en  armonía  con  la 
sencillez  y  brevedad  propias  de  loe  litigios  en  que  ocurrían.  Así  la 
inhibitoria  se  proponía  ante  el  Alcalde  competente  por  comparecen^ 
cía  verbal,  exponiendo  sumariamente  el  hecho  y  pidiéndole  recla- 
mase del  Alcalde  incompetente  el  negocio.  Si  se  estimaba  la  excep- 
cioD,  aquel  requeria  al  segundo  de  inhibición»  y  el  requerido,  des- 
pués de  oir  al  demandante  en  comparecencia,  se  inhibía  ó  no; 
dándose  el  recurso  de  alzada  ante  el  superior  para  decidir  él  inci- 
dente. En  cuanto  á  la  declinatoria,  el  demandado  la  proponía  ante 
el  Alcalde  que  creía  incompetente  en  comparecencia  verbal,  y  an- 
tes de  contestar  á  la  pretensión  del  demandante,  y  decidida  como 
artículo  previo,  se  entraba  después  en  el  asunto  principal. 

Asi  las  cosas,  tuvo  lugar  la  publicación  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miento, á  la  que  no  puede  negarse  se  inspiró  en  su  buena  práctica 
al  resolver  que  toda  cuestión  entre  parles,  cuyo  interés  no  excedió* 
se  de  600  rs.,  se  decidiese  en  juicio  verbal;  pero  con  su  silencio 
respecto  á  la  manera  de  ultimar  las  competencias  en  los  juicos  que 
no  fueran  ordinarios,  dio  lugar  á  la  cuestión  que  venimos  exami- 
nando, cuestión  que  después  de  la  promulgación  de  la  ley  orgánica 
en  1810,  lejos  de  desaparecer  ha  tomado  mayores  proporciones  y 
dá  origen  á  fundadas  dudas  en  su  resolución. 

Según  la  ley  que  acabamos  de  citar,  los  Jueces  municipales 
pueden  promover  y  sostener  cuestiones  de  competencia  y  las  partes 
tienen  el  derecho  asimismo  de  proponer  en  juicios  verbales  ó  actos 
de  conciliación  la  inhibitoria  ó  la  declinatoria»  sin  hacer  uso  de 
ambas  excepciones,  ni  de  la  una  después  de  la  otra,  ni  finalmente 
de  cualquiera  de  las  dos,  cuando  expresa  ó  tácitamente  se  hubieren 
sometido  á  una  jurisdicción  determinada.  Pero,  ¿y  á  qué  tramita- 
ción se  sujetarán  las  excepciones  de  inhibitoria  y  declinatoria  pro- 
puestas ante  los  Jueces  municipales?  Los  arts.  365  y  392  manifies- 
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lan  se  propondrá  por  escrito,  que  firmará  un  letrado,  y  que  las  de- 
clioatorias  se  sustaaciaráa  como  un  incidente;  que  en  las  inhibito- 
rias ba  de  oirse,  según  el  art.  366,  al  Fiscal  municipal,  y  que  en  los 
autos  en  que  ios  Jueces  municipales  denegaren  el  requerimiento 
de  inhibición  son  apelables.  A  nuestro  modo  de  ver,  las  dudas 
ocurridas  al  publicarse  la  ley  de  Enjuiciamiento  no  han  desapare- 
cido .con  la  publicación  de  la  ley  orgánica,  que  ha  aumentado  más 
la  confusión  en  el  asunto,  como  puede  verse  con  la  lectura  de  los 
artículos  365  y  366  de  dicha  ley.  De  ellos  parece  desprenderse: 
i.*  Que  la  inhibitoria  se  ha  de  proponer  siempre  en  escrito  de 
Letrado.  2.*  Que  esta  disposición  es  aplicable  á  los  actos  que  se 
litiguen  ante  los  Juzgados  municipales. 

Mas,  á  pesar  de  todo,  se  nos  resiste  la  aceptación  de  tales  teo- 
rías, contrarias  á  la  naturaleza  del  juicio  verbal,  opuestas  á  la 
práctica  tradicional  fundada  en  antiguas  y  sabias  leyes,  y  absurdas 
en  buenos  principios  de  procedimiento;  y  entendemos  que  las  cues- 
tiones de  competencia  han  de  amoldarse  en  lo  posible  á  la  tramita- 
ción de  los  juicios  verbales,  sencillos  en  sus  formas,  expeditivos  y 
abreviados  en  su  ritualidad. 

■ 

En  efecto;  si  ante  un  Juez  municipal  se  propone  la  inhibitoria, 
deberá  hacerlo  el  demando  á  nuestro  entender  compareciendo  ante 
el  Juez  y  Secretario  que  juzgue  competentes,  exponiendo  sucinta- 
mente la  cuestión,  ofreciendo  las  oportunas  pruebas  y  rogando  se 
dirija  juicio  de  inhibición  al  Juez  municipal  que  se  cree  incompe- 
tente. Oido  el  Fiscal,  el  Juez  acordará  ó  no  remitir  el  oficio  inhibi- 
torio, cuyo  auto  negativo  es  apelable  ante  el  Tribunal  del  partido. 
Si  el  auto  es  afirmativo,  el  Juez  oficiado  ó  requerido  oye  al  deman- 
dante en  acto  verbal,  recibe  sus  pruebas  y  previo  dictamen  fiscal  se 
inhibe  ó  no  del  asunto  participándolo  así  al  requirente  con  testimo- 
nio de  las  actuaciones  verificadas  ó  con  las  originales  según  los  ca- 
sos, debiendo  decidir  la  competencia  el  Juez  de  primera  instancia  si 
los  Jueces  municipales  son  del  mismo  partido;  la  Audiencia,  si  soa 
de  distinto  partido,  pero  de  un  territorio  común,  y  el  Tribunal  Su- 
premo, si  aquellos  corresponden  á  distintas  Audiencias  territoriales. 
Esto  por  lo  que  hace  á  la  inhibitoria,  pues  en  cuanto  á  la  declinato- 
ria de  jurisdicción  bastará  alegarla  ante  el  Juez  municipal  incom- 
petente en  el  acto  de  comparecer  al  juicio  y  oidos  sumariamente  al 
demandante  y  demandado  se  pasarán  las  diligencias  al  Fiscal  con 
cuyo  dictamen  se  resuelve,  en  un  auto  fundado,  la  competencia  ó 
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.  incompetencia  con  apelación  al  Juez  del  partido,  á  la  Audiencia  ó 
al  Tribunal  Supremo,  según  proceda. 

Concluimos  estas  lineas  manifestando:  1/  Que  ante  los  Jueces 
municipales  pueden  promoverse  cuestiones  de  competencia  de  juris- 
dicción.— 2.*  Que  ya  se  promuevan  aquellas  por  inhibitoria  ó  decli- 
natoria han  de  tramitarse  por  comparencias  ante  el  Juez  y  Secreta- 
rio con  dictamen  del  Fiscal  municipal,  sin  admitirse  en  su  tramita- 
ción alegaciones  ni  escritos  de  ninguna  clase. — 5.*  Que  no  encon- 
tramos otra  tramitación  más  adecuada  con  la  naturaleza  de  los  jui- 
cios verbales. 

floizalez  del  kM. 


Para  hacer  la  adveración  de  un  testamento  nurtcupativo  otor- 
gado en  Aragón  ante  el  párroco  y  do$  testigos  es  precisa,  según 
fuero t  su  comparecencia  persoiwl  ante  el  Juez  y  Escribano. 

Muerto  el  párroco,  uno  ó  los  dos  testigos,  ¿podrá  tener  lugar  la 
adveración?  ¿Cómo  deberá  practicarse  en  caso  afirmativo? 

Tiene  interés  en  conocer  la  ilustrada  opinión  de  esa  Rkvista — 
Un  suscaiTOB. 

Contestación, 

Para  que  pueda  tener  lugar  la  adveración  de  los  testamentos  es 
indispensable  que  vivan  el  Párroco  y  los  testigos,  según  afirman  los 
comentaristas  del  derecho  aragonés  citando  los  Fueros  1.*,  2.*  y  3.* 
De  Test.,  lib.  6.',  Observ.  i5,  De  Prob.,  fac.  cum  charla  y  las  Ob- 
servancias (It  y  9/  De  Test.,  lib.  5.*,  debiendo  advertir  que  tam- 
bién es  indispensable  su  presencia  si  se  han  de  cumplir  los  requisi- 
tos de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  para  elevar  el  testamento  á 
escritura  pública. 

A.  Cbarrin. 

DERECHO  MERCANTIL. 

¿Cuándo  empieza  á  correr  el  término  para  prescribir  la  acción 
de  cobro  de  la  contribución  de  averias  comunes? 

Dice  el  artículo  995  del  Código  de  Comercio:  «la  prescripción  de 
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la  acción  de  cobro  y  4^  flete  y  contribacioii  de  ajerias  comanes 
termina  á  los  seis  meses  después  de  entregados  los  efectos  que  los 
adeudaron;»  y  los  Sres.  La  Serna  y  Reus  en  sus  notas  ó  comenta- 
rios al  citado  articulo ,  eiponen  que  esta  prescripción  se  refiere  al 
flete  que  se  debe  desde  el  momento  en  que  se  han  descargado  y 
puesto  á  disposición  del  consignatario  las  mercancías »  coaforme  al 
articulo  793»  y  el  que  por  espacio  de  seis  meses  calla  y  no  reclama 
pierde  su  derecho.  ' 

Pero  si  un  capitán  ha  hecho  averia  y  no  pudiendo  resolverla 
por  si,  instruye  el  expediente  y  por  separado  hkce  entrega  del  car- 
go con  fianza  ó  sin  ella ,  y  por  dificultades  que  se  han  ofrecido,  el 
expediente  no  termina  hasta  varios  meses  después,  seria  altamente 
injusto  y  hasta  absurdo  que  entre  tanto  corriera  para  el  capitán  el 
término  de  la  prescripción. 

Esta  interpretación  me  parece  la  más  justa  y  fundada  en  los 
verdaderos  principios  del  derecho,  porque  la  acción  para  reclamar 
la  contribución  de  avería  no  puede  ejercitarse  hasta  después  de 
terminado  el  expediente  de  liquidación ,  cuyas  diligencias  se  mar- 
can en  los  artículos  946  y  siguientes  del  Código,  advirtiendo  que, 
según  el  art.  961,  el  repartimiento  de  la  averia  gruesa  no  es  ejecu- 
tivo hasta  que  lo  aprueba  el  tribunal  correspondiente,  ó  lo  que  es  lo 
mismo,  nada  puede  pedirse  hasta  llegado  este  caso;  natural  es,  por 
tanto,  que  no  empiece  á  prescribir  la  acción  antes  de  existir  el  de- 
recho para  entablarla. 

Desea,  no  obstante,  conocer  sobre  este  punto  la  opinión  de  la 

Revista — Un  suscritor. 

t 
Contestación. 

Aunque  la  entrega  de  los  efectos  salvados  en  caso  de  avería,  no 
es  obligatoria  para  el  capitán  desde  el  momento  que  llega  al  puer- 
to de  descarga,  porque  el  art.  964  le  autoriza  para  diferíria  hasta 
haberse  pagado  la  contribución,  si  el  interesado  en  recibirlos  no 
diere  fianza  de  su  valor,  lú  cual  parecerá  una  dificultad  para  la  so- 
lución propuesta;  sin  embargo,  asentimos  desde  luego  al  parecer 
del  consultante,  conforme  con  la  nota  de  los  comentaristas  del  Códi- 
go mercantil. 

A*  Cbirríii. 


«l^iMQli   Q)<!)«irftllftlk« 


DERECHO  PENAL. 

E  XPLICACION 

DgL  ARTIGÓLO  423  DEL  OÚDII»  ML  mMM  U  M. 

■ 

GM  irreflo  á  la  jariiprodeBda  del  Tritaatl  SopreMo  de  Jutlcia. 


una  de  las  innovaciones  más  importantes  y  que  más  dudas  y 
dificultades  han  ofrecido  á  nuestros  intérpretes,  Tribunales  y  Juz- 
^dos,  de  las  introducidas  en  la  reforma  efectuada  en  1870  en  el 
Código  penal  de  1830,  es  verdaderamente  la  contenida  en  el  ar- 
tículo 423,  castigando  el  simple  disparo  de  arma  de  fuego  como 
delito;  hecho  que  no  se  penaba  como  tal  én  el  Código  de  1860,  se- 
gún resultaba  de  su  texto  y  ba  consignado  expresamente  el  Tribu- 
nal Supremo  de  Justicia  en  sentencia  de  26  de  Octubre  de  1873. 

Conforme  al  art.  423,  el  acto  de  disparar  un  arma  de  fuego 
contra  cualquiera  persona,  será  castigado  con  la  pena  de  prisión 
correccional  en  sus  grados  mínimo  y  medio  si  no  hubieren  concur- 
rido en  el  hecho  todas  las  circunstancias  necesarias  para  constituir 
delito  frustrado  ó  tentativa  de  parricidio,  homicidio  ¿  cualquier  otro 
delito  á  que  esté  señalada  una  pena  superior  por  algimo  de  los  ar- 
ticules del  Código  penaL 

Las  dudas  y  dificultades  á  que  dá  lugar  esta  disposición,  ver- 
san, ya  sobre  ht  naturaleza  ó  esencia  del  delito  consistente  en  el 
simple  disparo  de  arma  de  fuego,  ó  sobre  la  apreciación  de  los  ca- 
sos en  que  éste  consiste,  ya  para  distinguirlo  de  los  en  que  existe 
iaq[>rudencia  temeraria,  ó  se  perpetran  actos  constitutivos  de  de- 
lito frustrado  ó  tentativa  de  homicidio  y  demás  á  que  se  refiere  di- 
cho artículo,  ya  para  saber  cuándo  tendrá  aplicación,  en  el  caso  de 
efectuarse  con  el  disparo  de  arma  de  fuego  una  lesión  ú  otro  deli- 
to, lo  dispuesto  en  el  art.  90,  sobre  que  cuando  un  sólo  hecho  cons- 
tituya dos  ó  más  delitos,  ó  cuando  el  uno  de  ellos  sea  medie  nece- 
sario para  cometer  el  otro,  se  imponga  la  pena  correspondiente  al 
delito  más  grave,  aplicándola  en  su  grado  máximo. 

TOMO  XLVI.  39 
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Hemos  creído,  pues»  coBVf  aienle  y  oporiimo  dedicar  un  ártica- 
lo  en  esta  Revista  á  la  exposicioQ  y  examen  de  estas  diversas  difi* 
cttltades  y  casos. 

I. 

Casoi  en  que  tiene  lugar  el  delito  de  timiAe  di$paro  de  un 

arma  áe  fue$o. 

£1  objeto  de  la  disposición  del  art.  423  expuesto  ha  sido  el  de 
reprimir  excluáiyameote  iodo  disparo  de  arma  de  fuego  dirigido 
contra  una  persona  determinada,  por  las  contingencias  que  este 
hecho  puede  ocasionar  independientes  de  la  voluntad  de  su  autor. 
A.SÍ  se  ha  declarado  por  el  Tribunal  Supremo  en  sentenda  de  7  de 
Marzo  de  1872.  En  eu  coosecnencia,  el  simple  disparo  de  una  ar- 
ma de  fuego  contra  cualquiera  persona  determinada,  aunque  no 
resulten  lesiones,  constituye  por  si  el  delito  méoos  grave  castigado 
por  el  art.  423.  (Sent.  de  42  de  Enero  de  1872.)  El  hecho  de  pasar 
corriendo  un  individuo  por  una  calle  por  medio  de  otros  siete  que 
también  recorrían  ésta  y  el  haber  disparado  un  cachorrillo  cuyos 
proyectiles  fueron  á  parar  á  una  pared  á  la  altura  de  dos  metros 
medidos  desde  el  suelo,  no  constituye  el  delito  penado  en  el  ar- 
tículo 423,  si  no  consta  que  el  tiro  fu^e  dirigido  contra  persona 
determinada,  ni  se  infiere  este  propósito,  vista  la  distancia  del  suelo 
á  que  fueron  á  parar  los  proyectiles.  (Sent.  de  30  de  Setiembre  de 
18171.)  La  innovación  establecida  en  el  art.  425  relativa  al  disparo 
de  arma  de  fuego  contra  pefsoua  df  terminada  tiene  apKeacíon,  aim 
cuando  aquel  no  hubiese  producido  resultado  alguno  funesto,  como 
también  cuaudoésté  no  eotistituye  delito  por  el  que  la  pena  legal 
sea  superior  á  la  designada  en  dicho  articulo.  (Sent.  de  8  de  No- 
viembre de  1872.)  Últimamente,  por  sentencia  de  2  de  Diciembre 
de  1874,  se  ha  declarado,  que  el  citado  art.  423  no  exige  que  el  acto 
de  disparar  un  arma  de  fuego  sea  contra  persona  determinada,  sím 
contra  cualquiera  persona.  De  suerte,  que  «i  resultaren  lesiones,  la 
ctrounstancia  de  ser  el  lesionado  ageno  á  la  cuestión  que  motivó  el 
disparo  no  servirla  para  atenuar  el  delito. 

Requiérese  para  que  exisla  el  delito  de  disparo  de  arma  de  fue- 
go, que  éste  se  dirija  contra  una  persona  cualquiera,  para  distin- 
guirlo de  la  sittiple  falla,  que  consiste,  según  se  expresa  en  el 
artículo  387  del  Gódigof,  en  ^I  hecho  de  disparar  armas  de  fnego 
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dentro  de  poUacioD  6  en  sitio  público  ó  frecuentado,  pero  sin  diri- 
gir el  tiro  contra  persona  alguna;  falta  que  se  castiga  con  la  pena 
de  uno  á  cinco  dias  de  arresto  ó  multa  de  K  á  80  pesetas. 

Con  arreglo  á  esta  doctrina,  el  Tribunal  Supremo  ha  declarado 
haberse  perpetrado  el  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego  en  los 
casos  siguientes: 

fin  la  noche  del  10  de  Agosto  de  4873,  al  encontrar  L.  U.  en 
una  calle  á  su  convecino  G.  F.,  con  quien  habia  cuestionado  por  la 
tarde  por  ciertas  cuentas,  le  acometió  con  una  carabina  ,  viéndose 
obligado  el  F.  á  guarecerse  detrás  de  una  mujer,  abrazadqiá  la  cual 
entró  en  una  casa  inmediata ,  en  la  que  penetró  igualmente  el  pro- 
yectil del  disparo  que  biso  ü.  con  dicha  arma;  y  saliendo  inmedia- 
tamente F.  acometió  cgú  un  pufiftl  á  su  agresor,  tirándole  un  golpe 
aunque  sin  herirle,  en  cuyo  acto  emprendió  éste  la  fuga,  en  la  que 
verificó,  otros  dos  disparos  de  pistola  contra  su  adversario  sin  cau- 
sarle lesión  alguna. 

La  Andiencia  que  entendió  en  esta  causa,  apreció  ios  hechos 
como  constitutivos  de  disparo  de  arma  de  fuego  contra  persona  de- 
terminada, y  al  procesado  ü.  como  autor  de  él,  sin  circunstancias 
agravantes  ni  atenuantes,  condenándole  en  dos  anos  de  prisión  cor- 
recliional  y  accesorias. 

Interpuesto  recurso  de  casación,  el  Tribunal  Supremo,  conside- 
rando que  la  Audiencia  calificó  los  hechos  probados  de  disparo  de 
arma  de  fuego;  y  si  bien  para  desechar  la  idea  del  delito  de  homi- 
cidio frustrado,  dio  un  giro  impropio  á  su  razonamiento,  no  recono- 
ciendo en  U.  la  decidida  intención  de  ofender  á  aquel,  esta  deduc- 
ción, más  ó  menos  acertada,* no  puede  citarse  eficazmente  como 
motivo  de  casación,  porque  ésta  no  procede  contra  los  consideran- 
dos de  las  sentencias,  toda  vez  que  pueden  ser  infundados ,  y  sin 
embargo,  resultar  justa  la  parte  dispositiva  del  fallo,  que  era  lo  que 
sucedía  precisamente  en  el  caso  presente ,  declaró  que  la  Sala  no 
había  incurrido  en  error  de  derecho.  (Sent.  de  28  de  Setiembre 
de  4874.) 

Cuaádo  concurran  en  el  hecho  de  disparar  una  arma  de  fuego 
contra  una  persona  las  circunstancias  necesarias  para  constituir 
tentativa  ó  delito  frustrado  de  homicidio,  parricidio,  asesinato,  ó 
cualquiera  otro  de  los  á  que  esté  señalada  otra  pena  superior,  no  se 
verifica  el  delito  de  simple  disparo  de  arma  de  fuego,  según  expre- 
samente prescribe  el  art.  423,  ni  es  aplicable  para  su  penalidad 
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dicho  artículo,  siao  qae  efectuándose  aquellos  delitos,  debe  apK-* 
cárseles  los  artículos  referentes  al  delito  respecto  del  cual  eoneur* 
rieron  dichas  circunstancias,  imponiéndose  la  pena  en  ellos,  pres- 
crita. Asi  se  ha  consignado  por  sentencias  de  19  de  Enero  de  1874 , 
12  de  Febrero  y  15  de  Marzo  de  1872  y  2  de  Enero  de  1873. 

Cuando  en  los  fundamentos  de  hecho  que  se  consignan  y  decla- 
ran probados  en  la  sentencia  no  se  indican  precedentes  de  animosi- 
dad entre  el  procesado  y  el  herido,  ni  se  establece  como  cierta  la 
distancia  que  mediaba  entre  ¿mbos,  ni  la  dirección  del  tiro,  sobre 
la  que  l^y  divergencias ,  no  constando  el  ánimo  é  intención  del 
procesado  de  cometer  un  homicidio,  ni  revelándose  las  condicioaes 
y  circunstancias  del  hecho  mismo  de  la  forma  en  que  lo  prefija  la 
sentencia,  no  puede  calificarse  con  seguridad  como  delito  frustrado 
de  homicidio.  (Sent.  de  2  de  Octubre  de  1873.  Véase  también  la 
sentencia  de  26  de.  Octubre  de  1872.) 

Constituyendo  el  disparo  de  arma  de  fuego  un  delito  $ui  generii 
ó  especial,  por  sí  sólo,  es  consiguiente  que  puede  quedar  reducido  á 
tenlativa  ó  delito  de  disparo  de  arma  frustrado.  Asi,  pues,  el  becho 
de  apuntar  y  disparar  directamente  contra  una  persona  un  arma 
de  fuego  cargada  sin  que  salga  el  tiro,  constituye  el  delito  de  disparo 
de  armado  fuego  frustrado,  puesto  que  no  se  consumó  por  circunstan- 
cias independientes  de  la  voluntad  del  agente;  debiendo  ser  castigado 
con  la  pena  inmediatamente  inferior  en  grado  á  la  sei?alada  por  la 
ley.  Así  se  ha  declarado  por  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  12 
de  Abril  de  1873. 

Tampoco  se  comete  el  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego,  que 
expresa  el  art.  423,  ni  se  aplicará  la  penalidad  del  mismo,  cuando 
el  hecho  se  efectuara  por  imprudencia  temeraria,  sin  mediar  mali- 
cia por  parte  del  agente.  En  lal  caso,  el  hecho  censtituirá  el  delito 
de  imprudencia  temeraria  penada  en  el  art.  381 ,  puesto  que  dicha 
^disposición  es  general  respecto  de  toda  clase  de  hechos  Micitos  co- 
metidos sin  dañada  intención  de  efectuar  el  mal  que  se  causó,  y 
en  su  consecuencia,  es  aplicable  al  acto  de  disparar  un  arma.de  fue- 
go, porque  tal  acto  se  considera  por  el  art,  423,  como  un  delito  es- 
pecial menos  grave,  según  ya  hemos  dicho. 

Así  lo  ha  consignado  el  Tribunal  Supremo  en  senlencia  de  3  de 
Febrero  de  1873,  que  recayó  en  el  caso  siguiente: 

Estando  R.  C.  con  otros  en  una  vina  de  F.  G.,  tomó  aquel  una 
escopeta  de  éste,  y  después  de  apuntar  á  varios,  y  con  insistencia 
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á  D.  M.  S. ,  y  reprendido  por  G.  dejó  la  escopeta  en  manos  de  éste, 
qne  la  quilo  el  pistón;  mas  volviendo  á  tomarla  el  G.  y  á  apuntar 
de  nuevo  á  D.  M.  S.,  salió  el  tiro,  con  el  que  le  produjo  una  lesión 
en  la  región  frontal,  que  no  curó  hasta  los  43  días,  aunque  ocasio- 
nándole la  pérdida  de  la  vista.  El  procesado  confesó  ser  autor  del 
hecho;  pero  se  disculpó  diciendo  que  no  tuvo  intención  de  dañar, 
pues  apuntaba  pw  diversión,  sabiendo  que  la  escopeta  estaba  sin 
pislon.  EIJuez  calificó  el  hecho  de  imprudencia  temeraria,  mas  la 
Audiencia  lo  consideró  como  homicidio  frustrado.  Interpuesto  re- 
curso ée  casación  por  el  procesado,  ¿  que  se  adhirió  el  Fiscal  del 
Tribunal  Supremo,  éste  declaró  haber  infringido  la  Audiencia  el 
art.  561  del  Código  penal  é  incurrido  en  error  de  derecho.  El  Trí* 
banal  Supremo  se  fundó  en  que  no  podía,  en  el  caso  expuesto,  ca- 
lificarse el  hecho  de  homicidio  frustrado,  ya  porque  habiendo  apun- 
tado el  procesado  con  la  escopeta,  y  no  disparándola  cuando  tenia 
la  cápsula  y  era  segura  la  salida  del  tiro,  no  practicó  los  actos  de 
ejeeucion  que  debieron  producir  el  homicidio,  ya  porque  habiendo 
disparado  el  arma  en  ocasión  de  no  estar  ya  su  cápsula  inflamable  y 
ser  improbable  la  explosión  del  tiro,  manifestó  bien  claramente  que 
su  propósito  no  era  matar.  Este  hecho  no  se  calificó  sin  duda  de 
disparo  de  arma  de  fuego,  porque  su  agente  no  tuvo  intención  de 
verificar  aquel  disparo,  puesto  que  creyó  que  no  pudiera  resultar, 
estando  sin  pistón  la  escopeta.  De  todos  modos,  de  no  haberse  cali- 
ficado este  caso  de  imprudencia  temeraria,  el  delito  se  hubiera  con- 
siderado, ó  como  homicidio  frustrado  ó  como  lesiones  consumadas 
causadas  por  medio  del  disparo  de  arma  de  fuego,  y  castigádose  este 
hecho  con  la  pena  impuesta  al  delito  más  grave  en  su  grado  máxi- 
mo, con  arreglo  á  lo  dispnestoen  el  art.  90,  según  expondremos  en 
el  párrafo  III  de  este  articulo. 

IL 

Cuando  $e  considera  que  se.verífican  el  delito  frustrado  6  tentativa 
de  parricidio,  asesinato,  homicidio  y  demás  expresados  en  el  ar- 
ticulo 423. 

Entiéndese  que  se  cometen  los  delitos  á  que  se  refiere  el  art.  423, 
con  k». disparos  de  arma  de  fuego,  y  que  en  su  consecuencia  no  tie- 
ne lugar  éste  ni  la  aplicación  de  la  pena  impuesta  en  el  mismo  sino 
la  referente  á  aqudlos,  cuando,  como  se  infiere  á  contrario  sensu. 
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de  Ito  senteneias  del  Tribunal  Supremo  de  16  de  Oelubce  de  1872  y 
i  del  mismo  mes  de  1873,  de  ios  autos  resolta  la  intenciou  del 
agente  de  cometerlos,  por  aparecer  animosidad  entre  éste  y  el  herí* 
do,  ó  deducirse  de  la  dirección  del  tiro  ¿  parte  integ^nte  del 
cuerpo,  de  coya  lesión  podia  resultar  la  muerte,  y  de  otras  dreuns* 
tancias  análogas. 

Así,  pues,  es  indudable,  según  ha  declarado  el  Tribunal  Su- 
premo, que  no  debe  castigarse  como  disparo  de  arma,  confome  al 
articulo  423,  el  hecho  de  disparar  un  individuo  desde  su  casa  un 
arma  con  proyectiles,  dirigiendo  su  punteria  ai  tiempo  de  pasar  su 
esposa,  á  ésta,  mucho  más  existiendo  el  hecho  de  estar  separado 
de  su' mujer  más  de  un  año  antes  al  dia  en  que  disparó,  haber  es* 
calado  el  tejado  de  la  casa  donde  vivia  ésta  en  cooipaSia  de  sos 
padres,  pretextando  para  escusar  tal  acto  la  curiosidad  de  escu- 
char las  conversaciones  que  tuvieran:  de  cuyos  datos  se  ad- 
quiere el  convencimiento,  sin  duda  racional,  de  que  el  propósito 
del  referido  disparo  fué  el  de  atentar  contra  la  Ttda  de  su  esposa, 
por  lo  cual  era  cuando  menos  responsable  aquel  de  tentativa  de 
parricidio,  con  la  circunstancia  agravante  de  la  alevosía,  defaienéo 
imponérsele  en  su  consecuencia  la  pena  de  diez  aSos  y  un  dia  de 
presidio  mayor.  (Sent.  de  19  de  Febrero  de  1873.) 

Análoga  declaración  ha  hecho  el  Tribunal  Supremo  en  el  si- 
guiente caso: 

.  Regresando  D.  J.  M.  S.  y  D.  F.  R.,  vecinos  de  un  pueblo,  de 
una  feria  en  unión  de  otros  sugetos,  en  un  momento  en  que. 
aquellos  iban  juntos  y  delante  y  los  otros  detrás,  se  trabó  entre  am- 
bos una  reyerta,  que  dio  ocasión  á  que  uno  de  ellos  descargase  »- 
bre  el  otro  algunos  palos,  que  le  causaron  una  herídaen  la  caben  y 
varias  contusiones  en  diferentes  partes  del  cuerpo,  lo  que  fué  cau- 
sa de  que  él  lesionado  disparase  contra  su  agresor  dos  tiros  de  re- 
wolver,  que  produjeron  una  lesión  grave  en  el  pecho  á  aquel,  el 
cual  sacó  de  sus  alforjas  otro  rewolver  é  hizo  á  J.  H.  S.  otros  dos 
disparos,  que  no  le  infirieron  daño  alguno. 

A.  los  27  dias  se  dieron  por  completamente  curadas  las  lesiones 
y  contusiones  del  S.,  y  á  los  88  manifestaron  los  facultativos  ha- 
llarse cicatrizada  la  herida  del  R.,  expresando. que  no  habia  signo 
alguno  que  revelase  la  presencia  del  proyectil,  y  que  si  existía,  po- 
dia con  el  trascurso  del  tiempo  desenvolverse  en  el  herido  un  esta- 
do patológico  ü  otro  defecto,  que  á  la  sazón  no  podian  predecir. 
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La  Añdienaa  dedar^  que  los  hechos  roeiicioiíados  conatitaiaii 
los  delitos  de  homicidio  frustrado,  de  lesiones  meaos  graves  y  de 
dispalb  de  arma  de  fiíego,  siendo  autor  del  primero  D.  J.  M.  S.,  con 
la  cireoostancia  átonuanto  de  arrebato  y  obcecación,  y  de  los  se* 
gandes  D.  F:  B» 

Contra  esta  sentencia  interpuso  recurso  de  casación.  El  Tribu* 
oalSopremo^  considerando:  i.*;  que  no  obstante  haberse  hecho  los 
disparos  ¿  quema-ropa,  y  causado  oon  los  mismos  lesiones  graves, 
no  «ra  procedente  deducir  que  el  Si  tavo  el  propósito  y  deliberada 
intención  de  matar,  porque  con  la  sobreexcitación  y  turbación  que 
son  naturales  en  tales  casos,  aunque  sea  el  objeto  causar  daño  al 
que  ha  oíéBdido,.Bo  debe  suponerse  el  más  grave  cuando  no  se  de- 
muestra por  hecho  alguno^  antes  por  el  contrario  aparece  no  haber 
disparado  más  que  un  tiro,  teniendo  cuatro  el  rewólver:  9«.%  que 
constando  por  los.  hechos  admitidos  probados  en  la  sentencia  que 
los  disparos  de  rewólver  ejecutados  por  R.  fueron  dirigidos  contra 
S.,  y  aunque  no  causaron  daño,  son  penables  en  conforaiidad  del 
art.  4S3  del  CSódigo  penal:  3.*,  que  la  Audiencia  cometió  error  al 
caliScar  los  hechos  como  de  homicidio  frustrado,  infringiendo  los 
articules  relativos  á  este  dehto,  declaró  haber  lugar  al  recurso  por 
infracción  de  leyj  interpuesto  por  el  S.  por  dicha  calificación  de 
homieidio.  (Sent.  de  43  de  Junio  de  4874.) 

Admitidos  ea  la  sentencia  como  hechas  probados  que  un  proce- 
sado» despueade  la  agresian  con  palo  que  causó  al  ofendido,  ha- 
biendo huido  ésto,  le  persiguió  y  disparó  una  pistola  y  conlinnó 
la  pcraecttcien  oon  un  cochillo,  hasta  que  faé  detenido  por  xm  ter- 
cero, es  evidente  que  todos  estos  actos  eran  sólo  para  herir  ó  ma- 
tar, sin  que  el  uno  sea  medio  necesario  para'  el  otro,  y  que  no 
procede  apreciarlos  masque  como  un  sólo  delito.  Penátidose,  pues, 
en  este  caso  el  disparo  de  arma  de  fuego,  estimando  la  circunstan- 
cia agravante  de  premeditecion,  se  comete  error  de  derecho.  (Sent. 
de  4  de  Mayo  de  1872.) 

Cuando  un  individuo  diqMtró  un  tiro  á  corta  distancia  contra 
otro,  causándole  una  lesión  grave  en  el  brazo  izquierdo  con  des* 
troodon  dnJoe  músculos,  ligamentos  y  demás  partes  de  la  ártico* 
lacion  y  fractura  del  hoeso,  de  lo  que  se  infiere  que  el  tiro  fué  diri* 
gido  á  lo  alio  del  cuerpo  y  lo  más  pdigroso  de  kt  vida,  donde  qo 
podía  prometerse  herir  tan  sólo,  sino  causar  la  muerte,  no  Imj  er- 
rar de  derecho  calificando  el  deUto*de  homicidio  frustrado  y  atri- 
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buyenáo  al  que  díspafé  la  paitícipacion  die  aHtór^  aprétíando  los 
hechos  de  prueba  por  ei  convencimMto,  aa^on  las  regias  del  erile- 
no  ractoaal»  puesto  que  se  deducen  los  iudicios  de  lacrimínUidad 
del  hecho  evidente  del  disparo  á  qnema-refia  de  iina  arma  de  he- 
go  que  pi|do  ocasionar  la  muerte  del  ofendido.  (Sent.  de  34  de 
Abril  de  1871.) 

Los  actos  ejecutados  por  el  agresor  persiguiendo  al  agredido 
hasta  que  se  refugió  en  una  casa,  y  disparar  allí  contra  él  las  pisto- 
las de  qoe  iba  armado,  revelan  claramente  su  inteodon  de  causarle 
toda  la  extensión  del  mal  que  es  muy  susceptible  producir  el  uso  de 
esa  arma  de  fuego  empleada  contra  persona  determinada  á  la  corta 
distancia  que  lo  verificó.  Concurriendo  estas  círeonslaneias  no  pue- 
de considerarse  el  hecho  en  concepto  de  un  simple  disparo  de  arma 
de  fuego,  sino  como  un  delito  frustrado  de  homicidio.  (Sent.  de  2S 
de  Marzo  de  1872.) 

En  igual  sentido  se  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo,  en  el  he- 
cho siguiente: 

En  la  noche  del  19  de  Mayo  de  1873,  yendo  los  hermanos  J.  y 
A.  L.  por  una  calle  de  su  pueblo,  les  salió  al  encuentro  M.  Y.,  quien 
dias  áfttes  había  tenido  una  cuestión  con  él  primero  de  aquellos,  por 
cuyo  motivo  se  desafiaron,  y  sin  mediar  palabra  alguna  el  Y.  dis* 
paró  una  arma  de  fuego  hiriendo  al  A.  L.  en  el  antebrazo  izquier- 
do causándole  una  herida  en  la  articulación  que  atravesaba  todo  el 
espesor  del  brazo  dando  salida  al  proyectil,  necesitando  para  su  cu- 
ración 185  dias,  quedando  algún  tanto  imposibilitado  para  dedicar- 
se ¿  su  oficio  de  labrador.  Acudiendo  la  Guardia  dvíl  en  el  momen» 
to  del  suceso,  encontró  á  A.  L.  y  M.  Y.  asidos  ambos  á  un  cuchiUo 
que  tenia  este  último  en  la  mano.  Asimismo^  en  el  sitio  del  suceso 
se  halló  un  fusil  recortado  descargado  y  una  pistola  cargada,  un 
palo  y  otros  efectos,  ¿  igualmente  resultó  que  J.  L.  y  M.  Y.  tenían 
unas  pequeñas  contusiones,  pmi  las  cuales  no  necesitaron  asisten -» 
cia  facultativa. 

La  Audiencia  que  entendió  en  esta  causa;  declaró  que  los  he* 
chos  constituían  los  delitos  de  disparo  de  arma  de  fuego  contra  per- 
sona determinada  y  de  lesiones  graves  con  impedimento,  de  ios 
que  era  autor  M.  Y.,  imponiéndole  la  pena correspondienle. 

.  Interpúsose  recurso  de  casación  por  el  Ministerio  fiscal  por  in- 
fracción de  los  artículos  433  y  431,  núm;  3:*  y  90  del  Código,  toda 
vez  que  el  hecho  debió  calificarse  de  homicidio  frustrado,  Él  consi* 
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denr  qae  ae  dispart  un  faal  recorlado,  cargado  con  proyectiles 
gniesoaá  nuy  poca  ^felaneia  y  por  virtud  de  resentimieuto  ante- 
rior coB' A.  L.9PQeft<8óia  tt&a  casualidad  independiente  de  la  v(riun- 
tad  del  agente  iüso  que  las  balas  lesionasen  los  brasos  y  no  la  par- 
te superior  del  cuerpo  al  que  seguramente  iba  el  tiro  dirigido,  reve- 
lando por  la«  circunstancia  en  que  se  verificó  el  propósito  de  matar, 
por  ser  de  presumir  que  tal  fuese  su  resultado  naturaK 

£1  Tribunal  Supremo,  considerando:  1/,  que  el  dispai^  de  ar- 
ma de  fuego  cargada  con  bak,  dirigido  ¿  corta  distancia  á  la  parte 
superior  del  cuerpo  de  una  persona  supone  la  intención  de  matarla, 
por  ser  el  resultado  material  y  ordinario  de  esos  actos;  y  aunque 
puede  muchas  veces  lesionar  tan  sólo  más  ó  menos  gravemente,  es 
por  accidentes  que  el  agente  no  puede  proveer  ni  evitar:  2.*,  que  el 
haber  salido  el  M.  Y.  al  encuentro  de  los  hermanos  J.  y  A.  L.  y 
disparar  el  arma  de  fi^ego  contra  el  A.  sin  hablar  palabra  alguna, 
hallándose  próximo  á  los  mismos,  habiendo  ocasionado  á  A.  L.  le- 
siones graves  en  un  brazo,  supone  el  propósito  de  matarle,  pues  no 
se  concibe  que  intentara  lo  que  había  sucedido:  3/,  que  habiendo 
la  Sala  sentenciadora  .apreciado  los  hechos  por  delitos  de  lesiones 
graves  y  disparo  de  arma  de  fuego  contra  una  persona,  habia  infrin- 
gido los  arts.  423,  431 ,  nüm«  3  y  90  del  Código  penal;  declaró  ha- 
ber tugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley.  (Sent.  de  16 
de  Octubre  de  1874.) 

III. 

Cuándo  tiene  aplieaehn  h  dUpuesio  en  el  arlleulo  90  del  Código 
respeeto  del  delltct  de  disparo  de  arvM  de  fuego. 

La  disposición  del  artículo  90  del  Código  penal  en  el  caso  de  que 
el  disparo  de  arma  de  fuego  produzca  lesiones  ú  otro  delito,  no  debe 
tener  lugar  cuando  este-  fuere  alguno  de  los  á  que  se  refiere  el  ar- 
tícuio423,  esto  es,  á  que  esté  señalada  en  el  Código  pena  superior  á 
la  impuesta  por  dicho  articulo  al  simple  disparo  de  arma  de  fuego, 
pueelo  que  cuando  se  perpetran  estos  delitos,  no  se  pena  el  disparo 
como  tal  y  no  constituye  un  delito  especial  para  que  pueda  consi- 
derarse Hígado  el  caso  á  que  se  refiere  el  artículo  90,  de  haberse 
cometido  dos  delitos  ó  ser  uno  de  ellos  medio  de  perpetrar  otro. 
Sólo  tiene  pues  lugar  la  aplicación  de  lo  dispuesto  en  el  articulo  90 
en  el  caso  de  que  con  el  hecho  del  disparo,  se  cometa  otro  delito  á 
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qae  el  Código  impoiga  yena  igual  6  ínferíar  al  sioiple  dispara* 
porque  entODees»  no  estando  incluidos  estos  delitos  ea  la  ooaéieioB 
excepcional  á  que  se  refiere  dicho  acifealo  433,  y  coaatitayeado  el 
hecbo  del  diñare  un  delito  especial»  coacusfen  dos  delitos  en  el 
caso  de  cometerse  con  este  otro  de  ios  referidos. 

Asi  lo  ha  consignado  en  repetidas  aeatandas  el  Tribanal  Supoe- 
mo  de  Justicia»  de  que  pueden  servir  de  eomprabaataa  las  ai* 
guientej: 

El  hecho  de  disparar  contra  un  tndividao  wia  ataia  de  fuefp,  ya 
causándole  lesiones  qae  tardan  en  curarse  máa  de  90  días»  coñsti|n- 
ye  dos  hechos  comprendidos»  el  uno  ea.  el  art.  4S3  y  el  otro  en  el 
431,  núm.  3/ del  Código  penal  vigente»  y  seiaiándose  respeetÍTa- 
mente  en  estos,  para  el  castigo  de  aquellos»  una  misma  pena»  la  de 
prisión  correccional  en  sus  grados  miatmo  y  medio»  coa  amgh>  á  lo 
prescrito  en  el  párrafo  2.-  del  art.  90  del  propio  Código»  correspon- 
de en  dicho  caso  aplicarla  ea  su  grado  máximo.  (Seat,  de  7  deKae* 
rodei873.) 

Respecto  del  hecho  de  disparar  un  individuo  costia  su  oooreci-' 
no  dos  ó  tres  tiros,  en  un  camino»  babiéadose  tardado  en  la  euraeioa 
27  dias  sin  inalos  resultados,  se  comete  error  de  dereetio  si  se  le 
califica  de  delito  de  lesiones  menos  graves »  imponiendo  tres  me- 
ses de  arresto  mayor»  puesto  que  hubo  disparo  de  arma  de  fue- 
go contra  determinada  persona»  y  constituyendo  este  hecho  un 
delito  que  por  sí  sólo  es  castigado  con  pena  de  prisión  correccional 
en  sus  grados  mínimo  y  medio,  y  habiendo  además  producido  le- 
giones» hay  que  imponer  la  pena  en  el  grado  máximo,  en  co^ibrioí^ 
dad  al  artículo  90  del  Código»  como  tiene  resuelto  en  repetidas  sen- 
tencias el  Tribunal  Supremo.  (Sent.  de  i4  de  Octubre  de  iSi72.) 
Cuando  el  hecho  constituye  los  delitos  de  disparo  de  ánaade  fuego 
contra  determinada  persona  y  el  de  lesiones  graves,  por  más  que 
el  disparo  no  se  dirigiese  á  la  persona  que  resultó  ofendida»  habten* 
do  tenido  lugar  los  expresados  delitos  por  un  sólo  acto  del  proce- 
sado», no  deben  penarse  separados»  y  si  eonjuntamente  y.  en  «I  gra- 
do máximo  de  la  pena  del  más  grave»  ó  sea  la  del  disparo  del  ama 
de  fuego»  con  arreglo  ad  artículo  90  del  Código»  y  como  eob  repe- 
tición lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo.  (Seat  de  14  ide 
Marzo  de  1873.) 

Análogas  declaraciones  ha  hecho  el  Tribunal  Supremo  en  los 
casos  siguientes: 
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En  la  madingada  del  2  deDidembrede  4873  haUáiidode  A .  S.  coa 
otros  compañeros  en  una  cantina  en  la  que  también  se  eocontra- 
ba  D.  J.  D.  L.  con  ires  6  cuatro  amigos^  y  babiéodose  levantado 
«no  de  ellos  para  ver  cono  pesaban  un  poco  de  longaniza»  el  D.  L. 
lomóla  banqueta  en  que  hahía estado  sentado,  y  al  sentarse  aquel  de 
«aero,  creyendo  que  la  banqueta  estaba  en  su  sitio,  cayó  al  suelo, 
por  lo  que  otro  de  sus  compañeros  dijo  con  buenos  modos  al  D.  L. 
que  le  diera  la  banqueta,  á  lo  que  éste  se  negó,  dando  un  pechugón 
al  que  le  hada  esta  demanda,  y  aproximándose  el  S.  manifestándo- 
le que  aquel  no  era  modo  de  tratar  al  que  en  nada  le  habia  faltado, 
el  D.  sacando  una  pistola  de  dos  cMÍones,  le  dijo  que  él  era  un  hom- 
bre de  mucho  sahm ,  disparando  al  propio  tiempo  el  arma  contra 
el  S¿  á  la  distancia  de  dos  pasos,  echando  á  correr  y  siendo  deteni- 
do por  los  serenos  cuando  aun  tenia  la  pistola  en  la  maoo,  la  que  ar- 
rojó de^es  con  disimulo  en  una  esquina.  El  D.  habia  bebido  con 
otros  jóTenea algunas  copas  de  licor  en  un  teatro»  y  posteriormeote 
habia  estado  cenando  y  bebiendo  licor  y  aguardiente  en  un  circulo 
desde  donde  se  habia  dirigido  á  la  cantina.  Las  lesiones  inferidas  á 
8.  necesitán>n^t9  dias  para  ta  curación. 

La  Audiencia  que  entendió  en  e^  causa,  declaró  el  hecho  co- 
mo constituyendo  el  delito  de*  homicidio  frustrado,  castigándolo  có- 
mo tal. 

Interpuesto  recurso  de  casación,  el  Tribunal  Supremo  declaró 
no  haber  lugar  al  recurso,  considerando  que  D.  J.  D.  L.  era  reo  del 
homicidio  frustrado  de  A.  S;,  puesto  que  practicó  todos  los  actos  de 
ejecución  que  deberian  producir  el  delito,  si  se  atiene  á  que  hizo  el 
disparo  de  pistola  á  la  distancia  de  dos  pasos,  y  á  que  dirigió  el  ti- 
ro al  centro  del  cuerpo  del  ofendido,  y  estas  circunstancias  revelan 
de  una  manera  clara  que  si  no  ocasionó  la  muerte  de  éste,  fué  por 
cansas  independientes  de  su  v<riuntad.  (Sent.  de  21  de  Diciembre 
de  1874.) 

En  la  noche  del  99  de  Enero  de  1874,  yendo  M.  H.  en  compañia 
de  M.  T.  por  una  de  las  calles  de  la  ciudad  de  S.,  llevando  unas  ta- 
blas con  pan,  se  encontraron  con  el  procesado,  quien  les  dijo  iban  á 
coger  toda  la  calle,  y  como  le  contestase  el  R.  que  sobraba  sitio  para 
pasar,  el  F.  A.  replicando  con  palabras  groseras,  sacó  una  pistola, 
y  levantando  la  tabla  que  llevaba  el  B.,  disparó  áéste,  causándole 
«na  pequeña  quemadura  en  la  parte  superior  de  la  cara,  labios, 
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se  realiza  el  obíeto  del  art^  90,  cual  es  el  atenuar  la  penalidad»  evi- 
tando la  sinnltaDeidad  de  condenas. 

En  apoyo  de  esta  doctdna,  ademes  de  remitirnos  á  las  sentM<». 
cias  que  llevamos  expuestas,  extractaremos  la  dedaracion  del  Trí  ^ 
bunal  Supremo  de  las  sentencias  dé  11  y  IS  dé  Junto  de  1874,  y 
asimismo  los  casos  en  que  reeajeron,  con  laaraaones  en  que  se  apo- 
yaban  ios  recurrentesen  casación,  algunas  de  las  ciates  tienen  ana- 
logia  con  las  que  eontrarestamos. 

La  sentencia  de  15  de  Juoio  tuvo  lugar  en  el  siguiente  caso: 
En  la  mañana  del  22  de  Mavo  de  1873,  en  ocasión  de  hallarse 
reunidos  e&la  plaza  pública  de  P.  el  Ayuntamiento  y  vecinos,  se 
promovió  disputa  entre  algunos  de  los  concurrentes,  yitomando  par- 
te A.  y.,  hizo  dos  disparos  de  pistola  que  produjeran  una  lesión  á 
S.  B.,  curada  dentro  de  los  24dias»  y  otra  á  F.  R.»  cuya  sanidad 
se  obtuvo  á  los  28,  sin  quedarles  deformidad  ni  impedimento  algu- 
no. La  Sala  de  Ip  criminal  de  la  Audiencia  de ,  apreciando  los 

hechos  como  constitutivos  de  dos  delitos  de  disparo  de  arma  de  fue» 
go  y  lesiones  menos  graves,  cometidos  en  un  sólo  acto  por  A.  V., 
con  la  circunstancia  de  haber  obrado  en  vindicación  próxima  de 
una  ofensa  grave  causada  á  su  padre,  condenó  á  aquel,  haciendo 
aplicación  del  art.  90  del  Código,  en  tres  anos  de  prisión  correccio-^ 
nal  por  cada  uno  de  los  dos  disparos  que  ejecutó.  El  sentenciado 
interpuso  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos  los  articu*» 
los  423  y  433  del  Código  penal,  por  haberse  cometido  error  de  de- 
recho en  la  calificación  del  delito,  puesto  que  el  de  que  se  trataba 
sólo  faé  de  lesiones,  penado  especialmente  por  el  Código,  sin  deber 
tomarse  en  cuenta  el  instrumento  ó  medio  empleado  para  inferirlas, 
como  se  hacia  al  considerar  también  ejecutado  el  disparo  de  anm 
previsto  en  el  art.  423:  que  si  el  Código  castigaba  á  los  delincuen- 
tes atendiendo  é  su  perversidad  y  á  los  efectos  producidos  por  sus. 
actos,  no  podía  estaUecerse  diferencia  entre  las  lesiones,  por  el  ins* 
trumento  con  que  se  ocasionasen,  y  en  el  caso  de  marcarse  alguna, 
no  deberia  ser  en  contra,  sino  en  favor  de  los  que  usaran  armas  de 
fuego,  cuyo  empleo  en  igualdad  de  condicicmes,  demostraba  induda* 
blemente  menos  perversidad  de  instintos.  El  Tribunal  Supremo, 
considerando:  l.\  que  el  disparo  de  arma  de  Aiego  oontra  persona 
determinada  y  las  lesiones  menos  graves  son  dos  dditos  penados 
respectivamente  en  los  artkulos  423  y  433  del  Código  penal,  y  que 
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coaforBie  al  90  del  misino,  eoMulo  ao  sólo  beeli«  ooiislíUiye  dos  ó. 
u^  delitos,  ha  de  imponerse  en  sn  grado  máximo  la  pena  corres^ 
pendiente  al  más  grave:  2.%  que»  segoa  ios  hechos  consignados  y 
admitidoft  como,  probados  en  la  sentencia,  A.  V.  disparó  dos  Uros 
4e  arma  de  fuego  contra  S,  R.  y  ¥.  B»,  caasáadoies  con  ellos  lesio- 
nes, qne  fueron  curadas  respectivamente  á  ios  24  y  38  días:  3/,  qne 
la  Sala  sentenciadora»  al  calificar  como  dos  delitos  cada  uno  de  loe 
dos  disparos  de  arma  de  fuego  y  las  lesiones  4|ue  produjeron,  é  im* 
poner  también  per  cada  uno  de  ambos  disparos  tres  aSoo  de  prisión 
oorrecciofat  dentro  del  grado  miximo  de  k  pena  señalada  al  más 
grave,  no  infringió,  como  pretendía  el  recurrente,  los  artfenlos  cita<- 
dos  423  y  433,  sino  que  lyostándose  á  ellos^  lo  había  hecho  también 
conforme  á  las  deelaFaciones  de  dicho  Tribunal  Supremo  en  multi- 
tud de  sentencias  y  caaos  iguales;/ declaró  novbaber  lugar  al  re-^ 
curso, 

La  sentencia  sobre  H  de  Junio  recaiyó  en  el  caso  siguiente: 
En  la  mañana  del  i  4  de  Marao  de  i873,  hallándose  M.  M.  sen- 
tado á  la  puerta  de  la  taberna  de  J.  L..  ea  compaSia  de  otras  perso- 
nas, pasó. por  allí  J.  G.  G.,  .al  que  instaron  á  que  entrase,  lo  que 
efectuó,  poniéndose  á  jugar;  sobre  las  resultas  del  juego  se  suscitó 
oonversafioa  cAtce  el  G.  y  el  M. ,  acabando  la  cuestión  por  dar  el 
segundo  una  boEstada  al  pámero,  y  éste  á  aquel  tres  ó  cuatro,  te^ 
niendo  que  Inkervaiir  el  L  L. ,  que  separó  á  M.  llevándosele  de- 
trás del  mostrador,  desde  el  cual  sacó  el  citado  M.  ,una  pistola  de 
dos  caiones,.dÍ8paráudolaé  hiriendo  al  G. ,  causándole  una  lesión 
«fne  quedó  curada  á  los  33  días*  £1  M.  M.  había  sido  penado  ante-^ 
riormente  por  tleiito  de  lesiones.  El  Juez  de  primera  instancia  de«* 
daró  á  M.  li.  autor  de  los  detitoa  de  disparo  de  arma  de  fiíego  y 
y  de  lesiones  graves,  con  la  circunstancia  agravante  de  reinciden^ 
cia,  y.le  condenó  en  la  peaat  de  cuatro  aSos  de  prisión  correocional 
con  su  accesoria,  indemnización  de  10  pesetas  y  pago  de  costas; 
sentencia  que  confirmó  la  Salado  lo  criminal  dti  la  A.udieocia* 

El  procesado  interpuso  reonrso  de  casacioQ,  alegando  la  infrac- 
ción de  los  artículos  433^  431  y  90  delGódieD  penal,  fundándose 
en  que  la  ley  oastíga  el  ado  de  disparo,.cuandon6  oeaaiona  daSo^ 
y  al  inferirlo  debía  aplicarse  la  pena  correspondióme  á  él,  toda  vea 
que  no  podía  penarse  un  delito  que  pudo  no  tener  consecuencias  y 
dejar  impune  el  que  se  cometió,  cuanto  el  disparo  fué  ei  mediio»  em^ 
pleado  para  su  ejecución,  no  habiendo  debido  la  Sala  mezclar  los 
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dos  delUos  y  separarlos  después  para  la  imposición  de  la  pesa;  que 
admitiendo  la  doctrina  de  la  Sala  sentenoiadora»  no  tenía  aplica- 
cioD  el  art.  431,  poes  penado  ya  el  reo  por  el  delito  qne  marca  el 
4SS,  las  lesiones  quedaban  impunes,  mediante  á  que,  según  lopres- 
críto  en  el  art.  90,  se  imponía  la  pena  correspondiente  al  delito 
más  grave»  siendo  por  otra  pmie  imffraeedtnte  la  aplicadon  ie  esfe 
último  artíeulOf  pues  los  hechos,  en  el  caso  en  cuestión,  no  eran  uno 
sólo,  sino  dos,  el  de  disparo  y  el  de  lesiones  que  este  ocasionó.  El 
Tribooal  Supremo  declaró  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recur- 
so, considerando  que  la  Sala,  al  calificar  de  dos  delitos  el  hecbo  por- 
que se  procedía,  el  uno  de  disparo  de  arma  de  fuego  contra  de- 
terminada persona  y  el  otro  de  lesiones  graves,  y  al  castigarlos  con 
el  grado  máximo  de  la  pena  señalada  ai  más  grave,  no  había  in- 
fringido los  artículos  90,  423  y  481  del  Código  penal,  como  pre- 
tendía el  recurrente  y  se  había  ajustado  á  la  declaración  del  Tribu- 
nal Supremo  en  casos  iguales  y  multitud  de  sentencias. 

Mas  la  aplicación  del  art.  90  del  Código  en  combinación  con  el 
artículo  433,  no  tiene  lugar  cuando  con  el  disparo  de  un  arma  de 
(uego  se  comete  una  falta,  porque  refiriéndose  las  disposicioses  del 
expresado  art.  90  á  los  delitos  que  son  resultado  de  nn  sólo  hecho, 
no  pueden  aquellas  hacerse  extensivas  á  las  faltas  consecu^eia  del 
mismo,  las  cuales  deben  penarse  separadamente,  porque  la  pena  de- 
signada para  estas  nunca  seria  tan  gravosa  para  el  delincuente 
como  la  del  grado  máximo  de  la  señalada  para  aquel,  que  en  todo 
caso  es  la  aplicable,  según  pi^viene  el  art.  433;  de  hacerlo  así,  se 
infringiría  el  art.  23  én  cuanto  preceptúa  se  esté  siempre ,  en-  la 
aplicación  de  la  pena,  por  la  que  sea  más  favorable  al  reo  de  cual- 
quier deliU)  ó  falta,  así  como  se  infringiria  el  88  si  dejaran  de  pé* 
narse  las  faltas  por  hacer  caso  omiso  de  esta  palabra  el  mencionado 
art.  90,  porque,  con  arreglo  al  primero,  deben  imponerse  al  culpa- 
ble de  dos  ó  más  delitos  ó  faltas  todas  las  penas  correspondientes  á 
las  diversas  infracciones  que  cometiere. 

Así  lo  ha  consignado  <el  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  13  de 
Mayo  de  1873  que  versó  sobre  el  caso  de  haber  P.  T.,  después  de 
dar  una  bofetada  á  \.  A.,  disparado  contra  él  uu  tiro,  causándole 
con  el  disparo  una  lesión  que  tardó  en  curarse  cuatro  dias,  concur- 
riendo la  circunstancia  agravante  de  reincidencia.  La  Audiencia  de- 
claró que  estos  hechos  constituían  el  delito  de  disparo  de  armado 
fuego  y  una  falta  de  lesiones ,  imponiendo  á  P.  T.,  por  el  dispafo. 
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tres  aSos  de  prisión  correccional,  y  por  las  lesiones  leves  2S  dias  de 
arresto  menor. 

De  esta  senteneia  se  interpuso  recurso  de  casación  que  sostuvo 
el  Ministerio  fiscal,  señalando  como  infringidos  ¡os  artículos  423  y 
602  del  Código  penal,  fundándose  en  que  aun  cuando  la  herida  hu- 
biese constituido  delito  y  no  falta,  nunca  debieron  castigarse  sepa- 
radamente en  razón  á  que  los  dos  hechos  eran  procedentes  de  uu 
mismo  acto. 

El  Tribunal  Supremo  declaró  que  el  hecho  mencionado  consti- 
tuye p<«  ü  sólo  et  delito  de  disparo  de  arma  de  fuego  contra  per- 
sona determinada»  de  qne  se  hace  mérito  en  el  referido  art.  423,  y 
la  falta  que  se  expnesa  en  el  ari.  602  del  prppio  Código,  porque  la 
lesión  inferida  no  impidió  al  ofendido  trabajar  más  de  cuatro  áiu, 
ni  necesitó  por  más  tiempo  de  asistencia  facnitali va:  por  tanto,  que 
al  imponer  la  Sah  sentenciadora  al  {Mrocesado  fres  anos  de  prisión 
correccional  por  el  delito,  atendida  la  agravante  de  reincidencia,  y 
25  dias  por  separado  de  arresto  menor  por  la  Calta ,  no  infringió  los 
artículos  413  y  602  que  citaba  el  Ministario  fiscal.  El  Tribunal  Sn- 
pretno  se  fundó  en  las  mzoaes  que  hemos  expuesto. 

Tales  son  las  doctrinas  y  soluciones  provenientes  de  las  senten- 
cias proáuneiadas  hasta  el  dia  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
sobre  las  importantes  dudas  y  cuestiones  á  qne  ha  dado  lugar  la 
disposicion.del  art.  423  de  la  nueva  reforma  del  Código  penal. 

José  ViMite  y  GaraTaikw. 
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DERECHO  CIVIL. 

CONSULTA. 

Sobre  desamortización  de  bienes  de  una  fundación  piadosa. 

A.  fundó  en  el  a  do  de  1660  un  legado  pío,  cuyo  capital  consiste 
en  unos  censales  y  sus  rentas. 

Esta  fundación  tiene  por  objeto  dotar  con  cierta  cantidad»  pro- 
ducto de  las  renias  de  los  censales,  cuando  tomen  estado,  á  parien- 
tes suyos  de  dos  lineas^  y  á  los  hijos  é  hijas  de  los  cofrades  de  cier- 
ta cofradia  que  radicaba  en  convento  de  Dominicos,  existente  en 
un  pueblo  de  esite  partido ,  alternando  en-  el  percibo  de  las  cuotas 
con  los  parientes,  y  sin  distinguir  en  anos  ni  en  otros  partícipes  de 
sexos,  ni  si  son  ricos  ó  pobres. 

Los  patronos  ó  administradores  nombrados  para  siempre  por  el 
fundador  eran  los  religiosos  de  dicho  convento  que  fueran  á  la  vez 
receptores  de  la  indicada  cofradía,  establecida,  como  dejo  dicho,  en 
el  expresado  donvento. 

El  fundador  prohibió  expresamente  (y  nótese  bien  esto)  que 
nunca  jamás  dichos  censales  ni  sus  rentas  pudieran  ser  bienes  ecle- 
siásticos, ni  que  ea  ellos  pudiera  tener  jurisdicción  ni  mando  ni  aun 
el  Papa;  pero  no  previo  el  caso  de  la  supresión  de  las^  comunidades 
religiosas. 

La  madre  de  los  menores  que  hoy  pretenden  tener  derecho,  ya 
cobró  cierta  cantidad  hace  unos  anos  como  parienta  del  fundador 
de  las  llamadas  por  éste,  de  modo  que  el  parentesco  de  dichos  me- 
nores es  indudable,  siendo  éstos  los  que  tratan  de  ejercitar  las  ac- 
ciones correspondientes. 

Con  estos  antecedentes  se  desea  saber  la  muy  ilustrada  opinión 
de  los  Redactores  de  la  Revista  aterca  de  las  cuestiones  siguientes: 

¿Subsiste  la  fundación  en  el  dia,  sin  embargo  de  haberse  supri- 
mido las  comunidades  religiosas  y  no  pudiendo  ejercer  el  patronato 
y  demás  los  religiosos  receptores  de  la  cofradía  establecida  en  el 
expresado  convento,  según  dispuso  el  fundador? 

Si  subsiste,  y  puesto  que  nunca  jamás  los  censales  ni  sus  rentas 
podian  ser  bienes  eclesiáscos  conforme  á  la  voluntad  del  fundador, 
¿quién  es  hoy  el  patrono? 
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Esta  fandacioQ,  ¿es  un  fideicomiso  familiar,  sajelo,  por  lo  tanto, 
á  la  ley  desvioculadora  de  il  de  Octubre  de  1820  y  sus  coocor- 
.dantes? 

Si  k)  es,  ¿contra  quién  se  han  de  dirigir  las  acdones  para  recla- 
mar los  bienes,  dación  de  cuentas,  etc.? 

¿Ha  caducado  el  ^recho  de  los  hijos  de  los  cofrades  á  percibir 
pensiones,  puesto  que  la  cofradía  debió  concluir  con  la  supresión 
de  la  comunidad  de  Dominicos  del  expresado  convento? 

Una  Tez  sentado  que  son  menores  los  parientes  del  fundador 
que  en  su  caso  deben  reclamar  los  bienes,  ¿es  obligatoria  la  íncoacr 
cion  del  juicio  necesario  de  testamentaria  conforme  al  art.  407  de  la 
ley  de  £o|uiciamiento  civil? 

Aunque  con  desconfianza  suma,  y  tan  sólo  por  si  alguno  de  mis 
conceptos  puede  dar  origen  á  que  los  Sres.  Redactores  lo  formen 
más  exacto  de  las  cuestiones  propuestas»  expondré  mi  opinión,  sin 
sujetarme  rigurosamente  al  hacerlo  al  orden  de  las  preguntas. 

En  mi  concepto  no  subsiste  la  fundación  desde  el  día  en  que  se 
suprimieron  las  comunidades  religiosas,  y  por  consiguiente,  dejó  de 
existir  la  cofr^ía  establecida  en  dicho  convento,  puesto  que  no 
pueden  ejercer  el  patronato  los  religiosos  Dominicos  que  el  funda* 
dor  llamó  á  este  fio;  y  como  los  bienes  nunca  pueden  ser  eclesiás- 
ticos, conforme  á  la  voluntad  del  fundador,  claro  está  que  los  reli- 
giosos Dominicos,  que  pudieran  ser  patronos,  no  pueden  tener  sus- 
titución porque  tales  bienes  no  se  dieron  á  la  comunidad,  y  por  lo 
tanto,  ni  el  Juez  de  Pías  trusas  ni  la  Nación  pueden  incautarse  de 
ellos,  quedando,  por  lo  tanto,  los  censales  como  bienes  real  y  ver- 
daderamente seculares,  según  lo  dispuso  el  fundador. 

Asimismo  opino  que  esta  fundación  ha  quedado  reducida  á  un 
fideicomiso  familiar,  y  por  consiguiente,  los  bienes  deben  distri^ 
huirse  con  las  formalidades  que  prescribe  la  ley  citada.  No  des- 
conozco que  la  fundación  tuvo  un  objeto  pío  ó  piadoso,  y  hasta 
me  he  hecho  cargo  de  las  doctrinas  que  respecto  á  estas  fundacio- 
nes sientan  los  respetables  Sres.  Zúniga  en  las  páginas  804  y  808 
del  tomo  primero  de  su  obra  Jurüpruieneia  Civil  de  España,  al 
ocuparse  de  ciertas  sentencias  del  Tribunal  Supremo,  así  como  lo 
hace  en  la  página  144  del  tomo  segundo  de  su  obra  Derecho  Ci-- 
vil  Español  el  Sr.  D.  Domingo  Ramón  de  Morató ,  hoy  de  tex- 
to ;  pero  sin  embargo  de  tan  respetabilísimos  pareceres,  encuen- 
tro que  el  caso  en  cuestión  no  sigue  las  reglas  generales  de  las  fun- 
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daciones  benéficas»  y  no  debe  seguirlas:  primero,  porque  ai  percibo 
de  las  dotes  no  se  llama  á  una  clase  ó  colectividad,  que  se  compo* 
ne  de  personas  inciertas  ó  desconocidas  (abstracción  hecha  de  loa 
hijos  de  los  cofrades),  sino  que  se  llaman  á  parientes  del  fundador; 
y  segundo,  porque  como  los  bienes  nunca  podian  ser  eclesiásticos, 
por  lo  tanto  ni  la  nación,  ni  el  Juez  de  Pías  ^causas  ha  podido  in- 
cautarse de  ellos,  por  no  existir  patronos  del  convento  de  Dominicos, 
puesto  que  éstos  han  desaparecido,  claro  está  que  los  tales  bienes 
vuelven  á  la  familia  por  hacerse  imposible  hoy  el  cumplimiento  de 
la  voluntad  del  fundador,  por  quien  él  dispuso  precisamente:  opi- 
nando, por  consiguiente,  que  ha  caducado  el  derecho  de  los  hijos 
de  los  cofrades  al  percibo  de  las  dotes,  á  no  dar  la  casualidad  de 
que  todavía  exista  alguno  que  pueda  probar  esta  calidad. 

Asimismo  es  mi  opinión  que  procede  abiír  el  juicio  necesario  de 
testamentaría  porque  las  palabras  del  art.  407  citado  son  terminan- 
tes, y  una  vez  incoado  y  á  virtud  de  los  llamamientos  se  conocerá 
la  persona  contra  quien  han  de  sostenerse  los  recursos  proce- 
dentes. 

Creo  bastantes  las  anteriores  indicaciones  para  que  en  su  ilus- 
tración pueda  la  Redacción  de  la  Revista  apreciar  las  dificultades 
que  se  me  ofrecen  y  resolver  con  su  acreditado  acierto.— Esteban 
López. 

Cotitestacion, 

9 

£1  espíritu  religioso,  el  sentimiento  de  la  caridad  y  también  el 
orgullo  y  la  vanidad  del  hombre,  halagados  por  el  espíritu  de  una 
época  que  reflejaba  perfectamente'  sus  aristocráticas  tradiciones  en 
el  modo  de  ser  de  la  sociedad  y  en  los  principios  que  servían  de  base 
á  la  propiedad  y  á  la  familia ,  crearon  esa  multitud  de  fundaciones 
6n  las  que  el  capricho  del  hombre,  llevado  del  afán  de  perpetuar  su 
memoria  entre  las  generaciones  futuras,  sujetaba  rigorosa  y  estric- 
tamente gran  parte  de  la  propiedad  á  un  fin  determinado  que  había 
4e  cumplirse  siempre,  porque  así  lo  había  dispuesto  el  fundador, 
cuya  voluntad,  aun  después  de  la  muerte,  se  mantenía  en  pié  como 
Telando  por  la  eterna  duración  de  su  obra  predilecta. 

Si  bien  distintas  en  su  objeto,  que  las  daba  un  carácter  religio- 
so, benéfico,  ó  puramente  familiar,  todas  las  fundaciones  coinciden 
«n  lo  que  es  esencial  á  su  naturaleza,  en  lo  que  forma  su  propia  con- 
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dicioQ,  en  la  perpetuidad  del  fin  para  que  se  crearan ,  siendo  por 
tanto  su  principal  é  inmediato  efecto  el  quedar  los  bienes  á  ellas  ane- 
jos reducidos  á  un  estado  de  inacción,  de  verdadera  inamoyilidad, 
porque  no  era  permitido  distraerlos  ni  un  instante  siquiera  del  ob- 
jeto á  que  habían  sido  destinados,  estaba  prohibido  en  absoluto  su 
emyeaacion,  y  de  aquí  el  que  se  los  llamara  bienes  amortizados, 
pues  se  les  consideraba  como  muertos  por  hallarse  fuera  de  la  cir- 
culación y  del  movimiento  que  constituyen  la  vida  y  la  importan* 
cia  de  toda  riqueza. 

Ese  estado  excepcional  de  la  amortización,  como  opuesto  á  los 
atributos  más  esenciales  de  la  propiedad,  sin  los  cuales  ésta  no  pue- 
de producir  sus  mejores  efectos  y  los  más  fecundos,  no  detna  ser 
muy  duradero,  y  necesariamente  habia  de  desaparecer  el  dia  en 
que  la  sociedad,  aceptando  principios  más  racionales  y  filosóficos, 
cambiara  radicalmente  su  modo  de  ser,  creando  un  nuevo  régimen 
político  incompatible  de  todo  punto  con  aquel  estado,  y  cuando  los 
adelantos  de  la  ciencia,  en  armonía  con  aquellos  principios,  de* 
mostraran  palpablemente  la  urgente  necesidad  de  devolver  á  la  ri- 
queza pública  esa  gran  masa  de  bienes  que,  sustraídos  hasta  enton- 
ces á  los  medios  más  poderosos  de  la  produecion ,  ni  se  utilizaban 
todo  lo  que  exigian  las  necesidades  crecieotes  del  Estado,  ñi  si- 
quiera podian  servir  en  tal  s¡tuaci(m  de  estímulo  á  la  actividad  in- 
dividual. 

A  evitar  los  inmensos  males  que  el  estancamiento  de  la  propie- 
dad ocasionaba,  y  remover  el  gran  obstáculo  que  oponia  la  amorti- 
zación al  desarrollo  de  la  riqueza  pública,  fueron  encaminadas  las 
leyes  de  desamortización  civil  y  eclesiástica  que ,  restituyendo  esa 
propiedad  muerta  á  sus  naturales  condiciones  de  personal  y  tras- 
misibYe,  dieron  un  gran  impulso  á  la  riqueza  pública,  estimulando 
al  trabajo,  aumentando  la  producción,  y  llevando,  en  fin,  á  la  vida 
económica  una  gran  masa  de  riqueza  que,  en  su  trasformacion,  ha- 
bia de  contribuir  poderosamente  al  adelanto  moral  y  material  del 
país,  única  senda  que  conduce  á  la  prosperidad  y  bienestar  de  los 
pueblos.  * 

Dictáronse  primero  las  leyes  desvinculadoras,  cuyas  disposicio- 
nes obraron  en  el  mo  1820  una  verdadera  revolución  social,  si 
bien  aun,  partiendo  del  espíritu  desamortizador  que  las  animaba, 
no  tuvieron  tanta  latitud,  no  fueron  tan  allá  como  se  supuso  en  la 
primera  época  de  su  existencia,  originándose  en  las  diversas  inter- 
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pretaciones  ciertas  dudas  que  la  jurisprudencia  se  ha  encargado  de 
resolver  con  todo  acierto. 

Aunque  por  distinta  causa,  y  presentando  diversa,  aplicación  al 
exponer  la  dificultad,  pues  se  atribuyen  i  un  hecho  posterior  ciertos 
efectos  que  no  podemos  admitir  legalmente,  sobre  esta  interpretación 
de  la  ley  desvinculadora  versa  la  consulta,  porque  en  último  tér- 
mino, siquiera  sea  merced  á  cierta  trasformacion  que  se  supone,  se 
trata  de  aplicar  los  artículos  4/,  8.*  y  6/  de  la  ley  de  i820  á  la 
distribución  de  los  bienes  en  que  consiste  una  fundación,  cuyo  nom- 
bre por  sí  sólo  indica  que  no  está  comprendida  en  las  disposiciones 
citadas,  pues  éstas,  según  se  deduce  de  su  texto,  sólo  se  refieren  á 
las  fundaciones  verdaderamente  familiares,  condición  que  no  cor- 
responde ciertamente  á  los  legados  píos. 

El  objeto  principal  de  las  leyes  desvinculadoras  fué  poner  tér- 
mino á  la  amortización;  á  ellos  van  dirigidos  expresamente  los  ar- 
tículos 14,  15  y  16  de  la  ley  de  11  de  Octubre;  pero  en  cierto  sen- 
tido fueron  mucho  más  adelante,  principiando  á  destruir  el  antiguo 
edificio  con  la  disposición  de  su  art.  1/,  que  declaró  suprimidos 
desde  ahora  todos  los  mayorazgos,  fideicomisos,  patronatos  y  cual- 
quiera otra  especie  de  vinculaciones  de  bienes  raíces,  muebles,  etc. 

Por  una  parte,  el  espíritu  general  de  estas  leyes  y  su  lenguaje 
absoluto,  como  se  observa  en  el  art.  1/  citado,  y  de  otra,  las  ideas 
dominantes  en  los  respectivos  períodos  que  aquellas  estuvieron  en 
vigor,  y  el  interés  individual  que  veia  con  sentimiento  una  porción 
de  riqueza  inmóvil  destinada  á  ciertos  fines  que  le  imposibilitaban 
obtenerlos,  á  pesar  de  ciertos  títulos  que  producían  sus  efectos  res- 
pecto de  otros  bienes,  todo  esto  contribuyó  á  dar  una  extensión  al 
precepto  legal  del  año  20,  que  no  era  t^iertamente  la  que  le  corres- 
pondía, pues  se  quiso  incluir  en  sus  artículos  1.*  y  4*  todas  las 
fnndaeíones  de  cualquier  clase  á  que  pertenecieran,  y,  á  protesto 
de  los  términos  generales  en  que  se  hallan  concebidos  dichos  ar- 
tículos, principiaron  los  ataques,  las  violaciones  contra  cierta  clase 
de  bienes  que  no  hablan  cambiado  su  modo  de  ser,  perteneciendo 
todavía  á  fundaciones  que  la  misma  ley  desvinculadpra  habia  res- 
petado. 

Desde  entonces  ha  presentado  graves  dificultades  esta  materia 
cuando  se  ha  tratado  de  clasificar,  para  los  efectos  de  la  aplicación 
de  la  ley,  esa  inmensa  variedad  de  fundaciones  mixtas,  cuyas,  múl- 
tiples disposiciones  y  cláusulas  han  hecho  vacilar  á  los  juriscon- 
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siiitos  sobre  el  verdadero  carácter  de  cada  uoa,  porque  sabido  es 
qae  las  leyes  desTÍnculadoras  no  se  dieron  para  concluir  con  las 
fundaciones  benéficas»  no  iban  dirigidas  á  sn  supresión,  limitando* 
se  ünicamoite^  en  el  precepto  del  art.  14,  á  evitar  su  engrandeci- 
miento, que  el  espíritu  de  la  época  consideraba*  peligroso  para  las 
nuevas  instituciones  y  perjudicial  al  desarrollo  de  la  riqueza  pública; 
por  tanto,  según  el  carácter  que  por  su  naturaleza  y  objeto  cor- 
responda á  la  fundación^  así  habremos  de  considerarla  subsistente 
ó  no,  con  arreglo  á  la  disposición  legal. 

""La  Jurisprudencia  ba  aclarado  suficientemente  la  materia,  y 
partiendo  del  principio  antes  sentado,  que  sólo  las- fundaciones  ver- 
daderamente familiares  están  comprendidas  en  los  artículos  1.*  y 
siguientes,  hasta  el  14,  de  la  ley  de  11  de  Octubre,  como  no  bas- 
tara esta  aclaración  para  contener  las  pretensiones  de  varias  fami- 
lias que,  á  pretexto  del  parentesco  con  los  fundadores,  y  de  ciertos 
derechos  especiales  que  éstos  les  hablan  concedido,  aspiraban  á  la 
adjudicación  de  los  bienes  destinados  á  un  fin  también  especial,  y 
según  el  que,  se  exigían  requisitos  especiales  para  el  percibo  de  sus 
rentas,  ha  necesitado  explicar  el  fundamento  filosófico  de  la  dispo- 
sición legal,  distinguiendo  con  arreglo  á  ésta,  en  cada  caso  particu- 
lar, el  carácter  especial  de  dichos  bienes. 

La  ley  de  11  de  Octubre  de  1820  habia  dado  aplicación  á  los 
bi^es  de  fundaciones  familiares  á  favor  de  los*  individuos  v  de  las 
familias  que  tuviesen  algún  derecho  al  percibo  de  las  rentas,  por- 
que amortizados  estos  bienes  con  un  fin  puramente  familiar,  con- 
servándose el  derecho  al  goce  de  los  mismos  entre  ciertos  indi  vi* 
dúos  determinados,  m  natural  que  al  suprimir  la  vinculación  y 
restituir  los  bienes  á  la  dase  de  absolutamente  libres,  se  adjudica- 
ran con  su  nuevo  carácter  á  los  que  por  la  fundación  misma  tenian 
adquiridos  ciertos  derechos  en  esos  bienes,  los  derechos  que  eran 
compatibles  con  su  estado  de  inamovilidad,  con  la  amortización  á 
que  se  les  habia  sujetado.  Hé  aquí  la  razón  de  los  artículos  2/  y 
4.*  de  hi  ley  deavinculadora,  artículos  que  no  cabe  aplicar  en  modo 
alguno  á  los  bienes  de  fundaciones  que  tuvieron  carácter  distinto 
del  puramente  bmibar,  porque  en,  este  caso  ya  no  obran  los  mo- 
tivos ratónales  qne  hemos  expuesto.  , 
'  Tal  sucede,  por  ejemplo,  con  los  bienes  pertenecientes  á  funda- 
ciones piadosas  ó  benéficas;  pues  aparte  de  que  en  la  ley  no  existe 
disposición  alguna  relativa  á  estos  bienes,  no  cabe,  bajo  ningún 
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concepto,  asimilarlos  i  los  anteriores,  porque  en  estos  no  hay  ftif- 
milía  determinada  que  tebga  derecho  cierto  á  sa  goce  y  posesión; 
responden  tales  bienes  á  on  fin  especial  distinto  de  la  familia  del 
fundador,  hasta  el  punto  que  se  exige  á  los  índívidaos  cierto  reqni* 
sito  para  percibir  renta  alguna  de  dichos  bienes;  y  así  como  en  las 
fundaciones  puramente  familiares  se  adquiere  el  derecho  por  la  sola 
y  exclusiya  condición  de  pertenecer  á  la  familia,  quedando  exclui- 
dos para  siempre  de  ellos  los  que  no  tengan  este  carácter,  en  las 
fundaciones  piadosas  generalmente  otras  personas  que  ningún  pa- 
rentesco tienen  con  el  fundador,  Tienen  á  participar  de  las  rentas 
por  razón  del  objeto  á  que  se  dedican,  alternando  con  los  parientes 
de  aquel,  y  en  ciertas  ocasiones  siendo  preferidos  por  reunir  más 
ventajosas  condiciones  según  la  fundación. 

A  esta  clase  de  bienes  corresponden  los  del  PiO'^legado  á  que  se 
refiere  la  consulta:  destinados  sus  productos  á  dotar  á  parientes  del 
fundador  y  á  los  hijos  é  hijas  de  los  cofrades  referidos,  alternando 
en  el  percibo  de  las  cuotas  con  los  parientes,  no  puede  ser  calificado 
de  institución  familiar  sino  de  meramente  benéfica  y  piadosa,  y  por 
tanto  no  comprendida  en  ninguno  de  k»  artículos  de  .la  ley  de  i  1  de 
Octubre  de  1820. 

Sobre  esto  no  puede  caber  duda  alguna  después  de  las  repetidas 
declaraciones  de  la  Jurisprudencia  que  ya  conoce  el  suscritor,  y  de 
las  que  sólo  citaremos  aquí  las  sentencias  de  7  de  Mayo  de  1866  y 
29  de  Mayo  de  1874,  y  si  á  esto  añadimos  la  circunstancia  de  no 
haber  hecho  distinción  alguna  el  fundador  entre  las  personas  de 
su  familia  y  las  extrañas  llamadas  también  á  ^rtidpar  de  las  ren^ 
tas  de  la  obra  pia  y  el  nombramiento  de  patronos  y  administrado^ 
res  de  esta  que  hizo  en  los  Belígíosos  del  Convento  de  Dominicos, 
veremos  confirmado  claramente  el  carácter  piadoso  de  esta  funda- 
ción. 

Pero  se  ha  creido  que  en  virtud  de  un  hecho  posterior ,  extraño 
á  la  institución  benéfiíea,  habria  cambiado  esta  de  carácter,  (y  hé 
aquí  la  dificultad  que  ha  motivado  la  consulta),  quedando  convertida 
en  un  fideicomiso  fiuniliar  compvendido  para  los  efectos  de  Ia4es<- 
vinculación,  en  el  art.  4*  de  la  ley,  opinión  que  nos  parece  equi- 
vocada, porque  no  habiéudolo  preceptuado  expresamente  el  funda^r 
dor,  como  previo  y  determinó  para  otro  caso  distinto,  este  hecho  no 
influye  en  la  naturaleza  del  Legado  ni  hace  imposible  su  subsis- 
tencia, ni  menos  es  obstáculo  al  cuny^limiento  del  fin  para  que  se 
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instituyó.  Ed  efecto,  los  productos  ó  rentas  de  ja  obra  pia  se  desti- 
naron á  dotar  á  parientes  del  fundador  }  á  los  hijos  é  hijas  de  los 
cofrades;  miéntrits  existan  personas  que  reúnan  estos  requisitos, 
tienen  derecho  á  reclamar  la  cantidad  asignada  á  cada  uno,  y  aun 
dando  como  suprimida  la  Cofradía  que  radicaba  en  dicho  convento 
de  Dominicos  (la  cual  puede  aun  subsistir  traslaAida  á  una  parro-* 
quia,  y  continuar  en  otra  Iglesia  cumpliendo  su  fin  religioso),  los 
hijos  ¿  hijas  délos  que  formaban  parte  de  aquella  corporación,  ad- 
quirieron derechos  af  percibo  de  la  dote,  y  como  el  objeto  de  la  fun- 
dación no  ha  yariado,  pueden  reclamarla  en  el  caso  señalado  por 
el  fundador. 

La  supresión  del  Monasterio  ciertamente  privó  á  la  obra  pía  de 
los  patronos  fundacionales,  pero  este  derecho  de  patronato  no  ha 
muerto,  se  ha  traspasado  al  sucesor  del  Monasterio  suprimido,  este 
sucesor  es  el  Estado,  resultando,  en  conclusión,  que  el  Legado- pío 
subsiste  con  su  propio  carácter,  destinado  al  objeto  para  que  se  ins- 
tituyó, si  bien  ha  variado  de  patrono  porque  este  derecho  correspon. 
de  boy  á  la  Nación,  ya  como  sucesora  de  todas  las  corporaciones  re- 
ligiosas suprimidas,  biem  porque  á  ella  toca  amparar  y  proteger  to- 
dos los  mteiieses  de  la  sociedad,  y  principalmente  aquellos  que,  des- 
tinados á  la  Beneficencia,  sin  la  defensa  del  Estado,  quedarían 
abandonados  á  ios  ataques  injustos  de  la  ambición,  cuya  consecuen- 
cia inmediata  seria  la  sustracción  maliciosa  de  los  bienes  de  las  fun- 
daciones piadosas  con  notorio  incumplimiento  de  la  voluntad  de  los 
fundadores  é  inmenso  perjuicio  de  la  sociedad  en  general. 

Sobre  esto  provee  la  instrucción  de  30  de  Diciembre  de  1873, 
cuyo  art.  9,  reformado  por  decreto  de  5  de  Junio  de  1874,  sobre  las 
faeidtades  que  eorresptmien  á  la  Dirección  general  de  Beneficencia 
para  el  ejercicio  del  protectorado  de  la  Beneficencia  particular,  de- 
signa la  forma  en  que  se  ha  de  ejercer  el  patronato  de  ciertas  fun- 
daciones, según  el  caso  especial  en  que  se  encuentren. 

A.  Cbarrii. 
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ENJUICIAMIENTO  CIVIL. 


¿Cuándo  procede  él  interdicto  de  retener,  y  cuándo  d  de  reeebrarl 

A.  adquirió  del  Estado  á  titulo  de  compra-venta  y  como  par^ 
cela,  un  trozo  de  tierra.  Al  cabo  de  catorce  meses  trató  de  edifkM 
sobre  él,  y  cuando  ya  habían  dado  principio  los  trabajos,  presente 
aun  la  Autoridad  local,  que  llamada  al  efecto  por  A.  haÜa  ido  á 
trazar  los  lindes  señalados  en  la  escritura,  aparedeion  B.  y  ocho  ó 
nueve  vecinos  del  pueblo,  y  con  ademanes  descompuestos  y  voces 
ns^da  respetuosas,  manifestaron  que  aUl  no  $e  obraba  porque  aque- 
llo era  del  pueblo,  y  pasarian  por  alU  cuando  quisieran.  La  Auto- 
ridad hizo  leer  la  escritura  donde  constaba  el  derecho  adquirido  por 
A.,  y  á  su  lectura  se  contestó:  eso  a  falso,  eso  no  nale  nada;  hemos 
dicho  que  aquí  no  se  obra  y  no  se  obrará.  Insiste  la  Autoridad  en 
sus  reflexiones,  diciéndoles  hicieran  valer  sus  pretendidos  derechos 
ante  los  Tribunales,  y  se  la  responde,  no  tenemos  que  acudir  para 
nada  á  ningún  Tribunal ,  porque  basta  nuestra  voluntad  para  im^ 
pedir  que  se  obre.  En  su  vista,  y  ¿  fin  de  evitar  un  conflicto,  sus- 
penderse la  obra  por  consejo  de  la  Autoridad. 

Trascurrido  un  mes,  volvió  á  empezarse  ésta,  y  B.  §e  presenta 
de  nuevo,  entra  en  el  terreno  sobre  que  se  edificaba,  corta  los  cor- 
deles  que  marcaban  los  lindes  de  aquel  y  se  aleja.  Al  poco  vuelve 
acompañado  de  sus  consortes  de  ¿ntes,  y  dirigiéndose  al  Maestro- 
Director  de  la  obra,  le  manda  suspenderla,  añadiendo  (al  pregun- 
tar dicho  Maestro  quien  era  el  que  ordenaba  la  suspenáon) ,  que  lo 
mandaba  en  su  nombre  y  en  el  de  sus  companeros,  y  ante  la  ^- 
titud  de  éstos,  suspéndese  la  edificación  por  segunda  vez. 

A  consecuencia  de  esto,  A.  intentó  el  interdicto  de  recobrar  la 
posesión  sobre  la  parcela,  y  doce  testigos  presenciales  declaran 
contestes  la  verdad  y  certeza  de  todo  lo  ¿ntes  relacionado.  Dictada 
sentencia,  se  ha  denegado  la  restitución ,  fundándose  en  que  no 
constituyendo  despojo  los  hechos  probados,  sino  sólo  cotiatos  de  in- 
quietar á  A.  en  la  posesión,  y  siendo,  por  otra  parte,  imposible  ma- 
terialmente hacer  la  restitución  si  se  accediera  al  interdicto ,  era 
improcedente  la  acción  intentada.  Gomo  este  fallo  es  contrario  ¿  las 
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ideas  que  nosotros  bemos  emitido,  sometemos  nuestra  dada  á  la 
autorizada  opinión  de  la  Revista,  concretándola  á  las  dos  siguientes 
pregantas.  ¿Comiituyen  despojo  los  hechos  probados?  O  ¿constituí 
y  en  solamente  conatos  de  inquietar  á  A.  en  la  posesión  del  derecho 
de  propiedad  sobre  la  parcela?  El  consultante  opina  lo  primero,  y 
para  ello  se  funda  en  lo  siguiente: 

Si  B.  y  demás  consortes  se  hubieran  limitado  á  bacer  á  k.  ob- 
servaciones sobre  el  derecho  que  creen  les  asiste  á  la  parcela,  y 
hubiesen  hecho  publico  una  y  otra  vez  ese  mismo  derecho,  de  suer- 
te que  se  pusiera  en  duda  el  consignado  á  favor  de  A.  en  la  escri- 
tura de  compra-venta,  que  corre  unida  á  los  autos,  pero  sin  impe- 
dir nunca  la  obra  empezada,  entonces  pudo  decirse  con  propiedad 
jurídica  que  sólo  habían  existido  conatos,  intención  de  inquietar  á 
A.  en  la  posesión  y  disfrute  del  derecho  qtie  tan  legítimamente  ad- 
quirió sobre  la  parcela. 

Pero  no  solamente  hacen  público  con  insistencia  aquel  preten- 
dido derecho,  sino  que  B.  y  consortes  se  presectan  en  el  terreno  en 
actitud  imponente  y  con  voces  descompuestas ;  desoyen  las  adver- 
tencias de  la  Autoridad  y  dicese  que  allí  no  se  obra  ni  se  obrará, 
que  pasarán  por  alli  cuantas  veces  quieran ,  porque  aquello  perte- 
nece al  común  de  vecinos  y  no  á  A.;  que  es  falso  lo  consignado  en 
la  escritura  y  que  no  tienen  necesidad  de  acudir  á  ningún  Tribu- 
nal porque  basta  su  voluntad  para  impedir  la  obra ,  y  la  obra  se 
suspende.  Empiézase  de  nuevo,  trascurrido  un  mes,  y  por  segunda 
vez  se  presenta  B.,  entra  en  el  terreno  que  constituye  la  parcela, 
corta  los  cordeles  que  marcan  sus  linderos,  y  acompañado  luego  de 
sus  consortes,  ^manda,  empleando  el  tono  imperativo,  suspender  la 
obra,  y  lo  consigue . 

No  puede,  pues,  ya  decirse  que  sólo  hubo  conatos ,  que  sólo  hu- 
bo intención;  el  hecho  se  ha  consumado,  y  se  ha  consumado  violen^ 
tómente*  A.  acordó  edificar  sobre  la  parcela,  pero  B.  y  consortes 
maindando  que  no  se  obre  y  consiguiéndolo,  no  una  sino  dos  ve- 
ces, han  despojado  á  aquel  del  derecho  de  propiedad  que  ertía 
tener  sobre  la  finca,  y  se  lo  abrogan,  empleando  para  ello  la  tío- 
leneia;  y  le  han  despojado  de  ese  derecho,  puesto  que  en  dos  oca- 
siones que  ha  querido  utilizarlo,  como  creyó  más  conveniente, 
otras  tantas  se  le  ha  prohibido. 

«Privación  violenta  ó  clandestina  de  ogsa  ó  derecho»  define  la 
ley  el  despojo,  y  habiéndose  privado  violentamente  á  A.  de  el  dis- 


332  M VISTA  I»  LEGISLACIÓN. 

frute  del  qae  le  aáste  sobre  la  parcela,  claro  es  que  no  procedía 
otra  accioQ  qae  la  iotentada  de  unde  vi. 

De  si  hubiera  sido  materialíneiXte  imposible  hacer  la  restitucioH, 
DO  debo  ocaparme  porque  Bien  cooocidos  son  los  medios  de  confe* 
rir  la  posesioa  de  las  cosas  inmuebles.  Repite,  sin  embargo,  que  de-* 
searia  conocer,  sobre  todo  lo  expuesto,  el  parecer  de  esa  ilustrada 
redacción — Un  susckitor. 

Contestación. 

Sea  efecto  de  que  se  note  algún  vacio  en  la  ley  de  Enjuicia* 
miento  civil  en  materia  de  interdictos,  ó  bien  porque  se  haya  en-* 
tendido  mal  el  art.  724,  es  lo  cierto  que  ocurren  frecuentemente  en 
la  práctica  casos,  como  el  consultado,  en  los  que  ha  ofrecido  algu- 
na dificultad  la  aplicaeiolt  de  este  ultimo,  habiendo  contribuida  i 
aumentar  la  duda,  además  de  las  diversas  interpretaciones  de  los 
comentaristas,  la  distinta  práctica  que  en  esta  materia  se  ha  obser- 
vado en  los  Tribunales,  pues  mientras  en  una  Audiencia  se  conce* 
dia  la  restitución  por  el  sólo  derecho  dé  atravesar  una  finca,  viendo 
en  esta  perturbación  fundamento  bastante  para  la  declaración  del 
despojo,  en  otra  se  denegaba,  considerándole  únicamente  como  base 
del  interdicto  de  retener,  exigiendo  para  el  de  recobrar  actos  de 
reconocida  y  trascendental  significación. 

La  cuestión  importante  de  suyo,  como  todas  las  que  se  refieren 
á  dar  garantías  á  la  propiedad,  Eacilitándola  los  medios  de  rechazar 
iegalmente  los  ataques  que  se  la  dirijan,  está  reducida  en  nuestro 
concepto  á  aclarar  el  espíritu  de  las  disposiciones  legales  referentes 
á  ambos  interdictos,  explicando  el  verdadero  sentido  de  los  artículos 
709  y  710,  que  señalan  los  casos  en  que  tiene  lugar  el  de  retener,  y 
del  724  sobre  el  fundamento  y  requisitos  para  el  interdicto  de  re- 
cobrar. 

Para  ello  es  indispensable  copiar  aquí  el  texto  de  los  artículos 
citados,  examinarlos  detenidamente,  y  ver  si  de  su  letra  ó  de  su  es- 
píritu puede  deducirse  la  verdadera  solución  de  este  conflicto. 

El  art.  709  dice  así:  «el  interdicto  de  retener  la  posesión  sólo 
tiene  lugar  cuando  ha  habido  conatos,  manifestados  por  algún  acto 
exterior  de  turbar  ó  inquietar  en  eita  al  que  los  tuviere,  exigiendo 
el  710  al  que  intenta  el  interdicto  información  para  acreditar:  1.*» 
que  se  halla  en  posesión;  j  2.*,  que  se  le  ha  tratado  de  inquietar  en 
ella  expresando  el  acto  que  lo  haya  hecho  temer.»  El  texto  del  ar- 
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licalo  724  es  como  sigue:  «el  qn^  solicite  que  se  le  restituya  la  po* 
sesión  de  que  haya  sido  despojado,  debe  ofrecer  infonnacton  sobre 
los  hechos  siguientes:  1 .%  hallarse  él  4  su  oausanle  en  la  posesión  ó 
tenencia  de  la  cosa  de  qne  haya  sido  despojado:  2.*,  haber  sido 
despojado  de  esta  posesión  ó  tenencia  designando  el  autor  del  des- 
pojo.» 

Sin  exponer  ahora  todas  las  diferencias  que  separan  y  dístin- 
gnen  á  ambos  interdictos,  bien  por  el  objeto  especial  para  que  se 
conceden,  ó  ya  por  las  consecuencias  que  sus  respectivas  declara- 
ciones producen,  dejando  á  un  lado  la  cuestión  sobre  el  carácter  y 
relación  jurídica  que  el  reclamante  debe  tener  respecto  de  la  cosa 
objeto  del  interdicto,  porque  esto  no  es  lo  importante  aquí ,  bastará 
indicar  que  en  el  primero,  ó  sea  en  el  interdicto  de  retener,  el  de- 
mandante sólo  pide  ser  mantenido  en  la  posesión  que  disfruta,  y  en 
la  cual  se  intenta  perturbarle,  según  lo  hacen  temer  ciertos  ac* 
tos,  de  suerte  que,  no  es  este  juicio  sumarísimo  un  r^edio  legal 
contra  un  mal  efectuado,  sino  una  prevención  ó  amparo  contra  el 
mal  que  se  teme,  en  él  se  trata  únicamente  de  parar  un  golpe  ó  vio- 
lencia que  se  cree  inminente  contra  el  derecho  de  posesión,  pero 
en  úhimo  término  ese  golpe  no  ha  llegado  aún,  esa  violencia  lio  es 
todavia  un  hecho  cierto  y  positivo;  mientras  qne  en  el  interdicto  de 
recobrar  se  parte  del  supuesto  de  haberse  cometido  esta  violencia 
en  el  estado  de  las  cosas,  se  afirma  nada  menos  que  la  existencia 
de  un  despojo,  y  como  consecuencia  natural  se  pide  la  restitución 
de  la  cosa  de  que  uno  ha  sido  despojado. 

Esta  distinción  la  observamos  en  las  mismas  palabras  de  los  ar- 
tículos copiados;  en  el  709  se  habla  de  comUos  manifeUados  por  al- 
gún aeío  exUrior,  de  turbar  ó  inquietar  á  uno  en  la  po9esion,  y  el 
724  se  refiere  al  despojo  efectaado  de  una  cosa;  las  frases  son  de 
signifik»eion  marcadamente  diversa,  conato  no  es  más  que  el  pro- 
yeeto,  empeño,  la  wtencion  de  hacer  una  cosa,  pero  no  es  el  acto 
mismo,  y  por  tanto,  en  el  sentido  del  art.  709,  será  la  intención  el 
proyecto  de  perturbar  á  uno  en  la  posesión  de  una  cosa,  pero  no  es 
la  perturbación  misma;  por  esos  deseos  ó  proyectos  manifestados  en 
algún  acto  exterior  no  se  ha  llegado  todavía-  al  hecho  de  turbar  en 
la  posesión  ó  inquietar  en  el  ejercicio  de  un  derecho,  sólo  se  ha  he- 
cho temer  que  esto  suceda  más  adelante,  pero  hasta  ahora  no  ha  te* 
nido  lugar,  mientras  que  despojo  es  el  acto  de  privar  á  uno  violen- 
tamente de  una  cosa  que  poseia,  ó  del  ejercicio  de  un  derecho  que 
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gozaba,  es  deeir,  que  es  un  hecho  consumado,  cierto,  oonsísteote 
en  haber  privado  i  uno  de  algo  que  t^ia  en  su  poder,  lo  cual  es 
bien  distinto  de  la  intención  ide  perturbarle  en  la  posesión  é  de  im» 
pedirle  el  ejercicio  de  un  derecho;  de  aquí  las  distintas  consecuen- 
cias de  uno  y  otro  interdicto. 

Fijándonos  detenidamente  en  el  significado  de  las  palabras  que 
acabamos  de  explicar,  parece  como  que  se  nota  un  vacio  en  la  ley, 
porque  dada  la  distancia  que  separa  á  un  artículo  del  otro,  quedan 
ciertos  actos  fuera  de  los  casos  comprendidos  en  cada  uno  de  aque- 
llos, resultando  que,  ó  no  hay  en  la  ley  civil  remedio  eficaz  para 
estos  actos  de  por  si  ilegales  y  atentatorios  contra  la  propiedad,  6 
hemos  de  acudir  ¿  la  interpretación  para  ver  cuil  de  los  interdictos 
debe  aplicarse. 

En  efecto,  sabemos  ya  cuándo  corresponde  el  interdicto  de  re- 
tener y  cuándo  procede  el  de  recobrar:  el  primero  tiene  lugar  sí  ha 
habido  conato  de  perturbar  á  otro  en  la  posesión  de  una  cosa,  y  el 
segundo  cuando  se  ha  efectuado  un  despojo.  ¿Mas  en  los  casosen 
que  haya  habido  más  que  conatos  de  turbar  ó  inquietar  á  otro  en 
la  posesión,  porque  esa  perturb^ion  ha  sido  un  hecho,  la  violencia 
se  ha  efectuado,  sea  una  ó  más  veces,  perp>in  que  tal  perturbación 
le  haya  privado  materialmente  de  la  cosa  que  tenia,  la  haya  arran- 
cado violentamente  de  su  poder,  qué  interdicto  tendrá  lugar? 

Se  trata,  por  ejemplo,  del  acto  de  haber  atravesado  una  finca 
con  un  carro  para  pasar  á  otra  colindante  con  objeto  de  ejecutar 
una  operación  agrícola,  como  sembrar,  recoger  la  mies,  etc.,  etc.: 
¿procederá  en  este  caso  el  interdicto  de  retener?  Parece  que  no,  si 
atendemos  al  texto  del  art.  709  de  la  ley,  porque  el  hecho  sale  de 
la  esfera  propia  de  este  articulo,  es  más  que  una  amenaza  de  in- 
quietar en  la  posesión  de  la  cosa,  constituye  por  si  una  violación 
del  derecho  de  propiedad  y  verdaderamente  ha  perturbado  al  due- 
ño en  la  quieta  y  pacifica  posesión  de  la  finca  atravesada.  Aquí  el 
mal  se  ha  efectuado  con  los  perjuicios  consiguientes:  no  es,  pues, 
de  aquellos  actos  que  le  hacen  temer,  sino  que  le  constituyen  por 
si  mismos. 

¿Procederá  el  interdicto  de  recobrar?  Si  la  palabra  despojo  del 
art.  724  significa  el  acto  material  de  prívarle.á  uno  violentamente 
de  una  cosa  que  tiene  en  su  poder,  tampoco,  porque  la  finca  con- 
tinúa en  el  mismo  estado  y  su  poseedor  puede  ejercitar  libremente 
su  derecho.  T  entonces,  ¿de  qué  medid  se  valdrá- el  dueño  6  posee- 
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dor  contra  esa  pertarbacíon  que  injusta  y  violentamente  se  le  ba 
causado? 

Esta  es  la  dificultad  que  hemos  hecho  notar  al  principio  de  este 
escrito,  7  que  realmente  no  liene  solución  en  nuestro  sentir/si  nos 
atenemos  exclusivamente  al  texto  de  los  artículos  copiados,  porque 
ninguno  de  ellos  expresa  los  actos  que  han  de  servir  como  de  ma- 
nifestación para  los  conatos  de  perturhar,  ni  los  que  deben  Consi- 
derarse como  fundamento  del  despojo:  hay,  pues,  necesidad  de 
acudir  á  la  interpretación  de  la  ley,  deduciendo  su  sentido  de  la 
naturaleza,  objeto  y  fin  de  los  interdictos,  y  especialmente  del  in- 
terdicto de  recobrar. 

La  ley  civil,  que  ha  dado  garantías  al  derecho  de  posesión  con- 
tra una  amenaza,  contra  un  conato  de  perturbar,  necesariamente 
la  protegerá  también  contra  la  perturbación  misma,  siquiera  ésta 
sea  leve,  y  esta  protección  no  puede  hallarse  más  que  en  el  inter- 
dicto de  retener  6  en  el  de  recobrar:  versa,  pues,  la  dificultad  en  la 
aplicación  de'  los  artículos  709  ó  124  según  ios  casos  respectivos. 

Considerar  como  despojo  todo  acto  que  signifique  una  intrusión 
en  la  propiedad  ajena  que  perturbe  el  derecho  de  posesión,  seria 
dar  al  art.  724  una  extensión  que  seguramente  no  ha  querido  darle 
la  ley,  puesto  que  habla  de  la  restitución  consiguiente  al  despojo 
efectuado,  y  en  estos  actos  nada  hay  que  restituir;  y  por  el  contra- 
rio, fundar  el  despojo  únicamente  en  el  hc«ho  material  de  privar  á 
uno  de  lo  que  posee,  arrancándolo  violentamente  de  su  poder  6 
prohibiéndole  injustamente  el  ejercicio  de  nn  derecho,  sería  res- 
tringir demasiado  su  sentido,  quedando  fuera  de  su  acción  ciertos 
hechos  muy  significativos,  que  sólo  en  el  interdicto  de  recobrar  en- 
cuentran remedio,  porque  no  caben  bajo  ningún  concepto  en  el  in- 
terdicto de  retener. 

Sobre  este  punto  es  donde  ha  existido  la  divergencia  de  opinio- 
nes y  la  distinta  práctica  en  los  Tribunales;  y  de  aquí  las  dudas  en 
los  diferentes  casos  prácticos  para  resolver  con  acertado  criterio. 
Sin  embargo,  hoy  se  hace  distinción  de  ciertos  actos  según  la  inten- 
ción que  ha  impulsado  al  agente  á  su  ejecución,  y  así  se  ha  venido 
como  á  trazar  una  línea  divisoria  entre  los  que  pueden  servir  de 
base  para  el  interdicto  de  retener  y  los  que  dan  lugar  á  la  restitu  - 
cion  en  interdicto  de  despojo. 

Entre  los  primeros  están  los  conatos  de  perturbar,  y  sobre  esto 
no  puede  caber  duda  alguna  como  es  la  amenaza,  y  ciertos  hechos 
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ilegales  que  significan  una  introsion  en  la  propiedad,  pero  qae  no 
se  repiten,  y  que  ni  por  sus  consecuencias  inmediatas  ni  por  la  in- 
tención del  ejecutante  privan  al  diieno  ó  poseedor  de  la  cosa  ni  le 
impiden  el  ejercicio  libre  de  sus  derechos,  tal  es  el  acto  de  atrave- 
sar una  finca  en  las  condicípnes  que  hemos  expuesto  anteriormen- 
te para  ejecutar  una  labor  agrícola  en  otra  colindante.  Estos  ac- 
tos por  si,  no  repetidos,  ni  suponen  intención  de  privar  al  poseedor 
de  la  finca  del  derecho  que  le  corresponde,  ni  presumen  ¿nimo  de 
constituir  servidumbre  sobre  la  misma,  y  cuando  más  se  consideran 
como  una  amenaza,  de  despojarle  algún  dia  de  esos  derechos. 

Entre  los  segundos,  ó  sea  los  actos  que  constitayen  el  fundaoien- 
to  para  el  interdicto  de  recobrar,  se  encuentran  aquellos  en  que 
realmente  ba  habido  privación  violenta  de  una  cosa  qn^  se  poseia, 
justa  ó  injustamente,  esto  no  es  del  caso,  verificando  en  ella  actos  de 
dominio,  considerando  excluido  al  que  la  tenia  en  su  poder,  y  los 
que  oponen  un  obstáculo  directo  intencional  para  impedirle  ejercer 
libremente  su  derecho  en  la  cosa,  ya  con  ánimo  deliberado  de  pri- 
varle de  este  derecho,  ó  negándose  á  reconocerle  el  que  se  le  dis- 
puta; estos  actos  constituyen  un  verdadero  despojo  para  los  efectos . 
del  art.  724,  debiendo  por  tanto  en  todos  ellos,  previa  la  informa- 
ción correspondiente,  declararse  la  restitución  en  todas  sus  conse- 
cuencias. 

Tal  es  el  criterio  adoptado  para  resolver  Jas  dudas  que  surgen 
del  texto  de  la  ley,  y  que  ciertamente  nos  parece  muy  fundado  en 
el  espíritu  de  esta,  y  conforme  á  la  naturaleza  y  fin  de  los  interdic- 
tos, los  cuales  no  tienen  contacto  alguno  ni  envuelven  la  idea  de 
una  sanción  penal,  limitándose  únicamente  á  ofrecer  una  repara- 
ción pronta  y  eficaz  contra  los  abusos  ó  agresiones  injustas  de  que 
sea  víctima  el  poseedor  de  la  cosa;  y  haciendo  ahora  la  debida  apli- 
cación al  caso  de  la  consulta  resultará  evidente,  en  nuestro  concepto, 
según  los  hechos  expresados,  la  procedencia  del  interdicto  entabla- 
do. Los  actos  ejecutados,  por  B.  y  consortes  no  han  sido  una  sim- 
ple amenaza;  no  envuelven  un  mero  conato  de  turbar  ó  inquietar  á 
aquel  en  la  posesión  de  su  terreno,  sino  que  de  hecho  se  le  ha  per- 
turbado  en  esa  posesión;  es  más,  se  le  ha  impedido  repetidas  veces, 
y  por  medio  de  la  violencia,  el  libre  ejercicio  de  los  derechos  de 
dueño,  puesto  que  se  vio  en  la  necesidad  de  suspender  la  edificación 
varias  veces  por  las  amenazas  de  B.,  manifestando  éste  en  aquellos 
actos  su  intención  de  privarlo  del  dominio  y  posesión  de  la  cosa, 
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negándole  su  carácter  de  dueño  de  la  finca  que  soponia  y  afirmaba 
pertenecía  aiCenun.*  ' 

Se  dice  también  en  la  coüBvIta  que  B.  rompió  los  cordeles  que 
designaban  los  linderos  del  terreno  de  A.,  y  esto  lo  hacía  cuando 
debía  suspender  pof  tercera  6  cuarta  vet  las  edificaciones,  estt;  he- 
cho ejecutadO'Con>  la  intención  maniféalada  claramente  por  B.,  lo 
mismo  que  ios  anteriores,  constituyen  en  nuestro  concepto  un  ver- 
dadero despojo  con  todas  las  eondiciones  que  exige  la  ley  de  Enjui^» 
ciamiento  civil»-  habiendo  lugar  á  declarar  la  restitución  consiguíen- 
te»  porque  hasta  enel  sentido  maferial  de  la  palabra  cabe  reponer  los 
cordeles  en  el  estado  y  situación  que  tenían  antes  de  ser  cortados, 
no  habiendo  obsiácuio  alguno  en  lo  que  suele  exponerse  de  que  no 
hay  nada  que  restituir,  pues  esta  palabra  debe  aceptarse  por  lo  que 
se  refiere  á  éste  interdicto  en  un  sentido  menos  material  y  más  ju- 
rídico que  el  de  devolución  de  aila  cosa,  en  el  de  reparación  de  la 
violencia  cometida  destruyendo  hasta  el  menor  indicio  de  esta  vio- 
lencia. 

A.  Cbirm. 
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OBSERVACIONES 

Á  U  SEHÜHGIA.ffi  LA  SALA  mClRA  DEL  TBI6BIAL  SOPRID 

dt  IS  le  Jnisis  iaY4,  s*re  aloM  le  isnrUta  esM  iHkitto udoMl. 


En  el  tomoti4,  pág.^63  de  esta  Rbvista»  tuvimos  el  gusto  de 
dar  á  conocer  el  informe  oral,  que  hicimos  en  la  vista  que,  del  re*- 
curso  que  teniamoi  interpuesto  contra  la  orden  del  Ministerio  de 
Hacíeiúla  de  27  de  Jaliio  de  1873,  eliminando  de  nuestro  expe- 
diente de  clasifioatíott  un  servicio  que  habíamos  prestado  en  la  Mi- 
licia Nacional  moviliíada,  tuvo  efecto  ante  la  Sala  tercera  dd  Tri- 
bunal Supremo  el  ^0  de  Bnero  del  presente  año. 

En  nuestro  informe,  sino  notable  por  sus  formas,  de  alguna  no- 
vedad si  por  lo  extraño  y  particular  del  caso  y  por  la  justicia  que 
nos  asistía,  examinamos  con  todo  detenimiento  la  cuestión,  que  in- 
dudablemente lemeiecia,  si  se  atiende  á  que  la  orden  de  27  de  Ju- 
nio nos  venia  á  despojar  de  un  derecho  legítimamente  adquirido,  á 
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aoalar  ud  servicio  que»  por  bu  imporUneia  d«  entraSar  nada  mé» 
nos  que  tres  acciones  de  guerra  ó  hechos  de  arma»»  dos  «slaba  ya 
mandado  abonar  como  militar  por  «na  ¿rdea  expedida  por  el  Mi- 
nisterio de  la  Guerra,  después  de  haberse  seguido  por  más  de  doa 
anos  un  expediente  justi^eativa  en  el  GoDse¡jo  Suf  remo  del  mismo 
nombre  para  depurar,  hasíA  para  el  criUria  má$  memfidaw^  dicho 
Bervicío,  y  que  tal  abono,  como  era  lo  legal  y  procedente,  había 
sido  respetado  por  el  Tribunal  de  primera  instancia  de  dases  pasi- 
vas y  por  el  Consejo  de  Estado»  y  sólo  el  A^bogado  fiscal  de  clases 
pasivas,  que  bté  el  que  llevó  la  cuestión  á  la  via  gubernatiya,  al* 
zándosa  infundadamente  del  fallo  unánime  del  Tribunal,  y  la  Sec- 
ción de  Letrados,  eran  los  ^lii|icos  que,  preocupados  seguramente 
por  un  celo  tan  mal  entendido  como  en  demasía  eiagerado,  hablan 
visto  la  cuestión  de  distinto  modo  que  unas  corporaciones  tan  au- 
torizadas y  respetables  como  el  Cuerpo  Supremo  consultivo  del 
Gobierno,  el  Consejo  de  la  Güera  y  el  Tribunal  de  ciases  pasivas. 

¿Cómo,  nos  decíamos  entonces,  y  con  razón,  ha  podido  ser  le- 
galmente  revocada  por  el  Ministro  de  Hacienda  una  orden  del  Mi- 
nisterio de  la  Guerra  mandando  abonar  un  servicio  como  militar? 

Una  Real  orden,  una  disposición  ministerial  es  firme  y  ejecu- 
toria, causa  estado,  y  sólo  puede  ser  revocada  en  la  via  conten- 
ciosa. 

Contra  las  resoluciones  del  Ministerio  de  la  Guerra  sobre  abo- 
no de  servicios  militares,  ni  aun  procede'el  recurso  contencioso. 

Esto,  anadiamos,  es  dogmático,  inconcuso  en  la  jurisprudencia 
administrativa^  y  cada  vez  nos  hacían  fiNialeoer  más  y  más  en  es- 
tas convicciones,  en  estos  principios  los  Reales  decretos  de  28  de 
Diciembre  de  1849, 21  de  Mayo  de  1853  y  20  de  Junio  de  18K8, 
las  leyes  de  23  de  Mayo  de  1845  y  17  de  Agosto  de  1860,  los  Reales 
decretos-sentencias  de  27  de  Mario  de  1802  y  16  de  Abril  y  19 
de  Junio  de  1863,  el  deoeto-ley  de  22  de  Octubre  de  1868  y  la 
Instrucción  dada  para  su  cumplimiento  de  8  de  Febrero  de  1869,  el 
articulo  142  de  la  Ordenanza  de  la  antigua  Milicia  Nacional  de  14 
de  Julio  de  1822,  que^como  restablecida  por  el  Real  decreto  de  21 
de  Agosto  de  1836,  estaba  vigente  cnand<»  prestamos  nuestro  servi- 
cio, las  reales  órdenes  de  10  de  Abril  (te  1865,  25  de  Febrero 
de  1861  y  20  de  Agosto  de  1872^  y  la»  sentencias  de  la  Sala  cuaru 
(hoy  tercera)  del  Tribunal  Supremo  de  27  de  Enero  de  1871  y  29 
de  Diciembre  de  1872. 


ABORO  DI  SERVICIOS.  339 

T  si  planteábamos  la  cuestión  en  el  terreno  de  la  Milicia  Nació- 
nal  movilizada,  todavía,  si  cabe,  veíamos  más  destacada  y  esplen- 
dente nuestra  justicia,  pues  nosotros,  en  cumplimiento  del  precepto 
del  art.  20  de  la  ley  de  presupuestos  de  29  de  Junio  de  i  867,  ha- 
bíamos acompañado  á  la  hoja  del  servicio  certificación  de  las  listas 
de  revista,  y  si  no  aparecíamos  figurando  en  ellas  ya  esplicaba  sa- 
tisfactoriamente el  motivo  la  Intervención  Militar,  ya  manifestaba 
que  era  porque  no  se  habían  llevado  listas  nominales  sino  numéri- 
cas, y  porque  aun  en  estas  no  se  acostumbraba  incluir  á  los  que 
renunciaban  y  no  reclamaban  sus  haberes  ¿e  campana,  en  cuyo 
casó  ínsínuaba^qne^  podíamos  muy  bien,  como  así  era  lo  cierto,  en- 
contrarnos. 

T  esta  irregularidad  de  la  Administración  Hilitar  en  haber 
llevado  las  listas  de  revista,  es  claro,  decíamos,  que  nunca  puede 
sernos  imputable,  pues  comprendíamos,  como  lo  habia  entendido  el 
Consejo  de  £stado  y  lo  sienta  también  en  sus  fundados  y  justísimos 
considerandos  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo,  «que  la  garantía 
»de  las  listas  de  revista  sólo  la  tiene  establecida  la  ley  para  evitar 
«abusos,  y  jamás  como  prueba  taxativa  para  anular  servicios  tan 
«comprobados  y  aquilatados  como  el  nuestro,  y  que  el  cumplimien- 
»to  de  un  precepto  legal  siempre  presupone,  como  todo,  en  lo  moral 
»y  en  lo  físico,  términos  hábiles  de  realización,  y  por  consiguiente 
«tiene  por  fuerza  que  vivir  y  estar  á  ellos  subordinacíb, »  mucho 
más  si  esa  &lta  de  términos  hábiles  procede,  como  acontece  des- 
graciadamente en  el  caso,  de  una  irregularidad  tan  lamentable,  de 
una  contradicción  tan  flagrante  como  la  que  resulta  de  los  datos 
suministrados  por  las  oficinas  de  (a  Administración  Militar,  hasta 
el  punto  de  haber  afirmado  en  la  primera  certificación  expedida 
por  la  Intervención  de  Castilla  .la  Vieja  en  1868  que  no  se  habian 
llevado  listas  de  revista  nominales  sino  numéricas,  y  luego  hacer- 
nos ya  aparecer  figurando  nominalmente  en  las  listas  de  los  mese& 
de  Julio  y  Agosto  de  1836,  en  la  nueva  certificación  que  para  mejor 
proveer  pidió  la  Sala  á  la  misma  Intervención  Militar  en  23  de 
Enero  del  presente  ano. 

El  Tribunal  Supremo,  pues,  no  ha  podido  prescindir  de  reco- 
nocer, como  lo  habia  hecho  ya  el  Consejo  de  Estado,  estos  princi- 
pios tan  tutelares  y  de  tanta  justicia,  poniéndose,  como  siempre,, 
el  primer  Tribunal  de  la  nadon  á  la  altura  de  la  rectitud  y  justifi- 
cación que  presiden  todos  sus  cactos;  y  hé  aquí  con  cuánta  razón 
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reclamamos  la  orden  del  MiDÍsterio  de  Hacienda  de  27  de  Joni#  de 
1873,  y  pedimos  su  revocación  y  la  hemos  conseguido,  porque  ver- 
daderamente que  jamás  podíamos  estar  conformes  en  que,  desvián- 
dose el  Itlinistro  de  Hacienda.de  esos  principios,  uq  sólo  consigna* 
dos  ya  en  el  Real  decreto-sentejicia  de  6  de  Agoste  de  4866  y  en 
la  sentencia  de  la  misma  Sala  de  4  de  Diciembre  de  1871,  sino  lo 
que  es  más  hasta  reconocidos  también  por  el  mismo  liinisterio  de 
Hacienda  en  las  órdenes  de  26  de  Abril  de  1870  y  19  de  Junio  de 
1872  en  qiie  luego  nos  ocuparemos,  disposiciones  {odas  que  citamos 
en  nuestro  informe,  incurriendo  el  Mioistro  en  una  maniGesta  con- 
tradicción nos  anulase  el  importan^  servicio  de  que  s^  trata,  cuan- 
do, además  de  hallarse  tan  comprobado,  depurado  y  aquilatado  en 
el  expediente  que  se  siguió  al  efecto  por  más  de  dos  anos  en  el  Con- 
sejo  Supremo  de  la  Guerra,  hasta  para  el  criterio  más  eacrupuloso, 
según  la  frase  del  Cousejo  de  Estado,  á  los  movilizados  de  las  Pro- 
vincias Vascongadas,  Navarra  y  Logroño,  y  vamos  ya  á  ocuparnos 
de  las  órdenes  de  26  de  Abril  de  1870  y  19  de  Junio  d^  1872  y  de 
la  contradicción  indicada,  á  aquellos  movilizados,  repetimos,  que, 
por  no  haberse  llevado  tampoco  allí  con  regularidad  las  listas  de  re- 
vista, estaban  en  el  caso  en  la  misma  imposibilidad  material  que 
nosotros  los  de  Oviedo,  y  que,  por  lo  tanto,  tampoco  podian  apa- 
recer figurando  en  ellas,  á  aquellos  movilizados, les  hahia  mandado 
abonar  el  s^icio  el  mismo  Ministerio  de  Hacienda  por  las  citadas 
órdenes  de  26  de  Abril  de  1870  y  19  de  Junio  de  1872  recaídas, 
de  conformidad  con  lo  que  había,  consultado,  el  Consejo  de  Estado, 
en  los  espedientes  de  clasificación  de  los  Sres.  Blazquez  Labiano  y 
Gorostidi,  dando  por  razón  que  una  (;ausa.pomo  «sa  tan  completa- 
mente agena  á  la  voluntad  de  aquellos  interesados  no  podía  serles 
imputable.  . 

T  sí  no  pudo  serles  imputable»  icómo  habi^  de,  serlo  para  nois- 
otro3,  cuando,  cómo  lo  reconoce  el  Tribunal  Supremo  en  los  consi- 
derandos de  su  justísima  sentencia,  «esa  causa  n^  puede  menos  de 
»tener  una  aplicación  idéntica  y  perfecta  á  nuestro  caso,  si.  no  ha 
»de  pretenderse  exigirsenos,  á  titulo  de  un  tecnicismo  rigoroso  y 
"Con  agravio  de  la  justicia  y  danp  cierto,  un  imposible  que  rec^a- 
»zan  las  buenas  teotías  y  las  prácticas  usuales  del  procedimiento,» 
mucho  más  estando  tan  cumplidamente  acreditado  e(  servicio  y  sin 
duda  que  con  más  elementos  de  prueba  que  habían  contado  para 
probar  el  suyo  los  interesados. en  aquellos  expedientes,  atendiendo 
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al  quepan  comprobar,  depurar  y  aquilatar  naestro  servicio  se  si- 
pió  por  más  de  dos  anos  eo  el  Consejo  dé  la  Guerra? 

¿Cómo,  pues,  podríamos  resignarnos  á  que,  incurriendo  el  Mi- 
nistro át  Hacienda  en  tamaña  contradicción,  prescindiendo  gratui-* 
tamente  de  los  principios  que  dejamos  consignados  y  se  sientan  en 
los  considerandos  de  la  sentencia,  y  contraviniendo  además  al  dog- 
ma juridico-administrativo  de  que  contra  las  resoluciones  del  Mi- 
níáterío  de  la  <jnerra  mandando  abonar  servicios  militares,  ni  aun 
sabe  el  recurso  contencioso,  quedase  subsistente  la  orden  de  27  de 
Junio? 

Esta  orden,  pues,  por  más  que  por  un  celo,  volvemos  á  decir, 
exagerado  en  demasfa  y  que  basta  rayaba  en  aquello  de  summum 
jus9imma  injuria,  lo  hubiesen  entendido  de  otro  modo  la  Sección 
de  Letrados  y  él  Ministerio  (ical  separándose  con  lastimosa  ligereza 
del  criterio  de  la  razón,  de  la  opinión  autorizada  de  unos  cuerpos 
tan  elevados  como  el  Consejo  de  Estado  y  el  Consejo  de  la  Guerra, 
no  podía  subsistir  como  nula  y  como  injusta,  y  por  esto  es  que  el 
primer  Tribunal  de  la  Nación,  reconociéndolo  asi,  no  ha  podido  me- 
nos; aceptando  el  criterio  de  tan  ilustrados  cuerpos  y  dejándolos  en  el 
buen  lugar  que  por  tantos  títulos  se  merecen,  de  salir  también,  co- 
mo siempre  lo  esperábamos,^  en  defensa  de  los  fueros  de  nuestra 
justicia,  revocando  la  orden  de  27.  de  Junio  y  accediendo  en  un 
todo  á  nuestra  justísima  pretensión. 

Séanos  permitido  que  antes  de  cotíciuir  hagamos  partícipes  á 
nuestros  companeros  de  la  dulce  emoción  que  experimentamos  en 
estos  momentos  al  sentir  deslizarse  por  nuestras  meditas  una  lá- 
grima de  gratitud  hacia  los  dignísimos  Magistrados  que,  como 
siempre  y  constantemente  lo  verifican,  nos  han  hecho  cumplida 
justicia. 

La  gratitud,  hondamente  en  nosotros  arraigada,  no  nos  deja, 
pues,  terminar  sin  enviarles  esta  muestra  expresiva  de  nuestro  más 
profundo  reconocimiento. 

«Estamos  convencidos,  decíamos  en  el  articulo  que  publicamos 
en  i869  en  esta  Rivista,  tomo  34,  página  5K,  al  tratar  la  cuestión 
de  la  conveniencia  ó  inconveniencia  de  haber  sido  trasladada  á  los 
Tribunales  ordinarios  la  jurisdicción  contencioso-administrativa,  de 
que  el  Tribunal  Supremo,  al  ejercer  sus  nuevas  atribuciones,  nos 
seguirá  dando  las  repetidas  pruebas  que  hasta  aqu(  nos  tiene  dadas 
de  su  invariable  rectitud,  pruebas  que,  sea  dicho  de  paso,  como 
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hemos  tenido  el  gusto  de  reconocer  en  otras  ocasiones,  tributándole 

este  tan  justo  como  merecido  bomenaje,  tanto  le  elevan  7  enalte- 
cen,» y  nuestras  intimas  convicciones  de  entonces  y  de  siempre  las 
vemos  hoy,  como  las  veremos  constantemente  cuando  tengamos  que 
demandar  justicia  al  primer  Tribunal  de  la  Nación,  convertidas  en 
realidad. 

Ni  una  palabra  más»  y  pasemos  ya  á  dar  á  conocer,  con  los 
puntos  que  resuelve,  la  refi^rida  sentencia,  por  lo  mucho  que  in- 
teresa anticipar  á  nuestros  companeros  el  conocimiento  de  tan  no- 
table como  importante  documento  para  los  casos  que  desde  luego 
puedan  ocurrir  en  que  deba^ tener  aplicación. 
Hé  aquí,  pues  el  texto  literal  del  expresado  fallo. 
Sentencia  (26  de  Junio  de  1874.)— Abono  de  un  servicio  de  Mi- 
liciano Nacional  movilizado.— Se  revoca  por  la  Sala  tercera  del  Tri- 
bunal Supremo  la  orden  de  27  de  Junio  de  1873,  reclamada  por 
D.  Pedro  Gotarredona,  y  se  resuelve: 

1.*  Que  al  declarar  el  art.  10  de  la  ley  de  presupuestos  de  28 
de  Febrero  de  1873  sin  efecto  retroactivo,  en  ningún  caso,  el  De- 
creto-ley de  22  de  Octubre  de  18S8,  disipando  las  dudas  á  que 
diera  lugar,  quedó  subsistente  en  toda  su  integridad,  como  lega- 
lidad única  aplicable,  el  art.  20  de  la  Ley  de  presupuestos  de  29  de 
Junio  de  1867,  según  el  cual,  para  acreditar  el  servicio  de  Milicia- 
no Nacional  movilizado,  reconocido  como  base  d«  carrera  y  que  dá 
derecho  á  haber  pasivo,  se  presentará  «hoja  de  los  mismos  redactada 
•por  los  Capitanes  Generales,  á  cuyo  documento  acompañará  cer- 
«tificacion  de  las  Oficinas  militares  que  acredite  figuró  el  interesa- 
»do  en  las  listas  de  revista;  si  percibió  haber  como  movilizado;  y 
•sino  lo  percibió,  si  renunció  su  di^fute  ó  no  fué  acreditado  á  los  de 
»su  clase.» 

2.*  Que  esta  prueba  documental  establecida  para  garantir  los 
inte^'eses  del  Estado  contra  los  abusos  codiciosos  del  interés  parti- 
cular, no  para  anular  los  derechos  por  ley  expresa  concedidos  aun 
entendida  como  taxativa,  vive  como  todas  las  cosas,  subordinada  y 
se  desarrolla  dentro  de  la  inflexible  ley  de  la  humana  posibilidad 
que  impera  en  el  orden  moral  y  en  el  físico,  y  presupone  por  tanto 
para  su  cumplimiento  en  los  casos  prácticos  términos  hábiles  de 
realización* 

3.*  Que  una  orden  dictada  por  el  Ministerio  de  la  Guerra  man- 
dando al  Capitán  general  redactar  hoja  de  los  servicios  de  Miliciano 
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Náeimial  movilizado  eomp  senricioe  tnilHafes,  prério  expediente  jus- 
ti6catiTo  ante  el  Consejo  Supreaio  del  mismo  nombre  en  que  se  hn* 
biesen  eomprobado,  depurado  7  aquilatado,  coAstitaye  por  sf  sola 
una  prueba  de  gran  valor  é  importancia. 

4.*  Qué^o  debe  obstar  que  de  la  certificación  de  las  lisias  de 
revista  aparezca  que  el  interesado  no  figura  en  ellas  nominalmen- 
te  por  todo  el  tiempo  que  reclama,  pudiendo  atribuirse  esto  á  la  fbr« 
ma  irregular  en  que  se  hubiesen  llevado  las  listas  cuando  consta 
que  se  llevaron  más  bien  numáricas  qne  nominales,  ó  tal  vez  á  que 
no  percibiera  haber  alguno,  si  asi  lo  asegurase  y  se  insinuara  en  la 
certificación. 

B/  Que  son  indicios  seguros  de  la  irregularidad  de  las  listas  y 
de  su  estado  de  oscuridad,  después  del  tiempo  trascurrido,  iostér* 
minos  confuso»  de  la  certificación  y  su  resultado,  si  él,  al  parecer» 
es  contradictorio. 

6.*  Que  la  irregularidad  lamentable  ée  las  listas  de  revista  y  la 
confusión  contradictoria  entre  ellas,  los  estractos  y  las  listas  unidas 
á  los  estractos,  general  para  todos  los  movilizados  de  un  d¡strila« 
produce  un  obstáculo  insuperable  que  impide  llenar  el  ultimo  61- 
tremo  de  la  disposición  taxativa  del  art.  20  de  la  ley  de  presupues- 
de  29  de  Junio  de  1867,  constituyendo  un  verdadero  caso  deímpo^ 
sibilidad  material  insuperable  para  el  interesado,  y  qne,  siendo 
ageno  de  todo  punto  á  su  voluntad  y  como  tal  no  imputable,  no  pue* 
de,  sin  agravio  de  la  justicia  y  dai(o  cierto,  anular  sus  derechos  le- 
gítimos suficientemente  acreditados. 

7.*    Que  esta  lazonoble  escusa  de  imposibilidad,  aceptada  por  el 
Consejo  de  Estado  y  por  el  Ciobiemo  como  regla  general  respecto  á 
los  Voluntarios  de  las  Provincias  Vascongadas  y  Navarra,   tiene 
aplicación  idéntica  y  perfecta  á  los  casos  análogos  si  no  ba  de  pre*- 
tenderse  exigir  lo  que  el  estado  de  las  listas  impide  realizar,  á  pesar 
de  haberse  probado  cumplidamente  el  ser  vicio  y  estar  reconocido 
y  declarado  por  una  orden  dictada  por  el  Ministerio  de  la  Guerra. 
T  8.*    Que  los  prudentes  términos  de *bien  entendida  equidad, 
y  aun  la  justicia  estricta,  resisten  privar  de  derechos  espresamente  - 
concedidos  por  una  tcy,  á  título  dé  tecnicismo  riguroso  de  una  dis- 
posición adjetiva,  referente  á  la  prueba,  de  i  mposible  cumplimiento, 
cuando  los  servicios  son  ciertos  y  están  aereditados  por  medios  pro- 
batorios reconocidos  como  bastantes  en  las  buenas  teorias  y  prácticas 
usuales  del  procedimiento  y  por  una  orden  del  Poder  Ejecutivo. 
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.    En  la  vilto  de  Madfid  á  16  de  Jttoio  de  1874,  en  el  pleito  eontencioeo* 

administrativo  que  ante  Nos  pende  en  virtud  de  apelación  interpuesta 
por  D.  Pedro  Gotarredonadem  resolución  del  Ministerio  de  Hacienda 
de  27  de  Junio  de  1873,  que -reformó  un  acuerdo  del  aliprisido  Tribu- 
nal de  primera  instancia  de  clases  pasivas  relativo  á  sa  clasificación,  en 
que  es  parte  el  Ministerio  fiscal  en  representación  dé  la  Administración 
general  del  astado. 

Resultando  que  jubilado  el  MagíalradoD.  Pedro  Gotarredona  por 
Real  decreto  de  tt  de  Noviembre  de  Í87S,  en  16  de  Diciembre  siguiente 
acudió  al  Tribunal  de  primera  instancia  de  clases  pasivas  pidiendo  que 
se  le  aumentara  i  la  última  elaeificaeíon  que  se  le  habia  hecho  el  tiem- 
po de  tres  años,  tres  meses  y  cinco  días  que  habia  servido  en  diferen- 
tes Audiencias  de  la  Península,  seis  meses  y  diez  y  siete  días  de  Mili- 
ciano Nacional  movilizado  de  Oviedo  y  los  ocho  ahos  de  carrera,  que 
formaban  en  todo  treinta  y  cinco  años  de  servicios  que  le  d^an  aere* 
cho  á  las  cuatro  quintas  partes,  no  del  sueldo  de  diez  mil  pesetas  que 
habia  disfrutado  como  Juez  de  San  Germán,  sino  del  de  quince  mil  que 
percibió  del  de  Mayagfles: 

Resultando  que  instruido  expediente  ¿  instancia  dojGotarredona  en 
la  Capitanea  General  de  Castilla  la  Vieja  para  que  se  le  expidiera  la  hoja 
de  servicios  militaren  que  habia  prestado  como  Miliciano  Nacional  mo- 
vilizado, considerándose  con  derecho  al  abono  de  cuatro  años,  ocho 
meses  y  veinticinco  días,  informó  la  Intendencia  Militar  del  Distrito 
Comisaría  de  Guerra  y  Ayuntamiento  de  Oviedo,  que  la  Milicia  Nacio- 
nal de  esta  provincia  estuvo  movilizada  desde  el  t9  de  Julio  allO  de 
Agosto  inclusive  de  1836;  en  loe  mesen  de  Enero,  Febrero,  Setiembre, 
Octubre,  Noviembre  y  Diciembre  de  1837,  tres  dias  de  Marzo  y  siete  de 
Abril  de  1838,  que  en  junto  componen  la  suma  de  seis  meses  y  diez  y 
siete  dias: 

Resultando  que,  elevado  el  expediente  al  Ministerio  de  la  Guerra  y 
oido  el  Consejo  Supremo,  el  Regente  del  Reino  conforme  con  el  dicta- 
men de  este  alto  Cuerpo  por  orden  de  f .°  de  Febrero  de  1870  mandó 
que  se  reformase  la  eorrespondiente  hoja  de  servicios  militares  acredi* 
tándosele  en  ella  seis  meses  v  diez  y  siete  dias  que  desde  1836  á  1840  es- 
tuvo movilizada  la  Milicia  ^facional  de  Oviedo,  y  que  eh  cumplimiento 
de  esta  orden  la  Capitanía  General  del  Distrito  redactó  la  hoja  de  ser- 
vicios del  interesado  acreditándole  el  tiempo  referido  como  Miliciana 
movilizado: 

Resultando  que  remitidas  las  anteriores  diligencias  al  Tribunal  de 
primera  instancia  de  clases  pasivas  informaron  sucesivamente  la  Sec- 
ción administrativa  y  el  Abogado  fiscal,. manifestando  aquella  que  ha- 
biendo estado  movilizado  Gotarredona  por  espacio  de  seis  meses  y  diez 
y  siete  dias  como  Miliciano  de  Oviedo,  se  le  abonaba  este  tiempo  de 
servicio  según  la  Real  orden  de  1 .®  de*  Febrero  antes  ollada,  y  el  segun- 
do que  procedía  la  rehoya  de  dicho  servicio  ó  al  menos  que  quedase  en 
suspenso  su  abono  en  la  clasificación  de  aquel,  ínterin  no  lo  justifícase 
en  forma,  declarándote  en  su  virtud  el  haber  correspondiente  á  las  tres 
quintas  partes  del  sueldo  qne  se  le  tomaba  por  regulador  por  no  llegar 
sus  servicios  con  esta  rebaja  á  treinta  y  cinco  años,  fundándose  princi- 

S símente  en  que  no  se  había  justificado  lo  exigido  por  la  última  parte 
el  articulo  ftO  de  la  ley  de  presupuestos  de  t^  de  Junio  de  1867,  i^ 
gla  i.^  del  Decreto-ley  de  t%  de  Octubre  de  4868,  de  haber  pasado  re- 
vista el  indicado  sugeto  figurando  en  ella  con  percepción  de  haberes,  y 
en  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  15  de  Junio  de  4872: 
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RésnlUndo  q«o  átdo  ooDoeimiento  i  Goturredona  del  anterior  die-> 
Umeo  pidió  qae  le  deseslimafe  y  fallara  eonforrae  i  la  jasla  resolueioD 
admíoislrativa  y  eooio  lo  teaia  sokicitMk»  antefionnente,  fandándose  en 
qne  eran  inaplioablea  al  caso  coaerela  laa  disposiciones  qne  cita  por 
haber  sido  derogadas  pcw  la  toy  de  presnpaestos  de  18  de  Febrero 
de  1873,  por  tratarse  de  servicios  militares  ya  clasificados  y  reconocidoe 
por  la  Antoridad  privativa  y  cosDpetente  del  Consejo  Supremo  de  la 
Ouerra,  y  i  mayor  abundamiento  por  estar  también  mandado  que  se  le 
abonen  dichos  servicios  por  la  ótdende  la  Regencia  dé  i.^  de  Febrero 
ya  mencionado  qae  ba  cansado  estado  y  qne  hoy  no  podía  revocarse: 

•  Resaltando  ^ae  al  repHcar  de  nnevo  el  Fiscal  sostuvo  lo  expuesto 
en  el  anterior  dictAmen  por  que  las  citas  legales  qne  hacia  el  interesado 
se  referían  á  disposiciones  anteriores  á  la  lev  de  presupuestos  de  1867, 
que  era  la  base  fundamental  donde  se  exigía  el  justificante  de  que  se 
traU,  y  no  el  Decrelo-ley  de  M  da  Optubro  de  1868,  hallándose  aquella 
ley  en  su  fu<na  y  vigor  aunque  «ste  decreto  no  tuviese  efecto  re- 
troactivo: 

Resultando  que  el  Tribunal  de  clases  pasivas,  en  sesión  de '%%  de 
Manode.  1873,  reconoció  áD.  Pedro  Gotarredona  el  servicio  de  los 
seis  meses  y  dies  y  siete  dias  de  MiUeiaiio  Nacional  movilisado  de  Ovie- 
do desde  S9  de  Julio  de  1836,  con  lo  demás  propuesto  por  el  Negociado 
y  Ministerio  fiscal  para  la  clasificación  del  mismo  en  su  actual  situación 
de  jubiUdo  hasta  7  de  Diciembre  de  I87S,  que  componen  un  total  de 
servicios  al  Estado  de  treinta  y  cinco  años  y  doce  dias,  declarándole  por 
elloiel  haber  de  ocho  mil  pesetas  anuales,  cuatro  quintas  partes  del 
sueldo  regulador  de  dies  mil  pesetas,  fandándose,  entre  otras  ratones, 
en  qne  comprendía  estaba  cumplido  el  extremo  qae  se  refería  en  la  ley 
de  presupuestos  de  1867,  aceptando  como  documento  supletorio  el  dic- 
tamen del  Consejo  Supremo  de  la  Guerra  y  la  resolución  del  Regente 
del  Reino  de.  I.^de  Febrero  ya  citado: 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  se  sisó  de  dicho  acuerdo,  y  en  su 
virtud  el  mismo  Tribunal  declaró  provisionalmente  á  D.  Pedro  Gotar* 
redona,  hasta  la  decisión  del  Gobierno  de  la  República,  como  menor 
haberi  de  conformidad  con  dicho  funcionario,  las  tres  quintas  partea 
del  regulador  de  dies  mil  pesetas,  ó  sean  seis  mil  anuales,  con  el  reco- 
nocimiento de  treinta  y  cuatro  años,  cinco  meses  y  veinticinco  dias  de 
servicios,  en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  art.  5.^  del  decreto  del  Go- 
bierno Provisional  de  13  de  Diciembre  de  1868: 

Resultando  que  elevado  el  expediente  á  la  Superioridad,  el  Ministe- 
rio fiscal  pidió  que  se  dictase  la  resolución  que  se  creyese  más  acerta- 
da,  reiterando  y  ampliando  los  fundamentos  anteriormente  alegados: 
que  Gotarredona  presentó  un  escrito  al  que  acompañaba  una  certifica- 
con^  expedida  por  la  Intendencia  militar,  de  la  que  aparecía  que  no 
figuraba  nominalmente  en  las  listas  de  Miliciano  nacional  movilisado 
en  las  apocas  á  que  se  aludía,  constando  sólo  en  el  extracto  del  mes  de 
Noviembre  de  1836  las  reclamaciones  por  notas  de  los  individuos  que 
se  incorporaron  en  diferentes  fechaade  Octubre  anterior,  en  cuyo  mes, 
aunque  justificaba  el  interesado  por  los  documentos  que  acompañara 
que  se  encontró  movilizado,  practicándose  dichas  reclamaciones  numé- 
ricas y  no  nominales,  tampoco  aparecía  de  una  manera  cierta  que  Don 
Pedro  Gotarredona  se  hallMe  incHiido,  siendo  acaso  la  causa  de  la  ca- 
rencia de  estos  datos  el  acostumbrarse  á  no  incluir  en  las  listaa  á  los 
que  optaban  por  no  percibir  haberes  ni  raciones,  en  cuyo  caso  podía 
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enoontnrie;  y  qoé,  «legaado  que,  eiim|Mo  lo  q«e  exige  el  ert.  Í0  de 
la  ley  de  Presopuestos  de  1861,  no  ere  jatlo  ^ae  le  fieijadiease  b  eir- 
cuDsUncle  de  no  eperecer  en  eqaellai  litUs,  nende  cierlo  qve  petó  re- 
YÍsU  dorante  el  mríodo  de  ns  servieios,  en/os  heehoa  ealel>a  pronto  i 
justificar  por  medio  de  una  información,  pidió  qñe  le  deseatimese  el 
reenrso  del  Ministerio  fiscal  j  se  confirmase  en  la  parte  por  él  redama* 
da  el  acuerdo  del  Tribunal  de  2t  de  Marzo  meneíoiindo: 

Resnlsando  que  oidot  el  Negociado  de  Hacienda,  la  Sección  de  Le^ 
Irados  y  la  de  Hacienda  y  ultramar  del  Consejo  de  EsUdo,  opinaron,  la 
seffonda,  que  de  confoonidad  con  lo  propuesto  por  el  Fiscal  del  Tríbii- 
nal  de  Clases  pasivas,  procedía  adoptarse  la  resolución  que  indicaba,  y 

Sor  el  contrario,  el  primero  y  Altimo,  que  debia  confirmarse  el  acuerdo 
e  dicho  Tribunal  por  el  que  se  receneció  á  Gotarredooa  los  seis  meses 
y  diez  y  siete  días  qne  fué  Miliciano  nacional  movilizado,  fnndándoee 
en  que  éste  había  cumplido  el  requisito  legal  establecido  en  la  ley  de 
4867,  qne  si  bien  déla  certifieacidn  no  aparecía  hubiese  estado  movHi» 
zado,  esta  negativa  no  era  particular  sino  para  todos  los  Milicianos  de 
Oviedo,  puesto  qne  la  Intervención  militar  certificaba  que  no  exietian 
listas  de  retista  nominales,  pero  si  numéricas,  y  por  qué  á  los  «[oe  re- 
nunciaban al  haber  que  como  á  tales  movilizados  les  estaba  declarado, 
no  los  inoluian  en  esas  listas  de  revista  numéricas ;  que  la  imposibilidad 
material  y  ajena  á  su  voluntad  en  que  se  encontraban  loe  Milicianos  de 
Oviedo  de  eumplir  en  un' todo  con  el  precepto  IcmI  citado,  en  cuanto 
á  justificar  el  servicio  de  movilizado,  no  podía  resolverse  en  modo  al- 

Suno  con  la  pérdida  del  derecho  que  les  concedió  la  ley  de  13  de  Mayo 
e  1846,  á  que  el  tiempo  que  fueran  talos  Milicianos  movilizados  se  les 
abonase  en  sus  respectivas  clasificaciones;  qne  en  el  presente  caso  esta- 
ban garantizados  aun  para  el  criterio  más  esernpuloso  los  servicios  que 
Gotarredona  prestó  como  Miliciano*  de  Oviendo,  pues  que  la  faltado 
prueba  afirmativa  de  que  carece  la  certificación  de  la  Intervención  mili- 
tar estaba  subsanada  por  el  expediente  tramitado  en  el  Ministerio  de  la 
Guerra  en  que  informaron  la  Intendencia,  Comisaría,  Ayuntamiento  de 
Oviedo  y  Consejo  Supremo  de  la  Guerra,  de  conformidad  con  los  que 
se  mandó  al  Capitán  General  de  Castilla  la  Vieja,  por  orden  de  la  Re- 

rcia  de  1.°  de  Febrero  de  1870;  que  se  redactase  la  hoja  de  servicio 
uiuel  por  el  tiempo  expresado  y  no  por  el  gne  pretendía,  cuya  re- 
baja era  otra  prueba  más  de  que  en  el  expediente  instruido  por  el  Mi- 
nisterio de  la  Guerra  se  depuraron  los  servicios  que  prestó  como  tal 
Miliciano,  v  que  en  tal  sentido  habia  informado  la  Sección  en  otros  ex- 
pedientes de  Igual  índole,  con  cuyo  criterio  se  resolvieron  por  órdenes 
de  t6  de  Abril  de  1870  y  19  de  Junio  de  1879,  en  las  que  se  mandó  abo* 
nar,  con  sólo  la  presentación  de  las  hojas  de  servicios  militares  de  ias 
Capitanías  generales,  los  de  movilización  que  durante  la  dltima  guerra 
civil  prestaran  los  Milicianos  de  ias  Provincias  Vascongadas,  Navarra  y 
Loffrofio,  relevándoles  de  presentar  las  certificaciones  de  las  Oficinas 
militares,  atendida  la  imposibilidad  de  cumplir  con  el  precepto  legal: 
Resultando  que  el  Gooiemo  de  la  República  por  orden  de  17  de  Ju- 
nio de  1873,  oído  el  parecer  de  la  Sección  de  Hacienda  y  Ultramar  del 
Consejo  de  Estado  y  de  conformidad  con  el  dictamen  de  la  de  Letrados 
de  aquel  Ministerio,  mandó  se  reformase  el  acuerdo  apelado  del  supri- 
mido Tribunal  de  primera  instancia  de  Clases  pasivas,  eliminándose  de 
la  clasificación  practicada  á  D.  Pedro  Gotarredona  los  seis  meses  y  diez 
y  siete  dias  que  se  le  abanaron  como  MHiciano  Nacional  movilizado  de 
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Oviedo,  íandándose  prioeipalmeiite  en  el  arl.  tO  de  la  ley  de  Premí* 
puestos  de  1867: 

Resultando  que  D.  Pedro  Gotamdona  se  alió  de  ella,  y  remitido 
el  expediente  gubernativo  ¿  este  Tribunal  Supremo,  en  ti  de  Julio  úl- 
timo mejoró  eirecurso  por  su  propio  derecbo  con  la  pretensión  de  aue, 
dejando  sin  efecto  U  resolución  ministerial  reclamaaa  por  ser  nula  é 
injusta,  se  confirmase,  de  conformidad  con  lo  consultado  por  el  Consejo 
de  Estado,  el  fallo  del  Tribunal  de  primera  instancia  de  Clases  pasivas 
en  la  parte  apelada,  fundándose  en  que  era  un  principio  de  derecbo 
administrativo  que  una  Real  orden  6  disposición  ministerial  es  firme  y 
ejecutoria  y  sólo  nu^de  ser  revooada  en  la  vía  sentenciosa;  en  el  Real 
aecreto  de  SO  de  Junio  de  1858  que  amplió  i  todos  los  Ministerios  lo 
dispuesto  respecto  al  de  Hacienda  en  el  de  Si  de  Mayo  de  1353,  como 
así  lo  est^Ieció  también  el  Real  decreto*sentencia  de  10  de  Junio  de 
1863;  en  el  art.  I4S  de  la  Ordenanza  de  la«Hilicia Nacional  antiguada 
li  de  Julio  de  laU;  en  la  Real  orden  de  10  de  Abril  de  1856  y  SO  de 
Agosto  de  I87S,  de  manera  de  no  quedar  duda  alguna  de  qne  tanto  sor 
razón  de  la  materia  como  de  la  forma  el  Ministerio  de  HacieBda  hania 
carecido  de  facultades  para  dejar  sin  efecto  y  contrariar  como  lo  hizo 
la  Real  orden  del  Ministerio  de  la  GuMra  de  1.^  de  Febrero  do  1870, 
siendo  nulo  este  acto,  y  que  como  tal  no  podía  snbsíatir: 

Resultando  que  de  dos.  certificaciones  que  presentó,  expedidas  por 
el  Secretario  de  Ayuntamiento  y  Rector  de  la  Universidad  de  la  ciuaad 
de  Oviedo  y  un  testimonio  del  Oficial  auxiliar  de  primera  clase  del  Tri- 
bunal de  Cuentas  de  la  Nación,  aparece  que  fué  Miliciano  Nacional  vo- 
luntario desde  5  de  Noviembre  de  1836  á  1840:  que  durante  este  perio- 
do estuvo  fuera  de  sus  hogares  incorporado' á  las  fuerzas  móviles  y  co- 
lumnas de  operaciones  militares  prestando  servicios  en  defensa  de  la 
libertad  y  que  se  halló  en  la  acción  sostenida  el  7  de  Julio  de  1836  so- 
bre los  Puentes  de  Soto  con  la  facción  mandada  por  el  Geneic&l  carlista 
Gómez  y  en  las  defensas  que  tuvieron  lugar  en  oicba  ciudad  los  dias  4 
jr  19  de  Octubre  del  mismo  a&o  contra  la  que  acaudillaba  el  General 
banz: 

Resultando  qne  el  Ministerio  fiscal  fHdió  que  se  absolviese  á  la  Ad- 
ministración déla  demanda,  fundándose  en  que  el  presente  caso  se  ha- 
llaba contrariado  per  las  severas  disposiciones  del  decreto-lev  de  SS  de 
Octubre  de  1868,  que  aplicado  por  este  Tribunal  Supremo  forma  una 
constante  jurispruuencia;qiia  según  la  regla  4.*  del  art.  6.^de  dicho 
decreto  es  necesario  y  condvDion  precisa  que  el  Miliciano  movilizado 
haya  figurado  y  conste  en  las  listas  de  revista  para  que  se  le  abone  úni- 
camente el  tiempo  de  servicio  qne  haya  praetado  para  jubilación  ó  ce- 
santía, lo  cual  no  sucede  á  Gotarredona;  que  no  era  de  peso  alpuno  qae 
no  constase  en  dichas  listas  nomltalmente  por  no  haber  percibido  ha- 
ber alguno  porque  la  ley  exige  esa  relación  nominal  y  esta  doctrina  la 
tiene  aplicada  la  Sala  en  el  pleito  promovido  por  D.  Vicente  Rochen  y 
Pachos,  y  que  después  de  lo  mandado  en  aquel  decreto-ley,  único  que 
ha^  que  tener  presente,  no  se  puede  acudir  como  fuente  legal  á  dispo- 
siciones anteriores,  aunque  todavía  el  art.  SO  de  la  ley  de  Presufiuestos 
de  1867,  si  así  no  fnera,  resolverían  la  cuestión  en  el  mismo  sentido: 

Resultando  que  visto  erpleito  y  en  virtud  de  auto  para  mejor  pro- 
veer de  S3  de  Enero  último  se  han  traído  á  loe  autos  el  expediente  ori- 
ginal m  que  ee  dictó  la  orden  de  la  Regencia  de  1  .^  de  Febrero  de  4870 
en  el  que  se  justificaran  y  depuraran  los  servicios  prestados  por  el  de- 


S48  REVISTA   Dk  LKG1SLÁCI0N. 

* 

mandaote  cottio  Miliciano  Nacional  moyilizado  de  Orido^  mandando  en 
8u  consecuencia  ai  Capitán  general  de  Castilla  la  Vieja  reformar  la  hoja 
de  seis  meses  diea  y  siete  dias  de  serTicios  militares;  j  nna  certificación 
del  Jefe  Interventor  de  la  Intendencia  Militar  del  distrito  con  referencia 
á  los  antecedentes  qae  obran  en  la  dependencia  de  su  cargo,  de  la  cual 
resalta  qoe  en  ana  lista  anida  al  ettracto  pasado  en  los  meses  de  Jalio 
j  Agosto  de  1 836  en  Oviedo  aparece  el  nombre  de  D.  Pedro  Gotarredo- 
na  q%ejígwrñ,  como  individuo  movilitado  en  la  expresada  Plata: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Críspalo  García  Gómez  de 
la  Serna: 

Considerando  que  al  declarar  el  art.  f  O  de  la  ley  de  Presupuestos  de 
18  de  Febrero  de  1873  sin  efecto  retroactivo,  en  ningún  caso,  el  decreto- 
ley  de  2tde  Octubre  de  1 868,  disipando  las  dudas  á  aue  diera  lugar,  que- 
dó subsistente  en  toda  su  integridad ,  como  legalidad  única  aplicable  á 
este  pleito,  el  art.  20  de  la  ley  de  Presupuestos  de  29  de  Junio  de  1867, 
según  el  cual  para  acreditar  los  interesados  el  servicio  de  Miliciano  Na- 
cioipal  movilizado  reeonocido  como  base  de  Carrera  y  qué  dá  derecbo  i 
haber  pasivo,  presentarán  hoja  de  los  mismos  redactada  for  los  Cajotta- 
nes  generales^  á  cuyo  documento  acompañarán  certificación  de  las  orci- 
nas militares  aue  acredite  Jlouró  el  interesado  en  las  listas  de  revista; 
si  percibiif  hacer  como  moviíiuulo;  y  sino  lo  feccihió^  si  renunció  su 
disfrute  ó  no  fué  acreditado  á  los  de  su  elase: 

GonsideraiMlo  que  esta  prueba  documental  establecida  para  garan- 
tir los  intereses  del  Estado  contra  los  abusos  codiciosos  del  interés  par- 
ticular, no  para  anular  loe  derechos  por  ley  exp^resa  concedidos,  aun  en- 
tendida como  taxativa,  vive  como  todas  las  cosas,  subordinada  ^  se 
desarrolla  dentro  de  la  inflexible  ley  de  la  humana  posibilidad  que  im- 
pera en  el  orden  moral  y  en  el  físico,  y  presupone  por  lo  tanto  para  su 
cumplimiento  en  los  casos  prácticos  términos  hábiles  de  realización: 

Considerando  que  D.  Pedro  Gotarredona.  para  llenar  por  su  parte  el 
precepto  legal,  ha  presentado  la  hoja  acreditativa  de  los  servicios  re- 
clamados en  calidad  de  Miliciano  Nacional  movilizado  de  Oviedo  for^ 
mada  por  el  Capitán  general  de  Castilla  la  Vieja  en  cumplimiento  de 
la  orden  del  Regente  del  Reino  de  I  .^  de  Febrero  de  1870  y  certificación 
de  las  listas  de  revista: 

Considerando  qae  esta  orden  dictada  por  el  Ministerio  de  la  Guerra 
previo  expediente  justificativo  en  que  se  comprobaron,  depuraron  y 
aquilataron  los  servicios  prestados  por  el  demandante  como  Miliciano 
Nacional  movilizado  de  Oviedo  reduciéndolos  al  tiempo  de  seis  meses  y 
diez  y  siete  dias  y  mandando  reformar  en  tal  concepto  la  hoja  como 
servicios  militares,  ccmstituye  por  sí  sola  una  prueba  de  gran  valor  é 
importancia: 

Considerando  que  si  bien  en  la  certificación  presentada  de  las  listas 
de  revista  no  figura  nominalmente  Gotarredona,  puede  atribuirse  á  la 
forma  irregular  en  qoe  se  llevaban,  más  bien  numéricas  que  nominales, 
ó  tal  vez  á  que  no  percibiera  haber  alguno  como  se  insini&a  en  la  certi- 
ficación y  el  demandante  asegura: 

Considerando  que  son  indicios  seguros  de  la  irregularidad  de  las  lis* 
tas  y  de  ea  estado  de  oscuridad,  después  del  tiempo  trascurrido,  los 
términos  confusos  de  la  certificación  v  el  resultado,  al  parecer,  contra- 
dictorio de  la  librada  por  la  misma  oficina  en  virtud  de  auto  para  mejor 
proveer,  según  la  cual  figora  Gotarredona  por  loi  meses  de  Julio  y 
Agosto  ue  1836  en  una  lista  unida  al  estracto: 
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Considerando  qoe  U  inegnlAridad  lamentable  de  las  listas  de  revis- 
ta y  la  confasioii»eentradietoruí  enttfc  ellaá,  estractos  y  listas  anidas  i 
los  estractos,  general  pare  todos- letmovtiixados  de  Oviedo,  produce  nn 
obstáculo  insuperable  que  impide  llenar  en  este  pleito  el  Altimo  extre- 
mo de  ía  díspQMiéit.taxatiirá  del  art.  tO  de  la  lej  de  presupuestos  de 
4867,  conMituyroAo  un  Verdero  5aso  de  imposibilidad  material  insupe- 
rable para  el  demandante,  y  que,  siendo  ajeno  de  todo  punto  á  su  vo- 
Innta^  j,  coim  tal \  no  imputable,  \%<s  puede  sin-  agravio  de  la  juslicia  y 
daño^ cierto  anular  sus  aeréchos  legítimos  suficientemente  acreditados: 

<GflnidenAdo  que  esta  rasonáb»  escusa  de  imposibilidad,  aceptada 
por  el  Cone^  y  ¡k>r  el  Gobierno  eorao  Mgla  general  respecto  á  los  Vo- 
luntarios de  las  Provincias  Vaseengadas  y  Navarra,  tiene  aplicación 
idéntica  y  perfecta^  al  caAo  actual  sino  ha  oe  pretenderse  exigir  á  Go- 
tarredona  lo  que  el  es^oo de. las  lista3 impide  realiaar, á pesar dehaber 
prohado  cumplidamente  el^servicii^seguii  se  reconoeid  y  declaró  en  la 
orden  dé  I.*  dQ  Febrero  yacitada  por  loque  se  mandó  reformar  la  hoja 
al  Capitán  general: 

Consideramlo  que  los  pr^d(^^tes  términos  de  bien  entendida  e<|uidad, 
y  aun  la  justicia  estricta,  resisten  privar  de  derechos  expresamente 
concedidos  por  una  ley  á  título  d,e  tecnicismo  riguroso  de  una  disposi- 
ción adjetiva  reifereate  4  la  prueba,  de  imposible  cumplimiento  en  el  ea-. 
so  concreto  actual,  cuando  los  servicios  son  ciertos  y  están  acreditados 
por  medios  probatorios  reconocidos  como  bastantes  en  las  bueqas  teo* 
rías  y  prácticas  usuales  del  procedimiento,  según  acontece  en  este  plei- 
to y  se  reconoció  por  la  orden  de  la  Regencia; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  de  abono  á  favor  de 
D.  Pedro  Gotafredona,  según  lo  entendió>el  Tribunal  de  primera  ins- 
tancia de  tufares  pasivas,  ios  seis  meses  y  dies  v  siete  dias  de  servieios 
como  Uiliciano  Nacional  movilizado  de  Oviedo  que  reclama,  en  cuyo 
sentido  se  revoca  la  orden  de  37  de  Junio  de  1873  en  la  parte  que  ha  si- 
do objeto  de  esta  demanda. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  aue  se  publicará  en  la  Oüeeté<>ficiAl 
y  se  insertará  en  la  Colección  legUtaiivay  sacándose  al  efecto  las  copias 
necesarias  y  devolviéndose  el  expediente  gubernativo  al  Ministerio  de 
la  Guerra  con  la  oportuna  comunicación  y  al  de  Hacienda  la  cortüca- 
cion  prevenida,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — José  María 
Herreros  de  Te¡ad2^.-r-Pascual  Bayarri, — Ignacio  Vieitea.— Juan  Gano 
Manuel.-^José  Jimenes  fiüscarós.— Crispuu) .  García  Gomes  de  la  Ser- 
na.— Eugenio  de  ^n^ulo;  > 

Publicación.— Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por 
el  Excmo.  Sr.  D.  Críspulo  García  Gomes  de  la  Serna,  Magistrado  de  la 
Sala  tercera  de  este  Tribunal  Supremo^  celebrando  audiencia  pública, 
la  misma  en  el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Secretario  Relator. 

Madrid  26  de  Junio  ile  1874.— Licenciado  Manuel  Aragonetses.GH. 

re4r«  CtUmdMa. 


APUNTES   BIOGRÁFICOS 

DEL 

EXCMO.  SR.  D.  ALVARO  GÓMEZ  BECERRA, 

MMQ  AbofidOy  liilstrado  f  linttrode  Gnói  y  jMticU  fM  AiétnBiraMi» 
coa  algnoi  «crtu»  saiot  •»  bomiéor  fM  áqd  á  m  lílltetatliitt». 

En  U  Biftofia  dé  lat  Cortes  de  Btpdiíay  escrita  bajo  U  dirección  de 
D.  Manael  OtíIo  y  Otero,  se  publicó  por  N.  M.  ta  biografía  de  D.  Al» 
varo  Oomez  Becerra,  escrita  por  un  adversario  político  snyo,  y  en  la 
enal  sin  embargo  se  hace  un  cumplido  elogio  de  sus  notables  cnali- 
dades. 

Al  travéade  los  grandes  rasgos  con  que  en  la  introducción  á  dicha 
biografía  aparece  traxada  en  conjunto  la  vida  púbRca  de  0.  Alvaro  Go- 
mes Becerra,  se  descubre  bien  claramente  que  el  ponto  objetivo  del  bi6* 
frafo  es  el  eximen  concreto  de  sus  actos  como  hombre  político  afiliado 
un  partido,  de  cuyos  principios  y  doctrinas,  tal  cual  las  comprendiera 
en  su  primera  edad,  jamás  se  separó  en  los  83  aikos  que  duró  su  existen- 
cia. Hace,  sin  embargo  además  algunas  indicaciones  con  relación  á  loa 
cargos  que  fuera  de  aquel  campo  desempeñara;  pero  insuficientes  para 
apreciane  en  este  terreno,  porque  de  seguro,  á  nadie  reveló  los  antece- 
dentes que,  escritos  por  él  oñsmo  se  encontraron  después  de  su  falleci- 
miento, ocurrido  el  S3  de  Enero  de  1855,  los  cuales  tampoco  son  bastan- 
tes para  llegar  al  conocimiento  completo  de  sus  actos  públicos,  inde- 
pendieiítet  de  la  política.  Prueba  de  que  así  sucedió  j  de  que  ni  aun  su- 
ministró los  necesarios  para  la  redacción  de  aquella  biografía,  es  que,  en 
el  ejemplar  que  de  ella  tenemos  constan  varias  notas  puestas  por  el  mis- 
mo D.  Alvaro  rectificando  hechos  en  aquella  sentados  como  indudables^ 
cuales  son,  entre  otros,  q:ue  su  madre  nació  accidentalmente  en  Portu- 
gal, por  lo  que  no  era  hijo  de  madre  portuguesa  v  padre  español,  y  que 
no  estudió  la  filosofía  en  la  célebre  Universidad  ae  Salamanca,  sino  que 
en  el  año  de  4789  estudió  en  ella  el  primero  de  leyes. 

Entre  esos  antecedentes  existe  una  memoria  de  sus  principales  ac- 
tos como  Ministro  en  1835  y  1836,  que  empezó  á  escribir  en  el  período 
trascurrido  desde  15  de  Mayo  hasta  principios  de  Octubre  del  último 
de  esos  años,  y  no  terminó  por  lo  que  expresa  á  su  final:  es  una  prueba 
evidente  de  lo  que  el  biógrafo  ha  dicho  respecto  de  su  laboriosidad  y 
buena  fé,  y  más  todavía  del  aplomo  y  meditación  que  precedía  á  sus 
resoluciones,  no  menos  que  de  la  profundidad  de  sus  conocimientos ,  así 
teóricos  como  prácticos,  en  cuanto  se  referían  á  nuestra  legislación ,  en- 
juiciamiento y  organisaeion  de  los  Tribunales:  por  ello,  pues,' contando 
como  contamos  con  el  beneplácito  de  cuantos  individuos  de  su  familia 

Eudieran  interesarse  en  la  publicidad  ó  en  el  secreto  de  sus  actos  para 
acer  lo  que  nos  acomode  de  esa  Hemoría  y  de  los  demás  escritos  que 
dejó,  y  teniendo  presente,  como  decía  el  Sr.  D.  Augusto  Ulloa  en  el  pe- 
riódico Bl  Voto  Nacional  del  t5  de  Enero  de  1 855,  al  dar  cuenta  de  la 
muerte  de  aquél,  que  su  reputación  era  de  esas  sólidas  que,  formadas 
por  wna  serie  no  interrumpida  de  acciones  laudables  y  sacrijteios^  sam* 
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tijiean^  por  decirlo  «ri,  lo$  eaniemporimtos,  y  reet^e  mmiasa  la  kiiíorU 
para  trasmUirla  á  las  fuiwras  generaciones  ^  a<»  atrevemos  á  publicarla. 

Bl  16  de  Diciembre  de  1771  aactóen  la  Tillada  Gácerea,  capital  boy 
de  8Q  provincia,  D.  Alvaro  Gomes  Becerra,  siendo  sos  padres  proceden- 
tes de  antf||^as  y  honradas  familias  de  la  misma  poUaclon,  D.  Pedro 
Gomes  de  Solís  y  Doña  Teresa  Becerra  y  Pigneredo,  nacida  accidental- 
mente en  Alcanede,  pueblo  del  reino  de  Portugal.  Torminada  su  primera 
y  segunda  educación  literaria  pasó  á  continuarla  á  la  Universidad  de 
Salamanca,  donde  en  el  año  de  1789  estudió  el  primero  de  leyes,  y  su- 
cesivamente los  demás  necesarios  hasta  el  grado  de  Bachiller,  que  ob- 
tuvo á  claustro  pleno  y  nemine  discrepante^  distinguiéndose  siempre 
por  su  aprovechamiento,  demostrado  en  los  numerosos  actos  y  ejerci- 
cios que  sostuvo,  deiempeiUndo  además  el  cargfo  de  Presidente  de  las 
academias  de  Leyee  y  Economía  política  que  existían  entonces  agrega- 
das á  aquellos  cuerpos  literarios.  En  Agosto  de  1796  se  recibió  de 
Abogado,  y  ejerciende  desde  luego  su  noble  profesión  en  la  Audiencia 
y  los  Jusi^os  de  aquella  cabesa  de  partido,  fué  tal  y  tanto  el  crédito 
que  adquirió  y  la  reputación  con  que  lo  biso,  que  al  a&o  de  haber  abier- 
to su  estudio,  no  soto  le  producía  ya  lo  necesario  para  so  decente  y  co- 
med* subsistencia,  sino  que  su  nombradla  creció  nasta  el  punto  de  ser 
muy  luego  uno  de  los  Letrados  de  mejor  nota  y  más  negocios. 

Desde  Junio  de  1808  fué  individuo  de  la  Junta  que,  con  motivo  da 
la  invasión  fhtncesa,  se  creó  en  el  partido  de  Gáeeres  para  su  armamen- 
to, administración  y  defensa,  y  eomo  tal  prestó  servicios  importantes 
á  la  nación,  desempe&ando  cargos  y  comisiones  de  la  mayor  trascen<* 
dencia  y  eonflansa,  mereciendo  en  Míarso  de  1809,  que  la  misma  Junta, 
p^  aclamación  del  poeMo,  le  nombrara  para  desempeñar  el  corregi- 
miento de  letras  de  aquella  capital  y  su  partido,  en  calidad  de  intermo 
al  principio,  y  después  en  propiedad  con  título  del  Consejo  de  Regen- 
cia, Gobierno  Supremo  que  á  la  sason  había  en  España.  Poniéndose  al 
frente  el  primero  en  las  difíciles  circunstancias  que  aquel  aconteci- 
miento produjo  así  en  Cáceres  eomo  en  la  nación  entera,  arreglándolo 
y  dirigiéndolo  todo,  aunque  auxiliado  por  los  empleados  públicos  y  por 
el  vecindario  con  la  mayor  eficacia,  encontró  siempre  i^ursos  para 
vencerias,  y  dando  la  cara  v  conteniendo  las  inmoderadas  demandas  de 
los  que,  prevalidos  de  la  fuersa  que  les  acompañaba,  no  escuchaban 
más  vos  que  la  suya  ni  se  soaetian  á  otra  autoridad  que  su  capricho, 

Suso  en  nesgo  su  vida  varias  veces  y  arrostró  con  fas  serena  el  peligro 
e  perderla  en  defensa  del  pueblo  que  le  vtó  nacer,  y  sin  más  causa  que 
la  de  su  protección  y  amparo,  pndiendo  citarse  entre  otras  la  del  ti 
deMarsode  1810. 

£1  cuartel  general  del  ejército  francés  al  mando  de  Regnier  se  halla- 
ba en  Torremocha,  distante  cuatro  leguas  de  Cáceres,  a  donde  desde 
allí  pasó  la  vanguardia,  mandada  por  el  general  Soult.  El  comandante 
de  escnadron,  Thúró,  perteneciente  á  esta  división,  de  resultas  de  no 
acceder  á  sus  injustas  peticiones,  y  resentido  su  amor  propio  al  ver 
el  carácter  y  firmesa  que  encontró  en  el  Corref^dor  Gomes  Becerra,  le 
puso  preso  é  incomunicado,  y  al  salir  la  división  tomó  disposicionet 
para  rasilarle  en  medio  de  la  plasa.  Ocho  hósarea  salieron  ya  al  frente 
con  sus  r^irabinas  preparadas  y  apuntando,  no  faltó  más  que  la  vos  de 
f^ffo  para  terminar  su  existencia;  pero  esa  voi  no  se  oyó.  La  presencia 
de(  ánimo  del  Corregidor,  dispuesto  á  morir,  y  su  impasibilidad  en 
la  resolución  que  habia  tomado,  sin  arredrarle  el  mminente  peligro,  no 
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pudieron  menos  de  aíector  el  pundonor  del  comtndanle  frasees  al  ver 
tanto  heroisnio  en  quien  todo  lo  aTenturaba  por  su  patria. 

Debido  á  los  desvelos  de  tan  incansable  Auloridad,  Cáceres  fué  en 
aquella  época  de  trastornos  y  desastres  el  pueblo  en  que  se  vivia  con 
más  seguridad,  proporciones  y  comodidades;  el  asilo  de  muchas  fami- 
lias emigradas  de  otros  puntos;  el  que  no  sufrid  el  incendio,  la  destruc- 
ción y  ruina  que  tuvieron  lugav  en  otros  de  Extremadura,  y  el  que  al 
fin  de  la  guerra  se  encontró  intacto,  rico  y^oreciente,  pudiendo  decirse^ 
sin  temor  dé  faltar  á  la  verdad,  que  durante  ella^  no  sólo  los  espa&oles  y 
aliados,  sino  aun  los  franceses  mismos,  á  pesar  ds  ser  enemigos,  trata- 
ban á  Gomes  Becerra  con  consideradon  v  respeto. 

Su  influjo  llegó  hasta  el  punto  da  deberse  á  él  casi  los  nombramien- 
tos de  Muñoz  Torrero,  Oliveros,  Lujan,  Galatrava  y  otros  muchos  para 
representantes  de  la  Nación,  en  las  Górtes  que  se  instalaron  en  ti  de 
Setiembre  de  IStOi,  de  les  cuales  fué  fruto  la  Constitución  de  la  mo- 
narquía promulgada  en  48«S,  cuya  circulación  y  publicación  dispuso 
Gomes  Becerra  en  su  partido  judicial.  Quedando  desde  entonces  reauci- 
das  las  funciones  que  como  Corregidor  nabia  desempelado  á  las  de  Juez 
de  primera  instancia.  En  este  periodo  que,  según  nota  del  mismo  Gomes 
Becerra,  duró  desde  Agosto  oe  f  819  hasta  Mayo  de  1813,  y  no  cuatro 
años,  como  se  dice  en  su  citada  biografía,  se  estableció  brevemente  el 
Juzgado  con  arreglo  á  la  nueva  forme  que  debia  tener  en  conformidad 
á  la  reciente  organización  que  se  hizo  de  ese  poder  del  Estado,  todos 
los  negocios  marcharon  con  regularidad,  buen  orden  y  sin  el  menor 
retraso. 

Elevado  en  Mayo  de  4813  á  Jefe  político  de  Extremadura,  siendo 
el  primero  que  en  propiedad  hubo  en  España,  opsapouian  una  sola 
provincia  las  dos  que  noy  se  conocen  por  de  Bad^ioa  y  Cáceres,  y  nó 
obstante  su  importancia  y  extensión,  venciendo  la»  frayes  dificultades 
que  el  nuevo  régimen,  opuesto  á  los  antif^uos  y  arraigados  hábitos  en- 
contraba para  su  planteamiento,  consiguió  al  fin  desenvolverle  y  que 
todo  marchase  con  regularidad  y  rapidez,  habiendo  sido  oliúeto  de  su 
ocupación  miéntrasejerció  aifuella  Autoridad,  un  alistamiento  eeneral 
para  el  reemplazo  del  ejército;  el  establecimienio  da  la  contribución 
directa;  la  reunión  de  datos  para  la  estadística  general  de  la  riaueáa  y 
población;  la  formación  de  un  censo  de  esta,  que  Uegó  á  completarse; 
el  arreglo  de  los  propios  y  arbitrios  de  los^  pueblas;  rendición  4e  sus 
cuentas;  el  fomento  .de  la  agricultura  y  comercio;  el  desarrollo  de  la 
instrucción  pública,  y  la  continua  persecución  de  los  ladrones  y  mal- 
hechores que.  infestaban  kt  provincia,  causándola  ios  mayores  daños  y 
una  inseguridad  continua. 

Siendo  Corregidor  de  Cáceres  D. .  Alvaro  Gomes  Becerra  había  de- 
mostrado que  ningún  peligro  te  arredraba,  y  que .  ningujva  fuerza  era 
bastante  para  separarte  del  cumplimiento  de  sus  deberes  en  el  tiarreno 
de  la  justicia  y  del  bien,  que  le  servían  de  norma  v  de  fin  en  sus  aspi- 
raciones y  medidas:  habia  también  dado  pruebas  de  que  ni  su  esníntn 
cedía  ni  su  cuerpo  se  cansaba,  fuese  cualquiera  la  intensidad  del  tra- 
bajo, el  número  y  trascendencia  de  los  asuntos  áque  se  dedicara:  y  las 
había  dado  asimismo  de  su  privileffiada  inteligencia  y  de  sus  profundos 
conocimientos.  Necesitaba,  sin  embargo,  un  círculo  más  extenso  donde 
desenvolver  todas  sus  cualidades,  y  por  da  pronto  (ehall^  en  el  nombra- 
miento de  Jefe  político  de  Extremadura  y  en  el  desempeño  de  las  funcio- 
nes de  este  cargo. 
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Entretanto,  el  inolridable  deeretode  Yaleneia,  expedido  por  el  Rey 
Fernando,  después  de  la  vuelta  de  so  cautividad,  privando  al  Jefe  polí- 
tico de  Extremadnra  de  la  satisfacción  de  recoger  el  fnito  de  lo  ^ae 
habia  sembrado  en  el  período  de  su  mando  en  estas  dos  provincias 
hoy,  le  obligó  á  volver  al  ejevoicio  de  su  primitiva  y  honrosa  profesión 
de  Abobado,  tan  pobre  y  escaso  de  recursos,  como  aue  para  trasladarse 
á  Madrid  y  poder  subsistir  algún  tiempo  en  esta  vilfa,  á  donde  resolvió 
pasar,  tuvo  que  tomar  prestada  alguna  cantidad,  que  generosamente  le 
ofrecieron  sus  numerosos  amigos,  conocedores  de  su  verdadero  estado 
y  de  la  integridad  y  purera  con  que  habia  desempeñado  sus  cargos  an- 
teriores, cuyos  emolumentos  apenas  le  hablan  bastado  para  la  decente' 
y  cómoda  subsistencia,  y  nada  más  que  decente  y  cómoda,  porque  nun- 
ca hubo  lujo,  ni  boato,  ni  otra  cosa  que  rirtnd  v  modestia  en  su  casa  y 
familia,  reducida  casi  siempre  á  su  persona  y  la  de  su  hermana  Doña 
Manuela,  que  le  acompañó  á  todas  partes. 

Incorporado  al  Ilustre  Colegio  de  Abogados  de  Madrid  abrió  su  es- 
tudio, j  al  muy  poco  tiempo  se  vio  cargado  de  negocios  j  rodeado  de 
una  lucida  y  numerosa  clientela,  debido  tal  vez  á  la  casualidad,  ó  al  ho- 
nor, decoro,  excesiva  delicadeza  é  independencia  con  que  desempeñó 
los  deberes  de  la  profesión,  ó  quizá  á  los  triunfos  que  adquirió  en  el 
foro,  entre  los  cuales  se  cuenta  el  pleito  que  como  defensor  de  la  villa 
de  CÜáceres  y  los  pueblos  de  su  sexmería  sostuvo  con  el  no  menos  ilus- 
trado Jurisconsulto  D.  Wenceslao  Argumosa,  que  defendió  al  lugar  de 
la  Aliseda  sobre  nulidad  de  una  carta  merced  que  se  decia  otorgada  á 
favor  del  último.  ^ 

A  su  sombra  hacia  la  Aliseda  que  los  pueblos  restantes  pagaran  por 
ella,  no  sólo  las  contribuciones  pecunianas  sino  también  las  de  sangre 
en  hombres  para  el  reemplazo  aei  Ejército  y  Milicias  provinciales,  y  á 
favor  de  este  privilegio  contaba  con  una  larga  posesión  de  siglos  v  mu- 
chas ejecutorias.  Hubo  con  este  motivo  varios  escritos,  y  entre  ellos 
los  de  alegación  en  derecho,  raros  en  el  foro  por  tener  cabida  tan  sólo 
en  asuntos  difíciles  y  de  gran  importancia;  pero  la  perspicacia  y  tino 
de  D.  Alvaro  para  desentrañar  este  negocio  tan  áinluo,  y  sus  vastos  y 
profundos  conocimientos  en  la  legislación  antigua  y  moderna  de  Es- 
paña, le  sirvieron  para  que  al  fin  Cáceres  y  los  pueblos  de  su  sexme- 
ría triunfaran  en  contienda  tan  porfiada  y  de  tanta  trascendencia,  y 
quedaran  como  quedaron  desde  entonces  libres  de  un  gravamen  que, 
SI  era  repugnante  á  la  razón  y  á  la  justicia,  estaba  fundado  en  un  pri- 
vilegio, en  una  posesión  larguísima  y  en  muchas  ejecutorias.  La  repu- 
tación y  concepto  que  como  Abogado  adquiriera  D.  Alvaro  Gómez  Be- 
cerra al  poco  tiempo  de  ejercer  esa  profesión  en  Madrid  está  sucinta- 
mente explicada  en  que  las  utilidades  que  le  proporcionó  en  el  año  de 
1849  ascendieron  á  cinco  mil  duros  efectivos,  sin  haberse  reparado  ni 
intentado  jamás  sujetar  á  regulación  los  honorarios  que  señaló  en  la 
multitud  de  escritos,  que  tuvo  ^ue  fbrmular,  ni  por  ios  demás  actos  en 

2ue  tuvo  que  intervenir  en  los  infinitos  negocios  judiciales  sujetos  á  su 
ireccion,  é  indispensables  para  producirle  aauella  suma. 
La  libertad  recobró  poco  tiempo  después  ae  un  año  el  imperio  que 
perdió  en  4844,  y  promulgada  y  jurada  por  el  Rey  la  Constitución  de 
4 8 lis,  que  era  su  bandera,  tomaron  las  cosas  al  ser  y  estado  que  tenían 
antes  oel  decreto  de  Valencia.  Repuesto  naturalmente  D.  Alvaro  Gó- 
mez Becerra  en  su  antiguo  cargo  cíe  Jefe  político  de  Extremadura,  sin 
solicitarlo  directa  ni  indirectamente,  abanaonó  él  crédito  y  la  indepen- 
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dónela  qae  como  letrado  había  adquirido;  y  detpreciando,  ti  lo  reeordó, 
las  utilidades  aue  el  ejercicio  de  esa  profesión  le  hablan  proporcionado, 
la  tranquilidad  y  sosiego  de  que  habla  disfrutado  en  ese  período  de  su 
vida,  volvió  á  exponerse  al  menos  á  sufrir  los  riesgos  y  peligros  ^ue 
antes  había  corrido,  y  otros  más  trascendentales  que  en  último  término 
le  alcanzaron.  Pasó,  pues,  á  Badajoz  á  desempeñar  aquel  cargoy  hablen* 
do  organizado  y  puesto  de  nuevo  en  planta  el  sistema  restablecido  fué 
con  eímismo  cargo  en  Febrero  de  1 8Íf  á  Toledo,  donde  venció  con  fe- 
Udadel  sin  número  de  compromisos  que  se  le  presentaron,  éntrelos 
cuales  figuró  un  motín  estallado  en  una  procesión  anual'  que  se  hacia  á 
una  imagen  de  Nuestra  Señora  con  la  advocación  de  la  Esperanza,  y 
á  la  que  concurría  infinita  gente  de  los  pueblos  inmediatos  con  votos  y 
promesas.  Que  en  las  dos  provincias  se  granjeó  el  aprecio  y  considera- 
ción debidas  al  hombre  honrado  lo  demuestra  el  haberle  4icho  sus  pal» 
sanos  cuando  en  Badajoz  le  despidieron,  que  sí  la  provincia  perdía  un 
Jefe  ganaba  un  Diputado,  y  el  haberle  escoltado  voluntariamente  los 
milicianos  de  Caballería  de  Toledo  hasta  Madrid,  donde  fué  como  Di- 
putado electo  por  la  provincia  de  Extremadura,  en.  cumplimiento  de  lo 
que  se  le  dijo  al  despedírsele,  para  la  legislatura  de  I8SS. 

Entre  los  trabajos  que  durante  ella  prestó  así  con  el  carácter  de  tal 
Diputado  como  con  el  de  individuo  de  varias  comisiones  y  Presidente 
del  Congreso  merecen  citarse  los  proyectos,  suyos  casi  exclusivamente  y 
por  él  redactados  de.  la  ordenanza  para  el  reemplazo  del  ejército  y  la 
instrucción  para  el  Gobierno  económico-político  de  las  provincias,  que 
convertidos  en  decretos  llevan  la  fecha  de  Febrero  de  f8S3.  Lasóla 
lectura  de  esos  trabajos,  dice  el  biógrafo  al  principio  citado,  y  de  los 
discursos  á  que  dieron  mareen,  bastan  para  calificar  á  Gómez  Becerra 
como  uno  de  los  más  entendidos  en  materias  económicas  y  administra- 
tivas, á  cuyas  luces  se  debieron  otros  muchos  decretos  y  medidas  no 
menos  útiles  y  provechosas  en  aquella  legislatura. 

Los  acontecimientos  que  tuvieron  logar  en  la  siguiente^  abierta  en 
Madrid  de  f  823,  hasta  su  terminación  en  Cádiz,  y  en  los  cuales  figuró  en- 
tre los  primeros  D.  Alvaro  Gómez  Becerra,  ya  como  Diputado,  bien  co* 
mo  Presidente  déla  Comisión  permanente  primero  y  después  del  Congre- 
so, y  ya  como  uno  de  los  treinta  y  tres  que  desaprobaron  el  dictamen 
de  la  mavoría  del  mismo,  conforme  con  la  propuesta  del  Gobierno,  y 

2ue  dio  lugar  á  que  se  le  condenara  á  la  pena  capital  bastante  tiempo 
espues  de  1823,  según  nota  del  mismo,  y  no  á  fines  de  este  año,  como 
dice  su  biógrafo  pertenecen  esencialmente  en  cuanto  le  son  relativos, 
á  su  vida  política,  y  en  este  concepto  aun  cuando  también  dejó  escrito 
algo  sobre  ellos  creemos  deber  hacer  mérito  tan  sólo  de  algunos  que 
relacionándose  con  el  hombre,  considerado  en  sí  mismo  y  fuera  de  toda 
clase  de  afecciones,  confirman  las  pruebas  que  ya  tenia  dadas  de  sere- 
nidad, energía,  convicción  en  principios,  valor  para  arrostrar  toda  clase 
de  consecuencias,  y  desinterés.       •  ' 

Creyendo  una  temeridad  su  permanencia  en  Cádiz  después  de  la 
salida  del  Rey,  y  habiendo  recibido  aviso  de  que  se  formaba  causa  en 
Sevilla,  y  de  allí  se  expedían  requisitorias  para  la  prisión  y  conducción 
de  los  Diputados  que  se  hallaran  en  la  primera  de  esas  ciudades,  salió 
de  ella  el  7  de  Octubre  en  una  barca  de  Valencia  de  las  aue  llamaban 
del  Bou  para  Gibraltar,  padeciendo  el  reuma  crónico  que  nacía  tiempo 
le  atormentaba,  y  llegando  en  breve  tiempo  á  esta  población,  se  le 
agravó  su  dolencia  hasta  el  punto  de  verse  casi  postrado  é  impedido 
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del  todo.  Aquí  se  ajustd  %a  pasaje  eoD  el  de  su  hermana  y  el  de  otro 
Diputado  y  su  familia  para  Malta,  teniendo  necesidad  de  tomar  5,000 
reales  qae  le  facilitó  nn  judío  por  la  mediación  de  D.  Francisco  Javier 
Istúriz  y  en  virtud  de  una  libranzar  contra  un  cufiado  sujo  residente 
en  Madrid.  Después  de  vencidas  muchas  dificultades  pudieron  los  dos 
hermanos  residir  en  Valette,  capital  de  la  Isla,  v  de  ajjní  se  traslada* 
ron  i  una  casa  de  campo  en  Casal  Zeytun,  donde  vivieron  desde  Se- 
tiembre de  i8S8,  dedicándose  él  al  cuUíto  de  flores  y  verduras  de  su 
reducido  jardin,  donde  cavó,  regó  y  trabajó  como  el  más  djssgraciado 
campestre,  hasta  el  punto  de  formársele  en  la»  manos  callos,  que  con 

Slacer  enseñaba  á  sus  más  íntimos  amigos  y  parientes  luego  que  volvió 
e  la  emigración. 

Pero  no  fué  esto  lo  aue  únicamente  debió  atormentarle.  Así  en  Mal- 
ta cerno  en  Marsella,  donde  se  trasladaron  luego  los  dos  hermanos, 
ningún  sirviente  tuvieron:  un  muchacho  en  Valette  y  una  mujer  en 
Marsella  acudían  por  la  mañana  á  barrer  y  fregar  únicamente,  y  nadie 
fuera  de  casa  desempeñó  estos  oficios  mientras  residieron  en  Casal  Zey- 
tun. Desde  1824  D.  Alvaro  ejercia  las  funciones  de  cocinero,  y  su  her- 
mana cuidaba  de  Isis  demás  ocupaciones  domésticas  y  labores  propias 
de  su  sexo.  Nada;  siu  embargo,  ni  aun  el  decreto  de  1  .^  de  Octubre  de 
1830,  prohibiendo  bajo  las  más  severas  penas  toda  correspondencia, 
ain  exceptuar  la  muy  familiar,  con  los  emigrados,  que  cortado  de  la 
Gaceta  le  envió  bajo  un  sobre,  y  nada  más,  su  cuñado  D.  José  Garrido, 

Sor  cuyo  conducto  recibió  hasta  entonces  alffunos  auxilios  del  mismo  y 
e  otros  individuos  de  su  familia;  le  biso  exnalar  un  suspiro  de  deses- 
peración, ni  abatió  su  espíritu  en  lo  más  mínimo:  por  el  contrario,  todo 
tal  vez  contribuyó  á  robustecer  su  cuerpo  y  rejuvenecerle;  el  reuma ' 
que  padecía  desapareció,  y  desde  entonces  ni  volvió  á  resentirse  de  ese 
achaque  ni  á  padecer  otra  enfermedad  que  et  letargo  en  que  estuvo 
desde  la  noche  del  iO  basta  la  del  23  de  Julio  de  1843  y  la  hemiplegia 
que  produjo  su  muerte  cosa  de  un  año  después  de  haberle  acometido. 

En  esa  época  de  desgracia  y  aflicción,  lejos  de  olvidarse  de  los  hábi* 
tos  y  costumbres  que  en  la  de  prosperidad  habia  adquirido,  leia  y  aun 
escribió  algo  sobre  los  sucesos  ae  Cádiz,  sobre  la  soberanía  nacional  y 
sobre  política,  y  no  tenemos  idea  ni  noticia  de  gue  se  hayan  publicado 
esos  escritos  de  su  puño  y  letra  que,  como  la  Memoria,  están  á  nuestra 
disposición  para  hacer  de  ellos  el  uso  que  queramos.  En  Malta  pasó 
algunos  ratos  haciendo,  sin  más  maestro  ^ue  su  ingenio  y  sin  más  her- 
ramientas que  un  cortaplumas  y  unas  tijeras,  algunas  obras  de  car- 
tonería, y  de  ellas  se  conserva  una  cómoda  en  la  casa  del  que  esto  es- 
cribe. 

La  pensión  de  40  duros  mensuales,  oue  como  último  Presidente  de 
las  Cortes  españolas  le  señaló  y  pagó  religiosamente  el  Gobierno  fran- 
cés poco  tiempo  después  de  su  llegada  á  Marsella,  donde  se  si^ió  en  su 
casa  el  mismo  orden  y  régimen  que  en  Malta,  la  circunstancia  de  vivir 
en  la  tercera  ciudad  de  Francia,  el  trato  con  muchos  españoles,  con 
quienes  le  unian  las  simpatías  de  la  opinión  y  de  la  suerte,  y  la  fre- 
cuente y  segura  comunicación  con  los  que  quedaban  de  su  familia, 
pues  durante  su  residencia  en  Malta  hablan  muerto  su  madre,  dos  her- 
manas, un  cuñado  y  otros  parientes,  contribuyó  á  que  no  le  fuera  des- 
agradable su  permanencia  en  esa  ciudad,  aguardando  con  la  mayor  tran- 
quilidad y  ardiente  fé  el  triunfo  del  bello  ideal  á  gue  había  sacrificado 
sus  comodidades,  su  crédito  como  Abogado,  su  independencia  y  los 
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dalcea  placeres  de  la  familia,  expNoaiendo  además  su  existencia.  Yeia 
acercarse  precipitadamente  la  realización  de  fa  esperanza  que,  fortale- 
ciendo SQ  espíritu)  le  hacia  superior  á  cuantos  disgustos,  trabajos  y 
compromisos  había  Arrostrado,  y  no  tardó  mucho  en  realizarse  su  pra* 
sentimiento.  La  amnistía  de  1833  le  abrió  las  puertas  de  su  pitria  que 
tuvo  cerradas  por  espacio  de  10  años,  y  en  la  confianza  de  que  el 
Gobierno  establecido  entonces  le  daba  suficientes  garantías,  salió  con 
su  hermana  de  Marsella  el  2  i  de  Febrero  de  1834,  y  llegando  á  Madrid 
el  19  de  Marzo  siguiente  abrió' de  nuevo  su  estudio  de  Abogado,  y  coa 
el  ejercicio  de  esa  profesión  adquirió  desde  luego  lo  suficiente  para  sos- 
tenerse con  decencia. 

Habilitado  con  Real  aprobación  en  el  mes  de  Julio  para  despaebar 
una  de  las  Fiscalías  de  la  Audiencia  de  Madrid,  la  despachó  basta  que 
por  Real  decreto  de  19  de  A^oftto,  en  que,  sin  haber  hecho  la  menor 
gestión,  ni  visto  siquiera  al  Ministro  D.  Nicolás  Garelli,  ni  presentado- 
se  por  sí  ni  por  otra  persona  en  la  Secretaría  de  Gracia  y  Justicia,  fué 
nombrado  Regente  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  cogiéndole  tan  de  im- 
proviso ese  decreto  que  no  tuvo  de  él  la  menor  noticia  basta  que  se 
publicó  en  la  Ottesía  del  t9,  y  habiéndole  advertido  una  Real  orden 
que  era  conveniente  su  pronta  presentación  en  Zaragoza,  llogó  en 
cumplimiento  de  ello  á  esta  ciudad  el  Si  de  Setiembre  y  al  siguiente 
dia  tomó  posesión  de  la  Regencia  del  Tribunal,  donde  marchando  eon 
re|j;ularidad  todos  los  negocios  y  administrándose  pronta  y  recta  jus- 
ticia, tuvo  ocasión  de  ver  hechos  que,  si  no  sirvieron  de  base  exclusiva 
Sara  algunas  resoluciones,  que  siendo  Ministro  de  Gracia  y  Justicia 
espues  se  adoptaron,  al  menos  contribuyeron  á  ellas. 
Al  empezar  los  trabajos  en  1835  leyó  el  Regente  el  discurso  inau- 
gural que  fué  impreso,  y  por  su  escrito  y  buenas  ideas  que  contenia 
mereció  que  el  Colegio,  de  Abogados  de  Cáceres  le  hiciese  insertar  eon 
honrosa  recomendación  en  el  Boletín  oficial  de  la  provincia,  producien- 
do además  el  efecto  de  que  el  mismo  Colegio  rehabilitase  á  D.  Alvaro 
Gómez  Becerra  como  uno  de  sus  individuos,  borrado  antes  de  sus  listas 
en  virtud  del  fallo  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  que  le  condenó  á  la  pena 
capital,  por  haber  sido  uno  do  los  Diputados  que  votaron  la  inhabilita- 
ción temporal  del  Rey. 

£1 2t  de  Abril  de  ese  año  fueron  víctimas  de  un  motin  que  estalló  en 
Zaragoza  el  canónigo  Marcó  y  10  ó  12  individuos  del  convento,  de  mí- 
nimos, y  llevando  trazas  de  continuar  en  esos  términos  el  arbcíroto,  el 
Capitán  general,  que  se  veia  ya  casi  sin  fuerzas  para  apagar  el  incen- 
dio, llamó  al  Regente  D.  Alvaro  Gómez  Becerra  para  que  le  ayudase  en 
tan  difícil  como  comprometida  empresa.  Sin  reparar  en  peligros,  ni 
importaríe  tener  que  pasar  por  entre  las  turbas  amotinadas,  acudió  al 
punto  del  llamamiento;  y  no  bien  acababa  de  tomar  asiento  en  el  des^ 

{lacho  del  General  cuando  se  oyó  al  frente  de  la  puerta  del  Palacio  y  de 
a  guardia  que  allí  bahía  un  tiro  de  trabuco,  que  causó  la  muerte  á  nn 
lego  de  San  Francisco  que  iba  á  reclamar  auxilio  en  favor  de  so  co-- 
munidad  fuertemente  atacada  por  los  revoltosos.  El  M.  R.  Arzobispo 
se  encontraba  en  el  mayor  riesgo  y  seriamente  amenazado  por  los  mis- 
mos, que  proferian  amenazas  horribles  alrededor  de  su  Palacio,  no 
obstante  hallarse  cerradas  sus  puertas.  En  esta  situación  y  aconsejado 
por  D.  Alvaro  el  General,  sacó,  en  un  momento  de  valor  y  de  firmeza, 
de  su  propia  habitación  al  Arzobispo  v  le  salvó  escoltado  por  la  Milicia 
Nacional  que  le  acompañó  hasta  Lérida. 
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Faertn  enalesqüieraUs  opiniones  {loUticM  de  D.  Alvaro  y  sus  de- 
seos, esos  aetoe  deronestran  hasta  la  evidencia  qne  las  unas  y  los  otros 
se  subordinaban  siempre  al  prínei|iio  de  orden  y  al  de  la  jnsticif.  La 
fuerza  moral  ñor  él  prestada  á  la  primera  autoridad  militar  del  distrito 
en  la  noche  del  %  de  Abril  eontnbnyó  á  restablecer-  la  material  casi 

Serdida:  sus  observaciones  á  la  Junta  del  mes  de  Agosto,  que  intentaba 
aclararse  independiente  del  Gobierno  de  Rladríd,  ó  la  manera  quizás 
tan  sólo  de  preguntarla  sobre  su  verdadero  carácter,  la  hicieron  variar 
de  pensamiento  y  convertirse  eo  consultiva  de  ese  Gobierno  de  quien 

aueria  emanciparse;  y  como  si  esto  no  fuera  bastante,  la  misma  /unta 
amó  para  que  la  presidiera  al  Capitán  General,  que  en  semejante  si- 
tuación de  fuerza  era  el  principal  v  único  llamado  á  representar  y  sos- 
tener al  Gobierno,  cuya  autoridad  se  había  pensado  desobedecer  poco 
tiempo  antes:  la  renuncia,  en  fin,  que  hizo  ae  Vocal  de  la  propia  Junta 
después  de  haberse  declarado  provincial  durante  su  ausencia,  cuando 
los  pueblos  de  la  provincia  cai^ian  de  representación  en  ella  y  para  na- 
da babian  intervenido  en  su  constitución,  justifica  la  importancia  aue 
para  D.  Alvaro  tenian  los  derechos  individuales,  el  respeto  y  consiae- 
ración  que  debia  fpiardárseles,  la  arbitrariedad  que  se  cometia  por  los 
individuos  de  la  ciudad  arrogándose  los  correspondientes  á  los  de  los 
pueblos  que  componían  la  provincia,  y  su  inquebrantable  propósito  de 
no  transigir  jamás  con  ella,  aunque  procediera  ó  fuese  consecuencia  de 
un  motín. 

Ante  todo  y  sobre  todo  el  imperio  de  la  lev:  nada  por  medio  de  des- 
órdenes ni  de  revoluciones:  todo  por  el  derecho  y  con  sus  formas.  Estos 
eran  sus  principios,  así  en  política  como  en  administración,  y  por  eso 
se  le  vé  prestar'en  todos  terrenos  su  apoyo  á  un  Gobierno  con  cuyas 
ideas  políticas  no  estaba  conforme;  combatir  á  los  que  sublevándose 
aspiran  á  menoscabar  el  imperio  de  ese  Gobierno,  ó  á  debilitar  su  auto- 
ríaad,  y  sostener  en  esas  circunstancias  como  Regente  de  la  Audiencia 
y  de  acuerdo  con  ella,  según  dice  el  autor  de  su  biografía,  graves  con- 
testaciones; pasar  no  pocos  disgustos,  arrostrando  tal  vez  algiin  peli- 
gro; y,  sin  contradecir  las  disposiciones  gubernativas  de  la  Junta,  de- 
fender con  dignidad  y  entereza  la  independendadelfoder  judicial,  «y 
le  sostuvo  con  firmeza  en  difíciles  circunstancias.» 

El  Ministerio  Toreno  cayó,  y  llamado  D.  Alvaro  á  formar  parte  del 
que  iba  á  reemplazarle,  se  hizo  cargo  de  la  cartera  de  Gracia  y  Justicia, 
en  cuyo  ramo,  á  pesar  de  sus  63  años  cumplidos,  trabajó  y  en  su  depar- 
tamento se  hizo  lo  que  él  mismo  refiere  en  la  citada  Memoria,  que  tras- 
eríbirómos  al  fin  de  estos  apuntes,  á  pesar  de  no  estar  terminada,  según 
él  mismo  afirma  en  la  notado  su  puño  y  letra  con  que  concluye. 

La  falta  en  la  conclusión  de  ella  demuestra  que  algo  más  se  hizo  en 
el  ramo  de  Gracia  y  Justicia  durante  su  primer  Ministerio.  Y  con  efecto, 
en  la  Colección  leai$latii»a  se  encuentran  las  principales  disposiciones 
acordadas,  y  en  ellas  está  impreso,  no  tanto  el  carácter  de  aquel  (ro- 
biemo,  cuanto  el  del  Ministro  que  estaba  al  frente  de  ese  poder  del  Es- 
tado: aun  en  las  que  se  relacionan  con  la  política  sobresalen  los  princi- 
pios de  severidad  y  justicia  á  que  siempre  rindió  culto  D.  Alvaro  Gó- 
mez Becerra.  La  época  de  las  reformas  nabia  empezado,  y  la  necesidad 
de  plantearlas  y  desenvolverlas  en  todos  los  ramos  de  la  administración 
era  de  la  mayor  urgencia.  Después  de  haber  tocado  loe  hechos  citados 
en  su  Memoria,  y  del  conocimiento  que  aquel  Ministro  tenia  de  los 
Tribunales  de  justicia,  no  podía  ocultársele  cuál  era  su  verdadera  sitúa- 
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cion,  ni  deúr  de  camplir  el  deber  que  había  contraído  de  aplicar  el  re- 
medio condaceote  i  carar  loa  males  qne  eaos  hechos  y  esa  situación  ve- 
niait  produciendo.  La  inmensa  gravedad  intrínseca  y  trascendental  de 
los  unos  exigía  imperiosamente  qae  el  otro  fuera  heroico,  v  sólo  en  la 
reforma  completa  podía  encontrarse  esta  circonstancia.  Haoia  además 
otro  motivo  de  que  habría  sido  imposible  desentenderse,  {ia  nueva  ma- 
nera de  ser  del  Gobierno  en  sus  relaciones  políticas  con  los  pueblos  lle- 
vaba necesariamente  en  pos  de  si  la  variación  en  su  mayor  parte,  si  no 
absoluta,  de  los  demás  elementos  del  poder,  como  único  medio  de  no 
debilitar  ó  destruir  su  marcha  en  conjunto. 

D.  Alvaro,  pues,  entró  en  el  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  decidido 
y  resuelto  á  reformar  radicalmente  los  Tribunales  con  el  valor,  firmesa 

Í  energía  que  le  suministraban  la  fó  y  la  seguridad  en  sus  principios, 
e  los  cuales,  aplicados  á  los  conocimientos  prácticos  que  tema,  y  no  de 
la  vanidad  y  orgullo  de  aparecer  como  innovador,  nabian  de  partir 
cuantas  disposiciones  propusiera,  porque' sabia  muy  bien  que  las  obras 
qne  se  fundan  en  bases  de  esta  clase  desaparecen  con  la  mayor  facili- 
dad, y  su  deseo  era  que  la  duración  de  las  reformas  guardase  armonía 
con  su  radicalismo.  Prueba  evidente  de  todo  esto  es  lo  que  dice  en  la 
Memoria,  así  respecto  del  reglamento  provisional  para  la  administra- 
ción de  justicia,  como  en  lo  concerniente  á  las  demás  disposiciones 
acordadas  durante  su  Ministerio.  Después  de  un  detenido  examen  pasó 
el  primero,  habiendo  precedido  largas  meditaciones  y  la  opinión  de  dig- 
nos y  antiguos  Magistrados  se  formularon  algunas  de  las  restantes,  y 
Sor  falta  de  tiempo  no  cupo  igual  suerte  á  otras  que  teaia  concebidas  y 
e  las  cuales  sostuvo  alguna  siendo  luego  Magistrado  del  Tribunal,  hoy 
Supremo,  con  la  entereza  j  energía  de  que  tantas  pruelMis  habia  dado, 

Íse  convirtió  en  prescripción  clara  y  terminante  pocos  días  después  de 
aberse  encargado  segunda  vea  del  mismo  Ministerio  en  4840. 

£1  reglamento  citado,  que  aceptó  como  suyo,  sin  privar  por  ello  de 
la  gloria  perteneciente  á  su  verdadero  autor,  con  los  artículos  que  bajo 
el  concepto  de  adicionales  le  agregó;  el  del  Tribunal  Supremo  do  Espa- 
ña é  Indias,  y  las  Ordenanzas  para  las  Audiencias  con  la  Real  orden  de 
S5  de  Diciembre  de  1836  sobre  su  observancia'  debían  ser  y  fueron  las 
bases  capitales  y  los  sólidos  cimientos  de  la  reforma  sin  que  pasase  des- 
apercibida ni  dejara  de  comprender  que  para  completarlos  todavía  fal- 
taba un  reglamento  á  qne  hubieran  de  atemperarse  los  Juzgados  de  pri- 
mera instancia,  v  otras  disposiciones  de  carácter  tan  firme  y  duradero 
como  el  de  aquellas. 

Ni  se  le  ocultaba,  ni  podía  ocultársele  la  necesidad  absoluta  é  im- 
prescindible de  que  los  encargados  del  importante  depósito  de  la  admi- 
nistración de  justicia  tuvieran,  además  de  la  probidad,  pureza,  fideli- 
dad, buena  fama,  inteligencia  y  aplicación  indispensables,  v  la  ewpe^ 
rienda  práctica  que  eólo  te  adquiere  en  el  mamt^'o  de  los  diferentes  ne- 
gocias forenses  en  sus  diferentes  gradacumes^  y  consecuencia  de  estos 
fundamentos  consignados  en  la  exposición  de  motivos  que  precede  al 
Real  decreto  de  6  de  Octubre  de  1835,  fueron  las  diferentes  disposicio- 
nes que  contiene,  como  lo  Áió  también  la  Real  orden  de  31  de  Enero  de 
1836  en  que  se  cita  aquel,  reducido  en  su  conjunto  á  contener  todo  abu- 
so que  intentara  cometerse  en  el  nombramiento  de  Promotores  fiscales, 
Jueces  y  Magistrados,  y  á  procurar  que  la  gracia  para  cualquiera  de 
esos  cargos  recayera  tan  sólo  en  quienes  contando  con  determinado  nú- 
mero de  años  de  ejercicio  en  la  Abogacía  con  buen  concepto  público,  ó 
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haliiendo  servido  por  determinado  tiempo  atlj^nat  de  Us  plazas  míerio- 
res  en  escala  á  los  mismos  cargos  correspondiente,  presentaran  pruebas 
indudables  de  reunir  las  demás  oirennstaneias  en  aquella  exposición  ex- 
presadas. 

Establecidas  las  reglas  para  la  administración  de  justicia;  determi- 
nadas las  facultades  correspondientes  á  los  que  debian  aplicarlas,  y  Ja 
manera  de  hacerlo;  y  presentas  las  cualidades  y  circunstancias  que  de- 
bian concurrir  para  el  nombramiento  y  ascenso  de  los  que  hubieran  de 
pertenecer  ala  carrera  judicial,  parecia  realizada  la  refotaa,  j  sin  em- 
oargo  faltaba  una  de  sus  bases  cai>itales.  De  hecho  venia  siendo  un 
princípiQ  la  inamovilidad  judicial:  si  la  gloría  de  la  iniciativa  para  con- 
vertirla en  principio  también  de  derecho,  de  sostenerla  dn  este  terreno 
después  de  publicada  la  Constitución  y  de  declararla  expresamente  y 
por  vez  primera,  pertenece  á  D.  Alvaro  Gromez  Becerra,  que  compren- 
diendo el  deber  y  el  derecho  como  fundamentos  sociales,  procuró  siem- 
Sre  armoniíarlos  entre  si,  y  hasta  el  punto  de  que  el  uno  jamás  se  so- 
repusiera  al  otro.  Habia  exigido  garantías  relativas  i  la  sociedad  para 
entrar  y  ascender  en  la  carrera  judicial,  y  nada  más  justo  que  la  misma 
sociedad  se  las  proporcionara  también  á  los  que  á  ella  pertenecieran: 
desde  que  empezó  á  iniciarse  en  España  el  Gobierno  representativo  se 
consideraron  como  interinos  los  empleos  de  judicatura,  y  se  habian  nom- 
brado con  esta  cualidad  casi  todos  tos  Jueces  de  primera  instancia  que 
existían  hasta  el  S4  de  Marzo  de  4836.  Para  que  el  estado  incierto  y  pre- 
cario de  estos  funcionarios  tuviera  el  término  que  debia,  se  dispuso  en 
la  Real  orden  de  esa  fecha  la  manera  de  llegar  á  ese  término,  subordi- 
nada no  tanto  á  los  informes  que  las  Audiencias  pidieran  á  las  autorida- 
des y  personas  imparclales  j  honradas,  cuanto  á  los  datos  que  pudieran 
tomarse  de  las  causas  y  pleitos  remitidos  al  Tribunal  Superior  y  en  oue 
hubiera  procedimientos  y  providencias  de  los  aspirantes  á  la  propiedad 
farq%e  el  principio^  dice  en  el  preámbulo,  necesario  y  generalmente  re* 
eaneeido  de  la  independencia  fia  enlazado  con  en  inamavilidad. 

El  Ministerio  Mendizabal  en  1835,  fué,  cono  no  podía  menos,  aten- 
didas las  circunstancias  en  que  se  formó,  revolucionario  y  destructor  de 
lo  existente  hasta  entonces,  pero  cimentador  del  edificio  que  más  tarde 
y  sin  tiempo  ni  aun  para  remover  los  escombros,  habia  de  aparecer  en 
el  mismo  terreno  reemplazando  al  destruido.  En  lo  referente  al  ramo  ju- 
dicial de  que  estaba  encargado  Gómez  Becerra  se  vé  el  carácter  revolu- 
cionario y  reformista,  pero  fundado  en  el  orden  y  la  razón  de  ese  Go- 
bierno. Aqueüos  reglamentos,  aquellas  ordenanzas  aun  tienen  vida  des- 
pués de  cerca  de  medio  siglo  de  existencia:  aquellas  circunstancias  pres- 
critas para  los  que  hubieran  de  entrar  y  ascender  en  la  carrera  judicial 
fueron  aceptadas  por  Ministros  de  doctrinas  políticas  enteramente 
opuestas  á  las  de  Gomes  Becerra;  y  también  lo  ha  sido  de  su  iniciativa 
la  inamovilídad.  Prueba  todo  esto,  pues,  que  su  origen  y  fundamento  no 
eran  el  espíritu  revolucionario  de  la  época,  ni  la  fuente  de  gracias  para 
remunerar  servicios  prestados  por  individuos  pertenecientes  al  partido 
de  que  salió  aguel  Ministerio:  que  el  uno  y  el  otro  partían  de  principios 
á  que  todos,  sm  distinción,  rendimos  culto  en  nuestra  conciencia,  y  Gó- 
mez Becerra  le  rendía  interna  y  externamente:  su  fé  en  ellos  y  su  espe- 
ranza en  que  triunfarían  eran  tan  profundas,  como  imperturbable  su  se- 
renidad. Si  no  los  redujo  á  la  práctica  en  toda  su  extensión,  como  pen- 
saba y  se  proponía  hacerlo,  no  fué  ciertamente  por  falta  de  laborio- 
sidad. 
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Deade  Mayo  de  1 836,  en  que  salió  del  Miniatarío  periMiiaGl6  oetan- 
te,  y  sin  prensar  ya  ea  TolTer  á  ejercer  la  abogacía  basta  príncipiosdB 
Octubre  siguiente  en  que  fué  nombrado  Ministro  del  hoy  Tribunal  Su- 
premo, y  en  este  puesto,  dice  el  autor  de  su  biografía  antes  citado,  tía 
crítica  enmudece  y  no  puede  reprochirselela'másoeque&a  censura, 
^ecto  y  puro  en  los  negocios  de  justicia,  trabajó  mucbo  en  los  cónsul-- 
tiros  que  se  despacharon  en  Tribunal  pleno.  Ocurrieron  muchos,  gra«> 
ves  y  delicados  por  su  misma  naturaleza,  y  en  casi  todos  fué  adopiado 
el  voto  de  D.  Alvaro,  encargado  las  más  veces  de  redactar  las  conanl- 
tas,  de  las  cuales  conserva  en  un  legajo  algunos  borradores  (4)  7  de  vo- 
tos particulares,  cuya  lectura,  si  se  publicase,  seria  curiosa  é  intere- 
sante.» 

Creemos  que  estas  circunstancias  existen  siempre  en  producciones 
de  aquellos  que,  sobresaliendo  entre  los  demás  desde  sus  primeros 
años,  llegaron  á  hacerse  memorables  en  los  diferentes  ramos  de  la  ad- 
ministración, que  dirigieren  desde  puestos  elevados. algunas  veces  du- 
rante su  vida,  y  que  hay  tiempo  ó  momentos  en  que  lo  curioso  é  intere- 
sante se  convierte  en  necesario.  Desde  muy  antiguo  viene  hablándose  j 
discutiéndose  acerca  de  la  inamovilidad  iudieáal;  no  hace  dos  meses  que 
derogándose  la  disposición  transitoria  de  la  ley  de  i  6  de  Setiembre  de 
IS70,  que  la  estabiecia,  se  han  dejado  sin  efecto  las  declaraciones  en 
virtud  de  ella  otorgadas  á  los  Mai^istrados  y  Jueces,  y  se  han  dictado 
reglas  para  declararla  según  las  mismas,  lo  cual  naturalmente  ha  dado 
lugar  á  que  esa  discusión  creaca  y  se  estienda  de  una  manera  conside» 
rabie.  ¿Podrá,  pues,  tener  en  la  actuslidad  el  carácter  de  curioso,  inte- 
resante y  necesario  lo  que  D.  Alvaro  Gomes  Becerra,  el  iniciador  del 
pensamiento  de  reducir  á  principio  de  derecho  antes,  y  á  principio  de 
hecho  después  la  inamovilidad  judicial,  escribía  sobre  ella  en  %t  de  Ma- 
yo de  18387  No  nos  atrevemos  á  decidirlo.  Los  que  lean  el  escrito  que 
en  la  entrega  anterior  hemos  publicado  lo  resolverán. 

Tal  vea  ese  escrito  se  refiera  á  alguna  de  las  consultas  que  el  autor 
de  la  biografía  de  D.  Alvaro,  dice,  tuvo  el  encargo  de  redactar.  Si  fue- 
se, en  el  Ministerio  deberá  obrar  el  original.  Nosotros  lo  publicamos 
con  el  sólo  objeto  de  demostrar  lo  ^oe  antes  hemos  dicho,  á  saber:  aue 
si  Gomes  Becerra  profesó  principios  revolucionarios  y  procuró  reau* 
cirios  á  la  práctica;  si  intentó  plantear  j  planteó  reformas  radicales  en 
el  ramo  de  la  Administración  de  justicia,  jamás  lo  hiao  tomando  por 
base  fundamental  la  revolución  desenfrenada,  que  todo  lo  destruye  y 
aniquila;  por  el  contrario,  trató  de  realisarlo  y  lo  raaliaó  partiendo 
siempre  de  las  bases  fundamentales  de.toda  sociedad  bien  organizada* 

Los  que  vieran  y  aun  crean  ver  en  Gómez  Becerra  y  sus  actos,  públi- 
cos personificadas  la  revolución,  las  reformas  y  el  radicalismo,  encon- 
trarán en  sus  tres  citados  escritos  una  prueba  indudable  de  esta 
verdad;  pero  al  mismo  tiempo  encontrarán  la  de  que  hasta  sus  mismos 
enemigos  en  política  han  venido  á  aceptar  j  á  pooer  en  práctica  sus 
principios  V  aspiraciones,  con  tanta  frecuencia  como  entereza  presen- 
tados y  defendidos.  Era  revolucionario,  reformista  y  radical;  pero  de 
convicción  profunda  y  de  fé  arraigada,  y  en  este  sentido  no  podía  pres-* 
cindir,.ni  prescindió  jamás  del  bien  publico,  apo]fado  dnicamente,  como» 
dice  en  el  último  de  aquellos  escritos,  en  los  principios  inalterables  d» 
la  razón  y  en  las  reglas  firmes  y  eternas  de  la  justicia.  De  los  unos  y  de 
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las  otras,  y  nada  üáa  que  da  los  anos  y  de  las  otras  partian  sus  pensa- 
mientos y  sas  obras:  deseaba  el  trínnfo  de  la  libertad,  qoe  era  el  bello 
ideal  á  que  desde  sqs  primeros  ai^os  había  consagrado  su  existencia, 
próxima  i  desaparecer  en  más  de  una  y  en  mnchas  ocasiones;  pero 
nnnca  intentó  alcanzarle,  por  esa  clase  de  medios  q[ne  sólo  dejan  en  pos 
de  sí  la  destrucción  y  la  ruina:  la  razón  y  la  justicia  cuentan  con  los 
necesarios  para  llegar  al  fin  que  apetecía  y  por  el  que  trabajó  incesan- 
temente, y  de  ellos  tan  sólo  se  valió  en  su  larga  vida.  Ni  el  aura  popu- 
lar, ni  la  ambición  de  otro  género,  ni  el  deseo  de  sostener  en  el  poder 
al  partido  á  que  perteneció  siempre,  ni  el  de  dispensar  gracias  ó  re- 
compensas á  sus  correligionarios  políticos  ie  impulsaron  á  las  refor- 
mas. Las  creyó  indispensables  en  el  ramo  judicial,  á  cuvo  frente  estuvo, 
para  establecer  la  )armonía  conveniente  con  la  nueva  forma  de  gobier- 
no creada  por  el  principio  liberal  dominante,  y  las  planteó  en  cuanto 
pudo  sin  consideración  á  las  personas,  ni  i  su  matiz  político:  había  mo- 
tivos para  esperar  que  fueran  fieles  á  aquel  principio;  reunían  las  con- 
diciones de  honradez,  capacidad,  aptitud  y  demás  requeridas  para  ocu- 
par el  puesto  en  que  estaban;  nada  más  era  precisq  para  conservarlas 
en  ól;  pero  con  la  independencia  inherente  al  cargo  que  ese  puesto  re- 

Eresentaba.  Por  eso  decía  en  ^1  escrito  de  5  de  Febrero  de  18^9,  cuando 
acia  mucho  tiempo  que  su  partido  político  estaba  alejado  del  poder, 
cuando  en  el  Gobierno  dominaban  ideas  opuestas  alas  suyas,  «proclá- 
mese desde  luego  la  efectiva  y  exacta  onservancia  del  art.  66  de  la 
Constitución,»  la  inamovilidad  judicial.  ¿Podría  redundar  esta  medida 
en  provecho  de  los  progresistas,  como  entonces  se  llamaba  á  los  que 
componían  el  partido  á  que  perteheeió  Gómez  Becerra? 

Terminó  ei  año  de  1839  y  corrió  en  su  mayor  parte  el  de  1840,  y  el 
proyecto  impugnado  con  fecha  5  de  Febrero  no  vió  la  luz,  ni  como  de* 
creio,  ni  como  le v«  Tampoco  adquirió  vida  la  inamovilidad  judicial  en 
la  forma  ni  por  el  medio  que  Gómez  Becerra  proponía,  ni  por  ningún 
otro;  y  viniendo  los  acontecimientos  del  1.^  de  setiembre  del  último  de 
esos  años,  que  dló  por  resultado  el  triunfo  de  las  ideas  políticas  de  su 
partido,  no  sólo  renunció  el  cargo  de  Ministro  de  Gracia  y  Justicia  para 
que  fué  nombrado  por  la  Reina  Re|fente,  sino  que,  faltando,  dice  el 
autor  de  su  biografía,  á  lo  que  exigían  la  urbanidad  y  el  afecto  y  con- 
sideración que  le  merecía  el  Duque  de  la  Victoria,  se  abstuvo  de  visi- 
tarle después  que  llegó  á  Madrid  con  el  objeto,  tal  vez  entre  otros,  de 
formar  un  Ministerio,  paira  que  estaba  autorizado.  Tan  lejos  estaba  de 
esos  acontecimientos,  y  tan  resuelto  á  no  tomar  participación  de  nin-^ 
guna  clase  en  ellos>  que  á  pesar  de  haber  sido  llamado  por  el  Duque,  y 
conducido  á  su  akjamiento  por  D.  Joaquín  Perrer,  rehusó  tenazmente 
V  con  muy  buenas  razones,  á  presencia  de  los  que  luego  entraron  en  el 
Ministerio,  la  cartera  de  Gracia  y  Justicia  que  le  fué  ofrecida.  Por  has* 
tante  tiempo,  sigue  diciendo  el  autor  citado,  se  sostuvo  el  debate;  pero 
levantándose  ellMique,  le  düo  con  reábluoion:  «está  concluido  el  asun- 
to: sin  V.  no  puedo  formar  el  Ministerio;»  entonces  cedió  D.  Alvaro,  sí 
á  la  idea  de  que  podía  ser  responsable,  continuando  el  estado  de  inquie- 
tud y  turbulencia  en  que  todo  se  hallaba,  pero  no  á  impulsos  de  ambi- 
ción, ó  de  interés,  pasiones  mezquinas  que  nunca  ocuparon  el  ánimo  de 
Gómez  Becerra. 

D.  Alvaro  conocía  mnj  bien  las  circunstancias  que  en  aquellos  días 
atravesaba  España;  preveía  las  consecuencias  funestas  que  sobreven- 
drian  si  se  prolongaba  el  estado  en  que  todo  se  hallaba  un  mes  hacia; 
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comprendia  la  imperiosa  necesidad  de  poner  inmedialamente  tin  dime 
qne  contuviera  el  incremento  y  desarrollo  de  las  pasiones  4iiie  excitadas 
por  nn  hecho  insigoiOcante  conclajen  por  llenar  de  loto  y  espanto  al 
país;  recordaba  que  siendo  Corregidor  en  Gáceres,  sin  otro  motivo  qne 
•  haber  lirado  algnnas  piedras  nnoa  guardias  w/ilooas  del  Cuerpo  que  allí 
estaba  á  unas  vacas  del  Marqués  de  Santa  Marta,  (jue  s»  lidiaban  en  la 
plaza,  hubo  entre  este  cuerpo  y  el  pueblo  un  conflicto  grave,  que  pu> 
do  cortase  á  duras  penas  con  la  salida  de  la  población  de  aquel  Cuerpo, 
que  la  guamecia;  veia  en  fin  un  peligro  para  la  patria,  qne  podria  sal- 
varse sacrificando  su  tranquilidad,  y  exponiendo  una  ves  más  su  exis- 
tencia, y  era  preciso  correr  esos  nuevos  riesgos:  la  responsabilidid  que 
iba  á  contraer  aceptando  nn  cargo  que  tantosdisgustos  le  habia  pro- 
porcionado en  la  anterior  época  que  le  desempeñó:  el  cambio  de  los  pla- 
ceres del  trato  social  por  los  azares  de  la  borrasca  que  t>udieran  sobre- 
venir eran  nada  al  lado  del  peligro  que  debia  salvarse. 

Aceptó  pues,  la  cartera  de  Gracia  y  Justicia,  y  nombrado  Ministro 
de  este  ramo  el  3  de  Octubre  siguiente  salió  con  sus  demás  compañeros 
el  6  para  Valencia,  donde  llegaron  el  S,  desde  cuyo  dia  en  la  noche 
hasta  el  13,  de  nada  más  debió  ocuparse  todo  el  Ministerio  ^ne  de  la 
gran  cuestión  política  que  dio  logar  á  los  acontecimientos  iniciados 
el  1.^  de  Setiembre,  y  produjo  la  marcha  de  la  Reina  Regente,  realizada 
en  la  mañana  del  17.  Gómez  Becerra,  sin  embargo,  tuvo  tiempo  en  esos 
dias  para  realizar  lo  que  apesar  desús  continuos  esfuerzos  no  habla  po- 
dido consej^uir  se  hiciera  en  el  trascurso  de  algunos  años.  Los  69  de 
edad,  que  iba  d  contar  no  habían  debilitado  su  espíritu  ni  su  cuerpo: 
aún  le  permitían  trabajar  catorce  ó  diez  y  seis  horas  diariamente,  y 
así  tan  sólo  puede  comprenderse  que  en  medio  de  la  ag[itacion  uniTenal 
de  aquellos  dias  se  ocupase  de  una  medida,  secundaria  y  de  poca  im- 

Sortancia,  si  se  Ci:>mpara  con  las  generales  hijas  del  momento;  principal 
e  absoluta  necesidad  y  gran  valor  si  se  tenían  en  cuenta  los  principios 
que  al  tratar  antes  de  ella  había  sostenido  y  demostrado*.  Sin  justicia 
no  hay  Gobierno  posible:  sin  inamovilidad  judicial  la  justicia  no  es  fá- 
cil que  exista.  De  estos  fundamentos  hablan  partido  sus  largos  trabajos, 
inútiles  hasta  entonces,  y  que  podían  ser  productivos  en  aauella  época, 
como  en  efecto  lo  fueron  por  medio  del  aecreto  que  en  el  mismo  Va- 
lencia expidió  la  Regencia  provisional  del  Reino  con  fecha  16  del  propio 
Octubre,  en  que  se  dispuso  que  los  Magistrados  y  Jueces  con  nombra-» 
miento  Real  en  propiedad  que  se  bailaban  en  actual  y  efectivo  ejerci- 
cio de  sus  respectivos  empleos  el  dia  IS  de  aquel  mes,  y  los  que  fuesen 
nombrados  en  lo  sucesivo  con  las  mismas  cahdades  no  fueran  depues- 
tos de  sus  destinos  temporales  ó  perpetuos  sino  por  sentencia  ejecutor- 
riada,  ni  suspendidos  sino  por  auto  judicial,  ó  en  virtud  de  óroen  del 
Rey,  cuando  éste  con  motivos  fondados  los  mandase  juzgar  por  el  Tri- 
bunal competente  conforme  alart.  66  de  la  Constitución. 

La  independencia  del  poder  judicial  no  podía  ni  puede  existir  mien- 
tras no  sean  inamovibles  los  Jueces  y  Magistrados,  y  aunque  consagra- 
da esta  doctrina  en  la  ley  fundamental  del  Estado  la  verdad  era  que  el 
artículo  que  la  establecía  estaba  hasta  entonces  sin. el  cumplimiento 
debido  en  la  aplicación  práctica  que  requería  el  respeto  á  aquella  ley. 
Gómez  Becerra  por  medio  de  ese  decreto,  y  como  individuo  de  la  Re- 
gencia redujo  á  la  práctica  esa  doctrina,  y  prestó  é  hizo  prestar  á  la  ley 
el  cumplimiento  de  que  carecía.  Y  lo  hizo  todo  sin  lastimar  ni  destruir 
derechos  á  la  sombra  de  la  misma  ley  adquiridos,  sin  utilizar  los  medios 
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reTolacionaríos  que  otros,  á  quienes  no  se  lia  aplieadoeste  ealificativo, 
sancionaron  en  provecho  tal  vez  de  sus  adeptos  y  afines  en  política. 
No  volvamos  la  vista  atrás,  respetemos  los  hechos  consumados,  pase- 
mos por  ellos,  decia  en  la  exposición  que  precede  á  ese  decreto,  pero 
no  confirmemos  nombramientos  de  Jueces  6  Magistrados  que  hayan  he- 
cho las  Juntas,  que  sabido  es  se  formaron  en  todas  partes  j  ejercieron 
(a  Soberanía.  Sosténganse  en  sus  puestos  á  todos  los  funcionarios  de 
esas  clases,  y  decláreseles  inamovibles,  siempre  que  los  hubieran  obte- 
nido con  nombramiento  Real  y  estuviesen  ejerciendo  sus  empleos  el  dia 
4S  de  este  mes* 

Ese  decreto  sintetiza  la  rigidez  en  prineipios  de  D.  Alvaro,  el  pro«- 
fundo  respeto  con  que  los  veía  y  ejecutid)a,  sa  abnegación  individual 
y  colectiva,  que  jamás  convirtió  la  parte  del  poder  que  se  le  confiara 
en  instrumento  revolucionario,  ni  en  arma  de  venganza,  ni  en  fuente 
de  gracias  para  los  aue  distaban  de  sus  ideas  políticas,  ó  para  los  que 
profesaban  las  que  el:  que  el  derecho  y  la  ley,  en  fin,  eran  los  agentes 
de  sus  actos.  Pero  aún  le  faltaba  que  nacer  alguna  cosa  más  para* que 
la  inamovilidad  judicial,  redocida  á  la  práctica  por  medio  de  una  decla- 
ración legal  expresa,  adquiriera  la  fuerza  necesaria  para  resistir  los  ele- 
mentos de  destrucción  qne  en  su  contra  pudieran  presentarse  otro  dia; 
y  á  llenarla  se  dirigió  el  decreto  de  30  del  mismo  Octubre,  en  cuya  ex- 
posición de  motivos  consignó  la  necesidad  de  declarar  la  propieaad  de 
sus  destinos  judiciales  á  todos  los  que  habióndolos  obtenido  con  nom- 
bramiento Real,  y  estando  desempeñándolos  en  12  del  repetido  Octubre, 
se  hallasen  en  aptitud  de  continuar  los  servicios  con  utilidad  publica. 
Principió  por  los  que  los  prestaban  en  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia, 
y  declarando  Ministros  en  propiedad  de  él  á  D.  Ramón  Giraldo  y  los  cin-. 
co  más  que  se  expresan,  completó  en  esta  parte  la  obra  con  la  orden  de 
31  de  Diciembre  de  aqael  año,  en  que  se  mandó  que  tanto  los  Jueces 
de  primera  instancia,  á  quienes  se  nabia  declarado  la  propiedad  de  los 
Juzgados  que  desempeñaban  sin  el  correspondiente  Real  título,  como 
los  nuevamente  nombrados  en  propiedad,  acudieran  á  sacarle  en  el  tér- 
mino de  dos  meses. 

Sus  aspiraciones  y  deseos  quedaron  realizados  por  de  pronto:  las 
reformas  judiciales  estaban  hechas  en  su  totalidad:  los  Magistrados  y 
Jueces  teman  reglas  claras  y  precisas,  acomodadas  á  la  nueva  forma  de 
Grobiemo,  á  que  atemperarse,  y  la  inamovilidad  de  derecho  y  de  hecho 
establecida  les  suministraba  las  garantías  indispensables  para  ejercer 
sus  cargos  con  la  independencia  inherente  á  la  alta  misión  que  re- 
presentan en  la  sociedad;  pero  aún  no  se  habia  llegado  á  la  peneceiou 
exigida  por  esa  misma  forma  de  f^obiemo,  y  con  el  fin  de  conseguirla ' 
formuló  un  proyecto  de  organización  del  poder  judicial  que  se  conserva 
en  borrador  entre  sus  papeles,  escrito  como  todos  de  su  puño  v  letra,  que 
después  estuvo  en  poder  de  otro  Ministro  j  presentado  al  Senado  fué 
aprobado  casi  en  su  totalidad  por  una  comisión  del  mismo.  Entre  tanto 
y  durante  su  Ministerio  en  esta  época  se  adoptaron  otras  disposiciones 
de  carácter  más  general  y  enlazadas  con  la  política,  en  las  cuales,  aun 
cuando  salieron  del  d^  su  ramo,  debieron  tener  gran  parte  los  demás 
individuos  que  le  componían.  Censuradas  algunas  por  el  autor  de  su  bio- 
grafía, no  podemos  ni  debemos  hacer  más  qne  copiar  las  notas  de  rec- 
tificación ó  explicación  puestas  por  el  mismo  D.  Alvaro  en  el  ejemplar 
de  ellos  que  tenemos  á  la  viMa,  y  así  podrá  juzgar  el  lector. 

La  pnmera  que  aquel  coloca  en  esa  esfera  es  el  decreto  de  29  de  Di- 
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habló,  allí  debemos  consignar  lo  que  dijo;  y  por  eso  nos  hemos  permi* 
tido  una  digresión  qne  sabrá  dispensársenos  quien  estos  apuntes  lea. 
El  nombramiento  de  Espartero  para  Regente  único  del  Reino,  exi- 

fia  naturalmente  que  el  Ministerio  fuera  reemplaiado  por  otros  hom- 
res,  y  comprendiéndolo  así  D.  Alvaro  dejó  la  cartera  de  Gracia  y  ius» 
tida  pasando  á  la  situación  de  cesante  hasta  el  S9  del  mismo  Octubre, 
en  que  se  le  mandó  volver  á  su  antigua  plasa  de  Magistrado  del  Tribu- 
nal Supremo,  donde  continuó  prestando  hasta  eH9  de  Mayo  de  4S43 
los  servicios  que  antes,  sin  desmentir  la  reputación  aue  ya  tenia  adqui- 
rida ni  la  laboriosidad  de  que  tantas  pruebas  habla  dado,  siendo  el  pri- 
mero que  ofreció  el  ejemplo  de  asistir  diariamente  á  él  basta  las  horas 
en  que,  como  Diputado  y  Senador,  que  fué  en  esa  época,  necesitaba  pro* 
sentarse  en  las  Cortes. 

Entre  tanto  las  cuestiones  políticas  fueron  adouiríendo  otro  carácter 
distinto:  la  ocurrencias  del  mismo  ano  de  1841 ,  y  las  que  sucesiva  y  pre- 
cipitadamente se  desarrollaron,  adquirieron  una  gravedad  é  importan* 
cia  suma.  El  germen  de  aquella  coalición,  de  aquel  «Dios  salve  al  país» 
«Dios  salve  á  la  Reina, »  ^  de  aquellos  programas  de  D.  Joaquín  María 
Lopes,  sobre  los  cuales  dejó  tamoien  escrita  alguna  cosa  D.  Alvaro,  fué 
demasiado  fecundo,  y  ha  reproducido  tanto  sus  frutos,  que  difícil,  si  no 
imposible,  será  destruir  el  ui^o  y  evitar  los  otros  en  la  tierra  donde  aauel 
se  sembró  y  estos  se  produjeron.  Sucesos  de  esta  naturaleaa  jamás  des- 
aparecen de  la  memoria  de  los  habitantes  del  país  en  que  acontecen, 
aunque  la  historia  no  los  legara  á  la  posteridad,  porque  su  rareaa  y 
mamitud  hace  aue  se  trasmitan  de  generación  en  generación  y  nunca 
se  olviden.  D.  Alvaro,  caliñcado  de  revolucionario,  y  revolucionario  de 
corazón,*  permaneció  sin  embargo  completamente  ageno  á  todos  ellos, 
porque  su  fé  en  los  inalterables  principios  de  la  raxon  y  en  las  firmes  y 
eternas  realas  de  la  justicia  era  tan  profunda  como  su  esperanza  de  que 
la  revolucion.triunfaria  más  ó  menos  pronto  por  medio  de  esas  reglas  y 
sin  necesidad  de  cabalas  é  intrigas  que,  si  contribuyen  á  precipitar  el 
resultado  á  aue  se  aspira,  vienen  en  último  término  á  convertirse  en 
fundamento  de  retroceso  y  en  instrumento  de  destrucción  y  de  ruina 
para  el  pueblo  en  que  se  realizan. 

En  tan  críticas  circunstancias,  y  después  de  haber  reusado  entrar  en 
el  Ministerio  Rodil,  á  pesar  de  los  esfuerzos  de  éste  y  del  Duque  de  la 
Victoria,  volvió  por  tercera  vez  á  hacerse  car^  eH9  de  Mayo  de  4843 
de  la  cartera  de  Gracia  y  Justicia  con  la  Presidencia  del  Consejo,  y  es- 
tuvo desempeñándola  hasta  la  noche  del  SO  de  Julio  en  que  1^  llevaron 
del  Ministerio  gravemente  enfermo  á  su  casa,  donde  permaneció  aletar- 
ffadoy  sin  sentido  basta  la  del  23,  en  que  concinvó  definitivamente  el 
arama  político  empezado  con  la  coalición.  La  lucha  de  fuerza  material 
sostenida  durante  esos  dos  meses  no  daba  lugar  á  que  el  Ministerio  pen- 
sase siquiera  en  otra  cosa  que  en  ella,  y  D.  Alvaro,  por  consiguiente,  no 
pudo  hacer  ni  hj^o  nada  general  en  el  ramo  judicial. 

Volvió,  pues,  á  la  oscuridad  y  al  olvido  hasta  ellO  de  Abril  de  4847 
en  que  se  le  nombró  con  otros  para  suplir  las  faltas  de  Magistrados  del 
Tribunal  Supremo,  y  poco  después  Senador  vitalicio.  Poco  tiempo  des- 
pués, en  Mayo  de  1848,  cuando  tenia  77  años  de  edad,  fué  desterrado, 
sin  consideración  ni  miramiento  alguno,  á  la  ciudad  de  Cuenca. 

Sus  doctrinas  volvieron  á  aparecer  como  triunfantes  en  1854;  pero 
su  edad  y  el  estado  de  su  salud  no  le  permitían  ya  ocupar  puesto  algu- 
no en  el  campo,  que  proveyó  sin  embargo  había  de  ser  muy  pronto  ex- 
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elañyamente  dominado,  por  los  que  acababan  de  perderle^  y  asi  lo  re* 
veló  en  pocaa  frasea,  que  podo  pronnuciar  después  de  baber  saludado 
de  nuevo  en  el  poder  á  Espartero,  obrólo  de  so  predilección  y  cariño, 
basta  nn  ponto  que  nadie  m^or  que  él  sabe  donde  llej^aba,  y  de  lo  cual 
es  la  más  relevante  prue^  su  entrada  en  el  Ministeno  la  última  vez  i 
pesar  de  comprender  los  riesgos  y  peligros  que  iba  á  atravesar,  con  la 
can  seguridad  de  que  seria  imposible  obtener  el  triunfo.  Su  vida  estaba 
próxima  á  concluir  al  realizarse  los  acontecimientos  que  en  ese  año  tu- 
vieron lugar,  V  con  efecto,  concluirá  á  los  seis  meses  después,  llevando 
á  la  tumba  diferencias  muy  esenciales  en  ideas,  según  asegura  en  la 
última  nota  por  él  puesta  en  el  ejem|>lar  de  su  biografía,  y  no  insigni- 
ficantes, como  dice  el  autor  de  ella,  de  las  profesadas  y  sostenidas  por 
el  partido,  á  quien  llamaba  su  contrario. 

Después  de  haber  sido  el  primer  jefe  politico  en  propiedad  que  bubo 
en  España,  tres  veces  Ministro,  y  una  de  ellas  Presiaente  del  Ministerio, 
y  ocupado  por  muchas  más  los  escaños  de  la  Manstratura  y  represen* 
tacion  nacional,  habiendo  ejercido  la  Presidencia  de  ambos  Cuerpos  co-^ 
legisladores  murió  pobre  en  toda  la  extensión  de  esta  palabra,  sin  lucir 
en  su  pecho  ni  cobijar  su  ataúd  emblemas  de  cruces  grandes  ni  senci- 
llas que  jamás  tuvo,  ni  otra  insignia  de  distinción  que  la  medalla  y  la 
toga  del  Magistrado:  en  la  conducción  de  su  cadáver  desde  la  casa  mor- 
tuoria hasta  el  cementerio  en  que  reposan  sus  cenizas,  no  hubo  más  lujo 
y  boato  que  el  acompañamiento  de  algunos  amigos  que  pudieron  tener 
noticia  de  ello  en  virtud  del  anuncio  de  su  muerte  hecho  en  las  Cortes 
por  el  General  Infante  menos  de  veinticuatro  horas  antes  de  la  realiza- 
ción de  aquel  acto  j  en  el  periódico  Bl  Voto  Nadanal  del  S5  de  Enero 
de  4855,  en  cuyo  día  y  á  las  doce  de  él  habla  de  verificarse:  su  volun- 
tad fué  que  ni  se  hiciera  convite,  ni  se  pasasen  esquelas  á  nadie. 

Calificado  de  revolucionario  por  escelencia,  entró  en  el  Ministerio 
dos  veces  para  contener  y  encauzar  la  revolución  viva,  j  contribuyó  con 
la  energía  de  su  carácter  y  la  prudencia  de  sus  disposiciones  á  contener- 
La  y  encauzarla,  y  se  contuvo  y  encauzó  partiendo  de  los  principios  in- 
alterables de  la  razón  y  de  las  reglas  firmes  y  eternas  de  la  justicia,  y 
estableciendo  en  el  ramo  del  poder  judicial  que  estuvo  á  su  cargo,  ba- 
ses y  fundamentos  subsistentes  unos  todavía  á  pesar  de  los  muchos 
años  trascurridos  y  aceptados  y  consignados  como  tales  otros,  no  sólo 

gor  Gobiernos  posteriores  representantes  de  sus  doctrinas,  sí  que  tam- 
ien  por  los  que  aun  estarían  separados  de  ellas  por  diferencias  muy 
eseneíales.  Otra  vez  ocupó  el  mismo  puesto  con  ignal  fin,  y  si  se  hubie- 
ran seguido  sus  consejos,  tal  vez  habría  sido  distinto  el  resultado. 

Como  quiera,  y  contrayéndonos  á  lo  que  como  hombre  público  y 
particular  fué  D.  Alvaro,  repetiremos,  para  borrar  cualquiera  nota  de 
parcialidad  y  deseo  de  enaltecerle  que  intente  atribuírsenos,  lo  que  di- 
ce el  autor  de  su  biografía,  que  no  debe  parecer  sospechoso,  t  Tanto 
como  hombre  público,  como  particular,  Gómez  Becerra  es  digno  de  la 
mayor  considíeracion.  Incapaz  de  hacer  el  menor  daño,  ni  de  perjudicar 
en  lo  más  mínimo  á  sus  conciu'dadanos.  sus  miras  y  sus  disposiciones  ^n 
todas  las  épocas  de  su  mando  han  tendido  al  bien  común,  sin  otro  fin  tor- 
cido y  siniestro  á  pesar  de  que  algunas  veces  los  efectos,  ya  por  yerro  de 
eálculo,  ya  por  erecto  de  doctrinas  más  ó  menos  avanzadas,  aprendidas 
y  arraigadas  desde  la  juventud,  no  han  correspondido  al  éxito  que  se 
prometiera  su  autor.  A  más  de  esto  deben  tenerse  en  cuenta,  para  pe- 
sar en  justa  balanza  las  acciones  de  los  hombres  á  más  de  las  partícula- 
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res  oireunstancias  y  sltaacioa  crítica  en  que  se  liéviroii  i  cabo,  las  pe* 
coliares  convicciones  del  individuo  y  sobre  todo  entre  nosotros  la  tem- 
pestuosa marcha  de  los  acontecimientos  que  con  tanta  rapidez  se  han 
sucedido  en  España  durante  la  revolución  y  guerra  dinástica  que  he- 
mos atravesado;  elementos  de  discordia  y  de  cpnflaffracion  que  han  exa- 
cerbado las  pasiones  todas  é  impedido  el  que  la  ma  calma  y  maduro 
examen  ocupasen  en  el  despacho  de  los  negocios  el  justo  lugar  gue  de- 
biera corresponderles  y  que  garantisan  generalmente  su  beneficioso  re- 
sultado.» 

•Atengámonos  á  los  actos  exteriores:  ellos  solos  bastan  para  juagar  á 
Gomes  Becerra  y  para  colocarle  en  el  lugar  que  justamente  le  corres- 
ponde. Sus  83  años  de  una  vida  sin  mancha ,  gastada  en  servicio  de  su 
país,  su  honradez,  su  integridad,  su  buena  fé,  que  alguna  vez  pudo  ex- 
traviarle, pero  siempre  buena  fé,  y  por  último  su  imperturbable  cons- 
tancia y  feal  proceder  son  más  que  suficientes  méritos  para  atraerse  el 
respeto  y  consideración  de  la  España,  no  de  la  España  tal  cual  la  en- 
tienden los  partidos^  sino  de  la  España  representada  por  los  ciudadanos 
honrados,  aue  sólo  atienden  y  que  sólo  aesean  el  acrecentamiento  ,  la 
prosperidad  y  la  independencia  de  su  país,  y  no  el  particular  provecho, 
el  egoísmo  y  la  exaltación  individual;» 

Gómez  Becerra  mereció  esa  consideración  del  partido  que  goberna- 
ba en  .1848,  habia  expuesto  varias  veces  su  existencia,  había  estado 
emigrado;  pero  no  sabia  lo  que  era  el  destierro  hasta  ese  año  en  que  se 
le  impuso,  dominando  las  ideas  de  libertad  con  el  orden,  por  cuyo 
triunfo  tanto  trabajó  y  tantos  riesgos  corrió,  y  no  por  los  estragos  de 
las  revoluciones  desencadenadas. 

Las  cuentas  del  Erario  público  no  registrarán  partida  alguna  gasta- 
á%^  para  rendir  el  homenaje  debido,  ni  otro  más  insignificante,  á  Don 
Alvaro  Gómez  Becerra  á  pesar  de  haber  sido  Presidente  del  Consejo  de 
Blinistros,  del  Congreso,  del  Senado  y  de  las  Cortes  más  memorables 
que  se  celebraron  en  Cádiz  en  1813.  Tampoco  sus  cenizas  le  recordarán 
en  el  panteón  de  los  hombres  célebres  de  España,  porque  se  confundi- 
rán con  las  de  la  muchedumbre.  Ningún  tituio  nobiliario  conservará  su 
memoria,  que  sin  embargo  jamás  perecerá,  porque  está  viva  en  las  dis- 
posiciones del  tiempo  aue  fué  Ministro  contenidas  en  la  Colección  le- 
gUlativa^  y  porque  la  nistoria  se  ocupará  de  sus  actos,  de  su  constancia 
en  loa  principios  que  tuvo  por  buenos,  de  su  serenidad  en  los  peligros, 
de  su  resignacioa  eu  las  aflicciones,  de  su  fé,  de  su  honradez,  de  su  se> 
veridad,  del  estado  de  pobreza  on  que  falleció,  y  para  decirlo  de  una 
vez,  de  sus  virtudes. 

Antonio  6.  Oumpo. 
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Circunstancias  que  no  son  del  caso  referir,  han  impedido  qae  la 
Revista  se  ocupe  hace  algún. tiempo  de  las  discusiones  que  tienen 
lugar  en  la  Academia  de  Legislación  y  Jtmsprudencia ;  no  cierta- 
mente porque  no  se  dé  á  esta  Corporación  científica  la  importancia 
que  se  merece,  como  primer  palenque  en  donde  la  juventud  estu- 
diosa que  nace  á  la  vida  de  la  discusión  y  del  derecho  esgrime  sus 
primeras  armas.  La  Ríevistá  cree  justo  y  conveniente  estimular  á 
esa  misma  juventud  en  stis primeros  trabajóse  inrundiria  valor  para 
que  emprenda  el  irduo  y  espinoso  camino  que  á  su  vista  se  pre- 
senta. Volviendo,  pues,  á  reanudar  la  interrumpida  costumbre,  da- 
remos cuenta  de  las  discusiones  que  allí  se  verifiquen:  y  empezare- 
mos nuestro  trabajo  por  la  de  la  Memoria  que  ha  ocupado  á  la  Acá* 
demia  durante  casi  todo  el  curso  ultimo. 

£n  la  sesión  del  día  i  .^  do  Diciembre  próximo  pasado  leyó  el  Aca- 
démico profesor  D.  Rosendo  Macaya  una  extensa ,  erudita  y  bien  es* 
críta  Memoria  sobre  el  principio  de  interteneion  y  el  de  no  inter- 
vención. 

En  la  imposibilidad  de  ocupamos  de  todos  los  puntos  que  trata  la  Me- 
moria, y  que  demuestran  los  eonocimientoe  históricos,  jurídicos  y  fiio- 
sóficos  de  su  autor,  lo  haremos  de  aquellos  más  importantes  y  que  más 
han  llamado  U  atención  de  los  Sres  Académicos,  que,  ya  en  pro,  ya  en 
contra  de  ella,  han  usado  de  la  palabra,  con  aplauso  de  la  Academia. 

El  derecho  internacional ,  dice  la  Memoria  del  Sr.  Macaya ,  tíe-> 
ne  grandísima  importancia,  por  ser  uno  de  los  problemas  que  más  agi- 
tan á  Europa;  y  sin  embargo,  es  la  rama  de  la  legislación  que  está 
todavía  en  el  período  de  gestación,  originando  la  falta  de  fijeza  en  sus 
principios  y  la  ninguna  sanción  que  tienen  sus  preceptos,  esas  tempes- 
tades ¿ue  amagan  con  íreeuencla  la  tranquilidad  del  mundo  civi- 
lizado. 

Después  de  examinar  las  opiniones  j  las  doctrinas  de  reputados  le- 
gisladores y  publicistas  acerca  del  principio  de  intervención  y  de  no 
intervención,  consí|pase  en  la  Memoria  que  proviene  directamente  de 
otro  principio  esencial  en  derecho  internacional,  el  de  la  personalidad 
de  las  naciones,  que  como  los  individuos  son  sugeto  de  aerecho,  de- 
biendo ser  respetado  éste  para  que  cnmplan  sus  fines  particulares;  res- 
Seto  que  es  innerente  á  todo  sugeto  de  derecho.  La  regla  general,  afta- 
e,  es  la  no  intervención;  pero  tiene  sus  excepciones,  que  están  com- 
prendidas en  el  principio  opuesto ,  en  el  de  intervención ,  excepeiones 
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justificadas  y  admisibles,  pues  las  oaeiones,  como  los  individuos,  no  vi- 
ven aisladas.  La  intervención,  dice,  es  la  sustitución  violenta  de  la  so- 
beranísi  de  un  Estado  por  otro  Estado:  ha  tener  los  caracteres  de  justa 
y  pública;  no  es  un  bien,  sino  el  remedio  de  un  mal,  y  para  evitar  éste, 
son  admisibles  las  excepciones  al  principio  general. 

Examina  la  intervención  en  el  caso  de  guerra  civil,  en  el  que  la  teo- 
ría general  es  la  neutralidad  por  parte  de  las  demás  naciones;  mas  la 
fuerra,  añade,  puede  presentar  un  carácter  sombrío,  puede  contribuir 
la  pérdida  de  un  pueblo,  tomar  el  aspecto  de  una  conflagración  ge- 
neral, afectando  á  la  humanidad  entero;  y  si  U  intervención  evita  to- 
do esto,  bien  merece  la  pena  de  admitirla,  por  más  poderosas  que  sean 
las  razones  en  contra,  cuando  no  haya  esperanza  de  que  brille  en  el 
horizonte  el  iris  de  paz,  ¿será  posible  que  las  naciones  hermanas  conti- 
núen presenciando  impasibles  espectáculo  tan  aterrador?  No,  Por  muy 
respetable  que  sea  la  inviolabilidad  de  las  naciones,  también  lo  es  la  de 
los  individuos ,  y  en  casos  extremos  y  necesarios,  desaparece. 

Entrando  después  en  el  delicado  problema  de  la  intervención  con 
motivo  de  la  cuestión  de  Roma,  hace  el  Sr.  Macaya  una  escursion  por 
el  campo  de  la  historia,  refiriendo  los  trastornos  que  sufrió  la  Italia 
después  de  la  caida  del  imperio  romano,  ya  bajo  la  dominación  de  los 
bárbaros  del  Norte ,  ya  bajo  la  de  los  lombardos  ó. la  de  los  Emperado- 
res bizantinos,  haciendo^  constar  de  paso  la  legitimidad  del  poder  tem- 
Soral  del  Papa,  comenzada  por  la  agrupación  de  los  pueblos  en  derre- 
or  del  Pontífice,  arraigada  por  la  autondad  y  la  protección  de  Pipino, 
Carlo-Magno  y  la  Condesa  Matilde,  y  confirmada  por  la  prescripción 
diez  veces  secular,  viniendo  á  ser  de  derecho  lo  que  ya  era  de  justicia. 

Examina  la  intervención  en  Roma  de  dos  distintas  maneras:  inter- 
vención de  los  italianos  é  intervención  de  otro  Estado  cualquiera.  En 
este  último  concepto,  cree  que  la  Iglesia  debe  tener  poder  temporal,  no 
ya  por  necesidad,  sino  basta  por  conveniencia;  porque  siendo  la  Iglesia 
universal,  no  ha  de  ser  su  Jefe  vasallo  de  ningún  Estado:  pues  en  este 
caso  no  tendría  autoridad  absoluta,  como  lo  prueba  la  estancia  de  los 
Papas  en  Avignon,  autoridad  é  independencia  que  la  Iglesia  necesita  en 
materia  de  dogma  y  de  disciplina.  Por  tanto— añade— el  Papa  ha  de  ser 
Rey,  en  eeneral,  y  en  particular,  de  los  Estados  Pontificios. 

Estudiando  la  cuestión  en  el  primer  concepto*,  ó  sea  la  intervención 

Sor  los  italianos,  condena  la  usurpación  de  los  Estados  Romanos,  lleva- 
a  á  cabo— dice — no  por  la  Italia,  sino  por  los  soldados  de  Gerdeña; 
pues  la  Italia,  la  Grecia  de  nuestros  tiempos,  la  tierra  clásica  del  arte, 
no  puede  unirse  á  una  empresa  abominable,  condenada  por  el  derecho 
que  creció  á  orillas  del  Tiber  y  contra  todo  sentimiento  de  justicia;  y 
por  más  que  los  votos  del  sufragio  universal  hayan  aprobado  esa  usnr» 
pación  con  la  teoría  inmoral  de  los  hechos  consumados,  incienso  que- 
mado al  Dios  Éxito,  la  Italia  no  puede  asociarse  t  las  iniquidades  del 
Piamonte,  ni  aprobar  esa  unidad  italiana,  llevada  á  cabo  por  medio  de 
atropellos  é  injusticias;  sin  que  valga  decir  que  Italia  ha  de  ser  una, 

Sues  el  mismo  Pontifice  Pío  iX  trataba  de  fomentar^esa  unión  por  me- 
io  de  Estados  federativos,  para  hacer  á  aquella  libre  é  ind6{>endiente. 
Admite  la  intervención  en  un  pueblo  víctima  de  un  Gobierno  que 
bolle  los  fueros  del  derecho  y  de  la  justicia,  hasta  que  se  establezca  un 
Gobierno  regular,  que  deberá  aprobar  aquello  aue  se  haya  hecho  con- 
forme á  derecho,  viniendo  á  ser  en  este  caso  la  Nación  interventora 
un  negotiorun  ge$tor  dci  la  intervenida,  y  aplicándose  las  reglas  del 
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cqmí  contrito.  Las  Naciones  extranjeras-— dice^tienen  derecho  á  im- 
pedir y  evitar  el  escándalo  ^  el  mal  ejemplo;  paes  si  la  humanidad  ca^ 
rece  de  un  Código  criminal  internacional,  tiene,  sin  eiLbargo,  ana  ley 
moral,  qoe  reconocen  todas  las  Naciones,  qne  al  fin  y  al  cabo  están 
compuestas  de  hombres. 

Condenad  principio,  que  cree  funesto  y  criminal,  de  «que  los  pue- 
blos no  quieren  el  crimen  por  el  crimen,  sino  porque  á  su  vista  no  es 
tai  y  porque  lo  creen  un  eficaa  y  jurídico  medio  de  salvación,»  pues 
en  su.  concepto  ese  pueblo  es  una  minoría  que  se  aparta  de  la  mar 
yoria. 

Censura  la  revolución  francesa,  que  con  sus  trastornos,  sus  crtme- 
nes,  sus  heregías,  que  la  llevaron  hasta  el  culto  de  la  diosa  Razón, 
y  sus  doctrinas,  poso  en  consternación  al  mundo  civilixado  y  exclama: 
^ó  era  en  este  caso  justa  una  intervención? 

Concluye  el  Sr.  Macaya  su  Memoria  estimulando  á  sus  compafteros 
á  analizar  la  justicia  que  encierra  la  intervención  del  Papado  cíurante 
los  calamitosos  tiempos  de  la  Edad  Media;  si  seria  conveniente  en  los 
presentes  tiempos  llevar  al  tribunal  de  la  crítica  el  derecho  de  conquis* 
ta;  la  justicia  de  la  intervención  con  motivo  de  la  propaganda  política 
y  religiosa,  y  la  cuestión  importantísima  de  si  la  ninguna  cultura  de  los 
pueblos  salvajes  dá  derecho  á  intervenir  en  sus  Estados  para  civili- 
zarlos. 

Puesta  á  discusión  la  Memoria,  el  primero  que  usó  de  la  palabra  en 
contra  de  ella  fué  el  académico  profesor  D.  Acacio  Charrin,  quien  en 
un  discurso  lleno  de  erudición  y  de  doctrina,  se  hizo  cargo  y  rebatió 
los  principales  argumentos  4ue  en  aquella  se  consignan. 

Comenzó  el  Sr.  Charrin  su  discurso  encareciendo  la  importancia 
del  dereclio  internacional,  rama  del  derecho  que  menos  ha  adelanta- 
do, á  pesar  de  que  las  relaciones  intimas  de  los  pueblos,  su  comunica- 
ción constante  y  las  dificultades  que  en  la  vida  general  de  la  huuMmidad 
surgen  frecuentemente,  exi^n  con  urgencia  que  se  definan  y  se  fijen 
de  un  modo  concreto  los  principios  y  las  bases  sobre  que  deben  asen- 
tarse las  relaciones  jurídicas  de  los  pueblos. 

Estudió  la  humanidad  tal  como  la  historia  la  presenta  en  sus  di- 
versas épocas,  considerando  á  las  nacionalidades  como  elementos  in- 
disj[)eusables  de  la  vida,  independiente  de  la  voluntad  del  hombre,  cuya 
existencia,  manifestándose  en  distintas  formas,  refleja  bien,  al  mismo 
tiempo  que  la  tendencia  y  el  espíritu  de  la  época,  el  carácter,  el  genio 
y  las  tradiciones  de  la  raza  que  la  forman.  Afirmando  como  punto  de 
partida  la  soberanía  é  independencia  de  los  Estados,  decía  el  Sr.  Char- 
rin, «si  lo  justo  es  el  fundamento  del  derecho  de  gentes,  el  medio  de 
realizarse  la  justicia  en  esta  esfera  es  el  respeto  á  la  personalidad  de 
una  Nación,  consagrando  la  autonomía  de  los  pueblos;  porque  la  Na- 
ción es  una  persona  jurídica  dentro  de  la  humanidad,  que  tiene  dere- 
chos propios,  vida  propia,  llevando  inherente  á  su  existencia  la  idea  de 
su  independencia  y  de  su  libertad,  si  bien  por  esta  misma  condición  de 
personalidad  jurídica,  debe  sujetarse  á  aquellos  principios  de  derecho 
que,  considerando  á  los  pueblos  como  individuos,  rigen  las  relaciones 
que  necesariamente  entre  ellos  han  de  existir.» 

Examinaba  después  el  orador  las  teorías  sostenidas  por  el  autor  de 
la  Memoria  sobre  el  principio  de  intervención,  y  asintiendo  á  la  defini- 
ción aue  á  ésta  se  ha  dado  por  los  tratadistas  de  derecho  internacional, 
consiaeró  eee  principio  como  incompatible  y  atentatorio  á  la  indepen- 
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denoia  y  libertad  de  laB^acionee;  por  \o  que  en  nin^ncaso,  bajo  ningao 
oBetoato  y  en  ninguna  forma  admitía  la  intervenoioir,  eooélasion  qM 
defendía  el  Sr.  Gharrin  con  el  siguiente  razonamiento. 

fii  la  intervención  es  la  ingerencia,  Usastitncion  violenta  de  una  Na* 
cion  en  los  asuntos  interiores  ó  exteriores  de  otra,  esa  intervención  se 
efeotúa  siempre  por  la  fuersa  ó  por  la  amenaza;  de  sverte  aoCf  cuando 
una  nación  interviene,  sa  poder,  violentando  al  poder  de  la  Nación  ínter** 
venida,  la  impone  la  ley  del  más  fuerte,  y  no  permitiéndola  realisar  sus 
ílnes  propios  la  obliga  á  servir  al  fin  especial  impuesto,  gne  puede  ser 
contrario  á  lo  que  su  voluntad  deseaba  y  trataba  de  realizar  en  uso  de 
su  autonomía;  la  intervención  anula  el  carácter  esencial  de  la  na~ 
cionalidad,  porque  priva  á  un  Estado  de  su  soberanía  é  independencia. 
No  puede  hablarse  de  intervención,  añadía  el  Sr.  Cbarrin,  haciendo 
una  escursion  bistórica,  en  el  período  en  que  la  guerra  era  el  esutdo 
normal  y  ordinario  de  los  pueblos,  cuando  éstos  no  tenían  relación  algu- 
na, cuando  aun  no  se  habían  formado  las  nacionalidades;  y  aun  oes- 
pues  que  éstas  aparecieron  fuertes,  en  los  siglos  XV  y  XVI,  todavía  no 
se  invoca  para  nada  este  principio,  ni  era  preciso  invocarle,  dado  el  ca- 
rácter y  el  espíritu  de  la  época.  La  intervención  ha  nacido  cuando  crea- 
das las  nuevas  relaciones  entre  los  Estados,  cuando  influyendo  ciertos 
principios  en  la  marcha  de  ki  Europa,  hasta  el  punto  de  que  podía  con* 
siderarse  ya  como  cerrada  la  era  ae  conquista,  los  fuertes,  en  su  afán 
de  oprimir  á  los  débiles,  encontraron  en  ella  un  recurso,  un  medio  de 
satisfacer  su  sed  de  dominación.  El  Sr.  Gharrin,  pues,  consideraba  el 
derecho  de  intervención  como  derivado  del  antiguo  derecho  de  conqui^ 
ta;  y  en  cuanto  á  sus  efectos,  decía,  «la  historia  nos  enseña  que  no  se  di- 
ferencia en  nada  de  éste,  pues  invocando  aquel  principio  á  protesto  de 
la  tranquilidad,  del  orden  ó  del  llamado  equilibrio  europeo,  lian  des*- 
aparecido  naciones  enteras^  se  han  borrado  fronteras  y  limites  de  Reí* 
nos  ó  Estados,  agitándose  continuamente  la  Europa  en  un  movimiento 
de  constitución  y  de  disolución  de  las  nacionalidades,  impuesto  por  la 
conveniencia  y  el  capricho  de  un  Estado  poderoso  ó  por  una  coalición 
de  Estados  venciendo  al  enemigo  común.» 

£14Sr.. Gharrin  se  felicitaba  de  los  adelantos  modernos  en  esta  mate- 
ria, por  los  que  el  principio  de  no  intervención  viene  á  ser  la  roffla 
general,  y  el  de  intervención  una  excepción  admitida  en-  ciertos  y  de^ 
terminados  oasos;  sin  embarco  do  que  e)  orador  ni  aun  como  excepción 
le  admitía,  porque  vendría  siempre  á  ser  arma  poderosa  para  atacar  la 
•independencia,  la  libertad  y  la  soberanía  de  las  naciones,  y  la  diploma- 
cia sabría  convertir  la  excepción  en  regla  general,  como  loba  hecho 
siempre^  y  repetía  Us  palabras  de  Ghateaubriand  con  motivo  de  las 
deola^aciones  del  Gongreso  de  VeroRa:  a  La  intervención  ó  la  no  inter«- 
vención  es  una  puerilidad  absoluta  ó  liberal  que  no  preocupará  á  nin- 
guna cabeza  que  piense;  en  política  no  hay  principio  esclusivo,  se  in> 
'terviene  ó  no  se  interviene,  según  aconsejen  las  exigencias  del  propio 
país.»  Y  anadia  el  orador;  no  ha  sido  ciertamente  la  lealtad  y  la  fran- 
quesa  los  caracteres  que  han  distinguido  á  la  diplomacia  europea  en  esta 
«uestion.  * 

Afirmó  el  Sr.  Gharrin  que  en  ciertos  casos  en  que  el  autor  de  la  Memo- 
ria se  había  fijado,  uo  existe  la  intervención.  En  el  caso  en  que  un  pue- 
blo pida  auiiho  á  otro,  y  éste  le  preste,  no  hay  verdadera  intervencioa, 
sino  simplemente  una  cooperaci(/ki  amistosa  «n  defensa  de  un  pueblo 
amigo,  pues  aquí  no  hay  esa  sustitución  violenta,  esa  anulación  de  la 
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sébérania  devui  pueblo  que  éaniéteriza  ht  tAtenrenoion,  sino  que  por 
el  contrario,  8»  traía  de  devolver  á  ese  pueblo  la  libertad' y  la  sobera- 
nía que  injastamente  había  perdido. 

Rechazó  la  intervención  en  caso  de  guerra  civil  y  en  el  de  que  nn 
pueblo  se  halle  en  situación  critica  por  dominar  en  él  la  anarqnía, 
merced  al  estado  de  descomposición  en  que  se  encuentren  los  partidos, 
6  acaao  por  las  ideas  ^ue  aominen  en  la  esfera  del  Gobierno,  y  la  re* 
chasaba,  porque  según  él  entendía  la  autonomía,  los  destinos  de  un 
pueblo  debea  ser  por  el  mismo  pueblo  decididos,  sin  que  ninguno  otro 
4enga  derecho  A  entrometerse  en  lo  que  no  atañe  ni  á  sus  intereses  ui  á 
su  existencia;  y  considerad)a  como  protestos  los  argumentos  que  se  bar 
een  sobre  los  (leligros  de  que  ese  pueblo  desaparezca  victima  de  sus  er- 
rores, de  sus  vicios  ó  de  su  impotencia,  porque  los  pueblos,  como  los  in- 
dividuos, tienen  ante  todo  el  instinto  de  conservación,  y  más  se  perderá 
su  personalidad  jurídica  por  lo  que  influyan  k»  demás  naciones  que  por 
la  acción  misma  de  sus  propios  actos,  pues  la  intervención  de  una  Na- 
/eiou  extraña  en  las  crisis  dolorosas  por  que  atraviesan  los  pueblos  es 
un  doble  crimen,  pues  además  de  no  respetar  la  autonomía  de  ese  pue* 
blo,  i^umenta  sus  desgracias,  obligándole  á  emprender  una  marcha  con* 
traria  á  «us  intereses;  y  en  los  casos  supremos,  decia  el  Sr.  Charrin, 
no  se  salva  á  los  pueblos  con  la  affenta  de  la  intervención,  sino  facili- 
tando los  medios  de  resolver  esas  crisis  y  de  salir  de  esas  agonías,  sin 
limitar  su  esfera  de  acción,  ni  violar  en  nada  su  derecho. 

Se  ocupó  después,  del  caso  en  que  esa  situación  excepcional  de  un 
Estado  haga  temer  á  los  demás  por  su  seguridad  y  tranquilidad,  caso 
oue  oonaioeraba  el  riüsmo  que  los  anteriores,  añadiendo  que  este  temor 
de  los  pueblos,  las  más  de  las  veces  no  es  cierto,  y  que  si  alguna  vex 
se  presentaba  en  la  realidad,  no  es  un  peligro  inminente  para  los  al^ 
toe  intereses  de  los  pueblos,  sino  para  tal  ó  cual  institución,*  paara  esta 
ó  la  otra  clase,  pudiendo  entonces  verificarse  ona  intervención  para 
salvar  esos  intereses,  dejando,  sin  embargo,  á  salvo  el  derecho  y  los 
intereses  del  pueblo  causa  del  peligro,  no  dando  pretexto  para  iaterve- 
nir  senilmente  de  una  manera  general  en  los  asuntos  de  ese  pueblo, 
decidiendo  sus  asuntos  interiores  como  á  la  nación  interventetra  conven- 

fi.  «Tal  fué  el  objeto,  anadia  el  Sr.  Charrin,  de  la  alianaa  que  formaron 
ustria  y  Frosia  en  4791  para  intervenir  en  los. asuntos  interioras  de 
Francia,  cuando  tota  Nación  aun  no  habla  salido  de  su  esfera,  protestan- 
do qde  iban  á  detener  los  movimientos  revolucionarios  que  ponían  en 
gprave  peligro  los  tronos,  y  á  devolver  á  Luis  XVI  su  libertad.  El  prin- 
cipio de  intervención  ha  sido  el  que  ha  dominado  á  principios  del  siglo 
présente,  desde  el  famoso  pacto  de  Viena  en  1816.  Conocidos  son  de  to- 
dos, anadia,  los  deseos  que  animaban  á  la  Santa  Alianza;  habia  declara- 
do que  encontrando  por  todas  partes  un  espíritu  de  rebelión,  que  lleva- 
ba el  desorden  á  toda  Europa,  ella  se  dedicaría  á  extinguirlo;  y  loe  so- 
beranos, acogiéndose  á  sus  oeclaraciones  y  tratando  de  poner  en  práoti- 
ea  sus  dectrioas,  decretaron  la  muerte  de  la  libertad,  que  renacía  en  Es- 
paña, en.  el  Piamqnte  y  en  Ñápeles.  Afortunadamente  no  se  realizaron 
tas  deseos,  porque  las  ideas,  más  poderosas  que  la  fuerza,  llegaron 
á  triunfar  de  los  principios  proclamados  por  la  Santa  Alianza  y  por 
los  Reyes  oue  á  ella  se  acogieron.  Ellos  decretaron  la  muerte  de  la  li- 
bertad moaema,  é  intervinieron  los  Alemanes  en  Italia  y.  los  franceses 
en  España  para  ahogar  ese  germen  de  las  nuevas  ideas,  y  sin  embar^, 
loé  principios  proclamados  por  ellos  han  muerto  ya  y  las  intervencio- 
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nes  apenas  si  encnentraa  hoy  quien  las  jastifiqae,  mientras  qoe  la  li- 
bertad  ha  extendido  sos  hermosas  alas  por  toda  la  Earopa.» 

Trató  después  de  la  intervención  de  Romay  cuestión  que  juigó  de 
un  tanto  delicada  no  por  si,  sino  por  lo  que  en  el  curso  de  la  discusión 

Sudiera,  en  su  concepto,  afectar  al  sentimiento  religioso,  por  lo  que 
ebia  tratarse  con  prudencia,  y  dijo  que  el  autor  de  la  Memoria  la  tra- 
taba como  todos  los  escritores  de  derebho  internacional,  extrañando, 
sin  embargo,  que  no  se  hablara,  por  ejemplo,  de  la  cuestión  de  Ñapóles 
ó  de  la  cuestión  de  Polonia,  que  tienen  mucha  relación  con  el  punto  que 
se  discutía,  si  bien  se  lo  explicaba  poroue  acostumbrados  á  ver  en  Ko- 
ma  una  ciudad  santa  por  el  recuerdo  de  su  colosal  grandeza  y  su  ma* 
gestuosa  civilización  en  la  Edad  Anticua,  y  por  el  respeto  á  su  podero- 
sa influencia  en  la  Edad  Moderna,  todo  lo  que  á  Roma  se  refiere  tiene 
grande  importancia  y  merece  formar  capítulo  aparte. 

Entranao  en  el  fondo  de  la  cuestión,  dijo  que  en  su  concepto  lo 
que  habia  sucedido  en  Roma  era  un  hecho  natural  y  lógico,  dada  la 
marcha  de  los  acontecimientos;  hecho  que  se  hubiera  realizado  lUites 
si  las  armas  austríacas  y  francesas  no  lo  nubieran  estorbado,  sostenien* 
do  por  la  fuerza  al  Papa  en  un  trono  que  no  le  correspondía  por  el 
voto  popular.  En  una  breve  reseña  que  hizo  del  poder  temporal  de  los 
Pontífices,  consideró  legítimo  en  su  origen  este  poder,  sí  bien  hizo  ob- 
servar que  no  era  cierta  esa  tan  decantada  pacífica  posesión  de  siglos, 
recordando  los  nombres  de  Nicolás  Rienzi  y  Arnaldo  de  Bresccia^  para 
hacer  ver  que  ese  poder  fué  perturbado  aun  en  la  Edad  Media,  edad  que 
llamaba  de  profundo  respeto,  de  verdadera  adoración,  de  Monarquía 
universal  del  Papado;  y  en  cnanto  á  la  Edad  Modkrna,  hizo  notar  las 
continuas  alteraciones  de  la  Italia  en  los  siglos  XVI,  XVII  y  XVIII,  y 
las  divisiones  y  los  repartos  que  las  potencias  fuertes  hacian  de  olla. 

Esta  circunstancia,  decia  elSr.  Cbarrín,  hizo  que  ninguno  de  los  pe- 
queños Reinos  que  se  levantaban  al  lado  del  Papa  pudieran  aspirar  A  ab- 
sorber en  si  toda  la  Nación;  pero  cuando  estos  repartos  concluyeron, 
necesitó  el  Papado  de  sucesivas  intervenciones  para  la  estabilidad  de  su 
poder,  que  ya  se  le  disputaba,  por  el  voto  popular,  un  Estado  poderoso 
formado  en  frente  de  él. 

«Los  hechos,  continuaba  el  orador,  acaecidos  después  y  de  todos  co- 
nocidos han  hecho  que  los  Papas  apenas  hayan  píodido  considerarse 
dueños  ó  poseedores  de  los  Estados  Pontificios.  En  484S,  Pío  IX  salió 
de  Roma  arrojado  por  la  revolución  que  proclamaba  principios  de  go- 
bierno opuestos  á  los  de  S.  S.,  siendo  restaurado  su  poder  por  ílna  inr 
tervencion  nada  justificable.  Desde  entonces  puede  decirse  coo  el  Con* 
de  de  Gavour,  que  el  poder  Pontifical  existia  sólo  de  nombre;  las  lega*^ 
cienes  estaban  ocupadas  por  los  soldados  austríacos;  Roma,  guarneci- 
da por  las  bayonetas  francesas,  y  suizos  mercenaríos  constituían  la 
guardia  del  Palacio  del  Pontífice;  pudiendo  comprenderse  con  tiles  an- 
tecedentes y  tales  elementos,  cuál  era  esa  decantada  independencia  y  so- 
beranía del  sucesor  de  San  Pedro  en  la  pacífica  posesión  de  los  Estados 
de  la  Iglesia.»  Y  esta  situación,  <}ue  el  orador  calificaba  de  anómala  y 
violenta,  no  podía  dar,  á  su  juicio,  otro  resultado  que  la  desaparición 
del  poder  temporal  del  Papa,  como  único  obstáculo  que  se  oponía  á  la 
realización  de  la  idea  mooerna,  recibida  con  entusiasmo  por  toda  la 
Nación  y  aceptada  por  la  misma  Roma,  que  ya  antes  se  había  declarado 
la  capital  de  la  Italia; 

Anadió  el  Sr.  Gharrín,  que  el  poder  temporal  representaba  la  idea 
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vieja  eB  este  si^lo  en  frente  de  ia  aspiración  más  legítima  de  un  pue- 
blo, }a  nnidad  italiana;  qne  boy  el  poder  temporal  del  Papa  sería  in- 
útil como  garantía  para  el  Pontífice  por  libertad  é  independencia;  in* 
compatible  con  los  principios  políticos  en  qne  se  ínndan  las  modernas 
sociedades;  y  además  innecesario  porqoe  boy  la  Iglesia  no  deseropefia 
el  papel  de  tutora  de  la  sociedad,  poes  ésta  ya  puede  dirigirse  y  gober- 
narse por  sí  misma,  y  la  Iglesia,  para  ejercer  la  influencia  que  la  cor- 
responde, no  há  menester  de  ese  aparato  y  esa  grandeza  exterior:  ter- 
minando el  orador  este  punto  de  su  discurso,  diciendo  que  quería  liber- 
tad é  independencia  para  el  Pontífice,  para  el  cumplimiento  de  su  sa- 
grada y  altísima  misión,  pero  que  esta  libertad ,  para  reunir  las  verda- 
deras condiciones,  habia  de  tener  una  fj^arantía  eficaz  y  duradera  que 
no  la  encontraba  en  un  Estado  de  tres  millones  de  almas,  ni  menos  en  el 
auxilio  transitorio  de  una  potencia  amiga;  que  el  Pontífice  sólo  tendria 

Sarantía  para  esa  independencia  en  un  tratado  internacional,  que  ven- 
ria  á  ser  una  ley  para  todas  las  Naciones,  aue  interesadas  en  su  cum- 
Slimiento,  contribuirán  al  mejor  prestigio  ael  Papado  libre  é  indepen- 
iente  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  espirituales. 
Se  ocupó  en  último  término  de  la  intervención  por  motivo  de  lo 
que  se  ba  llamado  equilibrio  europeo,  y  por  la  hipótesis  de  la  paz  uni- 
versal, considerando  igualmente  injusta  fa  intervención  en  estos  casos, 
porque  el  equilibrio  europeo  no  ha  existido  nunca,  ni  es  posible  que 
exista,  á  pesar  de  aue  en  su  nombre  se  han  hecho  multitud  de  decla- 
raciones. Respecto  oe  la  paz  universal,  la  que  juzgaba  un  sueño,  un  ideal 
irrealizable,  combatió  al  autor  de  la  Memoria,  pues ,  decia,  para  conse- 
guirla seria  necesaria  la  supresión  de  las  nacionalidades;  y  la  fusión  del 
género  humano  en  un  estado  único,  siquiera  sea  bajo  la  forma  federati- 
va, lo  cual  es  una  utopía,  como  utopías  han  sido  las  tentativas  de  Mo- 
narquía universal  que  concibieron  genios  extraordinarios  como  César, 
Carlos  y  y  Napoleón.  El  principio  de  las  nacionalidades  es  una  ley  de 
la  historia,  y  cuanto  á  él  se  oponga,  cuanto  tienda  á  matar  la  existen- 
cia de  las  Naciones,  se  hace  de  todo  punto  imposible. 

Con  este  motivo,  hizo  notar  el  movimiento  general  de  la  Europio  á 
constituirse  en  Naciones,  según  la  tradición,  el  origen  y  las  razas,  afir- 
mando que  el  dia  en  que  las  Naciones  estén  constituidas,  la  intervención 
ha  de  ser  todavía  más  difícil,  porque  la  tendencia  á  la  reconstitución 
de  los  pueblos  facilitará  la  marcha  del  género  humano  hacia  el  ideal  de 
la  paz  universal. 

Grande  es,  decia  el  Sr.  Charrin,  para  terminar  su  discurso,  el  pro- 

greso  realizado  hoy  en  esta  esfera  de  relaciones:  en  el  siglo  XIX,  siglo 
e  verdaderos  trastornos,  de  grandes  sufrimientos,  la  paz  es  el  estado 
normal  de  la  sociedad.  Potencias  de  primer  orden,  que  en  otras  épocas 
perturbaron  constantemente  á  la  Europa  por  la  sed  de  conquista,  hoy 
se  apresuran  á  declarar  la  inviolabilidad  de  la  soberanía  de  las  Nacio- 
nes, como  una  verdad  arraigada  profundamente  en  el  ánimo  de  los  Go- 
biernos y  de  los  pueblos;  y  la  ciencia,  adelantando  constantemente,  for- 
mando nuevos  principios,  nuevas  teorías  para  asegurar  el  comercio 
pacífico  entre  los  Estados,  y  la  diplomacia,  esforzándose  por  hacer  com- 
patibles todos  los  intereses,  por  satisfacer  todas  las  exigencias,  sin 
menoscabo  de  la  libertad  y  la  independencia  de  las  entidaoes  políticas, 
eontribnven  generosamente  á  la  grande  obra  del  proji^reso  humano, 
enseñando  y  practicando  el  respeto  á  todas  las  personalidades,  fundan- 
do las  relaciones  de  éstas  en  las  sólidas  bases  de  la  igualdad  y  frater* 
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uidad,  verdaderos  y  ftcnnéos  {Nriaeipios  aoenles,  que  abareandd  taee* 
sivamente  lodos  los  fines  de  la  vida,  harán  presentir  i  la  bamaDídad 
esa  edad  de  oro,  qoe  no  ha  pasado,  y  acerearAn  indefinidamente  las  ge* 
neraeiones  á  la  realización  plena  y  perfecta  del  derecho,  eomo  inangn* 
ración  del  reioado  de  la  justicia  eu  la  historia. . 

Después  del  Sr.  Gharria  usó  de  la  palabra  el  Sr.  Rico  ValariDO,  que 
defendió  en  un  todo  la  solución  del  disertante. 

Bl  Sr.  Torres  Camp<ks  (O.  Manael)  consumió  el  segundo  turno  en 
contra,  y  examinando  á  la  luz  de  los  piiocipios  del  dereícho  el  de  tnlar- 
vención,  negó  que  fuera  la  sustitución  de  «na  soberanía  por  otra,  sino 
un  acto  de  un  ¿stado  que  -tendía  á  ingerirse  en  el  modo  ae  ser  de  otro 
Estado. 

Consideró  como  fundamental  en  la  maiteria  la  teoría  de  las  naciona- 
lidades, en  la  que  es  de  grande  importancia  U  diferencia  entre  Nación 
y  Estado:  porque  la  primera,  deeiael  Sr^  Torree  Campos,  es  una  socie- 
dad de  hombres  formados  por  la  unidad  de  raza  y  de  cultura,  y  el  se- 
gundo es  una  sociedad  de  hombres  constituidos  en  Cuerpo  poiítico.  La 
intervención,  anadia,  acaso  será  admisible  cuando  se  nieguen  los  phn^ 
cipios  que  deben  regir  el  Gobierno  de  los  Estados. 

Hizo  notaar  la  falta  de  consecuencia  en  las  opiniones  del  disertante, 

2ue  no  aceptaba  un  criterio  fijo  para  la  totalidad  de  los  casos;  ponpie 
ofendiendo  la  intervenoion  como  justa  en  la  práctica,  la  considera  injus* 
ta  en  teoría. 

Defendió  la  unidad  italiana,  por  considerarla  necesaria;  y  porune 
profesando  él  el  dogma  de  la  Soneranía  nacional,  habiendo  esta  Sobe- 
ranía por  medio  del  sufragio  sancionado  esa  unidad ,  la  creia  ya  jus-' 
ta,  é  injusto  á  la  vez  que  inútil,  el  poder  temporal  de  la  Iglesia,  por 
más  que  en  otras  épocas  este  poder  haya  tenido  su  razón  de  ser,  por 
causas  y  motivos  que  hoy  no  existen;  y  terminó  su  discurso  con  el 
examen  de  las  cuestiones  de  la  paz  perpetua,  que  creía  posible,  per  me* 
dio  del  derecho,  dadas  las  tendencias  de  nuestra  época. 

EL  Sr.  Ranumet  (D.  Francisco) ,  que  consumió  el  segundo  tumo  en 
pro  de  la  Memoria ,  comenzó  su  aisourso  examinando  la  teoría  de  las 
nacionalidades,  se^nn  las  distintas  escuelas,  decidiéndose  por  la  opinión 
de  los  que  las  atribuyen  á  designios  inescrutables  de  U  Providencia, 
por  más  que  considerara  al  Estado  como  obra  de  los  hombres. 

Extrañaba  que  el  Sr.  Torres  Campos,  que  rendia  tan  ferviente  culto 
al  derecho,  aceT)tara  como  justas  situaciones  en  las  cuales  este  se  desco- 
noce y  aun  se  niega,  como  sucede,  decia,  respecto  de  la  unidad  italiana, 
principio  que  se  hubiera  realizado  mejor  con  la  Soberanía  del  Papa,  en 
condiciones  de  verdadera  justicia:  y  terminó  defendiendo  la  interven- 
ción en  casos  necesarios^  como  el  único  recurso  que,  en  sa  concento, 
Kuede  emplearse  para  salvar  la  Soberanía  de  un  pueblo  y  la  causa  oe  la 
umanidad. 
Bl  Sr,  Corbella  (D.  Arturo)  usó  de  la  palabra  en  contra  de  la  Memo* 
ria,  tratando  como  cuestión  previa  la  de  los  distintos  organismos  que 
hay  en  un  Estado,en  el  que  se  encuentra  el  individuo,  la  familia,  el  mu- 
nicipio y  la  provincia.  A  su  juicio  es  un  principio  aceptado  por  todas 
las  escuelas  que  la  independencia  de  las  naciones  está  en  el  óraen  y  ar* 
monía  internacional  qucreconoee  por  fundamento  el  amor  también  in- 
ternacional. Si  las  naciones,  decia,  tienen  deberes  recíprocos,  deben  ros- 
petarlos,  y  si  hay  una  que  ame  ciertos  bienes^  las  demás  tienen  el  deber 
de  no  atentar  contra  ellos. 
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ElSr.  Gorhella  ftémUeUÍDterveneion  nacida  del  deber  que  Uenen  las 
luoiooea  de  cooperar  al  bien  Je  las  demáa;  pero  laiaterveaoioD — aña- 
día— reviste  una  doble  faz:  la  ideal  y  la  casual,  fin  el  aspecto  ideal  creía 
qae  el  Estado  debe  desarrollarse  ea  la  humanidad  como  todos  los  demás 
órdettes,  y  ti  denderaíiMi  enesie  ponto  es  el  derecho  Internacional,  co- 
mo un  tribunal  común  de  todas  las  aaciones  que  tienden  á  la  paz  uni- 
versal. En  el  aspecto  casual  distinguía  varios  casos  de  intervención, 
que  euminó  detenidamenle,  fijándose  con  especialidad  en  el  de  guerra 
civil,  que  dijo  no  podia  afirmarse  en  absoluto  que  sea  la  violación  del 
derecho  natural,  pues  la  sociedad  como  el  hombre  vivo  de  la  locha,  y 
si  se  suprime  esta  locha  se  suprime  la  actividad  de  las  naciones.  Cuando 
hay  un  Gobierno  de  hecho— decía-*-y  su  autoridades  legítima,  deben 
intervenir  las  demás  naciones  para  sostener  ese  Gobierno;  pero  cuando 
el  Gobierno  no  eslegítirao,  las  demás  naciones  deben  mirarse  mucho 
antes  de  intervenir  para  arrojar  del  poder  al  Gobierno  despótico  y  arbi* 
trario. 

Por  último,  hizo  algunas  consideraciones  sobre  el  poder  temporal 
del  Papa  y  de  la  aplicación  q«e  del  derecho  internacional  se  hizo  en 
nuestra  época  en  los  Estados  pontificios.  Añadió  aue  la  idea  del  cristia- 
nismo, por  haber  sido  mal  interpretada,  ha  venido  á  dar  armas  de  to- 
das clases,  ya  á  los  fervientes  católicos,  ya.  á  \w  que  no  lo  son;  y  de 
aquí  las  luchas  y  los  conflictos  á  que  ha  dado  lugar,  siendo  causa  de 

?¡oe  aun  hoy  exista  el  paganismo,  viéndose,  por  ejemplo,  al  Papa  y  al 
mperio  en  oposición,  y  sin  embargo  ambos  se  llamaban  los  hiios  del 
f  nstianismo.  Dijo  que  el  poder  temporal  de  los  Papas  estaba  basado  en  la 
voluntad  nacional;  voluntad  que  después  ha  asentido  á  la  ocupación  de 
los  Estados  romanos  por  los  italianos,  como  lo  demuestra  su  silencio: 
silencio  que  se  comprende  por  el  estado  abusivo  del  clero  romano  y  del 
Gobierno  del  Papa,  que  dieron  lugar  á  sentidas  quejas  por  parte  de 
aquellos  poeblos. 

Bl  Sr,  YMquet  (D.  Antonio)  apoyó  á  su  vez  la  disertación  objeto 
del  debate.  Empezó  naciendo  una  distinción  entre  la  intervención  en  la 
historia  y  el  derecho  da  intervención.  Hizo  notar  que  la  Memoria  no 
era  verdaderamente  de  derecho  internacional,  sino  un  examen  de  casos 
determinados  y  prácticos:  que  la  intervención  de  los  pueblos  antiguos 
no  tiene  nada  de  coman  con  el  derecho  de  inteorvenoion,  el  cual  ha  na- 
cido con  el  cristianismo,  por  el  que  los  pueblos,  comprendiendo  sus  de- 
rechos, se  levantan  á  deíenderke,  ejerciendo  cada  uno  su  acción  sepa- 
rada. 

Creía  el  Sr.  Yazqoea  que  las  nacionies,  cuando  se  ataque  el  derecho 
natural,  deben  intervenir,  pero  no  con  las  armas  en  la  mano,  sino  por 
la  amistad,  que  es  la  verdadera  interveneioa  ó  el  verdadero  derecho  de 
intervención,  pues  en  caso  contrario  es  usurpación  de  funciones  pro- 
pias; y  por  lo  tanto  que  el  derecho  de  intervención  no  puede  definírsele 
sustitución  violenta,  sino  intervencioa  por  amistad  ó  por  medio  de  Con- 
gresos, lo  cual  es  más  propio  de  la  actual  espiritualización  del  derecho; 
y  que  el  dia  en  oue  por  la  tendencia  de  ios  pueblos  modernos  no  haya 
más  voz  que  la  oel  derecho,  entonces  se  Verá  el  verdadero  derecho  de 
intervención. 

Tratando  el  caso  de  guerra  civil,  dijo  (|ue  ésta  no  era  más  que  un 
atentado  contra  el  derecno  natural,  pues  siempre  hay  un  poder  legíti- 
mo, por  más  que  el  contraria  alegue  ra^sones  en  pro  de  su  legitimidad. 
y  por  último,  hablando  de  la  cuestión  de  Eoma,  d^o  que  las  naciones 
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tedian  la  obligación  de  restablecer  en  aa  poder  al  Papa,  reconocido  co« 
mo  legítimo  por  espacio  de  muchos  años,  no  siendo  bastante  para  aten- 
tar á  él  el  pretexto  de  la  nnidad  de  Italia. 

En  la  sesión  del  23  de  Febrero  se  concedió  la  palabra  al  Sr.  D.  Pedro 
Nanot,  de  la  Academia  de  Barcelona,  el  cnal  pronnnoió  «n  erudito  dis* 
curso. 

Empezó  el  Sr.  Nanot  diciendo  que  no  iba  á  explanar  teorías,  sino  á 
trazar,  ó  mejor  dicho,  á  recorrer  el  camino  que  ha  seguido  el  derecho 
de  intervención  y  las  aplicaciones  que  de  él  se  han  hecho.  Abriendo  el 
libro  de  la  historia,  dijo  oue  en  ios  pueblos  antiguos,  con  una  sola  ex*- 
cepcion,  no  se  conoció  el  derecho  internacional,  pues  consideraban  al 
extranjero  como  enemigo,  y  nada  les  interesaba  su  suerte;  por  lo  óue 
no  hay  que  ver  el  derecho  internacional  en  una  sociedad  donde  no  haoia 
más  derecho  que  el  de  conquista.  Examinó  el  Oriente  y  el  E^pto,  para 

Í)robar  que  estos  pueblos  no  conocieron  esa  rama  de  la  legislación;  y 
legando  á  Roma,  el  pueblo  que  á  la  parque  guerrero  fué  ei  pueblo  le- 
gislador; Roma— decia  el  Sr.  Nanot — no  conoció  el  derecho  interna- 
cional; pues  el  ciudadano  romano,  envuelto  desdeñosamente  en  su  toga 
y  pronunciando  con  orgullo  el  ci9ii  romamu  9wm^  no  se  ocupaba  de 
los  demás  habitantes  de  la  tierra,  sino  nara  conquistarlos. 

Hubo  sólo  un  pueblo  de  la  antigfleaad— -anadia  el  orador— que  ya 
conoció  y  practicó  el  derecho  internacional,  y  éste  fué  Grecia,  el  pue- 
blo que  por  la  cultura  de  sus  habitantes,  por  su  filosofía,  por  sus  artes 
y  hasta  por  su  hermoso  cielo,  era  el  que  se  encontraba  en  mejores  con- 
diciones para  desarrollar  esa  importante  rama  de  la  legislación.  Ferí- 
eles y  Demóstenes-^deeia  el  Sr.  Nanot— al  dar  á  su  patria  libertad, 
creían  darla  igualmente  á  todos  los  pueblos. 

Lleeando  á  los  tiempos  de  la  Edad  Media,  dijo  que  el  erístianismo, 
haciendo  de  toda  la  humanidad  una  familia  y  hermanas  las  Naciones, 
consiguió  que  los  pueblos  comprendieran  que  á  través  de  aquel  caos  te- 
nían intereses  comunes,  intereses  que  estaban  basados  en  tres  ideas 
Erincipales:  la  idea  de  que  debian  presidir  á  las  relaciones  de  los  pue- 
los  los  preceptos  de  la  moral  cristiana:  la  de  que  cada  Nación  y  cada 
Rey  podia  convertirse  en  campeón  de  esta  rooral,  con  derecho  á  defen- 
derla, Y  la  del  respeto  al  Pontífice,  arbitro  supremo  que  regia  á  la  cris- 
tiandaa,  que  impulsaba  á  los  Soberanos  á  intervenir  én  los  asuntos  de 
los  pueblos;  y  como  cada  Rey  y  cada  pueblo  se  creian  campeones  de  la 
religión,  defensores  de  la  moral  y  del  derecho  é  hijos  humildes  déla 
Iglesia,  estas  ideas  les  hicieron  practicar  el  derecho  internacional,  dere- 
cho que  desde  la  paz  de  Westfalia  es  más  frecuente. 

Desde  la  paz  de  Westfalia,  en  que  se  estableció  el  equilibrio  euro- 
peo, base  sobre  la  que  se  levanta  el  edificio  de  la  intervención,  hasta 
la  paz  de  Utreeh,  Luis  XIV  interviene,  no  por  derecho,  sino  por  am- 
bición: Rusia  interviene  en  la  Scandinavia  con  el  sólo  objeto  de  hacer- 
so  poderosa,  haciendo  á  las  demás  Naciones  débiles:. intervienen  Portu- 
gal, Inglaterra  y  Austria  en  la  guerra  de  sucesión  de  España;  y  desde  la 
paz  de  Utreeh,  Francia  é  Inglaterra  intervienen  en  la  guerra  de  suce- 
sión de  Austria,  no  como  campeones  de  María  Teresa,  sino  con  la  idea 
de  coger  miserables  despojos  de  Austria  para  adornarse  con  ellos.  Des- 
pués Francia  interviene  en  Inglaterra  v  protege  á  los  Stuardos,  sólo 
por  humillar  á  Inglaterra;  después  de  la  paz  de  Ausburgo  interviene 
Francia  en  los  Estados-Unidos,  de  una  manera  indirecta,  siempre  por 
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ódip  á  la  Inglaterra:  Prosia,  Rusia  y  Aattiia  desgarran  á  Polonia,  se  re- 

Sartén  sas  pedaios  j  declaran  gaet ra  y  esteroiinio  á  los  polacos,  pro- 
ibiéndoles  hasta  sa  religión  y  sos  cosinmbres:  llega  la  Revolacion 
francesa  j  los  Reyes  intentan  intervenir  en  los  asuntos  de  Francift,  no 
para  reprimir  la  mareha  majestuosa  y  terrible  de  la  Revoloeion,  sino 
para  explotarla,  paes  jamás  los  Reyes  creyeron  en  la  vida  de  aquella 
kevolncion.  Napoleón  interviene  por  tedos  los  medios  en  todos  los  Es- 
tados de  Europa,  y  ésta  Sje  convierte  en  un  lago  de  sangre  y  en  un  mon- 
tón de  escombros.  Estas  son  las  páginas  de  la  intervención — decia  el  Se- 
ñor Nanot — estos  son  los  méritos  que  la  abonan. 

Hay  una  Nación— proseguiar-qne  cien  veces  ha  levantado  su  fren- 
te, cien  veces  ha  esgnmido  su  rota  espada  y  cien  veces  ha  caido  hun- 
dida en  el  polvo,  ha  sentido  en  sus  espaldas  el  látigo  del  feroz  cosaco  y 
ha  ido  á  morir  sobre  el  ingrato  y  helado  suelo  de  la  Siberia;  esa  Nación 
esPolonia,  Polonia,  que  ve  arruinadas  sus  iglesias,  arrasados  sus  cam- 
pos, proscrito  su  idioma;  y  sin  embargo,  los  Gobiernos  de  Europa, 
tan  pródigos  de  la  sangre  y  del  dinero  ae  sus  hijos,,  contemplan  tamaño 
escándalo  y  no  intervienen  para  remediar  á  Polonia,  á  pesar  de  haber 
intervenido  otras  veces  en  otras  naciones  para  saciar  su  orgullo  y  su  so- 
berbia. 

Hay  oUo  pueblo  que  espuso  en  cien  combates  la  vida  de  sus  hijos; 

3ue  derramó  su  sangre  en  las  llanuras  de  Bailen,  en  las  calles  de  Ma- 
ríd  y  en  los  campos  de  San  Marcial  para  devolver  á  su  Monarca  la  Co- 
rona que  un  conquistador  le  arrancara.  Llega  el  ingrato  Rey  á  sn  país 
y  trata  de  oprimir  al  pueblo  á  quien  debia  la  Corona  y  bofrar  las  leyes 
que  dieron  valor  y  energía  á  ese  pueblo  para  llevar  á  cabo  la  gigantes- 
ca empresa  que  se  propuso;  no  contando  en  el  país  con  elementos  para 
tal  obra,  llamó  en  su  auxilio  á  un  pueblo  extranjero,  precisamente  el 
mismo  pueblo  que  vino  á  arrebatarle  su  Corona  y  sembró  el  luto  y  el 
espanto  en  la  Península,  y  España,  que  este  es  el  pueblo  de  quien  se 
trata,  España,  la  nación  de  héroes,  se  convierte  por  la  ingratitud  de  su 
Rey  y  por  la  intervención,  en  pueblo  de  mártires. 

Ánora  bien,  decia  el  Sr.  Nanot;  el  derecho  de  intervención  ¿es  tan 
ñtil  como  se  supone?  Yo  por  mi  parte,  concluía,  no  me  atreveré  á  soste- 
nerlo, dejando  que  esclarescan  este  punto  los  dignos  Académicos  que 
han  de  sucederme. 

£1  discurso  del  Sr.  Nanot  fué  muy  af|laudido  pbr  la  Academia,  de- 
clarando ésta  por  medio  de  una  proposición,  haber  oido  con  gusto  al 
representante  de  la  Academia  de  Barcelona. 

Tocóle  el  tumo  al  Sr.  Sancho  y  0il  (D.  Faustino)  el  cual  pronunció 
un  brillante  discurso  en  contra  de  la  Memoria  objeto  de  la  discusión. 

Dijo  que  las  naciones  como  los  individuos  son  seres  morales  con 
existencia  propia,  y  que  el  derecho  debe  presidir  sus  relaciones;  dere* 
oho  que  no  se  puede  negar,  porime  tiene  su  sanción  en  la  opinión  pu- 
blica y  en  la  conciencia  universal ;  pues  la  humanidad  no  es  otra  cosa 
que  la  asociación  de  las  naciones,  que  cada  una  tiene  su  obra  aparte  de 
la  gran  obra  de  la  humanidad,  y  el  derecho  de  cada  una  nace  basado 
en  el  respeto  de  las  demás:  que  la  autonomía  de  las  naciones  es  su  vida, 
autonomía  que  debe  ser  más  amplia  que  la  del  individuo,  pues  Us 
naciones  no  tienen  individuos  superiores  que  las  contengan  en  su  mar- 
cha progresiva,  obra  que  sólo  pueden  cumplir  las  naciones  libres  é  in- 
dependientes, estando,  sin  embargo,  esta  autonomía  limitada  por  el  de- 
recho mismo. 
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Decía  el  Sr.  S«neh«  que  »i  ann  en  eafo.de  guerra  oíyU,  y  lean  cual- 
quiera los  peligros  que  ctorra  una  ]iaoioii>  podía  admitir  la  interven* 
eion;  porque  esos  peligros  no  iiaráU' desaparecer  la  nación,  pues  las 
naciones  no  perecen  nunca,  logando  por  otra  parte  que  la  guerra 
civil  dé  ocasión  para  una  intervención,  porque  las  guerras  civiles  son 
puramente  locales,  y  si  acaso  se  eUienaeii  son  por  cansas  mayores  y 
distintas  de  la  guerra  misma* 

Impugnó  al  autor  de  la  Meworia.  por  creer  que  la  intervención  es 
necesaria  para  la  armonía  de  las  naciones,  porque  por  ese  principio 
cayó  Polonia,  porque  á  nombre  de  ese  principio  Napoleón  cometió 
grandes  usurpaciones,  grandes  excesos  y  grandes  errores,  usurpacio- 
nes, excesos  y  errores  que  al  fin  purcó  en  danta  Elena*  Que  en  el  caso 
de  que  Ja  guerra,  se  prolongue,  las  demás  nsfiiones  deben  limitarse  á 
ayudar  á  su  terminaeion  con  conaejos,  pero  no  interviniendo  directa- 
mente, pues  nadie  tiene  derecho  á  usurpar  la  autonomia  de  una  nación, 
poroue  las  naciones  son  ubres  como  el  aire.  Que  la  intervención  estaba 
condenada  por  la  historia  y  por^ Ja  filosofía. 

Sue  aun  en  el  caso  en  que  un  Gobierno  ilegítimo  conculque  las  le- 
e  la  humanidad,  no  era  necesaria  la  intervención^  pnet  nunca  será 
necesario  para  establecer  el  triunfo  de  la  justicia  tener  por  auxiliar  á 
la  injusticia;  que  A  laa  alteraciones  de  ios  pueblos  surgen  las  revolu- 
ciones que  trasforman,  cumpliendo  con  sn  destino,  la  vida  y  la  orgar 
nixacion  délos  pueblos,  no  podiendo  una' nación  extraña  juagar  de  la 
otra,  so  pena  de  una  guerra  continua,  porque  todas  tienen  su  princi- 
pio y  su  misión  especial  que  cumplir. 

Entrando  en  la  cuestión  de  Rema,  que  el  Sr,  Sancho  llamó  cuestión 
magna',  y  punto  objetivo  de  la  .Memoria,  dúo  que  aun  suponiendo  que 
todos  los  hombres  fueran  católico»  y  que  todos  á  la  vos  del  Pontífice  ca^ 
yeran  de  rodillas  entonando  himnos  sacros,  que  aun  en  esa  hipótesis  el 

Soder  temporal  no  tendría  razón  de  ser.  Hizo  una  distinción  entre  el  pe- 
er espiritual  y  el  poder  temporal  del  Jefe  de  la  Iglesia.  El  poder  espiri- 
tual—decia—proviene  de  Jesucristo,  que  arrojó  resplandores  de  justicia 
sobre  la  tierra,  que  borró  las  divisiones, de  castas  al  escribir  la  palabra 
humanidad,  sembrando  los  principios  de  libertad,  i^aldad  y  fraterni- 
dad, mientras  el  poder  temporal  es  producido  por  Pipino  v  Carlo*Magno. 
Lo  que  procede  de  Dios — decia  el  Sr.  Sancho— es  esencial  ai  catolicismo, 
V  por  eso  es  necesario  el  poder  espiritual;  lo  que  procede  de  los  hom- 
bres y  de  los  hombres  depende  es  accidental^  y  puede  no  ser  necesario  el 
poder  temporal  de  los  Pontífices:  el  poder  temporal  ao  sirve  para  nada 
al  espiritual,  sino  que  por  el  oonttario,  ee  opone  á  él  y  le  niega,  le  pos- 
terga y  le  hace  dependiente;  por  eso  todos  los  grandes  nombres  han  que- 
rido el  deslinde  de  ambos  podares,  porque  asi  creian  servir  mejor  á  la 
conciencia  y  evitar  conflictos,  como  los  que  ha  dado  lugar  la  unión  do 
ambos  poderes;  pues  desde  que  el  Papa  fué  Rey  nacieron  las  luchas  en- 
tre él  y  los  Monarcas,  llegando  éstos  basta  el  extremo  de  verse  obligik- 
do  á  perseguir  á  les  Ponlifices  y  á  rezar  por  ellos  teniendo,  sin  embargo, 
en  sus  manos  al  lado  del  rosario  la  llave  de  la  puerta  en  donde  los  te- 
nían encerrados,  y  huyendo  esos  Monarcas  hasta  de  la  religión  por  huir 
del  Papa. 

Concluyó  el  Sr.  Sancho  tratando  la  cuestión  de  la  ocupación  de  los 
Estados  romanos  por  los  italianos,  diciendo  que  Italia,  que  habia  reali- 
zado ep  la  antigüedad  la  unidad  del  mundo,  era  justo  que  realizara  sn 
unidad  política  en  los  tiempos  modernos;  que  la  tierra  clásica  de  la 
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poesía  y  de  ha  aiiee,  que.  babiá  Negado  á  sevtir  en  tus  espaldas  el  lá* 
ligo  de  sos  verdugos,  se  había  lemntado  con  juetieia  pidiendo  so  liber- 
tad V  SB  indei^ndeneia,  libertad  é  índepeadeneia  qne  no  eonsentirán 
las  demás  naciones  qne  vnelva  á  perder  en  este  siglo  de  la  civiliiaeion 
y  de  ios  adelantos 

Bl  Sr.  KmHo  é  Ib^ñet  defendió  á  sn  ves  la  disertación  del  Sr.  Ma* 
caya,  con  enyas  ideas  dijo  estaba  oompletameftte  conforme,  por  creer- 
las las  únicas  que  podían  dar  resoltados  faTond>les  al  naciente  derecho 
internacional. 

Combatiendo  el  Sr.  Rnbio  la  exajeracion  con  qne,  á  sn  jnicio,  se 
trata  las  cnestiones  de  derecho  por  ciertas  esencias  modernas,  dedncia 
qne  el  derecho  era  nna  cosa  que,  con  tanto  afirmar,  no  afirmaba  nada> 
y  qne  con  tanto  sn  poner  no  snponia  nada. 

Dijo  qne  si  las  naciones  tenían  nn  fin  qne  cnmplir,  esas  naciones 
están  representadas  por  hombres  constituidos  en  Goniemo;  y  qne  como 
pneden  dejar  de  enmplir  su  fin  y  cometer  actos  cpntrarios  á  la  huma- 
nidad, de  aqni  que  tengan  que  intervenir  las  demás  naciones  para  ha* 
cer  entrar  en  el  buen  camino  á  los  qne  de  él  se  han  separado,  intervi* 
niendo  más  bien  por  un  deber  que  en  virtud  un  derecho,  no  atacándose 

Eor  esto  á  sn  soberanía^  pues  precisamente  para  que  conserve  esa  so* 
srania  es  para  lo  que  las  demás  naciones  intervienen. 
Defendiendo  el  Poder  temporal  del  Papa,  dijo  que  extraviadas  cier^ 
tas  ideas  en  materia  religiosa,  han  llegado  á  desconocer  las  verdaderas 
y  saludables  máximas  de  ella,  tratando  Con  tanta  Hjoresa  como  pasión,- 
disposiciones  como  las  del  SylUUmSy  aue  era,  á  su  juicio,  mejor  de  lo 
que  dicen  sus  detractores^  y  que  proena  la  atinada  política  de  la  corte 
Pontificia.  Que  en  el  caso  qne  suponía  el  Sr.  Sancho,  de  ser  todos  loe 
hombres  católicos,  no  tendría  raeon  de  ser  el  Ptider  temporal,  pero  que 
como  existían  católicos  y  no  católicos,  de  aquí  la  necesiaad  de  ese  Po'^ 
der,  que  no  sólo  es  dogmático,  sino  evidentemente  útil,  porque  trata 
las  cuestiones  en  el  terreno  de  la  justicia,  terreno  que  no  se  ha  pisado 
al  constituir  hi  unidad  italiana ;  que  no  es  causa  el  Poder  temporal  de 
guerras,  ni  de  ^ue  se  ataquen  las  decisiones  de  los  Pontífices,  como  lo 
demuestran  Suiaa  y- Alemania,  en  donde,  á  pesar  de  no  haber  Poder 
temporal,  se  hace  allí  la  guerra  al  Jefe  de  la  Iglesia;  y  que  si  por  el 
principio  de  nacionalidad  se  defendía  la  unidad  italiana,  lay  de  Portugal 
el  dia  que  Espaia  quiera  verificar  sü  unidad!;  y  por  último,  que  los 
enemigos  de  la  intervención,  qne  no  la  admiten  en  ningún  caso,  se  con- 
tradicen al  admitirla  en  Italia. 

-En  la  sesión  del  4  de  Mayo,  el  Presidente  de  la  Academia,  D.  José 
Moreno  Nieto,  resumió  el  debate  en  un  discurso,  cuyo  extracto,  toniado 
en  taguigrafta,  ofrecemos  á  nuestros  suscritores. 

El  Sr.  Moreno  Nieto-,  Señores,  el  tema  que  se  discute  es  de  suyo 
difícil  y  complicado,  pues  se  trata  en  él  de  sacar  á  salvo  los  derechos 
de  la  personalidad  de  lasnaciónes  y' los  altos  intereses  de  la  humani- 
dad, aumentando  la  dificultad  la  manera  como  han  tratado  la  materia 
los  escritores  de  derecho  internacional,  rama  de  la  ciencia,  que  es  pre- 
ciso reconstruir  sobre  una  base  espiritual,  tal  como  la  entendió  6ro- 
cio,  y  no  sobre  la  forma  práctica,  como  se  entendió  en  la  Edad  media. 
Y  para  esta  reconstrucción,  la  Historia  universal  es  la  única  que  puede 
dar  los  materiales. 

Yo  no  voy  á  dar  solución  al  prohlema  planteado,  no  voy  á  hacer 


382  mEVISTA  Dlt  LIMSLACIOR. 

más  que  seguir,  cuando  nás,  ordenar  las  ideas  de  los  jóvenes  Aeadé* 
micos  (]ue  tan  brillantomente  ban  tomado  parte  en  la  discusión,  y  que 
tanto  interés  demuestran  por  la  ciencia.  La  solución,  pues,  no  seria 
mia,  sino  de  ellos. 

Entrando  en  el  fondo  del  asunto,  puede  sentarse  rae  como  princi- 
pio general,  la  inlervencion  está  pronibida,  condenada  por  la  razón  y 
por  el  derecho,  pues  no  puede  ser  permitido  á  una  nación  ingerirse  en 
los  negocios  de  otra,  que  es  el  verdadero  carácter  de  la  intervención. 
Quitadle  la  Soberanía  á  un  pueblo,  quitadle  su  independencia,  y  al 
punto  habrá  dejado  Coexistir  como  nación  y  como  persona  jurídica. 
£1  principio  de  intervención  es  extraiío  á  la  justicia  é  impide  jue  cada 
nación  determine  su  forma  y  su  or^niaacion,  so  desenvolvimiento;  su 
vida,  en  una  palabra,  bajo  las  condiciones  que  su  voluntad  determine. 

Ahora  bien,  siendo  eete  principio  tan  fácil  y  tan  sencillo  ¿cómo  se 
esplican  las  intervenciones?  £1  reinado  del  derecho  no  se  abre  paso  fá- 
cilmente; por  eso  las  intervenciones  que  la  historíanos  señala.  En  la  épo- 
ca de  la  revolución  francesa,  poreiemplo,  los  monarcas  epropeos  creye* 
ron  que  aquella  revolución  atentaba  á  las  monarquías,  e  intervinieron 
en  aquel  pueblo  pensando  que  lo  hacían  en  favor  del  derecho  que  su<^ 
ponian  de  parte  ae  Luis  XVI.  Y  aquella  intervención  se  mostró  solem- 
ne, audaz,  casi  insolente;  y  de  aquí  las  graitdes  guerras  de  la  revolución 
y  las  no  menos  grandes  y  sangrientas  guerras  napoleónicas.  ¿Pero  te- 
nían razón  aquellos  monarcas?  ¿Estaba  el  derecho  de  su  parte?  No  cier» 
tamente.  El  principio  de  no  intervención  era  antes.  Si  el  principio  es 
falso,  los  pueblos  sufrirán  las  consecuencias;  pero  séaloó  nó,  no  hay  ra- 
zón, no  hay  derecho  para  que  una  nación  intervenga  en  los  asuntos 
propios  de  la  otra:  si  la  revolución  francesa  hubiera  sido  agresiva,  en- 
tonces tal  vez  hubiera  estado  en  su  lugar  la  intervención.  Las  poten- 
cias que  intervinieron  en  aquella  revolución  debieron  abstenerse,  como 
lo  hizo  en  un  principio  Inglaterra,  que  sin  duda  comprendió  mejor  el 
gran  principio  de  no  intervención,  base  de  la  soberanía  de  los  pueblos. 

^Pero  habrá  alguna  excepción?  Tal  vez^  mas  será  muy  rara.  Si  una 
nación  comete  actos  violentos,  verdaderos  crímenes  de  lesa  nación  y  de 
lesa  humanidad,  ^podrá  invocar  en  su  favor  ese  derecho  de  inviolabilidad? 
No.  Aquí  las  naciones,  no  sólo  pueden,  sino  que  deben  salir  á  la  defen- 
sa de  esos  altos  derechos  lastimados;  y  no  puede  invocarse  el  principio 
de  no  intervención  á  nombre  del  derecho,  porque  el  que  le  invoca  em- 
pieza faltando  á  él. 

¿Hay  derecho,  por  ejemplo,  para  perseguir,  como  se  ha  hecho  en 
ciertos  países  y  en  ciertas  épocas,  á  la  desgraciada  raza  de  los  judíos? 
La  civilización  y  la  humanidad  lo  repugnan.  Acpií  las  naciones  deben 
defenderlos  contra  los  injustificados  ataques  de  otra  nación,  pues  todos 
somos  hijos  de  Dios,  todos  somos  hermanos  en  la  humanidad  y  esta 
humanidad  exige  de  sus  hermanos  la  protección  y  el  amparo. 

En  el  siglo  XIX  hemos  visto  acontecimientos  espantosos.  Las  na- 
ciones, por  culpa  suya  ó  por  fatalidad  de  los  tiempos,  han  venido  á 
una  gran  decadencia,  por  efecto  de  ciertos  acontecimientos.  ¿Es  de  es- 
trañar,  por  tanto,  que  algunos  escritores  de  derecho  internacional  de- 
fiendan la  intervención?  ¿Qué  hubiera  sido  de  Francia  á  haber  conti- 
nuado los  excesos  de  la  Gomune?  ¿Qué  habría  sido  deEspaíka,  si  ciertas 
ideas  y  ciertos  hechos  se  hubieran  propagado  por  todo  el  país  fanati- 
zando las  muchedumbres?  ¿Hubieran  podido  intervenir  las  demás  na- 
ciones? Sin  duda  alguna,  porque  en  tal  caso  no  imperaba  el  derecho, 
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que  estaba  de  parle  de  la  hamanidad.  Pero  estas  exicepciones  son  ra- 
rísimas, parque  ciertos  tiempos  han  pasado  y  han  pasado  para  no  vol- 
ver jamás.  Queda,  pues,  el  principio  de  no  intervención  en  toda  sn 
amputad,  en  toda  su  bellesa,  porque  belleza  hay  sietnpre  en  la  jns- 
tieia. 

Pero  los  pueblos  viven  en  nna  unión  «ocia!  y  pueden  dividirse  de 
tal  manera  aue  la  cuestión  se  complique,  y  de  aquí  la  confusión  de  los 
autores  de  derecho  internacional.  Por  efecto  de  estas  divisiones  se  for- 
man partidos  diversos  y  puede  acontecer  que  uno  de  ellos  pida  auxilio 
á  una  Nación  estranjera:  testigos  las  guerras  religiosas  del  siglo  XVÍ; 
testigos  las  guerras  políticas  del  XVll.  Aquí  las  condiciones  son  distin- 
tas. Aquí  no  se  vé  á  una  Nación  interviniendo  en  los  asuntos  de  otra, 
sino  auxiliándola  en  virtud  de  un  llamamiento  por  parte  de  esa  Nación. 
¿Hay  aquí  intervención?  Seguramente  que  no.  ¿Dene  permitirse?  Cabe 
decir  que  sí;  y  muchos  escritores  lo  han  defendido  y  por  lo  menos  los 
beohos  tienden  á  admitirlos,  y  esa  cooperación,  como  la  llaman  los  au- 
tores, puede  ser  legitima;  pero  yo  me  permito  condenar  la  interven- 
ción, aun  cuando  se  haga  á  virtud  de  un  llamamiento,  pues  hay  gran 
peligro  en  admitirla.  No  hay  términos  bastante  fuertes  para  condenar 
fas  intervenciones  de  la  Santa  Alianza.  No  hay  remedio;  en  la  ciencia  es 
necesario  ser  consecuentes,  y  al  admitir  un  principio  es  necesario  ad- 
mitirle con  todas  so4  consecuencias.  Desde  luego  lo  mejor  será  que  los 
pueblos  no  den  pretexto  á  las  demás  Naciones  para  que  intervengan, 
pues  así  lo  exige  la  justicia  y  hasta  la  conveniencia  propia.  ¡Ay  del 

Sueblo,  que  dando  al  olvido  su  misión,  su  independencia  y  basta  su 
ígnidad,  pida  al  extranjero  que  huelle  su  sueloi  Si  ese  pueblo  quiere 
ser  libre,  independiente  y  digno,  que  espere,  que  propague  la  idea,  que 
ya  llegará  el  dia  del  triunfo.7>^o  hay  nn  hombre  digno  aue  pueda  tener 
tranquilidad,  cuando  una  Nación  extranjera  viene  á  hollar  su  suelo  y  á 
quilarle  su  independencia. 

Entre  las  Naciones  hay  relaciones  de  todas  clases  que  complican  el 
derecho  internacional.  Puede  ocurrir  que  saliéndose  una  de  ellas  de  su 
actividad  propia  perturbe  la  tranquilidad  de  las  demás.  En  este  caso, 
si  se  pregunta  si  éstas  Naciones  pueden  intervenir,  la  contestación  pue- 
de ser  afirmativa;  pero  ésto  no  es  la  intervención  en  el  sentido  que  en- 
tendemos esta  palabra,  en  el  sentido  de  hacerse  en  nombre  del  derecho 
internacional. 

A  nombre  del  llamado  principio  de  equilibrio  europeo,  principio  que 
como  sistema  de  organización  es  falso  é  imposible  de  practicar,  porque 
las  naciones  no  son  obra  de  la  mano  del  hombre,  que  puede  fabricarlas 
como  el  artífice  fabrica  un  objeto,  ríno  que  son  obra  de  los  tiempos,  es- 
pecie de  vejetacion  producida  por  los  siglos  anteriores,  á  nombre  de  ese 
principio,  á  nombre  de  ese  equilibrio  se  han  cometido  excesos  incalifica- 
oles.  A  nombre  de  ese  principia  se  han  arrancado  territorios  de  una  ma- 
nera violenta:  testigo  Polonia,  cuya  partición,  llevada  á  cabo  por  la  am- 
bición de  los  poderosos  del  Norte,  ayudados  de  la  debilidad  de  las  demás 
naciones,  es  un  atentado  que  bastaría  por  sí  sólo  á  condenar  la  inter- 
vención. Pero  mal  que  pese  á  los  tiranos  que  desmembraron  aquella  na- 
ción, dia  llegará  en  que  resucite  aquel  pueblo  infeliz,  digno  de  mejor 
causa  por  su  Historia  y  sus  antecedentes.  El  principio  de  eauilibrio,  sin 
embargo,  encierra  un  principio  salvador;  el  de  que  una  6  aos  naciones 
no  adquieran  preponderancia  sobre  las  demás. 

La  idea  déla  monarquía  universal  no  es  ciertamente  nueva.  Nació 
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en  Roma,  la  sostuvo  Gario-Magno;  la  continuaron  después  Garios  V  y 
Napoleón  y  )a  sostiene  hoy  Bismark.  A  eontrarestar  esa  fdea  peligrosa 
tiende  el  eauilibrío  europeo,  como  lo  prneban  los  tratados  de  Westfalia 
y  de  Utrecn.  Cuando  en  nombre  de  eee  principio  se  haya  hecho  6  se 
naga  una  intervención,  esta  habrá  sido  ó  será  legítima  por  su  ten- 
dencia. • 

La  historia  no  es  un  lago  tranquilo,  sino  un  golfo  agitado  y  lem* 
pestttoso:  está  condenada  á  la  lucha  y  marcha  con  todo»  sfus  peligros, 
pero  también  con  toda  su  gloria.  En  el  siglo  XIX  se  está  cumpliendo 
una  revolución  que  ha  de  tfasformar,  no  ya  á  una  nueva  nación ,  sino 
al  mundo  entero.  Hoy  el  sistema  de  equilibrio  seria  opresor.  Las  nacio- 
nes acuden  á  tomar  puesto  por  su  gloria,  las  unas  ai  lado  de  las  otras, 
con  iguales  títulos;  su  aspiración  es  la  unidad  y  ojala  no  la  olviden  Es- 
paña y  Portugal.  Aquí  no  puede  haber  equilibrio:  es  necesario  dejará 
ios  pueblos  que  obren  v  se  organicen  según  sus  lúeas  y  sentimientos,  y 
los  principios  de  equilibrio  deoen  romperse  en  nombre  tfe  la  indepen- 
dencia, de  la  libertad  y  de  la  igualdad  de  esos  mismos  pueblos.  Ahora, 
si  sobreviene  una  guerra  horrorosa,  en  la  cual  el  derecho  es  del  más 
fuerte,  las  naciones  deben  intervenir,  pero  deben  intervenir  todas  y  las 
más  poderosas  las  primeras,  para  alejar  todo  carácter  personal  y  hacer- 
lo á  nombre  de  la  justicia  y  del  derecno. 

Llegamos  al  punto  referente  al  poder  temporal  de  los  Pontífices, 
cuestión  difícil  y  espinosa  que  quisiera  tratar  sm  pasión,  y  que  desde 
luego  anuncio  la  trataré  brevemente,  por  más  que  su  importancia  re- 
quiera un  detenido  examen,  imposible  de  hacer  en  una  sola  sesión. 

¿Qué  es  el  Pontificado?  En  la  Edad  Media  fué  una  verdadera  teoera- 
da  puesta  á  disposición  de  un  gran  fin  sin  duda,  la  independencia  'del 
espíritu  católico.  En  aquella  época  hubiera  sido  uñ  gran  escándalo  ar- 
rancar el  poder  temporal  de  manos  del  Jefe  de  la  iglesia.  Pero  vienen 
los  tiempos  nuevos,  especialmente  desde  la  revolución  francesa,  y  los 
.pueblos  piden  la  secularización  de  los  Estados,  animados  por  el  espíri- 
'tu  de  independencia  que  lleva  en  sí  el  principio  de  unidad.  Italia,  qtie 
no  había  podido  constituir  un  poder  fuerte,  en  el  siglo  presente  realiza 
este  hecho,  ouedándole  por  reconquistar  Juicamente  Ropa.  Los  italia- 
nos, siguiendo  su  espíritu  de  unidad,  creyeron  que  Roma  les  pertene» 
cía,  y  su  ejército  se  dirige  á  la  ciudad  eterna  y  la  obra  queda  consu- 
mada Yo  no  voy  á  juzgar  ahora  cómo  se  ha  hecho  la  ocupación;  pero 
sí  diré  que  es  un  borrón  del  siglo  XIX  que  empaña  la  gloria  de  la  Ita- 
lia. Mas  la  obra  se  ha  cumplido  y  creo  que  no  se  deshará. 

No  sé  lo  que  hay  en  las  revoluciones  que,  por  más  que  en  ellas  se 
atente  á  la  ley,  por  más  que  haya  alevosías  y  crímenes,  sirven  podero- 
samente á  la  civilización' y  al  progreso,  y  de  una  madre  impura  viene 
á  nacer  un  hijo  casi  bendito,  que  trae  consigo  la  libertad  y  los  altos 

Eensamientos,  á  quienes  no  puede  negarse  el  nombre  de  santos.  Y  esto 
a  sucedido  en  Italia.  Ella  aspiraba  á  ser  una  gran  nación,  ya  lo  es,  y 
debe  serlo  por  su  historia  y  sus  antecedentes. 

Pero  la  cuestión  no  es  esa.  Los  que  defenden^os  el  poder  del  Pontífi- 
ce, no  defendemos  un  pedazo  de  tierra  que  le  estorba.  Su  poder  no  de- 
be llamarse  temporal,  pues  se  trata  de  una  cosa  más  alta;  se  trata  de  sa- 
ber si  ha  de  ser  independiente,  y  esa  independe^ncia  es  la  que  defende- 
mos. Y  si  ha  de  serlo,  Europa  tiene  h,  ohlrgncion  de  prestarle  tbdo  su 
auxilio.  Si  el  Pontífice  ha  de  ser  independiente,  Roma  debe  ser  eterna- 
mente del  Papa. 
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El  eatolicismo  no  depende  ciertamente  de  la  independencia  del  Papa 
ni  de  la  pérdida  de  Roma.  Pero  el  dia  en  qne  se  obligue  al  Jefe  de  la 
Iglesia  á  andar  errante  como  un  peregrino^  sm  casa,  sin  hogar,  aquel  dia 
será  un  dia  de  loto  y  de  dolor  para  U  cnstia&dad,  j  esto  creo  yo  que 
deben  evitar  las  naciones  católicas. 

Todo  Gobierno  civil  presupone  soberanía  y  mando.  Todo  cnanto  allí 
existe  está  bajo  sus  órdenes.  La  Iglesia  puede  estar  dentro  del  Gobier- 
no civil,  pero  el  representante  de  la  cristiandad  no  puede  estar  al  lado 
de  otro  Soberano.  £1  Pontífice  existe  para  definir  y  mandar;  este  man- 
dato significa  poder,  y  ese  poder  queda  anulado  si  hay  otro  á  su  lado 
que  pueda  contfarestarle.  En  el  caso  de  la  reunión  de  un  concilio  ó  de 
la  elección  de  Papa,  no  habría  la  independencia  necesaria  que  la  Iglesia 
requiere  para  este  objeto.  El  Pontífice,  pues,  necesita  ser  Soberano  en 
la  ciudad  donde  habite;  y  esa  ciudad  debe  ser  Roma,  y  no  otra,  porqué 
está  santificada,  porque  es  la  ciudad  de  la  grandesa,  la  ciudad  ae  todo 
lo  digno,  y  sólo  üx^ae[  templo  está  hecho  para  dar  abrigo  ai  Pontífice. 
Llévese,  pues,  Italia  el  territorio  romano;  realice  su  unidad  política;  pe- 
ro quédese  ht  ciudad  de  Roma  para  digna  morada  del  Jefe  ae  la  Iglesia 
católica. — He  dicho. 
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SOBRE  LAS  PRISIONES. 


Las  íDmensas  reformas  qae  se  Tienen  haciendo  en  todos  los  ra- 
mos de  la  Administración  pública,  han  producido  y  están  produ- 
ciendo un  trastorno  general  en  las  dependencias  del  Estado,  puesto 
que  además  de  la  complicación  que  se  nota  en  el  curso  y  tramita- 
ción de  los  negocios,  se  han  quitado  y  dado  á  la  vez  alternadas  y 
diferentes  atribuciones  i  los  centros  respectivos;  asi  es  que  se  ob- 
serva que  lo  que  por  ejemplo  correspondia  antes  al  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia,  pertenece  hoy  al  de  Gobernación,  lo  que  era  an- 
tes propio  de  éste  ha  pasado  al  de  Fomento,  y  todo  se  ha  fracciona- 
do y  cambiado. 

Tal  es  así,  que  hasta  las  personas  ilustradas  y  versadas  en  los 
negocios  se  ven  con  la  mayor  frecuencia  entorpecidas  en  los  que 
promueven,  porque  cada  modificación  en  el  personal  de  los  Minis- 
terios trae  en  pos  de  sí  innovaciones,  y  como  quiera  que  cada  uno 
comprende  á  su  manera  la  competencia  para  conocer  de  ramos  de- 
terminados según  su  modo  de  apreciar  las  cosas,  de  aquí  el  trastor- 
no, y  el  que  los  más  peritos  se  encuentren  con  la  novedad  que  los 
ramos  que  antes  pertenecían  y  se  ventilaban  por  un  Ministerio  dado, 
han  pasado  á  otro,  y  como  no  siempre  el  personal  es  el  mismo  hay 
dificultades  que  no  todas  pueden  vencerse  en  el  acto. 

El  país  agradeceria  mucho,  muchísimo,  al  Gobierno  de  la  Na- 
ción, que  tomando  en  consideración  lo  antes  expuesto,  se  estable- 
ciera un  plan  fijo,  se  señalaran  de  una  manera  absoluta  los  ramos 
de  que  debia  conocer  cada  dependencia  del  Estado,  y  se  determi- 
nara con  claridad  el  centro  general  de  que  procedian,  y  así  se  evi- 
tarían inmensas  dilaciones,  primero  en  averiguar  y  después  en  tra- 
mitar los  asuntos  que  promovieran,  lográndose  de  este  modo  la  ac- 
tividad en  el  despacho,  puesto  que  los  funcionarios  de  cualquiera 
de  los  centros  de  aquella,  tenian  la  obligación,  ya  que  no  fueran 
previamente  aptos,  que  es  lo  que  debería  ser,  de  imponerse  y  sa- 
ber á  luego  de  su  entrada  las  atribuciones  que  les  competían,  para 
no  dar  lugar  á  dilaciones  que  por  desgracia  se  repiten  con  frecuen- 
cia por  tener  además,  dando  por  supuesta  la  competencia  en  el 
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foncioiíano,  qae  pasar  de  mesa  á  mesa  y  de  sección  á  sección  qne 
complica,  confunde  y  entorpece  los  negocios  y  sos  cursos. 

Para  probar  lo  conveniente,  que  seria  cuanto  acabamos  de  ex* 
poner  respecto  al  deslinde  de  las  atribuciones  asi  de  los  grandes 
centros,  como  del  empleado  en  su  respectivo  negociado,  y  que  éstos 
supieran  y  pudieran  desemboiverse  y  dar  á  conocer  sus  talentos 
dentro  de  su  respectiva  órbita,  nos  vamos  i  permitir  unas  breves 
observaciones  en  lo  relativo  al  poder  judicial  que  probaráo  una  vez 
mes,  que  ha  llegado  á  constituirse  bajo  una  tutela  que  por  ningún 
título  debía  tener,  á  fin  de  que  si  el  £xcmo.  Sr.  Ministro  de  Gracia 
y  Justicia  las  cree  dignas  de  llamar  su  atención,  las  utilice  en  lo 
que  valgan,  y  cuando  esto  no  sucediera,  servirán  al  menos  para 
qne  el  pais  se  entere  de  ellas,  y  compienda  que  un  aspirante  á  la 
carrera  judicial  ha  comprendido  que  sus  atribuciones  han  sido  des- 
menbradas,  que  no  siempre  puede  ser  cierto  aquel  principio  de 
que  juzgue  y  haga  que  se  ejecute  y  cumpla  lo  sentenciado,  por  qne 
ha  tropezado  y  se  choca  con  inconvenientes  que  antes  no  se  cono- 
cian  por  proceder  de  otros  centros  de  la  Administración  pública, 
que  casi,  quieren  llamarse  superiores  al  ya  nombrado  poder  ju* 
dicial. 

Antiguamente,  no  hace  muchos  años,  que  el  poder  judicial  qne 
no  necesitaba  auxiliares  de  ningún  género,  cuidaba  y  teoia  á  su 
cargo  todo  lo  relativo  á  las  prisiones,  aseo,  policía,  seguridad,  de- 
pendencias, reformas  y  mejoras  de  las  mismas:  antes,  la  autoridad 
judicial  ejercia  funciones  dentro  de  aquellos  edificios,  y  sus  medi- 
das económicas,  gabernativas  ó  judiciales  eran  ejecutadas  sin  su- 
jeción ni  examen  de  otra  autoridad;  boy  todo  se  ha  cambiado,  ab- 
solutamente todo,  en  términos  que  con  saber  la  autoridad  judicial 
que  el  preso  ó  detenido  que  de  su  orden  se  halla  en  las  cárceles,  se 
encuentra  en  su  puesto  y  que  le  dan  el  socorro  ó  la  ración  acostum- 
brada, de  nada  más  tiene  que  ocuparse,  porque  aquí  termina  su 
misión  ó  intervención  para  con  aquel  individuo. 

Parece  imposible  que  después  de  tantas  y  tantas  mutilaciones 
como  ha  esperimentado  el  poder  judicial,  se  le  haya  dado  tan  tre- 
mendo golpe,  que  ya  es  tal,  que  respecto  de  aquel  individuo  de- 
tenido de  su  orden,  para  nada  tenga  que  V4)lver  á  la  cárcel,  4)orque 
su  visita  puede  decirse  que  no  tiene  objeto,  y  vamos  á  convencer- 
nos de  esta  verdad 

Por  lo  que  decimos  arriba,  nadie  desconoce  hoy  que  se  ha  con- 
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(iado  á  la  antorídad  gobernatíya  lo  qne  antes  era  y  siempre  debía 
ser  propio  del  poder  judicial,  y  basta  para  eonvencerse  que  el  Go- 
bernador de  la  provincia  ó  el  Alcalde  de  la  cabesa  del  partido  dis- 
ponen de  los  hombres  que  hay  en  las  cárceles  por  mandato  de  la 
autoridad  del  Juez,  y  éste  no  puede  decirle  ni  menos  reprenderle 
la  incünveníencia  de  cualquier  medida  que  acuerde  respecto  de 
aquellos,  porque  á  pretesto  de  seguridad,  salubridad,  conveniencia 
ú  otras  razones  por  este  estilo,  se  cambia  la  prisión  de  un  procesa- 
do ó  rematado,  y  hasta  se  le  traslada  de  población,  alguna  vez  con 
noticia  que  se  le  pasa  á  la  autoridad  judicial  y  otras  sin  contar  con 
ella,  porque  creyéndose  muchas  veces  las  autoridades  gubernati- 
vas con  suficientes  facultades  para  obrar  en  este  terreno,  no  se 
lleva  la  dererencia  á'dondc  debía  llegar,  por  la  presunción  de  ma- 
yores atribuciones. 

Volvemos  á  repetir  que  parece  imposible  qne  esto  suceda,  y  á 
pesar  de  ello  es  tanta  verdad;  qne  para  probar  hasta  donde  quiera 
llebarse  la  exajeracion,  el  autor  de  estas  líneas  ha  tenido  ocasión 
de  apreciar  un  fuerte  debate  habido  entre  el  Alcalde  de  cierto  par- 
tido judicial  y  el  Juez  de  primera  instancia  del  mismo,  en  cuyas 
cárceles  tenia  incomunicado  un  preso  de  mucha  consideración,  con 
orden  al  Alcaide  de  que  aquella  fuese  absoluta,  y  á  pesar  de  ello  y 
de  haberle  manifestado  estas  razones  al  citado  Alcalde,  se  empeñó 
en  que  se  le  abriese  el  calabozo  donde  aquel  se  hallaba  bajo  el 
inoportuno  pretesto  de  policía,  y  de  que  era  el  jefe  del  estable- 
cimiento, y  á  pesar  de  todo  le  resistió  su  exijencia,  porque  así 
creyó  que  convenia  al  curso  de  la  causa  que  se  le  seguía,  y  siquie- 
ra por  que  se  respetasen  sus  órdenes,  aunque  fuese  dilatando  al  tan 
repetidamente  llamado  Jefe  del  local,  sus  deseos  de  ejercer  las  fun- 
ciones que  por  ningún  pretesto  debia  tener. 

Sin  más  observaciones  que  la  cita  de  ese  caso  aislado,  cualquie- 
ra comprenderá  los  entorpecimientos  que  sufre  el  poder  judicial 
con  la  amplitud  de  atribuciones  que  hoy  se  han  conferido  al  admi- 
nistrativo; pero  hay  más  todavía,  como  en  general  la  clase  menes- 
terosa es  desgraciadamente  la  que  ocupa  con  más  frecuencia  las 
prisiones,  se  vé  que  el  desgraciado  que  entra  en  ellas  por  lo  regu- 
lar no  Jleva  ni  otra  ropa,  ni  otra  cama  que  lo  poco  y  miserable  que 
le  cubre,  y  de  aquí  qne  á  los  pocos  días  se  encuentra  lleno  de  mi- 
seria, que  también  trasciende  á  los  demás;  resultado,  que  cumplien- 
do el  Juez  con  su  deber  hace  sus  visitas  semanales  oye  á  aquel  y  á 
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muchos  otros  sus  desgracias»  vé  la  deznudez  en  que  se  hallan  y  le 
piden  todos  amparo,  protección,  y  en  geaeral  que  tenga  caridad  de 
aquellos,  y  ¿  pesar  de  sus  buenos  deseos,  y  de  su  filantropía,  tiene 
que  reblar  su  autoridad  más  grande  en  funciones  que  las  de  un 
Alcalde  y  decir  á  aquellos  infelices  que  se  pondrán  en  conocimien- 
to de  aquel  sus  justas  reclamaciones  é  interesará  para  que  sean 
atendidas,  y  aunque  lohaga,  au&que  que  lo  repita,  no  siempre  se 
atienden  con  la  premura  que  la  necesidad  aconseja,  porque  ni  todos 
los  Alcaldes  cabeza  de  partido,  tienen  xecursos  á  la  mano  para  aca- 
llarlas, ni  suelen  hacer  más  que  pasar  á  su  secretaría  las  comunica- 
ción^ del  Juzgado,  y  en  algunas  hemos  tenido  que  lamentar  sino 
la  indiferencia,  al  menos  el  retraso  consiguiente  á  las  complicadas 
y  vastas  atribuciones  que  les  exigen  los  innumerables  ramos  de  la 
Administración  de  que  tienen  que  ocuparse,  mas  entre  taato,  el 
desgraciado  padece,  la  autoridad  judicial  nada  remedia  por  que  no 
puede,  se  desprestigia  á  los  ojos  de  aquellas  infelices,  y  el  día  que 
llega  la  administrativa,  aunque  sea  tarde,  y  les  viste  y  proporciona 
siquiera  paja  en  que  dormir,  es  «tendida  y  considerada  en  menos- 
cabo del  Juez  del  partido,  de  cuya  orden  están,  y  en  virtud  de  la 
que  salea  de  aquellos  establecimientos. 

.  Otra  nueva  prueba  de  lo  que  era  antes,  y  loque  es  hoy  el  po- 
der judicial:  en  épocas  anteriores  los  Alcaides  carceleros  daban 
cuenta  diariamente  á  los  Jueces  de  las  novedades  ocurridas  en  la 
noche  anterior»  porque  no  conocían  otros  jefes  del  establecimien- 
to: hoy  no  sucede  asi,  los  carceleros  se  eqtienden  con  los  Alcaldes 
y  les  participan  lo  que  merece  saber  su  autoridad,  y  en  vista  de 
lo»  sucesos  ocurridos,  imponen  correcciones  á  los  presos  que  en  ge- 
neral no  suelen  ser  de  los  gubernativos;  y  no  es  la  primera  vez  que 
al  pasar  los  Jueces  á  las  cárceles  por  razón  de  la  visita  semanal  ú 
otro  motivo,  se  encuentran  uno  ó  más  presos  cargados  de  hierro  ó 
incomunicados  por  disposición  del  Alcalde,  y  aunque  fuese  preciso 
recibirles  una  declaración  ó  mandarles  comparecer  por  otra  razón 
ni  el  Juez  se  atreve  á  levantar  el  castigo  impuesto  por  evitarse  un 
choque  ó  desprestigiar  á  aquella  autoridad,  ni  acaso  le  obedeceria 
el  Alcaide  puesta  que  el  tiempo  y  la  forma  del  castigo  debia  ser  efec- 
tivo;, y  sia  descender  á  otras  consideraciones,  cualquiera  conoce  la 
humillación  porque  pasa  la  autoridad  judicial,  única  que  debería 
serlo  <le  aquel  hombre  cercado  y  aherrojado  sin  su  permiso  y  co- 
nocimiento. 
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Ejecución  de  tenteneias. 

No  es  sólo  lo  antes  expuesto  lo  que  ha  contribuido  á  cercenar 
las  atribuciones  del  poder  judicial,  fué  preciso  reducirlo  á  limites 
más  estrechos. 

Es  un  hecho  de  que  con  arreglo  á  las  leyes  el  poder  judicial 
acuerda  la  detención,  la  prisión  ó  la  libertad  de  un  ciudadano,  una 
vez  colocado  éste  en  las  cárceles,  las  atribuciones  del  Juez  están 
tan  limitadas,  que  sin  temor  de  equivocarse  puede  decirse  que  que- 
dan reducidas  á  saber  que  aquel  sugeto  pasa  lista  de  presente  entre 
todos  ios  demás;  asi  es  que,  constando  esta  circunstancia  á  la  única 
autoridad  de  que  aquel  depende,  de  nada  más  tiene  que  ocuparse 
durante  el  curso  de  la  causa  porque  se  halla  preso;  y  vamos  al  cum- 
plimiento de  la  condena  ó  sentencia  que  se' le  ha  impuesto;  y  aqui 
la  autoridad  juditial  vuelve  á  sufrir  un  nuevo  golpe,  fundándome  en 
una  cosa  ínuy  sencilla  que  me  autoriza  á  valerme  de  esta  frase. 

El  Juez  de  primera  instancia  que  instruye  una  causa,  en  la  que 
ha  impuesto  pena  á  un  procesado,  y  el  Tribunal  Superior  que  la 
termina,  parece  deberian  ser  los  primeros,  diré  mejor,  los  únicos, 
en  saber  que  se  ejecuta,  puesto  que  la  obligación  del  Juzgado  es 
hacer  que  se  cumpla  lo  mandado. 

Pues  bien,  si  la  autoridad  judicial  tiene  este  importante  deber, 
qué  ninguna  otra  le  puede  disputar,  mucho  menos  la  gubernativa, 
era  necesario  que  aquel  fuese  una  verdad,  y  á  pesar  de  aquel  prin- 
cipio que  dejamos  consignado  se  vé  hoy,  con  las  célebres  reformas 
introducidas,  que,  condenado  un  procesado  á  arresto  mayor,  tiene 
que  ponerlo  á  disposición  del  Alcalde  para  que  bajo  su  inspección 
cumpla  aquel  la  sentencia,  y  desde  dicho  momento  se  desentiende  de 
él  sin  quedarle  otra  misión  que  la  de  simplemente  ver  si  la  extingue 
6  no.  Hay  otro  procesado  condenado  por  el  mismo  á  presidio,  prisión 
ó  cadena,  y  acto  seguido  tiene  que  hacer  lo  mismo,  es  decir,  poner- 
lo á  disposición  del  propio  Alcalde  para  que  lo  dirija  al  Gobernador 
de  la  provincia  ó  departamento  penal  donde  deba  extinguir  la  con- 
dena, y  el  Juez  de  la  causa  no  puede  ni  debe  averiguar  porqué 
tarda  en  salir  de  la  cárcel  dos,  tres,  quince  dias,  para  cumplir  su 
deslino,  ni  puede  tampoco  entregario  á  la  Guardia  civil  para  aquel 
objeto;  y  sea  de  esto  lo  que  quiera,  una  vez  que  haya  ingresado  en 
el  depósito  penal,  el  Juez  que  debe  ejecutar  la  sentencia  no  vudve 
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á  saber  ya  de  aquel  rematado  paesto  que  se  observa,  para  mayor 
desprestigio  de  sn  antoridad,  que,  puesto  en  libertad  por  cumplido 
un  rematado  de  un  establecimiento  penal,  se  presenta  con  su  licen- 
eia  al  Alcalde  de  su  residencia  y  no  se  le  previene  que  lo  baga  al 
Juez  sentenciador,  más  interesado  por  cierto  que  el  Alcalde  en  sa- 
ber que  aquel  bombre  ya  extinguió  su  condena,  si  fuera  una  ver*' 
dad  aquello  de  la  policía  judicial,  lo  de  la  prevención  de  los  delitos, 
y  sobre  todo  lo  cotiveniente  que  sería  que  en  cada  Juzgado  se  lle- 
vasen los  oportunos  registros  de  todos  los  que  hubiesen  extinguido 
sus  condenas,  para  que  la  personalidad  del  Juez  pudiera  conocer 
dentro  de  su  demarcación  judicial  á  cada  uno  de  aquellos,  los  vigi- 
lase y  observase  y  recibiese  noticias  de  los  mismos  siempre  que  lo 
tuviera  por  conveniente. 

Cualquiera  que  tenga  conocimiento  de  las  atribuciones  á  que 
hoy  están  reducidos  los  Jueces  de  primera  instancia,  creo  que  con- 
vendrá en  que  lo  expuesto  es  una  innegable  verdad,  y  que  sólo 
falta  que  la  ejecución  de  la  pena  capital  sea  tangibien  de  la  parte  gu- 
bernativa, para  que  se  llegue  al  extremo  de  que  un  dia  un  Gober- 
nador ó  un  Alcalde  Bje  á  la  Autoridad  judicial  las  horas  de  su  des- 
pacho, ya  que  por  desgracia  le  señalan,  en  general,  el  lugar  donde 
ha  de  administrar  la  justicia. 

Si  dejáramos  correr  la  pluma  en  este  terreno,  si  bien  presenta- 
ríamos al  poder  judicial  con  la  triste  desnudez  en  que  se  halla,  re- 
velaríamos también  que  en  la  tierra  es  el  primero  de  ios  poderes 
que  antes  valía  lo  que  debía  valer,  y  que  ahora  la  ambición  de 
unos  y  sobrada  debilidad  de  otros  consejeros  de  la  nación,  le  han 
mermado  sus  atribuciones  dejándolo  á  veces  (y  vergüenza  dá  el  de- 
cirlo) postergado  á  un  Alcalde. 

En  las  prisiones  qoe  hoy  se  conocen,  que  por  desgracia  carecen 
en  su  mayoría  de  la  división  y  conveniente  separación  para  las 
clases,  edades,  sexo  y  aun  categorías  de  los  procesados,  tampoco 
puede  la  Autoridad  judicial  mezclarse  ni  menos  en  el  destino  que 
pueda  darse  á  los  encarcelados;  pues  siendo  como  decimos  arriba, 
la  Administración  la  encargada  de  todo  esto,  á  ésta  y  no  á  aquella 
le  toca  su  dirección  y  cuidado  de  la  ocupación  de  los  mismos;  así  es 
que,  si  un  Juez  los  vé  desnudos,  sin  ocupación,  mal  entretenidos, 
y  en  general  como  suelen  estar,  nada  puede  hacer,  y  al  Alcalde,  y 
sólo  al  Alcalde,  como  jefe  del  departamento,  es  á  quien  toca  reme- 
diar tamañas  faltas.  Grandes  son,  por  desgracia,  las  que  se  notan 
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en  e^  sentido;  pero  como  se  hizo  de  moda  todo  lo  procedente  del 
Ministerío  de  la  Gobernación,  de  aquí  el  haber  sobrecargado  á  las 
Autoridades  gubernativas  con  iomensidad  de  atribuciones  que,  por 
ser  ya  tantas,  sin  temor  de  equivocarse  podría  asegurarse  qne,  por 
celoso  y  aplicado  que  sea  un  Alcalde,  le  pasa  el  tiempo  del  desem- 
peño de  su  cargo  sin  haber  llegado  á  conocerlas  ni  acaso  á  leerlas. 
¥  no  se  diga  que  en  esto  hay  exageración;  no  la  hay  porque  por 
ilustradas  que  sean  todas  las  clases  de  los  grandes  centros  de  la  Ad« 
ministraciou  del  Estado,  era  necesario  que  todos  hubieran  Tívido, 
hubiesen  desempeñado  funciones  en  los  pueblos  de  provincia  para 
que  conociendo  sus  necesidades,  y  tocándolas  por  sí  pudieran  re- 
mediarlas cuando  desempeñan  cargos  en  aquellos;  mas  si  por  des- 
gracia no  sucede  así,  si  como  se  observa  sólo  ven  las  cosas  por  el 
prisma  superficial  que  presenta  la  capital  de  la  nación,  entonces  no 
es  extraño  que  suceda  le  que  está  pasando,  y  no  siempre  se  com- 
prenda el  desprestigio,  por  no  decir  el  ridículo  que  cae  sobre  los 
encargados  de  administrar  la  justicia,  y  estas  observaciones  nos  lle- 
varían al  terreno  de  los  méritos  y  las  categorías,  si  no  temiéramos 
distraernos  del  objeto  principal. 

Pasemos,  pues,  sin  entrar  en  discusión  de  lo  que  e§  de  este  lu- 
gar á  ocuparnos  de  los  establecimientos  penales,  y  sin  necesidad  de 
esforzarnos  mucho,  y  haciendo  uso  casi  de  los  mismos  argumentos 
presentaremos  la  verdad  que  trata  de  ocultarse. 

£1  Juez  sentenciador,  encargado  de  la  ejecución  de  las  senten- 
cias superiores,  remite  al  Gobernador  de  la  provincia  el  penado  que 
baya  de  extinguir  la  suya,  con  el  testimonio  de  ella  y  biográfico,  y 
una  vez  acusado  el  recibo  de  su  ingreso  en  el  departamento,  ha 
concluido  para  aquel  toda  intervención,  según  antes  hemos  dicho, 
pues  ni  aun  le  es  dado  saber  las  vicisitudes  que  sufre,  entre  ellas 
si  es  ó  no  trasladado  á  otro  punto,  su  conducta,  si  ha  reincidido  ó  es 
hombre  que  arrepentido  procura  morigerar  su  vida;  ni,  en  fin,  vuel- 
ve á  saber  nada  de  aquel  desgraciado,  como  si  la  Autoridad  guber* 
nativa,  que  no  tenia,  ni  podía,  ni  había  para  qué  tener  noticias  de 
la  causa  por  qué  fué  á  presidio  aquel  hombre,  estuviera  más  inte- 
resada, ó  pasara  por  su  mente  considerarse  delegada  de  un  Juez  á 
quien  le  toca  mejor  que  aquel  el  hacer  que  se  cumpla  lo  mandado. 

Esto  9ÓI0  basta  para  convencerse  de  la  ridicula  anomalía  de  lo 
fraccionado  que  se  halla  el  poder  judicial,  puesto  que  son  dos  pode- 
res encontrados  los  que  coadyuvan  á  la  ejecución  de  las  sentencias. 
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d'  primitivo,  el  ncional,  el  poder  jMdioiiil»  que  eneslo  debía  serlo 
iodo,  y  ú  gaberoalívo,  exiraSo  á  él,  pero  qpe  se  ba  ingerido  tao 
ftin-  coavebiejpicia,  que  machos  de  los  qae  la  ejercea  comprendea 
perleetameale  que  es  una  cosa  postiza  lo  que  bíacea  y  qqe  por  bíq- 
gün  lilulo  debia  contarse  entre  sus  atribuciones. 

Mas  se  contestará  á  esto  que  para  los  departamentos  penales 
hajr  coaiisiones,  juntas,- juntas  inspectoras  y  otras  YÍsítas  encarga* 
daa  de  averiguac  c^mo  y  cuáodo  se  cumplen  las  condenas.  No  ne- 
garéiaos  la  creación  de.  esas;  juntas,  pero  séanos  permitida  una  ob- 
servación que  destruirá  {M>r  su  base  la  iatervencion  de  la  Admiois* 
tmoion.  Es  fuera  de  toda  duda  que  en  los  establecimientos  penales 
no  ingresa niogua  penado  por  aquella,  porque  la  ley  no  le  ha  auto- 
rizado todavia  para  imponer  las  penas  que  eo.  ellos  se  sufren,  aun- 
que al  paso  que  vamos  posible  es  que  luego  establezcan  algún  tri^ 
bunal  á  su  maneraé 

Los  Tribunales  civiles^ordünarios  son  los  que  llevan  á  esos  cen- 
tros de  la  desgracia  á  loa  que  sus  delitos  conducen,  fuera  de  los  po- 
cos que  co/idenan  losbfros  privilegiados,  de  cuyo  privilegio  no  go* 
za  hasta  boy  la  Administración,  y  sin  temor  de  ser  desmentidos  casi 
puede  asegurarse  que  las  cuatro  quintas  partes  de  los  rematados 
sufiren  sus  condenas  impuestas  por  el  fuero  común.  ¿Se  quiere  ver 
mayor  prueba  de  la  verdad  sentada,  de  la  procedencia  de  los  Tribu- 
nales ordinarios  para  intervenir  exclusivamente  en  los  estableci- 
mientos penales,  que  la  que  acabamos  de  sentar?  Creemos  que  no: 
si  aquellos  sentencian,  fallan  y. ejecutan  las  causas  de  los  penados; 
si  sólo  aquellos  y  los  pocos  fueros  espaciales  pueden  condenar  y  des- 
tinar á  los  presidios  y  las  cárceles  por  arresto  mayor  los  delincuen- 
tea  de  cuyas  causas  conocen;  ^  la  Administración  no  tiene  faculta- 
des para  hacer  e^o,  ¿por  qué,  pues,  su  dirección,  y  porqué  ha  de 
ser  su  compotencia  exclusivia  cuanto  hoy  tiene  sobre  cárceles  y  pre- 
sidios?     .  ^ 

£1  argumento  que  acf^bamos  de  presentar  es  indudable;  el  Mi- 
nisterio de  Gracia  y  Justicia^  en  tesis  general,  y  sus  dependencias 
son  ios  únicos,  absolutainente  los  únicos  que  han  hecho  ingresar 
en  aquellos,  depaitam/s^tos  los^  de^raciados  que  los  ocupan ,  sin 
intervención,  cooperación,  c^i  auxilio  de  la  Administración;  y  siendo 
esto  asi  debe  recobr^ir  sus  derechos,  debe  reintegrársele  de  lo  que 
era  suyo,  para  que:  ejerza  «su  legal  influencia  y  para  que  vea  si  es 
ó  no  verdad  que  se  cumple  lo  juzgado. 
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Pero  se  dirá,  que  annqae  ht  Admlnislraeion  no  tiene  Tribana* 
les  del  fuero  coman,  Its  comisioues  y  juntas  de  que  hemos  hablado 
están  al  frente  de  todo¿  corrigiendo  y  reformando  lo  qne  creen  ne- 
cesario, y  además  los  delegados  del  poder  judicial  asisten  en  perio* 
dos  dados  y  reconocen  las  dependencias  y  demás.  Partiendo  del 
principio  de  que  las  juntas  que  proceden  de  la  Administración  nada 
tienen  que  ver  en  cárceles  y  presidios,  debemos  decir  que  los  em- 
pleados en  la  Administración  de  Justicia  qne  en  épocas  determina* 
das  visitan  aquellos  establecimientos,  por  más  celo  que  tengan,  y 
que  desde  luego  les  reconocemos,  no  pueden  minuciosamente  exa- 
minar lo  que  sea  objeto  de  inspección,  ni  mucho  menos  remediar  lo 
que  diariamente  debieran  reconocer,  que  no  pueden  hacerlo,  por- 
que sus  visitas  son  de  tarde  en  tarde.  Además  en  todos  los  puntos 
donde  hay  establecimientos  penales,  no  hay  Audiencias,  cuyos  Fisca- 
les ó  Magistrados  delegados  deban  concurrir  á  aquellos;  y  como  éstos 
tienen  que  abandonar  sus  casas  y  familias,  y  los  Jueces  comisiona- 
dos tengan,  como  aquellos,  importantes  funciones  que  desempeñar, 
de  aqui  que  como  este  servicio  es  si  se  quiere  estrano  á  las  atribn- 
clones,  y  por  otro  lado  los  subalternos  no  son  de  su  dependencia, 
suelen  terminar  su  misión  sin  haber  podido  penetrar  los  defectos, 
corregir  abusos,  ni  mucho  menos  reprender  á  empleados,  sobre 
quienes  no  tienen  atribuciones. 

Esto  es  todo  lo  que  hace  el  poder  judicial  en  tales  actos,  y  no 
puede  hacer  más  por  lo  que  dejamos  sentado,  cuando  son  conside- 
rados los  delegados  como  parte  accesoria,  porque  saben  los  otros  que 
éstos  no  dependen  de  la  Administración. 

una  vez  que  queda  demostrado  lo  improcedente  que  es  que  la 
parte  administrativa  tenga  á  su  cargo  las  cárceles  y  presidios,  pa- 
semos á  ocuparnos  de  sus  empleados  4i  del  personal  que  los  dirige. 
Hemos  dicho  que  la  Administración  de  todo  se  ocupa,  y  por  ello 
naturalmente  provee  las  plazas  de  aquellas  dependencias:  así  nom- 
bra un  Alcaide  y  se  le  hace  comprender  qne  únicamente  depende 
del  Alcalde  ó  del  Gobernador;  y  sin  embargo  de  que  la  casi  totali- 
dad de  los  presos  lo  están  por  providencia  del  Juez  de  primera  ins- 
tancia, de  que  él  dispone  la  comunicación  6  incomunicación,  á  él 
acuden  pidiéndole  socorros  los  que  son  pobres,  acuerda  la  libertad 
ó  su  conducción  á  presidio,  y  en  fin,  del  Juez  dependen  los  presos 
y  no  del  Alcalde,  el  guardián  de  aquetios  de  éste,  y  es  un  contgt- 
sentido  que  una  autoridad  de  mayor  escala  que  aquel ,  no  tenga  la 
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suficiente  sobre  dicho  Alcaide  y  la  ejerasa  el  nombrado  empleado 
adminfsIrátiTO,  en  términos  que  sucede,  qae  si  alguna  vez  visita 
éste  loa  encarcelados,  jamás  oye  una  queja  de  ellos,  puesto  que  re- 
conociendo que  están  presos  por  disposición  jadicial,  es  á  esta  auto- 
ridad y  no  á  la  suya  á  quien  llegan  las  reclamaciones. 

Si,  pues,  esto  es  cierto,  ¿qué  razón  puede  haber  para  que  los 
Alcaides  de  las  cárceles  de  partido  y  sus  dependientes  sean  nom* 
brados  por  la  Administración  debiendo  serlo  por  Gracia  y  Justicia? 
cuanto  decimos  de  éstos  hay  que  repetir  de  los  Establecimientos 
penales. 

La  Administración  nombra  generalmente  un  oficial  militar  para 
jefe  del  Establecimiento,  como  si  los  penados  tuvieran  que  apren- 
der el  ejercicio  ó  la  táctica,  y  sin  quitar  el  mérito  á  estos  emplea- 
dos, pudiera  muy  bien  serlo  un  elegido  por  el  Ministerio  de  Gracia 
y  Justicia,  pero  siempre  del  orden  civil,  porque  sino  es  la  cuestión 
la  Ordenanza  militar,  y  si  el  carácter  individual,  tan  entero  y  fuer- 
te podría  tenerlo  un  Magistrado  ó  Juez  como  cualquier  otro  de  gra- 
duación en  aquella  línea,  y  haciéndose  así  con  el  Jefe,  debería  ser  lo 
mismo  con  los  demás  empleados;  y  esto  daría  el  resultado  que  sien- 
do como  es  el  negociado  todo  del  orden  judicial,  dentro  de  sus  ge- 
rarqnías,  las  órdenes  del  Juez  se  cumplirian;  seria  de  su  cuidado  la 
vigilancia^  aseo,  ocupación  y  entretenimiento  de  los  procesados,  de 
lo  que  no  puede  ocuparse  el  Alcalde,  porque  aunque  quiera  no  tiene 
tiempo,  ni  otros  llegan  á  poder  estudiar  sus  atribuciones,  y  se  evi- 
tarían á  las  veces  entorpecimientos  por  otros  presuntuosos  de  debe- 
res que  no  han  llegado  á  comprender,  y  además  de  conseguirse 
estos  mismos  resultados  en  los  Establecimientos  penales,  se  escusa- 
ha  la  rivalidad  entre  empleados  heterogéneos,  y  sobre  todo  se  ejer- 
cía la  inspección  legal  judicial,  cuyo  poder  colocó  en  aquel  punto  al 
rematado,  señalando  desdO'  cuándo  y  hasta  qué  época  ha  de  estar 
en  aqnel  sitio  sio  que  la  Administración  con  todo  su  poder  pueda 
adelantar  ni  retrasar  siquiera  una  hora  la  entrada  ó  la  salida  de 
aquel. 

Los  presos  dependen  de  la  autoridad  judicial  como  acabamos  de 
exponer,  sin  que  en  lo  relativo  á  stis  causas  tenga  intervención  al- 
guna el  Municipio. 

Justo  parece,  y  debería  ser,  que  el  local  donde  éstos  residan  de- 
pendiera asimismo  de  la  propia  autoridad  única  y  exclusivamente, 
y  justo  debiá  ser  que  el  Alcaide  se  ocupará  de  sus  negocios'admi- 
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nistrativos  6  gubernativos  que  tiene  que  desateader  para  haoerlo  i 
la  tárcel,  puesto  que  sobrado  cuidado  tieaen  ios  Jaeces,  de:  que  se 
socorra  al  pobrCr  lo  tienea  también  de  la  seguridad  y  d«.q<ie  loe 
carceleros  no  abusen  de  sus  facultades  en  perjuicio  de  aqueUeá. 
¿Qué  razón  hay»  poes^  para  aumentar  en  la  autoridad  local  de  la 
cabera  del  partido  tanto»  y  tantos  cargos^  cuando  si  fuera  á  ocu* 
parse  con  celo  sólo  de  lo  económico  y  administrativo  pasaría  íácil- 
mente  el  ano  sin  enterarse  de  sus  atribuciones?  ¿ó  es  que  se  trata 
de  que  la  Administración  absorba  en  todas  sus  partes  al  poder  judi* 
cial?  Por  ello,  y  á  evitarlo  creemos  que  el  celoso  Ministerio  de  Gra*. 
cia  y  Justicia  no  debe  tolerar  tal  intrusión  en  sus  dependencias  y 
disponer  la  completa  y  radical  separación  de  Establecimienlos  pe- 
nales,  haciendo  que  estos  vuelvan  al  centro  de  donde  no  debieron 
salir,  dejando  á  sus  delegados  en  completa  libertad  de  disponer  del 
edificio  en  todas  sus  consecuencias,  de  los  presos,  del  Alcaide  y  de- 
todo  lo  que  á  este  ramo  concieroa,  sin  dar  á  la  Administración  la 
más  remota  intervención,  porque  no  es  ni  tiene  para  que  ser  de  su 
incumbencia.  Tiempo  es  ya  de  limitarlai  tiempo  es  ya  de  que  la  Ad- 
ministracion  se  contenga  en  su  ambición  de  centralizar,  puesto  que 
sobradas  atribuciones  tiene,  y  que  deje  al  poder  judicial  libertad 
para  obrar,  sin  tener  que  mendigar  á  un  Alcalde  lo  que  debía  ser 
enteramente  suyo,  puesto  que  es  un  contrasentido  esa  mezcla  de 
poderes  en  un  inismo  asunto,  porque  así  como  sorprendería  que  la 
autoridad  judicial  tuviera  intervención  en  el  Municipio,  sorprende 
igualmente  que  éste  intervenga  en  los  asuntos  de  aqueUa,  y  no  te- 
niendo la  autoridad  guberns^lriva.más  que  fórmulas  en  este  negocio, 
porque  rara  vez  cun\plen  sus  atribuciones  y  lo  demás  todo  lo  hacen 
á  excitarion  del  Juez,  retíresele  de  raíz  tal  encargo  y  quede  todo  lo 
relativo  al  objeto  deque  nos  ocupamos  á  cargo  del  Ministerio  de 
Gracia  y  Justicia,  sin  darte  nkás  intervención  que  en  la  recaudación 
de  fondos  de  presos  pobres,  porque  su  pago  también  debería  hacer- 
se con  libramiento  <kl  Juez  del  partido,  interviniendo  y  nada  mis 
el  Alcalde,  porque  encargado  de  la  recaudación  de  esta  contribu- 
ción justo  ora  dajle  parte  de  su  distribución. 

Ninguna  razón  ostensible  hay  para,  convencer  de  la  justicia  que 
puede  asistir  al  Ministerio  de  la  Gobernación  para  tener  á  su  cargo 
los  Establecimientos  penales,  á  no  ser  la  de  que  siendo  el  Minitte- 
rio  de  moda,  como  cosa  de  ndifedad  hay  que  darle  ensanche  en  sus 
atribuciones,  sin  tener  en  euenta  las  inmensas  que  tiene,  que  si  fue- 
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ran  i  compararlas  con  las  que  le  dio  el  Sr.  Burgos,  era  posible  que 
hoy  ya  no  conociera  su  oj)ra,  y  por  ^á^b^JIfsorbido  tantas,  no  es 
posible  que  pueda  hacer  nada  deJa.  manera  beneficiosa  que  el  país 
tiene  derecho  á  esperar. 

Saprimásela-Ia  Direoébn.  de .EiMihlédÜíld^dléB  panales  que  iilde- 
bidamenle  tiene  á  su  cargo,  haciéndola  pasaír  i  Grs^cia  j  Justicia, 
porque  si  el  Juez  condena,  derepbo  tieiie  á  s^ber  cómo  y  en  qué 
términos  se  cumplen  las  condenas  y.  por  ello  debe  dejarse  ¿  dicho 
Ministerio  la  elección  y  nombramiento  de' sus  empleados,  la  direc- 
ción y  mejora  de  sus  edificios  y  .én  fin  todo  absolutamente  todo  lo 
que  tiene  relación  con  las  prisiones,  asistencia  y  vigilancia  de  los 
rematados  y  presos,  por  la  razón  que  más  de  una  vez  hemos  sen- 
tado de  que  el  Juez  y  no  el  Gobernador  ni  sus  delegadas,  fué  el  que 
conoció  de  la  causa  en  que  la  tfene  qué  hacer  constar  que  se  cum- 
plió la  sentencia  y  todo  lo  rererente  al  procesado  ó  rematado. 

Como  el  objeto  de  este  brevísimo  trabajó  ha  sido  sólo  llamar  la 
atención  del  Excmo.  Sr.  Ministro  de  Gracia  v  Justicia  sobre  lacón- 
veniencia  de  que  se  reintegren  á  sus  dependencias  atribuciones  que 
se  le  han  segregado,  y  que  por  su  especíalfsimá  Índole  no  han  de- 
bido salir  de  ellas,  es  casi  ya  innecesario  descender  á  más  detalles, 
porque  sobrado  los  conoce  la  distinguida  persona  que  se  halla  al 
frente  de  tan  importante  departamento,  por  lo  tanto  terminamos  es- 
tas ligeras  observaciones,  que  nos  ha  hecho  conocer  h  esperiencia 
de  algunos  años  dedicados  al  estudio  de  las  prácticas  de  los  Juz- 
gados de  primera  instancia,  cuya  práctica  tíos  ha  convencido  de  la 
urgente  necesidad  de  la  reforma,  por  habertenido  sobradas  ocasio- 
nes de  conocer  la  marcha  de  la  Administración,  y  los  ejemplares  de 
raros  entorpecimientos  puestos  á  la  acción  judicial  por  los  queá  hs 
veces  con  más  orgullo  que  inteligencia  se  llaman  los  jefes  de  ios 
Estabieeimientos. 

No  pretendemos  haber  descubierto  problema  ninguno,  nuestra 
modestia  nos  pone  á  salvo  de  ello;  estamos  convencidos  de  no  ha- 
ber dejado  de  apuntar  alguna  idea  y  citar  en  su  confirmación  algu^ 
nos  hechos,  y  esto  nos  basta,  seguros  de  que  la  elevada  persona  á 
quien  nos  dirigimos,  sabrá  apreciar  la  recta  intención  que  ha  en* 
caminado  nuestros  pasos  y  por  ello  aquí  terminamos. 

Joaqoio  Tillar  y  Gonalei. 
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MREGHO  PENAL 


I 


QUI£N€S$0II  autores,  OOlfüGES  Y  ENOUBRIDORES 

■esun  el  Código  penal  reformado  en  1870, 
y  la  Jorisprmdencla  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia. 


I. 

Las  reformas  efectuadas  úliimameate  ea  el  Código  penal,  acer* 
ca  de  las  personas  que  se  consideran  autores,  cómplices  y  encubri- 
dores de  los  delitos  y  faltas,  especialmente  con  aplicación  á  los  de- 
litos de  imprenta,  incluidos  en  la  penalidad  del  mismo,  y  las  acla- 
raciones hechas  sobre  este  punto  en  las  sentencias  pronunciadas  has- 
ta el  dia  por  la  Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia,  con 
motivo  de  los  recursos  de  casación  interpuestos  en  lo  criminal,  son 
de  tal  importancia,  que  hemos  juzgado  oportuno  hacernos  cargo  en 
esta  RsvtsTA  de  las  disposiciones  legales  y  jurisprudencia  que  rigen 
sobre  esta  materia. 

El  Código  penal  de  1870  ha  conservado  la  triple  distinción  de 
los  agentes  de  los  actos  punibles,  en  autores,  cómplices  y  encubri- 
dores, aunque  ha  omitido  la  úUima  distinción  relativamente  á  las 
faltas.  Dicha  triple  distinción,  con  respecto  á  los  delitos,  si  bien  es 
contraría  á  la  establecida  en  la  legislación  de  Europa  durante  la 
Edad  Media,  y  en  nuestras  antiguas  leyes  que  confundian  general- 
mente á  los  cómplices  con  los  autores  y  aun  con  los  encubridores, 
es  conforme  á  la  sancionada  últimamente  en  la  legislación  moderna 
de  Europa,  y  es  sin  duda  alguna  más  acertada  y  ñlosófíca,  puesto 
que  en  todo  delito  concurren  por  lo  común  tres  clases  de  agetttes: 
los  que  lo  resuelven  y  ejecutan,  los  que  sólo  prestan  su  coope- 
ración de  suerte  que  no  hubiera  dejado  de  cometerla  aquel  sin 
su  concurrencia,  y  los  que  por  hechos  posteriores  al  delito  parti- 
cipan de  sus  consecuencias,  ó  favorecen  la  impunidad.  Cada  una 
de  estas  clases  de  delincuentes  incurren  en  distinto  grado  de  crimi- 
nalidad, y  deben  ser  castigados  con  menor  pena  los  cómplices 
respecto  de  los  autores,  y .  los  encubridores  respecto  de  éstos  y  de 
aquellos. 
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En  el  Código  reformado  ob  1870  se  ha  suprimido  la  última  dis- 
iincioQ  de  eocobrídores  coa  respecto  á  las  faltas,  teniendo  sin  duda 
en  cuenta  que,  siendo  de  poca  importancia  los  actos  que  se  casti- 
gan como  faltas  y  h  penalidad  que  por  ellas  se  impone,  vendría  á 
ser  ésta  insignificante  si  se  aplicara  con  el  descenso  de  los  tres  gra- 
dos que  requiere  la  ley,  relatiyamente  á  los  encubridorest  y  asimis- 
mo en  que  los  actos  que  constituyen  el  descubrimiento  no  llevan 
consigo  inmoralidad  y  consecuencias  que  sea  necesario  castigar 
al  menos  por  la  ley  civil.  En  el  proyecto  de  Código  penal  portugués 
de  1864,  no  se  pena  en  las  faltas  ni  aun  la  complicidad.  Ha  supri* 
mido  igualmente  la  nueva  reforma,  las  dos  últimas  distinciones  de 
cómplices  y  encubridores  con  respecto  á  los  delitos  de  imprenta» 
disposición  que  expondremos  en  otro  articulo  al  tratar  especialmente 
de  la  inclusión- de  estos  delitos  en  el  Código  penal. 

S^gun  el  art,  19  del  Código  reformado  en  1870,  9e  consideran 
autores:  1  .*  los  que  toman  parte  directa  en  la  ejecución  del  hecho. 
El  texto  del  Código  de  1880,  en  vez* de  la  cláusula  «los  que  toman 
parte  directa,»  decía  «los  que  toman  parte  inmediatamente.»  Esta 
cláusula  daba  lugar  á  que  se  interpretara  que  la  parte  que  debía  to- 
marse en  el  delito  para  k  calificación  de  autor  del  mismo,  había  de 
ser  próxima,  y  en  el  instante  de  realizarse  el  hecho  que  constituye 
el  delito,  y  no  una  parte  remola  con  respecto  al  mismo,  de  manera 
que  entre  éste  y  aquélla  hubiese  distancia  de  tiempo,  siendo  asi 
que  puede  tomarse  parte  en  el  delito  de  esta  suerte,  que  cons- 
tituya codelincuencia.  La  frase  sustituida  por  la  nueva  reforma  ha 
quitado  todo  pretexto  para  estas  interpretaciones.  £1  célebre  crimi- 
nalista Rossi  requiere  también,  para  que  se  llame  propiamente  au- 
tor de  un  delito  á  un  delincuente,  que  éste  contribuya  de  un  modo 
principal, 'directo  á  la  existencia  del  delito,  siendo  causado  él.  Se 
entiende  que  toma  parte  directa  en  un  delito  el  que  lo  ejecuta  por 
sí,  ya  sea  sólo  ó  con  intermedio  ó  auxilio  de  otras  personas,  y  los 
que  auxilian  ai  acto  mismo  criminal.  Así,  por  ejemplo,  será  autor, 
bajo  el  primer  concepto,  en  el  delito  de  homicidio,  el  que  hiere  y 
mata  á  la  víctima;  en  el  de  robo,  el  que  se  apodera  de  las  alhajas  ó 
del  dinero,  y  bajo  el  segundo  concepto,  los  que  sujetan  i  la  vícti- 
ma, los  que  la  desarman,  ó  impiden  que  se  escape  ó  pida  auxilio, 
con  objeto  de  perpetrar  el  homicidio.  Todos  estos  delincuentes  son 
autores  del  delito  por  tomar  parte  directa  y  personal  en  él;  pues 
por  acto  directo  en  su  ejecución  se  entiende  un  acto  de  la  serie  de 
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los  varios  que  constítoyen  el  delito,  y  no  de  ios  qne  se  ooDsidtran 
como  cooperación  de  éste,  los  cuales  sólo  coiMUituyen  eodelioeveB^ 
cía  cuando  son  absolutamente  necesarios  para  perpetrar  el  delito, 
según  se  expresa  en  el  núm.  3.*  de  esleart.  1S,  que  infts  adelante 
exponemos. 

En  su  consecuencia,  el  Tribunal  Scpremo  de  Justicia  ha  decla- 
rado, que  toma  parte  directa  en  la  ejecución  del  hecho  el  qiie,  éesde 
el  momento  que  empezó  la  riña  entre  el  matador  y  el  interrceto, 
agarra  á  éste  y  le  tiene  sujeto  mientras  aquel  le  dá  de  puñaladas, 
de  que  resultó  ^  muerte.  (Sent.  de  40  de  Junio  de  iSli.) .  • 

Pero  si  alguno  de  los  delincuentes  cometiere  otro  deülo  em 
que  los  demás  no  pensaron  ó  no  convinieron,  como  «i  tratándose 
de  cometer  un  robo,  perpetrare  una  violación,  por  satisfMer  sus 
malos  instintos,  éste  solo  será  autor  de  tal  delito,  y  no  ios  deaiás* 
que  serán  tan  sólo  del  delito  de  robo  que  es  el  que  tuvieron  in- 
tención de  perpetrar. 

Sin  embargo,  éü  el  delito  de  robo  de  que  resulta  hoiiMcidio  por 
causa  de  aquel  delito,  y  no  por  venganea  privada  det  que  disparó 
una  pistola,  por  ejemplo,  aunque  lo  cometiere  unosóladeb»  ladro^ 
ncs,  todos  son  responsables  de  aquel  delit<K  Asi  ae  éeduce  de  la 
sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  30  de  Abril  d&dSTi,  dictada  en 
e!  caso  de  haberse  cometido  un  robo  con  violencia  é  intimidación  en 
las  personas  por  dos  sngetos,  uno  de  los  cuales  disparó  un  trabúcalo 
á  un  tercero  que  acudió  en  auxilio  de  los  robados,  dejándole  muerto 
en  el  acto.  Dicho  Tribunal  declaró,  que  los  dos  sugetosqfue  ooocnr- 
rieron  al  robo  eran  responsables  como  autores  de  ¿si  pena  del  delito 
de  robo  con  homicidio,  fundándose  en  que  este  delito  se  hallaba  de 
tal  manera  enlazado  con  el  de  robo,  que  á  no  haber  mediado  éste, 
ni  los  robados  hubieran  pedido  auxilio,  ni  al  prestárselo  el  tercero 
hubiese  sido  este  muerto  como  lo  fué.  En  igual  sentido  se  ha  de- 
clarado por  el  mismo  Tribunal,  que  si  resulta  probada  la  delincuen- 
cia del  procesado  en  el  hecho  generador,  que  es  el  robo,  con  ocar 
sion  del  cual,  se  comete  un  homicidio,  es  esto  suficiente,  en  con* 
formídad  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  1.*  dct  art.  816,  para  considerar 
también  al  procesado  como  responsable  del  homicidio  (Sent.  de  25 
de  Febrero  de  187i.) 

La  mayor  parte  de  nuestros  intérpretes  sigaiendoá  Rossi,  colo- 
can entre  los  autores  del  delito  que  se  designan  en  el  núm.  i.'étl 
art.  13,  tanto  al  que  sujeta  á  la  victima  para  que  la  hiieraa  ó  maten, 
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y  al  que  violenta  la  cerradara  ó  Bostíene  la  escab  para  efectuar  un 
robo,  como  al  que  apostado  de  centiaela,  cuida  de  avisar  si  viene 
gente,  y  al  que  se  presta  á  acudir  con  su  presencia  á  la  ejecución 
del  delito. 

Sin  embargo,  hay  en  estos  actos  algunos,  que  no  todos  colocan 
en  el  ndm.  i.\  sino  en  el  3.*  del  art.  43  citado,  y  otros  que,  por 
lo  menos  en  determinadas  circunstancias,  no  se  comprenden  en  nin- 
guno de  dichos  púmeros,  por  no  constituir  codelincuencia,  sino 
complicidad. 

Y  en  efecto,  el  que  queda  de  centinela  guardando  la  espalda  á 
sus  compañeros,  no  debe  considerarse  como  autor  del  delito,  colo- 
eándosele  en  la  misma  clase  de  criminales  que  al  que  toma  parte  en 
un  asesinato  ó  en  un  robo  á  mano  armada,  porque  cada  uno  de  estos 
actos  se  diferencia  notablemente  en  el  arrojo,  en  la  perversidad  y 
en  la  crueldad  de  corazón  que  requiere.  ¿No  revela  la  conciencia, 
dice  un  autor  respetable,  que  hay  distintos  grados  de  criminalidad 
entre  el  asesino  que  mancha  sus  manos  en  la  sangre  de  su  víctima, 
y  el  individuo  que  rechazando  esta  horrible  comisión  se  limita  á 
tomar  una  participación  ajena  al  acto  mismo  homicida,  menos  tal 
vez  para  cometer  el  delito  que  para  velar  por  la  seguridad  de  los 
hombres  con  quienes  le  unió  una  suerte  fatal?  Movidos  por  estas  con- 
sideraciones, distinguen  algunos  autores,  entre  ellos  los  Sres.  Ortiz 
de  Zúniga  y  Castro,  el  caso  en  que  el  centinela  está  armado  y  á  la 
vista  cercana  de  sus  companeros,  del  en  que  está  sin  armas  y  algo 
lejos  del  lugar  donde  se  consuma  el  delito,  calificándole  en  la  pri- 
mera hipótesis,  como  un  verdadero  codelincuente,  y  no  en  la  segun- 
da, porque  se  descubre  en  su  conducta  más  miedo  ó  menor  per- 
versidad que  en  aquella.  Así,  pues,  creemos  que  solo  podrá  consi- 
derarse como  codelincuencia  el  acto  de  vigilar  por  los  delincuentes, 
cuando  el  que  vigila  demuestra  por  su  arrojo  y  osadía  participación 
inmediata  en  el  delito,  ó  mejor,  en  el  caso  de  que  por  el  gran  pe- 
ligro que  corrían  sus  compañeros  de  ser  descubiertos  ó  por  su  es- 
trema pusilanimidad ,  ó  por  otras  circunstancias,  hubiera  consti- 
tuido ^icha  vigilancia  un  acto  sin  el  cual  no  se  hubiera  perpetrado 
el  delito. 

La  sola  asistencia  á  la  perpetración  del  delito,  no  deberá  con- 
siderarse tampoco  como  codelicuencia,  á  no  ser  que  fuese  nece- 
saria para  ejecutar  aquel,  por  causar  á  las  víctimas  una  intimida- 
ción, sin  la  cual  se  hubieran  arrojado  éstas  á  la  defensa  y  recha- 
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zado  á  los  crimiBales:  en  tal  caso,  podrá  colocarse  á  estos  delin- 
caentes,  no  entre  los  autores  propiamente  dichos,  qae  son  á  los  qne 
se  refiere  el  núm.  1/del  art.  i3,  sino  entre  los  codelincuentes  del 
número  5/  En  la  misma  clase  deberá  colocarse  con  la  distinción  an- 
tedicha, al  que  custodia  los  efectos  del  delito  ó  el  caballo  que  ha  de 
servir  para  la  fuga  ó  prepara  el  carruaje  para  el  rapto.  Si  estos  ac- 
tos no  son  necesarios  para  la  perpetración  del  delito,  deberán  con- 
siderarse como  actos  de  complicidad.  Estas  interpretaciones  se  apo- 
yan en  el  texto  del  núm.  4/  del  art.  13,  y  en  el  espíritu  de  otras 
disposiciones  del  Código.  En  la  letra  del  núm.  i  .*  citado,  porque 
exigiéndose  en  él  que  se  tome  parte  directa  en  el  delito,  se  requie- 
re que  se  ejecute  un  acto  de  la  serie  de  los  varios  que  constituyen 
el  delito,  y  no  de  los  que  sólo  se  consideran  como  cooperación,  los 
cuales  no  constituyen  codelincuencia,  á  no  ser  absolutamente  nece- 
sarios para  perpetrar  el  delito,  según  expondremos  al  hacemos  car- 
go de  lo  dispuesto  en  el  núm.  3.'  del  art.  13.  La  sola  frase  tomar 
forte,  signitica,  considerada  en  general,  adquirir  la  posesión  de  al- 
guno de  los  elementos  de  que  se  compone  una  cosa,  i^KMlerarse  de 
alguno  de  los  cuerpos  de  que  se  compone  un  todo,  lo  cual,  aplicado 
á  la  materia  de  que  tratamos,  es  como  hemos  dicho,  ejecutar  un  ac- 
to de  los  que  son  necesarios  para  constituir  el  delito;  y  el  hecho  de 
presenciar  éste  ó  de  servir  de  centinela  á  los  delincuentes  no  cons- 
tituye ninguno  de  dichos  actos;  v.  g.,  del  rapto  de  una  mujer,  ó  del 
robo  de  una  casa,  puesto  que  tales  delitos  pueden  cometerse  abso- 
lutamente considerados,  sin  aquellos  actos,  salvo  los  casos  arriba 
expuestos.  Tales  actos,  pues,  constituyen  actos  de  cooperación  que 
harán  considerar  á  sus  autores,  ya  como  delincuentes,  si  no  se  hu- 
biere efectuado  el  delito  sin  su  concurrencia,  ya  como  cómplices,  si 
el  delito  hubiera  podido  efectuarse,  aunque  no  hubieran  concurri- 
do aquellos. 

Hemos  dicho  que  se  funda  la  doctrina  que  acabamos  de  expo- 
ner en  el  espíritu  del  Código,  porque  en  el  robo  cometido  con  vio- 
lencia en  las  personas  en  despoblado  y  en  cuadrilla,  se  castiga 
como  autores  de  cualquiera  de  los  atentados  cometidos  por  ella  á 
los  malhechores  presentes  á  la  ejecución  del  robo  (art.  518);  y  no 
se  hubiera  incluido  en  el  Código  esta  disposición,  relativamente  al 
delito  expuesto,  por  ser  inútil,  si  en  el  art.  13  se  hubiera  compren- 
dido por  regla  general  como  codelincaencia  la  mera  presencia  i  la 
ejecución  del  delito. 
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Conforme  sin  duda  coa  esta  doctríoa,  el  Tribunal  Sopremo  de 
Jastida  ba  declarado,  que  el  mero  hecho  de  ir  una  persona  en 
compañía  á^l  autor  de  un  homicidio  7  de  lesiones,  sin  tomar  parte 
alguna  en  la  ocurrencia,  y  el  haberlo  presenciado  sin  evitarlo^  y  de 
invitar  después  al  delincuente  á  que  subiese  á  la  cabalgadura 
que  montaba  y  Herarle  en  ella  las  alforjas,  no  son  los  requisitos 
que  el  art.  16  del  Código  penal  exige  para  la  calificación  de  cóm- 
plice y  responsabilidad  por  dicha  circunstancia.  (Sent.  de  40  de 
Marzo  de  1873.) 

Gonsidéranse  autores  por  el  art.  15  del  Código  penal  de  1870: 
2.*  Los  que  fuerzan  ó  inducen  directamente  á  otros  á  ejecutar 
el  delito.  La  fuerza  sobre  las  personas  puede  ser  material  ó  moral: 
material,  obligando  por  medio  de  violencia  ó  coacción  real  á  co- 
meter nn  delito;  moral,  obligando  por  amenazas  ú  otro  medio  que 
haga  temer  vivamente  un  mal  grave  é  inevitable.  El  que  por  medio 
de  fuerza  material  ó  física  obliga  ¿  ejecutar  un  delito  se  considera 
como  autor  del  mismo,  puesto  que  quien  realmente  lo  ejecuta  no 
es  más  que  nn  instrumento  ciego  suyo.  En  el  caso  de  violencia  mo- 
ral, el  que  la  emplea  ocasionando  un  crimen,  debe  ser  considerado 
como  autor,  porque  fué  cansa  de  éste.  El  agente  material  incurrirá 
solamente  en  responsabilidad,  si  el  mal  con  que  se  le  amenaza  no 
fuere  injusto,  ni  inevitable,  ni  grave,  é  irresistible. 

Se  induce  directamente  á  otro  á  cometer  un  delito  por  medio  de 
precepto,  de  encargo  ó  pacto  y  aun  de  consejo.  Por  medio  de  pre- 
cepto, cuando  el  que  teniendo  autoridad  sobre  el  agente  le  manda 
perpetrar  el  delito,  puesto  que  un  tal  precepto  no  se  hubiera  co- 
metido. En  tal  caso,  el  que  ejecutó  materialmente  el  delito,  se  exi- 
me en  general  de  responsabilidad  criminal,  por  haber  obrado  en 
virtud  de  obediencia  debida;  pero  es  responsable  el  que  indebida- 
mente indujo  de  un  inodo  directo  con  su  mandato  á  ejecutar  aquel 
acto.  Asi  lo  ha  declarado  el  Tribunal  Sopremo  de  Justicia  en  el 
caso  de  haber  mandado  nn  Alcalde  á  un  sugeto  que  iba  con  su 
ronda,  hacer  fuego  sobre  un  hombre  que  salió  de  un  grupo  al  oir 
la  voz  de  alto  dada  por  dicho  Alcalde,  al  ver  á  aquel  dirigirse 
á  él  en  ademan  hostil;  á  consecoencia  de  cnyo  mandato  dicho 
sfljseto  hizo  fuego  matando  al  agresor.  El  Tribunal  Supremo  de- 
claró^ que  si  bien  el  sugeto  que  hizo  fuego  no  debia  estar  exento 
de  responsabilidad,  porque  no  siendo  agente  de  la  Autoridad  ni 
llamado  por  ella  para  formar  parte  de  la  ronda,  á  la  que  se  asoció 
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Yoluntaríamente,  era  el  respoofiable  .el  Alcalde.por  aparecer  que 
no  lOYO  necesidad  racioDal  de  mandar  haeer  fuego,  ni  contra  el  gni«* 
po,  que  en  situación  tranquila  se  hallaba  en  la  plaza*  ni  tampoco 
contra  el  iodividuo  que,  destacándose  de  dicho  grupo,  fué  hacia  él 
en  ademan  de  acometerle.  (Sent.  de  23  de  Setiembre  de  4872.) 

Indúcese  por  encargo  ó  pacto  al  delito,  cuando  el  que  concibió  la 
idea  ó  el  plan  de  éste,  encarga  por  medio  de  didiras  ó  de  precio  su 
ejecución  á  otro  que  las  acepta,  pues  en  tales  casos,  es  también  el 
promitente  causa  del  delito. 

Distingüese  el  mandato  ó  encargo  de  la  orden  ó  precepto,  en  que 
en  aquel  el  comitente  no  ejerce  autoridad  alguna  sobre  el  agente. 
Este  modo  de  participación  supone  dos  agentes  perfectamente  li* 
bres;  dos  personas  que  estipulan  espontáneamente  nna  convención 
criminal,  por  la  que,  para  que  haya  inducción  directamente  al  de^ 
lito,  es  necesario  que  la  pcovocacion  vaya  acompañada  de  todas 
las  circunstancias  que  pneden  hacerla  eficaz-,  v.  g.,  de  la  oferta  é 
entrega  del  precio,  pues  de  otra  suerte  podría  quedar  reducida  á 
una  mera  proposición.  Es  también  preciso  que  haya  aceptacian  por 
parte  del  agente  y  que  se  lleve  á  efecto  el  proyecto  criminal.  Con 
estas  circunstancias  el  mandante  incurre  también  en  responsabi*^ 
lidad  criminal,  así  como  el  que  ordena  cometer  el  delito.  Si  ocur- 
riere que  se  revocase  el  mandato,  distinguen  los  intérpretes  entre 
el  caso  en  que  revocó  antes  de  haberse  principiado  la  ejecución  del 
delito  ó  después;  en  el  primer  caso,  no  debe  pesar  sobre  el  provo- 
cador responsabilidad,  porque  no  ha  existido  el  delito,  y  en  todo 
caso  sólo  seria  culpable  de  proposición.  En  el  segundo  caso,  si  tuvo 
el  mandatario  conocimiento  de  la  revocación,  y  no  obstante  ejecoló 
ei  delito,  éste  sólo  es  el  responsable,  y  el  considerado  como  su  úni- 
co autor;  porque  el  mandante  rompió  el  vinculo  que  le  ligaba  al 
delito.  Si  el  ro$indatario  no  supo  la  revocación,  es  responsable  el 
mandante  del  delito  ejecutado,  porque  halMendo  sido  causa  volun- 
taria de  él,  debe  imputarse  á  si  mismo.la  tardanza  en  la  revocación 
ó  la  ineficacia  de  los  medios  de  que  se  valió  para  que  llegase  aque*» 
Ua  á  noticia  del  mandatario.  Cuando  éstese  excede  de  los  límites  del 
mandato  y  comete  un  delito  mayor  que  el  que  se  le  habia  enco- 
mendado, debe  distinguirse:  si  el  mandante  pudo  prever  el  resA- 
tado  que  tuvo  s«  mandato,  por  ser  consecuencia  probable  de  la  co- 
misión que  daba,  como  si  el  mandato  fué  causar  una  herida,  y  ésta 
llegó  á  ser  mortal,  el  mandante  es  coautor  del  homicidio;  pero  si  se 
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perpetró  un  delito  que  él  no  podo  imaginar  y  que  no  era  conse- 
cuencia natural  del  hecho  cuya  ejecución  encargó»  como  si  hubiese 
mandado  á  alguno  robar  á  una  mujer,  y  éste  abusara  de  ella,  el 
mandante  no  será  responsable  de  ese  hecho,  limitándose  su  respon- 
salulidad  ai  raj^,  y  recayendo  la  de  la  violación  en  el  manda- 
tario. 

Indúcese  también  á  ejecutar  el  delito  por  medio  de  eriiortacion 
ó  consejo.  Grocio  cita  una  antigua  ley  de  Atenas,  que  castigaba  con 
la  misma  pena  al  ejecutor  del  crimen  que  al  que  lo  aconsejaba. 
Aristóteles  y  otros  fflósofos  de  la  anligttodad  consideran  al  aconse* 
jante  más  culpable  que  al  ejecutor  del  delito.  Las  leyes  romanas 
sostienen  sobre  este  punto  disposiciones  contradictorias;  sus  intér- 
pretes sólo  castigaban  al  que  daba  el'  consejo  con  la  misma  p^na 
que  al  ejecutor,  cuando  era  el  consejo  la  causa  principal  del  delito. 
Rossi  es  también  de  esta  opinión.  Las  palabras  del  número  2.*  del 
articulo  13,  de  que  nos  ocupamos,  tampoco  la  rechazan.  La  ley 
dice:  «los  que  inducen  directünente  al  delito,»  estoes,  no  los  que 
tratan  de  inducir,  como  sucede  respecto  de  los  que  dan  un  consejo 
que  no  induce  á  él  por  la  poca  eficacia  con  que  lo  dao,  lo  cual  con- 
vierte el  consejo  en  una  inducción  indirecta,  sino  los  que  aconsejan 
con  empeño,  con  razones  persuasivas,  que  aseguren  la  ejecución  y 
la  impunidad  y  que  lleguen  á  produdr  efecto  y  á  ocasionar  el  de- 
lito. No  debe,  pues,  considerane  al  que  aconseja  como  coautor,  si  el 
consejo  por  su  ineficacia  no  indujera  directamente  al  crimen,  aun 
cuando  éste  se  cometiese  por  circunstancias  especiales,  ó  porque 
el  autor  se  dejase  persuadir  del  consejo  indebidamente.  No  debe, 
perderse  de  vista  que  existe  noteble  diferencia  á  los  ojos  de  la  mo- 
ral, entre  el  que  á  precio  4^  oro  compra  el  brazo  del  asesino,  ó  lo 
arma  abusando  de  su  autoridad,  y  el  que  sólo  sugiere  la  idea  del 
crimen  ó  que  impulsa  á  él  por  medio  de  discursos  al  individuo  que, 
alimentando  de  antemano  el  pensamiento  del  acto  criminal,  sólo 
vacilaba  en  ejecutarlo.  En  los  dos  primeros  casos  se  ejerce  siempre 
una  grande  influencia  por  el  provocador,  y  puede  decirse  que  él  es 
quien  comete  el  delito;  pero  en  el  caso  tercero  no  es  tan  grande  la 
influencia  que  se  ejerce:  su  inducción  no  siempre  arrastra  al  delito, 
ni  tiene  la  misma  gravedad  en  el  fondo  de  la  conciencia.  Asi  es, 
que  si  el  consejo  sólo  induce  indirectamente  al  delito,  no  habrá  más 
que  complicidad,  y  si  ni  aun  tuvo  este  influeocia;  por  limitarse  á 
meros  dichos,  prmiunciados  por  chanza  ó  en  el  calor  de  una  con- 
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venación,  ni  aun  como  complicidad  deberá  castigarse.  Segan  de* 
claracion  del  Tribunal  Sopremo  de  Jasticia,  para  que  el  consejo  se 
entienda  comprendido  en  la  dispomion  2/  del  art.  ÍZ,  la  indaccion 
ha  de  preceder  al  acto  que  ha  de  ejecatarse,  y  ser  influyente  de  ia 
acción  criminal»  de  tal  suerte  que  sin  ella  no  se  hubiera  ejecutado 
el  delito.  (Sent.  de  14  de  Abril  de  1871).  Ha  declarado  asimismo, 
que  el  qué  en  el  acto  de  una  reyerta  de  que  resulta  luego  un  muer- 
to, dice  á  uno  de  los  contendientes:  «ensartarlo ,  ensartarlo,»  sin 
que  conste  que  hiciera  otra  cosa  mis  que  presenciar  la  riña  ó  pelea, 
no  debe  ser  considerado  como  antor  del  homicidio,  porque  si  bien 
en  las  frases  pronunciadas  pudo  haber  imprudencia  y  aun  culpabí* 
lidad,  no  hasta  el  punto  que  puedan  considerarse  como  causa  efi*- 
ciento  y  principal  del  mal  causado,  y  de  ellas  no  se  infiere  la  induc» 
cion  directa,  porque  esta  ha  de  preceder  al  acto  que  ha  de  ejecutar- 
se y  ser  influyente  en  la  acción  criminal,  de  tal  modo,  que  sin  ella  no 
se  hubiese  ejecutado  (Sent.  de  14  de  Abril  de  1871.).  Véase  también 
la  de  31  de  Mayo  de  1872.  Y  por  último,  ha  declarado  que  la  mu- 
jer que  unida  i  un  hombre  con  relaciones  de  un  escandaloso  aman* 
cebamiento,  á  la  vista  y  en  compañía  de  una  hija  que  manifestaba 
su  constante  disgusto  y  repugnancia  por  tal  comportamiento,  con- 
cibe contra  éste  el  más  profundo  odio  y  decidido  propósito  de  pri- 
varle de  la  vida  por  los  medios  más  insidiosos,  preparando  la  ad- 
quisición de  un  veneno  y  varios  instrumentos  mortíferos,  dispo- 
niendo ir  á  una  función  de  teatro  con  su  familia  y  los  inquilinos 
que  tenia  en  su  casa,  en  una  noche  en  que  dicha  su  bija  estaba 
indispuesta,  á  fin  de  que  de  este  modo  pudiera  su  amante  obrar 
con. entera  libertad,  dando  muerte  á  la  hija  sin  riesgo  de  ser  sor* 
prendido;  esta  mujer  es  autora  del  delit%  al  igual  que  su  amante, 
y  lo  es  en  virtud  de  la  disposición  del  núm.  2.%  art.  IS  del  Código 
penal.  (Sent.  de  23  de  Enero  de  1873.) 

Considéranse  también  como  autores: 

3.*  Los  que  cooperan  á  la  ejecución  del  hecho  por  un  acto  sin 
el  cual  no  se  hubiera  ejecutado.  Tales  serian  el  del  criado  que  abre 
la  puerta  é  introduce  á  los  ladrones  ó  asesinos  en  la  habitación  de 
su  amo  ó  les  muestra  el  lugar  donde  se  halla  el  dinero  ó  la  víctima 
para  que  perpetren  el  robo  ó  el  asesinato,  y  el  empleado  que  sumi- 
nistra al  falsificador  estampillas  ó  sellos  que  tiene  á  su  cargo  ó 
custodia,  para  la  falsificación  que  aquel  comete. 

En  su  consecuencia,  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ha  decía- 
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rado,  que  tratándose  de  un  robo  coa  escalamiento  subterráneo,  ha* 
hiendo  entrado  sus  autores  á  la  alcantarilla  por  la  cueva  de  una 
casa  particular  por  la  que  era  preciso  pasar  para  ir  al  lugar  del 
crimen,  el  que  facilita  esta  entrada  y  el  que  solicita  el  permiso  al 
efecto  sabiendo  el  objeto  criminal,  proporcionan  con  su  mutuo 
acuerdo  el  medio  de  que  se  verifique  el  robo,  y  cooperan  directa- 
mente á  su  ejecución  por  un  acto  necesario,  cual  se  requiere  por  el 
articulo  i  3,  núm.  3/,  para  reputarlos  autores  del  delito.  (Sent.  de 
'  21  de  Noviembre  de  i870.)  Véase  también  la  sentencia  de  9  de 
Marzo  de  1871.  Ha  declarado  asimismo,  que  proyectando  varios 
sugetos  realizar  una  estafa  por  medio  de  una  falsificación  en  un  ta* 
ion  de  cuenta  corriente  legitimo  de  un  Banco  ó  Caja,  á  cuyo  efecto 
A.,  en  connivencia  con  los  mismos,  les  facilita  4,000  rs.  para  la 
compra  del  talón,  que  de  63  escudos  que  era,  convierten  los  pri* 
meros,  por  medio  de  una  falsificación,  en  63,000  escudos,  que  ha- 
cen efectivos,'aunque  A.  no  hubiera  facilitado  materialmente  el  ta- 
lón ni  lo  llevara  al  Banco  para  su  cobro,  debe  ser  considerado  al 
igual  de  los  demás  autores  del  delito,  porque  cooperó  á  la  ejecución 
del  hecho  por  actos  sin  los  cuales  no  se  hubiera  efectuado,  ora  con* 
certándose  antes  para  la  ejecución  con  los  demás  procesados,  ora 
facilitando  cantidad  bastante  para  la  adquisición  del  talón  legítimo, 
que  luego  se  falsificó:  (Sent.  de  5  de  Julio  de  1873.) 

Últimamente,  debe  tenerse  presente  sobre  esta  materia,  que  los 
padrinos  de  un  duelo  de  que  resultaren  muerte  ó  lesiones  serán  res- 
pectivamente castigados  como  autores  de  aquellos  delitos  con  pre- 
meditación, si  hubieren  promovido  el  duelo  ó  usado  cualquier  gé- 
nero de  alevosia  en  su  ejecución  ó  en  el  arreglo  de  las  condicioftes 
(art.  445  del  Código);.disposicion  justa,  puesto  que  en  tales  casos 
se  procede  según  lo  prescrito  en  el  art.  13  para  que  haya  codelin- 
cuencia, 

El  art.  14  del  Código  reformado  en  1870  contiene  una  disposi- 
ción nueva  de  suma  importancia,  referente  á  las  personas  que  de- 
ben considerarse  autores  respecto  de  los  delitos  de  imprenta,  de  la 
cual  nos  haremos  cargo  al  tratar  de  las  demás  relativas  á  estos  de- 
litos. 

II. 

Son  cómplices,  según  el  art.  15  del  citado  Código,  los  que  no 
hallándose  comprendidos  en  el  art.  13,  cooperan  á  la  ejecución  del 
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hecho  por  ictos  aDieriores  ó  sifflailineos.  Ea  su  coBseeaeadA  son 
cómplices  los  que  cooperan  á  la  ejecacíoa  del  delito  por  actos  ante- 
riores ó  simultáaeos  q«e  do  constituyen  parte  directa  en  su  ejeco- 
cion,  ni  fuerzan  ni  inducen  directamente  á  otros  á  ejecutarlo,  ni  son 
absolutaniente  necesarios  para  aquella,  de  suerte  que  sin  ellos  no  se 
hnbieca  cometido  el  delito;  pues  de  existir  alguna  de  estas  circuns- 
tancias, en  vez  de  cómplices,  serian  autores.  Son,  pues,  actos  de 
complicidad  el  de  prestar  puñal,  pistola  ú  otra  arma  mortífera  al 
asesina  para  matar  á  otro,  ó  narcóticos  al  violador  para  adormecer  á  ' 
la  victima,  ó  al  ladrón  escalas  ú  otros  medios  para  perpetrar  el  ro- 
bo, siempre  que  estos  medios  no  sean  indispensables  para  su  per- 
petración por  podérselos  procurar  el  delincuente  en  otra  parte,  pues 
si  tfan  los  únicos  que  habia  para  poder  cometer  el  delito  por  la  ur* 
gencia  del  caso  ó  por  otras  circunstancias ,  siendo  absolutamente 
necesarios  para  aquel  delito,  se  procedería  ai  prestarlos,  como  autor 
y  no  como  cómplice. 

£1  Tribunal  Supremo  ha  declarado,  que  respecto  de  un  asesina* 
to  ú  homicidio,  el  que  además  de  haber  acompañado  en  todos  sus 
actos  al  asesino  ú  homicida,  le  dio  una  navaja  abierta  y  pegó  dos 
golpes  con  una  piedra  á  un  tercero  que  acudió  á  impedir  la  ocur- 
rencia, es  cómplice,  porque  cooperó  á  la  ejecución  del  hecho  con 
actos  anteriores  y  simultáneos,  pero  no  tomó  parte  directa  en  la 
ejecución  del  delito.  (Sent.  de  3  de  Enero  de  1874).  Ha  declarado 
asimismo,  que  el  que  acometiendo  con  otro  á  un  tercero  le  infiere 
una  lesión  curable  á  los  veinte  dias,  á  pesar  de  haber  inferido  al 
mismo  el  que  le  acometió  con  aquel  una  herida  mortal,  es  responsa- 
ble como  cómplice  del  delito  de  homicidio  y  no  como  autor  de  lesio- 
nes, porque  aunque  la  herida  que  causó  la  muerte  al  interfecto  fué 
la  inferida  por  el  otro  que  acometió  con  él,  es  indudable  que  con  la 
herida  que  aquel  causó,  cooperó  á  tan  funesto  resultado  y  al  homi- 
cidio por  un  acto  simultáneo  al  delito.  (Sent.  de  i  .*  de  Diciembre 
de  1873). 

€on  relación  al  dehto  de  adulterio,  ha  consignado  el  Tribunal 
Supremo  una  doctrina  y  declaración  sumamente  importante  en  sen- 
tencia de  3  de  Junio  de  1874.  Tal  es  la  siguiente:  que  disponiéndo- 
se en  el  párrafo  1  .*  del  art.  449  del  Código  penal  vigente  que  no 
puede  imponerse  pena  por  delito  de  adulterio  sino  en  virtud  de 
querella  del  marido  agraviado,  y  que  en  tal  caso,  conforme  á  lo  ter- 
minantemente prescrito  en  el  párrafo  2.*  de  dicho  artículo,  no  podrá 
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el  máFído  deducir  la  acción  penal  sino  contra  ambos  calpables;  li- 
mitada de  este  modo  la  referida  acción  penal,  no  debe  ampliarse  ex* 
tendiéndola  por  motivo  de  complicidad  ni  en  ningan  otro  concepto 
á  cnalqdera  otra  persona  faera  de  la  de  ¿mbos  culpables»  qae  son 
las  únicas  que  la  ley  señala  como  responsables  criminalmente  del 
expresado  delito,  al  fijar  y  establecer  la  extensión  y  alcance  de  la 
acción  penal  proveniente  del  mismo.  Que  siendo  las  acciones  pena- 
les por  su  naturaleza  y  con  arreglo  á  los  principios  del  derecho, 
nunca  deben  ampliarse,  sino  por  el  contrario  entenderse  y  aplicarse 
siempre  de  on  modo  restrictiro.  Que  no  entra  en  la  esfera  de  nin-» 
guno  de  los  ramos  del  servicio  doméstico  el  espionaje  de  los  actos  de 
las  mismas  personas  á  quienes  se  sirve;  y  que  aun  en  la  hipótesis 
de  que  fuese  líeilo  confiar  á  na  criado  y  admitir  éste  un  encarga 
tan  repugnante  y  contrario  á  la  moralidad,  no  podría  estimarse  que 
el  criado  habia  abusado  de  tal  confianza,  si  de  los  hechos  que  como 
probados  se  consignan  en  ia  sentencia  recurrida,  no  aparece  ni  se 
deduce  que  el  amo  le  hubiera  encargado  que  vigilase  la  conducta  y 
los  pasos  de  su  ama.  T  que  por  tanto,  al  calificar  y  penar  una  Au- 
diencia como  cómplice  del  delito  de  adulterio  ¿  una  criada  de  la 
adúltera,  apreciando  contra  ella  la  concurrencia  de  tai  circunstancia 
agravante  de  abuso  de  confianza,  incurre  en  los  errores  de  derecho 
señalados  en  los  casos  4.*  y  5/  del  art.  798  de  la  ley  de  Enjuicia- 
miealo  críminaL 

Son  también  actos  de  complicidad,  por  cooperarse  con  ellos  á  la 
ejecución  del  deUto  de  un  modo  indirecto,  el  distraer  la  ronda  del 
lugar  en  que  éste  se  perpetra;  el  inducir  al  delito  indirectamente, 
como  si  se  diera  orden  ¿  otro  para  cometerlo,  pero  sin  ejercer  auto* 
ridad  sobre  él;  el  aconsejar  ó  provocar  á  su  perpetración,  cuando  di- 
cha provocación  sea  causa  secundaria  del  delito,  y  el  dar  instruc* 
cienes  ó  noticias  para  cometer  la  acción  criminal,  cuando  aquellas 
no  son  absolutamente  necesarias  para  esto. 

El  hecho  de  no  revelar  el  propósito  de  delinquir  se  considera  por 
algunos  como  una  especie  de  participación  moral  en  el  delito;  mas 
esta  falta  de  revelación  no  debe  reputarse  como  complicidad.  Sola- 
mente en  el  caso  de  delito  de  lesa  majestad  lo  penat»  el  Código  de 
1850;  y  entonces  se  castigaba  como  un  delito  especia^  pero  esta  pe- 
nalidad ha  desaparecido  del  de  1870. 

Los  padrinos  de  un  duelo  del  que  resultaren  muerte  ó  lesiones 
son  castigados  como  cómplices  de  dichos  delitos,  si  hubieren  con- 
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certado  el  daeloá  muerte  ó  coa  ventaja  conoeida  de  algonote  los 
<^mbatieaté8  (art.  445.)- 

Para  que  haya  eomplioidad,  es  neeesario  que  baya  ua  kecho 
principal  á  cuya  ejecacíoa  poder  referirla,  paesto  qae  si  bo  hay 
delito,  no  pnede  haber  participación  crímiafti  alguna.  Mas  esto  se 
refiere  al  hecho  que,  considerado  en  si,  no  consiitaye  delito,  pevo 
no  ¿  la  falla  de  responsabilidad  como  autor  del  delito,  con  tal  que 
exista  éste.  Tal  sacedeña  en  el  caso  de  auxiliar  ano  i  un  loco  ó  i 
un  menor  de  nueve  anos,  pues  no  se  escusaria  de  la  penalidad 
como  cómplice,  aunque  el  loco  ó  el  menor  se  eximieran  de  la  res- 
ponsabilidad como  autores.  Tampoco  se  libran  de  responsabilidad 
ios  cómplices  de  un  robo  cometido  por  un  hijo  de  familia  á  su  pa* 
dre,  aunque  se  hubiera  cubierto  al  autor  con  el  velo  de  la  ley  por 
eximirse  de  pena,  según  el  articulo  S80  del  Código  penal.  Tal  es  la 
decisión  de  Dlpiano:  ítem  jdaeuU  eum  qui  fiUo  vd  $ervo  vd  uxari 
opem  fert  furtum  facientibus,  quamm  ifú  furti  acHone  non  CBñve- 
nianlur;  ley  36,  Dig.  De  furtu.  Guando  el  autor  principal  es  ab* 
suelto  por  su  buena  fé  ó  por  ignorancia  acerca  de  la  criminalidad 
del  acto  que  iba  á  perpetrar  y  de  que  no  era  más  que  un  simple 
instrumento,  no  puede  extenderse,  el  beneficio  de  esta  excepción 
personal  al  cómplice. 

La  amnistía  no  deja  cómplices,  pues  por  ella  queda  abolido  el 
delito  y  se  supbne  como  no  acontecidos  los  hechoá  que  lo  oónstí- 
tuian.  No  seria  lo  mismo  respecto  de  un  simple  indulto  que  reca- 
yese üoicamente  sobre  la  persona  del  autor  del  delito. 

¿Se  castigará  á  los  cómplices  en  el  caso  de  suicidio?  Según  el 
Código  penal,  parece  no  haber  duda  en  la  afirmativa,  porque  aun 
cuando  en  él  no  se  considera  delito  el  suicidio,  respecto  del  mismo 
suicida,  se  pena  especialmente  el  hecho  de  prestarse  auxilio  para  el 
suicidio,  hecho  que  es  el  único  que  puede  equipararse  á  la  compli*- 
cidad;  puesto  que  ésta  no  existe  propiamente,  prestándose  el  auxi- 
lio con  el  consentimiento  del  suicida;  por  eso  pena  el  Código  este 
acto  como  un  delito  especial,  porque  á  nadie  es  licito  contribuir  á 
la  muerte  de  una  persona. 

Tampoco  se  libran  los  cómplices  de  su  responsabilidad  por  el 
hecho  de  fugarse  ó  de  morir  el  autor  del  delito,  porque  éstos  hechos 
no  extinguen  la  acción  pública  contra  los  cómplices. 
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Declárase  por  el  artículo  16  del  Código  penal  reformado  en  1870, 
ser  encubridores  los  que  oon  conocimiento  de  la  perpetración  del 
delito^  sin  haber  tenido  participación  en  él  como  autores,  ni  como 
cómplices/  intervienen  con  posleríordad  á  su  ejecución  dé  alguno 
de  los  modos  siguientes: 

1/  AproTechándose  por  sí  mismos,  ó  auxiliando  á  los  delin- 
cuentes para  que  se  aproTCchen  de  los  efectos  del  delito.  Según 
este  párrafo,  para  ser  encubridor  es  necesario  tener  conocimiento 
déla  perpetración  del  delito.  No  es  necesario  que  este  conocimien- 
to se  refiera  al  mismo  delito  especial  que  motiva  el  encubrimiento, 
sino  que  basta  saber  que  los  que  pretenden  se  les  encubra  han  co* 
metido  un  delito,  y  que  este  conocimiento  se  baya  podido  tener  ra- 
cionalmente por  ser  el  delito  notorio.  Si  pues  se  presentan  varios 
ladrones  en  una  posada  con  joyas  y  objetos  del  robo,  no  es  necesa- 
rio que  sepa  el  posadero  Jos  robos  ó  actos  en  que  fueron  robadas 
cada  una  de  aquellas,  sino  que  le  basta  saber  que  dichas  joyas  pro- 
ceden de  uno  ó  más  delitos.  Si  ignorase  el  que  se*  aprovecha  de  los 
efectos  del  delito*  esta  circunstancia,  no  seria  encubridor.  Es  nece- 
sario también  para  ser  considerado  como  tal,  que  no  se  haya  tenido 
participación  en  el  delito,  porque  quien^  se  hallase  en  este  caso,  se- 
ria considerado  como  autor  ó  cómplice  de  él.  La  participación  que 
han  de  tomar  en  el  delito  los  encubridores  para  ser  considerados 
como  tales,  ha  de  ser  una  participación  posterior  á  la  ejecución  del 
mismo,  y  esto  es  lo  que  constituye  el  carácter  distintivo  del  encu- 
brimiento. 

Se  entiende  que  se  aprovechan  de  los  efectos  del  delitOi  los  que, 
por  ejemplo,  compran  ó  admiten  en  regalo  los  objetos  robados,  sa- 
biendo su  origen  vicioso,  ó  hacen  recaer  en  favor  suyo  las  ventajas 
ó  consecuencias  favorables  de  la  perpetración  del  delito,  como  si 
en  ia  falsificación  cometida  por  otros,  se  aprovechasen  del  objeto 
falsificado.  En  iguales  casos  se  entiende  que  se  auxilia  á  los  delin- 
cuentes para  que  se  aprovechen  de  los  efectos  del  delito.  El  fun- 
damento de  considerarse  punibles  tales  actos  es  porque  en  ellos  se 
aprueba  el  delito,  y  porque  el  aprovecharse  de  lo  ageno  contra  la 
voluntad  de  su  dueño,  aun  coando  no  se  hubiera  cometido  el  delito, 
revela  inmofalidad  y  un  ánimo  viciado  y  criminal. 

Conforme  con  esta  doctrina,  ha  declarado  el  Tribunal  Supremo, 
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que  el  platero  qae  compra  anas  alhajas  ¿  an  tercero  ignorando  qne 
sean  hurtadas,  las  desmonta  y  envia  la  pedrería  á  Paris;  que  lla- 
mado á  declarar  en  la  cansa  como  oomprador  designado  de  aque- 
lias,  al  dia  siguiente  de  haber  prestado  su  declaración,  las  pide  i 
su  corresponsal  de  Paris;  pero  habiéndolas  recibido  de  nuevo,  en 
vez  de  manifestarlo  al  Juzgado  que  entendía  de  la  cansa,  tende 
aquellas,  sin  poder  luego  designar  á  quién  ni  tampoco  el  precio  de 
la  venta,  utilizándose  de  él,  es  encubridor  de  dicho  delito,  porque 
para  hacer  esta  calificación  no  es  necesario  qne  el  culpable  tenga 
conocimiento  de  la  ejecución  del  delito  oon  anterioridad  ni  simul- 
táneamente á  éste,  sino  que  basta  que  baya  tenido  noticia  dei*  he* 
cho  antes  de  haberse  aprovechado  de  sus  efectos,  teniéndolos  en  su 
poder,  ó  que  después  se  desprenda  de  ellos  oon  tal  obfeto  (Sent.  de 
27  de  Enero  de  1872.)- 

2/  Ocultando  é  inutilizando  el  cuerpo ,  los  efectos  ó  k»  instru- 
mentos del  delito  para  impedir  su  descubrimiento.  Tal  se  entende* 
ria  sí,  por  ejemplo,  en  el  delito  de  homicidio  se  enterrase  el  cadá- 
ver ó  se  ocultara  ó  inutilizara  el  puñal  asesino;  mas  para  que  sea 
imputable  el  hecho  de  la  ocultación  ó  inutiliaacion ,  es  necesario 
que  haya  habido  intención  y  voluntad  criminal  al  efectuario ,  de 
manera  que  no  podria  acusarse  de  encubrimiento  á  la  mujer  que 
lava  la  sangre  por  cansa  del  aseo  é  ignorando  que  fuese  sangre  hu- 
mana proveniente  de  delito. 

El  encubridor  de  los  instrumentos  de  un  delito,  consecuencia  de 
otro,  sólo  se  considera  encubridor  de  aquel  cuyos  efectos  necesarios 
para  su  perpetración  ocultó,  á  no  ser  que  ocultara  también  los  del 
otro  delito.  Asi,  pues,  si  para  robar  se  perpetra  un  asesinato,  el 
que  oculte  los  efectos  robados  sólo  es  encubridor  de  robó,  á  no  ser 
que  ocultare  el  puñal  homicida  ó  alguno  de  los  efectos  del  asesina- 
to» en  cuyo  caso  seria  también  encubridor  de  este  delito. 

3.*  Albergando,  ocultando  ó  proporcionando  la  fuga  al  culpable, 
siempre  que  concurra  alguna  de  las  circunstancias  siguientes:  pri- 
mera, la  de  intervenir  abuso  de  funciones  públicas  de  parte  del  en- 
cubridor; segunda,  la  de  ser  el  delinouente  reo  de  traición  de  regi- 
cidio, parricidio,  asesinato  ó  reo  conocidamente  habitual  de  otro 
delito. 

El  hecho  de  albergar  A  ocuUar  la  fuga  del  culpable  no  se  consi- 
dera generalmente  como  encubrimiento,  fin  la  ocultación  del  delin* 
cuente  no  se  obra,  en  general,  4  impulsos  del  interés,  como  en  ios 
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casos  de  los  números  1/  y  2.'  del  art.  16.  SeBtimieDtos  más  nobles 
mueven  á  ella;  la  generosidad,  labomanidad,  y  tal  Tez,  sagrados 
comiiromisos  de  honor  y  oorres|Nmdencia  paeden  inducir  i  sustraer 
de  la  justicia  á  un  culpable,  y  la  ley  no  debe  manchar  con  la  mar- 
ca del  delito  estos  sentimiento»  generosos.  Sin  embargo,  tales  im- 
pulsos pierden  todo  su  n>érítoen  algunos  casos  especiales;  tal  sería 
el  de  que  el  encubridor  ejerciera  un  cargo  público  y  abusare  de  él 
para  el  encubrimiento,  puesto  que  entonces  hita  ¿  sus  deberes  más 
sagrados,  volviendo  contra  la  sociedad  las  mismas  armas  que  ésta 
puso  en  sus  manos  para  que  procurase  su  conservación  y  tranquili- 
dad. Tal  es  también  el  caso  de  que  el^minal  perpetrara  alguno  de 
los  delitos  que  por  su  gravedad  ó  por  la  vileza  con  que  se  cometie- 
ron, rechazan  toda  ocmside ración  de  sentimientos  de  cfemencia,  y 
son  los  delitos  enunciados  en  el  aúmero  2.*  del  3.*  del  dtado  art.  16. 
En  el  Código  de  1850  no  se  marcaban  más  casos  de  encubri- 
miento que  los  referidos;  más  en  la  reforma  de  1870  se  ha  aña- 
dido el  caso  siguiente: 

4.*  Denegando  el  cabeza  de  familia  á  la  Autoridad  judicial  el 
permiso  para  entrar  de  noche  en  su  domicilio  á  fin  de  aprehender 
al  delincuente  que  se  hallare  en  él.  Esta  disposición  ha  tenido  por 
objeto  evitar  los  abusos  á  que  daba  lagar  la  inmunidad  del  domici- 
lio durante  la  noche  y  en  general,  acordada  por  la  Constitución  del 
Estado  de  1869,  art.  S  *;  pues  á  su  abrigo  negaban  los  cabezas  de 
familia  la  entrada  ¿'la .Autoridad,  aun  en  el  caso  eiceptuado  de  la 
disposición  contenida  en  el  párrafo  1  .*  del  citado  art.  5.*  y  conte- 
nido en  el  párrafo  segundo  del  mismo,  de  que  el  delincuente  hu- 
biera sido  hallado  in  fragante  y  perseguido  por  la  Autoridad  ó  sus 
agentes  se  hubiera  refugiado  en  su  domicilio,  caso  en  que  pueden 
aquellos  penetrar  en  el  domicilio  para  el  acto  de  la  aprehensión,  y 
también  si  se  refugiare  en  domicilio  ajeno,  debiendo  entonces  pre- 
ceder requerimiento  del  dueño  de  éste. 

Pero  las  reglas  establecídas-en  los  números  2.'  al  4.*  del  art.  16 
sobre  los  que  deben  considerarse  encubridores,  no  son  aplicables 
respecto  de  ciertas  personas.  Según  el  art.  17  del  Código  penal, 
están  exentos  de  las  penas  impuestas  á  los  encubridores  los  quejo 
sean  de  sus  cónyuges,  de  sus  ascendientes,  descendientes,  herma- 
nos legítimos,  naturales  ó  adoptivos  ó  afines  en  los  mismos  grados, 
con  la  sola  excepción  de  los  encubridores  que  se  hallaren  compren- 
didos en  el  núm.  1.*  del  artículo  anterior  16. 
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La  disposición  dd  art.  17  no  hace  más  qae  ratificar  las  kyes  de 
la  naturaleza  y  el  respeto  debido  á  los  sentimieatos  nobles  de  la . 
sangre.  Además»  liene  en  cuenta' ei  interés  que  puede  existir  en 
ocultar  un  delito  cuya  revelación  y  castigo  mandiaria  el  nombre 
puro  de  toda  una  &mH¡a.  Sólo  deja  fuera  de  la  excepción,  y  consi- 
dera á  las  personas  á  que  se  refiere  como  encubridores,  cuando  ve- 
rificaren el  encubrimiento  aprovechándose  por  sí  mismos  ó  auxi- 
liando á  los  delincuentes  partf  que  se  aprovechen  de  ios  efectos  dd 
delito;  porque  en  tal  caso,  más  bien  que  evitar  el  descubrimiento 
del  delito  que  deshonra  y  el  castigo  del  delincuente  que  les  es  que- 
rido, se  propone  el  encubridor  participar  del  mismo  delito,  reportar 
más  ó  menos  directamente  un  interés  material  del  hecho  criminoso, 
y  dar  completo  efecto  ai.  crimen  por  si  mismo.  Conforme  con  esta 
doctrina,  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  ha  declarado,  que  no  debe 
declararse  á  la  mujer  encubridora  del  hurto  de  que  fué  encubridor 
su  marido  por  haberle  entregado  á  ésto  el  hurtador  los  comestibles 
en  que  consistió  aquel  delito,  si  aquella  no  \ós  recibió  y  guardó,  no 
obstante  participar  en  cierto  modo  de  los  efectos  del  delito,  puesto 
que  se  consumieron  en  su  manutención.  (Sent.  de  2  de  Junio 
de  1873.) 

La  generalidad  de  ios  autores  convienen  en  que  la  excepción  del 
art.  1 7  á  favor  de  los  parientes  citados  deberia  estenderse  á  otros 
parientes,  tales  como  los  tios  y  sobrinos,  y  á  otras  personas,  tales 
como  los  amigos  íntimos,  los  bienhechores,  los  que  salvaron  la  vida 
al  encubridor,  y  aun  otras  respecta  de  las  cuales  pudieran  concur- 
rir las  consideraciones  de.afecto  y  honor  que  motivan  la  excepción; 
pero  siendo  difícil  de  apreciar  el  grado  de  afecto  que  pódia  existir 
en  estos  casos,  la  ley  atenta  á  evitar  abusos  y  fraudes,  ha  incluido 
solamente  en  su  excepción  á  aquellas  personas  respecto  de  las  cua  * 
les  es  un  deber  de  naturaleza  que  existan  dichas  consideraciones. 
Sin  embargo,  creemos  que  si  verificaren  el  encubrimiento  las  de- 
más personas  que  hemos  enunciado,  -deberla  calificarse  el  encubri- 
miento como  concurriendo  en  él  circunstancias  atenuantes. 

En  otro  artículo  nos  haremos  cargo  de  las  disposiciones  del  Có- 
digo penal  reformado  en  1870,  dobre  ia  aplicación  de  las  leyes  pe- 
nales comunes  á  los  delitos  de  imprento,  y  sobre  la  calificación  de 
las  personas  responsables  de  aquellos  criminalmente. 

J«sé  Víeeite  y  Gamailes. 


DELITO  DE  ESTUPRO. 

OOMSDlfAClON  OlL  ACTO,  BAJO  PALABRA   DB    CASAMIBNTO. 


Siempre  para  nosotros  había  sido  la  palabra  de  matrimonio  el 
caso  típico  del  mgaño  á  que  se  refiere  el  párrafo  3.*,  articulo  458 
del  Código  penal.  Siempre  habíamos  creido  que  la  doncella  mayor 
de  doce  anos  y  menor  de  veintitrés,  la  doncella  sin  experiencia,  la 
doncella  sin  malicia  y  que,  víctima  de  la  fragilidad  de  su  sexo,  ce* 
dio  á  la  exigencia  de  un  falso  amante,  fascinada  por  la  seducción  y 
las  promesas  de  casamiento,  debía  esperar  protección  en  la  ley 
cuando  el  pérfido  seductor  la  volviera  la  espalda.  Siempre  creímos 
que  el  estupro  era  penable  y  que  daba  todas  sus  consecuencia^  le- 
gítimas en  el  caso  manifestado. 

Mas  hoy  vemos  que  una  opinión  felicísimamente  expresada  (to- 
mo 44  de  la  Revista,  pág.  373)  tiende  á  restringir  de  tal  manera 
escL  derecho  de  la  donulla  engañada,  que  á  poco  más  no  va  á  dar- 
se un  estupro  penable  con  relación  al  supuesto  de  que  se  deja  he- 
cho mérito*  Si  esa  teoría  llega  á  predominar,  vale  más  que  se  borre 
la  disposición  citada  de  nuestro  Código,  pues  que  su  caso  de  aplica- 
ción seria  tan  raro  como  el  caso  puramente  legendario  á  qué  esa 
opinión  se  refiere,  con  arreglo  á  la  cual,  atemperada  á  un  rigoris- 
mo excesivo,  no  hay  verdadero  engaño  sino  en  el  supuesto  de  que  la 
joven  doncella  haya  cedido  á  las  exigencias  de  su  seductor,  imagi- 
nándose por  hábil  apariencia  del  mismo  ser  su  esposa  legítima  y 
cumplir  una  obligación  sagrada  al  echarse  en  sus  brazos. 

No;  no  pudo  ser  el  caso  típico  que  concibiera  la  ley  ese  matri- 
monio de  di'ama  ó  novela^  llevado  á  cabo  por  una  serie  de  imposi" 
b¡e$  en  una  sociedad  que  de  tantas  garantías,  de  tantos  prelimina- 
res y  de  tanta  solemnidad  reviste  la  unión  legítima  de  la  mujer  y 
el  hombre.  Una  ficción  de  esa  especie  no  sabemos  si  podría  reali- 
zarse en  el  caso  de  una  doncella  de  edad  de  veinte  años,  sin  padre, 
sin  madre  y  sin  abuelo  paterno  ó  materno,  único  supuesto  de  una 
soltera  libre  para  eximirse  de  eonsetitimiento  y  eonseio ,  conforme 
al  artículo  3.*  de  la  ley  de  20  de  junio  de  1862.  ¿Pero  á  esa  misma 
joven  no  la  chocaría  el  núsierio  de  llevarla  furtivamente  á  estrano 
paraje  y  prosternarla  anie  un  sacerdote  desconocido,  que  no  era  su 
párroco? 


416  REVISTA  OK  LCGISLAGIOR. 

No;  la  mente  de  la  ley  no  puede  haber  8Ído  esa.  Da  haberlo  sido, 
no  sabemos  por  qué  limitó  la  acción  de  estupro  á  la  joven  que  no 
ha  cumplido  veintitrés  anos.  Un  engaño  tan  artificioso,  tan  simula- 
do como  el  falso  casamiento  á  que  alude  el  ilustrado  articulista  cu* 
ya  doctrina  impugnamos,  lo  mismo  puede  hacer  victima  á  la  mujer 
de  diez  y  nueve  anos,  que  á  la  de  veinticinco  6  de  treinta.  No  se- 
ria, pues,  la  edad  el  tipo  regulador  para  darse  ó  no  darse  ei  estupro 
penable,  si  no  se  reconocia  otro  engaño  que  el  del  falso  matrimonio 
ya  dicho.  Por  consiguiente,  cuando  la  ley  se  fija  en  el  periodo  de  la 
edad  erüiea  para  la  seduetíon;  cuando  elije  la  época  de  la  inespe** 
riencia,  de  la  fragilidad  y  del  riesgo,  evidente  es  que  supone  un 
desliz  en  la  joven  y  qué  por  lo  mismo  no  exije  á  ésta  la  virginidad 
mord  después  del  estupro. 

La  ley  no  quiere  ese  extremo,  la  equidad  no  lo  pide,  ni  tam- 
poco esa  joven  que  sucumbió  á  una  pertinaz  seducción,  queda  tan 
mancillada  que  ya  sólo  merezca  el  abandono  y  el  desprecio  en  que 
viven  los  seres  proscritos.  Si  no  se  ostenta  ya  con  la  pureza  de  al- 
ma que  antes  brillaba  en  su  frente,  si  perdió  su  preciosa  diadema 
de  virgen,  ofrece  aun  el  interés  de  una  mujer  desgraciada,  el  inte- 
rés del  dolor,  el  interés  de  las  lágrimas.  Rn  esa  mujer  hay  todavía 
algún  misterio  que  atrae;  algo  sublime,  algo  respetable  que  la  mis- 
ma religión  santifica. 

En  el  artículo  á  que  hemos  aludido,  muy  bien  pensado,  muy 
bien  escrito  por  otra  parte,  se  supone  á  esa  joven  tan  inmoral  como 
su  seductor:  se  imagina  un  acto  ¡licito  cometido  por  ambos  en  igua- 
les condiciones,  y  con  la  anomalía  de  premiarse  en  la  una  y  penar- 
se en  el  otro,  si  se  dá  alguna  latitud  al  engañó.  No  negaremos  (en 
todo  hay  cscepciones)  que  pueda  haber  una  joven  tan  fuera  de  la 
ley  de  su  sexo  y  edad,  que  sólo  encarne  el  deleite  sensual  y  el  frió 
cálculo  de  su  matrimonio.  Por  conceder  algo,  diremos  que  podrá 
haber  esa  joven  de  la  expresada  índole,  aun  cuando  duro  es  de  creer 
que  sin  haberse  manchado  en  el  cieno  de  la  prostitución,  tenga  ya 
en  el  alma  la  perversión  escepcional  de  las  prostitutas.  Pero  sea 
como  quiera,  el  criterio  de  los  tribunales  discernirá  en  cada  caso 
dónde  ha  estado  la  malieia,  y  dónde  la  inespmenda  y  la  alucina- 
ción de  la  juventud. 

Para  nosotros,  por  punto  general  al  menos,  no  es  posible  paran- 
gonear  la  culpabilidad  del  hombre  en  un  caso  de  seducción,  con  la. 
culpabilidad  de  la  jóv^n  que  se  le  entrega.  Ni  la  ley  civil  puede 
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estimarlo»  d¡  acaso  la  misma  moral.  ¡  Ah!  Dios  que  ve  el  corazón  del 
sedactor  y  de  la  sedudda,  no  eDcontrará  á  veces  ni  hnupeeado  leve 
en  el  proceder  de  la  ultima,  cuando  en  el  fondo  del  primero  hallará 
quizás  un  abismo  de  crimen.  Sin  ir  á  buscar  el  tipo  ideal  de  la  mu- 
jer, la  más  común,  la  más  material,  no  puede  prescindir  de  un 
atributo  esencial  á  su  sexo:  el  pudor.  La  mujer  no  puede  llegar  á 
su  primer  acceso  con  un  hombre  sin  hacerse  una  horrible  violencia 
y  sin  que  un  elemento  extraño  haya  causado  una  perturbación  las- 
timosa en  su  ser.  ¿Cómo  ha  de  ser  entonces  la  sensualidad  el  esti- 
mulo predominante  en  aquella?  No;  la  mujer  sucumbe  sin  conoci- 
miento, sucumbe  sofocada  y  después  de  una  seducción  que  la  ha 
comprimido.  Cae  sin  conciencia  en  los  brazos  del  hombre,  cae  hor- 
rorosamente aturdida. 

Del  hombre  fué  en  el  caso  la  iniquidad  y  la  culpa.  El  hombre 
,  fué  la  serpiente  astuta;  la  mujer  la  paloma  inocente.  El  hombre  fué 
toda  la  parte  de  acción  en  ese  drama  sensible:  sin  su  pertinacia, 
sin  su  alevosía  no  se  hubiera  verificado  la  degradación  de  una  don- 
cella que  vivia  dichosa  en  su  hogar.  La  mujer,  parte  pasiva  en  la 
escena,  no  tuvo  á  su  favor  otro  elemento  que  el  de  la  resistencia; 
mas  la  resistencia,  que  viene  á  ser  en  su  sexo  una  fuerza  puramente 
negativa  en  casos  tan  graves,  tiene  un  límite  que  no  la  es  dado  re- 
basar, mientras  la  actividad,  elemento  inseparable  déla  seducción, 
es  susceptible  de  un  crecimiento  incalculable,  de  una  intensidad 
infernal. 

La  mujer  puede  resistir  y  resiste  gallardamente  una  tentación 
desenmascarada  y  directa;  pero  la  es  imposible  dominar  una  tenta- 
ción disimulada  y  tortuosa.  Ante  una  seducción  de  esa  especie  la 
mujer  tiene  que  sucumbir  en  fuerza  de  tiempo.  ¿Por  qué?  Porque 
nadie  puede  resistir  la  acción  de  un  filtro  invisible  y  gradual.  Po- 
demos huir  de  un  aire  epidémico  cuando  repentinamente  se  ha  de- 
clarado el  contagio  y  nos  hemos  librado  nosotros.  ¿Más  habrá  esa 
posibilidad  cuando  antes  de  la  explosión,  aspirado  inconsciente- 
mente el  aire  maligno,  llevamos  ya  la  descomposición  en  la  sangre 

y  la  muerte  en  nuestras  entrañas? Pues  bien:  si  se  nos  dá  una 

mujer  que  groseramente  sucumba,  sin  más  preliminares  ni  más  se- 
ducción que  el  tiro  á  quema-ropa  de  una  palabra  de  casamiento, 
esa  mujer,  que  vio  al  descubierto  el  peligro,  no  podría  ser  escucha- 
da, porque  no  tendria.  disculpa.  Pero- si  se  nos  la  dá  en  el  caso  nor- 
mal de  la  seducción  y  con  todo  el  procedimiento  la  consiguiente  á 
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la  misma,  esa  mujer,  á  quien  fué  vedado  el  peligro,  debe  hallar  la 
simpatía  de  todo  corazoQ  generoso,  la  consideración  del  legislador 
y  el  amparo  de  la  justicia. 

Esa  última  mujer  ha  bebido  un  aire  emponzoñado  y  mortífero ; 
mas  ese  aire,  de  forzosa  respiración  para  ella,  no  lo  ha  buscado  ella 
ni  ha  podido  ella  conjurarlo  tampoco.  Ese  aire  no  era  otra  cosa  que 
el  álito  imperceptible  de  una  diabólica  seducción:  aire  deliciosísimo 
cuando  lo  iba  aspirando  la  joven;  aire  letal  cuando  ya  lo  tuvo  as- 
pirado. ¿Cuándo  queríamos  que  se  apercibiera  del  riesgo,  si  todo 
era  invisible,  si  todo  era  impalpable  á  su  alrededor,  y  sólo  aspiraba 
una  fragancia  aromática  que  la  iba  produciendo  la  embriaguez  sin 
sentirlo?  ¿Cuándo  queríamos  que  se  apercibiera  del  daño,  sino  al 
ver  sobre  sí  los  efectos  del  mismo,  disipada  ya  la  embriaguez,  des- 
hecho el  encanto  y  operado  el  cambio  de  la  fantasía  i  la  rea* 
lidacn 

Entre  las  primeras  palabras  de  amor>  principio  lícito  de  la  reía- 
,  cion  de  mancebo  y  doncella,  hasta  el  propósito  y  consumación  del 
estupro,  término  criminal  de  esa  relación,  hay,  por  decirlo  asi,  una 
línea  ecuatorial  que  divide  el  espacio  en  dos  zonas,  linea  oscilatO'*- 
ría,  línea  vaga  y  ctmfusa  que  puede  pasar  y  de  hecho  pasa  la  joven 
con  una  completa  inconsciencia.  En  la  primera  zona  está  el  terreno 
lícito;  en  la  segunda  el  terreno  vedado. 

La  joven  vá  cruzando  la  primera  zona  sin  apercibirse  de  que  vá 
á  mala  parte:  cuando  ha  tocado  en  la  segunda,  ya  es  imposible  que 
retroceda.  \sí  obran  los  venenos  lentos,  así  las  fascinaciones,  así  los 
hechizos  maléficos,  y  así,  por  último,  se  verifica  el  tránsito  de  la  vi- 
gilia al  sueno.  Cuando  éste  nos  asedia,  hay  unos  momentos  en  que 
un  esfuerzo  de  la  voluntad  puede  sobreponernos  á  él:  vienen  des- 
pués otros  momentos,  que  todavía  no  son  el  sueno  perfecto,  y  ya  la 
voluntad  es  impotente  para  alejarlo.  Ahora  bien:  durante  el  sueno 
puede  penetrar  en  nuestra  casa  un  ladrón  y  robarnos;  en  nuestra 
estancia  un  asesino  y  matarnos.  ¿Hemos  de  resistir  por  eso  el  hala- 
go del  sueno?  ¿Hemos  de  estar  en  lucha  constante  con  él?  Si  no  es 
así,  como  no  puede  ser,  habremos  de  pasar  forzosamente  la  línea 
ecuatorial  que  separa  las  dos  zonas  de  la  poUnáa  é  impofencia  en 
la  voluntad  para  dominar  el  sueno.  Pues  en  este  caso,  pasada  esa 
línea,  entra  el  ladrón  y  nos  roba;  entra  el  asesino  y  nos  mata.  ¿Qué 
responsabilidad  nos  cabrá  entonces,  ni  ante  la  moral  ni  ante  Dios? 

£1  principio  del  sueño  es  el  primer  paso  al  estado  natural  de  un 
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deratnso  necesario  en  el  hombre,  como  el  principio  del  amor  es  el 
panto  de  partida  para  la  jornada  de  la  mojer  al  término  obligado 
de  su  matrimonio.  ¿Por  qué  entonces  han  de  resistirse  las  dnlces 
insinuaciones  del  sueno?  ¿Por  qué  se  ha  de  sobreponer  una  joven 
al  halago  de  una  palabra  amorosa,  primer  paso  para  ir  al  cumpli- 
miento de  su  destino?  Si  el  sueno  y  el  amor  pveden.  tener  on  resul- 
tado funesto,  más  que  efecto  del  descuido  y  de  la  perversión  puede 
serlo  de  una  irremediable  fatalidad.. El  sueño  y  el  amior  van  poco  á 
poco  mermando  la  plenitud  del  libre  albedrio:  ó  no  ha  de  haber 
sueño  ni  amor,  ó  de  haberlos,  el  albedrio  y  la  razón  tienen  que 
pasar  por  uoa  región  nebulosa  en  que  gradualmente  se  Tá  debili- 
tando el  primero  y  oscureciendo  la  segunda,  sin  que  en  ese  estado 
de  languidez  y  marasmo  sea  ya  posible  una  reacción  salvadora  en 
caso  de  riesgo.  Así  puede  obrar  y  obra  sobre  la  doncella  una  se- 
ducción cautelosa:  jamás  la  presentará  esa  lucha  franca  que  provo- 
ca uoa  resistencia  activa;  la  irá  oscureciendo  su  razón ,  la  irá  es- 
trechando su  libre  albedrio,  la  irá  adormeciendo,  la  irá  empujando 
suavemente  hacia  el  plano  inclinado  de  su  deshonra.  Nada  grosero, 
nada  que  se  vea:  opio  bastante,  pero  diluido  en  el  aire;  opio  que 
vaya  al  palmen.  A.sí  se  trastornará  la  joven;  así  vendrá  al  estado 
normal  que  el  seductor  se  propuso;  así,  en  fin,  al  nareotismo  y  á  la 
inconsciencia. 

El  amor  es  un  afecto  vehementísimo  en  una  joven;  mas  para  que 
no  se  torne  en  impetuosa  exigencia,  degradando  á  un  sexo  y  á  una 
edad  á  que  han  de  asociarse  la  pureza  y  la  gracia^  Dios  puso  el 
correctivo  del  pudor  á  la  ardiente  pasión,  y  la  criatura  quedó  aca- 
bada y  perfecta.  La  criatura,  por  lo  que  á  ella  toca,  mantendrá  la 
beUa  armonía  de  las  dos  sensaciones:  la  criatura  será  púdica ,  insi- 
nuante y  graciosa;  la  criatura  expresará  fielmente  el  pensamiento 
divino.  Mas  viene  el  asedio  del  hombre,  y  la  misión  de  éste,  cuan- 
do no  trae  una  mira  elevada  en  su  alma,  es  destruir  bárbaramente 
la  obra  de  Dios,  debilitando  el  instinto  defensivo  y  estimulando  la 
pasión  peligrosa.  Ahora  bien:  donde  hay  desnivel  de  fuerzas,  don- 
de el  equilibrio  se  turba,  la  irregularidad  y  la  caida  son  la  conse- 
cuencia fatal.  La  joven  sucumbió  por  fin:  ¿quién  tuvo  la  culpa  en 
el  caso?  El  que  produjo  la  perturbiM^ion  en  su  ser;  el  que  de  una 
manera  alevosa  la  fué  llevando  sin  resistencia  posible  á  ese  estado 
de  perdición  y  vergüenza.  Luego  el  seductor  debe  ser  castigado; 
luego  ni  la  moral  ni  la  ley  pueden  ser  antitéticas  á  ese  castigo. 
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T  DO  vale  decir  qne  el  seductor  puede  padecer  la  misma  atuci- 
DacíoQ  que  tuvo  la  víctima.  No  la  padece,  porque  no  se  precipita, 
porque  obra  con  diplomacia,  porque  hay  en  él  serenidad  y  cabe%a: 
de  orta  manera  no  habría  ¿educción,  ni  tendríamos  caso.  No  la  pa- 
dece, porque,  libre  su  pecho  del  rubor  femenil,  su  embestida  sería 
más  franca.  Mas  al  fin-,  coando  padezca  ese  vértigo  y  se  halle  en 
esa  inconsciencia,  nosotros  le  daremos  la  absolución  más  libre.  Pero 
no  haya  cuidado  de  que  el  caso  se  dé,  porque  un  Trenesi  de  esa  es- 
pecie provocaría  una  repulsa  tan  fiera  como  él:  si  nb  la  provocaba, 
nos  hallaríamos  con  una  ramera,  y  aquí  no  defendemos  un  tipo 
tan  repugnante. 

Es  decir,  el  seductor  conservó  su  cabeza  y  su  sangre  fHa;  la 
llama  del  erotismo  no  le  turbó  la  razón;  una  inteligencia  clara,  una 
intención  persistente,  una  voluntad  decidida  llevaron  á  cabo  ana 
idea,  realizaron  hábilmente  un  propósito  reprobado.  ¿No  hay  aquí 
condiciones  normales  de  delincuencia  y  castigo?  ¿No  es  cierto  que 
en  la  mujer  no  existieron  circunstancias  iguales?  ¿No  es  cierto  de 
todas  maneras  que  la  tentación  materíal  procedió  del  hombre?  Pues 
en  tai  caso,  si  ei  hombre  jugó  con  un  cristal  quebradizo  y  el  cristal 
se  rompió,  y  ese  cristal  era  la  honra,  la  vida  moral  de  la  mujer,  el 
hombre,  que  nada  pierde,  no  puede  equipararse  á  la  mujer,  que  lo 
pierde  todo. 

Concedamos,  por  último,  que  también  pecó,  que  también  la 
mujer  delinquió.  La  mujer  se  ha  suiüdado  en  su  existencia  moral, 
y  á  un  suicida  no  se  le  castiga.  El  castigo  recae  sobre  quien  orígi- 
naría  é  inteocionalmente  provocó  el  suicidio. 

Ei  castigo  en  el  hombre  sería  legítimo,  sería  devolverte  mal  por 
mal.  ¿Consentiremos  la  impunidad  ante  el  espectáculo  de  la  joven  á 
quien  ha  deshonrado,  la  cual  por  su  parte  no  le  ha  hecho  daño,  y 
está  sufriendo  sin  embargo  una  espiacion  cuya  intensidad  estreme- 
ce? El  padre,  celoso  de  la  honra  de  su  hija,  á  quien  educó  en  la 
purera  y  á  quien  hizo  adorable,  responderá  por  nosotros.  Ese  pa- 
dre dirá  si  tanta  solicitud,  si  tanto  desvelo  fué  solamente  para  la  sa* 
tisfaccion  transitoría  de  un  hombre  grosero  y  sensual  ó  de  un  liber- 
tino impudente. 

El  estupro,  en  su  caso  técnico,  en  el  caso  en  que  lo  considera- 
mos, tiene  todos  los  caracteres  del  crimen  por  la  parte  del  hombre. 
Ese  estupro  es  un  crimen  gravísimo;  es  un  asesinato  moral,  que 
debiera  tener  más  castigo  que  el  arresto  mayor. 
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No  deprimamos  ¿  la  mujer»  Yoiviéndola  al  estado  de  com;  no 
Hos  degrademos  nosotros  degradándola  á  ella.  Realcéniosla,  levan** 
témosla  á  la  altara  qae  la  corresponde.  Antes  el  espíritu  que  la 
materia;  antes  la  ley  de  Cristo  que  la  ley  del  Coran ;  antes  la  civi* 
lizacion  que  la  barbarie. 

Pero  sea  como  quiera,  y  volviendo  al  punto  fundamental  de 
nuestras  observaciones,  diremos  por  conclusión  de  las  mismas  que, 
ó  borrar  del  Código  penal  el  párrafo  &.*,  art.  4S8,  ó  no  negar  á  la 
palabra  de  casamiento  el  efecto  que  no  en  todos,  pero  si  en  muchos 
cases  debe  tener.  No  provocaré  el  legislador  las  fragilidades  de  la 
mujer,  no.  La  mujer  será  siempre  la  misma,  que  haya,  que  no  baya 
acdon  en  la  ley  contra  los  desfloradores  ó  reos  de  estupro.  Más 
bien  daria  estímulo  al  hombre,  quedando  impune  su  alevosía.  Más 
bien  disminuiria  el  estupro,  teniendo  el  hombre  la  seguridad  de  un 
castigo. 

Por  lo  demás,  el  que  en  la  generalidad  de  los  casos  se  vean  don- 
cellas pobres  entablando  el  recurso  contra  mancebos  ricos,  quiere 
decir  que  no  siendo  del  todo  infrecuentes  los  matrimonios  con  ese 
contraste,  no  tuvo  un  gran  motivo  la  joven  para  ponerse  en  guardia 
contra  una  seducción  semejante.  La  joven  ha  de  tener  sus  ilusio- 
nes, como  las  tiene  el  hombre:  naturalmente  se  ha  de  creer  muy 
hermosa  y  con  una  gracia  excepcional,  cuando  la  obsequia  y  galan- 
tea un  mancebo  de  posición  y  fortuna,  llamándola  «sultana»  ó  «dei- 
dad.» Mas  no  es  precisamente  esa  desigualdad  el  caso  normal  de 
las  querellas  de  estupro,  aun  cuando  nada  tendría  de  particular  que 
lo  fuera,  porque  toda  joven,  al  menos  al  alborear  la  adolescencia, 
y  aun  algo  después,  ha  de  imaginarse  una  e$pecialidad  en  su  sexo 
y  ha  de  ver  en  lontananza  una  mejor  ¡micion  que  la  suya,  no  con- 
siderándose desmerecedora  de  un  gran  ascenso  social.  No  es  pre- 
cisamente, decíamos,  esa  desigualdad  el  caso  obligado  de  tales  que- 
rellas: nosotros,  por  nuestra  parte,  en  veintisiete  anos  de  foro  cons-. 
tante,  no  hemos  visto,  ni  en  nosotros  mismos  ni  en  nuestros  com- 
pañeros de  profesión  (salvas  muy  raras  excepciones)  más  que  con- 
diciones iguales,  comunmente  de  medianía,  en  dichas  querellas. 

Pero  sea  lo  que  quiera,  nosotros  no  pretendemos  el  estableci- 
miento de  una  regla  uniforme:  nosotros  nos  oponemos  tan  sólo 
á  que  se  rechace  en  todos  los  casos  la  palabra  de  casamiento  como 
medio  de  engaño  y  elemento  utilizable  en  una  querella  de  estupro. 
Esa  palabra  ó  la  demostración  de  ese  propósito,  hábilmente  expre- 
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sada  aquella,  oportunamente  reflejado  éste,  pueden  con  los  demás 
medios  de  seducción  dar  al  traste  con  la  yirtud  y  la  pnreza  más 
firme.  Esa  piJabra  ó  ese  propósito,  son  dos  chispas  terribles  cuando 
se  lanzan  á  tiempo. 

Mas  lo  repetimos:  no  es  nuestro  ánimo  establecer  en  el  caso  una 
pauta  invariable.  Lo  que  queremos,  lo  que  nos  parece  lógico  y  de 
acuerdo  con  la  moral  y  la  ley,  es  que  no  se  proscriba  en  absoluto 
la  promesa  de  casamiento  como  medio  de  engaño  y  como  recurso 
adecuado  en  las  querellas  de  estupro. 

.    José  Arias  Brime. 


«lieeiKi)»  iiiiy(!i^KftnM« 


Tralade  de  Medlelaa  y  Clrofr'a  leMl  teórica  y  práetiea^ 
seguido  de  un  Compendio  de  Toxicolopia,  porelDoctor  D.  Pedro  Mata. 
Quinta  edicion.'-{lA%Aná ,  librería  oe  G.  Bailly-Bailliere ;  487i.) 

Consagrados  los  hombres  del  foro  á  estadiar  el  derecho  de  todos 
para  defender  el  de  cada  uno,  han  menester,  mal  que  pese  ¿  la 
brevedad  de  la  vida  humana  y  á  la  limitacioi^  de  sus  facultades, 
una  soma  vasta  de  conocimientos  diversos ,  porque  apenas  podrá 
admitirse  la  existencia  de  la  más  mínima  parte  del  saber ,  que  sea 
indiferente  para  el  Abogado,  aun  entre  las  ciencias  más  separadas 
de  las  leyes  humanas  y  más  lejanas  por  su  tecnicismo  apropiado  al 
de  las  físicas  y  exactas:  donde  quiera  que  esté  el  hombre ,  allí  está 
el  deber,  y  con  el  deber  el  derecho ,  que  lo  completa  en  su  esencia 
personal;  donde  pueda  agitarse  alguna  de  estas  ideas ,  allí  tiene  sa 
campo  el  hombre  de  ley ,  ya  legisle ,  defienda ,  acuse  ó  juzgue;  no 
hay,  pues,  hecho  alguno  en  la  vida  que  pueda  descartarse  por  com- 
pleto de  la  influencia  moral  del  deber  ó  del  derecho,  ni  conocímien-- 
to,  por  lo  tanto ,  que  pueda  rechazar  como  inútil  el  que  aspire  al 
glorioso  título  de  jurisconsulto.  i 

Hay  empero  en  el  dilatado  campo  del  saber,  ciencias  y  artes  di- 
versas, conocimientos  especiales  de  indispensable  estudio  para  la 
mejor  comprensión,  determinación  y  aplicaciones  del  derecho.  La 
historia,  la  paleografía,  la  hermenéutica  jurídica  etc.,  tienen  seña- 
lado su  lugar  preferente  como  la  literatura  y  la  psicología  entre  los 
estudios  auxiliares;  pero  acaso  no  hay  uno  de  importancia  tanta  y 
de  tan  vital  interés  como  la  Medicina  legal,  desde  la  determinación 
de  la  viabilidad  y  de  la  personalidad  humana  en  general,  hasta  la 
apreciación  particular  en  cada  caso  de  la  libertad  de  acción,  in- 
fluencia del  estado  morboso,  de  las  perturbaciones  mentales,  exa- 
cerbación de  las  pasiones,  vicios  y  defectos  de  constitución  tan  re- 
lacionados con  el  derecho  exigible  y  el  deber  cumplidero  como  lo 
están  más  de  una  vez  con  el  descubrimiento  de  los  delitos,  las  ar« 
mas,  los  venenos  y  otros  mil  objetos  que  caen  bajo  el  examen  del 
Médico  legista  en  el  curso  de  los  procesos. 

El  reconocimiento  facultativo,  la  observación  del  Médico,  podrá 
inCormar  á  conciencia  respecto  al  goce  de  la  plenitud  de  facultades, 
distinguir  entre  la  manía  y  la  monomanía,  fijar  el  domicilio  de  las 
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perturbaciones  en  casos  dados»  como  el  análisis  qoimico  descubrir 
la  presencia  del  mortífero  veneno  ó  la  superposición  de  escrituras 
en  ciertos  documentos,  para  encontrar  la  falsificación  6  el  asesinato, 
donde  la  simple  vista  acaso  no  encontrará  más  que  hechos  legí- 
timos. 

Las  mil  y  una  circunstancias  en  que  el  legislador  y  los  Tribu- 
nales necesitan  con  lamentable  frecuencia  del  auxilio  especial  de 
facultativos  para  cumplir  bien  su  cometido,  demuestran  sin  linaje 
de  duda  la  innegable  conveniencia  de  los  estudios  serios  y  deteni- 
dos de  medicina  legal  para  la  carrera  del  foro  y  para  los  médicos 
que  en  su  auxilio  llama  la  extensa  ciencia  del  derecho. 

Si  los  limites  de  un  articulo  bibliográfico  nos  permitieran  ex- 
tendernos en  las  consideraciones  á  que  este  tema  induce,  llevaría- 
mos al  ánimo  del  más  adverso  á  nuestras  opiniones  la  convicción 
más  profunda  de  que  no  sólo  es  útil,  y  por  ello  conveniente,  si  que 
también  de  todo  punto  indispensable  el  detenido  estudio  de  la  me- 
dicina legal,  con  sólo  enumerar  los  ejemplos  en  que  el  derecho 
necesita  de  esos  conocimientos  paia  la  aplicación  de  principios  y 
resolución  de  dudas. 

Nos  hemos  detenido  ocupándonos  de  este  particular,  porque 
creeAios  que  desgraciadamente,  por  falta  de  meditación,  por  pre-» 
suncion  personal  ó  por  incuria  impelrdonable,  son  muchos  los  Abo- 
gados y  los  Médicos  que  sólo  recurren  al  estudio  de  esta  ciencia 
cuando  el  caso  especial  que  se  somete  á  su  criterio  les  obliga  á 
reunh'  la  suma  indispensable  de  conocimientos  que  coadyuvan  á  re- 
solverlo. 

La  legislación  patria  desde  tiempos  remotos,  demuestra  que  en 
las  altas  esferas  se  ha  dado  importancia  suma  á  este  ramo  del  sa- 
ber, tan  descuidado  por  los  que  han  de  cultivarlo  y  utilizarlo  más 
directamente. 

Perdónesenos  esta  digresión  en  gracia  al  buen  deseo  que  la  mo- 
tiva, y  permítasenos  volver  al  intento  de  este  artículo. 

El  Doctor  Mata,  ventajosamente  conocido  en  el  estudio  de  las 
ciencias  médicas  y  filosóficas,  comienza  á  publicar  la  quinta  edi- 
ción de  su  Medicina  legal  que  dio  á  luz  en  1844  con  el  título  de 
Vade  mecun  de  Medicina  legal. 

La  quinta  edición  de  una  obra  de  estudio  y  obra  voluminosa  en 
estos  tiempos  es  irrecusable  título  de  valía,  verdadera  prueba  de 
utilidad-,  aunque  el  considerable  número  de  personas  qué  necesitan 
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d  estadio  del  libro  parezca  caliBcar  de  insuficiente  el  de  ejemplares 
qué  en  España  supone  el  de  ediciones  (1),  por  más  que  la  obra  no 
sea  la  única  en  su  género  y  que  Ferrer,  Peiró  y  Rodrigo,  Valenti  y 
Vitó»  Anglada  y  algún  otro,  compartiendo  con  los  escritores  ex- 
tranjeros Orflla,  Bronelle,  Mahon  y  FMeré,  J.  L.  Casper,  Dever- 
gie,  Briand  y  Chaudé,  Descuret  y  otros  tantos  tratadistas  hayan 
sido  los  auxiliares  del  foro  español  ya  en  Medicina,  ya  en  Química 
'  legal,  ya  en  Toxicologia,  como  Monlau,  Feuchtersleben  y  otros  en 
Higiene. 

El  método  en  la  obra  seguido  está  en  relación  con  la  índole 
especial  de  la  materia  que  es  verdaderamenle  auxiliar  y  comple* 
mentaría  del  conjunto  de  conocimientos  necesarios  para  legislar  y 
administrar  Justicia  del  mejor  modo  posible. 

Aunque  hubiéramos  preferido  ver  al  I>r.  Mata  procediendo  por 
otro  orden  y  comenzando  por  determinar  la  responsabilidad  del  hom- 
bre,  según  el  estado  de  sus  potencias  y  facultades,  no  podemos  re- 
chazarle que  se  haya  ocupado  en  primer  término  del  matrimonio  y 
de  la  parte  más  relacionada  con  el  mismo,  precedidos  de  una  sec* 
cion  preliminar  y  de  un  tratadito  de  procedimientos  médico- legales 
en  que  el  autor  aprovecha  gran  parte  de  los  formularios  de  sus  pri- 
meras ediciones. 

El  autor  ha  comprendido  bien,  por  sus  extensos  y  profundos  es- 
tudios, y  así  lo  declara  en  el  preliminar  de  su  obra,  que  la  medici- 
na legal  no  es  una  sola  ciencia,  y  que  los  conocimientos  qpe  abraza 
lOD  propios  de  muchas;  que  su  heterogeneidad  no  permite  estable- 
cer los  principios  generales  que  las  dominen  todos;  que  su  objeto  es 
auxiliar  á  la  Administración  de  Justicia,  no  curar.  Siguiendo  las 
naturales  consecuencias  de  estas  premisas,  el  Dr.  Mata,  después  de 
rechazar  todas  las  definiciones  dadas  de  la  medicina  legal,  rechaza- 
bles eñ  verdad,  dá  por  su  cuenta  la  siguiente:  «Conjunto  de  cono- 


(I)  £1  censo  oficial  de  1860,  ultimo  á  que  desgraciadamente  pode- 
mos referirnos,  asigna  á  la  profesión  de  Abogados  H  ,991  individuos,  y 
á  la  de  Médicos  y  cirujanos  13,991,  que  forman  un  total  de  25,985  per- 
sonas que  han  debido  estudiar  la  obra.  Es  de  suponer  que  lejos  de  rebajar 
la  cifra,  el  movimiento  científico  de  estos  últimos  catorce  anos  la  baya 
aumentado  considerablemente;  con  lo  cual,  y  teniendo  en  cuenta  que 
las  Biblioteeas  y  centros  habrán  tomado,  así  como  otras  personas  aje- 
nas á  las  profesiones  iudicadas,  algunos  ejemplares  de  la  obra,  podre- 
mos creer  que  son  menos  los  abogados  y  médicos  que  la  poseen  que  los 
que  carecen  de  ella. 

TOMO  XLVI,  54 
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cimientos  científicos,  principalmente  médkos  y  físioos,  cayo  objeta 
es  dar  su  debido  yaior  y  significación  genuina  á  ciertos  hechos  ju* 
diciales  y  contribuir  á  la  formación  de  ciertas  leyes.». 

Perdónenos  ei  Doctor  Blata,  cuyo  superior  talento  reoonocemoa  y 
envidiamos;  su  definición  ni  comprende  el  género  próximo  y  últi- 
ma diferencia,  ni  deja  de  excluir  algo  qne  no  son  hechos  que  inte- 
resan sobremanera  ¿  la  buena  administración  de  justicia;  el  estado 
de  capacidad  legal  suficiente  no  es  un  hecho  judicial  y  cae  bajo  la 
determinación  de  la  medicina  legal  en  repetidas  circunstancias;  laa 
determinaciones  de  responsabilidad  que  la  medicina  legal  fija,  son 
de  la  misma  categoría;  la  misión  de  esto9  conocimientos  y  el  aniilio 
al  legislador  y  al  Tribunal  para  mejor  cumplir  su  cometido  en  cuan- 
to á  medicina  y  física  se  refiera,  los  procedimientos  médico-legales 
y  las  cuestiones  científico-periciales  son  su  campo,  ¿por  qué,  pues, 
no  definir  la  medicina  legal,  «conjunto  de  conocimientos  médicos 
puestos  al  servicio  de  la  legislación  y  auxilio  de  ios  Tribunales?» 

No  permitiéndonos  la  índole  de  este  trabajo  seguir  al  distingui- 
do Doctor  Mata  paso  á  paso  en  los  tres  primeros  cuadernos  de  su 
primer  tomo  reasumiremos  brevemente  el  concepto  que  nos  merece; 
claro,  oportuno ,  de  convicciones  profundas  y  arraigadas ,  inspirado 
en  el  mejor  deseo  de  acierto  el  antiguo  profesor  de  la  asignatura» 
al  poner  de  relieve  sus  vastos  conocimientos  merece  los  sinceros 
aplausos  de  los  que  sin  prevención  le  examinan;  reúne  los  conoci- 
mientos que  deben  aprenderse  en  la  cátedra  á  los  tratados  de  cues* 
tiones  que  el  Tribunal  y  el  Letrado  han  de  dilucidar  en  la  práctica; 
es,  pues ,  á  la  par  obra  de  la  escuela  y  obra  de  consulta,  y  aunque 
más  de  una  vez  tengamos  el  disgusto  de  opinar  en  contra  de  autori- 
dad tan  respetable,  no  podemos  menos  de  encarecer  la  convenien- 
cia de  su  estudio. 

No  pediremos  al  Doctor  que  rectifique,  pero  habremos  de  de* 
clararnos  contra  su  crítica  de  nuestra  legislación  sobre  el  matrimo- 
nio en  que  le  vemos  preocupado  al  tratar  de  la  edad  primera  en 
que  se  permite;  al  tratar  del  divorcio  por  impotencia  en  que  un 
escesivo  respeto  al  pudor  lleva  al  Sr.  Mata  á  creer  preferible  que 
continué  el  matrimonio  que  no  se  consuma,  y  que  por  lo  tanto,  pue- 
de originar  vengonzosas  consecuencias,  tan  funestas  como  inmorales, 
á  que  se  produzca  el  escándalo  de  un  proceso  por  impotencia  echan- 
do en  la  balanza  el  peso  de  los  ejemplos  que  puede  producir  tam- 
bién la  esterilidad;  también  pueden  producirlos  la  mala  educación, 
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las  pasiones  ayiesas,  las  maquioacioaes  del  corruptor,  pero  no  por 
eso  dejará  de  darles  más  ocasión  an  estado  físico,  que  ni  correspon- 
de á  las  funciones  Dsicas  de  la  >ida,  ni  puede  servir  á  las  aspiracio* 
nes  morales  y  sociales  del  individuo. 

Ello  no  obstante,  el  desacuerdo  en  que  algunas  veces  nos  en- 
contramos, no  nos  ha  de  ocultar  ni  el  mérito,  ni  la  valía,  ni  la  com- 
petencia del  autor,  á  quien  rendimos  sincero  tributo  de  agradeci- 
miento por  sus  trabajos  en  servicio  de  conocimientos  tan  importan- 
tes como  necesarios. 

B«  Atard. 
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'      SiftOREs  (2): 

Es  costumbre  delicada  y  cortés  qae  en  estas  solemnidades  cien<^ 
tíficas  el  nuevo  académico,  inspirándose  en  un  sentimiento  de  mo- 
destia y  de  profundo  respeto  á  esta  ilustre  Corporación,  revele  en 
sus  primeras  palabras  esta  disposición  especial  de  su  espíritu;  y  no 
he  de  ser  yo  el  que  rompa  con  tan  respetables  precedentes,  yo,  que 
debo  á  vuestra  benevolencia,  y  no  más  que  á  vuestra  benevolencia, 
el  alto  honor  de  penetrar  en  este  santuario  de  la  ciencia. 

Gastada  mi  vida  entre  las  tempestadas  de  la  política  y  las  aten- 
ciones de  una  profesión,  noble  y  levantada  si,  pero  que  seca  el  al- 
ma por  la  diaria  contemplación  de  la  triste  y  dura  realidad  de  las 
cosas  humanas,  apenas  si  he  podido  dedicar  ni  un  momento  á  los 
esludios  filosóficos,  que  siempre  fueron  de  mis  aficiones;  mas  lo  ha- 
béis querido  así,  me  habéis  traido  entre  vosotros,  y  hay  distincio- 
nes que  no  cabe  renunciar,  aunque,  como  á  mi  me  sucede,  se  ten- 
ga la  conciencia  de  no  haberlas  merecido. 

Una  sola  idea  me  abruma,  y  es  la  de  que  mi  presencia  en  la 
Academia  no  podrá  nunca  llenar  el  vacio  que  dejaron  en  ella  dos 
personajes  ilustres  que  me  han  precedido  en  este  asiento,  y  cuya 
pérdida  ha  sido  tan  irreparable  para  la  Patria  y  para  las  letras.  In- 
signes jurisconsultos  el  uno  como  el  otro,  publicistas  eminentes  am- 
bos, cada  cual  de  su  lado  se  distinguia  por  calidades  de  alto  precio, 
que  Dios  prodiga  rara  vez,  y  que  por  lo  mismo  poseen  no  más  unos 
pocos  afortunados,  que  á  los  que  somos  más  pequeños  sólo  nos  es 
lícito  admirar  y  descubrirnos  respetuosamente  á  su  recuerdo. 

Sí,  señores.  Recordad  el  nombre  esclarecido  de  tan  insignes  va- 
rones, y  habremos  hecho  su  panegírico.  D.  Joaquin  Francisco  Pa- 
checo y  D.  Antonio  Aparisi  y  Guijarro  son  dos  nombres  de  reputa- 

(I )  Discursos  leídos  ante  la  Real  academia  de  ciencias  morales  y  po- 
liticaSf  en  la  recepción  pública  del  Cxcmo  Sr.  D.  Cirilo  Alvares  Martí- 
nez, el  domingo  43  de  Junio  de  f  875. 

(t)    Discurso  del  Exemo  Sr.  D.  Cirilo  Alvares  Martines.      < 
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cioQ  europea;  glorias  de  nuestro  foro,  glorias  también  de  la  tribu- 
na de  nuestros  Parlamentos.  El  uno  brillaba  por  su  fácil  decir,  por 
la  tersura  y  corrección  de  su  frase,  por  el  sentido  profundo  de  sus 
investigaciones,  por  una  palabra  seductora,  que  dominaba  á  su  ad- 
versario con  la  fuerza  misteriosa  de  un  encanto  irresistible;  mien- 
tras que  el  otro 'hacia  sentir  su  superioridad  por  la  novedad  del  pen- 
samiento, por  la  originalidad  de  los  giros  de  su  dicción ,  «por  la 
unción  apostólica  de  su  voz,  de  su  actitud  y  de  sus  maneras,  y  por 
la  expresión,  sentida  siempre  y  siempre  feliz,  con  que  nos  sorpren- 
día en  sus  atrevidas  concepciones. 

Honrado  con  la  amistad  de  los  dos,  perdonadme,  señores,  si  yo 
no  sé  mas  que  rendirles  el  homenaje  de  mi  respeto  á  su  envidiable 
reputación  y  á  su  memoria. 

Y  ahora  escuchad  con  bondad  lo  poco  que  os  he  dé  decir  en  mi 
pobre  discurso,  siquiera  en  gracia  de  la  materia  cientíBca  elegida 
para  mi  estudio  ante  vosotros,  porque  voy  á  permitirme  juzgar  ba- 
jo todos  sus  aspectos  la  cuestión  del  divorcio;  y  dicho  se  está  que 
entra  en  mi  propósito  deciros  algo  de  las  cuestiones  sobre  el  matri- 
monio, algo  de  la  familia  y  de  la  santidad  del  hogar,  algo,  en  fin, 
de  esa  inmensa  cuestión  social  que  intenta  resolver  y  dominar  el 
espíritu  revoltoso  de  nuestro  tiempo,  rompiendo  con  santas  tradi- 
ciones, defendidas  por  la  conciencia  universal  y  consagradas  por  la 
historia. 

El  matrimonio,  aun  rebajado  á  la  condición  de  un  contrato  co- 
mún y  puramente  civil,  es  por  naturaleza  indisoluble  y  perpetuo. 
Estas  dos  condiciones  son  la  esencia  de  la  instilucion.  La  indisolu- 
bilidad y  perpetuidad  del  matrimonio  es  la  primera  idea  que  acari- 
cian en  su  mente  los  que  le  contraen;  idea  fija,  permanente,  preo- 
cupación constante  de  su  espíritu,  y  que  lo  es  de  tal  suerte  que  si 
en  el  instante  supremo  se  despertara  en  su  alma  la  idea  de  una  se- 
paración, se  sublevarían  con  estremecimiento  su  conciencia  y  su 
voluntad.  De  ahí  que  el  matrimonio  sea  de  todos  los  actos  humanos 
el  más  grave  y  trascendental  de  la  vida;  de  ahí  ese  carácter  severo 
y  augusto  que  se  dá  al  acto  de  su  celebración  y  á  las  pompas  nup- 
ciales que  le  preceden,  y  de  ahí  esa  tendencia  universal  de  la  hu- 
manidad á  consagrar  la  unión  de  los  esposos  ante  los  altares  y  en 
presencia  del  ministro  de  la  religión;  como  si  el  hombre,  finito  y 
limitado  en  sí  mismo,  no  comprendiera  lo  absoluto,  lo  perpetuo,  ai- 
no  asociándolo  á  la  idea  de  Dios. 
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En  armonía  con  esta  tendencia  universal  del  espíritu  humano 
el  matrimonio  ha  revestido  siempre  el  carácter  de  un  acto  religioso; 
y  testimonios  frecuentes  d»  este  hecho  constante  v  universal  nos 
ofrecen  todos  los  pueblos  de  la  antigüedad.  En  el  Oriente  se  cele- 
braba con  ofrendas  y  sacrificios  á  los  Dioses  en  el  hogar  y  en  el  tem- 
plo. En  el  templo  y  ante  el  sacerdote  se  celebraba  el  matrimonio  ro- 
mano; y  si  es  verdad  que  podia  verificarse  por  varios  modos,  la  con- 
farreatio,  la  coemptio,  la  usucapió,  es  digno  de  observar  que  si  po- 
todos  estos  modos  se  constiluia  la  familia  romana,  y  la  mujer  era  la 
jitíta  uxor,  hmater-famüias,  el  altivo  ciudadano  romano,  el  patri- 
cio orgulloso  se  casaba  generalmente  del  primer  modo,  invocando 
sobre  su  incierto  porvenir  la  protección  de  los  Dioses. 

La  coemptio  era  el  matrimonio  reservado  casi  exclusivamente  á 
la  plebe,  y  todavía  el  acto  de  su  celebración  se  revestía  del  carác- 
ter de  una  fiesta  de  familia,  precedida  de  sacrificios  y  ofrendas  en 
el  hogar  y  en  el  templo. 

T  la  ttSti^pío,,que  consistía  en  la  cohabitación  de  los  esposos 
por  espacio  de  un  año  sin  interrupción  de  tres  dias,  era  simple- 
mente el  concubinato,  la  mancebía;  era  á  lo  más  la  ban-aganería 
de  nuestras  leyes  de  Partida;  era  la  familia  natural,  que  definen 
nuestras  leyes  de  Toro,  con  efectos  civiles  más  ó  menos  limitados, 
pero  á  la  que  nunca  alcanzan  las  honras  y  preeminencias  de  la  fa- 
milia legítima.  T  es  que  el  verdadero  matrimonio  no  es  puramente 
la  unión  de  los  sexos  para  la  propagación,  sino  que  responde  á  fines 
más  altos:  es  un  acto  de  la  vida  íntima  y  espiritual  del  hombre,  que 
es  lo  que  constítuye  la  excelencia  de  nuestro  ser  y  su  verdadera 
superioridad  en  el  orden  de  la  creación. 

Con  efecto,  en  todos  los  seres  vivientes,  en  el  reptil  como  en  la 
fiera  del  desierto,  en  ésta  como  en  el  alegre  pajarillo  de  las  alame- 
das, la  aproximación  de  los  sexos  es  una  ley  de  la  naturaleza,  la 
ley  de  la  reproducción,  que  perpetúa  las  especies.  Pero  esta  unión 
de  los  sexos  en  los  brutos  no  crea  entre  ellos  ningún  vínculo  ver- 
dadero; todo  es  pasajero  y  fugaz,  fugaz  como  el  placer;  ¿y  después? 
Después  la  indiferencia  ó  el  tedio  de  una  necesidad  natural  sa- 
tisfecha. 

En  el  hombre  no.  La  atracción  de  los  sexos,  esa  simpatía  vigo- 
rosa de  la  una  á  la  otra  mitad  del  género  humano,  no  es  ya  sólo  el 
instínto  de  la  reproducción,  es  algo  más,  es  un  sentimiento  más 
noble  y  levantado,  menos  material  y  grosero,  que  participa  en  mu- 
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cho  de  ese  bello  y  eterno  ideal  en  que  se  agita  el  alma  humana,  y 
que  se  refleja  en  todos  los  feoómenos  que  produce,  en  todas  las 
manifestaciones  exteriores  de  su  existencia.  Es  el  amor,  esa  pasión 
intolerante,  exclusiva,  que  no  consiente  la  participación,  que  aspira 
¿  la  posesión  absoluta  y  eterna  del  objeto  querido,  que  lleva  en  sí 
misma  el  germen  de  lo  ilimitado,  de  lo  infinito,  y  que  en  el  fondo 
como  en  la  forma,  en  su  esencia  como  en  sus  resultados,  realiza  la 
comunicación  en  absoluto  de  dos  existencias  que  se  comprenden, 
que  se  unen  en  la  felicidad  como  en  el  infortunio,  que  se  entregan 
su  suerte,  que  se  fian  su  porvenir;  dos  existencias  que  se  identifi- 
can, que  se  completan  y  nada  puede  separar  más  que  la  muerte. 

En  contradicción,  sin  embargo,  con  la  naturaleza  del  vínculo 
matrimonial,  que  es  de  suyo  perpetuo  é  indisoluble,  se  nos  ofrece 
el  fenómeno  singular  de  que  el  divorcio  es  un  hecho  de  todas  las 
civilizaciones  y  de  todos  ios  tiempos;  y  este  hecho  universal  pare- 
ce ser  un  grande  argumento  en  su  favor,  pero  no  lo  es,  porque  tie* 
ne  una  sencilla  explicación,  y  es  que  el  matrimonio,  como  la  familia 
y  como  tantas  otras  instituciones,  no  han  revertido  su  verdadero 
carácter  moral  hasta  la  aparición  del  Cristianismo. 

En  el  mundo  antiguo  el  divorcio,  la  disolución  de  los  vínculos 
era  el  derecho  común.  Allí  donde  la  esclavitud  no  chocaba  ni  con 
las  costumbres;  allí  donde  regia  el  sistema  de  castas;  en  la  familia 
antigua,  que  existia  sin  gerarquías  domésticas,  porque  la  mujer  y 
los  hijos  estaban  reducidos  á  la  condición  de  una  cosa,  no  es  mu- 
cho que  el  legislador  no  se  preocupara  del  divorcio.  La  familia  no 
descansaba  en  otro  principio  que  la  propagación  de  la  especie  y  el 
crecimiento  de  la  población;  y  el  romano  orgulloso,  que  gastaba  su 
vida  en  los  campamentos,  en  el  Senado  ó  en  el  foro,  noconcebia  en 
ningún  caso  que  se  condenase  á  los  cónyuges  mal  avenidos,  y  cu- 
yos vínculos  se  rompían,  á  un  celibato  forzoso,  estéril  é  infecundo, 
que  el  interés  social  parecía  rechazar  en  absoluto. 

Babia  además  que  el  repudio,  el  divorcio,  como  la  adopción,  y 
tantas  otras  instituciones  parecidas,  respondía  admirablemente  á 
los  intereses  de  un  pueblo  que  sé  desenvolvía  en  la  guerra  y  en  el 
espíritu  de  dominación  y  de  conquista  (1). 


(I)  Guando,  segnn  se  cuenta,  el  primer  fionaparte,  interrogado  por 
Mad.  Stael  quién  le  parecía  la  miyer  más  ilustre  de  su  tiempo,  contes- 
taba que  la  que  paria  más  hijos,  aquel  hombre  extraordinario  no  ha- 
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T  8i  á  pesar  de  todo  es  verdad,  según  cae  ntan  los  historiadores, 
qae  ea  los  primeros  siglos  de  Roma  no  se  dio  un  solo  ejemplo  de 
divorcio,  y  que  aun  después  en  tiempos  de  gran  corrupción,  la  di- 
solución del  matrimonio  se  verificaba  en  e(  templo  de  Juno,  bajo  las 
bóvedas  que  hablan  escachado  los  juramentos  de  los  esposos  y  en 
presencia  del  sacerdote,  que  los  conjuraba  á  no  romperlos,  lo  pri- 
mero se  debe  á  la  severidad  de  las  costumbres  y  de  las  leyes  de 
Numa,  y  lo  segundo  al  carácter  augusto  que  conservó  la  familia  ro- 
mana aun  en  los  dias  más  revueltos  de  aquel  gran  pueblo. 

Ya  en  la  familia  moderna  el  divorcio  no  tiene  la  misma  defensa 
ni  la  misma  explicación.  Desde  la  aparición  del  Cristianismo  la 
mujer  no  es  ya  la  esclava,  sino  la  digna  compañera  de  su  marido; 
los  hijos  no  son  cosas,  sino  personas  jurídicas,  y  el  hopr,  con  sus 
diversas  jerarquías,  es  algo  más  que  la  unión  material  de  los  se- 
xos. Hay  en  la  familia  moderna  algo  más  íntimo,  más  espiritual, 
más  impalpable:  el  sentimiento  de  origen^  la  identidad  de  nombre, 
el  parentesco  con  las  afecciones  que  despierta;  hay  algo  en  ella  de 
perpetuo,  que  une  la  memoria  de  lo  pasado  con  lo  presente  y  lo 
porvenir;  algo  que  nos  inspira  veneración  y  recogimiento  al  acer- 
carnos á  la  tumba  de  una  persona  querida;  algo  que  forma  el  ani- 
llo entre  las  generaciones  que  fueron,  las  que  son  y  las  que  serán; 
algo  que  constituye  el  culto  doméstico,  y  de  cuyo  fondo  surge  es- 
pontáneamente ese  germen  de  virtudes  privadas,  que  forman  des- 
pués los  grandes  ciudadanos. 

Mas  si  todo  esto  es  verdad,  después  de  todo  tan  santa  y  vene- 
randa como  es  la  institución,  tan  indisolubles  como  son  sus  vínculos 
en  su  esencia,  es  también  una  triste  y  dolorosa  verdad  que  la  infi- 
delidad, el  crimen,  graves  trastornos  y  desórdenes  domésticos,  pne- 
den  hacer  peligrosa  é  insoportable  la  vida  común.  Una  mujer  infiel, 
que  lo  es  de  manera  que  deshonra  y  pone  en  ridiculo  á  su  marido; 
un  marido  brutal,  que  abusa  de  la  superioridad  de  su  sexo;  el  aten- 
tado de  uuo  de  los  cónyuges  contra  la  vida  de  su  compañero,  la 
misma  infidelidad  del  marido  cuando  se  reviste  con  caracteres  ha- 
miUantes  para  la  mujer,  cuya  castidad  se  insulta  con  la  presencia 
de  la  cómplice  en  los  extravies,  son  y  serán  siempre  un  gran  moti- 


tia  masque  expresar  instintivamente  la  disposición  especial  de  su  espi- 
rito, su  genio  militar  y  su  aspiración  á  la  dominación  del  mundo. 

TOMO  XLVII.  i 
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vo  de  escándalo  para  la  sociedad,  un  espectáculo  repugnante  ¿in- 
moral para  los  hijos,  y  la  vida  común  se  hace  de  todo  punto  im  • 
posible. 

¿Qué  hacer,  pues,  en  esta  suprema  situación?  El  problema  se 
resuelve  entre  estos  dos  términos,  porque  tampoco  hay  masque  dos 
sistemas  posibles:  el  divordo  ó  la  separación.  Es  decir,  la  disoln* 
cion  del  m*atrimonio  por  causa  determinada  ó  por  el  consentimien- 
to mutuo  de  los  cónyuges,  motivado  en  una  antipatia  invencible  y 
característica,  ó  simplemente  la  separación  indefinida  del  marido  y 
la  mujer,  que  es  el  sistema  de  la  iglesia  católica. 

Desde  luego  ni  el  divorcio,  admitido  por  las  iglesias  protestan- 
tes, defendido  por  alguna  escuela  filosófica,  tolerado  por  las  leyes 
de  alguno^aises,  ni  la  separación,  aceptada  por  la  Iglesia  católi- 
ca, son  un  bien  para  la  sociedad  ni  para  la  familia.  Nadie  defiende 
uno  ni  otro  sistema  bajo  este  aspecto.  £1  divorcio,  como  la  separa- 
cion,  son  un  mal  necesario;  y  si  la  Iglesia  católica  acepta  la  últi- 
ma, es  sólo  como  un  remedio  supremo,  como  una  transacción  en 
presencia  de  las  debilidades  humanas. 

Las  diferencias,  sin  embargo,  entre  uno  y  otro  sistema  son  ra- 
dicales, profundas,  como  lo  son  también  sus  efectos  sobre  la  suerte 
déla  familia. 

El  divorcio  disuelve  el  matrimonio,  desata  el  vinculo,  levanta 
el  voto  y  los  juramentos  de  los  cónyuges,  y  éstos  recobran  su  pri- 
mitiva libertad  para  contraer  nuevos  enlaces. 

La  separación  no  hace  más  que  suspender  indefinidamente  la 
vida  común;  mantiene  el  vínculo  y  el  voto,  condenando  á  los  cón- 
yuges á  uu  celibato  forzoso,  pero  dejándoles  la  esperanza  de  vol- 
verse á  reunir  si  se  acuerdan  el  perdón  ó  el  olvido  generoso  de  sus 
faltas  y  disgustos,  que  turbaron  un  dia  la  paz  del  hogar. 

¿Cuál  de  estos  dos  sistemas  debe  merecer  la  preferencia  del  le- 
gistador?  ¿Cuál  se  recomienda  más  en  el  orden  moral,  y  por  consi- 
guiente á  la  luz  de  la  ciencia  y  la  filosofía?  Hé  aquí  la  cuestión 
planteada  en  sus  más  sencillos  términos.  Discutámosla  con  lealtad. 

En  mi  convicción  el  divorcio  no  es  defendible  en  un  interés  so-- 
eial;  lo  es  mucho  menos  en  un  interés  moral  y  de  familia.  Bajo  este 
doble  aspecto  se  recomienda  más  á  la  severa  razón  del  legislador 
la  separación  de  los  cónyuges,  manteniendo  la  indisolubilidad  de 
los  vínculos. 

Ciertamente  que  es  de  un  interés  supremo  para  la  sociedad  la 
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maltiplicacion  de  los  matrimonios,  y  no  hay  para  qné  disimularse 
ni  negar  á  los  ardientes  defensores  del  divorcio  que  la  separación 
condena  á  ios  cónyuges  á  un  celibato  perpetuo,  peligroso  siempre, 
porque  el  desarreglo  de  las  costumbres,  la  crápula  y  la  disipación 
de  la  vida  son  harto  comunes  en  la  soltería;  y  es  triste  y  violento 
además  cerrar  á  los  cónyuges  separados  el  porvenir,  privÍ7idoles 
eternamente  de  buscar  su  felicidad  y  la  paz  del  corazón  en  una 
nuefua  familia;  como  que  sitaacion  semejante  sólo  puede  conducir 
al  despecho  ó  á  la  prostitución.  El  matrimonio,  por  el  contrario,  es 
de  suyo  mbralizador,  dá  origen  á  la  familia  legitima,  que  es  la  base 
fundamental  de  toda  sociedad  morigerada  y  culta,  é  importa  mu- 
cho al  legislador  amparar  y  proteger  la  formación  de  la  famUia,  y 
no  estorbarla,  no  crearle  obstáculos  de  ningún  género,  obligando  á 
dos  personas  entre  quienes  se  ha  hecho  imposible  la  vida  común  á 
que  se  mantengan  en  celibato  perpetuo  por  un  respeto  supersticioso 
á  vínculos  que  no  subsisten,  sino  por  una  ficción  legal,  puesto  que 
el  hecho  es  que  la  separación  suspende  la  vida  común  y  disuelve  y 
dispersa  la  familia,  como  la  disuelve  y  la  dispersa  el  divorcio  (1). 

Argumentación  ingeniosa,  deslumbradora,  en  la  que  hay  un 
fondo  de  verdad,  pero  que  no  resiste  el  análisis,  porque,  si  el  celi- 
bato es  un  mal,  si  es  del  interés  de  la  sociedad  la  multiplicación  de 
los  matrimonios  y  el  aumento  de  la  población,  el  bien  no  está  en 
que  las  familias  se  aumenten  numéricamente,  sino  en  que  esta  ins- 
titución fundamental  esté  fuertemente  organizada,  para  que  res- 
ponda á  todos  los  fines  de  la  vida  individual  y  social.  Nó  está  cier- 
tamente el  bien  en  que  haya  una  familia  casi  dispersa  y  disuelta 
por  la  debilidad  de  los  vínculos,  por  la  flojedad  de  sus  resortes;  lo 
está  mucho  menos  en  que  las  familias  divididas  por  intereses  opues- 
tos, animadas  por  el  rencor  y  las  pasiones,  y  entre  quienes  el  cho- 
que (fe  estos  intereses,  el  orgullo  y  la  vanidad  ofendidos  manten- 
gan vivos  los  odios,  viva  y  ardiente  la  lucha  en  todas  las  esferas  de 
la  vida,  sean  un  foco  perenne  de  pleitos,  escándalos  y  disturbios, 
que  en  poblaciones  cortas  trascienden  no  poco  á  la  vida  pública.^ 
Y  todo  esto,  y  algo  más,  es  el  resultado  necesario,  fatal  del  di- 
vorcio. # 


(1)    M.  Trehillar.  Esposé  des  motivs  du  titre  VI  da  Goda  civil,  da 
divorce,  Seaoce  de  Conseille  de  Etat,  19  Ventóse,  an.  f  I. 


42  R£ VISTA  D£  UEGISLACION. 

Pues  si  las  segundas  nupcias  son  fatales  muchas  veces,  porque 
la  envidia,  la  injusta  predilección  de  los  padres  para  con  los  hijos 
de  distintos  matrimonios  y  otros  razonamientos  inevitables  dan 
ocasión  á  disgustos  y  asperezas  que  traen  á  la  familia  una  verda- 
dera perturbación,  ¿qué  sucederá  con  el  divorcio,  que  naturalmente 
ha  de  abrir  un  abismo  entre  los  cónyuges  divorciados  y  los  suyos, 
entre  éstos  y  los  hijos  de  matrimonios  posteriores?  ¿Con  el  divorcio, 
que  deprime  y  que  puede  ser  motivo  de  burla  y  de  ridículo  entre 
la  antigua  y  la  nueva  familia?  Al  fin  las  segundas  nupcias  se  con- 
traen cuando  uno  de  los  cónyuges  ha  muerto,  y  no  hay  razón  ni 
motivo  de  ofensa  y  de  menosprecio  para  nadie,  puesto  que  además 
se  contraen  á  veces,  porque  así  lo  exige  y  lo  aconseja  la  suerte  de 
los  hijos  del  primer  matrimonio,  huérfanos  y  desamparados  en  tier* 
na  edad,  y  estos  nuevos  enlaces  se  verifican  con  dispensa  entre  pa- 
rientes muy  próximos  del  cónyuge  premuerto,  y  en  ínteirés  de  sos 
mismos  hijos,  que  de  nadie  pueden  esperar  más  carino,  ni  una  pro* 
teccion  más  eficaz,  que  de  una  persona  de  la  misma  familia,  en 
quien  es  de  suponer,  cuando  menos,  el  afecto  natural  que  inspira 
una  memoria  querida.  Y,  sin  embargo,  ¡qué  desórdenes,  qué  con- 
fusión no  traen  ordinariamente  á  las  familias  unas  segundas  nup- 
cias! Tristes  testimonios  de  estos  desórdenes  nos  suministran  los 
anales  del  Foro;  y  aun  por  eso  mismo  el  parentesco  de  los  colatera* 
les,  los  derechos  de  sucesión,  que,  á  falla  de  descendientes  y  as- 
cendientes les  otorgan  las  leyes,  repugnan  á  muchos  publicistas  y 
jurisconsultos;  y  no  es  raro  ver  controvertida  esta  materia  por 
quienes,  con  grande  error  ciertamente  á  mi  juicio,  piensan  y  sus- 
tentan que  la  familia  no  debe  ir  más  allá  de  los  descendientes  y  as- 
cendientes; como  si  fuera  fácil  destruir  los  vínculos  de  la  natura- 
leza entre  los  colaterales,  que,  procediendo  de  un  origen  común,  se 
honran  y  se  enorgullecen  con  esta  identidad,  que  las  leyes  no  pue- 
den borrar,  llevando  con  vanidad  y  con  gloria  el  apellido  sus  ma* 
yores. 

En  último  término,  el  divorcio  despoja  de  su  respetabilidad  á  la 
familia,  y  no  hay  que  olvidar  que  sirve  ó  puede  servir  maravillo- 
samente en  más  de  una  ocasión  á  un  pensamiento  Jbastardo  y  cri- 
minal. 

Cuando  en  el  acto  mismo  de  estarse  celebrando  el  matrimonio 
-puede  asaltar  á  los  que  le  contraen  y  á  las  familias  respectivas  la 
idea  de  que  aquellos  votos  solemnes  que  se  hacen  ante  el  altar  se 
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rompan  tal  vez  aii  día  por  mil  eventoalidades  desgraciadas,  ¿qué 
qaeda  de  la  seriedad  de  este  acto,  el  mis  grave  y  trascendental  de 
todos  los  actos  hu  macos?  ¿Qué  de  la  magestad  del  matrimonio  y  de 
la  familia?  Para  el  que  se  casa  por  un  interés  egoísta,  más  que  por 
cariño,  será  sólo  una  infame  farsa,  una  burla;  y  para  los  que  no, 
un  motivo  perenne  de  inquietud,  de  perpetua  intranquilidad,  de 
zozobra,  que  influirá  maléficamente  en  sus  destinos  futuros. 

El  matrimonio  y  la  familia  legitima  son  instituciones  serias  y 
fundamentales,  cabalmente  por  lo  sagrado  y  augusto  de  los  votos 
que  las  forman  y  de  ios  vincules  que  ésta  crea,  que  bacen  de  la  fa- 
milia una  especie  de  culto  para  todos  los  que  la  constituyen  por  la 
identidad  de  nombre  y  de  origen.  Mientras  que  el  divorcio  no 
puede  ser  más  que  un  estímulo  á  las  veleidades  del  hombre,  un 
principió  perturbador  en  la  familia,  y  si  me  es  permitida  una  frase 
más  gráfica,  el  diablo  tentador  que  se  introduce  en  la  misma. 

Cuando  el  que  se  casa  sabe  que  este  pacto  sagrado  le  liga  eter- 
namente, y  por  consiguiente  que  se  halla  en  un  instante  supremo 
y  decisivo  para  su  vida,  esta  idea  de  perpetuidad  preocupa  con  vi- 
veza su  espíritu;  y  si  se  casa  por  el  carino  que  le  inspira  la  perso- 
na á  quien  se  une,  esta  idea  le  halaga,  le  satisface,  y  la  acaricia  en 
su  mente;  y  si  se  casa  por  motivos  menos  nobles,  la  acepta  cuando 
menos  y  se  resigna;  porque  el  hombre  se  resigna  y  familiariza  con 
el  bien  como  con  el  mal;  se  resigna  hasta  con  la  idea  de  la  muerte, 
que  llega  á  considerar  como  un  acontecimiento  ordinario  y  común; 
se  resigna,  en  fin,  con  todos  los  hechos  necesarios,  que  su  volun- 
tad no  puede  detener  ni  impedir. 

Al  contrario,  el  que  se  casa  con  la  idea  de  que  el  enlace  que 
contrae  no  le  liga  á  perpetuidad,  halaga  desde  luego  la  esperanza 
de  que  si  un  dia  no  le  satisface  ó  se  despierta  en  su  alma  una  nue- 
va ilusión,  la  posibilidad  de  una  unión  más  lisonjera  para  su  vani- 
dad ó  sus  cálculos,  tiene  á  su  disposición  muchos  medios  de  provo- 
car y  obtener  el  divorcio:  la  violación  descarada  de  la  fé prometida, 
la  injuria,  los  malos  tratamie}HoSy  hasta  la  tentativa  aparente  del 
crimen;  puesto  que  todo  depende  de  su  voluntad,  y  si  entra  en  su 
plan  para  la  realización  de  sus  malos  propósitos,  todo  puede  ser  la 
obra  de  una  voluntad  perseverante  y  de  un  pensamiento  precon- 
cebido. Y  en  esta  hipótesis,  ¡qué  iniquidad  para  su  victima  y  para 
la  familia  á  que  ésta  pertenezca!  Si  la  causante  del  divorcio  es  la 
mujer,  ¡qué  inmenso  ridículo  para  el  marido  y  los  suyos!  Lo  cual 
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es  más  grave  y  trascendental  de  lo  que  parece  en  las  sociedades 
modernas,  porque  ha  de  ser  necesariamente  origen  de  enconos 
inextinguibles,  como  que  en  el  mundo  actual  el  ridiculo  es  lo  que 
menos  se  soporta  por  nadie,  pero  menos  aun  por  un  hombre  bien 
nacido. 

«Las  costumbres  de  los  pueblos  modernos,  dice  un  célebre  ju- 
risconsulto francés,  no  son  buenas,  pero  son  cultas.»  En  el  mundo 
actual  se  teme  más  que  todo  el  ridiculo  por  ese  sentimiento  de  pu- 
dor y  de  dignidad  y  de  alta  estimación  de  si  mismo,  que  en  la  de* 
bilitacion  de  la  fé,  en  el  excepticismo  de  las  ideas,  á  falta  de  otra 
cosa  mejor,  es  el  genio  bienhechor  de  nuestro  siglo.  La  exagera- 
ción del  individualismo,  funesta  bajo  muchos  aspectos,  es  el  rasgo 
característico  de  nuestra  edad,  es  el  que  mantiene  el  duelo  hasta 
el  punto  de  ser  impotentes  para  extirparlo  los  anatemas  de  la  Igle* 
sia  y  la  cruel  severidad  de  las  leyes;  pero  es  también  á  la  vez  á  lo 
que  se  debe  ese  entusiasmo  que  produce  los  héroes  y  los  mártires 
del  Callao  y  de  Somorrostro.  Que  se  aniquile  ó  debilite  por  medios 
indirectos  este  sentimiento  de  orgullo  individual,  y  habrá  muerto  el 
honor  en  estas  generaciones  sin  fé,  sin  entusiasmo  y  sin  creencias. 
Será,  si  se  quiere,  un  falso  honor,  será  la  hipocresía  de  la  virtud 
esto  que  se  llama  decoro ^  pero  es  un  sentimiento  de  dignidad,  que 
no  hay  para  qué  extinguir,  sino  enaltecer  en  los  pueblos  modernos; 
puesto  que  si  por  desdicha  se  extinguiera,  las  generaciones  actuales 
enervadas  por  el  placer  y  por  el  sibaritismo,  sin  virilidad  y  sin 
energía,  llegarian  á  perder  hasta  el  sentimiento  de  familia  y  el  de 
la  patria,  y  gastarían  su  vida  en  la  disipación,  en  espectáculos  re- 
pugnantes, en  los  Bufos,  entre  las  tumultuosas  licencias  de  la  orgía. 

Pues  en  la  hipótesis  de  que  el  divorcio  no  sea  provocado  por  la 
mujer,  sino  que  ésta  sea  la  víctima  de  las  malas  pasiones  de  su 
marido,  ¡qué  iniquidad  también  la  de  la  ley! 

El  divorcio  humilla  y  rebaja  la  condición  de  la  mujer,  ya  que 
no  la  envilezca  como  la  esclavitud  del  Oriente,  ya  que  no  la  degra- 
de como  la  constitución  de  la  familia  antigua,  y  irara  contradicción 
del  espíritu  moderno!  la  civilización  actual  proclama  la  emancipa- 
ción de  la  mujer,  y  no  se  satisface  con  que  sea  en  la  familia  la  dig- 
na companera  de  su  marido,  ni  le  basta  concederle  el  honor  de  ser 
esposa  y  madre  sin  rival  en  el  hogar  doméstico.  El  filosofismo  mo- 
derno pretende  mucho  más.  Desviando  á  la  miíjer  de  sus  destinos, 
que  están  exclusivamente  en  la  sociedad  y  en  la  familia,  pretende 
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enaltecerla  y  completar  la  redención  de  esta  bella  mitad  del  género 
humano,  arrancándola  del  hogar  para  lanzarla  alas  luchas  del  po- 
der y  en  el  torbellino  de  los  negocios  y  de  las  escuelas.  Como  si  el 
influjo  que  hoy  ejerce  la  mujer  en  todas  las  esferas  de  la  vida  social 
y  la  consideración  en  que  se  la  tiene  por  ese  espíritu  de  cultura  y 
de  galantería  que  caracteriza  á  los  pueblos  modernos,  no  fuera  un 
poder  más  bello,  más  natural  y  más  en  armonía  con  las  condiciones 
de  su  sexo,  el  pudor  y  la  timideZj  que  lanto  la  enaltecen.  Como  si 
una  buena  esposa  y  una  buena  madre,  rodeada  del  carino  y  respe- 
to de  los  suyo3  y  de  la  consideración  de  los  extraños;  no  fuera  más 
feliz  que  mezclándose  en  las  luchas  políticas  ó  ejerciendo  la  profe- 
sión de  la  medicina  ó  la  abogacía,  ó  empolvándose  en  el  despacho 
de  los  expedientes  de  una  oficina;  ocupaciones  todas  repugnantes  á 
su  naturaleza  moral  y  á  las  leyes  de  su  sexo. 

En  la  realidad  de  la  vida  sus  armas  de  combate,  enfrente  de  la 
superioridad  del  sexo  más  fuerte,  son  su  pudor ,  su  misma  debili- 
dad y  el  respeto  de  que  el  mundo  la  rodea.  En  la  familia  la  mujer, 
que  atesora  en  su  alma  toda  la  poesía  del  sentimiento,  es  en  las 
alegrías  de  la  casa  el  espíritu  que  todo  lo  vivifica  y  embellece;  y  en 
el  infortunio  posee  en  un  grado  tan  heroico  y  tan  superior  al  hom- 
bre el  valor  de  la  resignación  y  del  sufrimiento,  que  es  el  consuelo 
y  el  amparo' de  los  suyos. 

Perdonad,  sencfres,  esta  digresión  en  gracia  del  sentimiento  que 
la  mspira;  pero,  como  quiera  que  sea,  lo  raro,  lo  verdaderamente 
incomprensible  es  que  la  civilización  actual ,  que  tanto  pretende 
enaltecer  la  condición  de  la  mujer,  acepte  y  proclame  como  un  pro- 
greso el  divorcio;  el  divorcio,  que  la  degrada,  y  que  la  pone  á  mer- 
ced de  las  veleidades  y  de  la  brutalidad  del  sexo  más  fuerte;  por- 
que esto  no  es  sólo  demostrable,  sino  evidente. 

Es  un  acontecimiento  ordinario  y  común  que  una  joven  se  case 
llena  de  robustez  y  de  vida,  cuando  la  belleza  y  la  gracia  de  los 
primeros  años  la  sonríen  y  la  presagian  un  dichoso  porvenir.  Pa- 
san los  tiempos  de  ventura  doméstica,  y  al  fin  llega  un  momento  eu 
que  la  paz  de  la  familia  se  turba,  ó  por  una  causa  determinada,  ó 
por  un  disenlimiento  y  una  antipatía  invencible  y  característica;  y 
en  ambas  hipótesis  se  decreta  el  divorcio.  Para  el  marido  rara  vez 
será  más  que  un  grave  disgusto.  Para  la  mujer  casi  siempre  la  pér- 
dida de  su  dicha.  Podrá  devolvérsela  su  fortuna;  podrá  asegurarse 
la  suerte  de  sus  hijos;  podrá  la  ley  llevar  hasta  lo  último  las  pre- 
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cauciones  y  garantir  suficientemente  todos  los  intereses ,  haciendo 
de  modo  que  el  divorcio  nunca  pueda  decretarse  por  una  pertur* 
bacion  pasajera;  y,  sin  embargo,  en  los  más  de  los  casos  la  aplica- 
ción de  la  ley  envolverá  una  horrible  injusticia  respecto  de  la  mu* 
jer;  porque  podrá  la  ley  devolverla  sus  bienes,  pero  no  su  juven- 
tud, su  belleza,  la  gracia  y  los  atractivos  de  su  persona,  el  pudor 
y  la  pureza  primitiva,  que  embellecian  su  existencia  en  el  presen- 
te, la  acariciaban  en  su  porvenir  y  eran  la  fianza  de  sus  destimos 
futuros.  Lo  que  la  ley  la  devolverá  será  una  salud  casi  extinguida, 
una  vida  sin  ilusiones,  el  desencanto  y  la  existencia  glacial  de  los 
anos  que  la  restan;  y  al  lado  de  eStas  inmensas  pérdidas,  ¿qué  sig- 
nificará para  esla  desdichada  la  restitución  de  su  fortuna?  Las  mu- 
jeres, señores,  son  siempre  de  la  opinión  del  célebre  poeta  Quinta- 
na, en  los  siguientes  bellísimos  versos: 

«[Oh,  belleza,  alto  donl  [Rico  tesoro! 
¡Precioso  bien  á  la  mojar  guardado, 
Con  más  vehemencia  ansiado 
Que  el  diamante  oriental  y  más  que  el  orot» 

En  vano,  previniéndose  el  legislador  contra  estos  peligros,  pro- 
hibirá que  el  divorcio  pueda  intentarse  mientras  los  cónyuges  no 
hayan  llegado  á  la  mayor  edad,  para  evitar  que  una  calaverada  ó 
un  disgusto  pasajero  provoque  este  escándalo  delTamilia.  En  vano 
prohibirá  también  con  gran  previsión  el  divorcio  cuando  la  mujer 
haya  pasado  de  los  cuarenta  anos  de  edad,  que  no  la  quede  más 
que  la  soledad  del  mundo  ó  el  asilo  del  claustro;  porque  estas  ex- 
cepciones falsean  el  principio  general  y  forman  el  proceso  de  este 
sistema.  La  gran  razón  del  divorcio  es  que  por  uno  ú  otro  motivo 
puede  hacerse  insoportable  la  vida  común  de  los  cónyuges;  y  si 
esto  es  cierto,  cuando  esta  desgracia  se  verifique  entre  dos  jóvenes 
de  menor  edad,  ó  ya  cuando  la  mujer  haya  cumplido  más  de  cua- 
renta anos,  ¿qué  se  hace?  ¿Por  qué  se  les  ha  de  condenar  á  estos 
cónyuges,  viejos  ó  jóvenes,  á  una  vida  insoportable?  ¿Por  qué  man- 
tener una  sociedad  que  no  puede  producir  más  que  desórdenes, 
convírtiendo  en  un  verdadero  infierno  á  la  familia  de  estos  desgra- 
ciados? ¿O  se  cree  que  basta  en  tal  caso  la  separación,  y  que  no 
hay  por  qué  apelar  al  remedio  heroico  y  supremo  del  divorcio? 
Pues  «i  esto  es  verdad,  ¿por  qué  no  aceptarla  siempre  y  para  todas 
las  eventualidades?  La  conclusión  lógica  es  que  el  divorcio  no  tiene 


I 

DIL  BIVORGIO.  i'* 

defensa  ni  explicación.  Hemos  dicho  mal.  Explicación  sí,  puesto 
qne  tolerado  por  las  costumbres,  y  no  más  qae  tolerado  hasta  la 
reforma  religiosa,  y  admitido  despaes  por  las  iglesias  protestantes, 
no  lavo,  sin  embargo,  jamás  defensores  agientes  sino  á  partir  de 
la  revolución  francesa  de  1789,  y  tampoco  basta  entonces  tomó 
carta  de  naturaleza  en  los  libros  de  las  leyes. 

La  separación  de  los  cónyuges,  manteniendo  la  indisolubilidad 
de  los  vínculos,  no  es  un  bkn,  .es  verdad,  pero  no  ofrece  los  mis- 
mos peligros.  Es  absurdo  suponer  que  por  lo  mismo  que  deja  ¿  los 
cónyuges  el  derecho  y  la  esperanza  de  volverse  á  unir,  és  un  re- 
curso tentador  que  se  intenta  con  más  facilidad  que  el  divorcio,  por 
lo  mismo  que  éste  es  de  carácter  irreparable  y  no  deja  la  esperanza 
ni  á  la  enmienda  ni  al  arrepentimiento.  No  hay  nada  más  repug- 
nante é  inmoral  que  ese  remedio  supremo,  que  cierra  la  puerta  á 
toda  pasión  generosa,  que  priva  á  los  cónyuges  del  derecho  de  per- 
donarse reciprocamente  sus  desvarios  y  reparar  con  una  conducta 
mejor  el  mal  que  á  ellos  y  á  sus  hijos  se  causaron  en  un  día,  por 
haberse  entregado  á  una  vida  borrascosa  y  falaz,  que  tal  vez  han 
purificado  por  la  expiación  y  la  vergüenza,  haciéndose  para  ellos 
y  para  su  familia  mas  fácil  y  más  pura  la  vida  después  de  un  pe^ 
ríodo  de  desventuras  y  desdichas.  El  divorcio  sí  que  lanza  al  hom« 
bre  en  una  inconstancia  sin  termino,  y  por  lo  mismo  que  el  hombre 
tiene  veleidades  y  pasiones,  es  un  deber  del  legislador  oponer  bar- 
reras infranqueables  á  esta  clase  de  desvanecimientos. 

Hácese,  sin  embargo,  un  argumento,  al  parecer  decisivo  y  todo- 
poderoso, en  ftivor  del  divorcio,  explicándole  como  una  necesidad 
suprema  de  los  tiempos  modernos,  con  la  que  hay  que  conformarse, 
sea  un  bien  ó  un  ma!  bajo  varios  aspectos.  Esta  suprema  necesidad 
con  que  hay  que  transigir,  según  los  parciales  del  divorcio,  es  la 
consecuencia  lógica  del  principio  de  la  inviolabilidad  de  la  concien- 
cia humana,  de  la  libertad  religiosa,  de  la  libertad  de  cultos  muy 
principalmente;  porque  si  es  innegable  que  las  confesiones  protes- 
tantes admiten  el  divorcio,  no  cabe  que  el  legislador  le  prohiba,  po- 
niéndose en  pugna  con  las  creencias  de  su  pueblo.  La  observación 
seria  incontrastable  si  en  las  iglesias  protestantes  el  divorcio  fuera 
un  dogma,  ya  que  no  un  dogma,  un  precepto;  pero  no  es  lo  uno  ni 
lo  otro.  El  protestantismo,  desviándose  en  este  punto,  como  en  tac- 
tos otros,' de  los  cánones  de  la  iglesia  católica,  no  acepta  como  é?ta 
exclusivamente  la  simple  separación  de  los  cónyuges,  sino  qne  vá 
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más  allá  y  autoriza  el  divorcio;  pero  no  hace  más  qae  aatorizarlo» 
DO  le  manda,  uo  le  impone,  y  por  consiguiente  no  es  un  obstáculo  á 
qoe  las  leyes  civiles  de  un  pueblo  le  prohiban,  si  asi  debe  ser,  con* 
sultando  los  intereses  de  la  sociedad  y  de  la  familia. 

Lo  que  sí  es  verdad,  sobre  todas  las  verdades  que  en  esta  ma- 
teria pueden  decirse,  es  que  el  divorcio,  tal  como  lo  decretan  las 
leyes  de  algunos  paises,  tal  como  le  defienden  algunas  escuelas  fi- 
losóficas, es  contrario  á  la  institución  en  su  esencia,  y  enfrente  de 
las  pasiones  y  de  las  debilidades  humanas  no  hay  otro  sistema 
aceptable  que  l^ieparacion  de  toi  cónyuges,  tal  como  la  acepta  la 
Iglesia  católica;  porque  santificar  la  institución  del  matrimonio  co* 
mo  buena,  y  escribirla  y  honrarla  en  las  leyes,  y  desconoceria  á  la 
vez  en  su  esencia,  en  su  rasgo  más  saliente,  qoe  es  el  de  la  perpe- 
tuidad de  sus  vínculos,  es  una  monstruosa  contradicción,  que  ni 
siquiera  se  explica,  como  no  sea  por  la  ceguedad  del  espíritu  de 
secta,  ó  lo  que  es  más  cierto ,  por  esa  tendencia  fatal  del  espíritu 
moderno  en  todo  lo  qoe  afecta  á  las  relaciones  del  poder  civil  con 
Ir  Iglesia  desde  la  revolución  francesa  de  1789;  y  es  que  el  dfvor- 
cío  es  hijo  natural  y  legítimo  de  las  ideas  de  impiedad  que  puso  en 
boga  aquella  revolución,  que  declaró  la  guerra  á  Dios  y  al  Catoli- 
cismo, como  si  estos  delirios,  restos  de  aquel  período  de  vértigo  y 
de  locura,  no  fueran  impotentes  entonces  é  impotentes  ahora  ante 
la  conciencia  universal  de  humanidad:  protesta  viva' y  enérgica  que 
arranca  eternamente  del  fondo  del  alma  humana  contra  estos  des- 
varios del  espíritu  filosófico  en  sus  dias  de  maldición  y  de  soberbia. 

Con  efecto,  en  la  revolución  francesa  recibió  el  divorcio  por 
primera  vez  una  solemne  consagración  en  los  libros  de  las  leyes. 
Antes  de  esta  revolución  las  leyes  de  lodos  los  tiempos  le  hablan 
tolerado  más  ó  menos;  las  sectas  protestantes  leadmitian,  negando 
al  matrimonio  el  carácter  de  sacramento;  el  poder  de  la  opinión  y 
de  las  costumbres  nos  ofrecía,  según  las  épocas,  ejemplos  de  divor- 
cio raros  ó  múltiples;  pero  jamás  habia  obtenido  la  sanción  de  un 
jfrogrcso  moral  y  científico  hasta  las  leyes  de  3  de  Setiembre  de 
4791  y  20  de  Setiembre  de  1792,  que  proclamaron  el  divorcio  co- 
mo una  de  las  coaquistas  más  preciadas  de  la  filosofía  moderna  y 
como  eh  triunfo  de  la  razón  humana  sobre  el  Catolicismo  y  sus  cá* 
nones,  calificados  dogmáticamente  por  aquellos  revolucionarios  de 
errores  y  supersticiones  de  un  pasado  que  no  debra  volver;  pero 
que  volvió  y  volverá  perpetuamente  triunfante  de  los  delirios  del 
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hombre,  como  demostración  perenne  de  la  falibilidad  de  sus  jaicios 
y  de  la  limitación  de  nuestra  inteligencia. 

Pasado  el  periodo  ardiente  de  la  revoiaeion  ¿  por  lo  menos  ate- 
nuada su  intensidad,  la  legislación  francesa  osciló  entre  diversas 
tendencias  en  esta  materia,  como  en  todas,  hasta  el  ano  1803,  que 
se  publicó  la  ley  definitiva  manteniendo  todavía  el  divorcio ,  pero 
ya  con  grandes  restricciones,  como  pesaroso  el.  legislador  de  no  po- 
der luchar  *de  frente  con  las  preocupaciones  que  habia  dejado  á  ru 
paso  una  revolucíou,  no  bien  calmada  aun,  ni  mucho  menos  pros- 
cripta en  sus  principios  fundamentales,  que  han  impreso  al  pueblo 
francés  una  fisonomía  especial  y  una  dirección  en  las  ideas  que  hoy 
íhismo  se  impone  poderosamente  á  sus  gobiernos. 

No  hay  para  qué  ocultar,  sin  embargo,  la  inmensa  distancia 
que  existe  entre  las  leyes  del  91  y  92  y  la  de  1803,  que  forma  par- 
te  del  Código.  Hay  casi  un  abismo,  y  es  noble  que  lo  confesemos. 
Las  primeras  leyes  de  la  revolución  admitían  el  divorcio  por  los 
motivos  más  livianos;  era  poco  menos  .que  un  acto  libre  de  la  volun^ 
tad  de  los  cónyuges;  aquellas  leyes  eran  casi  la  expresión  de  la 
teoría  del  amdr /ti^re,  que  predican  hoy  algunas  escuelas  socialis- 
tas; teoría  estúpida  y  funesta,  que  no  se  ha  realizado  jamás  ni  aun 
en  los  pueblos  salvajes  y  primitivos,  porque  rebaja  al  hombre  á  la, 
condición  del  bruto.  • 

La  ley  de  1803  introdujo  una  alteración  profunda  en  este  esta- 
do de  cosas.  Ya  según  ella  sólo  son  causas  determinantes  del  divor- 
cio la  infidelidad  de  la  mujer  y  también  la  del  marido,  si  se  verifica 
en  condiciones  humillantes  para  ésta.  Es  causa  de  divm-cio  el  aten* 
tado  de  uno  de  los  cónyuges  contra  la  vida  del  otro ;  lo  es  la  con* 
donación  de  uno  de  ellos  á  una  pena  aflictiva  é  infamante;  lo  son 
la  sevicia,  el  trato  cruel,  y  lo  es,  finalmente,  el  mutuo  consenti- 
miento, motivado  en  una  antipatía  constante  y  vigorosa,  que  haga 
insoportable  la  vida  común,  y  que  se  demuestre  con  evidencia. 

La  Iglesia  católii^  admite  también  bt  separación  indefinida  de 
los  cónyuges  por  algunas  de  estas  causas;  pero  no  más  que  la  sepa^ 
raeioii;  porque  ella  basta  á  resolver  todos  los  conflictos,  si  se  estu- 
tudía  esta  materia  sin  prevención  y  sin  preocupaciones  de  es- 
encia. 

Analicemos.  ¿Es  la  infidelidad  de  hi  mujer  la  causa  determinan- 
te del  divorcio,  porque  con  el  deshonor  del  marido  puede  además 
llevar  una  perturbación  profunda  á  los  intereses  morales  y  mate-^ 
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ríales  de  la  familia?  Pues  sin  romper  los  vinculos  del  matrimoBio, 
la  separación  de  los  cónyuges,  provocada  por  el  marido  ofendido , 
con  la  sanción  de*la  ley  civil  en  orden  á  los  derechos  y  la  fortuna 
de  la  adúltera,  basta  á  su  desagravio;  y  la  mujer  arrojada  del  seno 
de  su  familia,  entregada  á  sus  remordimientos  y  al  desprecio  públi- 
co, súfrela  suGciente  y  merecida  expiación  de  su  falta;  y  si  la  mujer 
es  la  ofendida  por  el  vergonzoso  amancebamiento  de  su  marido,  le 
basta  alejarse  del  bogar  que  éste  prostituye  y  profana,  y  protestar 
con  este  alejamiento  contra  una  vida  que  la  humilla.  ¿Es  la  causa 
determinante  del  divorcio  el  atentado  de  un  cónyuge  contra  la  vida 
del  otro?  Pues  también  la  separación  aleja  el  peligro  y  le  hace  im- 
posible de  todo  punto;  y  lo  que  es  más  digno  de  tomarse  en  cuenCa 
es  que  no  sirve  á  ningún  interés  bastardo  y  corruptor  que  el  cón- 
yuge culpable  pudiera  llevar  tal  vez  en  sus  malos  propósitos.  El 
mutuo  consentimiento,  fundado  en  una  antipatía  invencible  de  uno 
á  otro  cónyuge,  podría  aceptarse  como  causa  determinante  del  di- 
vorcio; pero  ¿por  qué  medios  se  demuestra  la  existencia  de  esta 
antipatía  fatal?  ¿Por  qué  medios  se  asegura  el  legislador  de  que 
todo  ello  no  sea  una  ficción  de  ios  cónyuges,  disgustados  de  sí  mis- 
mos, y  la  obra  de  un  plan  preconcebido  para  llegar  el  uno  como 
el  otro  á  la  satisfacción  de  pasiones  vergonzosas  é  impuras,  inspi- 
radas tal  vez  en  el  vicio  ó  en  los  cálculos  de  la  vanidad  y  del  or- 
gullo? La  multiplicación  de  precauciones;  la  lentitud  en  el  procedi- 
miento para  asegurarse  de  que  los  cónyuges  no  obedecen  á  moti- 
vos ligeros;  la  prohibición  de  intentar  el  divorcio  por  esta  causa, 
si  los  cónyuges  no  han  llegado  á  la  mayor  edad,  ó  si  la  mujer  ha 
cumplido  más  de  cuarenta  años,  no  pueden  inspirarnos  una  com- 
pleta seguridad  y  confianza.  T,  aparte  de  esto,  jqué  funesta  cegue- 
dad! ¡Qué  lamentable  contradicción!  Si  una  antipatía  invencible  y 
tan  constante  que  haga  insoportable  la  vida  común  ha  de  ser  causa 
del  divorcio,  la  misma  lentitud  en  el  procedimiento  para  llegar  á  este 
resultado  será  la  prolongación  de  esa  vida  infernal,  que  tiene  el 
peligro  de  llevar  á  los  cónyuges  al  despecho,  y  tal  vez  hasta  la  con- 
cepción del  crimen;  y  \di  prohibición  de  demandar  el  divorcio  por 
tal  motivo,  cuando  los  cónyuges  no  han  llegado  á  la  mayor  edad,  ó 
cuando  la  mujer  ha  cumplido  más  de  cuarenta  anos,  es  un  precep- 
to inexplicable  del  legislador,  porque  en  una  y  otra  hipótesis  se  con- 
dena á  los  cónyuges  á  atormentarse  eternamente,  con  el  peligro,  si 
sos  jóvenes,  de  que  una  pasión  borrascosa  acabe  de  un  modo  trá- 
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gico  para  u&o  de  los  dos,  y  si  haa  traspasado  ya  el  equinoocio  de  la 
vida,  cuando  más  que  ounca  necesitaa,  á  faltado  otras  ilusiones,  la 
paz  de  la  conciencia  y  del  cofazon. 

£1  sistema  de  la  uparacion  no  tiene  ninguno  de  estos  ioconve- 
nientes;  y  si  es  verdad  que  puede  convertirse  en  un  rompimiento 
definitivo,  y  de  hecho  producir  por  lo  tanto  los  mismos  efectos  que 
el  divorcio,  porque  suspende  la  vida  común,  y  no  queda  de  la  per* 
petuidad  é  indisolubilidad  del  matrimonio  más  que  una  ficción  le- 
gal y  el  ceUbato  farzoio,  que  estorba  la  formación  de  nuevas  fa- 
milias y  que  puede  hacer  más  y  más  infeliz  la  existencia  de  los  cón- 
yuges separados;  si  todo  esto  es  verdad,  y  la  separación  es  siempre 
el  falseamiento  de  la  institución  del  matrimonio  en  su  esencia,  ó, 
según  los  partidarios  del  divorcio,  una  fórmyla  hipócrita  y  farisaica 
para  la  ruptura  de  todos  sus  votos,  sin  arrostrar  el  valor  de  confesar- 
lo; y  si,  además  de  todo  esto,  la  separación  temporal  de  los  cónyu- 
ges puede  ser  un  inecntivOf  un  motivo  más  tentador  para  los  cónyu* 
ges  disgustado» de  sí  mismos,  porque  no  mata  en  ellos  la  esperanza 
de  volver  á  unirse  siempre  que  les  convenga,  todo  esto  y  algo  más 
que  constituye  la  poderosa  argumentación  de  los  partidarios  del 
divorcio  no  demuestra  sino  que  el  divorcio,  como  la  separación,  son 
un  mal  para  la  familia  y  la  sociedad,  y  esto  no  lo  niega  nadie.  Sólo 
que  entre  estos  dos  males  será  cuerdo  y  prudente  elegir  el  menor, 
siempre  que  se  demuestre  que  la  separación  responde  eficazmente, 
más  eficazmente  que  el  divorcio,  á  la  resolución  de  todos  los  con- 
flictos de  familia,  sin  comprometer  en  tanto  el  interés  social  y  los 
intereses  morales  de  la  misma. 

Hay  en  efecto  entre  el  divorcio  y  la  separación  esta  inmensa 
distancia,  que  convierte  al  primero  en  un  elemento  perturbador  de 
todos  los  intereses  legítimos,  mientras  que  la  segunda,  si  es  en  efec- 
to una  transacción  con  las  debilidades  y  pasiones  humanas,  es  una 
válvula  de  seguridad  contra  la  terrible  alucinación  de  un  momento, 
y  no  cierra  la  puerta  al  arrepentimiento  y  la  reconciliación  de  los 
cónyuges,  ni  por  consiguiente  á  su  desagravio,  cuando  llegue  para 
ambos  la  hora  de  la  decepción  y  del  desencanto  por  sus  pasados  ex- 
travíos; y  esta  idea  sublime  y  cristiana,  que  en  el  orden  de  las  ideas 
religiosas  hace  esto  sistema  muy  superior  bajo  todos  aspectos  al 
divorcio,  lo  hace  también  en  mí  pobre  opinión  ante  la  razón  y  ante 
la  naturaleza*. 

Nos  parece  decíamos  hace  largos  anos  en  un  librito,'que  mereció 
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¿  la  digDídad  y  la  emaDCÍpacíoD  de  la  mnjer,  rebaja  el  carieter  de 
la  familia  y  hace  poco  menos  que  imposible  esa  vida  íntima,  indi* 
vidual  y  colectiva  á  la  vez »  que  se  realiza  en  la  familia  moderna, 
en  la  que  el  marido  es  el  monarca  del  hogar  y  la  miqer  y  los  hijos 
las  influencias  moderadoras  de  su  autoridad,  que  suavizan  todas 
las  asperezas ;  y  así,  y  merced  á  esta  feliz  combinación,  merced  al 
poder  de  los  afectos,  merced  á  la  honra  de  ün  nombre  común  la  fa- 
milia realiza  la  dicha  de  todos  y  constituye  el  osito  de  la  casa. 

Sólo  formándose  ideas  falsas  y. equivocadas  de  lo  que  es  la  ins* 
titncion  en  su  esencia  se  puede  sustentar  que  en  un  interés  social 
es  de  una  necesidad  inexcusable  el  divorcio. 

En  la  sociedad  antigua,  y  esto  conviene  repetirlo,  aUí  donde 
regian  el  sistema  de  castas  y  la  esclavitud  era  el  deredio  común, 
y  el  Estado  «in  poder  absorbente,  dominador,  que  anulaba  la  vida 
iadi vidual,  porque  no  había  ni  más  deber  ni  más  derechos  que  la 
'gloria  de  la  patria,  la  bandera  de  las  legiones  triunfantes;  allí  la 
repudiación  por  esterilidad  ó  por  motivos  livianos,  el  divorcio,  la 
tutela  perpetua  de  la  mujer,  el  derecho  de  vida  y  muerte  sobre  los 
hijos,  eran  natural  y  lógicamente  instituciones  sociales,  propias  de 
una  civilización  en  que  todo  el  interés  se  concentraba  en  la  propa* 
gacion  de  la  especie,  en  el  aumento  de  la  población,  en  un  ^nti* 
miento  de  orgullo  nacional  casi  satánico :  en  Roma,  por  ejemplo, 
en  aquel  pueblo  guerrero  y  conquistador,  que  se  desenvolvía  entre 
los  elementos  encontrados  de  un  patrfeiado  altivo  é  insolente  y  de 
una  plebe  turbulenta  y  agitadora,  que  vivia  en  la  plaza  pública 
y  en  los  campamentos. 

Hoy  la  escuela  íilosótica  que  defiende  el  divorcio  no  puede  evo- 
car en  su  abono  estos  hechos  históricos,  y  lo  hace  seguramente  por 
la  idea  equivocada  que  tiene  de  la  institución  del  matrimonio. 

En  comprobación  de  esta  verdad  nos  limitaremos  á  citar  lo  que 
dice  M.  Tissot  en  su  obra  antes  citada:  « El  matrimonio,  dice  este 
eéUbre  pensador,  en  el  primer  capítulo  de  su  obra,  considerado  con 
relación  á  los  cónyuges,  abstracción  hecha  del  inlerés  de  terceras 
personas,  puede  ser  juzgado  bajo  un  doble  aspecto,  según  que  se 
trate  de  las  reladones  puramente  personales  de  los  esposos  y  de  la 
prestación  de  sus  servicios  recíprocos,  ó  del  arreglo  de  los  intere- 
ses materiales  de  la  sociedad  conyugal.  Bajo  el  primer  aspecto, 
dice  con  mucho  aplomo' este  publicista,  el  matrimonio  es  esencial* 
mente  asunto  de  la  moral,  en  que  la  sociedad  nada  tiene  que  ver. 


ó  porqne  do  tie&e  en  ello  interés  alguno ,  ó  porque  nada  puede  ha- 
cer, ó,  finalmente,  porque  íu  intcrvencioD  seria  más  perjudicial 
que  útil  á  los  cónyuges  y  á  la  misma  sociedad.» 

Perdóneme  este  célebre  escritor,  que  por  otra  parte  me  inspira 
un  profundo-  respeto,  que  mi  pobre  inteligencia  no  acierta  á  com- 
piender  su  teoría.  ¿Será  verdad  que  el  matrimonio  bajo  el  aspecto 
de  las  relaciones  personales  de  los  cónyuges  no  sea  más  que  un 
asunto  de  la  moral  y  de  la  conciencia,  que  la  sociedad  debe  mirar 
con  un  indirerentismo  glacial  y  cruel,  porque  no  la  importa,  porque 
no  afecta  á  su  interés,  ó  por  los  peligros  de  su  tutela?  ¿Conque  na- 
da importa  á  la  sociedad  la  paz  ó  la  perturbación  de  la  familia,  y  el 
cumplimiento  por  los  esposos  de  todos  los  deberes  que  aceptaron, 
de  todos  los  empeños  que  contrajeron,  la  protección  en  todo  caso 
del  más  débil  contra  el  más  fuerte,  la  conservación  de  las  costum- 
bres püUtcas,  y  el  respeto  á  la  dignidad  y  decoro  de  las  familias 
respectivas  de  cada  cónyuge?  ¿Será  verdad  que  la  tutela  y  el  am- 
paro de  la  sociedad  para  la  defensa  del  honor  y  de  los  intereses 
más  sagrados  de  la  vida  sería  perjudicial  á  los  cónyuges,  perjudi- 
cial á  la  sociedad,  y  que  ésta  sólo  tiene  el  derecho  de  intervenir 
para  arreglar  y  proteger  la  fortuna  conyugal,  las  aportaciones  del 
uno,  el  dote  de  la  útrai  el  pecuHo  de  los  hijos,  y  todo  eso,  que  por 
mucho  que  valga  en  una  sociedad  corrompida  y  metalizada  cómo  la 
naestra,  vale  siempre  mucho  menos  4|ue  los  intereses  morales  del 
hogar?  La  paz  del  hogar,  la  intimidad  y  el  carino  dé  todos,  hasta 
los  misterios  de  l4  familia ,  constituyen  lo  sagrado  é  inviolable  de 
su  recinto,  y  cabalmente  en  contemplación  á  esos  intereses  morales, 
que  M.  Tissot  tanto  desdeña,  pero  que  el  Cristianismo  vino  á  enal- 
tecer y  amparar,  cuando  llegada  la  plenitud  de  los  tiempos  con  el 
cumplimiento  de  las  profecías,  marcó  en  la  etapa  de  las  generacio- 
nes la  última  fórmula  de  la  civilización  humana,  proclamando  el 
principio  de  la  fraternidad  universal;  á  cuyo  favor  la  mujer  dejó  de 
ser  una  esclava  en  la  familia,  salió  de  la  tutela  perpetua  del  marido, 
elevándose  al  carácter  de  digna  compañera  de  éste,  y  en  cuya  con- 
dición la  fortificó  después  la  Iglesia  católica  elevando  á  sacramen- 
to el  matrimonio. 

Desde  entonces,  y  sólo  desde  entonces,  la  familia  en  su  vida 
intima  y  moral  es  verdaderamente  sagrada,  es  sagrado  el  hogar,  es 
inviolable  el  domicilio,  á  que  el  hombre  se  refugia  en  sus  horas  de 
infortunio,  y  en  donde  levanta  un  aliar  á  todas  las  virtudes,  á  todos 
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los  afectos  generosos  y  á  todas  las  nobles  pasiones  que  detorminan 
la  grandeza  y  superioridad  de  la  raza  humajia  sobre  la  tierra.— Ha 

DICHO. 


Contestación  del  Bxemo.  Sr.  D.  Mannel  Alonso  Martines. . 

SiÑORis: 

Honra  señalada  me  ha  dispensado  la  Academia  eligiéndome 
para  llevar  su  voz  en  este  acto  y  dar  en  sn  nombre  la'  bienvenida 
y  el  abrazo  frateroal  al  nuevo  Académico.  Para  oiro  que  yo« 
tal  elección  no  seria  masque  un  suceso  ordinario,  aunque  siempre 
fausto  y  digno  de  reconocimiento :  para  mi  es  una  distinción  de  tal 
valía,  que  ni  siquiera  acierto  á  definir  el  sentimiento  que  embarga 
mi  alma  eo  este  instante. 

Vosotros  no  veis  en  D.  Cirilo  Alvarez  nás  quezal  orador  iasig* 
ne ,  al  escritor  preclaro ,  al  ilustre  jurisconsulto ,  qte,  en  alas  de  su 
mérito,  se  ha  elevado  hasta  la  cima  de  la  magistratura  espuiola. 
To  veo  en  él  al  amigo  cariñoso  que ,  con  sus  consejos  y  sabias  en- 
señanzas, nutrió  y  vigorizó  mi  tierna  iotolígencia  en  los  albores  de 
mi  juventud,  y  guió  mis  primeros  y  vallantes  pasos  en  el  áspero 
camino  de  mí  vida.  De  manera  que  ¿  los  titules  que  le  recomien- 
dan á  vuestra  consideración,  y  que  justifican  vuestro  voto»  se  agre- 
ga para  mí  el  sacratísimo  del  magistorio,  especie  de  paternidad  in- 
telectual, que,  á  semejanza  de  ia  fi^ca,  despierta  en  el  alma  dulces 
afectos  é  inextinguibles  recuerdos,  creando  un  laso  misterioso  é  in- 
disoluble entre  el  discipulo  y  su  maestro.  Y  asi  como  el  hijo  bien 
educado,  luego  que  llega  á  la  edad  madura,  si  por  asaso  el  padre  en 
su  ancianidad  há  menester  de  él  en  algún  modo,  se  regocija  y  sien- 
te cierta  especie  de  envanecimiento  en  el  acto  de  patrocinar  al  que 
le  dio  el  ser,  así  yo,  que  por  un  capricho  de  la  suerte  he  ilegado  á 
este  sitial  antes  que  el  Académico  electo,  recordando  que  he  sido 
su  alumno  y  que  á  él  debo  en  gran  parte  lo  poco  que  he  aprendido, 
siento  un  placer  inefable,  mezclado  de.noble  y  legitimo  orgullo,  al 
abrirle  en  vuestro  nombre  las  puertas  de  este  augusto  templo  de  ia 
ciencia. 

Apenas  empezaba  yo  á  respirar  el  aire  de  las  aulas  en  la  Uni ver* 
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sidád  central,  y  ya  D.  Cirilo  Alvarez  había  dado  á  luz  sus  /nsltftt- 
cUmes  de  derecho  civi/»  obra  que  se  recomieoda  por  la  excelencia  del 
método,  la  claridad  de  la  exposición  y  la  novedad  de  ciertas  doctri- 
oas,  que,  como  la  de  la  prescripción  de  los  censos,  chocaban  con  la 
corriente  de  las  opiniones  entonces  dominantes,  pero  qae,  fundadas 
«n  los  eternos  principios  del  derecho,  han  tenido  la  fortuna  de  recibir 
más  tarde  la  consagración  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia.  Poco 
después  dio  también  á  la  estampa  su  famoso  folleto  sobre  el  duelo, 
que  se  distingue  no  menos  que  por  la  abundancia  y  galanura  de  la 
frase,  por  lo  atrevido  de  los  conceptos  y  por  la  convicción  y  el  sen- 
timiento que  rebosan  todas  y  cada  una  de  sus  páginas;  bien  así  co- 
mo si  el  autor  ó  algún  su  amigo  ó  su  deudo  muy  cercano  se  hubie- 
ran visto  alguna  vez,  á  su  pesar  y  por  su  mal,  en  uno  de  esos  trances 
amargos  de  la  vida,  en  que  las  almas  de  mejor  temple,  después  de 
batallar  con  sus  creencias  cristianas,  sucumben  al  fin  á  las  exigen- 
cias imperiosas  de  la  opinión  y  la  ofrecen  su  sangre  en  holocausto: 
tal  es  la  energía  con  que  se  subleva  su  conciencia  á  la  sola  idea  de 
confundir  con  criminales  vulgares  y  perversos  á  quien,  pundonoroso 
y  delicado,  hace  del  honor  una  religión  y  le  tributa  ferviente  culto, 
prefiriendo  una  muerte  honrosa  á  una  existencia  envilecida.  Sin 
negar  que  á  este  opúsculo  le  sobre  un  poco  de  pasión,  menester  es 
confesar  que  hay  en  él  puntos  de  vista  luminosos  y  observaciones 
originales  y  profundas,  que  ejercieron  una  influencia  eficaz  y  salu^ 
dable  en  la  redacción  del  tít.  Ylil,  capítulo  9.*  de  nuestro  Código 
penal;  bien  que  el  Sr.  Alvarez,  ai  arrojar  el  {;uante  á  preocupacio- 
nes muy  arraigadas  y  atacar  de  frente  y  con  desusada  valentía 
creencias  seculares,  pudo  invocar  en  su  abono  la  autoridad  de  un 
insigne  escritor  y  hombre  de  Estado  eminente,.M.  Guizot,  quien  ya 
en  i84d  habia  dicho  en  el  Parlamento  que  «el  desafío  no  era  una 
preocupación,  sino  un  progreso  de  la  civilización  y  las  costumbres, 
porque  hay  intereses  y  sentimientos  en  el  hombre  que  sólo  el  duelo 
puede  proteger»,  poniendo  así  al  desnudo  la  deplorable  impotencia 
de  las  leyes  para  reparar  cierto  género  de  ofensas  al  honor,  desde 
lo  alto  de  la  tribuna  francesa,  que,  como  es  sabido,  tiene  el  envi- 
diable privilegio  de  que  el  eco  de  las  palabras  que  por  labios  auto- 
rizados en  ella  se  pronuncian,  resuene  en  todos  los  ámbitos  del 
mundo. 

Hacia  la  misma  época,  y  cuando  todavía  no  era  yo  Bachiller  en 
derecho,  D.  Cirilo  \lvarez  se  dio  á  conocer  como  orador  político 
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en  el  Congreso  de  los  diputados,  y  recibió  del  Gobierno  de  S.  M.  el 
cargo  honroso  dé  vocal  de  la  Comisión  de  Códigos,  á  la  cual  puede 
decirse  que  no  ha  dejado  de  pertenecer  un  momento. 

Permitidme,  señores,  que  consagre  un  recuerdo  cariñoso  á 
aquellos  anos  felices  de  mi  juventud,  en  que  pasaba  mi  vida  tran- 
quila como  las  aguas  de  un  lago,  sin  ningún  pesar  en  el  alma,  sin 
haber  sentido  aún  los  agudos  dolores  de  la  herida  que  ha  abierto 
más  larde  en  mi  corazón  la  muerte  de  mis  venerandos  padres,  tan 
estimados  por  el  Académico  electo,  y  la  pérdida  horrible  de  una  hija 
idolatrada;  sin  que  las  borrascas  de  la  vida  pública  turbaran  mi 
apacible  sueno  y  sacudieran  fuertemente  mi  espíritu,  há  tiempo 
amilanado  por  la  contemplación  de  los  tristes  destinos  de  la  Patria, 
ni  menos  agitara  mi  conciencia  la  duda  de  la  responsabilidad  que 
por  culpa  del  entendimiento — que  no  del  deseo— pueda  caberme  en 
sus  desventuras;  entregado  por  completo  á  mis  estudiois,  enterándo- 
me dia  por  dia  de  las  sabias  discusiones  de  la  Comisión  de  Códigos 
por  la  lectura  de  sus  actas  y  las  perspicuas  explicaciones  de  D.  Ci- 
rilo AJvarez,  de  cuyo  lado  apenas  me  separaba,  como  no  fuera  para 
cumplir  mis  deberes  universitarios,  ó  para  acudir  presuroso  al  Ate- 
neo á  oir  la  voz  elocuente  de  su  malogrado  predecesor,  el  eminente 
jurisconsulto  D.  Joaquín  Francisco  Pacheco,  que  pronunciaba  á  la 
sazón  sus  lecciones  de  derecho  penal,  y  era  el  más  ardiente  propa- 
gandista de  las  ideas  de  Rossi  en  nuestra  España. 

¡Asusta,  señores,  el  contemplar  la  obra  demoledora  del  tiempo! 

La  muerte,  que  e^  inexorable,  y  que,  como  las  llamas  de  un  in- 
cendio, lo  mismo  devora  el  endeble  arbusto  que  la  vigorosa  encina, 
nos  ha  arrebatado  prematuramente  una  de  las  más'poderosas  inteli- 
gencias de  nuestro  país  en  el  presente  siglo.  Quisisteis  llenar  el 
hueco  que  dejó  en  esta  Academia  nombrando  en  su  lugar  á  otro 
distinguido  jtirisconsulto  y  afamado  orador,  D.  Antonio  Aparisí  y 
Guijarro,  quien  si  no  tenia  la  profundidad  de  pensamiento,  la  cla- 
ridad de  percepciob,  el  sentido  de  la  realidad  y  la  palabra  tersa» 
elegante,  persuasiva,  aunque  algo  fría  y  desnuda  de  accidentes,  de 
nuestro  inolvidable  Pacheco,  en  cambio  se  distinguia  por  la  fecun- 
didad de  su  ardiente  imaginación,  por  la  energía  de  sus  conviccio- 
nes católicas,  por  las  formas  de  su  decir,  por  la  originalidad  y  el 
calor  de  su  entonación,  y,  sobre  todo,  por  los  admirables  giros  de 
su  palabra,  que  recordaban  los  mejores  tiempos  de  la  lengua  del  in- 
mortal Cervantes,  y también  enmudeció,  y,  sin  tiempo  para 
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tomar  posesión  del  cargo  y  sentarse  entre  nosotros,  reposa  hoy  su 
cuerpo  exánime  bajo  la  losa  funeraria. 

¡Dios  quiera  que  esta  vez  seamos  más  afortunados,  y  que  Don 
Cirilo  Aivarez  viva  largo  tien^po  entre  nosotros,  ayudando  eGcaz- 
mente  á  la  Academia  en  sus  importantes  tareas  científicas!  Si  los 
anos  han  debilitado  un  tanto  su  físico,  haciéndole  perder  una  parte 
desús  cualidades  oratorias  externas;  si  ya  no  podéis  admirar  eivsu 
apogeo  aquella  agradable  variedad  de  entcTnaciones,  aquel  arte  sin- 
gular con  que  manejaba  el  claro-oscuro,  aquella  palabra  tan  rica 
en  accidentes,  fácil  y  abundante  cuando  retrataba  los  arrebatos  de 
la  pasión,  perezosa  y  desaliñada  cuando  el  espíritu,  no  pudiendo 
permanecer  por  más  tiempo  en  ese  estado  de  tensión,  caia  como 
postrado  y  abatido,  en  cambio  conserva  la  virilidad  de  inteligencia, 
la  entereza  de  ánimo,  la  fuerza  de  voluntad,  y,  estoy  por  añadir,  el 
sentimiento  y  las  ilusiones  de  sus  años  juveniles.  Lo^  habéis  podido 
observar  en  sus  producciones  más  recientes;  en  sns  Prolegómenos 
dd  derecho,  en  los  artículos  publicados  por  la  acreditada  Revista  de 
España  sobre  el. matrimonio  y  los  derechos  individuales,  y  en  los 
discursos  que  ha  leido  desde  el  sitial  de  la  Presidencia,  asi  en  la 
Academia  matritense  de  Jurisprudencia  y  Legislación,  como  en  el 
Tribunal  Supremo  de  Justicia;  artículos  y  discursos  en  que  ha  te- 
nido el  valor  de  sustentar  las  más  sanas  doctrinas,  poniendo  un  di- 
que al  desbordamiento  de  las  ideas  demagógicas  y  disolventes,  en 
ocasión  en  que  éstas  gozaban  de  gran  favor  en  la^  regiones  oficiales 
y  en  el  ánimo  de  las  muchedumbres. 

Bien  que  la  mejor  prueba  de  mi  aserto  está  en  la  Memoria 
cuya  lectura  acaba  de  entretenernos  tan  agradablemente.  ¿Cómo 
imaginar,  no  conociéndole,  que  los  achaques  y  la  nieve  de  los  años 
hayan  templado  el  ardor  de  las  pasiones  juveniles  en  quien  pinta 
tan  al  vivo  los  encantos  del  amor,  la  inquietud  de  los  punzantes  ce- 
los y  la  vida  del  hogar,  convertido  en  un  Edén  cuando  los  cón- 
yuges conservan  en  su  corazón  el  cariño  que  eternamente  se  jura- 
ron y  se  miran  con  orgullo  reproducidos  en  sus  hijos,  transformado 
en  un  infierno  cuando  la  incompatibilidad  de  caracteres,  la  infide- 
lidad de  la  mujer  ó  los  vicios  y  la  perversión  del  marido  hacen  in- 
soportable la  vida  común?  De  tal  modo  hace  sentir  su  superioridad 
como  escritor  en  este  género  de  descripciones,  que  ya  me  guardaré 
yo  bien  de  seguirle  en  su  camino,  y  no  por  un  sentimiento  de  or- 
gullo ó  vanidad<—que  no  llevo  ciertamente  la  inmodestia  hasta  el 
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puiílo  de  querer  Mstener  la  competencia  con  mi  antigno  maesiro — 
sino  por  DO  borrar  de  Amaestro  ánimo  las  gratas  impresiones  que  sin 
duda  08  ha  dejado  la  lectura  de  su  bellísimo  discurso.  Tanto  por 
esta  razón  como  por  mi  completa  conformidad  de  ideas  con  el  Aca- 
démico electo,  ()f  beria  quizás  dar  aquí  término  á  mi  trabajo.  T  lo 
haría  con  tanto  más  gusto  cuanto  que  en  mi  OpÚMCulú  sobre  la  fa- 
ndlia  expuse  ya  mis  puntos  de  vista  en  la  materia  que  al  Sr.  Álva* 
rez  ba  seryido  hoy  de  t'ema,  y  recuerdo  peiTeclamente  aquella  sa-* 
bida  máxima  de  que 

cNunca  segundas  partes  fueron  buenas». 

Pero  la  costumbre,  siempre  respetable,  y  má9  en  estos  cuerpos 
que  viven  de  sus  tradicioues,  me  obliga  á  decir  algo,  siquiera  sea 
poco,  sobre  el  divorcio;  por  lo  cual  os  ruego  me  perdonéis  la  moles-, 
tia  que  he  de  causaros,  teniendo  en  cuenta  que  no  hago  mas  que 
cumplir  un  deber  de  cortesía. 

Más  espiritualista  el  Sr.  Álvarez  que  Platón,  quien  á  pesar  del 
epiteto  de  divino  con  que  le  conoce  la  historia,  no  consideraba  el 
casamiento  mas  que  como  un  medio  de  propagación  y  mejora- 
miento de  la  raza  humana,  á  la  manera  que  los  ingleses  estudian 
los  cruzamientos  más  propios  para  perfeccionar  el  cerdo,  el  caballo, 
el  buey  y  otras  especies  animales;  más  idealista  que  Kani,  padre 
de  la  filosofía  idealista  moderna,  quien,  no  obstante  haber  fundado 
una  Metafísica  de  las  costumbres  y  haber  erigido  en  regla  de  con- 
ducta la  idea  pura  del  deber,  con  abstracción  de  todo  móvil  intere- 
sado, definia  el  matrimonio  diciendo  que  es  la  unión  de  dos  perso- 
nas de  diferente  sexo  para  la  posesión  mutua,  durante  su  vida,  dk 
LAS  FACULTADES  SEXUALES,  dando  á  todas  sus  ideas  sobre  este  ramo 
del  derecho  un  baño  repugnante  de  sensualidad,  apenas  conce- 
bible en  quien  habia  acertado  á  formular  el  principio  supremo  de  la 
moral  en  estas  sublimes  frases:  Obra  según  una  máxima  que  pueda 
erigirse  por  tu  razón  en  regla  de  legislación  universal;  sin  pertene- 
cer precisamente  á  la  escuela  de  Bonald,  pero  no  menos  imbuido 
que  él  en  el  espíritu  del  Cristianismo,  y  penetrado  de  los  altos  fines 
de  aquella  institución  secular  y  salvadora,  fuera  de  la  cual  el  géne- 
ro humano  pereceria  disperso  y  en>ilecido,  comienza  en  su  Me- 
moria por  establecer  las  diferencias  fundamentales  que  existen 
entre  la  unión  pasajera  de  los  brutos,  y  el  lazo  misterioso,  perpetuo 
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por  su  eseacia,  qae  liga  el  marido  á  la  mujer,  y  les  hace  compartir 
asi  la  dícb^  como  las  amarguras  de  la  vida. 

Cooforme  yo  con  el  Académico  electo  ea  esta  alta  coocepcion 
del  matrimonio,  verdadera  escuela  de  abnegacioa  y  sacrificios  en 
hvor  de  la  nueva  familia  á  que  dá  origen,  no  me  parece  cierto  en 
absoluto  que  la  unión  de  los  sexos  en.  las  demás  especies  animales 
sea  fugaz  como  el  placer,  hasta  el  punto  de  que  «el  tedio  6  la  indi» 
ferencia  les  separen  inmediatamente  después  de  satisfecha  la  necc'- 
sidad  natural  que  accidentalmente  les  ha  unido.»  Conviene  ponerse 
en  guardia  contra  la  tendencia  exagerada  del  entendimiento  hu- 
mano á  la  unidad:  la  naturaleza  es  muy  rica  y  varia  en  sus  leyes  y 
procedimientos;  y  sin  admiUr  la  teoría  darwiniana  de  la  selecciou 
natural,  consecuencia  de  la  lucha  por  la  existencia;  sin  hacer  al 
hombre  descendiente  del  chimpasé  ó  el  gorila,  despreciando  como 
contrarias  á  la  verdad  y  á  la  dignidad  de  la  raza  humana  todas  las 
doctrinas  del  antiguo  y  moderno  materialismo,  debemos  reconocer 
y  confesar  que  hay  en  el  reino  animal  varias  especies  en  que  el 
amor  es  más  durable  y  muy  intensa  la  pasión  de  los  celos,  lo  cual 
no  quiere  decir  de  modo  alguno  que  no  haya  un  abismo  insondable 
y  una  barrera  imposible  de  saltar  entre  el  instinto  de  los  brutos 
más  privilegiados,  por  admirable  que  parezca,  y  el  pensamiento,  la 
palabra  y  la  conciencia  moral,  que  son  nuestros  atributos  distinti- 
vos, lo  que  hace  de  nosotros  una  especie  aparte  y  única,  los  eslabo* 
nes  de  la  cadena  que  nos  une  al  cielo,  los  altos  dones  por  los  que 
dice  la  Biblia  que  el  hombre  fué  formado  á  imagen  y  semejanza  de 
Dios.  Por  esto,  y  sin  mencionar  los  curiosos  fenómenos  que  ofrecen 
los  amores  de  la  perdiz  y  otros  animales,  excitando  la  admiración 
del  cazador  y  del  naturalista,  decia  yo  en  mi  opúsculo  sobre  la  fa* 
milia:  «El  caballo,  por  ejemplo,  ya  se  enamora  i  veus  determina- 
damente de  una  hembra,  distinguiéndola  de  todas  y  guardando  cui*- 
dadosamente  su  memoria.  No  es  que  no  le  agraden  las  demás,  pero 
hace  lo  que  el  sultán  en  su  harem ,  que  tiene  una  preferida,  aunque 
todas  las  esclavas  le  sirvan  para  sus  placeres.  Más  castas  las  palo- 
mas, son  el  tipo  de  la  fidelidad  conyugal:  revueltas  en  un  mismo 
alojamiento,  se  parean  y  casan,  sin  confundirse  nunca;  el  macho, 
siempre  amante  y  celoso,  persigue  á  la  hembra  por  doquiera,  la  de^ 
fiende,  sostiene  duelo  á  muerte  con  el  rival  que  se  la  disputa  y  cas- 
tiga en  ella,  inexorable,  cualquier  rasgo  de  coquetería,  el  •  menor 
asomo  de  liviandad.  T  no  es  esto  sólo»  sino  que,  en  llegando  á  ser 
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padre,  comparte  con  la  hembra  el  cuidado  y  crianza  de  los  hijos, 
de  tal  modo  qae,  mientras  la  madre  va  en  busca  de  su  alimento,  él 
los  ceba  y  se  echa  en  el  nido  para  prestarles  calor,  cobijándoles 
bajo  sus  alas.  Ni  se  crea  que  esta  cariñosa  unión  se  rompe  porque 
los  pequeñuelos,  ya  criados,  echen  á  volar;  intes  bien  ios  padres 
siguen  cohabitando  cada  vez  más  enamorados,  y,  apenas  se  siente 
fecundada  la  hembra,  vuelven  á  recoger  con  sus  tiernas  garras  el 
esparto  ó  el  cánamo  para  fabricar  de  nuevo  el  nido.  ¿Qué  extrañóos 
que  hombre,  ser  racional,  ser  moral,  ser  libre,  ser  sociable,  haga 
lo  que  la  paloma,  que  se  una  como  ella  permanentemente  á  una 
mujer,  á  quien  ame  con  frenesí,  por  quien  sienta  el  acicate  de  los 
punzantes  celos,  y  que,  orgulloso  de  poseerla,  la  defienda  contra 
todo  género  de  agresiones,  y  desafie  y  mate  á  quien  intente  robarle 
un  amor  en  el  cual  cifra  sus  esperanzas  y  sus  alegrías,  que  ha  sido 
en  los  albores  de  su  juventud  su  más  dulce  ilusión,  el  sueno  dorado 
de  su  vida?  ¿Qué  extraño  es  que,  como  en  la  paloma,  los  frutos 
benditos  de  esa  unión  aviven  en  el  hombre  el  entusiasmo  h&cia  su 
amada  y  despierten  en  él  el  sentimiento  misterioso  de  la  paterni* 
dad,  y  que  así  como  aquella  fabrica  el  nido,  y  da  calor,  y  ceba  y 
cria  á  sus  hijuelos,  él  construya  la  cabana  que  preserve  del  frío, 
del  calor  y  de  las  tempestades  á  los  seres  que  son  fruto  de  sus  amo- 
res, y  que  los  alimente  y  eduque,  sintiéndose  orgulloso  de  verse 
reproducido?  ¡\h!  ¿De  qué  sirven  y  para  qué  son  el  pensamiento, 
la  palabra  y  los  afectos  si  no  valen  lo  que  el  instinto  admirable  de 
la  paloma,  que  no  piensa,  que  no  habla  y  que  no  ha  sido  criada  por 
Dios  para  cumplir  los  grandes  deslinos  de  la  humanidad?  La  palo- 
ma no  cuenta  con  el  cariño  y  la  gratitud  de  sus  hijos,  mientras  que 
el  hombre  sabe  que  los  suyos,  juntamente  con  su  esposa,  le  han  de 
cuidar  en  sus  enfermedades  y  en  su  decrepitud,  que  han  de  dar 
sepultura  á  su  cadáver,  que  han  de  derramar  ardientes  lágrimas  al- 
rededor de  su  lecho  de  muerte  y  colocar  ramos  de  siemprevivas 
sobre  su  tumba.  La  paloma  no  tiene  un  apellido  que  ilustrar,  ni  su 
vista  se  extiende  más  allá  del  horizonte  estrecho  de  sus  sensacio- 
nes. £1  hombre,  en  cambio,  siente  el  deseo  de  perpetuarse,  y  codi- 
cia para  sí  y  para  los  suyos  el  honor  y  la  estimación  de  sus  seme- 
jantes, y  aspira  á  dejar  un  recuerdo  en  la  historia,  porque  la  nada 
le  causa  horror,  y  porque  hierve  en  su  mente  la  idea  de  la  eterni- 
dad. La  paloma  no  sabe  que  hay  Dios,  y  el  hombre,  que  tiene  la 
conciencia  de  que  la  tierrat  el  sol,  los  planetas  y  los  innumerables 
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astros  que  pueblan  el  espacio  no  han  salido  de  sus  manos,  se  eleva 
con  el  pensamiento  hasta  el  Criador,  y  le  teme  y  le  adora;  y  si  en 
los  dias  serenos,  empajado  por  sus  pasiones,  le  niega  soberbio  y  t^ 
blasfemo,  en  los  momentos  de  aflicción  ó  de  desgracia,  cuando  ruge 
la  tormenta,  y  estalla  el  trueno,  y  el  relámpago  ilumina  las  crestas 
de  las  montanas,  se  prosterna  ante  Él  y  se  consagra,  arrepentido,  á 
la  oración.  La  paloma  ignora  la  existencia  de  la  ley  moral,  mien- 
tras que  el  hombre  está  dotado  del  sentimiento  y  de  la  idea  de  lo 
justo  y  de  lo  injusto,  y  sabe  que  hay  deberes  y  derechos,  que  los 
tiene  él,  que  los  tiene  su  mujer,  qne  los  tienen  sus  hijos,  que  los 
tienen  sus  semejantes,  y  que  sólo  el  que  los  cumple  todos  puede 
esperar  tranquilo  el  fallo  inapenaUe  de  la  justicia  infalible  de  Dios, 
porque  si  la  paloma  pasa  y  muere,  el  espíritu  del  hombre  es  in- 
mortal.» 

Estoy  también  sustancialmente  conforme  con  las  apreciaciones 
históricas  que  sobre  el  carácter  religioso  del  matrimonio  y  la  faci- 
lidad del  divorcio  en  los  pueblos  de  la  antigüedad  contiene  el  dis- 
curso á  que  contesto.  Ha  de  serme,  sin  embargo,  permitido  aclarar 
algunos  puntos  interesantes.  Es  frecuente  en  los  jurisconsultos,  por 
efecto  de  esa  misma  tendencia  que  ya  he  señalado  en  el  espíritu 
humano  hacia  la  unidad,  modelar  todas  las  legislaciones  ante/iores 
á  la  venida  de  Jesucristo  y  la  invasión  de  los  germanos  sobre  el 
tipo  de  la  de  Roma;  como  si  el  mundo  antiguo  estuviera  todo  él 
encerrado  dentro  de  los  muros  de  esta  ciudad,  justamente  orgullosa 
porque  ha  tenido  el  privilegio  de  realizar  y  aun  exceder  el  sueno 
de  Cario- Magno  y  Napoleón  I,  poniendo  á  sus  pies  y  sometiendo  á 
su  imperio,  materialmente  antes  del  Cristianismo  y  moralmente 
después,  á  las  diversas  naciones  del  universo. 

T,  sin  embargo,  es  lo  cierto  que  la  familia  romana  es,  de  todas 
las  de  la  antigüedad,  la  que  menos  se  parece  á  la  familia  moderna. 
En  la  misma  India,  que  forma  por  su  extensión  casi  un  mundo 
aparte,  y  que  ha  vivido  como  petrificada  durante  más  de  tres  mil 
anos,  resistiendo  la  acción  del  tiempo,  la  ley  del  progreso  humano 
y  el  contacto  de  varias  civilizaciones,  merced  á  la  organización  que 
acertó  á  darla  el  genio  poderoso  de  Manií,  la  familia  no  es,  como 
en  Boma,  una  combinación  artificial  que  descanse  sobre  la  idea  del 
poder  absoluto  del  jefe  y  el  lazo  de  la  agnación,  sino  una  agrupa- 
ción natural,  fundada  sobre  el  matrimonio  y  los  vínculos  de  la  san- 
gre, por  más  que  sus  fines  sean  sobrehumanos,  hasta  el  punto  de 
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haberla  organizado»  no  en  provecho  de  loo  vivos  y  para  la  criaoaa 
y.  educación  de  los  hijos,  sino  ea  fiívor  de  los  niuertOB  y  para  que 
las  almas  de  ios  asceadientea,  libres  de  Io&  dolores  del  iofierno,  gra* 
cias  al  gacrificio  mensual  del  Sradha»  gocen  de  elerna  ventura  en 
la  mansión  celeste.  Aunque  para  lograr  estos  fines  religiosos  y  so« 
hreoaturales,  que  bacian  de  la  familia  india  una  de  los  más  fuertes 
pilares  sobre  que  se  apoyaba  la,omnipotencia  de  los  brahmanes,  de 
aquellos  orgullosos  sacerdotes»  «creadores  del  fuego,  que  todo  lo 
devora,  y  del  Océano  y  la  Luna,  y  sin  cuyas  mágicas  oblaciones  no 
existirían  perpetuamente  el  mundo  ni  los  mismoa  dioses»,  Mana 
autorizara  algún  acto  inmoral  y  repugnante,  como,  por  ejemplo,  la 
introducción  en  los  matrimonios  infecundos  del  hermano  del  marido 
en  el  lecho  de  la  esposa,  para  lograr  un  hijo  varón  que  pudiera  ce* 
lebrar  el  sacrificio  funerario,  no  se  negará  que,  fuera  de  estas  con** 
tadas  desviaciones,  el  legislador  sigui6  por  punto  geaeri^I  la  voz  de 
la  naturaleza  y  la  razón.  Asi  se  ve  que  I09  bijos  y  la  nimier  no  eran 
esclavos  del  padre  y  del  marido,  sino  que  gozaban,  dentro  del  hol- 
gar, de  la  consideración  que  revelan  estos  bellísimos  slocas  del  Jía- 
nava-Dharma-Satíra: 

«Sólo  es  hombre  perfecto  el  que  se  compone  de  tres  personas 
reunidas ,  su  mujer,  él  mismo  y  su  hijo. » 

«Por  ua  hijo  gana  el  hombre  los  mundos  celestes ;  por  un  nieto 
gana  la  inmortalidad ;  por  un  biznieto  se  eleva  á  la  mansión  del 
sol.» 

«£1  hijo  ha  sido  llamado  por  el  mismo  Brahma  salvador  del  in- 
fierno, á  causa  de  que  libra  á  su  padre  de  la  mansión  infernal.» 

«Guardarse  mutua  fidelidad  hasta  la  muerte:  tal  es,  en  sama» 
el  deber  principal  de  la  mujqr  y  del  marido.» 

«Que  la  mujer ,  después  de  haber  perdido  á  su  esposo,  no  pro- 
nuncie jamás  el  nombre  de  otro^  hombre. » 

Se  ven,  pues,  consagrados  el  cariño  de  los  hijos,  la  unidad  y 
perpetuidad  del  vínculo  del  matrimonio  y  la  fidelidad  conyuga);  y 
en  Guantp  á  la  consideración  de  la  mujer,  por  si  no  bastan  las  ante<- 
rióles  citas ,  permitidme  que  os  recuerde  otro  sioca  y  una  sublime 
máxima  ó  proverbio  indio:  «Do  quiera  que  las  mujeres  son  respeta- 
das ,  las  divinidades  están  satisfechas ;  eutmdo  no  se  las  respeta, 
son  estériles  los  actos  de  piedad. » 

«No  hieras  ni  aun  con  una  flor  á  la  mujer  culpable  de  cien 
fiUta$,>» 
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Comparad  los  anteriores  textos  de  un  sentimiento  tan  esquisito 
y  tierno  con  este  otro  de  ia  ley  de  las  Doce  tablas,  que  es  la  consa- 
gración del  despotismo  más  formidable  que  dentro  del  hogar  han 
conocido  los  siglos :  Paterfamliasi  uti  legasset  super  pecunia  tuté- 
late sucB  rei  Ua  ju$  e$to. 

T  sobre  todo,  ved  el  contraste  que  forma  la  prohibición  impues- 
ta por  Manú  á  la  mujer  de  repudiar  en  ningún  caso  á  su  marido, — 
y  no  la  obligación  de  que  cuando  este  moría  se  arrojara  ella  á  la 
hoguera ,  que  tal  aserto  no  es  mas  que  una  fábula ,  sin  fundamento 
en  el  Código  indio  ni  en  la  historia,— pero  si  la  invitación  de  que 
viviese  en  casta  y  perpetua  viudez,  con  el  derecho  absoluto  de  la 
matrona  romana  de  enviar  á  su  capricho  al  marido  el  acta  de  repu- 
dio con  estas  desdeñosas  palabras:  «Ten  lo  qoe  te  pertenece:»  Tua 
re$  tibi  habeto ;  derecho  de  que  abusó  tanlo  en  la  época  de  la  cor- 
rupción y  decadencia  de  Roma,  que  era  ya  proverbial  la  frase  de 
que  las  mujeres  contaban  el  número  de  sus  maridos  por  el  de  los 
cónsules. 

Y,  por  último,  recordad  que  mientras  en  la  India  el  matrimonio 
es  el  único  fundamento  de  la  famila,  en  Roma ,  para  tener  dere- 
chos familiares ,  era  preciso  ser  agnado  ó  siquiera  pertenecer  á  la 
gens,  no  dándose  importancia  alguna  á  la  cognación ,  que  es  el  pa- 
rentesco natural ;  y  lo  que  todavia  es  más  anómalo  y  extraordina- 
rio ,  el  matrimonio  por  sí  sólo  no  hacia  entrar  á  la  mujer  en  la  fa- 
milia del  marido  y  de  sus  hijos,  sino  que  antes  bien  permanecía  de 
todo  punto  extraña  á  la  misma  y  sin  vínculo  alguno  jurídico  con  sus 
propias  criaturas ,  mientras  no  se  sometía  al  poder  de  su  marido 
{manus)  por  medio  de  la  solemnidad  etrusca  y  sacerdotal  de  la  cora- 
farreaeian,  por  la  ceremonia  plebeya  de  la  coempíio,  ó  por  el  usus^ 
ó  sea  la  posesión  de  un  ano ,  durante  el  que  la  mujer  no  hubiera 
dormido  tres  noches  consecutivas  fuera  del  domicilio  conyugal. 

De  la  India  pasad  á  Atenas,  donde  no  existe  el  régimen  de  cas- 
tas 9  lo  cual  no  impide  que  la  esclavitud  sea  una  institución  más 
general  y  de  más  hondas  raíces  que  en  el  Indostan ;  y  ese  pueblo 
hospitalario ,  expansivo ,  artidta,  y  tan  mundano  que  convierte  en 
divinidades  las  buenas  y  las  malas  pasiones ,  aunque  tolera  el  con- 
cubinato y  da  al  marido  la  libérrima  facultad  de  repudiar  á  su  mu- 
jer, con  tal  que  la  restituyera  la  dote  y  proveyera  á  su  subsisten- 
cia, Y  autoriza  á  la  esposa  para  provocar  ante  el  Areonte  el  juicio 
de  divorcio  por  causas  justificadas ,  al  cabo  no  reconoce  otra  base 
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de  la  familia  que  el  matrimonio,  proclamando  esta  saludable  máxi- 
ma: Un  solo  marido^  una  sola  mujer, 

Pero  donde  principalmente  resaltan  las  direrencias  que  en  esta 
materia  existen  en  Boma  y  otros  pueblos  de  la  antigüedad  es  en 
Egipto  y  en  Judea,  cuna,  ¿  mis  ojos,  de  la  familia  moderna. 

La  nación  de  los  Faraones  se  distingue,  más  aun  que  por  sus 
monumentos  gigantescos ,  más  que  por  las  pirámides  de  Gizeh ,  la 
sala  de  Karnac  ó  el  Serapeum  de  Memphis,  por  su  admirable  legis- 
lación familiar,  y  singularmente  por  la  consideración  qne  tributaba 
á  la  mujer.  Lejos  de  ser  esta  la  esclava  de  su  marido ,  si  hemos  de 
creer  en  el  testimonio  dé  los  historiadores  antiguos ;  era  ella  quien 
ejercía  la  autoridad  en  la  familia  ;  lo  cual  no  impedia  que  la  ley 
castigara  severamente  á  la  adúltera,  mandando  qne  se  la  cortase  la 
nariz  para  privarla  de  sus  atractivos,  ya  que  los  habia  empleado 
en  la  seducción. 

Y  aunque  nos  resistiéramos  á  dar  asenso  á  esa  usurpación  del 
poder  y  la  dignidad  del  marido— hecho  que  no  puede  esclarecerse 
por  la  lamentable  desaparición  del  Código  egipcio  ó  de  los  volúme- 
nes de  Hermes — como  siempre  quedan  en  pié  el  testimonio  de  Dio- 
doro  de  Sicilia  y  Herodoto,  y  sobre  todo  la  autoridad  indisputable 
de  la  Biblia,  habremos  forzosamente  de  convenir  en  el  respeto  de 
los  egipcios  al  vinculo  matrimonial;  en  que  nada  hay  que  indique 
que  ninguno  de  los  cónyuges  tuviera  la  facultad  de  repudiar  al  otro, 
ni  que  la  ley  permitiera  entre  ellos  el  divorcio;  en  la  moderación 
del  poder  paterno;  y  por  último,  en  que  si  la  mujer  no  era  superior 
á  su  marido,  por  lo  menos  estaba  á  su  nivel,  tenia  la  dirección  de 
los  asuntos  domésticos  y  ocupaba  una  alia  posición  en  el  interior  del 
hogar:  todo  lo  cual  se  acerca  mucho  á  las  ideas  y  costumbres  de  la 
Europa  moderna,  y  dista  inmensamente  del  absolutismo  y  omnipo- 
tencia del  Pater-familias  en  Boma,  armado  derderecho  de  vida  y 
muerte  contra  la  mujer,  los  hijos  y  los  esclavos  que  estaban  en  su 
poder,  y  de  quienes  pedia  disponer  á  su  arbitrio,  porque,  conside- 
rados como  cosas  y  no  como  personas,  perdían  respecto  de  él  hasta 
su  condición  de  seres  humanos. 

Cuenta,  señores,  que,  al  expresarme  «si,  me  limito  á  comparar 
una  legislación  con  otra  y  deducir  sus  consecuencias  lógicas.  Barto 
sé,  por  lo  demás,  que  la  naturaleza  es  superior  á  las  leyes  y  se  so- 
brepone á  las  combinaciones  violentas  y  artificiales.  Así  es  como  se 
explica  que  los  romanos  usaran  con  moderación  de  su  poder  omní- 
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modo;  que  á  pesar  de  las  facilidades  de  la  ley,  como  el  mattimoDio 
es  perpetuo  por  su  esencia»  no  mencione  la  historia  un  sólo  divorcio 
durante  quinientos  anos;  y  que  más  tarde,  en  medio  de  la  corrup- 
ción de  las  costumbres,  fuesen  las  matronas  las  que  cambiaran  de 
maridos,  casi  como  en  los  tiempos  presentes  mudan  de  traje  bajo 
el  tornadizo  imperio  de  la  moda. 

Conste  de  todas  suertes,  que  no  tiene  aplicación  á  Egipto  lo  que 
en  generala  afirma  de  la  legislación  de  los  pueblos  de  la  antigtie- 
dad,  por  el  afán  de  modelarlos  á  todos  sobre  el  tipo  romano.  Conste 
asimismo  que  la  esclavitud  es  independiente  del  régimen  de  castas, 
porque  vemos  arraigada  aquella  odiosa  institución  en  Atenas,  pue- 
blo esencialmente  democrático,  y  apenas  si  existe  en  la  India,  no 
aplicándose  tampoco  en  Egipto  más  que  á  los  extranjeros,  y  aun  á 
éstos  con  extremada  dulzura,  á  pesar  de  existir  las  clases  de  los 
sacerdotes,  guerreros,  pastores,  artesanos  y  labradores,  separadas 
por  barreras  casi  insuperables. 

£1  cuadro  de  la  familia  moderna,  que  empezó  á  dibujarse  en 
el  valle  del  Nilo,  toma  color  y  entonación  bajo  la  mano  de  Moisés, 
que  fué  quien  preparó  la  reforma  salvadora  del  Cristianismo.  En 
.la  historia  del  pueblo  hebreo  es  menester  no  confundir  la  sensua- 
lidad  de  las  pasiones  orientales  con  la  pureza  de  la  ley  de!  Sinai.  £1 
génesis  de  la  mujer,  formada  de  la  costilla  de  su  marido,  como  para 
indicarle  que  es  parte  de  su  ser  y  que  debe  tratarla  como  á  cariño- 
sa compañera,  por  más  que  esté  obligada  al  respeto  y  la  sumisión; 
la  vida  de  Adán  y  Eva  en  el  Paraíso;  el  ejemplo  de  Moisés  y  de 
Abraham,  que  se  contentaron  con  una  sola  esposa,  y  este  precepto, 
del  Decálogo:  «No  codiciarás  la  mujer  del  prójimo,»  son  otros  tan- 
tos testimonios  elocuentes  de  la  unidad  y  perpetuidad  del  vinculo 
conyugal.  Hay,  sobre  todo,  un  texto  que  demuestra  concluyente- 
mente  la  filiación  mosaica,  que  no  romana,  de  la  familia  moderna, 
y  es  aquel  en  que,  después  de  haber  trasformado  Dios  en  mujer  á 
la  costilla,  habérsela  llevado  á  Adán  y  haber  exclamado  éste:  «Es 
hueso  de  mis  huesos  y  carne  de  mi  carne,»  dice  el  Profeta:  Qua- 
mobrem^  relinquet  homo  patrem  $uum  et  matrem^  et  adherebit  uxori 
siMS,  eí  ei'unt  dúo  in  carne  una.  «Por  lo  cual  dejará  el  hombre  á  su 
padre  y  á  su  madre  y  se  unirá  á  su  mujer,  y  serán  dos  en  una  car- 
ne.» ¿Qué  otra  cosa  hizo  Jesucristo  que  repetir  ese  texto  y  desen- 
volver lógicamente  sus  consecuencias ,  cuando  preguntado  por  los 
fariseos  sí  era  licito  al  hombre  repudiar  á  su  mujer,  contestó:  Jam 
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hacen  distiogoirse  del  resto  de  la  creacioo  y  elevarse  basta  la  con- 
templacioD  del  Supremo  Hacedor. 

Y  aunque  prescindierais— que  no  podeis-Hle  la  naturaleza  pri- 
vilegiada del  hombre,  para  fijaros  tan  sólo  en  sa  organismo,  en  el 
vaso  de  barro  que  aprisiona  su  espíritu»  todavía  su  desarrollo  es 
tan  lento  y  perezoso  que,  según  las  relaciones  de  los  viajeros,  un 
salvaje  no  puede  sostener  á  una  launilia  hasta  llegar  próximamente 
á  los  ci^arenta  anos  de  edad» 

Seria,  sin  embargo,  irracional  é  impío  modelar  los  derechos  y 
deberes  del  hombre  por  el  patrón  de  la  barbarie,  negando  el  pro- 
greso humano,  que  es  una  ley  de  nuestra  naturaleza.  £n  el  seno  de 
la  civilización  se  multiplican  nuestras  necesidades  físicas,  intelec- 
tuales y  morales,  así  como  los  medios  de  satisfacerlas.  Al  niño, 
que  no  tiene  ciertamente  la  culpa  de  haber  nacido»  le  asiste  el  de- 
recho de  que  los  que  le  han  puesto  en  el  mundo  cuiden  de  la  pleni- 
tud de  su  ser.  No  basta  que  la  madre  cumpla  con  el  deber  de  la 
lactancia,  y  que  además  le  ensene  á  hablar  y  4  andar;  es  menester 
que  ella  y  el  padre  eduquen  su  corazón,  cultiven  su  inteligencia, 
ilustren  y  fortifiquen  su  conciencia  moral»  dirijan  el  desenvolvi- 
miento de  la  idea  y  del  sentimiento  religiosos,  que  están  en  ¿I  como 
en  germen,  y  le  preparen  para  una  posición  en  la  sociedad,  análo- 
go ó  superior  á  la  suya,  á  fin  de  que  lleve. dignamente  y  con  honra 
el  nombre  que  hereda.  Es  insensato  luchar  contra  la  unidad  y  soli- 
daridad de  la  familia:  la  ciencia  moderna  ha  puesto  de  relieve  un 
hecho  que  todos  hemos  tenido  ocasión  de  observar:  se  heredan  las 
enfermedades;  se  heredan  las  aptitudes  intelectuales  y  morales, 
aunque  saltando  á  veces  una  ó  más  generacione&  ¿Cómo,  por  tam* 
to,  no  han  de  heredarse  el  nombre,  la  honra  y  la  fortuna  de  los  as- 
cendientes, que  tal  vez  trasmiten  á  sus  hijos  y  nietos  un  victo  en 
el  organismo  ó  en  la  sangre,  que  les  produce  más  ó  menos  pronto 
la  inutilidad,  la  locura  ó  la  muerte? 

Considerar,  por  consiguiente,  el  divorcio  sólo  con  relación  á  los 
cónyuges,  equivale  á  olvidar  que  el  matrimonio  es  esencialmente, 
y  ante  todo,  la  bcue  de  una  nueva  familia.  Lo-  que  menos  importa, 
al  desatarse  el  vínculo  matrimonial,  es  la  desigual  situación  de  los 
contrayentes,  nacida  de  la  diferencia  de  condiciones  de  uno  y  otro 
sexo:  hay  otros  seres  desvalidos,  cuyos  derechos  son  más  respeta- 
bles y  sagrados,  y  que,  á  causa  de  su  misma  debilidad  y  de  no  te- 
ner responsabilidad  alguna  en  los  desórdenes  matrimoniales,  mere- 
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censer  defemUdos  y  escudados  por  la  paternal  solicitud  del  legis- 
lador. 

No  t>asta,  por  taoto,  retratar  con  hábil  pincel  los  agudos  dolores 
de  lar  esposa,  lanzada  del  hogar,  viendo  usurpado  su  lecho  nupcial 
por  una  rival  afortunada,  no  pudiendo  ya  fundar  la  esperanza  de 
una  reconciliación  en  el  recuerdo  de  sus  pasados  amores,  perdido 
ya  el  misterioso  encanto  de  la  virginidad  y  del  pudor «  y  tal  vez 
también  las  gracias  de  la  juventud  y  el  atractivo  de  la  belleza,  por 
haber  llegado  al  cénit  de  la  vida.  Por  interesante  que  sea  en  el 
coadro  la  figura  de  esta  mujer,  atormentada  por  los  celos  y  vivien- 
do en  angustiosa  soledad  cuando  más  necesitaba  del  companero 
elegido  por  su  corazón  para  que  la  ayudara  en  su  vejez  y  compar- 
tiera con  ella  la  dicha  ó  el  infortunio,  son  harto  más  dignos  de  lás- 
tima y  excitan  mayores  simpatías  los  seres  nacidos  de  esa  unión, 
rota  sin  derecho  por  la  concupiscencia  ú  otras  pasiones  igualmente 
abominables.  Lo  que  los  partidarios  del  divorcio  tendrían  que  de- 
mostrar y  DO  demuestran  es  que,  al  desatarse  el  lazo  conyugal  y 
contraer  nuevas  uniones,  no  faltan  los  cónyuges  á  los  deberes  que 
contrajeron  con  sus  hijos,  quebrantando  la  unidad  y  solidaridad  de 
la  familia  á  que  dio  origen  su  matrimonio.  Es  en  vano  que  para  ase- 
gurar el  alimento  y  educación  de  estas  desventuradas  criaturas  to- 
men las  leyes  éstas  ó  las  otras  precauciones,  porque  el  ejemplo  de 
los  padres  en  la  mejor  enseñanza  de  los  hijos,  cuya  conciencia  no 
puede  menos  de  pervertir  el  espectáculo  inmoral  y  repugnante  de 
esa  promiscuidad  de  familias,  que  les  arrebata  el  monopolio  del  ca- 
rino, de  la  posición  social  y  de  la  fortuna  de  los  que  les  dieron  el 
ser,  ahogando  en  su  corazón  la  ternura  filial  y  excitando  en  ¿I,  en 
cambio,  la  sensualidad,  el  egoísmo,  la  codicia  y  el  odio  á  los  her- 
manos que  no  son  de  doble  vínculo. 

Para  M.  Tissot  y  los  escritores  de  su  escuela,  el  matrimonio 
descansa  en  el  amor^  y  si  éste  se  desvanece  y  los  cónyuges  no  son 
bastante  discretos  para  reemplazarle  por  una  tierna  amistad,  y  á 
uno  y  otro  sentimiento  suceden  el  disgusto,  la  aversión  y  ha^ta  el 
odio,  les  parece  un  acto  de  tiranía  y  de  barbarie  el  mantenimiento 
del  lazo  conyugal.  No  desconocen  que  los  fines  del  matrimonio  exi- 
gen imperiosamente  su  perpetuidad  é  indisolubilidad,  antes  bien 
confiesan  que  estas  dos  condiciones  son  esenciales  para  la  dicha  y 
el  perfeccionamiento  del  género  humano;  pero  á  sus  ojos  basta,  que 
se  cumplan  en  la  unioíi  hideterminada  del  hombre  y  la  mujer,  sin 
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que  por  eslo^eje  de  romperse  cf  lazo  en  la  unión  detef*mlnaia  de 
tal  hombre  y  tal  majer,  porqae  si  el  contrato  de  matrimooio  impli- 
ca alguna  obligación  recíproca  entre  los  esposos,  es  á  calidad  de 
que  dure  el  sentimiento  que  la  ha  engendrado,  y  sin  el  cual  no  se 
concibe  la  fidelidad  en  el  cumplimiento  de  los  compromisos  con- 
traídos. 

Veis  aquí,  señores,  por  de  pronto  el  atesó  de  la  abstraccioü; 
porque  si  el  víncnlo  conyugal  es  por  su  esencia  indisoluble,  claro 
es  que  esta  condición  debe  aplicarse,  no  al  matriinonio  dbüvaeló, 
sino  al  matrimonio  red, 

Pero  esto  es  lo  de  menos;  lo  más  grave  es  que  intente  fundarse 
la  unión  del  hombre  y  la  mujer,  el  acto  más  importante  de  la  vida 
civil  por  la  multitud  de  derechos  y  obligaciones  que  engendra,  so- 
bre la  arena  movediza  del  sentmtento,  esto  es,  sobre  lo  más  con- 
tingente y  mudable  que  hay  en  la  naturaleza  del  hombre,  en  Tez 
de  cimentarlo  sobre  la  roca  de  granito  del  d^ber  y  del  derecho;  co 
jno  si  ningnn^  institución  jurtdiea,  pero  mocho  menos  la  del  matri- 
monio, pudiera  sustraerse  al  imperio  de  la  ley  moral.  Si  renunciáis 
á  esta  base  indestructible  y  ponéis  en  su  lugar  el  sentimiejiio,  ven- 
drá mañana  otro  escritor  que  con  igual  título  reemplazará  el  senti- 
miento con  la  sensación;  porque  ¿qué  privilegio  tiene  aquel  sobre 
ésta?  Y  así,  de  etapa  en  etapa,  empujados  por  la  corriente  de  las 
pasiones  y  sin  que  en  el  orden  lógico  haya  dique  alguno  que  pueda 
deteneros,  llegareis  al  amor-libre,  cínicamente  proclamado  por  la 
Commune  de  París  y  las  escuelas  socialistas. 

El  sentimentalismo  de  los  escritores  honrados  es  la  mayor  cala- 
midad de  las  naciones.  Dad  al  hombre  la  esperanza  de  romper  la 
cadena  que  le  une  á  su  mujer,  y  veréis  cómo  la  vá  Itmando  dia  por 
dia  hasta  desasirse  de  ella  para  entregarse  k  los  delirios  de  una 
nueva  pasión  en  los  brazos  de  su  cómplice.  Inútiles  serán  {as  pre- 
cauciones de  la  ley  contra  la  sensualidad  y  la  concupiscencia: 
mientras  dejéis  una  puerta  de  salida,  siquiera  la  entornéis,  y  aun- 
que echéis  llaves  y  cerrojos,  acabarán  las  pasiones  por  forzarla, 
gastando  en  esta  obra  de  iniquidad  la  energía  y  perseverancia  que 
ei  hombre  está  obligado  á  emplear  en  el  cumplimiento  de  sus  altí- 
simos debp.res  de  esposo  y  padre.  Los  desórdenes  matrimoniales  son 
las  más  veces  imputables  á  ios  cónyuges,  y  justo  es,  en  tal  supues* 
to,  que  eipien  su  pecado;  pero  aun  Suponiéndoles  etentos  de  toda 
colpa,  antes  y  después  de  celebrado  el  matrimonio,  no  creo  que  la 
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viudez  temporal  sea  un  martirio  tan  insoportable  ó  nn  sacrificio  Can 
superior  á  las  fnencas  humanas,  que  no  haya  el  derecho  de  exigirle 
en  bien  de*  la  socieda(|  j  de  los  hijos  inocentes. 

Hay  en  esta  materia  un  error  fundamental,  en  el  que  caen  has- 
ta los  escritores  católicos  cuando  consideran  e)  matrimonio  bajo  el 
doble  aspecto  de  sacramento  y  de  contrato.  Aun  fuera  del  Grístia- 
niimo,  que  es  sin  duda  el  que  mejor  ha  definido  y  más  ha  realzado 
la  unión  del  hombre  y  la  mujer,  proclamando  que  lo  que  Dios  ha 
atado  nadie  más  que  él  lo  puede  desatar,  en  el  orden  meramente 
racional  y  científico,  no  es  dado  desconocer  el  carácter  perpetuo  é 
irrevocable  y  la  naturaleza  religiosa  de  esa  institución  sacratísima, 
fuente  de  nuevos  seres  morales  y  firme  cimiento  de  las  sociedades 
humanas. 

Que  el  matrimonio  exige  el  consentimiento  de  los  que  van  á  ce- 
lebrarlo, ^quién  lo  duda.^  Pero  son  muchos  los  actos  de  la  vida  que 
requieren  el  concurso  simultáneo  ó  sucesivo  de  dos  ó  más  volunta* 
des,  y  que,  sin  embargo,  no  constituyen  una  convención.  Si  el  ma- 
trimonio es  un  contrato,  ¿por  qué  las  leyes  autorizan  á  celebrarle 
á  los  que  no  han  llegado  á  la  mayor  edad?  ¿Por  qué  niega  á  los  me- 
nores el  beneficio  de  la  restitución?  ¿Por  qué  establece»  á  falta  de 
padres,  una  junta  de  familia  que  delibere  sobre  el  enlace  proyecta- 
do? ¿Por  qué  no  permite,  ni  aun  á  los  que  han  llegado  á  la  edad 
madura,  que  se  casen  sin  pedir  consejo  á  sus  padres  y  sus  abuelos? 
¿Por  qué,  en  fin,  no  tolera  que  se  rescinda  ó  disuelva  por  el  mutuo 
disenso  de  los  contrayentes?  ¿Por  qué  hasta  los  partidarios  del  di- 
vorcio niegan  á  éstos  la  absoluta  libertad  de  desligarse,  exigiendo 
para  su  definitiva  separación  la  preexistencia  de  causas  graves  y 
muy  justificadas  que  señalan  taxativamente?  Rebajar  el  matrimonio 
i  la  simple  categoría  de  un  contrato,  es  hacer  depender  de  los  pac- 
tos que  establezcan  dos  niños  de  doce  y  catorce  anos,  de  sus  velei- 
dades y  pasiones  durante  su  borrascosa  juventud ,  del  egoísmo,  el 
tedio,  los  cálculos  y  hasta  las  debilidades  de  la  edad  madura  y  la 
vejez,  la  suerte  de  los  seres  racionales  que  nazcan  de  esa  unión, 
y  la  moral  pública,  las  costumbres  y,  por  lo  tanto,  el  destino  de  la 
nación  entera,  que  duende  en  primer  término  de  la  organización 
dé  la  familia,  del  mantenimiento  de  su  unidad  y  de  la  santidad  del 
hogar  doméstico. 

Por  esto  decía  yo  en  mi  Opúsculo  sobre  la  fiímilia :  «  Sólo  los 
espíritus  superficiales  pueden  ver  un  simple  contrato  en  un  acto 
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tan  Irascendeotal  y  durable»  que  no  solo  decide  de  la  vida  de  los 
esposos,  sino  también  del  destino  de  otros  seres,  y  que  está  ioti* 
mámenle  ligado  á  la  existencia  misma  de  la  sociedad. 

»Si  es  un  mero  contrato,  ¿por  qué  no  se  rescinde,  anula  y  di- 
suelve por  el  mutuo  disenso  de  ambas  partes  contratantes?  ¡Cosa 
extraña!  Nos  resistimos  á  aplicar  al  derecho  el  criterio  que  nos 
sirve  para  construir  las  demás  ciencias.  Examinando  los  vegetales 
y  los  animales,  si  observamos  que  las  cualidades  de  los  unos  no 
convienen  sino  en  parte  con  las  de  los  otros,  los  clasificamos  en  es- 
pecies y  aun  en  reinos  diferentes.  A.bora  bien,  ¿no  es  de  esencia  en 
las  convenciones  humanas  que  las  cosas  se  deshagan  por  el  mismo 
procedimiento  que  se  han  hecho?  ¿No  es  ley  en  los  contratos  la  vo- 
luntad de  los  contrayentes? 

»T,  sin  embargo,  la  naturaleza  misma  del  matrimonio  exige  que, 
una  vez  contraido,  no  pueda  disolverse  por  la  voluntad  de  los  cón- 
yuges. ¿Por  qué?  Porque  lo  impiden  de  consuno  la  protección  que 
la  ley  debe  á  la  mujer  á  causa  de  su  debilidad,  ó,  lo  que  es  lo  mis- 
mo, la  desigualdad  de  condiciones  entre  las  partes  contratantes,  el 
derecfio  de  los  hijos,  que  no  han  concurrido  al  acto  matrimonial,  y 
el  interés  de  la  sociedad,  que,  sin  la  permanencia  de  las  familias, 
no  podría  realizar  sus  destinos.» 

Y  después  de  hacer  resaltar  la  indisolubilidad  del  vinculo,  aun 
considerado  sólo  respecto  de  los  cónyuges,  anadia:  «¡Y  los  hijos! 
Existen  en  virtud  de  un  acto  al  cual  no  concurrieron.  ¿Se  quiere 
luego  deshacer  ese  acto  sin  contar  con  su  voluntad?  ¿Qué  culpa  tie- 
nen ellos  de  haber  nacido?  Deber  es  de  quien  les  dio  la  existencia 
conservársela;  y  puesto  que  á  mis  de  seres  físicos,  son  seres  inteli- 
gentes y  libres,  derecho  tienen  á  que  el  autor  de  sus  días  eduque 
su  razón  y  dirija  su  voluntad  por  el  camino  del  bien ,  hasta  que, 
llegados  á  la  madurez  de  su  desarrollo  físico,  intelectual  y  moral, 
se  basten  á  sí  mismos. 

»E1  interés  de  la  sociedad  es  evidente,  pues  no  es  ésta  otra  cosa 
que  una  agregación  de  familias,  organizadas  y  dirigidas  por  un  po- 
der común  para  la  obtención  del  fin  social,  que  consiste  en  el  cum- 
plimiento de  todos  los  deberes  y  en  la  realización  armónica  de  to- 
dos los  derechos,  que  emanan  de  la  ley  moral,  y  se  fundan  en  la 
naturaleza  del  hombre  y  su  destino.  La  sociedad  no  podría  cumplir 
su  fin  sin  la  subsistencia  de  la  familia,  'en  cuyo  seno  se  forma  y 
desenvuelve  la  personalidad  humana. 
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«Resultay  pue$,  que  si  se  autoriza  la  disolucioo  del  matrimoaio 
por  el  mutuo  disenso  de  los  cónyuges,  ni  el  consentimiento  pres- 
tado por  la  mujer  seria  las  más  veces  la  expresión  fiel  de  su  libre 
voluntad,  ni  concurrirían  á  este  acto  tan  grave  y  trascendental  los 
principales  interesados  en  él,  que  son  los  hijos  y  la  sociedad.  El 
nuevo  contrato  que  tuviese  por  objeto  dejar  sin  efecto  el  primero, 
se  celebraría  sin  el  consentimiento  de  aquellos  á  quienes  más  espe- 
cialmente afectan  sus  consecuencias,  ó,  lo  que  es  lo  mismo,  de  los 
que  teniendo  en  el  pacto  un  %nteré$  evidente,  no  pueden  menos  de 
ser  parte  legUima  en  él,  conforme  á  los  principios  más  triviales  del 
derecho.  De  donde  se  deduce  que,  si  se  ha  calificado  de  contrato 
el  matrimonio,  es  sólo  por  la  necesidad  que  hay  de  que  los  esposos 
consientan  en  él  al  tiempo  de  celebrarle;  pero  esto,  que  no  me 
atrevo  á  llamar  un  accidente,  por  no  incurrir  en  las  mismas  exage- 
raciones que  combato,  dista  mucho  de  abarcar  en  toda  su  extensión 
la  sustancia  del  acto. 

«Hagamos,  que  ya  es  tiempo,  plena  justicia  al  instinto  de  los 
pueblos,  que  cuando  se  distingue  por  su  consistencia  y  universali- 
dad es,  en  efecto,  la  voz  de  Dios,  6  sea  la  revelación  de  la  verdad 
eterna.  Los  pueblos  han  invocado  siempre  la  protección  divina  so* 
bre  los  que  se  casan,  solemnizando  el  matrimonio  con  ritos  y  cere-^ 
monias  que  indican  su  naturaleza  religiosa.  ¿T  cómo  no  ha  de  par- 
ticipar de  ella  .un  acto  que  es,  para  el  hombre,  el  acontecimiento 
más  grave  de  su  vida?  Dos  seres  van  á  unirse  indisoluble  y  perpe- 
tuamente para  dar  la  existencia  á  otros  seres,  que  han  de  continuar 
en  el  mundo  su  personalidad.  Lo  de  menos  es  compartir  el  lecho; 
es  que  se  comparten  todos  los  afectos;  es  que  se  comparten  la  abun- 
dancia y  la  escasez,  la  ventura  y  la  desgracia,  la  alegría  y  las 
amarguras,  el  honor  y  la  vergüenza;  es  que  el  marido  dá  su  nom- 
bre á  la  mujer  para  que  le  hereden  los  hijos,  siendo  de  tal  modo 
una  y  solidaria  la  familia  que  los  actos  de  los  unos  trascienden  á 
los  o^ros,  hasta  el  punto  de  que,  si  la  fortuna  y  la  pobreza,  la  di- 
cha y  el  pesar  acaban  con  la  vida,  en  cambio  la  gloría  ó  la  deshonra 
pasan,  sin  disiparse,  por  cima  de  la  tumba.  ¿Qué  mucho,  pues,  que 
vayamos  al  matrimonio  invocando  la  protección  del  Cielo,  y  como 
quien  cumple  ún  precepto  divino,  ó  como  quien  entra  en  la  casa 
del  Señor  para  hacer  un  voto  perpétuol  ¿Vale  menos,  por  ventura, 
que  el  consagrar  un  hombre  toda  su  vida  á  la  penitencia  y  los 
ayunos,  el  unirse  indisolublemente  á  una  mujer  y  á  los  seres  que 
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aazcao  de  esta  ai^ioii,  y  echar  sobre  si  las  cargas,  ios  penosos  de- 
beres y  la  abramadora  responsabilidad  del  jefe  de  familia?  To  no 
conozco  nada  más  digno  que  esto  del  recogimiento  y  la  oración.» 
Felicitémonos,  señores,  de  que  venga  á  sentarse  entre  nosotros 
un  insigne  jurisconsulto,  que  ha  dedicado  gran  parte  de  so  vida  á 
ensenar  y  difundir  estas  sanas  ideas ,  cuya  propaganda  es  más  ne- 
cesaria que  nunca  hoy,  que  las  escuelas  socialistas,  comprendiendo 
el  lazo  indisoluble  que  une  á  hptvpiedadmümdualeonlafamüia^ 
dirigen  contra  ésta  su  terrible  ariete,  excitando  los  apelitos  de  la 
multitud  y  explotando  su  miseria.  Hay  que  mantener  á  todo  trance 
la  indisolubilidad  del  matrimonio;  porque,  sobre  exigirlo  así  la  na- 
turaleza de  esta  santa  institución  ,  en  el  estado  á  que  ha  llegado  la 
sociedad,  y  siendo  tan  fácil  á  la  hipocresía  de  las  pasiones  simular 
la  incompatibilidad  de  caracteres  y  las  demás  cansas  de  separación» 
escribir  en  las  leyes  la  facultad  del  divorcio,  seria  como  levantar  la 
única  compuerta  que  impide  todavía  el  desbordamiento  de  las  ma- 
las pasiones ,  y  con  la  dispersión  de  las  familias,  renovar  la  época 
de  la  decadencia  del  imperio  romano ,  que  sucumbió  al  fin  por  la 
corrupción  de  sus  costumbres  y  bajo  el  peso  de  sus  crímenes.— Hk 
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«Artículo  23.  Cuando  afgano  reuniere  dos  ó  mas  modos  de 
vivir  de  los  designados  en  el  artículo  anterior,  se  compularán  los 
rendimientos  de  todos  ellos,  y  no  podrá  otorgarse  la  defensa  por 
pobre,  si,  reunido^,  excedieren  de  las  cuotas  señaladas  en  el  mis- 
mo artículo. 

Artículo  24.  ;  Cuando  litigasen  unidos  varios  que  individual- 
mente tuviesen  derecho  á  ser  defendidos  por  pobres,  se  les  habili- 
tará cómo  tales,  aun  cuando  los  productos  reunidos  de  los  modos 
de  vivir  de  todos  ellos  excedieren  de  las  cuotas  que  quedan  se- 
ñaladas.» 

El  primero  de  estos  artículos  concuerda  con  eH83  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil.  Sólo  ligeras  variantes  de  redacción  los  dife- 
rencian. Pero  esas  pequeñas  modiíicaciones  en  nada  han  allera- 
do  su  esencia  ni  su  contenido.  Uno  y  otro  obedecen  al  mismo  princi- 
pio, que  es  el  de  no  conceder  la  habilitación  como  pobres  á  los 
que,  reuniendo  dos  ó  más  modos  de  vivir  de  los  designados  para 
tener  derecho  á  los  beneficios  de  la  pobreza,  obtengan  rendimien- 
tos mayores  que  los  fijados  para  dispensarles  esos  beneficios.  Lo 
más  notable  que  hallamos  al  compararlos  consiste  en  haber  sus- 
tituido la  palahra  tipo$,  empleada  en  el  citado  artículo  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  con  la  de  cuotas  que  ha  sido  preferida 
en  la  redacción  del  que  nos  estamos  ocupando.  La  razón  de  esta 
variante  no  podrá  hallarse  seguramente  en  que  la  última  palabra 
sea  más  propia  que  aquella  para  expresar  el  pensamiento  del  legis- 
lador, ni  es  fácil  dar  explicación  satisfactoria  de  los  motivos  que 
hayan  contribuido  á  dar  preferencia  á  la  una  y  no  á  la  otra,  lo  cual 
nos  hace  sospechar  que  el  móvil  á  que  ha  obedecido  esta  sustitu- 


(I)    Véanse  las  págt.  88  4el  tomo  XLV,  H I  y  203  del  tomo  XLVI  de 
esta  RxviSTA. 
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cion  ha  sido  tao  sólo  el  de  no  copiar  literalmeote  ei  indicado  artícu- 
lo de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Hemos  dicho  que  no  es  más 
propia  la  palabra  cuotas  que  la  de  tipos,  y  con  efecto,  no  es  necesa- 
rio hacer  grandes  razonamientos  para  demostrarlo.  Cnota  equivale 
á  parte  ó  porción:  quola  pars;  y  tipo  vale  tanto  como  decir  mtíie  ó 
ó  ejemplar.  Ninguna  de  las  dos  palabras  precisa  bien  la  idea  que 
ha  querido  expresarse;  pero  si  alguna  se  acerca  más  á  ella  es  indu- 
dablemente la  de  tipos,  porque  en  términos  generales  tipos  y  no 
otra  cosa  vienen  á  ser  los  rendimientos  fijados  por  la  ley  para  cal- 
cular conrorme  á  esta  ó  á  la  otra  base  la  riqueza  ó  pobreza  de  nn 
individuo.  La  palabra  cuotas  parece  que  expresa  iroa  idea  más  con  - 
creta  y  que  con  propiedad  sólo  podria  aplicarse  á  las  partes  ó  por- 
ciones con  que  uno  contribuye  al  sostenimiento  de  las  cargas  gene- 
rales del  Estado  por  el  ejercicio  de  una  industria,  profesión  ó  co- 
mercio. En  vista  de  esto  creemos,  que  la  preferencia  dada  en  la  re- 
dacción de  este  artículo  á  la  palabra  cuotas  no  ha  obedecido  á 
razones  atendibles,  y  que  más  bien  pueden  aducirse  en  contra  de 
esa  variante  consideraciones  de  cierto  género  para  demostrar  la 
conveniencia  de  haber  aceptado  la  palabra  tipos  empleada  en  la  ley 
de  Epjuícianiiento  civil.  Mas  no  por  eso  juzgamos  que  esta  última 
sea  la  única  aceptable,  antes  por  el  contrario,  creemos  que  ambas 
pudieron  utilizarse  para  que  la  redacción  fuera  más  correcta  y  má« 
propia.  En  vez  de  decir  que  no  podrá  otorgarse  la  defensa  por  po- 
bre al  que  reúna  dos  ó  más  modos  de  vivir  de  los  designados  en  el 
artículo  anterior,  si  reunidos  excedieren  los  rendimientos  de  las  cuo- 
tas señaladas  en  el  mismo  articulo,  debió  decirse  si  excedieren  de 
los  tipos  fijados  en  los  números  1.*,  2.*  y  3.*  ó  de  las  cuotas  contri 
butivas  que  se  establecen  en  la  escala  del  núm.  4.*  del  indicado  ar-  . 
tículo.  Con  esto  la  redacción  del  artículo  hubiera  ganado  mucho  eii  ' 
precisión  y  propiedad,  aunque  no  desaparecería  la  dificultad  que  pa- 
ra hacer  la  acumulación  de  rendimientos  existe  en  el  caso  de  tener 
que  calcular  los  productos  obtenidos  según  los  casos  1.*,  2.*  y  3.*  en 
combinación  con  el  4.*  Esta  operación  tiene  que  ser  necesariamente 
complicada,  y  bueno  hubiera  sido  facilitar  el  modo  de  hacer  esc  cal 
culo,  dando  una  base  fija  en  la  ley  para  practicarlo  conrorme  á  ella. 
En  nuestro  entender  esto  no  hubiera  sido  difícil,  dado  que  las  cuo- 
tas fijadas  por  el  núm.  4.*  presuponen  una  utilidad  igual  al  doble 
jornal  del  bracero  en  ei  pueblo  cabeza  del  partido  judicial  corres- 
pondiente al  <}omicilio  del  que  solicite  ser  habilitado  como  pobre,  y 


CONSIDERACIONES  S<»RB  LA  LEY  PROV.  DE  ENJ.  GRIM .  49 

que  partiendo  ya  de  este  supuesto  no  era  neoesarío  más  que  haber 
coasignado  en  el  mismo  artículo,  que  cuando  hubiera  que  acumu- 
lar los  tipos  fijados  en  los  tres  primeros  números  con  las  cuotas  es- 
tablecidas en  el  cuarto,  éstas  se  considerarían  como  equivalentes  á 
mis  ó  menos  del  jornal  del  bracero,  según  que  excediesen  ó  no  lle- 
garen á  la  mitad  de  las  mismas.  Pero  tal  y  como  se  halla  redacta- 
do, las  dificultades  para  hacer  esa  acumulación  de  rendimientos 
tienen  que  ser  grandes,  y -confiado  al  criterio  judicial  este  extremo 
habrá  una  diversidad  de  apreciaciones  nada  conveniente  para  sen* 
ti^r  una  práctica  general  y  uniforme.  Muchos  serán  los  casos  en  que 
se  dicten  fallos  contradictorios  debido  á  esa  falta  de  base  para  cal* 
cular  el  importe  de  los  rendimientos  obtenidos  por  las  personas  que 
reúnan  dos  ó  más  de  esos  modos  de  vivir,  y  aun  coando  somos  par- 
tidarios del  sistema  que  concede  al  criterio  judicial  la  mayor  latitud 
posible,  sin  embargo,  no  desconocemos  la  coayoniencia  de  que  se 
establezcan  en  las  leyes  ciertas  bases  reguladoras  del  mismo  y  enca- 
minadas tan  sólo  á  evitar  que  la  libre  apreciación  judicial:  degene*^ 
re  en  pura  arbitrariedad.  Sin  esas  bases  regutaradoras  es  imposible 
que  se  observe  una  práctica  uniforme. 

Se  dirá  que  esa  uniformidad  se  logra  mediante  la  jurisprudencia 
sentada  por  el  Supremo  Tribunal  de  justicia  que  tiene  la  misión  de 
uniformar  las  prácticas  diferentes  resolviendo  en  casación  y  en  úl- 
timo término  los  negocios,  con  lo  euai  no  es  posible  que  existan 
esas  divergencias  de  apreciación.  Pero  esto  no  es  bastante  para  evi- 
tarlas, y  si  lo  fuera,  siempre  resultaría  que  esas  bases  reguladoras 
son  indispensables,  por  cuya  razón  cuando  no  se  han  coasignado 
en  la  ley,  tiene  que  venir  un  respetable  Tribunal  á  establecerlas. 

Que  no  basta  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia para  dar  la  debida  unidad  á  las  distintas  formas  que  pueden  ob- 
servarse por  los  Jueces  y  Tribunales  al  hacer  la  apreciación  de  si 
el  que  reúna  dos  ó  más  modos  de  vivir  de  lo&  indicados  en  el  ar- 
tículo anterior  debe  ó  no  ser  declarado  pobre,  es  tan  evidente  que 
basta  meditar  un  poco  sobre  ello  para  convencerse  de  la  verdad  de 
este  aserto.  Hallándose  confiada  al  criterio  judicial  la  apreciación 
de  las  pruebas  practicadas  para  demostar  el  estado  de  pobreza  de 
un  individuo  que  reúna  dos  de  esos  modos  de  vivir,  cuando  ocurra 
que  uno  de  ellos  sea  cualquiera  de  los  indicados  en  el  núm.  4.* 
del  articulo  anterior,  los  Tribunales  podrán  calcular  el  importe  de 
los  rendimientos  de  la  profesión,  industria  ó  comercio,  bien  acep* 
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tandó  como  base  reguiadora  la  indicada  por  nosotros  anleriormeitte, 
supoDÍendo  que  las  cuotas  contributivas  que  en  el  mismo  se  estable- 
cen equivalen  al  doble  jornal  del  bracero  y  asignarle  una  utilidad 
proporcionada  á  la  cantidad  con  que  contribuya,  ó  bien  prescindir 
de  esta  forma  de  calcular  los  rendimientos  y  practicar  distintas  ave* 
rignaciones  para  fijar  las  utilidades  reales  y  efectivas,  lo  cnal  desde 
luego  hay  que  considerar  difícil  en  alto  grado.  Pues  bien;  segnn  se 
observe  uno  ú  olro  procedimiento  al  hacer  el  cálculo  de  las  utilida* 
des,  resultarán  éstas  desde  luego  mayores  ó  menores,  toda  vez  que 
la  coDtribucion  industrial  no  tiene  como  base  una  cantidad  líquida 
imponible  y  no  hay  relación  alguna  entre  las  utilidades  y  el  tri- 
buto. 

Por  consiguiente,  en  casos  análogos  ó  iguales  cabe  dictar  fa*- 
llos  contradictorios  debido  á  la  distinta  forma  que  se  observe  al 
apreciar  las  utilidades,  y  si  esa  contradicción  puede  existir  movién- 
dose los  Tribunales  inferiores  dentro  de  su  propia  esfera,  al  Tri- 
bunal Supremo,  que  no  le  es  dado  mezclarse  en  si  aquellos  han 
apreciado  en  mejor  ó  peor  forma  las  pruebas  practicadas  para  acre- 
ditar  la  pobreza,  salvo  el  caso  de  existir  una  infracción  legal  ó  de 
jurisprudencia  admitida  por  los  Tribunales,  tampoco  le  es  posible 
dar  la  debida  unidad  á  esas  discordes  apreciaciones. 

Con  esto  aparece  demostrada  la  conveniencia  de  que  se  hubie- 
ran fijado  las  bases  reguladoras  á  que  debian  atemperarse  los  Jue- 
ces y  Tribunales  al  acumular  los  rendimientos  parciales  de  cada 
uno  de  esos  modos  de  vivir  para  obtener  el  total  de  ellos.  No  ha- 
biéndolas establecido,  continuarán  presentándose  á  cada  momen- 
to casos  difíciles  y  complicados  que  darán  lugar  á  esas  divergen- 
cias que  no  podemos  menos  de  censurar. 

Lo  más  conveniente  es  que  se  admita  desde  luego,  que  las  cuo- 
tas fijadas  en  la  escala  del  núm.  4.*  del  anterior  articulo,  equivalen 
al  doble  jornal  del  bracero,  y  siempre  que  haya  precisión  de  acu- 
mular los  productos  obtenidos  en  esta  forma  con  los  que  se  obten- 
gan de  cualquiera  de  los  modos  de  vivir  comprendidos  en  los  nú- 
meros i.*,  3/  y  3.*  se  calcule  el  rendimiento  de  la  profesión,  indus- 
tria ó  comercio  por  la  cuota  contributiva  que  se  pague  como  igual, 
mayor  ó  menor  del  jornal  de  un  bracero,  según  que  llegue  á  la  mi- 
tad, exceda  de  ella  ó  sea  menos  que  dicha  mitad.  Si  los  modos  de 
vivir  que  reúnen  son  de  los  comprendidos  en  el  repetido  núm.  4.% 
entonces  deben  acumularse  las  cuotas  parciales  y  concederse  6  ne- 
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garse  ia  defensa  por  pobre,  según  que  el  total  que  arrojea  exceda 
ó  no  de  cuota  correspondiente  fijada  en  la  escala.  Conviene  fijarse 
en  que  no  es  necesario  que  la  contribución  se  pague»  sino  que  basta 
que  se  ejerza  una  profesión,  industria  ó  comercio  por  la  que  corres- 
ponda pagar  una  cuota  cualquiera,  para  que  se  aprecie  el  rendi- 
miento de  ese  modo  de  vivir,  aunque  no  se  satisfaga  al  Estado  lo 
que  se  debiera.  Las  defraudaciones  tan  frecuentes  á  la  Hacienda 
pública  no  deben  favorecer  al  defraudador,  y  por  eso  no  se  tiene 
en  cuenta  por  la  ley  la  contribución  que  en  realidad  se  pague,  sino 
la  que  corresponda  pagar.  Muchos  hay  que  no  figuran  en  las  listas 
de  contribuyentes  como  industriales,  y  sin  embargo  ejercen  indus- 
trias sujetas  al  pago  del  impuesto  establecido  para  los  que  se  de- 
dican á  ellas.  A.  éstos  no  debe  dejárseles  de  imputar  los  rendimien- 
tos que  la  ley  supone  qué  obtienen,  por  el  sólo  hecho  de  que'no 
figuren  como  contribuyentes. 

El  segundo  de  los  articules  trascritos,  ó  sea  el  24,  concuerda 
con  el  186  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Én  él  tampoco  se  ha 
hecho  variante  alguna  que  altere  su  contenido.  La  sustitución  de  la 
palabra  tipos  por  la  de  cuotas  ha  tenido  también  lugar  en  este  ar- 
tículo/del  mismo  modo  que  otras  insignificantes  alteraciones  debi- 
'  das,  sin  duda  también,  á  no  haber  querido  copiar  literalmente  el  an- 
tes citado  del  Código  de  procedimiento  civil.  Lo  que  se  ha  alterado 
es  el  lugar  en  que  aparecía  colocado  en  éste,  antepon¡én4olo  al  ar- 
ticulo 25,  que  viene  á  ser  el  184  de  la  mencionada  ley  de  Enjuicia- 
miento civil* 

Esta  alteración  creemos  que  ha  sido  lógica,  debiéndose  á  ella  el 
que  aparezca'  colocado  el  repetido  artículo  en  el  lugar  en  que  de- 
bió figurar  en  esta  última  ley.  Nada  puede  justificar  que  se  pospon- 
ga al  art.  25,  y  la  cuestión  de  método  reclamaba  esta  variante.  Por 
otra  parte,  estos  dos  artículos  se  relacionan  intimamente  y  deben 
aparecer  en  la  ley  colocados  de  manera  que  pueda  advertirse  esa 
relación.  Los  casos  que  en  ellos  se  resuelven,  aunque  distintos,  tie- 
nen cierta  analogía.  El  primero  resuelve,  que  procede  la  acumula- 
ción de  rendimientos,  cuando  una  misma  persona  reúne  dos  ó  más 
modos  de  vivir  de  los  indicados  en  el  art.  22,  para  hacer  el  cálculo 
de  las  utilidades  que  le  reportan,  y  en  vista  del  total  que  arrojen,, 
concederle  ó  negarie  la  defensa  por  pobre.  El  segundo  determina,, 
que,  esa  acumulación  de  productos,  no  puede  hacerse  cuando  litiga- 
ren unidos  varios  que  individualmente  tuvieren  derecho  á  ser  habi- 


8Í  aiVISTA  DS  LEGISLACIÓN» 

litados  como  pobres.  Se  vé  que  por  varías  razones  merece  ser  apro- 
bada esta  alteraciOD. 

Eo  cuanto  al  contenido  de  este  artículo,  nada  tenemos  que  ob* 
servar.  La  circuastaocia  de  tener  que  litigar  unidos  dos  ó  más  suge- 
tos  que  sean  pobres,  no  debe  hacerles  de  peor  condición  que  si  li- 
tigaren separados.  El  beneficio  de  litigar  como  pobre  es  individual, 
y  en  tal  concepto  debe  dispensarse  á  todo  litigante  que  se  baile 
dentro  de  las  prescripciones  legales ,  bien  litigue  sólo  ó  en  uníotí 
con  otro.  Pero  al  propio  tiempo  que  es  individual ,  es  también  per- 
sonalísimo;  y  en  su  virtud ,  se  concede  tan  sólo  al  que  litiga  dere- 
chos propios  y  noá  los  cesionarios,  pendiente  el  litigio,  según  ha 
sido  resuelto  por  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  en.  sentencia  de 
30  de  Setiembre  de  i 864.  Hacemos  esta  indicación,  no  obstante  de 
estar  tratando  de  la  habilitación  como  pobres  para  asuntos  pura- 
mente criminales,  para  que  pueda  comprenderse  mejor-el  espíritu 
de  la  ley.  Los  cesionarios  no  deben  confundirse  con  los  represen- 
tantes legítimos,  los  cuales  aunque  no  liliguen  derechos  propios  se- 
rán considerados  como  pobres  si  lo  son  las  personas  á  quienes  re- 
presentan. Cuando  litigaren  unidos  dos  ó  más,  y  uno  ó  varios  de 
ellos  no  fueran  pobres  en  el  sentido  legal ,  no  hay  para  qué  decir 
que  el  que  no  goc.e  del  concepto  de  pobre ,  tiene  la  obligación  de 
satisfacer  los  derechos,  honorarios,  indemnizaciones  y  costas  proce- 
sales en  su  caso,  conforme  al  art.  20,  reintegrando  el  papel  sellado 
invertido  en  las  actuaciones  practicadas  á  su  instancia,  á  razón  de 
6  reales  por  pliego ,  con  más  el  recargo  del  80  por  100  que  por  ra- 
zón del  impuesto  extraordinario  de  guerra  tiene  en  la  actualidad 
dicho  papel  y  sellos,  según  se  preceptúa  en  el  art.  32*  del  Real  de- 
creto de  12  de  Setiembre  de  1861.  En  las  actuaciones  que  sean  de 
interés  común,  tendrá  también  que  satisfacer  la  parte  que  le  cor- 
responda y  hacer  el  reintegro  equivalente  del  sello  de  ríeos  en  la 
proporción  que  proceda,  siendo  extensivo  el  reintegro  á  todo  lo  ac- 
tuado á  solicitud  de  los  que  litigaren  como  pobres  si  recayese  con- 
denación de  costas  á  parte  solvente,  según  se  dispone  en  el  art.  31 
4el  mencionado  Real  decreto.  Consignamos  esta  doctrina  encami- 
nada á  suplir  el  silencio  que  la  ley  guarda  sobre  el  particular,  por- 
que la  creemos  conforme  con  las  disposiciones  citadas.  En  otro  lu- 
gar tendremos  ocasión  de  volvernos  á  ocupar  principalmente  del 
extremo  que  se  relaciona  con  el  pago  de  costas.  Por  ahora  no  des- 
cendemos á  más  detalles. 
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«Artículo  35.  No  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  á  los  com- 
prendidos en  cualquiera  de  los  casos  expresados  en  el  art.  23,  cuan- 
do á  juicio  del  Juez  ó  Tribunal  que  conociere  de  la  pretensión,  se 
infiera  del  número  de  criados  que  tengan  á  su  servicio,  del  alquiler 
de  la  casa  que  habiten  ó  de  otros  cualesquiera  signos  externos,  que 
tienen  medios  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  eñ  la  cabeza 
del  partido  judicial  de  su  domicilio.» 

Halla  su  precedente  este  articulo  en  el  184  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  con  el  que  concuerda,  habiéndose  alterado  al- 
gún tanto  su  redacción,  aun  cuando  en  la  parte  esencial  están  con- 
testes. Empero  nos  ha  llamado  muy  mucho  la  atención  una  parti- 
cnlaridad  que  advertimos  en  su  contenido/  Al  juzgar  por  lo  que 
en  él  se  dice,  parece  que  los  Jueces  tienen  competencia  para  co- 
nocer de  la  pretensión  de  pobreza  en  ciertos  casos,  toda  vez  que 
deja  á  su  juicio  y  al  de  los  Tribunales  la  facultad  de  negar  la  habi- 
litación como  pobre  á  la  persona  en  quien  concurran  las  circunstan- 
cias que  en  el  mismo  se  consignan,  y  de  las  cuales  deba  deducirse 
que  tiene  medios  de  vivir  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero. 
Hemos  pensado  detenidamente  acerca  de  cuáles  puedan  ser  los  ca- 
sos en  que  un  Juez  deba  conocer  del  incidente  de  pobreza ,  y  no 
hemos  podido  hallarlos.  La  ley  no  los  ha  determinado  tampoco,  y, 
por  el  contrario,  dá  á  entender  en  su  articulado  que  sólo  los  Tribu- 
nales son  competentes  para  conocer  de  esos  incidentes. 

La  ley  orgánica  del  poder  judicial  al  fijar  las  atribuciones  de  los 
Jueces  municipales  en  materia  penal  y  las  de  los,  Jueces  de  instruc- 
ción, nada  dice  sobre  su  competencia  para  conocer  de  los  menciona- 
dos incido.Dtes,  infiriéndose  de  su  silencio  que  no  ha  querido  conferir- 
les atribuciones  para  intervenir  en  este  asunto.  Por  consiguiente, 
necesario  es  suponer,  ó  bien  que  se  ha  cometido  una  ligereza  al  re- 
dactar este  artículo  eji  esa  forma,  ó  que,  de  no  ser  así,  existen  esos 
casos  en  que  los  Jueces  municipales  ó  los  de  instrucción  tienen 
tompetencia  para  conocer  del  incidente  de  pobreza.  En  cuanto  á 
estos  últimos  no  cabe  dudar  que  carecen  de  esa  competencia  como 
veremos  al  ocuparnos  del  siguiente  artículo,  y  si  hacemos  esta  ex- 
clusión necesariamente  ha  tenido  que  referirse  la  ley  á  los  Jueces 
municipales,  dado  que  los  de  primera  instancia  desaparecen  en  el 
nuevo  organismo  judicial.  Mas  las  atribuciones  de  dichos  Jueces 
municipales  en  materia  penal,  según  el  art.  271  de  la  citada  ley  or- 
gánica, se  reducen  exclusivamente  á  conocer  en  primera  instancia 
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de  los  juicios  de  faltas;  instrair  i  preTencion  las  primeras  diligen* 
cías  en  las  causas  criminales  y  desempeñar  las  comisiones  auxilia- 
torias  que  los  Jueces  de  instrucción  y  el  Tribunal  de  partido  les 
confíen.  Ni  una  indicación  se  hace  siquiera  de  la  que  pueda  dedu- 
cirse que  los  Jueces  municipales  tienen  atribuciones  para  conocer 
del  incidente  de  pobreza  que  pudiera  suscitarse  por  un  litigante  que 
acudiera  á  ejercitar  ante  ellos  una  acción  penal  ó  cítíI  emanada  de 
faltas,  de  las  que  tienen  competencia  para  conocer  en  primera  ins- 
tancia» y  lógico  será  el  suponer  que  carecen  de  atribuciones  para 
intervenir  en  una  pretensión  de  esa  Índole.  Aun  es  más;  limitándose 
sus  atribuciones  en  materia  penal  á  conocer  de  esas  infracciones  le- 
ves de  suyo,  y  dado  el  carácter  del  juicio  de  fallas,  cuya  sumaria 
tramitación  apenas  ocasiona  gastos,  nos  parece  que  ni  en  el  espíri- 
tu ni  en  la  letra  de  la  ley  cabe  el  sostener,  que,  si  para  la  celebración 
de  ese  juicio  se  pidiera  la  habilitación  como  pobre,  tuviera  el  Jaez 
municipal  necesariamente  que  dar  curso  á  la  pretensión,  observando 
los  trámites  establecidos  para  estos  incidentes,  que  dicho  sea  de 
paso,  no  pueden  ser  otros  que  los  marcados  para  los  artículos  de 
previo  pronunciamiento  toda  vez  que  no  existen  los  de  excepciones 
i  que  la  ley  se  refiere,  pues  seria  anómalo  que  para  tan  insignifi- 
cantes reclamaciones,  hubiera  que  hacer  una  información,  que  segui- 
da por  todos  sus  trámites,  es  mucho  más  larga  y  complicada  que  el 
asunto  principal.  Por  otra  parte,  para  la  celebración  de  ese  juicio  no 
sólo  no  es  necesario  que  comparezcan  Procurador  y  Abogado  para 
representar  y  defender  á  los  interesados,  sino  que  por  el  contrario 
crecemos  que  ia  asistencia  de  los  últimos  con  el  carácter  de  tales 
Letrados  está  prohibida,  en  especial  en  la  primera  instancia,  según 
los  artículos  856  y  858  de  la  ley  orgánica  del  poder  judicial,  que  en 
nuestro  entender,  lejos  de  haber  derogado  la  prohibición  de  admi- 
tir informes  orales  de  Letrados  en  estos  juicios,  establecida  en  la  re- 
gla 3/  de  la  ley  provisional  reformada  que  se  publicó  para  ia  apli- 
cación del  Código  penal  anterior,  la  ha  conservado.  Nos  fundamos 
al  decir  esto  en  que  por  el  primero  de  dichos  artículos  se  exceptúa 
de  los  pleitos  y  juicios  en  que  deben  ser  representadas  las  partes  por 
Procuradores  y  dirigidas  por  Letrados  los  de  faltas,  y  en  que  por  el 
segundo  esta  excepción  se  eleva  á  verdadera  prohibición  respecto  á 
éstos  al  concretar  la  facultad  de  poder  asistir  unos  ú  otros  con  el 
carácter  de  apoderados  ó  de  hombres  buenos  á  los  actos  de  conci- 
^  liacion  tan  sólo.  La  razón  de  esta  prohibición  la  hallamos  en  que 
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siendo  geomlmente  imperitos  en  derecho  los  Jaeces  municipales, 
los  informes  de  los  Letrados  en  los  juicios  de  faltas  de  que  aquellos 
deben  conocer  en  primera  instancia,  producirian  las  más  de  las  ve* 
ees  el  efecto  de  alucinarles,  y  con  menoscabo  de  la  justicia  se  lo-^ 
graria,  por  ese  medio  en  ciertos  casos,  fallos  injustos  que  no  se  da* 
rán  tan  fácilmente  prohibiendo  esos  informes.  En  vista  de  todo  esto, 
y  mucho  más  que  podríamos  decir,  se  comprende  que  en  los  juicios 
de  faltas  seria  anómalo  admitir  la  información  previa  de  pobreza, 
pues  no  teniendo  las  partes  necesidad  de  valerse  de  Procurador  ni 
de  Abogado,  ni  usar  otro  papel  más  que  el  de  oficio,  sin  perjuicio 
del  reintegro  coando  proceda,  á  nada  vendría  á  conducir  la  declara- 
ción de  pobre.  Se  dirá  que  las  costas  del  juicio  no  consisten  sólo  en 
el  reintegro  del  papel  sellado  sino  también  en  el  pago  de  los  dere- 
chos de  Arancel,  honorarios  de  peritos  é  indemnizaciones  y  gastos 
ocasionados  en  la  instrucción  del  juicio,  y,  por  consiguiente,  que  la 
habilitación  como  pobre  es  indispensable.  Pero  en  contra  de  esto  te- 
nemos que  el  declarado  pobre  no  está  exento  del  pago  de  las  costas 
en  qne  fuere  condenado  si  se  le  encontrasen  bienes  con  que  hacer^ 
las  electivas,  y  por  lo  taoto  aun  cuando  hubiera  obtenido  la  habili- 
tación como  pobre  estaría  obligado  al  pago  de  las  indicadas  costas  si 
se  le  encontraban  bienes  con  que  pagarlas.  Si  por  el  contrario  care^ 
cíese  de  esos  bienes  se  le  declararía  insolvente,  aunque  no  estuviere  , 
considerado  como  pobre,  y  no  empeoraría  su  situación  la  circuns- 
tancia de  nú  hallarse  provisto  de  la  habilitación  oportuna  para  acre- 
ditar su  pobreza. 

De  todo  lo  expuesto  aparece  que  si  en  otros  juicios  es  de  abso- 
luta necesidad  la  declaración  de  pobre  para  que  pueda  litigar  el 
que  carezca  de  bienes  suficientes  para  soportar  los  gastos  del  liti- 
gio, en  ios  de  faltas  no  lo  es,  y  dedúcese  además  de  las  anteriores 
consideraciones  que  ni  los  Jueces  de  instrucción  ni  los  municipales 
tienen  competencia  para  conocer  del  incidente  de  pobreza,  aun 
i'uando  parezca  que  en  el  articulo  de  que  venimos  ocupándonos  se 
le  concede.  En  vista  de  ello  suponemos  que  al  redactarlo  ha  debido 
mediar  algún  descuido  ó  ligera  distracción  ocasionada  por  haber  co- 
piado el  concordante  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  poco  menos  que 
literalmente ,  y  iio  haber  tenido  en  cuenta  la  reforma  importante 
que  en  el  poder  judicial  vinoá  introducir  la  ley  orgánica  del  mis- 
mo y  en  cuya  virtud  han  desaparecido  los  Jueces  de  primera  ins- 
tancia. 
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En  cuanto  al  contenido  del  articulo  poco  tenemos  que  observar. 
Las  prescripciones  del  art.  22  deben  combinarse  .coa  lo  dispuesto 
en  el  presente  para  conceder  ó  negar  los  beneficios  de  la  pobreza 
legal  á  los  que  deseen  obtenerlos.  Si  por  el  conjunto  de  signos  ex- 
teriores que  en  el  mismo  se  expresan  se  infiere  que  el  que  solicita 
la  babilitacion  como  pobre  tiene  medios  superiores  al  doble  jornal 
de  un  bracero,  no  bebe  otorgársele  la  defensa  en  ese  concepto.  El 
que  tiene  varios  criados  ¿  su  servicio;  el  que  paga  un  alquiler  ere* 
cido  por  la  casa  que  habita;  el  que  vive  con  grandes  comodidades  y 
gasta  en  trajes*  ó  en  otras  cosas,  sumas  que  exceden  de  lo  que  pue- 
de calcularse  que  es  dado  gastar  al  que  tiene  sólo  una  utilidad  equi- 
valente al  doble  jornal  de  un  bracero,  no  debe  concedérsele  los  be* 
neficios  de  la  pobreza.  La  ley  seria  injusta  sí  llevara  su  protección 
á  los  que  púbiicaraeote  hacen  alarde  de  las  comodidades  que  dis- 
frutan y  del  desahogo  con  que  viven.  Hay  capitales  de  considera- 
ción que  se  ocultan  con  facilidad,  y  no  seria  justo  que  los  poseedo- 
res de  ellos  fueran  protegidos  por  la  ley  hasta  el  extremo  de  dispen- 
sarles beneficios  que  sólo  el  pobre  y  el  menesteroso  tienen  derecho 
á  demandar.  Ejemplos  se  han  dado  ya  de  personas  opulentas  que 
sin  la  facultad  que  por  este  artículo  se  concede  á  los  Tribunales  de 
resolver  sobre  la  po!)reza  apreciando  esos  signos  exteriores,  hubie- 
ran tenido  que  ser  declarados  pobres  para  litigar  por  el  sólo  hecho 
de  no  poder  hacer  patente  su  riqueza  con  pruebas  de  otro  género 
que  las  emanadas  de  esos  indicios.  Merece  por  lo  tanto  aceptación 
ese  precepto  que  permiteá  los  Tribunales  apreciar  todas  las  cir- 
cunstancias externas  de  las  que  pueda  inferirse  la  verdadera  posi- 
ción de  un  individuo  que  acude  á  los  mismos  en  demanda  de  ser 
habilitado  como  pobre,  para  concederle  ó  negarle  los  beneficios  que 
solicita  según  juzguen  que  es  ó  no  acreedor  ¿  ellos.  Sin  esta  dispo- 
sieion  se  hubieran  cometido  multitud  de  abusos.  Los  Tribunales  ha- 
llan en  ella  los  medios  necesarios  para  repeler  las  pretensiones  in- 
justas sin  que  por  alegar  el  hallarse  comprendido  el  pretendiente  en 
cualquiera  de  los  casos  del  art.  22  tengan  por  precisión  que  acceder 
á  su  infundada  solicitud.  Todas  las  prescripciones  de  dicho  articulo 
se  hallan  sul)or,d ¡nadas  al  que  venimos  comentando.  Asi  se  deduce 
del  contenido  de  éste  y  vienen  i  demostrarlo  multitud  de  senten- 
cias del  Tribuiial  Supremo  de  Justicia,  entre  las  que  se  hallan  la 
de  30  de  Marzo  y  5  de  Oaobre  de  1860,  27  de  Enero  y  25  de  Ju- 
nio de  1862,  22  de  Diciembre  de  1863,  21  de  Enero  de  1864,  y 
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muchas  otras  que  seria  eaojoso  citar.  Couvie&e  tener  esto  muy  eá 
cuenta  al  resolver  sobre  toda  pretensión  de  pobreza. 

«  Artículo  26.  Cuando  la  pretensión  de  pobreza  se  entablare 
antes  de  empezar  el  sumario»  ó  hallándose  este  pendiente  ante  el 
Juez  de  instrucción,  será  competente  para  conocer  de  ella  el  Tri- 
bunal de  partido  á  que  correspondiere  la  circunscripción  de  aquel. 

Si  el  sumario  hubiese  sido  remitido  al  Tribunal  que  hubiese  de 
conocer  de  la  causa,  será  este  el  competente  para  conocer  de  la 
pretensión  de  pobreza  que  se  entablare  después*» 

Tiene  por  principal  objeto  este  articulo  determinar  á  quién 
compete  conocer  de  la  pretensión  de  pobreza  según  se  haga  antes 
de  empezar  el  sumario,  estando  éste  pendiente  ó  cuando  haya  sido 
remitido  al  Tribunal  á  quien  corresponda  conocer  de  la  causa.  En 
los  dos  primeros  casos  corresponde  conocer  de  ella  al  Tribunal  de 
partido  á  que  pertenezca  la  circunscripción  del  Juez  instructor  an- 
te quien  haya  de  incoarse  el  sumario  ó  por  quien  se  esté  ya  ins- 
truyendo. En  el  último,  ósea  cuando  el  sumario  se  hubiese  re- 
mitido al  Tribunal  llamado  á  conocer  de  la  causa,  á  éste  y  no  al 
de  la  circunscripción  del  Juez  instructor,  compete  conocer  de  la 
pretensión  de  pobreza.  Gomo  se  vé,  este  artículo  viene  á  confirmar 
lo  que  antes  hemos  manifestado  respecto  á  la  incompetencia  de  los 
Jueces  de  instrucción  y  municipales  para  conocer  del  incidente  de 
pobreza.  Sólo  los  Tribunales  de  partido,  ó  los  competentes  para  co* 
nocer  de  la  causa,  son  los  llamados  á  intervenir  en  el  conocimiento 
de  ese  incidente  según  la  época  en  que  se  aduzca  la  pretensión. 
Fácil  es  comprender  la  razón  á  que  obedece  este  precepto,  que  no 
halla  su  precedente  como  los  anteriores  en  la  ley  de  Enjuiciamiento 
civil.  Publicada  con  fecha  posterior  á  ésta  la  ley  orgánica  provisio- 
nal del  poder  judicial,  y  hechas  por  ella  notables  alteraciones  en  el 
organismo  de  dicho  poder,  debido  á  las  cuales  han  desaparecido  los 
Jueces  de  primera  instancia,  cayas  atribuciones  radican  según  la 
reforma  hecha  en  los  de  instrucción  y  en  los  Tribunales  de  partido, 
ha  venido  también  como  lógica  consecuencia  á  variarse  la  compe- 
tencia que  para  conocer  de  la  pretensión  de  pobreza  tenian  antes 
los  mencionados  Jueces  de  primera  instancia.  Reducidas  las  atribu- 
ciones de  los  Jueces  de  instrucción  en  lo  criminal  á  ser  meros  ins- 
tructores de  las  sumarias  y  desempeñar  las  comisiones  auxiliatorias 
de  que  habla  el  art.  ili  de  la  ley  orgánica  antes  citada,  se  com- 
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prende  desde  luego  que  no  era  natural  el  confiarles  el  conocimiento 
de  las  demandas  sobre  habilitación  como  pobres,  toda  yes  que  su 
misión  se  reduce  tan  sólo  ¿  instruir,  y  no  á  fallar  las  causas.  Lo  na- 
tural y  lo  lógico  era  encomendar  i  los  Tribunales  competentes  para 
conocer  de  la  causa,  la  resolución  de  esos  incidentes.  Pero  como 
puede  ocurrir  que  la  pretensión  de  pobreza  se  baga  antes  de  haber 
dado  principio  á  la  instrucción  del  sumario  ó  durante  el  tiempo  en 
que  éste  se  esté  instruyendo,  y  se  ignore  en  uno  y  otro  caso  á  qué 
Tribunal  ha  de  corresponder  el  conocimiento  de  la  causa,  la  ley  ha 
resuelto  que  prescindiendo  en  ambos  de  esta  circunstancia  y  para 
que  no  se  prejuzgue  sobre  la  competencia,  conozca  de  ella  el  Trn 
bunal  de  partido  de  la  circunscripción  del  Juez  instructor,  y  que 
cuando  es  conocido  ya  el  competente  para  interrenir  en  la  causa,  y 
á  él  se  haya  remitido  el  sumario,  sea  éste  el  que  conozca  de  dicha 
pretensión,  sí  se  entablare  después  de  hecha  esa  remisión. 

En  el  articulo  que  comentamos  se  han  armonizado  perfecta- 
mente también  dos  circunstancias  muy  atendibles  al  fijar  la  com- 
petencia de  distintos  Tribunales  para  conocer  de  la  pretensión  de 
pobreza.  Estas  dos  circunstancias  son  la  de  que  conozcan  siempre 
que  sea  posible  de  ella  el  Tribunal  que  pueda  reunir  más  antece- 
dentes acerca  de  la  verdadera  situación  del  qM  la  aduzca,  y  la  de 
qtie  cuando  esto  ocasionara  complicaciones  por  ser  aquel  incompe* 
tente  para  conocer  del  asunto  principal,  resuelva  sobre  ella  el  qne 
tenga  competencia  para  conocer  de  éste.  Atendiendo  ¿  la  primera, 
se  ba  encomendado  al  Tribunal  de  partido  de  la  circunscripción  del 
Juez  instructor  el  conocimiento  de  la  pretensión  de  pobreza  en  los 
dos  primeros  casos  de  que  se  hace  mérito  en  el  artículo  que  esta- 
mos examinando ,  y  teniendo  en  cuenta  la  segunda,  se  ha  declara- 
do competente  al  que  lo  sea  para  conocer  de  la  causa  en  el  último 
de  dichos  tres  casos. 

Conviene  advertir  que  nosotros  prescindimos,  al  hacer  eslas 
consideraciones,  de  que  en  la  actualidad  funcionan  los  Jueces  de 
primera  instancia,  y  damos  como  supuesto,  del  mismo  modo  que 
en  la  ley  se  ha  hecho,  que  la  organización  del  poder  judicial  se  ha 
llevado  á  término  en  todas  sus  partes. 

«Artículo  27.  La  sustanciacion  de  la  pretensión  de  pobreza  se 
hará  en  pieza  separada,  acomodándose  á  los  trámites  establecidos 
para  el  artículo  de  excepciones,  y  sin  que  por  razón  de  su  trami- 
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tadon  pueda  dejar  de  principiarse  ó  de  continoarse  la  causa. 

£n  este  incidente,  serán  admisibles  lodos  los  medios  de  prueba 
que  el  Tribunal  considerare  pertinente.» 

Antes  de  ahora  nos  hemos  visto  precisados  á  censurar  ciertos 
descuidos  que  notamos  en  la  ley;  pero  ninguno  tal  vez  merezca  más 
severa  critica  que  el  cometido  al  redactar  este  artículo.  Según 
él,  la  pretensión  de  pobreza  debe  tramitarse  conforme  al  proce- 
dimiento establecido  para  el  artículo  de  excepciones.  Inútil  es  bus- 
car en  la  ley  esa  tramitación  que  no  existe,  y  es  censurable  en 
alto  grado  esta  falta  que  viene  á  poner  en  evidencia,  cuando  menos, 
la  ligereza  con  que  se  ha  procedido  al  promulgarla.  Comprendemos 
que  el  deseo  de  llevar  á  término  la  tan  ansiada  reforma  del  proce- 
dimiento criminal  haya  precipitado  algún  tanto  la  publicación  de  la 
Icy>  y  que  esto  basta  para  disculpar  en  gran  parte  esos  defectos 
que  se  notan  y  que  indudablemente  hubieran  desaparecido  revi- 
sándola antes  de  darla  á  luz  con  el  cuidado  qué  demanda  un  tra- 
bajo tan  importante.  No  se  crea  que  al  señalar  esas  faltas  que  ad- 
vertimos, queremos  privar  á  los  autores  de  la  nueva  ley  de  la  glo- 
ria de  habíer  dado  á  nuestra  patria  un  Código  tan  importante  en 
época  tan  poco  propicia  para  acometer  reformas  de  esta  índole,  que 
como  es  sabido,  necesitan  llevar  impreso  el  sello  de  la  meditación 
para  ser  lo  más  perfectas  posibles,  cosa  que  no  ha  podido  hacerse, 
por  no  permitirlo  las  agitaciones  y  turbulencias  políticas  á  que  he- 
mos venido  entregados  durante  este  período.  Seríamos  ingratos  si 
no  rindiéramos  á  los  autores  de  la  ley  el  merecido  tributo  de  vene- 
ración y  respelo  elogiando  su  obra,  que  aunque  no  tan  perfecta 
como  era  de  desear  por  encontrarse  en  ella  algunos  lunares  llama- 
dos á  desaparecer  cuando  llegue  á  sancionarse  con  carácter  deBni- 
tivo,  será  siempre  un  monumento  legislativo  digno  de  figurar  al 
lado  de  los  mejores  que  poseemos.  No  era  tarea  fácil  acometer  la 
empresa  de  publicar  una  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  en  un 
país  en  donde  los  procedimientos  criminales  se  hallaban  esparcidos 
en  los  Códigos  y  Colecciones  legislativas  publicados  desde  los  tiem- 
pos más  remotos  hasta  nuestros  dias,  y  que  como  pertenecientes  á 
distintas  épocas  y  sistemas,  eran  de  suyo  contradictorios.  Compren- 
diendo esto,  confesamos  ingenuamente  el  mérito  de  tan  importante 
reforma. 

Hacemos  esta  salvedad  para  que  no  se  atribuya  á  nuestras  cen- 
suras un  carácter  que  no  tienen  ni  cabe  darles,  atendiendo  á  los 
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modestos  propósitos  á  que  encaminamos  estos  estadios.  Verdad  es 
que  notamos  algunos  descuidos,  pero  no  lo  es  menos  que  en  su 
conjuDito  es  un  Irabajo  digno  de  los  reputados  jurisconsultos  que  en 
él  tomaron  parte. 

Pero  volvamos  al  examen  de  este  articulo.  Hemos  dicho  que  no 
existe  en  la  ley  trámite  especial  para  el  articulo  ie  excepciones,  al 
que  debia  acomodarse,  según  se  consigna  en  el  precepto  que  veni- 
mos examinando,  la  pretensión  de  pobreza.  En  vista  de  ello,  pre- 
ciso es  suponer  que  el  epígrafe  áque  quiso  referirse  fué  sin  duda  al 
de  los  artículos  de  predio  pronunciamiento  que  figura  en  el  tit.  2.* 
del  libro  2.*,  por  ser  el  único  aplicable  á  esta  clase  de  incidentes. 
Toda  pretensión  de  pobreza  debe  sustanciarse  en  pieza  separada, 
sin  que  obste  su  tramitación  para  principiar  ó  continuar  la  causa. 
H(^Hamo3  más  razonable  esta  determinación  que  lo  ordenado  en  los 
artículos  188  y  189  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  conforme  ¿ 
los  cuajes,  ó  no  se  dá  curso  á  la  demanda  principal  hasta  que  en 
el  incidente  de  pobreza  haya  recaido  ejecutoria  cuando  es  el  actor 
el  que  solicita  ser  defendido  como  pobre,  ó  queda  al  arbitrio  de  éste 
el  continuar  ó  suspender  el  curso  del  pleito  cuando  el  que  aduzca 
la  pretensión  sea  el  demandado.  En  la  parte  criminal  producirían 
gravísimos  perjuicios  esas  dilaciones  y  retrasos  en  la  tramitación 
del  asunto  principal;  y  conociendo  esto ,  se  ha  preceptuado  que  no 
es  obstáculo  para  dar  principio  á  la  causa  ó  continuarla  el  que  se 
solicite  la  habilitación  como  pobre,  bien  sea  por  el  querellante  ó  por 
el  procesado.  El  haber  ordenado  qtíe  se  forme  siempre  pieza  sepa- 
rada para  sustanciar  la  solicitud  de  pobreza,  obedece  á  esa  misma 
circunstancia  y  á  la  no  menos  atendible  de  que  ordinariamente  es 
distinto  el  Tribunal  competente  para  conocer  de  estos  incidentes 
del  Juzgado  instructor  dé  la  causa,  aunque  ocurra  en  muchos  casos 
que  en  el  mismo  Tribunal  en  que  se  haga  la  pretensión  radique  la 
causa. 

La  ley  no  ha  determinado  si  es  preciso  formular  siempre  la  pre- 
tensión de  pobreza  en  escrito  especial  6  si  puede  hacerse  por  medio 
de  un  otrosí.  En  su  silencio  creemos  que  puede  formularse  de  am- 
bas maneras,  y  que  cuando  se  entable  estándose  tramitando  el 
asunto  principal  debe  presentarse  ante  el  Juez  de  instrucción  ó  Tri- 
bunal en  que  se  esté  siguiendo  la  causa  para  que  por  el  primero  se 
expida  testimonio  de  lo  necesario  para  formar  la  pieza  separada  y 
se  remita  después  de  acordada  su  formación  al  Tribunal  competente, 
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Ó  se  decrete  por  el  segundo  el  que  se  tramite  con  arreglo  á  dere- 
cho pasándola  desde  luego  á  los  Decanos  de  los  Colegios  de  Procu- 
radores y  Abogados  para  que  designen  los  que  se  hallen  en  turno 
para  encargarse  de  la  representación  y  defensa  del  solicitante.  En 
estos  incidentes  son  admisibles»  según  este  articulo,  todos  los  me- 
dios de  prueba  que  el  Tribunal  considere  pertinentes. 

En  la  ley  no  se  ha  preceptuado  que  con  la  prueba  que  se  prac- 
tique por  cada  una  de  las  partes  interesadas  en  el  incidente  de  po- 
breza se  forme  pieza  separada,  y  por  lo  tanto  aun  cuando  esto  seria 
conveniente,  no  debe  formarse  con  ellas  piezas  separadas.  Sin  em- 
bargOy  si  resultase  confusión  de  no  hacerlo  creemos  que  no  hay  in- 
conveniente alguno  en  que  se  practiquen  por  separado  para  evitar 
complicaciones.  Esto,  no  obstante,  bueno  hubiera  sido  que  en  la  ley 
se  hubiera  consignado  así,  tanto  más  cuanto  que  la  pretensión  de 
pobreza  no  sólo  debe  tramitarse  con  citación  y  audiencia  del  Minis- 
terio fiscal  siempre»  sino  también  con  el  procesado,  con  el  quere* 
liante  particular  y  con  el  actor  civil  según  los  casos,  lo  cual  puede 
producir  complicaciones  si  no  se  forman  piezas  separadas. 

«Artículo  28.  No  obstante  lo  dispuesto  en  el  artículo  anterior, 
podrá  ser  habilitado  de  pobre,  sin  necesidad  de  previa  justificación, 
el  que  estuviere  de  notoriedad  comprendido  en  alguno  de  los  casos 
del  art.  22,  si  á  ello  no  se  opusieren *el  Ministerio  fiscal  y  la  parte 
con  quien  debiera  sustanciarse  el  incidente.» 

Tan  notorio  y  tan  evidente  puede  ser  el  estado  de  pobreza  de  un 
individuo,  que  .tanto  el  Ministerio  público  como  la  parte  á  quien 
interese  formular  oposición  á  la  solicitud  en  que  pretende  aquel  ser 
habilitado  como  pobre,  crean  innecesario  que  se  practique  jus- 
tificación previa  sobre  esta  circunstancia.  En  este  caso  previene 
este  articulo  que  desde  luego  pueda  ser  habilitado  como  pobre 
el  que  se  encuentre  .en  tan  precaria  situación,  si  á  ello  no  se  opu- 
sieren los  indicados  funcionarios  y  parte  interesada.  Sólo  se'  exige 
una  circunstancia  para  que  asi  pueda  hacerse,  y  es  que  de  notorie- 
dad se  halle  comprendido  en  alguno  de  los  casos  del  art.  22,  es  de- 
cir,  en  los  casos  de  pobreza  legal.  Aplaudimos  esta  determinación 
que  viene  á  economizar  el  que  se  siga  un  expediente  innecesaria- 
mente por  todos  sus  trámites,  pero  no  podemos  menos  de  censu- 
rar como  antes  lo  hemos  hecho,  el  que  se  haya  partido  de  los  casos 
taxativamente  marcados  en  el  art.  22  para  que  ajustándose  á  ellos, 
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tan  sólo,  pueda  concederse  la  habitación  como  pobre  por  notoriedad. 
Hemos  indicado  que  no  hay  razón  alguna  que  justiBque  el  que  se 
confie  á  la  apreciación  judicial  la  facultad  de  prescindir  de  lo  con- 
signado en  ese  artículo  para  negar  la  habilitación  como  pobre  á  una 
persona  que,  no  obstante  de  hallarse  comprendida  en  alguno  de  los 
casos  fijados  en  el  mismo,  dé  á  conocer  por  signos  externos  aprecia- 
bles  que  cuenta  con  medios  superiores  al  doble  jornal  de  un  brace- 
ro y  que  se  niegue  esa  facultad  para  poder  declarar  pobre  al  que 
sin  hallarse  en  ninguno  de  esos  casos  sea,  sin  embargo,  más  pobre 
que  los  comprendidos  en  ellos.  Manifestamos  también  entonces  que 
esto  podía  ocurrir  en  vista  de  haberse  prescindido  por  la  ley,  al  gra- 
duar las  utilidades,  de  ciertos  particulares  muy  importantes  como 
son  el  número  de  personas  que  hubieran  de  alimentarse  del  sueldo 
ó  salario,  y  el  verdadero  rendimiento  que  prescindiendo  de  la  con- 
tribución que  se  satisfaga  ó  deba  satisfacer  obtengan  los  compren- 
didos en  el  núm.  4/  del  art.  '22.  Pues  bien,  ahora  insistimos  en  esas 
mismas  ihdicaciones  que  creemos  merecen  ser  atendidas  por  el  le- 
gislador, y  que  debian  haberse  tenido  en  cuenta  para  que  conforme 
á  ellas  se  hubiera  facultado  á  los  Tribunales  para  conceder  la  habi- 
litación de  pobreza  en  esos  casos,  apreciando  esas  circunstancias  de 
las  que  no  ha  debido  prescindírse,  si  bien  oyendo  al  Ministerio  pú- 
blico y  á  la  parte  interesada,  como  es  consiguiente. 

La  disposición  del  articulo  que  venimos  comentando  es  nueva,  y 
ya  que  esa  novedad  se  ha  hecho  en  la  legislación  concordante  del 
Enjuiciamiento  civil,  y  se  prueba  con  ella  el  pensamiento  de  haber 
querido  mejorar  en  lo  posible  la  relativa  á  la  habilitación  como  po- 
bre para  litigar  en  los  asuntos  criminales,  hubiéramos  visto  con  pla- 
cer que  tanto  la  indicación  que  antes  hacemos,  como  varias  otras 
que  dejamos  expuestas,  se  hubieran  tenido  presentes.  Pero  no  de- 
bemos extendernos  más  en  consideraciones  de  esta  índole  que  tai 
vez  se  juzguen  poco  oportunas  é  impropias  de  este  lugar. 

«Artículo  29.  El  que  entablare  la  pretensión  tendrá  derecho 
á  que  desde  luego  se  le  otorguen  los  beneficios  de  pobreza  legal, 
sin  perjuicio  de  lo  que  definitivamente  se  resuelva. 

ARTÍCULO  30.  Cuando  fuere  el  acusador  quien  promoviere  la 
pretensión,  se  sustanciará  el  incidente  con  citación  y  audiencia  del 
procesado,  si  ya  lo  hubiere,  ó  no  estuviere  en  rebeldía. 

Artículo  31 .    La  pretensión  de  pobreza  entablada  por  el  proce* 
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sado  se  siwtaaciará  con  cítaeioo  y  andiencia  del  querellaole  partí* 
cuiar  y  actor  civil  si  lo  hubiere. 

Artículo  32.    El  MÍDisierio  fiscal  será  parte  en  todos  los  incí- 
deotes  de  pobresa.» 

£1  primero  de  estos  artículos  está  en  armonía  con  lo  dispuesto  en 
el  párrafo  segundo  del  189  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  Pero 
en  este  se  dispone  que  solo  cuando  el  actor  optare  por  la  continua- 
ción del  pleito,  se  forme  pieza  separada  sobre  el  incidente  de  pobre- 
za y  se  suministre  al  que  haya  pedido  la  habilitación  los  beneficios 
dispensados  al  litigante  pobre  por  ,1a  ley,  sin  perjuicio  de  lo  que  en 
definitiva  pueda  resolverse,  en  tanto  que  el  de  la  de  Enjuiciamiento 
criminal,  que  nos  ocupa,  ordena  que  todo  el  que  entablare  la  pre- 
tensión tiene  derecho  á  que  desde  luego  se  le  otorguen  esos  benefi- 
cios sin  perjuicio  también  de  lo  que  definitivamente  se  resuelva.  No 
hay  por  consiguiente  completa  y  exacta  correspondencia  entre  lo 
dispuesto  en  uno  y  otro.  Aunque  en  ambos  preside  la  misma  idea, 
difieren  no  obstante  en  el  alcance  que  se  le  ha  dado  por  cada  cual. 
El  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  relación  con  otras  disposicio- 
nes de  la  misma  se  ha  limitado  á  conceder  en  un  sólo  caso  lo  que  el 
de  la  que  estudiamos  ha  preceptuado  que  es  aplicable  á  todos,  en 
consonancia  también  con  el  espíritu  á  que  obedecen  las  reformas  he- 
chas en  otros  artículos  de  que  ya  nos  hemos  ocupado.  Habiéndose 
ordenado  en  el  art.  27  que  toda  pretensión  de  pobreza  se  sustancie 
en  pieza  separada,  y  que  en  nada  obste  su  tramitación  para  dar  prin- 
cipio ó  continuar  la  causa,  creemos  muy  lógico  y  nalural  lo  preveni- 
do en  este  otro.  La  concesión  de  esos  beneficios  es  provisional  y  en 
nada  perjudica  á  los  interesados  en  contrariar  la  solicitud  de  pobre- 
za, porque  si  en  definitiva  se  niega  la  pretensión  tendrá  que  pagar 
las  costas  conforme  al  art.  35,  pero  sin  que  este  incidente  haya  re- 
trasado ni  influido  en  nada  absolutamente  en  el  curso  del  asunto 
principal,  cosa  que  no  sucede  según  lo  dispuesto  en  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  en  los  casos  en  que,  al  tenor  de  lo  prevenido  en 
ella,  tiene  que  esperarse  el  que  pretenda  la  defensa  por  pobre  á 
que  recaiga  ejecutoria  sobre  la  misma  para  entablar  la  demanda. 
Antes  hemos  dicho  que  podia  ocasionar  graves  perjuicios  en  los 
asuntos  criminales  la  detención  de  la  querella  hasta  que  se  resol- 
viese el  incidente  de  pobreza,  y  debemos  consignar  además  que  la 
suspensión  del  corso  de  la  demanda  en  los  negocios  civiles  es  tam- 
bién muy  perjadicial  para  el  actor.  Prevenido  el  demandado  por  la 
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citación  qae  necesariamente  debe  hacérsele  en  el  incideale  de  po- 
breza, puede  prepararse  con  tiempo,  no  sólo  para  combatir  i  sa  ad- 
versario, sino  también  hasta  para  hacer  infructuosa  la  demanda  en 
ciertos  casos,  y  en  interés  suyo  está  el  poner  siempre  toda  clase  de 
entorpecimientos  á  la  resolución  del  incidente  para  que  aqaeüase  re- 
trase lodo  lo  posible,  aun  valiéndose  de  medios  y  recursos  nada  re- 
comendables. Ás(  es  que  reconociendo  las  ventajas  que  ofrece  la  le- 
gislación de  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal  sobre  la  civil  en  este 
particular,  no  dudamos  en  aceptarla  como  más  preferible.  Los  ar- 
tículos 30  y  51  consignan  que  el  incidente  de  pobreza  debe  suslan* 
ciarse  siempre  con  citación  de  los  interesados  oyendo  al  procesado, 
si  lo  hubiere^  y  no  se  hallara  declarado  en  rebeldía,  cuando  fuere  él 
acusador  el  que  promoviera  la  pretensión,  y  del  querellante  par-- 
ticular  y  actor  civil,  si  existiese,  cuando  el  que  entablare  la  deman- 
da de  habilitación  como  pobre  fuese  el  procesado.  No  puede  dudar- 
se que  á  esas  personas  interesa  contrariar  la  pretensión  de  pobreza 
en  los  casos  en  que  la  ley  dispone  que  sean  citadas  y  oídas,  siendo 
muy  conveniente  que  se  sustancie  con  su  intervención  la  pieza  se- 
parada que  acerca  de  la  misma  se  forme.  Es  innegable  que  el  de- 
clarado pobre  para  litigar,  disfruta  de  ciertos  beneBcios  que  le  co* 
loca  en  posición  muy  favorable  para  sostener  el  litigio  comparati- 
vamente con  el  que  á  sus  espensas  ha  de  defenderse  6  acusarle, 
y  justo  es  que  éste  interverga  en  si  han  de  concedérsele-  ó  no  esos 
beneficios.  A  más  de  esto,  esa  intervención  es  segura  garantía  de 
que  no  se  le  contederá  la  defensa  por  pobre  sino  cuando  en  realidad 
tenga  derecho  á  ella  por  su  estado  de  indigencia.  Si  no  se  hubiera 
dado  esa  participación  á  los  interesados  en  contrariar  la  demanda 
de  pobreza,  serian  de  temer  muchos  abusos  que  sólo  así  pueden  evi- 
tarse. Pero  estas  disposiciones  de  la  ley  de  Enjuiciaiñiento  criminal 
no  son  en  rigor  nuevas,  pues  en  la  civil  hallamos  ya  consagrado  el 
mismo  principio.  El  párrafo  2.*  del  art.  187  de  esa  ükina,  previe- 
ne que  la  justificación  de  pobreza  se  hará  precisamente  con  cita- 
ción de  la  persona  con  quien  se  haya  de  litigar.  Cierto  es,  que  no 
es  lo  mismo  que  la  justificación  tan  solo  sea  la  que  deba  hacerse  en 
esa  forma,  que  el  que  se  sustancie  todo  el  incidente  con  citación  y 
audiencia  de  esa  persona.  Pero  el  art.  194  de  la  misma  ley  no  se 
concreta  ya  á  que  sólo  en  el  periodo  de  prueba  se  citase  y  oyese  á  la 
persona  con  quien  hubiera  de  litigar  el  que  pretendiere  ser  defi^n^ 
dido  como  pobre,  sino  que  previene  que  de  toda  pretensión  para  la 
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defensa  por  pobre  se  dé  traslado  á  esa  persona  ó  al  actor,  si  el  que 
la  entablare  fuese  el  demandado. 

Yernos  que  los  artículos  de  que  nos  estamos  ocupando  tienen  su 
precedente  en  los  citados  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  aun 
cuando  median  entre  ellos  notables  diferencias,  que  haremos  notar 
al  ocuparnos  del  art.  33. 

El  que  no  lo  tiene  es  el  articulo  32,  en  el  qm  se  dispone  que 
el  Ministerio  fiscal  sea  parte  en  todos  los  incidentes  de  pobreza.  En 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  hizo  caso  omiso  de  la  intervención 
de  este  funcionario  en  el  expediente  de  pobreza.  Con  este  motivo, 
reputados  jurisconsultos  creyeron  que,  no  por  omisión  involuntaria 
sino  deliberada,  se  había  prescindido  en  ella  de  dar  al  Ministerio 
público  y  al  administrador  de  Hacienda,  la  participación  que  en  esas 
informaciones  les  concedia  el  art*  626  de  los  aranceles  judiciales  y 
el  41  de  la  Instrucción  sobre  papel  sellado  de  1/  de  Octubre 
de  1851,  y  por  consiguiente,  que  dichas  disposiciones  hablan  sido 
derogadas  en  este  particular  por  el  úhimo  de  los  articules  de  la  ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  que  es  el  1,415.  Pero  por  Real  orden  de  3 
de  Febrero  de  1858  se  dispuso  que  en  los  incidentes  de  pobreza 
debia  darse  audiencia  á  los  promotores  fiscales  en  primera  instan* 
cía  y  á  los  Fiscales  de  S.  M.  en  segunda,  conforme  á  lo  prevenido 
en  la  Instrucción  antes  citada,  que  no  se  bahía  derogado  por  los 
articules  187  y  194  de  dicha  ley  de  Enjuiciamiento.  Reformada 
posteriormente  la  legislación  sobre  el  uso  del  papel  sellado  por  el 
Real  decreto  de  12  de  Setiembre  de  1861  y  publicada  en  10  de 
Noviembre  del  mismo  ano  la  Instrucción  para  llevarlo  á  efecto,  se 
previno  en  el  art.  57  de  ella,  que  en  las  informaciones  ó  juicios  de  po- 
breza se  oyese  á  los  indicados  funcionarios,  como  representantes  de 
la  Hacienda ,  quienes  debian  oponerse  á  la  declaración  de  pobre- 
za en  las  personas  ¿  las  cuales  la  ley  no  conceda  este  benefi- 
cio. Consecuente  el  Tribunal  Supremo  de  Justicia  con  lo  precep- 
tuado en  esas  disposiciones,  ha  considerado  como  motivo  de  ca- 
sación la  falta  de  emplazamiento  ó  citación  de  esos  representantes 
de  la  Hacienda  en  varias  sentencias  que  sobre  este  asunto  ha  dic- 
tado. 

En  tal  estado  ha  venido  á  publicarse  la  ley  de  Enjuiciamiento 
criminal,  y  en  el  articulo  que  nos  ocupa,  determina  que  el  Minis- 
terio fiscal  sea  parte  en  todos  los  incidentes  de  pobreza,  aceptando 
la  jurisprudencia  y  legislación  anterior.  No  creemos  oportuno  en- 
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irtr  en  cMisideraciones  acerca  a  «9  6  BoconTcniciile  qae  estos  fm* 
cíonaríos  iaterveogan  en  esos  incidentes.  Pero  s(  ditemos  que 
aun  caando  reputados  jurisconsultos  han  creído  innecesaria  esa 
intervención,  y  el  pensamiento  de  los  que  formaron  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil  fuera  el  suprimirla  deliberadamente,  sin  em* 
hargo,  no  deja  de  existir  la  razón  poderosa  de  haRarse  interesada 
la  Hacienda  pública  y  el  Gobierno  en  que  no  se  prodiguen  esos  be- 
neficios aminorando  los  ingresos  procedentes  del  uso  del  papel  se* 
liado,  y  justo  es  que  el  Ministerio  fiscal,  como  delegado  de  aquel, 
intervenga  en  la  concesión  de  esos  beneficios. 

Siendo  de  esencia  hoy  tramitar  el  incidente  de  pobreza  con  cita- 
ción y  audiencia  del  Ministerio  fiscal,  debe  dársele  copia  de  la  de* 
manda  en  que  se  pretenda  ser  habilitado  como  tal,  y  de  los  docu- 
mentos que  á  ella  se  acompañen  como  justificativos  de  la  pobreza, 
del  mismo  modo  que  á  los  representantes  de  las  partes  con  quienes 
debe  entenderse  la  tramitación  de  estos  incidentes  al  tenor  del  pár- 
rafo segundo  del  art.  582  de  esta  ley. 

Entregadas  las  copias  de  que  se  hace  mérito  anteriormente. 
Unto  al  Fiscal  como  á  los  representantes  de  las  otras  partes,  deben 
contestar  en  el  término  de  tres  dias,  acompafiando  los  documentos 
en  que  funden  su  oposición,  sí  los  tuvieren  en  su  poder,  6  designar 
en  otro  caso  el  Archivo  ú  oficina  en  que  se  hallaren,  pidiendo  al 
Tribunal  que  los  reclame  á  quien  corresponda,  originales  ó  por 
coropufsa,  según  proceda.  Trascurrido  el  término  de  tres  dias,  el 
Tribunal  estimará  ó  denegará  la  reclamátion  de  documentos  ofre- 
cidos para  oponerse  á  la  habilitación  como  pobre,  según  que  los 
considere  ó  no  necesarios  para  el  fallo  del  incidente.  Si  se  accedie- 
re á  la  reclamación  de  documentos  ó  se  hubiere  de  proceder  á  la 
justificación  del  extremo  de  pobreza  porque  las  partes  con  quienes 
debe  sustanciarse  el  incidente  se  opusieran  á  la  pretensión,  se  reci- 
birá éste  á  prueba  por  el  término  de  ocho  dias  comunes  á  las  par- 
tes,  durante  el  cual,  deben  proponer  y  practicar  cada  una  la  que  le 
convenga.  En  el  auto  en  que  el  incidente  se  reciba  á  pnieba,  el 
Tribunal  mandará  dirigir  las  comunicaciones  convenientes  á  los  Jé- 
fes  ó  encargados  de  los  Archivos  ú  oficinas  en  que  los  documentos 
se  hallaren,  determinando  si  han  de  remitirios  originales  ó  por  com- 
pulsa. Si  tuvieran  que  remitirlos  en  esta  última  forma,  se  advertirá 
ú  las  partes  el  derecho  que  les  asiste  para  personarse  en  el  Archivo 
ú  oficina,  á  fin  de  señalar  la  parte  del  documento  que  hubiese  de 


-  COXSIDlRACIOBÍie  80B1KUI  tBY  l^ROV.  DE  XNi.  CRlll.  67 

coDpolstrse,  ú  do  les  faere  necesaria  la  compulsa  de  todo  él ,  y 
para  presenciar  el  cotejo. 

La  prueba  testifical  se  praciteará  por  inedio  de  iaterrogatorios, 
pues  es  necesario  tener  presente  que  en  este  asunto  se  admiten  to- 
dos los  medios  de  prueba  pertinentes,  segon  el  párrafo  segundo 
del  art.  27  y  que  no  es  aplicable  á  ellos  la  prescripción  del  art.  687. 

Trascurrido  el  término  de  prueba,  señalará  el  Tribunal  inme- 
diatamente dia  para  la  rista,  en  la  que  podrán  informar  lo  que  con- 
Tíniere  á  su  derecho  los  defensores  de  las  partes,  y  éstas  si  lo  pi- 
dieren. 

En  ios  tres  dias  siguientes  al  de  la  vista  debe  dictarse  sentencia 
contra  la  que  no  procede  más  recurso  que  el  de  casación  ante  la 
Sala  segunda  del  Tribunal  Supremo;  Parece  natural  que  en  estos 
juicios  tanto  el  acusador  privado  como  el  Ministerio  fiscal,  el  pro- 
cesado y  el  actor  dvil  puedan  promover  y  sosiener  las  cuestiones 
de  competencia  á  que  dé  lugar  el  conocimiento  de  la  pretensión  de 
pobreía,  haciendo  uso  de  la  declinatoria  ó  de  la.  [inhibitoria  en  el 
tiempo  y  forma  en  que  deba  utilizarse  una  ú  otra  conforme  á  lo  es- 
tablecido en  el  capitulo  IV,  tit.  VII  de  la  ley  provisional  sobre  or- 
ganisacion  del  poder  Judicial,  teniendo  en  cuenta  que  si  se  hiciera 
uso  de  la  deoUnaloria  de  jurisdicción,  el  Tribunal  debe  resolver  con 
preferencia  sobre  ella,  y  estimándola  procedente  debe  mandar  re- 
mitir los  autos  al  que  considere  con  competencia  para  conocer  del 
incidente,  absteoiéodose  de  resolver  sobre  lo  demás  conforme  al  ar- 
ticulo 59(Kde  la  ley  de  Enjuiciamiento  criminal. 

Gomo  no  nos  proponemos  más  que  dar  una  idea  sucinta  de  la 
tramitación  de  este  incidente,  no  desceodemos  á  mayores  detalles, 
creyendo  bastantes  estas  indicaciones  para  que  con  arreglo  á  ellas 
pueda  formarse  juicio  de  la  manera  en  que  debe  sustanciare  la  pre- 
tensión de  pobreza,  dando  como  aceptado  que  debe  seguirse  el  trá- 
mite establecido  para  los  arUeulos  de  ftmo  pronuneiatnitnto^  ya 
que  no  existe  en  la  ley  ninguno  que  lleve  el  epígrafe  á  que  se  re- 
^re  el  art.  37  y  conforme  al  cual  debia  tramitarse  la  pieza  separa- 
da sobre  la  pobreza. 

«AaiicuLO  33.  £1  procesado  á  quien  no  se  hubiese  citado  ni 
oido  en  el  incidente  de  pobreza  del  querellante,  podrá  impugnar  en 
cualquier  estado  de  la  causa  la  habilitación  que  á  favor  de  aquel  se 
hubiese  hecho.» 
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Hemos  indicado  antes  que  tanto  en  esta  ley  eomo  en  la  de  Ba*^ 
jaiciamiento  civil  se  ha  consignado  en  pmeipio  que  toda  preten- 
sión de  pobreza  •  debe  sustanciarse  con  citación  y  audiencia  de 
la  persona  con  quien  se  litigue.  Pero  al  propio  tiempo  manifes- 
tamos que  mediaban  notables  diferencias  entre  lo  preceptuado  en 
el  art.  494  7  párrafo  segundo  del  f  87  de  la  última  y  lo  dispues- 
to en  la  que  venimos  estudiando»  reservándonos  para  esta  ocasión 
el  hacerlas  notar.  Consisten  estas  diferencias  en  que  en  las  dispod* 
ciones  citadas  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  preceptúa  que  la 
pretensión  y  justificación  de  pobre  se  sustancie  dando  traslado  de 
la  primera  y  citando  para  practicar  la  segunda  (l  la  persona  con 
quien  haya  de  litigar  el  solicitante,  en  tanto  que  por  el  art.  3Q  de 
la  de  Enjuiciamiento  criminal  se  prescribe  que  cuando  el  que  pro- 
moviere la  pretensión  fuese  el  acusador,  séio  se  cite  y  dé  audiencia 
al  procesado  si  lo  hubiere  ó  no  estuviere  en  rebeldía,  de  modo  que 
conforme  á  ese  precepto  no  debe  citarse  á  la  persona  con  quien  se 
haya  de  litigar,  que  es  la  que  ha  de  aparecer  como  procesada,  sino 
en  el  caso  de  que  esté  ya  declarada  tal  por  auto  dictado  al  tenor  de! 
art.  280.  De  aquí  el  que  al  entablar  la  pretensión  de  pobreza  para 
asuntos  civiles  antes  de  dar  principio  al  juicio  principal,  sea  nece- 
sario designar  concretamente  la  persona  con  que  se  vá  á  litigar, 
para  que  pueda  dársele  traslado  de  la  solicitud  y  ser  citada  para  la 
justificación,  cosa  que  viene  á  prohibirse  por  el  art.  30  de  la  ley  que 
nos  ocupa.  No  acertamos  á  darnos  explicación  cumplida  de  esta 
prohibición,  á  no  ser  que  haya  querido  evitarse  de  esta  manera  que 
pueda  prevenirse  el  presunto  procesado,  sabiendo  que  se  vá  á  ejer> 
citar  contra  él  una  acción  penal,  y  que  debido  á  esto  se  haya  dis- 
puesto que  no  se  le  cite  ni  conceda  audiencia  en  el  incidente  de 
pobreza.  Pero  no  menos  atendible  que  esta  razón  era  la  de  que  la 
pretensión  de  pobre  se  tramitara  oyendo  ai  que*despues  habia  de 
figurar  como  procesado,  ya  que  en  principio  se  ha  reconocido  que 
debe  ^dársele  audiencia  como  interesado  y  parte  en  ese  juicio.  Mas 
no  se  ha  hecho  así,  y  preciso  es  concretamos  al  examen  del  articulo 
tal  y  como  se  halla  redactado,  sin  detenernos  á  exponer  las  venta- 
jas ó  inconvenientes  que  ofrezca  el  que  se  deje  de  citar  á  la  perso- 
na con  la  que  hubiera  de  litigarse,  como,  siguiendo  distinto  crite- 
rio, se  dispone  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Si  la  persona  que  intenta  entablar  una  querella  desea  ser  habi- 
litada como  pobre,  y  antes  de  incoarla  promueve  la  pretcnsión  de 
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pol^eza  y  obtiene  hs  beoeficios  dispensados  por  la  ley,  pero  sia  que 
haya  sido  citado  ni  oidq  aquel  contra  quien  se  querelle,  puede  ésta 
impugnar  la  declaración  de  pobreza  hecha  á  favor  de  la  primera  en 
cualquier  estado  de  la  causa,  bicu  sea  el  de  sumario  ó  después  de 
terminado  éste,  siempre  que  sea  áotcs  de  recaer  ea  ella  sentencia 
firme. 

A  esto  se  reduce  el  contenido  de  este  articulo,  conforme  al  cual 
aun  el  procesado  que  estuviere  en  rebeldía  puede  impugnar  la  ha- 
bilitación de  probreza  obtenida  por  el  querellaute  cuanda  se  pre- 
sentare ó  fuere  hallado,  ^uo  obstante  de  que  esto  viene  realmente  á 
hacer  retrogradar  el  procedimiento  eu  la  pieza  separada  sobre  la 
pobreza,  que  no  es  más  que  un  incidente  de  la  causa,  cosa 
que  parece  está  en  oposición  con  el  principio  de  que  al  rebelde  debe 
pararle  el  perjuicio  consiguiente  su  falla  de  presentación  dentro  del 
término  que  se  le  marque  en  la  requisitoria.  Pero  la  ley  ha  dis* 
ppesto  lo  que  antes  consonamos  y  preciso  es  atemperarse  á  ella.  Si 
al  procesado  que  estuviere  en  rebeldía  no  puede  citársele  en  la  sus- 
tancíon  de  este  incidente,  conforme  al  art.  30,  usa  de  perfecto  de- 
recho al  impugnar  la  habilitación  de  pobreza  concedida  sin  su  con- 
curso de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  que  nos  ocupa.  Deci- 
mos que  usa  de  perfecto  derecho  atemperándonos  al  texto  legal,  y 
no  eu  manera  alguna  para  dar  á  entender  que  esa  autorización, 
para  impugnar  la  pobreza,  sea  conforme  á  los  principios  que  en 
materia  de  rebeldía  se  observan.  Citado  para  la  causa  creemos  muy 
lógico  que  se  omita  el  citarle  para  una  incidencia  de  ella,  pues  es 
de  presumir  que  no  habiéndose  querido  presentar  en  el  asunto  prin- 
cipal tampoco  ha  de  hacerlo  en  el  secundario,  y  fuera  inútil  repro- 
ducir la  requisitoria.  Pero  también  nos  parece  muy  natural  que  la 
rebeldía  le  perjudicase  en  el  incidente,  tanto  más  cuanto  que  oido 
el  Ministerio  fiscal  en  representación  de  la  Hacienda,  si  algún  per- 
juicio había  de  resultar  de  haber  concedido  al  (querellante  los  be- 
neficios de  la  pobreza  para  litigar  contra  el  procesado  rebelde,  re- 
caeria  tan  sólo  sobre  éste  y  sería  justo  castigo  de  su  conducta.  Acaso 
hubiera  sido  preferible  haber  aceptado  los  preceptos  de  la  ley  do 
Enjuiciamiento  civil,  y  conforme  á  ellos,  se  hubiera  dado  traslado 
de  toda  pretensión  de  pobreza  á  la  persona  contra  quien  se  hubiera 
de  dirigir  la  querella,  y  si  ésta  estuviera  ya  en  rebeldía  se  le  citase 
en  forma  para  la  suslanciacioo  de  este  incidente;  pues  así  no  ha- 
bría necesidad  de  volver  nuevamente  á  conocer  sobre  la  pobreza 
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del  quereHante  ni  safríria  éste  las  molestias  y  pefjuieios  que  le  pue- 
de ocasionar  esa  facultad  tan  implia  que  al  procesado  rebelde  ó 
presente  se  te  concede  para  impugnar  la  habilitación  concedida  i 
aquel  después  de  haber  probado  cumplidamente  su  carácter  de 
pobre. 

«ilüTÍGüLo  34.  El  que  no  hubiese  sido  declarado  pobre  durante 
el  sumario,  á  pesar  de  haberlo  solicitado,  podrá  serio  durante  el 
juicio  oral,  si  justiBcare  que  con  posterioridad  á  su  primera  pre- 
tensión vino  á  parar  á  alguno  de  los  casos  mencionados  en  el  ar- 
tículo 22. 

Lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior  será  aplicable  al  que  para 
seguir  el  recurso  de  casación  pretendiese  ante  el  Tribunal  Supre- 
mo la  declaración  de  pobreza  que  le  hubiere  sido  denegada  durante 
el  curso  de  la  causa.» 

Este  artículo  concuerda  con  los  491  y  i92  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  si  bien  se  advierte  en  ellos  algunas  diferencias 
de  redacción.  El  no  haberse  defendido  como  pobre  en  la  primera 
instancia  fi  en  el  sumario,  no  es  obstáculo  para  poder  solicitar  que 
se  le  habilite  como  tal  en  la  segunda  ó  en  el  juicio  oral  y  público, 
del  mismo  modo  que  tampoco  la  es  el  no  haber  titígado  como 
pobre  en  la  segunda  instancia  ó  durante  dicho  juicio  oral  y  pú- 
blico para  poder  pedir  declaración  de  pobreza  á  fin  de  interponer 
ó  seguir  el  recurso  de  casación.  Esto  es  lo  que  en  los  citados  ar 
ticulos  se  ha  consignado.  Se  ha  querido  conceder  al  pobre,  en  todos 
los  estados  del  juicio  ó  del  proceso,  el  derecho  de  solicitar  que  se 
le  dispensen  los  beneficios  de  la  pobreza  para  no  privarle  de  los 
medios  de  seguir  litigando  por  falta  de  recursos,  y  haber  hecho 
otra  cosa  hubiera  sido  absurdo.  Para  el  caso,  indiferente  es  que  se 
haya  solicitado  y  negado  la  pretensión  en  instancia  anterior,  ó  que 
no  se  le  haya  habilitado  como  pobre  por  no  haberlo  pretendido. 

-El  artículo  que  comentamos  es  muy  explícito  en  este  partícuhir. 
En  él  se  dice  que  el  que  no  hubiese  sido  deblarado  pobre  durante  el 
sumario,  á  pesar  de  haberlo  solicUaio,  podrá  serio  durante  el  juicio 
oral,'  como  podrá  obtener  también  la  oportuna  habilitación  para  se- 
guir el  recurso  de  casación,  aunque  le  hubiere  sido  denegada  ya  en 
el  curso  de  la  causa.  Las  denegaciones  6  declaraciones  de  pobreza 
son  siempre  provisionales  y  no  producen  excepción  de  cosa  juzgada. 
Así  viene  á  deducirse  del  contenido  de  este  artículo  y  los  concor- 
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daBtes  que  dejamos  cítadoa.  Conviene  tener  mnj  presente  esto, 
poes  eono  dice  la  ley  i  pttar  ie  hab^  $olicitado  la  defensa  por 
fMíkre  if  de  haber  «ida  dmegaia  éüa^  puede  soUcitane  nuevamente 
aunque  conira  la  segunda  é  ulterior  pretensión  pueda  excepcio- 
narse  de  cosa  juzgada,  y  del  mismo  modo  los  interesados  podrán  so- 
lieitar  declaración  en  contra  de  la  pobresa»  si  el  que  se  hubiera  con- 
siderado como  pobre  dejase  de  serlo;  doctrina  que  halla  su  funda- 
mento en  la  jurisprudencia  sentada  por  el  Tribunal  Supremo,  según 
pueda  verse  en  la  seuteocía  dictada  por  el  mismo  con  fecba  del  20 
de  Mano  de  4865  que  aparece  insertada  en  la  GaMa  del  7  de 
Abril  del  mismo  wo.  Pero  es  indispensable  para  obtener  una  ú 
otra  que  se  justifique  que  con  posterioridad  á  la  primera  pretensión 
denegada  ó  concedida  se  ha  venido  ai  estado  de  pobreza  ó  se  ha 
mejorado  de  fortuna,  sinque  en  ningún  caso  pueda  prescindirse  de 
practicar  esa  justificación  como  se  da  á  entender  en  el  articulo  que 
nos  ocupa  y  se  ha  consignado  además  en  varias  sentencias  del  Tri* 
bunal  Supremo. 

Mas  dado  que,  como  antes  hemos  dicho,  la  declaración  ó  dene* 
gacion  de  pobreza  no  produce  excepción  de  cosa  juzgada,  ni  tiene 
el  carácter  de  definitiva  sino  de  provisional,  ¿podrá  pedirse  en  una 
misma  instancia  ó  estado  de  una  causa,  segunda  vez,  que  se  habi-* 
lite  oomo  pobre  al  que  s^  le  haya  negado  ya  este  carácter  con  mo* 
tivo  de  la  pretensión  admitida  anteriormente? 

No  podemos  estar  conformes  con  el  parecer  de  ilustrados  comen- 
taristas que  resuelvan  afirmativamente  esta  duda,  pues  creemos  que 
ni  en  el  espíritu  ni  mi  la  letra  de  la  ley  cabe  sustentar  esa  opinión. 
Si  en  una  inataaeia  ó  estado  de  la  causa  se  concede  ó  se  deniega  la 
pretensión  de  pobreza  nb  prooede  solicitar  declaración  en  contra,  en 
tanto  que  el  asunto  no  pane  á  otro  estado  ó  período.  Pero  en  contra 
de  la  sentencia  que  resuelva  el  incidente  de  pobreza  procederá  el 
recurso  de  casación  al  tenor  del  art.  36.  Nos  parece  esta  opinión 
más  conforme  con  el  espíritu  y  letra  de  la  ley  que  no  la  que  antes 
hemos  manifestado  que  sustentan  respetables  jurisconsultos  con  oca- 
sión de  igual  dada  pfainteada  y  resuelta  por  ellos  en  ese  sentido  al 
comentar  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil.  No  desconocemos  sin  em« 
bargo  qoo  las  razones  qnealejf^an  en  pro  de  su  opinión  son  pode* 
rosas  y  que  no  hay  perfecta  identidad  para  tratar  esta  cuestión  apuñ- 
eando los  preceptos  da  aquella  ley  á  los  de  esta,  pues  como  hemos 
indicado  hay  entre  elioe  algunas  diferencias. 
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«Ajitícülo  35.    Siempre  qae  se  denegare  ia  declaración  de  po 
breza,  se  condenará  en  las  costas  al  qae  ia  hnbiera  solicitado. 

A.RTÍCÜL0  36.  Contra  la  sentencia  que  resolviere  el  incidente 
de  pobreza  procederá  solamente  el  recurso  de  casación  ante  la  Sala 
segunda  del  Tribunal  Supremo.» 

El  primero  de  estos  artículos  concuerda  con  el  196  de  la  ley  de 
Enjuiciamiento  civil.  La  denegación  de  pobreza  lleva  consigo  la  im- 
posición de  las  costas  al  solicitante.  Esto  es  lo  que  se  consigna  en  este 
artículo  y  en  su  concordante.  Ninguna  duda  puede  ofrecer  su  inte- 
ligencia, salvo  si  acaso  la  que  se  refiere  al  particular  de  lo  que  debe 
entenderse  por  coiUas.  Pero  esta  no  lo  es  en  realidad,  atendiendo  i 
que  en  la  ley  se  expresa  minuciosamente  lo  que  comprende  la  con- 
denación de  costas.  Estas  comprenden  segnn  el  art.  4M  el  reintegro 
del  papel  sellado  empleado;  el  pago  de  los  derechos  de  Arancel;  el 
de  los  honorarios  devengados  por  los  Abogados  y  peritos;  las  indem* 
nizaciones  correspondientes  á  los  testigos  reclamadas  en  forma,  y  to- 
dos los  demás  gastos  ocasionados  en  la  instrucción  del  expediente. 
En  esto  consisten  las  costas,  que  abrazan  también  los  gastos  del 
juicio. 

Pero  en  los  juicios  criminales  la  imposición  de  costas  tiene  el 
carácter  de  una  pena  accesoria,  según  aparece  en  la  e$eala  general 
del  art.  26  del  Código,  y  se  entienden  impuestas  por  la  ley  á  los 
responsables  criminalmente  de  todo  delito  ó  falta,  conforme  al  par* 
rafo  segundo,  art.  28  del  citado  Código,  y  conviene  no  olvidar  que 
cuando  se  imponen  por  haber  sido  denegada  la  pretensión  de  po- 
breza en  virtud  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  que  comentamos,  no 
tiene  el  carácter  de  pena,  siendo  sólo  uoa  medida  tomada  por  la  ley 
para  evitar  que  temerariamente  se  solicite  la  defensa  por  pobre  por 
quien  no  tenga  derecho  al  disfrute  de  los  beneficios  que  la  decla* 
racion  de  pobreza  lleva  consigo.  Hacemos  constar  esto  para  que  no 
se  dé  torcida  interpretación  al  precepto  que  venimos  examinando. 

La  ley  es  cierto  que  ha  querido  poner  una  cortapisa  á  la  tomeri- 
dad  de  pedir  inmotivadamente  la  defensa  por  pobre,  condenando 
en  costas  al  que  sin  razón  bastante  demanda  ese  beneficio;  pero  no 
es  menos  cierto  también  que  no  ha  visto  un  criminal  en  el  qne  con 
temeridad  y  sin  justa  causa  haya  solicitado  la  habilitación  por  po- 
bre. Este  no  es  un  delincuente,  sino  un  litigante  temerario,  y  las 
costas  se  le  imponen  por  este  concepto  último. 

Verdad  es  que  puede  juzgarse  dura  en  demasía  á  la  ley  que  vé 
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stempre  en  la  denegacioa  de  pobreza  una  temcraría  preteosion  áig* 
oá  de  merecer  taa  seYero  correctivo  como  es  et  del  pago  de  las  eos* 
tas  y  gastos  judiciales;  pero  no  debe  perderse  de  vista  qoe  esa  ex- 
tremada medida  es  neeesatia  para  evitar  abasos;  y  si  en  algunos 
casos  no  es  evidente  la  temeridad  del  que  pretende  ser  defendido 
como'4)obre,  no  siéndolo  en  realidad,  en  la  mayor  parte  de  ellos 
snele  suceder  lo  contrario,  es  decir,  es  evidentemente  temeraria  la 
pretensión.  Sin  embargo,  acaso  preferible  hubiera  sido  dejar  al  cri- 
terio judicial  alguna  libertad  para  poder  declarar  de  oficio  las  cos- 
tas y  gastos  del  incidente»  cuando  no  existiera  fundamento  bastante 
para  calificar  como  temeraria  la  solicitud  de  pobreza. 

El  art.  36  viene  á  establecer  que  contra  la  sentencia  que  resuel- 
va el  incidente  de  pobreza  no  procede  más  recurso  que  el  de  casa- 
ción. De  él  se  desprende  que  ningún  otro  recorso  puede  utilizarse 
contra  la  sentencia  dictada  en  este  incidente  mis  que  el  indicado , 
y  que  es  admisible  cuando  proceda  con  arreglo  á  derecho,  tanto  en 
el  caso  en  que  se  otorgue  como  en  el  que  se  deniegue  la  defensa 
por  pobre.  Conviene  fijarse  en  esto,  pues  según  repetidas  declara- 
ciones del  Tribunal  Supremo,  no  se  admite  recurso  de  casación  en 
las  sentencias  dictadas  en  los  incidentes  de  pobreza  para  litigios  ci- 
viles, si  en  eUas  se  otorga  el  beneficio  de  defenderse  como  pobre, 
debido  á  no  considerárselas  como  definitivas,  por  no  recaer  sobre 
articulo  que  ponga  termino  al  juicio,  y  á  que  por  otra  parte  no  ha- 
cen imposible  su  continuación,  lo  cual  parece  que  no  es  aplicable, 
teniendo  en  cuenta  este  articulo,  á  las  sentencias  que  se  dicten  en 
los  incidentes  de  pobreza  para  litigar  en  asuntos  criminales,  aun 
cuando  en  ellas  se  otorguen  los  beneficios  consiguientes.  Esa  juris- 
prudencia del  Tribunal  Supremo  no  es  por  lo  tanto  aplicable  á  las 
sentencias  en  que  se  otorgue  la  defensa  por  pobre  en  asuntos  cri- 
mínales, y  contra  ellas  procede  el  recurso  de  casación,  pues  como 
se  vé.  el  artículo  que  comentamos  no  establece  distinción  alguna 
entre  las  sentencias  en  que  se  otorgue  la  defensa  y  las  en  que  se 
deniegue.  Si  otra  cosa  hubiera  querido  decirse,  parece  natural  qoe 
en  vez  del  verbo  activo  raolper  que  se  emplea  en  este  articulo  pa- 
ra indicar  sin  duda  qoe  se  refiere  á  la  sentencia  que  decida  defini- 
tivamente sobre  la  pobreza,  bien  en  el  sentido  de  otorgarla  ó  no,  se 
hobiera  hecho  uso  del  verbo  denegar  para  dar  i  entender  qoe  sólo 
contra  las  sentencias  en  que  se  denegare  la  pobreza  era  contra  las 
que  procedía  el  recurso  de  casación.  A  más  de  esto  viene  á  robos» 
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tecer  nueBira  opioion  «I  art.  797  de  esta  iejr,  en  tuyo  aúm.  7/  ae 
consígDa  que  cabe  ÍBieq)eiiec  Fecmno.dt  oataeioD  por  iafraceion  de 
ley,  cnaadoésta  tuviere  logar  en  te  au/M  9obn.  habUUacion  depo^ 
br€%a,  y  ea  ¿1  tampoco  se  hace  dutinoioB  alguna  entre  los  en  que 
se  otorgue  la  defensa  y  entre  loé  en  que  ae  deniegue.  T  ya  que  he* 
mos  citado  este  último  articulo,  noa  haremos  cargo,  aunque  moy  á 
la  ligera,  de  él  y  del  802v<Itt«  ^tán  relaciottados  con  el  que  Teñi- 
mos comentando. 

Con  rrecoenoiat  se  advierte  en  la  ley  algunos  descuides,  y  sobre 
todo  falta  de  armonía  entre  ranos  de  sus  articulos,  siendo  los  tras- 
critos una  prueba  evidente  de  ello.  Es  indudable  que  los  tres  ar- 
tículos citados  :se  refieren  á  las  resolueiones  que  deeiden  el  inci- 
dente dó  pobreza,  y  esas  en  tanto  que  par  el  priqíero  ae  denominan 
smtenáas,  por  los .  dos  últimos  se  llaman  «tilos.  ¿A  ruil  de  ellos 
debemos  atenernos  para  determinar  si  los  incidentes  de  pobrexa  de- 
ben decidirse  por  un  auto  ó  por  una  antendal  ¿Es  por  ventura  in- 
diferente emplear  una  ú  o^ra  deoominacion?  ¿Significan  ambos  lo 
mismo  en  el  tecnicismo  legal?  Basta  leer  el  firt.  68B  de  la  ley  orgá- 
nica del  poder  judicial  para  convencerse  de  que  es  una  incalifieaUe 
ligereza  esa  falta  de.  armonía  ó  desacuerdo  en  la  denominación  que 
á  las  resoluciones  que  deciden  el  incidente  de  pobreza  se  les  dá  en 
los  artículos  citados  y  que  no  es  indiferente  emplear  una  ú  otra»  ni 
tampoco  significan  lo  mismo  técnicamente  consideradas.  Sí  atender 
mos  á.Io  preoeptuado  en  el  ari.  589  de  esta  ley,  á  lo  dispuesto  en 
párrafo  tercero,  art.  668  de  la  orgáoica  del  poder  judicial  y  á  lo  que 
se  deduce  del  que  comentamost  no  cabe  dudar  que  los  incidentes 
de  pobreza  deben  decirse  por  medio  de  sentencias  y  no  por  autos. 
¿Por  qué,  pues,  no  se  emplea  esa  denominación  al  ocuparse  de  esas 
resoluciones  los  arts.  797  y  4027  ¿No  es  hasta  verdaderamente  per- 
turbadora eaa  nomenclatura  distinta?  Que  los  articulos  indicados 
hacen  referencia  á  las  resoluciones  que  deciden  esos  incidentes  y 
no  i  e^os  esCá  fuera  de  toda  duda,  como  indudable  es  también  el 
desacuerdo. que  hemos  puesto  de  manifiesto. 

Y  no  es  este  sélo  el  que  advertimos,  sino  que  además,  para  ma- 
yor complicación,  viene  el. 'párrrafo  segundo  diel  citado  nunk  7.*  del 
articulo  797  á  dar  á  entender  que  contra  las  sentencias  que  re- 
suelvan, el  incidente  de  pobisza  caben  más  recursos  que  el  de  ca- 
sación, toda  vez  qneliabla  de  autos  dictados  en  única  ó  última 
instancia,  cosa  que  no  satinen  completo  deseeoerdo  con  lo  precep- 
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Ivado  en  el  erttoalo  que  Teniaies  estadíaedo.  Es  lamentable  eaU 
poca  amuNnía  entre  disposiciones  de  naa  misma  ley,  no  sólo  porque 
rereia  deseoidos  que  no  debieron  tenerse,  sino  además  porque  pro-* 
dace  confusión  y  engendra  dudas  que  fácilmente  pudieron  eñ^ 
tañe. 

«  Artíciilo  87.  Los  que  fueren  declarados  polires,  disfrutarán  de 
k»  beneficios  siguientes: 

•4/  Bl  de  la  eieneion  del  pago  de  honorarios  y  derechos  al 
AJMgado  q«e  ios  hubiese  defendido  y  ai  Procurador  que  los  hubiere 
representado ,  y  de  ios  honorarios  ¿  indemnizaciones  correspon* 
dientes  á  los  peritos  y  testigos  que  hubieren  de  declarar  6  declara-^ 
do  á  su  instancia. 

»2/  El  de  la  exencioo  del  pago  de  derechos  de  arancel  y  del 
reintegro  del  papel  de  olcio  empleado  en  la  causa.» 

Después  de  haberse  fijado  por  la  ley  los  requisitos  indispon- 
eaUes  para  poder  ser  habilitado  como  pobre;  los  trámites  que 
hay  qne  seguir  para  obtener  la  declaración  de  pobreza;  los  efec- 
tos que  produce  la  -denegación  de  ella  y  el  recurso  que ,  contra  la 
sentencia  que  reauelve  el  incidente ,  puede  utilizarse ,  natural  es 
que  se  diga  cuáles  son  los  beneficios  que  el  declarado  pobre  debe 
disfrotar,  k  estO'Se  encamina  el  articulo  presente,  qne  halla  su  con*' 
eord^nte  en  eM8i  déla  ley  de  Enjuiciamiento  civih  No  es  nece- 
sario detenerse  mucho  para  demostrar  qne  el  método  obserrado 
en  la  ley  que  Teñimos  comentando  al  colocar  este  articulo  en  ej  lu- 
gar* qne  ocupa  es  preferible  ai  segnido  en  la  ciiada  anteriormente, 
pues  lo  primero  es  fijar  la^  condiciones  que  deben  concurrir  en  el 
que  solicite  la  defensa  por  pobre  para  poderle  considerar  como  tal, 
luego  establecer  los  trámites  que  han  de  seguirse  para  haeer  la  de- 
claración de  pobreza,  y  por  último,  venir  á  determinar  ios  benefi- 
cios ^ue  esa  declaracioo  lleta  consigo.  Esto  nos  parece  lógico,  pero 
no  lo  es  el  que  antes  de  ocuparse  de  esos  particulares  se  trate  de 
los  beneficios  qne  son  wm  consecuencia  de  la  declaración  de  pebre* 
za,  como  se  ha  hecho  en  la  ley  de  Enjuiciamiento  cítíI.  Por  lo  demás 
apenas  hay  diferencia  a|gnna  entre  el  contenido  de  nao  y  otro  ar* 
ttcnlo.  Bo  ambas  leyes  se*  han  consignado  los  mismos  beneficios  sin 
más  variimte  que  el  de  haberse  precisado  en  la  que  venimos  exan 
minando  qte  la  declaración  de  pobreza  lleva  en  pos  de  s(  la  exen«» 
don  del  pago  de  los  honorarios  é  indemnizaciones  correspondientes 
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á  lo8  peritos  y  testigos  que  declaren  á  instancia  del  considerado  po- 
bre y  la  supresión  de  la  caución  juratoría  de  pagar  viniendo  á  me* 
jor  fortuna,  que  en  el  párrafo  4/  del  ar L  181  de  la  ley  de  Eojmcia* 
miento  civil  se  exige  para  la  interposición  de  cualquier  recurso,  en 
vez  de  los  depósitos  necesarios,  lo  cnal  sin  duda  se  debe  á  qn^ 
esa  caución  no  se  ha  creido  de  necesidad  después  de  la  declaración 
que  en  el  ultimo  párrafo  del  art.  821  de  la  de  Enjuiciamiento  crimi- 
nal se  hace  y  en  cuya  virtud  el  habilitado  como  pobre  responde  <te  la 
cantidad  que  de  no  tener  este  carácter  hubiera  tenido  que  deposi- 
tar para  hacerlo  en  el  caso  de  que  viniere  á  mejor  fortuna.  Bn  oia 
y  otra  se  ha  sancionado  la  antigua  legislación,  tanto  en  lo  que  hacia 
referencia  ai  papel  que  d^bia  usarse,  como  á  la  exención  del  pago 
de  los  honorarios  y  derechos  devengados  por  los  Abogados,  Pro- 
curadores y  subalternos  de  los  Tribunales  y  Juagados.  Según  los  ar- 
tículos 82,  83  y  84  de  la  Real  instrucción  publicada  por  D.  Car- 
los IV  en  1794  sobre  el  uso  del  papel  sellado  en  los  autos,  escritu- 
ras ¿  instrumentos  públicos,  el  que  debían  usar  los  pobres  de  soleni* 
nidad  en  lo  judicial  era  el  del  sello  cuarUs  cuyo  precio  era  el  de 
cuatro  maravedís  el  pliego  entero  y  llevaba  la  inscripción  de  para 
pobres  de  solevMiidad,  á  quienes  se  excusaba  de  pagar  derechos  de 
Escribano,  Abogado,  Procurador,  solicitador  y  Juez,  siempre  que 
practicaran  la  correspondiente  información  de  pobreza  ante  Escri- 
bano y  Juez  con  intervención  de  tres  testigos»  por  la  que  no  podía 
llevárseles  derechos  bajo  la  pena  de  pagar  el  dnplo  de  dicho  sello 
como  multa,  siendo  bastante  para  exigiria  la  declaración  de  un  tea* 
tigo  y  la  de  la  parte,  previniéndose  en  el  último  que  si  el  pobre  oh» 
tuviere  sentencia  en  su  favor  con  impoucion  de  costas  se  obligase  á 
la  parte  condenada  al  reintegro  del  valor  del  papel  sellado  que  de- 
bía entregarse  al  Receptor  ó  Tesorero  de  este  derecho.  De  modo 
que  no  son  nuevas  sus  prescripciones.  Reeonocida  se  hallaba  antes 
la  exención  de  reintegrar  el  papel  empleado  en  la  caiisa  y  la  del 
pago  de  los  honorarioa  y  derechos  de  los  Abogados,  Procuradores, 
Escribanos  y  demás  subalternos  de  Tribunales  y  Juzgados,  Si  no 
fuera  demasiado  enojoso  y  reportase  alguna  utilidad  citaríamos  va* 
rías  otras  disposiciones  que  sirvieron  de  precedente  al  art.  181  de 
la  ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  en  las  cuales  veríamos  consignado 
pr^viameote  lo  mismo  que  en  éste  se  preceptúa.  Pero  no  queremos 
perder  tiempo  con  citas  de  ese  género  y  vamos  á  concretarnos  al 
examen  comparativo  del  artículo  que  venimos  comentando  y  so 
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eoneordante  antes  citado.  Hemos  dicho  que  median  eotre  ellas  pe- 
qtieiafr  diferencias,  siendo  «na  de  las  más  importantes  la  que  se  re- 
fiere 4  la  exención  del  pago  de  los  honorarios  é  iodemoizacíon  cor- 
respondientes ¿  los  peritos  íqué  faabieren  de  declarar  ó  declarado  ¿ 
instancia  del  habilitado  como  pobre.  En  la  ley  de  Enjuiciamiento 
cítíI  no  se  dijo  nada  sobre  este  particular,  y  esta  omisión  di6  mo- 
tivo á  dudas  que  la  que  estamos  comentando  ha  venido  á  resol- 
ver, al  menos  en  lo  que  se  refiere  á  los  beneficios  que  disfrutan  los 
declarados  pobres  para  asuntos  criminales.  Ni  los  peritos  ni  los  tes- 
tigos que  declaren  ¿su  instancia  pueden  exigirles  sus  honorarios  ó 
indemnizaciones,  salvo  en  el  caso  de  que  fuesen  condenados  á  su 
pago  y  se  le  encontrasen  bienes  con  que  poder  hacer  efectivos  unos 
y  otras.  De  la  variante  motivada  por  la  supresión  del  párrafo  4.* 
del  art.  481  de  la  ley.de  Enjuiciamiento  civil  nos  hemos  ocupado 
ya,  y  no  creernos  necesario  ampliar  nuestras  indicaciones  sobre  este 
extremo.  En  cnanto  á  los  demás  particulares  contenidos  en  ambos 
artículos  tan  sólo  existen  diferencias  puramente  de  redacción.  La 
exención  del  pago  de  toda  clase  de  derechos  á  los  subalternos  de  los 
Tribunales  y  Juzgados  que  consigna  el  párrafo  3.*  del  art.  i 84  de 
la  ley  antes  citada,  es  la  misma  que  se  comprende  en  el  2.*  del  que 
estamos  examinando  al  eximir  al  declarado  pobre  del  pago  de  de- 
recfiasde  arancd,  porque  en  éstos  figuran  actualmente  los  que  de* 
vengan  esos  subalternos.  IniHil  creemos  indicar  que  la  exención  del 
pago  de  derechos  de  arancel  comprende,  no  sólo  el  de  los  deven- 
vengados  por  los  subalternos  de  los  Juzgados  y  Tribunales,  sino  el 
de  todos  los  funcionarios  que  con  arreglo  á  los  vigentes  los  de- 
vengan. 

Por  lo  que  hace  referencia  al  papel  sellado  que  debe  usarse,  la 
ley  de  Enjuiciamienlo  criminal  se  ha  concretado  tan  sólo  á  mani> 
festar  que  el  declarado  pobre  no  tiene  obligación  de  reintegrar  el 
empleado  en  la  causa,  lo  cual  debe  hacerse  extensivo  también  al 
que  se  baya  gastado  en  el  incidente  de  pobreza,  pero  teniendo 
siempre  en  cuenta  lo  prevenido  en  los  artículos  34  y  32  del  Real 
decreto  de  42  de  Setiembre  de  4864.  Conforme  al  art.  29  de  esa 
misma  disposición,  el  papel  que  debe  usarse  en  los  asuntos  crimi- 
nales no  es  ya  el  del  sello  de  pobres,  que  no  existe,  sino  el  de  ofi- 
cio, y  este  mismo  debe  emplearse  en  ios  asuntos  civiles  que  se  si* 
gan  con  ese  carácter,  lo  cual  explica  el  por  qiíé  se  le  designa  con 
esa  denominación,  así  en  el  artículo  que  comentamos  como  en  el  24 
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de  eiU  mura»  ley  de  Esjuieíamiento  crínÍDal,  en  tanlo  qne  en  le 
civil  8e  le  lian»  de  pobres.  Habiéndomoe  ocnpado  ja  en  olio  ar* 
ticulo  de  este  particular,  no  noe  detenenm  á  exponer  más  tobreél, 
por  creer  qne  es  bastante  lo  indicado.  Lo  qne  sí  debe  tenerse  mn  j 
presente  es  qoe  lo  preceptnirdo  en  este  articulo  es  m  perjuicio  de 
lo  que  díqionen  los  dos  siguientes  de  qne  Taaos  i  ocnpamoa. 

■ 

«Aetígulo  58.  La  decinracion  de  pobreía  no  eximiré  áaqnel  4 
cnjo  favor  se  hubiere  heebo  de  la  obligación  de  pagar  las  costas  en 
que  fuese  condenado,  si  se  le  encontraaen  bienes  con  4ioe  faaoerias 
efiectivas. 

Artículo  39.  El  declarado  pobre  deberá  pagar  los  gastos  de  su 
defensa: 

i/  Siempre  que  por  resultado  de  la  causa  percibiese  algniA 
cantidad.  En  este  caso  será  destinada  la  tercera  parte  de  io  percibí* 
do  al  pago  de  los  expresados  gastos  en  la  porción  que  fuese  neoe* 
sana. 

Si  dicha  tercera  parte  fuese  menor  que  el  total  de  los  gastas,  no 
se  destinará  mayor  parte  á  su  pago,  habiendo  de  aplicarse  aquella 
á  prorata  á  las  partidas  que  ios  compongan. 

S/  Siempre  que  se  justifique,  por  ios  que  tengan  derecho  4  los 
gastos  expresados,  que  durante  la  causa  se  encontraba  el  declarado 
pobre,  en  alguno  de  los  casos  en  que  no  deben  otorgarse  los  bene- 
ficios de  la  defensa  en  este  concepto.» 

La  concesión  de  los  beneficios  de  que  antes  nos  hemos  ocupa- 
do, al  declarado  pobre,  se  dirigen  sólo  á  dotar  de  los  medios 
indispensables  para  poder  hacer  valer  sus  derechos  ó  defendeise 
ante  los  Tribunales  á  los  que  justifican  que  sin  ellos  les  seria  im- 
posible sostener  una  contienda  judicial  por.&ita  de  recursos.  Pe- 
ro en  manera  alguna  debia  sancionar  la  ley  que  la  sombra  de  una 
mentida  ó  verdadera  indigencia  fuera  el  refugio  de  un  litigante 
temerario  que  habiendo  logrado  bajo  el  amparo  de  las  dísposicif- 
nes  legales  ponerse  á  cubierto  de  toda  clase  de  gastos  intentaae  sa- 
car partido  de  esta  circunstancia,  y  sin  riesgo  alguno  pudiera  sos- 
tener con  notoria  temeridad  pretensiones  injustificadas.  Antes  por 
el  contrario,  la  ley  ha  querido  poner  un  correctivo  tanto  al  qne  en 
esa  forma  quiera  abusar  de  su  protección  como  al  que  eludiendo  sa- 
gazmente sus  preceptos  haya  conseguido  se  le  dispensen  beneficios 
á  que  no  le  hubiera  considerado  merecedor  si  con  hábil  maestría  no 
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hubiera  oculudo  sn  forlaoa^Para  estése  hadispaesle  en  josCo 
castigo  de  so  malicia  que  sea  iMstante  para  poderle  exigir  los  gas« 
tos  de  su  defeosa  la  jasli^eioB  de  que  durante  la  causa  se  eoeon- 
traba  en  alguno  de  los  casos  en  qne  no  debían  otorgársele  esos  be* 
neficioB»  y  para  el  primero  se  ha  becho  la  declaración  que  contiene 
el  art.  38,  y  en  cuya  virtud  ácbt  pagar  las  costas  en  que  fuese  con- 
denado teniendo  bienes  toa  que  hacerlas  efectivas,  sin  que  la  babi- 
litaron  de  pobreza  le  exima  de  ello. 

Verdad  es  que  con  esto  no  se  corrigen  por  completo  los  abusos 
que  con  motivo  de  hallarse  habiittados  como  pobres  cometen  algu- 
nos  que  aun  siéndolo  realmente  se  valen  de  su  posición  para  pro* 
mover  litigios  contra  personas  acomodadas  con  el  sólo  objeto  de  sa* 
car  partido  de  la  situación  ventarjosa  en  que  les  coloca  el  litigar  eo* 
mo  pobres.  Pero  ¿¿  qué  otros  medios  puede  acudirse  para  cortar  de 
ratx  esos  abusos  sin  peligro  de  venir  á  autoriar  otros  mayores.^  ¿k 
la  prisión  subsidiaria  por  insolvencia?  No  creemos  que  haya  nadie 
que  quiera  resucitar  la  antigua  legislación  romana  sobre  los  deudo- 
res insolventes,  ni  abogue  por  la  venta  tram^tiberim^  por  la  capUU 
p^tna,  ni  por  la  adjudicación  entre  los  acreedores  curiales  fNirí$% 
séeantOf  como  didponian  las  Doce  Tablas,  y  por  consiguiente,  si 
¿sos  medios  no  bastan,  preciso  es  resignarse  á  no  cobrar,  ni  el  Es- 
tado por  lo  que  toca  al  reintegro  del  papel  sellado,  ni  los  demás  in-» 
teresados  en  la  realización  de  las  costas  en  que  se  condene  al  decla^ 
rado  pobre,  si  no  se  le  encuentran  bienes  con  que  hacerlas  efecti* 
vas.  Esto  DO  es  obstáculo  para  que  si  la  condenación  de  costas  se  le 
impusiere  como  pena,  sufre  por  insolvencia  la  prisión  subsidiaria. 
Pero  la  ley  ha  hecho  cuanto  cabe  hacer  para  refrenar  al  litigante 
temerario  pobre,  declarando  que  no  le  exime,  como  antes  hemos  di^ 
cho,  del  pago  de  las  costas  en  que  por  su  temeridad  se  le  condene 
si  tiene  con  qué  pagarla.  Antes  de  la  publicación  de  la  ley  de  En- 
juiciamiento civil,  con  cuyo  art.  198  concuerda  el  primero  de  los 
que  arriba  trascribimos,  el  litigante  pobre  y  temerario  se  hallaba 
más  protegido  que  después  de  publicada  aquella  quedó  en  este  par-^ 
ticular.  Por  Real  orden  de  iO  de  Noviembre  de  1883  se  declaró 
que  el  litigante  pobre  no  podia  ser  competido  al  pago  de  las  costas 
mientras  no  viniera  i  m^  fortuna^  aunque  hubiera  sido  condena* 
do  en  ellas  por  su  temeridad  mam/tei/a.  Lógica  consecuencia  de 
esa  Real  orden  por  la  que  se  comunicó  otra  de  3  de  Octubre  de 
1847  y  de  la  protección  indebida  que  al  litigante  temerario  se  dis« 
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pensaba,  foé  el  que  se  proroovieráo  con  frecuencia  los  más  desca- 
bellados litigios  y  qoe  a(  publicarse  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil 
se  iratara  de  poner  término  á  tantos  abusos  como  se  cometían  á  la 
sombra  de  esa  legislación  protectora  que  favorecia  á  sabiendas  la  te- 
meridad  y  mak  fé  de  ciertos  litigantes.  En  ella  se  consignó  nn  pre- 
cepto igual  al  que  contiene  el  art.  38^ de  laJey  qne  venimos  esta- 
diandoy  como  antes  hemos  indicado;  y  si  bien  es  cierto  que  no  es 
bastante  esta  determinación  para  evitar  por  completo  toda  clase  de 
abusos,  preciso  es  confesar  que  al  menos  se  ha  hecho  lo  posible 
para  qoe  desaparezcan  poniendo  en  manos  de  ios  juzgadores  la  fa- 
cultad de  poder  condenar  al  pago  de  las  costas  al  litigante  temera- 
rio ó  de  mala  fé,  y  declarando  además  qoe  la  habilitación  como  po- 
bre no  le  exime  de  satisfacerhis.  Pero  es  necesario  fijarse  que  el  pa- 
go de  las  costas  sólo  puede  exigirse  al  declarado  pobre  coando  ex- 
presamente se  le  condene  á  ello  y  no  en  otro  caso,  pues  si  no  fuera 
así,  los  beneficios  de  la  pobreza  seriin  ilusorios. 

(Joa  duda  puede  ocurrir  en  vista  de  la  forma  en  que  se  halla  re- 
dactado este  artículo,  y  es  la  de  ai  pueden  exigfrsele  tanto  las  costas 
ocasionadas  por  las  diligencias  que  se  hayan  practicado  a  su  instan- 
cia, como  las  de  oficio  y  las  ocasionadas  por  su  colitigante,  ó  si  sólo 
son  exigibics  estas  últimas  y  las  que  procedan  de  lo  actuado  de  ofi- 
cio. En  nuestro  entender  creemos  que  sólo  estas  dos^  y  no  las  prime- 
ras son  las  exigibles,  pues  las  causeulas  á  su  instancia.no  se  le  pue- 
den reclamar,  conforme á  lo  preceptuado  en  el  art.  37,  salvo  los  gas- 
tos de  la  defensa  que  podrán  reclamársele  cuando  concurran  las  cir- 
ounstancias  que  se  determinan  en  el  art.  39  y  en  la  forma  por  él 
acordada.  En  apoyo  de  nuestra  opinión  viene  el  último  párrafo  del 
art.  628  de  los  aranceles  judiciales  de  2  de  Mayo  de  4843,  modifi- 
cados por  el  Real  decreto  de  28  de  Abril  de  1860,  que  aunque  no 
son  los  vigentes  hoy  en  materia  criminad,  no  por  eso  dejan  de  ser- 
vir como  de  precedente  para  explicar  puntos  dudosos  por  ellos  re- 
sueltos. En  dicho  párrafo  se  dice  que  «en  las  causas  criminales,  si 
hubiese  mancomunidad  en  la  condenación  de  costas,  sólo  se  exigi- 
rán las  de  oficio,  y  no  las  devengadas  en  la  defensa  del  pobre^ 
excepto  cuando  éste  sea  el  querellante  ó  actor,  y  nunca  hasta  ha- 
llarse ejecutoriada  la  sentencia.»  Pues  dado  que  el  declarado  po- 
bre está  exento  del  pago  de  las  costas  ocasionadas  pol*  su  defensa, 
según  el  art.  37  antes  citado,  y  que  sólo  deberá  satisfacerlas  en  los 
casos  concretos  de  que  se  ocupa  el  art.  39  también  citado  ya,  y  del 
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qae  nos  ocuparemos  después,  creemos  que  las  costas  á  que  se  re- 
fiere el  que  es  objeto  de  nuestro  estudio,  no  pueden  ser  otras  que 
las  indicadas;  porque  si  pudiera  condenársele  en  las  causadas  á  su 
instancia,  vendrían  á  ser  puramente  ilusorios  los  beneficios  concedi- 
dos por  la  declaración  de  pobre.  Lo  preceptuado  en  los  artículos 
419  y  420  de  esta  ley  creemos  que  no  está  en  oposición  con  esto, 
pues  su  contenido  debe  entenderse  con  la  salvedad  de  que  á  los  de- 
clarados pobres  les  exceptúa  terminantemente  del  pago  de  los  ho- 
norarios del  A.bogado  que  los  hubiese  defendido,  de  los  derechos 
del  Procurador  qne  los  hubiere  representado,  de  los  honorarios  y 
derechos  de  los  peritos  y  testigos  qne  hubieren  declarado  á  su  ins- 
tancia, del  reintegro  del  papel  sellado  y  del  pago  de  los  derechos 
de  arancel,  el  art.  57  repetidas  veces.citado  ya,  y  por  consiguiente 
qne  no  proceda  condenarle  al  pago  de  esas  costas,  sino  al  de  las 
ocasionadas  por  las  diligencias  que  se  hayan  practicado  de  oficio  y 
las  causadas  á  instancia  de  sus  colitigantes.  No  es  del  caso  tratar 
de  cuándo  procede  imponer  las  costas  al  declarado  pobre,  porquq 
tendríamos  qne  anticipar  ideas  que  tendrán  mejor  cabida  al  ocu- 
pamos del  capítulo  VIII  de  este  mismo  título,  y  por  ello  pasamos  á 
otro  artículo. 

El  declarado  pobre  tiene  la  obligación  de  pagar  los  gastos  de 
su  defensa  cuando  por  resultado  de  la  cansa  percibiese  alguna  can- 
tidad, de  la  cual  debe  destinarse  sólo  la  tercera  parte  al  pago  de 
ellos  en  la  porción  que  fuese  necesaria,  sin  que  pueda  destinarse 
mayor  suma  á  ese  objeto,  aunque  no  llegue  á  cubrir  el  total  de  di- 
chos gastos,  en  cuyo  caso  debe  distribuirse  á  prorata  entre  los  que 
tengan  derecho  á  percibir  los  mencionados  gastos  de  defensa.  Así 
se  dispone  en  el  núro.  i  .*  del  art.  39,  que  es  el  último  de  este 
capítulo,  y  al  que  vamos  á  dedicar  cuatro  palabras. 

Lo  primero  que  debe  hacerse  para  explicar  el  contenido  de  este 
artículo,  es  poner  en  claro  lo  que  ha  querido  significarse  con  las 
palabras  gastos  de  su  defensa,  que  en  él  se  emplean.  La  considera- 
ción de  que  estos  son  exigibles  siempre  que  por  resultado  de  la 
causa  percibiese  alguna  cantidad  el  declarado  pobre,  ó  cuando  se 
justifique  por  los  que  tengan  derecho  á  ellos,  que  durante  la  causa 
se  encontraba  aquel  en  alguno  de  los  casos  en  que  no  debía  gozar 
de  los  beneficios  de  la  pobreza,  hace  creer  que  por  gastos  de  su  de^ 
fensa  deben  entenderse  todos  los  ocasionados  á  sn  instancia,  bien 
para  demostrar  su  inocencia,  si  fuera  procesado,  ó  bien  para  hacer 
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patéate  la  existencia  de  un  hecho  punible  si  faera  querdlaate,  a» 
como  tamhien  los  ocasionados  en  igual  forma,  para  hacer  efectiva 
la  responsabilidad  civil  si  figurase  como  actor  ó  como  demandado  ó 
procesado;  pues  no  es  dudoso  que  á  éste  le  es  aplicable  el  náme- 
ro  2.*  de  este  articnlo. 

En  las  palabras  gastos  de  su  defensa,  creemos  se  comprenden 
los  honorarios  del  Abogado,  los  derechos  que  devengan  todos  los 
funcionarios  sujetos  á  Arancel^  los  honorarios,  derechos  é  indemni- 
zaciones de  los  peritos  y  testigos;  pero  entendiéndose  que  aquellos 
sólo  pueden  exigir  los  que  les  correspondan  por  los  ocasionados  en 
virtud  de  gestiones  hechas  por  el  declarado  pobre ,  y  que  los  peri- 
tos y  testigos  á  que  nos  referimos,  son  los  que  hayan  declarado  á 
su  instancia.  ¿Deberá  comprenderse  también  en  los  gastos  de  de- 
fensa el  reintegro  del  papel  sellado?  Indudablemente/iue  no.  El  ar* 
tícuio  2i  de  esta  ley  previene  que  se  use  papel  de  oficio  en  los  jui- 
cios sobre  faltas  y  causas  criminales,  el  cual  debe  reintegrarse  sólo 
guando  medie  condenación  de  costas.  En  este  caso  no  existe  esa 
condenación,  y  por  consiguiente ,  no  procede  comprender  en  esos 
gastos  el  del  reintegro  del  papel.  Conforme  con  ese  artículo  se  ha- 
lla también  el  «32  del  Real  decreto  de  12  de  Setiembre  de  1861,  que 
sólo  impone  la  obligación  de  reintegrarlo  al  que  resulten  impuestas 
las  costas.  JDe  modo  que  ateniéndose  á  esas  disposiciones,  creemos 
qne  es  indudable  que  en  los' gastos  de  la  defensa  no  debe  compren- 
derse el  del  reintegro  del  papel ,  porque  en  realidad,  ni  como  gas- 
to puede  considerarse,  toda  vez  que  no  se  ha  usado  otro  más  que  el 
de  oficio.  Pero  para  poderse,  pedir  esos  gastos,  segon  hemos  dicho 
antes,  es  necesario  ó  que  el  declarado  pobre  perciba  alguna  canti- 
dad de  resultas  de  la  causa,  ó  que  sin  justa  razón  haya  estado  go- 
zando durante  ella  de  los  beneficios  de  la  pobreza,  y  así  se  acredi*- 
te  por  cualquiera  de  los  que  tengan  derecho  á  los  expresados  gastos. 
Si  estas  circunstancias  no  concurren ,  el  declarado  pobre  no  está 
obligado  á  pagarlas.  Es  de  advertir  que  tampoco  deberá  pagarlos 
cuando  el  colitigante  %ea  condenado  en  costas  y  se  le  hallen  bienes 
con  que  satisfacerlas.  En  el  primer  caso  tampoco  pueden  exigirlos 
en  su  totalidad,  sino  en  cuanto  alcance  á  satisfacerlos  la  tercera 
parte  de  lo  que  percibiese.  No  siendo  esta  bastante  para  realizar  su 
pago  por  completo,  se  distribuirá  á  prorata  entre  losf  que  tienen 
derecho  á  ellos,  pero  sin  que  en  ninguna  ocasión  puedan  pedir  que 
se  destine  á  su  pago  mayor  cantidad  que  dicha  tercera  parte  de  la 


CONSIDKRAGIONIS  SOBRK  LA  LEY   PROV.  DE  ENJ.  CRIM.  85 

total  que  perciba  por  resultado  de  la  causa.  En  el  segundo  caso  se 
viene  á  despojar  por  ministerio  de  la  ley  al  acogido  á  los  beneficios 
de  la  pobreza  del  disfrute  de  los  que  le  fueron  concedidos  al  decla- 
rarle tal,  imponiéndole  en  justo  castigo  de  su  mala  fé  el  deber  de 
pagar  los  gastos  de  su  defensa.  Nada  más  razonable  que  esta  medi- 
da. Dado  que  la  declaración  de  pobreza  no  es  definitiva  nunca  sino 
provisional  y  que  no  produce  el  efecto  de  cosa  juzgada  por  poder  ser 
combatida  cuando  venga  á  mejorar  de  fortuna  el  que  la  haya  obtenido 
ó  se  justifique  que  en  fraude  de  la  ley  habia  logrado  una  protección 
indebida,  nada  hay  más  lógico  que  esa  misma  ley  que  le  ha  protegi- 
do confiando  en  su  buena  fé  le  despoje  de  los  beneficios  que  le  con- 
cedió y  le  imponga  el  deber  de  pagar  los  gastos  que  en  su  defensa 
se  hayan  ocasionado,  pues  no  es  justo  que  en  este  caso  se  prive  de 
sus  honarios  y  derechos  á  los  funcionarios  que  hayan  tenido  que 
levantar  la  pesada  carga  de  la  defensa  del  que  con  tan  mala  fé  se 
ha  conducido.  Esta  disposición  que  no  halla  su  precedente  en  la 
ley  de  Enjuiciamiento  civil  creemos  que  vendrá  á  cortar  muchos 
abusos  por  contener  una  medida  muy  acertada  para  evitar  que  ma- 
liciosamente demanden  los  beneficios  de  la  pobreza  personas  que  no 
son  acreedores  á  ellos,  y  aunque  no  suceda  así,  siempre  vendrá  á 
ser  un  medio  concedido  á  los  curiales  para  impedir  que  con  per- 
juicio de  sus  intereses  les  bagan  trabajar  de  valde  ciertos  litigan- 
tes. Lo  que  extrañamos  en  la  nueva  ley,  es  no  hallar  una  disposi- 
ción análoga  á  la  que  es  objeto  del  art.  200  de  la  de  Enjuiciamiento 
civil,  tanto  más  cuanto  que  en  ella  vemos  consignado  con  pequeñas 
variantes, en  el  núm.  i.*  del  que  estamos  comentando^  el  contenido 
del  art.  i99  de  precitada  ley  de  procedimiento  civil. 

Creemos  que  semejante  omisión  no  es  hija  de  un  olvido,  sino 
que  obedece  el  silencio  de  la  ley  á  un  decidido  propósito  de  supri- 
mir lo  preceptuado  sobre-  este  particular  por  la  antes  citada  de 
Enjuiciamiento  civil.  La  razón  que  para  esto  se  haya  tenido  en 
cuenta  no  está  á  nuestro  alcance,  y  en  tanto  que  la  ignoremos 
creemos  censurable  esa  medida.  ¿Por  qué  en  el  caso  de  que  se  de- 
claren las  costas  de  oficio  se  priva  al  Procurador  y  Abogado  del  de- 
fendido como  pobre  y  á  los  peritos  y  testigos  que  hayan  declarado  < 
á  su  instancia  de  pedir  el  abono  de  los  honorarios,  derechos  é  in- 
demnizaciones que  les  correspondieren  cuando  durante  los  tres 
años  siguientes  de  haberse  terminado  )a  causa  vinieren  á  mejor 
fortuna?  Que  esto  se  consigna  en  la  ley  es  una  verdad,  siendo  bne- 
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na  praeba  de  ello  lo  tenDínaatemente  preceptuado  en  el  párrafo 
segando  del  art.  121,  en  armonía  con  ese  silencio  motivado  que-en 
el  que  nos  ocupa  guarda;  pero  no  hallamos  suficientemente  justifi- 
cada esa  determinación,  y  aun  nos  parece  que  no  se  compagina 
bien  esa  diversidad  de  criterio  seguido  sobre  este  particular  en  la 
ley,  y  en  cuya  virtud,  aunque  se  declaren  de  oficio  las  costas,  pue- 
den demandarse  estas  al  rico  por  las  personas  que  indicamos  ante-« 
riormente,  cosa  que  se  les  niega  respecto  al  pobre,  aun  cuando 
dentro  de  un  plazo  breve,  á  contar  desde  el  dia  en  que  se  terminó 
la  causa  venga  ¿  mejor  fortuna.  Este  es  un  antagonismo  que  no 
acertamos  á  explicamos.  Si  procede  pedir  el  abono  de  esas  costas 
al  rico,  igual  criterio  debió  seguirse  respecto  al  pobre,  que  á  poco 
de  terminarse  la  cansa  se  enriqueciera,  y  ha  debido  imponerse  á 
éste  la  obligación  de  abonar  aquellas,  siempre  que  ocurriera  lo 
previsto  en  el  mencionado  art.  200  dé  la  ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, tantas  veces  citada. 

GíríiM  Bidrigaei  lirtii. 
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ffi  m  im.  WiM  I  OTRáS  GARBAS  SDIEJAliTES. 

que  86  conocen  en  el  antiguo  reino  de  Galicia  (1). 


BICHO.  SiÑoa: 

La  Sociedad  EcoDÓmica  de  Saotíago  ha  recibido  la  orden  circu- 
lar de  27  de  Marzo  anterior  qae  por  resolución  del  Excmo.  Señor 
Presidente  del  Poder  Ejecutivo  de  la  Nación  se  le  ha  dirigido»  coa 
objeto  de  que  informe  cuanto  crea  conveniente  acerca  de  los  he- 
chos y  puntos  de  derecho  á  que  se  refieren  las  leyes  sobre  reden- 
ción de  foros  publicadas  en  20  de  Agosto  y  i6  de  Setiembre  de 
1873,  que  se  hallan  en  suspenso  por  decreto  de  20  de  Febrero  del 
año  próximo  pasado;  debiendo  además  indicarse  las  medidas  que 
puedan  ofrecer  mayores  ventajas  generales  y  mejores  resultados 
prácticos  para  el  país,  asi  en  el  orden  económico  y  jurídico,  como 
en  el  social  en  cuanto  se  refiera  á  los  derechos  y  á  los  intereses  pú- 
blicos y  particulares  á  que  afectan  las  instituciones  ferales. 

Ardua  y  vasta  es  la  tarea  que  la  Sociedad  tiene  que  desempe- 
ñar, porque  si  son  siempre  muy  importantes  y  trascendentales  to- 
dos los  problemas  que  á  la  organización  de  la  propiedad  se  refieren, 
hoy  es  mayor  la  difieallad  por  haberse  alentado  con  la  promulga- 
ción de  las  citadas  leyes  las  esperanzas  nacidas  de  insensatas  predi- 
caciones, dirigidas  principalmente  á  lastimar  intereses  respetables 
y  á  crear  un  violento  estado  de  lucha  fomentando  el  antagonismo 
entre  los  perceptores  y  pagadores  de  rentas  forales,  y  procurando 
romper  tras  el  estímulo  de  impaciencias  irreflexivas,  la  armonía 
que  existia  entre  unos  y  otros  con  gran  ventaja  de  ellos  y  no  menos 
del  país.  Pero  por  fortuna,  aun  cuando  en  la  vida  de  los  pueblos 
hay  tristes  periodos  de  turbulencias  políticas  en  que  suelen  sacrifi- 
carse los  principios  de  justicia  y  de  equidad  al  logro  de  un  fin  per- 
nicioso, la  ley  moral  acude  siempre  á  ejercer  su  imperio  y  á  repa- 
rar en  cuanto  alcance  los  males  causados  por  su  infracción.  En  la 


(1)  Informe  de  la  Sociedad  Económica  de  Amigos  del  país  de  San- 
tiago, elevado  al  Excmo.  Sr.  Ministro  de  Gracia  j  Justicia  en  virtud  de 
orden  del  mismo  de  S7  de  Mano  de  1874. 
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estudiado  para  que  adquiera  algoa  grado  de  eertídambre.  Desde 
loego  las  cartas  forales  de  la  época  en  que  las  prácticas  del  feuda- 
lismo podían  existir  aun  alli  en  donde  no  dominaba  este  régimen, 
no  dan  claro  indicio  de  que  el  foro,  haya  sido  una  de  sus  naturales 
consecuencias;  antes  al  contrario  se  oteervari  que  las  cláusulas  en 
aquellas  expresadas  no  eran  propias  del  feudo,  ni  tenían  los  carac- 
teres esenciales  que  representan  la  idea  que  de  él  se  ha  formado  y 
que  tan  exactamente  define  y  se  detalla  en  el  Código  de  las  Par- 
tidas. 

Más  razonable  y  fundada  es  la  opinión  de  los  que  encuentran  en 
el  censo  enfitéutíco  el  origen  del  foro.  Después  de  la  larga  lucha  sos- 
tenida para  reconquistar  el  suelo  patrio,  se  comprende  perfectamen- 
te, y  la  historia  lo  comprueba,  que  muchos  campos  quedaron  incul- 
tos, y  que  confundidos  ó  perdidos  los  antiguos  derechos  de  los  due- 
ños de  las  tierras,  éstas  pasaron  en  gran  parte  al  seSorio  de  los  Re- 
yes, que  las  cedieron  á  Monasterios,  Prelados  y  Cabildos,  y  á  lo*; 
caudillos  que  les  acompañaban  en  la  guerra,  los  cuales  también  por 
sí  mismos  adquirieron  no  pocas,  conforme  al  derecho  público  de 
aquella  época.  Al  sentirse  la  urgenle  necesidad  del  cultivo,  debie- 
ron notarse  las  dificultades  de  entregarlo  á  brazos  que  por  carecer 
de  suficiente  estímulo  no  podían  ser  bastante  fuertes  para  vencer 
los  obstáculos  de  la  naturaleza;  y  como  en  situación  análoga  la  an- 
tigua Roma  encontró  el  medio  de  conciliar  los  intereses  del  dueño  y 
del  cultivador,  dando  á  éste  participación  en  la  propiedad  del  fun- 
do y  reservando  á  aquel  q^e  no  podía  cultivarlo  una  parte  de  sus 
productos,  también  se  ofreció  la  ocasión  de  aplicar  este  sistema  á  los 
países  que^omo  Galicia,  Asturias  y  León,  lo  reclamaban  por  la 
condición  de  los  territorios.  La  idea,  pues,  no  es  como  muchos  pre- 
tenden original.  Está  escrita  en  la  legislación  romana  y  trasladada 
al  Código  del  Rey  Sabio. 

Efectivamente  todos  los  antiguos  títutos  de  constitución  del  foro 
demuestran  que  el  fin  de  este  contrato  tenia  por  único  y  principal 
objeto  entregar  la  tierra  al  cultivo,  y  si  alguna  otra  cláusula  conte- 
nían respecto  á  servicios  personales,  eran  estos  un  accidente  de 
aquel  pacto  que  no  por  eso  lo  trasformaban  en  feudo.  Los  foros 
se  constituyeron  por  mutuo  consentimiento  y  por  medio  de  escritu- 
ra, y  en  estos  se  señalaba  la  pensión  y  se  determinaba  el  plazo  de 
su  duración.  Grande  es  la  variedad  que  en  este  último  punto  se  oh* 
serva:  foros  hay  de  los  muy  antiguos  en  que  no  se  señala  plazo  al- 
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gUDO  Ó  se  expresa  su  perpetuidad^  mientras  hay  muchos  de  la  misma 
remota  época  en  que  sólo  se  concede  la  posesión  de  las  fincas  du- 
rante la  vida  del  que  las  recibe  y  de  su  mujer  ó  hij4).  Andando  el 
tiempo,  los  foros  se  hicieron- generalmente  por  tres  tidas,  señalando 
las  personas  llamadas  á  suceder  en  el  gece  de  los  bienes,  ó  por  tres 
generaciones,  en  cuyo  caso  la  duración  era  muchas  veces  extraor- 
dinaria; y  como  esto  naturalmente  producía  confusión  de  derechos, 
se  adoptó  por  fio  la  fórmula  más  precisa  de  fijar  la  duración  por  la 
vida  de  tres  Reyes  y  veintinueve  anos  más,  que  es  la  que  se  con- 
servó hasta  la  actualidad  en  el  mayor  número  de  contratos.  Dedúce- 
se claramente  que  el  foro  más  común  no  es  otra  cosa  que  el  censo 
eufitéutico  temporal,  que  fué  el  adoptado  por  las  Corporaciones 
eclesiásticas  del  modo  que  expresa  la  ley  69,  tit.  18  de  la  Parti- 
da 3/,  que  sustancialmente  puede  considerarse  como  un  modelo 
del  contrato  de  foro,  fórmula  que  también  siguieron  los  propietarios 
seglares.  Generalizado  este  sistema  de  organización  de  la  propie- 
dad, fué  igualmente  común  en  los  contratos  fijar  otras  condiciones 
como  la  de  que  no  pudieran  enajenarse  las  fincas  sin  previo  reque* 
rimiento  al  dueño;  de  no  dividirlas,  debiendo  considerarse  unidas 
en  una  sola  persona;  de  cultivarlas  con  esmero,  y  dejarlas  libres  al 
dueño  concluido  el  término  del  foro;  de  caer  en  comiso  por  falta  de 
pago  pasado  el  plazo  de  tres  años;  de  satisfacer  el  laudemio  que  se 
estipulaba,  de  conducir  la  r^nta  al  punto  señalado,  y  otras  por  este 
tenor  que  lejos  de  alterar  la  esencia  del  contrato  enfitéutico  eran 
conformes  á  su  naturaleza.  Este  carácter  lo  ha  conservado  siempre 
no  sólo  en  el  uso  que  los  contrayentes  hacian  de  sus  respectivos 
derechos,  sino  por  la  sanción  que  de  los  Tribunales  recibia  en  las 
cuestiones  que  se  suscitaban.  Las  mismas  leyes  reconocían  esta 
fntiiña  analogía,  cuando  al  dictarse  reglas  sobre  redención  de  censos 
perpetuos  enfitéuticos,  jugaron  necesario  declarar  terminantemente 
que  no  comprendían  a  los  foros  temporales  de  Galicia  y  Asturias, 
mientras  no  se  resolviese  el  expediente  que  acerca  de  ellos  se  ins- 
tauraba. 

La  temporalidad  de  los  foros  no  era,  según  queda  dicho,  condi- 
ción general,  aunque  era  la  predominante;  pero  esta  diversidad  en 
el  plazo  produfo  también  la  divergencia  de  apreciaciones  acerca  de 
la  naturaleza  del  foro.  Cuando  este  no  tenia  término  señalado  ó  era 
perpetuo,  no  hay  nada  que  lo  haga  distinto  del  censo  enfitéutico  de 
efta  ciase;  pero  cuando  se  limitaba  á  la  vida  del  recipiente  y  su 
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mujer  é  hijo  tenia  cierta  analogía  por  sn  limitada  doracion  con  el 
arrepentimiento;  de  muy  distintos  resultados  era  el  que  se  constituía 
por  la  vida  de  (res  Beyes,  y  no  porque  no  estuviesen  muy  claras  las 
condiciones  de  la  enfítéusis  temporal»  ni  porque  dejase  de  expre* 
sarse  la  de  reversión  de  los  bienes  al  dueño  cuando  terminasen  los 
llamamientos,  sino  porque  siendo  tan  largti  este  periodo  que  mu- 
chas veces  aun  se  prolongaba  por  aquiescencia  del  propietario,  se 
creaban  intereses  tan  importantes  que  producian  ciertos  obstáculos 
para  la  fácil  ejecución  de  tales  pactos. 

Estudiando  detenidamente  los  períodos  que  abraza  desde  su 
origen  el  contrato  de  foro,  puede  con  imparcialidad  observarse  que 
desde  el  si^lo  XIV,  época  en  que  comienza  á  hacerse  más  percep- 
tible su  propagación,  hasta  fines  del  siglo  XVI  no  ofreció  dificulta- 
des serias  el  cumplimiento  de  las  estipulaciones,  lo  que  era  debido 
sin  duda  á  la  armonía  que  reinaba  entre  los  dueños  y  los  colonos. 
La  reversión  de  los  bienes  tenia  que  verificarse  sin  daño,  de  los  in- 
tereses del  que  los  habia  estado  cultivando,  cuando  era  corto  el  pla- 
zo del  foro;  pero  si  éste  se  habia  hecho  por  tres  generaciones,  aun 
determinando  cada  una  de  ellas  en  el  sentido  más  estricto,  de  ma- 
nera que  no  se  estendiese  la  posesión  de  los  bienes  á  más  que  tres 
llamamientos  en  la  familia  del  que  los  habia  recibido ,  la  equi- 
dad obligaba  siempre  á  los  dueños  á  hacer  la  renovación  del  con- 
trato á  favor  de  la  cuarta  generación,  en  la  que  empezaba  otro 
número  igual  de  llamamientos,  continuando  posesora  de  los  bienes 
la  familia  de  los  primeros  cultivadores.  £n  documentos  de  aquel 
período  está  patente  que  este  sistema  era  el  comunmente  adop- 
tado. 

Al  empezar  el  siglo  XVII  las  circunstancias  hablan  variado  no- 
tableifente.  Sin  negar  que  la  codicia  fuese  teniendo  cabida  en  al- 
gnnos  representantes  de  institutos  que  estaban  obligados  á  comba- 
tir esta  mala  pasión  y  reconociendo  que  ausentes  en  la  Corte  los 
magnates  que  poseian  inmensos  bienes,  su  administración  quedó 
entregada  á  personas  que  tenían  gran  interés  en  sacar  el  mayor  lu- 
cro posible,  es  también  evidente  que  las  relaciones  de  dueños  y  co- 
lonos sufrieron  una  profunda  perturbación.  El  subforo  aparece  mo- 
dificando el  espíritu  primitivo  del  foro,  cuyo  objeto  exclusivo  era 
entregar  los  terrenos  á  quien  pudiese  cultivarlos  en  provecho  suyo 
y  del  propietario,  garantizándole  su  posesión  por  largo  tiempo.  £1 
subforante  se  sustrae  de  este  trabajo  material  trasmitiéndolo  á  otra 
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persona»  y  añadiendo  una  nueva  pensión  además  de  la  estipulada 
para  el  primer  aforante. 

Hasta  qué  punto  haya  sido  licito  este  contrato  en  la  forma  y  ex- 
tensión que  se  le  dio  no  puede  ser  ahora  objeto  de  examen;  pero  sí 
debe  reconocerse  que  fué  el  medio  empleado  para  ir  aumentando 
los  gravámenes  sobre  la  tierra»  la  causa  de  complicaciones  en  el  pa- 
go de  las  pensiones  múltiples  que  la  afectan»  y  acaso  el  motivo  que 
más  influyó  en  la  lucha  sostenida  desde  principios  del  siglo  XYII 
sobre  la  renovación  de  foros.  k\  subforo  ha  debido  su  origen  esa 
clase  social  que  pudiendo  ya  obtener  una  subsistencia  segura 
con  la  renta  de  la  tierra,  encontró  más  conveniente  trasmitir  á  otros 
la  tarea  penosa  de  su  cultivó»  los  cuales  á  su  vez  siguieron  la  mis- 
ma conducta  mientras  podian  las  fincas  soportar  estas  cargas.  El 
espíritu  de  aquel  tiempo  tan  favorable  á  la  creación  de  mayoraz- 
gos» capellanias  familiares  é  institutos  piadosos  pudo  desarrollarse 
merced  á  este  procedimiento;  y  cuando  las  órdenes  religiosas  de 
San  Benito  y  del  Cister,  el  conde  de  Altamira  y  otros  proceres,  pri- 
mitivos dueños  de  gran  parte  de  las  tierras  de  Galicia,  pretendie- 
ron recobrar  los  bienes  que  babian  dado  en  foro  por  haber  conclui- 
do el  plazo  estipulado»  encontraron  vigorosa  oposición  sostenida  con 
constancia  y  apoyada  en  consideraciones  sociales  de  gran  monta. 
Que  esa  clase  media»  civil  y  eclesiástica,  era  entonces  la  principal 
interesada  en  que  no  se  llevase  á  cabo  el  despojo  de  los  cultivado- 
res de  las  tierras,  se  comprende  fácilmente,  observando  que  la  re- 
versión de  ellas  á  sus  primitivos  dueños  y  la  libre  renovación  de  los 
contratos  de  foro  dejaban  sin  efeqlo  los  subforos  en  que  se  fundaba 
su  subsistencia.  Así  se  alega  esplicitamenle  en  el  primer  memorial 
dirigido  sobre  este^ asunto  al  Rey  en  la  citada  época  del  siglo  XVII, 
por  el  Diputado  general  del  Reino  en  que  se  dice:  que  muchos  nobles 
se  sustentan  con  las  haciendas  aforadas  porque  hay  pocos  de  ellos  que 
se  escapen  de  tener  propiedades,  montes  ó  caserías  que  no  sean  de 
foros  de  conventos  y  cabildos  y  can  ellas  se  sustentan.  Las  pretensio- 
nes contrarias  á  la  reversión,  reproducidas  en  cuantas  ocasiones  se 
creían  favorables  por  el  reino  de  Galicia,  representado  por  sus  di- 
putados elegidos  por  los  Ayuntamientos  en  que  dominaba  la  influen- 
cia de  las  clases  más  interesadas,  terminaron  con  la  Real  provisión 
de  1{  de  Mayo  de  1763,  mandando  suspender  todos  los  pleitos,  de- 
mandas y  acciones  pendientes  en  la  Real  Audiencia  sobre  foros»  sin 
permitir  tuviesen  efecto  los  despojos  que  se  intentasen  por  los  duc- 
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nos  del  directo  dominio;  coya  provisión  aunque  no  resolvió  definí- 
tiyamente  aquellas,  pretensiones,  produjo  una  tregua  que  con  el 
trascurso  de  más  de  un  siglo  ba  dado  un  resultado  distinto  del  an- 
tiguamente solicitado,  pues  el  inflnjo  de  las  ideas  en  tan  largo  pe  • 
r(odo  de  transformación  social  y  de  reformas  económicas  ba  ejerci- 
do su  poderosa  acción  hasta  tal  punto  que  nadie  se  atreve  hoy  á 
proponer  ni  menos  á  solicitar  la  reversión  de  las  fincas  dadas  en  fo- 
ro, conformándose  ahora  con  el  sta(u-*quo  que  representa  de  hecho 
la  perpetuidad  del  gravamen. 

La  Sociedad  ha  creído  indispensable  hacer  estas  breves  indica- 
ciones sobre  las  vicisitudes  del  foro  desde  su  primitiva  constitución 
hasta  su  estado  actual,  porque  le  importa  hacer  constar  de  una  ma- 
nera irrecusable,  que  desde  los  anteriores  siglos  por  común  interés 
de  cultivadores  v  subforantes  se  ha  venido  sosteniendo,  contra  los 
primitivos  dueños  que  querían  recobrar  las  fincas  aforadas,  el  prin- 
cipio de  que  estos  tenian  forzosa  obligación  de  renovar  el  contrato 
á  favor  del  poseedor  de  los  bienes,  siempre  que  las  pensiones  se  pa- 
gasen puntualmente,  en  cuyo  apoyo  se  citaba  la  mencionada  ley  de 
Partida  y  las  opiniones  de  los  jurisconsultos,  siendo  también  la  ge- 
neral del  reino  de  Galicia  representado  legítimamente  por  sus  jun- 
tas compuestas  de  los  diputados  de  las  ciudades.  No  hay  para  qué 
advertir  que  la  renovación  forzosa  entendida  de  aquel  modo,  impli- 
caba la  idea  de  la  subsistencia  ilimitada  del  foro,  único  medio  en- 
tonces de  evitar  los  trastornos  sociales  que  produciría  la  reversión. 

Por  medio  ¿el  subforo  se  fueron  aumentando  los  gravámenes  de 
la  tierra,  ysiseguia  un  segundo  ó  tercer  subforo  el  recargo  iba 
creciendo  gradualmente,  sin  que  sea  caso  raro  que  una  finca  asi 
gravada  tenga  además  que  soportar  pensiones  de  distinto  origen. 
La  suerte  del  labrador  es  penosa  en  tales  circunstancias  y  las  com- 
plicaciones en  el  pago  ofrecen  mayores  penalidades,  sobre  todo 
desde  que  la  estremada  división  del  suelo,  siempre  en  progreso,  y. 
á  la  que  por  consecuencia  precisa  vá  unida  la  de  las  pensiones,  dá 
lugar  á  los  costosos  juicios  de  prorateos  de  que  más  adelante  se 
ocupará  la  Sociedad.  De  estas  complicaciones  sólo  pueden  tener 
idea  exacta  los  dueños  y  cultivadores  de  fincas  en  Galicia,  pues 
apenas  se  concibe  que  para  el  pago  de  una  renta  que  en  muchos 
casos  no  escede  de  una  fanega  de  fruto,  sean  llamados  á  contribuir 
con  su  porción  diez  ó  más  labradores,  no  correspondiendo  á  alguno 
ni  aun  la  vigésima  parte  de  ella;  y  la  complicación  sube  de  punto 
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cuando  los  bienes  del  foro  ó  no  conetan  claramente  deslindados  en 
la  escritura  foral,  ó  se  han  oscurecido  los  límites  por  efecto  de  la 
variación  del  cultivo,  ó  por  haber  pasado  á  terceros  poseedores  por 
compras  hechas  vcrbalmente,  sin  formalidad  alguna  legal,  y  con  la 
cláusula  de  adquirirse  libres  de  pensión  foral,  pues  el  vendedor 
(como  si  pudiera  hacerlo)  la  imponía  sobre  otros  bienes  que  le  que- 
daban, ó  cuando  por  fin,  los  pagadores  por  mutua  conveniencia,  ar- 
reglaron entre  si  el  cambio  de  pensiones  ¿  distintos  dominios  de 
aquellos  que  están  afectos  á  sus  respectivas  fincas ,  de  suerte  que 
resulta  que  el  pagador  aunque  satisface  el  canon  no  es  poseedor  de 
las  que  tienen  tal  gravamen.  El  señor  directo  ageno  á  todos  estos 
arreglos,  satisfecho  con  la  puntual  cobranza  de  su  renta,  se  encuen- 
tra después  del  transcurso  de  cien  ó  más  anos,  si  ocurre  entonces 
alguna  dificultad  en  el  pago,  en  medio  de  una  confusión  extraordi- 
naria de  que  participan  también  los  pagadores,  pues  no  siendo  ya 
los  que  intervinieron  en  aquellos  actos,  pueden  resistir  con  la  ma- 
yor buena  fé  las  gestiones  del  que  reclama  lo  que  se  le  debe. 

Esta  complicada  situación  que  tantos  perjuicios  ocasiona  á  los 
propietarios  y  á  los  labradores  de  Galicia  y  que  exige  pronto  reme- 
dio no  es  sin  embargo  razonable  imputarla  al  contrato  del  foro,  sino 
abandono  punible  de  los  dueños  en  dejar  oscurecer  sus  derechos,  y 
á  la  conducta  no  menos  censurable  de  los  colonos  que  procedieron 
arbitrariamente  en  la  celebración  de  unos  pactos  contrarios  á  la  ley. 
Tampoco  hay  motivo  para  atribuir  al  foro  la  estremada  división  de 
la  propiedad,  opinión  sin  embargo  muy  generalizada,  y  á  que  pres* 
tan  su  asentimiento  ilustrados  y  respet  ables  escritores,  por  no  ha* 
berse  estudiado  detenidamente  un  contrato  á  que  se  atribuye  tan 
trascendental  resultado.  Cierto  es  que  el  foro  fué  el  medio  por  el 
cual  las  tierras  que  estaban  en  manos  de  pocos  dueños,  y  que  ade- 
más por  la  clase  de  estos  se  hallaban  amortizadas;  se  sustrageron  á 
las  consecuencias  de  este  régimen  y  entraron  en  su  parte  útil  á  la 
libre  circulación,  tan  provechosa  siempre  y  mucho  más  apetecida 
en  la  época  en  que  las  ideas  dominantes  favorecidas  por  la  legisla- 
lacion,  tendian  á  la  concentración  de  la  propiedad;  pero  atribuir  á 
aquel  nunca  bastante  alabado  efecto  del  loro  la  causa  efiiciente  de 
la  división  del  suelo,  es  desconocer  completamente  que  bastan  á 
producirla  los  principios  comunes  y  muy  respetables  del  derecho 
de  propiedad,  cuando  éstos  se  desenvuelven  en  pueblos  en  que  por 
sus  especiales  circunstancias  se  ha  hecho  indispensable  la  distribu- 
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cioD  del  trabajo  entre  mochas  familias ,  bien  sea  por  medio  del  ar* 
riendo,  ó  por  trasmisiones  de  pequeños  lotes.  ¿No  hay  por  ventura 
ei^  España  comarcas  y  aun  provincias  en  que  es  muy  notable  la 
subdivisión  del  cultivo  de  las  tierras,  sin  que  exista  alli  el  contrato 
de  foro  ni  otro  análogo?  ¿Se  olvida  que  hay  países  en  Europa  en 
que  la  división  del  suelo  es  tan  estremada  que  ha  sido  objeto  de 
medidas  legislativas?  La  Irlanda  que  vulgarmente  se  cita  para  com- 
parar el  aflictivo  estado  de  su  miserable  población  agrícola  con  el 
del  labrador  gallego  ¿debe  acaso  la  gran  división  de  su  cultivo  á 
la  del  suelo,  ó  existe  á  pesar  de  las  extensas  propiedades  pertene* 
cientes  á  hacendados  que  tienen  que  arrendarlas  en  pequeñas  suer- 
tes para  obtener  el  fruto  que  apetecen?  El  foro  no  sólo  no  entraña 
por  sus  peculiares  condiciones  principio  alguno  especial  que  influ- 
ya en  el  fraccionamiento  de  las  heredades  que  son  objeto  del  con- 
trato, sino  que  expresamente  tendía  á  contenerlo.  En  c&si  todas  las 
escrituras  de  foro  se  comprende  la  indicada  cláusula  de  que  las  fin- 
cas no  podían  partirse^  ni  dividirse  entre  herederos^  dd^iendo  con- 
servarse unidas  y  en  una  sola  mano  bajo  pena  de  comiso,  siendo 
preciso  el  consentimiento  previo  del  dueño  para  la  enajenación 
de  cualquiera  de  ellas.  Esta  cláusula  que  de  haberse  cumplido  hu- 
biera influido  ventajosamente  en  el  bienestar  de  la  familia  rural, 
no  se  respetó  por  los  Tribunales  de  justicia,  por  haberla  considera- 
do opuesta  á  las  leyes  de  sucesión  y  á  las  que  establecen  el  ejerci- 
cio libre  de  disponer  de  los  bienes  y  derechos  propios  según  con- 
venga á  sus  fines.  De  aquí  que  aumentada  inmensamente  la  pobla- 
ción, por  efecto  de  la  misma  constitución  agrícola  que .  favorecia  la 
organización  de  la  familia  y  prefiriendo  los  labradores  vivir  unidos 
bajo  el  techo  paterno  y  en  medio  de  las  tierras  que  con  grandes 
afanes  habían  cultivado,  el  curso  natural  del  sistema  de  herencias 
i  que  coopera  la  libertad  de  enagenar  son  las  causas  que  produje- 
ron este  pasmoso  fraccionamiento  del  suelo,  contra  que  tanto  se 
clama,  y  que  no  ha  encontrado  su  correctivo  en  el  mismo  aboso,  á 
pesar  de  la  opinión  de  ilustrados  economistas  que  creen  puede  sólo 
sostenerse  momentáneamente  una  partición  excesiva.  Subsiste  ésta 
por  desgracia  en  Galicia  y  continuará  en  aumento,  si  no  se  coatiene 
por  medios  más  eficaces  que  el  del  equilibrio  que  aquellos  se  pro- 
meten de  la  libertad  de  la  contratación. 

Después  de  estas  consideraciones  necesarias  para  que  se  apre- 
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cien  las  opiniones  de  los  adversarios  del  foro,  qne  atríboyen  á  este 
contrato  todos  los  males  que  siente  y  sufre  el  laborioso  labrador 
gallego  y  los  obstáculos  para  el  progreso  y  desarrollo  de  la  agricul- 
tura, incumbe  á  la  Sociedad  examinar  si  efectivamente  para  el  por- 
venir de  Galicia  es  preciso  que  desaparezca  una  institución  secular, 
encarnada  en  su  vida  social ,  y  que  ha  influido  tan  poderosamente 
en  stt  oi^anizacion.  Desde  luego  conviene  observar  que  todos  reco- 
nocen al  contrato  de  foro  cuatro  importantes  efectos:  1/  la  eman- 
cipación del  colono,  haciéndole  casi  propietario;  2/  haber  favoreci- 
do el  cultivo;  3/  la  creación  de  la  familia  rural  habitando  en  los 
campos  á  la  inmediación  de  sus  heredades  y  dedicada  exclusiva- 
mente á  las  faenas  agrícolas;  4/  el  gran  influjo  que  ejerció  esta  or- 
ganización en  el  aumento  de  la  población.  Cuando  una  institución 
produjo  tan  útiles  resultados ,  preciso  es  reconocer  que  enciera  un 
principio  fecundo  de  vida  que  debe  detener  al  espíritu  reflexivo 
para  no  condenarla  con  lijereza,  debiendo  por  el  contrario  dispo- 
nemos á  creer  que  lo  que  por  mucho  tiempo  se  practica  en  una 
gran  comarca  tiene  sólido  fundamento  en  necesidades  que  de  otro 
modo  no  podrían  satisfacerse.  En  las  condiciones  actuales  del  foro, 
que  según  se  deja  dicho,  son  idénticas  á  las  del  censo  enfítéutico, 
la  supresión  de  él  implicaría- la  de  este  contrato;  y  aunque  la  So- 
ciedad tiene  muy  presentes  las  grandes  controvervias  entre  los  que 
creen  útil  la  división  del  dominio  y  los  que  la  combaten  como 
perjudicial,  desde  luego  no  temeatirmar  con  plena  convicción ,  que 
en  Galicia  es  absolutamente  indispensable  para  que  continúen  aso- 
ciados el  capital  y  el  trabajo,  prestándose  el  recíproco  auxilio  que 
han  menester  para  lograr  buen  fruto  de  su  respectiva  aplicación. 
Causas  poderosas,  que  no  pueden  tan  pronto  desaparecer,  produje- 
ron y  sostienen  este  armónico  enlace  á  que  deben  su  subsistencia 
millares  de  familias.  La  naturaleza  del  terreno  tan  favorable  para  el 
pequeño  cultivo  y  la  escasez  de  capitales  han  circunscrito  las  as- 
piraciones de  los  habitantes  del  campo,  dedicados  en  casi  su  totali- 
dad á  la  agricultura,  á  obtener  la  posesión  de  tierras  para  trabajar- 
las. Así  se  ha  creado  esa  tendencia  permamente  que  los  prudentes 
legisladores  deben  tener  muy  en  cuenta  para  que  sus  disposiciones 
reúnan  las  condiciones  esenciales  de  toda  buena  ley ,  y  que  se  vé 
manifiesta  en  el  general  y  vehemente  deseo  de  los  cultivadores  de 
obtener  en  foro  las  fincas  que  trabajan,  siendo  evidente  que  pre- 
fieren este  contrato  al  de  arriendo  por  pocos  ó  muchos  anos,  y  aun 
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cuando  éste  aparezca  en  coadiciones  más  ventajosas.  Y  mereoe  no- 
tarse que  este  anhelo  de  obtener  las  fincas  en  foro  existía  cuando 
ni  siquiera  era  presumible  que  el  canon,  que  con  las  demás  con- 
diciones propias  de  este  contrato  se  estipulaba,  podria  llegar  á  ser 
redimible.  La  Sociedad,  pues,  respetando  el  organismo  de  la  in- 
dustria agrícola  en  estas  provincias,  que  ha  tenido  un  fundamento 
racional,  cree  interpretar  fielmente  y  apoyar  aquel  deseo  de  los 
honrados  labradores  que  lejos  de  mirar  con  odio  al  foro,  i  pesar 
de  las  predicaciones  subversivas  de  esplotadores  políticos  que  no 
reparan  en  llevar  la  perturbación  á  las  pacíficas  mansiones  de  la 
clase  agrícola  para  obtener  cierta  popularidad,  aunque  sea  efímera, 
ven  en  él  su  único  recurso  para  adquirir  sin  más  capital  que  el  de 
su  trabajo,  el  dominio  útil  de  una  masa  de  bienes  suficiente  para 
sostener  á  su  familia,  sin  otra  obligación  que  la  de  pagar  una  pen- 
sión anua  casi  siempre  menor  que  el  precio  de  un  arriendo.  El  sis* 
tema  de  conceder  de  tal  suerte  el  derecho  de  propiedad,  aunque 
sea  limitado,  satisface  grandes  necesidades  morales  y  económicas 
que  no  es  preciso  detenerse  á  demostrar;  y  cuando  además  se  halla 
arraigado  en  los  hábitos  de  un  pueblo,  seria  una  insensatez  des- 
truirlo. 

T  no  es  esta  sola  la  ventaja  que  nace  de  respetar  en  lo  posible 
la  actual  organización  de  la  industria  agrícola,  sino  que  el  foro,  con 
las  modificaciones  que  aconseja  la  razón,  podria  ser  el  medio,  acaso 
más  practicable,  de  mejorar  la  condición  de  la  familia  rural  proport 
clonándola  el  bienestar  de  que  carece  y  dotándola  de  recursos  para 
perfeccionar  el  cultivo.  Galicia  que  es  boy  el  tipo  de  la  parcelación 
extremada,  fué  sin  embargo  el  país  de  los  cotos  redondos,  pues  se 
deja  indicado  era  como  inherente  á  los  contratos  de  foro  la  cláusula 
de  indivisibilidad.  Los  foros  comprendían  por  lo  general  lugares 
acasarados  compuestos  de  terreno  arable  y  de  montes;  y  los  que  no 
tenian  tal  extensión  abrazaban,  no  obstante,  cierto  número  de  fin- 
cas rústicas,  que  si  no  bastaban,  al  menos  se  aproximaban  á  ser 
suficientes  para  la  manutención  de  una  familia.  Repartido  así  el 
territorio  y  conservada  la  indivisibilidad  de  los  bienes  del  foro,  ade« 
más  de  las  ventajas  indicadas,  tan  influyentes  en  la  suerte  de  los 
labradores,  se  hubiera  evitado  la  distrilÑicion  de  las  pensiones  en* 
tre  conforeros,  origen  de  tantos  males.  Restablecer  y  fortalecer  hoy 
el  principio  que  nuestros  antepasados  con  gran  sabiduría  y  previ* 
sion  habían  adoptado,  será  el  medio  más  eficaz  de  reorganizar,  sin 
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lastimar  derechos  preexistentes,  la  propiedad  en  Galicia  y  el  dnieo 
dique  para  contener  esas  desmembraciones  que  embarazan  el  boen 
cttitivo,  debiendo  sin  embargo  fijarse  un  límite  que  impida  caer  eti 
el  extremo  opuesto  de  una  perjudicial  concentración.  Declarando 
indivisible  lodo  nueyo  foro  que  comprenda  una  ó  más  fincas,  cuya 
medida  en  junto  no  exceda  de  tres  hectáreas  de  tierra  arable  y  seis 
de  monte,  ó  que  aun  siendo  de  mayor  cabida  no  llegue  la  fracción 
al  número  etpresado  de  hectáreas,  se  obtendrá  el  útil  resultado  de 
que  se  vaya  reconstituyendo  la  propiedad  en  Galicia,  en  condicio- 
nes que  ofrezcan  al  labrador  las  Tcntajas  de  tener  lo  necesario 
para  mantener  debidamente  la  familia  y  de  poder  conseguir  algún 
ahorro  para  dedicarlo  á  perfeccionar  el  cultivo,  ó  para  resistir  las 
desgracias  de  una  mala  cosecha. 

No  se  ocultan  á  la  Sociedad  las  objeciones  que  se  harán  á  este 
pensamiento  por  los  partidarios  de  que  no  se  ponga  limite  alguno 
á  la  libertad  de  la  contratación;  pero  si  ésta  ha  producido  males  tan 
grandes  como  evidentes,  es  indispensable  prescindir  del  rigorismo 
de  principios  absolutos,  rara  vez  aceptables  para  la  buena  adminis- 
tración de  los  pueblos,  y  adoptar  medidas  legislativas  que  conten- 
gan y  remedien  el  acrecentamiento  de  ia  miseria  pública.  No  recela 
por  tanto  proponerlas  con  la  precaución  indicada,  pue&está  persua- 
dida que  conducirátt  al  bienestar  de  la  generalidad  de  las  fomilas 
que  pueblan  los  campos  de  Galicia,  á  las  que  es  preciso  ofrecer  con 
urgencia  estimules  que  contengan  ese  vivo  afán  de  ir  á  lejanas  tier- 
ras en  busca  de  medios  de  subsistencia,  que  aquí  no  encuentran 
por  muchas  y  distintas  causas.  Aceptado  el  principio  de  indivisibi- 
lidad, no  por  eso  han  de  quedar  privados  de  sus  legítimos  derechos 
los  herederos,  á  quienes  se  les  ha  de  indemnizar,  habiendo  térmi- 
nos hábiles,  en  la  forma  que  se  adopte  con  tal  objeto. 

La  indivisibilidad  propuesta  no  será  sin  embargo  obstáculo  para 
que  la  pensión  foral  sea  redimible,  condición  esencial  en  todos  los 
contratos  de  esta  especie  que  á  lo  sucesivo  se  otorgueo.  Ni  el  inte- 
rés del  cultivo,  ni  el  estado  social  de  los  presentes  tiempos  consien- 
ten esta  clase  de  cargas  perpetuas  que  siguen  para  siempre  la  suer- 
te de  los  poseedores  de  predios  rústicos  y  urbanos.  Es,  sin  embar- 
go, absolutamente  preciso  conceder  algún  aliciente  al  propietario 
para  estimularle  á  dar  los  bienes  en  foro,  y  ninguno  al  parecer  me- 
jor que  el  de  dar  validez  legal  al  pacto  de  no  poder  verificarse  la 
redención  durante  la  vida  del  primer  aforante,  ni  de  su  inmediato 
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sucesor,  bien  sea  éste  por  el  concepto  de  heredero,  ó  por  haber  ad- 
quirido el  derecho  á  la  pensíou  y  su  capital  por  cualquier  otro  ti- 
tulo. Este  pacto  que  el  labrador  debe  admitir  con  aprecio,  sí  como 
es  natural  ha  influido  para  darle  los  bienes  en  que  pueda  ejercer  su 
industria,  le  ofrece  la  seguridad  de  que  ea  un  día  no  lejano,  sua 
hijos,  ó  quizá  el  mismo,  podrán  eiimirse  de  nn  gravamen  que  les 
moleste.  Con  esta  legitima  esperanza  se  escitará  también  su  afán 
en  mejorar  el  cultivo;  y  para  obtener  por  medio  del  ahorro,  el  ca- 
pital que  exige  la  redención.  En  el  caso  que  proceda,  será  preciso 
el  requerimiento  con  tres  meses  de  anticipación. 

Mas  de  recelar  es  que  los  dueños  de  tierras  no  se  avengan  á 
darlas  en  foro,  teniendo  la  condición  de  redimible.  Quizá  este  re- 
traimiento ocurra  en  los  primeros  tiempos  de  esta  nueva  organiza* 
cioo;  pero  es  de  esperar  que  la  reflexión  y  buen  sentido  de  los  pro- 
pietarios les  incline  muy  pronto  á  aceptarla.  Ellos  saben  muy  bien 
que  si  la  necesidad  de  mejorar  la  suerte  de  las  clases  trabajadoras 
ha  sido  un  problema  que  constantemente  ha  preocupado  á  los  hom- 
bres pensadores  y  que  dio  lugar  á  leyes  que  introdujeron  grandes 
cambios  en  la  organización  de  la  propiedad  rural,  Jioy  atraviesa 
ésta  una  profunda  crisis,  que  en  Galicia  se  hace  más  sensible  por 
ser  la  agricultura  su  única  industria.  La  situación  de  los  propieta- 
rios irá  siendo  cada  vez  más  comprometida,  y  más  fácil  será  tam- 
bién que  ciertas  utopias  sociales  se  abran  paso  para  atrepellar,  si- 
quiera sea  momentáneamente,  sus  intereses  si  no  se  adoptan  aque- 
llas prudentes  precauciones  que  han  de  inutilizar  los  trabajos  que 
se  emplean  para  atacar  los  derechos  más  legítimos.  T  en  Galicia  no 
sólo  se  procede  con  gran  actividad  en  esta  maléfica  propaganda, 
sino  que  una  reunión  de  causas  poderosas  influye  en  la  situación 
precaria  de  los  propietarios  que  no  labran  por  sí  mismos  sus  tierras. 
Estos  meros  propietarios  tienen  que  arrendarlas  para  sacar  produc- 
to (le  ellas,  y  hoy  en  muchas  comarcas  vá  siendo  en  extremo  escaso 
el  número  de  brazos  que  se  dedican  á  estas  labores  porque  la  emi- 
gración toma  proporciones  colosales,  y  ya  no  son  sólo  los  jóvenes 
los  que  van  por  cierto  número  de  anos  á  buscar  riquezas  á  lejanos 
países  con  la  esperanza  de  volver  á  disfrutarlas  en  el  suyo,  sino 
que  familias  enteras,  sin  excepción  de  edad  ni  sexo,  son  arrastra- 
das en  esta  dirección,  no  siendo  tan  fácil  su  regreso  sino  son  atraí- 
das por  un  estimulo  poderoso,  como  lo  es  seguramente  para  los 
gallegos  el  dominio  de  la  tierra  que  cultivan,  el  carino  al  árbol  que 
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han  {riantado  y  el  apego  á  la  casa  en  que  nacieron.  £1  propietario, 
paea,  influido  por  la  necesidad  y  por  el  buen  sentido  dando  en  foro 
las  fincas  que  no  puede  ó  no  quiere  cultivar,  obtendrá  un  rédito 
seguro  durante  su  vida  y  la  de  sus  herederos  ó  de  aquel  á  quien 
las  transmita,  conserrando  siempre  integro  su  capital.  Estendida 
asi  la  propiedad  en  condiciones  tan  razonables,  seríin  muchos  sus 
defensores  y  encontrará  cultiYadores  celosos  y  perseverantes  que 
no  romperán  con  facilidad  los  lazos  que  á  ella  les  unao.  £s  también 
de  esperar  qué  cuando  el  labrador  conozca  las  ventajas  de  te- 
ner reunida  por  medio  del  foro  una  porción  indivisible  de  bienes 
con  que  atienda  hoiJKadamente  i  su  subsistencia,  sostenga  el  pacto 
foral  por  su  libre  voluntad,  aun  después  de  concluido  el  término 
dorante  el  que  no  puede  redimirse  el  canon,  de  suerte  que  la  mú^ 
toa  conveniencia  llegará  á  hacer  por  su  espontaneidad  más  agra- 
dables y  provechosas  las  relaciones  de  los  censualistas  y  de  los  cen* 
sataríos. 

£1  interés  de  que  estos  nuevos  contratos  de  foro  estén  exentos 
de  lodo  lo  que  pueda  hacerlos  vejatorios,  obliga  á  la  Sociedad  á 
proponer  que  no  pueda  estipularse  el  pago  de  laudemio  en  las  ven- 
tas que  de  los  bienes  se  hagan.  Este  derecho  legítimo  y  natural  en 
los  antiguos  foros,  y  muy  especialmente  cuando  el  canon  era  exi- 
guo, no  puede  sostenerse  hoy  que  la  trasmisión  de  la  propiedad  es 
tan  frecuente  y  que  por  tanto  embarazaría  la  libertad  de  la  contra- 
tación, 6  absorbería  en  breve  plazo  el  capital  de  las  fincas.  Lo  pro- 
pio debe  establecerse  respecto  de  la  pena  de  comiso,  que  seria  en 
extremo  dura  á  no  estar  clara  y  especialmente  estipulada. 

£1  retracto  es  un  derecho  que  debe  considerarse  propio  del  foro 
sin  necesidad  do  pactarlo.  Favorable  al  forísta  porque  puede  antes 
de  estioguirse  el  plazo  señalado  para  la  duración  del  contrato,  con- 
solidar el  dominio  ó  adquirirlo  quizá  por  menos  precio  del  capital 
de  la  redención,  lo  es  también  al  aforante  que  puede  obtener  por 
medio  del  retracto  el  beneficio  de  recobrar  las  fincas  que  habia 
dado  en  foro,  si  le  convienen  para  otros  fines.  La  utilidad  es,  pues, 
reciproca,  y  será  por  tanto  oportuno  que  se  conceda  al  menos  un 
mes  de  término  para  usar  de  este  derecho. 

Por  fin,  para  que  el  foro  asi  reformado  produzca  todos  los  re- 
sultados favorables  que  de  él  deben  esperarse,  es  absolutamente 
indispensable  prohibir  bajo  pena  de  nulidad  toda  nueva  pensión  de 
cualquiera  especie  que  sea  en  las  fincas  forales,  al  menos  en  las 
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rústicas.  De  todas  cuantas  medidas  se  adopten  para  favorecer  la 
agricultura  ninguna  hay  mis  imperioeamente  reclamada^  Cierto  es 
que  alguna  vez  este  medio  facilita  al  labrador  honrado  salir  de  no 
apuro  momentáneo;  peroien  la  generalidad  de  los  casos  ha  sido  el 
camino  de  la  ruina  de  los  que  no  se  contienen  en  sus  disipaciones, 
contando  siempre  con  obtener  dinero  por  la  imposición  de  nuevas 
pensiones.  Los  censos  frumentarios,  á  pesar  de  las  prohibiciones 
legales,  fueron  muy  comunes,  y  contribuyeron  con  los  subforos  ¿ 
afligir,  á  la  clase  agrícola,  colocándola  en  la  átuacion  de  qae  boy 
£^e.  pretende  sacarla  con  tanta^  dificultad. 

Las  leyes  de  20  de  Agoéto  y  16  de  Setiembre  de  1873  se  han 
propuesto  el  laudable  fia  de  realizar  esta  pretensión,  pero  k»  me- 
dios adoptados,  lastimando  sagrados  derecho?,  fueron  mal  recibidos 
por  la  opinión  general,  en  la  cual  se  comprende  para  honra  suya  ta 
de  muchos  pagadores  de  rentas  ferales  que  no  usaron  de  la  facultad 
que  se  les  concedió,  porque  en  el  fondo  de  su  conciencia  encontra- 
ban injustas  sus  disposiciones.  Examinarlas  delaHadamente  y  pro- 
poner las  que  en  concepto  de  la  Sociedad  deben  adoptarse,  será  lá 
ultima  parte  de  este  dilatado  informe. 

El  punto  que  generalmente  se  consideró  más  importante  de  ios 
comprendidos  y  resuellos  en  dichas  leyes,  es  el  del  artículo  l.'en 
que  se  declaran  redimibles  todas  las  pensiones  que  gra^van  la  pro-* 
piedad  inmueble  conocidas  con  ios  nombres  de  foros,  subforos, 
censos  frumentarios,  rabassa  morta  y  otras  de  igual  naturaletar  en- 
tre los  que  por  vía  de  apéndice  en  articulo  adicional  se  comprendte> 
ron  los  treudos.  La  Sociedad  en  su^  observaciones  prescindiiá  de 
las  que  les  sugiiere  el  haberse  comprendido  en  el  número  de  cargas 
alguna  de  t&n  diferente  naturaleza  como  la  rabassa  morta,  y  el  modo 
con  que  se  procedió  en  la  resolución  relativa  á  los  treudos.  Afec- 
tando ambas  cargas  á  las  propiedadea  de  otras  provincias,  se  bmi^ 
tara  á  ocuparse  de  las  peculiares  de  Galicia  que  son  iguales  á  las 
de  Asturias  y  gran  parte  del  antiguo  reino  de  León.  En  la  breve 
resena  que  queda  hecha  sobre  las  vicisitudes  del  foro,  se  ha  ex* 
puesto  cuál  es  su  estado  actual  y  cómo  la  acción  del  tiempo  impri- 
ihió  de  tal  manera  en  la  opinión  general  la  idea  de  considerarlo 
perpetuo,  conciliando  al  parecer  los  intereses  diversos  de  los  domi- 
nios directo  y  útil,  que  la  pretensión  antigua  de  los  unos  para  la 
renovación  forzosa  del  foro  y  de  los  otros  para  la  reversión  de  los 
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bieiWB  ha  quedado  por  tan  poderosa  y  eficaz  inflaeocia  fuera  de 
deimte;  y  si  aun  hay  de  los  últimos  quienes  alegan  su  derecho  fno- 
dado  en  el  respeto  debido  á  las  legitimas  convenciones,  no  es  para 
intentar  siquiera  recobrarlo,  porque  reconocen  que  sólo  podria  con- 
seguirse atropeilando  infinitos  intereses  creados  y  derechos  indispen- 
sables que  de  ellos  emanau,  sino  para  robustecer  su  actual  preten- 
sión de  que  se  declare  irredimible  el  foro.  Pero  aun  en  este  punto, 
no  son  pocos  ios  ilustrados  patricios  que  limitan  sus  deseos  á  que 
subsista  con  tal  carácter  tan  sólo  el  foro  originario  ó  privativo,  y 
estin  conformes  en  qne  los  subforos  y  demás  cargas  queden  bujetas  á 
redeocioo,  fundándose  para  sostener  esta  doctrina  en  importantes 
consideraciones  sociales,  y  en  principios  de  derecho.  Otros  con  dis- 
tinto criterio,  creen  que  todos  los  contratos  de  subforo  teniendo  en  la 
actualidad  un  valor  tan  legítimo  como  el  de  tos  foros  primitivos  de- 
ben ser  regidos  por  las  mismas  reglas  y  declararse  irredimibles; 
únicamente  convienen  en  la  necesidad,  por  todos  reconocida,  de 
que  se  regularicen  las  relaciones  entre  los  dueños  y  los  foristas  del 
modo  más  oportuno  para  evitar  los  males  qne  én  la  actualidad  exis- 
ten«  La  Sociedad,  meditando  profundamente  sobre  esta  gravísima 
cuestión,  planteada  en  general  fuera  del  terreno  del  derecho,  cree 
que  la  perpetuidad  de  cargas  no  es  hoy  defendible;  contra  ella  ha 
venido  formándose  lentamente  una  opinión  de  inmensa  é  incontras- 
table fuerza.  Ya  la  Iglesia  en  el  siglo  X  VI  bajo  el  Ponti6cado  de  San 
Fio  V  tomó  la  iniciativa,  declarando  redimibles  ciertos  censos  per- 
petuos, que  afectaban  á  los  bienes  inmuebles,  en  cualquier  tiempo 
qoeel  censatario  se  presentase  á  reintegrar  el  capital;  medida  inte- 
ligente y  verdiuleramente  liberal  que  no  fué,  sin  embargo,  admitida 
en  España  hasta  que  el  Rey  Carlos  IV  movido  por  un  interés  fiscal, 
permitió  la  redención  de  los  censos  perpetuos  y  cuyo  canon  se  pa- 
gaba en  dinero  ó  en  especie,  bien  procediese  de  contrato  enfi- 
téttlico  ó  de  otros  de  distinta  naturaleza.  Si  entonces  se  exceptua- 
ron los  foros  temporales  de  Galicia  y  Asturias  con  la  calidad  de 
por  ahora  y  mientras  el  Consejo  acordaba  y  le  consultaba  lo  con- 
veniente con  vista  del  expediente  general  mandado  formar,  ho; 
perdida  toda  esperanza  de  reversión  y  creados  muchos  intereses 
bajo  el  concepto  de  considerar  perpetuo  el  foro»  en  fuerza  de  una 
serie  de  hechos  qne  le  imprimen  este  carácter,  tiene  que  sujetarse  á 
la  ley  común  de  la  redención,  que  está  además  vivamente  reclamada 
por  4as  necesidades  más  imperiosas  de  la'agricnitura,  porque  es  ya 
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00  que  surrír  la  ley  del  comprador  porque  la  enajenacioa  de  ana 
reota  cuyo  capital  está  sujeto  á  aquella  incertidambre,  perjudica 
aecesariamenie  al  vendedor.  Asi  se  obtieae  tambieo  el  beue&cio  de 
que  estéu  liquidados  para  otros  erectos  todos  los  capitales  de  las 
reotas  ferales. 

También  es  justo  que  no  sólo  se  tome  en  cuenta  el  valor  de  los 
frutos  eo  uno  de  los  dichos  decenios,  sino  el  aumento  que  es  im- 
putable por  las  condiciones  del  contrato  y  que  sea  susceptible  de 
apreciación.  En  este  caso  están  los  foros  que  contienen  el  pacto  dn 
qíie  se  ha  de  satisfacer  la  renta  libre  de  contribución.  Siendo  esta 
un  mayor  gravamen  impuesto  al  que  recibió  las  fincas,  es  indispen- 
sable se  agregue  su  importe  determinado  por  un  decenio  al  capital 
de  la  renta  que  trata  de  redimirse.  Otras  condiciones  hay  y  que  por 
su  gran  variedad  seria  molesto  expresar,  que  tienen  valor  estima- 
ble, pero  que  no  pueden  apreciarse  con  igual  facilidad,  siendo  por 
tanto  preciso  para  las  que  se  haUen  en  este  caso  recurrir  al  juicio 
de  peritos  que  se  verificará  habida  consideración  á  lo  que  resulte 
por  el  mismo  decenio.  No  se  comprenderán  sin  embargo  para  la  re- 
dencíoo  servicios  personales,  fí  algún  foro  los  exigiere,  y  que  te 
entienden  suprimidos  al  redimirse  la  pensión. 

No  es  menos  justo  que  el  laudemio  sea  indemnizado.  La  impo- 
sición fué  legítima  y  tan  propia  de  la  naturaleza  de  este  contrato 
que  los  tribunales  han  reconocido  en  todos  sus  folios  el  derecho  de 
exigirlo.  Excluirlo,  pues,  de  la  debida  indemnización  es  un  violen- 
to despojo  que  hizo  más  odiosa  la  ley  de  20  de  Agosto.  Quizá  en  al- 
gún caso  se  habrá  estipulado  una  cuota  excesiva,  como  también  es 
cierto  que  con  el  gran  aumento  de  valor  que  en  muchas  comarcas 
obtuvieron  las  fincas,  y  muy  especialmente  las  urbanas,  se  hizo  más 
gravoso  su  pago  dificultando  las  trasmisiones  de  la  propiedad,  y  así 
lo  han  reconocido  los  mismos  dueños  rebajando  comunmente  una 
gran  parte  de  la  cantidad  que  les  correspondía  percibir;  por  cuyas 
consideraciones  entiende  la  Sociedad  que  respetándose  el  deredio 
de  laudemio  en  los  foros  otorgados  hasta  ahora,  debe  indemnizarse 
siempre  que  se  halle  pactado  y  en  la  cantidad  señalada;  pero  que 
la  equidad  aconseja  que  si  excediese  de  5  por  100  del  capital  se 
tenga  este  tipo  como  máximum  para  la  indemnización,  que  se  ve* 
rificará  por  una  sola  vez  al  tiempo  de  la  redención,  pagando  lo  que 
correspondería  por  tal  concepto  si  la  finca  se  vendiese  entonces, 
es  admitiendo  como  base  que  las  enagenaciones  se  verifican  por 
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término  medio  de  veiDlicinco  en  veinticinco  anos  v  buscando  nn 
capital  que  al  4  por  100  produzca  otro  igaal  al  del  lauderoio,  con 
la  fórmula  adoptada  se  consigue  dicho  objeto. 

El  retracto  entre  el  dueño  directo  y  el  forero  no  sólo  debe  man 
tenerse  como  hasta  aquí  se  halla  establecido  por  ser  conveniente 
para  la  coOsoiidacion  del  dominio  y  propio  de  la  naturaleza  del  con- 
trato de  foro,  sino  que  será  muy  útil  concederlo  también  ¿  los  con- 
sortes de  un  foral  para  que  entre  sí  puedan  hacer  uso  de  aquel  de- 
recho, respecto  délas  enagenaciones  de  fincas  que  pertenezcan  al 
foro,  debiendo  en  tal  caso  ser  preferidos  los  colindantes  y  si  hu- 
biere varios  con  igual  derecho  puede  reservarse  al  vendedor  la  fa- 
cultad de  elegirlo.  Con  esta  medida  se  favorece  desdé  luego  la 
unión  de  las  fincas  forales  y  la  de  las  pequeñas  propiedades;  pero 
para  que  por  otras  causas  no  se  inutilicen  los  efe<^s  de  tan  impor- 
tainte  beiieficio  es  indispensable  prohibir  la  división  de  toda  finca 
foral  menor  de  una  hectárea,  ó  que  en  caso  de  partirse  dé  por  re- 
sultado una  medida  inferior  á  este  tipo  de  indivisibilidad. 

El  contenido  del  art.  4.*  de  la  ley,  objeto  de  estas  observacio- 
iifes»  autoriza  á  cualquiera  de  los  pagadores  de  una  renta  foral  ¿  so- 
licitar y  obtener  la  redención  total,  si,  después  de  un  previo  juicio 
conciliatorio,  los  demás  rehusasen  hacerla  en  cuanto  á  sus  cuotas 
respectivas,  y  si  ni  aun  hubiese  una,  trasmite  aquel  derecho  al 
Ayuntamiento  para  üsarU  en  nombre  del  pueblo.  Esta  disposición 
revela  el  espíritu  hostil  que  en  la  redacción  de  la  ley  prevalecia 
contra  los  legítimos  propietarios  de  las  rentas  forales  á  quienes  se 
les  quería  privar  con  injustificada  rapidez  del  derecho  de  percibir- 
las, transfiriéndolo  á  otro  contra  la  voluntad  y  sin  beneficio  de  los 
restantes  pagadores.  Este  procedimiento  daba  ya  lugar  á  que  se 
repitiesen  los  agios  verificados  en  la  redención  de  censos  de  los  bie- 
nes nacionales,  que  produjo  en  lo  general  el  único  y  deplorable  re- 
sultado de  que  en  vez  de  e^t¡nguirse  pasasen  á  otros  dueños.  La 
Saciedad,  que  sólo  atiende  á  conciliar  los  respectivos  derechos,  una 
vez  admitido  el  principio  de  redención,  entiende  que  los  propieta- 
rios sólo  pueden  ser  compelidos  á  otorgarla  cuando  se  pida  por  el 
pagador  ó  pagadores  que  representen  al  ménoala  mitad  del  importe 
de  la  pensión,  recayendo  entonces  en  los  redimentes  el  derecho  de 
cobrar  las  cuotas  respectivas  de  los  que  se  hubiesen  negado  á  re- 
dimir, hasta  tanto  que  nsen  del  derecho  que  les  compete  y  se  les 
reserva. 

TOMO  XLVH.  14 
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El  art.  14  de  la  ley  es  en  concepto  de  la  Sociedad  el  mis  perja- 
dicial  para  los  actuales  preceptores  de  reatas  ferales;  el  que  ataca 
más  abierlamente  sus  inconcusos  derechos  y  el  que  de  hecho  anula 
el  contrato.  No  pudiendo  presumirse  que  tal  haya  sido  la  oculta  in- 
tención del  legislador,  será  sin  embargo  preciso  reconocer  que  el 
error  esti  patente.  Dos  partes  contiene  el  artículo»  al  parecer  poco 
conexas,  pero  unidas  por  muy  estrecho  lazo  para  dañar  los  intere- 
ses del  propietario.  Se  establece  en  la  primera  que  en  la  obligación 
de  pago  de  las  rentas  ferales  no  se  repute  constituida  en  reconoci- 
miento del  dominio  directo  sino  en  consideración  á  los  frutos.  Pro- 
curando penetrar  en  el  sentido  de  este  oscuro  precepto»  parece  que 
se  quieren  aplicar  al  foro  las  reglas  de  derecho  común  que  rigen  en 
los  contratos  de  arriendo;  pero  como  se  ha  demostrado  que  no  ^- 
ne  este  carácter  y  como  el  mismo  legislador  ha  tenido  que  recono- 
cerlo así  para  declarar  redimible  el  foro»  la  contradicoioa  es  mam- 
fiesta  é  indisculpable.  Considerarlo  arriendo  para  perjudicar  al  due- 
ño en  el  pago  de  la  renta  y  reputarlo  censo  enfitóutico  ó  perpe- 
tuo para  favorecer  al  pagador  concediéndole  el  importantísimo  de- 
recho de  redención»  es  prescindir  de  todo  fundamento  moral»  que 
deber  ser  la  razón  más  fuerte  de  las  leyes* 

La  segunda  parle  del  citado  articulo  determinado  que  no  se 
presuma  solidaria  la  obligación  de  pago  á  no  ser  que  conste  estipu- 
lada de  una  manera  expresa  en  los  títuj^s  originarios  6  novadooes 
de  la  carga»  ó  en  prorateos  fehacientes  en  juicio»  sanciona  una  no* 
toria  injusticia.  La  regla  contraria  á  este  precepto  es  la  más  confor- 
me al  derecho.  Recordando  lo  que  se  deja  referido  en  este  informe 
acerca  de  las  cláusulas  de  constitución  del  foro  en  sus  distintas  épo- 
cas» y  asegurandp  de  una  manera  que  no  puede  ser  refutada  que 
ha  conservado  este  contrato  el  espirito  á  que  debe  su  origen; 
que  se  ha  respetado  siempre  su  naturaleza;  que  por  consecuencia 
de  esto  se  ha  ejercido  constantemente  por  el  dominio  directo  el  dere- 
cho de  reclamar  la  pensión  integra  contra  cualquiera  de  los  posee- 
dores de  bienes  del  foro;  que  este  derecho  no  ha  sido  nunca  inter- 
rumpido» teniendo  en  su  apoyo  la  opinión  unánime  de  los  jariscon- 
sultos  y  tratadistas  que  de  esia  materia  se  ocuparon,  y  que  por  fin 
los  fallos  de  los  tribunales  sancionados  por  el  supremo  de  la  Nación 
en  sus  recientes  sentencias»  reconocen  y  confirman  la  jurispruden- 
cia de  estar  solidariamente  obligados  los  poseedores  de  los  bienes 
de  un  foral  á  satisfacer  el  todo  de  la  pensión,  se  demuestra  cvideo- 


DK  ÍM  FOA06,  SUBFOaOS,  ETC.  i 07 

iemente  que  el  precepto  del  art.  14  es  un  verdadero  despojo  de 
tan  respetable  derecho.  Pretender  que  aparezca  estipulada  la  obli  • 
gacion  solidaria,  cuando  el  contrato  expresamente  exigía  que  los 
bienes  no  habían  de  dividirse  y  que  habían  de  andar  siempre  en 
una  mano  y  satisfacer  la  pensión  en  un  sola  partida,  no  pudiendo 
por  consiguiente  los  contrayentes  pactar  nada  que  supiese  inDrac- 
don  de  esta  espresa  voluntad,  es  una  pretensión  destituida  de  todo 
fundamento.  Así  es  que  á  pesar  de  no  haber  sido  respetada  por  los 
tribunales  por  las  causas  que  quedan  referidas  la  indivisibilidad  de 
las  fincas  del  foro,  y  aun  cuando  se  distribuyó  por  consiguiente  en- 
tre los  lavadores  de  los  bienes  la  pensión  estipulada,  los  efectos  de 
estos  hechos  no  destruyeron  el  principio  de  la  unidad  del  pago  ai 
dueño  directo  ni  de  la  obligación  solidaría  que  los  mismos  tribuna- 
les reconocieron  como  propia  y  natural  del  contrato,  por  no  haber 
motivo  alguno  legal  que  estuviese  en  contradicion  con  ella.  Cierto 
es  que  son  frecuentes  los  casos  en  qne  produce  efectos  desastrosos 
para  aquel  contra  quien  se  dirige,  pues  siendo  acaso  muy  pequeña 
su  deuda  personal  como  llevador  de  corta  parte  de  la  fioca,  tiene 
que  satisfacer  grandes  atrasos  de  muchos  anos  por  la  totalidad  del 
canon;  pero  en  este  punto  pnede  la  equidad  mitigar  esta  penosa 
consecuencia  de  aquella  obligación  declarando  según  queda  pro- 
puesto para  los  nuevos  foros,  que  prescriba  á  los  dos  anos,  después 
de  cuyo  término  el  dueño  de!  directo  tiene  que  hacer  sus  reclama- 
ciones individualmente  para  la  parte  alícuota  que  á  cada  uno  cor- 
responde. 

Muchas  y  costosas  controversias  hubo  en  el  corto  tiempo  que 
rigió  la  ley  de  20  de  Agosto,  respecto  al  juzgado  ante  el  cual  debía 
pedirse  la  redención;  y  como  ha  sido  diverso  el  criterio  de  los  jue- 
ces, entiende  la  Sociedad  que  conviene  aclarar  esta  materia  seña- 
lando como  competente  para  esta  demanda  al  Juez  del  lugar  en  que 
se  satisfaga  la  renta,  así  como  lo  es  para  la  reclamación  del  pago  de 
la  misma.  Tamlrien  por  parte  de  los  dueños  hubo  entorpecimientos, 
más  ó  méqos  fundados,  para  el  acto  de  la  notificación  de  las  deman- 
dadas, y  por  tanto  para  evitarlos  á  lo  sucesivo  será  conveniente  de- 
clarar que  s>  no  puede  hacerse  al  dueño  ó  á  su  legítimo  apoderado 
en  los  pueblos  de  su  habitual  residencia,  sea  suficiente  el  requerid- 
miento  hecho  en  debida  forma  al  tiempo  de  pagar  la  renta  á  quien 
estuvise  encargado  de  cobrarla. 

Ha  reservado  la  Sociedad  dar  fin  á  este  prolijo  trabajo  de  deta- 
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lies  trfltftodo  del  punto  qae  sin  dada  afecta  más  i  los  intereses  de 
los  dueños  y  de  ios  forístas;  el  relativo  á  los  juicios  de  prorateos. 
Cualquiera  que  sea  la  resolución  que  recaiga  sobre  ios  foros,  y  aaa 
cuando  por  desgracia  del  país  recobrase  so  vigor  la  ley  de  iO  de 
Agosto;  ios  efectos  de  la  codslitacion  foral  han  de  exigir  durante  al* 
gun  tiempo  la  celebración  de  aquellos  juicios  y  es  por  tanto  forzoso 
que  se  procure  disminuir  el  mal  que  sus  procedimientos  producen. 
Él  prorateo  abraza  el  deslinde  de  las  heredades  cotaiprendidas  en 
el  foro  y  la  distribución  de  las  pensiones  entre  ellas.  La  primera 
parte  de  este  juicio,  que  dá  lugar  á  frecuentes  cuestiones,  es  suma- 
mente costosa  por  los  trámites  que  hay  que  observar.  En  lo  general 
divididas  hasta  un  extremo  casi  inconcebible  las  fincas  y  siendo  in- 
dispensable la  medida  y  señalamiento  de  limites  de  cada  ana  de 
estas  pequeñas  porciones,  se  comprende  fácilmente  á  cuánto  deben 
ascender  los  gastos  de  las  diligencias  que  hay  necesidad  de  practi- 
car, y  que  casi  siempre  se  aumenta  por  interés  curial.  Y  sin  em- 
bargo es  conveniente  para  todos  realizar  estos  actos  á  fin  de  qne  la 
inscripción  en  el  Registro  se  haga  con  sujeción  á  la  ley  Hipotecaría. 
Varias  disposiciones  concediendo  prórogas  de  tiempo  para  inscribir 
ios  foros  han  dado  escaso  fruto;  y  no  porqne  no  haya  el  mejor  de- 
seo por  parte  de  los  propietarios,  sino  porque  los  gastos  de  las  for* 
malidades  prescritas  absorben  en  muchos  casos  «I  capital  de  los  bie- 
nes ó  cuando  menos  la  renta  de  varios  anos.  Es  preciso  y  argente 
remover  este  gravísimo  obstáculo,  estableciendo  un  procedimiento 
especial,  sencillo  y  económico,  que  estimule  á  legalizar  los  contra- 
tos de  foro  no  registrados,  aclarando  á  la  vez  los  derechos  y  obli- 
gaciones de  los  interesados.  Algo  hizo  ya  en  este  sentido  la  ley  de 
20  de  Agosto  en  su  art.  iS,  pero  como  no  es  suficiente  para  obte- 
ner el  resultado  apetecido,  cree  la  Sociedad  que  la  demanda  de 
prorateo  debe  entablarse  ante  el  Juez  municipal  del  distrito  en  qué 
radiquen  los  bienes  ferales,  al  cual  se  presentará  la  relación  de  ellos 
por  cualquiera  de  los  foreros  ó  por  el  directo  doúitaio,  podiendo 
acompañar  el  proyecto  de  deslinde  de  las  fincas  y  reparlo  de  la 
pensión.  Después  de  citar  á  todos  los  interesados  por  medio  del  de- 
pendiente del  Juzgado,  si  resultase  avenencia,  se  insertará  todo  en 
el  acta  y  quedará  hecho  el  prorateo.  Si  en  esta  primera  compare- 
cencia no  se  presentase  el  proyecto  de  operación  de.  deslinde  y  pro- 
rateo,  ó  no  hubiese  conformidad  por  parte  de  los  conforeros,  nom- 
brarán por  nkayoria  un  perito  que  la  practique,  y  en  nueva  compa- 
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reeencia  se  resolverá  por  el  Juez  después  de  oídos  los  interesados»  lo 
que  fuere  justo.  Las  cuestiones  que  se  suscitaren  relaÜTas  á  h.ex- 
ciusion  del  prorateo  de  el  todo  ó  parte  de  uua  finca  que  no  se  crea 
suficientemente  identificada,  ó  se  la  suponga  un  yalor  mayor  del 
que  realmente  tenga,  ó  cualquiera  otra  duda  de  esta  naturaleza,  se 
Tentiiarán  siempre  en  juicio  verbal  de  maypr  ó  menor  «cuantía  se* 
guo  la  cantidad  de  la  finca  objeto  de  la. disputa,  y  no  en  considera- 
ción al  valor  de  toda  la  pensión  que  señala  el  foro«  Todas  las  dili* 
gencias  del  prorateo  deberán  hacerse  en  papel  de  oficio,  y  úaica- 
mente  la  certificación  del  acta  del  juicio  se  expedirá  en  el  del  sello 
correspondiente  al  valor  del  capital  de  la  pensión.  Para  el.  caso  de 
que  no  puedan  detern^inarse  los  bienes  de  una  renta  foral,  estando 
sin^U)lw*go  clara  y  bien  justificada  la  obligación  de  pago,  subsisti- 
rá en  el  dueño  directo  ^1  derecho  ,que  le  ^concede  el  art.  387  de  la 
ley  Hipotecaria»  según  el  cual  lo$  pagadores  d&ben  señalar  las  fin- 
cas que  poseen  y  sean  bastantes  para  responder  de  la  pensión,  á  las 
que  se  fijará  la  parte  que  á  cada  una  corresponda.  Por  este  camino 
y  aceptándose  los  puntos  principales  de  tramitación  que  más  arriba 
se  indican  se  lisonjea  la  Sociedad  de  que  se  conseguirán  mejores  re- 
sultados que  los  producidos  hasta  aquí  por  las  disposiciones  conile- 
nidas  en  el  decreto  de  21  de  Julio  de  1871,  que  con  plausible  celo 
y  deseo  de  acierto  se  dictaron  para  facilitar  la  inscripción  en  el  re- 
gistro de  los  censos,  foros,  subforos,  y  demás  cargas  que  gravan  la 
propiedad  inmueble.  £1  afán  porque  esto  se  realice  es  unánime;  sólo 
asi  podrá  la  propiedad  en  Galicia  ser  base  segura  para  el  crédito, 
cualquiera  que  sea  la  organización  que  á  éste  pretenda  darse.  Que 
qarece  de  él,  no  es  necesario  demostrarlo  con  la  falta  de  Bancos  ó 
instituciones  agrícolas  á  que  pueda  acudir  el  labrador  y  aun  el 
propietario  para  su3'  apuros  ó  para  mejorar  su  labranza;  lo  revela  la 
existencia  general  en  todas  las  comarcas  de  esa  plaga  de  logreros, 
que  no  se  contentan  con  menos  de  un  15  ó  SO  por  100,  aunque  en  la 
forma  aparezca  un  interés  menor.  Mientras  el  propietario  y  el  la- 
brador no  estén  en  condiciones  de  tomar  cantidades  á  préstamo  en 
circunstancias  normales,  al  3  ó  4  por  100  y  no  pasen  en  las  anor- 
males del  6,  serán  vanos  los  esfuerzos  para  favorecer  la  clas^  agrír 
cola;  y  como  el  medio,  único  de  hacerlos  útiles  es  determinar  con 
claridad  el  capital  que  en  los  bienes  forales  sólo. puede  estar  bien 
deslindado  con  exactos  y  fehacientes  prorateos,  no  debe  estranarse 
se  insista  en  solicitar  se  establezca  un  método  especial  que  siendo 
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en  extremo  proTechoso  para  Galicia  por  su  má«  frecuente  aplica- 
ción, lo  ha  de  ser  también  para  todas  las  demás  provincias  en  que 
esta  clase  de  contratos  lo  requieran,  y  que  por  su  sencílIcE,  sin  qoe 
se  falte  sin  embargo  á  ninguno  de  los  principios  fundamentales  del 
derecho,  ha  de  servir  de  poderoso  estimulo  para  sacar  á  la  propie- 
dad del  estado  confuso  y  embrollado  én  que  se  encuentra,  prodo* 
ciendo  la  grandísima  ventaja  de  contribuir  eficazmente  al  fomento 
de  la  riqueza  agrícola  y  al  bienestar  de  los  cultivadores. 

La  Sociedad,  al  dar  fin  á  su  tarea,  aspira  ¿  que  en  el  ánimo  de 
los  que  por  la  legítima  representación  de' los  intereses  del  pueblo  y 
por  su  poderío  han  de  influir  en  la  resolución  de  las  cuestiones  H* 
gadas  con  la  institución  foral,  se  grave  la  idea  de  que  á  ellas  está 
ligada  la  felicidad  de  un  pueblo  digno  de  toda  consideración  por  su 
laboriosidad  y  honradez;  y  que  si  las  necesidades  de  los  tiempos 
reclaman  alguna  modificación  en  el  modo  de  ser  de  la  propiedad,  ni 
han  de  olvidarse  los  eternos  principios  de  justicia,  ni  hade  prescin* 
dirse  de  los  derechos  creados  al  amparo  de  las  leyes,  en  los  que  está 
fundada  la  subsistencia  y  porvenir  de  inmensidad  de  familias.  No 
merece  Galicia  ser  el  país  elegido  para  ensayo  de  empíricos  reme- 
dios, que  en  vez  de  curar  sus  males,  la  conducirán  á  la  ruina;  y 
ésta  se  realizará  «in  duda  el  dia  en  que  se  trastorne  radicalmente  y 
con  asombrosa  rapidez  como  lo  pretendia  la  ley  de  20  de  Agosto,  la 
forma  de  su  constitución  agrícola.  La  impaciencia  no  es  la  que  ha 
de  dominar  en  la  confección  de  medidas  tan  trascendentales,  ni  han 
de  ser  tampoco  inspiradas  por  inconvenientes  pasiones.  La  Socie- 
dad, examinando  con  ánimo  sereno  lo  presente,  y  fijando  mucho  su 
atención  en  lo  porvenir,  expresa  con  la  sinceridad  de  su  convicción 
y  con  la  más  recta  conciencia  cuáles  son  en  su  concepto  los  medios 
lAás  oportunos  para  que  vayan  desapareciendo  los  obstáculos  que 
hoy  se  oponen  al  progres»o  de  la  agricultura,  y  cuáles  los  principios 
que  contribuirán  á  conservar  la  secular  asociación  del  capital  y  el 
trabajo,  armonía  que  á  todo  trance  debe  procurarse  en  las  condicio- 
nes compatibles  con  el  actual  estado  social.  Si  esta  (rasformacion  se 
verifica  con  lentitud,  en  cambio  será  sólida  y  se  arraigará  firme- 
mente como  todo  lo  que  se  funda  en  la  conveniencia  general  y  no 
se  ha  creado  faltando  á  la  justicia.  Imperando  el  principio  de  igual- 
dad civil  y  abolidos  lodos  los  monopolios  y  privilegios,  es  de  más  fá- 
cil realización  en  un  país  en  que  la  riqueza  está  ya  extensamente 
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distríbaida,  dar  á  la  propiedad  la  organizacíoa  más  Tentajosa  bajo 
el  aspecto  político  y  económico,  que  es  la  producida  por  la  coexis- 
tencia de  grandes,  medianos  y  pequeños  propietarios  y  en  que  los 
medianos  preponderen.  A  esto  tiende  el  pensamiento  de  la  Sotíedad; 
y  si  al  establecimiento  del  crédito,  por  tener  base  segura,  se  unen 
el  amor  al  trabajo,  ^1  hábito  del  ahorro  y  el  propagarse  la  instruc- 
tíon  necesaria  para  el  adelanto  de  la  industria  agrícola,  se  lisonjea 
de  que  los  labradores  mejorarán  de  condición  por  sus  propias  fuer- 
zas, á  las  que  deben  confiar  tan  dichoso  porvenir.  Recuerdo  grato 
conservarán  entonces  de  aquellos  buenos  patricios  que  les  hayan 
aconsejado  el  uso  de  prudentes  y  justos  medios  de  alcanzarlo. 

Tal  es  el  parecer  de  la  Sociedad,  que  somete  al  ilustrado  y  su- 
perior juicio  de  y.  E. 

Santiago  Enero  de  1875.— Melchor  Salva.— Juan  José  Tinas.— 
J.  Gil.—Salvador  Parga.— Manuel  Martínez  Fernandez. — Antonio 
Junquera.— Joaquín  Rodríguez  Ferreiro.— Gerardo  Neyra  Flores. 
— Pablo  Zamora. 

DE  LAS   MEJORAS. 


La  ley  6.*,  ttí.  3.*,  lib.  10  de  ¡a  Novísima  Recopilación  que  pro- 
hibe  mejorar  i  las  hijas  por  cotttrato  entre  vivos^  ¿eompreiide  á  las 
nietas,  biznietas,  etc7 

Empezamos  confesando  que  no  conocemos  resolución  alguna  del 
Supremo  Tribunal  de  Justicia  que  decida  esta  cuestión,  por  lo  cual 
tendremos  necesidad  de  acudir  á  los  principios  generales  de  her- 
menéutica jurídica  para  dilucidarla  convenientemente.  De  los  es- 
critores de  derecho  que  hemos  leído  sobre  la  materia  sólo  recorda- 
mos que  se  ocupan,  aunque  someramente,  de  ella,  Febrero,  Escri- 
che  y  Viso.  El  reformador  del  primero  combate  la  opinión  de  Ace- 
vedo,  según  la  que  puede  mejorarse  por  contrato  entre  vivos  á  las 
hijas  de  hijos;  pero  no  á  las  provenientes  de  hijas,  y  sostiene  que 
es  licita  en  ambos  casos  la  mejora  por  contrato,  á  cuyo  dictamen  se 
adhiere  Escriche,  aunque  sin  razonarlo.  El  Presbítero  Viso  opina 
que  las  nietas  no  pueden  ser  mejoradas  del  modo  expresado,  fun- 
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dándose  sólo  en  que  la  ley  recopilada  se  Tale  de  la  frase  general 
ninguno,  que  para  él  comprende  á  padres  y  abuelos;  pero  sin 
acordarse  de  que  dicha  ley  limita  aquella  palabra,  refiriéndose 
siempre  á  las  hijas. 

La  regla  general  en  materia  de  herencias  es  la  igualdad  entre 
todos  los  hijos;  como  procedentes  de  unos  mismos  padres  é  igualea 
entre  si,  la  equidad  aconseja  que  deben  heredar  por  igual  i  los  que 
le  dieron  el  ser.  Después,  como  excepción,  viene  la  mejora  para 
premiar  al  mejor,  castigar  al  peor,  sostener  al  más  desgraciado  ó 
igualar  también  las  diferencias  que  la  ciega  fortuna  pudo  haber  in- 
troducido entre  varios  hermanos.  Y  por  último^  como  excepción  de 
excepción,  y  por  lo  mismo,  acercándose  más  á  la  regla  general, 
vino  la  Pragmática  de  Madrid  de  1753,  que  respecto  á  la  facultad 
de  mejorar  en  vida  introdujo  diferencia  entre  ambos  sexos,  para 
evitar  dos  cosas:  1.',  que  el  amor  á  las  hijas,  el  ciego  alan  de  ca* 
sarlas  á  todo  trance,  ó  el  empeño  de  enlazarlas  ventajosamente, 
comprometiese  á  los  padres  á  mejorarlas  por  contrato  entre  vivos, 
con  perjuicio  de  la  legítima  lata  de  los  demás  hijos;  y  2.',  que  los 
padres  no  dispusiesen  por  contrato  irrevocable  de  lo  único  que  pue- 
den disponer,  quedándose  sin  tener  de  qué  testar  á  la  hora  de  la 
muerte.  Se  dirá  acaso  que  este  último  motivo  no  fué  incluido  en  la 
ley,  y  que  si  le  hubiese,  no  conseguiría  su  objeto  permitiendo  la 
mejora  de  los  varones;  pero  sabido  es  que  nuestras  leyes  antiguas 
no  se  molestaban  mucho  en  la  exposición  de  motivos  y  que  ningún 
padre  se  arruina  por  casar  hijos  varones,  que  siempre  encuentran 
ocasión  de  tender  su  cuello  á  la  coyunda;  al  paso  que  las  hijas,  aun 
con  dote,  se  quedan  muchas  veces  solteras,  para  evitar  lo  cual  sus 
padres  hacen  sacrificios  que  redundan  en  perjuicio  del.  que  los  hace 
y  de  los  demás  hijos. 

La  solución  de  la  consulta  pende  de  que.se  coaceplúe  favorable 
ú  odiosa  la  Pragmática  de  Madrid;  si  lo  primero,  sus  prescripciones 
deben  ampliarse  á  las  nietas  y  biznietas;  si  lo  segundo,  deben  res- 
tringirse á  las  hijas,  únicas  que  nombra.  Ahora  bien;  esa  ley  ¿es 
favorable  ú  odiosa?  Debe  distinguirse  entre  la  hija,  sus  padres  y 
hermanos;  aquella  sin  duda  la  clasificará  en  la  segunda  categoría, 
porque  la  priva  de  un  derecho  que  tienen  sus  hermanos,  varones; 
pero  los  padres,  por  Ic^  compromisos  que  les  evita,  y  los  hermanos, 
porque  tiende  á  igualarlos  á  todos,  que  son  el  mayor  número,  la 
conceptuarán  favorable.  Nosotros  la  creemos  tal,  porque  así  califi- 
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camoa  toda  medida  que  coarte  la  facultad  de  mejorar  caprichosa- 
mente, lo  que  DO  nos  sucedería  si  la  ley  lijase  las  causas  de  mqo* 
ra.  Sabemos  que  no  estarán  con  nosotros  los  partidarios  de  la  abso- 
luta libertad  de  testar;  pero  la  generalidad  del  derecho  español 
obedece  al  sistema  de  las  legítimas,  en  nuestro  entender  con  razón; 
7  á  ese  principio  tenemos  que  acomodar  nuestros  juicios  en  el  ter- 
reno constituido. 

La  razón  invocada  por  la  Pragmática  de  Madrid,  ¿milita  en  fa- 
vor de  las  nietas,  biznietas  etc.?  Si  bien  vulgarmente  suele  decirse 
que  se  quiere  más  á  los  nietos  que  á  los  hijos,  el  vulgo  se  equivoca 
y  confunde  las  caricias  que  se  prodigan  á  la  infancia  con  el  verda* 
dero  carino;  se  mima  más  al  nieto;  pero  se  quiere  más  al  hijo.  Con- 
cediendo que  en  muchas  ocasiones  el  empeño  de  casar  á  una  nieta 
sea  tan  fuerte  como  el  de  casar  á  una  hija,  diremos  que  prohibien- 
do la  mejora  de  aquellas  por  contrato  entre  vivos,  se  evitan  las 
captaciones  de  voluntad  qtte  los  padres  de  la  nieta  ó  ella  misma 
pueden  intentar  contra  la  debilidad  y  el  cariño  de  un  anciano,  á 
que  son  más  propensas  las  mujeres  que  los  hombres. 

Se  objetará  que  nada  se  consigue  con  prohibir  esas  mejoras  por 
contrato  si  se  dejan  en  pié  por  testamento.  Más  vale  conseguir  algo 
que  nada.  Los  que  tal  cosa  sostengan  desconocen  la  vida  real  y  no 
saben  que  los  cazadores  de  dotes  se  van  tras  lo  seguro,  no  tras  lo 
futuro,  eventual  y  de  ambulatorio,  como  es  la  voluntad  del  testa- 
dor hasta  la  hora  de  la  muerte.  Nuestra  interpretación  tiene  además 
la  ventaja  de  acabar  ó  aminorar  esa  indigna  explotación  de  buscar 
mujer  rica,  que  movió  á  algunos  pensadores  á  desear  que  todas  las 
mujeres  fuesen  pobres  al  tálamo,  con  objeto  de  depurar  y  mejorar 
la  institución  matrimonial,  con  cuya  exajeracion  no  estamos  acor- 
des, pues  si  bien  entonces  se  acabaría  la  especulación  para  los  hom- 
bres, empezaría  para  las  mujeres. 

Téngase  presente  que  la  ley  6.%  que  nos  ocupa,  contiene  sobre 
este  asunto  dos  partes;  una  en  que  prohibe  que  por  dote  ni  casa- 
miento de  hija  se  pueda  dar  ni  prometer  tercio  ni  quinto:  y  otra  en 
que,  prescindiendo  del  casamiento,  en  tesis  general,  prohibe  que 
las  hijas  puedan  ser  mejoradas  tácita  ni  expresamente  por  ninguna 
manera  de  contrato  entre  vivos.  Esta  segunda  parte,  tiene  por  obje- 
to limitar  la  facultad  de  disponer  irrevocablemente  de  bienes,  de 
coartar  en  algún  modo  la  facultad  de  ejercer  ciertos  actos  poco 
meditados,  hijos  de  la  prodigalidad  de  un  momento,  y  perjudiciales 
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para  so  autor,  á  qaiea  más  tarde  podrá  qaedar  ei  arrepentimieiuo; 
pero  DO  la  posibilidad  de  la  enmieada,  lo  que  no  es  de  temer  á  la 
hora  de  la  muerte,  en  que  las  cosas  mundanas  se  ven  desde  más 
alto.  Los  padres  tienen  siempre  la  obligación  de  socorrer  á  sus  hijos 
y  no  es  justo  que  por  favorecer  á  uno  más  de  lo  debido  se  quede 
acaso  sin  poder  dar  á  los  otros  lo  necesario.  Si  la  descendiente  me- 
jorada resulta  ingrata,  mala  ó  pródiga,  el  mejorante  debe  quedar 
siempre  en  disposición  de  corregir  esas  Taitas. 

Si  se  permite  mejorar  por  contrato  á  las  nietas,  la  pragmática 
seria  ilusoria  en  muchos  casos;  la  hija,  que  no  pudiese  ser  mejora* 
da,  trabajaría  para  que  lo  fuese  su  hija,  y  si  ésta  era  menor  de 
edad  ó  moría  antes  que  su  madre,  ésta  seria  mejorada,  lo  cual  m 
tácita  ni  expresamente  permite  dicha  ley.  Para  que  bajo  la  palabra 
hija  no  esté  comprendida  la  nieta  ó  bisnieta,  es  preciso  que  existan 
razones  de  mucho  peso,  que  no  adivinamos. 

En  resumen:  creemos  que  la  ley  recopilada  comprende  á  las 
nietas  y  biznietas,  procedan  de  varón  ó  de  hembra;  pero  como  ve- 
mos que  no  las  incluye  en  su  letra,  y  algunos  podrán  conceptuarla 
odiosa,  quisiéramos  que  personas  más  competentes  se  ocuparan  de 
este  asunto. 

Fernando  San  Jalian. 


«iO^CQ)»  SdQj^ft&^d^li  "S  mmm^M^HQ:^. 


ALONSO  DÍAZ  DE  MONTALVO. 


En  nn  estndio  general  que  sob^e  los  Jurúcontultos  españoles  se  in- 
sertó en  el  tomo  XI,  de  nuestra  Retista,  se  hizo  mención  ligera  del 
Doctor  Montalvo,  como  también  en  otros  varios  lagares,  y  seguirá  ha- 
ciéndose mientras  se  cultiven  la  lengua  de  Cervantes  y  la  ciencia  de 
D.  Alfonso  el  Sabio:  que  á  tanto  se  hizo  acreedor  ese  patricio  insigne. 
Echábase  de  menos,  sin  embargo,  un  retrato  de  cuerpo  entero  de  Diaz 
Montalvo  en  la  galería  de  españoles  célebres;  vacio  que  ha  sido  llenado 
por  un  gran  pincel,  tan  diestro  y  tan  afortunado,  que  nos  ha  presenta- 
do como  en  carne  mortal  aquel  cadáver,  roido  en  su  callada  tumba  por 
espacio  de  cerca  de  cuatrocientos  años. 

Tiempo  ha  que  el  renombrado  escritor  y  crítico  D.  Fermin  Caballe- 
ro, comenzó  á  publicar  una  serie  de  semblanzas  de  Conquenses  Ilustres, 
en  la  cual  ocupa  el  tercer  lugar  la  que  lleva  por  título  Noticias  de  la 
wda^  cargos  y  escritos  del  Doctor  Alonso  Diaz  de  Montalvo;  compren- 
didas en  un  elegante  tomo  de  400  páginas,  que  se  imprimió  en  1873  en 
la  tipografía  del  Colegio  Nacional  de  sordo-mudos  y  de  ciegos  de  Ma- 
drid. Con  anterioridad  á  las  Noticias^  el  Sr.  CaballeVo  habia  hecho  en  la 
sesión  publica  celebrada  por  la  Academia  de  la  Historia  el  26  de  Junio 
de  4870,  el  «Elogio  del  Doctor  Alonso  Diaz  de  Montalvo;»  espléndido  y 
feliz  boceto,  del  magnífico  cuadro  que  después  ha  brotado  de  su  rica 
paleta. 

«Costumbre  fué  de  nuestros  predecesores  en  estos  bancos,  decia  el 
Sr.  Caballero  en  la  dicha  solemnidad  académica,  el  dedicar  solemnida- 
des como  la  presente  á  conmemorar  los  merecimientos  y  excelencias  de 
patricios  distinguidos,  con  el  loable  propósito  de  que  modelos  tan  pre- 
ciosos sirvan  de  contentivo  á  los  extraviados,  de  ejemplo  á  los  que 
aprenden,  de  aliento  á  los  débiles,  de  delectación  á  las  almas  puras,  de 
seguridad  y  consuelo  á  todos  los  ciudadanos.  Este  género  de  oraciones, 
conocidas  con  el  título  de  elogios  históricos^  es  el  que  me  propongo 
imitar  en  la  presente;  que  no  todo  lo  viejo  ha  de  ser  abandonado  por  los 
que  aman  la  verdad  y  la  justicia,  virtudes  de  todas  las  épocas  y  de  to- 
dos los  pueblos  del  mundo. » 

Inspirándonos  en  los  brillantes  rasgos  del  boceto  y  cuadro,  nos  pro- 
ponemos trazar  aquí  una  silueta  á  la  pluma,  de  doble  efecto;  porque  si 
nuestro  sentido  óptico  no  nos  engaña,  la  magnífica  luz  que  ilumina  la 
figura  del  Doctor  Montalvo  viene  á  reflejarse  viva  sobre  la  de  su  inspi-^ 
r  ado  biógrafo.  Y  dicho  esto,  entremos  en  materia. 
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Rigorosa  ó  jnrídicamente  hablando  el  Doctor  no  pnede  conúderarae 
conquense  y  por  cnanto  nació  en  la  villa  de  Arévalo,  por  el  año  4405; 
pero  aun  cuando  castellano  viejo  de  origen,  se  crió,  educó,  vivió  y  mu- 
rió en  tierra  de  Cuenca,  en  Huete;  donde  vino  á  fijarse  su  padre,  viudo, 
después  de  haber  servido  varios  oficios  reates  por  otras  partes.  Fué 
trasladado  á  esa  ciudad  en  edad  temprana;  pues  cuando  apenas  contaba 
15  años,  en  el  de  4421,  ya  compraba  su  hermano  Francisco  bienes  raic- 
ees, que  luego  ingresaron  en  el  caudal  y  fundaciones  de  aquel. 

Los  vecinos  de  Huete  coetáneos,  testificaron  que  le  hablan  conocido 
allí  de  estudiante,  de  Bachiller,  de  Licenciado  y  de  Doctor  hasta  so 
óbito;  y  hé  aquí  la  razón  de  que  se  le  mire  como  conquense,  no  obstan- 
te su  nacimiento  en  otro  distrito.  Fuera  de  que,  ni  aquella  provincia 
está  lejana,  ni  ha  dejado  de  tener  relaciones  con  la  nuestra,  constando 
que  á  una  de  las  conquistas  de  Huete  vinieron  en  su  ayuda  milicias  de 
Avila,  Medina,  Atienza,  Almazan  y  otros  concejos  castellanos,  que  do- 
jaron  esculpida  su  hazaña  en  tas  advocaciones  de  las  parroquias  enton- 
ces levantadas. 

Lo  que  no  ofrece  la  menor  duda  es  que  la  casa  establecida  en  Huete 
por  el  padre,  la  frecuentó  el  hijo  en  las  vacaciones  de  sus  estudios;  que 
la  continuó  después,  y  que  la  tuvo  siempre  abierta  y  poblada,  sin  em- 
bargo de  las  repetidas  y  largas  ausencias  que  hizo  á  la  corte  y  en  car- 
gos públicos. 

Igualmente  es  cosa  averiguada  que  así  61  como  sus  descendientes 
gozaron  en  la  ciudad  y  sus  aldeas  los  derechos  y  exenciones  de  que  en- 
tonces disfrutaba  la  clase  privilegiada  de  hijosdalgo;  pues  asistió  como 
tal  á  las  juntas  celebradas  por  los  nobles;  fué  veinte  de  la  clase  de  Ca- 
balleros y  Escuderos;  ejerció  regidurías  y  diputaciones  por  el  mismo 
Estado;  usó  escudos  de  armas  en  sus  casas  y  reposteros ,  y  adquirió  de 
la  tablajería  lá  carne  sin  la  sisa  que  sufrían  los  agobiados  vecinos  del 
estado  llano. 

Estudió  ambos  Derechos,  civil  y  canónico,  en  las  universidades  de 
Salamanca  y  de  Lérida;  no  se  sabe  si  por  libre  elección  de  escuela,  ó 
por  conveniencia  familiar,  que  es  lo  más  probable.  La  Academia  Com- 
plutense, punto  el  más  cercano,  aun  no  existia,  y  nada  tiene  de  extra^ 
ño  que  se  alejase  de  su  casa  en  busca  de  Liceos  generales,  acreditados 
7  concurridos.  Siendo  ya  Licenciado,  se  casó  en  Huete  con  Elvira  Or* 
tiz,  señora  principal,  y  de  este  matrimonio  hubo  los  dos  únicos  hijos 
Bl^artin  y  Teresa;  pues  aunque  luego  de  viudo  contrajo  segundas  nup- 
cias con  Mari-Veles  de  Guevara,  y  á  la  muerte  de  esta  celebró  terce- 
ras bodas  con  Doña  María  de  León,  de  la  familia  de  nuestro  gran  poeta 
Fr.  Luis,  no  consiguió  tener  más  descendencia. 

Muchos  cargos  de  la  Magistratura  desempeñó  en  su  larguísima  car- 
rera; los  más  notables  fueron  estos:  Corregidor  de  Murcia  y  de  Baeza, 
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reinando  D.  Joan  II;  Asistente  de  la  ciudad  de  Toledo  por  los  aüos  U6I ; 
Gobernador  y  Alcalde  mayor  de  la  Orden  militar  de  Santiago  de  Casti- 
lla; Oidor  de  la  Chancillería  de  Valiadolid;  Oidor  de  la  Audiencia  del 
Rey  y  su  Refrendario^  que  semejaba  á  los  Secretarios  de  S.  M.  con  ejer- 
eicio  de  decretos,  que  ann  hemos  alcanzado,  y  Consejero  Real  en  los 
tres  reinados  de  Juan  II,  Enrique  lY  y  Reyes  Católicos.  Sus  hermanos 
Francisco  y  Juan  de  Montalvo  tuvieron  empleos  en  Palacio,  como  el  de 
enmiimoi  de  la  Casa  Real,  equivalente  en  cierto  modo  á  los  Ujieres  mo- 
dernos. 

Durante  las  Cortes  de  Toledo  de  4480,  los  Reyes  Católicos  encarga- 
ron á  Montalvo,  su  Consejero,  -que  recopilase  y  ordenase  en  un  volumen 
todas  las  leyes  castellanas  dispersas;  aspiración  de  todos  los  hombres 
doctos,  y  muchas  veces  manifestada  en  las  peticiones  de  las  Cortes. 
Puede  decirse  que  este  encargo  regio  fué  la  jubilación  honrosa  de  nues^ 
Iro  Doctor,  que  ya  contaba  75  años.  Se  retrajo  para  cumplirlo  á  la  ciu- 
dad de  Huete,  su  segunda  patria,  cansado  del  ruido  de  los  negocios 
públicos  y  ganoso  de  terminar  sus  dias  en  el  sosiego  doméstico  y  el  es- 
parcimiento del  eampo.  No  le  impedia  la  ancianidad  ocuparse  en  tra- 
bajos literarios:  su  cabeza  conservaba  solidez  y  juicio  suficientes  para 
obras  pesadas  y  serías,  como  lo  acredita  el  haber  concluido  á  los  cua- 
tro a&os  las  OrácwMiaas  reales  que  SS.  A  A.  le  encomendaron;  pues  el 
Códice  manuscrito  escuríalense  y  la  primera  edición  que  por  él  se  hizo 
están  suscritos  en  Huete  á  H  de  Noviembre  de  4484. 

Llegado  á  ochentón,  y  no  pensando  que  le  durase  la  vida  tanto  co- 
mo se  prolongó,  hizo  los  preparativos  funerales.  Compró  enterramiento 
en  la  iglesia  de  Padres  Franciscos,  extramuros  de  la  ciudad,  dando  al 
efecto  al  convento  un  edificio  que  poseia  en  el  arrabal;  si  bien  al  querer 
venderlo  la  comunidad,  para  atender  con  su  producto  á  necesidades  del 
culto,  revertió  á  la  familia  donante  por  compra  que  hizo  Martin  de 
Montalvo  al  Guardian  de  San  Francisco. 

El  a&o  de  4496,  en  4  de  Mayo,  el  Dr.  Montalvo  otorgó  su  última  vo* 
luntad  ante  el  Escribano  Alvaro  González  del  Castillo,  y  murió,  á  lo  que 
se  cree,  en  el  de  4499,  á  los  94  de  su  edad,  lleno  de  achaques  y  casi  cie- 
go, tanto  por  la  decrepitud,  cuanto  por  el  desgaste  inmenso  que  hubo 
de  tener  su  vista  revolviendo  y  analizando  tantas  leyes,  cuadernos, 
pragmáticas  y  ordenanzas  como  reunió  y  glosó  en  sus  colecciones. 

Ignoro  con  qué  fundamento  el  óptense  D.  Julián  Antonio  Alique 
aseveró  en  ^u  manuscrito  Noticias  de  Huete  que  su  paisano  el  Dr.  Mon- 
talvo estwoo\%  años  cautivo  de  moros ^  pues  nada  he  leido  que  me  incli- 
ne á  dar  asenso  á  esta  noticia,  de  que  hubieran  hablado  los  informantes 
de  4505,  que  dieron  pormenores  de  los  empleos  y  vicisitudes  del  Don 
Alonso  desde  que  era  estudiante  hasta  que  falleció.  Por  el  contrario, 
recelo  que  Alique  equivocó  la  especie,  atribuyéndole  un  suceso  que 
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acaeció  á  otro  indivídao  de  la  familia.  Así  se  desprende  de  los  Á!iuUe$ 
de  Huete^  manuscrito  de  D.  José  Sánchez  de  Arriba,  del  comienio  da 
este  siglo,  donde  el  autor,  entendido  y  especiaimente  aficionado  á  ge- 
nealogías, pone  entre  los  varones  ilustres  de  la  ciudad  y  de  su  tierra, 
en  la  sección  de  Gobernadores,  Corregidores  etc.,  á  D.  Alomo  JHa$  de 
Montaho,  Corregidor  de  Toledo^  de  Madrid  y  de  Mwrcia^  glosador  de 
las  Partidas  y  del  Fuero  Real^  que  incuestionablemente  es  nuestro 
Doctor;  y  en  la  sección  de  dignidades  anota  á  D.  Pablo  de  IfontahOv 
mártir  en  Trípoli,  y  más  adelante  á  Alfonso  Montaho^  cautivo  16  anee 
de  moros.  Este  último  es  el  que  hubo  de  confundir  Alique  con  el  toca* 
yo,  de  quien  ahora  tratamos,  y  que  no  debió  tener  que  ver  con  otros 
moros  que  los  residentes  entre  los  cristianos  de  Castilla. 

No  es  menos  clara  la  equivocación  del  mismo  escritor  cuando  refiere 
que  el  Consejero  Alonso  Diaz  de  Montalvo  cayó  en  desgracia  de  D,  Juan 
Segundo  por  no  atreverse  á  sentenciar  á  2>.  Alvaro  de  Zuna.  Por  más 
que  el  ser  conquense  el  Condestable  y  arbitro  de  la  Monarquía  en  aquel 
reinado,  en  que  el  Dr.  Montalvó  tuvo  cargos  y  favor,  induzca  á  sosp^ 
char  algunas  relaciones  favorables  entre  ambos  personajes,  el  hecho 
alegado  está  contradicho  por  la  historia.  La  Cránicaáe  aquel  Rey,  es- 
crita por  Fernán  Pérez  de  Gnzman,  refiere  puntalmente  la  desgracia  y 
cansa  ruidosa  del  Condestable,  Maestre  de  Santiago,  y  de  ella  resolta 
que  el  Rey  habia  mandado  hacer  proceso  contra  el  Maestre:  el  cual  he- 
cho, lo  mandó  ver  á  doce  famosos  Doctores  del  su  Consejo.,,  y.  todos  los 
Prelados  y  Caballeros  ¿Doctores...  estando  todos  en  Consejo  con  el  Rey, 
habló  el  Relator  por  mandado  y  determinación  de  todos,  é  dMSo  al  Rey: 
Señor,  por  todos  los  Caballeros  y  Doctores  que  aquí  son  presentes,  é  aun 
creo  que  en  esto  serian  todos  los  ausentes:  visto  éconoscido  por  ellos  ¡os 
hechos  y  cosas  contenidas  en  vuestro  deservicio  é  en  daño  de  la  cosa  pú* 
blica,...  hallan  que  por  derecho  debe  ser  degollado. 

Cinco  veces  se  repite  la  palabra  todos  para  expresar  la  conformidad 
de  pareceres,  no  sólo  entre  los  doce  Doctores  famosos,  uno  de  los  cuales 
seria  Montalvó,  sino  entre  los  Prelados  y  Caballeros  presentes  y  aun  aa- 
sentes.  Si  en  su  larga  carrera,  y  siendo  septuagenario,  goza  el  concepto 
de  inflenible  y  firme  Magistrado,  ¿cómo  le  habia  de  faltar  el  valor  gívü 
cuando  se  hallaba  en  la  robustez  y  energía  de  los  48  años?  Ni  relacio- 
nes de  paisanaje,  ni  otras  particulares  torcerían  su  notoria  rectitud;  co- 
mo no  influyeron  en  que  otro  conquense,  Mosen  Diego  de  Valora,  sir- 
viese á  los  Estúñlgas  contra  el  privado  D.  Alvaro. 

El  cadáver  del  Dr.  Montalvó  fué  sepultado  indudablemente  en  la 
iglesia  del  convento  de  San  Francisco,  que  fundó  en  Huete  el  mismo 
Santo,  año  I  SU,  porque  con  certidumbre  lo  persuaden  así  muchas  ra- 
zones. 

Por  ser  demasiado  conocidas  las  obras  del  Doctor,  nos  limitaremos 
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en  eflte  lagar  á  hacer  una  samaría  indieacian  de  las  mismas,  y  á  con- 
signar algunos  antecedentes  qae  las  completan. 

Por  mandado  del  Rey  D.  Juan  II  redactó  y  glosó  Montalvo  el  libro 
que  se  llama  Filero  Real  de  España^  colección  la  más  antigua  de  leyes 
españolas  después  del  F%ero  J%tgo, 

Presentólo  al  Consejero  real  Fernando  Díaz  de  Toledo,  y  se  hubo  de 
publicar  muy  luego  con  anterioridad  á  la  edición  que  conocemos  hecha 
en  Salamanca  en  1500.  A  esta  obra  se  unieron,  intercalados,  dos  opús- 
culos que  el  autor  tenia  escrítos  por  encargo  del  mismo  Rey:  uno  Aeer^ 
ca  de  la  pena  del  crimen  de  Estado  de  cierto  Conde  de  Dada  y  otro  De 
q%e  los  judíos  convertidos  á  lafé  san  admisibles  á  los  oficios  públicos  f 
Jumares  eclesiásticas. 

No  se  estrañarán  las  opiniones  del  autor  favorables  á  los  conversos, 
si  se  tiene  en  cuenta  que,  amen  de  sus  ideas  tolerantes,  más  arraigadas 
entonces  que  ahora  en  los  cristianos  ilustrados,  vivió  en  roce  y  trato  fre- 
cuente con  los  judíos  y  moros  notables  establecidos  entre  nosotros,  y 
que  abundaban  en  la  ciudad  de  Huete,  tales  como  Maese  Muhamad  de 
Almonacid.  Maese  Ámete  de  Ocaña,  Amad  Toledano  y  otros  principa- 
les sus  convecinos;  como  que  allí  se  hizo  el  Padrón  de  las  Aljamas  de 
Castilla^  y  aun  dura  en  proverbio  por  la  comarca,  la  frase  de  judíos  de 
Huete. 

Era  además  por  entonces  muy  controvertida  esta  cuestión  en  la  im- 
perial Toledo,  donde  se  reprodujo  y  agrió  extraordinariamente  más 
adelante,  con  motivo  del  Estatuto  de  limpieza  del  Cardenal  Arzobispo 
D.  Juan  Martinei  Silíceo,  que  con  dureza  de  pedernal  quiso  llevarla  á 
efecto. 

Una  segunda  compilación  de  leyes  {secunda  compilatio  legwm)  hizo 
el  Dr.  Montalvo,  añadiendo  á  la  precedente  las  promulgadas  hasta  los 
Reyes  D.  Femando  y  Doña  Isabel,  abreviándolas  con  gran  trabajo  y  uti- 
lidad, y  traduciéndolas  del  vulgar  (idiamaté)  á  la  lengua  latina.  Con- 
tiene una  tabla  alfabética  de  voces  jurídicas,  con  la  constitución  real 
que  acerca  de  cada  una  existia,  y  con  las  glosas  y  adiciones  oportunas 
sacadas 'de  ambos  derechos. 

Empero  lo  que  sobre  todo  llamó  la  atención  y  ha  hecho  más  eco 
entre  los  letrados,  fué  el  libro  del  ciudadano  óptense,  que  unos  llaman 
Ordenamiento  real^  otros  Ordenamiento  de  Montaho,  y  otros  mejor 
enterados,  Ordenanzas  reales  de  Castilla.  Concluyólo  de  redactar  en 
Huete  el  II  de  Noviembre  de  448i,  como  consta  del  códice  del  Escorial 
y  deja  edición  primera  de  1485.  Divídese  la  obra  en  ocho  títulos,  que 
tratan:  De  lo  concerniente  á  la  religión.— De  los  oficios  reales  y  corte 
del  Rey. — De  los  procedimientos  civiles  y  criminales. — De  los  caballe- 
ros hijos-dalgo  y  exentos.— De  los  matrimonios  públicos  y  clandesti- 
nos, herencias  y  últimas  voluntades.— De  las  rentas  reales  y  sus  conta- 
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dores. — ^De  los  propios  de  las  ciudades,  villas  y  eoneejos. — ^De  la  parte 
penal,  pesquisas,  acusaciones,  usuras  7  otras  clases  de  delitos. 

Algunos  literatos  ultra-críticos  quisieron  poner  en  duda  la  autori- 
dad de  las  Ordenanzas  de  Montalwf^  dando  interpretación  violenta  á 
una  cláusula  del  codicilo  de  la  Reina  Isabel,  y  desentendiéndose  de  laa 
pruebas  en  contrario  que  formaron  la  general  creencia  de  los  juriscon- 
sultos. 

La  disposición  testamentaria  de  la  Reina  'Católica,  si  bien  expresa 
los  deseos  de  que  se  reduzcan  á  un  sólo  cuerpo  los  tres  existentes  de  le^ 
yes,  y  acuerda  para  que  se  yerifique  yarias  medidas,  reconoce  como 
código  legal  la  compilación  escrita  en  Huete;  pues  que  expresamente  la 
nombra  entre  los  tres  libros  que  habían  de  juntarse  en  uno:  «El  Fuero, 
el  Ordenamiento  y  las  Premáticas.»  Asimismo  la  reconocieron  como  le- 
gal las  Cortes  de  Valladoiid  de  1523,  en  la  petición  56,  supuesto  que 
dan  por  incompleta  la  colección  de  Montalvo,  y  abogan  por  la  general 
que  quería  la  Reina  difunta,  refundiendo  en  uno  los  tres  cuerpos  que 
regían  con  autoridad  soberana. 

Sin  más  que  examinar  la  primera  edición  de  i  4S5,  queda  el  ánimo 
persuadido  de  que  el  autor  obedeció  á  una  orden  real  al  ejecutar  su  Or- 
denamiento. En  el  prólogo  se  leen  estas  palabras:  «la  alteza  é  mercet 
]>de  los  dichos  señores  Rei  D.  Fernando  é  Reina  Doña  Isabel,  nuestros 

'Señores manda/ron  se  ficiese  copilacion  de  las  dichas  leyes  é  orde- 

vnanzas  é  premáticas.»  Y  al  fin  del  volumen  se  ponen  estas  frases:  cPor 
innandado  de  los  mui  altos  é  muí  poderosos,  serenisymos  é  cristianisy- 
amos  principes,  rrey  Don  Fernando  é  rreyna  Doña  Isabel,  nuestros  se- 
añores,  compuso  este  libro  de  leyes  el  Doctor  Alfonso  Díaz  de  Móntala 
»i>o,  oidor  de  su  audiencia  é  su  rref rendarlo  é  de  su  Consejo.»  Cinco 
ediciones  en  que  se  repetía  esto  mismo  se  hicieron  en  10  años,  viviendo 
los  Monarcas  mandantes  y  el  autor  obediente:  prueba  clara  del  mucho 
uso  que  desde  luego  se  hizo  de  la  obra,  y  de  que  era  una  verdad  noto- 
ria el  aserto  del  escritor,  el  precepto  de  la  Corona.  La  reverencia  de 
Montalvo  á  sus  reyes  y  el  celo  de  estos  señores  por  su  autoridad  no  per- 
miten discurrir  de  otra  manera. 

Hay  además  otros  testimonios  que  corroboran  lo  expuesto.  Por  el 
Cura  de  los  Palacios  sabemos  (I )  aqoe  ios  Reyes  mandaron  tener  en  to- 
»das  las  ciudades,  villas  é  lugares  el  libro  de  Montalvo^  é  por  él  man- 
idaron  determinar  todas  las  causas  de  justicia  para  cortar  los.  pleitos.» 
La  demostración  de  que  esta  noticia  de  Bemáldez  es  verdadera,  la  ofre^ 
ce  el  libro  de  acuerdos  de  la  villa  de  Escalona,  conservado  en  su  archi- 
vo, que  en  acta  de  11  de  Junio  de  1 485,  acabadas  de  publicar  las  Orde- 

(I)    Andrés  Beniáldez,  Cura  de  los  Palacios,  Historia  de  los  Reyes  Ca- 
tólieost  capitulo  aí. 
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lumtoi  reaUi^  dice  textaalmente:  «Se  presenta  carta  do  los  Señores 
«Reyes,  en  que  se  mandan  á  todos  los  pueblos  de  100  vecinos  arriba  qne 
9tomen  y  tengan  el  libro  de  la  recopilación  de  leyes  que  hizo  Montalvo, 
•para  qne  por  él  juzguen  los  Alcaldes.  Su  valor  700  maravedís,  el  qne 
»se  toma  al  fiado,  por  no  tener  la  villa  ahora  con  qué  pagarlos.» 

Históricamente  no  se  puede  pedir  mayor  certidumbre  de  que  los  Re- 
yes Católicos  ordenaron  al  Doctor,  su  Consejero,  que  hiciese  la  colección 
de  leyes  que  lleva  su  nombre,  supuesto  que  la  mandaron  adquirir  ti  los 
concejos,  para  que  por  ella  dirimiesen  los  pleitos;  y  los  pueblos  la  com- 
praron, constándonos  basta  el  precio  del  libro.  Efectivamente,  las  Or- 
denamos de  Afontaho  fueron  desde  este  tiempo,  hasta  que  se  hizo  la 
Nueva  Recopilación^  reinando  Felipe  11,  uno  de  los  Códigos  españoles 
por  donde  sentenciaban  los  Tribunales:  demostración  de  que  tañían  la 
autoridad  y  sanción  real. 

Otros  cuatro  tratados  ó  cuadernos  de  Alonso  Díaz  de  Montalvo  vie- 
ron la  luz  publica,  sobre  las  Dudas  del  derecho^  sobre  las  Leyes  de  Esti- 
lo ó  de  precedimientos,  sobre  Arancel  de  derechos  y  sobre  la  ñenUa  de 
las  alcabalas;  escritos  que  persuaden  con  cuánta  razón  se  le  ha  tenido 
por  laborioso  y  de  juicio  recto  en  asuntos  legales,  teóricos  y  prácticos. 

Pero  es  de  importancia  mayor  la  publicación  que  hizo  de  Zas  siete 
Partidas  áe  D.  Alonso  el  Sabio,  glosándolas  y  explicándolas  antes  que 
lo  verificara  el  famoso  Gregorio  López.  £1  solo  intento  de  llevar  á  cabo 
empresas  tan  colosales  y  difíciles  acredita  en  quien  lo  tuvo,  elevación 
de  miras,  fortaleza  de  espíritu  y  amor  al  estudio,  muy  por  encima  del 
nivel  común. 

No  negaré,  porque  no  soy  apologista  fanático,  que  tuvieron  alguna 
razón  el  Licenciado  Espinosa,  Salón  de  Burgos  ó  de  Paz  y  otros,  notan- 
do en  las  obras  de  MontaWo  equivocaciones,  discordancias,  mutilacio- 
neSy  erratas  y  defectos  varios.  Pero  creo  ai  mismo  tiempo,  dice  ol  Señor 
Caballero,  qne  no  se  4j&ron  bien  en  las  condiciones  y  circunstancias 
que  rodearon  al  autor  de  aquellos  pesados  trabajos;  pudíendo  conside- 
rársele como  el  Lineo  de  la  Jurisprudencia,  que  recogió,  ordenó,  clasi- 
ficó y  glosó  las  leyes  españolas  fundamentalmente;  trabajo  que  sirvió 
en  adelante  para  llegar  á  las  Recopilaciones  y  á  los  Códigos  subsi- 
guientes. 

Pues  qué,  ¿ha  hecho  nadie  con  perfección  el  primer  Diccionario  de 
la  lengua  ó  el  geográfico  de  un  reino,  el  primer  catálogo  de  libros  ó  la 
primera  colección  legislativa?  Lo  admirable,  lo  que  asombra  es  que  un 
hombre  solo,  con  los  escasos  medios  que  habia  en  el  siglo  XV,  y  en  po- 
cos años  de  tarea,  se  comprometiese  á  hacer  lo  que  realizó.  Y  si  es  axio- 
mático que 

Basta  en  las  grandes  empresas 
Aspirar  á  conseguirlas, 
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Montalvo  tavo  el  don  de  ese  aliento,  de  esa  coacíencia  de  sa  valer,  y  ta 
gloria  indisputable  de  haber  sido  el  primero  en  esta  faena,  abanderado 
en  las  Ordenanzas  reales ,  y  con  el  pendón  enhiesto  en  la  glosa  de  Loe 
Partidas,  Los  que  después  de  él  adelantaron,  moderen  su  orgullo,  pen- 
sando en  que  es  más  fácil  anadi^  que  inventar. 

Bien  lo  sientieron  así  sus  contemporáneos,  y  lo  han  repetido  moderna- 
mente literatos  de  grande  autoridad,  multiplicándole  los  elogios.  Quién 
le  llama  ilustre  Profesor  de  derecho ^  esclarecido  Jne%^  de  gran  pericia 
en  las  prescripciones  y  prácticas  jurídicas ^  que  ambieúmé  la  calijlca' 
don  del  varón  justo  de  Horacio  (i):  quién  le  nombra  varón  literaHsinM 
y  muy  veraz  ^  asegurando  que  deben  tenerse  por  todos  sus  aseveraciones 
engrande  estima^  veneración  y  aprecio  {%):  otro  le  defiende  como  hom- 
bre verídico  y  laborioso  Jurisconsulto  (3):  Martines  Marina  (4)  confe- 
sando el  honor  y  el  mérito  do  hab^r  dado  á  luz  nuestros  principales 
Códigos  legales,  y  reconociendo  los  errores  y  defectos  de  que  adolecen, 
atribuye  éstos  principalmente  á  la  escasez  de  luces^  falta  de  critica  y 
aun  de  conocimientos  diplomáticoSy  á  la  rudeza  i  imperfección  del  na^ 
dente  arte  tipográfico^  á  la  ignoranda  de  los  impresores,  por  lo  ccmmn 
estranjerosy  á  los  múltiples  afanes  y  avanzada  edad  de  Montalvo. 

Otros  le  apellidan  Juriconsulto  distinguido  y  Magistrado  notable, 
añadiendo  que  sus  escritos  fueron  redbidos  con  aprecio  por  los  Juris-- 
consultos^  que  sus  ediciones  tuvieron  gran  consumo^  se  extendieron  con 
rapidez  por  el  rdno,  y  empezaron  á  regir  en  los  Tribunales  (5):  otro, 
que  preside  nuestra  Magistratura,  califica  el  texto  de  Montalvo  del 
más  antiguo  de  todos ^  y  al  autor,  de  el  Jurisconsulto  más  notable  de  su 
época^  de  celo  infatigable  por  el  derecho  nacional^  que  coronó  con  este 
servicio  eminente  los  grandes  que  habia  prestado  á  su  país  y  ala 
ciencia  (6);  y  D.  Joaquin  Francisco  Pacheco  en  la  Introducción  que 
puso  á  las  Ordenanzas  Reales  de  Castilla  (7)  se  espresa  así:  tEI  encargo 
de  llevar  á  cargo  esta  gloriosa  empresa  fué^  confiado  por  los  Reyes  Ga- 


(1)  D.  Nicolás  Antonio,  Biblioteca  Vetus,  tomo  11,  página  S84,  núme- 
ro sil  y  siguientes. 

(2)  D.  Diego  Pérez  de  Salamanca,  Comentaría  in  libros  VIH  Ordina- 
tionum  regis  Castellae,  ley  II,  lít.  ss,  libro  II. 

(3)  D.  Diego  Clemencín,  Elogio  de  la  Reina  Catálica  Doña  IsaM,  ilus- 
tración IX,  páginas  308  y  siguientes  del  tomo  VI  de  las  Memorias  de  la 
Academia  de  la  Historia, 

(4)  Ensayo  histórico^d'itico  de  la  antigua  legislación  de  León  y  Cas- 
tilla.—Madrid,  I  sos,  pág.  40S. 

(5)  Los  Sres.  La  Sema  y  Montalban,  Elementos  del  Derecho  civil  y 
penal  de  España,  tercera  edición,  tomo  I,  artículos  7  y  s,  páginas  107  y 
siffuientes. 

(6)  D.  Pedro  Gómez  de  la  Serna,  Introducción  histórica  á  la  edición  de 
Las  Partidas  de  la  Publicidad  en  IS4S,  página  XXXVI. 

(7)  Códigos  Españoles.'-Msiáñá,  1849,  t.  6,  pág.  S49. 
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tólieot  al  céUhr$  doctor  Alfonso  Díaz  de  Mootalvo,  áisHngmido  Jnri$- 
eonsuUo^  que  habiendo  nerviáo  muy  digtMmsñte » 

Finalmente,  el  hiatoriador-crílico  estranjero,  William  H.  Preseott, 
haciéndose  cargo  de  las  especiales  dotes  de  Montalvo  y  de  las  distin- 
ciones qne  mereció  á  los  Reyes  Católicos  (1 )  dice  entre  otras  cosas;  qne 
r^wifaaqnel  á  la  ciencia  q%e  profeeaba  m%cka  práctica  y  experiencia; 
qne  las  Ordenamos  Reales  fué  una  de  las  primeras  obras  qne  obtu- 
vieron el  honor  de  la  impresión  en  España,  no  habiendo  ninguna  en 
aquella  época  que  más  lo  mereciera;  y  que  h  jurisprudencia  tomó  nue- 
vo aspecto  por  los  ilustrados  trabajos  de  Montalvo. 

Poco  se  puede  añadir  á  juicios  tan  favorables  como  han  hecho  da 
Alonso  Diax  de  Montalvo  escritores  tan  competentes  de  su  época  y  de 
la  nuestra:  los  pareceres  menos  caritativos  de  algunos  críticos  rígoris* 
tas  del  siglo  último  son  un  paréntesis  alardoso,  que  estuvo  en  boga  en- 
tonces, y  que  en  nada  empequeñece  la  gran  figura  que  hoy  presento  á 
vuestra  consideración.  También  en  el  manejo  de  la  crítica  cabe  exage- 
ración y  extravíos:  que  al  exigir  en  todo  y  para  todo  una  perfección 
imposible  se  piensa  en  lo  excusado;  y  expone  á  grandes  yerros  el  juz- 
gar de  otros  tiempos,  de  otras  circunstancias  y  de  celebridades  pasadas 
por  el  prisma  de  hoy,  que  no  es  el  de  ayer.  Por  eso  los  hombres  de  ley 
entendidos  en  la  historia  del  derecho  y  peritos  en  la  dialéctica,  han  re- 
sucitado la  gloría  de  Montalvo,  restaurándola  de  las  injurias  que  inde- 
bidamente se  le  hicieron. 

Y  el  Sr.  Caballero,  cuya  sobriedad  encomiástica  es  notoria,  termina 
sflí  so  juicio  critico :  «  La  ciencia  del  Derecho  le  debe  infinitamente  más 
que  á  todos  sus  predecesores  y  contemporáneos,  y  los  jurisconsultos  es- 
pañoles han  debido  llamar  al  siglo  XV,  Bl  Siglo  de  Montalvo.» 


Os  he  bosquejado  un  reseña  de  las  publicaciones  del  Doctor  óptense, 
y  no  quiero  dejar  de  hablaros,  dice  el  biógrafo,  de  su  testamento,  que 
es  su  última  producción.  No  es  redacción  del  Escribano,  no;  brilla  en 
todas  las  cláusulas  y  conceptos  el  espíritu  elevado  del  testador  y  su 
propio  estilo. 

Lo  primero  que  llama  la  atención  en  él,  es  un  sentimiento  religioso 
sin  gazmoñería;  una  humildad  sencilla:  un  conocimiento  profundo  de 
los  negocios  y  de  los  hombres.  No  hay  otra  bienaventuranza  en  esta  vida^ 
dice,  salvo  aver  usado. y  usar  los  ornes  de  virtudes^  dejando  en  esta  vida 
buenos  ejemplos  ¿  olor  de  buena  fama.  Dispono  luego  lo  concerniente  á 
entierro,  sufragios  y  todo  lo  piadoso;  hábito  de  San  Francisco  para  su 


(I)    Historia  del  reinado  de  loi  Reyes  Catd^^coi.— Traducción  del  Sefior 
Sabau,  t.  L  pág.  3S4  y  t.  II,  pág.  577. 
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cuerpo;  100  misas  por  sn  alma  y  limosnas  á  los  pobres;  y  manifiesta 
este  deseo:  Mi  voluntad  es  ^  que  se  faga  sin  pompas  ni  llantos;  que  de 
aqnello  no  place  á  Dios  y  es  devedado  por  la  santa/é  católica  y  leyes  del 
reino.  Y  tratando  do  los  lutos,  dice  así:  Qne  no  se  traigan geryas  por  nU, 
ni  tomen  luto  persona  alguna^  salvo  mis  herederos  y  mis  nietos^  los  varo» 
nesyno  lasfembras.  No  es  menester  que  os  haga  observaciones  acerea 
del  talento  práctico  que  estas  cláusulas  encieran:  os  sobra  con  conocer- 
las para  que  las  comprendáis  mejor  que  yo. 

A  lo  que  sí  deseo  llamar  vuestra  atención  es  bácia  la  variación  ar- 
bitraria de  los  apellidos  é  insensata  repetición  de  nombres  bautismales 
que  hacían  las  familias  acomodadas;  vicios  ambos,  á  mi  ver,  que.  no 
porque  algunos  modernos  los  sigan,  dejan  de  ser  censurables  por  lo  per* 
judicial.  Nuestro  otorgante  repartió  sus  apellidos,  al  igual  de  sus  bia* 
nes,  entre  sus  dos  hijos;  llamando  al  varón,  Martin  de  Montalvo^  y  á  la 
hembra,  Teresa  IHa%,  Quizá  tenia  por  más  ilustre  el  segundo  apellido 
dado  al  hijo,  que  el  patronímico  de  Diago^  que  reservó  á  la  hija;  pero  el 
hecho  es  que  existe  tal  disparidad  entre  los  descendientes,  que  unos  se 
apellidan  Diaz  de  Montalvo,  otros  Montalvo  á  secas,  y  algunos  solamen^ 
te  Diaz, 

Sin  ir  más  lejos,  la  misma  Teresa  Diaz,  que  dejó  seis  hijos,  dio  al 
mayor  el  apellido  insigne,  el  sn3'o  al  segundo,  el  de  su  esposo  á  los  dos 
siguientes,  y  á  los  dos  últimos  el  de  la  abuela  materna,  es  decir  para 
seis  hijos  cuatro  sobrenombres  diferentes.  Tal  aparece  en  estas  palabras 
de  su  testamento:  «Nombro  por  herederos  á  Alonso  de  Montalvo;  á  Te- 
resa Diazy  mujer  de  Francisco  Tavira;  Constanza  de  Alcocer^  mujer  de 
Pero  Ángulo;  María  de  Alcocer ^  mujer  de  Fernán  Diañez,  y  Catalina  y 
Elvira  Ortiz,  mis  hijos  y  de  mi  marido  Alvaro  Alcocer.» 

No  es  menos  embrollada  y  expuesta  á  equivocaciones  trascendentales 
la  costumbre  de  ir  poniendo  á  los  hijos  y  nietos  el  nombre  de  sus  padres 
y  abuelos,  máxime  en  tiempos  en  que  se  usaban  poco  segundos  apelli- 
dos, recurriendo  para  discernir  los  homónimos,  á  los  epítetos  de  Bl  ma- 
yor y  Bl  menor ^  Bl  viejo  y  Bl  mozo.  Siglos  enteros  duró  en  la  familia 
de  los  Montalvos  la  alternativa  fastidiosa  de  Alonsos  y  Martines^  como 
si  no  hubiera  más  que  elegir  en  el  Matirologio,  ó  cual  si  el  nombre  del 
abuelo  y  del  padre  fuesen  inmejorables.  Estas  picaras  mañas,  por  más 
que  las  hayan  engendrado  y  abone  un  sentimiento  cariñoso,  conspiran 
á  hacer  inútil  el  objeto  esencial  de  ios  nombres  y  sobrenombres  perso- 
nales; puos  se  introdujeron  para  distinguir^  y  el  abuso,  por  capricho  ó 
vanidad,  los  convierte  en  confusión. 

En  más  de  un  pasaje  del  testamento  del  Doctor,  resalta  su  convic- 
ción profunda,  de  que  los  pleitos  son  un  mal  necesario,  y  que  por  lo 
tanto  deben  evitarse  siempre  que  posible  sea.  £1  que  tan  profunda  y 
asiduamente  había  estudiado  y  aplicado  el  derecho  en  todas  sus  partes. 
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en  las  diferentes  clases  de  juieios  y  en  mnltitiíd  de  casos;  qaien  como 
él  habia  tomado  el  pulso  á  las  contiendas  jurídicas,  á  los  juzgadores  á 
los  litigantes  y  á  la  gente  de  curia;  el  que  conocía  perfectamente  los 
verdaderos  intereses  sociales  de  las  familias  y  de  ios  particulares,  natu- 
ral  es  que  se  colocara  en  el  virtuoso  justo  medio;  entre  abandonar  ac* 
cienes  legítimas,  derechos  claros  y  cuantiosos,  y  disputar  apasionada- 
mente sobre  cualquier  asunto  incierto  ó  baladi,  por  tesón  mal  compren- 
dido ó  por  mero  carácter  de  pleitista. 

Una  de  las  ultimas  clausulas,  á  este  buen  fin  encaminada,  define  el 
genio  pacífico  del  otorgante,  el  amor  que  profesaba  á  los  suyos,  su 
grande  autoridad  paternal  y  sus  desengaños  como  Juez.  En  vida  y  en 
sana  salud  habia  dado  ya  á  los  hijos  buena  parte  de  sus  legitimas:  al 
testar  les  reparte  y  adjudica  por  si  mismo  todo  lo  demás,  reservándose 
únicamente  la  porción  de  muebles  que  le  era  precisa  para  mantenerse 
e»  konray  estado. 

Advertido  por  larga  experiencia  de  las  aspiraciones  y  exigencias  de 
los  coherederos,  que  suelen  convertir  las  testamentarias  en  Agosto  de 
Letrados  y  Escribanos,  hé  aquí  lo  que  ordenó:  «Porque  dichos  mishyos 
•después  de  mis  dias  vivan  en  paz  y  concordia,  y  entre  ellos  haya  siern* 
»pre  buena  hermandad,  les  mando,  que  luego  en  mi  presencia  y  por  ant* 
»el  presente  Escribano,  consientan  y  hayan  por  bueno  y  firme  este  mi 
«testamento  y  lo  que  yo  por  él  mando  y  ordeno,  y  lo  teman  y  guarda- 
»rán  y  cumplirán,  y  ne  habrá  más  recurso  ni  acción  el  uno  contra  el 
«otro  ni  el  otro  contra  el  otro  sobre  los  bienes  de  la  herencia  de  su  pa- 
Bdre  y  madre,  ni  por  otra  razón  y  causa  alguna,  so  pena  qu'el  que 
•fuese  contra  ello  ó  contra  parte  d^ello,  haya  perdido  y  pierda  por  el 
«mismo  hecho  la  mitad  de  la  dicha  herencia  y  bienes,  y  se^aplioado  al 
»que  fuere  obediente.» 

Una  costumbre  tuvo  en  su  práctica  judicial  este  excelente  Magis- 
trado, que  acredita  más  y  más  su  aversión  á  los  litigios,  su  tedio  á 
las  desavenencias  forenses  entre  parientes  y  convecinos.  Refiérela  otro 
Jurisconsulto  contemporáneo,  que  auténticamente  la  conocía,  y  que  la 
encomia  sobremanera  (1),  porque  profesaba  igual  austeridad  de  princi- 
pios, que  no  sé  si  entonces  reinaba  más  que  ahora.  Hé  aqui  su  regla 
cuando  funcionaba  como  Juez:  asi  que  recibia  una  demanda,  antes  de 
dar  traslado  al  reo  para  la  contestación,  llamaba  á  su  presencia  á  los 
contendientes,  y  amigablemente  se  informaba  de  las  pretensiones,  prue- 
bas, razones  y  circunstancias  que  cada  parte  tenia ;  concluyendo  por 
exhortarlos  á  que  se  aviniesen,  hasta  apurar  todos  los  medios  de  tran* 
saccion.  No  tengo  noticia  cierta  de  que  haya  existido  en  el  foro  antes 


(I)    Antonio  de  Quesada,  Diversarum  qwstionum  ¡uris  Ubrum  singu- 
lar&m.  Salamanca,  497S,  fol.,  cap.  so. 
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que  en  el  Tribunal  de  Ifontalvo,  el  sistema  de  corlar  las  litis;  confesión 
paladina  de  que  son  perjadiciales  las  más  veces,  ann  para  el  qae  las 
gana.  Acaso  sea  este  el  germen  de  \o%  juicios  de  conciliación^  sanciona- 
dos por  los  bondadosos  legisladores  de  Cidia,  en  el  art.  S84  de  la  Cons- 
titQcionde481S.  « 

Al  prohibir  el  testador  Montalvo  qne  sus  bienes  raíces  pasaran  ó  se 
enajenasen  de  cualquier  modo,  por  ningún  modo,  ó  en  alguna  manera 
á  iglesias  y  monasterios,  dá  á  entender  que  reconocía  como  peijudicial 
la  acumulación,  ya  grande,  de  bienes  eclesiásticos.  ¡Y  al  propio  tiempo 
fundaba  vinculaciones,  que  también  amortiaaban  la  propiedad  territo» 
rial,  arrastrado  del  deseo  de  perpetuar  su  casa  y  asegurar  la  suerte  de 
su  descendencia!  Sin  embargo,  la  filosofía  pura  venia  predicando  de 
inmemorial,  y  lo  sancionó  el  cristianismo ,  que  los  bienes  materiales 
son  perecederos,  y  que  únicamente  la  virtud  y  el  mérito  sólidos  per* 
manecen  en  la  duración  de  los  tiempos  y  en  la  memoria  de  los  hombres, 
dejando  en  el  alma  gérmenes  de  goces  eternos.  La  mera  acumulación 
de  las  riquezas  hace  Cresos  y  Fúcares,  que  el  mundo  admira  un  mo- 
mento, para  recordarlos  después  indiferente,  ó  acusarlos  quizá,  ó  con- 
denarlos, por  último,  al  olvido.  Únicamente  los  dones  de  la  inteligen* 
cia  labran  monumentos  inextingíbles. 

De  poco  habrían  servido  á  la  fama  de  nuestro  Doctor  los  medios  pe- 
cuniarios que  vinculó  en  sus  hijos  y  descendientes,  si  no  la  hubiera  in- 
mortalizado con  obras  del  espíritu,  que  ninguna  legislación  mata  ni 
desamortiza.  Dura  y  sobrevivirá  su  gloria,  como  primer  colector  é  in- 
térprete de  las  leyes  castellanas,  como  escritor  jurídico,  hábil  y  expe- 
rimentado. 

Una  sola  cosa  me  resta  que  decir  acerca  de  la  última  voluntad  de 
Alonso  Diaz  de  Montalvo,  que  por  no  servirle  de  timbre,  ha  quedado 
para  la  postre,  y  aun  quisiera  omitirla,  si  la  imparcialidad  histórica  lo 
consintiera.  Con  tanto  saber  de  derecho,  de  pleitos,  de  herencias,  de 
negocios  y  de  mundo,  desconoció  absolutamente  la  fisiología  humana 
al  disponer  de  su  librería,  que  debia  ser  selecta,  aunque  exclusivamen- 
te jurídica.  Sin  embargo,  esa  ignorancia  nada  tiene  de  extraño  en  per- 
sona de  sus  condiciones,  porque  apenas  se  vislumbraba  todavía  aquella 
rama  de  la  antropología  entre  contados  Médicos.  Gomo  quiera,  cometió 
un  error  lamentable  al  hacer  un  legado  á  sus  nietos,  cual  se  verá  por 
sus  propias  palabras,  las  menos  correctas  del  documento.  No  parece 
sino  que  la  oscuridad  que  conturbaba  la  mente  impedia  correr  la 
frase. 

«1  otrosí  mando  que  los  libros  de  derecho  canónico  y  oevil  que  yo 
»tengo  y  poseo,  que  se  partan  por  medio,  conviene  á  saber:  que  los  li* 
jibros  d*el  derecho  cevil  sea  una  parte,  y  los  libros  d*el  derecho  canó- 
»BÍco  sea  otra  parte;  los  quales  mando  que  partan  entre  sí  Alonso  de 
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«Montalvo  mi  nielo,  hijo  de  Martin  de  Montalvo,  é  Alonso  de  Hontalvo 
»mi  nieto,  hijo  de  Teresa  Díaz  mi  hija,  de  los  qnales  yo  dexo  una  copia 
•firmada  de  mi  nombre,  é  que  echen  suertes  entre  si;  é  á  quien  cnpie* 
iren  los  libros  de  leyes  fue  deprenda  leyes;  é  á  quien  oupieren  los  li- 
»bros  de  cánones  que  deprenda  cánanes.i^  iQaó  ceguedad  jngar  á  los 
dados  la  vocación  de  los  jóvenes,  asunto  que  requiere  tanto  estudio  y 
meditaciones!  Por  más  que  disculpe  al  testador  el  atraso  de  la  medicina 
de  su  época  en  este  punto,  causa  pena  que  no  repugnase  á  su  sentido 
intimo  el  fiar  á  la  suerte  la  carrera  de  sus  nietos  queridos. 

No  es  de  extrañar  que  se  carezca  de  retrato  alguno  de  nuestro  per- 
soni^e,  porque  en  su  tiempo  eran  muy  escasos  los  cuadros  de  este  gé- 
nero; y  fortuna  señalada  le  cabe,  en  haber  llegado  hasta  nosotros  re- 
presentado de  cuerpo  entero,  con  traje  talar  y  birrete,  en  un  alto  relie- 
ve de  mármol  (I),  que  representa  la  estatua  yacente  sobre  la  losa  de  su 
sepulcro.  Según  esta  efigie,  Montalvo  era  de  estatura  mediana  ,  de  ro- 
bustos y  bien  conformados  miembros,  dé  rostro  oblongo  agraciado,  de 
larga  y  poblada  cabellera  y  de  ojos  grandes.  Infiérese  de  otros  datos 
que  fué  de  complexión  sana,  morigerado,  sobrio,  prudente,  pacifico,  y 
que  en  muchos  conceptos  llegó  á  ser  extraordinario.  Moralmente  consi- 
derado, fué  sabio  de  reputación,  escritor  insigne,  hombre  bueno,  justo, 
virtuoso:  tuvo  templanza  en  los  apetitos,  serenidad  de  ánimo,  recta  ad- 
ministración de  sus  facultades,  y  la  noble  ambición  de  dejar  al  morir 
buena  y  duradera  fama.  Gomo  hombre  fisico,  prolongó  una  existencia 
activa  hasta  los  94  años,  y  fué  viudo  de  tres  mujeres.  Vivió  49  años 
bajo  el  gobierno  de  D.  Juan  11,  20  que  duré  el  de  D.  Erique  IV,  y  23  en 
en  el  de  los  Reyes  Católicos,  figurando  mucho  tiempo  en  los  tres  largos 
reinados:  pocos  son  los  que  deben  á  la  naturaleza  ese  temple  exquisito 
y  saben  conservarlo. 

Apesar  de  que  de  antiguo  convivia  con  nosotros  Montalvo  en  las 
crónicas  de  esta  empresa  jurídico-literaría,  formamos' desde  luego  el 
propósito  de  hacemos  con  una  copia  del  acabado  retrato,  debido  al  se- 
ñor CaballAro,  adquisición  que  no  nos  ha  sido  fácil  lograr  hasta  ahora. 
No  faltará  quizá  algún  entusiasta  celoso  de  nuestras  patrias  glorias, 
que  nos  acuse  de  descuido  indisculpable;  sobre  todo,  si  conoce  el  nota- 
ble articulo  consagrado  al  asunto  por  el  jurisconsulto  portugués ,  José 
Silvestre  Ribeiro,  é  inserto  en  el  numero  de  la  antigua  y  acreditada 
Revista  de  Coimbra,  O  Instituto^  correspondiente  á  Setiembre  de  1873. 


(I )  Dicho  monumento,  que  se  hallaba  arrinconado  en  una  Capilla  de 
Uuete»  después  de  la  destrucción  del  convento  de  San  Francisco,  ha 
sido  adquirido  por  el  Sr.  Caballero,  quien  lo  ba  regalado  para  el  Museo 
déla  Academia  de  la  Historia.  Una  fiel  litografía  de  la  estatua  yacente, 
tt«atrft  La$  Necias  del  Dr.  Montalvo. 
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Confesemos,  por  si  acaso,  nuestro  pecado,  y  para  hacer  an  verdadero 
acto  de  atrición,  vamos  á  terminar  este  trabajo  como  el  periódico  por- 
tagnes,  cuya  declaración  final  i  la  letra  dice: 

«El  Sr.  D.  Fermin  Caballero  puede  lisonjearse  de  haber  desempa- 
ñado concienzuda  y  perfectamente  la  empresa  que  tomó  sobre  sus 
hombros.  Su  libro  es  como  un  modelo,  digno  de  ser  imitado  por  cuan- 
tos traten  de  historiar  vidas  de  personajes  antiguos.  No  ha  excusado 
diligencias  para  poder  presentar  á  su  protagonista  bajo  sus  aspectos 
diversos,  á  tal  punto,  que  nos  hace  contemporáneos  de  Montalvo  y  casi 
testigos  presenciales  de  los  actos  sucesivos  de  la  vida  del  Magistrado 
ilustre,  del  jurisconsulto  insigne,  del  ciudadano  exclarecido,  cualidades 
todas  que  distinguieron  al  Dr.  Alonso  Diac  de  Montalvo.» 

Ufl  ObsMro  Coifaeise, 

Admirador  de  los  Conquentet  UusUres, 


«i««tQ)l|  Q)Q)9ir!Ktl)&&.« 


IMPORTANCIA  DEL  JUICIO  ORAL  Y  PÚBUCO 


Ilteciirso  leído  por  el  Ezemo.  Sr.  D.  Cirilo  Alvares,  Prosi- 
deote  del  .Tribunal  Supremo ,  en  la  solemne  apertura  de 
los  Tribunales,  celebrada  en  $5  de  Setiembre  do  1875  (1). 

sbRoris: 

La  apertura  anual  de  los  Tribunales,  que  después  de  un  brere 
período  de  reposo  coocurren  á  solemnizar  las  altas  representaciones 
de  la  Magistratura  y  todas  las  clases  y  profesiones  auxiliares  de  la 
administración  de  justicia,  no  es,  ó  no  debe  ser  por  lo  menos,  una 
simple  ceremonia.  Es  una  solemnidad  de  más  sígniOcacion  y  de  más 
alta  trascendencia.  Es  la  cuenta  solemne  que  los  encargados  de  la 
aplicación  de  las  leyes  dan  al  país  de  la  inteligencia  y  asidua  iabor 
.  riosidad  con  que  todos  en  sus  diversas  jerarquías,  y  cada  cual  en 
su  distinta  condición,  ejercen  las  augustas  funciones  que  les  están 


<■■  ■' 


(I)  Acorapaña  á  este  discurso  un  resumen  de  los  trabajos  termina- 
dos en  los  Tnbanalel)  y  Jtizgados  ordinarios  do  la  Península  é  Islas  ad-> 
yacentes  desde  15  de  Julio  de  1S74  á  if^aal  fecha  del  presente  año,  del 
cual  resulta,  que  se  han  despachado  408,089  negocios,  que  se  elasijfican 
de  la  manera  siguiente: 

ÍCn  los  Juzgados  municipales.  .  .  .  105,969 

En  los  de  primera  instancia.  .  .  .  37,669 

En  las  Audiencias i^t^ 

En  el  Tribunal  Supremo 764 

! En  los  Juzgados  municipales.  ...  3S,f09 

En  los  de  primera  instancia.  .  .  .  8,648 

En  el  Jurado 493 

En  lis  Audiencias 38,775 

En  el  Tribunal  Supremo 4,454 

A....«^«  5«^ot*i.m;n^«^  En  Ips  Juzgados  municipales.  .  .  .        45.863 

^•^"l  f.noífi'[r^^  En  los  de  primera  instancia 95  387 

dos  y  expedientes  ga.JE„  ,^3  ^^¿t^^^i^g 3  '«¿ 

bernativos..  .  .  ^.  -^  En  el  Tribunal  Supremo 476 

No  se  han  incluido  en  este  estado  los  trabajos  de  la  Audiencia  de  las 
Palmas  por  no  haberse  recibido  á  tiempo  la  relación  de  los  mismos,  ni 
los  de  varios  Juzgados  de  primera  instancia,  que  por  efecto  del  estado 
del  país  se  han  visto  imposibilitados  de  remitirlos. 
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encomendadas.  Es  uh  tributo  de  respeto  al  priQcipiOxde  pablicidad 
que  caracteriza  las  instituciones  modernas;  y  es  finalmente,  ó  debe 
serlo,  por  el  discurso  inaugura!  con  que  esta  festividad  jurídica  se 
celebra,  la  iniciación  de  un  problema  científico,  ó  en  esfera  mis  mo- 
desta, el  estudio  de  alguna  de  las  reformas  más  urgentes  y  más  re- 
clamadas por  la  opinión  en  el  libro  de  nuestras  leyes;  como  lo  son 
de  bá  largo  tiempo  el  juicio  oral  y  público  con  una  sola  instancia  ea 
ios  asuntos  criminales;  tal  vez  la  aplicación  parcial  djs  este  sistema 
á  los  juicios  civiles;  la  verdadera  inamovilidad  de  los  Magistrados 
y  Jueces,  establecida  sobre  bases  inquebrantables,  pero  en  condi- 
ciones que  no  conviertan  á  los  funcionarios  del  orden  judicial  en  un 
poder  irresponsable,  y  por  último  la  organización  de  los  Tribunales 
en  armonía  con  las  necesidades  del  estado  social  de  nuestro  pueblo. 

De  bá  largo  tiempo  también  se  hace  sentir  en  las  esferas  del 
poder  la  necesidad  de  estas  reformas,  y  de  largo  tiempo  todos  los 
Gobiernos  han  intentado  satisfacerla.  Desde  la  famosa  Instrnccion 
de  Corregidores  hasta  el  Reglamento  provisional  y  desde  esta  fecha 
hasta  la  Ley  sobre  organización  del  Poder  judicial  de  i870,  la  mejo- 
ra de  nuestros  métodos  de  enjuiciafniento  viene  siendo  la  constante 
preocupación  del  poder,  la  aspiración  de  nuestros  más  hábiles  Juris- 
consultos y  el  estudio  predilecto  de  nuestras  escuelas;  y  si  dias  de 
turbulencia  y  de  fiebre  y  de  constante  agitación  han  entorpecido  la 
obra,  y  los  delirios  de  secta  dieron  por  úUimo  á  estos  trabajos  una 
torcida  ó  peligrosa  dirección,  es  justo  confeTsar  que  aún  estos  ensa- 
yos aventurados  revelan  buenos*  y  honrados  propósitos. 

Mucho,  sin  embargo,  se  ha  hecho,  por  más  que  sea  también 
mucho  lo  que  queda  por  hacer,  y  tal  vez  más  loque  haya  que  cor- 
regir en  lo  realizado!  El  Código  penal  de  1848,  reformado  con  mal 
acuerdo  una  y  otra  vez,  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  1856,  y 
las  Leyes  provisionales  de  los  últimos  seis  anos,  que  sin  iluda  han 
menester  de  alteraciones  radicales  y  profundas,  demuestran  cuando 
monos  la  perseverante  atención  dé  nuestros  Legisladores  en  estas 
materias. 

Nada,  pues,  más  digno  en  este  momento  de  nuestro  estudio  que 
tstos  progresos  jurídicos,  ahora  que  el  Gobierno  atiende  con  resuel- 
la voluntad  á  su  examen  para  determinar  en  qué  medida  pueden  y 
deben  introducirse  en  nuestras  leyes  de  enjuiciamiento. 

Desde  luego  el  juicio  oral  y  público  con  una  sola  instancia  es 
una  institución  considerada  universalmente  como  an  grande  ade- 
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lanto;  7  con  efecto  el  proceso  escrito  y  secreto,  desacreditado  en  la 
o|MDÍoa  y  proscrito  por  la  cieacia,  ^lá . condenado  á  desaparecer  de 
nuestros  Códigos  m¿s  ó  menos  pronto,-  como  han  desaparecido  ya 
la  tasación  de  las  pruebas,  la  confesión  con  cargos  y'  otros  estatutos 
legales  que  constituian  el  antiguo  modo  de  proceder. 

El  juicio  secreto  no  conduce  á  la  aireriguacion  de  la  Verdad;  la 
oscurece  y  la  falsea;  ofrece  cuando  menos  este  peligro  inminente,  y 
«en  tál  concepto  no  es  una  garantía  para  la  justicia  ni  encarna  for- 
mas prot^toras  para  la  inocencia.  ¿T  porqué?  Desde  luego  aporque 
to4o  eaél  queda  á  merced  de  los  funcionarios  del  orden  judicial, 
que  instruyen  las  actuaciones  con  una  irresponsabilidad  absoluta  á 
favor  del  misterio  en  que  se  encierran  y  por  consiguiente  sin  más 
freno  que  su  moralidad  y  su  conciencia. 

Cabe  per  lo  tanto  en  este  proceso  reservado  todo  linaje  de  fal- 
sificaciones de  la  verdad,  si  hay  interés  en  cometerlas,  y  no  hay  en 
,él  más  garantía  ni  más  defensa  que  la  probidad  y  pericia  del  Juez 
y  Escribano  que  le  instruyen;  garantía  estimable  en  verdad  y  con 
la  cual  se  podrá  contar  en  los  más  de  los  casos,  pero  garantía  ine- 
ficaz siempre,  y  siempre  insuficiente,  porque  el  vicio  está  en  la 
esencia  de  esta  pesquisa  inquisitorial,  y  el  vicio  interno  de  una  ins- 
titución nd  se  salva  por  la  buena  fé  y  la  inteligencia  de  los  funcio* 
narios  encargados  de  «u  realización  en  las  esferas  del  Gobierno.  Co- 
mo el  vicio  orgánico  de  una  naturaleza  enfermiza  no  se  cura  sino 
con  la  depuración  de  la  sangre,  c^n  la  reconstitución  de  aquel  or- 
ganismo débil,  raquítico  y  amenazado  constantemente  de  disolu- 
doo,  si  tanto  se  puede. 

Con  efecto,  toda  la  inteligencia  y  probidad  de  los  funcionarios 
encargados  de  la  formación  de  un  proceso  reservado,  toda  su  acti- 
vidad y  su  celo,  su  conciencia  recta,  y  la  más  firme  y  resuelta  vo- 
luntad de  consignar  en  los  autos  la  verdad  de  los  hechos  en  toda  su 
integridad  y  pureza,  no  bastan  á  vencer  la  dificultad,  porque  la  ín- 
dole de  la  cosa  no  lo  consiente.  Fuera  de  que  seria  mucho  suponer 
y  exigir  que  todos  los  funcianarios  del  orden  jadicial  se  distinguie- 
ran por  su  rectitud  y  severidad,  por  su  pericia  y  por  su  deseo  del 
bien  hasta  el  punto  de  que  encerrados  en  el  secreto  de  su  gabinete 
no  padecieran  un  momento  de  distracción  é  de  negligencia  en  su 
tarea;  cosas  ambas  por  otra  parte  tan  fáciles,  tan  probables,  tan  ex^^^ 
puestas,  dada,  como  hemos  dicho,  su  absoluta  irresponsabilidad 
por  lo  que  hicieren.  Nunca  puede  ni  debe  contarse  con  este  celo 
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exagerado;  y  lo  peor  es  qae  aún  asi  no  se  podría  etitar  en  el  juicio 
secreto  el  oscurecimiento  ó  faUiücacion  de  los  hechos  sin  darse 
cuenta  de  su  propia  obra  los  funcionarios  que  le  instruyeran. 

Las  actuaciones  en  un  juicio  criminal  son  de  dos  especies.  Hay  en 
él  las  primeras  diligencias  del  sumario  en  que  se  hacen  constar  los 
vestigios  del  crimen,  como  son  por  ejemplo,  alli  donde  se  ha  come- 
tido un  robo  con  violencia  en  las  cosas,  la  ruptura  de  puertas  é 
muebles,  las  ganzúas  ó  llaves  con  que  se  perpetró,  si  algo  de  esti> 
se  encuentra,  ó  allí  donde  parece  un  cadáver,  todo  lo  que  existe  al 
rededor  de  éste;  las  armas  que  hayan  podido  abandonar  los  delin- 
cuentes en  su  fuga  ó  en  un  momento  de  aturdimiento,  alguna  de 
sus  ropas,  suspisadas,  en  cuanto  por  ellas  se  pueda  venir  en  cono- 
cimieoto  del  número  de  los  mismos,  ó  del  calzado  que  llevaban, 
con  todos  los  otros  accidentes  que  contribuyan  á  dar  más  ó  menos 
luz  sobre  el  hecho.  Son  de  la  misma  índole  la  prisión  de  los  culpa- 
bles, si  son  habidos,  la  detención  de  las  personas  contra  quienea 
aparezcan  fundadas  presunciones  ó  sospechas,  el  examen  de  las  vic- 
timas del  crimen,  la  indagatoria  de  los  procesados;  y  todas  estas  di- 
ligencias de  carácter  urgente,  y  otras  que  serian  impracticables 
después,  y  que  constituyen  los  primeros  momeotos  de -la  pesquisa 
judicial,  no  hay  «¡ás  que  encomeodarlas  al  Juez  y  Escribano  de  la 
causa,  á  su  pericia,  al  ojo  inteligente,  práctico  y  observador  de  es- 
tos funcionarios;  porque  n.o  hay  en  lo  humano  otro  medio  de  hacer 
es^as  cosas,  y  tampoco  en  estos  supremos  momentos  son  tan  temi- 
bles las  felsiiicaciones  de  la  verdad,  pues  que  todavía  no  ha  habido 
tiempo  y  lugar  de  que  empiecen  lascábalas,  las  confabulaciones  y 
las  influencias  de  mal  género. 

Fuera  de  estas  y  otras  diligencias  de  excepción,  impracticables 
de  suyo  si  se  pierde  un  instante  de  tiempo,  el  sumario  no  debe  ir 
más  allá.  Aqui  debe  acabar  el  proceso  escrito  y  reservado,  y  todas 
las  informaciones  posteriores,  como  el  exámeA  de  testigos  de  cargo 
y  descargo  y  otras  muchas,  cualesquiera  que  sean,  todas  deben  re- 
serrarse  para  el  juicio  oral  y  público  en  presencia  del  Tríbunal^ons- 
tituido  y  del  representante  del  Ministerio  fiscal,  con  asistencia  de 
los  reos  y  sus  Abogados,  la  de  los  testigos  del  sumario  y  ios  que  las 
partes  presenten;  y  allí  losiinos  deben  ser  interrogados  sobre  su  di- 
cho para  su  ratificación,  y  los  otros  sobre  lo  que  declararen  nuevas- 
mente,  pidiéndoseles  las  explicaciones  racionales  que  los  reos,  sus 
Abogados  y  el  mismo  Ministerio  fiscal  crean  deber  hacerles  por  con- 
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ducto  del  Presidente  del  Trilmoal  para  asegurarse  de  la  verdad»  y 
para  purificar  las  mismas  diligencias  del  sumario  de  lo»  errores  que 
eon  malicia  ó  sin  ella  hayan  pqdido  en  él  cometerse.  En  esta  soiem* 
nidad,  con  presencia  del  público  que  concurre  á  las  vistas,  en  este 
período  del  proceso,  en  el  que.cootra  lo  que  se  ha  hecho  constar  en 
el  sumario»  s^intenta  hacer  más  luz  sobre  los  hechos,  en  este  drama 
jurídico,  en  el  que  cada  cual  tiene  su  represen tadoo,  el  reo,  los  Abo* 
gado»,  los  testigos,  el  Ministerio  ñ^l;  en  este  drama,  presentes  to* 
dos  los  personajes  interesados  en  el  mismo,  es  como  puede  descn-* 
brirse  la  verdad  y  apreciarse  en  todos  sus  cniilatesj  en  este  drama, 
en  fio,  pueden  depurarse  los  hechos,  jnedirse  su  intensidad,  la  ma«- 
.  yor  ó  menor  participación  deles  reos  en  el  crimen  y  las  circunstan- 
cias atenuantes  ó*agravantes  del  mismo,  porque  en  este  drama  es 
en  donde  únicameote  por  la  perturbación  de  los  unos,  por  la  osadía 
de  los  otros,  puede  adquirir  el  Tribunal  la  evidencia,  la  certeza  mo- 
ral que  necesita  para  el  fallo,  y  el  público  formar  su  juicio  sobre  los 
caracteres  del  delito  y  la  justicia  de  la  sentencia  pronunciada.  Sola- 
mente con  esta  publicidad  en  el  procedimient,o  puede  hallar  la  jus- 
ticia sus  garantías  de  acierto,  la  inocencia  las  de  su  seguridad,  y  la 
opinión  pública  los  elemr^ntos  necesarios  para  el  elogio  ó  la  censura.. 
Fuera  de  esta  publicidad  y  solemnidad  del  juicio  no  Jbay  dique  ni  fre- 
no'para  el  Juez  prevaricador  y  corrompido,  ni  medios  de  llegar  á  la 
verdad,  ni  formas  protectoras  de  los  intereses  legítimos  que  en  el 
proceso  se  ventilan. 

Entregadas  estas  investigaciones  nt  secreto,  y  practicadas  en  el 
retiro  del  gabinete  del  Escribano  ó  del  Juez,  no  hay  garantía  para 
nada  ni  para  nadie  contra  la  alteración  de  los  hechos,  sean  quienes 
fueren  estos  funcionarios,  porque  á  su  pesar  y  contra  sus  propósitos 
rara  vez  responderán  sus  esfuerzos  á  su  deseo  de  hallar  la  verdad, 
en  cuanto  esto  es  posible  á  la  humana  inteligencia. 

En  el  proceso  secreto  las  diligencias  se  extienden  por  el  Escriba- 
no ó  el  líuez  sin  ninguna  fiscalización;  los  testigos  se  examinan  en 
la  soledad  de  un  despacho,  lo  que  estos  dicen  se  redacta  en  el  acto 
eon  precipitación  y  sin  detenerse  mucho  en  la  propiedad  del  len- 
guaje ni  el  recto  sentido  de  lo  que  el  testigo  haya  dicho,  como  no 
sea  en  el  raro  caso  de  que  éste  sea  bastante  avisado  para  redactar 
su  propia  declaración,  y  tenga  la  entereza  necesaria  para  exigir  que 
se  escriba  lamismo  que  él  dice,  en  la  misma  forma  y  con  sus  pro- 
pias palabras,  sobre  lo  cual  no  fiay  que  hacerse  grandes  ilusiones. 
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Lo  comon  será  que  el  Jaez  ó  el  Escribano  redacten  la  declaración 
del  testigo  á  sa  manera,  en  su  estilo  propio,  con  su  literatura  parti- 
cular, y  aunque  luego  se  la  lean,  rara. vez  ó  nunca  tendrá  el  testigo 
el  valor  de  hacer  observar  al  Juez  y  Escribano  que'aqueilo  no  es  la 
que  ha  dicho,  ó  que  por  lo  menos  no  está  clarai)Aente  expresado;  y 
menos  veces  tendrá  también  Grmeza  bastante  para  negarse  á  fir- 
mar una  dedaracton  que  no  sea  la  suya. 

Así  es  tan  común  observar  en  los  procesos  instruidos^por  el  sis- 
tema del  procedimiento  secreto  que  todas  las  declaraciones  están 
extendidas  por  un  mismo  modelo ;  parecen  estereotipadas,  y  se  re* 
corren  trescientas  páginas  de  los  autos,  que  escritas  y  redactadas 
por  una  misma  mano,  por  una  inteligencia,  no  son  la  verdadera 
expresión  de  lo  que  dijeVon  ó  quisieron  decir  los'decbrantes,  sino 
de  las  ideas  que,  oyéndolos,  recogió  el  redactor  universal,  equivo- 
cándolas muchas  veces. 

Lo  que  resulta  de  este  modo  de  proceder  es  que  los  testimonios 
consignados  en  los  autos  se  prestan  maraviltosarAente  á  todo  género 
de  interpretaciones  que  los  reos  y  los  Abogados  defensores  hacen, 
cada  cual  bajo  su  punto  de  vista;  lo  que  resulta  es  que  de  los  de- 
bates, en  vez  de  salir  la  luz,  surgen  la  oscuridad,  la  vacilación,  la 
duda ;  duda  y  vacilación  que  se  hacen  sentir  en  el  ánimo  del  Juez 
y  del  público  que  asiste  á  las  vistas  de  las  causas. 

Ni  puede  ser  otra  cosa,  por  esmerada  que  sea  la  redacción  de 
los  testimonios  traídos  al  proceso.  Inútil  seria^que  esta  tarea  se  en- 
comendase á  un  académico  de  la  lengua.  El  resultado  seria  el  mis- 
mo ;  porque  lo  repetimos,  el  vicio  está  en  la  cosa,  en  la  índole  del 
procedimiento.  Pues  si  muchas-veces  el  articulo  de  una  ley,  redac- 
tado con  estudio,  con  detenimiento,  por  una  comisión  escogida  de 
publicistas,  de  buenos  hablistas  y  de  Jurisconsultos  eminentes;  un 
sólo  artículo  de  pocas  líneas  puede  dar  motivo  á  dudas  y  á  diver- 
sas inteligencias  por  la  trasposición  de  una  palabra,  por  el^empleo 
de  un  pronombre  ó  de  una  partícula  conjuntiva  ó  disyuntiva,  ¿qué 
ha  de  ser  cpn  declaraciones  redactadas  de  prisa  y  tal  vez  sin  la 
conciencia  segura  del  pensamiento  que  en  ellas  se  expresa?  Este 
procedimiento  para  depurar  la  verdad  en  un  juicio  criminal  es  por 
naturaleza  absurdo,  y  ño  es  mucho  que  la  conciencia  pública  y  la 
ciencia  le  condenen  y  le  proscriban  unánimemente. 

Surge  también  de  este  sistema  otro  mal  no  ménos-grave,  y  es 
que  los  sumarios  se  hacen  eternos  %  interminables,  en  mengua  y 


IMPOKTAIfGU  ML  JUICIO  ORAL   T  PÚBLICO.  i  35 

• 

descrédito  de  los  Tribunales,  porque  la  lardan^  se  atribnye  sin 
razón  t  los  propósitos  de  una  curia  codiciosa  ó  poeo  exacta  en  el 
cumplimiento  de  sus  deberes,  cuando  no  es  más  que  el  resultado  de 
nn  procedimiento  vicioso,  que  produce  la  negación  de  la  justicia, 
cabalmente  cuando  más  importaba  que  la  severidad  de  las  leyes  pe* 
nales  se  hiciera  sentir  rápidamente  sobre  ios  delincuentes.  Mal  casi 
siempre  inevitable  en  el  proceso  reservado,  pues  que  todo  en  él 
hay  que  escribirlo,  descendiendo  al  examen  de  los  testigos  de  car- 
go y  descargo,  evacuando  todas  las  citas  que  hacen  los  reos  y  los 
testigos  mismos,  tomando  en  cuenta  todas  las  indicaciones  favora- 
bles ó  adversas  que  van  sur^endo  del  proceso  en  la  proporeion  que 
se  aumentan  y  multiplican  las  diligencias. 

Mientras  que  en  el  sistema  del  juicio  oral  todo  es  rápido  y  todo 
se  hace  y  se  depura  á  la  luz ;  todo  se  somete  por  esta  circunstancia 
al  buen  sentido  del  público  y  todo  cae  bajo  la  censara  de  la  opinión 
y  de  la  conciencia  universal,  que  en  nuestro  tiempo  tiene  tantos  y 
tan  poderosos  medios  de  hacer  sentir  su  benéfico  influjo  en  las  múl- 
tiptes  manirestaciones  de  la  tribuna  y  de  la  prensa. 

A  esta  rapidez  en  el  procedimiento,  que  es  el  bello  ideal,  el  de- 
$ideratum  en  la  materia,  cuando  por  tal  motivo  no  se  sacrifican  á  la 
celeridad  de  las  actuaciones  ni  la  libertad  de  la  defensa  ni  ninguna^ 
de  las  formas  protectoras  do  la  seguridad  personal,  hemos  de  aña- 
dir otro  motivo  de  predilección  y  de  preferencia;  y  es  que  el  juicio 
*  oral  establece  la  contradicción  de  un  debate  público  y  solemne  en- 
tre todos  los  .que  cpa  este  ó  el  otro  carácter  figuran  en  un  proceso. 
Es  por  eso  el  único  método  racional  de  descubrir  la  verdad  de  los 
hechos;  es  el  que  todos  los  días  ensayamos  con  un  instinto  certero 
y  con  resultado  s^uro  en  todos  los  actos  de  la  vida  ordinaria  y  co- 
mún. ¿Qué  hace  un  padre  de  familia  cuando  ocurre  en  ella  algún 
desurden  ó  algún  «notivo  de  disgusto  entre  sus  hijos,  entre  sus  cria- 
dos ó  las  otras  gentes  de  su  casa?  Lo  primero  que  se  le  ocurre,  ó 
por  mejor  decir,  lo  único,  es  llamar  á  su  presencia  á  cuantos*  han 
tttiido  más  ó  menos  participación  en  el  hecho,  interrogarles  y  oir 
808  explicaciones,  observar  la  actitud  de  cada  uno  en  este  examen 
contradictorio,  atender  las  impresiones  que  se  revelan  en  su  fisono- 
mía^ sin  escaparse  un  accidente  ni  un  gesto,  y  allí  sobre  la  escena 
adquiere  desde  luego  la  convicción  porque  no  ha  perdido  ni  un  ac- 
cidente del  drama,  de  quién  ha  sido  el  provocador,  quién  el  verda- 
dero cnlpable,  y  le  designa  con  mano  segura  y  le  corrige.  ¿Qué 
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más  hace  tampoco^  en  ^aldad  de  circunstancias  el  Director  da  nn 
colegio  7  et  Üefé  de  un^  esUbledmiento,  cualquiera  qne  él  sea? 
Exactamente  lo  mismo. 

Tiene  este  método  otra  virtud,  y  es  qne  nada  más  eficaí  y  á 
propósito  para  la  purificación  de  las  primeras  diligencias  y  actna- 
cienes  del  sumario,  que  por  necesidad  hubieron  de  practicarse  en 
secreto,  porque  vienen  á  la  barra  los  testigos  que  prestaron  las  pri- 
meras declaraciones,  y  alU  se  les  interroga  y  contradice,  si  han 
mentido  ó  adulterado  la  verdad  de  uno  ú  otro  modo,  v  se*  deshacen 
el  fraude  y  los  errores  cometidos. 

De  donde  se  deduce :  - 

1  /  "Que  el  juicio  oral  y  püblipo  tiene  entibe  otras  virtudes  la  de 
purificar  las  actuaciones*del  sumario  falseadas  con  error  ó  con  ma- 
licia, depurando  hasta  donde  es  posible  la  verdad  de  los  hechos. 

2/  Que  es  además  uq  freno  poderoso  contra  toda  tentación  de 
alterar  y  falsificar  estos  hechos  en  las  primeras  diligencias  de  la 
pesquisa  judicial,  lo  cual  constituye  una  gran  garantía.  • 

Y  3/  Que  tiene  también  la  inestimable  ventaja  de  asociar  la 
conciencia  pública  á  la  conciencia  de  los  Tribunales,  que  es  la  gran 
virtud  que  se  atribuye  por  sns  admiradores  al  Jurado,  y  que  por 
consiguiente  inspira  al  pueblo  una  gran  confianza,  una  verdadera 
fé,  que  es  el  bello  ideal  de  la  justicia  humana,  que  no  basta  que  sea 
buena,  sino  ^que,  como  la  mujer  del  César»  es  menester  que  pase 
por  tai  en  la  conciencia  de  las  gentes.  ' 

La  controversia  en  esta  materia  no  paede  nacer  sino  sobre  otro 
punto  importante,  pero  muy  distinto;  cual  es,  si  dado  el  juicio  oral 
y  público,  es  compatible  con  él  el  establecimiento  de  una  teoría  le- 
gal acerca  de  la  prueba;  pues  sin  este  modo  de  proceder  lo  qoe  se 
busca  es  la  verdad^  la  certeza  moral  sobre  el  delito  y  sus  autores, 
trayendo  á  examen  todos  los  comprobantes  de  los  hechos,  fa^wa* 
ble^  ó  adversos,  para  que  en  una  lid  noble  y  abierta  se  depare  y 
aquilate  la  verdad,  parece  en  efecto  x|ae  está  de  más  lodo  estatuto 
legal  sobre  el  valor  y  apreciación  de  las  pruebas;  y  es  que  se  tiene 
una  idea  equivocada  de  este  sistema,  según  el  cual,  los  principios  y 
reglas  de  apreciación,  sin  amenguar  en  nada  la  libertad  del  Juea, 
la  absoluta  independencia  de  su  razón,  contribuyen  poderosamente 
á  iluminarle  y  le  evitan  incurrir  en  error  por  alucinación  6  preocu-* 
pacioneis,  que  pudieran  influir  maléficamente  en  su  espíritu. 

La  teoría  legal  de  la  prueba  no  es  ó  no  debe  ser  niás  que  la  ex-* 
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preKÍOQ  de  ciertas  reglas  y  principios  incdateslables,  que  importa 
no  olvide  el  Juez  eo  la  esiimaicion  y  aqailatamieoto  de  los  dato&^to*  • 
dos  del  proeeso.  La  teoría  legal  de  la  prueba  ho  es  la  tasación  de  la 
praeba*. No  hay  qae.confondir  cosas  tan  distintas.  La  primera  es 
nn  progreso  científico  en  el  procedimiento.  La  segunda  es  nn  ab- 
surdo. 

Tácilmente  se  establece  en  la  ley  que  dos  6  más  testigos  sin  ta-« 
cha»  conformes  en  la  narración  de  un  suceso  y  sus  accidentes,  di- 
cen siempre  lo  cierto;  facilmeole  que  la  confesioa  sin  premia  y  es- 
pontánea, en  lo  qne.e&  adversa  al  coiftesante,  es  tamUen  la  verdad 
legal  y  constituya  «na  prueba  ptena;  y  asi  será  más  de  una  vez; 
pero  muchas  veees  también  ni  dos  testigos,  ni  seis,  ni  ciento  reve- 
larán én  sus  dichos  la  verdad  material  de  los  hechos,  y  no  pocas 
suoede  que  una  persona  inocente  se  confiesa  culpable  de  on  delito, 
ya  para  distraer  la  atención  del  Juez  en  sus  investigaciones  sucesi- 
vas, ya  obedeciendo  á  motivos  nobilísimos,  que  honran  el  proceder 
de  quien  tal  hace.  De  lo  uno  y  de  lo  otro  tf  oemos  vivos  y  repetidos' 
ejemplos  en  los  procesos,  y  de  aqui  qne  ni  el  testimonio  de  dos% 
más  personaaoki  la  confesión  sean  siempre  un  dato  irrecusable  en 
un  juicio  criminal.  La  confesión,  podrá  serlo  en  un  juicio  civil,  ó  por 
lo  menos  la  ley  podrá  declarar  que  lo  sea;  mas  no  cjaibe  esta  d€;cla- 
racion  en  un  proceso^  porque  en  este  se  busca  siempre  la  verdad 
entera  y  absoluta  para  imponer  una  sanción  penal,  que  nuoca  sería 
justa  sino  resultando  la  certeza,  la  evideacia  moral  de  los  hechos, 
en  euanCb  esto  es  dado  á  la  humana  inteligencia. 

Pretender  por  lo  tanto  encerraren  nros  cuantos  estatutos  le- 
gales los  testimonios  de  la  verdad,  establecer  á  prior  i  los  elementos 
del  juicio  y  del  criterio  persopal,  dada  la  infinita  variedad  con  que 
se  realizan  en  su  preparación  y  desenvolvimiento  los  ^sucesos  hu- 
manos; condenará  los  Tribunales  á  aceptar  estos  testimonios  como 
nna  prueba  infalible  aún  ooatra  sus  propias  y  más  intimas  convic* 
eionea,  sófaceeer  un  inlenio  temerarifo  en  el  legislador^  que  no  po- 
see el  don  de  la  profecía  y  de  la  adivinación,  es'  aceptar  de  propó- 
flilo  el  error  en  muchos  casos,  es  crear  al  Juez  un  conflicto  entre 
su  deb§r  y  su  conciencia,  es  no  aspirar  de  veras  al  descubrimiento 
de  la  verdad,  sino  contentarse  con  fingírsela  y  engañarse  á  si  pro- 
pio; y  entre  este  sistema  y  el  de  la  teoría  legal  de  la  praeba  hay  no 
meaos  que  un  abismo^    . 

Puesto  que  consignar  en  la  ley  los  medios  de  prueba  admisi- 
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biés  en  jtticio,  y  proseríbir  y  condenar  tnlktpadameiite  otros  por 
inicuos  ó  absurdos,  como  son  el  toréenlo»  los  juicios  de  Dios,  la 
confesión  con  caiigos  y  alguno  más;  eslableoer  'además  la  saaoioB 
de  ciertas  verdades  generales  yf  rtncipios  confesados  por  la  raaoa 
y  consagrados  por  la  experiencia;  dejando  al  Juez  en  ta  absoluta 
libertad  de  juicio  para  fallar' según  su  convicción,  aunque  moii- 
•vando  sus  fallos,  que  es  lo  que  constituye  en  conjunto  la  teoría  le* 
gal  de  la  prueba,  es  dar  al  Juea  una  guía  segura  en  su  proceder, 
y  al  procesado  garantías  eficaces  de  que  no  se  le  ha  de  atiopellar^ 
ni  despojar  de  ningún  medio^ícito  de  defensa. 

Pero  ¿será  igualmente  aplicable  este  sistema  de  la  teoría  legal 
de  la  prueba  ai  juicio  por  jurados?  No  nos  atrevemos  á  hacer  sobre 
ésto  una  rotunda  afirmación.  Tal  vez,  y  sin  tal  vez,  el  Jurado  y  las 
"teorías  que  le  recomiendan  no  son  de  todo  punió  compatibles  con 
reglas  preestablecidas  de  apreciación  y  de  criterio.  £1  Jurado  des- 
cansaren la  idea  fundamental  de  que  los  Jueces  de  hecho,  imparcia* 
les,  extraaos  al  acusado,^y  por  lo  mismo  nada  sospechosos, .forman 
su  conciencia  ¡nstinlivamente  por  su  observación  sobre  todos  los 
datos  de  la  prueba  y  del  juicio  que  se  abre  á  su  viste,  y  por  resul- 
tas del  debate  público  y  solemne  que  le  sigue  para  la  depuración 
de  los  hechos,  inspirándose  en  el  sentido  común,  que  todo  hombre 
posee»  como  posee  la  noción  de  lo  justo  y  de  lo  injusto;  guía  se- 
gura del  acierto  más  que  las  ingeniosas  combinaciones  de  una  in- 
teligencia cultivada.  T  si  esto  es  asi,  sí  en  el  Jurado  no  se  busca 
otra  fianza  dé  la  verdad,  otra  garantía  de  lá  justicia  que  ta  inspi- 
ración de  los  jurados,  firmada  sobre  las  impresiones  que  sacan 
del  debate  y  la  convicción  íntima  que  surge  de  las  mismas,  esláa 
de  más  en  efecto  todas  las  reglas  preestablecidas  por  la  ley. 

Así  es  qye  contra  los  fallos  del  Jurado  no  se  dá  el  recurso  de 
casación  sino  en  el  raro  caso  de  haberse  atropellado  las  formas  en 
la  manera  de  constituirlo  ó  de  haberse  aplicado  malamente  U  ley 
por  los  Jifóces  de  derecho,*  dado  el  veredicto  prononctado  por  los 
Jueces  del  hecho.  A*  diferencia  de  16  que  sucede  en  el  juicio  oral 
y  público  ante  los  Tribunales  de  derecho,  que  cabe  perfectamente 
el  recurso  de  casación,  como  quiera  <fue  en  el  modo  de  proi^der  se 
haya  violado  alguna  ley,  ó  en  el  fondo  se  haya  hecho  la  aprecia- 
ción y  calificación  de  la  prueba,  desviándose  de  los  principios  ó 
aceptando  como  buenas  pruebas  inadmisibles^  condenadas  desde 
luego  como  ilegítimas  ó  violentas;  y  esta  diferencia  es  de  un  precio 
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ÍDeslimable,  porqoíe  ao  puede  aegaise  qne  e^  recarso  de  lAsacioo , 
tan  amplio  como  és  menester  para  dar  uaídad  á  la  jurisprudencia, 
es  uno  de  los  grandes  progresos  del  procedimieato  moderao. 

T  »Q  embargo^  esta  reforma  en  mi  pobre  opinioa  no  es  hoy  ni 
la  ynás  importante  ni  la  más  urgente^  La  reforma  fundamental,  que 
es  de  un  interés  supremo  en  estos  momentos,  la  que  no  admite  di- 
lación y  sobre  la  que  ha  de  descansar  la  nueva  organización  de  los 
Tribunales,  si  ha  de  ser  de  resultados  y  ha  de  responder  á  todos  los 
fines  de  la  justida,  es  la  separación  eu  absoluto  de  la  jurisdicción 
dTÍI  y  criminal,  enc*omendando  la  una  como  la  otra  á  Jueces^y  Tri- 
banales  distintos,  organizados  por  tal  modo  que  respondan  en  to- 
das las  hipótesis  á  las  necesidades  del  presente  y  de  lo  porvenir. 
Ni  un  día,  ni  una  hora  puede  tolerarse  lo  existente  sin  el  despres- 
tigio de  la  potestad  judicial,  que  tanto  y  con  tairta  razón  pretende 
enaltecer  el  espíritu  moderno. 

Si  eIJurado  hubiera  de  seguir  funcionando,  menester  es  que 
los  Jueces  de  derecho  encargados  de  presidirlo  y  dirigirle  en  sus 
veredictos,  no  estén  distantes  del  lugar  en  que  se  haya  cometido 
el  deüm,  ni  se  conviertan  para  ello  en  una  Magistratura  ambulan- 
te, que  se  presta  maravillosamente  al  ridiculo  y  á  las  bufias  del 
vulgo  con  grave  daño  de  las  funciones  que  ejerce,  y  lo  que  es  peor 
aún  con  daño  de  la  justicia,  qife  si  no  se  administra  con  celeridad 
en  la  aplicación  de  \é  pena,  pierde  esta  su  cjemplaridad  y  no  pro- 
duce en  la  conciencia  pública  el  efecto  moral  de  una  espiacion  me- 
recida. 

Mientras  la  institución  del  Jurado  en  su  aplicación  no  responda 
á  estos  (¡oes  sociales  y  jurídicos,  el  Jurado  no  se  acreditará  ni  to- 
mará carta  de  naturaleza  en  las  leyes,  ni  mucho  ménot»  en  la  con- 
ciencia del  pueblo;. y  ya  que  la  bondad  de  esta  institución,  que 
hasta  hoy  forma  pacte  de  nuestro  derecho  vigente,  es  harto  contro- 
vertible y  tropieza  con  tantas  y  tan  lef^limas  resistencias,  no  vaya- 
mos á  ensayarla  en  bis  condiciones  de  una  viciosa  organización* 

Para  que  el  Jurado  responda  al  íin  civilizador  que  le  señalan 
sus  admiradores,  para  que  se  enaltezca  y  pase  en  la  conciencia  de 
las  gentes  como  un  grao  progreso  del  procedimiento,  se  necesita 
en  primer  término  que  le  presidan  eb  sus  funciones  Tribunales  fi- 
jos, permanentes  y  de  grande  autoridad  por  el  personal  que  les 
forme,  y  en  suma,  que  esta  alta  misión  se  encomiende  y  se  fíe  á 
Salas  ó  Audiencias  del  crimen,  creadas  en  cada  capital  de  provin- 
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da  y  enMonde  quiera  qae^a'  meoesler,  qoe  administren  la  jasti- 
cia  en  un  local  señalado  ai  efecto  y  decorado  conyenientemente, 
para  que  inspirando  un  ftecreto  respeto  á  los  Jurados,  á  los  reos  y 
al  público  que  concurre  á  las  vistas,  todos  á  su  ves,  y  cada  cual  en 
el  limite  de  sus  deb^es,  se  preocupen,  los  unos  de  la  solemnidad 
jurídica  á  que  asisten  y  los  otros  del  carácter  augusto  y  severo  de 
las  funciones  que  ejercen. 

En  otro  érden  de  ideas,  y  en  la  Kipótesis  de  que  el  Jurado  deba 
desaparecer  de  entre  nuestras  instituciones  jurídicas,  el  juicio  oral 
y  pábKco  con  una  sola  instancia  ante  los  Jueoed  de  derecho  exige 
en  su  organización  condiciones  y  elementos  muy  parecidos;  y  tén- 
gase en  cuenta  que  este  juidaoral  ;  público  es  ü  último  progreso 
y  la  última  palabra  de  la  filosofía  y  ^  la  ciencia,  al  que  no  será  li* 
cito  renunciar,  sin  que  demos  una  triste  idea  de  nuestra  cultura  y 
civilización  más  allá  de  nuestras  fronteras  y  en  donde  quiera  que 
haya  encarnado  el  espíritu  de  nuestro  tiempo,  como  no  sea  que 
obstái^ulos  insuperables  se  opongan  á  su  planteamiento. 

En  la  última  y  la  peor  de  todas  las  ey^ntnalidades  posibles,  en 
la  suposición  de  que  él  juicio  oral  y  público  se  rechace  de  mestro 
procedimiento  para  quedarnos  con  el  proceso  reservado,  porque  el 
estado  de  nuestro  Tesoro  no  permita  otra  cosa;  en  esta  malhadada . 
eventualidad,  todavía  la  separación  tie  la  jurisdicción  civil  y  crimi- 
nal, con  la  excepción  de  los  juicos  de  faltas,  es  de  una  necesidad 
evidente,  por  ser  cosa  averiguada  que  encomendados  á  nn  mismo 
^Jnez  el  conocimiento  de  los  negocios  civiles  y  la  instrucción  de  los 
procesos,  lo  que  se  decreta  en  muchos  casos  es  la  «negacipn  de  la 
justicia,  puesto  que  no  hay  actividad  individual  ni  inteligencia  hu- 
mana, por  privilegiada  que  sea,  que  baste  al  cumplimiento  de  los 
deberes  que  esta  confusión  de  atribuciones  impone. 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  oivii  señala  en  multitud  de  juicios  y 
para  multitud  de  providencias  plazos  fatales  é  improrogaMes  y 
obliga  á  los  Jueces  á  motivar  e^tos  fallos;  y  para  ambas  cosas  se 
requieren  tiempo  y  un  criterio  reflexivo  y  severo  sobre  ios  méritos 
y  resultados  do  los  autos  y  las  alegaciones  de  las  partes.  Pues  si  en 
los  momentos  de  un  plazo  fatal  y  angustioso  tiene  el  Juez  ijue  dis- 
traerse en  la  instrucción  de  las  diligencias  de  un  sumario  con  ra- 
pidez y  sin  perder  un  instante,  antes  que  los  primeros  vestigios  del 
crimen  desaparezcan,  antes  que  se  oculten  ó  se  fuguen  los  culpa- 
bles, antes  que  se  poogan  de  acuerdo  con  sus  cómplices,  porque  el 
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delito  cometido  éea.UD  gran  crímeD,  que  haya  producido  en  él 
ánimo  de  las  gentes  alafma  ó  indignación,  ni  él  puede  prestar  aten- 
ción á  los  asuntos  del  orden  civil,  ni  cabe  exigir  que  la  preste,  cua- 
lesquiera que  sean  los  plazos  y  términos  de  la  Ley  de  Enjuicia* 
miento  para  el  fallo  de  tal  ó  cual  incidente  ó  la  resolución  definitiva 
del  negocio. 

Tristes  enseñanzas  de  esta  verdad  nos  suministran  los  anales 
del  foro  en  «Madrid  y  en  todos  los  grandes  centros  de  pobhicion;  y 
es  que  no  hay  remedio  en  lo  humano  á  este  mal  sin  la  separación 
de  la  jurisdicción  civil  y  criminal,  sm  la  creación  de  Jueces  de  ins- 
trucción que  no  ejerzan  otras  funciones,  sin  «1  establecimiento  de 
una  Audiencia  ó  Sala  del  crimen  en  donde  convenga,  que  con  Ju- 
rado ó  sin  él  conozca  y  falle  en  juicio  oral  y  publico  todos  los  pro- 
cesos que  se  instruyan  en  sus  territorios  respectivos. 

En  la  antigua  organización,  ¿ntes  de  la  Constitución  de  1812,  y 
después  en  los  largos  períodos  de  eclipse  por  quc^hu  pasado  el  Go* 
bierno  representativo,*  la  condensación  en  unos  mismos  Jueces  y 
Tribunales  de  las  jurisdicciones  en  lo  civil  y  en  lo  ccimioal  no  era 
un  obstáculo  al  rápido  despacho  de  los  negocios.  Existían  muchos 
fueros  y  muchos  Jueces  y  Tribunales  especiales,  qfle  cohocian  con 
gran  desahogo  de  ios  pleitos  y  causas  de  su  competencia;  miéiftras 
que  la  jurisdicción  ordinaria,  muy  reducida  y  limitada  por  esto 
mismo,  se  ejercía  por  los  Alcaldes  mayores  y  los  Corregidores  en  las 
poblaciones  de  más  importancia  y  por  los  Alcaldes  en  su  jurisdic- 
ción municipal;  y  dicho  se  está  que  encomendada  la  administración 
de  justicia  á'lantos  y  tantos  funcionarios  no  sufría  ni  podia  sufrir 
los  entorpecimientos  que  hoy  se  sienten,  encargada  exclusivamente 
á  los  Jueces  de  primera  instancia,  con  la  sola  excepción  de  los  po- 
cos asuntos  que  son  del  conocimiento  de  los  Jueces  del  municipio. 
£1  antiguo  siltema  seria  malo;  no  lo  discutimos  ahora,  pero  el  he- 
cho innegable  es,  que  no*  consienten  este  sistema»  los  progresos 
científicos  de  nuestro  tiempo,  ni  seria  compatible  con  el  carácter  de 
nuestras  instituciones. 

Hoy  más  que  nunca  es  de  una  suprema  necesidad  esta  separa- 
ción de  funciones.  Angeles  en  virtud  yensabidurfa  que  fueran 
nuestros  Jueces,  no  llenarian  su  misión  si  continuase  lo  actual; 
porque  1^  criminalidad  ha  aumentado  en  nuestro  país  en  propor- 
ciones que  espantan,  merced  á  la  perversión  del  sentido  moral  del 
pueblo,  al  relajamiento  del  principio  de  autoridad  y  á  ese  extravío 
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intelectual,  que  denoDcia  ei  estado  eafermiso  de  la  sociedad  en  este 
siglo  de  trasrormacion  y  de  vértigos. 

GoD  esta  sola  novedad  introducida  en  nuestros  métodos  de  en- 
juiciar, ya  que  por, ahora  no  podamos  aspirar  i  otra  cosa,  con  la  li- 
bertad de  la  defensa,  la  publicidad  de  los  debates,  la  motivación 
de  los  fallos  y  el  recurso  de  casación,  que  establece  ana  inspee* 
cion  superior  sobre  todos  los  funcionarios  del  orden  judicial,  ade- 
más de  contribuir  pojierosamente  á  que  la  aplicación  de  las  leyes 
sea  igual  en  todos  ios  ámbitos  del  Reino,  y  para  todos  los  habitan- 
tes del  territorio;  y  por  último,  con  el  freno  de  la  censura  publica, 
tan  eficaz  contra  Jas  qialas  tentaciones,  con  la  responsabilidad  ju- 
dicial establecida  por  tal  modo  que  alcance- á  todas  las  jerarquiafe, 
y  con  la  inamovilidad  de  ios  Jueces  y  Magistrados,  podremos  espe- 
rar que  entre  nosotros  la  administración  de  justicia  sea  tan  buena 
como  hoy  puede  ser,  ya  que  no  sea  perfecta  é  inralible  como  la 
justicia  divina,  po^ue  la  inteligencia  humana,  limitada  y  finita, 
sólo  dispone  de  medios  limitados  y  finitos,  y  no  debe  lanzarse  en 
pos  de  un  optigiismo  imposible. — Bb  picho. 
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%.  i* —Origen  del  ComunUmo. 

Siti  duda  para  dar  una  aotigttedad  que  oo  tiene  á  este  sistema» 
acúsase  al  célebre  Platón  de  haber  establecido  en  su  Tratado  de  la 
República  el  comunismo  en  los  bienes  y  en  las  mujeres;  pero  á  poco 
que  se  fije  la  atención  detenidamente  en  aquella  obra  tMtstará  para 
convenocfse  que  su.  autor  no  prohibe  la  propiedad  y  la  familia;  no 
establece  la  comunidad  de  bienes  sino  para  una  sola  clase  de  Ja  so- 
ciedad, sobre  la  cual  y  en  distinta  escala  la  tienen  establecida  las 
sociedades  modern|s.  En  el  Tratado  de  la  República  de  Platón  la 
organización  de  la  clase  raililar  es  igual  con  cortas  diferencias  á  la 
de  todos  los  grandes  ejércitos  antiguos  y  modernos. 

Con  efecto»  sólo  á  los  militares  se  les  prohibe  la  propiedad  y.la 
familia;  en  cuanto  á  las  cla$es  de  labradores  y  artesanos,  divide  la 
propiedad  eplre  los  miembros  que  las  componen  )>or  partes  iguales 
é  inmutables,  cuyo  sistema  no  refutamos  por  no  s^r  propio  de  este 
trabajo.  De  aquí  que  los  militares  y  sólo  ellos  no  habian  de  tener 
pjropiedad  alguna,  y  sí  habian  de  ser  mantenidos  por  el  trabajo,  y 
laifanes  de  los  demás,  en  tanto  aquellos  prestando  un  trabajo  que 
no  producía  frutos  alimenticios  ni  otros  productos  materiales  con 
que  atender  á«sus  necesidades  individuales  y  colectivas,  producía, 
sin  embarco,  un  inmenso  beneficio,  defendiendo  la  propiedad,  el 
interés  público,  en  nina  palabra,  la  patria,  lo  que  no  hubieran  po- 
dido veriñcar  desahogadamente  ni  con  desembarazo  á  estar  ligados 
&  una  familia,  á  tener  precisión  de  dedicar  su  tiempo  al  cultivo  de 
sn  propiedad  para  ^car  de  ella  frutos  bastantes  á  cubrir  sus  indis- 
pensaUes  obligaciones.  T  bieu:  ¿Por  ventora  en  nuestros  tiempos 
se  permite  al  soldado  traer  al  cuartel  á  su  mujer  é  hijos?  ¿Acaso  no 
se  dificulta  todo  lo  posible  el  oaatrimonio  aun  á  los  mismos  oficíales? 
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¿Tiene  hby  el  soldado  algaa  campo  para  su  paltifo  6  algan  oficio  á 
que  dedicarse?  ¿Las  alenciones  del  ejército,  do  sob  por.yeiiiura  cu- 
biertas por  las  otras  clases  de  la  sociedad?  Liíego  Platón  en  sa  Ac- 
pública  no  hizo  otra  cosa  que  anticiparse  i  aquellas  instituciones 
que  la  fuerza  de  la  experiencia  ha  demostrado  posteriormente  ser 
imprescindibles,  y  por  tanto  no  se  debe,  no  se  le  puede  contar  entre 
el  número  de  aquellos  que  han  propuesto  el  comunismo  en  los 
bienes.  ^ 

Este  sistema,  pues,  empezó  á  ponerse  en  práctica  primeramente 
en  el  Paraguay,  después  en' algunas  comunidades  de  laCerdena, 
y  más  modernamente  en  algunos  puntos  de  Argelia:  mas  donde 
quiera  que  se  ha  ensayado,  los  moradores  han  quedado  reducidos 
á  la  más  espantosa  y  deplorable  miseria.  No  podía  suceder  de  otro 
modo.  Desde  el  momento  en  que  cada  ciudadano  está  obligado  & 
cultivar  la  tierra  por  turno,  vé  con  repugnancia  llegar  el  dia  del 
trabajo.  La  malicia,  la  pereza,  son  los  príncipajes  defectos  del  que 
trabaja  á  beneficio  del  público;  con  la  primera  se  prepara  á  burlar 
la  auXoridad  del  que  vigila  la  segunda,  y  el  resultado  es  que  si  pue- 
de y  debe  hacer  cómt)  seis,  sólo  hace  como  cuatro;  de  donde  se  si- 
gue que  permanece  indiferente  al  aumento  deL  producto  y  única- 
mente aguarda  con  avidez  el  instante  en  que  otro  venga  á  reempla- 
zarle en  su,  para  él,  dura  tarea.  Llega  ese  momento,  y  el  que  le 
reemplaza  trae  de  antemano  estudiado  el  niedio  de  no  ser  más  acti- 
vo trabajador  que  el  reemplazado,  y  todos  sucesivamente  sólo  quie^ 
ren  igualarse  á  los  más  perezosos. 

La  consecuencia  inmediata  de  este  sistema  puesto  en  práctica 
según  ha  demostrado  desgaciadamente  la  experiencia  es,  que  se 
hace  injusto  para  el  (]fue  trabaja  é  imposible  como  base  de  una  una 
organización  social,  porque  la  riqueza  pública  disminuye  á  efecto 
de  que,  con  la  malicia  y  la  pereza  de  los  trabajadores,  no  se  culti- 
va inás  terreno  (y  esto  por  la  imperiosa  ley  de  la  neCesidad)  que  el 
preciso  para  atender  á  la  distribución  de  los  víveres  indispensables. 
Muchos  son  los  campos  que  permanecen  estériles  y  que  si  no  cata- 
viesen  en  manos  de  la  comunidad  se  les  haría  producir  á  pesar  de 
su  ipás  ó  menos  aridez.  Nadie  sre  cuida  de  recoger  algún  producto 
sobrante  para  los  casos  de  caro^tía  ó  para  cambiar  con  otros  del  ex- 
tranjero. Y  loque  es  más;  cuando  tiene  logar  una  mala  cc^echa  ó 
la  pérdida  completa  de  ella  (lo  que  por  desgracia,  acaece  con  fre- 
cuencia), como  no  se  tienen  provisiones  ni  de  parte  de  alguna  puede 
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esperarse  socorro,  se  entroniza  en  d  Estado  el  reinado  del  hambre 
para  todos,,  paso  de  funestas  consecuencias  para  los  Gobiernos  que 
tienen  este  sistema  como  base  de  la  organizaeion  social.  ¥  sí  graves 
son  las  consecuencias  para  esa  clase  de  GolHernos  ¿cuinto  más  loi 
serán  aun  pata  los  gobernados  regidos  por  ana  base  que  les  aear* 
rea  tale^  y  taoyinas  miserias?   . 

Lo  contrarío  sucede  en  loa  países  donde  los  terrenos  pertenecen 
á  determinadas  familias,  sirviendo  las  demás  ya  sea  de  auxilio  qué 
proporcionan  al  propietario,  ya  de  la  transformación  que  hacen  su- 
frir á  sus  productos.  En  estos  p^ses  ni  un  sólo  palmo  de  tierra  se 
encuentra  yermo;  los  frutos  son  mucbo  más  abundantes,  los  ciuda- 
danos están  más  alimentados  y  mejor  vestidos,  y  siempre  queda  un 
sobratite  para  cambiar  coa  otros  productos  de  paises  extranjeros  fr 
para  atender  á  las  i^ecesidades  de  anos  venideros  que  por  cualquier 
calamidad  las  propiedades  asi  distribuidas  no  redituaran  productos. 
s^iicientes. 

§.  2.*— ¿a  fropiedad  de  hecho  y  de  derecho  $e  funda^ 

en  el  trabajo. 

Que  el  trabajo  es  el  fundamento  más  sólido  de  la  propiedad  es 
una  verdad  innegable;  empero  se  nos  argüirá  y  quizá  no  sin  ra- 
zón, que  fundándose  esta  en  aquel  ¿cómo  es  que  la  propiedad  no  se« 
encuentra  distribuida  en  manos  de  los  trabajadores  y  sí  en  las  de 
una  reducida  ciase  de  la  sociedad?  Tienen  razón  los  que  así  argu- 
yen si  toman  como  fundamento  d«  la  propiedad  el  trabajo  que  has- 
ta hace  poco  se  ha  considerado  como  más  importante,  y  cuyas 
consecuencias  aun  toca  la  humaoidad,  no  la  tienen  si  apoyan  Ja  pro- 
piedad en  el  trabajo  material  prestado  en  ella.  Con  efecto;  en  los 
antiguos  tiempos  de  conquista  al  posesionarse  de  un  terreno  se  le 
eoncedia  una  parte  más  ó  menos ^osiderable  de  él  á  aquellos  con- 
quistadores que  habían  prestado  tal  ó  cual  servicio,  entrando  como 
es  consiguienle  en  el  dominio  de  aquellas  propiedades,  y  excluyen- 
do al  jnayor  número  de  ellas;  justo  premio  en  verdad  concedido  al 
que  prestaba  el  trabajo  más  importante  de  la  época  bien  extendien- 
do el  territorio  de  la  dominación,  bien  defendiendo  la  integridad  del 
ya  conquistado.  Esto,  pues,  en  nada  amortiguaba  el  principio  del  tra- 
bajo como  fundamento  de  la  propiedad,  pues  el  mejor  trabajador 
había  obtenido  lo  que  le  pertenecía  que  era  la  propiedad  como  pa- 
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trímonió  exclusivo  dd  irabajo.  Lo  que  sf  mataha  por  completo  el 
principio,  eran  las  leyes  de  vincáladoD,  qoe  no  penaHian  la  trasla- 
ción de  dominio  al  mejor  ó  peor  trabajador,  sino  qoe  la  conservaba 
incólome  en  el  propietario,  qoe  si  á  la  ves  era  perezoso  y  abandona- 
do, no  la  mejorabaí  no  la  hacia  producir  todo  lo  qae  podía,  y  lejos  de 
esto,  la  esquilmaba  empeorando  su  condición  y  no  dando  lugar  i 
que  otras  manos  laboriosas  la  hicieran  redituar  producios  mis  a\)un* 
dantes  y  de  mejor  calidad  que  harían  aumentar  la  riqueza.  Mas  su- 
pongamos que  el  poseedor  del  mayorazgo  era  persona  activa  y  la- 
boriosa; tendría  justo  motivo  para-que  la  propiedad  fuese  el  patri- 
monio de  su  laboriosidad,  pero  no  por  eso  tendríamos  que  los  que 
le  trabajaban  en  su  patrimonio  y  le  ayudaban  ¿  hacerle  producir  tu- 
viesen abierto  el  camino,  para  con  su  trabajo  conseguir  la  recom* 
pensa  ó  la  propiedad  como  patrimonio  de  él.  ¿T  por  qué  no  tal? 
Porque  otra  ley  remataba  más  y  mis  el  principio  cual  era  la  escla- 
vitud. Si  á  estos  tiempos  se  remontan  los  argumentos  que  arriba  de- 
jamos apuntados,  no  les  fiílta  razón  para  decir  que  la  propiedad  no 
está  fundada  en  el  trabajo;  pues  acaso  el  mejor  y  más  activo  traba- 
jador se  viera  constantemente  flagelado  por  el  látigo  de  su  tirano 
dueño.  En  buen  hora  que  á  los  que  presten  un>  serticio  eminente 
en  la  guerra  se  les  conceda  la  propiedad  de  ciertos  terrenos,  pero 
no  se  le  prohiba  nunca  que  pueda  enagenarlos  él  6  sus  herederos, 
dejando  de  este  modo  eipedita  la  senda  al  honrado  trabajador  para 
que  con  su  laboriosidad  pueda  tarde  ó  temprano  adquirir  la  propie- 
dad de  esos  terrenos  con  perjuicio  si  cabe  del  abandonado  que  nó 
pretende  coadyuvar  á  la  mayor  Aundancia  de  productos. 

Mas  hoy  que  tales  vinculaciones»  ni  esclavitud ,  ni  aun  coloniaje 
existen,  parece,  hablando  en  justicia,  como  que  ..considerando  que 
la  tierra  no  es  fecrfndizada  sino  por  el  trabajo  del  hombre,  debiera 
pertenecer  con  preferencia  á  aquel  que  mejor  la  cultivara.  Asi  su<^ 
cede,  con  efecto,  por  más  que  no«falte  quien  crea  que  acaece  lo 
contrarío;  pues  si  examinamos  la  cuestión  en  ese  sentido,  de  hecho 
encontramos  que  la  propiedad  tiende  constantemente  á  pasar  á  las 
manos  de  aquella  clase  que  realiza  el  trabajo,  conceptuado  más  im- 
portante en  una  época  determinada,  no  tienen  otra  explicación  esas 
fortunas  que  se  elevan  en  poco  tiempo  y  colocan  á  la  altura  de 
aquellas  grandes,  distribuidas  por  derecho  de  conquista.  Los  auto- 
res de  esas  grandes  fortunas,  los  que  han  reunido  bajo  su  dominio 
vastas  riquezas  ó  inmensas  propiedades,  no  han  hecho  otra  cosa^fue 
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realizar  trabajos  importanles  en  determinadas  épocas,  qae  les  han 
producido  la  posesión  de  las  citadas  propiedades  con  menoscabo  ó 
detrimento  quizá  de  la  fortuna  de  propietarios  indolentes  que,  lejos 
de, aumentar  su  tal  vez  heredado  capital»  lo  han  disminuido,  ora 
por  su  pereza,  ora  por  sü  faha  de  talento,  ora  por  sus  vicios  ó  dila- 
pidaciones. ¿En  qué,  pues,  pueden  fundar  los  autores  de  esas  gran-4 
des  fortunas  su  riqueza,  su  propiedad?  En  el  trabajo,  sólo  en  el  tra* 
bajo. 

T  bien^  ese  propietario,  ya  queá  fuerza  de  afanes  y  desvelos  ha 
conseguido  reunir  una  yzASL  fortuna,  no  puede  dedicarse  al  cnkivo 
de  toda  ell^  bien  porque  sus  facultades  físicas  no  alcanzan  á  abra* 
zar  todos  y  cada  uno  de  los  trabajos  que  esas  propiedades  requie- 
ren, bien  porque  su  vejez  lo  impida  ó  por  otra  cualquier  Cansa. 
T  ésta,  ¿será  bastante  razón  para  desposeerle  de  lo  que  tantos  su* 
dores  y  afanes  le  ha  costado?  No;  pues  si  bien  no  es  ya  el  mejor 
cultivador,  es  muy  justo  disfrute  la  merced  concedida  al  que  lo  ha 
Mdo.  Aquí,  el  origen  de  los  arrendamientos  por  cierto  ó  dilatado 
tiempo,  juediante  razonables  estipulaciones,  condición  que  al  pre* 
senté  rige  en  todos  los  países  bien  cultivados.  Arrendamiento,  santa 
palabra  que,  sustituyendo  y  derribando  por  completo  la  esclavitud, 
.ha  permitido  al  propietario  percibir  un  producto  líquido  de  sus  pro- 
piedades, dejando  al  arrendatario  ancho  camino  para  que  con  su 
asiduidad,  sus  desvelos,  llegue  á  hacerse  tanto  ó  más  rico  que  el 
propietario;  pues  aquel  llega,  con  eí  fruto  de  sus  afanes,  bien  i 
comprar  las  tierras  que  cultiva  ó  bien  á  emplear  el  dinero  que  ha 
ganado  con  éstas  á  la  explotación  de  nuevos  terrenos,  de  manera 
que,  si  no  son  propietarios  es  porque  renuncian  voluntariamente  á 
serlo.  En  nuestro  país,  apesar  del  poco  tiempo  que  hace  se  promul- 
garon las  leyes  de  desvineulacion,  se  ven  sobrados  ejemplos:  mu- 
chos son  los  labradores  dueños  de  los  terrenos  que  cultivan,  y  mu- 
chos también  tienen  su  capital  invertido,  parteen  propiedades,  par- 
te en  arriendos . 

Véase,  pues,  cómo  atendiendo  al  curso  natural  de  los  sucesos, 
y  haciendo  debida  abstracción  de  tal  ó  cual  hecho  particular,  la 
propiedad  inmueble  tarde  ó  temprano  viene  á  ser  patrimonio  del 
trabajo  hasta  el  punto  de  que  ninguna  raza  pueda  llamarse  deshe- 
redada# 

Durante  los  autíguos,  la  tierra  perteneció  al  trabajo  de  la  guer- 
ra, conceptuado  entonces  .como  el  más  indispensable  para  la  socie- 
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dad.  Bq  la  Edad  Media,  ana  sola  clase  diride  con  la  nobleza  mili- 
tar la  propiedad  del  territorio;  esta  clase  era  la  que  desempeñaba  la 
rojsion  más  importante  después  de  la  defensa  del  país,  la  qne  pro- 
pagaba profusamente  la  iastruccion  moral  y  religiosa»  desde  el  pa- 
lacio á  la  cabana,  es  decir,  la  Mamada  Clero. 
^  En  los  tiempos  modernos,  la  propiedad  tiende  más  visiblemente 
todos  los  dias  ¿  repartirse  entre  la  industria  y  la  agricultura,  á  cons- 
tituirse en  lo  que  está  llamada  á  ser:  «Patrimonio  exclusivo  del 
trabajo.  9 

Al  que  ejercite  esta  noble  virtud,  al  (fae  llegue  á  persuadirse  dex 
que  en  el  trabajo  estriba  la  felicidad  humana  en  cuanto  puede  ser 
susceptible  del  hombre,  al  que  calcula  y  realiza  las  más  importan- 
tes operaciones  de  esta  virtud,  ayudado  de  la  naturaleza  por  su  in- 
teligencia ó  por  su  arte,  á  ese,  y  excliisivamente  á  ese  está  reserva- 
do el  patrimonio  de  la  propiedad. 

§.  3.* — El  siít^ma  qud  más  premie  y  estimule  al  trabajo^  es  el    * 
más  aceptable  como  base  de  wia  organización  social^ 

Quitad  al  hombre  el  perfeccionamiento  en  sus  industrias,  el  me- 
joramiento en  sus  labores,  la^inclinacion  natural  á  elevar  más  y 
más  sus  ideas,  y  veréis  estacionarse  á  la  humanidad  en  un  comple- 
to marasmo,  no  adelantar  un  sólo  paso  en  la  senda  de  la  civiliza- 
ción, de  la  cultura  y  del  progreso.  Dadle  en  cambio  un  sistema  que 
estimule  sus  vicios,  que  le  desarrolle  la  pereza  y  la  malicia,  y  le  ve- 
réis retroceder  y  en  poco  tiempo  venir  á  parar  4  su  primitivo  esta- 
do; corrompido  el  lenguaje,  abandonada  la  agricultura,  desconoci- 
das ú  olvidadas  las  ciencias,  en  una  palabra,  desquiciada  la  organi- 
zación social  y  por  tanto  reducido  el  hombrea  la  triste  condición 
de  un  ser  salvaje.  Hé  aquí  la  senda  que  nos  traza  el  sistema  de  co- 
munidad. 

¿T  seria  lógico,  razonable,  justo  ni  posible  posponer  esa  noble 
virtud  del  trabajo  á  la  holgazanería  y  pereza  infundidas  por  tan  de- 
testable sisttema,  protegiendo  éstas  con  menoscabo  hasta  de  la  íey 
divina  en  que  se  mandó  al  hombre  vivir  en  sociedad  y  llenar  sus 
más  sagrados  deberes  con  el  sudor  de  su  frente?  Sí,  con  menoscabo 
de  esa  ley,  pues,  el  comunismo  conduce  á  la  insocjalidad.   « 

Es  cierto  que, el  sistema  que  hoy  nos  rige  obliga  al  labrador, 
al  industrial  y  á  todas  las  clases  trabajadoras  de  la  sociedad,  á  su- 
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dar  para  atender»  ¿otes  quizá  que  á  sus  propias  necesidades,  á  las 
del  clero»  á  las  de  los  míKtares»  á  las  del  Estado;  empero  esta  obli* 
gacion  le  sujeta  á  vivir  en  sociedad»  á  mejorar  su  industria»  sn  co- 
mercio, su  agricultura,  sus  ciencias»  porque  de  no  verificarlo,  re- 
doblando todos  les  esfuerzos  que  estén  á  sn  alcance,  no  logra  lo  ^ 
que  apetece»  que  es  que  su  profesión  le  produzca  cuanto  más 
mejor.  T  cuanto  mayor  sea  el  trabajo»  tanto  más  aumentará  el 
producto,  y  por  coQsiguiente,  con  tanto  más  desahogo  atender  á  sus 
necesidades.  ¿Deja»  pues,  ese  vasto  campo  de  estimulo  al  trabaja- 
dor el  sistema  de  comunidad  de  bienes?  No,  y  mil  vece^  no;  por 
el  contrario»  lo  ilustra  en  la  pereza  y  aun  en  el  abandono,  pues  ti^ 
ne  sobrada  convicción  de  que  el  exceso  de  trabajo  que  él  preste 
no  puede  redundar  en  su  beneficio,  y  si  bien  pudiera  redundar  en 
beneficio  del  Estado,  no  constituye  esto  su  bienestar,  porque  las 
riquezas  de  la  comunidad,  no  lo  son  suyas  propias,  sino  en  tan- 
to cuanto  basten  á  cubrir,  acaso  con  escasez,  sus  necesidades.* 
Mal  ó  bien,  éstas  se  lasoubre  ei  Estado  con  el  fondo  común,  po- 
co le  importa  trabajar  más  ó  menos*  Hay  más ;  cuando  él  labra- 
dor de  tk  propiedad  común,  (que  con  la  igualdad  hermana  legítima 
del  comunismo  se  cree  tan  acreedor  al  fondo  de  la  comunidad  co- 
mo el  más  encumbrado  magnate),  abra  los  ojos  y  vea  á  otros  sus 
iguales  á  quienes  el  Estado  les  ha  dado  un  papel  más  cómodo  que 
representar  que  el  que  él  representa,  no  achacará  su  peor  situación 
como  sucede  en  nuestro  actual  sistema  á  la  condición  natural  que 
Dios  ha  dado  á  cada  uno  para  saber  manejarse  mejor  ó  peor  que 
otros,  y  hacer  «con  sus  luces  naturales  más  productivos  sus  trabajos, 
sino  que  lo  achacará,  y  con  razón,  á  que  el  sistema  de  igualdad  de- 
generando de  sus.  teorías  halagüeñas  pero  impracticables,  coloca  á 
nnos  como  siervos  y  á  otros  como  señores,  dando  á  los  primeros  del 
producto  común,  tanto  como  pueden  exigir  sus  precisas  necesida- 
des, en  cambio  del  trabajo  ímproh34]ue  les  demanda  con  detrimen- 
to acaso  y  en  ciertas^  ocasiones  hasta  de  su  salud;  mientras  á  los  se- 
gundos sólo  les  obliga  á  trabajos  cómodos  y  darles  en  cambio  mayor 
remuneración,  porque  su  clase  y  el  papel  que  representan  exige 
más  comodidades  y  si  cabe  mayor  lujo.  ¿Dónde  se  encuentra,  pues, 
ea  el  sistema  de  la  comunidad  de  Jiienes,  la  práctica  de  la  tan  de-  > 
cantada  teoría  de  la  igualdad?  No  existe;  luego  el  comunismo  es  un 
sistema  político,  resorte  de  media  docena  de  «topistas  perezoso»  que 
jamás  tuvieron  amor  al  trabajo,  para  ambicionar  y  conseguir  los 
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primeros  puestos;  luego  ia  libertad  de  que  biasouaii  es  una  toz 
mentida  para  encadenar  los  pensamientos  y  las  ideas,  lu^o  la  igual- 
dad que  decantan  es  una  vana  quimera.  T  por  más  que  se  procla- 
men per  esos  sonadores  ciertos  derechos  de  la  humanidad,  U  ar- 
rastran con  sus  propagandas  á  que  gima  más  y  mis  en  ia  miseria, 
en  las  luchas  fluctuantes  de  las  pasiones,  en  la  fuerza. 

Y  lo  que  es  más;  con  el  comunismo,  la  morada  del  magnate  m  . 
consentirá  cerca  de  sí  la  choza  del  pobre,  coma  no  la  consiente  hoy 
el  palacio  del  poderoso;  el  traje  elegante  del  alto  funcionario  del 
Estado  no  permitirá  rozarse  con  el  humilde  vestido  del  labrador, 
-asi  como  las  vestiduras  engalanadas  del  potentado  no  consienten 
hoy  rozarse  con  los  harapos  del  infeliz  mendigo;  no  se  ostentará  la 
opulencia  en  las  riquezas,  como  en  el  actual  orden  de  cosas,  pero 
si  se  tiranizará  á  las  clases  ínfima  y  media,  y  lejos  de  encontrar  el 
bienestar  de  los  ciudadanos,  sólo  se  hallará  ia  miseria,  la  tiranía, 
•en  una  palabra,  la  esclavitud  del  mayor  número. 

Quede,  pues,  sentado  que  el  comunismo  no  es  el  sistema  que 
premia  y  estimula  el  trabajo  por  cuya  razón  no  ^  aceptable,  justo 
ni  posible,  como  base  de  la  organización  social.  * 

§.  4.*-— Para  establecer  la  propiedad  en  eomu/i,  seria  preciso  hacer 
olvidar  á  la  humanidad  que  etíá  dolada  por  la  naturaleza  de 
afecciones  estimables  á  la  par  que  de  inelinacionas  egoista$. 

Es  tan  posible  establecer  el  comunismo  en  los  bienes,  como  ha«- 
cer  que  la  tierna  madre  olvide  á  sus  queridos  hijos,  el  cariñoso, 
jibuelo  á  sus  pequeños  nietos,  el  fiel  amigo  al  que  leal  le  corres- 
ponde, el  humilde  y  agradecido  mendigo  á  la  mano  bienhechora 
que  socorre  su  necesidad,  el  enamorado  amante  al  objeto  preciado 
de  su  amor;  y  lo  que  es  más  aun,  para  que  ese  ¿isteroa  impere,  es 
preciso  se  arranque  de  la  humanidad  esa  noble  ambición,  condi- 
ción inseparable  de  su  ser  que  hace  de  knuchos  hombres  verdade- 
ros héroes,  de  humildes  campesinos  celebridades  nacionales,  de 
oscuros  ciudadanos  eminentes  sabios,  de  pobres  labriegos  opulentos 
capitalistas.  ¿T  es,  por  ventura,  {ilosíble  arrancar  de  la  humanidad 
tan  preciosas  cualidades?  Nó;  piys  mucho  menos  lo  es,  establecer 
el  sistema  de  comunidad  de  bienes,  porque  éste  trae  tras  si  la 
muerte  irremediable  de  ellos. 

Nunca  perfecciona^  jamás  arregla  las  costumbres  desordenadas; 


Airri^coMüifisiio.  481 

iéjos^de  ello  las  auirieiita,  y  si  nos  es  permitido  decirlo,  las  protejo 
en  sa  desárden.  Con  efecto,  presentemos  un  caso  en  que  se  perfec- 
cionen y  arreglen  con  nnestro  actual  sistema,  caso  que  bajo  niaguti 
concepto  lograría  perfeccionar  el  comunismo. 

'  Joven,  sin  un  diqne  que  ponga  freno  i  sus  desordenadas  pasio- 
nes se  lanea  el  hombre  en  brazos  del  vicio,  su  corto  número  de 

» 

necesidades  y  la  escasa  importancia  de  ellas  le  impele  ünicamente 
i  trabajar  sólo  lo  preciso  para  atender  á  las  obligaciones  de  su  ais- 
lada persona.  La  taberna,  el  juego,  los  lupanares  de  mujeres  pros* 
tituidas  le  ocupan  el  tiempo  sobrante  con  lo  cual  gasta  su  preciosa 
juventud,  no  sélo  en  perjudicar  la  sana  moral  de  los  que  ven  su 
ejemplo,  si  que  también  su  propia  boora,  su  porvenir,  hasta  su 
salud.  Encenagado  en  los  vicios  no  ocupa  su  imaginación  otro  pen- 
samiento que  el  de  satisfacer  pasiones  tan  brutales,  pero  en  medio 
de  su  corrupción  piensa  en  el  porvenir,  medita  en  que  una  enfer- 
medad grave  le  puede  acometer  y  reconoce  que  nunca  es  bueno 
hallarse  aislado  en  la  sociedad,  sin  una  manó  interesada  que  miti- 
gue sus  dolores,  expuesto  á  la  caridad  quien  no  la  ha  tenido  de  Sí 
mismo  y  se  propone  poner  fin  á  su  desordenada  yida  buscando  una 
companera  que  comparta  con  él  sus  glorías  ó  sus  penalidades,  lo 
cual  verifica.  Antes  que  aquella  mujer  baya  iK)dido  prestarle  su 
auxilio  en  alguna  grave  necesidad,  le  dá  á  luz  un  hijo,  « 

Este  sólo  incidente,  acaso  en  el  que  menos  piensa;  le  hace  cam- 
biar por  completo  de  inclinaciones  y  aun  de  carácter ;  ama  liema- 
mefite  á  aquel  pedazo  de  sus  entrañas,  se  acusa,  en  su  misma  con- 
dencia,  haber  dejado  perder  sin  provecho  un  tiempo  tan  precioso,  y 
Icme  que  una  enfermedad  le  acometa  y  corte  el  hilo  de  su  existen* 
cia,  tan  necesaria  ya,  ¿ntes  que  deje  labrado  á  su  hijo,  si  no  una 
grande  fortuna,  ¿  lo  menos  un  escaso  patrimonio  para  que  con  é! 
se  ednque  y  aprenda,  hasta  que  la  edad  lo  ponga  en  aptitud  de  ga- 
nar par»  su  subsistencia.  La  suave  y  delicada  mano  de  la  mujer  ha 
templado  lo  irascible  de  su  carácter  poniéndole  en  hi  senda  de  la 
noble  ambición,  evitándole  que  se  viera  tarde  ó  temprano  sujeto  i 
que  la  carídad  más  ó  menos  desarrollada,  hubiese  socorrido  sus 
necesidades  y  separándole  del  camino  del  vicio  y  de  la  corrupción. 
El  fruto  de  sus  amores  le  ha  afectado  á  su  estimación,  ha  coonato- 
ralizado  más  y  más  tan  santos  deseos  inclinándole  á  pensar  soh 
y  esclusivanente  en  él,  á  olvidar  los  vicios,  á  dedicarse  con  fé,  con 
afán,  sin  descanso^  no  sólo  á  cubrirle  la  desnudez,  á  atender  á  sv 
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manuleDcioD,  i  facilitarle  cómodo  lecho»  á  remediar  todas  sas 
cesidades  preséates,  si  que  tambiea  le  ba  obligado  á  iiieditar  qae 
siguiendo  coa  Orden  naioral  foltará  este  padre  y  dejará  somido  al 
hijo  que  tanto  ama,  en  la  desnudez,  en  el  hambre,  en  la  miseria. 
Meditado  esto  redobla  sus  esfuerzos  y  con  vértigo  se  lanza  a(  tra- 
bajo/único  medio  que  puede  facilitarle  recursos  suficientes  i  cubrir 
las  necesidades  de  su  hijo  después  de  su  muerte.  Este  mismo  deseo 
de  trabajar,  aun  el  mismo  trabajo  infunde  consUntemente  en  su 
imaginación  la  imagen  de  sus  hijos,  y  los  ama  más  y  más  cuanto 
mayores  son  los  afaues  que  por  ellos  se  toma. 

Si  la  constancia,  el*  anhelo  y  la  fé  en  el  trabajo  hace  pensar  con 
preferencia  en  el  objeto  á  que  se  destinan  sus  frutos  y  desarrolla  el 
carino  á  tan  bellos  objetos,  ¿cómo  infundirá  el  comunismo  esas 
a^pcciones  t^n  estimables,  siendo  asi  que  el  fruto  de  la  laboriosidad 
del  padre  no  redunda  en  beneficio  del  hijo  y  si  en  el  del  Estado? 
Lejos  de  eso  matará  sus  inclinaciones  egoistas,  propia  de  todo  hom- 
bre, sustituyéndolas  con  la  tibieza  en  el  amor  paternal,  con  el  aban- 
dono no  sólo  de. la  familia,  si  que  también  de  si  mismo.  Vendrá  á 
parar  en  una  fiera  sin  «más  que  su  instinto  de  conservación  que  le 
obligará  á  huir  del  trabajo  creyendo  ver  en  él  una  causa  que  perju- 
dique su  salud.  ¿T  es  este  el  papel  dado  por  Dios  al  hombre  y  que 
«  ha  de  representar  en  la  Creación?  No.  El  hombre  está  dota<fo  de 
diversas  cualidades  que  los  demás  animales;  no  puede  abandonar  á 
los  demás,  como  no  puede  hacerlo  á  sí  mismo;  necesita  cuando  niño 
la  cuna  que  le  meza,  la  ropa  que  le  cubra  su  desnudez;  pues  hasta 
este  cuidado  hadado  más  Dios  al  hombre  que  á  los  otros  animales; 
las  caricias  de  la  madre;  su  tierna  solicitud;  los  remedios  para  tan* 
tas  y  tan  diversas  enfermedades  con  que  lo  ha  agobiado;  hasta  le 
produce  una  enfermedad  la  dentición  la  cual  arrojan  los  irraciona- 
les sin  sentir;  estos  nacen  y  desde  el  primer  momento  casi  se  les  vé 
andar;  y  si  cabe,  alimentarse  aun  sin  la  lactancia,  y  el  hombre,  por 
el  contrario,  necesita  hasta  que  le  ensenen  á  andar,  ¿Puede,  puea» 
por  ventura,  abandonarse  el  hombre  ni  abandonar  á  la  úunilia»  á  la 
sociedad  como  es  la  consecoencia  que  se  saca  del  comunismo? 

En  resumen,  la  fé,  la  caridad,  la  esperanza^  la  religioo,  santas 
palabras  que  tanto  consuelan  á  la  humanidad  en  sus  aflioeiones, 
todo,  toda  desaparecerla  ante  tan  absurdo  sistema.  Los  propagado- 
res de  doctrinas  tan  erróneas,  á  pesar  del  largo  tienifio  invertido 
en  descubrir  una  verdad  que  pudiera  mejorar  la  situación  social. 
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sólo  han  vomitado  de  sos  caleaturíeotas  imaginaciones  la  teoría  de 
la  serpiente  venenosa  cuando  incitó  á  la  primera  mujer  á  que  tras- 
pasara el  precepto  divino.  «¡Seréis  como  Dios  es!  les  dijo,  si  coméis 
de  la  fruta  del  árbol  vedado,»  y  la  mujer  lo  creyó  y  sedujo  al  ma* 
rido»  y  ambos  comieron  y  ambos  se  precipitaron  en  un-  abismo  de 
males,  y  con  su  caida  arrastraron  á  la  humanidad  entera  que  cre- 
yeron elevada  por  el  orgullo  hasta  el  solio  de  la  divinidad.  «¡Seréis 
todos  ¡guates!»  les  dijeron,  y  el  crédulo  creyó  y  sedujo  á  los  demás, 
y  todos  cayeron  en  la  miseria,  y  con  su  caida  arrastraron  á  los  puer 
blos  que  aceptaron  este  sistema  y  que  creian  elevados  por  sus  utop 
pias  hasta  el  imp^ible  de  la  igualdad. 

Andrés  Aguilera  y  Yeni. 


DI^RECnO  CIVIL. 


Sobre  la  valides  de  la  venta  de  bienes  del  peculio  adventicio 
del  hi^o  heclia  por  el  padre  sin  aatorlaacion  Judicial,  según 
la  ley  de  Matrimonio  olvll  y  recientes  resoluciones  de  la 
Dirección  general  de  los  Registros,  contradictorias  de  la 
Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  en  esta  materia. 

La  cuestión  á  que  se  refiere  el  epígrafe,  puede  plantearse  en  los 
siguientes  términos:  La  legislación  de  Partidas  explicada  y  corrobo- 
rada por  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  facultaba  al  padre 
para  vender  sin  necesidad  de  autorización  judicial  ó  información 
correspondiente  los  bienes  adventicios;  ahora  bien,  una  vez  publi- 
cada la  ley  de  Matrimonio  civil  que  determina  los  derechos  que  so- 
bre los  bienes  de  los  hijos  tienen  los  padres  y  en  su  defecto  las 
madres  mientras  dure  su  potestad  y  atendidas  ciertas  pr^ripciones 
déla  ley  Hipotecaría  ¿podrá  seguir  vendiendo  el  padre  aquellos  bie- 
nes en  esa  forma,  y  también  la  madre  en  los  casos  en  que  ejerza 
la  potestad?  ¿Debe  en  su  virtud  el  Registrador  admitir  ó  denegar  la 
inscripdon  del  documento  en  que  se  consigne  ese  contrato  celebrado 
sin  autorización  j  udicial? 

Sencilla  y  fácil  á  primera  vista  la  solución  de  esta  cuestión  para 
cuantos  conozcan  el  texto  de  la  la  ley  34,  tit.  13  de  la  Partida  5/, 
y  la  jurispnrfencia  en  esté  punto  sentada  por  el  Tribunal  Supremo, 
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se  hace  árdna  y  digna  de  estudiocaando  se  medita  profuodameote 
sobre  el  verdadero  espirita  de  aquel  precepto  y  sobre  el  cootenido 
de  Uyos  posteriores,  especialmente  de  la  de  Matrimonio  cifü  en  m 
artícnlo  65. 

Sabido  es  que  el  Código  Alfonsino,  olvidando  las  razones  que  al 
lesgislador  del  Fuero  Juzgo  le  hicieron  prohibir  en  la  ley  13,  líta- 
lo 2.*,  libro  4.\  que  el  padre  enajenase  los  bienes  que  los  hijos  ta- 
viesen  de  procedencia  iñatcrna,  dijo  en  la  citada  ley  24:  «Bienes 
»han  aportado  los  fijos  que  son  suyos  propiamente,  que  los  han  de 
•parte  de  su  m^dre.  E  como  quier  que  tales  bienes  deben  ser  del 
»padre  é  pueden  esquilmar  los  frutos  delíos,  con  todo  eso  non  les  de- 
abe  enajenaren  ninguna  manera. 

»E  si  por  aventura  los  enajenase,  Socarían  por  ende  obligados^ 
»é  empeñados  al  fijo  los  bienes  del  padre  después  de  su  muerte, 
>»fasta  que  resccbiese  entrega  dellos,  de  aquello  que  el  padre  le 
«oviese  enajenado  ó  mal  metido.»  Aunque  el  legislador  quiere  que 
el  padre  no  venda  esos  bienes,  como  al  parecer  no  se  lo  prohibe  ter- 
minantemente, no  declara  la  nulidad  de  la  venta  que  ^n  tal  concep- 
to se  celebrase;  concede  al  hij%  ciertos  recursos  que,  si  no  impiden 
el  mal,  tampoco  le  remedian,  y  queriendo  asegurar  varios  dere- 
chos los  compromete  todos,  no  preserva  los  bienes  del  hijo,  no  evi- 
ta los  escesos  del  padre  y  perjudica  al  comprador  de  buena  fe. 

A.  modificar  en  lo  posible  la  situación  por  esta  ley  creada,  vino 
el  art.  202  y  siguientes  hasta  el  207  de  la  ley  Hipotecaría^  qae  dis- 
pone para  la  seguridad  de  los  bienes  del  peculio,  que  los  bienes  in- 
muebles correspondientes*  á  él,  se  inscriban  en  el  Registro  á  nombre, 
del  hijo,  y '  que  el  padre  asegure  los  bienes  muebles  de  aquel  con 
hipoteca  especial  si  pudiere. 

Pero  llega  la  hora  de  reformar  las  leyes  relativas  al  matrimonio, 
y  en  los  artículos  64  y  65  de  la  de  Matrimonio  civil  se  establecen  y 
determinan  los  derechos  cuyo  conjunto  constituye  la  potestad  que 
al  padre  y  en  su  defecto  á  la  madre  corresponde,  y  entre  los  qae 
taxativamente  enumera  como  elementos  de  aquel  poder,  no  se  en- 
cuentra en  manera  alguna  la  Gacnltad  de  enajenar  dichos  bienes  sin 
intervención  judicial,  que  ánicamente  pueden  usufructuar  y  admi- 
nistrar. 

He  aquí  los  datos  que  deben  ser  apreciados  para  la  solución  de 
la  cuestión  y  que  se  completan  qpn  varías  resoluciones  del  Tríbmial 
Supremo,  especialmente  las  contenidas  en  las  sentencias  de  13-  de 
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Febrero  de  1864  y  S5  de  Oetubre  de  4866,  según  las  que  no  com- 
prende al  padre  el  requisito  indispensable  del  decreto  judicial 
previos  el  oportuno  expediente  y  venta  en  pública  subasta  que  se 
exige  para  las  enajenaciones  de  los  bienes  inmuebles  de  los  hnér- 
•  fano3  bechas  por  sus  guardadores,  sin  que  por  esto  quede  el  padre 
relevado  de  la  obligación  de  conservar  y  restituir  á  su  tiempo  el  pe- 
culio al  menory  de  resarcirle  de  los  perjuicios,  que  éste  justifique  ha- 
ber sufrido  por  menoscabo  ó  enaj  enacion  de  aquel  sin  una  de  las  jus- 
tas causas,  constituyendo  al  efecto  hipoteca  legal  en. los  bienes  del 
padre,  y  estendiendo  la  responsabilidad  en  su  caso  á  los  enajenados 
cuando  no  concurre  la  circunstancia  de  heredero. 

Apoyados  en  la  espresada  ley  de  Partidas  y  en  esta  jurispmden- 
cia  han  venido  muchos  Notarios  autorizando  escrituras  en  que  se 
consignaban  semejantes  venias  sin  intervención  alguna  judicial,  y 
los  Registradores  inscribiéndolas,  por  más  que,  y  esto  honra  mucho 
la  inteligencia  y  celo  de  aquellos  funcionarios,  han  procurado  siem* 
pre  dejar  garantidos,  según  lo  permitian  las  circunstancias,  los  in- 
tereses del  menor.  -  ^ 

La  primera  consideración  que  viene  á  la  mente  para  denegar  ó 
limitar  cuando  menos  esta  facultad  siempre  peligrosa,  pero  hoy  ma- 
cho más,  es  (^1  carácter  legal  que  respecto  de  los  bienes  adventicios 
tiene  el  padre.  En  ellos  la  propiedad  es  del  hijo,  en  focual  concuer- 
dao  nuestros  cuerpos  legales  de  todos  los  tiempos  que  tomaron  esta 
institución  del  derecho  romano.  El  padre  no  tiene  más  que  el  usu- 
fructo y  la  administración,  y  no  siendo  dueño  de  eltos  y  tratándose 
de  bienes  de  menores,  no  se  concibe  jurídicamente  que  pueda  ena- 
jenar sin  la  previa  justificación  de  utilidad  y  necesidad  y  el  decreto 
judicial.  T  como  consecuencia  de  que  el  dominio  no  es  del  padre  y 
no  puede  ejercer  derechos  de  dueño  siendo  meramente  usufructua- 
rio, la  inscripción  de  dominio,  según  e|  art.  §02  de  la  ley  Hipoteca- 
ria, se  hace  á  favor  del  hijo,  y  sabidos  son  de  todos  nuestros  lecto- 
res los  especiales  efectos  que  la  referida  ley  atribuye  á  la  4nscrip- 
don  en  esta  forma.  Para  salvar,  pues,  este  poderoso  obstáculo  naci- 
do de  la  consideración  que  el  derecho  en  general  asigna  al  dominio, 
era  preciso  que  existiese  una  ley  clara  y  terminantemente  permisi- 
va. T  con  esto  se  enlaza  la  segunda  consideración  ó  argumento  que 
después  de  una  madura  reflexión  nos  induce  á  creer  que,  léjpd  de 
facilitarse,  a.ulorizarse  é  inscribirse  tales  ventas,  deben  los  Notarios 
y  Registradores  negarse  á  su  autorización  é  inscripción. 
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Fúndase  esta  seganda  razoa  ea  el  misnio  texto  de  las  leyes  qae 
hemos  citado  'como  apreciablés  para  la  soIucíoq  apetecida.  La  mis- 
ma ley  de  Partidas  que  se  considera  por  los  que  llevan  la  opinión 
contraria  á  nosotros  como  su  más  firme  baluarte,  dice  termiaante* 
mente:  que  el  padre  non  les  debe  enagenar  en  rúnguna  manera,  cu-, 
ya  locución,  atendido  el  carácter  general  de  las  leyes  de  este  Códi* 
go  y  los  términos  que  otros  emplean,  no  puede  menos  de  conside- 
rarse prohibitiva.  'Objétase  á  esto  que  la  ley  no  dice  qae  no  pueda 
aiajenarlos,  ni  tampoco  declara  la  nulidad  de  la  enajenacioa  que  se 
hiciere;  pero  esta  objeción  do  suyo  liviana  y  baladi  se  contesta,  ha- 
ciendo observar  que  la  frase  no  debe  se  halla  empleada  en  sentido 
prohibitivo  en  muchas  é  importantes  leyes  de  este  Código  que  po- 
dríamos citar,  si  no  temiésemos  pecar  de  prolijos.  Basta  á  nuestro 
propósito  recordar  los  términos  ea  que  la  ley  18,  tiL  16  de  la  Par- 
tida 6/,  prohibe  á  los  guardadores  enajenar  lo^  éienes  inmuebles 
de  los  menores,  que  dice  así:  «Non  deben  los' guardadores  dar,  ni 
«vender  nin  enajenar  ninguna  de  las  cosas  del  huérfano^  que  sea 
»raiz.»  Compárese  la  locución  de  una  ley  con  la  otra»  y  se  verá  que 
hay  completa  identidad  en  la  Trase,  y  que  la  interpretación  lógica 
y  única  admisible  es  que  debe  haber  también  identidad  en  el  coa- 
cepto. Pero  se  dirá,  ¿por  qué  entonces  prevé  el  legislador  el  case 
en  qué  lleguen  á  venderse  por  el  padre  semejantes  bienes  y  conce- 
de para  ese  caso  una  garantía  al  hijo?  Es  que  poseida  la  ley  del 
elevado  carácter  que  en  la  Tamilia  tiene  el  padre,  y  temeroso  de 
que«en^so  de  apuro  eche  mano  de  aquellos  bienes  en  vez  de  de- 
clarar terminantemente  que  el  acto  sea  nulo,  quiere  velar  por  los 
intereses  del  hijo  y  le  concede  una  hipoteca  y  la  reivindicación 
en  el  caso  que  expresa.  Pero  así  y  todo,  el  establecer  un  remedio 
para  el  caso  én  que  se  quebrante  la  prohibición,  no  autoriza  nun- 
ca á  considerar  la  ley  como  permisiva  de  tales  enajenaciones. 

Ni  \f,  ley  de  Enjuiciamiento  civil  al  tratar  de  la  enajenación  de 
los  bienes  inmuebles  de  los  menores,  ni  la  Hipotecaria  al  estable- 
cer la  hipoteca  legal  especial  por  razoa  de  peculio,  entran  en  esta 
cuestión,  ni  la  resuelven,  lo  cual  no  es  maravilla,  porque  no  corres- 
pondía á  su  objeto  resolverla.  * 

Pero  publicase  la  de  Matrimonio  civil,  que  es  hoy  la  única 
que  define  y  regula  el  orden  legal  de  la  familia  y  los  derechos  que 
á  sus  individuos  corresponden,  para  lo  cual  no  ha  vacilado  en  en- 
trar con  mana  firme  en  lo  que  podría  considerarse  como  dominio 
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propfo  y  exclttsÍYO  del  Código  c¡?il,  y  en  su  art.  6S  enamera  laxa- 
tivámeole  los  derechos  paternos  y  maternos,  en  su  caso,  en  qat 
consiste  la  potestad.  Séano^  licito  recordar  su  contexto,  muy  inte- 
resante para  nuestro  propósito  y  para  el  conocimiento  de  la  cues- 
tión. Dice  asi: 

«Art.  65.  En  consecuencia  de  tal  potestad,  el  padre,  y  en  su 
defecto  la  madre,  tendrán  derecho:  4.*  A  que  susJiijos  legitimes  no 
emancipados  vivan  en  su  compañía  y  ¿  representarlos  en  juicio  en 
todos  los  actos  jurídicos  que  les  sean  provechosos.  2.*  A  corregirlos 
y  ciistigarlos  moderadamente.  3.*  A  hacer  suyos  los  bienes  que  ad- 
quieren con  el  caudal  que  hubiesen  inquelíos  puesto  i  5U  disposi- 
ción por  cualquiera  industria,  comercio  ó  lucro.  T  4.*  A  adtninis* 
trar  y  usufructuar  los  bienes  que  los  hijos  hubieren  adquirido  por 
cualquier  titulo  lucrativo  ó  por  su  trabajo  ó  industria.» 

Ahora  bien:  si  el  padi^e  y  la  madre  no  tienen  por  serlo,  más  de- 
rechos que  los  que  este  articulo  enumera,  y  entre  ellos  no  está  el 
importante  de  vender  esta  clase  de  bienes  de  los  hijos,  ¿por  qué* ra^ 
zon  ha  de  decirse  lo  contrario  y  ha  de  ampliarse  su  potestad  con 
un  nuevo  derecho  qne  la  ley  reguladora  de  los  de  la  familia  no  con- 
cede? En  nuestro  juicio,  este  argumento  derivado  de  la  ley,  es  de 
fuerza  indestructible.  Hállase  además  corroborado  por  la  ley  Hipo- 
tecaria, cuyas  disposiciones  en  este  punto  quedarían  ilusorias  en  el 
caso  de  adoptarse  la  solución  afirmativa  é  ineficaz  también,  la  ga- 
rantía de  la  reivindicación  que  ia  ley  de  Partidas  concedía  al  hijo 
cuyos  bienes  hubiese  enajenado  el  padre  por  consecuencia  de  lo 
dispuesto  en  los  artículos  36  y  58  de  la  ley  Hipotecaria,  según  los 
cuales  no  so  darán  las  acciones  rescisorias  y  resolutorias  contra  ter- 
cero que  haya  inscrito  su  derecho,  ni  se  anularán  ni  rescindirán  los 
contratos  en  perjuicio  'de  tercero  qne  haya  inscrito  su  derecho  por 
las  causas  que  el  segundo  de  los  artículos  citados  determina,  y  en- 
tre los  que  está  comprendido  el  hijo  en  el  presente  caso. 

En  orden  á  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo,  que  es  otro 
punto  de  apoyo  para  los  que  defienden  la  validez  de  estas  ventas, 
b^sta  observar:  primero:. Que  es  anterior  á  la  publicación  de  \a  ley 
de  Matrimonio,  qne  ha  iotrodacido  y  la  familia  tan  profunda  y  ra- 
dical mudanza;  y  segundo.  Que  enas  mismas  sentencias  que  se 
citan  se  exige  para  la  venta  por  el  pafre  la  existencia  de  justas  cau- 
sas que  únicamente  pueden  apreciarse  á  priori  en  el  oportuno  expe- 
diente y  con  intervención  judicial. 
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T  dejando  á  ua  lado  estos  argamentos  de  índole  paramente 
legal  ¿qué  no  podrá  decirse  de  e^ta  cuestión  bajo  el  punto  de  vista 
de  la  conveniencia  y  de  la  protección  que  merecen  siempre  los  inte- 
reses de  los  menores?  Conocidas  son  nuestras  ideas  respecto  á  las 
modernas  reformas  y  á  la  potestad  que  en  la  familia  se  ha  conce- 
dido i  la  madre,  puesto  que  mucho  antes  de  que  estas  doctrinas 
llegaran  á  conveitirse  en  ley  las  hemos  defendido  calorosamente 
en  la  prensa  y  en  las  Academias,  con  la  pluma  y  con  la  palabra; 
pero  no  por  esto  desconocemos  que  en  esta  materia  y  en  la  reforma 
de  la  familia  ha  de  caminarse  con  singular  tino  y  cordura,  y  que  la 
educación  de  la  áiujer  española  no  es  todavía  tal  que  pu^a  con- 
cedérsela lá  facultad  de  vender  los  bienes  de  sus  hijos,  por  sí  mis- 
mas, y  sin  la  conveniente  justi6caeion  y  autorización  jadictal. 

La  opinión  que  sustentamos  se  encuentra  corroborada  por  re- 
pelidas declaraciones  de  la  Dirección  general  de  los  Registros,  cu- 
yos considerandos  contienen  razones  convenientes  lógicamente  de- 
ducidas de  las  leyes  poco  há  promulgadas.  En  la  orden  de  31  de 
Julio  de  1871  motivada  por  consulta  que  hizo  el  Registrador  de 
Totosa  sobre  una  venta  otorgada  por  el  padre  á  nombre  de  sus  hi- 
jos menores,  y  en  la  resolución  de  28  de  Julio  de  1873,  recaída  en 
un  expediente  sobre  inscripción  de  una  escritura  de  préstamo  con- 
traído por  un  padre  con  hipoteca  de  fincas  de  sus  hijos,  se  declaran 
improcedentes  semejantes  inscripciones  por  el  defecto  insubsanable 
de  aparecer  otorgados  los  contratos  por  personas  que  no  tienen  de- 
recho para  ello  con  arreglo  al  Registro,  y  se  fundan  tales  declara- 
ciones en  que  si  bien  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales  al  inter- 
pretar la  ley  23,  ttt.  13  de  la  Partfda  5/  habia  reconocido  en  el  pa- 
dre la  facultad  de  enajenar  los  bienes  del  peculio  adventicio  de  sus 
hijos,  semejante  interpretación  no  puede  admitirse  después  de  pu- 
blicada la  ley  Hipotecaria  que  declarando  abolidas  las  hipotecas  táci- 
tas que  gozaban  los  hijos  de  familia  é  ineficaz  el  beneficio  de  la  res- 
tiucion  in  integrum,  le  ha  privado  de  las  garantías  que  lá  legisla- 
ción de  Partida  y  la  jurisprudencia  le  concedían  contra  los  efectos 
de  la  enajenación  de  su  peculio  adventicio  hecha  por  el  padre.  Asi- 
mismo, se  añade,  quedaría  ineficaz  fa  linica  garantía  qiie  en  snsfi- 
tucion  de  las  antes  mencionadas  ha  establecido  el  art.  202  de  la  ley 
Hipotecaria  si  se  reconociese  en  el  padre  la  libre  facultad  de  ena- 
jenar los  bienes  del  peculio  adventicio  y  en  que  semejante  facultad 
está  en  contradicción  con  el  art.  65  de  la  ley  de  Matrimonio  civil 
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que  atribaye  al  padre  el  dominio  de  los  bienes  que  forman  el  pe- 
culio profecticto  y  la  adminislraciotí  y^usufructo  sobre  los  del  ad- 
venticio y  con  el  69  que  impone  al  padre  respecto  de  estos  últimos 
las  obligaciones  de  todo  usufructuario,  excepto  la  de  afianzar  mien- 
tras no  contrajere  segundas,  nupcias,  y  una  de  esas  obligaciones  es 
la  de  conserTar  la$  fn%$ma$  ca$a$  en  que  consiste  el  usufructo. 

Tales  son  los  considerandos  en  que  se  apoyan  las  referidas  de* 
claracitnes  y  ellos  demuestran  con  Voif,  evidencia  que  la  ley  de 
Partida  quedó  implfcitamento  derogada  por  la  Hipotecaría  y  desr 
'  pues  más  explícitamente  por  la  de  Matrimonio  civil.  Las  garantías 
que  el  derecho  antiguo  concedía  á  los  hijos  para  el  caso  en  que 
enajenase  el  padre  los  bienes  del  peculio  adventicio  i  pesar  de  la 
prohibición  que  en  primer  término  se'  le  imponia,  desaparecieron 
desde  el  momento  en  que  empezó  á  regir  la  ley  Hipotecaría,  porque 
tales  garantías  consistían  en  una  hipoteca  tácita  sobre  los  bienes 
del  padre  y  en  el  derecho  de  reivindicar  los  enajenados  renunciando 
la  herencia  de  ésle,  ^o  cualieqnivale  á  un  beneficio  de  restitución 
condicional.  Ahora  bieg,  si  desde  1863  no  existen  hipotecas  tácitas 
ni  se  dan  acciones  rescisorias  ó  resolíitorías  contra  tercero  que 
haya  inscríto  su  titulo  por  efecto  de  la  restitución  in  integrum  á 
favor  de  los  que  disfrutan  este  beneficio,  ¿cómo  podría  recobrar  sus 
bienes  el  tijo  cuyo  padre  los  hubiera  enajenado  después  de  regir 
la  ley  de  Hipotecas?  T  si  desaparecen  legalmente  Jas  garantías  que 
concedió  la  ley  de  Partidas,  ¿cómo  no  ha  de  quedar  también  cadu- 
cada la  posibilidad  de  enajenación  que  la  misma  admitiera  ó  cómo 
no  exigir  á  lo  menos  determinadas  condiciones  para  que  tal  enaje- 
nación pueda  verificarse?  Agrégase  á  eslo  que  como  el  padre  no 
tiene  el  dominio  de  los  bienes  del  peculio  adventicio  no  hay  posibi- 
lidad de  inscribir  los  títulos  en  cuya  virtud  los  enajena  porque  lo 
impide  el  principio  fundamental  de  que  sólo  pueden  ser  inscrítos 
los  actos  ó  contratos  otorgados  por  persona  que,  $egun  el  Registro. 
tenga  derecho  para  ello,  es  decir,  por  la  persona  que  aparezca  ó 
deba  aparecer  en  él  como  dueño  de  los  bienes,  circunstancia  que 
concurre  en  los  hijos  y  no  en  el  padre. 

Viene  después  la  ley  de  Matrimonio  civil,  y  al  determinar  los 
derechos  del  padre  sobre  los  bienes  de  los  hijos,  declara  que  aquel 
tenga  únicamente  el  usufructo  y  administración  de  los  que  consti- 
tuyen el  peculio  adventicio  y  las  mismas  obligaciones  respecto  á 
ellos  que  las  que  pesan  sobre  todo' usufructuarío,  excepto  la  de 
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prestar  fianza ;  lii^o*8¡  por  una  parte  se  decide  que  el  padre  m 
tiene  el  dominio,  único  titalí  qne  autoriza  para  poder  enajenar  li- 
bremente y  por  otra  se  le  impone  la  obligación  de  eonurvar  Un 
mismoi  bienes,  que  es  general  á  cuantos  gozan  el  derecho  de  usu- 
fructo, preciso  es  convenir  en  que  el  derecho  positivo  boy  vigente 
no  permite  considerar  subsistente  la  ley  de  Partidas  tantas  veces 
citada,  ni  la  jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  que  i  ella  se  re* 
fiere,  y  que  por  cierto  ha  i^caido  en  casos  de  enajenacionet  veri- 
ficadas anta  de  i  863. 

Pero  SI  bien  es  insostenible  á  nuestro  juicio,  conforme  con  el  de  ' 
la  Dirección  de  los  ^egislros,  la  opinión  de  los  que  creen  facultado 
todavía  al  padre  para  disponer  libremente  de  los  bienes  adventicios 
de  $us  hijos,  no  puede  negársele  de  un  modo  absoluto  la  facultad 
de  enajenarlos,  porque  lo  contrarío  equivaldría  á  declararlos  in- 
enajenables,  y  seria  no  reconocer  em  el  padre  derechos  que  se  otor- 
gan ¿  ios  guardadores.  Los  bienes  de  menores  nueden  ser  enajena- 
nados  justificando  la  necesidad  ó  utilMad  deliaccrlo,  obteniendo 
auiorizacion  de  Juez  competente  y  realizando  la  enajenación  en  su- 
basta pública  y  si  los  guardadores  pueden  hacerla  con  estos  requi* 
sitos  que  ponen  á  cubierto  á  los  menores  de  todo  daio,  no  seria 
posible  que  el  padre  á  quien  es  preciso  reconocer  títulos  superiores, 
estuviese  privado  de  un  modo  absoluto  de  enajenar  los  4)ienes  de 
sus  hijos.  Sostener  que  no  tenga  derecho  para  disponer  de  ellos  á 
su  arbitrio  no  es  afirmar  que  no  pueda  enajenarlos,  si  obtiene  pre- 
viamente auiorizacion  judicial;  con  esta  autorización  creemos  fa- 
cultado al  padre  para  hacer  lo  que  ¿ntes  de  la  ley  Hipotecaria  pe- 
dia realizar  libremente  en  virtud  de  la  24,  título  IZ  de  la  Partí- 
da  5/,  que  ha  quedado  modificada  por  aquella  y  la  de  Matrimonio 
civil. 

Esto  es  cuanto  debe  tenerse  en  cuenta  bajo  el  punto  de  vista  de 
\f  práctica  del  foro  y  de  los  Tribunales. 

En  la  esfera  del  derecho  constituyente  la  solución  á  nuestro  ver 
más  .acertada  á  esta  cuestión  es  k  que  dá  el  art.  188  del  proyecto 
de  Código  civil,  según  el  cual  el  padre  no  puede  enajenar  los  bie- 
nes inmuebles  del  hijo  en  que  le  corresponde  el  usufructo  y  la  ad- 
ministración, ó  esta  sola,  ni  gravarlos  de  ningún  modo,  sino  por 
causas  de  absoluta  necesidad  ó  evidente  utilidad,  y  previa  la  cor- 
respondiente autorización  del  Juez  del  domicilio.  Lástima  grande 
que  loá  autores  de  la  ley  de  Blátrímonio  no  hayan  tenido  presente, 
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ofuscados  qui2á  por  el  fragor  de  las  luchas  políticas,  lo  dispuesto  en 
este  articulo  que  concuerda  con  la  legislación  europea  en  este  pun- 
to, pues  lo  mismo  dispone  el  Código  sardo  en  su  art.  SSi,  el  de  Ná* 
polos  en  el  291,  el  pMisiano  end  170,  tft,  2/  parte  2/,  el  Holan- 
dés en  el  364,  y  el  de  Portugal  que  según  la  opinión  de  todos. los 
jurisconsultos,  es  el  mis  perfecto  y  el  más  moderno  de  todos  los 
publicados  en  Europa,  y  que  en  su  art.  150  vá  más  allá,  prohi- 
biendo á  los  padres  enajenar,  hipotecar  ni  obligar  en  cualquiera 
otra  forma  los  bienes  dé  sus  bijos^  mientras  fueran  usufructuarios  6 
administradores  de  ellos,  más  que  en  el  caso  de  urgente  necesidad  ó 
de  provecho  evidente  para  el  menor,  precediendo  autorizaciop  ju- 
dicial con  audiencia  del  Ministerio  público. 

Inríqm  lleelay. 


ÍETOROS. 


INFORME 

qae,  acerca  de  los  foros  y  máA  graT&menes  que  aíéotan  &  la 
propiedad,  por  drden  del  Gobierno  evacaó  el  Ilustre  Goleglo 
de  Abogados  de  Oviedo. 

ExGMO.  Sn.: 

Procurar  que  la  propiedad  rústica  y  urbana  esté  libre  de  todo 
gravamen  para  que  no  se  dificulte  con  él  su  división  cuando  se 
trasmite  á  varias  personas,  y  para  que  no  imposibilite  tampoco  ni 
embarace  sn  circulación,  disminuyendo  su  precio  qu  el  mercado, 
Compre  que  se  trate  de  su  enajenación,  es  una  necesidad  por  ma- 
chos hace  tiempo  reconocida,  que  reclama  nuestro  estado  social, 
económico  y  político.  Si  á  ella  atendieron  las  leyes  de  20  de  Agosto 
y  16  de  Setiembre  de  1873,  ha  sido  por  desgracia  desconociendo 
derechos  creados  y  vulnerando  intereses  respetables,  adquiridos  ó 
constituidos  en  virtud  de  la  libre  contratación  que  autoriza  sirvién- 
doles de  garantía  nuestra  legislación.  De  aqui  los  justos  clamores, 
que  con  razonadas  exposiciones  llegaron  al  Poder  Ejecutivo.  Las 
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eoDsideracíones  que  en  ellas  se  haciao,  y  teneodo  tal  vez  presente, 
que  el  proyecto  de  dichas  leyes  fué  discutido  y  sancioiíado  con  no- 
toria precipitación,  sin  facilitarse  antecedentes  para  con  su  estudio 
evitar  que  la  reforma  se  convirtiese  en  semillo  de  contiendas  jo- 
ricas,  porque  atacaba  por  su  base  legítimos  contratos  que  sus  otor- 
gantes conceptuaban  beneficiosos,  y  variaban  en  parte  en  algunas 
provincias  el  modo  de  ser  de  la  propiedad,  llevando  al  seno  de  las 
mismas  una  honda  perturbación,  le  movieron  á  suspenderlas  por  su 
decreto  de  20  de  Febrero  del  ana  actual.  Conciliar  semejante  re- 
forma con  lo^  respectivos  derechos  de  los  interesados  sin  estable- 
cer privilegios  siempre  odiosos  en  favor  de  una  clase,  por  más  que 
sea  merecedora  y  digna  de  protección  en  mengua  y  dauo  de  otra, 
es  ló  que  requiere  la  determinación  que  se  adopte,  para  que  lleve 
el  sello  del  acierto  y  de  la  justicia,  no  alarme  á  los  propietarios  ni  á 
los  que  utilizan  sus  bienes,  y  sea  recibida  por  la  opinión  publica 
como  una  mejora.  £1  Gobierno  no  pudo  menos  de  comprenderlo  asr 
al  consignar  en  el  preámbulo  ó  exposición  del  referido  decreto,  que 
si  bien  el  principio  generador  y  objeto  fínal^de  aquellas  leyes  son 
acaso  justos  y  corresponden  seguramente  á  las  necesidades  de  los 
tiempos,  los  medios  qué  establecen  pugnan  con  derechos,  intereses 
seculares  y  costumbres  que  constituyan  un  estado  social  que  no 
debe  desatenderse  por  el  legislador,  ni  puede  desvanecerse  y  bor- 
rarse af  sólo  impulso  de  una  disposición  legal  sin  grave  riesgo  de 
ofender  la  justicia  y  lastimarlos  conocidamente.  Para  poner  pues, 
un  definitivo  remedio  y  sea  éste  eficaz  y  aplicable  á  todos  los  inte- 
reses, salvando  en  lo  posible  los  derechos  adquiridos,  y  atendiendo 
con  esquisito  celo  á  todas  las  necesidades,  y  no  en  perjuicio  de  los 
unos  para  favorecer  exclusivamente  á  losr  otros,  el  Gobierno  desean- 
do obrar  con  prudencia^  la  mayor  ilustración,  ha  creido  necesarias 
la  copia  de  noticias  y  razones,  y  el  concurso  de  autorizados  y  di- 
versos pareceres,  á  fin  de  resolver  definitivamente  con  el  acierto 
que  reclama  tan  importante  reforma.  * 

Noá  otra  causa  responde  el  informe  que  Y.  E.  se  ha  dignado 
encargar  á  este  Colegio  por  orden  del  Sr.  Presidente  del  Poder 
Ejecutivo  de  la  República  con  fecha  22  del  pasado  A.bril,  relativa- 
mente á  lo  que  convenga  en  este  territorio  y  sea  pertinente  é  los 
hechos  y  materia  de  derecho,  de  que  eran  objeto  las  mencionadas 
leyes,  expresando  las  medidas  que  puedan  ofrecer  mayores  venta- 
jas al  país,  así  en  el  orden  económico  y  en  el  social,  en  cuanto  se 
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refieran  á  los  intereses  públicos  y  particulares  á  que  afectan  las  in^ 
dicadas  instituciones. 

Para  ello  preciso  será  reiDi^Dtarse  al  origen  de  los  diversos  con- 
tratos, examinar  las  formas  de  la  constitución  de  los  gravámenes, 
los  derechos  que  crean  y  efectos  que  producen  temporal  ó  perpetua- 
mente. 

^oros  antiguos.— Ninguno  cuenta  tanta*  antigüedad  como  el  foro. 
Todos  los.que  existen  en  esta  provincia,  que  van  desapareciendo 
por  haberse  convertido  muchos  en  arrendamientos  ó  en  enñtéusis» 
si  no  datan  por  lo  general  de' la  época  de  la  reconquista, ,  su  origen 
es  desoonocido.  Conforme  los  Monarcas  iban  ocupando  el  territorio 
invadido  por  los  Árabes,  para  <u)nservarlo  ó  en  recompensa  del  se- 
ñalados servicios,  |^r  gracia  ó  celo  religioso,  hacian  cuantiosas  do- 
naciones á  los  Municipios,  á  los  Magnates  y  al  Clero,  asi  secular  co- 
mo regular,  que  consistían  en  terrenos  eriales  en  su  mayor  parte, 
cuándo  no  comprendian  además  pueblos  con  su  jurisdicción.  No 
pudiendo  estos  nuevos  dueños  reducirlos  á  cultivo  pof  su  mucha 
extensión,  los  repartían  entrie  s»s  deudos  y  vasallos,  imponiéndoles 
la  obligación  de  prestarles  algún  servicio,,  y  siempre  de  contribuirles 
anualmente  con  una  pensión  en  frutos  ó  en  dinero. 

Los  cesionarios  podian  libremente  disponer  d«  las  fincas,  tras- 
mitirlas por  herencia  ó  por  contratos  entre  vivos  ,7  ejercer  por  coa- 
siguicnle  casi  todos  los  derechos  inherentes  al  dominio.  SiuMibar- 
go,  no  adquirían  éste  con  la  cesión  del  ejercicio  de  la  mayar  |irte 
de  los  derechos  domiQicales,  porque  el  cedente  se  lo  reselüMi»  y 
como  signo  del  mismo,  el  de  percibir  la  pensión  impuestit  ^  acep- 
tada per  el  pesionario.  De  manera  que  venia  á  ser  un  arrfendamien- 
to  perpetuo,  pero  especial,  mediante  á  que  no  podia  desahuciarse 
al  forero,  que  consideraba  los  bienes  como  propios,  aunque  con  el 
gravamen  que  los  afectabp,  revertiendo  el  domiílió  pleno,  ó  las 
emanaciones  de  él,  en  el  único  caso  que  los  abandonase;  pues  si  se 
negaba  ó  resistía  al  pago  de  la  pensión,  se  le  apremiaba  por  el  afo- 
rante para  hacerlo  efectivo.  Las  corporaciones  eclesiasticas.no  siem- 
pre determinaban  cuota  fija,  de  modo  ()ue  en  todo  tíiempo  consis- 
tiese la  pensión  en  la  misma  cantidad,  puesto  que  la  señalaban  en 
una  parte  de  los  frutos  que  anualmente  produjese  el  terreno  afora- 
do, como  la  cuarta  ó  la  quinta  de  los  yermos  que  se  roturaban  por 
primera  vez  y  se  daban  para  utilizarlos  por  medio  del  cultivo.  De 
suerte  que  al  sudor  y  trabajo  de  estos  foreros  se  debe  el  que  campos 
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llenos  de  abrojos  y  maleza  sean  hace  muchos  anos  fincas  de  gran  pfo- 
duccion.  Esto,  no  obstante,  rara  vez  acontecía  en  terrenos  mansos  y 
cultivados,  cuya  pensión  era  entonces  inalterable  sin  depiender  de  la 
abundancia  ó  escasez  de  la  cosecha;  aunque  no  dejó  de  haber  tam- 
bién foros,  cuyos  poseedores  sólo  contribuían  al  aforante  con  algu- 
na cosa  por  insignificante  que  fuese,  como  una  jarra  con  agua  y  un 
tizón  ó  palo  encendido,  que  sirviera  de  reconocimiento  del  señorío 
solariego  ó  del  dominio  reservado.  Por  eso  se  les  considera  arren- 
damientos especiales,  porque  contribuyen  en  épocas  fijas  con  cierta 
renta  estipulada  en  recompensa  de  la  utilidad  que  les  daba  la  tier- 
ra. E^tos  contratos  por  más  que  se  asimilen  al  enfiléusis  y  parezcan 
una  forma  de  él,  y  hasta  se  (es  dé  el  mismo  nombre,  so  diferencian 
notablemente  del  mismo  y  participan  acaso  mucliomás  del-arrenda- 
miento.  £1  señor,  á  quien  se  denomina  dueSo  del  directo,  retenia 
el  dominio  y  el  derecho  de  cobrar  la  pensión  del  forero,  careciendo 
de  los  restantes  del  enfitéusis  como  los  de  tanteo,  comiso  y  laude- 
miq.  En  la%ctualidad,  ignorándose  la  fecha  de  su  constitución  y  no 
existiendo  los  títulos  primitivos  A9  adquisición  y  pertenencia  por 
faltado  las  cartas  forales,  sino  los  de  trasmisión  ó  posesorios» el 
forero  contribuye  con  la  pensión,  que  grava  á  las  fincas  que  posee, 
y  el  dueño  se  limita  á  percibirla  del  mismo.  Asi  viene  observándose 
en  el  trascurso  de  siglos,  de  modo* que,  aunque  en  rigorismo  de  de- 
recho ae  tenga  por  dueño  al  cedentc ,  ó  sus  sucesores,  en  realidad 
lo  sos  con  aquel  gravamen  los  foreros  y  los  suyos,  que  ejercitan 
cuantif  acciones  reales  emanan  del  dominio,  hasta  la  de  libertad  de 
las  fincas  para  que  se  las  declare  exentas  de  la  pensión  que  las 
afecta  r 

Foros  por  oédilas  de  flaotarit. — En  el  mismo  caso  se  hallan  los  que 
procedían  de  concesiones  hechas  por  medio  de  las  llamadas  céduia$ 
deplanturía.  A4gunas  corporaciones  eclesiásticas  daban  terrenos 
incultos  en  los  pocos  concejos  vinícolas  de  ésta  provincia  para  con- 
vertirlos en  viñedo,  con  la  obligación  de  contribuir  con  el  quiñón 
del  fruto  .que  anualmente  produjesen,  y  entregaban  cuando  la  ven- 
dimia; y  lo  hacían  por  medio  de  cédulas,  tal  vez  acogiéndose  á  las 
palabras  de  la  ley  3.\  tít.  i4  de  la  Partida  1.*,  que  al  disponer  que 
fue^e  por  carta  de  escribano,  añadía,  ó  del  señor  que  lo  dá.  Estos 
contratos  no  tenían  otro  origen  ni  comprobante  que  las  referidas 
cédulas,  y  la  renta  ó  pensión  era  eventual,  como  la  cosecha,  y  me- 
nor ó  mayor  según  el  estado  de  producción  de  la  viña:  se  asemejan 
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á  loft*de  rabassa  morta  de  Gatalima,  pero  se  diferencian  de  ellos  en 
seguir  las  condiciones  de  los  antiguos  foros,  pues  podian  los  plan- 
tadores enajenar  los  viñedos  con  el  gravamen  convenido  y  trasmi* 
tirios- por  última  voluntad  ¿  sus  sucesores,  ejercitando  en  todo  tiem-  * 
po  las  acciones  reales  sin  que  contra  ellos,  pudiera  interesarse  la  de 
desahucio.  Únicamente  revertía  ei  terreno  ai  cedente,  que  se  lia- 
biora  reservado  el  dominio,  cuando  volvia  á  ser  improductivo  ó  se 
abandonaba  por  el  poseedor. 

Este  sistema  de  contratación  puede  asegurarse  que  ha  cónchii* 
do,  y  para  los  foros  que  aun  subsisten,  sin^  lastimar  los  derechos 
adquiridos,  podria  autorizarse  al  forero  para  redimir  la  pensionr,  ya 
que  venia  ejerciendo  actos  dominicales  y  se  consideraba  dueño  de 
los  bienes  que  poseía,  á  fin  de  no  alarmar  6  perturbar  el  estado  de 
tantos  cultivadores,  que  se  hallaban  identificados  Qon  el  suelo  en 
que  habian  invertido  su  capital  y  regádole  con  su  propio  sudor. 
En  este  caso  el  tipo  de  la  redención  debiera  ser  el  del  valor  que  la 
renta  tuviese  6  hubiere  tenido  por  téí'mino  meífio  en  el  último  quin-' 
quenioen  el  concejo -donde  radicasen  las  fincas,  porque  esto  es  lo 
que  realmente  se  adquiría  al  librarlas  del  gravamen  sobre  elfas 
constituido.  Mas  si  la  preferencia  se  ha  de  dar  al  dueño  del  di- 
recto, éste  debería  abonar  á  justa^  tasación,  pericialmente  hecha, 
los  mejoramientos  en  U  conversión  del  terreno  incnito  á  productivo. 
Empero  convendría  exceptuar  de  cualquiera  de  estos  medios  los  fo- 
ros de  aquellos  ya  cultivados  y  concedidos  graciosamente  por  un 
signo  sin  valor  ni  precio,  que  representara  ei  reconocimiento  del 
scñpríoó  dominio  de  aquel  que  los  entregaba,  al  cual  deberían 
volver  á  la  muerte  de  sus  actuales  poseedores. 

Poros  udiulei  ooBcedidos.á  aotigaot  arreodourios. — De  la  naturaleza  de 
los  foros  pueden  conceptuarse  las  concesiones  hechas  por  la  ley  de 
31  de  Mayo  de  1837,  declarando  en  estado  de  redención,  con  ar- 
reglo á  lo  dispuesto  en  el  {leal  decreto  de  5  de  Marzo  de  1836  y 
demás  determinaciones  y  aclaracionjes  posteriores,  todas  las  cargas 
ó  rentas  exigidas  con  titulo  de  foro,  enfitéusis  ó  de  arrendamiento, 
euya  fecha  fuese  anterior  al  ano  de  1806,  que  se  pagaban  por  po- 
sesiones, caseríos,  tierras,  cotos  ó  lugares  pertenecientes  á  las  co- 
munidades y  monasterios  extinguidos  de  ambos  sexos.  En  virtud 
de  esta  ley  y  otras  disposiciones  posteriores,  para  los  que  no  han 
fodimido,  quedaron  las  rentas  que  pagaban  los  hasta,  entonces  ar- 
rendatarios, convertidas  en  pensiones,  pasando  ellos  á  ser  due&os 
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de  los  bieneg.  El  denscho  de  percibirlas  se  lo  reservó  el  Estado  y 
ha  sido  y  es  objeto  de  enajenaciones,  sin  que  los  compradores  hu- 
biesen adquirido  ni  adquieran  otro,  qué  el  de  cobrarlas;  pues  aun- 
que se  les  llame  dueños  del  directo,  éarocen  de  dominio,  y  de  op- 
ctoo  en  su  caso  al  tanteo  y  laudemio,  según  la  circular  de  la  Direc* 
cion  general  del  Estado  de  31  de  Enero  de  Í8S7  en  la  que  se  in- 
sertó la  Real  orden  de  41  del  mismo  mes.  Con  la  devolución  (leí 
precio  i  los  adquirentes  ,de  las  pensiones,  ora  sea  en  dinero  ó  papel 
de  la  Deuda,  ora  en  uno  y. otro,  conforme  á  la  capitalización  que 
haya  el  último  tenido  en  la  Bolsa  á  la  fecha  del  pago,  quedarian 
reducidas,  y  libres  las  fincas  xle  aquel  gravamen.  No  parece  que 
pueda  disputarse  esta  .preferencia  á  los  antiguos  arrendatarios,  hoy 
dueños  de  los  bienes,  ni  que  deban  quejarse  los  compradores  de 
las  pensiones,  porque  se  les  devuelva  el  precio  en  la  misma  forma 
-que  lo  hubieren  satisfecho.  Si  aun  así  se  considerase  que  se  les  per- 
judica por  haberse  aumentado  el  valor  de  esas  pensiones  desde  que 
las  enajenó  él  Estado,  y  disminuido  el  del  papel  que  adquirieron  á 
más  alto  precio  del  en  que  tendrían  ahora  que  venderlo  ó  negooiar- 
lo,  podrían  tasarse  como  las  de  los  antiguos  foros,  tomando  por  tipo 
el  término  medio  que  hubiesen  tenido  en  el  anterior  quinquenio. 

Apesar  de  aparecer  ventajosa  la  redención  de  lales  cargas  y 
reconocida  la  conveniencia  de  librar  la  propiedad  de  ellas,  atendi- 
da  la  posición  de  los  labradores  de  este  país,  fácil  es;  y  de  presu- 
mir, que  redunde  en  su  daño.  Ya  para  conseguir  la  declaración  del 
útil,  por  falta  de  recursos,  muchos,  ó  los  más,  se  han  valido  de  per- 
sonas de  fortuna,  que  atendiesen  á  los  gastos  del  expediente,  y  en 
especial  de  los  que  ocasionaba  la  documentación  indispensable,  que 
generalmente  no  dejaba  de  ser  costosa.  Estos  adelantos  y  gestiones, 
que  se  hacían  en  favor  de  los  pretendientes  arrendatarios,  teniaa 
por  móvil  una  previa  convención  y  la  esperanza  de  que  les  cederiair 
el  derecho  de  redención.  Asi  quedaba  distribuir  el  útil  en  los  unos, 
y  el  directo  en  los  otros,  sus  favorecedores.  Cooseguian  por  este 
medio  los  labradores  que  la  renta,  módica  como  antigua  y  que  rara 
vez  alteraban  los  monacales,  quedase  como  pensión  invariable,  lo 
cual  era  un  grande  beneficio  por  el  alto  precio,  que  vá  adquiriendo 
la  propiedad,  y  no  hallarse  en  consonancia  con  él. 

Halagánddes  ahora  la  redención ,  y  careciendo  de  capital  para 
efectuarla,  de  suponer  es  que  vayan  á  buscarle  á  los  prestamistas, 
quienes  se  lo  facilitarán,  de  seguro,  con  un  interés  más  crecido 
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qae  el  qoc  importen  las  pensiones,  hipoiecando  en  garantía  los  mis-, 
mos  bienes  afectos  al  gravamen;  mas  no  pudiendo  devolverlo,  den- 
tro de  pocos  anos,  ó  tendrán  que  cederlos  para  satisfacer  las  canti- 
dades recibidas  eo  préstamo,  ó  ser  apremiados  y  puestas  las  fincas 
hipotecadas  en  pública  subasta,  ksl  no  pasará  mucho  tiempo,  en 
que  por  lo  general,  los  que  antes  eran  dueños  y  tenían  asegurada  su 
labranza  en  lo  que  les  pertenecía ,  vuelvan  á  ser  arrendalavios  con 
sujeción  á  las  condiciones  que  se  les  impongan  y  con  una  renta  va^ 
ríable,  mayor  y  proporcionada  al  valor  que  representen  los  bienes  ' 
6  sus  producciones,  cuando  de  ellos  no  fueren  desahuciados.  Acaso 
no  llegue  á  realizarse  esta  posibilidad  que  se  preveo;  mas  es  mucho 
de  temer,  y  entonces  viene  á  alterarse  el  estado  de  tanto  obrador, 
desapareciendo  los  beneficios  que  les  dio  la  ley,  que  se  convierten 
por  otra  equivocadamente  en  daiio  de  ellos, 

Geiaoi  eifluaticQB.  tempsndos  y  vitaUdoc — ^S¡  no  puede  prescindirse  en 
el  foro  de  que  conserva  el  dominio  de  los  bienes  el  perceptor  de  la 
pensión,  por  más  que  el  censo  enfitéutico  entrañe  una  verdadera. 
enagei\aci<ni,  cual  reconocen  las  leyes  1/  y  3.*,  titulo  14  deja  Par* 
tida  1/,  tampoco  en  él  puede  disputársele.  Al  declararlo  nuestra 
legislación  contrato  especial,  diferente  del  arrendamiento  y  de  la 
compra- venta,  le  considera  más  semejante  al* primero  que  al  se- 
gundo, denominando  Señor  (las  leyes  28  y  29,  titulo  8/  de  la  Par- 
tida S.*)  al  qne  se  desprendió  de  los.  bienes.  Por  eso,  tal  vez,  el  de- 
creto de  las  Cortes  de  8  de  Jiíliio  de  1813,  que  se  ocupa  de  los 
arrendamientos,  de  la  libertad  de  otorgarlos  y  de  su  conclusión, 
dispone  en  el  artículo  6.*  que  no  se  haga  novedad  en  la  actual 
constitución  de  los  foros  de  Asturias  y  Galicia  y  demás  provincias 
que  se  hallen  en  igual  caso,  reconociendo  el  dominio  en  el  aforan- 
te, aunque  sin  poder,  en  virtud  de  él  y  de  la  similitud  del  censo  al 
arrendamiento,  deducir  la  acción  de^esahucio;  dommio  que  tam- 
bién declara  asistirle  la  Real  érden  de  3  de  Agosto  de  1860,  comu- 
nicada al  Director  general  de  Obras  públicas. 

Para  apreciar,  pues,  los  derechos  respectivos,  y  no  lastimar 
ninguno  de  ellos  con  la  novedad  que  se  introduzca,  no  conviene 
olvidar  la  libertad  de  la  celebración  de.  los  contratos  censual^,  san- 
cionada por  Real  cédula  de  3  de  Ag-osto  de  1818,  y  el  de  cumplir 
sus  condiciones,  como  previene  la  ley  28,  titulo  8/,  Partida  5/,  y 
prescribe  la  jurispradenqia  arreglada  á  ley  1/,  titulo  1/,  libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación^  que  el  hombre»  de  cualqulerji  manera 
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qae,  por  un  acto  serio  y  deliberado,  parezca  que  <qai80  obligarse, 
queda  obigado,  siendo  la  coavenido  la  ley  del  contrato  para  ana 
otorgantes,  cual  repetidas  Teces  ha  declarado  el  Supremo  Triba- 
nal  de  Justicia  en  sus  resoluciones.  T  siendo  el  censo  un  contrato 
eonsensual,  por  el  que  el  dueño  de  «na  ó  más  fincas  cede  á  otro  el 
ejercicio  de  sus  derechos  dominicales,  reservándose  empero  el  do- 
minio, y  como  signo  ó  cepresentacioa  del  mismo,  el  derecho  de  co- 
brar una  pensión  anual  del  conexionarlo  con  algunos  otros  benefi- 
cios, y  podiendo  ser  la  cesión  temporal  ó  perpetua,  y  la  pensión  en 
frutos  ó  dinero,  necesario  será  atender  á  su  naturaleza  y  particula- 
res circunstancias  por  los  diversos  efectos  legales  que  pueda  produ- 
cir, á  fin  de  graduar  aproximadamente  su  valor  y  no  perjudicar  al 
que  le  ha  adquirido  por  la  espontánea  y  libre  capitulación  de  los 
otorgantes. 

Ya  la  ley  69,  tít.  18  de  la  Partida  3.*,  reconoció  los  censos  vita- 
licios, extendiéndolos  á  tres  generaciones  y  ordenando  su  renova- 
ción á  la  cuarta.  Apoyados  en  ella,  y  partioularmente  en  la  libertad 
de  toda  convención,  se  otorgaron  muchos  en  esta  proviftcia,  limi- 
tando''su  término á  la  vida.de  los  otorgantes,  ó  ¿.la  de  uno  de  ellos, 
¿  la  de  dos  ó  más  de  sus  sucesores,  ó  de  los  reyes  de  España.  Estos 
censos,  conocidos  vulgarmente  por  foros  temporales  ó  vitaitctos,  da- 
ban lugar  á  muchas  y  muy  variadas  cuestiones  judiciales,  y  entre 
otras,  á  las  de  si  los  foreros  podian  enajenar  el  útil  dominio,  sacán- 
dole de  la  familia  cuando  las  vidas  ó  generaciones  se  contraían  á  su 
descendencia.  Pretendían  otros  convertirlos  en  perpetuos  y  resis- 
tían su  conclusión  ó  caducidad,  fenecido  el  término  de  la  ooocesion 
ó  fundamento  de  las  mejoras  hechas  en  los  bienes,  que  representa- 
ban acaso  un  crecido  capital.  Cuando  entraban  ¿  poseerlos  velan 
muy  lejano  el  día' de  su  conclusión,  y  no  reparaban  mientras  los 
poseían  en  trabajos  y  aumentas,  que  daban  mayor  valor  á  las  fin- 
cad censidas;  mas  cuando  llegaba  la  época  de  abandonarlas,  cla*> 
maban  con  sentimiento  por  la  pérdida  de  todos  sus  afanes  6  los  de 
sus  causantes,  y  se  oponían  al  despojo. 

Estas  y  otras  causas  debieron  ser  las  que  motivaron  la  Cédula 
ó  Pragmática  á  consulta  del  Consejo  de  38  de  Junio  de  4768.  Por 
ella  se  mandó  «que  por  ahora  y  hasta  que  con  pleno  conocimiento 
de  causa  se  resolviese  el  expediente  consultivo  remitid^  al  Consejo 
para  que  informara  en  punto  de  foros  en  el  reino  de  Galicia  y  prin- 
cipado de  Asturias,  no  se  fááere  nooedai  con  los  foros  de  aqud 
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reino  y  de  éste  principad»,  dí  de  la  provincia  del  Bierzo^n  que  se 
bailan  sitas  los  actuales,  ni  con  otros  alganos  en  todo  el  reino, 
como  estaba  resuelto  para  }o6  de  Galicia  en  el  año  d&  1763,  y  que 
mantenidos  todos  en  posesión  de  los  bienes  afolados  esperasen  la 
real  resolución  que  S.  M.  se  dignara  tomar  sobre  lodo.»  De  manera 
que  desde  entonces  los  dueños  del  directo  no  pudieron  despojar  del 
útii  dominio  i  los  foreros,  aunque  hubiese  fenecido  el  término  ó  vi-. 
das  estipuladas  para  la  concesión;  habiendo  retenido  muchos  de  los 
primitivos  foreros  ú  otorgantes,  ó  sus  sucesores,  Ja  posesión  de  las 
fincas  censidas,  mientras  otros,  á  pesar  de  haberse  ordenado  que 
no  se  hiciera  novedad ,  eniyenaron  el  útil  dominio,  ocasionando 
contiendas  jurídicas.  Porque  realmente  uno  es  conservar  la  posesión 
y  otro  la  propiedad,  y  el  que  enajena  lo  hace  de  ésta  y  se  excede 
de  aquella  concesión.  * 

Natural  y  conveniente  es  sin  disputa  poner  término  al  estado  de 
éstos  censos,  á  la  sospension  del  ejercicio  de  los  derechos,  dado 
que  alguno  se  reconozca  en  los  sucesores  de  los  primitivos  foreros, 
después  de  la  conclusión  del  tiempo  pre6jado  al  constituirlos.  El 
Sr.  D.  Carlos  IV,  por  Reales  Cédulas  de  iO  de  Noviembre  de  i 799 
y  47  de  Abril  de  4801  (leyes  21  y  22,  titulo  15,  libro  10  de  la  No- 
^  visima  Recopilación),  autorizó  la  redención  con  vales  de  las  fincas 
afectas  á  algún  canon  enfiléutico;  mas  para  que  no  se  aplicasen  sus 
legales  prescripciones  á  esta  provincia,  por  Reales  resoluciones 
de  15  de  Diciembre  de  1801  y  17  de  Enero  de  1805  (ley  24  de  di- 
cho titulo  y  libro)  declaró  no  poder  redimirse  los  foros  temporales, 
como  los  del  reino  de  Galicia  y  principado  de  Asturias,  si  bien  con 
la  calidad  de  por  ahora  y  mientras  que  el  Consejo  acordara  y  le 
consultase,  con  vista  del  expediente  general  instruido  en  su  razón. 

¿Cómo,  pues,  se  adopta  la  redención  de  unos  censos,  conocida 
la  voluntad  de  los  celebrantes  del  contrato  de  no  hacerlos  perpe- 
tuos, autorizada  la  libertad  de  la  contratación  y  el  deber  de  cum* 
plir  respectivamente  sus  condiciones,  no  pudiendo  dudarse  que  es 
el  dueño  el  perceptor  de  la  penson?  ¿Habrá  de  darse  á  la  ley  fuer- 
za retroactiva  y  convertirlos  en  perpetuos,  obligando  luego  al  due- 
ño á  una  enajeoacion  que  seria  necesario  caliGcarla  de  forzosa?  Con 
arreglo  á  los  principios  de  derecho  y  á  la  legislación  que  regia  al 
otorgarse,  respetando  la  voluntad  de  los  contrayentes  y  cumplién- 
dose las  condiciones  estipuladas,  los  bienes  deberían  revertir  al 
señor  que  los  ha  cedido  por  cierto  tiempo;  pero  si  algo  significa  la 
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posesión  c^Btinaada  por  tantos  anos,  se  dirá,  tamlMen  los  foreros  se 
consideran  dueños  y  como  tales  lian  Tenido  dispooieadode  las  fiq- 
eas.  No,  estos  nunca  pudieron  olvidar  e|  origen  de  la  concesión  y 
su  término  fijo,  aceces  desconocido,  pero  seguros  de  su  veocímieii* 
to.  La  cualidad  de  vitalicio  ó  temporal  debieron  tenerlar  siempre 
presente,  y  si  se  ha  dispuesto  que  continuasen  en  la  posesión  de  los 
bienes,  no  se  les  concedió  la  propiedad  de  ellos  ni  se  les  autorizó 
para  ejercer  actos  dominicales:  todos  los  derechos  quedarM  en  sus- 
penso por  la  Real  resolución  de  4768»  y  ésta  no  puede  fiívorecer  ¿ 
los  unos  y  perjudicar  á  los  otros.  Si,  pues,  al  amparo  de  ella  ó  por 
haber  comprendido  inconscientemente  que  siempre  continuarían  en 
el  uso  ó  ejercicio  del' dominio  útil,  auinentaron  el  valor  de  ios  bie- 
nes ferales  con  su  trabajo  ó  capital,  josto  será  que  se  les  abone  y 
remunere,  previa  regulación  pericial,  si  es  que  no  se  ha  de  tolerar 
por  más  tiempo  esta  clase  de  contratos  qme  han  aervido^para  el 
sostenimiento  de  piuchas  familias  de  labradores,  á  los  cuales  deben 
tal  vez  su  fortuna.  Sin  ellos  los^  propietarios  otorgarán  arrendamien- 
tos más  perjudiciales  al  cultivador  y  tan  alterables  como  lo  son  las 
prodaccíones,  y  la  propiedad,  así  rural  como  urbana,  quedará  están* 
cada  y  cada  vez  en  peor  estado,  porque  es  sabido  que  sólo  el  labra- 
dor ó  el  que  la  habite  es  el  que  se  interesa  más  inmediatamente  y 
con  especialidad  en  su  fomento  y  en  sus  mejoras  y  conservación  si 
participa  del  dominio. 

Genos  enfttánUcos  perpétoM. — ^Lo  que  se  dice  respecto  de  los  censos 
ó  foros  temporales  ó  vitalicios  no  tiene  oportuna  ni  exacta  aplica- 
ción á  los  enfiléuiicos  perpetuos,  en  M  cuales  el  dueño  se  despren- 
de para  siempre  del  ejercicio  de  los  derechos  dominicales,  y  puede 
sostenerse  que  enajena  sus  bienes;  pues  por  más  que  se  reserve  el 
derecho  de  percibir  una  pensión  anual,  el  de  volverse  á  ellus  por  el ' 
precio  que  tengan,  si  se  vendieran,  6  de  cobrar  el  2  por  400  ó  d 
tanto  que  se  capitule  á  su  eonstitucidn  por  laudemio,  nunca  por  lo 
general  llega  á  adquirirlos  sin  una.  verdadera  compra»  pueato  qae 
el  comiso  ha  caido  en  desuso.  De  suerte)  que  el  dueño  del  útil  ad- 
quiere  el  valor  integro  de  ellos,  y  el  del  directo  el  que  represente  la 
pensión  con  el  eventual'del  laudemio.  Fádleí,  por  consiguiente,  sa« 
ber  aproximadamente  el  capital  del  seiqr  y  el  del  forero,  para  tó- . 
marlos  por  base  para  la  redención.  Reglas  para  ella  se  han  estable- 
cido por  Real  resolución  de  45  de  Diciembre  de  1804,  y  Cédula  del 
Consejo  de  47  de  Enero  de  480S  (ley  24,  tit.  40,  libro  40  de  la 
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Novísima  Recopilación),  para  eo  los  casos  que  no  se  hayan  estipula- 
'  9o  á  la  celebración  del  contrato  como  tampoco  la  estimación  del 
canon 'y  demás  derechos  dominicales,  que  ante  todo  deberían  ob* 
servarse  respetando  lo  convenido.  Los  capitales  fuera  de  este  caso, 
se  tendrian  que  formar  por  el  valor  que  en. cada  pueblo,  partido  ó 
provincia  se^e  diese  por  la  misma  ley,  estatuto  ó  práctica  al  canon 
enfíléxitico,  y  á  los  derechos  expres,ados.  A  falta  de  convenios  par- 
ticulares 7  de  práctica  constante  j)ara  la  redención,  se  disponía  pro- 
ceder, consignando  por  el  canon  un  capital,  regulado  á  razón  de 
1  y  medio  por  lOO,  ó  66  y  2  tercios  a4  millar,  y  por  derecho  de  lau- 
demio,  en  que  iban  considerados  todos  los  dominicales,  la  cantidad 
que  en  el  espacio  de  35  años  fuese  capaz  de  redituar  al  3  por  100 
otra  igual  al  importe  de  una  cincuentena  del  valor  de  la  finca,  reba- 
jadas las  cargas  á  que  estuviese  sujeta,  ó  lo  que  seria  igual,  dos  y 
dos  tercios  por  100  de  su  precio  Kquido.  Foreste  medio  se  tomaban 
eoí  consideración  todos  los  derechos  dominicales  y  se  apreciaba 
'principalmente  el  laudemio  figurando  las  enajenaciones  del  útil, 
que  pudiere  haber  en  determinado  número  de  anos,  y  se  indemni- 
zaba al  seiior  del  directo  sin  perjudicar  á  sus  sucesores  que  no  ha- 
bían adquirido  ninguno,  puesto  que  aquel  podía  en  vida  disponer 
libremente  de  los  que  le  asistían.  Si  en  lugar  del  tipo  adoptado  para 
la  redención  en  el  art.  7.*  de  la  ley  de  ^  de  Agosto,  esta  y  su  adi- 
cional de  16  do  Setiembre,  se  hubiesen  atemperado  á  lo  que  se  pres* 
cribia  por  la  citada  de  la  Novísima  Recopilación,  y  atendiendo  á 
que  por  darles  fuerza  retroactiva  y  disponer  enajenaciones  forzosas, 
sin  las  cuales  y  sin  causa  áfi  utilidad  común  se  violarían  los  ariícu'* 
los  13  y  14  de  la  Constiiucion  de  1.*  de  Junio  de  1869,  se  aumen- 
tara al  precio  de  la  redención  el  3  por  100  del  mismo  que  señala  el 
articulo  8.*  de  la  ley  de  17  dd  Julio  de  1836,  probafile  seria  que 
tantos  interesados,  que  acudieron  al  Poder  Ejecutivo  de  h  Repúbli- 
ca solicitando  la  suspensión  por  conceptuarse  perjudicados  en  sus 
derechos,  hubiesen  permanecido  silenciosos  sin  oponer  el  menor  obs- 
táculo, ni  hac^r  protesta  alguna  á  las  redenciones  á  que  se  les  obli- 
gaba hasta  judicialmente.  Aquella  Real  cédula  de  17  de  Enero 
de  1805,  fué,  sin  embargo,  derogada  por  la  de  3  de  Agosto  de  1818, 
como  las  referidas  leyes  quedaron  en  suspenso  por  el  decreto  indi- 
cado de  ^0  de  Febrero  últiipo. 

Fodrian,  pue»,  tenerse  por  preferibles  las  reglas  que  sancionaba 
la  Real  cédula  de  1805  á  las  leyes  del  ano.  próximo  anterior,  si  bien 
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conYendría  añadir  á  las  mismas,  que  para  regular  el  importe  del 
laudemio  se  rebajase  del  valor  de  la  fiaca  el  aumento  debido  á  la- 
bores y  mejoramientos  hechos  en  ella  por  el  torero»  cooio  corres- 
pondería aboaái^los  si  la  prefereacia  para  la  redención  se  conce- 
diese al  dueño  del  directo,  que  debería  satis&cer  entonces  al  del 
útil  el  en  que  fuese  justipreciado  por  peritos,  á  no  contertarse  ios 
dos  parlicuiarmeute.  ,    . 

Tales  son  los  medios  que  quizá  podrían  adoptarse  con  mejor  éxi- 
to para  librar  á  la  propiedad  de  los  gravámenes  que  la  afectaa  ó  se 
han  coQstitnido  sobre  ella.  La  necesidad  de  que  desaparezcan  los 
censos  enCtéutícos,  hace  tiempo  se  viene  reeonocieoda.  Mucho  an- 
tes de  sai^cionarse  las  referidas  leyes,  cuyos  efectos  se  ban  suspen- 
dido, en  el  Congreso  se  ha  presentado  por  el  Sr.  Diputado  D*.  Justo 
Pelayo  Cuesta  el  proyecto  de  otra  con  24  articules  sobre  los  foros, 
snbforos  y  otras  prestaeioaes  y  cargas  de  Galicia,  Asturias  y  León-, 
que  abrazaba,  no  sólo  las  rentas  y  pensiones  de  carácter  temporal, 
sino  también  las  de  perpetuo;  pero  proponía  una  redención  exigua, 
graduando  el  capital  de  100  por  5  de  renta,  sin  perjuicio  de  lo  que 
pudieran  libremente  pactar  las  parles  interesadas.  No  diferenciaba 
al  Estado,  como  perceptor,  de  ios  particulares,  tampoco  que  tos  bie- 
nes procedían  de  la  Nación  ó  del  dominio  privado;  más  admitía  la 
redención  de  100  de  capital  por  3  de  renta  de  las  que  procediesen 
de  contratos  de-  foros  originario  tanto  anteriores  como  posteriores 
á  la  Real  provisión  de  11  de  Mayo  de  1763,  que  se  hizo  extensiva  á 
Asturias  por  la  de  28  de  Junio  de  1768,  estableciendo  reglas  para 
la  valuación  de  lasque  se  pagaban  en  frutos.  Es  el  mismo  tipo  que 
señala  el  art.  1563  del  proyecto  del  Código  civil,  que  con  concor- 
dancias, motivos  y  comentarios  publicó  el  Excmo.  Sr.  García  Go- 
yena  en  i  852! 

Otros  gravámenes  se  conocen. en  algunos  foros,  que  no  tienen 
en  el  mercado^alor  conocido,  como  el  de  hospedarse  el  señor  del 
directo  en  la  casa  foral  siempre  que  se  baile  ó  vaya  á  la  población 
donde  esté  situada.  Para  averiguarlo,  como  el  de  cualesquiera  otros 
parecidos,  convendría  partir  de  la  edad  del  dueño  del  directo  y 
resto  de  los  años  de  su  vida,  suponiendo  de  100  su  duración,  y  apre^ . 
ciando  por  el  térmiof  medio  de  los  10  anteriores  el  servicio  pres- 
tado, regular  su  ímpor  te  pericialmente. . 

ProotteiMto. — Ahora  por  lo  que  toca  al  procedimiento»  siempre 
que  los  interesados  no  se  pongan  de  acuerdo,  y  sea  necesario  em- 
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plear  la  vía  judicial,  podría  reclamarse  la  redención  por  acto  de  ju- 
risdicción volnntaria»  arreglándose  al  ar>.  1208  de  la  ley  de  Eojui- 
ciaroieoto  civil  y  convirtíéodole  en  contencioso  siempre  que  hubie- 
re oposición»  conforme  al  núny  8/  del  mismo.  Se  suscitan  no  pocas 
veces  cuestiones  de  mucho  interés  y  de  importancia,  que  dan  lugar 
á  incidentes,  que  de  no  discutirlos  ampliamente  pueden  ocasionar 
con  el  error  una  notable  injusticia.  La  personalidad  del  reclamante, 
la  naturaleza  del  contrato,  y  hasta  la  cuantía  ó  importe  del  capital 
y  medios  de  averiguarlo^  cuando  no  consta  de  la  escritura  de  cons- 
titución, y  la  renta  consiste  en  frfftos  y  ^diferentes  servicios,  son 
cuestiones  que  se  enlaza^  en  ocasiones  con  la  principal,  y  que  sin 
otro  debate,  que  el  que  puede  of/ecer  un  juicio  ó  comparecencia 
verbal,  se  dejan  como  indefensos,  crecidos  intereses  é  importantes 
derechos.  Por  eso,  cuando  sea  necesario  y  se  suscite  alguna  oposi- 
ción, conviene  abrir  el  debate  en  juicio  contencioso,  siguiendo  la 
tramitación  marcada  por  la  ley,  según  su  entidad  y  no  formar  un 
expediente  anómalo,  como  el  que  prevenia  el  art.  H  de  la  ley  de 
20  de  Agosto  de  1873,  que  sustanciándose  en  la  primera  instancia 
como  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  ei^la  2/  sin  defensas,  se 
atemperaba  á  la  tramitación  de  los  juicios  oe  menor  cuantía,  siendo 
asi  que  son  admisibles  en  aquellos.  / 

No  reconociéndose,  ni  permitiendo  para  en  lo  sucesivo  otra  cla- 
se de  censos  que  el  consignativo  y  el  reservativo;  imponiéndose 
por  el  primero  el  gravamen  del  rédito  ó  canon  en  compensación  del 
capital  recibido  en  dinero,  enajenándose  ó  trasmitiéndose  por  el  se- 
gundo el  dominio  de  lo&  bienes  inmuebles  con  la  reserva  también 
del  rédito  ó  canon  del  capital  no  entregado,  declarándolos  redimi- 
bles con  la  devolución  de  éste;  conservando  el  derecho  de  retracto 
para  que  con  mayor  facilidad  puedan  consolidarse  ambos  dominios; 
se  habrá  adelantado  mucho  para  conseguir  la  libertad  de  todo  gra- 
vamen ó  tributo  impuesto  sobre  la  propiedad  urbana  y  rural.  Si  es- 
tos medios  llenasen  el  objeto,  que  al  parecer  se  propone  el  Gobier- 
no, si  por  ellos  se  evitase  perjudicar  derechos  creados  y  anterior- 
mente constituidos  al  amparo  de  la  legislación  que  regia,  y  si  las 
observaciones  expuestas  en  este  informe  pudiesen  contribuir  ai  fo- 
mento déla  propiedad  en  general,  y  mayor  desarrollo  de  la  produc- 
ción en  beneficio  de  esta  provincia^  el  que  suscribe  se  daria  por  sa- 
tisfecho de  un  trabajo  de  escaso  mérito  y  que  para  perfeccionarlo 
necesitaría  un  estudio  más  detenido.  Las  somete,  no  obstante,  con 
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la  descoQfianza  del  acierto  á  la  mayor  ilastracion  y  criterio  de  Y.  E.^ 
no  dudaado  que  se  habrá  de  persuadir  haberlas  hecho  con  el  temor 
de  BO  poder  veacer  las  dificultades  que  ofrece  una  reforma  de  tan- 
ta Irasceedencta  sin  vulnerar  más  ó  lyénos  derechos  siempre  respe- 
tables, y  que  hace  iiempo  reclama  el  estado  social  del  pafs,  convi- 
niendo coaciliar  los  de  los  interesados  por  medio  de  la  indemniza- 
cion,  que  sustituya  los  que  desaparezcan  por  aquella.  Y  espera»  fi- 
nalmente, le  dispensará  que  se  haya  estendido  y  ocupado  de  otros 
foros  diversos  de  los  á  que  se  refiere  la  Real  provisión  de  1768,  me 
diante  no  ser  desconocidos  y  exfttir  muchos  en  esta  provincia. 
Oviedo  IS  de  Mayo  de  1874. ,  « 

Pedro  GMulez  Yaldé& 

•  {Es  copia.) 
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atenwatas  y  ainvioUs  de  U  riipcMtMíiad  csiviaal. 

Todos  los  Códigos  modernos  han  tratado  muy  sucintamente  las 
circunstancias  modificativas  de  la  pena,  dedicando  un  corto  espacio 
al  examen  de  esta  materia;  pero  el  desarrollo  que  en  la  presente 
época  ha  obtenido  la  ciencia  penal,  requiere  una  importante  refor- 
ma en  nuestra  legislación:  numerosos  casos  prácticos  han  demostra- 
do la  insuficiencia  del  actual  sistema  por  carecer  de  reglas  especia- 
les para  cada  clase  de  delitos,  no  disponiendo  más  que  de  circuns- 
tancias genéricas  para  todos  los  comprendidos  en  el  Código. 

Bajo  los  tres  puntos  de  vista  que  puede  ser  considerado  un  de- 
lito, de  sugeto  activo,  pasivo  y  materia  del  mismo,  se  desprende  la 
conveniencia  de  ampliar  las  circunstancias  modificativas. 

Atendiendo  al  sugeto  activo,  vemos  desde  luego,  que  la  ate- 
nuante de  haber  ejecutado  el  hecho  en  vindicacioii  próxima  de  una 
ofensa  grave,  causada  al  autor  del  delito^  su  cónyuge  etc.^  a  pesar 
de  hallarse  establecida  para  todos  los  delitos,  dicta  la  razón  que 
únicamente  puede  apreciarse  en  los  que  se  dirigen  contra  las  per- 
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Bonas  ó  bicti  contra  la  propiedad,  y  en  los  de  tbjurías,  amenazas  y 
calumnia.  La  atenuante  ejecutar  el  hecho  en  estado  de  embriaguex, 
consignada  en  el  Código  á  causa  de  la  modificación  que  se  esperi- 
menta  en  la  imputabilidad  del  sugéto  activo  por  su  estado  de  ánimo 
escepcional,  no  scfá  tampoco  aplicable  en  ciertos  delitos  de  estafa, 
porque  parecería  contraproducente  dejar  de  exigir  la  debida  res- 
ponsabilidad al  que  pretendiera  que  habia  obrado  inconscientemen- 
te, ctiando  dio  muestras  de  clara  inteligencia  y  suma  destreza  en  el 
engaño  que  bizo.  Y  menos  podrá  aducirla  el  fuooionarío  que  incur- 
re en  el  delito  de  cohecho,  pues  más  propiamente  se  hubiera  de  es- 
timar como  un  doble  acto  punible,  ^mbas  atenuantes  carecen  de  la 
extensión  gqneral  que  se  les  ha  querido  atabuir,  y  no  pudiendor  por 
otra  parle,  eliminarse  del  Código,  fuera^conventcnte  se  dieran  como 
^especiales  para  ciertos  delitos  que  en  lugar  oportuno  deberian  se- 
ñalarse. 

Bajo  el  punto  de  vista  del  svgeú)  pasivo,  ó  sea  la  persona  agra- 
viada, tampoco  llenan  el  objeto  las  circunstancias  modificativas  que 
marca  el  Código:  aun  habiendo  omitido  algunas  que  pudieran  figu- 
rar como  genéricas,  muchas  de  las  que  hoy  existen  carecen  de  esta 
cualidad,  pues  su  naturaleza  ^pecial  no  permite  concurran  más 
que  en  un  reducido  numero  de  delitos.  Así  no  procederá  aplicar  en 
las  de  violación,  i^a'^^'  rapto,  estupro,  la  agravante  9er  de'noehe 
ó  en  despoblado,  pues  al  contrarío,  si  este  hecho  liubiera  de  obrar 
algún  efecto,  seria  el  de  aminorar  la  pena..  Hay  oCros  varios  ejem- 
plos de  circunstancias  genéricas,  con  referencia  al  sugeto  pasivo  de 
los  delitos,  que  debieran  establecerse  como  especiales. 

Relativamente  á  la  materia  del  delito,  señala  el  Código  entre 
otras,  la  circunstancia  agravante  de  ejecutarlo  por  medio  de  i»iin* 
dacioít,  incendio,  veneno,  explosión,  varamiento  de  nave  ó  averia 
causada  de  propósito,  descarrilamiento  de  locomotora,  ó  dd  uso  de 
otro  artifieio  ocasionado  á  grandes  estragos.  Tampoco  esta  modifi- 
cativa es  común  á  todos  los  actos  punibles,  no  padiendo  concurrir 
en  los  de  prevaricación,  duelo,  calumnia,  etc. 

Examinados  los  delitos  bajo  el  triple  concepto  de  sugeto  activo, 
pasivo  y  materia  de  los  mismos,  desde  luego  se  comprende  que 
con  el  sistema  adoptado  en  el  Códigono  es  posible  aplicar  las  cir- 
cunstancias modificativas  de  un  modo  regular  y  uniforme,  pues  sa- 
biendo de  antemano  que  algunas,  á  pesar  de  hallarse  establecidas 
como  genéricas,  no  debemos  apreciarlas  en  todos  los  delitos ;  falta 
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manifestar  en  qoé  casos  han  de  tomarse  en  cuenta,  y  en  cnáles 
procede  desestimarlas. 

Para  ver  de  cuan  distintos  «modos  pueden  ooncorrir  en  algunos 
actos  punibles,  las  expondreipos  ligeramente  por  su  orden  res* 
pectivo. 

i 

ClRCUlfSTAIfGUS  AGRAVAlfTXS. 

i/  «Ser  el  agraviado  cónyuge  ó  aicendUnte,  descendiente,  her^ 
mano  legítimo^  natural  ó  adoptivo^  ó  afin  en  los  mismos  grados  del 
ofensor,^ 

Esta  es  de  las  únicas  que  reconoce  el  Código  explícitamente; 
puefle^resentarse  bajo  tan  distintos  aspectos,  que  unas  veces  agrá* 
va  la  culpabilidad  y  otras  la  atenúa.  Se  expresa  en  los  siguientes 
términos: 

^Esta  circunstancia  la  tomarán  en  consideraeion  los  Tribunales 
para  apreciarla  como  agravante  ó  (¡Uenuante,  según  la  naturaleza 
y  los  efectos  del  delito.» 

Bueno  es  que  el  Código  haya  manifestado  que  no  siempre  puede 
ser  considerada  como  agravante,  pero  falta  todavía  indicar  en  qué 
delitos  debe  calificarse  de  agravante  ó  de  atenuante. 

•  En  los  que  se  dirigen  contra  la  seguridad  interior  del  Estado  ó 
contra  el  orden  público,  no  cabe  nunca  aplicar  fpta  drcuqstancia, 
por  ser  el  sugeto  pasivo  en  tales  delitos  el  Estado,  ó  bien  alguna 
corporación  oficial  ó  persona  constituida  en  autoridad. 

No  será  conveniente  apreciarla  en  los  de  injuria  y  calumnia, 
porque  los  respetos  y  atenciones  que  mutuamente  se  deben  los  in- 
dividuos de  una  misma  familia,  cuya  consideración  pudiera  agra- 
var la  penalidad,  se  hallan  compensados  con  los  perjuicios  que  á  si 
mismos  se  irrogan  los  reos  de  estos  delitos. 

En  los  actos  punibles  cometidos  contra  la  propiedad,  siempre 
que  la  espresada  circunstancia  merezca  apreciarse,  obrará  el  efecto 
de  atenuar  la  pena,  á  menos  que  concurran  los  requisitos  necesa- 
rios para  eximir  de  responsabilidad  criminal. 

Al  tratar  de  los  delitos  contra  las  personas,  deberá  distinguirse 
si  el  infractor  es  un  descendiente,  un  ascendiente  ó  marido,  ó  cual- 
quier otro  pariente. 

En  el  primer  easo  deberá  siempre  aplicarse  el  grado  máximo  de 
la  pena. 

En  el  segundo,  si  se  ocasionaren  lesiones  curables  en  menos  de 
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ocho  dias,  se  apreciará  esta  circunstancia  como  atenuante,  cuando 
no  sea  eximente.  £n  los  delitos  superiores  en  un  grado  no  con- 
vendrá computarla,  y  en  ios  demás  será  considerada  como  agra- 
vante. 

Si  el  agente  del  delito  es  cualquier  otro  pariente,  corresponderá 
el  grado  máximo  de  la  pena,  excepto  en  el  caso  de  ser  el  agresor 
muy  superior  en  edad  con  respecto  al  acometido,  que  se  resolverá  á 
la  manera  del  anterior. 

Últimamente,  es  agravante  cuando  se  presenta  en  los  atentados 
contra  la  honestidad,  fuera  de  los  casos  en  que  viene  á  constituir 
un  delito  especial. 
2.*    ^Ejecutar  el  hecho  con  alevosía.» 

La  definición  que  dá  el  Código  actual  de  esta  circunstancia,  sig- 
nifica un  notable  adelanto  respecto  del  anterior,  pues  al  paso  que 
éste  suponia  haber  alevosía  «stempre  que  se  obra  á  traición  y  sobre 
seguro,i^  el  vigente  la  establece^  ti^cuando  el  culpable  comete  eual^ 
quiera  de  los  delitos  contra  las  personas,  empleqndo  medios,  modos 
4  formas  en  la  ejecución  que  tiendan  directa  y  especialmente  á  ase- 
gurarla, sin  riesgo  para  su  persona,  que  proceda  de  la  defensa  que 
pudiera  hacer  el  ofendido. » 

Queda  fuera  de  duda,  con  arreglo  á  la  definición  del  Código, 
que  la  alevosía  tan  sólo  puede  apreciarse  como  circttbstanc¡;i  agra- 
vante en  los  delitos  contra  las  personas. 

3.*  •  Cometer  el  delito  mediante  pr^ ,  recompensa  ó  pro- 
mesa. » 

y 

Todos  los  actos  punibles  revisten  ciertos  caracteres  peculiares, 
mediante  los  «uales  se  determinan  los  agentes  del  delito  á  ejecu- 
tarlo. En  los  que  se  dirigen  contra  las  personas  son  comunmente 
impulsadas  por  un  sentimiento  de  venganza,  odio  háciá  la  persona 
acometida,  y  estas  pasiones  modifican  su  estado  de  ánimo  ordina- 
rio, y  por  consiguiente  su  imputabilidad;  los  de  rebelión  y  sedición 
casi  siempre  Uevan  consigo  un  noble  fin,  más  ó  menos  remoto;  y 
esto  se  hace  extensivo  á  la  generalidad  de  los  delitos.  Los  legisla- 
dores, al  adecuar  la  pena  con  el  mal  ocasionado  por  el  crimen,  han 
apreciado  racionalmente  los  estíhulos  que  pueden  obrar  en  sus 
agentes  al  decidirse  á  perpetrarlo;  pero  estos  estímulos  desapare- 
cen cuando  se  ejeceta  el  delito  ^mediante  precio,  recompensa  ó  pro- 
mesa,» y  el  vil  instinto  de  la  codicia,  extraño  á  su  naturaleza,  es 
entonces  el  único  móvil  que  induce  al  criminal  á  perpetrarlo. 

TOMO  XLVII.  S3 


i  78  mtistá  de  lkoislacion.^ 

Por  cuyas  razooes  siempre  se  aprecia  como  agravante  esta  dr- 
cuDstaDcia,  que  puede  concarrir  en  lodos  los  actos  punibles. 

4/  ^EjectUarlo  par  medio  de  inundación^  incencUo^  veneno, 
explosión,  vammiento  de  nave  ó  alevosía  causada  de  proposito,  des* 
carrüamienlo  de  la  locomotora,  ó  deluso  de  otro  artificio  ocasio- 
nado á  grandes  estragos.» 

No  siempre  esta  circunstancia  se  halla  tan  enlazada  con  el  he- 
cho principal  que  pueda  apreciarse  meramente  como  una  modifi- 
cación del  mismo,  pues  las  más  veces  viene  á  constituir  uti  delito 
especial  (daños,  incendio  ú  otro)  perdiendo  como  es  consiguiente 
el  carácter  de  agravante. 

Suele  presentarse  más  frecuentemente  en  los  delitos  contra  el 
orden  público,  contra  la  propiedad  y  también  contra  las  per^nas; 
en  los  demás  es  poco  común,  y  en  algunos  como  el  cohecho,  pre- 
varicación, duelo,  desobediencia  y  denegación  de  auxilio,  celebra- 
ción de  matrimonios  ilegales,  etc.^  jamás  interviene. 

5.*  vReatí%ar  el  detUo  por  medio  de  la  imprenta,  litografía,  fo- 
tografía ú  otro  medio  aniUogo  que  facilite  la  publicidad.»  m 

Anad^  el  Código,  fiesta  circunstancia  la  tomarán  en  considera- 
ción los  Tribunales  para  apreciarla  como  agravante  ó  atenuante, 
según  la  naturaleza  y  los  efectos  del  delito.  9 

Compréndese  fácilmente  que  los  actos  punibles  consumados  por 
medio  de  la  imprenta,  litografía,  fotografía  ó  grabado,  toman  más 
incremento  que  si  se  huyesen  efectuado  de  cualquier  otro  modo 
que  no  pudiese  ocasionar  tanta  gravedad.  El  escándalo  producido 
y  la  enojosa  situación  en  que  se  coloca  á  la  persona  agraviada,  son 
los  motivos  que  dan  más  gravedad  á  esta  circunstancia. 
.  No  es  probable  que  en  la  práctica  se  ofrezca  ningún  caso  en 
que  esta  circunstancia  deba  apreciarse  como  atenuante. 

Únicamente  los  delitos  de  injuria,  calumnia,  amenazas,  desaca- 
to y  los  cometidos  contra  el  Estado  y  los  poderes  públicos,  pueden 
ir  acompañados  de  la  misma. 

6.*  a  Aumentar  deliberadamente  ü  nial  del  ofendido,  causando 
otros  nades  innecesarios  para  su  ^eeucion.» 

Esta  arguye  siempre  mayor  pl^rversidad  en  el  ánimo  de  los  de- 
lincuentes, pues  á  la  malicia  que  entraña  el  delitd  se  agrega  la  de 
los  actos  no  indispensables  para  realizarlo. 

Concurre  especialmente  en  los  parricidios,  asesinatos,  lesiones, 
hurtos  y  robos;  en  los  demás  delitos,  raras  veces  se  présenla^  y  hay 
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algunos  en  las  cuales  nunca  tiene  lugar,  como  son  el  incendio,  da- 
ñas, falsificación,  duelo,  cohecho  y  otros  varios. 
7/    «Obrar  con  premeditación  cotioáda,» 
Solamente  en  los  delitos  de  parricidio,  asesinato,  disparo  de  ar- 
ma de  fuego,  lesiones,  y  los  que  se  dirijen  contra  la  propiedad,  pue- 
de intervenir  esta  agravante. 

Será  aplicable,  cuando  próximamente  haya  trascurrido  un  día 
desde  que  el  delincuente  fué  por  última  vez  ofendido  hasta  que  em-  ^ 
pieza  á  vengarse,  ó  desde  que  se  fraguó  el  plan  del  delito  hasta 
principiar  su  ejecución. 
8/    «Emplear  astucia,  fraude  ó  disfraz. » 
El  malhechor  que  procura  evadir  ]gL  acción  de  los  Tribunales 
encubriéndose  con  un  disfraz,  supone  ordinariamente  más  culpabi* 
lidad  que  si  dejase  de  acudir  á  este  medio.  Cabe  preguntar,  sin  em- 
bargo ¿hubiera  cometido  el  delito,  no  pudiéndose  arbitrároste  recM*- 
so?En  muchas  casos  la  respuesta  será  negativa;  luego  esta  circuns- 
tancia no  siempre  implica  más  perversidad  en  el  delincuente. 

El  fraude  y  la  astucia  se  refieren  á  los  ardides  empleados  para 
allanar  los  obstáculos  que  se  oponen  á  la  ejecución  del  delito.  En 
tales  casos  se  presenta  éste  más  complicado,  lo  cual  arguye  más 
criminalidad  en  los  reos,  que  se  deciden  á  perpetrarlo  no  obstante 
las  dificultades  que  han  de  vencer. 

No  puede  apreciarse  esta  agravante  cuando  concurre  en  las  es- 
tafas, por  ser  uno  de  los  caracteres  naturales  de  los  expresados  de- 
litos, ni  tampoco  en  aquellos  que  se  presenta  casualmente  f  no  co- 
mo medio  de  coadyuvar  al  éxito  del  atentado. 

9.*    «Abusar  de  superioridad,  ó  emplear  medio  que  debilite  la 
defensa, » 

Tampoco  puede  esta  circunstancia  aplicarse  más  que  en  un  re- 
ducido número  de  delitos,  tales  como  los  que  se  dirijen  contra  las 
personas  y  algunos  otros. 
10.'  «Obrar  con  abuso  de  eonfiansa,» 
La  marcada  ingratitud  con  que  el  delincuente  corresponde  á  la 
distinción  que  la  persona  ofendida  ha  querido  dispensarle,  es  la  ra- 
zón que*  sirve  de  fundamento  al  Código  para  agravar  la  pena- 
lidad. 

Son  muy  pocos  los  delitos  en  que  suele  imponerse^ipor  más  que 
se  nos  presenta  con  frecuencia,  pues  muchos  de  ellos  la  entripan  en 
su  propia  naturaleza,  y  por  este  motivo  no  cabe  apreciarla  para  el 
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efecto  de  modificar  la  pena.  DiGcil  seria  enunciar  en  qué  ocasiones 
puede,  ser  estimada,  pues  en  algunos  delitos  de  robo  deberá  aplicar- 
se unas  veces  y  otras  desestimarse,  con  arreglo  á  la  importancia 
que  haya  tenido  en  su  comisión. 

11/  ^Prevalerse  dd  carácter  público  que  tenga  el  culpable.  • 
La  misma  ó  análoga  razón  en  que  se  apoya  la  anterior  agravan* 
te,  sirve  de  base  á  la  presente.  Má»  fácil  será  ahora  determinar  en 
qué  casos  puede  modificar  la  pena.  Son  todos  aquellos  en  que  ha- 
llándose el  delincuente  revestido  del  carácter  que  marca  el  Código, 
se  auxilia  del  mismo  para  asegurar  el  éxito  del  delito. 

12.*  ^Emplear  medios  ó  hacer  que  concurran  circunstancias  que 
añadan  la  ignominia  á  los  electos  propios  del  hecho. ^ 
.  Esta  circunstancia  siempre  se  aprecia  en  los  delitos  contra  la 
honestidad  y  las  personas,  pues  el  mal  ocasionado  por  su  realiza- 
cioa  se  acreceala  con  la  presencia  de  otros  suplicios  que  agravan  la 
deshonra. 

13.'  nComeler  el  delito  con  ocasión  de  incendio,  naufragio  ú 
stra  calamidad  ó  desgracia.  • 

Es  un  deber  de  conciencia  prodigar  al  infortunado  que  se  halla 
afligido  por  una  calamidad  ó  desgracia,  cuantos  medios  estén  á 
nuestro  alcance  para  poder  aliviar  su  situación.  Pero  el  agresor  que 
apartándose  del  orden  moral,  infringe  además  el  origen  jurídico, 
viciando  directa  é  intencional  mente  el  derecho  de  un  semejante  que 
acaba  de  ser  reducido  á  un  estado  deplorable,* comete  un  atentado 
mucho  más  denigrante  que  si  lo  hubiese  efectuado  en  circunstan- 
cias normales. 

Esta  modificativa  es  común  á'  todos  los  delitos,  aun  á  aquellos 
cuyo  sugeto  pasivo  es  una  persona  jurídica. 

14.'  •Ejecutarlo  con  auxilio  de  gente  armada  ó  de  personan 
que  aseguren  ó  proporcionen  la  impunidad.* 

Los  delitos  ep  que  se  presenta  esta  circunstancia  son,  los  que 
pueden  ir  acompañados  de  los  señalados  con  los  números  2,  7,  9 
y  18.  . 

15/  Ejecutarlo  de  noche  ó  eti  despoblado,  ó  en  despoblado  y  en 
cuadrilla.  Prosigue  el  .Código:  Esta  circunstancia  la  tomarán  m 
consideración  los  Tribunales  según  la  naturaleza  y  accidentes  del 
delito.i^ 

Si  el  delincuente  no  ha  elegido  de  antemano  la  noche  para  lle- 
var á  cabo  su  propósito,  si  al  contrarío,  lo  realiza  accidentalmente 


ClftCUNSTANGIAS  AGRAVANTES  T  ATENUANTES.  181 

á  esta  hora  ¿io  haberla  Idoptado  expresamente,  la  presente  cír- 
caastaocia  no  agravará  la  pena. 

Las  mismas  observaciones  pueden  hacerse  si  el  delito  $e  efectúa 
en  despoblado. 

En  el  caso  de  verificarse  en  cuadrilla,  es  decir,  si  conéurren 
más  de  tres  personas  armadas ,  esta  circunstancia  será  estimable 
siempre  que  intervenga  abuso  de  fuerza,  á  menos  que  se  origine 
un  nuevo  delito . 

16.' .  Ejecutarlo  en  desprecio  6  con  ofensa  de  la  autoridad  pú- 
blica. » 

El  delincuente  que  al  lanzarse  á  cometer  un  (rimen  es  requeri- 
do por  la  autoridad,  y  no  se  contiene  ó  la  escarnece,  supone  co- 
munmente mayor  perversidad,  toda  vez  que  se  añade  de  esté  mo- 
do un  nuevo  obstáculo  á  la  ejecución  del  delito;  y  además,  en  tan- 
to somos  responsables  de  nuestros  actos,  en  cuanto  tenemos  co- 
nocimiento de  los  mismos  para  apreciar  su  bondad  ó  malicia. 

Esta  circunstancia  aunque  se  repite  con  más  frecuencia  en  de- 
terminados delitos,  puede  concurrir  en  todos. 

17,*  » Haber  sido  castigado  el  culpable  anteriormente  por  un  de- 
lito á  que  la  ley  señale  igual  á  mayor  pena,  ó  por  dos  ó  más  delitos 
á  que  aquella  señale  pena  menor, » 

Añade  el  Código:  «Esta  circunstanda  la  tomarán  en  considera- 
don  los  Tribunales^  según  'las  circunstancias  del  delincuente  y  la 
naturaleza  y  los  efectos  del  delito. » 

Además,  el  Tribunal  Supremo  ha  dispuesto:  ^Que  cuando  de 
apreciar  esta  circunstancia  agravante,  se  hubiere  de  elevar  la  pena 
de  un  ddito  ala  de  muerte,  y  los  delitos  por  que  hubiere  sido  casti- 
gado d  cidpable  anteriormente  fuesen  contra  la  propiedad,  y  no  dt- 
rectamente  contra  las  personas,  corresponde  á  los  Tribunales  hacer 
uso  de  este  arbitrio  en  favor  del  procesado,  no  apreciando  la  agra- 
vante de  este  número. 

Se  vé  claramente  que  en  todos  los  delitos  puede  tener  lugar  la 
circunstancia *que  nos  ocupa,  poiT  más  qae  no  siempre  de(>a  apre- 
ciarse. 

El  motivo  de  haberse  establecido  consiste,  en  que  siendo  uno 
de  los  fines  de  la  pena  obtener  la  enmienda  del  culpable,  el  que  des- 
pués de  haber  sido  condenado  por  un  delito  igual  ó  mayor  que  el 
cometido  últimamente,  ú  otros  de  menos  gra^vedad,  no  modifica  su 
conducta  y  sigue  arrastrado  por  la  senda  del  vicio,  supone  una 
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coDciencit  más  corrompida  que  si  por  vez  primera  le  fledaoe  la  idea 
de  cometer  un  alentado. 

18/  Lo6  reiücidentes.— «JTa2(  reincidentía  cuando  al  ser  juz- 
gado el  culpable  por  un  delito,  estuviere  ejecutoriamente  condenado 
por  otro,  comprendido  en  el  mismo  titulo  de  este  Código.» 

Las  mismas  oonsiderltcioiiés  que  se  han  expuesto  en  el  prece- 
dente número  son  aplicables  á  éste,  con  la  direrencia  qne,  así  como 
entonces  nos  referíamos  á  todos  los  delitos  penados  en  el  Código, 
ahora  sólo  comprendemos  la  repetición  de  actos  de  la  misma  espe- 
cie que  los  anteriormente  ejecutados. 

19/  •.Cometa'  el  delito  en  lugar  sagrado,  en  los  Palacios  de  las 
Cártes  ó  del  Jefe  del  Estado^  ó  en  la  presencia  de  éste  ó  donde  ¡a 
autoridad  pública  se  halle  ejerciendo  sus  funciones. » 

El  respeto  que  estos  sitios  deben  infundirnos,  y  el  mayor  escán* 
dalo  producido  ai  cometer  el  delito,  dan  origen  á  esta  agravante, 
la  cual  merecerá  apreciarse  en  todos  aquellos  que  por  su  naturale- 
za puedan  ir  acompañados  de  la  misma. 

20/  ^Ejecutar  el  hecho  con  ofensa  ó  desprecio  del  respeto  gue 
por  la  dignidad^  edad  ó  sexo  mereciere  el  ofendido,  ó  en  su  mora* 
da,  cuando  no  haya  provocado  el  suceso.» 

El  que  al  delinquir,  falta  además  al  grado  de  consideración  que 
la  sociedad  y  la  moral  no»  imponen  con  determinadas  personas, 
debe  penarse  más  severamente  que  si  lo  hubiese  efectuado  sin  con- 
currir la  presente  circunstsgacia. 

También  ésta  será  apreciable  en  todos  los  delitos  que  por  el  mo- 
do especial  de  efectuarse  no  hacen  imposible  su  concurrencia. 

21  /  nEjecutarlo  con  escalamiento.  —  Hay  escalamiento  cuando 
so  entra  por  una  via  que  no  sea  la  destinada  al  efecto.» 

Dá  á  esta  circunstancia  carácter  de  agravación  el  mayor  núme- 
ro de  obstáculos  que  se  han  de  vencer  para  consumar  el  delito. 

Sólo  tiene  aplicación  en  los  que  se  dirigen  contra  las  personas 
y  contra  la  propiedad,  y  en  los  de  rapto,  violación,  detenciones  ile- 
gales y  sustracción  de  menores.  • 

22.*  9iEjecutarío  con  rompimiento  de  pared,  techo  ó  pavimento^ 
ó  con  fractwa  de  puertas  ó  ventanas.» 

Esta  agravante  tiene  el  mismo  fundamento  de  la  anterior,  si 
bien  se  agrega  el  valor  de  los  objetos  que  ban.sido  destruidos.  Asi- 
mismo es  igual  su  manera  de  concurrir  en  lo§  delitos. 
23/    •  Ser  vago  el  culpable.» 
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Prosigue  el  Código:  «Se  entimde  por  vago  etqueno  posee  bienes 
ó  retitas,  Ai  yerce  habitualmente  profesión,  arte  ú  ofido^  ni  tiene 
empleo,  destino,  industria,  iHíupacion  licita  ó  algún  otro  medio  le- 
gltimo  y  co§o*eido  de  subsistencia,  por  mis  que  sea  casado  y  con 
domicilio  fijo.» 

El  sólo  hecho  de  la  vagancia  habla  sido  considerado  en  anterio- 
res legislaciones  an  delito  especial ;  él  Código  vigente  ia  estable 7 
ce  como  modificativa  de  la  pena:  e$  considerable  la  diferencia,  pero 
en  ciertos  casos  la  aplicación  de  esta  agravante  hará  la  vagancia  de 
peor  naturaleza  que  otros  Códigos  apreciándola  como  delito.  Fuera 
de  desear  que  se  hiciera  excepción  de  esta  circunstancia  al  tratar 
de  ciertos  delitos,  pues  siendo  extensiva  á  todos,  puede  acaecer  que 
habiendo  cometido  un  asesinato  dos  individuos,  de  los  cuales  uno 
sea  vago  y  el  otro  no,  deba  imponerse  la  pena  de  muerte  al  prime- 
ro, por  el  sólo  hecho  de  ser  vago,  mientras  que  el  segundo  será 
sentenciado  á  sufrir  Otra  condena.  « 

Todos  los  delitos  pueden  ir  acompañados  de  esta  circunstancia. 

Quedan  reseñadas,  aunque  á  grandes  rasgos,  las  agravantes 
que  establece  la  ley. 

Hemos  demostrado  con  repetidos  ejemplos,  que  es  de  todo  pun*- 
to  imposible  hacer  extensivas  á  la^  generalidad  de  los  delitos,  un 
considerable  número  de  circunstancias  que  con  e^e  objeto  se  han 
dictado  en  el  libro  prhnero  del  Código.  Háse  visto  que  una  misma 
circunstancia»  según  la  naturaleza  de  los  delitos  en  que  concurre, 
pierde  en  ciertos  casos  su  gravedad,  lo  cual  dificulta  en  extremo  la 
aplicación  de  la  ley.  También  ha  podido  observarse  el  caso  de  ma- 
nifestar el  Código  que  una  agravante  debia  computarse  algunas  ve- 
ces como- atenuante,  á  pesar  de  que  entonces  no  correspondía  hacer 
tal  distinción,  porque  la  circunstancia  á  que  se  refería  conserva 
precisamente  en  todas  ocasiones  la  misma  gravedad.  Pero  con  más 
repetición  se  ha  notado,  que  la  mayor  parte  de  circunstancias,  por 
su  naturaleza  especial,  no  pueden  concurrir  más  que  en  un  deter- 
minado numero  de  delitos,  lo  cual  destruye  la  generalidad  con  que 
han  sido  dictadas. 

Es  en  extremo  difícil  á  los  encargados  de  administrar  justicia, 
dadas  estas  contradicciones  y  en  medio  de  tanta  vaguedad,  conocer 
en  qué  casos  debe  seguirse  extrictamente  la  letifa  de  la  ley,  y  en 
cuáles  conviene  acogerse  á  su  espíritu  ó  á  lo  que  dicta  la  recta  ra- 
zón; pues  aun  cuando  en  el  buen  criterio  de  los  Magistraídos  se 
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halle  la  más  sabia  Itaterpretacioa^  sus  atribuciones  están  limitadas 
DO  cabiendo  hacer  distinciones  donde  no  las  hace  la  ley. 

Estas  consideraciones  ponea  de  maaífiestó  la  necesidad  de  com- 
prender en  el  libro  primero  del  Código  tan  sólo  aquellas  circuns- 
tancias agravantes,  que  sin  perder  nunca  este  carácter,  puedan 
concurrir  en  todos  los  delitos,  y  al  tratar  expresamente  de  cada 
orden  de  delitos,  determinar  los  que  por  su  índole  especial  sean 
únicamente  aplicables  á  los  mismos. 

GIECÜNSTANCIAS  AttNUANTSS. 

La  primera  atenuante,  que  abarca  todos  aquellos  delitos  en  los 
cuales  no  han  concurrido  «ios  requMos  nece$arm  para  ¿ximír  de 
responsabilidad,  vemos  que  es  tan  vasta  y  tieíie  un  carácter  tan 
general,  que  seria  punto  menos  que  imposible,  recorrer  en  un  cor- 
to espacio  todos  Ips  casos  en  que  puede  presentarse. 

Lses  dos  circunstancias  siguientes:  «de  ser  el  culpable  menor  de 
diez  y  ocho  años,  y  la  de  no  haber  tenido  el  delincuente  intención 
de  causar  un  mal  de  tanta  gravedad  como  el  que,  produjo,^  merecen 
figurar  en  el  libro  primero  del  Código,  porque  jpueden  concurrir  en 
todos  los  delitos. 

Las  atenuantes  4.*  y  S.*,  ^haber  precedido  inmediaíameníepro* 
vocación  ó  amenaza  adecuada  de  parte  d4  ofendido,  y  haber  ejecu- 
tado el  hecho  en  vindicación  próxima  de  una  ofensa  grave,  causada 
al  autor  del  delito,  su  cónyuge,  sus  ascendientes,  descendientes,  her- 
manos  legilimos,  naturales  ó  adoptivos,  ó  afines  en  los  mismos  gra- 
dos, tienen  únicamente  aplicación  en  un  corto  número  de  delitos» 
como  el  allanamiento  de  morada,  amenazas,  injurias,  calumnia,  los 
que  recaen  en  la  propiedad  y  los  que  se  dirigen  contra  las  personas, 
sin  comprender  el  infanticidio  y  aborto. 
•  6.*  «La  de  ejecutar  el  hecho  e^i  estado  de  embriaguez,  cuando 
esta  no  fuere  habitual  ó  posterior  al  proyecto  de  cometer  el  delito.» 
En  muchos  varios,  como  los  mencionados  en  la  atenuante  anterior, 
deberá  siempre  apreciarse,  pero  en  otros  de  estafa,  falsedades,  et- 
cétera, no  podrá  suponerse  que  atenúe  la  maldad  del  acto,  y  hasta 
en  algunos  como  el  cohecho  y  prevaricación,  merecerla  propiamen- 
te ser  considerado  como  una  circunstancia  de  agravación.     ^ 

7/    «La  de  obrar  por  estímulos  tan  poderosos  que  naturalmente 
hayan  producido  arrebato  y  obcecación,»  á  pesar  de  ser  más  gene- 
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ral  que  la  4/  y  8/,  son  muchos  no  obstante  los  delitos  en  que  no 
pu^de  aplicarse. 

8.*  « F  úllimamente^  añade  el  Código,  cualquiera  otra  árcuns^ 
tanda  de  igual  entidad  y  analogía  á  las  anteriorei,»  conAo  cual 
Tiene  á  demostrar  que  han  dejado  de  mencionarse  algunas  ate- 
i^anies  que  realmente  fallan  por  exponer» 

Esta  ligera  ojeada  nos  eonlirma  en  la  o]!lnion  de  que  á  las  cir- 
co ustancias  ateoaanles  son  estensivas  las  mismas  reflexiones  qne 
expusimos  acerca  de  las  agravantes. 

£n  resumen ,  varía  es  la  naturaleza  de  cada  delito ,  según  la 
manera  de  cómo  afecta  al  ofendido ;  varia  es  la  naturaleza  de  cada 
delito,  por  suponer ^en  los  infractores  distintos  estados  de  ánimo  ó 
grados  de  responsabilidad ;  varia  es  la  naturaleza  de  cada  delito, 
puesto  que  las  personas  en  quienes  recae  pueden  ser  de  distintos 
estados,  condioioaes,  edad  ó  sexo,  parsonas  morales  unas  veces ,  y 
otras  físicas ;  y  varia  es  la  naturaleza  de  cada  delito ,  por  sus  dis- 
tintos procedimientos ,  distintos  medios  de  realización  y  distintos 
grados  de  malicia. 

Por  estas  razones ,  las  circunstandlas  modificativas  son  varias 
en  cada  gf upo  ú  orden  de  delitos ,  debiéndose  establecer  en  cada 
uno  las  agravantes  y  atenuantes  de  la  pena,  y  dejar  consignadas  en 
el  libro  1.*  del  Código  aquellas  circunstancias. que  por  su  carácter 
general  sean  aplicables  á  todos  los  delitos. 

Jaaa  RomaQ  y  GalbeU 
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LEIES  PEÍALES  Wm  k  LOS  DELITOS  DE  IHPREHTA. 

• 

Sobreéa  aplicadon  de  /os  leyei  penáes  comunes  á  lot  delik>$  de 
imprenta  y  la  calífieaeion  de  loe  pénanos  respomables  de  los 

miemos.  .  ^  ' 

Las  ventajas  ó  ioA>Qyen¡eates  de  someter  á  la  legislación  oo- 
man  los  delitos  cometidos  por  medio  de  la' imprenta,  grabado  ú  otro 
medio  mecánico  de  publicación ,  ha  sido  ana  de  las  cuestiones  de 
derecho  pena!  que  se  han  debatido  con  más  interés  por  los  publi- 
cistas, por  los  Cuerpos  legislativos  y  por  las  Comisiones  encargadas 
de  redactar  los  proyectos  de  los  Códigos  penales  de  Europa. 

Los  que  opinan  por  la  inconveniencia  de  someter  á  ht  legisla- 
ción penal  común  esta  clase  de  delitos,  considerándolos  de  una  na- 
turaleza especial  por  las  circunstancias  particulates  que  presentan 
y  que  impiden  que  pueda  apreciárseles  como  delitos  ordinarios ,  y 
en  su  consecuencia,  que  deben  ser  calificados  y  penados  por  le- 
yes especiales  y  determinadas ,  alegan :  que  siendo  productos  del 
pensamiento,  no  obran  directamente  sino  sobre  el  pensamiento;  no  - 
llevan  la  perturbación  sino  al  orden  moral,  y  por  lo  tanto,  no  se 
puede  graduar,  en  las  infracciones  de  esta  clase,  el  perjuicio  mate- 
rial, ni  representar  el  cuerpo  del  delito,  como  sucede  respecto  de  k» 
delitos  comunes  ó  de  las  infracciones  de  otra  naturaleza ;  en  ellos 
no  existe,  por  ejemplo  ,  la  cosa  robada*,  el  cadáver  de^a  victima, 
el  miembro  lesionado ,  puesto  que  por  lo  común  se  dirigen  á  atas- 
car los  poderes  públicos  en  general ,  sin  que^  aparezca  la  persona 
ofendida  en  particular,  á  no  ser  respecto  de  ios  delitos  de  injuria  y 
calumnia  y  demás  que  se  refieren  al  honor,  delitos  que  por  otra  par- 
te, háse  convenido  ya  por*todos  los  legisladores  en  incluir  y  casti- 
gar en  los  Códigos  ó  legislaciones  comunes  penales :  que  no  debe 
considerarse  como  cuerpo  del  delito  el  impreso  abusifo,  pues  este 
sólo  debe  mirarse  ¿orno  un  instrumento  del  daño  realizado,  como  lo 
es  el  puñal  con  que  se  hiere  y  el  veneno  con  que  se  mata:  que  tam- 
poco debe  considerarse  como  cuerpo  del  delito  la  publicación, 
piesto  que  lo  punible  es  la  imputación  ó  oscitación  contra  la  socie- 
dad en  descrito  contenida. 

Alégase  además;  que  lo  que  distingue  los  delitos  de  imprenta 
de  los  comunes  es,  que  el  carácter  criminal  de  aquellos  se  halla 
más  generalmente  subordinado  que  el  de  estos  á  las  circunstancias 
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de  tiempo  y  de  iogtr  y  á  ios  acontecimieQtos  políticos.  Delitos  de 
la  opinión,  se  encuentran  sometidos  á  todas  las  variaciones  que  los 
tiempos  y  las  circunstancias  imprimen  en  el  sentimiento  público. 
Las  circunstancias  «políticas  de  un  ^ais ,  las  (Creencias,  el  estado  de 
ilustración  de  las  clases  son  causa  de  que  pueda  ser  peligroso  para 
la  sociedad  lo  que  no  lo  es  en  otras  circunstancias  políticas  ó  so^ 
ciales  distintas.  Que  en  su  coosecuentia,  el  Gobierno  debe  buscar 
para  estos  delitos  una  represión  análoga  á  su  naturaleza  variable, 
que  carezca  del  carácter  de  permanencia  de  la  ley  penal  común, 
impuesta  por  medio  de  leyes  especiales  que  puedan  cambiarse  á 
medida  que  varíen  las  circunstancias. 

Contra  estas  consideraciones  se  opone  por  los  partidarios  de  la 
teoría  de  que  deben  incluirse  los  delitos  de  imprenta  en  la  legisla- 
ción común,  en  primer  lugar,  que  no  es  exacto  que  en  toda  ac- 
ción punible  exista  neoesariameate  un  cuerpo  de  delito,  si  por  tal 
debe  sólo  entenderse  el  objeto  sobre  que  recae  el  crimen.  En  los 
delitos  contra  la  seguridad  interior,  la  paz  ó  la  independencia  del 
Estado,  en  los  de  traición,  en  los  que  se  cometen  contra  el  derecho 
de  gentes,  en  la  mayor  parte  de  los  que  pueden  consumarse  con* 
tra  la  Constitución  ó  contra  el  orden  público,  ¿dóade  está,  dicen,  ese 
objeto  material  preexistente  sobre  el  cual  el  delito  se  ha  de  haber 
cometido?  Y  por  que  no  exista,  ¿n^se  declararán  esos  atentados  puni^ 
bles  ni  se  les  señalará  el  castigo  debido  en  la  ley  común?  El  cuerpo 
del  delito  es  la  existencia  del  delito  mismo.  Que  lo  que  es  necesario 
examinar  para  incriminar  ó  no  dentro  del  derecho  general  los  deli- 
tos cometidos  por  medio  de  la  imprenta  ú  otro  análogo  procedi- 
miento, es  sí  realmente  infieren  un  perjuicio  y  causan  un  daño  que 
sea  posible  determinar  y  que  sea  justo  castigar.  Que  desde  luego 
hay  una  grao  serie  de  hechos  que  nftlie  se  atreverá  á  sostener  que 
no  reúnan  estas  condiciones,  que  no  estén  en  circunstancias,  no  ya 
análogas,  sino  absolutamente  idénticas,  que  oíros  excesos  castigados 
como  delitos  en  el  Código  penal.  Aludimos  á  todos  los  delitos  con- 
sumados á  que  se  haya  provocado  por  medio  de  la  imprenta.  La  re- 
belión, la  sedición,  la  traición,  los  delitos  contra  las  Corles,  contra  el 
Consejo  de  Ministros,  contra  las  autoridades;  los  mismos  delitos  con- 
tra la  propiedad  y.  contra  las  personas,  aquellos  más  frecuentemen- 
te, éstos  rarísimas  veces»  se  pueden  realizar  á  consecuencia  de  arr 
ticulos  de  periódicos,  de  impresos  en  que  se  excite  á  las  masas  ó  á 
una  clase  de  individnos  ó  á  una  sola  persona  á  consumarlos.  Que  en 
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SU  consecuencia,  en  todos  estos  casos  y  otros  análogos,  es  iodisputahie 
que  la  escitacion  por  medio  de  la  iniprenta  seguida  de  efecto,  no 
Mo  puede  ser  castigada,  sino  que,  en*  buenos  principios,  debe  es- 
tarlo dentro  del  Código  penal,  como  lo  está  I|i  Aducción  por  medio 
de  la  palabra  á  toda  clase  de  delitos  comnnes.  Que  aup  cuando 
el  delito  á  que  se  excita  no  llegue  á  consumarse,  y  á  pesar  del  deseo 
7  de  las  palabras  del  periódico,  la  rebelión  no  estalle,  los  sediciosos 
no  lancen  su  grito  de  guerra,  todavia  entonces  el  hecbo  reúne  las 
condiciones  necesarias  para  poder  ser  justiciable  ante  la  ley  común; 
porque  cae  de  lleno  dentro  del  ancho  círculo  en  que  están  com- 
prendidos el  delito  frustrado  y  la  tentativa  de  delito.  Que  es  pues  in- 
dudable, que  dentro  de  las  teorias  de  la  ley  general  caben  los  de- 
litos comnnes  que  se  consuman  por  medio  de  las  provocaciones  de 
la  prensa  y  los  delitos  comunes  á  que  la  prensa  provoca,  aunque  no 
lleguen  á  consumarse,  siempre  que  esas  provocaciones  reúnan  los 
requisitos  necesarios  para  constituir  tentativa  ó  delito  frustrado  de 
esos  propios  delitos.  Y  respecto  de  la  objeción  más  importante 
que  oponen  los  partidarios  de  la  teoría  sobre  que  no  deben  in- 
cluirse los  delitos  de  imprenta  en  la  ley  común,  á  saber,  la  índole 
variable  de  aquellos,  su  gran  movilidad,  efecto  de  su  carácter  sa- 
mámente  relacionado  con  las  transitorias  conveniencias  de  las  le- 
yes políticas,  opóncse  también :  que  la  misma  causa  de  la  objeción 
es-raolivo  bastante  para  preferir  el  sistema  seguido  por  la  ley  común 
á  la  libertad  ministerial :  que  las  leyes  especiales  que  definen  y  pe- 
nan los  delitos  de  la  imprenta  son  esencialmente  políticas,  armas  de 
combate  en  medio  de  ios  partidos  que  sucesivamente  van  ocupando 
el  poder,  y  que  cambian  á  medida  que  los  qne  apetecen  másjiber- 
{ad,  ó  los  que  anhelan  más  represión  se  hallan  de  la  dirección  de  los 
negocios  públicos:  que  en  su  c9bsecuencia^  las  leyes  especiales,  co- 
mo más  fóciles  de  reformar,  dejan  la  imprenta  más  á  merced  de  ios 
partidos  y  de  los  Gobiernos  que  el  sistema  que  legisla  sobre  im- 
prenta dentro  del  Código  general :  que  cuando  las  disposiciones  qne 
rigen  la  imprenta  y  los  demás  medios  de  publicación  forman  parte 
integrante  del  Código  penal,  aunque  vengan  á  ser  dentro  de  él  un 
conjunto  de  excepciones  de  las  reglas.generales  sobre  los  delitos, 
soWe  las  penas  y  las  personas  responsables,  esto  no  es  fácil  que  su- 
ceda ,  porque  existe  la  ventaja  de  que  no  pueden  ser  tan  á  la  Kge- 
ra  destruidas  ni  modificadas,  atendido  el  carácter  de  permanencia 
anejo  á  todas  y  á  cada  una  de  las  partes  que  constituyen  esta  ciase 
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de  documentos  legales  (V/los  comentarios  al  Código  penal  de  i874 
por  el  Sf.  Groizard.) 

Creemos  interesante  dar  á  conocer  á  nuestros  lectores  los  dictá- 
menes de  los  Tribvnales  superiores  italianos  con  motivo  de  la  re* 
daccion  del  proyecto  del  Código  penal  par»  el  reino  de  Italia  de 
4868,  sobre  la  conveniencia  ó  inconveniencia  de  inaluir  en  sus 
prescripciones  los  de[ito8  cometidos  por  medio  de  la  prensa,  y  asi- 
mismo, el  dictamen  (|e  la  Comisión  encargada  de  la  redacción  de  di- 
cho proyeto. 

Respecto  de  los  Tribunales,  opinaron  por  la  exclusión  el  de  ca- 
sación de  Ñapóles,  Florencia  y  Palermo,  la  sección  de  tercera  ins- 
tancia de  Yenecia ,  y  los  Tribunales  de  apelación  de  Turin,  Anco- 
na,  Florencia,  Lttcca^Cagliari,  .GénovA,  y  Brescia;  y  por  el  con- 
trario, el  Tribunal  de  casación  de  Ti^in  y  los  de  apelación  de  Par- 
ma,  Palermo,  Yenecia,  Milán,  Bolonia,  Cásale  y  Aquila  por  la  ip- 
dfusion  en  el  Código  penal  de  los  delitos  cometidos  por  medio  de  la 
imprenta,  remitiendo  á  una  ley  especial  solamente  las  contraven* 
clones  á  las  reglas  sobre  el  ejercicio  de  la  misma. 

El  Tribunal  de  casación  de  Florencia,  al  opinar  por  la  negativa 
se  fundó,  en  que,  aun  cuando  se  abandonase,  respecto  de  la  prensa 
periódica,  la  teoría  relativa  á  la  Responsabilidad,  como  era  muy  de 
desear,  la  institución  del  gerente^ó  editor  responsable,  que  una 
desgraciada  experiencia  ha  demostrado>cuán  poco  vale,  sustituyen- 
do á  la  ficción  la  realidad,  probablemente  no  podría  sustraerse  á 
alguna  desviación  de  la  norma  del  dereebo  cómun. 

El  Tribunal  de  casación  de  Ñapóles,  que  en  su  mayoria  oppó 
por  la*negativa,  se  fundó,  en  que  la  ley  de  imprenta,  siendo  espe* 
cial  y  política  pQr  su  naturaleza,  no  debe  formar  parte  del  Código 
penal;  el  cual  debe  contener  principios  y  prever  delitos  que  no  se 
hallen  sujetos  á  las  luchas  de  los  partidos  y  á  sus  vicisitudes.  La 
minoría,  que  opinó  en  sentido  inverso;  se  apoyó,  en  qne  las  dispo- 
siciones de  la  ley  sobre  imprenta  deben  formar  parte  del  Código  y 
someterse  á  los  príncipios  generales  del  derecho.  Reducir  las  leyes 
especiales,  decia,  al  imperio  del  derecho  común,  es  la  norma  que, 
especialmente  en  los  países  libres,  debe  guiar  al  legislador  en  sus 
trabajos  de  codificación  respecto  de  las  leyes  especiales  que  en- 
cuentra en  vigor,  cuando  no  lo  repugna  la  naturaleza  de  éstas,  ó 
no  lo  impidan  peculiares  y  accidentales  razones.  Los  que  anhelan 
la  libertad  de  iitiprenta  deberían  especialmente  apoyar  esta  doc* 


190  KXTMTA  1»  LKGISLAGIOlf* 

trina,  puesto  que  asegura  el  porvenir  de  ana  institadon  política 
desde  el  momeólo  en  que  entra  en  el  dominiodel  derecho  coman, 
y  que  la  libertad  de  la  imprenta  será  más  sólida  de»ie  el  dia  en  que» 
gobernada  V^r  I^s  reglas  genérale!»  sobre  la  imputabilidad,  esté 
garantida  como  cualquiera  otro  derecho  y  suslraida  del  campo  de 
las  luchas  políticas,  cuya  suerte  tendría  que  seguir,  si  dependiera 
de  ellas,  ora  quedando  sujeta  á  su  arbitrio  y  represión,  ora  abando- 
nada á  los  excesos  de  la  licencia.  Nada  obsta  á  ello  que  aquella  sea 
ley  política:  el  Código  que  garantiza  la  libertad  personal,  el  derecho 
electoral  y  la  libertad  de  cultos,  podrá  garantizar  también  la  del 
pensamiento.  Tiempo  es  ya  de  que  cese  la  absurda  y  escandalosa 
responsabilidad  del  editor ;  y  el  modo  más  lógico,  franco  y  menos 
sospechoso  á  los  partidos  para  esto,  es  bacei  entrar  la  ley  de  im- 
prenta en  los  límites  del  CódigjO  penal. 

Mas  todos  estuvieron  acordes,  en  que  los  principios  de  la  ley  de 
imprenta  sobre  la  responsabilidad,  la  definición  de  los  delitos,  dt 
las  penas,  de  la  prescripción,  de  la  reincidencia  y  del  procedimien- 
to se  pusieran  en  armonía  con  el  derecho  común;  y  que  se  refor- 
masen las  disposiciones  sobre  la  responsabilidad  del  editor,  para 
que  cesara  de  una  vez  el  escándalo  público  de  que  los  verdaderos 
culpables  queden  impunes,  y  de  (fhe  hombres  ignorantes  y  misera- 
bles que  hacen  tráfico  con  su  conciencia  y  su  libertad,  expíen  cul- 
pas cometidas  por  otros,  ó  inspirando  compasión  á  los  jurados,  seaa 
causa  de  quedar  impunes  los  tan  peligrosos  delitos  de  imprenta. 

El  Tribunal  de  casación  de  Palermo,  opinó  que  los  delitos  de 
imirenta,  según  el  rigor  de  los  principios,  deben  comprenderse  en 
el  Código  penal,  porque  la  provocación  á  delinquir,  la  difamación» 
la  injuría  y  otros  semejantes  no  alteran  su  esencia  jurídica  por  la 
diversidad  del  instrumento  que  se  adopte  para  cometerlos,  bien  sea 
éste  la  imprenta  ó  la  palabra  proferida  ó  escrita.  Pero  que  real* 
mente  el  sistema  opuesto  de  hacerles  objeto  de  leyes  especiales  y 
distintas,  ofrece  la  ventaja  de  reunir  en  un  conjunto  todo  lo  relativo 
á  la  iocríminacion,  á  la  competencia  y  al  procedimiento.  Admitido 
este  sistema,  precisa  suprimir  del  Código  penal  las  disposiciones 
que  se  refieren  i  la  represión  de  la  imprenta  y  no  extender  á  los  de- 
Utos  mencionados  las  reglas  comunes  sobre  la  imputabilidad. 

El  Tribunal  de  casación  de  Tarín,  opinó  porque  las  leyes  de 
imprenta  no  tenian  razón  de  aér  como  leyes  especiales,  sino  en 
cuanto  se  dirígian  á  reglamentar  por  medio  de  normas  apropiadas 
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el  ejercicio  de  una  de  las  libertades  más  preciosas,  en  lo  relativo  á 
la  policía  de  la  imprenta. 

Y  en  cuanto  á  la  responsabilidad  del  editor,  opinó,  que  en 
cnanto  tiene  de  excepcional,  ó  mejor  dicho,  de  anormal,  respiecto  de 
las  reglas  del  derecho  común  sobre  los  co-reos  ó  cómplices,  perte- 
necía verdaderamente  á  las  disposiciones  de  la  ley  excepcional.  La 
ley  de  imprenta,  decía,  comprende  tres  clases  de  disposiciones: 
1.*  Reglas  disciplínales  de  policía  sobre  la  imprenta  con  su  corres- 
pondiente sanción  penal:  2/,  la  indicación  de  los  delitos  comunes 
que  se  cometen  por  medio  de  la  imprenta;  y  3.\  las  reglas  de  com- 
petencia y  procedimiento,  bien  con  respecto  á  los 'delitos  de  im- 
prenta propiamente  Ules,  bien  á  los  comunes  cometidos  por  medio 
de  la  imprenta.  Que  estas  últimas  disposiciones  sobre  la  compe** 
ienci9>  cesaron  de  regir  há  largo  tiempo,  habiendo  sido  sustituidas 
por  el  Código  de  procedimiento  penal  común.  ¿Por  qué,  pues,  de-, 
cía,  no  ha  de  poderse  hacer  lo  mismo  respecto  de  los  delitos  come- 
tidos por  medio  de  la  imprenta,  los  cuales  no  tienen  realmente  nada 
especial  y  propio  para  sustraerse  á  las  reglas  del  derecho  común? 

£n  la  sección  de  tercera  instancia  del  Tribunal  de  apelación  de 
Yenecia,  opinó  el  Relator,  que  si  se  queri^^incluir  dichos  delitos  en 
el  Código  penal  común,  deberían  constituir  la  materia  de  una  part^ 
ó  libro  separado.  El  consejero  Combi  no  encontró  justificada  la  se- 
paración (le  las  leyes  penales  de  imprenta  del  Código  penal  gene- 
ral, y  observó  que  por  medio  de  la  imprenta  se  cometen  muchos  de- 
litos comunes,  que  suelen  tener  consecuencias  más  funestas  en  tal 
caso,  que  cuando  se  cometen  por  medio  de  la  palabra  ó  de  escritos. 
Si  el  régimen  de  la  prensa  exige  disposiciones  relativas  á  los  deli- 
tos, decía,  no  puede  admiti(;se  que  estos  deban  quedar  fuera  del 
Código  penal.  Y  concluyó  proponiendo,  que  la  ley  penal  sobre  im- 
prenta debia  formar  un  todo  con  el  Código  penal.  Bl  consejero  Rnffoni 
se  asoció  á  la  propuesta  del  Relator.  El  consejero  Ederle  á  la  opi- 
nión del  consejero  Combi.  £1  Presidente  observó  que  aunque  pue- 
den cometerse  por  medio  de  la  imprenta  algunos  delitos  •comunes, 
esto  no  obsta  para  que,  atendida  la  índole  de  la  Constitución  ge- 
neral del  Estado,  para  el  cual  la  libertad  de  imprenta  es  una  de 
las  principales  garantías  del  sistema  constitucional,  la  imprenta  y  to- 
do lo  concerniente  á  ella  debe  ser  objeto  de  leyes  separadas  en  las 
que  predomine,  por  la  naturaleza  de  k  instituccion,  el  carácter  po- 
líticosob^e  el  estricto  prÍApipto  jurídico.  La  legislación  en  materia  de 


492  rbtistá  dk  lbgislacioh. 

imprenta  debe  considerarse,  teniendo  en  cuenta  las  circunstancias, 
que  por  lo  común  son  transitorias  y  mudables,*  por  lo  qne  debe  po^ 
derse  variar  por  el  poder  legislativo. 

En  vista  de  estos  informes,  en  la  sesión  del  17  de  Octubre  de 
1869,  para  discutir  el  proyecto  del  Código  penal  del  reino  de  Italia, 
en  la  que  se  trató  de  la  cuestión  relativa  á  la  inclusión  ó  excluáon 
en  el  Código  penal  de  los  delitos  cometidos  por  medio  deja  prensa, 
se  decidió  por  su  inclusión,  fundándose  en  las  siguientes  consídomcio- 
nes,  según  resulta  del  acta  de  la  misma.  Que  la  prensa,  como  todos 
los  demás  medios  con  que  se  manifiesta  la  inteligencia  hulnana, 
puede  ser  instrumento  de  libertad,  si  se  hace  buen  uso  de  ella,  ó  ins- 
trumento de  delito,  si  se  abusa  de  la  misma.  De  aquí  las  dos  partes 
eseacialmente  distintas  de  la  ley;  la  garantía^  esto  es,  la  innata  li- 
bertad para  la  mnnirestacion  del  pensamiento,  y  la  represión  de  los 
delitos  cometidos  á  causa  de  su  abuso. 

Compréndese  fácilmente,  se  lee  en  dicha  acta,  que  la  disciplina 
orgánica  por  la  cual  se  determinan  las  condiciones  del  ejercicio  de 
la  industria  comprendida  con  la  denominación  de  la  prensa,  y  des* 
finada  á  reproducir  los  signos  representativos  del  pensamiento,  de- 
be ser  objeto  de  una  ley  especial  por  su  carácter  esencialmente  po- 
lítico y  formalmente  reglamentario;  pero  no  es  posible  baliarxla 
justificación  para  sustraer  al  derecbo  común  los  delitos  cometidos 
por  el  abuso  de  la  prensa^  Las  leyes,  especiales  pueden  muy  bien, 
pdr  ejemplo,  reglamentar  el  ejercicio  de  la  química  y  de  la  farma* 
cia  para  la  fabricación  y  la  venta  de  los  venenos;  pero  á  nadie  le 
ocurrirá  que  deba* reservársela  las  leyes  especiales  el  dictar  la  san- 
ción penal  contra  el  envenenamiento.  No  hay,  pues,  duda,  que  de- 
debe aplicarse  la  misma  regla  á  la  praiisa.  Ju.a  Comisión  cree  que 
esto  es  un  progreso  de  la  civilizacio,n,  y  lo  desea  ó  invoca  en  nom- 
bre de  la  igualdad  y  de  la  libertad  del  ciudadano,  y  de  la  unidad 
del  derecho.  Según  este  criterio  jurídico,  opina  que  los  delitos  co- 
metidos por  medio  de  la  prensa  no  son,  en  sustancia,  distintos  de 
los  que  se  cometen  por  medio  de  la  palabra  ó  de  la  escritura,  ó  de 
cualquier  otro  modo  de  manifestar  el  pensamiento,  exceptuando  tan 
sólo  uno  de  los  accidentes  extemos  que  los  caracterizan;  que  la 
prensa  puede  ser  muy  bien  un  medio  de  cometer  un  delito,  sin 
constituir  ó  cambiar  su  esencia,  y  que  estableciendo  sobre  ella  una 
penalidad  especial  se  confunde  la  verdadera  ¿  intrínseca  violación 
de  la  relación  jurídica,  qne  es  la  que  verdaderamente  quie/e  repri- 
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mirse,  con  los  medios  adoptados  para  castigarla;  por  lodc|  lo  cual, 
aunque  independientemente  de  todas  las  consideraciones  que  exis- 
ten contra  la  idea  de  un  derecho  excepcional ,  seria  poco  confbrme 
eon  un  sistema  exacto  de  legitíacion  incluir  algunos  de  estos  delitos 
en  el  Código  penal  por  haberse  cometido  por  medio  de  la  palabra  6 
de  la  pluma,  y  otros,  en  la  ley  de  imprenta,  por  haberse  cometido 
por  medio  de  instrumentos  tipográficos. 

Los  autores  del  proyecto  han  creido  que  no  se  podía,  por  ven- 
tura, incluir  en  el  Código  penal  los  delitos  cometidos  por  medio  de 
la  prensa  sin  resolver  ia  cuestión  de  la  responsabilidad  del  editor, 
que  constituye  una  excepción  de  las  reglas  fundamentales  sobre  la 
imputabilídad.  La  Comisión  no^ cree  que  una  eventual  reforma  de 
las  normas  orgánicas  sobre  el  ejercicio  de  imprenta,  pueda  influir 
en  el  Código.peaal  respecto  de  los  delitos  comefidos  por  este  medio, 
porque  cualesquiera  que  sea  ejifsistema  que  quiera  preferirse,  bien 
el  de  la  responsabilidad  natural  ó  el  de  la  convencional,  la  sandon 
penal  de  la  acción  delictuosa  debe  permanecer  invariable.  « 

Por  estas  consideraciones,  la  Comisión  deliberó  proponer  que  se 
comprendieran  en  el  Código  penal  los  delitos  cometidos  por  medio 
de  la  imprenta,  dejando  á  la  ley  especia]  la  determinación  de  las 
normas  orgánicas  por  que  debe  regirse  la  imprenta.y  el  proveer  á  la 
represión  de  las  contravenciones  á  las  mismas.  Pero  que  al  aplicar 
esta  su  delerminacion  deberia  cuidarse  de  castigar  cualquier  delito, 
que  no  se  hajlase  esplícitamente  previsto  en  la  ley  actual;  limitán- 
dose en  el  trabajo  de  coordinación  á  las  modificacionis  externas 
qne,  sin  vapar  la  esencia  del  hecho  punible  y  los  elementos  que  lo 
constituyen,  sirvan  para  uniformar  las  disposiciones  relativas  á 
los  principios,  al  criterij»  y  á  la  locución  del  Código. 

Tales  son  las  teorías  y  reglas  que  se  han  tenido  presentes  para 
incluir  los  delitos  de  imprenta  en  el  proyecto  de  Código  penal  para 
el  Reino  de  Italia,  que  es  el  en  que  se  nos  presenta  con  más  am- 
plitud la  aplicación  á  aquellos  delitos  de  la  legislación  común,  con 
las,  restricciones  ó  excepciones  que  reclama  su  carácter  y  natu- 
raleza. 

En  cuanto  á  España,  la  Comisión  de  codificación  c|ue  cesó  en 
1869,  encontró  graves  dificultades  para  comprender  los  delitos  de 
imprenta  en  el  Código  penal,  por  temor  de  que,  aplicando  los  prin- 
cipios del  derecho  penal,  tales  como  estaban  consignados  en  ef  Có- 
digo, resultase  una  represión  excesivamente  grave  ó  una  impunidad 
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alarmante.  Sin  embargo,  prevaleció  la  opiaioo  diferente  y  se  com- 
prendieron en  el  Código  los  delitos  cometidos  por  medio  de  la  im- 
prenta^  Mas  para  evitar  los  inconvenientes  espuestos,  al  paso  qaa 
se  tomaron  por  guía  las  disposiciones  más  importantes  y  aplica- 
bles al  nuevo  sistema*  délas  diversas  leyes  especiales  de  imprenta* 
en  lo  respectivo  á  las  personas  responsables  de  aquellos  delitos»  se 
¡ntrodujcroQ  reglas  excepcionales  y  ficciones  de  ley  relativas  i 
los  mismos. 

¿Satisfacen  enteramente  estas  ficciones  y  excepciones  á  lo  qne 
reclama  la  justicia»  atendido  el  carácter  y  naturaleza  de  estos  deli* 
tos»  y  lleva  ventaja  la  nueva  legislación  penal  sobre  los  mismos  á 
la  de  las  leyes  especiales  anieriores? 

En  la  sesión  de  31  de  Mayo  de  1870»  así  lo  aseguró  el  Sr.  Mi* 
Bistro  de  Gracia  y  Jftsticia:  contestando  á  varias  dudas  que  expre- 
só un  Sr.  Diputado.  «Tengo  vanagloria  en  confesar,  decia  el  Mi- 
nistro» que  si  hubiéramos  de  someter  la  imprenta  á  la  ley  común» 
al  Código  penal»  la  libertad  de  lajimprenta  desaparecerla  entre  nos- 
otros. Para  evitarlo,  he  tenido  necesidad  de  establecer  dentro  del 
Código- penal  algunas  disposiciones  relativas  á  los  abusos  que  puede 
cometer  la  imprenta;  he  necesitado  crear  para  ella  privil^ios,  pero 
privilegios  favorables  á  la  imprenta,  á  fin  de  salvarla  de  la»  durísi- 
mas  consecuencias  de  un  peligro  de  muerte,  si  hubiera  de  aplicár- 
sele la  legislación  común  ó  el  Código.  Si  esa  legislación  especial 
que  hay  dentro  del  Código  para  la  imprenta,  es  ó  no  más  favorable 
para  ésta  que  la  ley  coipun»  es  ó  no  todo  lo  favorable  que  nuestra 
ley  política»*  que  la  Constitución  del  Estado  reclama,  eso  habrá  de 
discutirse  más  adelante,  y  yo  declaro  con  toda  la  lealtad  que  me 
caracteriza,  que  en  los  artículos  del  Código  sobre  la  imprenta  me 
he  inspirado  en  el  deseo  de  conservar  esta  preciosa  garantía  de 
todo  pueblo  libre:  yo  declaro  que  nada  ha  estado  más  lejos  de  mi 
ánimo»  como  atacarla  en  lo  más  mínimo.  No  se  si  me  habré  equi- 
vocado. Las  Cortes  en  su  alta  sabiduría  lo  habráYi  de  discutir  en  sa 
dia.  Entonces  será  ocasión  de  comparar  el  Código  penal  con  las 
leyes  de  imprenta  de  que  aquí  se  ha  hablado.  Entonces  será  ocasión 
de  hacer  trabajos  comparativos  y  de  ver  por  consecuencia  dónde 
está  más  garantizada  la  imprenta»  si  es  en  el  Código»  ó  en  aque- 
llas leyes.»  Esta  discusión  no  tuvo  efecto. 

Examinemos»  pues»  por  nuestra  parle,  las  nuevas  reglas»  excep- 
ciones ó  privilegios  establecidos  y  creados  en  favor  de  los  delitos 
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¿e  iipprenta,  sobre  las  reglas  ^nerales  á  que  están  sujetos  los  de- 
litos comuaes.  ^ 

Primeramenle»  en  los  delitos  de  imprenta  no  hay  cómplices  ni 
encubridores,  puesto  que  según  se  previene  en  el  articulo  12  del 
Código  penal  de  1870,  se  exceptúan  de  lo  dispuesto  en  el  artículo 
anterior  (11,  que  declara  ser  responsable  criminalmente  de  los  de- 
litos los  autores,  los  cómplices  y  los  encubridores)  los  delitos  y  fal- 
tas que  se  cometan  por  medio  de  la  imprenta,  grabado,  ú  otro  me-v 
dk>  mecánico  de  publicación,  y  que  de  dichos  delitos  responderán 
criminal|ttnte  sólo  los  autores;  y  aun  respecto  de  los  autores,  no 
todos  los^ue  se  consideran  tales  en  general  por  el  Código,  lo  son 
en  aquellos  delitos. 

Asi,  pues,  según  lo  prescrito  en  el  art.  14,  sin  embaído  de  lo 
expuesto  en  el  artículo  anterior  (1¿,  sobre  que  se  consideran  auto- 
res: 1/,  los  que  toman  parle  directa  'in  la  ejecución  del  hecho; 
2.*,  los  que  fuerzan  ó  inducen  á  otros  á  ejecutarlo;  ^  3.*,  los  quB 
cooperan  á  su  ejecución  por  uti  acto  sin  el  cual  no  se  hubiera  efec* 
tuado),  solamente  se  reputarán  autores  de  los  delitos  mencioi}^- 
dos  en  el  art.  12,  los  que  realmente  lo  hayan  sido  del  escrito  ó 
estampa  publicados.  Si  estos  no  fueren  conocidos  ó  no  estuvieren 
domiciliados  en  España,  ó  estuvieren  exentos  de  responsabilidad 
criminal  con  arreglo  al  art.  8.*  de  dicho  Código,  se  reputarán  au- 
tores los  directores  de  la  publicación  que  tampoco  se  hallen  en  nin- 
guno de  los  tres  casos  mencionados.  En  defecto  de  éstos,  se  reputa- 
rán autores  los  editores  también  conocidos  y  domiciliados  en  Es- 
pana  y  no  exentos  de  responsabilidad  criminal,  según  el  articulo 
anteríormeote  citado,  y  en  defecto  de  éstos  los  impresores. 

Acerca  de  esta  disposición,  debemos  observar  primeraQiente, 
que  no  se  castiga  por  el  Código,  respecto  de  los  delitos  Üe  imprenta, 
á  los  que  inducen  directamente  á  otros  á  eje(UUarlo  con  la  misma 
pena  lenalada  para  los  delitos  comunes. 

Sobre  este  punto  hay  en  el  Código,dos  (^sposiciones  que  se  han 
considerado  y  son  verdaderamente  de  suma  importancia.  Nos  refe- 
rimos á  las  de  los  artículos  582  y  583  del  Código  de  1870,  según  los 
euales,  ios  que  provocaren  directamente  por  medio  de  la  imprenta, 
el  grabado  A  otro  medio  mecánico  de  publicación,  á  la  perpetr^icion 
de  los  delitos  comprendidos  en  dicho  Código,  incurrirán  en  la  pena 
inferior  en  dos  grados  á  la  señalada  al  detito;  y  si  á  la  provocación 
hubiere  seguido  la  perpetración  del  delito,  la  peña  de  la  provoca* 
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cioD  será  la  inmediatamente  inferíof  ea  grado  á  la  que  para  aquel 
eslá  señalada. 

En  la  sesión  de  31  de  Mavo  de  4870,  en  que  principió  á  discu- 
tirse en  su  totalidad  el  proyecio  del  Código  penal  feformado  en  el 
mismo  año,  el  Sr.  D.  Francisco  Silvela,  haciéndose  cargo  de  estas 
disposiciones,  exponía  lo  siguiente:  «Quiere  decir,  que  detrás  de 
cada  uno  de  los  delitos  comprendidos  en  el  Código,  puede  estar  la 
^provocación  directa  hecha  por  la  prensa^  y  que  á  esta  provOtacioD 
corresponde  la  pena  en  dos  grados  inferior,  y  si  es  seguida  de  la  eje* 
cucion  del  hecho,  corresponde  la  pena  inferior  en  un  grad^  No  bar 
privilegio  ninguno  á  favor  de  la  imprenta,  ni  en  la  pen7ni  en  el 
procedimiento;  en  todos  los  delitos  puede  tomarse  paiie  por  medio 
de  la  imprenta;  como  antecedente  de  todos  los  delitos  puede  apare- 
cer UD  periódico,  y  este  periódico  se  verá  complicado  en  la  perse- 
cución del  delito,  y  si  es  escaso  de  ingenio,  sí  no  encuentra  entre 
sus  redactores  uno  de  esos  escritores  acostumbrados  á  disfrazar  bajo 
una  forma  indirecta  los  ataques  que  diariamente  se  dirigen  en  este 
país,  á  causa  de  la  perturbación  en  que  se  encuentra,  y  en  que  se 
encontrará  por  mucho  tiempo  en  política,  al.  Gobierno  y  á  las  insti- 
tuciones vigentes;  si  no  tiene  entre  sus  redactores  uno  que  esté 
avezado  á  disfrazar  los  ataques  y  las  intenciones  directas  con  for- 
mas al  parecer  indirectas,  ese  periódico  se  encontrará  con  justicia 
dentro  de  las  prescripciones  del  Código  y  será  objeto  de  una  causa 
criminal  ordinaria;  pero  aun  cuando  tenga  entre  sus  redactores  uno 
de  esos  inteligentes  y  diestros  periodistas,  puede  verse  complicado 
con  suma  facilidad  en  la  causa,  sólo  con  que  baya  dudas  sobre  io 
más  ó  menos  directo  ó  indirecto  de  la  provocación,  y  verá  embarga- 
das las  máquinas  de  imprenta  y  comprometido  su  capital  en  el  pro- 
ceso, de  cuya  situación  saldrá  cuando  termine  la  causa  por  el  ñiero 
común,  y  saben  los  añores  Diputados  que  suele  ser  esto  muy  tairde. 
Esta  es  la  base  general  de  la  penalidad  de  imprenta.» 

A  estas  consideraciones  contestó  el  Sr.  Ministro  de  Grada  y  Jus- 
ticia lo  siguiente:  «Debo  llamar  la  atención  de  las  Cortes  sobre  un 
punto  que  es  el  principal  que  se  refiere  á  la  imprenta,  dejando  á  un 
lado  todos  los  especialísimos  ó  importantísimos  pi«ceptos  que  se  es- 
tablecen en  el  art.  12.  Me  refiero  á  los  dos  artículos  del  título  16, 
libro  2  del  Código  que  trata  de  las  disposiciones  generaietf.  ¿Qué 
se  castiga  en  estas  disposiciones?  No  se  castigan  como  se  castigaban 
por  las  leyes  anteriores,  todas  las  piovocaciones  que  por  la  impren- 
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ta  se  baciao  para  la  perpetración  de  ios  delitos,  sino  las  proYocacio* 

nes  directas. 

Aa  miooracion  de  peoa  que  se  establece  en  las  dos  disposicio- 
nes enuaciadas  respecto  de  los  delitos  de  imprenta,  es  indubitable, 
pnestoque  en  lugar  de  imponerse^  la  p^na  del  delito  consumado  al 
que  induce  á  otro  á  cometerlo,  como  se  establece  respecto  de  lo%  de- 
litos comunes,  se  le  impone  tan  sólo,  aun  en  el  caso  ^e  que  hubie- 
ra seguido  Ta  perpetración  del  delito  á  la  provocación,  la  pena  in- 
mediatamente inrertór  en  grado  de  las  correspondientes  escalas  pe* 
Ipiles,  y  si  no  se  hubiera  seguido  dicha,  perpetración,  la  inferior  en 
do»  grados.  Esta  minoración  de  penalidad  es  tanto  más  atendi- 
ble, cuanto  que  la  mayor  parte  de  los  detitos  que  se  cometen  por 
medio  de  la  imprenta,  se  refieren  á  provocaciones  ó  excitaciones  á 
noé  ó  varios  delitos,  ya  que  no  es  exacto,  como  se  sostuvo-en  Fran- 
cia, que  todos  ellos  estaban  reducidos  á  provocaciones,  excepto  los 
de  calumnia  6  injuria,  cuando  se  redactó  ta  ley  de  17  de  Mayo 
de  1819.» 

Las  disposiciones  expuestas  no  son  noa  novedad  introducida  por 
nuestros  legisladores  en  et  Derecho  penal.  Hállanse  de  antemano' 
.establecidas  en  varias  legislaciones  extranjeras. 

Ei  Código  penal  italiano  de  20  de  Noviembre  de  18S9,  en  su  ar- 
•  tíeulo  468  dispone,  que  el  que  por  medio  de  discursos  pronuncia- 
dos en  sitios  públicos,  ó  por  medio  de  estampas  ó  escritos  fijados  ó 
distribuidos  al  público,  hubiera  projocado  á  cometer  alguno  de  los 
crímenes  de  que  tratan  los  arts.  183  á  134  de  dicho  Código,  será 
castigado  con  la  pena  de  cárcel  por  dos  anos  y  con  multa  de  cuatro- 
mil  liras.  El  articulo  469  dispone,  que  el  que  con  alguno  de  los  me- 
dios indicados  en  el  aitículo  anterior,  hubiera  provocado  á  cometer 
cnalquier  otro  hecho  ilícito,  si  fuera  crimen,  sea  castigado  con  cár- 
cel por  nn  ano  ó  oon  multa  de  dos  mil  li|fas;  si  delito,  con  tres  me- 
ses de  cárcel  y  multa  de  50A  liras;  si  contravención  con  arresto  y 
reprensión  y  con  multa  de  cien  liras.  El  ^70,  que  sí  el  hech<^  puni- 
ble á  qnese  provoca  fuera  cometido,  el  culpable  de  la  proyocacion 
sufrirá  la  pena  del  cómplice,  salvo  otras  disposiciones  de  la  ley 
^  respecto  de  los  provocadores.  £1  471  dispone  que  .por  cualquier 
discurso  público,  escrito  ó  hecho,  no  comprendido  en  los  artículos 
anteriores,  que  exciten  el  desprecio  y  el  nkal  contento  contra  lasa- 
grada  persona  del  Rey  ó  de  ia  familia  Real  ó  contra  las  insítitucio- 
nes  consütueioiíales ,  se  impondrá  la  pena  de  cárcel,  confinamiento 
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tiene  lagar  en  los  etsos  de  que  el  autor  del  escrito  6  estampa  pftibU* 
eados,  do  fuere  cooocido  ó  no^iuvtere  domiciliado  en  España,  ó 
estaviem  exento  de  responsabilidad  críminat  con  arreglo  al  ártica* 
lo  8.*  del  Código  penal;  porque  si  enlil  primer  case,  no  fuere  res* 
ponsable  el  director,  podría  fácilmente  eludirse  el  castigo,, negando* 
se  éste  á  revelar  el  nombre  de  a<}ueJ;  en  los  demás  casos,  no  siendo 
posible  hacer  efectira  la  responsabilidad  criminal  en  el  autor  del  es- 
crito, ha  de  recaer  ésta  en  el  inmediato  responsable.  Tiene  también 
por  objeto  la  ley,  al  fijar  esta  exención,  que  no  se  unja  por  el  direc- 
tor que.  fué  el  autor  del  escrito  quien  se  hallaba  comprendido  §n 
ellas.  Es  consecuencia  lógica  de  esta  disposi6i9n,  que  tampoco  pue- 
da exigirse  la  responsai)ilidad  expresada  á  los  directores  cuando  es- 
tos se  encontraren  en  alguno  de  los  casos  mencionados.  Las  leyes 
especiales  de  imprenta  contenían  también  disposiciones  análogas  á 
las  anteriores. 

Son  responsables  en  tercer  lugar,  el  editor  también  conocido  y 
domiciliado  en  España  y  no  exento  de  responsabilidad  criminal  se* 
guQ  el  articulo  anteriormente  citado.  No  se  trata  aqui  de  los  edito- 
res responsables,  <f  de  las  personas  que  forman  un  periódico  asu- 
miendo sobre  si  la  responsabilidad  de  los  delitos  cometidos  por  me- 
dio de  éste,  pues  tal  clase  de  editores  ba  desaparecido  de  nuestras 
I^yes  sobre  imprenta,  sino  de  las  personas  que  toman  á  su  cargo  ó  á 
su.cuenta  y  riesgo  la  publicación  de  un  periódico  ó  de  una  oíira; 
bajo  este  concepto  no  pueden  considerarse  exentos  de  responsabiii-* 
dad,  puesto  que  han  aceptado  el  pensamiento  constitutivo  de  la  obra, 
y  hasta  la  manera  de  exponerlo.  Solamente  probando  su  ignorancia 
respecto  de  la  exposición  de  aquel  pensamiento  que  perpélró.el  de- 
lito, podrían  relevarse  de  la  pena. 

En  defecto  de  editores,  son  responsables  los  impresores,  euteo* 
diéndose  por  tales,  para  el  efecto  del  art.  14,  los  directores  ó  jefes 
del  establecimiento  en  que  se  haya  impreso,  grabado  ó  publicado 
por  cualquier  otro  medio,  el  escrito  ó  estampa  criminal. 

Aunque  es  libre  la  imprenta  y  por  consiguiente  potesta^jro  en 
todos  escribir  su  pensamiento,  dice  i^n  acreditado  comentarista,  no 
estando  á  merced  de  los  impresores  la  calificación  de  los  actos  jas-» 
ticiables,  en  ninguna  pena  pueden  éstos  incurrir  ^or  la  publicación 
de  pensamientos  ajenos,  de  cuya  criminalidad  no  tteen  conciencia; 
pero  como,  sin  embargo,  pudiera  ocurrir  que  diesen  pubiicidad  á 
esospensamientos maliciosamente  y  para  ocuKar  á  su  autor,  ó  i 
sabiendas  de  qoe  el  espíritu  de  ellos  era  criminoso,  el  art.  14,  de* 
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signa  ios  casos  en  que  gravita  sobre  ellos  la   responsabilidad. 

Igual  graduación  de  personas  responsables  se  designa  en  el  ar- 
tículo 205  del  Código  respecto  de  las  publicaciones  clandestinas  ó 
que  no  Uevan  pié  de  imprenta  ó  io  llevan  supuesto. 

También  nuestras  leyes  especiales  de  imprenta  venian  á  desig* 
nar  las  mismas  personas  responsables.  Además  alguna  de  ellas,  en 
el  caso  de  que  los  folletos  ó  papeles,  salieran  sin  el  nombre  de 
la  imprenta  ó  del  impresor,  mandó  proceder  contra  los  expende- 
dores y  los  que  los  dieran  para  Venderlos;  y  la  ley  de  13  de  Julio 
de  1857,  declaró  que  en  los  impresos  clandestinos  era  siempre  cóm< 
plice  del  delito  cometido  el  impresor. 

Es  digno  de  aplauso  que  en  el  Código  penal  no  se  baila  exten- 
dido hasta  dichas  personas  la  responsabilídafl  críihinal. 

Comparadas,  pues,  las 'disposiciones  sobre  delitos  comunes  del 
Código  penal^  limitadas  y  restringidas  en  los  términos  que  llevamos 
expuesto,  que  se  aplican  á  los  delitos  de  imprenta,  con  las  prescritas 
en  las  leyes  especiales  sobre  los  mismos,  es  necesario  reconocer 
que  si  bien  ofrecen  aquellas  los  inconvenientes  de  adoptar,  al  igual 
que  éstas,  la  falsa  teoría  de  la  responsabilidad  subsidiaria,  dependien- 
do el  castigo  del  culpable  de  la  circunstancia  fortuita  de  ser  ó  no 
posible  hacerse  efectiva  la  responsabilidad  criminal  en  otro  mayor 
culpable,  y  de  im|K)ner,  bajo  esta  falsa  teoría,  penas  corporales, 
que  habiendo  de  sufrirlas  necesariamente  aquel  á  quien  se  aplican, 
puede  ocurrir  que  padezca  el  ¡nocente  ó  el  menos  culpable,  al  paso 
que  en  la  législaeion  esoecial  de  imprenta,  al  menos  en  la  que  re- 
gia lUtimameiite,  impon^ndose  tan  sólo  penas  pecuniarias,  venian  á 
recaer  por  lo  común  en  el  culpable  verdadero  ó  en  primer  término; 
en  cambio  presenta  la  aplicación  de  aquellas  disposiciones  restrin- 
gidas del  Código  á  los  delitos  de  imprenta  las  ventajas  de  atender 
mayormente  al  fin  social  y  de  ofrecer  mayor  fijeza  en  la  calificacita 
de  los  actos  punibles  y  en  la  proporción  respecto  del  castigo,  ga- 
rantías que  no  presentan  las  leyes  especiales,  las  cuales  aumentan  ó 
disminuyen  frecuentemente  aquellos  actos  y  las  responsabilidades 
criminales,  por  ser  inspiradas  por  las  circunatancias  poli  ticas  del  mo- 
mento, y  son  sustituidas,  derogadas  y  modificadas  á  voluntad  de  los 
gobernantes,  conforme  á  sus  intereses  ó  temores  en  la  esfera  política. 

José  Yícente  y  GaravaDles. 

TOMO  xLjn.  S6 
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BREVES  OBSERVACIONES 

sobre  los  artienlos  qae*deb«tt  reformarse  en  laliejr  ds 

Enjaioiainlexito  penal.  * 


INTRODUCCIÓN 

AL  KSTÜDIO  CRÍTICO  DE  LA  MODERNA  LEY  DE  ENJUICIAMÍENTO  PENAL. 

La  tendencia  de  los  antiguos  romanos  á  poner  de  relteVe  los  de- 
fectos de  su  legislación  por  actos  conformes  á  su  letra  y  contrarios 
á  su  espíritu,  coadyuva  á  realizar  importantes  reformas,  que  la  hi* 
cieron  tan  filosófica  como  adecuada  á  un  pueblo  culto. 

El  célebre  patricio  que,  abasando  de  su  riqueza,  repartía  bo- 
fetones y  sueldos  para  ridiculizar  la  exigua  pena  estableada  en  la 
ley  de  las  Doce  Tablas  y  los  que  escribían  en  circulo  los  jiombres 
de  sus  libertos,  para  eludir  las  limitaciones  de  la  Fusia  Caninia  y 
Elia  Sensia,  prestaban  un  servicio  á  su  país,  aunque  en  sentido  poco 
respetuoso  al  principio  de  autoridad. 

Los  que  acatando  el  derecho  escrito  disertamos  sobre  los  mejo- 
res medios  de  realizar  sus  elevados  fines,  sin  debilitar  su  eficacia 
ni  excitar  á  la  desobediencia,  pretendemos  'ser  tan  amantes  como 
aquellos  de  las  útile3  reformas  y  algo  más  patriotas,  aunque  menos 
humoristas.  * 

En  este  concepto  se  ha  permitido  el^ue  suscribid  indicar  los 
artículos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento -penal  que  en  su  sentir  debea 
ser  mejorados;  sin  elevarse  á  coi»ideraciones  sociales  y  políticas, 
más  propias  de  una  discusión  parlamentaria  que  de  la  pluma  dé 
A  oscuro  letrado ;  limitándose  á  pedir  congruencia  y  armonía  en- 
tre los  artículos  de  una  misma  ley,  para  que  sea  fácil,  constante  y 
una  su  práctica  en  todos  los  Tribunales  donde  aquel  ejerza  su  hou* 
rada  profesión. 

Cuando  un  país  se  halla  definitivamente  constituido,  sabemos  á 
quien  deben  dirigirse,  modesta  y  respetuosamente,  estas  excitacio- 
nes; mas  en  el  estado  en  que  nuestra  nación  se  encuentra,  no  ve- 
mos otro  medio  que  Ianzarla3  á  la  atmósfera,  por  si  quisieren  uti- 
lizarlas los  que  se  tomen  el  dificil  cargo  de  gobernarnos  y  consti- 
tuirnos. 
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Esta  es  |a  razón  de  no  dedicar  nuestro  pobre  trabajo,  á  nÍDgun 
poder,  sino  á  nuestros  queridos  compatricios,  y  especialmente  á 
nuestros  companeros,  que  sufren  como  nosotros  el  diuturno  tor- 
mento de  interpretar  y  aplicar  una  legislación  cada  ve^  más  move- 
diza y  descuidada.  *  ^    * 

Hemos  calificado  á  la  que  comentamos  Ley  de  Enjuiciamieiito 
penal;  porque  así  se  llama  propiamente  el  Cédigo  á  cuya  aplicación 
está  consagrada,  y  a«í  debiera  también  llamarse  el  Tribunal  en 
que  uno  y  otro  tienen  su  ejercicio;  pues,  bien  mirado,  al  decir 
•Sala  de  lo  criminal,  no  se  habla  en  verdad,  ni  siquiera  en  buen 
castellano. 

£1  epíteto  penal  aplicado  al  Código  ó  ley  sustantiva,  á  la  adje- 
tiva y  ¿  la  Sala  armoniza  esta  nomenclatura,  purgándola  de  contrac- 
ciones violentas  y  vicios  gramaticales. 

Procedamos  ya  al  prometido  exámen«de  algunos  artículos. 

Breves  observaciones  sobre  los  artículos  qne  deben 
reformarse  ea  la  Ley  de  Enjuiciamiento  penal. 

ARTÍCULOS  12,  13,  14  Y  15. 

«Estando  pendiente  la  acción  penal,  no  podrá  ejercitarse  sepa- 
radamente la.  civil,  hasta  qne  aquella  haya  sido  resuelta  por  sen- 
tencia firme;  pero  el  interesado  podrá  ejercitar  eñ  la  causa  hast| 
el  trámite  de  calificación  del  delito  inclusive  la  acción  civil,  si  an- 
tes no  la  hubiese  renuciado. 

«Pendiente  la  acción  civil,  podrá  ejercitarse^eparadamente  la 
penal;  más  en  este  caso  se  suspenderá  el  curso  de  aquella  hasta  que 
la  penal  sea  resucita  por  sentencia  firme. 

»En  ningún  caso  será  necesario,  para  el  ejercicio  de  la  acción 
penal,  que  haya  precedido  el  de  la  civil  procedente  del  mibmo  de- 
lito 6  falta. 

vLa  extinción  de  la  acción  penal  no  llevará  consigo  la  de  la  ci- 
vil, á  no  ser  que  la  extinción  procediese  de  haberse  declarado  por 
sentencia  firme  que  no  existió  el  hecho  de  que  la  civil  hubiese 
podido  nacer. 

»En  los  demás  casos,  la  persona  á  quien  la  acción  civil  cor- 
respondiese, podrá  ejercitarla  en  tiempo  y  forma  contra  quien  e$«- 
tnviere  obligado  á  la  restitución  de  la  cosa,  reparación  del  daño  ó 
indemnización  del  perjuicio  sufrido.» 


S04  RITISTA  DE  LS6ISLACI0H. 

Comentario. 

Gaando  esperábamos  de  esta  ley  naa  resoluctoQ  derogatoria  de 
las  disposiciones  y  prácticas  que  co&cediao  prelacioD  á  las  acciones 
criminales  sobre  las  civiles  j|acidas  de  on  mismo  hecho,  nos  vemos 
sorprendidos  por  una  declaración  confirmatoria  con  el  doloroso 
aditamento  de  poderse  obtener  ejecutorias  opuestas  en  á^bos  jai* 
cios,  para  honra  y  gloria  de  la  magistratura  y  edificación  de  los 
litigantes. 

Sírvanos  de  ejemplo  un  litigio  sobre  sucesión  testada  convertido 
en  proceso  criminal  por  haber  denunciado  como  falso  ci  testamento. 

Dos  testigos  contestes  producen  plena  prueba  eo  causas  crimi- 
nales; tres  al  menos,  se  necesitan  en  las  civiles,  y  áua  estos  no 
bastan  en  el  negocio  que  nos  ocupa.  ¿Por  qué,  pues,  s^  ha  de  dar 
preferencia  al  criterio  penal,  siendo  más  falible  que  el  civil? 

En  esta  clase  de  juicios  el  débale  es  mancho  más  amplio,  equita- 
tivo y  solemne.  Hay  en  él  mejores  medies  de  depurar  la  verdad. 
El  interés  del  colitigante  es  superior  ül  del  público  y  al  del  Minis- 
terio fiscal;  mas  si  se  teme  que  el  vivo  calor  del  litigio  se  trueque 
en  dulce  calma  por  medio  de  una  transacción  y  se  encubran  los 
delitos  por  asegurar  el  cumplimiento  de  lo  pactado;  bien  pudiera 
darse  intervención  á  aquel  celoso  Ministerio  desde  que  se  indica  la 
existencia  de  uñ  hecho  criminal,  para  imposibilitar  todo, medio  de 
retractación  ú  ocultación  de  datos  ya  descubiertos,  y  asi  se  utili- 
zarían para  la  causa  posterior  todos  los  que  el  calor  ó  la  malevo- 
lencia de  los  liti^ntes  hubiera  facilitado  en  el  pleito. 

Esta  es  casi  siempre  una  lucha  acérrima,  en  que  se  utilizan  to- 
dos Jos  medios,  y  es  necesario  no  proporcionarlos  tales,  que  puedan 
cambiar  la  faz  del  negocio  y  la  condición  de  los  litigantes;  porque 
'de  seguro  se  usarán  con  demasiada  frecuencia  y  sobrada  nñda  fé. 

Hasta  el  sol  se  parte  equitativamente  en  los  duelos,  para  que 
no  ilumine  mejor  á  un  combatiente  que  al  otro,  ni  deshimbre  á  ano 
de  los  dos.  Y  siendo  el  litigio  un  combante  encarnizado,  debe  evi- 
tarse cuanto  sea  posible  el  hacer  de  peor  condición  á  une  de  los 
litigantes.  ^ 

En  el  asunto  citado,  por  ejemplo,  la  buena  fama  del  Eseribano 
que  autorizó  el  testamento  vale  más  que  las  declaraciones  de  los 
testigos  instrumentales,  si  aquel  concuerda  con  su  original,  segaa 
la  ley  ii4,  tít.  i 8,  Partida  3.'  ¿Y  será  indiferente,  dejará  de  influir 
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contra  esta  bncna  fama  el  proceso,  la  prisión  y  consiguiente  escán- 
dalo? ¿Tendrán  iguales  medios  de  litigar,  disfratiirán  igual  res- 
peto, podrán  vencer  la  natural  inercia  de  los  testigos  buenos  y 
contratar  la  audacia  de  los  maíos  un  litigante  y  un  E^ríbano  pre- 
sos, como  estq^  mismos  en  libertad?  ¿Podrá  compararse  la  esfera 
de  acción  de  un  denuindaate  libre  y  un  demandado  preso  ó  vi- 
ceversa? 

/  Cuando  el  delito  es  notorio  y  solóse  duda  sobre  la  delincuen- 
cia, puede  tener  alguna  prisa  la  sociedad  por  la  reparación  y  el  cas- 
tigo; roa3  hallándose  subjudiee  la  autenticidad  ó  falsedad  de  un  do- 
cumento, no  se  concibe  esa  prisa;,  pues,  como  suele  decirse,  en  bue- 
nas manos  está  la  cuestión,  y  no  ha  de  salir  de  ellas  sin  depurarse 
la  verdad  y  adoptarse^el  mejor  partido. 

La  sociedad  que  ha  visto  un  cadáver  cosido  á  (Puñaladas,  adquie- 
re desde  luego  el  más  vivo  interés  en  el  descubrimiento  y  castigo  de 
presunto  criminal;  pues  bien  comprende  que  tantas  y  tales  lesiones 
no  pudo  causárselas  el  difunto,  ni  otro  en  justa  defensa,  sino  que 
necesariamen tensón  producto  del  ensañamiento. 

Mas  si  oye  decir  que  tal  documento  no  debe  valer  por  ser  apó- 
crifo ó  falso,  y  esto  lo  oye  de  labios  de  un  deudor  ó  de  otro  interesa- 
do, podrá  tener  duda,  pero  ninguna  alarma  ni  cosa  parecida,  es- 
perando tranquilo  á  que  por  autoridad  competente  se  decida  si  ha- 
bia  ó  nó  delito;  para  en  el  primer  caso,  que  es  cuando  nace  la  alar- 
ma y  la  necesidad  del  desagravio,  emprender  la  persecución  del  de- 
lincuente. 

No  hay  dificultad, en  el  procedimiento  civil  que  no  se  salve  por 
la  intervención  del  Ministerio  fiscal,  al  paso  que  son  infinitos  é  in- 
numerables los  iüconvenientes  que  produce  el  hacer  desigual  la  con- 
dición de  los  litigantes  y  el  poner  en  manos  del  más  temerario  y  de- 
sesperado de  ellos  la  facultad  de  paralizar  el  litigio,  afligir  y  humi- 
llar á  su  adversario. 

Nada  hay  más  inmoral  y  disolvente  que  dos  ejecutorias  contra- 
rias sobre  un  mismo  hecho;  y  esto  sólo  se  evita  tomando  por  fun- 
damento la  una  para  la  otra. 

Siendo  la  más  ancha  base  el  juicio  civil  ordinario,  de  él  debe 
partir  el  criminalcuando  le  deba  su  origen. 

Seguros  estamos  de  las  saludables  consecuencias  de  esta  teoría, 
asi  como  conocemos  los  pésimos  efectos  de  la  contraría,  que  viene 
haciendo  fortuna,  como  durante  algún  tiempo  la  hicieron  las  leyes 
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qac  esUblecían  el  tormento  para  arrancar  la  confesión  i  los  pro* 
cesados,  la  prueba  del  duelo  ó  juicio  de  Dios,  la  del  agua  caUenle  y 
la  f  egla  de  do  admitir  otros  testigos  que  los  del  acusador,  i  la  cnal 
se  dá  mucho  aire  la  que  oos  ocupa. 

Diráse,  acaso,  en  su  defensa,  qne  si  bien  dos  testigos  coatestes 
hacen  plena  prueba  en  los  casos  comunes,  no^dejarin  de  conocer  j 
apreciar  los  Tribunales  la  índole  especial  de  los  documentos  á 
que  aquellos  se  refieran^  para  no  dar  á  sus  declaraciones  mis  lu- 
gar del  que  en  el  orden  civil  merezcan. 

Pues  siendo  esto  así  ¿por  qué  no  se  espera  á  que  en  este  orden  y 
por  su  propio  procedimiento  sean  jtpreciados  los  testimonios? 

La  prelacion  concedida  á  las  actuaciones  criminales  se  hace  hoy 
más  peligrosa  en  negocios,  cuya  esencia  es  civil,  con  la  interven- 
ción de  Jueces  legbs  en  el  juicio  penal;  pues  siendo  de  estos  la  de- 
cisión sobre  los  hechor  y  habiendo  de  ajustarse  i  ella  la  sentencia  de 
la  sección,  vendría  á  quedar  resuelta  ó  prejuzgada  por  el  Jurado 
una  dificilísima  cuestión  civil. 

ARTÍCULO  22. 

■ 

«Podrán  ser  habilitados  como  pobres: 

»!.*    Los  que  vivan  de  un  jornal  ó  salario  eventual. 

»2/  Los  que  vivan  sólo  de  un  salario  permanente  ó  de  un 
sueldo,  cualquiera  que  sea  su  procedencia,  que  no  exceda  del  do- 
ble jornal  de  un  bracero  en  el  pueblo  cabeza  del  partido  judiciid 
del  domicilio  de  los  que  solicitaren  la  habilitación. 

»3.*  Los  que  vivan  sólo  de  rentas,  cultiva  de  tierras  ó  cria  de 
ganados,  cuyos  productos  sean  menores  que  el  jornal  de  dos  brace- 
ros en  la  cabeza  del  mismo  partido  judicial.  • 

»4.*  Los  que  vivan  sólo  del  ejercicio  de  cualquiera  profesión  ó 
industria,  ó  de  los  productos  de  cualquier  comercio,  por  los  cuales 
les  corresponda  pagarle  contribución  una  cantidad  inferior  á  la 
fijada  en  la  siguiente  escala  etc.» 

Comentario. 

Tomado  este  artículo  de  la  ley  de  Enjuiciamiento  civil,  tiene 
los  mismos  defectos,  y  ha  de  producir  igual  desorden  en  la  prác- 
tica. El  precio  de  los  jornales  es'  tan  vario,  que  de  tres  reales  pasa 
á  8,  de  4  á  10,  según  las  estaciones  y  las  faenas;  si  en  esta  dtsposi* 
cion  se  ha  querido  indicar  el  término  medio  de  tales  alternativas,  * 
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ba  debido  6jar,se  ó  mandar  fijarlo  en  cada  Juzgado,  previo  acopio 
de  dalos  estadísticos  relativos  á  un  quinquenio  ó  década;  pues  de  lo 
contrario,  se  dará  frecuentemente  la  escandalosa  contradicción  dei 
ler  declarado  ri€0  un  procesado,  cuya  renta  no  llega  á  9  reales, 
porque  excede  del  doble  jornal  estimado  á  4,  y  pobre  en  otro  juicio,' 
acaso  ante  el  mismo  Tribunal  y  con  pocos  días  de  diferencia,  por 
no  llegar  al  doble  jornal  estimado  á  5  sin  haber  variado  de  fortuna. 
Es  además  enojoso  tener  que  probar  no  sólo  el  hecho  particular 
ó  proposición  menor,  sino  el  general  ó  mayor,  que  puede  estar  pre« 
fijado  para  todos  los  pleitos  y  causas,  descargándoles  de  esta  pesada 
parte  de  prueba  sumamente  insegura  y  ocasionada  á  contradic* 
cienes,  arbitrariedades  y  estériles  recursos* 

ARTÍCULO   39. 

«El  declarado  pobre  deberá  pagar  los  gastos  de  su  defensa: 
«1/    Siempre  que  por  resultado  de  la  causa  pergibiesc  alguna 
eantidad.  En  este  cajso  será  destinada  la  tercera  paite  de  lo  perci* 
bidoal  pago  de  los  expresados  gastos  en  la  porción  que  fuere  nece- 
saria. 

»Sí  dicha  tercera  parte  fuese  menor  que  el  total  de  los  gastos, 
no  se  destinará  mayor  p%rte  á  su  pago,  habiendo  de  aplicarse  aque* 
lia  á  prorata  á  las  partidas  qne  los  compongan. 

»á.*    Siempre  que  se  justifique,  por  los  que  tengan  derecho  á 
los  gastos  expresados,  que  durante  la  causa  se  encontraba  el  decía-  ^ 
rado  pobre  en  alguno  de  los  casos  en  que  no  deben  otorgarse  los  be- 
neficios de  la  defensa  en  este  concepto. » 

Comentario. 

Esto  equivale  á  volver  á  ventilar  la  pobreza,  á  instancia  de  per- 
sonas que  han  sido  parte  por  sí  ó  por  otros  en  el  juicio. 

Parécenos  poco  conveniente  esta  revisión  de  vn  hecho  ejecuto- 
riado. Si  seha  querido  hablar  del  pobre  que  ha  venido  á  mejor 
fortuna  durante  el  proceso,  no  se  ha  expresado  4>ien,  ni  era  nece- 
sario, puesto  que  es  condición  natural  de  todas  las  declaraciones  de 
pobreza. 

ARTÍCULO  40. 

•Las  notificaciones,  citaciones  y  emplazamientos  que  se  practi- 
caren fuera  de  los  estrados  del  Juzgado  ó  Tribunal,  se  harán  res* 
pectivamente  por  un  alguacil  ó  por  un  oficial  de  Sala.» 
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Comentario. 

Las  notificacibnes  de  providencias  que  ctasan  eslado  y  que  din 
locará  recursojty  cuya  interposieioQ  prescribe  en  ira  breve  término, 
deberían  ser  practicadas  por  el  Secretario  para  mayor  solemnidad 
y  garantia.  No  conoce  las  cualidades  generales  de  esos  otros  de- 
pendientes de  Juzgados  de  ittstruecion''y  municipales,  quien  les  en- 
comienda tan  delicadas  funciones;  y  aun  cuando  se  mejore  este  per- 
sonal por  la  instalación  de  los  Tribunales  de  partido,  será  siempre 
necesario  valerse  de  órdenes  á  los  instructores  y  municipales,  que 
vendrán  á  cumplirse  por  alguaciles  y  porteros  incapaces  de  practi- 
car coa  la  debida  exactitud  y  discreción  tales  diligencias.  Si  se 
deseaba  descargar  á  los  Secretarios  del  trabajo,  algunas  veces  su- 
perior á  sus  fu  erzas,  de  hacer  todas  las  notificaciones  á  domicilio, 
se  podian  exceptuar  muchas  de  ellas,  obligando  á  los  interesados  á 
concurrir  á  Iq$  estrados  á  recibirlas,  previa  requerimiento  por  al- 
guacil. • 

ARTÍCULOS  62  T  63. 

«Cuando  hubieren  sido  remitidos  de  oficio,  el  Juez  ó  Tribunal 
que  los  hubiese  recibido,  acusará  inmediatamente  el  recibo  al  re- 
mitente. 

»ÉI  Juez  ó  Tribunal  que  recibiese  un  suplicatorio,  exhorto  ó 
^  mandamiento,  lo  cumplirá  con  preferencia  á  toda  otra  ocupación,  á 
no  ser  que  por  ello  se  perjudicare  su  propia  competencia.» 

Comentario. 

• 

*  ¿Quién  cree  en- la  eficacia  de  esta  obligación  y  qué  responsabi- 
lidad producirá  ínterin  no  se  establezca  un  sello  de  correos  que 
obligue  á  los  carteros  á  recoger  y  trasmitir  el  recibo  de  la  coma- 
nicacion  al  punto  de  partida?  Si  esto  no  se  preceptúa,  es  porque  no 
se  trata  de  cortar  radicalmente  el  actual  desorden.  De  las  que  se 
conducen  personalmente,  por  los  interesados,  no  basta  el  aviso 
del  portador,  que  puede  ser  inexacto,  convendria  exigir  recibo  al 
funcionario  á  quien  se  entreguen  y  remitirlo,  cpmo  deciamos,  al 
punto  de  partida  por  vía  de  aviso  y  resguardo. 

ARTÍCULO  76. 

«El  Secretario  dará  cuenta  al  Juez  ó  Tribunal  de  todas  las  pre- 
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tensiones  escritas»  en  el  mismo  dia  en  qne  le  faerea  entregadas,  si 
esto  sucediere  ¿ntes  de  las  koras  de  audiencia,  ó  dorante  ésta,  ó  al 
siguiente,  si  se  le  entregaren  después.» 

Cimeniario. 

Falta  exigir  la  firma  del  interesado;  pues  de  otro  modo  podrá  Te- 
char el  Secretario  la  nota  cuando  dé  cuenta,  aunque  se  hubiese  re- 
cibido mucho  ¿ntes  el  pedimento. 

ARTÍCULO  427. 

4  , 

«El  Tribunal  que  hubiese  dictado  la  sentencia  firme  en  que  se 
impusieren  las  costas  al  Ministerio  fiscal,  la  pondrá  inmediatamente 
en  conocimiento  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia,  acompañando 
la  nota  de  la  tasación  y  regulación  de  los  gastos  en  qne  aquellas  con- 
sistieren para  los  efectos  oportunos.» 

Comentario, 

Podría  creerse  que  esta  óomunicacion  tutiera  el  único  objeto  dé 
sentarla^en  la  hoja  histórica  del  funcionario,  si  no  hubiese  ,de  con- 
tener precisamente  la  nota  de  tasación  y  regulación  de  gastos,  que 
parece  conducir  á  facilitar  su  exacción;  más  el  lenguaje  enigmáti- 
,co  usado  al  fin  del  artículo,  deja  en  duda  cuáles  sean  lo$  efectos 
oportunos;  y  como  tampoco  se  marea  el  procedimiento  para  la  rea* 
lizacion,  ni  se  sujeta  al  Ministerio  fiscal  al  apremio  ordinario;  algu- 
nos se  inclinarán  á  creer  que  han  de  acudir  al  Ministerio  á  recibir 
la  indemnización  por  cuenta  de  los  haberes  /iel  deudor;  otros  que 
deben  ejercitar  su  acción  ante  el  Juez  encargado  del  cumplimiento 
de  la  sentencia,  y  habrá  Jueces  que  se  juzguen  incompetentes  para 
proceder  contra  el  Ministerio  fiscal,  y  otros  que  lo  intenten  y  se 
vean  en  conflictos  por  la  falta  de  expresión  y  claridad  de  este  ar- 
ticulo. 

ATÍGULO  132. 

«La  requisitoria  se  remitirá  á  los  Jueces,  se  publicará  en  los  pe- 
riádicos,  y  se  fijará  en  los  sitios  públicos  mencionados  en  el  artícu- 
lo 339,  uniéndose  á  los  autos  el  original  y  un  ejemplar  de  cada  pe- 
riódico en  que  se  hubiere  publicado. » 

Comentario.  ■ 

No  se  dice.á  qué  Jueces  se  ha  de  dirigir  la  requisitoria.  Es  de 
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inferir  que  sean  ios  de  los  pueblos  donde  hayan  dicho  los  interro* 
gados»  según  el  art.  46,  poder  bailarse  los  reos;  pero  debería  ex- 
presarse con  entera  claridad. 

ARTÍCULO  155  k   161. 

«El  que  presenciare  la  perpetración  de  cualquier  delito  púbRco, 
estará  obligado  á  ponerlo  inmediatamente  en  conocimiento  del  Juez 
de  instrucción.  Juez  municipal  6  funcionario  fiscal  má3  próximos 
al  sitio  en  que  se  hallare,  bajo  la  multa  de  5  ¿  50  pesetas. 

«Estarán  exentos  de  la  obligación  establecida  en  el  artículo  an- 
teríor: 
ni/    Los  que  no  gozaren  del  pienó  uso  de  so  razón. 
»9.'    Los  impúberes. 
»3/    Los  ministros  de  los  coitos. 

»4.*    Los  Jtieces  y  funcionarios  que  de  oficio  deben  proceder. 
«Gozarán  también  de  la  exención: 
»1.*    El  cónyuge  del  delincuente. 

vS.**  Los  ascendientes  y  descendientes  consanguíneos  ó  afines 
del  delincuente,  sus  colaterales  consanguíneos  hasta  el  cuarto  grado 
inclusive,  y  los  afines  hasta  el  segundeo,  también  inclusÍTe.» 

»Los  que  por  razón  de  sus  cargos,  profesiones  d  oficios  tuvieren 
noticia  de  algún  delito  público,  estarán  obligados  á  denunciarlo 
icmediatamente  al  Tribunal  competente  ó  al  Juez  de  instrucción, 
ó  en  su  defecto  al  municipal  ó  al  funcionario  del  Ministerio  fiscal  del 
sitio  en  que  se  hallare,  ó  al  funcionario  de  policía  más  próximo  al 
mismo  sitio,  si  se  tratare  de  un  delito  flagrante. 

«Los  que  no  cumpliesen  esta  obligación,  incurrirán  en  la  multa 
señalada  en  el  art.  155. 

«Si  la  omisión  en  dar  parte  fuese  de  un  profesor  de  medicina, 
cirujia  ó  farmacia,  y  el  delito  de  los  comprendidos  en  el  título  8.*  ó 
en  el  art.  483,  ó  en  el  capítulo  3.*  del  tít.  12  del  libro  2.*  del  Có- 
digo penal,  la  multa  no  podrá  bajar  de  25  pesetas. 

«Si  el  que  hubiese  incurrido  en  la  omisión  fuese  empleado  pú- 
blico, se  pondrá  además  en  conocimiento  de  su  superior  inmediato 
para  los  efectos  á  que  hubiere  lugar  en  el  orden  administrativo.» 

I 

Comentaría. 

No  definiéndose  lo  que  es  delito  público,  parece  referirse  al  que 
dá  lugar  á  procedimiento  de  oficio,  en  cuyo  caso  la  calificación  cua- 
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dra  mejar  á  la  acción  que  al  hecho;  puesbien  póede  ser  muy  públi- 
co éste  y  DO  estar  comprendidos  los  presenciales  én  el  artículo,  es 
decir  en  su  espirilu,  aun  cuando  lo  estén  en  sus  palabras^  De  todos 
modos  y  sin  prejuzgar  ia  cuesttoia  de  moralidad,  qué  tocafemos  des- 
pués, puede  asegurarse,  que  el  adjetivo  público  aplicado  al  delito 
enjendra  oscuridad,  y  que  la  omisión  penada  en  el  art.  185  de  esta 
ley  debería  estarlo  en  el  libro  correspondiente  del  Código;  siendo 
poco  disciplinaria  una  corrección  que  no  recae  sobre  dependiente 
ó  subalterno  del  Tribunal,  ni  sobre  funcionario  ó  auxiliar  que  por 
razón  de  ofícip  interviene  en  la  causa,  sino  sobre  un  particular,  que 
por  acaso  ha  presenciado  el  delito  y  á  quien  en  este  sentido  se 
quiere  hacer  responsable  hasla  cierto  punto  de  ocultación. 

Y  no  es  indlTerente,  por  leve  que  parezca  la  pena,  la  conside- 
ración de  ordinaria  ó  disciplinaria,  pues  en  este  segundo  caso  hay 
mucho  menos  tugará  defensa,  y  el  particular  á  quien  no  debemos 
atribuir  ó  aponer  el  contacto  con  los  Tribunales,  ni  los  extraordina- 
rios medios  de  defensa'que  tiene  el  curial,  á  quien  se  impone  una 
corrección  disciplinaria,  es  muy  perjudicado  al  colocarle  en  esta 
linea. 

Seria  mejor  que  al  tratar  do  la  ocultación  en  su  respectivo  pá- 
irftulo  del  Código,  se  marcase  la  responsabilidad  de  los  que  presen- 
cian y  callan-  ciertos' delitos.     . 

No  es  esto  convenir  en  el  establecimiento  de  tal  pena.  Creíamos 
ser  un  adelanto  en  la  ciencia  juridíca  el  no  ver  estampada  aquella 
ni  otra  semejante  en  nuestro  Código,  y  con  dolor  la  hemos  leído  en 
lugar  menos  oportuno. 

Siendo  el  principal  objeto  de  la  legislación  penal  el  mejoramien- 
to de  las  costumbres,  no  creemos  que  contribuya  á  este  fin  el  hacer 
á  todos  los  hombres  delatores. 

Apenas  puede  conseguirse  que  digan  verdad  cuando  son  inter- 
rogados en  juicios  penates,  y  antes  de  corregir  este  vicio,  ¿queremos 
avanzar  á  hacer  obligatoria  la  delación? 
.  day  clases  ilustradas  aspirantes  al  titulo  de  modelos  de  moral, 
que  se  honran  con  hacer  ciertas  protestas,  cuando  son  obligados  ¿ 
declarar  en  tah»  causas.  ¿T  queremos  que  sus  discípulos  é  imita- 
dores denuncien  espontáneamente  los  delitos? 

£1  que  por  flaqueza  ó  caridad  mal  entendida  hubiere  dejado  de 
denunciar  un  hecho  punible,  tendrá  que  insistir  en  la  negativa,  si 
es  citado  como  testigo,  para  no  cargar  con  4a  responsabilidad  ya 
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t 

coDtraida;  y  se  perderá  uo  testimonio,  que  acaso  $erfa  el  eompie- 
mento  de  la  prueba  si  lo  prestase. 

Bien  puede  asegurarse  que  la  anterior  legislación  estaba  más  eá 
armonía  en  oste  punto  coa  la  moral  y  con  los  sentimientos  y  proce- 
dimientos de  nuestra  époGí^ 

ARTÍCULO  162* 

«El  denunciador  no  contraerá  en  ningún  caso  otra  res[)oo§ahili- 
dad  que  la  correspondiente  á  los  delitos  que  hubiese  cometido  por 
medio  de  la  denuncia,  ó  con  su  ocasión.» 

r 

« 

Comentario. 

El  delito  que  más  inmediatamente  so  deriva  de  la  viciosa  de- 
nuncia es  el  de  calumnia,  y  si  á  él  alude  este  artículo  como  excep- 
ción, carece sde  oportunidad;  pues  parece  haberse  escritj^  para  disi- 
par el  temor  que  pudieran  abrigar  los  denunciadores  de  no  probar 
el  hecho  punible,  en  cuyo  caso,  á  más  de  inoportuno,  es  perjudiciaL 
Y  si  sólo  tiende  á  indicar  que  no  les  es  obligatoria  la  prueba  ni  res- 
pondieran más  que  de  los  extragos  que  produzca  su  delación;  ha  de- 
bido explicarse  con  mucha  mayor  claridad;  pues  l&abrá  quien  de  ese 
artículo  deduzca  la  completa  impunidad  *de  los  falsos  delatores,  y 
quien  no  se  atreva  á  denunciar  verdaderos  delitos  por  temor  de  esa 
responsabilidad,  que  se  apunta  y  no  se  explica. 

Para  dejar  en  su  lagar  los  artículos  del  Código  rererentes  á  las 
denuncias  calurhniosas  ó  falsas  delaciones,  no  habia  nec^idad  de 
establecer  una  regla,  al  parecer  contraria,  y  luego  salvadas  á  ma- 
nera'de  excepción. 

Si  cuando  necesitaban  los  calumniadores  valerse  del  preteslo 
de  la  vindicta  pública  ó  de  la  conservación  de.  las  b«tenas  costum- 
bres, no  faltaban  falsas  delaciones,  ¿qué  será  si  se  les  estimula  por 
el  art.  ISff  y  se  les  declara  casi  irresponsables  en  el  1627 

En  una  sociedad  agitada  por  continuas  disensiones  políticas  j 
en  localidades  corrompidas  por  el  incesante  juego  de  perturbadopas 
alternativas  personales,  no  se  debe  poner  el  Ministerio  judicial  á 
discreción  de  emponzoñadas  rivalidades,  por  medio  de  leyes  que 
puedan  converjUrlo  en  instrumento  de  venganza.  T  esto  sucedería, 
si  impunemente  pudieran  hacerle  proceder  sin  fundamento  contni 
determinadas -personas,  cuya  inocencia  fuera  acaso  más  difícil  de 
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probar  qne  el  delito,  pues  esta  es  cualidad  negativa;  las  negaciones 
no  se  prueban  completamente,  y  no  siempre  hay  á  mana  coharta- 
das poderosas  4soa  qué  acreditar  Ta  afirmación  cootrariji. 

Aigmios  siglos  hace  que  el  jnmortal  Cervantes  encomió  la  uti- 
lidad de  ios  alcahoetes,  y  nuestra  sociedad  ado  no  les  ha  concedido 
patenle'de  honradez.  Es  probable  que  lo  mism^  suceda  á  los  soplo- 
nes, sin  quesean  más  afortunados-  en  su  acKmatacion  los  autores 
de  esta  ley  que  lo  ha  sido  aquel  ilustre  ingenio  en  la  de  sus  para- 
ninfos. 

Auméntese,  en  buen  hora,  el  rigor  de  las  penas  contra  ios  que 
bllen  á  la  yerdad  ó  se  nieguen  á  declarar  io  qute  sepan  sobre*  he- 
chos crimtáales.  No'se  perdone  al  ofendido  cuando  en  calidad  de 
testigo  desfigure  los  sucesos  para  agravar  la  respon^lMlidad  del 
presunto  reo;  pero  no  se  obligue  ai  simple  ciudadano  á  ejercer 
funciones  fiscales,  ó  exceptúense  al  menos  los  casos  en  que  sea 
moralmente  reprobada  su  espontaneidad,  cooio  en  riñas  casuales, 
duelos,  etc. 

Acaso  se  me  dirá  que  no  puede  perseguirse  como  calumniador 
ó  falsa  testigo  al  ofendido,  por  lo  que  alterase  la  relación  de  los 
hechos,  sin  hacerle  de  inferior  condición  ai  reo,  que  puede  impu- 
nemente faltar  á  la  verdad.  Pero  e&de  notar,  que  el  dicho  de  éste 
carece  de  fuerza  probatoria,  ai  paso  que  el  de  aquel  ejerce  una 
gran  influencia  en  el  juicio,  y  que  si  la  inexactitud- del  ofendido 
propendiese  sólo  i  defenderse  deajgun  carga  que  pudiera  resultar- 
le, gozaria  la  misma  impunidad  que  el  ofensor,  por  la  regla  dQ  no 
estar  obligado  á  acusarse;  pero  únicamente  «n  lo  relativo  á  su  pro-* 
pía  defensa  ó  á  la  preterición  de  sos  propios  delitos  y  no  en  cuanto 
á  hechos  ó.circunstancias  que  no  vengan  en  su  defensa,  sino  'á  em* 
^eorar  la  condición  del  acusado. 

No  se  puede  negar  el  carácter  parcial  del  ofendido;  pero  tam- 
poco es  absolutamente  tachable  su  testimonio. 

fiáy  un  extremo  iateresanileimo  en  el  proceso,  en  que  reúne 
aquel  las  cualidades  de  ios  testigos  comunes  y  una  más  que  reco* 
miendanu  veracidad,  y  es  la  designación  del  ofensor;  pues  et  mismo 
odio,  el  mismo  interés  en  su  castigo,  hará  que  su  indicación  recai- 
ga en  el  verdadero  culpable  y  que  oo  trote  de  perjudicar  4  otro  por 
salvar  á  éste,  si  bien  en  ias  circunstancias  agravantes  no  conserva 
lanisma  imparcialidad,  sino  por  el  contrarío,  es  el  más  increíble  *y 
tachable  de  los  presenciales. 
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ARTÍCULO  180. 

«Se  tendxá  tambiea  por  abaodooada  la.  querella  cuando  por 
muerte  6  por  haberse  iacapacitado  d  quereilaate  para  conUnunr  la 
acción,  DO  compareciese  ninguno  de  sus  herederoa  6  representantes 
legales  á  sostenerla  deatro  de  los  60  dias  siguientes  al  en  que  la 
muerte  ó  la  incapacidad  hubiesen  ocurrido.» 

Comentario. 

Sesenta  dias  no  bastan  á  veces  para  que  llegue  á  noticia  de  ios 
herederos  la  muerte  de  su  causante,  y  el  no  hacer  düerencia  entre 
ausentes  y  presentes,  ni  marcar  otro  punto  que  la  muerte  para 
contar  el  üempo,  es  dejar  abandonado  al  acaso  este  derecho.  Si 
por  algo  y  para  algo  se  ha  establecido,  deberia  haberse  acompaña- 
do de  las  disposiciones  necesarias  para  su  equitativo  ejercicio.  Por 
lo  ffl¿nos  coQvend  ria  preceptuar: 

1.*  La  obligación  en  el  Juez  de  dar  á  los  parientes  del  difunto 
un  aviso  semejante  al  prevenido  en  el  art.  552  de  la  ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  si  son  conocidos  y  presentes,  ó  librar  la  oportuna 
comunicación,  si  sólo  concurre  la  primera  cualidad,  variando  los 
términos  en  proporción  de  la  distancia. 

2.*  La  publicidad  á  falta  de  conocimiento  de  las  personas  ó  de 
su  residencia. 

3/  La  admisión  de  instancias  fuera  de  término,  cuando  >  se  acre- 
dite justo  impedimenta  para  t^csentarlos  antes,  marcando  las  con- 
dicioaes  de  esta  admisión. 

4.*  Que  en  todo  caso  se  cuenten  los  dias  desde  que  se  haya 
manifestado. sabedor  de  los  hechos  el  interesado  en  autos  judictafes 
ú  oficiales,  que  consten  al  Juzgado  ó  TríbaoaL 

5..'  Establecer  la  debida  distinción  entre  el  interés  material,  ó 
llámese  civil,  del  heredero  p^r  las  costas  y  gastos  de  la  ^querella  é 
indemnización  y  el  del  próximo  pariente  pojr  la  cuestión  de  honor 
ó  dolor  que  la  motivara.  En  el  primer  caso^  habría  que  asimilar  el 
derecho  al  de  sucesión  testada,  y  en  el  segundo^  al  de  la  intestada, 
á  no  ser  que  concurran  las  dos  circunstancias  ó  caracteres  en  una 
misma  persona,  pues  no  debe  perderse  de  vista  que  en  un  senti- 
do se  sucede  por  institución  más  generalmente  y  en  el  otro  por  pa* 
leatesco,  sin. que  deba  privarse  de  su  derecho  al  paiieole,  auAí|ut 
no  sea  instituido. 
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ARTÍCULO  184. 

«El  particular  qnerellante  habrá  de  pret^tar  la  fianza  de  la  clase 
y  en  la  cuantía  que  fijase  el  Juez  ó  Tribunal  para  responder  de  las 
resullas  del  juicio.» 

Comentario. 

Este  artículo,  en  los  términos  que'  está  redactado,  deja  al  ca* 
pricho  del  Juez  la  posibilidad  de  la  querella,  puesto  que  le  faculta 
para  exigir  una  fianza  que  exceda  de  la  fortuna  del  querellante. 
Hemos  visto  exigir  la  de  2,500  pesos  en  metálico  á  quien  no  oon* 
taba  los  tres  primeros  guarismos  por  todas  las  rentas  de  su  caudal. 
Más  justo  seria  marear  un  máximum  y  un  minimum,  dentrp  de  los 
cuales  tuviese  algún  espacio  el  arbitrio  judicial,  admitiendo  desde 
luego  la  hipoteca,  como  uno  de  tantos  medios,  el  papel  del  Estado 
en  cierta  proporción,  la  fianza  personal  de  los  que  acrediten  pagar 
cierta  cuota  de  impuestos  directos  y  la  caución  de  los'  pobres. 

ARTÍCULO  200. 

«Cuando  concurriere'  algún  funcionario  de  policía  judicial  de 
categoría  superior  á  la  del  que  estuviere  actuando,  deberá  éste 
darle  conocimiento  de  cuanto  hubiese  practicado,  poniéndose  desde 
luego  á  su  disposición.» 

.  Cometdario. 

Perteneciendo  á  varios  ramos  de  la  adYninistracion  y  fuerza 
pública  los  funcionarios  incluidos  en  la  policía  judtéial,  es  difícil 
discernir  lo  que  se  entiende  por  categoría  superior  en  algunos  ca- 
sos; pues  si  bien  esto  es  muy  claro,  cuando  ^sté  conociendo  un 
Teniente  de  Guardia  civil  y  se  presente  el  Capitán,  no  lo  es  tanto 
cuando  concurra  un  Teniente  de  Alcalde  con  uno  de  ia  guardia,  un 
Celador  de  policía,  un  Jefe  de  orden  público,  etc. 

Para* evitar  conflictos  sería  conveniente  establecer  una  escala  ó 
cederlo  todo  á  la  prevención,  con  la  única  salvedad  á  favor  de  ios 
superiores,  en  el  mismo  ramo  del  que  estuviese  conociendo. 

ARTÍCULO  210. 

«Cuando  hubiesen  practicado  diligencias  por  orden  ó  requeri- 
miento de  la  autoridad  judicial  ó  del  Ministerio  fiscal,  comunicarán 
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el  resultado  obteitido  en  los  plazos  que  en  la  orden  ó  en  el  requerí* 
míenlo  se  hubiesen  fijado.» 

Comentario. 

A  veces  instruirá  estas  actuaciones  el  que  baya  dado  origen  d 
ocasión  al  delito.  Convendría  atribuir  desde  luego  distinto  valor  á 
las  diligencias  practicadas  por  un  funcionario  qu%  sólo  íntervieoe 
en  el  asunto  por  rason  de  sa  oficio,  que  á  las  instruidas  por  el  que 
se  hallase  presente  con  disiinto  objeto  y  más  ó  menos  mezclado  en 
la  cuestión  por  relaciones  ó  coincidencias  privadas;  pues  aun  cuando 
estas  circustancias  influyen  en  la  apreciación  de*  las  declaraciones 
testificales,  en  las  que  se  equipara  el  mérito  de  los  atestados  ó  refe- 
rencias de  altos  funcionarios,  siempre  conviene  expresar  que  no 
llevan  desde  luego  el  carácter  de  testigos  abonados,  sino  el  de  sim- 
ples testigos  sujetos  á  calificación  según  sus  circunstancias. 

ARTÍCULO  220. 

«Tendrán  el  mismo  valor  que  las  diligencias  practicadas  por 
los  Jueces  de  instrucción,  las  que  se  practicaren  ^ot  los  Jueces 
municipales  ante  las  secretarias  de  su  Juzgado,  y  en  su  defecto  ante 
un  Notario  y  dos  hombres  buenos  que  reúnan  las  circunstancias  y 
presten  el  juramento  expresado  en  el  art.  232. 

«Podrán,  sin  embargo,  los  Jueces  de  instrucción,  acordar  la  ra- 
tificación de  dichas  diligencias  si  lo  estimaren  conveliente. » 

Comentario. 

Prescindiendo  de  la  impropiedad  de  la  palabra  acordar,  tratán- 
dose de  un  sólo  Juez,  la  independencia  que  hoy  gozan  los  Notarios 
y  el  silencio  de  la  ley  orgánica  de  Tribunales,  respecto  á  la  sustitu- 
ción de  l^ecretarios  y  suplentes  por  aquellof,  no  dicen  buena  reía* 
cion  con  este  articulo,  que  supone  facultad  en  los  Jueees  de  valerse 
^  de  ios  Notarios  para  suplif  á  los  Secretarios  de  los  Juzgados  muñid* 
pales.  Lo  menos  i|ue  falta  en  esta  disposición  es  la  parte  pi^ceptiva 
que  obligue  á  los  Notarios  á  prestar  este  servicio  en  reemplazo  de 
los  suplentes  y  no  de  los  Secretarios,  pues  tal  como  está  redactado 
parece  que  aún  puede  presclndirse  de  los  suplentes  y  valerse  de, 
los  Notarios  en  las  ausencias,  enfermedades  (>  incompatibilidades 
de  ios  Secretariosi 

Guando  las  disposieiones  de  una  ley  guardan  armonía  con  las  de 
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Otras,  DO  necesitan  una  prolija  cxpKcacioQ;  mas  cuando  vienen  i 
modificarlas  ó  á  ampliarlas,  es  iodispensable  aclarar  los  conceptos 
que  puedan  iatrodnoir  duda  ó  confusión. 

£n  el  apartado  del  mismo  articulo  se  faculta  á  los  Jueces  ins* 
tractores  para  ratificar  las  diligencias  practicadas  por  tos  municipa- 
les. Si  entre  estas  dos  operaciones  resultase  divergencia,  pareced 
que  deberá  estarse  á  la  segunda;  mas  como  la  disparidad  puede  ser 
peligrosa  para  los  prioieros  funcionarios,  y  no  hay  razón  para  con- 
ceder más  fé  á  los  segundos  hasta  el  punto  de  considerar  absoluta- 
mente éubordiuado  el  resultado  de  las  unas  diligencias  al  que  pro- 
ducen las  otras,  deberla  darse  intervención  al  Juez  municipal,  ó  al 
menos  citación  para  presenciar  las  ratificaciones  comprendidas  en 
este  articulo. 

ARTÍCULOS  221,  222  Y  223. 

,  «El  Juez  que  instruyere  el  sumario  practicará  las 'diligencias 
que  le  propusieren  el  Ministerio  fiscal  ó  el  particular  querellante, 
excepto  las  que  coosiderase  innecesarias  ó  perjudieiales. 
.  .  «Contra  ef  auto  denegatorio  de  las  dirigencias  pedidas  podrá  in- 
terpouerse  el  recurso  de  apelacioa,  que  será  admitido  en  nn  sólo 
efecto. 

•Cuando  se  presentare  querella  en  la  forma,  y  con  los  requisi- 
tos prevenidos  en  esta  ley,  el  Juez  de  iostruccion,  después  de  ad- 
mitirla, si  fuese  procedente,  mandará  practicar  las  diligencias  que 
en  ella  se  propusieren,  salvo  las  que  considerase  contrarias  á  las 
leyes,  ó  innecesarias,  ó  perjudiciales  para  el  objeto  de  la  querella, 
las  cuales  denegará  en  resoiticion  motivada. 

•Desestimará  en  la  misma  forma  la  querella  cuando  los  hechos 
en  que  se  fundase  no  constituyan  delito,  ó  cuando  no  se  conside- 
rase competente  para  instruir  el  sumario  objeto  de  la  misma. 

«Contra  el  auto  á  que  se  refiere  este  artículo  procederá  el  recur- 
so de  apelación,  que  será  admisible  en  ambos  efectos.» 

Comentario. 

En  el  primero  de  estos  arUculos  se  dá  el  nombre  de  querellante 
al  simple  denunciador,  pues  que  en  el  siguiente  se  habla  de  la  qne* 
relia  dándole  diversos  eKíctos.  Hay  por  lo  menos  confusión  en  el 
lenguaje. 

No  se  comprende  por  qué,  i^l  tratar  en  el  222  de  las  diligencias 
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propuestas  Gn  la  querella,  y  del  aato  motivado  accedieQdo  ó  negan- 
do, no  se  haya  declarado  apelable  en  uno  ó  en  ambos  efectos  como 
CQ  el  221.  Si  se  supone  ioduso  en  él  esie  segundo  caso,  se  ha  in* 
vertido  el  orden  de  un  modo  lamentable;  pues  se  ha  debido  colocar 
áctcs  cuanto  diga  relación  al  diligenciado  y  á  sus  variantes,  des*- 
pues  lo  reffttivo  á  providencias  y  últimamente  lo  concerniente  i  re- 
cursos contra  éstas  providencias. 

Léanse  condelencion  estos  tres  artículos  y  se  verá  que  contra 
los  autos  negativos  del  221  y  223  se  dan  recursos,  y  contra  el  con* 
tenido  en  el  222  ningún  recurso  se  establece,  faltando  á  la  equidad. 

ARTÍCULO   226. 

«Las  diligencias  pedidas  y  denegadas  en  el  sumario  podrán  ser 
propuestas  de  nuevo  en  el  juicio  oral. » 

Comentario. 

Al  conceder  este  articulo  facultad  á  los  interesados  y  al  Ministe- 
rio fiscal,  para  proponer  en  el  juicio  oral  las  diligencias  pedidas  y 
denegadas,  en  el  sumario,  ha  debido  explicar  si  se  pueden  reprodu- 
cir también  las  pendientes  de  apelación;  pues  habrá  Juez  que  se  crea 
sin  jurisdicción  para  conocer  de  ellas,  y  otros  que  las  admitan  fun- 
dándose en  el  mismo  articulo  y  en  su  relación  con  los  anteriores. 

ARTÍCULO  226. 

I 

«El  Juez  instructor  hará  constar  cuantas^ diligencias  se  practi- 
caren á  instancia  de  parte. 

>»De  las  ordenadas  de  oficio  solamente  constarán  en  d  sumario 
aquellas  cuyo  resultado  fuere  conducente  al  objeto  del  mismo.» 

Comentario. 

m 

Esta  disposición  deja  impunes  todas  las  vejaciones  y  arbitrarie- 
dades, todas  las^reprobadaa  pesquisas  y  cuantos  «scesos.'Oametan 
los  Jueces  en  los  sumarios;  puesto  que  pueden  descartar  de  ellos, 
bajo  el  titulo  de  inconducentes,  las  que  produzcan  responsabilidad. 
Cierto  esqqe  los  agraviados  pueden  formular  quejas  y  acreditar  se- 
pai adámente  algunos  hechos,  pero  ni  todos  tendrán  la  energía  ne- 
cesaria, ni  les  será  fácil  ante  el  Juee  que  los  ha  cometido,  m'  habría 
medios  tratándose  de  diligencias  reservadas  en  que  los  únicos  pre- 
senciales son  los  culpados.  Mucho  pudiera  escribirse  sobre  este  in- 
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meditado  artículo,  pero  e^de  tal  magnitod  el  peligro  en  el  conle- 
BÍ«lo,  que  DO  necesita  demostración  nr  se  hará  esperar  su  reforma. 

ARTÍCULO  ¿27. 

«El  querellante  podrá  intervenir  en  todas  las  diligencias  del  su- 
mario. •        ' 

»S\  el  delito  fuere  públi(;o,  el  Juez  de  instrucción,  sin  embargo 
de  lo  dispuesto  en  el  párrafo  anterior,  declarará,  á  propuesta  fiscal 
ó  de  oficio^  setreto  el  sumario  para  el  querellante.» 

Comentario, 

Si  la  mente  del  legístador  era  que  el  querellante  únicamente  in- 
terviniese en  el  sumario  cuando  se  tratara  de  delitos  que  no  pudie« 
ran  perseguirse  sino  á  instancia  desparte,  pudo  expresarlo  asi  y  no 
sentar  la  regia  general  facultándole  para  entendei^de  todo  y  des- 
pués dejar  al  arbitrio  del  Juez  ó,  mejor  dicho,  encargar  á  éste  que 
en  ciertos  casos  declare  secreto  el  sumario. 

Si  lo  que  se  ha  querido  decir  es,  que  el  Juez  podia  declararlo  en 
determinados  casos,  no  se  ha  debido  usar  el  sentido  imperativo.  La 
redacción  es  oscura  y  redundante;  pues  con  añadir  al  primer  párra- 
fo estas  palabras  «si  el  delito  no  fuere  público»  éslaria  excusado 
todo  el  siguiente,  ó  éste  se-bubiera  concretado  á  decir  «en  los  deli- 
tos públicos  será  el  suoiario  secreto  aun  para  el  querellante.»  Y  si 
se  quería  dejar  á  cargo  del  Jaez  la  ealific)icion  del  delito,  estable- 
cerlo asi  y  DO  darla  por  supuesta,  cambiando  los  papeles  el  poder 
legislativo  con  el  judiciaL 

Esta  anomalía  resalta  más  cuando  se  lee  el  art.  228,  que  facul- 
ta al  Juez  municipal  para  no  comunicar  al  querellante  particular 
las  actuacioues  que  practicare.  Suplamos  desde  luego  «en  el  suma- 
rio,» puesto  que  de  él  se  viene  hablando;  pero  no  perdamos  de 
vista  que  seHratá  de  facultades,  lo  cual  supone  quedar  al  arbitrio 
del  Juez  el  comunicar  ó  no  las  actuaciones  al  querellante,  ó  más 
bien  la  regla  general  de  hacerlo  y  la  facultad  de  exceptuar  algunos 
casos;  pues  si  fuera  prohibición  expresa  en  todos  los  delitos  públi- 
cos, lo  diría  así.  Además,  no  se  preceptúa  que  el  Juez  municipal 
califique  el  delito^  luego  se  supone  calificado  por  la  ley;. y  si  tal  se 
supone,  no  habia  necesidad  de  hacerlo  el  Juez,  y  si  era  necesario 
que  el  Juez  lo  hiciese,  siendo  instructor,  no  se  puede  dispensar  de 
igual  declaración  al  municipal,  aunque  fuese  preventiva  como  todos 
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sns  actos.  O  está  de  más  el  sentido  preceptivo  usado  en  el  art.  229, 
ó  las  facultades  concedidas  en  d  228.  .En  uno  y  otro  ha  debido 
usarse  el  mismo  verbo  en  igual  modo  y  tiempo»  y  si  se  hubiesen 
confundido  en  un  artículo  los  dos  Juece§,  tampoco  resultaría  tan 
tan  marcada  contradicción,  como  dándoles  carácter  resueltamente 
obligatorio  en  uno  y  potestativo  en  otro.    - 

ARTÍCULO  230, 

.  «Concurrirá  asimismo  al  lugar  del  delito  el  Fiscal  del  Tribunal 
de  partido  en  los  casos  expresados  en  el  articulo  anterior,  si. otras 
ocupaciones  más  graves  no  se  lo  impidieren,  y  en  los  demás  casos 
podrá  concurrir  también  aunque  para  ello  no  fuere  requerido,  al 
ponto  adonde  se  traslade  el  Juez  de  instrucción  para  intervenir  en 
las  diligencias  que  éste  hubiere  de  practicar.* 

■ 

Comentario. 

Si  ha  de  quedar  al  arbitrio  del  Fiscal  la  calificación  de  la  gra- 
vedad de  sus  ocupaciones,  para  excusar  la  obligación  impuesta  en 
este  artículo,  mejor  sería  establecer  que  pueda  trasladarse  ó  dele- 
gar en  el  Fiscal  municipal  del  pueblo  en  que  hayan  de  tener  lugar 
las  diligencias;  y  si  es  en  despoblado  obligarle  á  concurrir  sin  esas 
salvedades;  pues  toda  obligación  lleva  implícita  la  posibilidad  físí« 
ca,  moral  y  legal  de  su  cumplimiento  y  es  inútil,  ó  del  todo  perju- 
dicial,^ al  buen  servicio  públicuMnsinuar  ciertas  excusas,  cuando  no 
se  dice  el  tiempo,  modo  y  lugar  de  exponerlas,  ni  quién  ha  de  juz- 
garlas. Mucho  mejor  estarla,  en  vez  de  ese  artículo,  otro  que  pre-* 
ceptuara  la  invitación  al  mismo  Fiscal  y  la  consignación  en  el  su- 
mario de  lo  que  éste  coatestafli  en  el  acto. 

.    [Se  continuará,) 

Ido.  Jos¿  i.  Reioa« 
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Bstudios  sobra  sistemas  penitenel&rlos:  Zee&ümes promtmciéh 
das  en  el  Ateneo  de  Madrid^  por  O.  Francisco  Lastres.  ( Librería  de  Da- 

rao.— í  875.) 

Becord&mos  haber  llamado  la  atención  de  los  snscritores  de  la  Rk- 
TI8TA  sobre  estas  lecciones  cuando  sa  autor  las  pronunciaba  en  el  Ate- 
neo, y  entonces,  como  ahora,  emitimos  un  juicio  favorable,  ya  por  lo 
importante  de  la  materia  que  en  ellas  se  desenvuelve,  principalmente 
en  lo  qae  se  refiere  al  ramo' de  ctirceles  y  presidios,  tan  abandonado  en 
nuestro  país,  ya  también  por  ciertas  conclusiones  que  en  algunos  pan- 
tos afirma  el  Sr.  Lastres,  exponiendo  antes  las  teorías  moilemas  admi- 
tidas como  un  adelanto  .en  la  ciencia. 

Nuestro  joven  y  distinguido  compañero  ha  dado  á  la  imprenta  sus 
lecciones,  que  forman  un  libro,  interesante  por  las  importantísimae 
cuestiones  gue  en  él  se  estudian,  tratadas  con  rigoroso  método,  expo- 
niendo las  ideas  con  verdadero  orden  y  en  términos  sencillos  y  claros  al 
alcance  de  los  más  profanos  á  la  ciencia  del  Derecho. 

Muy  lejos  el  Sr.  Lastres  de  abrigar  la  pretensión  de  hacer  un  estu* 
dio  fundamental  sobre  Derecho  penal,  limitaba  sus  propósitos  al  dar 
sus  conferencias  á  ocuparse  de  las  cuestiones  penales  más  importantes, 
de  las  penitenciarias  principalmente,  para  lo  cual  decia  en  la  primera 
lección:  «Examinaré  las  ideaa  modernas  sobre  la  pena;  después  hablaré 
»de  cada  uno  de  los  sistemas  penitenciarios  que  se  usan  en  diferentes 
snaciones,  y  aprovechando  la  experiencia  de  otros  países,,  evitando  las 
«exageraciones  que  sólo  conducen  al  error,  indicaré  las  reformas  que 
»en  mi  opinión  necesitan  nuestros  establecimientos  carcelarios,  tenien- 
»do  presente  el  estado  angustioso  del  Tesoro;  y  por  último,  hablaré 
»algo  de  la  pena  de  muerte,  porque  este  es  punto  que  vuelve  á  disou- 
vtirse  y  que  es  siempre  nuevo,  interesante  siempre.»  Y  ciertamente 
que  para  el  objeto  que  el  autor  se  propuso  ha  llenado  cumplidamente 
su  misión. 

Las  lecciones  del  Sr.  Lastres  no  son,  no  podian  ser,  ni  elevó  á  tanto 
sus  aspiraciones,  una  obra  de  derecho  penal;  «impulsado  el  autor  al  im- 
»primirlas  por  el  deseo  de  contribuir  á  popularizar  estos  estudios  para 
sque  dejen  de  ser  exclusivos  de  los  Abogados  y  eruditos,»  se  dirigen 
más  que  á  enseñar  una  ciencia,  ¿esenvolviendo  metódicamente  sus 
principios,  á  ilustrar  la  opinión  sobre  ciertas  cuestiones  importantísi- 
mas, ae  trascendencia  suma  en  el  orden  social,  las  cuales  vienen  agi- 
tándose hace  tiempo  en  las  esferas  científica  y  política,  y  cuya  solu* 
cion  práctica  ofrece  en  nuestro  país  más  dificultades  que  en  todos  de- 
más países  de  Europa,  por  lo  mismo  que  es  el  más  atrasado,  el  que 
menos  ha  hecho  por  adelantar  y  progresar  en  esta  materia. 

No  vamos  ahora  á  exponer  una  crítica  coo^pleta  del  libro  del  Señor 
Lastres,  ni  es  nuestro  propósito  hacer  un  articulo  sobre  lo  que  consti- 
tuye el  objeto  principal  de  sus  conferencias;  sin  embargo,  atendida  la 
importancia  de  éste,  añadiremos  algunas  ideas  al  mismo  tiempo  que 
extractamos  las  que  descuellan  en  esta  obra. 

Cuantos  han  escrito  en  nuestra  patria  sobre  materia  criminal  se  han 
detenido  especialmente  á  demostrar  la  necesidad  de  llevar  á  cabo  cuan- 
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to  antes  las  reformas  pás  radicales  en  nuestro  atrasadiumo  sistema,  si 
es  que  merece  este  nombre,  la  legislación  incompleta  y  corruptora  so- 
bre presidios  y  corceles,  lamentándose  amargamente  de  que  mientras 
todas  las  naciones  cultas  han  progresado  de  un  modo  extraordinario  ea 
este  ramo,  venciendo  multitua  de  obstáculos  paraitevsrá  la  práetica 
lo  que  hasta  entonces  no  habia  sido  apreciaido  más  que  como  sueño 
de  los  filántropos;  en  España  no  se  ha  hecho  nada  que  envuelva  ana 
reforma  un  adelanto  positivo,  pues  si  algo  se  ha  intentado  en  diferen— 
tes  ocasiones,  ha  sido  abandonado  al  tocar  las  primeras  diftesltades,  no 

Sorque  se  desconfíase  del  énto  de  Ht  empresa,  sino  porque  el  espirita 
^  rutina  en  un  sentido  y  en  otro,  el  abandono  ó  apatía  ds  ia  Adminis— 
traeion  venían  á  hacer  infructuosos  tos  ensayos  (rae  espíritus  generosos, 
activos  y  fuertes  hicieran  en  un  momento  de  noble  entusiasmo  ó  favo* 
rabie  oportunidad. 

Por  otra  parte,  las  clases  en  general  de  nuestra  sociedad,  á  pesar  de 
que  sientan  horror  al  espectáculo  que  nos  ofrecen  constantemente 
nuestros'prssidios,  desconocen  mucho  los  adelantos  realisados  en  otros 
psíses,  y  de  aquí  la  necesidad  de  ilustrarlas,  levantando  ^na  opinión 
fuerte,  poderosa,  que  con  energía  v  decisión  reclame  esa  reforma  tan ' 
necesaria  y  conveniente  bajo  el  doble  aspecto  del  progreso  del  perfec- 
cionamiento social,  y  del  interés  y  conveniencia  del  individuo. 

A  este  fin  responden  fielmente  las  confereooias  del  Sr.  Lastres,  lo 
mismo  por  las  materias  ó  puntos  que  abarcan,  como  pos  el  lenguaje 
claro,  sencillo  y  forma  natural  en  que  desenvuelve  las  principales 
ideas.  Sujetándose  al  pensamiento  que  habia  anunciado  en  su  lección 
primera,  y  cuyas  frases  hemos  copiado,  se  ocupa  en  primer  lugar  de  lo 
que  él  llama  la  naturaleza  y  concepto  de  la  pena,  y  después  de  un  lige- 
ro examen  de  las  escuelas  que  han  pretendido  dar  esplicacion  satisfac- 
toria sobre  este  punto,  se  declara  partidario  de  la  teoría  correccional, 
única  que,  dice,  satisface  á  las  necesidades  de  la  actual  civilización,  y  á 
cuyos  principios  se  atrerve  á  asegurar  que  obedecen  las  reformas  hechas 
eh  nuestro  Código  penal. 

Esta  teoría  lo^rma  verdaderamente  el  punto  de  partida  de  las  lec- 
ciones del  Sr.  Lastres,  y  todo  lo  aue  en  su  libro  expone  respecto  á  la 
legislación  carcelaria ,  como  igualmente  sus  notables  consideraciones 
fioore  cada  uno  de  los  sistemas  penitenciarios  que  examina  se  refieren 
siempre  al  fin  principal  y  línieo  de  la  enmienda  del  culpahle. 

De  sentir  es  que  por  la  premura  del  tiempo  no  haya  podido  el  Se- 
ñor Lastres  extenderse  al  tratar  puntos  tan  importantes  como  es  el  de 
la  naturaleza  y  concepto  de  la  pena,  apenas  si  plantea  la  cuestión,  es- 
tendiéndose algo  en  la  defensa  de  la  teoría  alema^k  de  Rmder,  pero 
hemos  dicho  que  no  se  proponía,  ciertamente,  el  Sr.  Lastres,  enseñar  la 
ciencia  penal,  no  era  este  tampoco  su  principal  ol)jeto;  el  asunto  de  su 
trabajo  son  las  cuestiones  penitenciarias,  y  aquí  es  donde  ciertamente 
ofrece  verdadero  interés  la  obra. 

Después  de  una  ligera  reseña  de  nuestra  legislación  carcelaria  en  la 
que  se  aetiene  un  tanto  para  examinar  la  ley  de  21  de  Octubre  de  4869, 
estableciendo  diez  y  ocho. bases  para  la  reforma  penitenciaria,  ley  á  la 
cual  juzga  incompleta  porque  no  comprende  en  esas  bases  todo  lo  que 
exige  una  reforma  radical,  si  ha  de  dar  los  resultados  apetecidos,  y  de 
exponer  algunas  medidas  indispensables  para  el  planteamiento  del  sis- 
tema penitenciario,  cuales  son  la  reforma  del  Código,  reducción  de  ia 
escala  general  de  las  penas,  reformas  en  el  procedimiento  criminal,  se 
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ocnpa  de  los  edificios  caroeUrios,  les  diferentes  sistemas  para  su  cons- 
tracción  indicando  el  medio  de  aprovechar  los  edificios  actuales  que  hay 
en  Españary  las  reformas  que  pueden  hacerse  para  aplicarlos  á  un  nue- 
vo sistema,  pasa  á  tratar  del  personal  penitenciario,  las  condiciones 
que  éste  personal  debe  reunir,  si  ha  de  responder  al  pensamiento  del 
nuevo  sisma,  viifiiendo,'  después  de  advertir  e!  abandono  que  sobre  este 
puiíto  existe  en  nuestro  pafs,  la  inmoralidad  y  la  corrupción,  conse- 
cuencia de  la  mala  elección  y  organización  del  personal  de  presidios,  á 
entrar  de  lleno  en  los  Sistemad  penitenciarios. 

Rechazando  duramente  el  antiguo  sistema  que  llama  de  comunidad, 
examina  los  cuatro  sistemas  del  aislamiento  continuo- ó  de  Pensilvania, 
el  de  aislamiento  de  noche,  ó  sea  el  de  Aubun,  el  inglés  y  el  irlandés, 
aceptando  este  último  como  el  más  adelantado  y  que  ofrece  más  venta- 
jas para  obtener  la  corrección  ó  enmienda  de  los  penados,  le  estudia 
detenidamente  en  sus  cuatro  períodos  indicando  el  régimen  que  se  ob- 
serva en  los  principales  establecimientos  y  las  ocupaciones  de  los  pe- 
nados en  cada  uno  de  esos  periodos,  este  sistema  no  exije,  á  juicio 
del  Sr.  Lastres,  edificios  construidos  á  propósito;  en  Irlanda,  dice,  se 
han  reformado  establecimientos  viejos  y  lo  mismo  podría  hacerse  en  Es- 
paña; pero  en  cambio  el  personal  penitenciario  necesita  repnir. condi- 
ciones especiales  de  ilustración,  dulzura  y  ciertos  conocimientos  que 
puedan  utilizar  en  la  instrucción  y  enmienda  de  ios  penados. 

Este  sistema  irlandés  ó  de  Crofton,  es  el  que  desea  el  Sr.  Lastres 
ver  planteado  en  Espa&a,  ofrece  ciertamente*  la  ventaja  de* no  er^'girso 
para  él  establecimientos  á  propósito,  más  en  cambio  necesita^ondi- 
ciones  en  los  empipados,  tiene  más  complicación  que  todos  los  demás 

Sor  lo  cual  juzgamos  más  difícil  su  planteamiento,  á  pesar  de  que  no 
esconozcamos  los  patentes  resultados  obtenidos  por  Maconochis»  á 
quien  el  Sr.  Lastres  toma  como  el  verdadero  perfeccionador  del  sis- 
tema, equivocadamente  en  nuestro  concepto. 

Como  consecuencia  de  lo  expuesto  anteriormente,  se  ocupa  el  Se- 
ñor Lastres  de  las  Ccysas  de  corrección  de  jót enes  delincuentes  y  socie- 
dades protectoras  de  penados  y  cumplidos,  si  bien  esta  última  cuestión 
la  trata  muy  á  la  ligera,  pues  apenas  debe  decirse  que  la  indica,^  en- 
cambio  se  detiene,  algún  tanto,  en  la  anterior,  y  echando  de  ver  la 
gran  falta  en  España  de  asilos  donde  mandar  á  los  jóvenes  menores  de 
edad  declarados  culpables  por  haber  obrado  con  discernimiento,  exa- 
mina los  resultados  obtenidos  en  ios  establecimientos  penales  creados 
al  efecto  en  los  Estados-Unidos,  Inglaterra,  Francia,  Bélgica,  Suiza, 
estadiando  la  organización  y  ocupaciones  de  la  Petite,  Roquette, 
Mdlruy,  Colonias  de  Val  d'Jevré,  Citeaux,  Stanz  y  otras,  poniéndolas 
en  frente  del  triste  espectáculo  que  ofreée  á  nuestra  vista  diariamente 
esa  cárcel  de  villa  ó  Saladero,  nombre  con  que  se  le  conoce  vulgar- 
líiente. 

Por  último  y  como  resumen  do  sus  lecciones,  el  Sr.  Lastres  hace  una 
reseña  de  los  trabajos  del  Congreso  penitenciario  de  Lójidres,  temas  que 
en  él  se  discutieron  sus  acuerdos  y  resultados  prácticos,  viniendo  por 
fin,  para  concluir,  á  ocuparse  de  la  pena  de  muerte,  grave  cuestión 
en  la  que,  consecuente  con  sus  principios  el  Sr.  Lastres,  niega  la  legi- 
timidad de  esa  pena,  indicando  además  que  uno  de  los  principales  re- 
sultados de  establecer  el  régimen  penitenciario,  es  arrancar  el  último  < 
argumento  que  les  queda  á  los  partidarios  de  la  pena  de  muerte,  y  já\ 
partiendo  siempre  de  que  en  el  culpable,  ante  todo,  debe  procurarse  su          ^' 
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correcciolf,  sa  enmienda,  termina  diciendo  qud  la  opinión  pública  te' 
pronuncia  en  favor  de  la  abolición,  pues  parece  que  basta  la  sociedad 
sé  arergüenxa  de  conseryar  la  pena  capital  y  rpdea  su  ejecución  de 
cierto  misterio  ó  al  monos  teniendo  aquella  lugar  á  cierta  ñora  que  no 
puede  acudir  mucha  gente,  desapareciendo  por  tanto,  uno  de  sus  efee* 
tos  considerados  como  más  saludables,  la  ejeoiplarídad. 

En  resumen,  el  trabajo  del  Sr.  Lastres,  si  bien  corto  y  aue  apenas 
1  prende  más  que  alonas  de  las  principales  cuestiones  oel  derecho 


com 


penal,  es  digno  de  elono  porque  estas  cuestiones  las  ha  puesto  al  al- 
cance de  todas  las  inteligencias  y  sobre  su  princl))al  obieto,  Sistemas 
penitenciarios^  ba  resumido  del  modo  más  completo  que  le  ha  sido  po- 
sible en  tan  breve  espacio  las  ventajas  é  inconvenientes  de  cada  uno 
indicando  |os  últimos  adelantos  obtenidos  en,  este  importantísimo  ramo 
de  la  Administración  de  tan  alto  interés  para  toda  la  sociedad. 

a*  fibtini* 
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